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INTRODUCCIÓN 


El  pensamiento  furidico  está  siempre 
efi  retardo  en  relación  á  la  época  y  á  la 
vida. 

jHKKlNa 

En  derecho  comercial^  no  mudar  sig- 
nifica quedarse  atrás. 

YiDÁBI 


Al  iniciar  la  penosa  tarea  de  una  esplicacion  y 
crítica  del  Código  de  Comercio  reformado,  que 
debe  entrar  en  vigencia  dentro  de  cien  dias,  no 
será  fuera  de  lugar  una  rápida  cronología  de  los 
principales  monumentos  de  ese  derecho  y  un  breve 
juicio  sobre  las  leyes  mercantiles  estran jeras  en 
que  se  han  inspirado  nuestros  Codificadores,  por- 
que, tratándose  de  una  legislación  sin  originalidad 
y  cuño  propio,  fruto  de  un  eclectismo  mas  ó  menos 
ilustrado,  el  elemento  histórico  es  de  gran  importan- 
cia y  no  sería  posible  darse  cuenta  exacta  de  muchas 
disposiciones  de  nuestro  Código  de  Comercio,  sin 
tener  un  conocimiento  aproximativo  de  sus  fuentes  ú 
orígenes.  Necessarium  videtur^  dice  Pomponio,  in  pri- 
mis  hujusjuris  originem  atque  processum  demonstrare. 

1 .  No  debo  ocuparme  del  célebre  Código  indio  de 
Manú,  que  mas  de  mil  años  antes  de  J.  C.  parece  que 
contenia  ya  las  reglas  del  préstamo  á  la  gruesa,  y 
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sólo  dii'ó  de  las  famosas  leyes  rodias  que  su  sabiduría 
ha  sido  mui  celebrada;  que  los  rodios  ejercian  du- 
rante los  tres  siglos  anteriores  á  la  era  cristiana,  el 
poder  naval  mas  considerable  en  el  Mediterráneo,  y 
su  legislación,  si  no  ha  sido  hasta  la  edad  media  el 
código  universal  de  los  mares,  como  pretende  Scherer, 
debió  ejercer  una  gran  influencia  sobre  las  leyes  ma- 
rítimas de  otras  naciones  ribereñas  de  aquel  mar,  sin 
escluir  á  los  romanos.  Desgraciadamente,  aunque  se 
ha  ensayado  reconstruir  esas  leyes,  tales  compilacio- 
nes no  son  auténticas  y  de  esas  famosas  leyes  y  de 
otras  comerciales  de  la  antigua  Grecia,  apenas  po- 
seemos algunos  pasajes  mutilados,  insertos  en  las 
Pandectas  ó  fragmentos  esparcidos  en  las  arengas  de 
los  oradores  atenienses.  (O 

2.  Los  romanos  que  según  parece  consideraban  el 
comercio  ocupación  digna  de  esclavos  y  hbeitos,  y 
cuya  principal  industria  consistía  en  la  espoliacion 
de  los  pueblos  por  ellos  vencidos,  no  tenían  una  co- 
piosa legislación  mercantil.  Así,  en  el  Digesto,  vastí- 
simo monumento  de  sabiduría,  sólo  se  encuentran 
cinco  títulos  dedicados  á  negocios  comerciales,  inspi- 
rados probablemente  on  las  leyes  rodias  y  atenienses. 
Pero  existen  unas  70  leyes  sueltas  y  todo  el  libro  43 
de  las  Basílicas,  que  reunidos  constituyen  un  derecho 
marítimo  bastante  completo  y  que  no  desmiente  la 

(1)  Maynz,  Droit  romain,  4».  edición,  §  281.  Alauzet,  Droit  commercicU 
no.  3.  Hoechster,  Sacro  et  Oudin,  Manuel  de  droit  cormnercialy  pág.  3.  Des- 
jardins,  IX  pág.  7  á  22,  quien  dedica  un  grueso  tomo  á  la  historia  de  la 
legislación  marítima.  Marti  de  Eixialá,  Derecho  Meí'cantü  de  España,  n®. 
68.  La  Serna  y  Reus,  Código  de  Com,  español  anotado,  pág.  19.  Pardessus, 
Collection  des  Uns  maritimeSy  Capítulos  1®.  y  2o.  Namur,  n®*.  4:  y  6.  Cade  de 
Comm,  helge. 
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gran  sagacidad  de  los  jurisconsultos  romanos.  (2). 
Como  de  costumbre,  gran  parte  de  esas  disposiciones 
fueron  reproducidas  en  las  Partidas. 

3.  Desmembrado  el  vastísimo  imperio  romano  y 
realizados  los  gi'andes  inventos  y  descubrimientos, 
renace  y  se  desarrolla  el  comercio,  que  la  invasión  de 
los  Bárbaros  habia  ahogado,  y  es  en  la  edad  media 
cuando  aparecen  compiladas  las  costumbres  mercan- 
tiles de  Trani,  Amalfi,  (jóuova,  Pisa  y  otras  ciudades 
marítimas  de  la  Europa,  en  celebrados  libros.  Así  na- 
cieron la  Tabla  amalfitana,  los  Jiigements  ó  Roles  d' Ole- 
ran (Juicios  de  Oleren),  compilación  francesa  de  24 
artículos,  y  el  Consuht  del  mar,  vasto  digesto  de  dere- 
cho marítimo,  de  un  valor  inestimable,  escrito  mui 
probablemente  en  Barcelona,  del  siglo  13  al  14,  y 
que  obtuvo,  como  la  Tabla  y  los  RoleSj  gran  crédito  y 
autoridad. 

4.  Vienen,  en  seguida,  además  de  algunas  sabias 
leyes  españolas  (que  constituyen  el  Tít,  39  del  Lib.  IX 
de  la  Recop.  de  Indias)  y  holandesas  sobre  seguros,  y 
el  Guidon  de  la  mer,  que  encierra  también  interesantes 
disposiciones  sobre  la  misma  materia,  la  célebre  com- 
pilación Leyes  de  Wisby,  en  que  -e  comprenden  66 
artículos  sobre  el  derecho  marítimo,  tomados  de  los 
BJbles,  usos  de  Holanda  y  Códigos  de  Lubeck. 

6.  Dejando  de  lado  las  costumbres  de  Amberes 
(1582),  las  ordenanzas  marítimas  de  la  hansa  teutónica 
(1614)  y  otras  de  menor  notoriedad,  llegamos  á  la  fa- 
mosa ordenanza  francesa  de  1673,  dictada  durante  el 


(2)  Compara  con  los  autores  citados  en  la  nota  1»,  con  Bravard— Vey- 
riéres,  pág.  2  á  4  y  con  Desjardins,  IX  pág.  11  á  18.  El  seguro,  que  sólo 
data  de  oinco^siglos,  no  era  conocido  en  Boma. 
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ministerio  de  Colbert,  en  el  reinado  de  Luis  XIV, 
bajo  la  inspiración  de  Savary;  y  la  ordenanza  de 
1681,  que  fué  mui  aplaudida  y  adoptada  general- 
mente en  Europa,  aun  por  los  ingleses.  Concurrió  á 
su  elaboración  el  holandés  Verwer,  fué  comentada 
por  Emerigon  y  el  eminente  Valin  (1760  á  1780),  y 
ambas  han  constituido  las  principales  fuentes  del 
Código  de  Comercio  francés  de  1808. 

Casi  al  mismo  tiempo  (1667),  la  Suecia  dictaba  un 
Código  marítimo,  completo  y  bien  redactado,  que 
poco  después  fué  utilizado  en  Dinamarca  (1683). 

6.  Merece  mención  especial  la  célebre  Recopilación 
de  las  Leyes  de  Indias  (1680),  tanto  por  ser  un  Código 
para  la  A  mérica  española,  cuanto  por  encerrar  pre- 
ciosas disposiciones  sobre  buques  y  navegación  (le- 
yes de  los  Títulos  28,  30,  31,  33,  34  y  35  del  Libro 
IX),  que  aun  podrían  ser  consultadas  y  utilizadas,(*)y 
una  notable  y  bastante  completa  legislación  sobre 


(3)  Compara  con  Massé,  n^.  88.  Bravard-Veyriéres,  pág.  4  ¿  18.  La 
Serna  y  Reus,  p¿g.  20  á  25.  Aubry  y  Rau,  §  20.  Namur,  n^.  6  á  10.  Yidari, 
n».  63  4  65.  Lyon-Caen  y  Renault,  Traite  de  droit  commercialj  n«».  10  á  31 
y  43.  Desjardins,  pág.  26  á  35,  69  á  62,  66,  67,  82,  105-106,  125,  126,  130, 
131, 151,  160,  163,  200,  201,  219,  250  y  261. 

(a)  Asi  en  los  Tit*.  28,  30  y  35  se  contienen  sabias  precauciones  sobre 
construcción,  carena,  carga,  dotación,  armamento  y  visita  de  los  navios, 
en  los  Tit*.  31,  83  y  34  disposiciones  sobre  carga  excesiva  y  puesta  sobre 
cubierta,  descarga,  ñetes  y  su  pronto  abono;  asi  como  en  los  Tít".  33,  35  y 
36  se  insiste  sobre  el  rol  del  equipaje  en  garantia  de  las  tripulaciones. 
En  la  ley  22  del  Tít.  28  se  enseña  á  construir  buques  marineros  y  boyan- 
teSj  y  que  teniendo  mucha  bodega,  no  sean  boqui-abiertos  y  emparedados; 
al  mismo  tiempo  que  se  prohibe  emplear  en  la  navegación  de  Indias  así 
los  navios  de  mas  de  6i4  toneladas,  como  los  buques  menores  (barcos, 
fragatas,  carabelas,  fustas,  urcas  esteí'linas  y  filibotes)]  y  en  la  ley  25  se  or- 
denan tres  maneras  de  hacer  el  arqueo.  Son  mui  curiosas  las  que  detallan 
la  dotación  y  el  armamento  necesarios  (leyes  30  á  32  del  Tít.  30),  y  la  69 
del  Tít.  36  que  prohibe  que  los  navegantes  blasfemen,  usen  barraganas, 
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seguros  marítimos  (las  67  leyes  del  Tít.  39),  sancio- 
nada en  1666  por  Felipe  II  y  de  la  que  me  hago 
cargo  en  los  comentarios  al  Título  respectivo.  (^) 

6/"  Nuestras  conocidas  Ordenavzas  de  Bilbao  (1737) 
se  inspiraron  en  la  francesa  de  1681  y  obtuvieron 
desde  su  publicación,  dice  Pardessus,  una  especie  de 
prioridad  y  casi  universalidad.  En  los  dominios  es- 
pañoles estu\deron  en  vigencia  hasta  que  se  sancionó 
el  Código  de  Comercio  de  1829,  y  en  varías  secciones 
sud-americanas  conservaron  su  imperio  auu  después 
de  esa  fecha.  Constab#^n  de  29  capit».  y  de  703  n**».  ó 
art".,  105  de  los  cuales  eran  relativos  á  los  funcio- 
narios del  comercio. 

Merecen  mencionarse  de  paso,  además  del  Cód. 
marítimo  de  Catalina  2*  (1781),  la  célebre  ordenanza 
marítima  de  Rotterdam  (1721),  que  constaba  de  300 
artículos  y  gozó  de  gran  autoridad  en  el  norte  de 
Europa,  así  como  el  Reglamento  de  Hamburgo 
(1731).  que  comprendía  sólo  130. 

7.  Antes  de  ocuparme  del  Cód.  de  Com.  fran- 
cés, cuya  aparición  forma  época  en  los  anales  del 
derecho  mercantil,  debo  en  justicia  consignar  la  in- 
fluencia preponderante  que  en  la  formación  de  ese 
derecho  tuvieron  las  prácticas  de  las  ciudades  ita- 
lianas que  monopolizaron  el  comercio  durante  la 
edad  media,  y  la  ciencia  de  los  grandes  comer- 
cialistas    italianos,    que    como   Balducci    Pegolotti 


&,  Notable  es  la  qae  declara  que  el  hijo  de  estranjero  nacido  en  España  es 
verdaderamente  originario  y  natural  de  ella  (Ley  27  del  Tít.  27). 

(b)  Las  fórmulas  de  pólizas  contenidas  en  las  Leyes  35,  47  y  56  ofrecen 
un  resumen  de  esa  legislación.  La  Curia  filípica  da  una  cabal  idea  del  es- 
tado del  derecho  comercial  en  España  en  [1615]  el  1®'  tercio  del  siglo  xyii. 
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1346)  y  Straccha,  Casaregis,  Roccus  y  Targa  en 
(los  siglos  XVI  y  XVII,  sin  contar  á  Scaccia,  al 
cardenal  de  Lúea  y  Ansaldo  de  Ansaldis,  tenían 
una  sólida  instrucción  y  el  genio  de  los  negocios 
y  eran  considerados  los  oráculos  del  derecho  mer- 
cantil. Del  tercero,  sobre  todo,  se  dijo  que  era  vir 
in  jure  totus  oculeus  y  el  hombre  mas  versado  que 
haya  existido  jamás  en  cuestiones  contenciosas  de 
comercio  y  de  cambio. 

Trajeron  también  gran  contingente  científico,  en 
Holanda,  sin  contar  al  célebre  Van  Groot  (Grocio) 
y  Bynkershoek,  los  comercialistas  Peck,  Vinnen  (Vi- 
nio)  y  el  recordado  Verwer;  en  Suecia,  Loccenius 
y  Stypmanus;  en  Alemania,  Marquardus,  Kuricke 
y  Cocceius,  Santema  en  Portugal  y  Bolaños  en 
España,  que  florecieron  en  los  dichos  siglos  XVI  y 
XVII;  asi  como  el  danés  Wedderkop  y  los  ingle- 
ses Beawes,  Parker  y  Park  en  el  XVIII. 

8.  El  Código  de  comercio  francés,  cuyos  mejores 
materiales  son  sacados  de  la  Ordenanza  de  1681,  no 
obstante  su  pequenez,  ha  merecido  el  singular  honor 
de  ser  estudiado  en  todas  partes,  adoptado  por  mu- 
chas naciones  ó  servido  cuando  menos  de  base  y 
punto  de  partida  á  los  otros  Códigos.  "El  Cód. 
"  francés,  dice  Vidari,  puede  considerarse  en  jus- 
^  ticia  como  el  padre  de  todos  los  Códigos  actua- 
"  les  de  Comercio,  puesto  que,  aun  en  aquellos  que, 
"  como  el  alemán  y  el  húngaro,  mas  se  separan  de 
"  él,  se  observa  todavía  que  tienen  en  él  su  punto 
"  de  partida." 

9.  Unas  cuarenta  leyes,  dictadas  desde  1817  á 
Marzo  de   1889,  han  mejorado  y  completado  esas 


disposiciones  y  permitido  postergar  indefinidamente 
la  refundición  general  del  Código,  refundición  in- 
dispensable, si  ha  de  hallarse  á  la  altura  de  los 
sabios  Códigos  de  Alemania,  Hungría,  Italia  y  Bél- 
gica. 

10.  La  era  de  la  codificación  tan  felizmente  inau- 
gurada por  la  Francia,  fué  continuada  inmediata- 
mente por  la  Holanda  que,  como  Inglaterra,  debe 
al  comercio  y  á  la  navegación  .  gran  parte  de  su 
bienestar.  Así  es  que,  utihzando  su  sabia  juris- 
prudencia nacional  y  sus  célebres  leyes  marítimas, 
se  proyectó  en  1826,  sobre  la  base  del  Código 
francés,  uno  para  Holanda  y  Bélgica,  que  fué  re- 
visado de  1834  á  1837  y  consta  de  923  artícu- 
los, es  decir  276  artículos  mas  que  su  modelo. 
Antes  de  1830  fué  publicado  en  francés  para  su 
promulgación  en  Bélgica.  Luego  veremos  que  los 
Códigos  posteriores,  y  especialmente  los  de  Portu- 
gal, Brasil  y  República  Argentina,  tomaron  títu- 
los enteros  del  Código  holandés,  sobre  todo  en 
materia  de  Comercio  marítimo,  seguros  y  morato- 
rias. 

11.  Al  propio  tiempo  que  la  Holanda,  España 
adoptaba  como  Código  de  Comercio,  en  Mayo  30 
de  1829,  el  proyecto  elaborado  por  el  Sr.  Pedro 
Sainz  de  Andino,  á  que  se  dio  preferencia  sobre 
el  redactado  por  una  comisión  especial,  compues- 
ta de  magistrados,  jurisconsultos  y  personas  ver- 
sadas en  las  prácticas  y  usos  mercantiles.  Al  mis- 
mo jurisconsulto  se  debió  la  ley  de  Enjuiciamiento 
mercantil^  sancionada  en  24  de  Julio  del  siguiente 
año. 
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12.  Constaba  el  proyecto  de  Código  adoptado 
de  1219  artículos  y  sólo  462  comprendía  el  proyec- 
to rechazado.  Andino  se  inspiró  principalmente  en 
Pardcssus  y  en  las  fuentes  de  la  jurisprudencia 
nacional.  Vóse,  pues,  que  el  Código  español  con- 
tenía casi  doble  número  de  artículos  que  el  fran- 
cés; qué  por  confesión  general  habia  mejorado  mu- 
chas disposiciones  de  su  modelo,  y  según  Pardes- 
sus,  era  mucho  mas  perfecto  que  todos  los  Códi- 
gos publicados  hasta  entonces. 

El  título  de  las  letras  de  cambio,  agrega  el  mis- 
mo autor,  resuelve  cuestiones  mui  importantes,  que 
en  Francia  eran  objeto  de  dudas  y  controversias. 
El  de  las  compañías  era  mucho  mas  completo  que 
el  francés  en  punto  á  liquidaciones.  En  el  libro 
3°  del  comercio  marítimo  quedan  asimismo  resuel- 
tas una  multitud  de  cuestiones,  y  se  contienen  en  el 
libro  de  las  quiebras,  muchas  mejoras.  Pardessus 
llega  hasta  afirmar  que  el  nuevo  Código  español 
era  un  modelo  perfecto,  y  podría  invocarse  ante 
los  tribunales  como  una  excelente  autoridad  doctri- 
nal, y  Foucher  afirma  que  fué  considerado  en 
Francia,  como  un  comentario  legal  á  la  lei  fran- 
cesa. 

Luego  veremos  que,  junto  con  el  holandés,  ha 
servido  de  punto  de  partida  y  hasta  de  base  al 
Código  de  Portugal  y  de  otras  naciones.  (*) 

Del  entusiasmo  de  Pardessus,  esplicable  en  1830 
y  tratándose  de  una  lei  en  que  tanto  había  él 
colaborado,  no  participan  otros  escritores,  y  Eixia- 

(4)  Vé  á  La  Sema  y  Beus,  pág.  31  4  36. 


r 


—  xvn  — 

lá,  después  de  un  juicio  crítico  del  Código  de 
Fernando  7**,  concluye  afirmando  que  no  aventaja 
al  francés  sino  en  determinadas  materias  del  libro 
2*»  y  al  tratar  de  las  averías,  y  que  superior  á 
ambos  en  punto  al  comercio  marítimo  es  el  Có- 
digo de  Holanda ,  nación  eminentemente  marí- 
tima, de  buen  sentido  práctico  y  de  gran  espe- 
riencia. 

13.  El  Código  de  comercio  portugués,  obra  del 
jurisconsulto  José  Ferreira  Borges,  fué  sancionado 
el  18  de  Setiembre  de  1833,  y  consta  de  1860 
artículos,  mientras  que  el  nuevo  Código  Com.  de  sólo 
tiene  749.  Esta  ley,  hecha  sobre  buenos  modelos 
como  lo  eran  los  Códigos  holandés  y  español,  y 
la  legislación  y  los  usos  comerciales  del  Portugal, 
contenía  naturalmente  muchas  buenas  disposiciones; 
pero  sus  defectos  no  eran  escasos.  Difusión,  poca 
crítica  en  su  coordinación  y  falta  de  suficiente  cla- 
ridad son,  entre  otros,  los  üefectos  apuntados  por 
su  comentador  Pereira  Forjaz  de  Sampaio  Pimen- 
tel.  La  mejor  crítica  de  ese  Código  queda  implí- 
citamente hecha  por  el  que  le  ha  sustituido,  elimi- 
nando, puede  decirse,  mas  der  mil  artículos.  Sin 
embargo,  tiene  para  nosotros  el  mérito  de  ser  uno 
de  los  cuatro  Códigos  que  concurrieron  á  la  for- 
mación del  argentino. 

14.  En  Wurtemberg  se  ensayó  también  la  co- 
dificación mercantil,  y  Hofacker  redactó  un  pro- 
yecto de  Código,  en  que  utilizando  los  europeos 
ya  existentes,  se  esforzó  por  introducir  las  mejoras 
y  ampliaciones  necesarias.  Este  Proyecto,  que  se 
pubhcó    en  Stuttgard,    en    1839  y    1840,  ha  sido 
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aprovechado  en  algunas  .de  sus  disposiciones   por 
nuestro  Código  de  Comercio. 

15.  Siguiendo  el  orden  cronológico  que  me  he 
impuesto,  corresponde  ocuparme  de  la  famosa  lei 
general  alemana  de  1848  sobre  letras  de  cambio. 
Esta  lei  consta  de  un  centenar  de  artículos  y  fué 
sancionada  después  de  una  detenida  elaboración 
en  que  tomaron  parte  los  representantes  de  28 
Estados  alemanes  (^).  Ese  Congreso  estaba  consti- 
tuido por  20  jurisconsultos  y  10  comerciantes  es- 
perimentados. 

La  sabia  lei  alemana  ha  sido  aceptada  después 
en  gran  parte  de  los  Estados  europeos,  en  el  Con- 
greso de  Amberes  de  1885  y  sus  doctrinas  acaba- 
rán por  prevalecer  hasta  en  la  misma  Francia, 
que  en  este  punto  se  mantiene  aun  aferrada  á  las 
viejas  ideas. 

16.  El  Código  de  Com.  brasilero  fué  sanciona- 
do en  1850,  teniendo  por  fuentes  principales  los 
Códigos  de  Portugal,  de  Holanda  y  de  España,  y 
consta  de  913  artículos,  no  contando  30  mas  so- 
bre administración  de  justicia  mercantil.  Desjar- 
dins  dice  que  no  carecía  de  mérito  para  su  tiempo, 
pero  que  hoi  aparece  mui  incompleto  y  no  se  en- 
cuentra ya  á  la  altura  de  la  ciencia  contempo- 
ránea. 

Este  Código  ha  sumistrado  la  tercera  parte  del 
material  del  nuestro;  puesto  que  se  han  inspirado 
en  sus  disposiciones  mas  de  300  de  las  que  cons- 

(c)  Y  no  de  casi  todos  los  gobiernos  del  Norte  de  Europa,  como  se  esta- 
blece erradamente  en  la  nota  de  remisión  de  Abril  18  de  1857  y  en  el 
Informe  de  la  C!omision  de  Códigos  de  Agosto  de  1889. 


tituyen  los  dos  primeros  libros  del  Código  argen- 
tino, igual  número  de  prescripciones  sobre  el  co- 
mercio marítimo  y  una  cincuentena  de  arts.  del 
libro  sobre  quiebras. 

17.  En  el  orden  de  fechas  es  llegado  el  momento 
de  que  me  ocupe  del  Código  de  Comercio  argen- 
tino, que  fué  trabajado  por  los  Dres.  Dalmacio 
Velez  Sarsfield  y  Eduardo  Acebedo,  y  presentado 
al  P.  E.  en  Abril  18  de  1867.  Consta,  como  se 
sabe,  de  1755  artículos;  es  decir,  cien  artículos 
menos  que  el  código  portugués,  pero  quinientos 
mas  que  el  español  y  ochocientos  mas  que  el  bra- 
silero. Tanto  este  Código  como  el  Civil  son  leyes 
del  Paraguay. 

Las  fuentes  principales  de  este  trabajo  son  estas. 
La  parte  civil,  constante  de  mas  de  300  artículos, 
es  copiada  del  Proyecto  de  Código  Civil  para  el 
Estado  Oriental  redactado  por  el  espresado  Dr. 
Acevedo.  Los  qumientos  artículos  (1014 — 1510) 
relativos  á  la  navegación,  son  tomados  de  los  Có- 
digos brasilero,  holandés  y  español,  y  otro  tanto 
puede  decirse  de  lo  restante  del  Código.  El  mismo 
título  de  la  letra  de  cambio,  cuya  sabiduría  ha 
sido  hiperbolizada  por  el  chauvinismo  inconciente, 
no  es  constituido  sino  por  150  artículos,  copiados 
al  pié  de  la  letra  de  esos  Códigos,  salvo  algunos 
pocos,  aunque  importantes,  tomados  del  código  de 
Wurtemberg  y  de  la  doctrina  norte-americana.  Al 
comentar  ese  título,  veremos  que  los  autores  de 
nuestro  Código  no  tenían  ideas  hechas  sobre  la  ma- 
teria, que  el  articulado  es  casi  siempre  inferior  á 
la  gran  lei    alemana  de  1848  y  cuánto  camino  ha 


hecho  la  ciencia  en  materia  de  papeles  de  comercio 
en  los    40  años  trascurridos   (d). 

Lo  que  dejo  dicho  y  cuanto  en  adelante  pueda 
esponer,  no  quita  que  ese  Código  haya  sido  el  me- 
jor de  su  tiempo,  y  en  nada  amengua  el  mereci- 
miento no  pequeño  del  codificador  Velez-Sarsfield, 
que  con  Freitas  y  Andrés  Bello,  constituyen  en 
mi  opinión,  los  tres  únicos  codificadores  de  la  Amé- 
rica latina.  Mi  misión  debe  consistir,  á  lo  que 
entiendo,  nó  en  juzgar  la  obra  pei'sonal  y  el  valor 
científico  de  los  codificadores  y  menos  aun  hacer 
el  panegírico  patriotero  del  jurisconsulto  nacional, 
sino  en  criticar  con  franqueza  y  altura  todo  cuanto 
halle  digno  de  crítica,  contribuyendo  así  á  la  me- 
jora de  nuestras  leyes;  porque  la  tarea  del  espositor 
de  la  ley  no  es  la  del  biógrafo  (e)  y  porque  la 
crítica  es,  como  alguien  ha  dicho,  el  verdadero 
aplauso.  Quiero  la  ciencia  inquieta  y  descontenta- 
diza,  es  decir,  la  eterna  evolución,  y  nó  la  rutina 
cristahzada  y  satisfecha. 

18.  El  Código  de  Com.  del  Estado  Oriental  del 
Uruguay  fué  sancionado  el  26  de  Marzo  de  1866, 
es  decir,  seis  meses  antes  que  el  chileno,  y  consta 
de  1722  artículos.  Es  casi  testualmente  el  Código 
argentino,  salvo  algunas  reformas  equivocadas  so- 
bre letra  de  cambio  (art.  788  inc.  2«.)  y  peligros 
de  la  cosa  vendida  (art.  541  á  643.)  y  el  títido 
l>e  la  hipoteca  agregado  (art.  766  á  787),  donde  se 
contiene  la  interesante  novedad  de  la  hipoteca  de 

(d)  Véase  la  nota  1991  y  sus  referencias. 

(e)  Y  prostituyen  nuestra  augusta  ciencia  los  que  en  sus  libros  adulan, 
haciendo  inmerecidas  alabanzas. 


naves  (art.  773),  verdadera  revelación  para  los  que 
^  creen  buenamente  que  la  hipoteca  naval  se  esta- 
bleció en  Inglaterra  en  1874  por  primera  vez,  cuando 
hacía  veinte  años  que  se  hallaba  reglamentada  en 
ese  último  país,  y  estaba  aceptada  por  el  Código 
holandés  (art.  315)    de  1833. 

19.  El  Código  de  Comercio  chileno,  que  parece 
haber  tenido  resonancia  en  algunas  secciones  ameri- 
canas, es  puede  decirse  sin  exageración,  aunque 
otra  cosa  crea  el  sabio  Desjardins,  el  propio  Código 
argentino,  bien  que  bastante  mejorado  en  su  for- 
ma esterna  y  literaria,  pero  á  veces  lo  hallo  menos 
liberal  que  el  nuestro.  Por  tales  razones,  y  porque 
alguna  que  otra  materia,  como  la  del  transporte, 
por  ejemplo,  está  mejor  tratada,  merece  ser  estu- 
diado. Lo  mas  notable  que  contiene  es  el  título 
de  la  cuenta  corriente  (art.  602-619),  que  no  está 
legislado  sino  en  los  nuevos  Códigos  itahano,  por- 
tugués y  rumano  y  que  fué  trascrito  al  pié  de  la 
letra  en  el  Proyecto  argentino  de  1873,  á  quien  se 
ha  querido  atribuir  la  paternidad.  Por  las  mismas 
razones,  el  Cód.  chileno  debe  obtener  los  honores 
de  una  crítica  severa  ó  imparcial. 

El  Código  de  Comercio  de  que  me  ocupo  fué 
sancionado  el  23  de  Noviembre  de  1865  y  consta 
de  1534  artículos,  con  la  misma  distribución  de 
materias  que  el  argentino. 

20.  Como  la  lei  alemana  sobre  letras  de  cambio, 
á  que  Vidari  Uama  lei  tipo,  el  Código  de  Comercio 
de  Alemania  marca  una  época  en  la  codificación 
del  derecho  mercantil.  Consta  de  911  artículos, 
pero  no  comprende  ni  las   quiebras,   ni   las  letras 


de  cambio,  seguros  terrestres  y  alguna  otra  ma- 
teria que  abraza  nuestro  Código.  Fué  elaborado 
por  un  congreso  de  hombres  competentes  de  21 
Estados  alemanes,  que  celebraron  589  sesiones. 

Los  delegados  eran  27  (de  ellos  8  comerciantes), 
que  posteriormente  se  redujeron  á  16.  Como  se 
vé,  nuestro  sistema  de  codificar  es  infinitamente 
mas  espeditivo:  nos  bastan  unas  cuantas  sesiones 
á  puerta  cerrada.  Verdad  que  nuestras  leyes  no 
darán  la  vuelta  al  mundo  como  las  sabias  leyes 
germánicas. 

El  Código  fué  adoptado  por  los  Estados  alema- 
nes desde  1861  á  1868.  Se  piensa  en  reformarle, 
una  vez  sancionado  el  Cód.  civil  del  Imperio,  en 
cuya  redacción  se  viene  trabajando. 

Gide  y  Lyon-Caen,  de  quienes  tomamos  estos  an- 
tecedentes, juzgan  el  Código  alemán  en  los  siguien- 
tes términos:  "No  podría  decirse  que  el  Código 
alemán  haya  sentado  principios  profundamente  di- 
ferentes de  los  del  Código  de  Comercio  francés. 
Existen,  sin  duda,  diferencias  numerosas,  pero  en 
general,  no  son  relativas  sino  á  puntos  secunda- 
rios. Es  en  las  materias  marítimas  donde  su  im- 
portancia es  mayor.  A.sí,  el  Código  alemán  admite 
á  diferencia  del  nuestro,  el  seguro  del  flete,  del 
beneficio  esperado  ( ^ ),  del  premio  de  la  gruesa  (ar- 
tículo 783),  no  reconoce  otro  préstamo  á  la  gruesa  que 
el  que  es  hecho  al  capitán  en  el  curso  del  viaje 
(art.  680),  sienta  principios  especiales  en  lo  concer- 
niente á  la  parte  contribiUoria  del  buque  y  del  flete 

(f)  Yé  mi  nota  ¿  los  números  ?<>   y  B^  del  art    1157    del  presente 
Código. 


en  las  averías  comunes  (art.  719  y  723),  no  reco- 
noce de  una  manera  absoluta á  toáoslos  acreedo- 
res quirografarios  el  derecho  de  suite  sobre  los  buques 
(art.  757  y  ss.),  &. 

Se  encuentra  en  el  Código  alemán  disposiciones 
originales  sobre  razón  y  registro  de  comercio  (art. 
12  á  28)  y  sobre  los  procuristas  (factores  con  plena 
administración)  y  otros  factores  y  mandatarios  (art. 
41   á  56)." 

En  cuanto  á  la  lei  sobre  el  cambio,  agregan 
aquellos  autores,  sus  disposiciones  difieren  profun- 
damente de  las  del  Código  francés. 

Es  curioso  observar  que  ni  el  Código  del  Dr. 
Velez  Sarsfield  ni  el  reformado  contienen  un  solo 
artículo  de  esas  sabias  leyes  alemanas,  ni  de  la  céle- 
bre Concurs-ordnung  de  1877.  Tanto  es  el  poder 
de  la  rutina  y  del  criterio  conpervador ! 

21.  Ya  que  he  mentado  el  Concurs-ordnung  6  el  Có- 
digo de  quiebras  alemán,  paso  á  ocuparme  de  él, 
pues  aunque  no  es  lei  del  imperio  sino  desde  1877, 
está  calcado  sobre  una  notable  lei  prusiana  de 
1855,  que  con  ligeras  variantes  se  halla  vigente  en 
Austria  desde  1868. 

Este  famoso  Código  somete  á  la  misma  lei  la 
quiebra  del  comerciante  y  la  insolvencia  del  no 
comerciante,  y  tal  es  también  la  tendencia  de  la 
doctrina  y  de  la  legislación  entre  nosotros.  El  Có- 
digo consta  de  3  libros  y  214  párrafos  ó  artículos 
y  se  empleó  en  su  elaboración  no  menos  de  sie- 
te años. 

Thaller,  en  su  importante  libro  Des  faülites  en 
droit  comparé  premiado  por  el  Instituto,  no  obstan- 
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te  la  mala  voluntad  que  como  francés  tiene  á  una 
obra  alemana,  no  puede  menos  de  llamar  á  ese 
Código,  "  importante  monumento  y  manifestación 
"  mui  seria  y  probablemente  duradera  del  genio 
"  jurídico  alemán";  y  aunque  le  reproche  cierta 
obscuridad  5"  un  sello  científico  demasiado  profun- 
do, no  puede  menos  de  reconocer  la  sabiduría  de 
muchísimas  de  SIS  disposiciones,  al  propio  tiempo 
que  confiesa  que  la  quiebra  nunca  ha  sido  someti- 
da en  Francia  á  un  trabajo  de  análisis  y  descompo- 
sición racionales,  y  la  lei  francesa  ha  sido  cons- 
truida sin  sujeción  á  ningún  plan  teórico  y  requie- 
re una  revisión  completa.  (^) 

Agregaré  que  las  quiebras  son  la  cuadratura  del 
círculo  del  derecho  comercial,  y  para  demostrar 
la  exactitud  de  este  aserto,  bastará  recordar  que 
Inglaterra,  tan  parca  en  materia  de  legislación,  ha 
dictado  en  los  últimos  60  años,  41  leyes  sobre  fa- 
lencia. Reservado  estaba  al  genio  y  á  la  perse- 
\  erancia  de  los  comercialistas  alemanes  la  solución 
del  magno  problema,  mediante  su  gran  Código  so- 
bre quiebras.  Así  es  que  ciflije  el  espíritu,  hacer  el 
paralelo  entre  trabajo  legislativo  tan  acabado  y 
la  desvalida  parodia  del  libro  4®  de  nuestro  fla- 
mante Código. 

22.  La  Bélgica,  que  adoptó  el  Cód  francés,  em- 
prendió mas  tarde  su  completa  revisión  mediante 
leyes  parciales  que  discutió  detenidamente  en  las 
cámaras  desde  1862  á  1886.  Varias   de  ellas  son 

(5)  Vé  no».  19,  29  ¿  84,  52,  60,  61,  79,  90,  94,  113,  114,  126,  127,  130  á 
136, 140, 149, 153,  170  4  172,  180,  186, 189, 190  nota,  194  á  196,  199  y  202 
de  dioba  obra. 


dignas  de  ser  estudiadas  y  han  suministrado  pre- 
ciosos materiales  al  Código  italiano.  Sin  embargo, 
eaaa  leyes  no  son  recordadas  ni  han  suministrado 
un  solo  artículo  para  nuestro  nuevo   Código. 

Notaré,  aJ  pasar,  que  la  influencia  de  la  legis- 
lación alemana  se  ha  hecho  sentir  en  las  leyes 
belgas  sobre  letras  de  cambio  y  comercio  marítimo. 

23.  El  nuevo  Código  de  Comercio  italiano,  san- 
cionado en  Octubre  de  1882,  consta  de  926  artí- 
culos y  es  una  de  las  leyes  mas  concienzudamente 
trabajadas,  como  que  en  su  elaboración  se  invirtieron 
trece  años.  Se  le  ha  juzgado  como  un  monumen- 
to de  legislación,  digno  de  la  tierra  clásica  del 
derecho  y  de  las  instituciones  comerciales  y  quizá 
como  el  Código  mas  perfecto  de  la  Europa,  y  se 
ha  predioho  en  Francia  que  durante  mucho  tiem- 
po los  italianos  llevarán  la  voz  en  los  paises  la- 
tinos, tratándose  de  reformas  al  derecho  comercial. 

Este  pronóstico  ha  empezado  ya  á  cumplirse, 
pues  el  Cód.  italiano  ha  sido  tomado  por  modelo 
simultáneamente  en  Portugal,  en  Rumania  y  en 
varios  tratados  de  mi  Proyecto  de  Cód.  de  Comer- 
cio para  la  República.  "  Es  una  obra  legislativa, 
dice  el  Ministro  de  Justicia  de  Rumania,  notable 
por  la  precisión,  la  claridad  y  la  sabiduría  de  sus 
disposicicmes,  y  del  que  ha  podido  decirse  con  jus- 
ta razón  que  ha  colocado  á  la  Italia  en  el  primer 
rango  entre  los  estados  civilizados,  en  cuanto  ala 
legislación  mercantü. " 

Por  ultimo,  un  jurisconsulto  suizo  declara  que, 
al  hacer  investigaciones  de  legislación  comparada, 
el  derecho   comercial   italiano   cautivó  mui   viva- 
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mente  su  atención,  especialmente  en  materia  de 
sociedades.  (6) 

A  pesar  de  todo,  el  criterio  conservador  de  la 
Comisión  de  Códigos  no  ha  permitido  utilizar  mu- 
chísimas y  preciosas  disposiciones  del  sabio  Códi- 
go italiano,  lo  que  haría  pensar  que  en  estas  ma- 
terias, la  retardataria  no  es  la  Europa,  y  que  en 
nuestro  país  la  evolución  científica  hace  sus  eta- 
pas penosamente.  Todavía  nos  embelesan  las  ideas 
de  ahora  40  años  y  el  Código  de  Femando  7» ! 

Por  lo  demás,  todos  los  escritores  franceses  es- 
tán contestes  en  reconocer  que  el  Código  italiano 
se  ha  inclinado  hacia  las  ideas  alemanas  en  mu- 
chas partes  de  su  contenido,  y  ha  hecho  notables 
apropiaciones  del  Cód.  alemán,  especialmente  en 
materia  de  letras  de  cambio  y  sociedades. 

24.  Nuestro  Código  de  1857,  aunque  mui  bueno 
para  su  tiempo  en  que  el  comercio  argentino  era 
limitado,  la  instrucción  poco  difundida  y  la  co- 
dificación no  había  hecho  mayores  progresos  en 
Europa,  dejó  ver  bien  pronto  sus  deficiencias,  in- 
herentes, por  otra  parte,  á  todo  proyecto  de  lei 
aceptado  sin  discusión  ni  estudio.  Asi  es  que  ya 
en  1870  se  sintió  la  necesidad  de  su  reforma  y 
en  cumplimiento  de  una  lei  del  Congreso  de  ese 
año,  se  nombró  una  Comisión  revisora  del  Código, 
compuesta  de  dos  ilustrados  abogados.  Esta  Co- 
misión presentó  su  obra  en  1873,  limitándose  á 
un  examen  mui  superficial  de  la  lei.  El  trabajo 
se  reducía  á  suprimir,  no  siempre  con  buen  acuerdo, 

• 

(6)  Feliz  M.  Bing,  La  sociéU  anonyme  en  drúit  üalim,  1887,  pág.  1. 
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las  disposiciones  de  derecho  civil  que  contenía  el 
C(5digo,  á  tomar  alganos  artículos  del  Código  chi- 
leao,  especialmeate  el  título  de  la  cuenta  corriente 
y  á  agregar  otro  sobre  cheques.  Tuvo  la  exce- 
lente idea,  al  tratar  de  la  quiebra,  de  separar  el 
fondo  de  la  forma,  á  imitación  de  la  lei  prusiana; 
pero  empeoró  la  legislación  sobre  falencias,  tan 
embrollada  en  nuestro  Código,  mantuvo  la  muerte 
civil,  eliminó  la  legislación  peculiar  á  los  privile- 
gios del  comercio  marítimo,  realizó  otras  supre- 
siones inconsideradas,  confundió  la  letra  y  el  pa- 
garé (su  art.  522)  y  tergiversó  el  sentido  y  alcance 
de  varias  disposiciones. 

La  Comisión  prescinde  de  las  grandes  leyes  dic- 
tadas en  Europa  desde  1848  á  1872,  y  apenas 
saca  algún  partido  del  Código  de  Comercio  chi- 
leno, que  mui  poco  adelantaba  sobre  el  nuestro. 

No  es  estraño,  entonces,  que  el  trabajo  no  hubiese 
hecho  camino  en  la  opinión  y  que  permaneciera 
quince  años  en  las  carpetas  de  las  comisiones  del 
Congreso. 

Entre  tanto  la  necesidad  de  la  revisión  de  nues- 
tro defectuoso  Código  se  hacia  sentir  cada  vez 
mas,  pues  en  los  últimos  treinta  años  la  Nación 
se  habia  transformado,  realizando  grandes  pro- 
gresos en  todos  los  órdenes  de  la  vida  nacional, 
nuestra  legislación  civil  se  habia  cambiado,  y  varias 
naciones  reformado  sus  leyes  mercantiles  de  con- 
formidad á  los  adelantos  de  la  ciencia  y  á  las 
nuevas  necesidades  del  comercio. 

Efectivamente,  no  sólo  el  Código  de  1856  tenía 
varias   lagunas,  sino    que  casi   todas   sus    disposi- 
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ciones  pedían  una  revisión  formal,  pues  aunque 
muchísimas  de  ellas  contuvieran  la  buena  doctri- 
na, reclamaba  a  aclaración,  ampliación  ó  siquiera 
mejor  método  y  redacción,  ó  mas  coordinación  y 
exacta  consonancia  entre  sus  diversas  partes;  sin 
contar  con  que  el  Libro  4®,  que  trata  de  las  quiebras, 
se  hallaba  en  ruinas  y  exigía  realmente  funda- 
mentales reformas. 

25.  Fué  en  tales  circunstancias,  que  el  P.  E. 
encargó  al  infrascrito,  por  Decreto  de  Diciembre  9 
de  1886,  para  proyectar  las  reformas  que  sea  conve- 
niente hacer  en  el  Código  de  Comercio;  y  en  que  se 
prevenía  que  el  Comisionado  tendría  en  cuenta  las 
modificaciones  presentadas  en  1873  á  la  considera- 
ción del  H.  Congreso,  sóh  como  base  de  estudio;  y 
en  la  nota,  el  Ministro  de  Justicia  me  encarecía 
la  necesidad  de  no  omitir  esfuerzo  para  el  breve 
cumplimiento  de  la  comisión. 

Lo  honroso  de  la  tarea  encomendada  sólo  era 
comparable  á  la  gravedad  de  la  misma,  sobre  todo 
cuando  uno  querría  para  su  país,  leyes  escritas  por 
ángeles,  si  puedo  espresarme  así. 

Seáme  permitido  agregar  que  trabajó  con  todo 
el  tesón  y  ardor  de  que  soi  capaz,  de  modo  que 
en  1 8  de  Marzo  del  siguiente  año  de  1 887  presentó 
al  Gobierno  la  primera  parte  del  Proyecto  de  Có- 
digo de  comercio.  Proyecto  que  terminaba  defini- 
tivamente en  29  de  Abril  del  mismo  año. 

Mi  trabajo  se  había  inspirado  principalmente  en 
las  leyes  de  Italia,  Francia  y  Alemania  (sobre 
todo  en  el  libro  de  las  quiebras)  así  como  en  las 
conclusiones  del  Congreso  de  Amberes;   constaba 


el  Proyecto  de  Código  de  1618  artículos,  con  anota- 
clones  de  legislación  comparada  y  algunas  consi- 
deraciones capitales,  y  fué  recibido  con  gran  benevo- 
lencia por  el  Gobierno,  por  la  opinión  pública  y  la 
particular  de  algunos  príncipes  de  la  ciencia  en 
Europa,  circunstancias  tanto  más  apreciables,  cuanto 
que  estas  comisiones  no  están  exentas  de  contrarie- 
dades, y  mui  reales,  aunque  parezca  lo  contrario.  C^) 
Sin  embargo,  la  Comisión  de  Códigos  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  examinó  mi  trabajo  mui  á  la 
ligera  y  con  visible  aprehensión.  Baste  decir  que  lo 
encuentra  totalmente  nuevo  (son  sus  palabras)  y  que 
introduciría  un  cambio  radical  en  la  legislación  mer- 
cantil. Guiada  por  un  criterio  conservador  mui  subido, 
teme  perder  la  jurisprudencia  atesorada,  jurispru- 
dencia que  podría  caber  en  el  hueco  de  la  mano.  A 

(7)  Por  ello  pido  permiso  para  trascribir  aquí  algunas  de  las  comuni- 
cacioaes  que  he  recibido  de  los  sabios  europeos;  la  del  profesor  alemán 
D''.  Eudemann,  maestro  de  maestros  en  el  derecho  mercantil,  y  las  de 
los  mui  reputados  profesores  Castagnola,  Cohn  y  Meili.  He  aquí  las 
cartas: 

Bonn,  Noy.  2S— 1889. 
Muí  ESTIMADO  Señor: 

Por  el  envío  de  su  proyecto  de  Código  de  Comercio  doi  á  Vd.  espresi- 
vas  gracias. 

£1  examen  que  he  hecho  de  la  obra  me  ha  cerciorado  de  con  cuánto 
esmero  y  con  cuántos  conocimientos  ha  sido  trabajada  por  Vd.;  y  yo 
espero,  por  coasiguieute,  que  su  obra  tendrá  un  éxito  merecido. 

Saluda  á  Vd.  su  afmo.  S.  S. 

Profesor  D^  Endxhann. 


Znrieh  (Suiza),  Nov.  17  1889. 
Señor  y  huí  honorable  colega: 

He  recibido  vuestro  proyecto  de  Código  de  Comercio  que  os  habéis 
servido  enviarme.  Estoi  vivamente  agradecido  por  ese  amable  envío  y 
qS  ruego  me  creáis  que  es  con  grandísimo  interés  que  estudiaré  vuestra 


fHiblicacion.  Gracias  á  vuestro  espíritu  vasto  y  á  vuestros  recursos  cien- 
tifíeos,  vuestro  gran  trabajo  es  una  obra  de  legislación  comparada  que 
tendrá  un  valor  estraordinario. 

Sería  yo  dichoso  si  alguna  vez  pudiera  prestaros  ua  servicio.  Si,  por 
ejemplo,  tenéis  necesidad  de  una  información  sobre  el  derecho  suizo,  os 
ruego  dispongáis  de  mí. 

Aceptad,  Señor,  la  seguridad  de  toda  mi  consideración. 

Profesor  Mbiu. 
Abordo. 


MUNICIPIO   OE  QÉNOVA 

^  Qénova,  Febrero  22  de  1890. 

Distinguidísimo  Dr.  D.  Lisandro  Skgovia: 

Buenos  Aires. 

Grato  por  demás  me  ha  sido  el  obsequio  que  Vd.  se  ha  dignado  ha- 
cerme del  Proyecto  de  Código  de  Comercio  de  la  Eiepúblíca  Argentina,  que 
con  tanta  ciencia  ha  redactado  Yd.,  sirviéndose  de  la  manera  mas  acer- 
tada de  todas  las  innovaciones  y  reformas  que  se  han  venido  introdu- 
ciendo en  el  ancho  y  difícil  campo  del  derecho  comercial. 

Es  ima  obra  notable,  que  estoi  leyendo  con  el  mayor  interés  y  que 
consultaré  á  menudo  por  ese  amor,  y  casi  diría  culto,  que  profeso  por  el 
derecho  mercantil,  que  me  honro  en  enseñar  de  algunos  años  á  esta  parte 
en  la  Universidad  de  Genova.  La  obra  que  tan  felizmente  ha  llevado 
Yd.  á  cabo  le  hace  un  honor  señalado  y  es  tal,  en  verdad,  como  para 
procurarle  una  fama  duradera  y  mui  merecida  en  el  mundo  jurídico  y  en 
el  comercial. 

Ka  hecho  Yd.  perfectamente  en  apartarse  del  método  erróneo  del 
nuevo  Código  español,  manteniendo,  por  el  contrario,  esa  imidad  del  de- 
recho marítimo  que  se  halla  consagrada  en  todas  las  demás  legislaciones 
y  en  el  mismo  Código  de  Comercio  italiano,  con  inestimable  ventaja 
práctica. 

Por  otra  parte,  lo  que  es  digno  de  admiración  en  este  trabajo  de  Yd. 
es  la  exacta  y  esmerada  enumeración  y  determinación  de  los  actos  de 
comercio,  al  propio  tiempo  que  la  perspicua  distinción  entre  esos  actos 
y  los  civiles.  Esta  es,  sin  duda,  una  de  las  mayores  dificultades  del  dere- 
cho comercial  que  Yd.  con  gran  brío  ha  conseguido  superar.  Asimismo, 
no  es  poca  honra  para  Yd.  el  haber  establecido,  en  la  forma  mas  cientí- 
fica y  práctica  á  la  vez,  la  legislación  cambiaría  y  la  de  los  contratos. 

Felicito,  pues,  á  Yd.  por  la  mui  importante  obra  que  ha  sabido  Yd. 
llevar  á  cabo  en  la  reforma  de  la  legislación  comercial  de  la  República 
Argentina,  con  la  cual  Genova  y  la  Italia  toda  tienen  tantas  y  tan  fre- 
cuentes relaciones;  y  tanto  mas  me  complazco,  cuanto  que  esa  reforma 
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ser  cierto  el  reproche,  resultaría  que  una  República 
americana,  que  se  precia  de  marchar  á  la  cabeza  del 
progreso,  halla  demasiado  avanzadas  las  institucio- 
nes y  leyes  que  hace  años  rigen  en  las  grandes  nacio- 
nes conservadoras  de  esa  Europa,  á  quien  la  Comisión 
califica  repetidamente  de  retardataria. 

A  pesar  de  todo,  el  espíritu  de  mis  ideas  sobre 

acerca  y  asemeja  el  Gód.  de  Comercio  argentino  con  el  que  acaba  de 
promulgarse  en  Italia,  con  gran  ventaja  para  el  comercio  y  la  navega- 
ción de  ambos  países. 

Aprovecho  la  ocasión  para  espresar  á  Vd.  los  sentimientos  de  iodo  mi 
respeto  y  consideración. 

Su  affmo. 

Gastaonola. 


Hrldelberg,  Noviembre  80  de  1880. 
Señor  t  muí  honorable  colega: 

Acabo  de  recibir  la  mui  interesante  obra  de  Vd.  sobre  el  Proyecto  de 
Gód.  de  Gomercio  de  la  República  Argentina  con  sus  notas  tan  instructi- 
Vas,  y  se  lo  agradezco  vivamente.  Le  he  leido  con  gran  aprovecha- 
miento y  estoi  encantado  del  interés  con  que  os  ocupáis  del  derecho 
alemán  y  de  los  trabajos  del  Gongreso  de  Amberes  sobre  derecho  comer- 
cial internacional.  Deploro  únicamente  que  vuestro  libro  haya  aparecido 
antes  del  Gongreso  de  Bruselas  y  que  asi  no  hayáis  podido  ocuparos  de 
él.  Tomo  el  mas  vivo  interés  en  las  disposiciones  sobre  la  letra  de  cam- 
bio y  especialmente  sobre  el  cheque,  por  hallarme  yo  mismo  á  punto  de 
publicar  un  opúsculo  sobre  el  cheque.  Os  lo  enviaré  asi  que  esté  impreso. 

Aceptad,  Señor,  la  seguridad  de  mi  perfecta  estimación. 

Georo  Gohn. 

El  D'.  Arturo  Desjardins  en  la  Introducción  histórica  de  su  grande  y 
notabilísima  obra  sobre  el  Derecho  Comercial  marítimo^  se  ocupa  en  la 
pág.  412,  de  mi  Proyecto  de  Gód.  de  Gomercio,  que  clasifica  de  obra 
excelente  y  mui  juiciosa;  agregando  que  el  autor  ha  sacado  el  mejor  partido 
posible  de  los  grandes  trabajos  publicados  en  los  últ.  30  años  sobre  el  de- 
recho marítimo. 

El  notable  jurista  chileno  D.  Robustiano  Vera  ha  llevado  su  benevo- 
lencia hasta  espresar  que  mis  modestos  trabajos  jurídicos  hacían  honor 
á  la  América. 

A  todos  ellos  les  quedo  altamente  agradecido. 
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falencias  informa  mucha  parte  del  libro  4®  sobre  quie- 
bras; se  han  tomado  de  mi  Proyecto  títulos  enteros 
(sobre  transportes,  pasajeros,  prescripción  y  privile- 
gios marítimos)  y  muchísimos  artículos  y  disposicio- 
nes sueltas,  especialmente  sobre  sociedades;  y  en  el 
Informe  de  la  Comisión  se  hace  caudal  propio  de  mu- 
chas reformas  que  yo  he  propuesto  y  se  desenvuelven 
principios  ó  ideas  que  yo  he  sostenido.  Por  último, 
con  mi  trabajo  no  solo  se  ha.  hecho  la  luz  en  las  obs- 
curidades del  Código  de  1867,  sino  que  se  han  evi- 
tado  muchos  errores  y  omisiones  contenidos  en  el 
Proyecto  de  1873. 

Luego  veremos  la  parte  personal  de  la  obra  de  la 
Comisión. 

26.  Tengo  que  hablar  todavía  de  algunas  leyes  y 
Códigos  dictados  en  Europa  desde  1881  hasta  la  fe- 
cha, empezando  por  el  Código  suizo  de  las  obligaciones. 

El  Proyecto  de  ese  Código,  después  de  sometido  á 
una  cuádruple  revisión,  fué  votado  in  globo  por  la 
Asamblea  federal  el  14  de  Junio  de  1881.  La  lei 
consta  de  904  artículos,  y  en  ella  se  evita  siempre  dis- 
tinguir al  comerciante  del  no  comerciante,  esforzán- 
dose por  borrar  el  estatuto  comercial  como  dominio 
jurídico  independiente,  de  modo  que  las  personas  son 
ó  inscritas  ó  no  inscritas  en  el  registro  de  comercio. 

La  tendencia  de  este  Código  es  comercializar  él  dere- 
cho cmniirij  y  fundir  los  mas  importantes  principios  del 
derecho  alemán  y  del  francés.  Así,  este  Código  ha 
venido  á  demostrar  prácticamente  que,  salvo  en  cier- 
tos puntos,  no  hai  mayores  inconvenientes,  en  incor- 
porar en  una  lei  única  las  disposiciones  comunes  á 
todo  contrato  ú  obligación. 
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La  tendencia  moderna,  la  grande  obra  consiste 
en  hacer  fusionar  los  der  chos  civil  y  comercial;  pe- 
ro esta  evolución  requiere  tiempo  y  no  puede  ser  im- 
provisada. Aunque  toda  nuestra  legislación  civil  sea 
provisoria  y  haya  de  exigir  una  revisión  completa,  su 
reforma  y  unificación  no  podrán  reaUzarse  sino  cuan- 
do, calmada  la  fiebre  de  los  negocios,  se  haga  el  equi- 
librio en  los  espíritus  y  se  formen  y  acrediten  los 
hombres  capaces  de  llevarla  á  buen  término. 

Entonces  se  podrá  repetir  con  Marghieri,  que  "sean 
cuales  fuesen  las  alternativas  de  la  legislación,  y  la 
influencia  que  sobre  ella  pueda  tener  la  política,  la 
ciencia  cumplirá  su  misión,  porque  nada  hai  que 
pueda  detemerla  en  su  marcha,  ni  alejarla  de  la 
meta,  impedimento  que  no  venza,  ni  contraste  que 
pueda  arrancarle  el  premio  de  la  victoria". 

Pero  volviendo  al  Código  suizo,  diré  que  todos  es- 
tán contestes  en  considerarlo  como  una  obra  de  gran 
mérito  y  un  importante  monumento  de  derecho  Civil 
y  Comercial;  (^)  y  el  eminente  jurisconsulto  Regels- 
berger,  profesor  en  Breslau,  ha  emitido,  respecto  de 
él,  el  juicio  siguiente:  "Tanto  del  punto  de  vista  de  la 
forma  como  del  fondo,  ocupa  un  lugar  distinguido 
entre  los  trabajos  de  esa  especie  y  no  me  cabe  la  me- 
nor duda,  que,  en  la  próxima  codificación  del  derecho 
privado  en  Alemania,  ha  de  ser  tomado  en  especial 
consideración  y  grandemente  utilizado'\ 

En  cambio,  la  Comisión  de  la  Cámara  de  DD.  no 
ha  utilizado  un  solo  artículo  de  ese  sabio  Código,  ni 
lo  ha  nombrado  siquiera!  Por  mi  parte,  deploro  no 

(8)  Sdmeider,  Thaller,  Yidaxi,  ¿k. 
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haberlo  podido  obtener  en  tiempo;  y  me  propongo  sa- 
car partido  de  ól  en  la  presente  obra. 

27.  En  Agosto  de  1882,  la  Inglaterra,  que  empieza 
á  codificar  sus  prácticas  mercantiles,  dictó  una  lei  de 
100  artículos  sobre  letras  y  billetes  de  cambio  y  sobre 
cheques;  lei  que  ha  sido  traducida  al  francés  y  co- 
mentada por  Barclay  y  Dainville. 

Estos  trabajos  han  suministrado  el  material  de  va- 
rias páginas  del  Informe  de  la  Comisión,  de  algunos 
artículos  sobre  cheques  en  general  y  todo  el  Capítulo 
sobre  cheques  cruzados,  en  que,  á  parte  de  errores  de 
copia  y  traducción,  se  ha  desnaturalizado  esa  insti- 
tución, como  veremos  al  eí^plicar  esas  materias. 

Aquí  la  Comisión,  olvidando  su  criterio  conserva- 
dor, se  lanza  á  legislar  libremente  y  á  fondo  (son  sus  pa- 
labras), y  trata  á  la  Europa  de  tímida  y  retardataria 
y  de  rutinarios  sus  sistemas  comerciales  (!) 

La  Comisión  no  ha  tomado  en  cuenta  la  gran  lei 
ingl  sa  de  1883  sobre  quiebras  (170  artículos). 

28.  En  el  Congreso  de  doscientos  jurisconsultos 
reunido  en  1886  en  Amberes  tuvieron,  lugar  lumino- 
sas discusiones  sobre  el  derecho  marítimo  y  la  letra 
de  cambio,  y  se  adoptaron  resoluciones  de  la  mayor 
importancia,  especiahnente  en  materia  de  derecho 
marítimo.  El  proyecto  sobre  letra  de  cambio  está  cal- 
cado sobre  la  lei  belga  á  que  antes  me  he  referido 
(no.  22). 

La  Comisión  de  Códigos,  lejos  de  utilizar  el  gran 
caudal  de  ciencia  condensado  en  las  resoluciones  de 
un  Congreso  de  tanta  autoridad,  lo  presenta  retarda- 
tario y  como  discutiendo  principios  aceptados  em 
nuestro  Código  hace  mas  de  30  años! 
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29.  Ni  España  ni  Portugal  se  encontraban  con- 
tentos con  sus  códigos  de  1829  y  1833,  que,  aunque 
mui  buenos  para  su  tiempo,  eran  deficientes  y  conte- 
nían ideas  envejecidas;  y  una  después  de  otra,  ambas 
naciones  dictaron  sus  recientes  Códigos  de  1885  y 
1888. 

El  español  consta  de  966  artículos,  y  pensamos  con 
Thaller,  que  Sainz  de  Andino  demostró  mas  talento 
en  el  Código  de  1829,  que  los  hombres  que  lo  han  re- 
formado en  1888.  Así,  es  que  no  suministró  á  mi 
Proyecto  de  Código  sino  algunas  disposiciones  regla- 
mentarías y  de  detalle. 

En  cuanto  al  nuevo  Código  portugués,  que  consta 
de  749  artículos  únicamente,  ha  sabido  sacar  mas 
partido  de  las  leyes  belgas  y  mui  especialmente  del 
sabio  Código  italiano.  De  aquel  Código,  la  Comisión 
ha  tomado  varías  disposiciones  sobre  sociedades  y 
trasportes. 

Diré  al  pasar,  que  tanto  en  el  Código  español,  como 
en  el  portugués  se  han  hecho  mejoras  de  redacción  y 
de  método  y  repudiado  ó  mejorado  muchísimas  dispo- 
siciones, que  se  conservan  aun  en  nuestro  futuro  Có- 
digo, cuando  han  debido  ser  totalmente  escluidas  ó 
depuradas.  De  modo,  que  las  leyes  de  Don  Fernando 
7®  continuarán  rigiendo  en  nuestro  país,  después  de 
derogadas  en  la  propia  España. 

Del  Código  rumano  no  me  ocuparé  sino  para  decir 
que.  consta  de  960  artículos  y  se  halla  calcado  sobre 
el  italiano. 

30.  Como  no  me  he  propuesto  estudiar  sino  las  le- 
yes pstranjeras  y  los  proyectos  nacionales  que  h  mi 
suministrado  materiales  á  nuestros  Códigos  de  Co- 
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mercio  de  1867  y  1889,  es  tiempo  de  emitir  mi  juicio 
sobre  el  último  y  especialmente  sobre  la  obra  perso- 
nal y  novedades  introducidas  por  la  Comisión  de 
Cód.  de  la  Cámara  de  Diputados. 

Además  de  mi  Proyecto  de  Código  de  Comercio, 
las  únicas  leyes  que  ha  utilizado  la  Comisión  han 
sido  la  inglesa  sobre  cheques  á  que  me  he  referido 
antes,  un  proyecto  de  lei  sobre  hipoteca  naval;  del 
Proyecto  de  1873,  algunas  disposiciones  sueltas  y  el 
título  de  la  cuenta  corriente;  del  nuevo  Código  portu- 
gués, una  cuarentena  de  disposiciones  sobre  socieda- 
des y  trasportes  especialmente,  y  unos  pocos  artículos 
tomados  del  Código  de  Procedimientos. 

Ningún  otro  Código  ó  lei  ha  sido  aprovechado  por 
la  Comisión,  salvo  tres  ó  cuatro  art».  del  español. 

La  obra  personalísima  de  la  Comisión  no  alcanza  á 
un  centenar  de  artículos,  casi  todos  ellos  no  fundados 
y  gran  parte  inaceptables,  (e) 

Por  manera,  que  al  nuevo  Código  ha  agregado  la 
Comisión  unos  200  artículos,  y  lo  demás  no  tomado 
de  mi  Proyecto,  es  el  viejo  Código  de  ahora  34  años. 

Pe  donde  resalta  que  el  nuevo  Código  contiene  al- 
guna doctrina  actual  y  macha  envejecida  y  abando- 
nada por  las  mismas  leyes  europeas  que  la  prohijaron. 

En  el  conjunto  de  la  obra  reina  siempre  la  falta  de 
método,  de  redacción  en  muchísimos  artículos;  se 


(g)  En  el  Libro  1»  ha  agregado  Ja  Comisión,  6  artículos  sobre  bolsas  y 
1  artículo  y  3  incisos  sobre  trasportes.  En  W  Libro  2»,  3  incisos  sobre  so- 
ciedades, 1  sobro  prescripción,  otro  sobre  cuenta  corriente,  dos  sobre  cá- 
maras compensadoras,  14  sobre  cheques  y  27  sobre  reposición  de  títulos 
extraviadas.  En  el  Libro  3»,  un  solo  artículo  y  dos  incisos.  En  el  Libro 
4°,  treinta  disposiciones  reglamentarias  y  de  derecho  común,  13  sobre 
adjudicación  en  pago  y  7  sobre  quiebra  de  sociedades. 
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conservan  deficientes  varios  tratados,  y  se  han  supri- 
mido otros  inconsideradamente,  no  solo  las  referen- 
cias de  las  disposiciones  entre  sí,  útiles  tratándose  de 
un  Código  mudo  y  sin  fundamentos  de  ningún  gé- 
nero, sino  varias  disposiciones  que  debieron  mante- 
nerse (art».  182,  361,  1B77,  1664  del  Cód.  ant.). 

En  cambio,  se  repiten  varias  disposiciones  (^),  se 
conservan  muchos  art*.  doctrinarios  ó  superfinos  (^^), 
impropios  de  un  Código,  se  conpignan  unas  80  pres- 
cripciones de  derecho  común,  0-^)  al  paso  que  otras  se 
separan  de  él,  varias  de  ellas  sin  razón  alguna  (^^);  y 
lo  que  es  mas  grave,  hai  varias  referencias  equivoca- 
das (^^)  y  unas  250  disposiciones,  erradas,  i^^)  contra- 
dictorias (1^)  y  hasta  inconstitucionales  0-^). 


(9)  194  y  197;  207  y  L;  656  y  721;  1292  y  1247;  1366  y  1632;  1600  no».  6o 
y  9o  ¡gual  á  130  y  ia5;  I,  440  y  1623;  1510  iuo.  2o  y  1515;  1643,  1464  y 
1466;  etcétera. 

(10)  Los  art-.  m,  2,  4,  5  iac.  lo,  9,  81,  194,  207,  339,  462,  571,  605,  613, 
663,  666,  678,  687,  769,  770,  780  inc.  2o,  783,  797  inc.  2o,  817,  839,  844,  859 
inc.  lo,  875  inc.  lo,  912,  955,  962  inc  lo,  1055,  1233  inc.  últ.  1283,  1312, 
1364.  1361  inc.  1°,  1363,  13<)6  inc  lo  y  2»,  1367,  1400,  1417  inc  lo,  1418 
inc  lo,  1494  i  üc  lo,  1495  parte,  1498,  1500  no».  6o  y  8o,  1501,  1502,  1504, 
1505, 1506,  1507  §  últ.  1512,  1516,  1522,  1529,  1543,  1644,  1545,  1552,  1564 
inc  2o,  ft. 

(11)  Art».  IV  inc  2o,  68  á  74,  140  inc  2o.  144  inc  2o,  154,  209, 210,  215, 
224,  225,  230,  231,  262,  268,  283,  284,  parte,  403,405,  409,  410,  411,  413, 
414,  423,  425,  426, 427,  454,  458  inc  lo,  460,  461,  466,  482  parte,  505,  567, 
678,  681,  682,  683,  584  inc  lo,  58S,  608,  62)  parte  del  §  últ.,  <.30  parte,  786, 
1091,  114.%  1163,  1361  inc  2o,  1363  inc  2o,  1364  parte,  1366,  1404  inc 
lo,  1407  inc  lo,  1417  inc  2o,  1484,  1494  inc  2o,  1611,  1522,  1530,  1632  § 
últ.,  1637. 

(12)  Art».  13  inc  2o,  14,  2i6,  221  inc  lo,  298  §  últ.  387  inc.  2o,  419  no. 
8,  424, 453,  455  §  últ.  464,  467  inc  2o,  473,  477,  479,  482,  483,  575  inc.  lo, 
684  inc  2o,  6:i0  parte,  631  inc  2»,  651  y  nota,  765,  846,  886  inc  1°,  1149, 
1168,  1286,  1297, 1298,  1299,  13íX),  1301,  1352,  1357,  1364  parte,  1404  inc. 
lo,  1406  inc  últ,  1451,  1452,  1483  §  últ.,  1490,  1495,  1499, 15(K)  no».  4  y  7^ 
1503  inc.  lo,  1601  inc  2o. 

(13)  En  los  art».  21,  323,  640,  769,  819,  &. 
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También  la  redacción,  en  punto  á  propiedad  gra- 
matical, es  sumamente  descuidada  y  está  plagada  de 
incorrecciones  y  anfibologías.  í^*^) 

(14)  Ai-c*.  L,  iO,  24  íqc.  2°,  26,  64,  67,  82,  96, 1:30,  132  inc.  2»,  191  Ws,  207 
¿er,  permitir  el  arrepentimiento  cuando  hai  arras,  211,  214,  216  inc.  últ., 
237,  245  inc.  2«,  265,  268,  adición,  284  parte,  317  incoherente  con  357,  318, 
lay  3%  321, 323,  inc.  I»,  330,  inc.  2o,  372,  380,  art»  sobre  habilitación— rubro 
que  precede  al  403,  419  n»  8',  422  n»  5o  ¿  7o,  438, 439,  453  inc.  lo  y  3o,  455, 
465,  46 1  parte  del  §  últ.,  479,  487  al  fin,  500, 512  §  últ.  522  inc.  lo  y  2°,  638 
inc.  2o,  546  parte,  553,  558,  562,  564  inc.  2o,  565  parte,  569  inc.  2o,  574,  57íí 
incongruente  con  1498,  599,  606  §  últ.,  626  no  3o,  630,  642,  665  inc.  lo,  666 
Inc  lo,  674, 681, 684,  686  §  últ.,  693, 7C»2  inc.  últ.,  707  bis,  708,  721, 726  parte 
de  no.  2o,  729  §  últ.,  740  inc.  últ.,  743,  confundir  hurto  y  robo,  746,  759, 
763,  765,  777  no.  lo,  779,  790  parte,  792, 796, 798, 799  inc.  2o.,  vai-ios  en  800, 
806  gran  parte,  808  no.  4o,  811  pésima  redacción,  812,  813,  820,  826  inc. 
lo,  829  inc.  2o,  830  parte,  837,  838,  847  no.  3o,  combinado  con  851  §  úJt., 
850  comparado  con  1358,  851  inc.  2o,  859  y  866  combinados,  860  bis,  861 
inc.  lo  mui  deficiente,  871,  872  inc.  2o,  876,  877  inc.  2o,  886,  891  §  últ., 
893,  896  inc.  últ.,  898  varios  defectos,  905  inc.  2o,  916  parte,  932  adición, 
935  inc.  2o,  947  inc.  lo,  948  no.  lo  al  fin,  949,  961,  967,  987,  993,  996  §  últ., 
998  inc.  lo,  999,  1004,  1006,  1018,  1021  adición,  1032,  1034  inc  lo.  1052 
inc  lo  y  iilt.,  10.0  inc.  lo  y  últ.,  1070  inc  2o  al  fin,  1078  dos  incisos,  1081, 
1085  inc  lo,  1090  inc  últ.,  1099,  1122  no.  8  y  §  últ,  1132,  1141  inc  últ., 
1144,  1147  inc  lo  parte,  1149  no.  2o,  1150,  1167  no.  lo  al  fin,  1182  inc.  2o, 
1186,  1208  al  fiu,  1210  inc  2o,  1224,  1226,  1227, 1232,  1234,  1235,  1236  par- 
te de  §  últ.,  1238,  1244,  1245,  1248  al  fin,  1249  §  últ.  1262,  1264  al  fin, 
1266,  1277,  1278  §  últ.,  1316  parte  del  proemio,  1324  parte  de  no.  3o,  1325 
inc  2o,  1334  incongruente  con  1208  no.  8o,  1339  inc.  2o,  1341  adiciones, 
1355,  1357  inc  lo  y  2o,  rubro  de  los  privilegios  maHthnoSy  1358,  1361  §  illt., 
1364  §  últ.,  1373  proemio  y  no*.  40  y  7o  parte,  1375  no*.  5  y  6,  1377  n©».  9, 
10  y  13  parte,  ^  378,  1379,  1384  inc  1©  dos  omisiones— eliminación  del 
1389  §  últ.,  1392  inc.  lo,  1393  varios,  1408,  1409,  1410  parte,  1412,  1414, 
1446  no.  3  inc.  2  y  no.  4,  1448  inc.  2o,  1451,  1456  comparado  con  1459,  1461 
no.  2,  1462,  1466,  1467  inc  últ.,  1477,  1499  no.  2o  á  5o,  1503  iuc  penúlt. 
1508,  1511,  1521  inc  lo,  1526  §  últ.  lo\0, 1640  y  1641  incoherentes  con 
1459  á  1461, 1545  parte,  1547  no*.  3,  5,  7  y  8,  1548  no».  1,  3  y  4,  1549  no*.  1 
y  3,  1550, 1554,  1557, 1558  parte,  1559  §  últ.  1562  parte,  1665,  1668,  1575 
inc.  lo,  2*.  parte,  1597  parte,  16<X),  1606  y   1608  parte. 

(15)  El  850  con  el  1368,  el  1357  con  el  1533,  &. 

(16)  Los  art«.  1461  no.  2o,  1462,  1557,  1575  §  últ. 

(17)  Son  ejemplos  de  barbarismos  gramaticales,  latinismos,  galicismos, 
portuguesismos  ó  espresiones  impropias,  los  siguientes:  postdata^  objeccio- 
neSf  exhibibleSj  nunier adámente f  á  propósito  por  de  propósito,  adquiribleSf 
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Además,  no  sólo  se  habla  en  la  nueva  lei,  de  tonela- 
das y  pesos  fuertes^  violando  las  leyes  nacionales  sobre 
moneda  y  medidas,  sino,  lo  que  parece  inverosímil,  se 

HAN  CONVERTIDO  EN  LEI  UNA  VEINTENA  DE  ERRORES  DE  IMPRENTA 

que  existían  en  los  originales  copiados....  (^^)!! 

Finalmente,  la  edición  oficial  del  nuevo  Código, 
después  de  una  expurgacion  en  que  se  han  corregido 
muchísimas  referencias  equivocadas  y  hecho  supre- 
siones, contiene  todavía  un  centenar  y  medio  de  erro- 
res tipográficos,  varios  de  ellos  de  importancia 
suma.  (^^) 

Tampoco  falta  algún  Título  sin  rubro,  ó  un  rubro 
repetido,  como  el  de  la  disolución  de  la  sociedad,  ó  un 
rubro  equivocado,  como  el  de  la  pág.  154  (antes  del 
art.  742). 

Hai  asimismo  errores  especiales  al  Informe  de  la 
Comisión,  que  voi  á  enunciar  de  paso. 

Es  un  primer  grave  error  decir  que  el  Código  Civil 

inocuo^  satisfaciere,  rectifique  por  ratifique,  cualquiera  por  cualesquiera, 
maestro  por  maestre,  proponente  por  preponente,  prestar  (presentar?)  prue- 
bas por  aducirlas,  promitente  por  prometiente,  interviniente  por  interve- 
niente, adarativo  por  aclaratorio,  abocar  por  avocar,  titulo  nominal  por 
nominativo,  detener  por  retener,  así  mismo  por  asimismo,  porque  y  sino,  en 
vez  de  por  que  y  si  no,  él  por  ella,  éste  por  aquel,  tribunal  por  juez,  trasmi- 
sión por  trasferencia,  diferentes  por  varios,  talón  por  libro  matriz,  colecti- 
vidades por  sociedades,  llamar  reembolsado  á  lo  que  no  fué  desembolsado, 
sociedad  parcial^  sustituido  por  sustituto,  antidatar  por  antedatar  y  otros 
galicismos,  la  alza  por  el  alza  y  los  portuguesismos  del  art.  342.  Kai  tam- 
bién muchas  malas  concordancias  y  faltas  de  puntuación.  La  confusión 
del  tiempo  futuro  con  el  pretérito,  existente  en  el  art.  1548,  es  frecuentí- 
sima. £1  art.  1366  es  notable  por  sus  impropiedades. 

(18)  En  los  art*.  105  n».  lo,  133,  216  §  penúlt.,  252  al  fin,  417  inc.  2», 
461,  498,  607,  641, 864  n«.  2o,  947  inc.  I»,  987  inc.  lo,  1011  inc.  lo,  1178  no. 
4o,  1239  inc.  2o,  121 1  inc.  últ.,  1320,  1338  §  penúlt.,  1347,  1373  no.  4,  1497 
no.  lo  Wí  y  1647  no.  3o. 

(19)  Cíomo  en  los  art».  96,  118  no.  3o,  206,252,  600  (falta  uq  no),  662, 
698,  928  (falta  un  no),  1162,  1157  al  fin,  1196,  <SL 
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(el  derecho  civil,  dice  el  art.  207!)  es  una  regla  general 
y  el  Código  de  Comercio  la  escepcion. 

Es  un  error  decir  que  la  legislación  civil  rige  á  to- 
dos los  bienes,  sean  ó  no  objetos  de  comercio;  porque  las 
cosas  ú  objetos  no  se  dividen  en  objetos  de  comercio 
y  objetos  que  no  son  de  comercio. 

Es  un  error  creer  que  la  adquisición,  para  que  en- 
vuelva un  acto  de  comercio,  deba  ser  á  título  oneroso, 
porque  (dice  la  Comisión)  ello  es  de  la  esencia  del  co- 
mercio. Por  el  art.  218  n®.  5®  se  vé  que  el  error  no  es 
del  Código  de  1867. 

Es  un  error  pensar  que  no  sean  objeto  de  operacio- 
nes mercantiles  ni  los  inmuebles  ni  los  derechos  reales 
constituidos  sobre  ellos. 

Es  un  error  establecer  "que  el  objeto  del  comercio 
"no  solo  ha  de  ser  adquirible  á  título  oneroso,  es  decir 
^un  derecho  patrimonial,  si  no  (^)  que  ha  de  ser  también 
"trasmisible  á  título  oneroso,  porque  tal  trasmisión 
"constituye  el  término  y  complemento  de  la  opera- 
"cion  comercial".  Acaso  las  res  mdliiis  no  pueden  ser 
objetos  de  comercio,  y  las  adquisiciones  sin  el  propó- 
sito de  enajenar  y  con  el  fin  esclusivo  de  plantear  una 
casa  comercial  no  son  también  actos  de  comercio? 

Es  un  error  creer  que  las  enunciaciones  de  una  pó- 
liza de  seguros,  establecidas  en  el  art.  604,  sean  esen- 
ciales; y  lo  es  también  enumerar  como  esencial  la 
designación  de  la  hora. 

Es  aun  mayor  el  error  que  la  Comisión  ha  come- 
tido al  establecer  que  el  valor  fijado  en  la  póliza  no 
admite  contestación,  como  lo  dice  en  la  pág.  XXXT 

(h)  Léase,  sino. 
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del  Informe;  error  basado,  á  su  vez,  en  otros  errores.  (^) 

Es  también  un  error  decir  que,  porque  el  Código 
Civil  define  el  préstamo  en  generad,  sea  inútil  que  el 
Código  de  Comercio  defina  el  préstamo  mercantil. 

Importa  un  gravísimo  error  confundir  la  letra  y  el 
pagaré  (vé  art.  674). 

Es  un  error  creer  que  el  tratado  de  letras  de  cam- 
bio constituye  un  trabajo  científico,  cuando  no  lo  es  y 
está  lleno  de  errores  y  defectos,  (i) 

Es  también  un  error  aceptar  como  verdadero  que 
la  liquidación  parcial  de  la  cuenta  corriente  la  cierre, 
y  deslinde  jurídicamente  quién  sea  el  acreedor  y 
quién  el  deudor. 

Es  asimismo  un  error  repetir  con  la  Reforma  de 
1873,  que  el  contrato  de  cuenta  corriente  no  necesita 
de  convención  previa,  y  nace  de  la  naturaleza  misma 
de  las  operaciones.  Un  contrato  sin  convención  fuera 
un  prodigio  jurídico. 

Es  un  error  no  hacer  diferencia  entre  el  robo  y  el 
hurto  y  prescindir  siempre  de  este  último,  que  es  el 
mas  frecuente. 

Es  un  gravísimo  error  creer  que  los  art".  1409  y 
1410  se  refieran  respectivamente  á  nulidades  absolu- 
tas y  relativas,  como  se  establece  en  la  pág.  LXX  del 
Informe. 

Es  un  error  suponer  que,  según  mi  Proyecto,  la  ca- 
lificación de  la  quiebra  se  haya  de  seguir  en  juicio  or- 
dinario y  que  el  resultado  de  la  calificación  sea 
absolutamente  inocuo  (^);  puesto  que  el  Juez  quedaba 

(i)  Véase  la  nota  1830. 

(j)  Véase  la  nota  1991  y  sus  referencias. 

(k)  Innocuo^  quiso  decirse. 
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autorizado  por  ese  Proyecto  (art.  1581),  "cuando  de 
las  circunstancias  de  la  quiebra  y  de  las  condiciones  del 
concordato  resultare  que  el  fallido  era  acreedor  á 
consideraciones  especiales,  á  disponer  que,  mediante 
el  completo  cumplimiento  de  las  obligaciones  contrai- 
das por  el  concordato,  quedase  revocado  el  auto  de- 
claratorio de  la  quiebra,  aun  á  los  efectos  de  la  pena". 

Esas  circunstancias  de  la  quiebra  no  podian  ser 
apreciadas  sino  mediante  un  auto  formal  de  califica- 
ción. 

Para  terminar  este  examen  general  del  trabajo  de 
la  Comisión,  diré  que  en  el  I^ibro  de  las  quiebras  las 
mejoras  introducidas  no  darán  probablemente  ningún 
resultado,  porque  están  neutralizadas  por  los  graves 
errores  que  se  contienen  en  ese  Libro.  (^)  Enumeraré 
los  de  mas  bulto. 

En  general  se  ha  empeorado  mucho  la  condición 
del  fallido  y  la  omnipotencia  del  síndico  será  inevita- 
ble. Se  han  establecido  las  erradas  doctrinas  de  los 
art*.  1409  y  1410,  á  que  me  he  referido  antes.  Se  su- 
pone que  puedan  haber  cómplices  en  la  quiebra  cul- 
pable, lo  que  es  un  nuevo  error.  Se  permite  que  el 
Juez  pueda  retrotraer  la  quiebra  sin  ninguna  limita- 
cion  de  tiempo,  y  lo  que  es  de  una  iniquidad  que 
raya  en  espoliacion,  tal  sentencia  no  es  susceptible 
de  recurso  alguno!  (art.  1462). 

Según  los  art«.  1466  y  1543  no  puede  optar  al  con- 
cordato el  fallido  contra  quien  existan  indicios  de 
quiebra  fraudulenta,  y  según  el  art.  26  tampoco  pue- 
de optar  el  que  no  esté  inscrito  en  la  matrícula;  dis- 


(1)  Véase  la  nota  4431. 
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posiciones  ambas  exorbitantes  y  en  que  los  principa- 
les perjudicados  serán  los  pobres  acreedores. 

Son  también  inaceptables  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  art*  1546  y  1547,  la  primera  por  librar 
demasiado  á  la  discreción  judicial  y  ambas  por  su 
dureza. 

La  disposición  que  autoriza  á  una  mayoría  de 
acreedores  á  apoderarse  de  los  bienes  de  la  masa, 
-sin  consentimiento  del  fallido,  es  no  solo  injusta  sino 
inconstitucional.  Hallo,  por  último,  injustas  las  dis- 
posiciones de  los  art*  26  y  1575  que  cieiTan  la  puerta 
á  la  rehabilitación  y  de  mui  grave  inconveniencia 
el  mantenimiento  de  las  moratorias,  salvo  quizá  en 
épocas  de  grandes  crisis. 

En  el  curso  de  esta  obra  tendré  ocasión  de  de- 
mostrar y  desenvolver  muchas  de  las  doctrinas  y 
afirmaciones  que  dejo  espuestas. 

En  el  presente  trabajo  he  adoptado  la  forma  de  la 
exegesis,  seguida  en  mi  obra  sobre  el  Cód.  Civil, 
que  aunque  sea  la  mas  deslucida,  en  las  condicio- 
nes especiales  de  nuestro  país,  es  la  única  posible. 
Grandes  dificultades  y  sacrificios  para  la  publi- 
cación de  una  obra  estensa,  escasez  de  lectores 
ya  que  nó  de  plagiarios  animosos,  y  poco  interés 
por  los  problemas  arduos  de  la  ciencia  jurídica 
y  de  la  legislación  nacional,  especialmente  cuando 
son  tratados  por  hombres  que  han  nacido  en  la  Re- 
pública, impondrán  siempre  suma  concisión.  (°^) 

Estas  circunstancias,  unidas  al  carácter  híbrido 
-del  nuevo  Cód.   de  Comercio,  plagado  de  errores  y 

^(m)  A  título  de  información  diremos  al  lector  que  por  la  edición  de  esta 
obra  se  llegó  á  pedir  hasta  18.000  pesos. 
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de  nociones  falsas,  así  como  la  falta  absoluta  de- 
antecedentes legislativos,  me  habrían  hecho  desis- 
tir de  la  publicación  de  este  libro ;  si  no  creyese 
que  la  necesidad  de  un  comentario  es  de  todos  sen- 
tida porque  sólo  tres  naciones  del  mundo  tienen 
trabajos  científicos  sobre  legislación  mercantil,  y  si 
no  me  sirviesen  de  fuerte  estímulo  los  benévolos 
juicios  de  varios  juristas  nacionales  y  estranjeros. 

La  reforma  del  Código  de  Comercio,  si  no  ha  fra- 
casado, ha  quedado  á  medio  camino,  como  verá 
quien  lea  este  trabajo,  y  todos  tenemos  el  deber  de 
preparar  el  terreno,  en  la  medida  de  nuestras  fuer- 
zas, á  fin  de  que  nuestro  país  pueda  poseer  alguna 
vez  la  legislación  comercial  que  corresponde  á  una 
nación  que  debe  aspirar  á  ser,  por  su  cultura,  de^ 
las  primeras  en  la  América  latina. 

^• 
Ltsandro  Ségovia 

Buenos  Aiies,  Enero  23  de  1890 


CÓDIGO  DE  COMERCIO 


De  qué  se  ocupa  el  Código  de  Comercio  ?  £n  parte,  de  los  comer- 
ciantes y  de  BUS  actos,  que  se  presumen  comerciales  (art.  5o),  y  prin- 
cipalmente de  los  actos  calificados  de  comerciales,  cualquiera  que  sea 
la  persona  que  los  haya  practicado  (art.  6®  inc.  2^).  De  modo  que,  es 
á  la  vez  el  derecho  de  los  comerciantes  y  de  los  actos  de  comercio  en 
general. 

Entre  estos  actos  hay  algunos  que  se  califican  por  los  autores  como 
mercantiles  esclusivamente  6  por  virtud  propia,  y  por  tales  se  enumeran 
los  papeles  de  comercio  y  cheques,  la  cuenta  corriente,  la  sociedad  anó- 
nima y  los  contratos  relativos  al  comercio  marítimo.  Si  ello  importa 
decir,  que  esos  actos  están  siempre  regidos  por  la  ley  mercantil,  con- 
venido; pero  debe  teuerse  presente  que  ellos  no  son  siempre  y  necesa- 
riamente comerciales,  y  cuando  son  realizados  por  quien  no  ejerza  el 
comercio  y  sin  uu  propósito  de  especulación,  muchos  ó  todos  esos  actos 
no  constituyen  el  ejercicio  del  comercio,  y  aunque  se  reiteren  no  atribuyen 
á  su  autor  la  calidad  de  comerciante.  Vé  á  Lyon-Caen,  n^  198.  Así,  el 
Código  italiano  establece  (art  6<>)  que  ^los  seguros  de  cosas  que  no  son 
objetos  ó  establecimientos  de  comercio,  y  los  seguros  sobre  la  vida,  son 
actos  de  comercio  sólo  con  relación  al  asegurador;  y  que  la  cuenta 
corriente  y  el  cheque  no  son  actos  de  comercio  con  relación  á  las  personas 
no  comerciantes,  si  no  tienen  una  causa  comercial"  (Yé  nota  47  aJ  fin  y 
á  Lyon-Caen,  n<>  Lb  i ).  Asi  también  á  los  que  se  prohibe  el  ejercicio  del 
comercio  por  incompatibilidad  de  estado,  se  les  permite  dar  dinero  á  inte- 
rés y  S('r  accionistas  en  cualquier  compsulía  mercantil,  desde  que  no  tomen 
parte  en  la  gerencia  (art  23).  Y  lo  mismo  se  establece  respecto  de  los 
corredores  (art.  lOG).  Así,  igualmente,  la  venta  y  aún  la  compra  de  un 
buque  puede  ser  un  acto  puramente  civil.  Tampoco  el  pasajero  hace  acto 
de  comercio  (Comp.  Lyon-Caen,  n<>  i  59);  ni  el  capitán  del  buque  se  reputa 

(1)  Está  en  vigencia  desde  el  !<>  de  Mayo  18tO. 


comarciante:  el  misino^  n®  19tí.  Nada  obsta,  por  último,  á  que  una  socie- 
dad civil  tomo  la  forma  anónima;  como  S3  establece  en  varios  cóligos  y 
es  corriente  en  la  doctrina.  Adde  nota  50.  [I.  229,  Ley  A.  174  ySO-», 
B.  136,  N.  P.  106.  Pardessus,  n»  1207.  Massé,  n»  2066.  ]>elam'irre  y  Le 
Püitvin,  II  pág.  463.  Bravard-Vey rieres,  pAg=í.  17;i,  174,  178  y  ItíO.  Tro- 
plong,  no  328  y  s.  s  Pont,  n»»  12  L  y  122.  Diivern;ier,  n"»  481  y  485. 
Alauzet,  no»  371,  510,  511  y  538.  Bédarride,  no»  96,  97,  122,  123  y  241. 
Namur,  no  904.  Mancini,  Relazione,  n®  CXI.  Duvivier,  pág*.  36  y  37  y 
autores  que  citan.  Vidari,  n»  577  á  581  y  3*  edición,  n®  471.  Bing,  pág.  55. 
Lehr,  Derecho  alemán^  no  202.  Afínales  de  droit  commef^cialf  1887,  Jurispr. 
pág.  180  á  183,  etc.] 

El  jurisconsulto  Hércules  Vidari,  sabio  profesor  de  la  Universidad  de 
Pavía,  se  esfuerza  en  demostrar  quo  la  reglamentación  del  Código  mer- 
cantil no  debe  aplicarse  á  los  acto»  aislados  de  comercio  sino  al  ejercicio 
del  comorcio  considerado  como  función  colectiva  y  social.  Véanse  los 
números  39,  44,  93  3'  96.  Pretende  él  que  es  la  profesión  la  única  que 
imprime  un  carácter  comercial  al  acto  (uo  102),  proposición  quo  es  mucho 
más  fácil  establecerla  que  demostrarla.  £1  mismo  Vidari  impugna  su 
tesis  al  sostener  en  el  no  86  que  el  Estado  puede  ejercer  actos  de  comercio 
y  quedar  asi  sujeto  á  las  leyes  mercantiles.  Y  dice,  por  último,  que  son 
los  actos  del  comor.jiant3  y  nó  los  actos  aislados  los  que  exigen  una 
especial  reglamentación  jurídica  (n©  333),  como  si  por  tener  aquellos 
mayor  necesidad  de  una  legislación  peculiar  al  comerciante,  no  la  divieso 
también  todo  acto  mercantil,  por  eso  mismo  que  lo  es.  Adde  Manara,  no  7. 

Agregaré  ahova  algunas  consideraciones  generales  sobre  la  índole  y 
propósitos  de  la  legislación  comercial. 

Todo  el  mundo  reconoce,  y  á  la  vista  se  está,  que  el  derecho  comercial 
moderno,  fruto  de  las  necesidades  de  los  pueblos  mercantiles,  se  carac- 
teriza por  su  unidad  y  cosmopolitismo.  S/c,  Vidari,  no  27.  Bolh,  pág.  610. 
Que  el  comercio  no  se  circunscribe,  como  los  actos  civiles,  á  los  límites 
e3trecho3  de  una  nación,  sino  que  comprende  una  gran  suma  de  intereses 
internacionales,  y  tiene  por  campo  de  acción  el  mundo,  las  tierras,  los 
mares,  los  senos  de  la  tierra  y  de  las  aguas  y  el  aire  mismo. 

Siente  la  necesidad  ineludible  de  espansion,  de  acción  libre  y  fácil  3' 
ñopo  Iría  caber  ni  desenvolverse  en  las  prisiones  y  limitado  moldo  de 
la  lev  civil.  - 

Do  aquí  la  necesidad  de  una  legislación  especial  para  el  comercio, 
amplia,  lib3ral,  c)S!nopolita,  que  dé  preferencia  á  los  usos  comerciales 
sóbrelas  lej^es  civiles,  cuando  alguna  vez  se  hallen  en  desacuerdo;  que 
afirma  y  desarrolle  el  crédito,  alma  del  comercio,  y  a.segnrando  en  lo 
posible  sus  oparaciones,  facilite  su  incesante  movimiento,  que  es  la  con- 
dición de  su  prosperidad  y  el  sello  de  nuestro  tiempo. 

La  estagnación  es  retroceso,  es  la  de.scomposi'sion  y  la  muerte. 

El  crédito  se  afirma,  medíante  la  publicación  de  los  contratos  seriales  y 
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demás  cuyo  conocimiento  interese  al  comercio;  la  obligación  de  llevar 
los  lil)ro.s  necesarios  al  giro,  siguieudo  en  ellos  un  orden  uniforme  de 
contabilidad;  la  coasei-vacion  de  esos  libros,  de  la  correspondencia  mer- 
cantil y  do  los  camprobAutes  d3  sus  cuentas  (todo  lo  cual  evita  á  la  vez 
el  abuso  del  crédito),  la  reserva  de  las  operaciones  asentadas  y  de  las 
realizadas  por  medio  de  comisionistas  y  de  corredores;  y  en  muchos 
casos,  por  último,  mediante  la  brevedad  de  la  prescripción  de  los  de- 
rechos. 

El  crédito  ae  desatTollay  mediante  la  asociación  de  capitales  en  la  forma 
anónima,  y  eu  la  medida  de  los  recursos  de  cada  uno,  permitiendo  así 
la  realización  de  las  obras  colosales  que  son  el  orgullo  de  nuestro  tiempo: 
los  ferro-carriles,  las  grandes  líneas  de  vapores,  el  corte  de  istmos  como 
el  de  Suez  y  Panamá,  los  graudes  puertos,  los  táñeles  portentosos,  las 
gigantescas  cloacas  y  la  esplotacion  de  minas. 

Además,  limitando  la  responsabilidad  del  socio  comanditario,  se  le 
permite  girar  su  capital  sin  peligro  de  comprometerlo  indefinidamente. 

Finalmente,  mediante  la  solidaridad  de  los  socios  no  comanditarios  3' 
de  los  miembros  de  la  sociedad  colectiva,  el  crédito  social  se  multiplica  y 
adquiero  una  importancia  inmensa. 

Kl  (ib%L8o  del  crédito  ae  precave  en  lo  posible,  mediante  las  variadas  for- 
mas que  admite  la  caución  en  derecho  comercial,  inclusive  el  medio 
espeditivo  del  comisionista;  la  afectación  especial  del  buque  á  las  deudas 
que  origine,  la  inscripción  del  poder  de  los  factores  y  de  otros  docu- 
mentos, como  garantía  de  los  que  tengan  que  contratar  con  ellos ;  y  el 
establecimiento  de  la  solidaridad  respecto  á  los  fíad^res,  á  todos  los  sus- 
critoros  de  una  letra  de  cambio  y  demás  instrumentos  que  se  le  equi- 
paran; á  los  socios,  como  queda  dicho,  y  cuando  omitan  registrar  la 
sociedad;  á  los  herederos  del  principal  yá  los  condóminos  de  un  esta- 
blecimiento con  relación  á  lo  hecho  por  el  factor;  etc. 

Las  operaciones  comerciales  se  facilitan,  no  solo  fomentando  el  crédito 
y  la  buena  fe  y  castigando  el  dolo,  sino  por  muy  diversab  maneras  y 
en  casi  todas  las  disposiciones  de  la  ley  comercial:  los  papeles  de  comer- 
cio, endosables  y  al  portador,  son  un  medio  del  todo  espeditivo  y  como 
una  moneda;  una  factura,  la  carta  de  porte,  el  conocimiento  ó  el  warrant 
ofrecen  materia  para  una  venta;  muchos  contratos  se  realizan  por  medro 
de  correspondencia,  y  por  intermedio  de  factores,  comisionistas,  remata- 
dores y  corredores,  con  grandes  ventajas  y  economía;  y  á  veces,  el  mero 
silencio  haca  veces  de  consentimiento;  los  medios  de  prueba  son  más 
fácila?  y  numerosos;  la  cuenta  corriente,  constituida  por  créditos  mutuos 
de  liquidación  especial,  evita  los  envíos  de  dinero  y  simplifica  sobre 
mimara  las  operaciones  entre  corresponsales;  y  por  último,  la  bolsa  facilita 
grandemente  las  trausaccíones  mercantiles,  al  par  que  los  dá  aeguridad 
y  legalidad,  por  el  m  ituo  trato  de  las  personas,  las  informaciones  sobre 
sa  conducta  y  estado  de  sus  negocios  y  demás  hechos  que  afectan  «1 


comercio;  y  tija,  por  último,  el  cui*so  del  cambio,  y  el  valor  corriente 
de  los  fondos  públicos,  acciones,  etc. 

Finalmente,  se  asegura  la  efectividad  de  las  operaciones  mercantiles^  me- 
diante la  institución  de  la  falencia  con  sus  precauciones  especiales  de 
dosapodoraniiento  pronto  é  igual  distribución  del  activo,  etc.;  facilitando 
la  prueba  de  las  obligaciones,  mediante  los  libros  de  comercio,  las  notas 
de  los  corredores  y  certiticaciones  estraidas  de  sus  libros,  y  garantizando 
las  transacciones,  medíante  el  seguro  y  el  préstamo  á  la  gruesa,  que 
reparten  el  perjuicio  entre  los  contratantes,  y  concediendo  privilegios  al 
crédito  del  comisionista,  del  cargador  y  del  porteador,  y  de  las  personas 
que  intervienen  en  el  comercio  marítimo. 


TITULO  PRELIMINAR 


Reglas  generales  de  legislación^ 

I. 

En  los  casos  que  no  estén  rejidos  por  este  Código,  se  apli- 
carán las  disposiciones  del  Código  Civil.  ^  Reforma  I.  Chile  2" 
y  P.  3o. 


(2)  Habiéndose  omitido  poner  un  rubro  á  este  título,  le  restituimos  el 
nombre  que  tenía  en  el  Código  de  18G2.  Se  le  podria  intitular  también 
Disposiciones  generales^  si  no  existieran  las  reglas  111  y  IV,  que  corres- 
ponden en  su  mayor  parte  al  derecho  constitucional. 

(8)  Las  cuestiones  que  entraña  esta  disposición,  copiada  del  Código 
chileno  por  la  Comisión  de  1873,  no  se  resuelven  ni  hieren  con  gene- 
ralidades que  no  prueban  lo  suficiente  por  probar  demasiado.  Que  el 
Código  Civil  es  la  regla  general,  es  una  frase  vacía  de  sentido,  ni  es 
susceptible  de  una  explicación  científica  y  racional;  puesto  que  si  el  Código 
Civil,  aunque  comprenda  disposiciones  de  derecho  común  ó  general,  es  el 
Código  de  los  actos  civiles,  el  de  comercio  es,  al  mismo  título  el  Código 
de  los  actos  comerciales;  y  así,  toda  gerarquía  y  dependencia  entre  sí 
son  racioualmoute  imposibles.  Si  el  derecho  comercial,  dice  Marghieri, 
fué  en  el  pasado  uu  derecho  excepcional  de  una  clase  de  personas,  es  hoy 
un  derecho  general  do  una  extensa  no  interrumpida  serie  do  actos,  fía 
tomado  un  carácter  do  perenne  movimiento  constitutivo  y  se  ofrece 
como  un  ramo  autonómico  de  la  ciencia  general  del  derecho,  con  la  segu- 
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ridad  de  tener  en  ella  el  mayor  porvenir.  Adde  Goldschmidt,  n^  87.  Vidarí 
u»  59,  Manara  n«  119,  Delamarre,  I  pég.  82  y  s.  s.  y  IV  pág.  7  y  s.  s. 
García  Moreno,  nota  al  n«  4  del  Derecho  Civil  Intemacioval  de  Fiore,  etc. 
Podemon  entonces  concluir  que  las  leyes  civiles  y  las  comerciales  son 
hermauas,  aunque  la  civil  sea  la  mayor  é  hijas  ambas  de  un  derecho 
común  y  general.  La  necesidad  de  un  Código  general  fué  indicada  ya 
por  el  célebre  Bacon  y  reconocida  por  el  malogrado  Freitas.  En  el  hecho, 
y  mientras  el  Código  Civil  haga  las  veces  de  derecho  general  y  se  com- 
prendan en  él  las  reglas  generales  sobre  contratos  y  otros  actos  jurídicos, 
seguirá  siendo  el  derecho  supletorio  de  los  demás  códigos  y  es).ecialmente 
del  de  comercio.  Pero  es  fuerza  reconocer  Ja  gran  influencia  que  la 
legislación  y  el  derecho  comerciales  ejercen  sobre  la  legislación  civil,  y 
que  el  Código  de  Comercio  suple  tnmbien  en  muchísimos  casos  al  civil, 
legislando  sobre  actos  que  son  civiles  para  una  de  las  partes  ó  para 
ambas 

Pero  por  lo  mismo,  ambas  legislaciones  tienden  á  aproximarse  y 
fusionnr  para  completarse,  especialmente  en  materia  de  obligaciones  y 
contratos  y  de  quiebra  é  insolvencia;  en  todo  lo  cual  habría  positiva  con- 
veniencia. El  ejemplo  del  Código  suizo  sobre  obligaciones  es  la  contra- 
prueba de  todo  ello.     Cómo  podría  unitícarse  la  regla  con  la  excepción? 

Se  ha  dicho  también  que,  siendo  unas  mismas  la  fueíite  y  razón  de 
las  leyes  civiles  y  de  las  mercantiles,  sus  disposiciones  tienen  que  coincidir 
é  identificarse,  cuando  se  trata  de  Ui;a  misma  relación  jurídica.  Yo 
conteeto,  que  esta  otra  generalidad  prueba  demasiado,  pues  si  es  así,  por 
qué  la  legislación  de  los  contratos,  que  en  este  Código  ocupa  G50  artículos, 
no  figura  toda  entera  en  el  civil? 

Es  preciso,  pues,  concretar  las  cuestiones,  resolviendo  si  cuando  un 
caso  no  está  previsto  por  un  ai^tículo  del  Código  de  Comercio  debe  ocur- 
rirse necesariamente  al  Civil,  ó  si  debe  preferirse  la  ley  auáloga  de  aquel 
Código  ó  la  costumbre;  cuestiones  que  no  parecen  haber  sido  sospechadas 
por  los  autores  de  nuestro  ai'tículo. 

Respecto  á  la  primera  cuestión,  supongo  el  caso  de  una  permuta  ó 
de  un  mandato  ó  de  arrendamiento  mercantil  y  pregunto,  E>i,  no  conte- 
niendo el  Código  ninguua  disposición  al  respecto,  debe  reglai'se  el  con- 
trato esclusivamente  por  las  prescripciones  de  la  ley  eivil  sobre  permuta 
ó  locación  sin  tomarse  para  nada  en  cuenta  las  disposiciones  análogas 
que  sobre  compra-venta  contiene  este  Código? 

En  lo  tocante  al  arrendamieuio  el  nuevo  Código  P.  responde  á  la  cues- 
tión en  estos  términos:  "^el  contrato  de  arrendamiento  comercial  será 
"  reglado  por  las  disposiciones  del  Código  Civil  que  rigen  el  contrato 
"  de  arrendamiento  y  cualesquiera  otras  de  este  Código  que  le  sean  apli- 
"  cables,  salvas  las  prescripciones  relativas  al  fletamento  de  buques 
^(art.  4b2)*\ 

La  resolución  que  yo  sostengo  está  consignada  en  el  art.  671  de  mi 
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Proyecto  de  Código  de  Comercio  que  dice  así:  "  la  locación  ó  el  arrenda- 
miento mercantil  será  regido  por  las  mismas  reglas  que  gobiernan  la 
locación  civil,  con  sujeción  á  lo  establecido  en  el  art  3^  y  sin  perjuicio  de 
las  disposiciones  especiales'^  relativas  á  los  trasportes  por  tierra  ó  agua, 
á  las  barracas,  casas  de  depósito  y  otras.  Y  en  el  artículo  3^  aludido 
establecía:  'Cuando  el  punto  ó  caso  no  pueda  resolverse  ni  según  el 
texto  ni  por  el  espíritu  de  las  disposiciones  del  presente  Código,  se 
aplicarán  los  usos  del  comercio;  en  falta  de  éstos,  se  atenderá  á  los 
principios  de  las  leyes  mercantiles  análogas;  y  sólo  en  defecto  de  tales 
criterios,  se  aplicarán  las  disposiciones  respectivas  del  Código  Civil.'* 
También  un  mandato  mercantil  se  reglará  por  punto  general,  por  las  dis- 
posiciones relativas  á  la  comisión  comercial.  B.  164,  A.  364,  I.  349.  Mí 
Proy.  161. 

La  cuestión  relativa  á  la  permuta  es  idéntica  y  debe  resolverse  idénti- 
camente. Asi,  la  permutación  mercantil  se  calificará  y  será  regida  por  las 
mismas  reglas  que  gobiernan  la  compra-venta  mercantil,  en  cuanto  no 
se  opongan  á  la  naturaleza  de  aquel  contrato  (Mi  Proyecto  461.  Y.  E.  886. 
Gh.  161,  V.  577,  N.  P.  480)  y  La  Serna  y  Reus  agregan  al  pió  del  artículo 
español:  'téngase  presente  todo  lo  dicho  en  los  artículos  anteriores 
desde  el  859  en  adelante,  pues  todos  son  aplicables  á  las  permutas,  menos 
los  que  se  refieren  á  que  el  precio  de  las  ventas  debe  ser  siempre  en  me- 
tálico. »'    Vé  nota  1715. 

También  podemos  concluir  que  los  documentos  endosables  y  al  porta- 
dor tendrán  su  legislación  supletoria  en  el  Código  Mercantil  y  nó  en  el 
Civil,  aunque  el  documento  ó  caso  no  esté  especialmente  regido  por  el 
Código  de  Comercio.  Vé  nota  2637.  Así,  también,  las  reglas  de  la  comi- 
sión deben  tenerse  muy  en  cuenta  en  materia  de  mandato  comercial. 
Y  puedo  desde  luego  establecer  como  cierta  la  doctrina  consignada  en  el 
artículo  3»  del  nuevo  Código  portugués:  "  Si  las  cuestiones  sobre  dere- 
chos y  obligaciones  comerciales  no  pudieren  ser  resueltas,  ni  por  el  texto 
de  la  ley  comercial,  ni  por  su  espíritu,  ni  por  los  casos  análogos  en  ella 
prevenidos,  serán  decididas  por  el  derecho  civil."  Vé  nota  410,  y  la  19 
del  Código  de  Minería.  En  idéntico  sentido  se  expresa  el  Proy.  de 
Wurtemberg,  art.  I®. 

Estas  conclusiones  quedan  virtualmente  comprendidas  en  el  presente 
artículo  I  y  en  el  207,  porque  es  en  el  propio  Código  Civil  donde  se 
dispone:  'si  una  cuestión  civil  no  puede  resolverse,  ni  por  las  palabras 
ni  por  el  espíritu  de  la  ley,  se  atenderá  á  los  principios  de  leyes  análogas; 
y  si  aun  la  cuestiou  fuere  dudosa,  se  resolverá  por  los  principios  gene- 
rales del  derecho,  teniendo  en  consideración  las  circunstancias  del  caso 
(art.  16). 

Esta  sabia  disposición  del  Código  Civil  austríaco,  copiada  en  el  sardo  y 
reproducida  en  el  N.  P.  S®,  demuestra  que  el  espíritu  de  la  ley  debe 
suplir  los  vacíos  de  la  ley  misma.    Consagra,  por  consiguiente,  el  criterio 
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de  las  leyes  análogas,-  dotando  así  al  Oódlgo  de  un  organismo  capaz  de 
bastarse  á  si  mismo,  y  que  permite  resolver  una  duda  recurriendo  á 
disposiciones  que  regulan  casos  semejantes  ó  materias  análogas  (Gód. 
Civii  italiano,  art.  3  y  Cbironi,  §  9),  fundándose  en  que  los  legisladores 
establecen  ^'las  razones  generales,  é  que  son  usadas,  é  segund  la  «eme-^ 
janza  destas  poderse  ban  librar  las  otras,  que  acaescieren  de  nueVo" 
(L.  1  tít.  33  Part.  7*);  ó  "porque  tuvieron,  que  se  podría  judgar,  por 
otro  caso  de  ley  a^mejantej  que  se  fallase  escrito"  (Ley  36  tít;  34  dicba 
Part.)  L.  L.  12  y  13,  tít.  B  lib.  I»  Dig*»sto.  Pallo  de  la  8.  G.  tom.  III 
pág.  167.    Vé  nota  2807 . 

Insisto  un  tanto  sobre  este  tópico,  así  por  su  importancia,  cuanto 
porque  no  ha  faltado  quien  entendiera  que  las  leyes  análogas,  que  son 
en  el  fondo  una  aplicación  de  la  conocida  regla  ubi  eadem  est  vatio 
eadem  juris  dispoBitiOy  se  referían  a  leyes  extranjeras!  Compara  Savigny, 
N.  46,  Fiore,  AppUcazione  delle  leggi  n«  989  y  Jbering,  tom.  I,  pág.  38  y 
III  pág.  35,  etc. 

Viniendo  ahora  á  la  cuestión  de  preferencia  entre  el  uso  y  el  Código 
Civil,  diré  que  el  uso  tiene  á  su  favor  las  mas  altas  autoridades  de  la 
doctrina  y  de  la  legislación  (Cód.  A.  1®  I,  lo  N.  E.  2«,  Cód.  Civ.  esp.  6». 
Vidarí,  n«  86  á  94  y  autores  que  cita.  Thol,  N.  11.  Pardessus,  no  191. 
Massé,  no»  81,  1441  y  1442.  Delamarre  y  Le  Poitvin,  n©  266  á  268.  Namur, 
no»  17  y  19.  Bédarride,  Achais^  n*»  2  á  10.  Massó  sigue  un  sistema  medio, 
y  Molinier  dice  que  la  cuestión  depeuderá  de  las  circunstancias,  Droit 
cotnmereial,  uo  14);  que  los  artículos  II,  V,  207  y  otros  del  presente  Código, 
combinados  con  el  art.  17  del  Código  Civil,  demuestran  suficientemente 
que  se  ha  dado  preferencia  á  la  ley  civil  sobre  el  uso  mercantil;  y  que 
eu  la  práctica  la  cuestión  pierde  muchísimo  de  su  importancia,  porque 
estando  ampliamente  legisladas  las  materias  comerciales  y  siendo  ge- 
neralmente liberales  las  prescripciones  de  nuestro  Código  Civil,  será  raro 
que  se  resuelva  un  caso  mediante  la  aplicación  de  disposiciones  de  este 
último  Código  que  se  hallen  en  pugna  con  los  usos  mercantiles. 

A  pesar  de  todo,  creo  siempre  que  la  solución  mas  científica  y  liberal 
seria  la  que  diese  la  preferencia  á  esos  usos,  que  son  como  el  derecho 
común  del  comerciante,  sobre  la  ley  civil.  Agregaré  que  el  mismo  Código 
P.  en  varias  de  sus  disposiciones  dá  preferencia  al  uso:  así,  quiere  que,  en 
defecto  de  carta  de  porte,  las  cuestiones  sobre  el  trasporte  se  resuelvan 
según  los  usos  del  comercio,  y  en  falta  de  éstos,  según  los  términos  ge- 
nerales de  derecho  (art.  378).  También  en  los  arts.  382  y  404  se  refiere 
al  uso. 

Por  lo  demás,  los  que  habrán  de  aplicarse  como  la  ley  supletoria  del 
Código  de  Com.  serán  las  disposiciones  del  Código  Civil  y  nó  el  derccJio 
ciüU,  como  dice  el  art.  207,  ya  que  seria  un  error  Craso  confundir  el  Cód. 
civil  con  el  derecho  civü. 

De  nuestro  art.  I  resulta  que  los  arts.  9,  207,  230,  613,.  844, 1367, 1418 
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ínc.  1^,  1 494  y  1495  no  hacían  falta  en  este  Código,  y  que  pudieron  omi- 
tirse las  demás  prescripciones  de  derecho  común  enumeradas  en  la  nota 
11  de  la  Introdticcion  á  esta  obra. 

Volviendo  ¿  los  usos,  costumbres  ó  prácticas  del  comercio,  este  Código 
se  refiere  á  ellos  en  muchos  artículos  (II,  Y,  99,  218,  n»  6»,  219,  220, 
238,  242  no  2»,  256,  257,  271,  274,  456, 461,  573,  738,  928,  1048, 1049,  1203, 
1275  n®  lo  etc.),  y  es  evidente  que  en  esos  casos  son  de  preferente  obser- 
vancia á  las  prescripciones  del  Cód.  Civ.  Aunque  en  rigor  pudiera  hallarse 
diferencia  entre  el  uso  y  la  costumbre  (Escriche,  verbis.  Costumbre  y  uso), 
la  verdad  es  que  nuestros  Cód.  usaii  indistintamente  de  ambas  palabras, 
y  el  de  Comercio  apenas  emplea  otro  vocablo  que  el  de  uso  (vé  art.  238  y 
242  no  2o  citados  y  el  17  del  Cód.  Civ,) 

Para  que  un  uso  mercantil  sea  admisible  debo  resultar  de  hechos  pú- 
blicoSf  su&CLeate;n9nt9  uniformes  y  generalmente  ejecutados  en  el  lugar  ó 
en  la  plaza  en  que  deba  aplicarse  como  ley. 

Los  hechos  ó  actos,  para  constituir  el  uso,  deben  ser  uniformes^  pues 
su  variedad  no  ofrecería  un  criterio  único  ni  un  guia  seguro;  públicos, 
porque  los  hechos  clandestinos  que  se  sustraen  á  las  miradas  del  comer- 
cio, amen  de  sospechosos,  no  podrían  ser  conocidos  generalmente  y  ofre- 
cidos como  una  regla  de  conducta  para  todos;  y  deben,  por  lUtimo,  ser 
generalmente  ejecutados,  porque  la  práctica  de  irnos  pocos  no  puede  ser 
impuesta  como  ley  á  los  demás.  Los  hechos  deben  ser  también  persistentes 
ó  reiterados  por  bastante  espacio  de  tiempo.  Comp.  con  Namur,  no  17; 
Vidari,  no  66  y  Savigny  §  29. 

Porque  suele  ser  invocada  por  algunos  códigos  y  autores  como  una 
fuente  subsidiaria  del  derecho  mercantil,  me  ocuparé  aquí  de  la 

Equidad 

y  empezaré  por  decir  que  este  Código  no  be  refiere  á  la  equidad  sino  en 
uno  de  sus  artículos,  y  el  de  1862,  en  sus  art.  209  inc.  Ko  y  296  no  3o;  pero 
es  muy  invocada  en  los  textos  romanos  y  aun  juega  un  papel  muy  im- 
portante en  las  instituciones  judiciales  sajonus.  Vé  á  Blackstone,  y  á 
elim,  Loi  anglaise,  pág.  5. 

Para  unos,  no  estando  bien  definida  la  eqiádad,  ni  siendo  por  lo  tanto 
una  noción  cierta,  puesto  que  depende  del  criterio  personal  mas  ó  menos 
perfecto,  y  del  grado  de  verdad  con  que  sea  comprendida  la  noción  del 
bien  y  de  la  justicia,  es  muy  peligroso  ateuder  á  ella  para  la  aplicación 
del  derecho.  Tal  es  la  alta  autoridad  de  Ahrens,  á  que  puede  unirse  la 
no  mimos  alta  de  Laurent  (tomo  20  no  :-i09),  según  el  cual  la  equidad  es 
estraña  al  derecho,  en  el  sentido  de  que  es  incapaz  de  crear  un  derecho  ó 
una  obligación,  especialmente  bajo  un  régimen  de  leyes  codificadas  como 
di  nuestro  (Demolombe,  XXX,  no  39).  Vé,  sin  embargo,  á  Laurent, 
Principes  eto»  XVIII,  n»  161  y  Cours  üémentaire  etc.  pág  67  y  68. 
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La  equidad  sin  ley,  dioe  Eacriche,  no  es  á  veces  sino  una  nube  muy 
obscura.  Se  la  invoca  siempre  que  se  quiere  violar  un  texto  positivo  de 
la  ley,  esclama  TouUier  (IX,  29). 

Para  otros,  la  equidad  es  el  moderador  del  rigor  de  la  ley;  porque  las 
circunstancias  son  siempre  el  correctivo  del  rigor.  Pereyra  Forgaz  de 
Sampaio  Pimentel  (tomo  1<»  p¿g.  121).  Curia  Filípica,  Consulado  no  37. 

Según  el  célebre  Portalis  la  equidad  es  la  ley  natural  aplicada  en  los 
casos  de  silencio,  de  obscuridad  ó  insuidciencia  de  la  ley  positiva.  T 
mientras  que  Alauzet  (n®  7,  8*  edición)  no  baila  en  esa  regla  fijeza  ni 
consistencia,  Delamarre  y  Le  Poitvin  sostienen  que  la  equidad  es  el  todo 
en  el  derecho  comercial,  pues  hallándose  fundada  en  el  derecho  natural, 
es  la  que  debe  servir  de  regla.  Contrat  de  commianon,  núms.  d6l  y  siguien- 
tes. Les  sigue  Vidari,  n»  100. 

Por  su  parte,  la  Corte  de  Lyon  ha  ido  hasta  establecer  que  la  equidad 
debe  prevalecer  sobre  el  derecho  (fallo  Mayo  18,  1864). 

Demolombe  se  limita  á  establecer  qae  la  equidad  es  una  de  los  mas 
seguros  y  mejores  guias  de  interpretación;  que  ella  viene  en  auxilio  de  la 
ciencia.  Se  refiere  á  la  equidad  jurídica,  nó  á  la  puramente  sentimental  é 
instintiva,  que  se  revela  solo  por  las  inspiraciones  de  la  conciencia  y  de 
la  rason  natural,  sino  á  la  que  se  esclarece  á  la  luz  de  los  testos  de  la  ley 
y  de  los  ptineipios  del  derecho,  y  se  revela  así  por  el  atento  estudio  y 
apreciación  inteligente  de  esos  testos,  de  esos  principios  de  la  ciencia 
jurídica  y  de  las  necesidades  de  la  sociedad  (tomos  1^  n®  116;  26  n«  88  y 
31  n»  174). 

El  mismo  Delamarre  reconoce  (no  277)  que  la  equidad  requiere  el 
auxilio  de  la  ciencia  y  de  la  perspicacia,  so  pena  de  ser  un  guia  engañoso; 
y  el  propio  Sampaio  tiene  que  admitir  que,  no  estando  «definida  la  equidad, 
se  presta  á  todos  los  sentidos.  Para  Escriche  y  Grocio  la  equidad  es  aquel 
punto  de  rectitud  del  juez,  que  en  defecto  de  la  ley  escrita  ó  consuetu- 
dinaria, consulta  en  sus  decisiones  las  máximas  del  buen  sentido  y  de  la 
rosón.  Lo  mismo  sucede  cuando  el  sentido  ó  las  palabras  de  la  ley 
admiten  alguna  interpretación  á  causa  de  su  ambigüedad  ó  demasiada 
ostensión .  Pero  el  propio  autor,  en  la  palabra  Arbitrio  del  Juez,  pres- 
cribe el  profundo  estudio  del  derecho  y  de  los  sabios  maestros  nacionales. 

Según  Massé,  la  equidad  individual  tiene  mucho  de  arbitrario,  varía 
según  los  prejuicios  y  pasiones  de  cada  uno ;  y  es  así  un  guia  engañoso 
que  no  esclarece  á  quien  ella  conduce  sino  en  proporción  de  sus  luces 
personales  (tomo  lo,  no  84.  Vé  á  Chironi,  §  9).  Y  agrega  que  las  reglas 
de  buen  sentido  y  de  equidad  reciben  una  aplicación  más  estensa  en  la 
interpretación  necesaria  de  los  contratos  comerciales  (no  1442). 

Por  último,  Bédarride  dice  que  la  equidad  no  es  más  que  una  abs- 
tracción. Depende  del  punto  de  vista  de  cada  uno  (Sodété,  no  588  bis). 
Adde  Namur,  no  8,  al  fin. 

Por  estas  trascripciones,  que  podían  aumentarse  mucho  más,  se  vé 
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que  ios  autores,  por  hallarse  en  terreno  incierto  y  movedizo,  divagan,  y 
á  punto  tal  que  hay  tantas  opiniones  diversas  como  escritores. 

Las  invocaciones  constantes  ¿  la  buena  fé  y  á  la  equidad  se  esplícan 
perfectamente  en  el  derecho  romano,  riguroso  y  egoísta,  ó  en  las  épocas 
y  paises  en  que  la  legislación  era  muy  deficiente  y  dura  ó  no  se  halla 
aún  codificada.  La  equidad  no  es  una  idea  simple  sino  complexa.  ¿Es 
la  .  conciencia  esclarecida  del  juez,  como  la  definen  algunos?  Ningún 
gui;i,  entonces,  como  la  ciencia  jurídica. 

Lo  equitativo  es  lo  conforme  al  derecho  natural,  como  lo  significa 
Pórtalis?  Pero  si  el  derecho  natural  no  es  la  ciencia  de  lo  justo  y  difiere 
do  la  ciencia  jurídica,  es  seguramente  su  fundamento,  y  entonces  ofrece- 
mos, en  vez  de  un  criterio  cierto  é  inmediato,  otro  remoto  y  movedizo. 

Por  esto,  la  verdadera  doctrina  fluye  de  la  Regla  XIV  del  Código  de 
Comercio  antes  vigente  y  del  artículo  16  del  Código  Civil,  que  dispone  que 
las  cuestiones  se  resuelvan,  en  defecto  de  ley  ó  de  costumbre,  "por  lo» 
principios  generales  del  derecho,  teniendo  en  consideración  las  circuns- 
tancias del  caso".   Compara  con  nuestro  art.  8°. 

Y  nótese,  que  esos  Códigos  no  recuerdan  de  la  equidad  para  nada .  Vé 
V.  296  no  3o. 

Según  dicho  n9  3®,  cuando  la  cláusula  de  un  contrato  sea  susceptible 
de  dos  sentidos,  debe  adoptarse  el  que  más  convenga  á  la  naturaleza  del 
contrato  y  á  Ins  reglas  de  la  equidad.  Vé  el  art.  156  del  presente  Código. 

El  Dr.  Acevedo,  cuyo  art.  1367  se  copia  aquí,  nonos  dicen  cuáles  sean 
esas  reglas  ó  dónde  se  encuentran  escritas;  y  yo  pienso  que  no  pueden 
ser  otras  que  las  reglas  del  buen  sentido  ó  máximas  de  la  razón,  de  que 
tíos  hablan  Massó  y  Escriche,  ó  sean  los  principios  de  la  ciencia  jurídica 
á  que  Demolombe  se  refiere  con  repetición. 

Porque  la  equidad  no  es  un  principio,  ni  una  regla  de  hermenéutica, 
que  pueda  ajnidar  á  la  interpretación .  Las  cuestiones  ó  dudas,  ó  son  de 
derecho  y  deben  resol vei-se  únicamente  por  los  principios  de  la  ciencia 
jurídica;  ó  son  de  hecho,  y  entonces  deben  interpretarse  á  la  luz  de  esos 
mismos  principios,  con  pleno  conocimiento  de  causa  y  ánimo  imparcial: 
la  esperiencia,  el  conocimiento  de  los  negocios  es  un  auxiliar  indispensable 

Pero  en  todo  ello,  qué  rol  determinado  tiene  la  equidad  ?  A  lo  más 
podría  ser  fundamento  ó  ingrediente  de  ciertas  reglas  de  interpretación. 
Dios  nos  guarde  de  la  equidad  del  Parlamento^  dice  un  proverbio  francés. 
Calígula  amenazaba  á  Roma  con  la  equidad  y  los  saboyanos  pedían  como 
una  gracia  á  Francisco  I  el  no  ser  juzgados  por  la  equidad . 
-  Delamarre  y  Le  Poitvin,  campeones  de  la  equidad,  no  asignan  una 
función  á  la  equidad  "  siuó  después  de  las  reglas  del  derecho  natural 
formuladas  en  las  leyes  civiles  (tomo  I®,  n®  273,  al  fin); "  y  estudiando 
atentamente  los  no*  25  á  32,  276  y  277  de  esos  autores,  se  verá  que 
divagan  y  no  llegan  á  conclusiones  ciertas  y  ñjas*  Lo  que  dejo  espuesto 


TITULO  FBELIMINAB  11 

En  las  materias  en  que  leis  convenciones  particulares  pueden 
derogar  la  ley,  la  naturaleza  de  los  actos  autoriza  al  juez  á 
indagar  si  es  de  la  esencia  del  acto  referirse  ala  costumbre,  para 
dar  á  los  contratos  y  á  los  hechos  el  efecto  que  deben  tener, 
según  la  voluntad  presuuta  de  las  partes.^  V.  regla  XI. 
Massé  n»  83. 

m. 

Se  prohibe  á  los  jueces  espedir  disposiciones  generales  ó 
reglamentarias,^  debiendo  limitarse  siempre  al  caso  especial 
de  que  conocen.  V.  regla  XVI.  Acev.  9.  Napoleón  5.  Hol. 
disposiciones  generales  12<>.  L,  14  tít.  1»  part.  1". 

autoriza  á  establecer  qae  la  equidad  no  es  unii  fuente,  siquiera  subsidiaria^, 
del  derecho  comercial. 

Para  terminar  diré  que  en  el  Código  de  Comercio  no.  se  comprende  toda 
la  legislación  mercantil  argentina,  pues  existen  algunas  leyes  especiales 
que,  como  las  referentes  á  certificados  de  depósito  y  otras,  son  relativas  &' 
materias  comerciales.  <   :       ^ 

(4)  Este  articulo  está  demás,  por  hallarse  comprendido  en  loe  airti-' 
culos  V,  217,  218  n»  6»,  219  y  220;  y  su  redacción  deja  mucho  que  desear, 
pues  empieza  por  un  inciso  doctrinario,  al  escluir  implícitamente  las  leyes, 
de  orden. público  (vé  art.  21  del  Oód  Civ.);  y  continúa  con  una.  frase -en 
que  la  naturaleza  de  los  actos  autoriza  al  juez  á  indagar  si  es  de  lA 
esencia  del  acto  referirse  á  la  costumbre,  frase  en  que  hay  mucha  oscu- 
ridad y  varios  errores,  porque  es  del  todo  impropio  decir  que  sei^  de.  esencia 
de  un  acto  referirse  á  la  costumbre,  y  al  juez  le  cumple  siempre  rastrear 
la  voluntad  de  los  contratantes.  Puede  verse  los  n9*  1440  á  1442  de  Massé 
y  el  §  29  de  Savigny. 

(5)  Esta  disposición,  tomada  del  Código  Civil  francés,  corresponde  más 
bien  al  derecho  constitucional  ó  al. procedimiento, y  si  ño  ha  sido  incluida 
en  el  Código  Civil,  menos  ha  debido  ser  inserta  aquí.  Si  el  juez  dictarla 
disposiciones  generales  usurparía  üná  facultad  privativa  del  P.  L.  y  si 
estableciera  reglamentos  invadiria  atribuciones  propias  del  P.  E.  (Pueden: 
verse  los  comentadores  del  art.  B®  del  Cód.  Napoleón,  y  vé  el  art.  IV 
siguiente).  .    .    .  l  .:  *. 

No  es  poco  ya  que  la  inteligen-cia  y  .iq)iioaoion  de  la  ley.quedeii  librádáé. 
á  laapreciacion  soberana  del  jaez,  desenq>eñando  asi  dé  hecha  fanisioiNS 
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IV. 

Sólo  al  Poder  Legislativo  compete  interpretar  la  ley  de  modo 
que  obligue  á  todos.  ^ 

Esa  interpretación  tendrá  efecto  desde  la  fecha  de  la  ley 
interpretada;''  pero  no  podrá  aplicarse  á  los  casos  ya  defiüiti- 
vamente  concluidos.  ^  V.  reglaXVII.  Acevedo  8o. 

V. 

Las  costumbres  mercantiles  pueden  servir^  de  regla  para 
determioar  el  seutido  de  las  palabras  ó  frases  técnicas  del 
comercio,  *^  y  para  interpretar  los  actos  ó  convenciones  mer- 
cantiles. ^^  De  Eeforma,  IV.  Chile  6o. 


legislativas,  como  observa  Grimke,  para  que  haya  de  permitírsele  ejercer 
abiertamente  atribacioues  privativas  de  los  otros  ramos  del  gobierno. 

(6)  Tanto  el  P.  J.  como  el  Ejecutivo  deben  interpretar  la  ley;  pero  la 
interpretación  del  Juez  sólo  obligará  á  las  partes  litigantes  y  á  los  jueces 
inferiores,  cuando  la  resolución  constituya  jurisprudencia  (fallo  de  la  S. 
O.  tomo  IX  pág.  54)  y  la  del  P.  E.  podrá  obligar  á  todos  cuando  dicta 
reglamentos.  Mas  solamente  el  P.  L.  puede  hacer  prevalecer  su  inter- 
pretación, dictando  lo  que  suele  llamarse  una  ley  interpretativa.  Esta 
materia  pertenece  al  derecho  constitucional. 

(7)  Esto  no  es  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2»  del  Cód.  Civ.  y 
debe  entenderse  con  sujeción  al  mismo. 

(8)  Las  leyes  que  tengan  por  objeto  aclarar  ó  interpretar  otras  leyes 
no  tienen  efecto  respecto  á  los  casos  ya  juzgados,  dice  el  Cód.  Giv.  (art. 
49)  y  no  habla  objeto  en  repetirlo  aquí.  A  la  crítica  que  he  hecho  de  esa 
doctrina  en  mi  SkcpUcacion  y  critica  dd  Código  CivU^  únase  la  autoridad 
de  Laureút,  I,  n»  284. 

(9)  Servirán,  dicen  el  Cód.  chileno  y  la  Reforma  de  1878,  y  asi  debe 
entenderse,  como  se  demuestra  por  las  disposiciones  de  los  arts.  187,  2l7f 
218  no  6«,  211)  y  220. 

(10)  Este  inciso  ddbió  agregarse  ó  fundirse  en  el  art.  217.  Cada  pro. 
fesion,  ciencia  ó  arte  tiene  su  terminología  y  fraseología  peculiares, 
tecnología  que  á  veces  varía  con  las  localidades  ^£1  estilo  de  los  comer- 
ciantes, dice  Massé  (ü9  83),  no  es  siempre  claro:  es  un  lenguaje  de  ordinario 
elíptíno  y  á  veces  poco  exacto,  que  en  breves  palabras  encierra  macho,  y 
que  con  frecaencia  calla  lo  qae  es  de  regla  general*'.    T  cuando  la  ley 
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mercantil  sea  muda  respecto  al  significado  y  alcance  de  una  de  esas 
palabras,  fórmulas  ó  frases  peculiares  al  comercio,  es  el  caso  de  interrogar 
las  prácticas  del  gremio,  que  son  las  únicas  que  podrán  darnos  la  clave  de 
esos  vocablos  y  revelarnos  su  sentido  oculto  y  misterioso.  El  uso  fué 
siempre  el  arbitro  del  lenguaje:  quem  penes  arbitrum  est  et  ju8  et  norma 
loguendi. 

(11)  Según  el  conocido  aforismo  jurídico:  óptima  est  legum  interpres 
cotiauetudo  (L  83,  tít.  6  lib.  I»  Digesto) .  La  voluntad  del  sujeto  ó  de  los 
contrayentes  es  el  alma  de  los  actos  jurídicos  y  el  gran  objetivo  de  la 
interpretación  (art.  218  n«  1»)  y  á  la  hermenéutica  toca  investigarla, 
descubrirla  y  ponerla  de  relieve.  Cuando  se  ha  callado  algo,  debe  pensarse 
con  razón  que  los  contratantes  se  han  querido  referir,  por  una  .especie  de 
consentimiento  tácito,  á  lo  que  estaba  previsto  en  la  ley  ó  establecido  por 
las  costumbres  comerciales.  El  comercio,  que  ama  las  fórmulas  breves  y 
espeditivas  y  mal  se  aviene  con  la  difusa  previsión  de  la  mala  fé  ó  de  la 
desconfianza,  halla  en  esto  un  recurso  precioso.  Consigna  en  sus  tratos 
lo  esencial,  para  ganar  tiempo,  abandonando  los  detalles  á  la  práctica 
y  á  la  buena  fé.  Los  usos  ofrecen  asi  una  fuente  inapreciable  de  infor- 
mación, cuando  la  cláusula  falta  y  cuando  ha  sido  vertida  en  una  forma 
equivoca  ó  incorrecta,  y  de  este  modo  las  prácticas  mercantiles  sumi- 
nistran muchas  veces  uña  preciosa  luz. 

Por  lo  demás,  que  las  costumbres  comerciales  no  son  el  único  guia  de 
interpretación  se  demuestra  por  los  arts.  217  y  218  no*  2,  4  y  7,  y  la 
hermenéutica  tendrá  siempre  un  gran  rol  como  auxiliar  del  criterio  pre- 
valente  que  á  los  usos  mercantiles  corresponda. 

El  art.  218  n^  6^  hacía  innecesario  el  presente  inciso. 

(12)  Re<9pecto  al  método  que  debiera  adoptarse  en  la  distribución  de 
las  materias  de  este  Código,  he  aquí  lo  que  expresaba  al  P .  E.  en  mi 
nota  de  remisión  del  Proyecto  de  Código  de  Comercio.  La  crítica  del 
método  en  la  esposicion  de  los  artículos  la  iré  haciendo  á  su  tiempo. 
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^  La  primera  preocupación  de  una  obra  legislativa  cualquiera,  es  el 
método  á  adoptarse,  porque  cada  libro  y  titulo,  cada  artículo  é  inciso 
deben  tener  su  lugar  preciso  en  un  Código. 

Podria  haberse  seguido  el  método  propuesto  en  1881  al  discutirse  el 
proyecto  del  nuevo  Código  español,  consistente  en  tratar  en  el  libro  1°  do 
los  armadores,  capitanes,  sobrecargos,  etc.,  y  de  toda  persona  que  inter- 
viena  en  el  comdrcio,  y  tratar  entre  los  contratos  de  los  referentes  al 
comercio  marítimo. 

Pero  tal  método,  bueno  en  apariencia,  es  en  parte  radicalmente  malo, 
y  en  otra  es  completamente  inconveniente.  Malo,  porque  dá  preferencia 
al  elemento  personal  sobre  el  real;  al  método  subjetivo  sobre  el  objetivo; 
é  inconveniente,  porque  romper  la  unidad  del  derecho  marítimo,  unidad 
conságrala  en  todas  la?  legislaciones  por  sus  grandes  ventajas  prácticas, 
sería  introducir  el  desorden  y  la  complicación  en  todas  sus  ramas. 

Y  si!  bien,  en  principio  el  método  de  la  ley  debe  seguir  en  lo  posible 
la  filiación  de  las  ideas,  tampoco  debe  olvidarse  que  la  legislación  es 
una  ciencia  prácr.ica,  el  Código  un  libro  para  el  pueblo,  y  que  el  ajustarse 
á  un  método  rigurosamente  científico  nos  llevaría  á  complicar  la  legislación 
y  contundir  el  rol  de  la  ley  con  el  de  la  doctrina. 

Así,  hay  conveniencia  en  mantener  el  método  de  nuestro  Código  en 
sus  grandes  lineamientos,  dedicando  un  libro  especial  al  comercio  marí- 
timo, aurique  para  esto  se  trate  en  dos  libros  distintos  sobre  seguros,  y 
otro  libro  para  las  quiebras.  Semejan  éstas  al  juicio  universal  testamen- 
tario, pues  ambos  comprenden  los  derechos  personales  y  los  reales, 
materia  de  que  se  ocupa  el  Código  Civil  en  el  libro  4o. 

La  dificultad  reside  ahora  en  distiúbuir  las  materias  de  los  libros  1^ 
y  2»,  y  voy  á  esponer  cómo  la  he  resuelto,  separándome  en  muchos  puntos 
del  sistema  de  nuestro  Código  actual. 

Si  el  C5iigo  Comercial  debe  regir  los  actos  mercantiles  y  el  Civil  los 
actos  civiles,  lo  que  interesa  sobre  todo  es  deslindar  cuidadosamente  los 
actos  comerciales  (ParJessus,  u9  4),  á  fin  de  que  todos  tengan  en  cada 
caso  un  criterio  cierto;  pues  el  concepto  moderno  no  permite  ya  considerar 
el  Código  de  Comercio  como  una  ley  de  escepcion  peculiar  al  comerciante, 
y  cumple  por  consigi^iente,  legislar  antes  el  acto  jurídico,  que  las  personas 
y  el  oficio  de  comerciante. 

De  aquí  que  hayan  pasado  al  libro  sobre  los  contratos  los  tratados 
sobre  dependientes,  martilieros,  barraqueros  y  porteadores,  que  como  es 
sabido  figuran  en  el  Libro  lo  del  Código  vigente,  bajo  el  rubro  de  Ag  ntes 
auxiliares  del  comercio,  y  que  en  el  presente  se  trasladen  á  los  títulos  sobre 
mandato,  comisión,  depósito  y  transporte. 

Después  del  Título  preliminar,  en  que  se  comprenden  disposiciones 
generales  de  trascendencia  á  todas  las  demás  del  Código,  enumero  pro- 
lijamente todos  y  cada  uno  de  los  actos  de  comercú).  Esta  determinación 
constituye,  dice  un  jurisconsulto,  uno  de  los  problemas  mas  difíciles  de 
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la  ciencia  moderna.  Es  muy  difíciJ  sino  imposible,  agrega,  abarcar  en 
una  clasificación  hecha  á  fn-iorij  un  orden  determinado  de  fenómeuos  ó 
hechos  jurídicos;  y  Vidari  va  hasta  afirmar  que  seria  un  empeño  tan  vano 
como  el  de  aquel  niño,  do  que  habla  San  Agustín,  el  cual  habiendo  cavado 
un  pozo  en  la  arena,  quería  verter  el  océano  en  él. 

Contados  son,  sin  embargo,  ios  que  no  reconozcan  ouán  indispensable 
es  una  nomenclatura  científica  y  práctica  á  la  vez,  de  los  actos  de  co- 
mercio. Y  á  la  verdad,  sin  un  criterio  cierto  se  tendría  un  semillero  de 
cuestiones. 

Así,  después  de  una  enumeración  la  mas  completa  posible,  he  puesto 
especial  cuidado  al  tratar  de  cada  contrato,  de  caracterizar  netamente  el 
acto  decytnercio,  á  fin  de  distinguirlo  siempre  del  civil;  punto  éste  sobra  el 
cual  nu3stro  Código  y  la  doctrina  son  deficientes  y  poco  satisfactorios. 

£1  Título  3»,  se  ocupa  de  los  comerciantes  y  de  la  capacidad  para 
celebrar  actos  de  comercio.  £1  4<*,  del  domicilio  comercial,  suprimido 
pDr  la  Reforma  de  1873,  sin  razón  bastante.  £1  Título  5^  trata  de  las 
obligaciones  del  comerciante,  comprendiendo  el  registro  mercantil,  los 
libros,  la  correspondencia  y  la  rendición  de  cuentas.  El  G»  lejisla  las 
bolsas  de  comercio,  y  el  7°  los  agentes  mediadores  del  comercio. 

£xaminaré  ahora  brevemente  el  método  seguido  en  el  Libro  U. 

En  el  Título  1^  se  comprenden  importantes  disposiciones  aplicables  á 
todos  los  negocios  mercantiles,  sobre  constitución,  forma,  efectos,  pago, 
prueba  é  interpretación  de  los  actos  de  comercio. 

La  lejislacion  de  los  contratos  se  inicia  con  el  mandato,  porque  el  man- 
datario es  el  alter  ego  de  toda  persona  y  el  mandato  se  relaciona  con  todos 
los  contratos. 

Al  mandato  ha  de  seguir  la  comisión,  que  es  una  variedad  de  él;  el  man- 
dato de  los  fictores  y  dependientes,  y  las  casas  de  martillo,  que  son  una 
variedad  del  mandato  comercial. 

Me  ocupo  en  seguida  de  las  sociedades,  porque  varias  de  ellas  constituyen 
una  personalidad  jurídica  y  el  mandato  desempeña  en  ellas  un  gran  rol. 

La  compra-venta  tiene  la  preeminencia  por  su  aplicación  diaria  y  como 
tipo  de  los  contratos  a  título  oneroso;  como  son  la  permuta,  la  doble  venta 
ó  pa^e  de  la  bolsa  (report),  y  la  cesión  de  que  tratan  los  Títulos  6,  7  y  8. 

Después  de  la  cesión  de  créditos  endosables  y  al  portador,  correspondía 
lógicamante  ocuparse  de  las  letras  de  cambio,  cuya  interesante  lejislacion 
es  el  modelo  para  los  demás  documentos  endosables;  cuales  son,  el  pagaré 
á  la  orden  y  el  cheque,  que  se  lej  islán  en  los  títulos  10  y  11.  Constituyén- 
dose la  cuenta  corriente  por  créditos  recíprocos  de  liquidación  especial,  y 
siendo  estrechas  sus  relaciones  con  el  cheque,  era  natural  que  ese  tratado 
figurase  á  continuación  del  cheque  y  antes  del  mutuo;  y  causa  estrañeza 
que  Vidari,  que  tanto  encarece  la  importancia  del  buen  método,  coloque 
la  cuenta  corriente  entre  la  prenda  y  los  seguros.  Igual  reproche  puede 
hacerse  al  Cód.  de  Chile. 


TITULO    PRIMERO 


De  lo8  comerciantes 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Dt  los  comerciantes  en  general  y  de  los  actos  de  comercio.** 

Abtígülo  1». 
La   ley  deolara  oomeroiantes  ^^  á  todos  los   individuos  ^^ 

Con  el  mdtiio  termina  la  lista  de  los  contratos  de  enajenación,  y  cor- 
responde pasar  á  los  que  sólo  trasiieren  el  uso,  cuales  son:  la  locación  y 
el  trasporte.  El  depósito  se  vincula  al  trasporte,  tanto  que  el  Cód.  chileno, 
siguiendo  á  varios  jurisconsultos  dice,  que  el  trasporte  participa  á  la  vez 
del  arrendamiento  de  servicios  y  del  depósito. 

Después  de  los  contratos  principales  debian  venir  los  accesorios  ó  de 
garantía,  y  por  eso  cerramos  el  Libro  2^  con  los  de  seguros,  fianza,  cartas 
de  crédito  y  prenda. 

Escuso  agregar  que  he  adoptado  este  sistema  en  la  exposición  de  las 
materias  de  los  dos  primeros  Libros,  por  considerarlo  muy  preferible  á 
cuantos  he  tenido  á  la  vista." 

(13)  Los  actos  de  comercio  debieron  tratarse  en  Título  separado,  ó  á 
lo  menos  en  Capitulo  especial.  Asi  lo  requería  el  método.  Y  debiendo 
marcharse  en  la  investigación  ó  esposicion  de  una  materia,  de  lo  conocido 
á  lo  deacDaocido,  quizá  habría  sido  mas  lógico  empezar  definiendo  los 
actos  de  comercio,  cuyo  ejercicio  habitual  constituye  al  comerciante. 

(14)  La  imporbancia  de  caracterizar  y  distinguir  al  individuo  comer- 
ciante ó  sociedad  comercial  de  la  persona  del  no  comerciante  ó  de  la 
sociedad  sin  personería  mercantil,  se  colige, entre  otras,  délas  disposiciones 
de  los  arts.  6,  26,  33  y  1379  inc.  2». 

Aunque  propiamente  el  comercio  sea  una  industria  separada  de  las 
demás  y  el  comerciante  un  agente  intermediario  entre  el  productor  y  el 
consumidor;  aquí,  bajo  la  calificación  de  comerciante,  se  comprende  al 
empresario  de  fábricas  ó  manufacturas  (art.  2  inc.  2®),  y  la  industria  fabril 
viene  á  ser  una  rama  del  comercio.  Siendo  forzoso  repartir  los  individuos 
en  dos  grupos,  el  fabricante  y  el  manufacturero  no  podían  ser  incluidos 
entre  los  no  comerciantes. 

(16)  De  uno  y  otro  sexo.  Por  el  inc.  2»  del  art.  1379  se  vé  que  hay 
colectividades  que,  por  revestir  el  carácter  de  comerciantes,  pueden  caer  en 


ART.    1  17 

quíí,  t<3mendo  capacidad  legal  para  contratar,*^  ejercen  de 
cuenta  propia ^'^  actos  de  comercio/*  haciendo  do  ello'^  pro- 
fesión habitual.^  V.  1«.  E.  1«.  P.  h  y  3«  Fr.  1^.  W.  4. 
HoL  2.  It.  8.  A.  4.  Ref.  1«.  ||  Vé  N.  P.  13  n«.  2^ 


quiebra;  pero  en  ningún  pasaje  de  este  Código  se  declara  cuáles  son  esas 
colectividades  que  revisten  el  carácter  de  comerciantes . 

Desde  luego,  parece  cierto  (¿ue  con  el  flamante  neologismo  colectivi- 
dhden  se  quiere  signifícar  las  sociedades  comerciales.  Tampoco  cabe 
duda  de  que  la  sociedad  anónima,  cuando  tiene  autorización  gubernativa 
(art.  B18  n»  4®),  es  una  persona  jurídica,  es  decir,  un  comerciante  que 
puede  quebrar  (art.  1604  etc.)  Lo  mismo  deb'3  decirse  de  las  demás  socie- 
dades comerciales  (A.  5».  I,  8*.  N.  P.  13.  Delamarre,  I.  n®  81,  Lyon  Caen 
no*  202  y  210),  escepto  la  asociación  en  participación,  que  no  constituyo 
una  entidad  legal  ó  colectividad  con  relaciou  á  tareeros  ni  á  los  ojos  de 
a  ley.  Vela  nota  17. 

(16)  Lo  cual  aparecerá  de  los  art'.  9  á  24. 

(17)  Esta  frase,  tomada  del  Proy.  Wurtemburguense,  no  es  feliz,  pues 
no  incluye  al  comisionista,  que  obra  siempre  en  nombre  propio,  pero  por 
cuenta  ajena  (vé  art.  222  y  232),  y  sin  embargo  es  nn  comerciante 
(Massó,  n»  966,  Vidari,  n®  125  y  Lyon  Caen,  n®  205).  Debió,  pues,  decirse 
con  el  Cód.  húngaro  (art.  2),  en  non^re propio]  significando  así  que  el  factor 
y  dependientes  no  interesados  (Massé.  n^  9^5),  así  como  la  mujer  casada 
(art.  462  y  17  del  Oód.  de  1862  con  sus  concordantes)  y  el  hijo  de  familia 
que  simplemente  auxilian  al  padre  ó  al  marido,  no  son  considerados  comer- 
ciantes. Gomp.  Thol  §  32  n^  L  Tampoco  constituye  al  comerciante  el 
simple  hecho  de  ser  director  ó  síndico  de  una  sociedad  por  acciones, 
ó  liquidador  de  una  sociedad  cualquiera. 

Los  dependientes  y  corredores  (vé  art.  105)  quedan  sujetos  á  las  leyes 
mercantiles  como  agentes  auxiliares  del  comercio  (ve  art.i^l).  En  cuanto  al 
principal,  bastará,  para  que  adquiera  la  calidad  de  comerciante,  la 
ejecución  de  actos  relativos  á  su  comercio,  por  intermedio  de  su  factor 
ó  dependiente;  porque  es  el  mandante  quien  contrata  y  para  quien  se 
contrata,  según  el  aforismo  facta  maniantis  facta  mandatariij  y  el  patrón, 
nó  el  dependiente,  quien  debe  responder  á  una  demanda  judicial.  Pero  la 
doctrina  de  Massé,  al  final  del  n»  956  citado,  ni  es  bastante,  opdrtuna  ni 
exacta,  pues  nos  llevaría  á  establecer  que  el  comitente  es  necesariamente 
comerciante. 

Es  preciso  precaverse  cuidadosamente  contra  la  confusión  que  suele 
hacerse  con  frecuencia  entre  celebrar  uno  ó  mas  actos  comerciales  y  ser 
comerciante  (vé  notas  1*  y  19). 

Son  también  comerciantes  los  miembros  de  una  sociedad  colectiva  (vé 


J8  TlT.    I.    DE   LOS    COMERCIANTES 

nota  1098),  los  socios  gerentes  de  la  comandita  ó  de  la  sociedad  en 
participación  (Thol,  allí,  Lyou  Caen,  n»  204  6¿»);  pero  do  lo  son  los  demás 
socios  de  responsabilidad  limitada  y  los  accionistas  de  una  sociedad  anó- 
nima  (Los  mismos  autores  y  Vidari,  n»  132.  Vé  Massó,  n»  1390). 

No  se  reputa  comerciante  á  la  mujer  que   auxilia  meramente  á  su 
marido  en  el  comeicio.  Y.  17.  F.  B.  P.  23.  A  7.  Ch  14.   I.   13.  Bálarride 
no»  139  y  140.  Pardessus,  n»  71.  Bravard,  pág.  92.  Lyon  Caen,  n»  268 
á  270.  Ley  belga  10. 

(18)  En  el  art.  8  se  enumeran  los  actos  de  comercio. 

(19)  Para  adquirir  la  calidad  de  comerciante  no  bastará  disponerse  á 
efectuar  actos  de  comercio  (arg.  del  art.  32),  ni  el  entrar  de  lleno  á  ejercer 
el  comercio.  Así,  quien  forma  un  establecimiento  mercantil  ó  lo  adquiere 
ya  formado,  lo  anuncia  al  público  y  al  comercio;  pone  muestras,  tableros 
é  inscripciones;  toma  un  tenedor  de  libros,  hace  inscribir  los  documentos 
sujetos  á  registro  (art.  36);  obtiene  la  autorización  administrativa  que 
pueda  ser  necssaria,  abona  la  patente  y  lo  abre  al  público  (vé  V.  E.  1  i), 
tal  individuo  que  anunciara  de  una  manera  tan  inequívoca  y  solemne  la 
profesión  comercial  que  vá  á  adoptar,  aunque  ejerza  algún  acto  mercantil 
no  sería  todavía  un  comerciante,  pues  le  faltaría  la  profesión  ó  ejercicio 
habitual. 

No  se  olvide  que  el  comerciante  corre  la  eventualidad  de  incurrir 
en  las  graves  penas  de  la  quiebra  culpable  y  fraudulenta  (Cód.  penal, 
art.  198). 

Delamarre  y  Le  Poitvin  (n^  89)  impugnan  acabadamente  las  erradas 
teorías  de  Pardessus  {nP  78)  sobre  esta  materia,  y  que  Lyon-Caen  y  Renault 
han  adoptado  sin  bastante  examen.  Es  mas  bien  contraproducente  la 
consideración  aducid^rpor  Pardessus,  cuando  dice  que  "los  títulos  que  re- 
sultan de  una  función  se  adquieren  por  un  solo  acto  de  esa  función;  á 
diferencia  de  losque  resultan  de  un  ejercicio  habitual,  que  no  se  adquieren 
sino  por  la  repetición  de  esos  actos."  Bravard- Veyriéres  (I  pág.  59)  tara- 
poco  distingue  lo  bastante  el  acto  mercantil  de  la  profesión  de  comercian  te, 
al  argüir  que  "para  adquirir  la  calidad  de  comerciante  como  para 
adquirir  la  posesión  de  una  cosa  como  para  cambiar  de  domicilio,  bastan 
el  animus  y  el  factum^^]  pues  éste  podrá  constituir  un  acto  de  comercio, 
pero  nó  la  profesión  habitual.Agréguense  las  razones  espuestas  por  Manara 
recientemente  (n®  225,  pág.  441  á  449);  Namur,  n®  32.  Vé  nota  20  siguiente. 

(20)  Habría  bastado  decir  su  profesión^  porque  la  idea  de  profesión  com- 
prende necesariamente  la  de  hábito  (Vidari,  n*»  126:  vó  n®  119). 

La  profesión  ó  ejercicio  habitual  del  comercio  no  se  constituye  por  uno 
ó  mas  actos  de  comercio,  si  son  practicados  aislada  y  accidentalmente:  es 
preciso  que  esos  actos  sean  suticientemente  ligados,  frecuentes  y  repetidos. 
Antes  y  mientras  esto  no  suceda,  se  elabora,  pero  no  se  caracteriza  aun 
su  calidad  de  comerciante.  Compara  con  Vidari,  no«  126  y  127,  y  vó  la 
nota  precedente. 
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Akt.  2«. 
Se  llama  on  general  comerciante,  toda  persona  que  hace 
profesión  de  la  compra  ó  venta  de  mercaderías.    En  parti- 
cular se  llama  comerciante,  el  qae   compra  y  hace  fabricar 
mercaderías  para  vender  por  mayor  ó  menor.** 

Definir  y  caracterizar  al  comerciante,  he  dicho  en  mi  Derecho  interna- 
eioTial  privado  (§  47),  es  mas  difícil  de  lo  que  parece  (adde  Thaller,  I  pág. 
118,  162  á  164  y  191),  y  sino,  dígase  en  qué  momento  preciso  se  adquiere 
la  calidad  de  comerciante  ¿al  inscribirse?  al  abrir  la  tienüa?  después  de 
haber  realizado  cuántos  negocios  ó  después  de  ejercer  el  comercio  por 
cuánto  tiempo? 

La  constatación  del  hábito  de  comerciar  es  una  cuestión  puramente 
de  hecho.  Tal  hábito  podrá  justificarse  por  todos  los  medios  probatorios 
(art.  208)  y  se  apreciará  por  los  jueces  según  las  circunstancias  de  cada 
caso.  De  manera  que  la  dura  penalidad  de  la  bancarrota  viene  á  depen- 
der en  definitiva  de  los  jueces  de  comercio.  Véase  el  art.  1044  n®  2  del 
Cód.  Civil. 

Tampoco  bast^  la  repetición  de  actos  de  comercio,  si  no  se  hace  con 
ia  mira  de  especular  y  como  una  profesión  ó  medio  permanente  de  adqui- 
rir. Acaso  á  este  pensamiento  respondo  la  espresion  profesión  Jiabitual, 
Vé  el  art.  6  y  el  inc.  2»  del  art.  2<>  que  complementa  al  presente;  y  á  Lyon- 
Caen,  n"  197  y  198. 

Resulta,  pues,  que  cinco  son,  según  nuestro  art.  los  requisitos  cons- 
titutivos del  comerciante :  1  capacidad  para  contratar,  2  ejecutar  actos 
de  comercio;  3  hacerlo  en  nombre  propio;  4  el  hábito  de  practicar  esos 
actos,  y  5  como  profesión  ordinaria. 

La  matrícula  no  es  ya  exijida  sino  á  los  fines  señalados  en  el  art.  26, 
si  bien  causa  la  presunción  de  la  calidad  de  comerciante  (art.  32). 

La  patente,  aunque  pueda  ser  un  antecedente  útil  á  consultarse,  no 
constituye  al  comerciante,  pues  ni  pagan  todos  los  que  lo  son,  ni  son 
todos  los  que  la  pagan.  Véase  la  nota  1098  al  fin  y  á  Bédarride,  nP*  35, 
65,  196;  Pardessus,  n»  81;  Bravard,  pág.  63;  Lyon-Caen,  n®  192,  etc.  Ade- 
más, la  sanción  de  la  falta  es  simplemente  una  multa. 

Si  un  individuo,  en  un  contrato  ú  otro  acto  jurídico  cualquiera,  se 
hubiera  atribuido  la  calidad  de  comerciante,  es  claro  que  podría  demos- 
trar la  falsedad  de  su  afirmación,  mediante  la  prueba  bastante  á  des- 
truir la  presunción  hominis  resultante  del  acto  escrito.  Comp.  32.  Puede 
verse  á  Bédarride,  n»»  48  á  54.  Alauzet,  n»  261 .  Lyon-Caen,  n»  208. 

El  comerciante  puede  tener  al  mismo  tiempo  otra  profesión  cualquie- 
ra. Vidari,  n»  128.  Lyon-Caen,  b9  201. 

(21)  Esta  nueva  definición  del  comerciante,  que  tendría  su  oportu- 
nidad en  on  diccionario  de  la  lengua  portuguesa,   constituye,  en  pre- 
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Son  también  comerciantes  los  Ubreros,  merceros  y  tende- 
ros de  toda  clase  ^^  que  venden  mercancías  que  no  han  fabri- 
cado.«»  V.  2.  P.  92o  y  96o. 

Abt.  3o. 

Son  comerciantes  por  menor  los  que,  habituabuentC;  en 
las  cosas  que  se  miden,  venden  por  metros  ó  litros;  en  las  que 
se  pesan,  por  menos  de  diez  kilogramos  y  en  las  que  se  cuen- 
tan, por  bultos  sueltos.^  De  V.  3o  P.  96o. 

Abt.  4o. 

Son  comerciantes  asi  los  negociantes  que  se  emplean  en 
especulaciones  en  el  extranjero,  cemo  los  que  limitan  su  trá- 


sencia  de  la  deñnicíon  del  art.  anterior,  una  especie  de  snperfetacion, 
sin  ninguna  importancia  para  la  legislación  ni  para  la  doctrina;  ha 
sido  repudiada  por  el  N.  P.  y  podemos  prescindir  de  ella. 

Mercadería  6  mercancía,  géneros,  efectos  ó  artículos,  con  ó  sin  la  adi- 
ción d^  comercio  (vé  art.  108  n»  8«,  118  n»  1»,  123  n»«  2»  y  5®,  162,  456, 
563,  030,  931,  1159  á  1161,  1163  y  1338)  son,  en  sentido  lato,  todo  lo  que 
sirve  de  objeto  á  los  actos  de  comercio  (vó  art.  452  n®  I»),  es  decir,  la 
riqueza  ó  los  bienes  como  objeto  de  especulación.  Pero  en  sentido  es- 
tricto, difieren  de  los  créditos,  papeles  de  comercio,  frutos  del  pais,  etc. 

Efectos  de  comercio  ó  simplemente  efectos  son,  ^en  sentido  estricto  y 
en  el  lenguaje  usual,  todos  los  papeles  negociables,  es  decir  á  la  orden 
ó  al  portador,  tales  como  las  letras  de  cambio  y  pagarés  á  la  orden  ó  al 
portador,  las  cartas  de  porte,  conocimientos  y  títulos  de  préstamos  á  la 
gruesa,  cuando  son  trasmisibles  por  endoso,  los  warrants  y  demás  títu- 
los á  la  orden  ó  al  portador.  Vé  el  art.  666  n»  2  y  á  Namur,  n»»  209 
y  411. 

A  los  oiy'etos  se  les  llama  á  veces  efectos  (162,  237,  929  á  931,  1020  n»  6^ 
y  1341). 

Por  lo  demás,  ninguna  cosa  es  por  si  misma  una  mercadería,  y 
toma  ese  nombre  una  cosa  cualquiera  cuando  constituye  el  objeto  prin- 
cipal de  un  acto  de  comercio.  Vé  la  nota  al  558  y  á  Thol,  §  25  y  Massé, 
n»  1390. 

(22)  Incluyendo  almacenes,  bazares,  etc.:  vé  8  n»  5. 

(23)  Y  con  cuya  reventa  ó  locación  especulan  (8  n»  1),  como  profesión 
ó  medio  de  adquirir.  El  4  debió  seguir  al  presente. 

(24)  Esta  definición  empírica  no  dá  sino  una  idea  aproximada  de  lo 
que  es  un  comerciante  por  menor.  Este  es  ol  que  vende  directa  y  habí- 
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fico  al  interior  del  Estado,  ya  se  empleen  en  un  solo  ó  en 
diversos  ramos  del  comercio  al  mismo  tiempo.  ^  V.  4  P.  93o. 

Aet.  6° 

Todos  los  que  tienen  la  calidad  de  comerciantes,  según  la 
ley,  están  sojetos  ala  jurisdicción,  reglamentos  y  legislación 
comercial ««  De  V.  5o.  P.  92o.  Vé  33. 

Los  actos  de  los  comerciantes  se  presumen  siempre  actos 


tualmente  al  consamidor  (Chile  SO.  Mi  Proyecto  0);  y  lo»  demás,  son  y 
deben  reputarse  oomeroiantes  por  mayor. 

La  distinción  entre  comerciantes  por  mayor  y  menor  sólo  tiene  im- 
portancia á  los  efectos  de  los  arta.  47,  50  y  151,  inc  2o. 

Por  lo  demás,  la  nomenclatura  de  listema  decimal,  seguida  aquí, 
ha  sido  olvidada  en  209,  943,  859  y  1019,  4». 

(25)  Esta  disposición  es  mas  propia  de  la  doctrina  que  de  la  legisla- 
ción. La  distinción  entre  el  comercio  interior  y  el  exterior  interesa  mas 
bien  al  economista  y  al  financista  que  al  jurisconsulto  (Yidari,  n**  19  y 
24,  Lyon-Gaen,  n®  7)  y  no  se- baila  bien  trazada  en  nuestro  articulo .  El 
N.  P.  no  reproduce  esta  disposición  del  Y.  P. 

La  Nación,  las  Provincias  y  los  Municipios  no  pueden  adquirir  la  ca- 
lidad de  comerciantes,  ni  ser,  por  consiguiente,  declarados  en  quiebra; 
pero,  en  los  limites  de  sus  atribuciones,  pueden  ejecutar  actos  de  comer- 
cio y  en  relación  á  estos  quedar  sujetos  á  las  leyes,  usos  y  jurisdicción 
del  comercio.  L  7.  Mi  P.  II.  N.  P.  17.  Véase  á  Vidari,  n»  86  á  88,  2» 
ed«  Mancini,  Rdazione^  n»  XI.  Lyon-Caen,  n»  210.  Sin  embargo,  las 
opiniones  están  muy  divididas,  desde  los  que  opinan  que  el  Estado  no 
puede  realizar  un  acto  de  comercio  (Rubén  de  Gouder  y  otros),  hasta 
Th3l  que  sienta  que  la  tesis  de  que  el  Estado  no  sea  comerciante,  es  in- 
sostenible (§24  al  fin). 

(26)  Este  inciso  tampoco  ha  sido  reproducido  en  el  N.  P.,  y  con  razón, 
porque  es  puramente  doctrinario  y  no  se  halla  bien  redactado.  Efectiva- 
mente, no  solo  los  comerciantes,  sino  el  que  se  dispone  á  serlo  y  aun 
puede  decirse  que  el  no  comerciante,  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  y 
leyes  de  comercio;  y  lo  que  el  artículo  pretende  establecer  está  plena- 
mente establecido  en  los  arf.  25,  26,  88  y  en  otros . 

Por  lo  demás,  aunque  el  adjetivo  comercial  se  halle  en  singular  en  el 
original  portugués,  debió  ponerse  en  plural  para  que  concuerde  en  nú- 
mero con  los  adjetivos  á  que  debe  calificar. 
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de  comercio,  salvo  la  prueba  en  contrario.^  V.  S®.  De  Fr.  632 

ínn    7o  xr  fi?lft  \rin    9o 


iac.  7o  y  638  inc.  2o. 


(27)  Hó  aquí  una  de  las  disposiciones  mas  trascendentales  del  Código 
y  que  sin  embargo  pasa  casi  desapercibida  para  los  expositores  nacio- 
nales, ni  la  hallamos  establecida  en  el  Código  chileno. 

Los  actos  jurídicos  realizados  por  el  que  profesa  el  comercio,  ó  á  lo 
menos  por  el  comerciante,  se  reputan,  en  caso  de  duda,  que  son  concer- 
nientes á  su  comercio  (A.  274),  y  que  son,  por  consiguiente,  actos  de 
comercio;  á  menos  que  se  demuestre  que  tales  actos  son  extraños  al 
ejercicio  de  ese  comercio  (A.  273).  La  ley  reputa  actos  de  comercio,  dice 
el  art.  2  belga,  ^  todas  las  obligaciones  de  los  comerciantes,  á  menos 
"  que  se  pruebe  que  su  causa  es  extraña  al  comercio '',  cuya  fórmula 
hallo  preferible  á  la  del  art .  4  italiano,  según  el  cual,  "  se  reputan  ade- 
^  más  actos  de  comercio  los  demás  contratos  y  obligaciones  de  los  co- 
"  merciantes,  si  no  son  de  naturaleza  esencialmente  civil  ó  si  lo  contrario 
"  no  resulta  del  acto  mismo".  La  fórmula  del  Cód.  fr.  es  esta:  "La  ley 
reputa  acto  de  comercio .....  todas  las  obligaciones  entre  negociantes, 
mercaderes  y  banqueros  (633),  y  los  billetes  suscritos  por  un  comerciante 
se  reputan  que  son  concernientes  á  su  comercio,  si  en  ellos  no  se  enun- 
ciare otra  causa  (638).  Y  el  N.  P.  dice:  "Serán  considerados  actos  de 
"  comercio  todos  los  que  se  hallan  especialmente  reglados  en  este  Có- 
"  digo,  y  además  de  ellos,  todos  los  contratos  y  obligaciones  de  los  co- 
"  merciantes,  que  no  fueren  de  naturaleza  exclusivamente  civil,  si  del 
"  propio  acto  no  resultare  lo  contrario  ". 

Los  actos  de  comercio  se  distinguen,  en  virtud  de  nuestro  artículo  en 
objetivos  y  sujetivos.  Objetivos  ó  absolutos  son  los  enumerados  en  el  8,  y 
cuya  naturaleza  de  actos  de  comercio  es  siempre  la  misma,  aunque  el 
sujeto  del  acto  sea  un  comerciante  ó  un  no  comerciante  (vé  6);  mientras 
que  sujetivos  ó  relativos  son  aquellos  actos  que  son  de  comercio  por  el 
mero  hecho  de  ser  practicados  por  un  comerciante  y  que  no  lo  serian  si 
fueran  realizados  por  un  no  comerciante. 

Así  es  que  nuestro  articulo  no  tanto  se  propone,  según  se  cree  gene- 
ralmente, crear  una  presunción  legal  fundada  en  la  presunción  hominis 
de  que  ordinariamente  los  actos  del  comerciante  conciernen  á  su  co- 
mercio, como  declarar  comerciales  los  actos  jurídicos  del  comerciante 
que,  dudándose  si  son  actos  de  comercio  objetivos  ó  no  siéndolo  real- 
mente, no  se  demostrare  que  no  tienen  relación  ó  atingencia  con  el 
ejercicio  del  comercio.  Ni  importa  que  el  acto  no  se  reñera  notoriamente 
al  ramo  de  comercio  que  ejercite  principalmente,  porque  no  hay  un  crite- 
rio legal  para  tal  apreciación,  y  el  acto  puede  constituir  el  ejercicio  de 
un  nuevo  ramo  de  comercio,  ó  el  complemento  de  una  operación  cual- 
quiera aislada  de  comercio.  Tal  es  la  fuerza  y  alcance  de  nuestro  inciso, 
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cuando  dice:  los  actos  de  los  comerciantes  se  presumen  siempre  actos 
de  comercio.  Gomp.  con  Manara,  n<>«  3,  88,  84, 131  y  224.  Lyon-Caen,  no* 
100, 168  y  174  6w. 

La  variedad  de  textos  y  de  doctrinas  ha  complicado  bastante  esta 
materia,  como  paede  verse  leyendo  á  Pardessus,  n^*  4  y  48  á  52 ;  Massé 
no  966,  967  y  968.  Bravard  y  Demangeat,  VI  pág.  226  y  236,  814,  406  y 
406.  Bédarride,  no  27  y  Juridiction,  no  297.  Alauzet,  no»  2947  y  s.  Pero 
podemos  establecer  con  Manara  (no  224)  que  es  universalmente  admi- 
tido por  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  ñ'ancesas  que  todo  acto  prac- 
ticado por  un  comerciante  en  el  interés  ó  por  razón  de  su  comercio  es 
acto  de  comercio.  También  se  considera  comercial  el  acto  del  comerciante 
que  se  relaciona  estrechamente  con  el  ejercicio  de  su  comercio :  se  en- 
cuentran en  este  caso  los  contratos  tendentes  á  las  reparaciones  de  sus 
almacenes,  ó  á  la  adquisición  de  los  objetos  muebles  necesarios  para  el 
ejercicio  de  su  comercio,  como  vehículos,  máquinas,  etc.,  ó  al  ajuste  de 
sus  empleados  ó  dependientes ;  ó  á  autorizar  el  cobro  de  sus  créditos 
mercantiles,  ó  á  asegurarse  contra  el  incendio  ó  la  insolvencia  de  sus 
deudores,  ó  que  tengan  por  objeto  la  compra  ó  venta  de  un  estableci- 
miento comercial  (Lyon-Caen,  no«  146  y  171).  Estas  doctrinas  tienen 
el  fuerte  apoyo  de  nuestro  art.  462  no  lo^  ínc.  2o.  Pero  la  compra  ó  el 
arriendo  de  un  inmueble  para  establecer  el  negocio  no  seria  acto  de 
comercio  (arg.  del  8o  no  1) .  Vé  el  no  174  de  Lyon-Caen. 

La  doctrina  y  la  jurisprudencia  francesas  también  se  hallan,  en  el 
fondo,  de  acuerdo  en  que  la  presunción  establecida  en  el  art.  638  respecto 
á  los  pagarés  suscritos  por  un  comerciante,  debe  aplicarse  á  todos  los  actos 
jurídicos  del  comerciante,  que  no  lleven  en  sí  mismos  la  demostración 
de  ser  completamente  extraños  al  comercio.  Véase  á  Pardessus,  no  60. 
Bravard,  pág.  404  y  405  citada.  Delamarre,  I,  pág.  77.  Bédarride,  Juri- 
dictUm,  no*  391  y  392.  Alauzet,  no  3028  al  fin.  Massé,  no  965  citado. 
También  se  hallan  de  acuerdo  que  la  presunción  á  que  se  refieren  los 
art*.  632  y  638  es  Juris  tantum  y  puede  ser,  asi,  destruida  por  la  prueba 
contraría.  Vé  mi  nota  99  al  1191  del  Código  Civil.  Manara  se  esfuerza 
por  demostrar  que  la  presunción  es  juris  et  de  jure.  Pero  sin  entrar  en 
esta  difícil  cuestión,  bastará  ponerse  de  acuerdo  en  que  el  propósito  de  la 
ley  es,  por  una  parte,  protejer  el  comercio,  y  por  la  otra,  prevenir  un 
semillero  de  cuestiones  que  surgirían  en  muchísimos  casos  si  fuese  nece- 
sarío  demostrar  que  el  acto  jurídico  era  realmente  un  acto  de  comercio 
objetivo  ó  absoluto,  ó  que,  por  lo  menos,  tenía  atingencia  con  la  profesión 
mercantil.  Esos  resultados  se  obtienen  y  ese  grave  peligro  se  obvia, 
mediante  la  presunción  doble  que  entraña  la  disposición  de  nuestro  inciso, 
y  que  permite  dar  por  establecida  la  comercialidad  del  acto,  si  no  se 
demuestra  que  tiene  una  causa  extraña  al  comercio. 

En  consecuencia,  soy  de  parecer  que  la  presimcion  de  nuestro  inciso 
alcanza  no  solo  á  los  actos  del  menor  comerciante  (arg.  del  12  inc.  lo) 
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Aet.  6o 

Los  que  verifican  accidentalmente^^  algún  acto  de  comercio, 
no  son  considerados  comerciantes.^  Sin  embargo,  quedan 
sujetos  en  cuanto  á  las  controversias  que  ocurran  [Fr.  631® 
no  3o]  sobre  dichas  operaciones,^^  á  las  leyes  y  jurisdicción 
del  comercio.  V.  6o.  De  E.  2o.  P.  12o. 


y  de  la  mujer  casada,  sino  también  á  los  prohibidos  de  ejercer  el  comer- 
cio (10,  14,  22  y  23).  A.  276.  Demangeat  siir  Bravard,  pág.  80  á  83. 
Manara,  n®»  165  á  167.  Lyon-Caen,  n»*  233  y  257,  etc.  Pero  no  admito 
que  la  presunción  alcance  á  los  actos  ilícitos  (cmitra  Bolaffio,  u9  96,  Ma- 
nara, nj  171  y  193:  vé  Lyon-Caen,  n®  177  y  nota  1*  de  la  pág.  149),  aun 
concediendo  que  ellos  puedan  constituir  actos  de  comercio. 

En  cuanto  á  los  actos  de  los  no  comerciantes,  existirá  mas  bien  en 
muchos  casos  la  presunción  contraria,  aunque  esa  presunción  será  pura- 
mente de  hecho  (Iiominis  vel  facti),  y  cuando  hubiere  duda,  la  prueba 
incumbirá  naturabnente  á  quien  afirmare  que  eran  actos  de  comercio. 
Ei  incumbit  probatio  qui  dicU. 

Por  último,  la  presunción  de  nuestro  inciso  se  dá  la  mano  con  la  del 
218  n»  6. 

(28)  Tampoco  serán  comerciantes,  aunque  ejecuten  habitualmente  tales 
actos,  si  al  practicarlos  no  lo  hacen  por  especulación  y  como  medio 
profesional  de  adquirir  (nota  20). 

(29)  Esto  es  mas  bien  doctrinario.  Quien  no  reima  las  condiciones 
marcadas  en  el  art.  1®  no  es  comerciante,  y  no  está,  por  consiguiente,  su- 
jeto á  los  deberes  ni  goza  de  los  privilegios  propios  de  tal  carácter  (26, 
26  y  33),  sus  actos  no  se  presumen  comerciales  ni  puede  quebrar  (1379 
inc.  2°).  Pero,  cualquier  individuo  ó  sociedad  que  realiza  un  acto  de  co- 
mercio, queda  sujeto,  con  relación  á  ese  acto,  á  los  usos  y  jurisdicción  del 
comercio  (Mi  P.  10);  porque,  como  he  dicho  antes,  el  Código  mercantil 
es  antes  la  ley  de  los  actos  de  comercio  ó  el  Código  del  comercio  que  el 
Código  de  los  comerciantes,  y  así  la  jurisdicción  comercial  es  principal- 
mente real  ó  material  (como  la  llama  Sirey),  ratione  materiop. 

(30)  El  acto  comercial  es  regido  por  las  leyes  mercantiles  desde  su  naci- 
miento hasta  su  extinción  y  no  solo  en  caso  de  controversia.  Queda 
sujeto  en  cuanto  á  sus  efectos^  dice  el  8  chileno  con  mayor  propiedad. 
Compara  con  el  inc.  1®  del  art.  6  precedente.  La  ley  comercial  rige  los  actos 
de  comercio,  sean  ó  no  comerciantes  las  personas  que  en  ellos  intervie- 
nen, dice  el  1  N.  P.  con  gran  sencillez  y  acierto.  Lo  mismo  el  2  del  N.  E. 

No  constituyen  excepciones  á  la  presente  regla  nuestros  22  y  24,  como 
establecen  La  Sema  y  Beus  equivocadamente.    El  error  se  demuestra 
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Art.  7« 

Si  un  acto  es  comercial  para  una  sola  de  las  partes,  ^^  todos 
los  contrayentes  quedan  por  razón  de  él,  sujetos  á  la  ley  mer- 
cantil, ^^  excepto  á  las  disposiciones  relativas  á  las  personas  de 

por  la  existencia  misma  del  10  Y.  E.  ó  sea  el  30  del  Cód.  de  1862,  que 
hablan  de  contratos  mercantiles  y  de  su  posible  validez,  aun  tratándose  de 
personas  incapaces;  porque  el  23  permite  el  ejercicio  de  actos  mercantiles 
y  el  22  solo  prohibe  ejercer  el  comercio,  que,  como  lo  comprueba  el  pre- 
sente, son  cosas  muy  distintas.  Mas  todavía,  bajo  el  1379  se  verá  que, 
según  opinión  corriente,  el  comerciante  de  hecho  queda  sujeto  á  la  legis- 
lación sobre  quiebras;  y  parece  que  lo  mismo  debe  decirse  respecto  de  los 
incapaces  del  24,  salvo  lo  dispuesto  por  las  leyes  sobre  nulidad.    Vé  87. 

(31)  De  lo  dispuesto  en  los  8  n9  1<»,  450,  451  y  452  jesuíta  que,  ora  al 
enajenante,  ora  al  adquirente  puede  faltar  el  propósito  de  especulación  y 
el  acto  ser  de  comercio  sólo  para  una  de  las  partes. 

(32)  En  este  articulo,  que  es  tomado  de  mi  Proyecto  de  Código  de  Co- 
mercio, se  resuelve  una  gravísima  cuestión  en  que  los  espositores  se 
hallaban  en  gran  desacuerdo,  sosteniendo  Huebra  que  debiera  darse 
preferencia  al  derecho  común,  y  la  mayoría  opinaba  con  el  V.  I.  91  que 
debía  seguirse  el  fuero  dd  reOy  solución  que  no  place  á  Eixalá,  que  piensa 
que  un  solo  derecho  debe  regir  á  todos  los  contratantes. 

Podría  sostenerse  en  principio  que  en  los  contratos  bilaterales  los 
deberes  del  que  ejecutó  el  acto  civil  debieran  regirse  por  el  Código  Civil, 
y  las  obligaciones  del  que  ejecutó  el  acto  comercial  por  el  Código  de  Co- 
mercio; pero  que  el  obligado  podría  invocar'  á  su  favor  cualquiera  de  las 
dos  legislaciones.  Puede  verse  á  Demolombe,  tomo  30  n^  104,  así  como 
las  Cuestiones  de  Derecho  de  D.  Bafael  de  Gracia  y  D.  Lorenzo  Benito 
(1885).  Sin  embargo,  la  autorídad  de  los  Códigos  alemán  é  italiano,  por 
una  parte,  y  la  ventaja  de  someter  un  acto  único  á  una  legislación  única, 
me  han  decidido  á  dar,  en  principio,  la  preferencia  á  la  ley  comercial  y 
á  los  intereses  mercantiles,  como  el  mayor  interés  social.  Vé  á  Yidarí, 
n~  100,  1797, 1930,  1931  y  5299  á  5304  bis,  2*  edición.  Galdi,  1, 170  á  176. 
Manara,  n^  163. 

La  ley  considera  el  ejercicio  del  comercio  como  objeto  de  interés  y 
orden  público  (Mancini,  n»  XVUE). 

Por  lo  demás,  la  importancia  práctica  de  la  cuestión  es  mucho  menor 
de  lo  que  puede  creerse,  porque  las  excepciones  consignadas  en  64, 636  y 
otros  lugares  evitarán  los  inconvenientes  de  un  principio  demasiado 
absoluto,  y  porque  no  existiendo  grandes  diferencias  entre  la  legislación 
civil  y  la  comercial,  esas  diferencias  nunca  pueden  conducir  á  una  in- 
justicia. 
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los  comerciantes,  ^^  y  salvo  que  de  la  disposición  de  dicha  ley 
resulte  que  no  se  refiere  sino  al  contratante  para  quien  tiene 
el  acto  carácter  comercial.  Mi  2®.  It.  B4  y  A.  277.  S.  204  N.  P. 
990.  R.  56o. 

Abt.  8o 
La  ley  declara  3**  actos  de  comercio  en  general:  ^^ 


Son  consecuencias  necesarias  del'  artículo  que,  aunque  el  acto  sea 
comercial  para  una  sola  de  las  partes,  las  acciones  derivadas  de  él  cor- 
responderán á  la  jurisdicción  comercial  (I.  870.  N.  P.  99.  R.  885  y  la 
nota  al  2  de  mi  P.:  comp.  Lyon-Caen,  n®  360)  y  se  prescriben  para  todos 
los  contrayentes  conforme  á  la  ley  comercial  (I.  915.  Mi  P.  843).  Si  tales 
disposiciones  no  se  han  consignado  en  el  texto  de  este  Código,  es  porque 
no  se  ha  creido  necesario.  Puede  verse  á  Caravantes,  lib.  !<>  b9  148. 
Pardessus,  n»»  1346  y  1347.  Alauzet,  n»  2949.  Bédarride,  n»  192. 

Una  de  las  grandes  ventajas  prácticas  de  nuestro  art.  consiste  en  que 
quedan  así  eliminadas  muchas  cuestiones  relativas  á  si  tales  ó  cuales 
actos  son  comerciales  para  ambas  partes. 

(33)  Este  inciso  no  figura  en  el  modelo  alemán,  ni  hacía  falta;  porque 
si  el  que  ejecuta  actos  de  comercio  cuando  no  lo  hace  como  profesión  ha- 
bitual, no  es  comerciante  (6)  y  no  queda  por  consiguiente  sometido  á  las 
obligaciones  peculiares  á  ese  estado  (25  y  33),  con  mas  razón  no  quedará 
cuando  ha  celebrado  un  acto  puramente  civil. 

(34)  Sin  admitir  prueba  en  contrario  (Bédarride,  Juridiction  n»  202, 
Lyon-Caen,  n»  105  6w),  aunque  otra  cosa  sostenga  Namur  (n»*  47,  48, 
67,  etc.)  sacando  argumento  de  la  palabra  reputa  usada  por  el  artículo 
francés  y  sus  imitadores.  Para  ser  consecuente,  esa  palabra  debió  ser 
sustituida  por  la  de  declara  en  los  112  y  1550. 

(35)  Estas  palabras  en  general  están  demás.  Usa  de  ellas  el  203  Y.  P., 
pero  solo  al  referirse  al  caso  de  nuestro  n^  1®,  y  con  cargo  de  especializar 
en  el  204  los  actos  de  comercio  en  particular. 

El  acto  de  comercio  es,  si  puedo  espresarme  así,  la  célula  madre  de 
toda  la  legislación  mercantil,  porque  forma  el  elemento  esencial  de  la  no- 
ción comerciante  y  el  Código  de  Coihercio  se  concreta  á  legislar  sobre 
comerciantes  y  actos  de  comercio. 

Grandísima  es,  por  consiguiente,  la  importancia  de  definirlo;  pero  siendo 
muy  difícü  dar  reglas  absolutas  á  este  respecto,  los  legisladores  han 
seguido  un  procedimiento  racional  y  práctico  haciendo  una  enumeración 
mas  ó  menos  completa  de  esos  actos.  Son  contados  los  que,  como  Vidarí 
y  los  recientes  Código  español  y  portugués,  no  reconozcan  la  gran  impor- 
tancia de  una  nomenclatura  de  los  actos  «de  comercio;  yendo  el  primero 
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lo  Toda  adquisioion^^  á  título  oneroso^  de  ana  cosa  mué- 

hasta  afirmar  que  sería  un  empeño  tan  vano  como  el  de  aquel  niño,  de 
quien  habla  S.  Ag^tin,  el  cual  habiendo  cavado  un  pozo  en  la  arena, 
quería  verter  el  océano  en  éL  Para  mi,  tal  enumeración  evitará  muchí- 
simas cuestiones  y  constituye  un  hilo  de  Aríadna  indispensable  para 
todos  los  que  tengan  que  hacer  uso  del  Código  de  Comercio.  Pero  como 
el  trabajo  supone  la  resolución  de  las  mas  graves  cuestiones  del  derecho 
mercantil  y  la  enumeración  viene  á  ser  como  la  osatura  de  todo  el 
Código,  supone  el  dominio  de  la  vastísima  materia  que  éste  abarca  y  pone 
á  prueba  la  ciencia  del  codificador,  aquellos  códigos  (el  español  y  el  por- 
tugués) han  escogitado  la  formula  empírica  adoptada  en  nuestro  n^  11, 
que  es  un  expediente  cómodo  y  socorrido  para  orillar  la  dificultad  y  salir 
del  paso. 

Nuestro  articulo  es  de  contextura  híbrida  y  ha  enmarañado  mucho 
las  dificultades  inherentes  al  asunto,  como  vamos  á  verlo. 

Es  entendido  que  la  voluntad  de  las  partes  no  puede  hacer  por  sí  sola 
que  sea  comercial  un  acto  que  no  lo  es.  Lyon-Caen,  n®  102. 

(86)  Se  dice  adqukicion  en  vez  de  compra^  porque  puede  también  adqui- 
rirse por  cesión,  perxhutacion,  locacioity  sociedad,  mutuo,  además  de  los 
contratos  innominados,  dice  la  Comisión  de  Códigos,  apropiándose  y  des- 
naturalizando la  terminología  de  mi  Proyecto  de  Código.  Efectivamente, 
yo  usaba  de  la  palabra  adquisición  por  cualquier  medio,  y  de  la  enq^'ena- 
cfOR,  para  dar  al  precepto  la  conveniente  generalidad;  pero  distinguía 
y  colocaba  en  n®*  separados  la  adquisición  mediante  un  título  transla- 
tivo  del  dominio  ú  otro  derecho  real,  del  contrato  de  arrendamiento  ó 
locación,  que  no  transfiere,  según  nuestras  leyes  sino  un  derecho  perso- 
nal; pues  la  adquisición  supone  enajenación,  y  el  arrendamiento  nimca 
fué  un  contrato  de  enajenación.  Vé  á  Escriche,  verbis  Adquisición  y  Ena- 
jenación, Compara  n^  ?<>  y  nota  54.  Nuestro  no  es  también  extensivo  á  la 
dación  en  pago,  que  semejando  á  una  compra- venta,  debe  regirse  por  los 
mismos  principios.  Comp.  Lyon-Caen  n^  176  6w  y  la  nota  42. 

(37)  Los  actos  de  los  comerciantes  se  caracterizan  por  una  mediación 
interesada,  son  casi  siempre  onerosos  y  nunca  se  presumen  gratuitos  (218 
n®  B»  y  221).  Mm  aún,  el  depósito  gratuito  no  se  considera  contrato  de 
comercio  (578).  Ahora  bien,  decir  que  nunca  se  presumen  gratuitos,  sig- 
nifica á  lo  sumo  que  se  presumen  onerosos ;  pero  de  ninguna  manera 
importa  decir  que  son  necesaria  y  esencialmente  onerosos,  que  nunca 
son  ni  pueden  ser  gratuitos.  También  la  escepoion  del  578,  arguye  que 
otros  actos  jurídicos  pueden  ser  gratuitos  (Vé  nota  1963).  Agregúese 
que  nada  obsta  á  que  el  mandato  (Cód.  Civil  1871)  y  la  fianza  comer- 
cial sean  gratuitos,  ni  el  n^  10  distingue  ó  exije  que  sea  interesada.  Final- 
mente, el  841  prueba  que  las  funciones  de  los  directores  y  síndicos  de 
una  sociedad  anónima  pueden  ser  gratuitas,^  y  el  mandato  que  des^n- 
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ble^^  Ó  de  uu  derepho^  sobre  ella,  ^^ .  para  lucrar  con  su 


penan  no^  deja  por  e^o  de  ser ,  comercial  y  de  estar  regido  por  la  ley 
mercantil  (vó  346  y  Cód-  oiv.  1874  n«  3o  y  X876).  Agregúese  lo  que  espone 
Manara,  n^  53  á  56. 

Por  consiguiente,  aunque  de  ordinario  el  acto  de  comercio  no  es 
gratuito,  habrá  casos  en  que  lo  sea,  especialmente  cuando  se  trate  de 
actos  de  comercio  relativos  ó  sujetivos  (texto  y  nota  27);  y  según  nues- 
tro derechoj  es  ^so  que  el  titulo  oneroso  sea  de  la  asencia  del  acto  de 
comercio,  como  dice  el  informe  de  la  Comiaion,  siguiendo  á  Bravard  I, 
pág.  47  y  algún  otro. 

(38)  De  acuerdo  con  el  I,  mi  Proyecto  enumeraba  entre  los  actos  de 
comercio  la  compra  y  la  reventa  de  cosas  inmuebles,  cuando  se  efectúen  con 
el  propósito  de.  una  especulación  comercial,  y  fundaba  la  disposición  en  los 
términos  siguientes : 

Los  códigos  francés  y  holandés  callan  sobre  el  punto,  y  los  códigos 
V.  E.,  V.  P.,  B.,  A.  y  H.  resuelven  lo  contrario.  Tratándose  de  una  no- 
vedad de  grandísima  importancia,  la  fimdarémos  con  alguna  deten- 
cion;  advirtiendo  que  es  toncada  del  nuevo  código  italiano,  que  no  ha  sido 
admitida  en  el  moderno  código  español,  y  que  la  ley  belga  dice  que  se 
reputan  actos  de  comercio  las  empresas  de  trabajos  públicos  y  privadas j 
salvo  las  mineras  (Yé  los  n^os  65  á  67  de  Namur).  También  la  gran  ma- 
yoría de  escritores  franceses,  belgas,  alemanes  é  italianos  adoptan  las 
doctrína?  de  sus  leyes.  Pero  los  hechos  económicos  han  podido  mas  que 
los  prejuicios  y  la  tesis  de  Troplong,  apoyada  por  varios,  acabará  por 
prevalecer. 

La  simple  razón  nos  dice  que  quien  compra  bienes  raices  para  espe- 
cular con  ellos,  quien  edifica  un  terreno  vacuo  para  vender  las  fin- 
cas, quien  compra  un  terreno  pantanoso  para  desag^rlo  y  venderlo  así 
amojonado  á  los. labradores,  ejecuta  una  operación  de  igual  naturaleza 
que  la  que  realiza  el  que  compra  lana  para  venderla  hilada.  Y  la  Corte 
de  Casación  francesa  ha  declarado  que  la  sociedad  que  especula  con  la 
reventa  de  inmuebles  es  comercial  (fallo  de  Marzo  10, 1818).  Vé  el  art. 
282  §  últ. 

Que  los  bienes  inmuebles  resistan  al  trasporte  y  que  en  su  adquisi- 
ción, conservación  y  trasmisión  presenten  diferencias  importantes  con 
las  cosas  muebles,  no  obsta  á  nuestra  tesis,  porque  como  lo  demuestra 
Vidari  (no»  1384  á  1387),  económicamente  todos  los  bienes  y  valores  están 
equiparados;  todos. son  susceptibles  de  especulación  y  de  circulación  mas 
ó  menos  rápida.  Ni  basta  afirmar  dogmáticamente  que  "  la  razón  y  el 
buen,  sentido  repugnarán  siempre  á  que  se  coloquen  en  al  misma  línea 
laa.Q^^jpfkncíiks  y  los  inmuebles,  poi:  ser  cosas  esencialmente  distintas  por 
su  joatuii^eza  y  por  la  forma  de  su  trasmisión." 
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enajenación,^  bien  sea  en  el  mismo  estado  que  se 
adquirió  ó  después  de  darle  otra  forma  de  mayor  ó 
menor  valor; ^^  De  V.  n«  1<>.  E.  369. 


Yo  replico  que  esto  tUtímo  nada  tiene  que  ver  con  la  naturaleza  de  las 
cosas.  Que  aunque  las  cosas  muebles  sean  eminentemente  comerciales, 
y  materia  única  del  trasporte,  el  carácter  de  mercadería  no  depende  de 
la  posibilidad  de  su  traslación  material;  sino  de  que  sea  susceptible 
de  especulación  mercantil.  Asi,  nada  hay  en  los  bienes  raices  que  re- 
pugne invenciblemente  á  que  Sean  mercaderías,  especialmente  cuando 
la  reventa  se  hace  previa  subdivisión  de  la  propiedad  en  lotes. 

Si  el  trabajo  mismo  del  hombre  puede,  incorporándose  á  los  productos 
industriales  ó  formando  parte  de  un  establecimiento  de  esta  clase, 
constituir  una  mercadería  (Pardessus,  n^  33,  Massé,  n^  1391).  Si  el  uso 
que  el  comercio  hace  de  las  cosas  que  tienen  un  valor  de  cambio  es  lo 
que  les  dá  el  carácter  de  mercadería ;  si  no  conservan  el  mismo  carácter 
sino  mientras  sirven  de  materia  al  comercio  y  se  convierten  en  C08<i8  ci- 
vües  (si  puedo  espresarme  así),  cuando  dejan  de  servir  á  aquel  destino 
y  por  el  contrario,  la  cosa  civil  adqiiirida  con  el  objeto  de  una  especula- 
ción comercial,  se  convierte  desde  ese  instante  en  mercadería  (compara 
con  Vidari,  n~  1365  y  1366),  qué  hay  de  repugnante  en  que  un  inmueble 
se  trueque  en  mercadería,  cuando  sea  objeto  de  una  especulación  mer- 
cantil, tanto  mas  que  propiamente  las  cosas  no  son  civiles  ni  comercia- 
les? ¿La  especulación  dejará  de  serla  y  el  comercio  perderá  su  carácter 
porque  obre  sobre  bienes  raices?  Así,  en  presencia  de  las  operaciones 
comerciales,  á  veces  gigantescas,  de  que  los  inmuebles  son  objeto,  se 
ha  considerado  de  urgencia  declarar  que  su  compra  y  venta,  en  mira  de 
una  especulación  mercantil,  constituye  un  acto  de  comercio. 

De  lo  contrario,  el  derecho  comercial  perdería  su  carácter  espansivo  y 
dejaría  de  responder  y  adaptarse  á  las  nuevas  exigencias  y  aplicaciones 
de  la  actividad  humana. 

Por  lo  demás,  la  compra- venta  de  bienes  inmuebles,  aunque  reúna  los 
caracteres  de  acto  comercial,  deberá  verificarse  siempre  con  sujeción  á 
las  formalidades  establecidas  en  el  Código  Civil  (artículo  44,  2®  italiano) 
y  en  las  leyes  especíales  sobre  adquisición  y  trasmisión  de  la  propiedad 
terrítoríal  (art.  113.) 

Vidarí  ipp  1397)  querría  que  las  disposiciones  de  nuestro  n<>  se  esten- 
dieran á  la  locación. 

Nuestra  tesis  es  sostenida,  entre  otros,  por  Demangeat,  Garsonet, 
Olivier,  Mancini,  Marghieri,  Lyon-Caen  (n®»  109  y  110),  Manara  n®«  108 
á  118,  123, 124, 167  y  168,  Vaca  Guzman,  pág.  167  á  160.  Y  el  nuevo  Cód. 
Portugués  establece:  son  consideradas  comerciales,  las  compras  y  reven- 
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tas  de  bienes  inmuebles  ó  de  derechos  á  ellos  inhei^ntes,  cuando  las 
compras  se  hubiesen  realizado  con  la  mira  de  sus  reventas  (403  n®  4p). 
Vé  á  Vidari,  n»  1423  á  1464,  de  la  3*  edición. 

A  pesar  de  tantas  autoridades  y  tan  invencibles  consideraciones  se  ha 
optado  por  la  doctrina  contraria  (452  n®  1°),  alegando  por  únicas  razo- 
nes, que  no  hay  interés  público  manifiesto  en  fomentar  la  especulación 
que  consiste  en  la  complti-venta  de  inmuebles  (vé  nota  61)  y  que  nues- 
tro derecho  civil,  exigiendo  la  tradición  para  la  adquisición  de  los  dere- 
chos reales,  no  se  presta  á  una  innovación  tan  violenta  y  bnisca,  como 
sería  la  que  sometiera  á  la  jurisdicción  comercial  el  comercio  de  inmue- 
bles! Puesto  que  los  derechos  reales  sobre  muebles  tampoco  se  adquieren 
sin  la  tradición,  y  parece  lo  mas  natural  que  el  comercio  de  inmuebles  se 
gobierne  por  la  legislación  comercial,  pienso  que  esas  medias  razones  á 
nadie  han  de  convencer;  especialmente  cuando  se  hallan  desautorizadas 
por  la  disposición  contenida  en  el  art.  282  §  últ.  y  terminaré  repitiendo 
con  Lyon-Caen,  no  es  posible  comprender  por  que  se  rehusan  las  ventajas 
de  la  legislación  mercantfi  á  operaciones  que  se  presentan  bajo  la  mis- 
ma forma  y  tienen,  cuando  menos,  tanta  importancia  como  las  demás, 
y  por  que  los  acreedores  del  especulador  en  tierras,  no  han  de  ser  prote- 
jidos por  una  declaración  de  quiebra.  Vé  452  n»  1®  inc.  2«. 

Por  lo  demás,  en  la  palabra  cosa  mueble  de  nuestro  n®  se  compren- 
den las  semovientes,  títulos,  acciones,  papeles  de  comercio,  la  propia 
moneda  (metálico  ó  de  otra  especie)  451,  y  cualquier  otro  bien  ó  valor 
que  esté  en  el  comercio ;  en  una  palabra,  toda  mercadería.  Vé  Cód.  Oiv. 
2318  á  2322  y  2340. 

(39)  Se  han  agregado  e^tas  palabras,  dice  el  Informe^  los  derechos  so- 
bre ella,  porque  pudiendo  ser  materia  comercial,  no  están  comprendidos 
en  la  definición  de  cosas.  Los  2318  á  2322  del  Cód.  Civil  demuestran  el 
error  de  la  Comisión  de  Códigos. 

(iO)  Entiendo  que  el  n**  quiere  decir :  ^  toda  adquisición ....  hecha  con 
la  mira  de  lucrar  con  su  enajenación";  fórmula  á  la  que  haré  una  triple 
observación:  1*  que  el  vocablo  especulación,  usado  en  mi  Proyecto,  era 
muy  preferible  al  de  lucro;  porque  la  especulación  envuelve  el  propósito, 
ó  de  obtener  ima  ganancia  ó  ventaja,  mediata  ó  inmediata,  ó  evitar  una. 
pérdida  ó  una  mayor  pérdida,  y  el  acto,  aunque  dé  pérdidas,  no  deja  de 
ser  comercial;  y  porque,  como  establece  Lyon-Caen,  n9  176:  ejecuta  un 
acto  de  comercio,  el  comerciante  que  compra  un  establecimiento  mer- 
cantil, aimque  sea  para  cerrarlo  y  Hbrarse  asi  de  una  concurrencia  pe- 
ligrosa. 

La  2*  observación  es  que  en  la  palabra  enajenación,  no  se  com- 
prende la  permuta  y  el  arriendo  ó  subarriendo,  que  pueden,  al  mismo 
título,  ser  actos  de  comercio  (450  y  451) ;  y  es  c  irioso,  que  el  n«  2®  no 
usa  ya  del  mismo  vocablo  sino  del  de  trasmisión. 

La  3»  observación,  que  una  adquisición  de  cosas  accesorias  á  un  co- 
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mercio,  para  prepararlo  d  facilitarlo,  es  comercial,  aunque  sean  acce- 
sorias á  un  bien  raíz  (452  n9  1»  inc.  2»,  6  inc.  2«  y  arg.  de  ellos) ;  y  que 
el  citado  452  es  un  complemento  del  presente  n<». 

La  mira  de  especulación  debe  ser  actual,  es  decir,  existir  al  tiempo  de 
hacerse  la  adquisición.  Initium  est  spectandum.  Nada  importa  que  después 
no  revenda  la  cosa  adquirida  con  aquel  propósito,  y  la  guarde  para  si ; 
y  vice-versa,  quien  la  hubiese  comprado  sin  ¿nimo  de  especular  y  la  re- 
vendiese con  ganancia,  no  ejecutará  un  acto  de  comercio  (Lyon-Caen, 
n^  113  hi8,  Thol  §  27)  especialmente  no  siendo  comerciante.  Siempre  el 
acto  se  caracteriza  en  el  instante  de  realizarse,  y  los  hechos  posteriores  no 
pueden  cambiar  su  naturaleza. 

Del  propósito  actual  de  revender  surge  naturalmente  la  presunción 
de  la  especulación  comercial,  salvo  prueba  en  contrario;  porque  sin  es- 
peculación no  hay  acto  de  comercio  ó  faltará  un  signo  casi  decisivo 
para  caracterizar  la  comercialidad  del  acto.  Compara  sobre  esto  último 
con  Yidari  n«  96.  Alauzet,  n»»  2962  y  3026;  Bódarride,  al  artículo  632 
francés,  xl^*  204  y  205 ;  y  Bravard,  tomo  1»  página  48  á  50.  Mas  no  toda 
especulación  constituye  mercantil  im  acto. 

Hablo  de  especulación,  no  de  lucro;  porque,  como  he  dicho,  el  acto,  es 
comercial,  aunque  en  vez  de  ganancias,  dé  pérdidas. 

Por  faltar  el  propósito  de  especulación,  no  son  mercantiles  las  com- 
pras de  efectos  destinados  al  consumo  del  comprador  ó  de  la  persona 
por  cuyo  encargo  se  adquirieren:  articulo  452  n^  2^,  español  antiguo  360, 
moderno  326  n<*  1^.  Compara  con  el  638  inciso  V*  francés.  Lo  que  es  es- 
tensivo  á  las  compras  para  el  consumo  de  las  personas  que  dependen 
del  comprador  y  se  sientan  á  su  mesa ;  pues  con  tales  compras  np  se 
propone  especular,  sino  satisfacer  á  las  necesidades  personales  ó  de  su 
familia.  Vé  á  Bédarride,  sobre  el  articulo  638  francés  n~  386  y  387,  y 
el  artículo  5®  italiano. 

Tampoco  se  consideran  mercantiles  las  ventas  que  de  los  productos 
de  sus  cosechas  hacen  los  labradores,  los  viñeros,  los  dueños  y  arrenda- 
tarios de  olivares,  naranjales,  minas,  canteras  y  demás  que  esplotan  los 
productos  del  suelo  y  de  los  animales  destinados  al  cultivo,  cosecha  y 
estraccion  de  esos  productos ;  así  como  las  ventas  que  los  hacendados 
hacen  de  los  frutos  y  productos  de  sus  ganados.  Porque  en  todos  ellos 
falta  el  propósito  de  especular  con  la  enajenación  ó  arrendamiento  de 
esos  frutos  y  productos;  al  contrario  de  lo  que  sucede  con  los  provee- 
dores ó  asentistas. 

Pero  los  rematadores  de  impuestos  no  parecen  realizar  un  acto  mer- 
cantil, puesto  qae  el  cobro  de  estos  no  es  acto  de  comercio  (nota  1638). 

Tampoco  son  comerciales  las  ventas  que  los  propietarios  y  cualquier 
clase  de  personas  hagan  de  las  especies  en  que  se  les  paguen  las  rentas, 
salarios,  emolumentos  etc.,  pues  son  como  los  frutos  de  su  capital  ó  de  su 
trabajo. 
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Tampoco  lo  es  la  enajenación,  arriendo  ó  subarriendo  de  los  acopios 
adquiridos  para  consumo,  cuando  al  tiempo  de  la  adquisición  ó  del  arriendo 
no  existió  el  propósito  de  especulación;  salvo  la  presunción  legal  de  co- 
mercialidad  de  los  actos  del  comerciante. 

Compara  lo  que  precede  con  el  artículo  150  n®  B«  tomado  del  360  espa- 
ñol, y  con  el  B26  del  moderno  Código  espskñol. 

Segim  aquellos,  cuando  era  mayor  la  cantidad  vendida  que  la  consu- 
mida,'la  compra  se  presimiia  mercantil;  disposición  escepcional  que  ese 
Código  no  admite  con  razón. 

La  intención  de  enajenar,  arrendar  ó  subarrendar  debe  ser  la  causa 
principal  y  enciente  que  haya  determinado  la  adquisición,,  fabricación  ó 
arriendo.  Por  esto,  el  agricultor  que  compra  ó  adquiere  los  animales 
necesarios  á  su  esplotacion,  aunque  se  proponga  vender  las  crias,  leche, 
manteca,  lana,  huevos,  cera,  miel,  los  potrillos,  y  aun  en  determinadas 
circunstancias  los  animales  mismos,  no  ejecuta  un  acto  de  comercio. 

Por  esto,  aunque  la  sublocacion  de  una  casa  alhajada  ó  amueblada 
pueda  constituir  una  especulación,  no  la  hay  cuando  una  familia  por  via 
de  economía  subarrienda  una  que  otra  habitación  que  no  le  es  indispen- 
sable. 

Por  esto,  los  que  tienen  casas  de  pensión  ó  internado  no  ejecutan 
actos  de  comercio,  por  el  hecho  de  comprar  artículos  ó  mercaderías  para 
revenderlos  á  sus  pensionistas.  Otro  tanto  debe  decirse  de  la  partera  que 
acepta  pensionistas  para  atenderlas  en  su  alumbramiento,  y  del  médico 
que  cura  en  las  casas  especiales  por  ellos  regenteadas.  Vé  á  Bédarríde, 
n»-o«.  206,  232,  233,  Juridiction.,..  tomo  !<>  n<>  47;  Alauzet,  n^o»  3026,  2977 
y  2996. 

El  boticario  tiene  mucho  de  almacenero  ó  droguista  por  menor,  y  pienso 
con  esos  autores  (Alauzet,  n9  2998)  que  es  ¡comerciante.  Compara  con 
Lyon-Caen,  n®  116  nota. 

Cuando  la  cosa  adquirida  no  vá  á  ser  negociada  sino  como  accesorio, 
después  de  ser  incorporada  á  otra  principal,  v.  g.  el  papel,  el  trozo  de 
mármol  y  los  colores,  que  se  truecan  en  una  obra  literaria,  en  una  escul- 
tura ó  en  un  cuadro,  entonces  predomina  el  carácter  civil  del  acto  prin- 
cipal. Lo  mismo  debe  decirse  del  periodista,  aunque  tenga  algunos 
colaboradores:  Accessorium  sequitur  principóle  suum.  Comp.  Lyon-Caen, 
no  117. 

En  \irtud  del  inciso  2o  del  n®  1®  los  agricultores,  viñeros,  jardineros, 
etc.,  al  comprar  los  útiles,  instrumentos  ó  máquinas  necesarios  á  la  esplo- 
tacion agrícola,  no  solo  los  arados  y  prensas  sino  los  toneles  y  envases 
mismos  que  habrán  de  revenderse  Uenos  de  vino,  alcohol,  azúcar  ú  otros 
productos  de  la  cosecha,  no  realizan  actos  de  comercio.  La  adquisición 
de  bueyes,  caballos,  cameros  y  demás  animales  á  utilizarse  en  la  esplo- 
tacion del  fundo,  aunque  destinados  lo  mismo  que  sus  crias,  á  ser  mas 
tarde  revendidos,  después  de  engordados  y  de  haber  á  su  vez  abonado 
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2^  La  trasmisión  á  que  se  refiere  el  inoiso  anterior;  ^^  De 

mi  4p  n^  2». 
3»  Toda  operación  de  cambio/^  banco, '^^  corretaje, '•^  ó 

remate;  ^^  V.  n^  2®. 


las  tierras,  se  encuentra  en  el  mismo  caso.  Alauzet,  n^  3026,  Yidari  n®  96. 
Lo  mismo  las  compras  de  materia  prima  hechas  por  un  artesano  (articulo 
326  n<>  3<>  español),  porque  en  estos  casos  la  especulación  no  es  la  causa 
impulsiva  de  la  primera  adquisición  de  esos  animales,  instrumentos  de 
labranza  y  materia  prima,  y  estaban  destinados  á  servir  á  las  operaciones 
principales  de  la  agricultura  ó  del  oficio;  y  es  el  caso  de  repetir  acceasorium 
aequitur  principcUe  suum. 

En  nuestro  n?  quedan  comprendidos  los  pases  de  la  bolsa,  cuya  legisla- 
ción proyectada  por  mi,  no  ha  sido  incorporada  á  este  Código,  sin  aducirse 
motivo  alguno  para  ello.    Vó  los  art.  462  á  464  de  mi  Proyecto  de  Cod. 

(41)  Respecto  de  las  mercaderías  y  demás  cosas  muebles,  {lada  importa 
que  su  enajenación  se  haya  de  hacer  en  la  misma  forma  ó  después  de 
haber  sido  trasformadas,  decía  con  mas  propiedad  mi  Proyecto;  puesto 
que  con  referencia  á  derechos  reales  ó  personales,  no  puede  hablarse  de 
trasformacion  ó  distinta  forma.  La  idea,  tomada  del  632  F.,  se  repite  en 
el  451. 

(42)  El  n»  anterior  habla  de  enajenación^  nó  de  trasmisión;  y  la  fórmula 
es,  por  otra  parte,  muy  defectuosa;  porque  ese  último  vocablo  no  tiene  un 
significado  preciso  en  la  ciencia  del  derecho  ni  en  la  legislación  nacional. 
La  enajenación  ó  el  arriendo  de  las  mismas  cosas  adquiridas  á  que  se 
refiere  el  n<>  anterior;  y  el  arrendamiento  de  cosas  muebles  hecho  con  el 
ánimo  de  subarrendarlas,  salvo  si  se  demuestra  que  no  hubo  propósito 
de  especulación,  decían  los  n®  2»  y  6«  de  mi  Proyecto.  Comp.  N.  P.  463 
n»  3«  y  481.  Lyon-Caen,  n»  122.  Nuestro  n»  comprende,  por  supuesto, 
la  dación  en  pago,  que  es  semejente  á  una  venta.  Comp.  Lyon-Caen, 
n»  176  bis  y  la  nota  36. 

(43)  Se  comprende  bajo  este  nombre  dos  clases  diferentes  de  operaciones 
la  de  cambio  manual  ó  menudo  (minuto:  L.  1  tit.  18  lib.  V.  Recop.)  que 
constituye  el  negocio  del  cambista  y  consiste  en  el  cambio  de  monedas 
metálicas  ó  de  papel,  nacionales  ó  extranjeras,  por  otras  monedas.  El 
cambista  compra  para  revender  y  la  operación  que  realiza  es,  en  cuanto  á 
él,  im  acto  de  comercio  comprendido  en  la  disposición  del  n»  V*  (vó  461). 
En  cuanto  al  particular  que  busca  el  cambio  en  casa  del  cambista,  la  na- 
turaleza del  acto  que  ejecuta  se  apreciará  con  sujeción  al  criterio  del  citado 
no-l«.  Compara  con  Alauzet,  n®  2987.  Pardessus,  n»*  22  y  30.  Bódarride, 
no»  287  y  288.  Bravard,  VI  pág.  367  y  368.  Lyon-Caen,  n»  14S.  La  otra 
operación  de  cambio,  tiene  por  objeto  proporcionar  dinero  á  ima  persona 
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en  otro  lugar  diverso  del  contrato,  operación  que  constituye  el  objeto  del 
n«  4°  siguiente.  De  modo  qae,  en  rigor,  este  inciso  ha  podido  ser  supri- 
mido. 

(44)  Las  operaciones  de  banco  consisten  en  la  emisión,  á  que  tienen 
derecho  ciertos  establecimientos  bancarios,  y  principalmente  en  el  prés- 
tamo, el  descuento  propiamente  dicho  (consistente  en  proporcionar  el 
valor  de  un  efecto  de  comercio  antes  de  su  vencimiento,  mediante  deducción 
del  descuento  y  \m  derecho  de  comisión),  en  el  depósito,  cobro  de  efectos 
de  comercio,  abertura  de  crédito,  cuentas  corrientes  (vó  791),  anticipos 
sobre  títulos,  etc.  Los  bancos,  que  tanto  facilitan  y  desenvuelven  el 
comercio,  desempeñan  á  su  vez  un  ramo  de  comercio,  el  de  los  metales 
preciosos  (vó  nota  283)  y  títulos  destinados  á  representarlos  y  constituyen, 
por  tanto,  empresas  comerciales  y  de  las  mas  lucrativas.  Puede  verse 
N.  P.  362,  á  Pardessus,  n^  29  y  30.  Bédarride,  n»»  290  á  293  y  296.  Alauzet, 
n»  2989.  Vidari,  n»  1628.  Lyon-Caen,  n»  147:  Th5l,  §  23  y  N.  P.  362  etc. 

(45)  La  correduría  ó  coi-retajej  es  la  especulación  en  virtud  de  la 
cual  un  individuo,  constituyéndose  intermediario  asalariado  entre  perso- 
nas con  intereses  distintos  y  separados,  recibe  las  propuestas  de  una  de 
ellas,  las  comunica  á  la  otra  y  una  vez  ajustado  el  negocio,  pone  á  ambos 
en  relación.  Bédarride,  n»  294;  E.  63  P.  103;  etc.  vé  82,  87  n»  1»  y  88  á  112, 
y  la  nota  306. 

El  corretaje  es  uno  de  los  auxiliares  mas  enérgicos  del  comercio,  y  la 
comercialidad  de  los  actos  del  corredor  no  depende  de  que  intervenga 
en  carácter  privado  ó  como  oficial  público  (Vidari,  n»  497)  y  en  nada  in- 
fluye en  el  carácter  civü  ó  comercial  de  los  actos  en  que  intervenga, 
porque  es  un  negocio  separado  del  que  se  propone  realizar.  Asi,  constituye 
por  8i  mismo  un  acto  de  comercio,  como  lo  reconoce  Molinier:  vé  á  Lyon- 
Caen,  no  146.  Bajo  el  82  veremos  cuál  es  el  carácter  verdadero  del 
corredor  de  bolsa. 

Molinier  establece  que  no  hace  acto  de  comercio  el  corredor  que  inter- 
viene en  la  negociación  de  bienes  raices,  y  un  tribunal  francés  que  el 
corredor  de  immuebles  no  puede  ser  declarado  en  quiebra  porque  no 
reviste  el  carácter  de  comerciante.  Molinier  no  es  lógico  y  no  se  vé  una 
razón  clara  que  justifique  la  escepcion  relativa  á  la  negociación  de 
immuebles.  Tal  restricción  no  tendría  ningún  fundamento,  esclama 
Lyon-Caen,  Ta9  146,  porque  la  ley  tiene  en  cuenta  la  interposición  del 
corredor,  sin  atender  á  la  naturaleza  del  acto  en  que  interviene. 

El  no  4p  debió  preceder  al  que  ahora  considero,  y  las  operaciones  de 
corretaje  y  remate  enumerarse  antes  de  los  n»*  8»  y  9». 

(46)  Porque  los  rematadores  ó  martilieros  son,  como  los  corredores, 
agentes  auxiliares  del  comercio  (87  n»  2^  y  vé  113  á  122),  y  á  modo  de 
comisionistas  para  rematar  (vé  121).     Puede  verse  a  Lyon-Caen,  n»  141. 


ABT.  8  n«.  4  86 

4o  Toda  negociación  sobre  letras  de  cambio  ó  de  plaza, 
cheques  ó  cualquier  otro  género  de  papel  endosable  ó 
al  portador;  ^'  de  V.  n«  3«. 


(47)  Empezaré  por  observar  que  el  n®  debió  decir:  todo  giro  y  nego- 
ciación, aval  ó  aceptación  de  una  letra  de  cambio  (735  inc.  1^)  y  suprimir 
las  palabras  de  plaza;  porque  los  codificadores  de  1857,  cuando  redactaron 
este  n9  no  sabian  que  iban  á  repudiar  la  división  entre  letras  de  cambio  y 
de  plaza  (vé  598,  606  etc.),  admitida  por  la  legislación  y  doctrina  francesa; 
y  que  asi  las  llamadas  letras  de  plaza  son  también  letras  de  cambio,  salvo 
las  del  674.  Por  aso,  sin  duda,  esas  palabras  no  se  reprodujeron  en  el 
articulo  chileno. 

Todos  los  papeles  de  comercio  que  sa  enumeran  en  nuestro  n®  no  tienen 
otra  legislación  que  la  comercial  (ve  7  antecedente),  como  creaciones  que 
son  del  comercio  y  poderosos  instrumentos  de  su  prosperidad.  Hechos 
para  sustituir  hasta  cierto  punto  á  la  moneda,  tanto  que  el  papel  moneda 
y  los  billetes  de  banco  no  son  otra  cosa  que  pagarés  á  la  orden,  pasan  de 
mano  en  mano  mediante  negociaciones  sucesivas  y  están  destinados  á 
andar  en  constante  movimiento  hasta  que  se  estingan  por  el  pago  defi- 
nitivo. Com  razón,  pues  se  les  llama  papelea  de  comei-cio,  y  la  ley  civil 
escusa  siempre  legislar  sobre  ellos.  Véanse  en  el  Código  Civil  los  articules 
731  número  6»,  827,  1455,  1456, 1815,  2390  al  fin,  y  especialmente  el  1438. 

Se  ha  sostenido  que  un  pagaré  á  la  orden,  dado  en  pago  de  una  obli- 
gación civil,  no  es  acto  comercial  mientras  no  sea  endosado;  mas  no  con- 
sidero jurídico  que  la  naturaleza  de  un  acto  ó  documento  se  rija  por  la  ley 
civil  mientras  no  pase  á  manos  de  un  nuevo  tenedor,  y  por  la  comercial 
cuando  se  ponga  en  movimiento,  siquiera  mediante  un  endoso  imperfecto; 
que  debe  bastar  la  posibilidad  del  endoso;  que  el  carácter  de  un  acto  debe 
ser  fijado  por  la  ley  desde  un  principio  y  no  puede  depender  de  la  voluntad 
del  acreedor  que  un  acto  sea  civü  ó  comercial  y  se  rija  por  éste  ó  por 
aquel  Código,  que  el  pagaré  se  prescriba  por  periodos  diversos  de  tiempo; 
que  el  Código,  Civil  no  legisla  sobre  pagaré  á  la  orden;  y  que  la  letra  de 
cambio,  á  que  el  pagaré  á  la  orden  se  equipara  (articulo  740)  constituye 
un  acto  comercial,  aunque  no  se  endose  (arg.  del  inc.  2"  §  3»  de  dicho 
articulo). 

El  pagaré,  como  la  letra,  son  pues  instrumentos  de  una  forma  esen- 
cialmente comercial. 

Ambos  constituyen  una  promesa  cambiaría,  es  decir,  una  promesa 
absoluta  de  una  suma  sin  una  contrapromesa  ó  contraprestacion  (Thol^ 
Derecho  cambiarlo),  que  no  es  conocida  en  el  derecho  civil. 

P  or  lo  demás,  el  cheque,  aunque  semeje  á  ima  letra  de  cambio  á  la 
vista  (vé  804  y  836),  si  puede  ir  hasta  desnaturalizar  el  carácter  civil  del 
acto  respecto  del  no  comerciante  por  aplicación  de  la  regla  establecida  en 
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5^  Las  empresas  de  fábricas;'*^  comisiones;  mandatos  co- 


el  art.  7,  no  puedo  tener  el  efecto  de  hacer  comerciante  al  que  no  lo  es 
(vé  25,  106  y  su  arg.),  porque  su  uso  va  generalizándose  mucho  entre  los 
no  comerciantes  y  su  función  propia,  no  es  la  de  un  instrumento  de 
crédito  como  la  letra  de  camhio,  sino  de  un  instrumento  de  pago,  y  el  pago 
no  es  acto  de  especulación. 

(48)  Según  los  diccionarios  del  idioma,  empresa  es  el  conjunto  de  indi- 
viduos que  forman  ó  dirigen  una  asociación  mercantil  ó  industrial.  Se 
requiere  una  continuidad  de  actos...  actos  frecuentes  y  habituales,  dice 
Alauzet  (números  2973  y  2977).  Es  la  reunión  y  dirección  de  fuerzas 
productivas  á  un  fin  dado.  Manara,  pág.  444. 

Las  operaciones  multiplicadas  constituyen  una  empresa;  pero  aunque 
ordinariamente  requieran  el  concurso  de  otras  personas,  asociadas  ó  nó, 
ima  empresa  puede  pertenecer  á  un  solo  individuo  (Dalloz  y  Alauzet,  allí). 

Propiamente  la  industria  fabril  difiere  de  la  comercial,  pero  no  podía 
escluirse  al  fabricante,  del  beneficio  y  protección  de  las  leyes  mercantiles. 
La  fábrica  trabaja  las  materias  primas  ó  las  mercaderías  con  el  fin  de 
transformarlas  en  nuevos  productos  ó  mercaderías,  ya  mediante  má- 
quinas y  obreros,  ya  mediante  obreros  solamente  (Nouguier  y  Bédarride, 
número  246).  El  fabricante  especula,  pues,  sobre  la  locación  del  trabajo 
ajeno  y  la  reventa  de  las  materias  fabricadas,  ó  con  el  arriendo  ó  sub- 
arriendo de  sus  máquinas,  y  el  trabajo  de  sus  obreros.  El  saladerista  es 
un  fabricante. 

Y  el  propietario  que,  transformando  sus  cosechas  de  cafia  de  azúcar, 
sorgo,  maíz,  remolacha,  etc.,  las  vende  bajo  la  forma  de  azúcar,  ejecuta 
acto  de  comercio?  Bédarride  (n®  249)  y  Borsari,  n»  2008,  Ottolenghi, 
n»  17  y  la  doctrina  alemana,  Manara,  pág.  65  y  56  y  la  Corte  de  Douai 
establecen  que  esa  forma  de  esplotacion  del  fundo  nada  tiene  de  comer- 
cial, salvo  si  adquiriese  fuera  más  materia  prima  para  alimentar  la 
fabricación.  Demangeat  cenviene  en  que  no  ejecuta  acto  de  comercio  el 
propietario  que  cosecha  sus  uvas,  sus  oUvos  y  sus  trigos,  haciendo  vinos, 
alcoholes,  aceite  y  harina;  pero  siendo  la  fábrica  de  azúcar  una  operación 
muy  dispendiosa  y  causando  una  transformación  radical,  opina  con 
Massé  (no  1382),  Alauzet,  n<»«  2974,  2975  y  3024  y  Bravard,  que  aquella 
importa  un  acto  de  comercio  (tomo  6°,  páginas  233  y  345).  Compara  con 
Namur,  n®  63  y  Lyon-Caen,  u9  126,  Manara  n^  22,  etc. 

La  opinión  de  Bédarride  puede  parecer  más  conforme  al  rigor  de  los 
principios ;  pero  la  de  Bravard  será  fi*ecuentemente  la  mas  prá<5tica  y 
conforme   á  la  realidad  de  las  cosas. 

Será  siempre  de  suma  importancia  distinguir  y  establecer  cuál  de  las 
dos  es  la  industria  principal  y  cuál  la  accesoria. 

Se  arguye  que  la  fabricación  del  queso,  manteca,  aceite  ó  harina,  etc.. 
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no  difiere  esencialmente  de  la  del  azúcar,  y  que  la  naturaleza  de  un  acto 
no  depende  del  costo  de  la  fabricación.  Mas,  apurando  este  argumento  se 
llegarla  á  demostrar  que  muchas  manufacturas  y  fábricas  no  constituyen 
empresas  comerciales  ni  actos  de  comercio  siquiera,  y  no  puede  soste- 
nerse justamente  que  el  fabricante  deje  de  serlo,  porque  no  compre  la 
materia  prima,  y  por  esta  sola  circunstancia  haya  de  quedar  fuera  de  la 
protección  de  las  leyes  mercantiles.  Manara,  allí. 

El  valor,  costo,  dispendio  ó  importancia  de  las  operaciones  constituyen 
una  empresa  y  pueden  ser  un  dato  ó  una  presunción  que  descubra  el  pro- 
pósito de  especulación,  siquiera  sobre  la  mano  de  obra. 

Deberá  tomarse  también  en  cuenta  la  profesión  del  empresario,  y  si 
especula  como  fabricante  ó  solo  como  agricultor. 

Y  el  fabricante  en  qué  difiere  del  artesano?  En  la  importancia  de  su 
establecimiento,  el  ensanche  de  sus  operaciones,  la  multiplicidad  de  los 
negocios,  el  mayor  ó  menor  número  de  obreros  que  ocupe,  etc.  (Bódarride, 
no  37,  etc.)  Compara  con  AJauzet,  n®»  2974,  2991  y  2992.  Porque  la  loca- 
ción de  obras  ó  de  industria  no  Uega  á  ser  acto  de  comercio,  sino 
cuando  se  ejerce  en  escala  suficientemente  vasta  para  constituir  una 
empresa  de  manufacturas.  Vé  á  Lyon-Caen,  n9  134,  nota. 

Siempre  que  la  mano  de  obra  es  para  el  artesano  lo  principalf  que  la 
materia  prima  en  que  trabaja  no  es  para  él  sino  el  alimento  ó  la  ocasión 
de  BU  trabajo  manual,  no  hace  acto  de  comercio,  porque  no  especula 
precisamente  sobre  la  reventa  y  solo  busca  una  retribución  ó  salario. 
Esta  doctrina  es  conforme  á  la  del  inciso  2^  del  n®  !<>  del  art.  452  y  á  las 
de  Bravard  (tomo  I*»,  pág.  BO)  y  Alauzet  (n®  2991). 

El  obrero  que  no  confecciona  sino  en  la  medida  de  su  trabajo  personal, 
es  un  artesano  y  no  un  empresario  de  manufacturas,  dice  el  mismo  Bó- 
darride,  Juridiction...  n9  247.  No  ünporta  que  se  acompañe  de  un  ayudante 
ó  de  im  aprendiz,  porque  la  industria  de  maestro,  como  principal,  prevalece 
sobre  la  accesoria,  y  la  especulación  no  tiene  ni  el  carácter  ni  la  impor- 
tancia de  una  empresa  comercial.  Mas  si  emplea  varios  obreros  (aimque 
trabajen  en  sus  casas),  entonces  especula  sobre  el  trabajo  de  éstos  y  rea- 
liza un  acto  de  comercio,  del  mismo  modo  que  si  especulase  sobre  el  valor 
de  la  materia  prima  (Alauzet,  aUí.  Bédarride,  n®  48).  Becien  entonces  es 
un  empresario. 

La  doctrina  por  demás  absoluta  de  Bédarride,  de  que  el  artesano  que 
pone  el  todo  ó  siquiera  parte  de  la  materia  en  que  trabaja,  ejecuta  im  acto 
de  comercio,  es  generalmente  rechazada  y  con  razón.  ¿  Cómo  no  ha  de 
influir  el  más  ó  menos  en  la  calificación  de  una  empresa?  AddCf  Lyon- 
Caen,  n«  118. 

Viniendo  á  las  empresas  de  construcción,  enumeradas  en  el  articulo  ita- 
liano y  en  la  ley  belga,  no  se  exige  que  el  empresario  suministre  los  ma- 
teriales; pero  el  albañil  que  realiza  ima  construcción  con  unos  pocos 
obreros  y  sin  suministrar  los  materiales,  no  hace  sino  ejercer  su  arte  sin 
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mercialas,  depósitos   ó  trasportes  de  mercaderías  ó 
personas  por  agua  ó  por  tierra;'*® 

ningún  espíritu  de  especulación  mercantil.  Namur,  n*»  67,  citando  un 
fallo.  Puede  verse  á  Alauzet,  n»  2980,  Bódarride,  n«  306  á  307 ;  Vidari, 
n««  1403  á  1406,  y  Demangeat  sur  Bravard,  tomo  6«,  páginas  346,  380 
y  381.   Mancíni,  n<»  VIII.   Compara  con  N.  P.  230. 

En  cuanto  al  empresario  de  espectáculos  públicos,  aunque  trabaje  solo, 
necesitará  entregarse  á  actos  frecuentes  de  comercio  para  preparar  y 
ejercer  su  industria. 

Si  los  actores  reunidos  esplotan  el  teatro  en  común  y  en  su  provecho 
esclusivo,  entonces  hay  especulación  sobre  el  trabajo  de  todos  y  los  gastos 
comunes,  y  son  tan  empresarios  como  seria  un  director  (Bédarride, 
n9  286).  Lo  contrario  sucede  con  el  concierto  dado  accidentalmente  por 
un  artista  (Alauzet,  n®  2985,  etc). 

En  los  demás  casos,  los  actores  al  contratar  con  el  empresario  ó  di- 
rector, no  realizan  im  acto  de  comercio,  y  es  arbitrario  equipararlos  á  los 
dependientes  de  un  comerciante  (véase  núm.  7  del  articulo),  como  pre- 
tenden Alauzet,  n^  2984  y  Bédarride,  n^'*  284  y  285.  Véase  á  Demangeat 
sobre  Bravard,  tomo  6®  página  366,  teniendo  presente  la  disposición  del 
art.  7®. 

La  empresa  de  fábricas  siendo  comercial,  vale  decir  que  los  actos  ú 
operaciones  concernientes  á  ella  ó  que  de  ella  se  derivan,  tienen  ese 
mismo  carácter.  Lyon-Caen,  n9  134,  en  nota  2. 

(49)  El  Código  de  1862  decía  testualmente:  las  empresas  de  fábricas, 
comisiones,  depósitos  6  trasportes  de  mercaderías  por  agua  6  por  tierra;  y 
esta  mala  redacción  se  ha  empeorado  con  la  intercalación  de  las  palabras 
mandatos  comerciales,  puesto  que  no  puede  hablarse  de  empresas  de  man- 
datos comerciales.  Es  probable  que  el  Código  de  1862  entendía  referirse, 
como  sus  modelos,  los  códigos  francés,  holandés  y  portugués,  á  las 
empresas  de  comisiones,  de  manufacturas  y  de  trasportes  por  tierra  y  por 
agua,  como  se  demuestra  por  el  uso  de  la  conjimcion  ó;  pero  no  es  dudoso 
que  un  acto  de  comisión  comercial,  como  de  mandato  mercantü,  consti- 
tuye un  acto  de  comercio,  por  hallarse  legislado  en  el  presente  Código 
(art  207  y  221  y  s.  s.)  n»  11  y  art.  162  y  163.  Vé  nota  986.  Otro  tanto  debe 
decirse  del  depósito  (vé  572),  y  la  lógica  me  lleva  á  establecer  lo  mismo 
respecto  al  trasporte  hecho  con  im  propósito  de  especulación:  arg.  del 
n«  7«.  Vé  mi  Proyecto,  art.  674  con  la  nota.  En  contra  N.  P.  366. 
-  La  forma  del  trasporte  es  indiferente.  Se  reputan  actos  de  comercio 
únicamente  ios  trasportes  que  reúnen  á  la  mediación  la  especulación;  el 
propósito  de  una  especulación  permanente  y  la  mediación  como  industria. 

Si  el  que  se  ocupa  del  trasporte  emplea  auxiliares  y  hace  adquisiciones 
de  vehículos,  animales,  etc.,  para  preparar  y  complementar  sus  servicios, 
entonces  con  mayor  razón  habrá  una  especulación  mercantil. 
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Qo  jjQg  seguros^  y  las  sociedades  anónimas,  sea  cual 
fuere  sn  objeto; '^^  V.  n^  6o, 

£1  halador  que  cobra  su  trabajo  no  es  un  empresario,  pero  la  sociedad 
industrial  de  haladores  es  una  empresa  de  trasporte,  en  que  cada  miem- 
bro especula  sobre  la  industria  de  los  demás;  y  tal  industria  se  caracteriza 
como  intermediaria  del  comercio  fluvial  ó  marítimo,  y  como  industria 
complementaría  participa  de  la  Índole  mercantil  de  ese  comercio.  Compara 
con  Bédarríde,  n»  261,  y  con  Bravard  y  Demangeat,  tomo  6»  página  352. 

Los  caminos  de  hierro  del  Estado,  aunque  él  mismo  los  espióte,  estimo 
que  son  una  empresa  comercial,  á  no  ser  que  se  demuestre  que  su  cona* 
truccion  y  sosten  responden  principalmente  á  unes  estratégicos  y  de  de- 
fensa nacional  Yidari,  nP  86.  En  contra,  Alauzet,  n^  2978  y  im  fallo  de  la 
Corte  de  Casación  belga.  Este  último  autor,  al  admitir  que  la  empresa  se 
trueca  en  comercial,  cuando  es  esplotada  por  un  arrendatario  ó  concesio- 
nario, se  muestra  inconsecuente. 

En  cuanto  al  arrendatario  de  una  barca  del  Estado  puesta  para  el  pa- 
saje de  un  rio,  la  opinión  está  muy  dividida.  Bédarride  arguye  que  el 
arrendatario  debe  equipararse  á  un  empleado  del  Estado,  y  que  en  el 
caso  falta  la  especulación  característica  del  acto  de  comercio  (^n®  259). 
Contesto  que  la  equiparación  no  es  jurídica,  porque  el  arrendatarío  alqui- 
la como  especulación  y  especula  por  cuenta  propia  y  para  sí.  Ni  importa 
que  esté  sujeto  á  una  tarifa,  como  suelen  estarlo  los  ferro-carriles.  Por 
otra  parte,  su  industría  es  complementaría  del  trasporte.  Tampoco  es 
completa  la  parídad  establecida  por  aquel  autor  entre  el  barquero  y  el 
rematador  de  los  derechos  de  un  puente  ú  otros  derechos  municipales, 
porque  un  puente,  á  la  manera  de  im  camino,  calzada  etc.,  es  fijo  y  no 
puede  confundirse  con  los  medios  de  trasporte  y  locomoción. 

Cualquier  trasporte  marítimo  es  un  a«to  comercial.  Las  necesidades  de 
la  navegación  y  del  comercio  marítimos  requieren  una  legislación  de 
carácter  uniforme  y  cosmopolita.  Así,  en  todos  los  países  constituyen  una 
materia  propia  de  la  legislación  comercial,  y  todos  los  Códigos  de  Co- 
mercio tienen  un  Hbro  que  trata  del  comercio  marítimo.  Vé  n®  7®  del 
presente  art  y  la  nota  52. 

Es  entendido  que  el  pasajero  no  hace  acto  de  comercio  (Alauzet, 
n«  3004.  Bédarríde,  n»  317.  Demangeat,  pág.  386,  etc.).  Comp.  con  Lyon- 
Caen,  n»  159. 

Del  mandato  y  de  la  comisión  debió  tratarse  antes  de  los  n<»  8»  y  9<>. 

(50)  El  Código  de  1862,  no  obstante  legislar  sobre  toda  clase  de  se- 
guros, solo  enumeraba  entre  los  actos  de  comercio  los  seguros  marítimos. 

Casi  todos  los  Códigos,  inclusive  el  N.  P.  y  autores  establecen  que  los 
seguros  á  prima  son  comerciales,  no  solo  respecto  del  asegurador,  que 
de  ordinario  es  una  empresa,  sino  respecto  del  asegurado  cuando  hace 
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aseg;urar  mercaderías  propias ;  y  agregan  que  los  seguros  mutuos  no  son 
comerciales.  Namur,  n®  1422.  Bódarride,  n9  276  á  278.  Poulle,  n®  83. 
Lyon-Caen,  b9  164,  Vidari,  n»  2647.  Bolafíio,  Degli  atti  di  commercio,  n9  69. 
Solo  el  P.^  el  H.  y  el  Código  italiano  resuelven  que  aún  los  seguros  mu- 
tuos son  comerciales,  doctrina  repudiada  por  el  N.  P.  425.  La  circuns- 
tancia de  que  esas  asociaciones,  en  que  los  asociados  buscan  repartir 
entre  todos  la  pérdida  de  uno  ó  de  algunos,  se  hallan  sometidas  á  mu- 
chas de  las  disposiciones  generales  concernientes  á  los  seguros;  que 
las  prescripciones  del  Código  de  Comercio  deben  regirlas  con  preferencia 
á  las  del  Civil;  que  son  representadas  en  justicia  por  sus  directores,  y 
constituyen  por  consiguiente  una  personalidad  jurídica  distinta  de  la  de 
los  socios,  á  la  manera  que  las  sociedades  comerciales  propiamente  di- 
chas —  todo  lo  cual  demuestra  que  participan  en  algo  de  las  sociedades  y 
de  los  seguros  comerciales  y  se  rigen  por  leyes  mercantiles,  —  parecía 
llevamos  á  la  conclusión  de  que  las  asociaciones  de  seguros  mutuos  eran 
comerciales,  como  lo  establece  el  Código  italiano.  Adde,  Vivante,  Dd 
cotdratto  di  aasicurazione^  n®  8.  Pero  tal  conclusión  no  es  rigorosa,  y  aun- 
que esas  asociaciones  hayan  de  gobernarse  por  la  ley  comercial  (art.  527), 
la  verdad  es  que  no  tienen  los  caracteres  de  un  acto  de  especulación  co- 
mercial y  sería  impropio  verlas  declaradas  en  quiebra. 

Sin  embargo,  la  enunciación  absoluta  del  presente  número  que  usa  de 
la  palabra  seguros,  sin  hacer  distinción  de  ninguna  clase  y  las  disposi- 
ciones combinadas  del  n9  11  y  del  citado  527,  autorizan  á  concluir  que 
los  autores  de  la  disposición  consideran  comercial  cualquier  especie  de 
seguro,  talvez  sin  haberse  dado  la  pena  de  estudiar  el  caso.  En  cuanto  á 
sí  podrán  caer  en  quiebra,  á  causa  de  la  vaguedad  del  1379,  inc.  2<»,  la  duda 
es  aún  mayor ;  pues  nadie  podría  afirmar  con  conciencia  si  las  socieda- 
des de  seguros  mutuos  son  colectividades  que  revisten  el  carácter  de  co- 
merciantes. Vé  la  nota  siguiente. 

(51)  El  art  403  inc.  2»  del  Cód.  de  1862  repetía :  toda  sociedad  anó- 
nima es  comercialy  cualquiera  que  sea  su  objeto^  y  el  282  es  aun  mas  ex- 
plícito, pues  establece  que  son  también  mercantiles  las  sociedades  anó- 
nimas, aunque  no  tengan  por  objeto  actos  de  comercio.  Esta  era  la  opi- 
nión de  los  comerciaUstas  mas  reputados  anteriores  al  Código,  Pardessus, 
Delangle  y  Nouguier,  y  del  mismo  Cód.  alemán  de  1869  (mediante  la 
ley  de  Jimio  11  de  1870),  que  ha  estendido  la  disposición  &  la  sociedad 
en  comandita  por  acciones  (art.  174).  La  jurisprudencia  francesa,  pos- 
terior á  1857  (fecha  de  la  elaboración  del  Código  de  Velez  y  Acevedo), 
es  la  consagrada  en  el  inciso  V*  del  art  282  citado. 

Pero  la  cuestión  reside  en  saber  si  es  comercial  la  sociedad  anónima 
que  tiene  por  objeto  especular  en  la  compra  y  venta  de  inmuebles ;  y 
aunque  podrían  escogitarse  argumentos  en  pro  y  en  contra,  soy  de  opi- 
nión que  tal  sociedad  es  comercial,  opinión  que,  según  parece,  es  la  en- 
señada en  la  Universidad  de  esta  Capital  y  sostenida  por  Bédamde  y 


ABT.  8  n«>.  7o  41 

7o  Lo8  fletamentos,^'   oonstraooión,  ^  oompra  ó  venta 


Dalloz.  La  razón  capital  es  que  el  carácter  mercantil  es  asignado  á  la 
sociedad  anónima  por  el  legislador  en  fuerza  de  su  sola  forma  y  sin 
tomar  en  cuenta  su  objeto.  Sea  cwü  fuere  su  objeto,  es  la  espresion  enér- 
gica de  la  ley,  y  esas  palabras  desautorizarían  toda  distinción,  distin- 
ción que  no  podría  fundarse  en  razón  alguna  atendible. 

Es  verdad  que  no  se  consideran  mercantiles  las  compras  de  bienes 
raices  (452)  y  sólo  es  mercantil  la  compra  ó  venta  de  cosas  muebles 
(451);  pero  esto,  que  nadie  niega,  no  se  opone  á  mi  tesis,  que  admite  que 
la  compra  de  inmuebles  es  un  acto  civil,  y  la  ley  nos  muestra  que  la 
sociedad  anónima  es  comercial,  atmque  tenga  por  objeto  la  realización 
actos  civiles.  Compara  con  la  nota  38. 

En  cuanto  á  si  tales  sociedades  pueden  caer  en  quiebra,  parece  que  si, 
pues  ni  el  1379  inc.  2^  distingue,  ni  se  ha  aceptado  la  sabia  disposi- 
ción del  Cód.  I.,  adoptada  en  mi  Proyecto  (266),  y  en  el  N.  P.,  que  esta- 
blece lo  contrarío.  Compara  lo  dicho  con  la  nota  60  precedente ;  y  con 
I.  229,  B.  136,  N.  P.  106,  Namur  n«  1397,  Pardessus  n»  1207,  Massé 
n«  2666,  Bravard-Veyríerés,  paginas  173,  174,  178  y  180.  Delamarre  y 
Le  Poitvin,  H  pág.  468.  Mancini,  n»  CXI.  Vídarí,  n*  577  á  581  (471  en 
3»  ed.).  Lehr,  n»  202.  Troplong,  n«  328  y  sig.  Pont,  n»«  121y  122.  Duver- 
gier,  no»  481  y  485.  Alauzet,  n"  371,  510,  511  y  538.  Bédarríde,  n~  96, 
97,  122,  123  y  241.  Namur,  n«  904.  Bing,  pág.  56.  Duvidier,  pág.  36  y  37, 
y  autores  que  cita.  Afínales  de  droü  commercial  1887,  Jurispr.  pág.  180 
á  183.  Para  ser  lógico,  nuestro  Código  debió  estender  su  disposición  á 
toda  sociedad  por  acciones.  Yé  nota  1007. 

(52)  Es  decir,  el  arrendamiento  de  un  buque  para  el  trasporte  de  mer- 
caderías ó  personas  (1018).  La  disposición  del  7  quita  todo  interés  á  la 
cuestión  de  si  el  acto  es  siempre  comercial  con  relación  al  fletador  (vé  á 
Lyon-Caen,  n.<*  158,  &*).  En  el  arrendamiento  de  un  buque  que  no  ha  de 
navegar,  puede  faltar  también  el  propósito  de  especulación,  y  acaso  para 
ambos  contratantes  y  entonces  no  habría  un  acto  de  comercio.  Vé  la 
nota  49  hacia  el  fin. 

Para  armonizar  este  número  con  el  b^  diremos  que  el  presente  se  re- 
fiere al  fietamento  marítimo,  apoyándome  en  la  frase  y  todo  h  rdativo  al 
comercio  marUimOf  y  el  6<»  es  referente  á  los  demás  fletamentos. 

(53)  Se  ha  hecho  esta  adición,  tomándola  de  mi  Proyecto  (4),  cuyo 
n^  21  se  hallaba  redactado  asi :  "  La  enajenación  y  adquisición  de  bu- 
ques, asi  como  la  adquisición  de  aparejos,  provisiones  y  combustible 
para  los  mismos,  y  la  construcción  de  buques,  salvo  si  se  demostrare 
que  en  la  enajenación,  la  adquisición  ó  construcción  del  buque  no  hubo  un 
propósito  de  espedüacion".  Esta  disposición  la  fandaba  yo  en  los  térmi- 
nos siguientes: 
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de  buques,'^  aparejos,  provisiones^^  y  todo  lo  relativo 
al  comercio  marítimo;  ^  V.  n^  6o.  P.  nos  Qo  y  70. 

Pardessus  n®  47,  y  Demangeat  VI,  pág.  381  (y  Lyon-Caen,  nP  155), 
requieren  un  propósito  de  especulación  en  la  compra  ó  en  la  venta;  de 
modo  que  si  la  adquisición  del  buque  es  con  el  fin  de  efectuar  viajes  ó 
paseos  y  el  anaj enante,  antes  de  venderlo,  lo  poseía  con  idénticos  fines, 
la  compra  y  la  venta  serian  actos  puramente  civiles.  Mientras  que  Alau- 
zet  {n9  3003)  establece  que  "  todo  acto  de  enajenación  de  buques  á  titulo 
oneroso,  cualquiera  que  sea  el  propósito  que  á  ella  haya  presidido  y  sin 
que  ninguna  mira  de  especulación  mueva  á  los  contratantes,  es  por  su 
naturaleza  misma,  un  acto  de  comercio^\ 

La  doctrina  del  n^  21  se  desvia  tanto  de  esta  última  como  se  aproxima 
á  la  de  Demangeat,  y  es  congruente  con  la  de  los  números  I»  y  6«.  (Vé 
las  notas  54  y  siguiente). 

En  cuanto  al  armamento  y  equipo  de  un  buque,  constituyendo  el  com- 
plemento esencial  de  la  nave,  debia,  en  virtud  de  la  teoría  de  lo  acceso- 
rio, seguir  la  naturaleza  y  suerte  de  lo  principal  (Véase  452  n®  I»  y  861). 

El  armador  de  un  buque,  aunque  lo  haga  por  \ma  sola  vez  y  sin  el  con- 
curso de  nadie,  realiza,  pues,  im  acto  de  comercio;  y  con  mayor  razón  las 
asociaciones  de  armadores  del  n<>  22  siguiente,  porque  la  empresa  y  su 
carácter  mercantil  se  caracterizan  mejor  en  la  asociación.  Respecto  á  la 
adquisición  de  provisiones,  véase  el  n®  312  de  Bédarride. 

Cuando  se  dice  construcción,  se  entiende  los  actos  jurídicos  relativos 
á  ella. 

(54)  Aunque  no  sea  con  la  mira  de  lucrar  con  su  enajenación,  arriendo 
ó  subarriendo,  pues  existiendo  tcü.  mira,  el  caso  estaría  mas  bien  legis- 
lado en  el  n»  I®  (vé  857).  Parece,  pues,  que  este  Código  ha  adoptado  el 
dictamen  de  Alauzet,  n®  3003,  persiguiendo  probablemente  el  propósito  de 
someter  á  una  sola  ley  y  jurisdicción  todo  lo  relativo  al  comercio  ma- 
rítimo. 

De  todos  modos,  para  ser  lógico,  ha  debido  generalizar  la  redacción,  re- 
firiéndose k  toda  enajenación  y  adquisición  por  titulo  oneroso,  y  estender 
el  mandato  'del  presente  n^  á  toda  operación  relativa  á  la  navegación  sin 
limitarse  al  comercio  maritimo.  Véase  el  rubro  del  Libro  3^  con  la  nota. 

(55)  Debió  decir,  y  provisiones,  agregando  ademas  la  coma  que  existia  en 
el  original,  para  que  no  aparezca  que  la  construcción  de  aparejos  es  un 
acto  de  comercio. 

En  las  provisiones  queda  comprendido  el  combustible,  de  que  el  buque 
tenga  necesidad  para  navegar  ó  para  consumirlo  en  otra  forma.  Vé  la 
nota  53. 

(56)  Los  seguros  y  los  demos  contratos  concernientes  al  comercio  marüi" 
nwj  dice  el  633  francés;  y  nosotros  debemos  leer,  todo  acto  jurídico  relativo 
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á  la  navegación^  porque  solo  los  actoB  jurídicos  son  reglados  por  la  ley,  y 
porque  no  se  vé  iina  razón  para  distinguir  el  comercio  marítimo,  de 
cualquier  otro  que  se  efectúe  por  agua  (vó  n<»  B«),  y  este  Código  tampoco 
los  distingue.  Vé  el  rubro  del  Libro  3«  con  la  nota  2822. 

Quedan  comprendidos  en  nuestro  inciso :  la  carena  de  buques,  por  una 
razón  idéntica  á  la  construcción  de  los  mismos  y  porque  esos  actos  tienen 
relación  con  la  navegación;  los  seguros  contra  los  riesgos  de  la  navega- 
ción (1155  á  1260)  y  los  préstamos  á  la  gruesa;  la  hipoteca  naval  (vé  1351); 
las  espediciones,  depósitos  (vé  572)  y  consignaciones  relativas  á  la  mis- 
ma, las  operaciones  de  los  capitanes,  sobrecargos  y  contramaestres  de  bu- 
ques, en  lo  conciemiente  á  sus  funciones  (arg.  del  n^  10),  las  convenciones 
relativas  á  los  salarios  de  los  sobrecargos,  capitanes,  oficiales,  maquinis- 
tas, foguistas  y  demás  tripulación  del  buque  (arg.  del  n»  9«),  las  conven- 
ciones de  los  corredores  marítimos  (n®  3<»),  pilotos  lemanes  y  gente  de  mari 
para  el  servicio  del  buque,  y  los  hechos  que  producen  obligaciones  en 
los  casos  de  averias,  abordajes,  naufragios  y  salvamentos  (n®  11)  P. 
205.  H.  5. 

Las  espediciones  marítimas.  Así,  el  que  arma  ó  apresta  un  buque,  si- 
quiera sea  destinado  á  la  pesca,  queda  sujeto,  en  cuanto  á  sus  obligacio- 
nes de  armador,  á  las  leyes  y  jurisdicción  mercantiles.  Demangeat,  pág. 
383.  Alauzet,  n»  3004. 

Los  depósitos  de  mercaderías  del  comercio  marítimo  son  actos  mer- 
cantiles, aunque  el  depositario  no  sea  una  empresa ;  pero  parece  que  no 
realiza  un  acto  de  comercio  el  particular  que  acepta  en  sus  almacenes  ó 
piezas  las  mercaderías  de  un  naufragio. 

En  fin,  las  consignaciones  ó  comisiones  marítimas  deben  ser  mercan- 
tiles con  mas  razón  que  una  comisión  comercial  cualquiera.    Véase  n<*  5. 

El  préstamo  á  la  gruesa,  que  semeja  al  seguro,  es  peculiar  al  comercio 
marítimo  y  constituye  una  especulación  eminentemente  mercantil  de  parte 
de  ambos  contratantes. 

Las  operaciones  del  capitán,  sobre-cargo  y  contramaestre  en  lo  con" 
cerniente  á  sus  funciones  deben  reputarse  actos  de  comercio,  por  la  misma 
razón  que  las  de  los  dependientes  {n^  8<>). 

Así,  el  art.  947  del  Cód.  antes  vigente  presenta  el  ejemplo  de  un  prés- 
tamo contraído  por  el  capitán. 

Como  ejemplo  de  un  contrato  relativo  al  comercio  marítimo,  Deman- 
geat cita  el  convenio  por  el  cual  el  capitán  se  encarga  de  una  pacotilla 
para  venderla  en  viaje,  mediante  cierta  parte  en  la  ganancia. 

£1  contrato  del  baqueano  ó  práctico  de  nuestros  ríos,  no  menos  que  el 
del  piloto  de  altura  y  el  lemán,  para  el  servicio  de  la  nave,  es  también 
un  acto  de  comercio ;  porque  nuestras  leyes  no  hacen  una  profunda  sepa- 
ración entre  las  navegaciones  marítimas,  costera  y  fluvial,  notas  54  y  56} 
y  porque  no  se  alcanza  una  razón  fundamental  para  opuestas  soluciones. 
En  contra  el  fallo  de  una  Corte  francesa  citado  por  Alauzet,  bP  3007.    . 
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8o  Las  operaciones  de  los  factores,  tenedores  de  libros  y 
otíos  empleados  de  los  comerciantes,  en  cuanto  con- 
cierne al  comercio  del  negociante  de  quien  depen- 
den; ^7  V.  liO  7o.  P.  204  no  9o. 

9o  Las  convenciones  sobre  salarios  de  dependientes  y 
otros  empleados  de  los  comerciantes;  ^^  V.  no  8o.  Comp. 
F.  634o. 

Pueden  compararse  nuestros  n«>«  con  el  art.  3.»  chileno,  el  633  francés 
y  13  n®  11  del  Proyecto  de  Sampaio  Púnentel. 

Los  daños  causados  en  la  carga  ó  en  el  buque  son  accidentes  propios 
de  la  navegación,  y  debian  tener  su  legislación  peculiar  en  la  ley  de  co- 
mercio. Se  hallan  en  el  mismo  caso  los  abordajes,  naufragios  y  salva- 
mentos ;  y  todo  persuade  que  estas  materias,  casi  técnicas,  puede  decirse, 
se  gobiernen  por  las  leyes  y  usos  mercantiles  y  se  juzguen  por  sus  jueces 
propios ;  sin  perjuicio  del  castigo  del  delito,  si  procede. 

(57)  La  comisión  comercial  y  el  mandato  mercantil  (n<>  6  y  nota  49); 
y  por  consiguiente  las  operaciones  de  los  liquidadores  de  una  casa  de 
comercio  (vé  440),  factores,  tenedores  de  libros  y  otros  empleados  de  los 
comerciantes,  en  lo  que  concierna  al  comercio  del  negociante  de  quien 
dependen  ó  al  mandato  conferido,  asi  como  las  convenciones  sobre  salarios 
de  dichas  personas  (4  n»  7<»  de  mi  Proyecto).  Por  donde  se  vé  que  la  re- 
dacción de  nuestro  n9  es  diminuta  y  debió  comprender  parte  del  6<>. 

Respecto  á  los  factores  y  dependientes,  aunque  no  sean  comerciantes 
sino  agentes  auxiliares  del  comercio,  y  sus  actos  sean  comerciales  úni- 
camente con  relación  al  principal,  siguen  la  carrera  del  comercio  y  no 
seria  justo  escluirlos  de  la  acción  protectora  de  las  leyes  y  Jueces  de 
comercio.  Estos  se  hallan  mejor  preparados  para  apreciar  si  el  factor  ha 
llenado  con  inteligencia  y  fidelidad  sus  funciones,  y  es  de  interés  general 
para  el  comercio  dice,  Demangeat,  que  las  contestaciones  entre  patrón 
y  dependientes  sean  terminadas  con  prontitud. 

Agregaré  que  en  el  número  quedan  comprendidas  también  las  rela- 
ciones de  comercio  de  los  dependientes  entre  sí.  Sampaio  (art.  13  inciso  5®) 
Compara  con  Bravard,  páginas  415  y  416. 

Motivos  idénticos  á  los  antes  espuestos,  fundan  la  comercialidad  de 
los  actos  del  liquidador  de  una  casa  de  negocio.  Esa  liquidación,  ha  dicho 
la  Corte  de  Casación  francesa,  se  compone  y  se  complica  necesariamente 
de  operaciones,  cuestiones  y  negocios  comerciales,  que  son  esencialmente 
de  la  competencia  de  los  tribunales  de  comercio  (Fallo  de  Noviembre 
20, 1834). 

(58)  Yé  la  nota  59,  al  fin. 

En  aJgun  caso  puede  suceder  que  la  carta  de  crédito  sea  civil  para 
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10  Las  cartas  de  crédito,  ^  fianzas,  prenda  y  demás  aooe- 
sorios  de  nna  operación  comercial;^*  De  mi  1^. 

1 1  Los  demás  aotos  especialmente  legislados  en  este  Có- 
digo.^ N.  E.  2°  ino.  2o  N.  P.  2o. 

ambas  partes,  puesto  que  no  se  trata  de  documentos  endosables  (vé  486) 
y  esencialmente  mercantiles;  pero  no  hallándose^  como  debiera,  regla- 
mentada en  el  Código  Civil,  el  Juez  de  lo  Civil  tendria  que  aplicar  las 
disposiciones  contenidas  en  484  á  491,  como  leyes  análogas.  Vé  art.  16 
de  aquel  Código,  572  del  E.  y  444  del  P.  £1  n?  11  hacia  innecesario  casi 
todo  este  n^  10. 

(59)  La  fianza  en  el  caso  del  478,  y  la  prenda  en  el  del  580.  Este  n»  se 
ha  inspirado  en  el  art.  I»  de  mi  Proyecto. 

Accesorios  de  la  obligación  llama  el  Cód.  Civ.  524,  á  la  fianza,  á  la  prenda 
y  á  la  hipoteca. 

Respecto  á  la  fianza,  yo  prefiero  la  doctrina  del  478,  aimque  otra  cosa 
prevalezca  en  la  jurisprudencia  francesa  (Lyon-Caen,  n^  182)  y  se  sus- 
tente por  Manara  (d»  161  á  164);  porque,  teniendo  la  obligación  del  fiador 
por  objeto  la  misma  prestación  que  forma  la  materia  de  la  obligación 
principal  (C.  Civ.  1995),  es  fuerza  que  se  rija  por  las  mismas  leyes,  y 
porque,  si  Lyon-Caen  sostiene  que  la  prenda  es  comercial  por  el  solo 
hecho  de  ser  dada  con  ocasión  de  una  deuda  mercantil  por  apUcacion  de 
una  regla  general  (n»  174  bis),  debe  concluirse  que  también  la  fianza  toma 
el  carácter  del  contrato  principal  á  que  accede.  Vé  á  Yidari,  n9  5294. 

Cuáles  son  los  demás  accesorios  á  que  se  refiere  nuestro  n^? 

En  la  discusión  del  Cód.  I  itaUano  se  escusó  enumerar  la  prenda  y  la 
fianza,  porque  la  comisión  dio  por  establecido  que  los  contratos  accesorios 
siguen  la  naturaleza  del  contrato  principal]  pero  yo  no  me  atreverla  á  incluir 
la  hipoteca  entre  los  accesorios  de  nuestro  n»,  (vé  Manara,  n^  164)  ni 
sabría  decir  á  que  accesoríos  quiere  referirse.  £1  aval  no  es  propiamente 
una  obligación  accesoria,  sino  una  obligación  distinta  y  personal  (735). 
Es  cierto  que  la  cláusula  penal,  el  pacto  relativo  á  estadías  y  sobrestadías 
son  un  convenio  ó  cláusula  accesoria;  pero  constituyen  parte  integrante 
del  contrato,  y  no  un  acto  jurídico  separado  que  pueda  ser  civil  ó  comer- 
cial. La  carta  de  crédito  tampoco  constituye  ima  obligación  accesoria 
(final  de  la  nota  1730). 

(60)  En  este  n*'  no  se  comprenden  las  sociedades  (vé  282),  ni  el  mutuo 
(vé  558),  y  apenas  quedan  encerrados  la  cuenta  corriente,  la  contrata  de 
gente  de  mar,  el  contrato  de  los  pasajeros,  el  abordaje,  la  arríbada  forzosa 
y  el  naufragio,  si  los  tres  últimos  pueden  llamarse  con  propiedad  actos 
de  comercio,  y  suponiendo  que  todos  esos  actos  (escepto  la  cuenta  cor- 
riente), no  se  encuentren  incluidos  en  la  frase  última  del  n^  7<>,  como  rela- 
tivos á  la  navegación  y  comercio  marítimo. 
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-  Es  que  este  inciso,  que  ha  sido  ideado  para  orillar  las  gravísimas  difi- 
cultades de  la  materia  (nota  35),  es  una  fórmula  empírica  sin  ninguna 
importancia  como  criterio  para  resolver  una  dificultad  cualquiera.  Nadie 
ignora  la  generalidad  de  que  el  Código  de  Comercio  legisla  los  actos  de 
comercio;  pero  la  dificultad  reside  en  otra  parte,  como  se  vé  por  los  n'®» 
precedentes,  pues  ni  todos  los  contratos  legislados  en  el  Cód.  son  mercan- 
tiles, ni  figuran  en  él  todos  los  actos  de  comercio:  ejemplos,  el  arriendo, 
la  dación  en  pago,  el  pago  indebido,  la  gestión  de  negocios,  &,  &. 

Muy  poco  acertado  ha  andado  el  N.  P.  al  limitarse  k  la  disposición  de 
nuestro  n^,  exagerando  así  la  tesis  del  N.  £.  que  establece:  serán  repu- 
tados actos  de  comercio  los  comprendidos  ó  especificados  en  este  Código, 
7  cualesquiera  otras  de  naturaleza  análoga.  "Acusa  este  artículo,  dice  la 
Revista  de  los  Tribunales,  uno  de  los  defectos  mas  capitales  del  moderno 
Código,  que  por  huir  las  enumeraciones  siempre  incompletas,  ha  caido  en 
el  es  tremo  de  patrocinar  una  fórmula  vaga  é  indeterminada,  por  donde  se 
abre  anchurosa  entrada  al  espíritu  pendenciero  y  á  la  mala  fé." 

Por  mi  parte,  después  de  29  n^"  dedicados  4  la  enumeración  de  los 
actos  de  comercio  (la  Reforma  de  1873  cuenta  21  y  el  I  24),  agregaba  el 
d9  28,  asi  concebido:  "todos  los  demás  actos  que  en  los  términos  y  para 
los  efectos  de  este  Código  impusieren  deberes  ó  confirieren  derechos" ; 
porque,  por  muy  completa  que  sea  una  enumeración,  es  inevitable  que 
queden  fuera  del  cuadro  algimos  actos.  Mas  como  los  actos  se  diversifican 
indefinidamente  y  el  comercio  crea  otros,  era  preciso  buscar  una  fórmula 
general  ó  sea  la  definición  científica  del  acto  de  comercio,  procediendo 
de  este  modo  como  al  tratar  de  las  averias  en  que,  después  de  dar  una 
definición  general  de  ellas  se  desciende  á  enumerarlas  (vé  1312,  1313, 
1316,  1317  y  1319.) 

La  definición  que  adopto  es:  Acto  de  comercio,  es  todo  acto  jurídico 
ejecutado  con  un  propósito  actual  de  especulación  que  importe  una  me- 
diación directa  entre  el  productor  y  el  consiunidor  y  cuyo  resultado 
inmediato  sea  realizar  ó  activar  la  circulación  de  la  riqueza.  Compara  con 
el  n^  31  de  mi  Proyecto  y  con  Manara,  n*»  16.  La  definición  es  del  acto  de 
comercio  absoluto  ú  objetivo  (vé  nota  27).  El  comerciante  es,  pues,  el 
intermediario  por  excelencia.  Puede  compararse  lo  espuesto  con  el  Pro- 
yecto de  Sampaio,  12  y  13  n»  14;  Vidari,  n««  15  y  90,  Alauzet  n»"»»  1,  12, 
2962,  2991  y  3001.  Bédarride,  n«  205.  Namur  n<»«  24  y  26  y  Bravard- 
Yeyriéres,  I  pág.  48  á  50.  Asi  quedan  comprendidos  en  la  definición  los 
actos  de  naturaleza  análoga  á  que  se  refiere  el  art.  del  N.  E.  y  estamos 
habilitados  para  examinar  algunos  actos  comerciales  omitidos  en  este 
Código,  y  hacer  una  crítica  de  las  disposiciones  dispersas  que  se  relacionan 
con  esta  materia. 

La  gestión  de  negocios  comerciales  es  el  hecho  puramente  voluntario 
del  que  hace  por  otro  un  acto  de  comercio,  sin  saberlo  el  propietario;  y 
obliga  á  éste,  cuando  la  hubiere  aprobado  ó  le  resultare  una  utilidad  evi- 
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dente,  decfa  el  Código  de  1862  en  su  art  332;  y  mientras  que  se  ha 
mantenido  la  del  333  en  nuestro  art.  230,  cuando  no  hace  sino  repetir  lo 
dispuesto  en  el  23i)5  del  Oód.  Civ.,  se  ha  suprimido  el  332.  Por  lo  demás, 
estando  equiparada  la  gestión  de  negocios  al  mandato,  será  ella  comercial 
en  las  mismas  circunstancias  en  que  éste  lo  sería:  dicho  332.  Ratificado 
el  negocio,  se  aplican  las  reglas  del  mandato  (vé  2306  Oód.  Civ.  con  mis 
notase;  pero  si,  no  interviniendo  ratificación,  resultare  al  dueño  luia  utilidad 
evidente,  creo  que  éste  deherá  abonar  una  comisión  al  gestor,  porque  no 
debe  lucrar  con  el  trabajo  ajeno,  porque  los  actos  de  los  comerciantes 
nunca  se  presumen  gratuitos,  porque  el  comisionista  que  se  excede  en  su 
comisión  tampoco  pierde  su  remuneración,  cuando  resulta  ventaja  al 
comitente  ó  éste  la  ratifica  (242  n^  1^  y  S^);  y  porque,  el  comerciante  que 
en  el  ejercicio  de  su  profesión  hubiere  prestado  sus  cuidados  y  servicios 
á  cualquiera  persona,  puede,  sin  necesidad  de  convenio,  exigir  tma  co- 
misión, y  además,  si  se  tratare  de  la  guarda  de  las  mercaderías,  un 
derecho  de  almacenaje,  calculados  una  y  otro  con  arreglo  á  los  usos  del 
lugar  (256  y  673.  Manara  n<»  67.  Vidari,  n~  1640  y  1866.  Delamarre  11, 
n9  70.  Alauzet,  n9  72):  disposición  del  290  alemán,  cuya  justicia  es  de 
toda  evidencia.  En  contra  Cód.  Civ.  2304  y  Massé,  b9  2632.  El  punto  nos 
ofrece  así  una  demostración  de  la  preferencia  que  debe  acordarse  á  las 
leyes  mercantiles  análogas  sobre  las  disposiciones  del  Cód.  Civ.  Yé  nota  3. 

Sobre  gestión  de  negocios  puede  verse  á  Alauzet,  n®  2960.  Namur, 
n<»  105.  Delamarre,  11,  pág.  82  á  108.  Vidari,  n<»  2005  á  2007.  Manara, 
n~  66  á  68  y  169.  Lyon-Caen,  n<»  177.  R  782,  B.  163.  Cód.  «v.  2292  y  2293. 

Respecto  al  pago  indebido,  como  la  lógica  exige  que  su  restitución  se 
pida  ante  los  mismos  jueces  del  cumplimiento  de  la  obligación,  debe  con- 
cluirse que  la  repetición  del  pago  indebido  de  una  obligación  comercial  se 
hará  ante  el  juez  de  comercio.    Adde,  Manara,  n®  68.  Alauzet,  b9  2960. 

Respecto  de  las  obligaciones  que  derivan  de  la  ley  (ex  lege),  el  interés 
práctico  de  la  investigación  será  muy  poco;  ya  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  n®  11,  y  en  el  art.  6o,  inc.  2,  ya  porque  la  legislación  civil  y  la  co- 
mercial difieren  muy  poco  al  respecto.    Véase  á  Manara,  n<>*  71  y  72. 

Pienso  con  Pardessus  (n»  63)  que  los  delitos  ni  los  cuasi-delitos  nunca 
pueden  ser  actos  de  comercio;  con  excepción,  tal  vez,  del  caso  de  abordaje, 
(Bédarride,  no  187,  etc.)  y  algún  otro  caso  análogo;  aunque  nada  parezca 
repugnar  á  que,  consultando  la  ventaja  del  comercio,  ciertos  actos  ilícitos 
sean  juzgados  comercialmente;  como,  por  ejemplo,  la  violación  de  una  ley 
prohibitiva  extraña  á  un  contrato  ó  realizada  en  daño  de  un  3»,  no  contra- 
tante. Compara  con  Curia  Filípica,  Consulado,  n®*  13  y  14.  Namur,  n®  106 
y  Lyon-Caen,  n»»  177  y  178.  La  lesión  ó  muerte  de  un  viajero  (184) 
se  supone  que  nace  de  un  contrato  de  transporte  y  no  queda  comprendida 
en  la  excepción.  Vé  á  Lyon-Caen,  n»  180  y  á  Manara,  n»»  181  y  184.  La 
C.  de  lo  Com.  ha  declarado  que  las  consecuencias  de  un  acto  ilícito  no  son 
justiciables  ante  el  juzgado  de  com.  tom.  11,  pág.  46. 
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CAPÍTULO  SEGUNDO 

De  la  capacidad  legal  para  ejercer  el  comercio'.®* 


Sin  embargo,  Massó  (n^  963  y  2631),  Alauzet  (n«  2966),  Lyon-Caen 
(n<»  173,  177  y  178),  Vidari,  n<»»  6290  á  6293  y  sobre  todo  Manara,  pág.  122 
y  319  á  427  sostienen  que  la  concurrencia  desleal  y  la  falsificación  son,  en 
derecho  francés,  delitoa  coniereialea,  y  que  lo  es  también  el  acto  ilícito 
realizado  con  ocasión  npsma  del  comercio  del  demandado,  se  relaciona  con 
ese  comercio  y  tiene  por  fín  proveer  á  él. 

Descartando  lo  que  es  peculiar  á  la  legislación  y  jurisprudencia  fran- 
cesa, no  puedo  suscribir  á  la  doctrina  de  esos  jurisconsultos,  que  en 
varias  ocasiones  confunden  el  cuasi-delito  con  la  simple  falta  ú  omisión 
en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  nacidas  de  un  contrato  ó  cuasi- 
contrato  (vé  Lyon-Caen,  n»  180;  Alauzet,  n^  69  y  Manara,  pág*.  126,  126, 
320,  337,  368  y  n»  182)  y  que  para  ser  lógicos  debieran  atribuir  4  los 
jueces  de  comercio  el  juicio  penal  de  quiebra.  Verdad  que  Manara  (jn9  69 
á  66)  vá  hasta  sostener  que  la  partición  de  herencia  puede  ser  un  acto  de 
comercio. 

Al  estudiar  las  disposiciones  respectivas  de  este  Código  tendremos 
ocasión  de  convencemos  de  nuevo  de  que  en  la  clasificación  de  los  actos 
de  comercio  se  ha  procedido  tan  empíricamente  como  hasta  aquí,  es  decir, 
sin  sujeción  á  principios  fijos  y  callando  sóbrelos  puntos  mas  interesajites. 

Para  cerrar  este  estudio  de  los  actos  de  comercio,  diré  que  ellos  se  di- 
viden en  objetivos  ó  absolutos  (8)  y  en  sujetivos  ó  rdativos  (nota  27);  en 
principales  y  accesorios  (notas  67  y  68);  y  en  actos  esencial  ó  caxlusiva- 
mevUe  mercantües,  es  decir,  erga  omnes,  por  su  forma  ó  modo  peculiar  al 
comercio,  ó  por  su  materia  ú  objeto,  los  cuales  son  regidos  por  la  ley 
mercantil,  aunque  falte  el  propósito  de  una  especulación  comercial, 
encontrándose  en  este  caso,  la  cuenta  corriente,  la  sociedad  anónima 
(nota  61),  los  papeles  de  comercio  (n<»  4P  y  nota  47),  las  operaciones  de 
bolsa  y  banco  y  los  actos  relativos  á  la  navegación  y  al  comercio  ma- 
rítimo (no  7»).  Los  actos  opuestos  á  estos  no  son  esencialmente  comerciales 
y  se  caracterizan  en  cada  caso  por  su  propósito  de  lucro,  y  envuelven  así 
especulación  y  riesgo.  Pero  esta  última  subdivisión  tiene  un  valor 
puramente  doctrinario.  Puede  compararse  con  las  categorías  propuestas 
por  Delamarre  y  Boistel,  que  no  encuentro  aceptables  sino  parcialmente, 
y  véase  á  Demangeat  y  Bravard,  VI  pág.  320  y  321. 

El  presente  artículo  compárese  con  F.  632  á  634,  P.  204,  E.  369;  Ch.  3, 
que  es  el  8o  de  la  Reforma  de  1873;  con  A.  271  á  276;  I.  3;  12  á  11  del 
Proyecto  de  Sampaio  Pimentel,  y  con  ley  belga  (2  y  3)  de  1872  (Namur, 
no  36  á  111). 

(61)  Nótese  que  el  lo  habla  de  ejercer  ados  de  comercio  y  el  inciso  2» 
del  9  presente  de  celebrar  actos  de  comercio,  y  que  la  frase  ejercer  él 
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Abt.  9° 

Es  hábil  para  ejercer  el  comercio  ^^  toda  persona  que,  segon 
las  leyes  comnaeS;  tiene  la  libre  administración  de  sus  bienes.  ^^. 

Los  que  según  esas  mismas  leyes  no  se  obligan  por  sus 
pactos  ó  contratos,  son  igualmente  incapaces  para  celebrar 
actos  de  comercio,  ^^  salvas  las  modificaciones  de  los  artículos 
siguientes.  V.  S^.  E.  3.  P.  13.  W.  5o  Br.  l^. 

Abt.  10 
Toda  persona^^  mayor  de  diez  y  ocho  años^^  puede  ejercer 


comercio  ni  es  satísíactoria  ni  tiene  un  significado  preciso.  Entiendo 
que  comerciar  (17)  ó  ejercer  el  comercio  no  es  lo  mismo  que  ser  comer- 
ciante, 7  si  lo  fuere,  ha  debido  usarse  de  la  frase  conocida.  Asi,  los  que 
tienen,  incapacidad  absoluta  ó  relativa  no  pueden  celebrar  por  sí  válida- 
mente actos  de  comercio  (este  art  y  el  30  del  Cód.  de  1862),  mientras 
que  á  las  personas  enumeradas  en  el  22,  sólo  se  les  prohibe  el  ejercicio 
del  comercio  (vé  23),  inhabilitándolas  así  para  ser  comerciante  3  (vé  1^). 

(62)  Esta  terminología  envejecida  no  armoniza  con  la  del  Cód.  Civ.  y  el 
inciso  debió  redactarse  así:  toda  persona  que  según  el  Cód.  Civ.  no  se 
halle  afectada  de  incapacidad  absoluta  ó  relativa,  es  hábü  para  ejercer 
actos  de  comercio.    Vé  51  á  55  de  dicho  Cód.  con  mis  notas. 

(63)  O  mejor:  ^Los  que  según  el  Cód.  Civ.  tienen  incapacidad  absoluta 
ó  relativa  no  pueden  celebrar  válidamente  actos  de  comercio  ni  ser  co- 
merciantes." Este  articulo  era  innecesario  como  comprendido  en  la  regla 
general  de  los  I  y  207.  Es  preciso  no  confundir  el  acto  nulo  con  el  afectado 
de  nulidad  absoluta  y  la  nulidad  relativa  con  la  anulabüidad,  como  ha«en 
algunos  escritores  nacionales. 

(64)  La  mujer  casada,  tiene  su  legislación  peculiar  (18  y  s.  s.),  estará 
ordinariamente  emancipada  por  su  matrimonio  y. no  le  serán  aplicables 
las  disposiciones  del  11.  Comp.  B.  1<>.  Vé  nota  82.  Pero  si  es  menor  de 
edad,  necesitará  la  autorización  judicial  (Cód.  Civ.  1251)  además  de  la 
de  su  marido.  Compara  con  Alauzet,  n9.  295;  etc. 

Pero  el  artículo  es  aplicable  á  la  mujer  soltera  y  á  la  viuda,  y  en  el 
caso  de  la  nota  88. 

(65)  Es  decir,  que  tenga  cumplidos  los  dieziocho  años;  antes  habría 
sido  imprudente  habilitarla  para  ejercer  una  profesión  rodeada  de  per- 
cances y  peligros. 
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el  oomeroio^  con  tal  que  acredite  estar  emancipado  6  autori- 
zado legalmente^'í'  De  V.  9°.  E.  4.  P.  IB.  Comp.  F.  2. 

Abt.  11 

Es  legítima  la  emancipación^^: 

lo  Conteniendo  autorización  espresa ^^  del  padre  ó  de  la 
madre,  ^^  en  su  caso; 


(66)  Es  decir,  ejercer  actos  de  comercio  en  nombre  propio  y  ser  comer- 
ciante (arg.  11  inc.  últ.  16  y  18).  Bravard,  T  pág.  77:  —  nota  61. 

Se  trata  del  ejercicio  del  comercio  por  cuenta  propia,  como  principal 
(nota  17),  pues  yo  creo  que,  para  ser  dependiente  y  aun  factor,  bastará 
haber  llegado  á  la  pubertad  ó  sea  k  los  14  años,  edad  que  segim  el  Cód. 
Oiv.  (1897,  vé  1898)  es  bastante  para  ser  mandatario.  El  140,  al  fin,  sólo 
exige  que  tengan  la  capacidad  legal  necesaria  para  contratar  válidamente , 
entiendo,  en  su  calidad  de  mandatarios.  Yé  la  nota  última  al  11. 

(67)  Léase,  emancipada  ó  autorizada  (toda  persona),  corrigiendo  asi  la 
concordancia  tomada  del  original.  Por  el  11  se  vé  que  la  simple  eman- 
cipación no  es  suficiente.  La  emancipación  se  causa  por  el  matrimonio 
celebrado  con  las  autorizaciones  necesarias  (Civil  13 1  y  177).  La  autori- 
zación legal  á  que  se  refiere  este  artículo  es  la  que  acuerda  el  juez.  Así 
lo  dice  la  Reforma  de  1873  y  se  colige  de  los  art».  12  inc.  2»  y  16. 

La  exigencia  de  un  capital  propio  se  ha  suprimido  en  mi  Proyecto, 
como  injusta,  mal  calculada  y  poco  liberal ;  pues  en  el  comercio,  que  se 
alimenta  de  capitales  ajenos,  valen  mas  las  aptitudes  y  el  crédito  ó  buen 
concepto  de  integridad,  que  un  peculio  que  puede  llegar  á  ser  insigni- 
ficante. 

La  autorización  posterior  no  validaría  los  actos  anteriores  (Bédarride, 
n®  86;  Lyon-Caen,  n*»  225  y  237;  Bravard,  pág.  76,  77),  porque  es  reque- 
rida como  condición  previa  para  obtener  la  capacidad.  Pero  obtenida 
ésta,  el  incapaz  podría  confirmar  tácita  ó  expresamente  el  acto  nulo 
(Civil  1048,  1049  y  1069  á  1066  con  mis  notas.  Alauzet,  n»  280.  Lyon- 
Caen,  n»  238). 

(68)  Debe  leerse  autorización  y  nó  emancipación^  como  en  el  36  n*»  5<», 
pues  esta  última  solo  es  posible  mediante  el  matrimonio  y  los  padres  no 
pueden  renunciar  á  la  p.  potestad,  ni  es  permitida  hoy  la  antigua  habili- 
tación de  edad.  El  lenguaje  del  Cód.  de  1862  es  un  anacronismo  en  pre- 
sencia de  las  nuevas  doctrinas  del  Cód.  Civil, 

(69)  Que  debe  ser  dada  por  escrito ;  pues  de  otro  modo  no  podría  cum- 
plirse la  disposición  del  n®  2°.  Pero,  cualesquiera  que  sean  los  peligros 
del  instrumento  privado,  la  ley  no  exige  (como  debiera  haberlo  hecho) 
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2o  Siendo  insoripta  y  hecha  pública  en  el  Tribunal  de 
comercio  respectivo.  ^* 

que  se  emplee  precisamente  la  forma  de  instrumento  público.  Debió 
requerirse  la  forma  auténtica,  como  en  el  caso  idéntico  del  art.  14,  por 
ser  la  única  que  ofrece  garantías  para  los  terceros  y  para  el  procedi- 
miento judicial.  En  Alauzet,  n9  278,  Bédarride,  nP  87,  Bravard  I  pág.  74, 
etc.,  ae  verá  que  la  doctrina  francesa  está  dividida. 

La  autorización  debe  ser  general  y  absoluta  larg.  del  inciso  últ.)  y  sin 
restricciones,  porque  éstas  serian  difícilmente  conocidas  de  los  terceros, 
darían  lugar  á  pleitos  y  serían  muchas  veces  perjudiciales  al  jtienor. 
Después  de  todo,  los  padres  tienen  la  facultad  de  revocación.  Alauzet, 
n«  287,  Bravard,  pág.  73  y  Lyon-Caeo,  n»  224,  piensan  con  ima  Corte 
francesa  que  la  autorización  puede  restríngirse  á  un  género  determinado 
de  comercio. 

(70)  Se  ha  suprimido  aquí  la  cláusula  que  consagraba  la  facultad,  que 
el  Cód.  de  1862,  la  Ref.  de  1873  y  mi  Proyecto  acordaban  al  juez  para 
suplir  la  autorización,  cuando  faltaban  los  padres,  y  podia  creerse  que 
esa  supresión  importa  prívarle  de  tal  facultad,  tanto  mas  que  idéntica 
eliminación  se  ha  hecho  en  la  reciente  ley  de  matrimonio  civil,  que  debe 
formar  parte  del  Código.  Si  esto  fuera  así.  no  podría  aprobarse  el  pro- 
cedimiento, porque  no  deben  introducirse  en  silencio  novedades  de  esa 
importancia,  y  porque  no  ha  debido  mantenerse  la  facultad  en  el  caso  del 
art.  1251  C.  civü,  y  en  algún  otro,  ni  el  derecho  de  revocación  (12). 

Sin  embargo,  es  lo  cierto  que  subsiste  la  disposición  general  del  art. 
anteríor  y  que  el  silencio  sólo  importa  referirse  á  la  ley  civil  como  suple- 
toria. 

Se  ha  omitido  decir  que  la  autorización  es  para  comerciar  ó  ejercer  el 
comercio. 

La  autorización  corresponderá  darla  á  aquel  de  los  padres  que  ejerza 
actuabnente  la  patria  potestad,  cuya  materia  se  gobierna  por  las  pres- 
cripciones del  Código  Civil ;  pero  el  artículo  no  acuerda  esa  facultad  al 
tutor,  facultad  que  le  concedían  el  Cód.  anterior  y  la  Reforma  de  1873. 
Compara  con  mi  Proyecto  art.  14  y  Cód.  Civil  443  n«  12  á  449. 

(71)  Es  decir,  siendo  inscrita  en  el  registro  de  Comercio  (36  n®  B»)  y 
hecha  pública  por  el  Juez  de  Com.  respectivo  (21) ;  porq  le  ni  la  inscrip- 
ción ni  la  publicación  se  hacen  en  el  Juzgado  ó  Tribunal,  sino  que  son 
ordenadas  por  el  Juez ;  y  á  éste  corresponde  det^erminar  la  forma  de 
publicidad,  que  consiste  generalmente  en  annuncíarlo  por  edictos  en  va- 
rios n9*  de  los  diarios  (13  y  21)  de  mayor  circulación  y  en  los  lugares  pú- 
blicos. 

La  inscripción  y  publicidad  es  para  conocimiento  de  los  terceros  y  en 
ventaja  del  propio  menor,  cuya  capacidad  será  ya  cierta  y  notoria  (vé 
33  no  lo  y  36  n»  B«). 
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Llenados  estos  requisitos,  el  menor  será  reputado  mayor 
para  todos  los  actos  y  obligaciones  comerciales.'''^  De  V.  10  y 
mi  13o  P.  16  VéF.  2. 


Las  circunstancias  ó  requisitos  deben  cumplirse  copulativaniente,  so 
pena  de  permanecer  en  la  incapacidad  (Bédarride,  I,  n9  92,  Lyon-Caen, 
no  226):  arg.  del  inc.  últ.  vó  nota  76. 

(72)  Compara  con  Cód.  Napoleón  487.  P.  17  N.  P.  8.  Vidari,  n*»  121 ;  etc. 
El  menor  es  reputado  mayor  para  todos  los  actos  y  obligaciones  comer- 
dales  (vé  18  inc.  I») ;  es  decir,  que  la  autorización  no  se  restringe  á  un 
género  determinado  de  comercio  (nota  69).  Pi*eden  ejercer  el  comercio^  dice 
el  10.  En  consecuencia,  el  menor  comerciante  puede  comprar  y  vender 
mercaderías  y  aun  los  fondos  ó  rentas  públicas  y  las  acciones  de  com- 
pañías de  comercio  ó  de  industria,  que  hubiere  adquirido  comerciando; 
no  puede  vender,  pero  sí  hipotecar  sus  bienes  raices  en  garantía  de  sus 
obligaciones  comerciales  (19) ;  puede  hacer  arrendamientos  á  los  fines 
de  su  comercio,  aunque  el  plazo  exceda  de  tres  años ;  recibir  pagos  rela- 
tivos al  comercio,  aunque  excedan  de  mil  pesos;  suscribir  papeles  de 
comercio  y  contraer  deudas  por  cualquiera  cantidad,  estar  en  juicio, 
arg.  de  art.  18  Ch.  18,  transar  y  comprometer,  todo  ello  en  negocios  de 
BU  comercio.  Vó  á  Bédarride,  n»  93.  Por  el  contrario,  casi  todas  esas  fa- 
cultades le  están  negadas  por  el  Cód.  Civ.  (135)  al  menor  emancipado,  y 
las  mismas  restricciones  pesarán  sobre  el  menor  comerciante,  cuando  se 
trate  de  actos  civiles.  Esta  circunstancia  le  colocará  en  una  situación 
jurídica  anormal,  pero  así  y  todo,  vale  mas  permitir  el  comercio,  que  es 
una  forma  de  trabajo  y  un  medio  de  vida,  especialmente  tratándose 
de  un  joven  sobre  quien  pese  la  carga  de  la  paternidad.  Comp.  con  Lehr, 
Derecho  civil  alemán,  n<»  349. 

El  menor  no  podrá  afianzar  una  deuda  clvüf  aunque  no  pase  de  500 
pesos  (vé  C.  Civil  135  y  2011  n®  1»).  Podrá  afianzarla,  si  la  deuda  es  co- 
mercial, porque  la  autorización  es  general  y  absoluta,  sin  esclusion  ni 
limitación  alguna.  En  este  sentido,  Bédarride,  no  96  quinto.  Este  autor, 
fundado  en  el  texto  del  487  citado  y  en  que  la  fianza  no  es  acto  de  co- 
mercio sino  civil  y  puramente  gratuito,  establece  que  la  fianza  sería  ine- 
ficaz si  la  deuda  afianzada  no  tuviese  relación  alguna  con  los  negocios  del 
fiador.  Tales  razones  no  me  convencen,  porque  la  fianza  puede  ser  co- 
mercial por  muchos  motivos  (Manara,  n»  162)  y  por  el  solo  hecho  de  acce- 
der á  una  oblig.  mercantil  (478),  nada  obsta  á  que  sea  interesada  y  aun 
tiene  la  presunción  legal  de  no  ser  gratuita  (218,  n»  5o).  Además,  los 
comerciantes  necesitan  prestarse  mutuamente  el  servicio  de  la  fianza. 
No  se  me  ocultan  los  graves  peligros  de  la  fianza,  pero  el  ejercicio  del 
comercio  no  los  tiene  menores.  De  lo  contrario,  y  para  ser  lógico,  habría 
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Abt.  12 

El  hijo  mayor  de  diez  y  ocho  años^^  que  fnese  asociado  al 
comercio  del  padre,  ^'^  será  reputado  autorizado  y  mayor  para 

que  anular  toda  fianza,  y  también  el  aval,  que  es  aun  mas  peligroso,  y 
la  que  es  dada  para  garantir  una  deuda  del  consocio,  tanto  mas  que 
éste  es  un  estraño  en  las  relaciones  que  no  se  derivan  de  la  sociedad  (vé 
1383  inc.  2^).  Bédarride,  no"  9S  ter  y  172,  va  hasta  equiparar  á  una  fianza 
el  giro  ó  negociación  de  ima  letra  de  cambio  (vó  735,  736  y  489).  Por  lo 
demás,  no  se  atiende  precisamente  á  que  el  crédito  contra  el  menor  sea 
civil  ó  comercial,  como  dice  Bravard,  pág.  78,  sino  á  si  el  acto  del  me- 
nor es  civil  ó  mercantil. 

El  menor  comerciante  podrá  contraer  sociedad  en  que  su  responsabi- 
lidad sea  ilimitada  y  solidaria,  porque  es  reputado  mayor  para  todos  los 
actos  y  oblig.  comerciales,  y  porque  las  escepciones  y  las  incapacidades 
son  de  estricta  interpretación.  En  contra  Lyon-Caen,  o9  230.  No  ha- 
bría otro  remedio  que  la  revocación  (vé  12  inc.  2^).  Pero  ese  autor  con- 
viene que  no  sería  suficiente  si  la  autorización  emanase  de  la  persona 
misma  con  quien  él  menor  va  á  asociarse.  Nemo  auctar  ease  potest  in 
remsuam. 

Cuando  un  padre  trata  de  asociar  á  un  hijo  menor  en  calidad  de  socio 
capitalista  (^  é  12),  como  los  intereses  están  ó  pueden  estar  en  oposición, 
la  autorización  no  debería  acordarla  aquel  sino  el  Juez  del  domicilio  con 
intervencibn  de  un  curador  especial  y  del  Ministerio  de  Menores  (C.  Civil 
art.  61);  porque  la  autorización  para  ser  eficaz  debe  emanar  de  una  per- 
sona desinteresada.  Con  la  autorización  se  consulta  el  interés  y  la  pro- 
tección del  menor,  y  no  se  funda  como  cree  Bédarríde  {u9  90)  en  el  res- 
peto debido  á  la  potestad  paterna,  y  esta  misma  es  instituida  en  favor 
de  los  menores.  Y  aunque  la  calidad  de  padre  excluya  casi  siempre 
toda  idea  de  fraude  en  daño  de  sus  hijos,  y  que  la  ley  no  debe  prever 
estas  vergonzosas  escepciones,  como  arguye  aquel  autor,  la  posible  im- 
prudencia del  padre  basta  para  justificar  mi  tesis.  Un  consejo  saca  mu- 
cha parte  de  su  fuerza  de  la  imparcialidad  de  quien  le  dá.  Por  ésto,  el 
Cód.  Civ.  279  vá  hasta  prohibir  todo  contrato  entre  padres  é  hijos.  Sin 
embargo,  otra  cosa  resulta  del  art.  12.  Por  último,  los  actos  del  menor 
quedarán  sujetos  á  la  presunción  del  art.  5  inc.  2»  Demangeat  y  Bravard, 
pág.  80  á  83  etc. 

(73)  Sea  ó  nó  emancipado:  eadem  est  ratio;  pero  no  bastará  que  auxilie 
meramente  á  su  padre. 

(74)  Esta  redacción,  unida  á  las  consideraciones  espuestas  al  final  de 
la  nota  72,  haria  pensar  que  se  trata  de  asociar  al  hijo,  como  socio  in- 
dustrial, á  xm  establecimiento  comercial  dd  padre,  y  nó  de  crear  una  so- 
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todos  los  efectos  legales  en  las  negociaciones  mercantiles  de 
la  sociedad.  75  Re£  13o  B.  1  no  3  P.  623  y  62B. 

La  autorización  otorgada  no  puede  ser  retirada  al  menor 
sino  por  el  Juez,*^^  á  instancia  del  padre,  de  la  madre,  del  tu- 
tor ó  ministerio  pupilar,^^  según  el  caso,  y  previo  conocimiento 

ciedad  con  el  capital  de  ambos  socios.  Sin  embargo,  la  letra  no  obsta  & 
que  el  comercio  sea  del  padre  y  la  sociedad  de  ambos;  y  amique  los  inte- 
reses del  bijo  puedan  ser  sacrificados  (nota  72),  nada  autorizaría  á  intro- 
ducir esa  escepcion  en  el  testo  esplicito  de  la  ley,  tanto  m&s  que  la 
letra  del  623  portugués,  en  que  se  inspiró  el  nuestro,  dice  así:  "El  padre 
puede  asociar  al  hijo  á  su  comercio,  entrando  el  hijo,  ó  solo  con  su  indus- 
tria ó  con  su  peculio   é  industria." 

(75)  Pero  nó  para  otros  actos  y  obligaciones  comerciales,  que  no  sean 
de  la  sociedad  ó  que  sean  del  hijo  puramente.  Compara  con  el  inciso 
último  del  articulo  anterior.  Se  vé,  pues,  que  la  autorización  tácita  de 
nuestro  art.  no  es  general,  como  la  autorización  expresa,  sino  restringida 
á  los  negocios  de  la  sociedad. 

Este  es  el  único  caso  de  autorización  tácita,  pues  siendo  la  reglamen- 
tación del  ejercicio  del  comercio  privativa  de  este  Cód.  la  disposición 
del  Civil  283  (se  presume  que  los  hijos  de  famüia  adultos,  que  ejercen 
alguna  profesión  6  industria,  están  autorizados  por  «w  padres  para  todos  Us 
actos  y  contratos  concernientes  á  su  profesión  é  industria,  dice  ese  art.)  no 
debe  ser  ostensiva  á  la  profesión  de  comerciante.  De  lo  contrario,  care- 
cerian  de  sentido  estos  art.  (10  á  12)  y  quedarían  sin  efecto  sus  sabias 
previsiones.  El  que  tuviera  14  años  podría  ejercer  el  comercio  válida- 
mente y  sin  autorización  espresa!  Pero  estas  incongruencias  no  debieran 
existir  en  las  leyes  y  acusan  poca  meditación.  Compara,  sin  embargo,  con 
el  16. 

(76)  Habiendo  desaparecido  en  la  República  el  Consulado  de  Comer- 
cio y  no  existiendo  tampoco  en  ella,  como  existen  en  Francia  y  otros 
paises,  tribunales  de  1^  instancia,  es  una  marcada  impropiedad  usar  pro- 
miscuamente de  las  palabras  juez  y  tribunal,  que  sólo  servirá  para  inducir 
en  error.  Se  hallan  en  este  caso  el  presente  y  los  11,  26,  38,  93,  428, 
1324  y  muchísimos  otros.  El  13  sig.*«  ofrece  un  caso  de  escepcion  á  nues- 
tro inciso. 

(77)  O  del  Ministerio  pupílar.  Esto  no  obsta  á  la  tesis  de  la  nota  70» 
al  fin,  puesto  que  la  autorización  ha  podido  ser  dada  por  los  padres, 
cuando  ejercían  la  patria  potestad.  Y  cualquiera  que  haya  otorgado  la 
autorización  (padre,  madre  ó  juez),  el  derecho  de  revocarla  corresponderá 
al  que  ejerza  actualmente  dicha  potestad.  El  Ministerio  de  Menores 
deberá  pedir  que  se  nombre  tutor,  cuando  tuere  preciso,  y  según  nuestro 
inciso  y  el  Cód.  Civ.  (493)  puede  él  mismo  solicitar  la  revocación. 
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de  oausa.  '^^  Este  retiro,  para  surtir  efecto  contra  terceros  que 
no  lo  conocieren,  deberá  ser  inscripto  y  publicado  en  el  Tribu- 
nal de  comercio  respectivo.  "^^  De  Ref.  14°  Mi  T®. 

Abt.  13 

El  matrimonio  de  la  mujer  comerciante  no  altera  sus  dere- 
chos 7  obligaciones  relativamente  al  comercio.  ^^  Se  presume^^ 
autorizada  por  el  marido,  mientras  éste  no  manifestare  lo  con- 

(78)  Este  inciso  debió  constituir  art.  separado,  para  que  no  se  crea 
que  su  disposición  no  comprende  la  autorización  espresa  y  si  solo  la 
tácita. 

Cuando  el  hijo  comerciante  demuestra  ineptitud  ó  por  otras  causas 
marcha  á  la  ruina,  los  representantes  que  la  ley  ha  instituido  para  velar 
por  su  conducta  y  prosperidad,  deben  poder  evitarlo;  pero  como  el  co- 
mercio habrá  creado  cierta  independencia  é  intereses  separados  del  me- 
nor, es  el  juez  con  plenp  conocimiento  de  causa  y  nó  el  representante 
legal,  quien  resolverá  en  definitiva  sí  la  autorización  debe  ser  retirada 
ó  mantenida. 

De  esta  manera,  sabiendo  que  no  pueden  retirarla  á  su  capricho, 
serán  los  padres  mas  cautos  al  otorgar  la  autorización.  Aun  tratándose 
de  los  padres,  la  ley  teme  el  arbitrario.  Vé  á  Lyon-Caen,  n*'  226;  etc. 

(79)  Aplica  lo  dicho  en  las  notas  71  y  76.  Se  sigue  en  este  inciso  el 
derecho  común  de  toda  revocación  ó  cesación  de  un  mandato,  sociedad 
(429),  ú  otra  autorización,  y  el  consejo  de  Bédarride,  Bravard  y  Demo- 
lombe.  Vó  el  Cód.  Oiv.  1768, 1961  á  1967  y  3135.  Del  testo  del  inciso 
resulta  que  bastará  que  los  terceros  conozcan  el  retiro  de  la  autorización, 
hecha  por  el  juez,  se  entiende,  y  no  bastaría  que  conocieran  el  pedido  de 
revocación  ó  su  tramitación.  La  revocación  no  tiene  efecto  sino  para  el 
porvenir,  ni  alcanza  tampoco  á  los  negocios  en  via  de  ejecución  (arg.  del 
427).    Lyon-Caen,  no  226. 1.  IB.  R.  10. 

(80)  Compara  con  el  art.  630,  y  vó  el  782  no  3»  y  Cód.  Civil  1986. 
Entiendo  que  el  1437  del  Cód.  Civ.  sólo  es  aplicable  á  la  sociedad  civil  y 
no  constituye,  por  tanto,  tma  escepcion  al  presente:  pero  existe  una 
nueva  incongrencia  entre  ambos  Códigos. 

(81)  Estimo  que  esta  presunción  es  de  derecho  simplemente  (juria 
fantwn)^  porque  en  la  duda,  debe  admitirse  la  prueba  de  la  prohibición 
del  marido  y  por  argumento  de  lo  dispuesto  al  final  del  art.  anterior,  ya 
que  en  ambos  casos  se  trata  de  un  retiro  de  autorización.  Ni  como  podria 
sostener  racionalmente  im  tercero  de  que  la  circular  es  un  medio  sacra- 
mental, irreemplazable  y  que  no  le  basta  la  interpelación  terminante  que 
el  marido  le  hizo,  judicial  ó  estrajudiciabnente,  de  no  contratar  más  con 
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trario^'  por  circular  dirijida  á  las  personas  con  qnienes  ella 
tuviere  relaciones  comerciales,  ^^  inscripta  en  el  registro  de 
comercio  respectivo. y  publicada  en  los  periódicos  del  lugar.  ^ 
V.  16.  B.  29.  P.  21.Pr.  494. 

Aet.  14 
La  mujer  casada,  mayor  de  edad,  ^^  puede  ejercer  el  comer- 


su  mujer?  MalUiiít  non  est  indulgendum.  Vé  Cód.  Civ.  190,  en  nota  85  final 
del  11  chileno,  y  art.  IB  del  presente. 

(82)  En  homenaje  ¿  la  potestad  marital  y  á  la  paz  del  matrimonio, 
ni  la  mujer  casada  puede  ser  autorizada  por  los  jueces  á  ejecutar  actos  de 
comercio  contra  la  voluntad  del  marido  (16),  ni  nadie  sino  el  esposo  puede 
retirar  la  autorización  que  aquella  obtuvo  antes  de  casarse.  Compara 
con  el  15  ó  inc.  2«  del  art.  anterior.  No  importa  que  el  marido  sea  me- 
nor: Lex  non  diatinguit  Vé  la  nota  86.  Si  el  marido  es  incapaz,  nadie 
podrá  retirarle  la  autorización:  vó  Cod.    Civ.  476. 

(83)  Como  en  el  caso  del  1 19.  Este  es  un  medio  muy  usado  en  el 
comercio.  Vé  final  de  la  nota  1555.  Pero  tiene  el  inconveniente  de  que 
los  demás  ignorarán  la  resolución  del  marido. 

(84)  Para  que  llegue  á  conocimiento  de  todos,  y  so  pena  de  no  surtir 
efecto  respecto  de  los  terceros  que  hayan  ignorado  esa  resolución  del  ma- 
rido: arg.  del  final  del  art.  anterior.  La  circular  misma  no  surtirá  efecto 
antes  de  llegar  á  manos  ó  á  conocimiento  de  las  personas  á  que  vaya 
dirigida;  y  se  sabe  que  la  ignorancia  escusable  es  la  única  que  aprove- 
cha (Vó  Cód.  Civ.  930  con  mi  nota):  paria  injure  8unt  sdre  et  nolle  scire 
et  sdre  deberé,  decía  Casaregis. 

Siempre  habría  sido  muy  prudente  disponer  que  los  anuncios  durasen 
por  un  plazo  dado,  vó  320,  323,  etc.,  aunque  los  efectos  de  la  publicación 
comiencen  con  la  primera.    Comp.  Qaldi,  pág.  76. 

(85)  Del  requisito  de  la  mayoridad  resalta:  1®  que  si  es  menor  de  edad 
la  mujer,  y  el  marido  está  conforme  (16),  habrá  que  pedirse  al  juez  la 
autorización  (10  y  arg.  del  16);  y  2^  que  si  el  marido,  no  tiene  facultad 
para  darla  solemnemente,  tampoco  podrá  accordarla  tácitamente,  y  que 
así  la  disposición  del  artículo  siguiente  no  es  aplicable  á  la  mujer  meaor 
de  edad,  ni  cuando  el  marido  no  ha  cumplido  22  años.  Nótese  que  la  exi- 
gencia no  es  conforme  al  Código  anterior  ni  congruente  con  el  art.  10. 

El  Código  Civil  (190)  establece  que  "la  mujer  que  públicamente  ejerce 
alguna  profesión  ó  industria,  como  directora  de  un  colegio,  maestra  de 
escuela,  actriz,  etc.,  se  presume  que  está  autorizada  por  el  marido  para 
todos  los  actos  ó  contratos  concernientes  á  su  profesión  ó  industria,  ai  no 
hubiere  redamación  por  parte  de  él,  anunciada  al  público  ó  judicialmente 
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do  teniendo  autorización  de  su  marido,  mayor  de  edad,^ 

intimada  á  quien  con  ella  hubiese  de  contratar''.  Consecuente  en  un  todo 
con  la  doctrina  que  espuse  en  la  nota  75,  pienso  que  la  disposición  trans- 
crita no  es  aplicable  en  materia  comercial,  y  los  ejemplos  de  las  pro- 
fesiones puramente  civiles  recordadas  allí,  arguyen  á  favor  de  esta 
conclusión.  La  determinación  de  las  condiciones  necesarias  para  adquirir 
la  esposa  la  calidad  de  comerciante  quedaba  y  debía  quedar  abandonada 
al  leg^lador  comercial,  como  dice  Bédarride  n«  103.  Ni  debe  olvidarse 
que,  mientras  que  serian  muy  limitadas  las  responsabilidades  que  la 
esposa  contraiga  como  actriz  ó  maestra  de  escuela,  una  desgraciada  espe- 
culación comercial  puede  acarrear  la  ruina  de  una  familia.  Por  último,  la 
preferencia  corresponde  tanto  más  á  la  ley  mercantil,  cuanto  que  el  Có- 
digo reformado  es  posterior  al  Civil. 

(86)  Si  es  menor  de  edad  y  está  conforme  en  ello,  habrá  que  pedirse  la 
autorización  al  juez  (LO  y  arg.  del  16).  Sobre  este  caso  hay  cuatro  sistemas 
entre  los  comercialistas  franceses,  de  los  cuales  doy  la  preferencia  al  que 
requiere  la  autorización  concurrente  del  marido  y  del  juez,  que  es  el  de 
Bédarride  (n^  121)  y  Lyon-Caen  (n«  247)  y  del  Código  chileno,  por  ser  el 
que  más  se  aproxima  á  la  disposición  del  Código  Civil  en  su  art  193  y  es 
análogo  á  la  del  art.  1460  del  propio  Código.  Compara  con  Alauzet, 
no  299,  etc.  y  la  ley  belga  de  1872,  art.  9. 

Si  la  miger  es  curadora  de  su  marido  incapaz,  pienso  que  el  Jaez  podría 
autorizarla  á  ejercer  el  comercio,  si  ella  es  mayor  de  edad.  Compara  con 
el  art  citado  de  la  ley  belga,  y  11  del  N.  E.  Me  fando,  1®  en  que  el  co- 
mercio es  un  medio  de  trabajo,  2^  que  la  incapacidad  de  la  esposa  mayor 
de  edad  no  es  natural,  sino  una  consecuencia  de  la  subordinación  al  ma- 
rido, subordinación  que  no  existe  en  nuestro  caso  en  que  las  facultades 
del  marido  pasan  á  la  mujer  (Cód.  Civ.  1286);  3«  que  la  mujer  soltera  ó 
viuda  mayor  de  18  años,  puede  ejercer  el  comercio  (10  y  11);  49  que  si  la 
mujer  ejercía  el  comercio  al  incapacitarse  el  marido,  nadie  podría  reti- 
rarle la  autorización  y  continuaría  ejerciéndolo  y  5«  por  arg.  del  art.  448 
n9  12  del  Código  Civil.  Pero  requiero  la  mayoridad  en  la  esposa,  porque 
esta  condición,  que  limitaba  la  facultad  marital,  debe  limitar  también  la 
del  juez.  Compara  con  Namur,  n«  162.  No  es  aquí  aplicable  la  prohibición 
del  16,  porque  no  hay  ni  es  posible  la  oposición  del  marido.  Los  escri- 
tores franceses  (Lyon-Caen  n®  250,  etc.)  se  atienen  al  testo  del  art  4 
francés,  según  el  cual  la  mujer  no  puede  ser  comerciante  sin  el  eangenti- 
mieiUo  de  su  marido;  pero  nuestra  legislación,  aunque  no  tan  liberal  como 
la  célebre  ley  inglesa  de  1882  (vé  á  Selim,  pág.  80  á  32),  da  un  papel  activo 
á  la  esposa,  al  declararla  curadora  legal  de  su  marido  (Cód.  Civ.  4*76).  Yé 
nota  98. 

£1  Juea  no  podría  autorizar  á  la  esposa  curadora  para  realizar  los  actos 
del  art.  20,  que  suponen  el  consentimiento  del  marido  y  que  no  condicen 
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dada  en  escritura  pública,  ^^  debidamente  registrada,  ó  estando 
legítimamente  separada  de  bienes.  ^^ 

En  el  primer  caso,  están  obligados  á  las  resultas  del  tráfico 
todos  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  ^^  y  en  el  segundo, 

con  las  limitaciones  que  la  ley  civil  establece  á  las  facultades  de  la  cura- 
dora. Vé  Cód.  Civ.  1287  y  1288. 

(87)  Vé  la  nota  G9.  Esta  materia  tiene  muchos  vacíos  é  incongruencias. 
^*Es  menester  que  la  autorización  conste  de  uu  modo  solemne  y  público, 
dicen  La  Serna  y  Reus,  y  que  no  dé  lugar  á  dudas:  no  debe,  pues,  ser 
considerada  como  comerciante  la  mujer  casada  que  se  emplea  en  el  co- 
mercio, aunque  sea  á  ciencia  y  paciencia  de  su  marido".  Pero  otra  cosa 
establece  el  art.  eiguíente. 

(88)  En  este  caso,  la  mujer  casada  mayor  de  edad  no  necesita  autori- 
zación; más  si  fuera  menor  de  edad,  pero  mayor  de  18  años,  podrá  ejercer 
el  comercio  (10),  si  estuviere  emancipada  (véase  el  art.  131  del  Código 
civil).  Compara  Ch.  16.  De  que  resulta  una  doble  incongruencia  con 
el  Código  Civil  (1104),  que  no  hace  diferencia  entre  la  mujer  mayor  y 
menor  de  edad,  y  no  le  permite  enajenar  sus  bienes  raices  ni  constituir 
sobre  ellos  derechos  reales,  sin  especial  autorización  del  juez.  Compara 
11  inciso  último,  17  y  l9  inciso  1«. 

No  basta  que  la  mujer  esté  divorciada  (Cód.  Civ.  1802  y  1306  comb.  y 
arg.  del  presente).  Los  casos  de  separación  de  bienes  se  marcan  en  el 
mismo  Código  (1290, 1294, 1306  y  1307).  La  sentencia  ejecutoriada  decre- 
tándola, debe  también  inscribirse  y  publicarse  (vé  36  n^  2%  y  quien  tendrá 
en  ello  mayor  interés  será  la  mujer.  Si  la  autorización  es  viciosa  ó  deñ- 
ciente  se  aplicarán  los  artículos  192  y  1058  á  1065  de  dicho  Código,  según 
los  casos  respectivos.  Vé  á  Bédarride,  n«»  138  y  153.,  etc. 

(89)  La  frase  todos  los  bienes  de  la  sociedad  conytigalf  es  del  todo  anfiboló- 
gica, no  la  usa  código  alguno,  no  tiene  significado  preciso  en  derecho  y 
parece  calculada  para  poner  á  prueba  la  paciencia  del  intérprete 

El  Código  de  1862,  copiando  el  art.  5  español,  decía:  los  bienes  dótales  de 
la  mercadera,  y  todos  los  derechos  que  ambos  cónyuges  tengan  en  la  comunidad 
(de  la  sociedad)  social^  y  La  Serna  y  Keus  comentan  esta  disposición  en 
los  siguientes  términos:  ^Hasta  que  la  sociedad  legal  entre  los  cónyuges 
^  se  disuelva,  éstos  poseen  en  común  los  bienes  que  no  son  propios  de  cada 
'  uno  en  particular.  El  marido  que  autoriza  á  su  mujer  para  comerciar, 
"  y  que  espera  sacar  del  comercio  lucro  para  la  sociedad  conyugal^  no  puede 
^  dejar  de  convenir  en  que  la  sociedad  participante  de  las  ganancias  lo 
"  sea  también  de  las  obligaciones.  Lo  contrario  sería  injusto  é  inmoral. 
^  Obsérvese  que  no  están  afectos  los  bienes  parafernales;  porque  solo 

*  deben  quedar  obligados  los  bienes  en  que  ambos  cónyuges  tienen  dere- 

*  chos  importantes,  y  el  marido  no  los  tiene  bastantemente  en  los  par»- 
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lo  estarán  solamente  los  bienes  propios  de  la  mujer,  los  ganan- 
ciales que  le  correspondan  y  los  que  adquiriere  posterior- 
mente, »<>  Comp.  V.  18  Eef.  18. 

^  females ".  £ste  pasaje  no  dá  luz  bastante,  por  falta  de  claridad  y 
precisión  en  el  lenguaje  empleado.  Así,  empieza  por  trazar  una  divisoria 
entre  los  bienes  propios  de  cada  cónyuge  y  los  que  los  esposos  poseen  en 
común;  pero  luego  dice  que  la  sociedad  conyugal  debe  participar  de  las 
obligaciones.  Sin  embargo,  nadie  negará  que  de  esa  esplicacion,  así  como 
del  testo  del  art.  5<>  resulta  que  Ja  frase  todos  loa  derechos  qtie  los  cónyuges, 
tengan  en  la  comunidad  social  sólo  comprende  los  gananciales  y  nó  los 
bienes  propios  de  cada  cónyuge  (constituyan  ó  nó  el  capital  de  la  so- 
ciedad). 

El  art.  10  del  N.  E.  usa  de  estos  términos:  "  todos  sus  bienes  dótales  y 
'  parafernales,  y  todos  los  bienes  y  derechos  que  ambos  cónyuges  tengan 
"  en  la  comunidad  ó  sociedad  conyugal  '\  Esta  redacción  es  igual  á  la 
anterior,  aunque  se  haya  agregado  las  palabras  los  bienes,  á  mayor  abun- 
damiento. 

Por  el  contrario,  el  art.  5o  francés  es  esplícito,  al  decir  Miga  también  á 
su  maridOf  si  existe  entre  ellos  el  régimen  de  la  comunidad  de  bienes,  que 
es  diverso  de  nuestra  comunidad  legal  sobre  las  ganancias. 

Los  escritores  nacionales  piensan  también,  como  los  peninsulares,  que 
en  la  frase  todos  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  no  se  comprenden  los 
bienes  propios  del  marido,  sino  puramente  los  gananciales;  aunque  pre- 
tendan que  el  art.  1281  del  Código  Civil  debía  prevalecer  sobre  la  dispo- 
sición del  presente  artículo.  Este  argumento,  que  nunca  filé  de  gran 
fuerza,  ha  sido  desautorizado  mediante  el  mantenimiento  del  antiguo 
testo.  Si  el  Código  Civil  (281)  establece  otra  cosa,  es  porque  legisla  sobre 
materias  estrañas  al  comercio  y  que  no  ofrecen  los  peligros  de  éste.  Bas- 
tante es  con  que  los  gananciales  todos  queden  afectados,  y  permitir  que 
la  comerciante  hubiese  podido  responsabilizar  hasta  los  bienes  propios 
del  marido  (vé  art.  20),  no  habría  sido  justo  (Sampaio,  pág.  19.  Bravard, 
pág.  101)  y  comprometería  imprudentemente  el  porvenir  de  la  familia.  Se 
arguye  que  el  marido  influirá  decisivamente  en  el  comercio  de  su  mujer, 
y  que  los  esposos  se  pondrán  de  acuerdo  para  defraudar  á  los  acreedores. 
Pero  si  la  mujer  no  es  la  que  ejerce  realmente  el  comercio,  la  ley  con- 
siente una  mentira,  no  debiera  permitir  á  la  esposa  el  ser  comerciante  y 
limitar  su  rol  al  de  simple  factor. 

.  Nadie  está  libre  de  ser  víctima  de  una  colusión,  y  no  hay  contra  ésta 
otras  armas  que  la  acción  revocatoria  j}ai«¿iana  y  la  penal  que  proceda. 

Ni  el  comercio  de  la  mujer  quedará  por  eso  reducido  á  la  impotencia, 
puesto  que  los  bienes  gananciales  son  también  afectados.  Compara  con 
Bédarride,  n~  101.  131  y  pág.  286  y  Vidari.  n^  IBl  y  162,  etc. 
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Abt.  15 

La  autorización  puede  ser  tácita,  cuando  la  mujer  ejerce  el 
comercio  á  vista  y  paciencia  del  marido,  sin  que  éste  se  oponga 
por  declaración  debidamente  registrada  y  publicada.®'  De  V. 
19  inc.  1  y  mi  20. 


Nótese  que  el  Código  chileno  permite  al  marido  que  escluya  de  la  res- 
ponsabilidad sus  bienes  propios  y  hasta  los  de  la  sociedad.  Véase  también 
nuestro  art.  20,  y  compárese  el  presente  con  el  8®  alemán  y  34  y  36  suizos. 
Según  las  leyes  inglesas  de  1870  y  1882  el  patrimonio  de  la  mujer  es 
independiente  del  del  marido. 

Pero  qué  resultará  si  el  marido  y  la  mujer  ejercen  el  comercio  simul- 
táneamente? Considero  justo  que  los  gananciales  queden  afectados  por  los 
actos  de  ambos,  y  que  en  caso  de  falencia  de  ambos  los  gananciales  se 
afecten  á  cada  quiebra,  por  mitad.    Vé  notas  182  y  4509. 

Es  entendido  que  al  comercio  de  la  mujer  quedarán  afectos  todos  sus 
bienes  propios.  Tan  singular  omisión  no  existía  en  el  Código  de  1862.  Vé 
nota  99. 

(90)  O  en  términos  más  propios  y  breves:  todos  lo8  bienes  de  ¡a  mujer 
frase  en  que  se  comprenden  las  tres  categorías  de  bienes  aquí  enumerados, 
y  es  impropio  hablar  de  gananciales  cuando  decretada  la  separación  de 
bienes  queda  estinguida  la  sociedad  conyugal  y  dejan  de  existir  ganan- 
ciales á  dividirse  entre  los  cónyuges  (Cód.  Qv.  1301  y  1303).  Vé  la 
nota  88  y  art.  20. 

(91)  Además  de  laa  observaciones  de  la  nota  85,  la  redacción  de  este 
artículo  es  deplorable.  ^^  Hay  consentimiento  tácito,  dice  el  7  alemán, 
cuando  la  mujer  ejerce  el  comercio  á  vista  y  paciencia  de  su  marido  y  sin 
oposición  de  su  parte".  Si  la  mujer  casada  mayor  de  edad  ejerce  pública- 
mente el  comercio,  se  presume  la  autorización  del  marido  para  todos  los 
actos  relativos  á  esa  profesión,  aún  cuando  no  se  haya  otorgado  licencia 
en  escritura  pública,  mientras  no  intervenga  reclamación  ó  protesta  de  su 
marido,  notificada  de  antemano  al  público,  ó  especialmente  al  que  contra- 
ta con  la  mujer,  dice  el  11  chileno  y  el  20  de  mi  Proyecto.  En  el  mismo 
sentido  están  concebidos  los  artículos  7  y  8  del  N.  E.  y  190  del  Código  Ci- 
vil trascrito  en  la  nota  85.  Adde,  13  italiano.  Vé  á  Massé,  no  1108  y  1109 
á  Lyon-Caen,  no  245.  Todas  esas  autoridades  ilustraran  la  disposición  de 
nuestro  art.,  cuyo  testo  dará  margen  á  controversias.  Es  obvio  que  las 
prescripciones  de  los  artículos  20  y  21  no  son  ostensivas  á  la  autorización 
tácita  de  nuestro  art.;  pero  el  inciso  último  del  12  será  aplicable.  Ádde  21, 
inc.  2o.  Por  lo  demás,  la  autorización  tácita  debe  tener  en  principio,  los 
mismos  efectos  legales  que  la  espresa. 

No  se  reputa  comerciante  á  la  mujer  que  meramente  auxilia  á  su 
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Abt.  16 

La  mujer  no  puede  ser  autorizada  por  los  Jueces  para  eje- 
cutar actos  de  comercio, ^^  contra  la  voluntad  de  su  ma- 
rido. ^  V.  20. 

Abt.  17 

Concedida  la  autorización  para  comerciar,  puede  la  mujer 
obligarse  por  todos  los  actos  relativos  á  su  giro,  sin  que  le 
sea  necesaria  autorización  especial.  ^-^  Y.  21.  F.  6. 

marido  en  el  comercio  (Código  anterior  17.  P.  23.  Comp.  Fr.  5,  inc.  2o). 
No  bastará,  pues,  que  la  mujer  tome  una  parte  más  ó  menos  activa 
en  el  comercio  de  su  marido,  que  atienda  á  la  caja,  lleve  los  libros  y  la 
correspondencia,  suscriba  las  cuentas,  facturas  y  aún  los  papeles  de 
comercio,  pues  tales  actos  los  realiza,  prestando  el  concurso  que  debe  á 
su  marido  de  quien  depende,  como  puede  hacerlo  un  mancebo  cualquiera 
y  nó  en  nombre  propio.  Vé  á  Bédarride,  n®»  139  y  140.  Bravard  pág.  92, 
y  la  nota  452. 

(92)  Para  ejecutar  actos  de  comercio  en  general,  ¿  pero  podría  serlo 
para  realizar  un  acto  de  comercio  especial?  Massé  (n<>  1113)  sostiene  la 
afirmativa  y  lo  mismo  parece  resultar  de  algunos  pasajes  de  Bédarride 
{n9  113  y  ss.)  Yo  prefiero  la  negativa,  por  ser  mas  conforme  al  texto 
absoluto  de  nuestro  art.,  á  la  integridad  de  la  potestad  marital,  por  las 
graves  consecuencias  que  resultan  de  un  acto  de  comercio  y  sobre  todo 
porque  la  realización  de  un  acto  de  comercio  no  será  una  necesidad  real 
para  los  intereses  de  la  mujer  ó  de  la  sociedad  conyugal.  Compara  con 
el  art.  18  inc.  2o;  194  del  Cód.  Civil,  13  italiano.  Lyon-Caen,no  250,  Demo- 
lombe  rV,  n»  248.  Laurent  m,  no  135.  Bravard,  pág.  93  y  96. 

(93)  De  lo  contrario  se  menoscabaría  gravemente  la  autoridad  marital 
y  si  ejerciera  el  comercio,  se  afectarían  los  gananciales,  que  están  desti- 
nados á  cubrir  las  cargas  del  matrimonio.  El  texto  no  requiere  como 
condición  $ine  qua  non  el  consentimiento  del  marido  y  solo  prohibe  al 
juez  que  pueda  autorizar  á  la  mujer  casada  oponiéndose  el  marido,  con- 
tra su  voluntad.  Pero  muy  distinto  es  el  caso  en  que  la  manifestación 
de  esa  voluntad  sea  imposible,  por  incapacidad  absoluta  (demencis^  sordo- 
mudez ó  ausencia  declarada :  Cód.  Civ.  53 ;  etc.)  Vé  la  nota  86. 

Como  el  divorcio  no  suprime  la  autoridad  marital  ni  la  sociedad  con- 
yugal, cuando  no  es  seguido  de  separación  de  bienes  (vé  14  y  nota  90), 
no  quitará  la  prohibición  de  este  art.  cuyo  texto  es  absoluto.  Mi  Proyecto, 
art.  21.  Vé  Cód.  Civ.  210  y  1302  con  mis  notas. 

(94)  La  mujer  casada,  comerciante,  puede  obligarse  válidamente  por 
sus  actos  de  comercio,  sin  que  tenga  necesidad,  en  cada  caso  aislado,  de 
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Abt.  18 

La  autorización  del  marido  para  ejercer  actos  de  comercio 
sólo  comprende  los  que  sean  de  ese  género.®^  V.  22  inc.  1°. 

Se  presume  que  la  mujer  autorizada  para  comerciar,  lo  está 
para  presentarse  en  juicio,  por  los  hechos  ó  contratos  relati- 
vos á  su  comercio.®^  En  caso  de  oposición  inmotivada^''  del 
maridO;  pueden  los  jueces  conceder  la  autorización. 

una  autorización  especial  de  su  marido,  dice  el  8  alemán,  y  le  sigue  el 
14  italiano.  En  otros  términos,  le  basta  la  autorización  general,  que  en 
materia  civil  no  es  admitida  (vé  Cód.  Civ.  188  con  mis  notas);  ni  podia  ser 
de  otro  modo,  desde  que  nuestra  ley  se  contenta  con  la  autorización 
tácita  (IB),  que  no  requiere  un  acto  positivo  de  parte  del  marido,  y  no 
podia  acordarse  menos  alcance  á  la  autorización  solemne  del  art.  14. 

Nuestro  art.  no  se  propone  fijar  el  alcance  de  la  autorización  respecto 
á  los  actos  que  pu^da  realizar  la  mujer  casada,  pues  de  esto  se  ocupan 
los  artículos  18,  20  y  final  del  11. 

(95)  Puede  ejercer  actos  de  comercio  y  comerciar,  sin  mas  restricción 
que  la  del  art.  20 :  su  capacidad  comercial,  si  puedo  espresarme  así,  es 
absoluta  (arg.  del  final  del  11);  pero  su  capacidad  ó  incapacidad  para 
celebrar  actos  civiles  no  sufre  alteración.  Habria  sido  muy  sabio  exigir 
una  autorizaeion  especial  para  contraer  una  sociedad  mercantil,  en  que 
la  mujer  casada  asuma  una  responsabilidad  ilimitada  (1. 14.  Mi  Proyecto 
25.  N.  P.  16.  R  15.  Compara  Ch.  349.  Pardessus,  no  66.  Bravard  y  De- 
mangeat,  pág.  149.  Alauzet,  n9  386.  Bédarride,  n»  125.  Mancini  §  16. 
Lyon-Caen,  n9  254);  pero  como  el  espositor  no  puede  crear  una  causa  de 
nulidad  que  la  ley  no  autoriza,  la  tesis  contraria  es  la  única  legal  y 
segura,  tanto  mas  que  la  doctrina  de  mi  Proyecto  no  ha  sido  convertida 
en  ley.  Adde  Massó,  n®  1121.  Demangeat,  alH.  Vidari  n®  150  bi8.  El 
medio  de  oponerse  que  tiene  el  marido  será  el  retiro  de  la  autorización 
(IB  y  21). 

Respecto  de  la  fianza,  apliqúese  la  doctrina  de  la  nota  72. 

(96)  Sin  la  venia  de  su  marido.  Ref.  de  1873,  art  20.  Mi  Proyecto  25. 1. 
14.  Comp.  Ch.  18.  En  contra  Cód,  de  1862  (22).  Esto  es  lo  mas  lógico. 
Los  art.  188  y  210  del  Cód.  Civ.  no  son  congruentes  entre  si.  Si  la  mujer 
comete  alguna  gran  imprudencia,  podrá  el  marido  oponerse  motivando 
su  oposición,  y  si  la  mujer  estima  que  ésta  no  es  motivada  tocará  al  juez 
resolver  {inc,  últ.)  Este  temperamento  es  juicioso  y  congruente  con  el 
espíritu  que  informan  las  disposiciones  (12  y  21)  sobre  revocación ;  pero 
en  la  práctica  no  estará  exento  de  inconvenientes. 

(97)  Tratándose  de  demandas  judiciales  á  instaurarse,  será  con  fre- 
cuencia muy  delicado  apreciar  los  motivos»  y  la  ventaja  ó  inconveniencia 
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Abt.  19 

Tanto  el  menor  como  la  mujer  casada  comerciantes,  pue- 
den hipotecar ^^  los  bienes  inmuebles  de  su  pertenencia,^  para 
seguridad  de  las  obligaciones  que  contraigan  como  comercian- 
tes, ^^o  y.  23.  N.  P.  11  y  16. 

Al  acreedor  incumbe  la  prueba  de  que  la  convención  tuvo 
lugar  respecto  á  un  acto  de  comercio.  *®^  V.  23^  P.  25=Comp. 
Fr.  6  y  7  E.  6.  B.  26=Mi  26. 

Abt.  20 

La  mujer  casada,  aunque  haya  sido  autorizada  por  su  ma 
rido  para  comerciar,  no  puede  gravar,  ni  hipotecar  los  bienes 
inmuebles  propios  del  marido,  ni  los  que  pertenezcan  en  común 

de  promoverlas  ó  aceptarlas.  Lo  mas  seguro  y  prudente  será  mantener 
la  oposición  del  marido,  como  gefe  de  la  familia  y  muy  interesado  en  es- 
cusar  los  sinsabores  y  peligros  de  un  pleito,  especialmente  cuando  sea  la 
mujer  la  demandante. 

(98)  Mas  no  pueden  vender,  sino  con  sujeción  á  la  ley  civil  (vé  452, 
n9  1<>),  pues,  aunque  la  hipoteca  pueda  conducir  á  la  expropiación,  aun  en 
esta  eventualidad  lleva  la  garantia  del  remate  judicial.  Se  trata  de  un 
cuestión  grave  por  demás,  pero  las  impugnaciones  hechas  á  este  inciso 
por  Bédarride,  n®  176,  Vidari,  n«  121,  Lyon-Caen,  n«  228,  Mancini,  n<»  XV. 
no  son  decisivas.  Puede  compararse  con  Ch.  17. 1.  11  y  14. 

(99)  Q^e  están  por  la  ley  (14)  afectados  al  tráfico  de  la  mujer  casadss* 
pero  ésta  no  podrá  gravar  los  inmuebles  gananciales  y  otros  que  tenga 
en  comunidad  con  el  marido  (20). 

(100)  Es  congruente  con  las  disposiciones  de  los  art.  11  §  últ.  y  18 
inc.  1«. 

(101)  Escepto  si  el  acto  es,  por  su  naturaleza  ó  por  su  forma,  esencial- 
mente comercial,  ó  si  la  prueba  resulta  del  mismo  instrumento  (salvo  el 
derecho  del  menor  ó  de  la  mujer  casada  á  impugnarla).  La  disposición 
de  nuestro  §  no  es  justificable  en  derecho,  es  incoherente  con  la  pre- 
sunción del  art.  B  inciso  2*  y  dará  margen  á  graves  dificultades  y  pleitos. 
Tampoco  se  halla  establecida  sino  en  el  viejo  Cód.  portugués,  no  ha  sido 
reproducida  en  el  nuevo  y  parece  mas  bien  propia  de  un  Código  de  proce- 
dimientos. Lo  único  jurídico  habria  sido  atenerse  á  los  principios  y 
reglas  generales,  como  lo  hace  Sampaio  en  su  Proyecto  (8).  Compara  con 
Bédarride,  n»  166,  167  y  186.  Alauzet,  números  315  y  320.  Toca  á  la  pru- 
dencia del  acreedor  hacer  constar  en  la  escritura  de  la  deuda  y  en  la 
hipotecaria  que  la  obligación  era  comercial. 
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á  ambos  cónyuges;  ^^^  á  no  ser  que  en  la  escritura  de  autori- 
zación se  le  diera  espresamente  esa  facultad.  Y.  24.  E.  7. 
P.  26.  B.  27  §  lo. 

(102)  Gaáles  son  los  bienes  raizes  que  pertenecen  en  común  á  ambos 
cónyuges?  La  anfibología  de  la  frase  ha  permitido  que  entre  los  anota- 
dores  del  Oód.  de  Femando  vn  se  formasen  tres  opiniones,  y  el  criterio 
conservador  ha  mantenido  el  texto  sibilino,  con  lo  cnal  se  da  rasson  á  to- 
dos, y  el  nudo  gordiano  sigue  esperando  su  Alejandro.  Debe  descartarse 
la  opinión  arbitraria  de  la  Enciclopedia  de  D.  y  A.  que  pretende  limitar 
á  los  bienes  muebles  el  significado  de  los  bienes  gananciales  del  art.  14, 
con  más  razón  que  la  de  los  autores,  que  quieren  que  el  presente  arti- 
culo no  comprenda  los  inmuebles  gananciales,  sino  los  que  estén  jpro-in- 
divisó  entre  los  cónyuges  por  cualquier  otro  título,  buscando  evitar  la 
antinomia  que  encuentran  entre  el  presente  y  el  art.  14.  (Caravantes, 
Huebra,  La  Sema  y  Reus).  Mas  no  veo  la  contradicción,  pues  el  14  habla 
de  la  afectación  general  sobre  los  bienes  alli  especificados,  y  el  presente 
del  gravamen  especial  y  voluntaxio,  que  son  dos  cosas  distintas.  La 
afectación  general  se  causa  ministerio  legis  y  con  independencia  de 
la  voluntad  del  deudor,  mientras  que  el  gravamen  hipotecario  ó  anti- 
crético es  especial  y  obra  exclusiva  de  su  voluntad.  Así,  aunque  sea  de 
principio  que  los  bienes  del  deudor  son  la  garantía  ^i^o^e^  común  de  sus 
acreedores  (Código  Napoleón  2093),  las  disposiciones  que  acuerdan  ó 
niegan  la  facultad  de  hipotecar  no  se  encuentran  en  contradicción  con 
la  prescripción  general  de  dicho  art.  2093.  De  modo  que  la  mujer,  sin 
autorización  especial  del  marido,  no  puede  hipotecar  los  bienes  raices 
que  están  afectados  á  la  responsabilidad  general  que  pesa  sobre  los  bie- 
nes propios  de  la  mujer;  y  en  esto  no  hay  ninguna  contradicción.  Esos 
bienes  raices  pueden  ser  ejecutados  y  vendidos  en  justicia,  pero  no  pue- 
den ser  hipotecados  si  el  marido  no  consiente;  al  modo  que  la  mujer 
puede  hipotecar  sus  inmuebles  y  sin  embargo  no  puede  venderlos  direc- 
tamente. 

Por  último,  Martí  Exialá  (pag.  137  nota  a)  cree  que  nuestro  art.  se  re- 
fiere á  los  gananciales,  porque  no  puede  desconocerse  el  derecho  de  la 
mujer  á  hipotecar  su  parte  indivisa  en  otros  inmuebles.  A  esta  doctrina, 
que  es  atinada,  debe  agregarse  la  consideración  de  que,  será  muy  raro 
el  caso  de  que  los  esposos  tengan  esos  bienes  raices  pro  indiviso  (sin  ser 
gananciales),  y  no  debe  pensarse  que  la  ley  se  ha  hecho  para  casos  raros. 
Estando  los  gananciales  destinados  á  responder  á  las  cargas  <?el  matrí- 
trimonio  y  correspondiendo  su  administración  al  marido,  se  explica  muy 
bien  la  necesidad  de  su  consentimiento,  y  razones  análogas  median  res- 
pecto á  los  demás  bienes  raices,  porque  constituirán  casi  siempre  el  ca- 
pital social,  productor  de  los  frutos  y  ganancias.    Agregúese  que  se  trata 
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Abt.  21 

La  revocación '^^  de  la  autorización  concedida  por  el  ma- 
rido á  la  mujer  en  los  términos  del  artículo  18,  ^^  solo  puede 

de  actos  de  tan  grave  trascendencia  como  del  de  sostener  un  pleito  (18)  y 
que  son  relativos  á  los  inmuebles,  á  que  las  viejas  leyes  atribuyeron 
siempre  escepcional  importancia.  Tales  me  parecen  el  alcance  y  motivos 
de  esta  disposición.  Puede  compararse  con  el  10  N.  £• 
.  Si  la  mujer  casada  no  puede  hipotecar  ni  gravar  los  inmuebles  comu- 
nes, menos  podrá  enajenarlos.  Compara  con  los  art*.  8 1 23  y  2683  del 
Código  Civil.  La  comerciante  tampoco  podrá  enajenar  los  bienes  mue- 
bles gananciales,  pues,  tal  facultad  corresponde  á  su  marido  (Cód.  Civ. 
1277),  aunque  queden  de  hecho  afectados  con  los  actos  de  ella,  y  es  muy 
dudoso  que  pueda  darlos  en  prenda  (vé  Civ.  3213).  Nótese  que  la  prenda 
y  no  la  hipoteca,  es  de  mucho  uso  en  el  comercio. 

Con  la  palabra  gravar  nuestro  inciso  parece  referirse  al  anticrésis.  Mas 
cuando  la  enajenación  de  los  bienes  muebles  constituye  ^1  negocio  mismo, 
podrá  hacerlo  la  mi:ger,  pues  tales  bienes  no  son,  hoc  tensUt  gananciales  y 
el  negocio  sería  trabado  continuamente. 

Si  la  mujer  es  curadora  del  marido,  ella  reasume  las  facultades  y  de- 
beres de  éste,  y  como  este  caso  no  podía  ser  previsto  por  el  Código  de 
Comercio,  que  fue  anterior  al  Civil,  pienso  que  debe  ser  regido  por  este 
último  Código.  Necesitaría,  pues,  de  licencia  judicial  (1304  de  dicho  Có- 
digo). Al  examinar  estas  cuestiones  debe  teuerse  en  cuenta  que  nuestras 
compilaciones  legislativas  constituyen  una  madeja  bien  enmarañada;  y 
que  es  fuerza  estudiar  las  cuestiones  en  los  textos  nacionales,  y  no  limi- 
tarse á, adaptaciones  de  las  doctrinas  extranjeras. 

(LUi)  Que  solo  al  marido  corresponde  ejercitarla  (14, 16,  18  y  20  y  su 
arg.  Cód.  Civ.  195):  compara  con  el  12  inc.  2^.  Esto  es  lo  más  lógico,  lo 
único  que  garantirá  la  paz  de  la  familia  y  que  evitará  la  ruina  de  ésta. 

La  proposición  de  Bédarride,  de  que  todo  cambio  de  voluntad  debe 
presumirse  que  es  efecto  del  capricho  y  de  un  espíritu  vejatorio,  no  pue- 
de ser  aceptada,  y  no  debe  admitirse  la  intervención  de  la  justicia  en  el 
matrimonio,  sino  cuando  ella  sea  indispensable.  La  doctrina  francesa  está 
muy  dividida:  en  favor,  Delamarre  n»  63,  Pardessus,  n»  64,  Massé,  u» 
1115  y  especialmente  Nouguier:  en  contra,  Bédarride,  n»  115  y  s.  s.  Alau- 
zet,  n»  302,  Bravard  pág.  109  y  Lyon-Caen  n»  251 .  B.  28. 1. 1 5,  Vé  nota  105. 

Cuando  la  comerciante  sea  curadora  de  su  marido  y  con  su  conducta 
comprometa  los  bienes  administrados,  amen  de  los  recursos  del  derecho 
civil  (vé  Cód,  Civ.  457  n®  3  y  301),  pienso  que  el  juez  que  pudo  autorizarla 
á  comerciar  (nota  86\  podrá,  á  petición  de  parte,  retirarle  esa  autorización. 

(104)  Léase,  artictUo  14,  que  corresponde  al  18,  á  que  el  Código  de 
1862  se  refiere. 
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tener  efectx>  si  es  hecha  en  escritora  pública  ^^^  que  sea  debi- 
damente registrada  y  publicada.  De  P.  27. 

Solo  surtirá  efecto  en  cuanto  á  tercero,  ^^  después  que  fuere 
inscripta  en  el  registro  de  comercio  y  publicada  por  edictos, 
y  en  los  periódicos,  si  los  hubiese.  Y.  26.  De  B.  28  inc.  2. 

Abt.  22 

Están  prohibidos^®''  de  ejercer  el  comercio ^^^  por  incom- 
patibilidad de   estado: 

1^  Las  corporaciones  eclesiásticas; 

2o  Los  clérigos  de  cualquier  orden,  mientras  vistan  el 

traje  clerical; 
3o  Los  magistrados  civiles  y  Jaeces  en  el  territorio  donde 

ejercen  su  autoridad  y  jurisdicción  con  título  perma- 


(105)  Esta  frase  arguye  que  es  el  marido,  y  no  el  juez,  quien  hace  la 
revocación  (nota  103). 

Como  lo 9  terceros  tienen  mis  interés  en  conocer  el  retiro  que  la  auto- 
rización misma,  la  revocación  no  debia  revestir  menor  solemnidad. 

(106)  Que  no  tenga  conocimiento  de  la  escritura  de  revocación:  arg.  del 
final  del  art.  14,  del  3135  del  Cód.  Civ.  y  de  lo  dicho  en  las  notas  79  y  83. 

Este  inciso  pudo  uniformarse  mas  con  el  ñaal  del  14.  Compara  este 
art.  con  Ch.  13  I.  15  N.  E.  8«  A.  7.    Ley  belga  9o. 

(107)  Redacción  arcaica.  Se  prohibe  6  no  podrán  ^ercer  ¡a  profesión 
morcan  til,  dicen  los  códigos  españoles  y  el  portugués. 

(108)  Mas  nó  actos  aislados  de  comercio  (23,  106  y  su  arg.  Sampaio 
pág.  '24  y  doctrina  francesa),  como  seria  girar  una  letra,  pagaré  ó  cheque, 
ó  adquirir  titules  de  la  deuda  pública  ó  de  acciones  de  sociedades  anóni- 
mas (arg.  del  106). 

En  consecuencia  de  esta  prohibición,  no  pueden  ser  comerciantes,  por 
falta  do  capacMad  legal  (1«  y  vé  82  n®  1»),  y  menos  gozar  de  las  regalías 
de  tales  (vé  26);  pero  si  de  hecho  ejercen  la  profesión,  podrán  ser  decla- 
rados en  quiebra  (arg.  del  112,  combinado  con  el  99  n®  I®:  vé  1379). 
Lyon-Caen,  n®  201.  Alauzet,  n»  254.  Bédarride,  n«  66  séptimo.  Bravard  T, 
pág.  55),  demandados  ante  los  jueces  de  comercio  (6  y  A.  276),  y  aun  pa- 
rece que  BUS  actos  llevarán  la  presunción  de  comercíalidad  (5  inc.  2o). 
Como  las  prohibiciones  son  de  derecho  estricto,  no  alcanzan  á  las  esposas 
de  los  prohibidos.  Vé  nota  114. 


ífr 


ART.  22  Y  *23  67 

nente.  *<»  V.  27.  E.  8.  P,  28.  W.8.  B.  10.  ||  Comp.  mi 
28.  N.  P.  14. 

Art,  23 

Ea  la  prohibición  del  artículo  precedente,  no  se  comprende 
la  facultad  de  dar  dinero  á  interés,  ^^^  con  tal  que  las  perso- 
nas en  él  mencionadas,  no  hagan  del  ejercicio  de  esa  facultad 
profesión  habitual  de  comercio,  ni  tampoco  la  de  ser  accionis- 
tas en  cualquier  compañía  mercantil,  ^^'  desde  que  no  tomen 
parte  en  la  gerencia  administrativa.  V.  28.  B.  3. 

(109)  Vé  mis  notas  á  los  art.  BB,  1361  n»  B»  á  ?<»  y  1443  del  Céd.  Civ. 
á  Vidarí,  n»  161  á  163,  y  pueden  verse  las  L.  L.  46  tít.  6,  Part.  1»,  B  tit.  B 
Part.  B»,  2  tít.  12,  lib.  l<»  R.  I  y  3  tít.  11  lib.  7  N.  R.  La  profesión  de  co- 
merciante quitaría  tiempo  y  autoridad  al  magistrado;  pero  podrá  comer- 
ciar donde  no  ejerza  su  jurisdicción,  esponiéndose  á  comprometer  su 
posición,  si  cae  en  quiebra. 

La  prohibición  alcanza  á  los  jueces  y  otros  magistrados  civiles,  sean 
de  la  Nación  ó  de  la  Provincia,  porque  los  Códigos  y  las  leyes  nacionales 
obran  sobre  las  personas  y  alcanzan  á  todos  los  habitantes  de  la  Repú- 
blica sin  eí»cepcion.  También  se  prohibe  ejercer  el  comercio  á  los  corre- 
dores (lOB  n»  1«)  y  á  los  martilieros  (107  inc.  2»  y  105  combinados),  y  los 
art.  141,  384,  916,981,  etc.,  establecen  prohibiciones  ó  incapacidades  espe- 
ciales para  determinados  mandatarios  y  con  relación  á  los  ramos  de 
comercio  ejercidos  por  los  principales  ó  mandantes. 

En  cuanto  á  la  sanción  de  la  prohibición,  será  la  determinada  por  las 
leyes  especiales  (vé  lOB  al  ñn\  y  que  el  acto  del  incapaz  no  producirá 
acción  contra  el  contratante  capaz;  pero  conferirá  á  éste  el  derecho  para 
demandar  á  su  elección  la  nulidad  ó  el  cumplimiento  del  acto  comercial, 
á  menos  quo  se  le  probare  que  ha  celebrado  el  acto  sabiendo  ó  debiendo 
saber  la  incapacidad  jurídica  del  otro  contratante.  Vé  Cód .  Civ.  1043  y 
1047.  En  contra  A.  276.  La  doctrina  francesa  es  incierta,  aunque  pai-ece 
inclinarse  á  la  validez  del  acto.  Véase  á  Del  amarre,  n^  48.  Alauzet. 
n®*  254  y  898.  Bédarride,  Commer^ants,  n»  66  sexto,  Bourse^  n»»  488  y  441. 
Dd  el  fraude,  n*»  713,  Massé,  n»  981.  Vidari,  n®  157.  Lyon-Caen,  n<>«  215 
y  216,  etc. 

(110)  U  otros  actos  accidentales  de  comercio  (nota  108);  porque  ello  no 
constituye  el  ejercicio  del  comercio,  que  es  lo  prohibido  (22).  Vé  el  658. 

(111)  Anónima,  ó  de  otra  sociedad  por  acciones  de  responsabilidad 
limitada  (vé  3  ?6  y  380),  ó  ser  socio  comanditario :  eadem  est  ratio.  Coni- 
pañia,  en  el  lenguaje  de  los  Códigos  portugués  y  brasilero  es  únicamente 


/ 
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Abt.  24 
Están  prohibidos  ^^^  por  iacapacidad  Idgal: 

1^  Los  que  se  hallan  en  estado  de  interdicción;  ^^^ 
2°  Los  quebrados  que  no  hayan  obtenido  rehabilitación,  ^^^ 
salvo  las  limitaciones  del  art.  1676    ^^^  V.  29.  P.  29. 
De  E.  9. 

CAPÍTULO  TERCERO 

De  la  matrícula  de  los  comerciantes. 

Art.  26 

Para  gozar  de  la  protección  que  este  Código  acuerda  al  co- 
mercio y  á  la  persona  de  los  comerciantes;  deben  éstos  matri- 


la  sociedad  anónima.  Yé  la  nota  que  precede  al  ^3,  y  compara  este 
art.  con  el  100.  La  responsabilidad  ilimitada  da  al  socio  el  carácter  de 
comerciante  (nota  17).  Yé  la  nota  1631. 

(112)  De  ejercer  el  comercio,  entiéndase  (22). 

(113)  Está  demás  este  n»,  pues,  si  tenemos  la  interdicción  civil  como 
pena,  Cód.  Penal  63  n®  2®  (Cód.  Civ.  103),  no  hay  para  qué  hablar  de  los 
absolutamente  incapaces,  pues  quedan  comprendidos  en  la  disposición 
del  9  inc.  2^.  La  interdicción  para  comerciar  desde  2  hasta  15  años,  se 
impone  al  fallido  fraudulento  ó  culpable. 

(1 L4)  Pienso,  contra  la  opinión  de  algunos,  que  ha  hecho  bien  la  ley 
en  clasificar  separadamente  al  quebrado ;  porque,  aunque  la  falencia  no 
constituya  sino  una  incapacidad  relativa  de  hecho,  que  no  priva  de  la 
capacidad  de  contratar  y  comerciar  (Delamarre  UI  n®  290.  Massó  n»  1190. 
Namur,  n9  1642.  Alauzet,  n«  2457.  Annaiea  de  droit  commercialj  1888, 
pág.  43),  de  los  art.  1402  á  1404, 1554,  1574  y  1575  del  presente  Código  y 
de  los  art.  301,  398  no  5o,  992,  nota  al  1044,  1162,  1740,  1967  n»  4o  y  3868 
del  Civü  (vé  notas  119  y  4509),  resulta  que  el  quebrado  queda  afectado 
de  una  incapacidad  que  trasciende  al  orden  civil,  especialmente  respecto 
de  los  bienes  correspondientes  al  concurso.  Las  incongruencias  que  pre- 
senten esos  textos  son  debidas  al  eclectismo.  Respecto  á  la  rehabilita- 
ción, vé  1582. 

La  mujer  del  fallido,  como  la  del  magistrado  ó  sacerdote  (nota  108), 
no  está  comprendida  en  la  prohibición,  ni  seria  justo  que  lo  estuviera. 
Si  la  doctrina  &*ancesa  está  dividida  es  porque  en  Francia  el  marido,  bajo 
el  régimen  de  la  comunidad,  responde  hasta  con  sus  propios  bienes 
(nota  89). 


AET.  25  y  26  G9 

cularee  "«  (V.  32.  B.  4.o  P.  4.)  en  el  Tribunal  de  Comercio  de  su 
domicilio.  Si  no  hubiere  allí  Tríbmial  de  Comercio,  ^^"^  la  ma- 
tricula se  verificará  en  el  juzgado  de  paz  respectiyo. 

Abt.  26 

Todos  ^^^  los  comerciantes  inscriptos  en  la  matricula  gozan 
de  las  siguientes  ventajas: 

1*  La  fé  que  merezcan  sus  libros  con  arreglo  al  art.  63; 
2*  Derecho  para  solicitar  el  concordato; 
3»  Moratoria  mercantil;  1683. 
4^  Rehabilitación; 

5*  El  derecho  de  ejercer  las  ñmciones  de  sindico  en  los 
concursos.  ^^® 

(115)  Esta  adición  no  existe  en  los  Códigos  modelos.  El  Código  ante- 
rior se  referia  al  1554,  lo  cual  era  absurdo,  pues  en  los  casos  de  ese  art 
no  había  intervenido  rehabilitación;  y  la  enmienda  actual  es  mucho 
peor  que  el  soneto,  pues  importa  decir:  "  no  pueden  comerciar  los  que- 
"  brados  que  no  hayan  obt^uido  rehabilitación,  salvo  los  casos  en  que  no 
"  puedan  pedirla  (!) ". 

Haré  presente  que,  aceptando  el  pensamiento  de  mi  Proyecto  (31),  se  ha 
eliminado  el  30  del  Cód.  de  1862,  cuyos  defectos  hice  notar,  dejando  asi 
la  materia  de  la  nulidad  de  los  actos  bajo  el  imperio  del  Cód.  Civil. 

Es  sensible  no  se  hayan  mantenido  las  disposiciones  sobre  domicilio. 
Véase  mi  Proyecto  (32  á  34). 

(116)  No  sería  fácil  puntualizar  en  qué  consiste  la  protección  que  este 
Código  acuerda  á  la  persona  de  los  comerciantes  y  menos  aun  al  comercio; 
y  los  art.  5,  6  y  7  demuestran  que  las  disposiciones  de  este  Código  rigen 
principalmente  los  actos  de  comercio  y  la  persona  y  actos  de  los  comer- 
ciantes, aunque  no  estén  inscritos  en  la  matrícula.  Así  que  este  inciso,  ó 
no  quiere  decir  mas  que  el 26  siguiente,  ó  solo  servirá  pora  hacer  chicana. 

(117)  Entiéndase,  Juagado  de  comercio,  porque  tribunales  de  com.  de 
1^  Instancia  no  hay  en  la  Bepública,  y  dando  á  la  palabra  su  significado 
propio,  el  único  juez  competente  sería  el  de  Paz.  Vé  nota  1552.  Vé  art. 
86  y  1235,  que  dicen  Juece». 

(118)  SolOj  es  la  palabra  que  vertiría  mejor  el  pensamiento  del  art.  que 
se  propone  draconianamente  castigar  al  que  no  se  inscriba,  privándole 
de  las  ventajan  aquí  enumeradas.  Yé  el  art.  87. 

(1 19)  De  estas  cinco  ventajas,  la  única  racional  (la  5*),  es  tomada  de  mí 
Proyecto  (37):  las  otras  son  verdaderos  absurdos,  pues  importan,  como 
he  dicho  en  aquella  obra,  sanciones  tan  inadecuadas  como  exorbitantes  y 
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que  herirán  legítimos  intereses  de  tercero.  Desde  luego,  los  prohibidos 
de  3er  comerciantes  no  tienen  derecho  á  la  matrícula  (30),  ni,  por  lo 
tanto,  á  los  benefícios  que  ella  acuerda.  Por  consiguiente,  si  un  juez  ó 
magistrado  civil,  ó  clérigo,  ó  quebrado,  un  corredor  ó  un  martiliero,  ejer- 
ciendo de  hecho  el  comercio,  cae  en  falencia,  y  siempre  que  por  descuido, 
ignorancia  ó  imposibilidad  de  hecho,  nn  comerciante  no  se  inscriba  en  la 
matrícula,  en  todos  esos  casos,  los  libros  de  sus  negocios  no  merecerán 
ninguna  fé  erga  omneSf  pues  si  aprovecha  á  unos  debe  aprovechar  á  otros, 
y  no  podrán  suministrar  ningún  antecedente  para  la  quiebra  (compara 
con  1448,  1444,  1447,  1550,  n®  3o,  etc.  y  nota  220);  no  podrá  solicitar, 
ni,  según  parece  lógico,  admitir  el  concordato,  como  si  fuera  un  quebrado 
punible,  perjudicándose  así  mas  los  intereses  de  los  acreedores  y  del 
comercio  que  los  del  fallido. 

La  pena  de  la  no  rehabilitación  es  tan  inadecuada  como  draconiana. 
£i  fallido  pierde  la  aduiinistracion  de  los  bienes  de  sus  hijos,  no  puede 
ser  testigo  en  instrumento  público  y  puede  retirársele  la  administración 
de  los  bienes  conyugales,  escluírsele  de  una  sociedad  y  causar  su  disolu- 
ción, destituírsele  del  albaceazgo  (Cód.  Civ.  301, 398  n»  5<»,  990, 1294,  1733 
no  4o,  1 769,  3864,  etc.)  Resultará,  pues,  que  el  fallido  fraudulento,  que 
pierde  la  ciudadanía  argentina  (Ley  Oct.  de  1869),  el  estafador,  etc.,  que 
no  hayan  pagado  sino  una  parte  mínima  de  sus  deudas,  podrán  obtener 
la  rehabilitación,  si  están  inscritos  en  la  matrícula;  mientras  que  el  comer- 
ciante honrado  que  hubiera  abonado  la  casi  totalidad  de  su  pasivo,  si  no 
está  inscrito,  quedará  perpetuamente  en  interdicción  legal  y  acaso  sin  el 
ejercicio  de  ciertos  derechos  políticos  y  otras  funciones  civiles  y  comer- 
ciales (24,  1554  y  demás  citados  en  la  nota  114);  todo  lo  cual  constituye 
una  pena  extraordinaria  y  absurda,  especie  de  muerte  civü  (mantenida 
por  la  Ref  de  187:^),  que  no  la  aplica  ni  el  mismo  Cód.  penal.  Como  dis- 
posición tan  escepcional  dobe  interpretarse  restrictivamente,  y  quien 
paga  íntegramente  á  sus  acreedores,  tiene  derecho  á  la  rehabilitación  de 
oficio  (1573),  sin  necesidad  de  solicitarla  y  cesa  la  razón  del  art.  1402, 
pienso  que  en  tal  caso  procederá  la  rehabilitación,  salvo  lo  dispuesto  por 
los  art.  1574  y  1575. 

Nada  diré  respecto  á  la  moratoria,  porque  la  reputo  incí  nveniente; 
pero  para  los  qae  la  estiman  mía  sabia  institución,  la  pena  es  inadecuada 
y  exorbitante.  De  paso  diré  que  los  Bancos  suelen  tener  su  legislación 
peculiar,  y  su  establecimiento  se  hace  público  por  diversos  medios. 

Como  contrapinieba  de  mi  tesis  bastará  recordar  que  casi  todos  los  Có- 
digos echan  mano  de  sanciones  suaves  y  disciplinarias,  como  pequeñas 
multas  y  otras  semejantes. 

Así,  las  leyes  alemanas  solo  imponen  á  los  no  inscritos  una  pequeña 
multa,  y  no  les  permiten  formar  parte  de  las  Cámaras  de  Comercio  ni 
registrar  una  marca  de  fábrica  hasta  que  no  matriculen  sos  firmas. 


ABT.  26  Y  27  71 

Para  que  la  inaoripcion  surta  los  efectos  legales,  debe  ser 
hecha  al  empezar  el  giro  ó  cuando  no  tuviere  necesidad  el 
comerciante  de  invocar  los  privilegios  mencionados.  ^^  De 
Eef.  6.0  Vé  mi  37. 

Abt.  27 

]ja  matricula  del  comerciante  debe  hacerse  en  el  registro  de 

comercio,  presentando  el  suplicante  petición  ^**  que  contenga: 

1^  Su  nombre,  estado  y  nacionalidad,  y  siendo  sociedad, 

los  nombres  de  los  socios  ^^  y  la  firma  social  adoptada; 

2°  La  designación  de  la  calidad  del  tráfico  ó  negocio; 

La  matrícula  es  como  el  cuño  legal  y  el  pasaporte  del  comerciante: 
desde  entonces  su  personalidad  queda  establecida  é  identificada  (27)  y  su 
profesión,  caracterizada  de  una  manera  inequívoca.  En  caso  de  duda  se 
ocurrirá  á  ella  (32). 

(120)  Es  decir,  que  deben  inscribirse  ó  matricularse  al  empezar  su  giro 
ó  antes  de  hallarse  en  quiebra  ó  de  necesitar  moratorias,  todo  lo  cual 
quedará  librado  á  la  apreciación  del  juez.  Nótese  que  la  rehabilitación 
que  se  obtiene  sin  necesidad  de  carta  de  pago  (vé  1572  y  1576),  no  es 
propiamente  un  privilegio. 

La  matrícula  hecha  tardíamente  restituirá  la  fé  á  los  asientos  ya  he- 
chos en  los  libros  del  comerciante?  Creo  que  si,  porque  es  im  caso  idén- 
tico al  de  falencia  ó  moratoria  y  con  tal  que  la  matrículacion  no  sea  con 
el  fin  inmediato  y  especial  de  invocar  esos  asientos  en  un  juicio  próximo, 
pues  en  éste  no  podrían  utilizarse.  No  sería  singular,  que  en  un  libro 
único,  ciertos  asientos  fuesen  eficaces  y  otros  nó?  Se  sabe  que  la  prueba 
resultante  de  un  libro  ó  instrumento  cualquiera  es  indivisible. 

(121)  O  mas  propiamente:  La  matrículacion  en  el  registro  de  comercio 

se  solicita  mediante  petición  del  suplicante,  en  que  se  contenga El 

memoríal  va  en  papel  sellado,  y  la  inscrípcion  se  hace  por  el  Secretarío, 
mediante  decreto  del  juez  (29  y  34). 

(122)  Pero  no  se  exige  aquí  la  declaración  del  estado  y  nacionalidad; 
ni  esta  disposición  es  aplicable  á  la  sociedad  anónima,  en  la  que  bastará 
declarar  su  denominación  (291  n^  2^),  ni  á  las  sociedades  accidentales 
(vé,  395).  Pienso  que  la  matrícula  de  todos  los  socios  aprovechará  á  la 
sociedad,  puesto  que  la  inscripción  del  contrato  social  basta,  y  que  la  ma- 
trícula es  mas  de  los  socios,  sobre  todo  cuando  son  comerciantes,  que  de 
la  sociedad.  No  hablo  de  la  inscripción  del  contrato  social.  Pero  la  ma- 
trícula de  la  sociedad  no  aprovechará  á  los  socios,  en  cuanto  á  su  comercio 
propio.    ^  este  sentido,  Orlando,  pág.  8.  Vé  nota  1098,  hacia  el  ñiL 
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3o  El  lugar  ó  domicilio  del  establecimiento  ^^  ó  es- 
critorio; 

4®  El  nombre  del  gerente,  ^^  fstítoT  ó  empleado  que 
ponga  á  la  cabeza  del  establecimiento.  ^^^  Y.  34  P.  6 
E.  11.  Br.  5. 

Abt.  28 
Los  menores,  ios  hijos  da  familia  y  las  mujeres  casadas  de- 
berán agregar  los  títulos  de  su  capacidad  civil.  ^^^  V.  35  B.   5 
inc.  últ. 

Abt,  29 

La  inscripción  en  el  registro  será  ordenada  gratuitamente 
por  el  Tribunal  de  Comercio,  ó  juzgado  [de  paz,  en  su  caso,  ^^ 
siempre  que  no  haya  motivo  de  dudar  que  el  suplicante  goza 
del  crédito  y  probidad  que  debencaracterizar  á  un  comerciante 
de  su  clase  ^^  De  P.  7. 

Los  jueces  de  paz  remitirán  mensualmente  una  lista  ^^ 
de  los  matriculados  al  Tribunal  de  Comercio  respectivo,  quien 
la  hará  agregar  al  registro.  V.  36.  1|  Comp.  E.  1 1-12  y  P.  7. 
Br.  6. 


(123)  Vé  294  y  Cód.  Giv.  90  n»»  3o  y  4o. 

(124)  O  admioistrador  de  la  sociedad,  ó  del  presidente,  ó  director  de 
la  sociedad  anónima  (vé  106). 

(125)  Vé  39  no  4o,  132,  etc.  La  mujer  casada  y  el  menor  deben  adjuntar 
sus  documentos  habilitantes  (28).  El  espediente  para  la  matrícula  queda 
archivado  (vé  31), 

(126)  Vé  36  no  5o  y  la  nota  anterior. 

(127)  Vé  25  con  la  nota  117. 

(128)  Esta  prescripción  no  es  conforme  á  los  art.  30,  1574  y  1575,  y 
con  su  vaguedad  dará  pié  al  arbitrario  (vé  la  nota  siguiente  y  38  de  m 
Proyecto  de  Cód.)  Autorizar  al  juez  para  apreciar  si  el  comerciante  goza 
del  crédito  y  experiencia  necesarios  importa  un  serio  ataque  á  la  libertad 
de  trabajar  y  comerciar,  garantida  por  nuestra  Constitución.  En  este 
sentido,  Lyon-Caen,  no  194  al  ñn. 

Según  Orlando  bastará  que  el  pretendiente  adjunte  el  testimonio  favo- 
rable de  dos  ó  tres  comerciantes  (vé  1326  al  fin). 

(129)  La  simple  nómina  de  los  matriculados  no  ilustraría  lo  suñciente 
y  debió  exigirse  una  copia  fiel  de  la  solicitad  (27),  ó  un  duplicado  de  la 
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Aat.  30 

El  Tribunal  de  Comercio  negará  la  matricula,  si  hallare  que 
el  suplicante  no  tiene  capacidad  legal  para  ejercer  el  comer- 
cio, ^^  quedando  á  salvo  al  que  se  considere  agraviado,  el  re- 
curso para  ante  el  Tribunal  Superior.  De  P.  8.  B.  6. 

Si  la  denegación  se  hubiere  hecho  por  el  juez  de  paz,  el  re- 
curso será  para  ante  el  Tribunal  de  Comercio.  ^'^  Y.  37. 

Abt.  31 

Toda  alteración  que  los  comerciantes  hicieren  en  las  cir- 
cunstancias especificadas  en  el  artículo  27,  ^^^  será  de  nuevo 
llevada  al  conocimiento  del  Tribunal,  con  las  mismas  solemni- 
dades y  resultados.  V.  38.  P.  9.  B.  8. 


inscripción,  como  dispone  el  12  español.    Hay  muchos  comerciantes  con 
el  mismo  nombre  ó  con  un  nombre  casi  igual.  Vé  nota  156. 

(130)  De  modo  que  si  tiene  capacidad  legal  para  ejercer  el  comercio 
(vé  9  á  12,  14,  22  y  24),  no  debe  negar  la  matriculacion  pedida,  pues 
en  el  art.  se  ha  suprimido  á  designio  la  frase  au  nao  é  digno  (ó  si  no  es 
digno)  del  original  portugués,  produciéndose  asi  ima  desarmonía  con  la 
disposición  del  art.  anterior.  Vé  nota  299. 

(131)  £1  recurso  es  siempre  al  superior  inmediato.  El  inciso  siguiente 
debió  suprimirse  como  doctrinario  y  de  puro  procedimiento. 

(182)  En  cuanto  al  cambio  de  las  circunstancias  marcadas  en  los 
xiot.  2<^  y  3o^  nada  hay  que  observar;  pero,  como  el  cambio  de  factor  ó  de- 
pendiente ha  de  constar  en  el  Registro  (36  nos.  49  y  6^),  no  hay  objeto 
en  llevarlo  á  conocimiento  del  juez.  Y  el  cambio  tan  notorio  de  gerente, 
presidente  ó  director  de  una  sociedad  habrá  de  anunciarse  al  juez,  en  pre- 
sencia de  la  disposición  del  art.  295?  arg.  del  36  n»  3o.— Si  la  firma 
social  se  muda,  habrá  nueva  sociedad  y  se  aplicarán  los  art.  36  n^  3^, 
424  y  429.  En  el  caso  escepcional  de  cambio  de  nombre  del  comerciante, 
si  es  que  tai  cosa  puede  permitirse  sin  restricciones  y  precauciones, 
justo  será  que  cambio  de  tamaña  trascendencia  conste  oficialmente. 
Pero  el  simple  cambio  de  estado,  y  menos  el  de  nacionalidad  es  de 
ninguna  importancia  (vé  18,  14,  36  números  I**  y  6»),  y  no  entra  en  las 
previsiones  del  Gód.  portugués. 

El  mandato  de  este  art.  carece  de  sanción,  y  no  sería  justo  ni  jurídico 
considerar  al  comerciante  como  no  matriculado  (vé  26). 
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Abt.  32 

El  que  se  inscribe  en  la  matrícula  se  supone  que  reviste  la 
calidad  de  comerciante^  para  todos  los  efectos  legales,  desde  el 
dia  de  la  inscripción.  ^33  De  V.  39.  B.  9.  P.  10.  Comp.  E.  17. 
y  mi  8. 

TITULO  SEGUNDO 


De  las  obligaciones  comunes  ¿  todos  ios  que  profesan 

ei  comercio. 

CAPÍTULO  PEIMERO 

Disposiciones  generales. 

Abt.  33 
Los  que  profesan  el  comercio  ^^  contraen  por  el  mismo 
hecho  la  obligación  de  someterse  á  todos  los  actos  y  formas 
establecidos  en  la  ley  mercantil.  ^^^ 

(133)  Es  decir,  que  desde  ese  momento  existe  la  presunción  legal  de 
que  el  matriculado  ejerce  habitualmente  el  comercio,  la  que  puede  ser 
desvanecida  mediante  la  prueba  contraria.  Vé  nota  21  y  art.  293  al 
fin.  No  será  fácil  armonizar  esta  disposición  con  la  del  art.  !<>.  que  re- 
quiere la  profesión  efectiva  y  habitual  del  ejercicio  del  comercio.  Mas 
atinado  es  el  art.  9  brasilero,  al  disponer:  ^^se  presume  que  el  ejercicio 
del  comercio,  para  todos  los  efectos  legales  comienza  desde  la  fecha 
de  la  publicación  de  la  matrícula".  La  esprosion  se  supone  es  también 
mal  elegida. 

(134)  Aunque  no  estén  matriculados,  pues  una  omisión  no  puede 
eximir  de  las  obligaciones  impuestas  al  gremio  comei*cial.  En  cuanto 
á  los  prohibidos  du  los  art.  22  y  24,  la  ley  no  se  ocupa  de  ellos  sino 
por  escepcíon;  pero  llegado  el  caso,  debe  aplicárseles  las  sanciones  de 
los  art.  1546  n»  11  y  1547  n«  8<»,  la  disposición  del  n®  4^  del  presente, 
como  de  derecho  común,  y  aun  los  art.  68  á  74,  en  cuanto  fuero  po- 
sible, pues  no  deben  ser  de  mejor  condición  que  los  que  ejercen  el  co- 
mercio legítimamente.  Nuestro  art.  es,  por  supuesto,  aplicable  á  las 
sociedades:  329  y  su  arg. 

(135)  Las  palabras  y  formas  están  demás,  y  el  art.  todo,  por  ser  doc- 
trinario y  en  parte  una  repetición  del  5  inc.  1<>,  pudo  y  debió  supri- 
mirse, sin  mas  que  consignar,  en  sus  lugares  respectivos,  lo  di¿>puesto 
en  los  números  2»  y  3». 


ABT.  33  75 

Eatre  esos  actos  se  cuentan : 

lo  La  inscripción  en  un  registro  público,  tanto  de  la  ma- 
trícula ^^  como  de  los  documentos  que  según  la  ley  *^^ 
exigen  ese  requisito; 

2p  La  obligación  de  seguir  un  orden  uniforme  de  conta- 
bilidad y  de  tener  los  libros  necesarios  á  tal  fin;  '^^ 
B.  10n.o  1. 

*3o  La  coQ'fervacion  da  la  correspondencia  que  tenga  re- 
lación con  el  giro  del  comerciante,  ^^  asi  como  la  de 
todos  los  libros  de  la  contabilidad;  ^^  De  E.  21  y 
P.  208.  Pr.  8. 

4p  La  obligación  de  rendir  cuentas  en  los  términos  de  la 
ley.  >^>  V.  44.  Ref.  28.  P.  alU  no.  4.  N.  P.  18 


(136)  La  matrícula  no  se  inscribe,  sino  el  comerciante.  Se  involucran 
aquí  dos  actos  que  por  ser  distintos  se  tratan  en  Capít.  separados  (vé 
26  y  36). 

(137)  Vé  36.  Sobre  los  fines  del  Registro,  vé  nota  1». 

(138)  Vé  43  á  67.  Los  libros  constituyen  una  verdadera  institución 
mercantil.  Es  tambian  obligación  del  comerciante  formar  un  inventario 
y  un  balance  anual  ó  trienal  (48  y  60)  de  su  activo  y  pasivo.  Vé  notas 
170,  171  y  163. 

(139)  Vé  61  y  62.  Las  cartas  recibidas  constituyen  un  control  deci- 
sivo de  las  copias  que  se  hagan  valer;  las  copias  suplen,  á  su  tumo, 
á  los  originales  no  exhibidos  en  juicio,  y  imas  y  otras  establecen  una 
constancia  cierta  del  negocio,  que  no  se  halla  espuesta  á  la  infidelidad 
de  la  memoria  humana.  Y  aunque  los  libros  de  comercio  constaten 
la  operación,  las  misivas,  con  las  cuentas,  facturas  é  instrucciones  á 
eUas  adjuntas,  constatan  sus  circunstancias  preparatorias  y  definitivas, 
anteriores,  concomitantes  y  posteriores  á  la  negociación  y  son  así  un 
recurso  inapreciable  en  los  litigios  (208  números  4o  y  6®).  En  este  sen- 
tido, Bédarride,  n<>  208.  Alauzet,  no  324.  La  sanción,  que  se  hallaba 
establecida  en  el  art.  1206  n9  49  de  la  Bef.  de  1873,  ha  sido  suprimida 
con  la  habitual  ligereza.  Vé  nota  al  679. 

(140)  Vé  67.  La  palabra  todos  arguye  que  deben  conservarse  aun  los 
auxiliares,  no  exigidos  por  la  ley. 

(141)  Vf^  68  i  74. 
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CAPÍTULO  SEGUNDO 

Del  registro  público  de  comercio. 
Abt.  34 

Eq  cada  Tribuaal  de  Comercio  ordinario  habrá  uu  registro 
público  de  comercio,  á  cargo  del  respectivo  Secretario,  ^'^^  que 
será  responsable  ^^^  de  la  exactitud  y  legalidad  de  sus  asientos. 
V.  46.  P.  209.  De  E.  22  inc.  lo.  y  23.  K  E.  16.  N.  P.  46. 

Abt.  35 

Se  inscribirá  en  un  registro  especial  la  matrícula  de  los  ne- 
gociantes que  se  habilitaren  en  el  Tribunal,  ^^  y  se  tomará 
razoD,  por  orden  de  números  y  de  fechas,  ^^^  de  todos  los 

(142)  Cuando  haya  mas  de  un  secretario  ó  escribano-secretario,  corres- 
ponde al  P.  E.  como  administrador,  la  designación  del  que  debe  llevar 
el  Registro,  dice  Sampaio;  pero  acaso,  esa  facultad  se  comprende  en  la 
superintendencia  que  Jas  leyes  constitucionales  acuerdan  al  Superior 
gerárquico  en  la  administración  de  la  justicia. 

Según  el  art.  12  alemán  (4  de  la  ley  belga  N.E.  30.  N.P.  60.  Mi 
Proyecto  44),  el  registro  de  comercio  es  público  y  cualquiera  puede 
examinarlo  en  las  horas  de  servicio  habitual  ú  oficina,  y  pedir  se  le  dé 
una  copia  ¿  su  costa:  arg.  del  1360.  Esta  es  también  mi  opinión.  Yé  á 
Vidari,  n»  167.  El  N.P.  autoriza  un  registro  provisorio  (56  y  66),  hasta 
que  se  permita  el  definitivo. 

(143)  Por  las  pérdidas  é  intereses  ó  daños  y  perjuicios,  que  sean  la 
consecuencia  inmediata  y  necesaria  de  su  falta,  amen  de  la  responsabi- 
lidad penal  ó  disciplinaria  que  corresponda.  Oód.  Civ.  1077, 1109,  y  arg. 
del  3147  con  mi  nota  4  él. 

(144)  O  en  otros  términos:  la  matricula  de  los  comerciantes  habili- 
tados por  el  juez  (29  y  30)  se  hará  en  un  registro  ó  libro  especial,  que 
por  eso  se  denomina  libro  de  matrícula. 

(146)  Y  guardando  las  demás  formalidades  materiales  requeridas  para 
los  protocolos  y  escrituras  públicas:  vé  Cód.  Civ.  989,  1001,  1006,  3144 
y  3147.  Pero  la  presencia  de  testigos  no  la  considero  necesaria.  Yé  38. 

Será  conveniente  también  que  se  ponga  en  los  documentos  inscritos 
una  anotación  fechada  y  bajo  firma  y  relacionada  con  la  toma  de  razón, 
como  se  hace  en  la  inscripción  de  hipotecas:  vé  el  final  del  art.  siguiente: 
el  1356  y  del  Cód.  Qvü,  el  3146. 

Como  la  matricula  y  el  registro  del  contrato  social  (vé  293)  se  hacen 
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docamentos  que  se  presentasen  al  registro,  formando  tantos 
yolámenes  distintos,  cuantos  fueren  los  objetos  especiales  del 
registro.  '««  V.  46.  P.  210  y  E.  22.  N.  E.  20. 

Abt.  36 

Pertenece  al  registro  público  de  comercio  la  inscripción  de 
los  siguientes  documentos:  ^^"^  N.  P.  49.  n^.  2o. 

lo  Las  convenciones  matrimoniales  que  se  otorguen  por 
los  comerciantes  ó  tengan  otorgadas  al  tiempo  de  de- 
dicarse al  comercio,  así  como  las  escrituras  que  se 
celebren  en  caso  de  restitución  de  dote,  y  los  títulos  de 
adquisición  de  bienes  dótales;  ^"^ 
2o  Las  sentencias  de  divorcio  ó  separación  de  bienes  ^"^^ 
y  las  liquidaciones  practicadas  para  determinar  las  es- 
pecies ó  cantidades  que  el  marido  deba  entregar  á  su 
mujer  divorciada  ó  separada  de  bienes;  ^^  Bef.  39.o 
n.o  1.0  Chile.  22o.  no.  2o. 


mediante  decreto  de  juez,  es  lógico  pensar  que  lo  mismo  debe  ser  respecto 
de  los  demás  documentos. 

(146)  Parece  que  en  esta  Capital  no  se  llevan  sino  tres  libros  ó  volú- 
menes, el  de  poderes,  el  de  sociedades  y  el  de  cartas  dótales  y  capittdadones 
matrimoniales,  dejando  asi  varios  documentos  sin  su  libro  propio.  Yé  los 
art  36,  62,  293  á  295,  323,  421,  424, 1121, 1355  y  1356. 

(147)  Es  incorrecto  decir,  que  la  inscripción  de  un  título  pertenece  al 
registro. 

(148)  Todo  con  el  propósito  de  que  conste  al  comercio  cuáles  son  los 
bienes  propios  de  la  mujer,  sea  ó  nó  comerciante.  La  adición  final  de  este 
n^.  es  tomada  del  N.  E.  22,  y  debe  comprender  todos  los  bienes  que  vengan 
á  aumentar  el  capital  de  cada  esposo.  Yé  1497  n^.  5^.  y  1546  n^.  12,  y 
nota  149. 

(149)  Yé  F.  66.  Como  el  divorcio,  que  no  es  seguido  de  separación  de 
bienes,  no  autoriza  á  la  esposa  4  comerciar,  no  hay  objeto  en  inscribir  la 
sentencia  de  divorcio,  ni  hay  pena  señalada  á  la  omisión.    Yé  1497  n®.  5<>. 

(150)  Es  decir,  las  liquidaciones  ú  otros  instrumentos  públicos  en  que 
consten  las  especies  ó  cantidades  que  el  marido  deba  entregar  á  su  mujer 
separada  de  bienes,  á  consecuencia  de  la  separación.  Thaller,  n^.  150, 
impugna  las  disposiciones  de  este  n<>.  y  del  anterior;  pero  Lyon-Caen, 
no.  320,  mas  bien  las  sostiene.  La  sanción  reside  en  el  1546  n^.  12.  Yé 
el  1497  n».  5o. 
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3^  Las  escritoras  de  sociedad  mercantil,  cualquiera  que 
sea  sa  objeto,  exceptuándose  las  de  sociedad  en  partici- 
pación; *^* 

4o  Los  poderes  que  se  otorguen  por  los  comeifeiantes  i 
factores  ó  dependientes,  para  dirigir  ó  administrar  sus 
negocios  mercantiles,  ^^^  y  las  revocaciones  ^^  de  los 
mismos;  N.  P.  49  n.®  4.o  De  mi  40  n®.  6. 

5o  La^  autorizaciones  concedidas  i  las  mujeres  casadas 
y  menores  de  edad,  '^*  lo  mismo  que  su  revocación;  ^^^ 
[N.  P.  49  n9.  lo.]  y  en  general,  todos  los  documentos  cuyo 
registro  se  ordena  especialmente  en  este  Código.  Y.  47, 
con  no.  2o.  agreg.  E.  22.  N.  E.  21. 

Abt.  37 

Se  llevará  un  índice  general,  por  orden  alfabético,  ^^  de 
todos  lo)  documeatos  de  que  se  tome  razón,  espresándose  al 


(161)  Lo3  art.  41,  76,  293  á  295,  319,  320,  323,  325,  369,  421  y  424  son 
relativos  á  la  materia  de  este  n^.  La  sociedad  en  participación  no  existe 
para  loa  S'**.  y  la  pablicacioa  de  ella  seria  inconducente  y  hasta  perju- 
dicial; pero  el  397  escusaba  hablar  de  esa  sociedad.  Vé  nota  145B. 

(152)  Respecto  á  estas  autorizaciones,  vé  los  art.  42,  1.33, 147,  149  y  151. 
La  disposicioQ  debió  hacerse  estensiva  á  los  poderes  generales  dados  á 
los  gerentes  y  liquidadores  de  la  sociedad  (vé  434),  por  una  razón  igual  á 
la  que  funda  el  291  n^.  3^.:  arg.  del  62.  Compara  con  mi  Proyecto  de 
Cód.  40. 

(153)  Debió  estenderse  la  disposición  al  cese  de  funciones,  por  cualquier 
otra  causa.  Vé  A.  135. 

(154)  Vó  nota  71  y  art.  14  inc.  2^.  Cuando  la  mujer  sea  nombrada  cu- 
radora de  su  marido  comerciante,  el  auto  judicial  debiera  también  inscri- 
birse. 

(155)  Yé  12  y  21.  £sta  adición  es  tomada  de  mi  Proyecto.  Los  62,  295, 
421,  424,  129,  1121, 1355  y  1356  presentan  ejemplos  de  otros  instrumentos 
ó  actjs  sujdtos  á  registro.  Los  del  b66  requieren  un  registro  especiaL  Vé 
nota  4520. 

(156)  De  los  apellidos  de  los  comerciantes  matriculados  ó  ¿  quienes  los 
documentos  se  reñeran,  y  su  nombra  respectivo  al  lado,  y  á  veces  con- 
veudrá  agrügar  su  profesión  y  domicilio  (vé  nota  129). 
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margen  de  cada  artículo  la  referencia  del  número,  página  y 

volumen  del  registro   donde  consta.  ^^^  V.  48.  E.  22  al  fin. 

P.  212o. 

Abt.  38 

Los  libros  del  registro  estaran  foliados  ^^  y  todas  sus  ho- 
jas rubricadas  por  el  que  presidiere  el  Tribunal  de  Comercio,  ^^^ 
en  la  época  en  que  se  abra  cada  nuevo  registro.  Y.  49^.  De 
E.  24o.  p.  213. 

Abt.  39 

Todo  comerciante  está  obligado  á  presentar  al  registro  ge- 
neral el  documento  que  deba  registrarse,  dentro  de  los  quince 
dias  de  la  feclia  de  su  otorgamiento.  ^^ 

Bespecto  de  las  convenciones  matrimoniales  y  demás  docu- 
mentos relativos  á  personas  no  comerciantes,  que  después 
vinieren  á  serlo,  se  contarán  los  quince  dias  desde  la  fecha  de 
la  matrícula  [V.  60.  De  P.  214,  É.  26  me.  lo.  y 26].  Después  de 
este  término  sólo  podrá  hacerse  la  inscripción,  no  mediando 
oposición  de  parte  interesada  ^^^  y  no  tendrá  efecto  sino  desde 
la  fecha  del  registro.  *^* 

(157)  Esta  precaución  se  observa  siempre  en  los  registros,  como  en  todo 
libro,  para  facilitar  su  compulsa. 

(158)  En  todo  protocolo  ó  registro,  la  foliación  y  rúbrica  de  las  hojas 
son  preciosas  garantías.  Vé  53.  Aun  convendría  que,  como  en  los  proto- 
colos, esos  libros  se  abrieran  y  cerraran  (P.  213):  arg.  del  inciso  final. 

(159)  Hoy,  por  el  Juez  de  Comercio.  Es  un  anacronismo  hablar  en  1890 
de  tribunal  de  Comercio  y  de  su  presidente  (nota  76). 

(leO)  Inclusive  los  feriados  (Cód.  Civ.  28  y  29):  vó  613.  El  294  inc.  I»,  se 
aplicará  en  su  caso.  El  1121  señala  sólo  8  dias.  Vé  1355.  Las  convenciones 
matrimoniales  deben  también  registrarse,  so  la  pena  del  1546  n^.  12, 
dentro  de  los  quince  dias  contados  desde  su  otorgamiento,  por  el  comer- 
ciante ó  la  comerciante,  ó  desde  el  matrimonio  de  estos,  ó  de  haberse 
dedicado  al  comercio  la  j^ersona  no  comerciante,  ó  desde  la  fecha  de  la 
matrícula  (inc.  siguiente),  de  conformidad  al  32. 

(161)  Esta  oposición  no  tendrá  lugar  sino  en  el  caso  del  860  y  en  algún 
otro  semejante.  Vé  1120. 

(162)  Es  decir,  la  inscripción  no  tendrá  efecto  sino  desde  la  fecha  del  re- 
gistro; frase  muy  impropia  que  se  traduce  así:  la  inscripción  no  producirá 
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Abt.  40 

Los  quince  días  del  articulo  precedente  empezarán  á  con- 
tarse, para  las  personas  que  residiesen  fuera  del  lugar  donde 
se  hallere  establecido  el  registro  de  comercio,  desde  el  siguiente 
al  de  la  llegada  del  segundo  correo  ^^^  que  hubiere  salido  del 
domicilio  de  aquellas  personas,  después  de  la  fecha  de  los  do- 
cumentos que  hubieren  de  ser  registrados.  V.  51.  B.  31. 

Abt.  41 

Las  escrituras  de  sociedad  do  que  no  se  tome  razón,  no  pro- 
ducirán acción  entre  los  otorgantes  para  reclamar  los  derechos 
que  en  ellas  les  hubieren  sido  reconocidos,  ^^  siu  que  por  esto 
dejen  de  ser  eficaces  en  favor  de  los  terceros  que  hayan  con- 
tratado con  la  sociedad.  E.  28  y  P.  217.  Comp.  F.  42  al  fin. 


sus  efectos  propios,  sino  desde  la  fecha  en  que  se  hizo:  final  del  133.  Vé 
nota  164.  Esos  efectos  especiales  pueden  ser,  en  relación  del  otorgante  ó 
de  los  contratantes  puramente,  ó  sólo  en  relación  á  terceros,  según  la 
clase  de  acto  ó  instrumento  de  que  se  trate,  como  se  vé  por  los  art*.  11, 
12,  13,  21,  40,  42,  133,  147,  149,  151,  293  á  295,  323,  325, 421,  424, 429,  860, 
866,  1121.  1355  y  1356.  Y  cuando  la  inscripción  deha  ser  publicada,  no 
producirá  efecto  sino  desde  la  publicación,  respecto  de  los  terceros  que  no 
conocían  el  acto  jurídico  objeto  de  la  publicación.  Compara  con  Thol, 
§  48,  no.  Vil.  Esta  sanción  consignada  en  nuestro  inciso  último,  que  fal- 
taba al  Cód.  anterior  (Galdi,  pág.  82),  ha  sido  tomada  de  mi  Proyecto  de 
Cód.  43. 

Como  la  inscripción  se  hace  especialmente  en  protección  de  los  terceros, 
tma  vez  rastrado  un  documento  no  puede  ser  invalidado  por  otros  ante- 
riores ó  posteriores  no  registrados  (N.  P.  26).  La  no  inscripción  perjudica 
sólo  á  las  partes  obligadas  á  realizarla  y  nunca  á  los  terceros. 

(163)  Al  29,  correo  se  refieren  también  otros  art.  (235,  246,  248,  463 
n».  4o.,  652,  698  y  733)  y  tal  temperamento  es  práctico  y  acertado.  El 
cómputo  desde  el  dia  siguientcj  es  de  derecho  común  (Cód.  de  1862,  art.  250 
y  Civü  24). 

(164)  No  dice  que  la  escritura  sea  nula  precisamente,  en  relación  á  los 
otorgantes;  pero  es  cierto  que  no  les  dará  acción  para  reclamar  los  dere- 
chos que  en  ella  se  hubieren  reconocido  respectivamente,  cualquier  socio 
podrá  separarse  cuando  le  parezca,  y  no  podrán  accionarse  entre  sí,  ni 
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Sin  embargo,  ningnn  socio  puede  oponer  al  otro  la  falta  de 
registro,  respecto  de  los  derechos  que  la  comunidad  de  inte- 


demandar  &  terceros  por  acción  que  arranque  su  fundamento  de  la  exis- 
tencia de  la  sociedad  (296  inc.  !<>.  y2^,j  294  inc.  2o.)  Vé  324.  Esta  sanción 
es  excesiva,  favorecerá  la  chicana  y  la  mala  fé,  que  es  la  muerte  del  co- 
mercio, y  hace  depender  de  la  escrituración  la  validez  de  los  contratos 
celebrados  entre  comerciantes,  lo  que  no  es  plausible  (vé  A.  317).  Por 
esto  ha  sido  repudiada  en  los  nuevos  Cód.  de  Portugal  (57)  y  de  España 
(24),  que  siguiendo  á  la  ley  belga  (11),  á  la  hipotecaría  española  y  á  Man- 
cini  ifi.  LXI,  establecen:  que  las  escrituras  de  sociedad  ó  los  poderes  no 
registrados  surtirán  efecto  entre  los  contratantes;  pero  no  perjudicarán 
á  tercero,  quien,  sin  embargo,  podrá  utilizarlas  en  lo  favorable  (N.  E.  24. 
Mi  Proy.  42).  £1  mismo  Cód.  italiano  (99),  aunque  autoriza  á  pedir  la  di- 
solución, no  da  como  inexistente  el  coatrato. 

La  escrituración  é  inscripción  son  requeridas  aquí  como  formas  esen- 
ciales al  acto  (vé  289),  y  su  omisión  debe  causar  la  nulidad,  porque  los 
contratos  para  los  cuales  se  establece  determinadamente,  formas  ó  solem- 
nidades particulares,  no  producen  acción  en  juicio,  si  esas  formas  y 
solemnidades  no  han  sido  observadas  (art.  187  y  demás  allí  citados).  Mas 
como  la  inscripción  es  requerida  principalmente  en  favor  del  gremio  co- 
mercial y  no  es  justo  que  la  omisión  perjudique  á  terceros,  la  nulidad 
fulminada  no  es  erga  omnea,  sino  respectiva,  y  ellos  podrán  aprovecharse 
de  la  escritura  social,  á  lo  menos  al  efecto  de  perseguir  solidariamente  á 
cualquier  socio  por  los  créditos  y  derechos  que  tengan  contra  la  sociedad 
de  hecho  (final  del  294),  que  es  el  interés  capital  de  los  terceros,  en  este 
caso.  Vé  las  notas  167  y  1063  y  compara  con  Bédarride  Des  Sociétés  n^,  362, 
366  y  367.  Eesulta  de  aquí,  que  el  registro  tardío  no  aprovechará  á  los 
contratantes,  sino  desde  la  fecha  misma  de  la  inscripción  [final  de  89  y  133] 
y  nunca  con  efecto  retroactivo,  á  condición  de  que  todos  los  socios  pidan 
la  inscripción,  pues  tal  hecho  importaría  una  renovación  tácita  del  con- 
trato, y  la  exigencia  de  que  los  socios  escriban  y  firmen  un  nuevo  contrato^ 
con  los  gastos  de  sellos  y  otros  consiguientes  me  parece  pueril,  debiendo 
recordarse  que  la  ley  no  dice  que  la  escritura  sea  nula :  la  sociedad  es 
nula  para  lo  futuro:  296.  Vé  final  de  la  nota  1062.  Compara  La  Sema  y 
Beus  y  otros  esposítores  del  art.  26  español.  Alauzet,  n<*.  808.  Bédarride, 
n<».  361  y  368.  Pardessus,  n».  1008,  Sampaio,  pág.  140-141,  y  la  monografía 
del  Dr.  Lívingston,  especialmente  los  n<^*.  78  á  82.  Las  dificultades  se 
deben  en  buena  parte  á  la  redacción  varia  y  poco  científica  de  este  art., 
del  294  y  del  296.  Yo  los  redactaria  así:  "  Es  nula  la  sociedad,  de  cuya 
escritura  no  se  tome  razón  en  los  plazos  legales;  sin  perjuicio  de  que  los 
socios  [adde  324]  respondan  solidariamente  por  las  obligaciones  sociales,  y 
ejerciten  las  acciones  que  la  comunidad  de  hecho  haya  originado,  ya 
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reses  hubiese  creado,  ^«s  y,  52.  E.  28.  B,  301.  ?•    !?•  F/  42. 

N.  E.  24. 

Abt.  42 

Los  poderes  conferidos  á  los  factores  y  dependientes  de  co- 
mercio para  la  administración  de  los  negocios  mercantiles  de 
sus  principales,  no  producirán  acción,  entre  el  mandante  y 
mandatario,  ^^  si  no  se  presentan  para  la  toma  de  razón,  ^^ 
observándose  en  cuanto  á  los  efectos  de  las  obligaciones  con- 


cón relación  á  terceros,  ya  de  los  socios  entre  si. "  Nótese  que  la  solida- 
ridad eS|  puede  decirse,  el  derecho  común  en  materia  mercantil. 

(165)  Este  es  el  derecho  común  de  las  nulidades,  pues  si  el  contrato  no 
causa  sociedad,  ha  originado  una  comunidad  de  hecho  con  sus  deberes  y 
derechos,  ün  acto  anulado  bajo  una  relación  ó  un  carácter  dado,  puede 
ser  válido  bajo  otra  relación  y  carácter  distintos.  Agregúese  que  la  ley 
autoriza  que  la  sociedad  se  forme  y  subsista  por  quince  dias  antes  de  la 
inscripción,  aunque  á  condición  de  que  se  registre,  siendo  posible.  Vé  294 
inc.  2^.  y  296  con  mis  notas  y  mí  nota  al  1056  del  Cód.  Civ. 

(166)  O,  sólo  surtirá  efecto  (139),  entre  el  principal  y  su  factor  ó  depen- 
diente, mas  nó  con  respecto  á  los  terceros  con  quienes  este  último  haya 
contratado  (134  y  142).  Compara  con  el  texto  del  inciso  1^,  del  art.  41  y 
yé  la  nota  164. 

(167)  O  mejor:  '  y  tal  autorización  no  surtirá  efecto  sino  desde  la  fecha 
en  que  fuere  asentada  en  el  registro  de  comercio  ",  como  dice  el  art.  133. 

En  consecuencia,  no  podrán  invocarse  los  derecho»  que  el  contrato  no 
registrado  acuerde  al  principal  y  factor  contratantes,  ya  que  no  producen 
acción  ó  efecto  entre  ellos.  Pero  si  el  factor  se  ha  conducido  como  tal,  se 
efectúa  una  prepaeicion  de  hecho,  como  puede  existir  una  sociedad,  ó  co- 
munidad, ó  correduría,  ó  casa  de  martUlo  ó  una  tutela  ú  otra  cualquiera 
administración  de  hecho.  Y  si  el  factor  es  tal  para  los  terceros,  debe  serlo 
con  mayor  razón  para  su  principal,  pues  parece  repugnante  que  una  misma 
personalidad  natural  y  jurídica  no  sea  factor  para  uno  y  lo  sea  para  otros. 
En  todo  caso,  así  como  el  socio  es  siempre  un  comunero  (41  inc.  2^.),  así  el 
factor  es  siempre  un  mandatario.  La  situación  jurídica  del  feu^tor  y  de  su 
principal,  cuando  el  contrato  no  se  registra,  es  idéntica  á  la  de  los  socios 
que  no  han  inscrito  el  instrumento  social.  El  poder  no  registrado  no  pro- 
duce acción  entre  mandante  y  mandatario  al  efecto  de  reclamar  los 
derechos  que  les  hubieren  sido  reconocidos  (41),  pero  es  eficaz  en  favor 
de  los  terceros  contratantes,  y  respecto  de  los  derechos  que  la  preposición 
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traídas  ^^^  por  el  apoderado,  lo  presoripto  en  este  Código  én  el 
capítulo  De  los  factores  6  encargados  y  délos  dependientes  de  co- 
mercio.  ^^  V.  53.  De  P.  216  y  E.  29. 

CAPÍTULO  TEECEEO 
De  loa  libro*  de  comerdo. 

Abt.  43 

Todo  oomerciante  está  obligado  á  tener  libros  de  registro  de 
su  contabilidad  '^^  y  de  su  correspondencia  mercantil.  Comp. 
N.  P.  30. 

de  hecho  hubiese  creado,  el  factor  y  el  principal  no  pueden  oponerse  entre 
si  la  falta  de  registro  (arg.  del  296  inc.  S».) 

£1  factor  ó  el  principal  puede  desligarse  cuando  le  parezca,  pues  la 
procuración  no  registrada  no  les  obliga  para  lo  futuro;  pero  produce  efectos 
respecto  delpasadoj  en  el  sentido  de  que  el  factor,  como  mandatario,  admi- 
nistradcMr  de  lo  ajeno,  (vé  70),  debe  rendir  cuenta  de  las  operaciones  qtfe 
haya  realizado  (arg.  del  296),  de  su  resultado,  y  podrá  cobrar  su  salario, 
como  podría  hacerlo  un  gestor  de  negocios  cualquiera  (nota  60). 

Lo  que  he  dicho  sobre  la  inscripción  estempor&nea  de  la  sociedad 
(nota  164),  es  con  nuiyor  aplicable  aquí,  pues  la  redacción  del  presente  y 
la  del  art.  133  son  aun  mas  favorables  á  tal  interpretación.  Por  último,  lo 
espuesto  respecto  del  factor  es  aplicable  al  dependiente,  en  su  caso: 
vó  150. 

(168)  Es  decir,  de  los  actos  jurídicos  realizados,  pues  según  el  art.  134, 
la  omisión  del  registro  no  produce  efectos  respecto  á  los  3<».  que  han  in- 
tervenido en  su  celebración. 

(169)  Esta  parte  del  art  ha  debido  suprimirse  como  doctrinaria,  ó  bien 
uniformarse  con  la  del  art.  anterior,  pues  siendo  ambas  disposiciones 
análogas  y  paralelas,  exigían  una  redacción  idéntica,  y  la  variedad  en  los 
textos  tiene  que  ser  muy  perjudiciaL  Vé  133  á  137. 

(170)  Y  escrituración  mercantil,  agrega  el  art.  portugués.  Llevar  cuenta 
y  razón  de  sus  operaciones,  decía  el  art.  español  Escritiurar  sistemática- 
mente las  transacciones  y  negocios  mercantiles,  dice  Sampaio.  La  escri- 
turación es  para  el  comerciante  su  vida  escrita,  la  historia  viva  de  sus 
negocios.  El  buen  orden  de  los  libros,  patentizando  la  economía  y  probidad 
del  comerciante,  le  proteje  contra  la  adversa  fortuna  tanto,  como  su 
irregularidad  le  desarma  y  compromete  (vé  1442,  1144,  1447,  1550  n^.  3^., 
6154  n^,  11*.  y  1547  n^,  8®.).  Porque  los  libros  no  sólo  sirven  para  consti- 


84  TÍT.   n.   DE  LAS   OBLIGAGIOimS   COICÜNIES,  BTC. 

El  número  ó  forma  de  esos  libros  queda  enteramente  al  ar- 
bitrio del  comerciante,  con  tal  que  sea  regular  ^^^  y  lleve  los 
libros  que  la  ley  señala  como  indispensables.  Y.  54.  P.  218.  De 
E.  32  y  48  N.  P.  30.  O.  O.  IX,  6. 


tiiir  praeba  mediante  sus  asientos  y  con  sujeción  á  los  art.  63  á  65,  así 
como  sobre  las  liquidaciones  de  sociedad  y  particiones  de  herencia,  sino 
también  revelar  al  comerciante,  en  todo  momento,  el  estado  de  sus  ne- 
gocios y  suministar  en  caso  de  falencia  los  datos  precisos  para  calificarla 
y  liquidar  la  quiebra.  Son,  como  antes  he  dicho  (nota  138),  una  verdadera 
institución  de  comercio. 

Eespecto  á  la  correspondencia,  vé  la  nota  139.  El  libro  de  la  corres- 
pondencia mercantil  es  el  copiador  de  cartas  (44  n^.  3^.)  La  obligación 
de  llevar  libros  alcanza  también  á  la  sociedad  comercial  (arg.  49   y  329). 

Sobre  la  forma  y  requisitos  de  llevar  los  libros,  vé  45  á  48,  y  51  á  54. 

(171)  Deben,  pues,  ser  llevados  con  regularidad,  á  los  efectos  de  los 
art*.  61  y  65.  Vé  nota  antepenúltima  al  63.  El  orden  de  contabilidad 
seguido  debe  ser  imiforme  (33  n».  2»).  Vé  1546  n».  11  y  1547  n».  8.  Ge- 
neralmente se  sigue  el  sistema  de|>ar¿i(ia  doble  (vé  54  y  á  Pardessus,  no.58. 
6  mixta  y  sus  principales  cuentas  versan  sobre  éstos  cuatro  oapitulos 
mercaderiaSj  caja,  letras  y  efectos  comerciales,  y  ganancias  y  pérdidas.  Vé. 
&  Bédarride  n<».  215  y  219.  Bravard  p&g.  140  á  142.  Pardesus  n».  85 
Este  último  autor  observa  que  es  un  uso  constante  en  teneduría  de  libros 
que  nunca  debe  asentarse  tma  entrada  sino  después  de  haberse  efec- 
tuado, y  que  debe  asentarse  el  pago  antes  de  entregar  los  fondos  (no.260). 

Los  libros  auxiliares  más  usuales  son:  el  de  caja^  en  que  se  anotan  las 
entradas  y  salidas  de  dinero  ó  moneda  de  cualquier  especie  por  cobros, 
pagos  ú  otras  causas  (vé  46),  el  copiador  de  letras,  en  que  se  consignan 
las  que  debe  cobrar  ó  pagar;  el  de  compras  y  ventas,  en  que  se  asientan  és- 
tas para  no  tener  que  compulsar  los  paquetes  originales  de  las  facturas 
ó  los  asientos  del  diario;  el  de  vencimientos,  en  que  se  marcan  los  dias  en 
que  debe  pagar  ó  cobrar  los  documentos  de  gii*o;  el  de  gastos  generales, 
que  sirve  para  anotarlos  en  globo  (vé  final  del  46);  y  el  de  ganancias  (ó 
beneficios)  y  pérdidas  (vé  361),  donde  se  apuntan  los  resultados  finales  de 
las  diversas  operaciones  mercantiles,  inclusive  los  créditos  incobra- 
bles. Pero  en  rigor  todos  estos  libros  pueden  ser  suplidos,  si  la  esten- 
sion  de  los  negocios  no  es  demasiada,  por  cuentas  especiales  del  libro 
mayor.  Puede  verse  á  La  Sema  y  Keus  al  48  español,  Pardessus,  n«.  87, 
Alauzet,  n».  326,  Vidari  n^.  207  y  especialmente  á  Bédarride,  no,  216,  y 
Lyon  Caen,  n».  302  á  311  bis. 

(172)  O  su  factor  (145).  La  obligación  alcanza  al  comerciante  por  me- 
nor, con  las  limitaciones  de  los  art®*.  47  y  50.    Sin  embargo,  cuando  se 
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Abt.  44 

Los  libros  que  los  comerciantes  deben  tener  indispensable- 
mente, ^^  son  los  siguientes : 
lo  El  libro  Diario; 
2»  El  de  Inventarios; 

3o  El  Copiador  de  Cartas.  ^^3  y.  56,  mi  46  inc.  lo.  B.  11  y 
E.  82.  P.  220.  Vé  F.  8.  N.  P.  31,  O.  O.  IX,  1. 

Abt.  45. 

En  el  libro  Diario  se  asentaran  dia  por  dia,  ^^^  y  según  el 
orden  en  que  se  vayan  efectuando,  todas  las  operaciones  que 


trata  de  pequeños  negocios,  habrá  que  apreciar  prudentemente  la  necesi- 
dad del  libro  copiador  de  cartas  y  telegramas,  asi  como  los  efectos  lega- 
les de  la  omisión  ó  irregularidad  de  ese  libro,  y  del  de  los  balances 
(vé  A.  10  y  á  Lyon-Caen,  j¡9*.  203  y  275),  porque  las  cosas  humanas  de* 
ben  tomarse  humanamente.  Compara  1546  n®.  11  y  1547  n<».  8<*,  donde, 
lo  mismo  que  en  56,  se  encuentran  las  sanciones  en  esta  materia. 

(173)  El  diario  (vé  45  á  48)  es  el  libro  esencial,  la  base  y  fundamento 
de  los  demás,  que  son  como  su  desenvolvimiento  y  comentario.  Respec- 
to al  copiador  de  cartas  y  telegramas,  vé  51  52  y  33  n».  d**.  con  la  nota 
139.    El  art.  48  debió  seguir  al  presente. 

En  el  libro  mayor  se  abren  las  cuentas  á  cada  persona  (118  n<>.  8<^.)  ú 
objeto  (nota  171)  por  debe  y  haber  y  trasladando  las  partidas  correspon- 
dientes del  diario  y  en  el  mismo  orden  de  fechas  que  tengan  en  e^.  N. 
£.  39<>.  El  d^  y  el  haber  van  en  columnas  paralelas.  Yé  la  nota  266  y 
á  Lyon  Caen  y  demás  autores  citados  en  la  nota  171.  Por  lo  demás, 
aunque  se  llame  de  cuentas  corrientes  (11.  8  n9.  B<>.  vé  771),  abraza  toda 
clase  de  cuentas  (vé  772).  Los  comerciantes  acostumbran  llevar  el  li- 
bro mayor,  y  es  de  gran  recurso  en  la  contabilidad;  pero  según  obser- 
va Bédarride  (n».  216),  ese  libro  no  presenta  ninguna  garantía  positiva, 
y  solo  es  exigido  por  los  Códigos  español  y  chileno  y  por  la  Bef.  de  1878 
que  lo  considera  aun  más  importante  que  el  de  inventarios  (  ! ).  Puede 
verse  á  Vidari,  n».  204  á  206. 

(174)  Un  libro  diario  que  presente  dia  por  dia  (jour  parjour)  las  dea- 
das,  dice  el  art.  francés;  pero  sus  comentadores  entienden  que  una  ope- 
ración debe  asentarse  el  mismo  dia  en  que  se  haga,  y  aunque  nuestro  in- 
ciso no  diga  que  esto  se  haga  todos  las  diaSy  diariamente  ó  cada  dia  preci- 
samente (comp.  91  inc.  1^ . ),  sino  dia  por  día  y  según  vayan  efectuándose, 
y  el  -D9, 1^.  del  art.  54  sólo  requiere  que  los  asientos  de  las  operaciones  s^ 


' 
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haga  el  comerciante,  letras  ú  otros  cualquiera  ^^  papeles  de 
crédito  que  diere,  recibiere,  ^"^^  afianzare  ó  endosare ;  y  en  ge- 
neral, todo  cuanto  recibiere  ó  entregare  de  su  cuenta  ó  de  la 
ajena,  por  cualquier  titulo  que  ñiera,  ^^  de  modo  que  cada 
partida  manifieste  quien  sea  el  acreedor  y*  quien  el  deudor  en 
la  negociación  á  que  se  refiere.  K  33  y  B.  12.  Vé  F.  8. 

Las  partidas  de  gastos  domésticos  basta  asentarlas  en  globo 
en  la  fecha  en  que  salieron  de  la  caja.  ^^^  Y.  56.  B.  12.  De  E. 
35  y  Fr.  8  P.  219.  Hol.  6.  N.  E.  38.  Vé  mis  51  y  52,  N.  P.  34. 

Abt.  46 

Si  el  comerciante  lleva  libro  de  caja,  no  ~es  necesario  que 
asiente  en  el  diario  los  pagos  que  hace  ó  recibe  en  dinero 
efectivo.  En  tal  caso,  el  libro  de  caja  se  considera  parte  inte- 
grante del  diario,  i^»  V.  57.  De  W.  35,  inc.  2o. 


bagan  en  su  orden  progresivo,  lomas  prudente  será,  para  evitar  las  graví- 
simas sanciones  de  la  falta  de  regularidad  (vé  56  y  1546  n».  11),  hacer  el 
asiento  diariamente.    Vé  54  y  comp.  con  el  927  al  fin  y   Namur,  n».  202. 

(175)  Cuale9quieraj  decía  el  Código  anterior,  que  conocía  el  plural  de 
cualquiera. 

(176)  Es  dedr,  girare  y  aceptare;  sin  perjuicio  de  copiarlos  en  libro  es- 
pecial y  .separado  (nota  171). 

(177)  Léase,  fuere.  En  este  Código  se  confunde  con  harta  firecuencia 
el  imperfecto  con  el  futuro  de  subjuntivo.  Toda  entrada  ó  salida,  aun* 
que  sea  por  cansa  puramente  civil,  ó  como  bienes  gananciales  (vé  nota 
182),  ha  de  figurar  en  el  diario  (arg.  der^inc.  2®  y  doctrina  francesa  co- 
rriente); &  menos  que  el  negocio  sea  social  y  no  individual  (E.  3?).  Vé  46, 
y  ley  belga  16. 

(178)  Esto  basta  para  los  fines  del  art.  1 545  n^.  5^.,  sin  embargo  que  á 
veces  irán  incluidas  operaciones  comerciales  regladas  por  el  art.  7o,  que 
asientos  en  globo  no  permitirían  controlar.  El  N.  F.  38  es  muy  superior 
al  presente. 

(179)  Y  queda,  por  consiguiente,  sujeto,  en  lo  aplicable^  á  las  disposi- 
ciones respectivas.  Pero  la  disposición  del  presente  inciso  no  podría  es- 
tenderse  á  los  demás  libros  auxiliares;  de  lo  contrarío  llegaríamos  hasta 
reemplazar  el  diario,  que  es  el  liiiro  por  excelencia,  con  libros  separados 
que  no  presentarían  la  garantía  que  el  ofrece  y  que   sería  dificil  conocer. 
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Abt.  47 

Los  comerciantes  por  menor  deberán  asentar  día  por  día, 
en  el  libro  diarioi  la  soma  total  de  las  ventas  al  contado,  y 
por  separado,  la  smna  total  de  las  ventas  al  fiado.  ^^  Y.  58. 
B.  12.  De  P.  39.  P.  229.  E.  39.  O.  O.  IX,  8. 

Abt.  48 

El  libro  de  Inventarios  se  abrirá  con  la  descripción  exacta 
'^^  del  dinero,  bienes  muebles  y  raices,  créditos  y  otra  cual- 
quiera especie  de  valores  ^^^  que  formen  el  capital  del  comer- 
ciante al  tiempo  de  empezar  su  giro. 

Después  formará  todo  comerciante  en  los  tres  primeros 
meses  de  cada  año,  y  estenderá  en  el  mismo  libro,  el  balance 
general  ^^^  de  su  giro,  comprendiendo  en  él  todos  sus  bienes 

(180)  Bastará,  entonces,  que  diga:  "Enero  11,  1890.  Cien  pesos  ven- 
"didosal  contado  y  doscientos  al  fiado?'*  Las  demás  constancias  del 
art.  45  no  serán  obligatorias  ?  £1  texto  de  nuestro  art  no  exige  más  y 
en  materia  tan  g^ave  y  odiosa  es  peligroso  abandonar  la  letra  de  la  ley; 
aunque  pueda  dudarse  con  razón  si  vale  la  pena  de  llevar  un  libro  en 
condiciones  semejantes.  Los  Códigos  que  sirvieron  de  modelo  al  nuestro 
y  la  doctrina  francesa  se  limitan  á  exixnir  al  menorista  del  asiento  de  mil 
pequeñas  ventas  diarias,  que  de  engorroso  raya  en  imposible.  Yó 
1646  no  09, 

(181)  Es  decir,  im  inventario  fiel  y  exacto,  al  que  ordinariamente  se 
acompaña  la  avaluación  respectiva,  como  antecedente  necesario  para  los 
balances  sucesivos.    Vé  nota  138. 

(182)  Los  bienes  gananciales  deben  incluirse  también  en  el  inventario, 
puesto  que  el  marido  puede,  como  administrador  de  la  sociedad  conyugal, 
disponer  de  ellos  por  título  oneroso  (Cód.  Giv.  1277),  esos  bienes  respon- 
den á  las  deudas  de  los  esposos  (1275  n<>  3»)  y  el  art.  45  no  hace  excepción 
algtma.  Y  cuando  la  mujer  ejerza  también  el  comercio  con  autorización 
de  su  marido  comerciante,  parece  que  la  mitad  de  gananciales  debiera 
figurar  en  el  capital  del  marido  y  la  otra  mitad  en  el  de  la  mujer.  Vé 
nota  89. 

(183)  De  la  casa,  negocio  ó  establecimiento,  cada  año  ó  cada  trienio 
(50).  Balance,  es  el  inventario  circunstanciado  con  su  avaluación  respec- 
tiva de  los  bienes,  que  constituyen  el  activo  y  de  las  obligaciones  que 
forman  el  pajtivo  del  comerciante.    Debe  ser  hecho  de  acuerdo  con  los 
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créditos  y  acciones^  así  como  todas  sus  deudas  y  obligaciones 
pendientes  en  la  feclia  del  balance,  sin  reserva  ni  omisión 
alguna.  Comp.  O.  O.  IX,  13. 

Los  inventarios  y  balances  generales  se  firmarán  por  todos 
los  interesados  en  el  establecimiento  que  se  hallen  presentes 
al  tiempo  de  su  formación.  ^^  V.  59.  E.  36.  F.  9.  N.  E.  37. 

H.  8.  P,  221.  B.  10.  Comp.  N.  P.  33  y  62. 

« 
Abt.  49 

Eq  los  inventarios  y  balances  generales  de  las  sociedades, 
bastará  que  se  espresen  la.s  pertenencia.s  y  obligaciones  comu- 
nes de  la  masa  social,  sin  estenderse  á  las  peculiares  de  cada 
socio.  J85  V.  61,  E.  37. 

Abt.  50 

Bespecto  á  los  comerciantes  por  menor,  no  se  entiende  la 
obligación  de  hacer  el  balance  general  sino  cada  tres  años.  ^^^ 
V.  62.  E.  38.  Wurt.  37.  P.  228. 

asientos  del  diario.  Sampaio  querría  que  el  balance  fíiese  lo  mas  prolijo 
y  circunstanciado  posible.  Vé  361,  1546  n®"  10  y  11  y  1547  n«  2°.  Los 
cálculos  del  balance  se  hacen  por  el  tenedor  de  Hbros.    Vé  nota  170. 

La  cuenta  de  ganancias  y  pérdidas  debe  incluirse  en  los  balances. 
Véase  el  art.  51  de  mi  Proyecto  de  Código. 

(184)  O  por  sus  factores  (145),  encargados  ó  representantes  legales. 

(185)  Tratándose  de  una  sociedad  cualquiera,  basta  consignar  en  el 
inventario  y  balance,  los  aportes  (291  n^  4®)  y  demás  pertenencias  de  la 
sociedad,  p  íes  la  responsabilidad  exclusiva  (315)  ó  la  directa  é  inmediata 
pesa  sobre  el  capital  social,  y  los  bienes  particulares  de  los  socios  soli- 
darios (1384  inc.  2o  y  316)  no  responden  á  las  deudas  sociales  sino  subsi- 
diariamente (443).    Vé  á  Alauzet,  n»  330. 

(186)  Lo  cual  requiere  un  inventario  del  activo,  operación  que  el  texto 
del  art.  47  no  excluye,  y  que  por  el  18  combinado  con  el  44  se  exige  de 
todo  comerciante  sin  excepción.  Tratándose  de  pequeños  negocios  puede 
aceptarse  nuestra  disposición,  que  ha  sido  repudiada  por  el  N.  E.;  pero 
en  casas  de  alguna  importancia  y  movimiento,  todo  el  mundo  convendrá 
que  el  balance  debe  ser  anual,  como  es  de  práctica  general,  ó  cuando 
mas,  bienal.  No  se  olvide  que  la  República  no  se  halla  en  los  tiempos  de 
Femando  Vil. 


ABT.  61  Y  62  89 

Abt.  61 

En  el  libro  Copiador  trasladarán  los  comerciantes  íntegra- 
mente 7  á  la  letra,  á  mano  ó  con  máquina,  cronológica  y  suce- 
sivamente, ^^  todas  las  cartas  y  telegramas  que  escribieren 
relativas  ^^  á  su  comercio.  K  P.  36.  Vé  E.  67.  Fr.  8  al  fin. 

Están  asimismo  obligados  á  conservar  ^^®  en  legajos  y  en 
buen  orden  todas  las  cartas  y  telegramas  (N.  P.  40)  que  reci- 
ban, con  relación  á  sus  negociaciones,  anotando  al  dorso  la 
fecha  en  que  las  contestaron,  ó  haciendo  constar  en  la  misma 
forma  que  no  dieron  contestación.  ^^  Y.  63.  E.  66. 

Abt.  52 

Las  cartas  deberán  copiarse  por  el  orden  desús  fechas  ^^^  en 
el  idioma  en  que  se  hayan  escrito  los  originales.  ^^  E.  59. 


(187)  Cronológica  y  sucesivameiiteY  es  un  pleonasmo  innecesario  (vé  62 
y  54  no  2o),  copiado  del  artículo  portugaés,  si  no  significa,  que  una  carta 
se  ha  de  copiar  á  continuación  de  la  otra.  La  translación  podrá  hacerse 
por  un  medio  mecánico  cualquiera,  aunque  no  sea  á  máquina. 

(188)  Ni  se  escriben  telegramas,  ni  los  telegramas  son  relativas,  á  no  ser 
en  vascuence.  Vé  nota  170.  Deben  copiarse  también  los  documentos 
que  acompañen  á  las  cartas. 

(189)  No  se  dice  por  cuanto  tiempo;  pero  como  la  prescripción  se  causa 
por  el  lapso  de  diez  años,  como  mATÍTmim^  creo,  no  obstante  lo  dispuesto 
por  el  art  67,  que  existe  la  obligación  de  conservar  la  correspondencia 
por  el  mismo  espacio  de  tiempo,  contado  desde  el  cese  del  giro  ó  comercio. 

(190)  Si  conservan  las  cartas  y  telegramas  sueltos  y  nó  en  paquetes,  ú 
omiten  la  anotación  al  dorso,  su  omisión  ú  abandono,  aunque  pueda 
perjudicarles,  no  tendrá  ninguna  consecuencia  ó  sanción  legal.  Tampoco 
la  tendrá,  si  han  omitido  conservarlos  (vé  nota  139  al  fin). 

(191)  Lo  dice  por  segunda  vez  (nota  187),  aunque  esta  vez  olvida  los 
telegramas.  No  se  exige  que  la  copia  se  tome  en  el  mismo  dia  (v¿ 
nota  174). 

(192)  La  impresioi  y  la  fotografía  satisfacen  plenamente  á  tal  requi- 
sito; y  no  hay  otra  traducción  fehaciente  que  la  hecha  por  un  perito,  me- 
diante mandato  judicial  (vé  66).  £1  art.  español  dice  las  originales,  y  es 
como  debe  leerse. 
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Las  postdatas  ^^^  ó  adiciones  que  se  hagan  después  que  se 
hubieren  registrado,  ^^  se  insertarán  á  continuación  de  la  úl- 
tima carta  copiada,  con  la  respectiva  referencia.  ^^  V.  64.  E. 
58.  N.  E.  41.  W.  39: 


Abt.  63 

Los  tres  libros  que  se  declaran  indispensables  (art.  44)  esta- 
rán encuadernados,  forrados  y  foliados;  ^^  en  cuya  forma  los 
presentará  cada  comerciante  al  Tribunal  de  Comercio  de  su 
domicilio,  para  que  se  rubriquen  ó  sellen  todas  sus  hojas,  en 
la  forma  que  determine  el  respectivo  Tribunal  Superior,  ^^  y 
se  ponga  en  la  primera  una  nota  datada  y  firmada  por  el  Juez 
y  un  Secretario,  del  número  de  hojas  que  contiene  el  libro. 


(193)  Mediante  la  adición  de  la  tj  resulta  \ina  palabra  que  no  es  ni 
castellana  ni  latina. 

(194)  Pues  en  cuanto  á  las  demás,  ninguna  dificultcui  puede  suscitarse. 

(195)  A  fin  de  que  conste  de  qué  cartas  forman  parte. 

(196)  Bajo  la  sanción  del  art.  55.    Vé  la  nota  199  y  el  art.  61. 

(197)  Lo  que  este  inciso  quiere  decir  no  es,  como  parece,  que  al  Tribu- 
nal Superior  corresponde  determinar  la  forma  en  que  las  hojas  se  han  de 
rubricar  ó  sellar,  sino  que  se  ha  librado  al  Tribunal  Superior  la  elección 
entre  la  rúbrica  7  el  sello  de  los  libros.  El  sistema  del  sello  fué  adoptado 
en  España  desde  1868  y  reproducido  en  el  art.  36  del  nuevo  Código;  pero 
la  formalidad  es  llenada  por  el  Juez  municipal. 

El  Cód.  chileno  no  hace  exigencia  alg^una,  y  el  alemán  no  requiere  la 
rúbrica;  pero  hay  un  gravísimo  peligro  á  conjurar  y  es  el  de  los  libros 
dobles.  La  ley  belga  y  el  Cód.  italiano  no  exigen  la  rúbrica  del  copiador 
de  cartas  y  telegramas,  por  la  gran  dificultad  de  cumplirlo  en  la  prác- 
tica; y  Bing  cree  probable  que  las  prescripciones  del  art.  23  italiano, 
sobre  rúbrica,  no  serán  mas  observadas  en  Italia  que  las  disposiciones 
análogas  de  las  leyes  extranjeras.  Puede  verse  á  Namur,  no  206,  y  á 
Lyon-Caen,  n»»  284,  287,  288  W»  y  pág.  257.  En  las  grandes  ciudades 
de  Francia  la  operación  del  sello  se  ^hace  en  forma  mui  espeditiva,  me* 
diante  un  sello  con  la  firma  ó  rúbrica  del  funcionario  y  á  que  va  adap- 
tada una  máquina  para  numerar. 

Nótese,  cómo  el  artículo  trabuca  las  palabras  Juez  j  Trib.  de  Catn.  Yé 
la  nota  117. 


ABT.  54  91 

Ea  los  pueblos  donde  no  haya  Tríbimal  de  Comeroio,  se 
cumplirán  estas  formalidades  por  el  Juez  de  Paz. 

Ni  en  uno  ni  en  otro  caso  podrán  exigirse  derechos  ó  emo- 
lumentos algunos.  í»8  De  V.  65.  E.  40.  N.  E.  31.  P.  H.  A.  32. 
I.  23  y  25. 

Abt.  54 

En  cuanto  al  modo  de  llevar^  asi  los  libros  prescríptos  por 
el  artículo  44,  como  los  auxiliares  que  no  son  exigidos  por  la 
ley,  *^  se  prohibe: 

1^  Alterar  en  los  asientos  el  orden  progresivo  de  las  fe- 
chas y  operaciones  con  que  deben  hacerse,  ^^  según  lo 
prescripto  en  el  artículo  45 ; 

2^  Dejar  blancos  ni  huecos^  ^^  pues  todas  sus  partidas  se 
han  de  suceder  unas  á  otras,  sin  que  entre  ellas  quede 
lugar  para  intercalaciones  ni  adiciones; 

3^  Hacer  interliaeaciones,  raspaduras  ni  enmiendas,  ^^ 
sino  que  todas  las  equivocaciones  y  omisiones  que  se 
cometan  se  han  de  salvar  por  medio  de  un  nuevo  asien- 
to hecho  en  la  fecha  en  que  se  advierta  la  omisión  ó  el 
error;  O.  O.  IX,  10. 

4p  Tachar  asiento  alguno; 

5o  Mutilar  alguna  parte  del  libro,  arrancar  alguna  hoja  ó 

(198)  Estas  precauciones  j  facüidades,  idéntícas  á  las  de  los  art.  25  y 
29,  son  plausibles. 

(199)  De  esta  disposición  y  del  espíritu  que  informa  los  art.  61  y  66  y 
principalmente  del  texto  del  65  se  colige  que  ningún  libro  puede  utilizarse 
por  el  dueño  si  carece  de  algpma  de  las  formalidades  del  art.  precedente. 
Vé  91  á  93, 118, 123  y  927. 

(200)  Los  asientos  (entiéndase)  y  nó  las  operaciones.  Debe,  pues,  ob* 
servarse  religiosamente  el  orden  cronológico  ó  de  fechas  en  que  las  ope- 
raciones se  realizaron.  Una  omisión  ó  error  requiere  nuevo  asiento 
(n9  3<*);  pero  reparados  oportunamente,  no  se  incurrirá  en  ninguna  sanción 
legal. 

(201)  Compara  con  el  211  íno.  K 
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alterar  la  enouademacion  y  foliacion.*<>*  V.  66.  E.  41.  De  P.  10 
inc.  30;  N.  P.  39. 

Abt.  55 

Los  libros  mercantiles  ^^  que  carezcan  de  algunas  de  las 
formalidades  prescríptas  en  el  artículo  53,  ^^  ó  tengan  algu- 
nos de  los  defectos  y  vicios  notados  en  el  precedente,  ^^  no 
tienen  valor  alguno  enjuicio  en  favor  del  comerciante  á  quien 

(202)  La  redacción  del  44  N.  E.  y  las  de  los  art.  31  j  32  chilenos  son 
preferibles  á  la  del  presente  art.  Comparalo  con  A.  32. 1.  25.  N.  £.  43, 
N.  P.  39.  B.  14  y  Ley  belga  19. 

Como  los  actos  enumerados  en  nuestro  art.  son  de  mui  desigual  gra- 
vedad, y  un  mismo  hecho  puede  ser  hijo  de  la  torpeza,  del  descuido  (vé 
final  del  art.  65)  ó  de  la  mala  f¿,  y  seria  inicuo  castigar  un  inocente  des- 
cuido, especialmente  en  el  comercio  en  qae  prevalecen  la  verdad  y  la 
buena  fé,  el  Juez  debe  ser  mui  circunspecto  al  usar  de  la  facultad  que  le 
acuerda  el  art.  1546  (vé  su  n^  11)  implícitamente,  coincidiendo  así,  en  este 
punto,  con  las  doctrinas  que  expuse  al  pié  del  art.  49  de  mi  Proyecto  de 
Cód.  Vé  1547  no  8«.  Compara  con  Thaller,  n®  66  y  el  16  brasilero  y 
puede  verse  á  Bódarride,  n«»  229  y  232. 

(203)  Inclusive  los  auxiliares  (nota  199),  pues  la  ley  no  hace  diferencia 
ni  habría  razón  para  hacerla.    Vé  nota  205. 

(204)  El  original  español,  usando  del  singular,  decía:  alguna  de  las 
formalidades  ó  alguno  de  los  defectos,  y  debe  suponerse  que  es  obra  del 
legislador  y  nó  del  copista,  el  uso  de  esos  pronombres  en  plural.  Asi,  la 
falta  de  encuademación  ó  de  foliación  no  será  por  si  sola  de  una  impor- 
tancia decisiva,  y  menos  aun  el  defecto  de  forro,  especialmente  si  es  de- 
bido á  un  accidente  (arg.  del  66). 

Sin  embargo,  habría  sido  mas  lógico  considerar  como  esencial  cual- 
quiera de  esos  requisitos  (vé  93  inc.  2«  y  123  n«  1«)  y  no  dejarlo  todo 
librado  á  la  apreciación  judicial,  y  pienso  que  la  falta  de  rúbrica  ó  sello 
impedirá  que  el  dueño  del  libro  pueda  utilizar  sus  asientos;  salvo  lo 
dispuesto  en  el  art.  63  inc.  2».    Vé  la  nota  206. 

(205)  Se  refiere  este  inciso  á  las  prohibiciones  puramente,  ó  también  á 
los  demás  requisitos  del  art.  45?  Ni  el  texto  de  este  inciso  ni  el  del  art. 
57  distinguen,  y  con  razón,  pues  no  basta  que  los  asientos  hechos  reúnan 
las  formalidades  materiales,  sino  que  deben  contener  todas  las  opera- 
ciones; y  si  un  libro  irregular  puede  inducir  culpabilidad  en  la  quiebra, 
con  mas  razón  debe  desnuladarlo  de  eficacia  probatoria  en  favor  de  su 
dueño  ó  menoscabar  esa  eficacia.  Así,  tampoco  hay  que  distinguir  si  los 
libros  son  los  indispensables  ó  los  auxiliares  (nota  208). 
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pertenezcan.  ^  V.  67.  De  E.  42  tarunoado.  De  P.  13.  W.  54. 
B.  15.  B.  51.  O.  O.  IX,  11. 

Abt.  56 

El  comerciante  que  omita  en  su  contabilidad  alguno  de  los 
libros  qué  se  declaran  indispensables  por  el  artículo  44,  *^  ó 
que  los  oculte,  ^^  caso  de  decretarse  su  exhibición,  será  juz- 
gado ^^  en  la  controversia  que  diere  lugar  á  la  providencia 


(206)  Pero  tendrán  pleno  valor  en  su  contra,  y  todos  pueden  oponér- 
selos (arg.  del  presente  inciso  y  del  art.  63  inc.  2o),  sujetándose  á  la  con- 
dición en  dicho  inc  2»  establecida.  Alauzet,  no  342,  N.  P.  44  n»  I»,  Gód. 
rumano  52.  Vé  nota  243  y  á  Yidari,  n»  215.  Los  Uleros  irregulares  no 
constituyen  principio  de  prueba  escrita  (S.  C.  IV  pág.  196  y  Vil  pág.  49; 
vé  art  209).  El  13  francés  va  hasta  prohibir  que  los  libros  irregulares 
sean  producidos  en  juicio  por  su  dueño.  Mas  sabia  la  ley  alemana  (35) 
permite  que  el  juez  admita  los  libros  irregulares,  cuando  parezca  conve- 
niente, teniendo  en  cuenta  la  naturaleza  de  las  irregularidades  y  las 
circunstancias  del  negocio. 

Este  art  y  el  siguiente  debieron  ser  precedidos  del  63  y  seguidos  por 
el  64  y  65,    Compara  con  Namur,  n^  215. 

(207)  Y  si  los  presenta  truncados  ó  falsificados?  Cualquiera  que  sea 
la  responsabilidad  penal  del  autor  de  la  mutilación  é  de  la  falsificación  y 
el  mandato  del  art.  1547  n9  S'*  para  el  caso  de  quiebra,  el  punto  se  regirá 
por  el  art.  anterior  y  no  por  el  presente;  y  aunque  la  pena  en  que  incurra 
pueda  ser  mayor,  píBnalia  non  8unt  extendenda. 

Nuestro  art  se  aplicará  al  libro  de  caja,  en  su  caso  (vé  46). 

(206)  U  oculte  el  libro,  ó  los  libros  ó  uno  de  los  libros,  cuya  exhibición 
ó  compulsa  se  hubiere  decretado.  £1  caso  de  pérdida  inculpable  es  muy 
distinto  (vé  65);  pero  la  negativa  á  presentarlos  debe  ser  equiparada  á  la 
ocultación  (arg.  del  63  inc.  3<»).    Compara  con  F.  17,  Ch.  33,  A.  37. 

(209)  Suponiendo  que  no  presente  otra  prueba  plena  y  conoluyente 
(arg.  de  los  inc.  3^  y  4<>  del  63),  pues  nuestro  art.  ha  suprimido  la  frase 
ttn  admitir  prueba  en  contrario  del  modelo  español,  y  lo  contrario  fuera 
una  gran  injusticia  y  se  ha  repudiado  en  el  N.  E.  (48,  3^  al  fin).  Mi  Pro- 
yecto, 62. 

Pero  en  defecto  de  esa  prueba,  el  Juez  debe  fallar  con  sujeción  á  los 
asientos  sin  poder  exigir  prueba  supletoria,  salvo  la  que  el  Cód.  de  Proc. 
autorice  para  mejor  proveer.  Compara  con  dicho  inciso  4^  del  63  y 
nota  213. 
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de  exhibición,  ^^^  y  cualquiera  otra  que  tenga  pendiente, '^^ 
por  los  asientos  de  los  libros  de  su  adversario.  *^^  V.  68.  Comp. 
E.  45,  N.  P.  44,  al  fin. 

Aet.  57 

Ninguna  autoridad,  Juez  ó  Tribunal,  bajo  pretesto  alguno, 
puede  hacer  pesquisas  de  oficio,  para  inquirir  si  los  comer^ 

(210)  Que  comprende  la  compulsa  del  art.  59.  Mientras  la  exhibición 
no  S9a  ordenada,  no  hay  para  qué  ocuparse  de  la  falta  de  libros,  y  bas- 
tará que  se  lleve  el  libro  ó  libros  cuya  exhibición  se  pida,  aunque  no  se 
tengan  realmente  los  otros.    Vé  nota  222. 

(211)  Con  otro  comerciante,  se  entiende,  y  por  hechos  de  su  comercio 
(63  inc.  lo). 

(212)  Aplica  lo  dicho  en  la  nota  anterior.  Sin  embargo,  el  Jubz  tiene 
en  tal  caso,  como  en  el  análogo  del  63  inc.  S^y  la  facultad  de  apreciar  la 
prueba  que  de  esos  libros  resulte,  y  exigir,  si  lo  considera  necesario,  otra 
prueba  supletoria  (inc.  4fi  aUí);  pues  lo  contrario  podría  llevar  á  injusticias 
y  aun  á  fomentar  fraudes  calculados  sobre  falta  de  libros  del  adversario. 
Vé  nota  248.    N.  P.  44  al  fin. 

Es  preciso  también  que  los  libros  estén  en  regla,  según  lo  establece  el 
art.  español  y  resulta  suficientemente  del  55;  porque  los  libros  mal  lleva- 
dos no  merecen  fé  (arg.  del  63  y  especialmente  del  inc.  3<*),  ni  podría  ser 
de  mejor  condición  quien  trunca  ó  falsifica  libros  que  el  que  no  los  tiene 
(vé  nota  207). 

Se  ha  suprimido  el  art.  69  del  G5d.  anterior  que  decía:  '  he  libros  de  lo8 
faUidoSf  aun  dhidamente  üevadoSj  siempre  admiten  prueba  en  contrario  " ;  y 
ante  el  habitual  silencio  de  la  Comisión  de  Códigos,  hay  que  averiguar 
los  motivos  de  esa  supresión.  Parece  que  ha  entendido  que  tal  doctrina 
no  es  exacta,  por  esto  ha  derribado  el  art.,  aunque  sin  edificar  nada  en 
reemplazo.  La  buena  doctrina  tiene  que  partir  de  la  sospecha  que  pue- 
den inspirar  los  asientos  hechos  con  posterioridad  al  dia  de  la  efectiva 
cesación  de  pagos  (vé  1460  n<*  2®);  pero  los  asientos  anteriores  no  pueden 
perder  el  valor  que  tenian  antes,  y  que  acaso  sirvieron  de  fundamento  á 
una  sentencia.  En  cuanto  á  los  asientos  hechos  con  posterioridad  á  la 
cesación  de  pagos,  si  la  quiebra  resulta  inculpable,  la  sospecha  puede  as- 
timarse  desvanecida.  Compara  con  Massé,  n*»*  2503  y  2515  y  con  Vidari, 
n^  219,  citando  un  fallo  de  la  Corte  de  Apelación  de  Milán,  y  con  el 
art.  67  de  mi  Proyecto.  Siempre  es  lícito  impugnar  un  error  ó  suplir  una 
omisión,  y  así  creo  con  Vidari  que  el  propio  fallido  podría  impugnar  los 
asientos  de  sus  libros. 


A»T.  57  T  58  95 


•     • 


ciantes  UeTan  ó  n¿  libros  arreglados.  '^^  Y.  70.  E.  49.  N.  E. 
45.  P.  331,P.  N.  41. 

Abt.  58 

La  exhibición  general  de  los  libros  de  los  comerciantes  solo 
puede  decretarse  ^^^  á  instancia  de  parte  ^^^  en  los  juicios  de 
sucesión,  comunión  ^'^  ó  sociedad,  ^^^  administración  ó  gestión 


El  libro  del  fallido,  aunque  fuese  irregular,  podría  beneficiar,  mediante 
partidas  ñdsas,  á  unos  acreedores  con  perjuicio  de  otros. 

(213)  Una  investigación  semejante  supone  y  suscita  desconfianzas  y 
dañaría  necesariamente  el  crédito  del  comerciante.  La  divulgación  de 
los  negocios  tiene  tan  graves  inconvenientes,  como  la  reserva  es  de  tm 
subido  precio.  El  riesgo  es  inseparable  del  comercio,  éste  tiene  grandes 
y  no  raras  alternativas  y  el  éxito  de  una  operación  depende  con  harta 
frecuencia  de  la  oport  midad  y  reserva  con  que  se  tealiza.  En  Bélgica 
se  ha  visto  que  un  Juez,  concurrente  del  comerciante  cuyos  libros  visaba, 
abusaba  del  conocimiento  adquirido  por  tal  medio  de  la  situación  comer- 
cial de  éste.  Así,  el  secreto  de  los  libros  participa  de  la  inviolabilidad  de 
los  actos  privados,  garantida  por  la  Constitución  y  es  im  principio  de 
legislación  mercantil,  que  no  puede  ser  violado  ni  con  fines  de  policia  ó 
ó  de  justicia  criminal 

(214)  Si  el  Juez  lo  estima  procedente  y  necesario.    Vé  nota  222. 

.   . .  Muy  raro  será  que  la  parte  interesada  en  la  exhibición,  no  la  pida. 

Es  muy  dudoso  si  el  Juez,  podría,  mediante  un  auto  para  mejor  pro- 
veer, decretar  la  exhibición  general  de  los  libros  6  de  ciertos  libros.  Comp. 
Bolaffio,  n?  164.  Vidari,  no  220  (nota  209),    y  con  Lyon-Caen,  n«  301. 

El  adverbio  eálo  indica  que  esta  disposición  es  limitativa  (Alauzet, 
n«  353.  Bravard,  pág.  137).    Vé  nota  226. 

(215)  Parece,  pues,  que  el  Juez  no  podrá  decretarla  de  oficio:  arg.  del 
1487  (vé  59  inc  1»),  ni  con  el  carácter  de  para  mejor  proveer  (vé  nota 
214). 

El  interesado  no  es  socio  y  carece  de  tal  derecho.  Annales  de  D.  (7. 1889 
pág.  100.  Vé  la  nota  218. 

(216)  ComunhdOf  dicen  los  Códigos  P.  y  B.,  es  decir,  comunidadj  traduc- 
ciones ambas  de  la  palabra  communauté  del  art.  14  francés,  que  Lyon- 
Caen,  separándose  de  la  opinión  corriente,  cree  que  no  se  refiere 
sino  á  la  comunidad  entre  esposos.  Verdad  es  que  en  el  caso  de 
simple  condominio  tal  medida  será  rara  vez  necesaria,  pero  habrá  de 
accederse  á  ella,  desde  que  lo  sea  y  no  bastare  una  exhibición  parciaL  Vé 
á  Bédarride,  no  279  á  284. 
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mercantil  por  cuenta  ajena  ^^^  y  en  caso  de  liqtiidacicm  ^^^  ó 
quiebra.  ^Y.ll.B.  18.  E.  50.  N.  E.  45.  F.  14.  W.  42.  H. 
11.  A.  40. 1.27.  N.P.  42. 


(217)  Esto  será  únicamente  en  las  cuestiones  entre  socios,  que  seo  las 
que  pueden  llamarse  juicio»  de  sociedad  y  es  una  consecuencia  del  d^zecho 
acordado,  por  el  art.  1696  del  Cód.  Civil,  á  los  socios  de  examinar  los 
Hbros  y  el  estado  de  la  administración.  En  la9  causas  de  partición  de 
sociedad,  dice  el  art.  francés.  Se  sabe  que  la  sociedad  es  una  especie  de 
comunidad  (vé  41  inc.  2»  y  447).    Vé  ñnal  de  la  nota  215. 

(218)  Es  decir,  en  caso  de  mandato  ó  gestión  mercantil,  como  gestor  ó 
en  otro  carácter,  y  especialmente  cuando  los  libros  no  comprendan  otras 
negociaciones;  pues  cuando  esto  último  suceda,  la  disposición  que  debe 
aplicarse  es  la  del  art  59.  La  doctrina  francesa  acuerda  este  derecho  al 
capitalista,  que  además  de  la  restitución  de  su  capital  y  réditos,  estipuló 
para  sí  una  parte  en  los  beneficios,  y  al  encargado  (factor  ó  dependiente) 
interesado  en  las  ganancias,  que  tiene  una  posición  idéntica  al  capitalista, 
por  ser  indispensable  para  fijar  los  derechos  de  uno  y  otro  (Bédarnde, 
no"  289  y  292).  Pero  no  se  olvide  que  se  trata  de  una  materia  de  dere- 
cho escepcional,  en  que  la  inducción  y  analogía  no  proceden.  Asi,  un 
reciente  fallo  de  la  Corte  de  Aix  (Dic.  8  de  1888)  no  reconoce  al  interesado 
sino  el  derecho  que  se  reglamenta  en  el  art.  59  siguiente  (nota  215  al  fin): 
vé  la  1124. 

(219)  Esta  palabra,  tomada  de  mi  Proyecto  de  Cód.  58,  aludía  á  los 
tres  casos  anteriores  de  liquidación  de  sucesión,  comunión  ó  sociedad,  y, 
constituye  aquí  una  superfetacion  perjudicial,  que  dará  margen  á.  cues- 
tiones. El  art.  1487  presenta  otro  caso  de  comunicación  ó  exhibición 
general  de  libros. 

(220)  Porque  sin  un  pleno  y- perfecto  conocimiento  de  los  negocios  del 
fallido,  sería  imposible  administrarlos  y  liquidarlos  en  beneficio  y  con 
ventaja  de  todos.  Muchísimos  artículos  del  Libro  4«  (1390  n®«  1»  y  2«, 
1396,  1409,  1431,  1434  inc.  3o  1439,  1442  inc.  2o,  1444,  1447,  1471,  1497, 
1499,  1500,  1519,  1546  no«  5o,  10  y  11,  1547  no«  lo,  2o,  3o,  5o,  7o  y  8o,  1550 
no  3o,  1566  inc.  2o,  1585,  1590,  1598,  1600,  etc.)  patentizan  que  toda  la 
economía  de  ese  Libro  se  basa  constantemente  en  los  libros  del  quebrado, 
y  que  sin  ellos  no  sería  posible  dar  un  paso  en  ese  juicio.  Vé  también  el 
art.  1487.  Puede  verse  á  Orlando  sobre  el  artículo  brasilero,  y  el  inte- 
resante comentario  de  Bédarride  (no  271  á  299)  sobre  el  art.  francés.  Bes- 
pee  to  á  la  doctrina  del  no  300,  prefiero  la  opinión  de  la  Corte  de  Casación 
por  las  razones  que  dá  Namur  (n©  227). 

El  lugar  mas  aparente  para  la  exhibición  lo  determina  el  Juez,  y  gene- 
ralmente lo  es  la  Secretaría  del  Juzgado  ó  Tribunal,  ó  el  propio  despacho 
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Abt.  59 

Fuera  de  los  casos  especificados  en  el  articulo  anterior, 
solo  ^^  podrá  proveerse  á  instancia  de  parte  ***  ó  de  oficio  *^' 


del  comerciante.  Asi,  cuando  la  compulsa  se  comete  por  el  Jaez  al 
secretario  ó  actuario,  éste  suele  hacerla  en  el  establecimiento  comercíaL 
Véase  á  La  Serna  y  Beas.  Alauzet,  n<*  d53.  Namur,  n»  231,  etc.  Oód. 
italiano  27  inc  29. 

(221)  Puesto  que  la  exhibición  parcial  de  que  trata  este  art  no  es  una 
escepcion  de  la  exhibición  general  (ó  comunicación)  del  art.  anterior  (vé 
nota  226),  la  frase  fuera  de  loa  casos  especificados  del  art  anterior  está  demás 
y  ha  debido  suprimirse.  El  adverbio  «ó¿o  tampoco  está  en  su  lugar,  y  en 
todo  caso  debió  seguir  á  la  palabra  éstos. 

(222)  Sea  ó  nó  comerciante  (arg.  de  58  y  64.  Bédarride,  n^.  311.  Alauzet, 
n<».  349),  con  tal  que  la  causa  sea  comercial,  se  entiende.  Con  la  frase 
podrá  proveerse,  se  significa  suficientemente  que  el  Juez  puede  negar  1«, 
exhibición  que  estime  ser  innecesaria.  Lyon-Caen,  n<*.  293  (vé  nota  214). 
El  fundamento  del  derecho  que  á  cualquier  interesado  asiste  para  pedir 
la  exhibición  parcial  de  un  libro  de  comercio,  reside  en  que  los  registros 
de  la  contabilidad  mercantil  ofrecen  cierto  grado  de  garantía  y  su  escri- 
turación viene  á  constituir  una  especie  de  función  de  interés  general  para 
el  gremio  comerciaL 

Ni  este  art.  ni  el  anterior  entienden  referirse  á  otros  libros  que  no  sean 
los  de  las  partes  en  pleito  y  los  art.  55,  56,  63  en  sus  inc.  I».  2^.  3o.  y  5<>. 
y  65  se  ocupan  de  la  fuerza  probatoria  de  esos  libros  entre  los  comer- 
ciantes que  litigan.  Otro  tanto  sucede  con  el  E.  15.  P.  226  y  B.  19.  Loe 
libros  de  los  terceros  son  una  propiedad  particular,  y  no  habría  razón 
para  violar  el  secreto  de  los  negocios  que  guardan  en  sus  páginas,  con  mas 
razón  que  la  misiva  dirigida  á  un  tercero  (Cód.  Giv.  1036);  asi  es  que  el 
Código  de  Com.  no  se  ocupa  de  ellos.  Por  otra  parte,  tul  prueba  no  sería 
susceptible  de  una  clasificación  legal  bien  precisa;  seria,  nó  un  testimonio, 
como  algunos  pretenden,  pues  no  reúne  los  caracteres  y  garantías  de  tal, 
Bino  apenas  una  presunción  y  un  punto  de  partida.  Comp.  con  Massé, 
n^,  2514.  Recuérdese  que  un  instrumento  privado  debe  ser  firmado  y  no 
tiene  fecha  cierta  con  relación  á  3<*.  y  que  la  prueba  de  los  libros  se  com- 
prende entre  las  partes  contratantes,  que  luchan  con  armas  iguales,  pues 
sus  libros  se  controlan  entre  si. 

Tampoco  podría  decretarse  la  exhibición  de  esos  libros  por  el  Juez, 
mediante  auto  para  mejor  proveer^  por  las  razones  espuestas,  y  porque  esa 
facultad  se  refiere  á  espedientes  y  documentos  públicos  y  un  libro  de  co- 
mento no  es  propiamente  un  documento,  Yé  Cód.  de  Proced.  57.  Delamarre, 
no.  178.  Alauzet,  n».  347.  Tejedor,  n».  83  bis.  Massé,  n».  2516.  Fallo  de  la 
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la  exhibición  de  los  libros  ^^  de  los  comerciantes,  contra  la  vo- 
luntad de  éstos,  ^^^  en  cuanto  tenga  relación  con  el  punto  ó 
cuestión  de  que  se  trata  ^^^. 


Cámara  de  A.  A.  en  lo  Comercial,  1889.  Pardessus,  n<*.  1874.  Namxir 
n«,  233. 

(223)  Según  la  teoría  de  nuestro  procedimiento,  esto  no  podría  hacerlo 
el  Juez  de  la  causa  Bino  mediante  auto  para  mejor  proveer  (vé  final  de  la 
nota  anterior). 

(224)  Aunque  sean  irregulares  (arg.  de  55  y  66),  pues  todo  documento 
es  una  prueba  contra  su  autor  (Bédarride,  n».  317).  En  cuanto  ¿  los  libros 
auxiliares,  vé  el  61.  También  podría  exigir  la  exhibición  de  telegramas, 
quien  hizo  su  remisión  Q'ustifícada  esta),  por  ser  esta  doctrina  corriente 
en  derecho  común. 

Vidari  (n®.  221)  establece  que  la  petición  debe  ser  concreta  y  determi- 
na,da  y  así  no  bastaría  pedir  la  exhibición  para  extractar  lo  que  se  relacione 
con  el  punto  en  cuestión, 

(225)  Es  decir,  aunqtte  sea  contra  la  voluntad  de  éstos. 

(226)  Esta  exhibición  |?arcia/,  á  efecto  de  que  se  compiilsen  y  estraigan 
los  asientos  relativos  á  la  cuestión,  es  la  representation  del  derecho  francés, 
y  difiere  grandemente  de  la  exhibición  ^fcncroZ  del  art.  anterior,  llamada 
communication  en  el  propio  derecho  y  en  el  art.  50  español.  En  este  último 
caso,  el  comerciante  se  desprende  de  sus  libros  para  ser  examinados  por 
la  parte  interesada  que  requirió  la  comunicación;  mientras  que  en  el  pri- 
mero, la  compulsa  se  hace  por  el  interesado,  perito,  actuario  ó  por  el  propio 
Juez  bajo  la  presencia  y  vigilancia  del  dueño,  á  fin  de  que  se  examinen 
las  partidas  necesarias  únicamente  [inc.  2».]  y  cuando  la  deligencia  haya 
de  continuarse  en  otra  audiencia,  le  es  lícito,  llevárselos  consigo.  De  otro 
modo  el  secreto  de  los  libros  sería  fácilmente  burlado.  Resulta  de  aquí 
que  la  enumeración  del  art.  58  es  limitativa  y  no  debe  estenderse  por 
analogía  (ve  notas  218  y  222);  en  tanto  que  la  exhibición  parcial  procede 
en  toda  cuestión  comercial  (vé  64),  aunque  se  invoque  un  instrumento 
público  (Bédarride,  n«.  308.   Lyon-Oaen,  n».  297). 

Bédarride  (n®»  312  y  313)  establece  que  la  comunicación  de  los  libros  se 
pide  y  decreta  ordinariamente  bajo  pena  de  una  multa  por  cada  dia  de 
retardo  y  que  la  presentación  debe  ordenarse  igualmente  bajo  una  multa 
por  via  de  daños  y  perjuicios,  citando  el  ejemplo  de  un  fallo  de  la  Corte 
de  Caen.  Alauzet  (n®.  348)  repite  que  el  Juez  puede  constreñir  á  la  exhi- 
bición parcial  por  todos  los  medios  coercitivos  de  derecho  (voie^  de  droit), 
y  Namur  (n®.  2.33)  les  sigue.  Lyon-Caen  (n®.  293)  establece  que  el  Juez 
puede  echar  mano  de  una  multa,  ó  sacar  la  consecuencia  que  estime  ra- 
cional, de  la  negativa  de  presentar  los  libros.  La  teoría  de  la  multa  como 
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En  tal  caso  el  reconocimiento  de  los  libros  exhibidos  se  ve- 
rifícari  ^^  á  presencia  del  dueño  de  éstos,  ó  de  la  persona  que 
lo  represente  y  se  contraerá  esclusivamente  á  los  artículos  que 
tengan  relación  con  la  cuestión  que  se  ventila.  *^  Y.  72.  De  E. 
Bl.  P.  226,  ino.  I».  B.  19.  NP.  43.  F.  15.  W.  43.  H.  12, 
inc.  1«.  A-  37-38. 1.  28. 

Abt.  60 

Si  los  libros  se  hallasen  fuera  de  la  residencia  del  Tribunal 
que  decretó  la  exhibición,   se  verificará  ésta  en  el  lugar  ^^ 

daños  y  perjuicios  ño  me  satisface,  pues  no  la  veo  apoyada  en  ley  y  la 
suma  podría  no  ser  reparación  bastante  Ck>mp.  Laurent,  XIY,  301  y  802. 
La  multa  y  aun  el  arresto,  como  corrección  disciplinaria,  entran  en  la» 
facultades  del  Juez,  y  suelen  decretarse  ea  el  caso  de  no  presentación 
del  proceso  ó  de  renuencia  de  un  testigo.  También  el  art.  20  biasüero 
autoriza  la  prisión  como  medida  compulsoria.  Según  el  Código  Civil  (629) 
puede  exigirse  la  ejecución  forzada  ó  los  daños  y  perjuicios.  Pero  qué 
daños  y  perjuicios  mas  propios,  en  caso  de  negativa  á  una  exhibición 
parcial,  que  el  que  el  Juez  dé  ó  pueda  dar  por  perdida  la  causa  del 
renuente,  como  se  tiene  por  confeso  al  que  rehuye  contestar  á  una  posi- 
ción? En  todo  caso,  el  Juez  debe  echar  mano  del  juramento  supletorio 
(vé  F.  17).  Y  sobre  todo,  si  el  adversario  tiene  en  sus  libros,  asientos 
relativos  al  punto  cuestionado,  la  causa  deberá  ser  juzgada  por  esos 
asientos,  como  lo  dispone  el  art.  56. 

Por  lo  demás,  el  pedido  de  exhibición  de  los  libros  del  adversario,  ni  da 
ni  quita  la  fuerza  probatoria  que  les  corresponda. 

También,  la  exhibición  de  oficio  deja  intactas  las  cuestiones  relativas  á 
la  fuerza  probatoria  de  los  asientos,  y  no  seria  juridico  que  la  pedida  de 
contrario  tuviera  distintos  ó  contrarios  efectos,  sobre  todo  cuando  la 
exhibición  para  mejor  proveer  puede  ser  provocada  por  la  parte  litigante . 
Vé  á  Bédarride,  n».  303  y  á  Alauzet,  n».  352. 

(227)  La  inspección  ó  compulsa  de  los  libros  se  verifica  en  el  despacho 
del  Juez  ó  en  el  lugar  indicado  por  éste,  según  las  circunstancias 
(nota  220).  Compara  el  presente  con  el  art.  69  de  mi  Proy.  de  Cód. 

(228)  Vé  notas  226  y  259.  La  presencia  del  dueño  no  es  esencial,  pero 
debe  ser  debidamente  citado  para  la  diligencia.  Compara  con  Bédarride, 
n^.  324.  Massé,  n®.  2506.  Alauzet,  n9,  351,  etc.  "  Cuando  los  libros  de  co- 
mercio son  producidos  en  im  proceso,  dice  el  art.  38  alemán,  su  contenido, 
en  lo  concerniente  al  punto  litigioso,  debe  ser  examinado  en  presencia  de 
las  partes  '^;  lo  que  constituye  una  sabia  precaución. 

(229)  Pero  no  precisamente  en  el  despacho  ó  escritorio  del  propio  esta- 
blecimiento, como  querría  Bédarride  n9,  329:  vé  notas  220  y  227.   Qué 
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donde  existan  dichos  libros,  sin  exigirse  en  ningún  caso  ^^  su 
traslación  al  lugar  del  juicio.  V.  73.  E.  52  y  B.  19,  inc.  2®.  De 
F.  16,  H.  12  inc.  2o.  W.  44.  P.  226.  B.  19.  A.  39. 

Abt.  61 

Cuando  un  comerciante  haya  llevado  libros  auxiliares,  puede 
ser  compelido  á  su  exhibición  en  la  misma  forma,  y  en  los  ca- 
sos prescriptos  en  los  tres  artículos  precedentes.  ^^^  V.  74.^.  43. 

Abt.  62 

Todo  comerciante  puede  llevar  sus  libros,  y  firmar  los  do- 
cumentos  de  su  giro  [E.  47]  j  por  sí  ó  por  otro.  ^^^  Si  no  llevase 
los  libros  por  si  mismo,  se  presume  qu-3  ha  autorizado  á  la 
persona  que  los  lleva.  ^^^  V.  76  y  mi  47,  inc.  2o.  N.  P.  38. 
Comp.  Fr.  12.  H.  10.  W.  47.  B.  23  y  25.  í^.  E.  48.  A.  34.'  I. 
49  á  BO  y  B2.  Acevedo  1668,  mi  63  á  66. 

autoridad  deba  verificar  el  examen  de  los  libros,  es  materia  propia  del 
procedimiento  y  al  Juez  de  la  causa  corresponde  determinarlo. 

(230)  Aunque  el  dueño  consienta  en  ello,  dice  el  art.  19  brasilero;  pero 
bien  que  la  translación  llegue  á  ser  una  imprudencia,  no  se  puede  negar 
al  comerciante  el  derecho  de  presentar  sus  libros  en  el  lugar  del  juicio, 
si  lo  hallare  así  por  conveniente.  Lo  único  que  el  art.  prohibe,  es  que  se 
le  eop^a.  Ley  4  §  5  tit.  13  lib.  II  Digesto. 

Como  el  art.  francés  y  demás  fuentes  del  presente  se  refieren  á  la  exhi- 
bición parcial  puramente  y  no  á  la  comunicación  del  art.  68  (adde  Vidari, 
n<*.  222),  no  hay  para  que  ocuparse  del  caso  en  quo,  tratándose  de  una 
exhibición  general,  los  dueños  fuesen  varios. 

(231)  Los  libros  auxiliares  controlan  y  complementan  á  los  indispensables, 
y  pueden  ilustrar  la  conciencia  del  Juez.  Pardessus,  n».  258;  Massé,  no25lO; 
Delamarre  y  Le  Poitvin»  n®.  188;  Alauzet,  n®.  343;  Bédarride,  n®.  309;  Na- 
mur,  n».  233,  etcétera.  En  contra,  Páris,  n*».  612  y  un  fallo  de  la  Corte  de 
Bruselas.  Véase  la  nota  212.  Cuando  discuerdan,  los  libros  obligatorios 
tienen  la  preferencia,  escopto  si  los  auxiliares  son  los  únicos  llevados  con 
regularidad.  Vidari  n».  224.  Lyon-Caen,  n»».  291  ter  y  299. 

(232)  Aquí  debió  agregarse  el  1B2,  pues  era  su  natural  colocación.  El 
147  es  también  complemento  del  presente  inciso. 

(233)  Esto  es  lo  único  práctico  por  conforme  al  uso.  Adoptando  la  dis- 
posición proyectada  por  mí  (47),  se  ha  hecho  desaparecer  la  incongruencia 


ABT.  63  JOI 

Abt.  63 

Los  libros  de  comercio  llevados  en  la  forma  y  con  los  requi- 
sitos prescriptos,  ^^^  serán  admitidos  en  juicio,  como  medio  de 
prueba  entre  comerciantes,  ^^^  en  hecho  de  su  comercio,  *^  del 


que  existía  entre  los  art.  75  y  153  del  Cód.  anterior.    El  presente  debió 
figurar  antes  del  44  ó  del  51  y  no  aquí. 

(234)  El  art.  61  arguye  y  del  65  resulta  á  contrario  8ensu  que  los  libros 
auxiliares  llevados  con  regularidad  están  equiparados  á  los  indispensa- 
bles, en  cuanto  á  fuerza  probatoria  y  nuestro  inciso  tampoco  distingue 
(nota  231).  Vé  55  con  la  nota  203. 

(235)  Así  lo  establecen  los  Cód.  E.  y  P.,  tomándolo  del  F.  12,  y  es  doc- 
trina corriente.  Bódarride,  n«.  244.  Alauzet,  n».  337.  Demolombe  XXTY, 
595,  596  y  604.  Esta  precaución  es  sabia,  pues  sólo  entonces  puede  conju- 
rarse el  peligro  de  esta  prueba  escepcional  que  permite,  contra  la  máxima 
nemo  sibi  adscríbit,  crearse  un  titulo  para  si;  porque  si  mi  adversario  me 
hace  figurar  como  su  deudor,  la  contradicción  ó  el  silencio  de  mis  libros 
lo  desautoriza  y  desarma,  la  eficacia  probatoria  de  los  libros  quela 
neutralizada  (vé  el  inc.  5<'.  y  compara  con  la  nota  247),  y  entonces 
es  fuerza  echar  mano  de  las  demás  pruebas  comunes  (vé  206).  Por  esto 
los  libros  no  prueban  contra  el  factor  ó  dependiente,  que  no  es  comer- 
ciante ni  puede  comerciar  (141).  Bódarride,  n».  251  (vé  nota  239).  Por  esto 
mismo,  esta  prueba  escepcional  no  puede  hacerse  valer  respecto  de  actos 
no  comerciales,  aunque  sea  entre  comerciantes,  porque  no  debiendo 
figurar  los  gastos  domésticos  sino  en  globo  (45  inc.  2^.),  no  ofrecen  por 
consiguiente  un  antecedente  y  defensa  suficientes.  Ni  basta  que  el  acto 
sea  comercial  respecto  á  imo  de  los  comerciantes,  aunque  por  su  impor- 
tancia hubiese  merecido  una  mención  ó  asiento  especial  en  los  libros  de 
ambas  partes  (vé  á  Demolombe,  u9,  597.  Bonnier,  n^,  774.  Bódarride, 
no*.  2 16  á  248  y  250.  Alauzet,  n».  337:  comp.  con  Namur,  n».  225;  etc.  Yi- 
dari,  n^,  218).  Es  cierto  que  cualquier  adversario  del  comerciante  debe 
\Ktáer  invocar  un  asiento  que  condene  á  este  último,  aunque  se  trate  de 
im  acto  puramente  civil  (arg.  del  58),  porque  tal  es  el  derecho  común  de 
los  instrumentos  privados  (vé  Cód.  Civ.  1030  con  mi  nota)  y  por  semejar 
el  asiento  contrario  á  una  confesión.  Pero  entonces  el  caso  no  será  ya 
regido  por  el  presente  art.  sino  por  el  55  ó  por  las  disposiciones  del  de- 
recho civil  (Bódarride,  Bourses^  n9.  401  al  fin.  Pardessus,  n®.  260.  Demo- 
lombe, nM.  294,  613  y  616.  Aubry  y  Bau,  §  757  nota  9),  y  se  admitirán, 
por  tanto,  pruebas  en  favor  y  en  contra  del  asiento  (vé  inciso  2^.),  aun  por 
el  propio  dueño  de  los  libros,  en  mi  opinión.  El  mismo  Alauzet  n^.  342, 
que  adopta  una  opinión  contraria,  admite  las  escepciones  de  dolo  y  vio- 
lencia, inseparables  de  toda  regla,  y  también  la  de  error,  y  establece  que 
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modo  ^^"^  y  en  los  caaos  espresados  en  este  Código  ^^  de 
P.  224. 

el  comerciante  que  olvidó  consignar  asientos  en  descarga*  puede  demostrar 
con  documentos  que  ha  pagado  el  todo  ó  una  parte  de  la  deuda  constante 
en  sus  libros. 

Como  los  asientos  de  un  libro  no  son  un  documento  que  emane  del  ad- 
versario^ su  causante  ó  de  parte  interesada  en  el  pleito  contra  el  no  co- 
comerciante  (vé  209  inc.  3®.  y  Cód.  Civ.  1193),  por  nuestro  derecho  nin- 
guna duda  puede  haber  que  esos  asientos  no  constituyen  un  principio 
de  prueba  escrita  ¿  favor  del  comerciante.  De  lo  espuesto  resulta  que 
nada  adelantan  La  Serna  y  Reus,  al  decir,  por  todo  comentario,  que  los 
no  comerciantes  podrán  invocar  contra  los  mercaderes  los  asientos  de 
los  libros  do  éstos,  siempre  que  acepten  los  que  puedan  perjudicarles 
(vé  Cód.  Civ.  1029),  y  al  establecer  que  los  libros  servirán  de  gran  pre- 
sunción contra  las  personas  no  comerciantes,  asientan  una  doctrina 
aventurada  y  peligrosa.  Así,  Demolombe  n»  604  opina  que  no  tienen 
fuerza  probatoria  alguna  (vé  nota  253).  De  los  art.  62  y  65,  asi  como  de 
la  generalidad  de  nuestro  inciso,  se  desprende  que  puede  también  invo- 
carse los  asientos  hechos  en  libros  auxiliares,  salvo  lo  dispuesto  en  dicho 
art.  65  y  el  de  dar  preferencia  á  los  indispensables.  Tampoco  importa 
que  los  libros  sean  informales  ó  no  regulares  (vé  nota  206),  como  es 
corriente  en  derecho  francés:  en  contra  P.  949.  Las  omisiones  é  infor- 
malidades deben  perjudicar  únicamente  al  autor  ó  dueño,  y  aunque  una 
omisión  sea  posible,  tal  eventualidad  es  inherente  á  la  memoria  humana, 
y  será  estraño  que  la  omisión  haya  existido  en  los  libros  de  ambos  co- 
merciantes. 

Sólo  el  comerciante  matriculado  podrá  invocar  los  asientos  de  sus  re- 
gistros; pero  el  que  no  lo  esté,  podrá  invocar  los  asientos  de  su  adversa- 
rio, porque  la  odiosa  restricción  del  26  n»  !<>  no  alcanza  hasta  allí,  y  la 
no  matriculacion  solo  al  omiso  debe  dañar. 

Por  último,  el  asiento  de  un  libro,  especialmente  cuando  no  es  llevado 
por  su  dueño,  aunque  guarde  mucha  semejanza,  no  es  una  confesión, 
como  dicen  varios  autores  (Massé,  n»  2492.  Aubry  §  751.  Demol.  XXX 
n».  453.  Vidari,  n».  215.  La  Serna  y  Reus);  y  las  inducciones  y  analo- 
gías son,  en  materia  tan  delicada,  mui  peligrosas . 

(236)  Esta  espresión  es  un  tanto  estrecha,  y  Sampaio  mismo  reconoce 
que  debiendo  consignarse  en  el  diario  todos  los  actos  comerciales  (vé  45), 
éstos,  sin  escepcion,  deben  poder  justificarse,  entre  comerciantes,  por  los 
asientos  de  sus  libros  (Bédarride,  n®.  249.  Vidari,  n».  218.  Ma8sé,no.  2495) « 

(237)  Por  el  modo,  ó  en  la  forma  ó  manera. 

(238)  O  sea  en  los  art.  55, 56,  64,  65  y  en  el  presente.  Mas  en  los  pa- 
gos por  cuenta  de  un  3<>.  y  rendición  de  cuentas  consiguiente,  se  aplica- 
rán los  art.  68  y  71.    Compara  con  Bédarride,  n®.  258. 
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Sus  asientos  probarán  contra  los  comerciantes  á  quienes 
pertenezcaii  los  libros  *^  ó  sus  sucesores  [B.  23],  *^  aunque  no 
estuvieren  en  forma,  ^^  sin  admitírseles  prueba  en  contra- 
rio; ^^  pero  el  adversario  no  podrá  aceptar  los  asientos  que  le 


(239)  Aunque  no  estén  matriculados  (nota  235),  y  aunque  sean  de  los 
prohibidos  por  el  art.  22  ó  de  fallido  no  rehabilitado  (arg.  de  1546  n^.  lo), 
ya  que  todos  son  comerciantes  ó  ejercen  por  lo  menos  el  comercio,  y 
nuestro  inciso  no  distingue  ni  hay  razón  alguna  para  ello.  T  por  una 
razón  inversa,  la  disposición  no  debe  alcanzar  al  corredor,  que  es  solo  un 
ájente  auxiliar,  á  menos  que  ejerza  de  hecho  el  comercio.  Los  asientos 
prueban  contra  el  tenedor  de  libros  que  los  hizo,  como  presunción  y  como 
principio  de  prueba  escrita,  todo  con  sujeción  al  derecho  común.  £1  factor 
y  demás  dependientes  que  lleven  los  libros,  podrán  utilizar  sus  asientos; 
pero  no  como  comerciantes  (pues  no  lo  son:  vé  141),  ni  en  virtud  del  pre- 
sente art,  sino  con  sujeción  á  las  prescripciones  del  derecho  común 
(vé  nota  235).  Namur  (n<>.  224),  citando  un  fallo  de  la  Corte  de  Cas.  belga, 
establece:  ^^los  libros  de  un  comerciante  forman  prueba  en  contra  suya  y 
en  favor  del  dependiente  que  los  ha  llevado,  salvo  el  caso  de  fraude:  la 
ley  no  distingue^.  Sí,  pero  el  tenedor  de  libros  no  es  comerciante,  ni 
tiene  libros  que  puedan  oponérsele. 

Nótese,  por  último,  que  este  inciso  dice  8ua  asientos,  y  como  una  omi- 
sión no  es  un  asiento,  ésta,  aimque  pueda  constituir  una  presunción,  nunca 
será  una  prueba  irrefregable  contra  el  comerciante. 

(240)  Universales  ó  singulares;  en  cuanto  á  los  primeros,  porque  son 
los  continuadores  de  la  personalidad  jurídica  de  su  antecesor  ó  causante; 
y  en  cuanto  á  los  segundos,  porque  la  transferencia  de  la  cuenta,  de  la 
deuda  ó  del  negocio  á  un  tercero  no  puede  menoscabar  en  nada  la  prue- 
ba existente  á  favor  de  un  tercero.  Yé  el  inciso  2^,  del  art.  67  y  á  Ma- 
Bsé,  no>.  2512  y  2513. 

(241)  Yé  el  art  55  con  la  nota  206. 

(242)  Aunque  lo  contrario  sostenga  Demolombe  (XXIX,  n^'.  602),  no  es 
injusto  rechazar  la  prueba  contra  un  asiento  del  libro,  perjudicial  á  su 
dueño.  Un  comerciante  no  podrá  pretender  que  por  error  ha  consignado 
un  pago  no  recibido  ó  que  ha  omitido  el  asiento  de  un  pago  hecho  por  él, 
porque  es  de  uso  constante  en  teneduría  de  libros  no  asentar  un  recibo 
ó  entrada  sino  después  de  haberse  efectuado  y  consignar  en  el  libro  un 
pago  antes  de  entregar  el  dinero  (nota  121).  Asi,  sería  más  presumible 
el  error  en  sentido  opuesto  (Pardessus,  n^  260).  Además,  la  omisión  de 
un  pago  no  es  un  asiento. 

Ya  se  sabe  que  la  violencia  y  el  dolo  forman  escepcion  á  todas  las  re- 
glas, porqne  falta  entonces  la  libertad,  esencial  á  la  eficacia  de  todo  acto 
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sean  favorables  y  desechar  los  que  le  perjudiquen,  ^^  sino  que 


jurídico:  y  que  el  error  aritmético  es  siempre  reparable  (véase  el  art.  4030 
del  Cód.  Civü  y  á  Delamarre,  III,  n»*  311  y  312). 

El  error,  el  olvido  ú  omisión  tampoco  perjudicarán  al  comerciante  irre- 
misiblemente. Tomo  el  ejemplo  de  Demolombe  y  supongo  que  el  co- 
merciante Juan  consigna  un  asiento  en  toda  forma  (con  fecha  y  condi- 
ciones del  negoeio)  del  que  resulta  deudor  de  Pedro  (también  comer- 
ciante) por  mil  pesos,  y  ahora  pretende  que  hizo  ese  asiento  por  error  ó 
inadvertencia. 

Bien,  pues,  si  los  libros  de  Pedro  tienen  un  asiento  idéntico  de  la  misma 
negociación,  habría  completa  prueba,  como  es  corriente  en  derecho  fran- 
cés y  la  pretensión  de  Juan  seria  desestimada.  Si  ambos  asientos  dis- 
cuerdan, sobre  la  cantidad  ó  precio,  por  ejemplo,  se  estará  por  la  cantidad 
ó  precio  que  favorezca  al  obligado  (218  n^  1^  y  615  inc.  2^),  pues  si  sus 
asientos  contrarios  perjudican  á  Juan,  los  de  Pedro  deben  también  per- 
judicarle. Y  si  los  asientos  de  Pedro  callan?  Entonces,  su  silencio 
constituye  una  fuerte  presunción  en  contra  suya  y  debe  admitirse  la 
prueba  contraria  de  Juan,  prueba  que  si  es  sumamente  difícil,  no  es  im- 
posible, y  que  consistirá  en  instrumentos,  y  en  testigos  cuando  haya  un 
principio  de  prueba  escrita  y  que  podrá  ser  contrarrestada  por  las  prue- 
bas contrarias  de  Pedro.  Efectivamente,  si  los  párrafos  siguientes  no 
rigen  estos  supuestos,  presentan  ejemplos  idénticos. 

El  caso  de  omitir  un  pago  hecho  es  mui  distinto,  porque,  como  queda 
dicho,  la  omisión  no  es  propiamente  un  asiento,  y  al  tratar  de  repa- 
rarla, no  se  contradice  ó  niega  la  verdad  del  mismo. 

Así,  nuestro  inciso,  sanamente  entendido,  aunque  sea  una  novedad 
propia  del  derecho  mercantil,  no  contiene  una  mjusticia.  Alauzet  (n»  342) 
trae  una  doctrina  incoherente,  y  exceptúa  el  caso  de  dolo,  violencia  y 
error.  Massé  (no  2493)  consigna  estas  mismas  excepciones,  pero  equipa- 
rando el  asiento  á  una  confesión,  sostiene  que  no  le  es  lícito  impugnarlo, 
porque  sería  retractarse  (vé  final  de  la  nota  235). 

(243)  "  Los  libros  de  los  comerciantes,  dice  £t.  52,  aunque  estén  lleva- 
dos con  irregularidad,  forman  prueba  contra  ellos;  pero  la  parte  que 
quiera  remitirse  á  ellos  no  puede  dividir  su  contenido.  ^'  Esta  disposición, 
al  contrario  de  la  del  inciso  anterior,  es  de  derecho  común,  porque  en  él 
es  un  principio  recibido  que  la  prueba  que  resulta  de  uu  instrumento, 
como  la  que  se  desprende  do  la  confesión— á  que  semeja  bastante— es 
indivisible,  sea  en  materia  penal  ó  en  la  civil.  Vé  Cód.  Giv.  1029.  Fallo 
de  la  S.  Corte,  lY  pág.  19;  etc.  Así,  esta  sabia  disposición  será  aplicable 
siempre  y  en  todos  los  casos,  aunque  una  de  las  partes  sea  no  comer- 
ciante ó  el  acto  no  sea  comercial  con  relación  á  ambas. 

La  Corte  de  Cas.  francesa  ha  resuelto  (Nov.  7, 1860)  que  nuestro  prin- 
cipio no  es  aplicable  sino  á  condición  de  que  los  libros  sean  Ueyadps  con 
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habiendo  adoptado  este  medio  de  prueba,  ^^  estará  por  las  re- 
sultas combinadas  que  presenten  todos  los  asientos  relativos 
al  punto  cuestionado.  P.  949. 

También  liarán  prueba  los  libros  de  comercio  en  favor  de 
sus  dueños,  ^^  cuando  su  adversario  no  presente  asientos  en 

regularidad,  sin  duda  como  consecuencia  necesaria  de  que  tales  libros 
^no  tienen  valor  alguno  en  favor  del  comerciante  á  quien  pertenezcan*' 
(art.  55):  y  obsérvese  que  nuestro  inciso  1»  habla  de  libros  üevados  con  los 
requisitos  prescritos.    Sin  embargo,  la  opinión  contraria,  que  establecí  en 

a  nota  206,  me  parece  la  mas  segura,  aplicándola,  con  un  criterio  ilus- 
trado, en  cada  caso,  tanto  mas  que  el  presente  §  se  refiere  también  á 

ibros  que  no  estuvieren  en  forma, 

(244)  Vé  lo  dicho  en  la  nota  226. 

(245)  O  mas  correctamente:  estará  sujeto  á  las  resultas  que  presenten 
todos  Jos  asientos  combinados,  relativos  al  punto  en  cuestión.  En  este 
sentido  Pardessus,  n^  260.  Ello  se  entiende,  en  cuanto  esas  resultas  no 
fueren  anuladas  ó  juodificadas  por  pruebas  que  hagan  plena  fé  ó  deban 
ser  tomadas  en  cuenta  según  las  circunstancias;  puesto  que  no  sería  per- 
mitido deferir  el  resultado  del  litigio  á  los  asientos  del  adversario,  como 
se  defiere  un  juramento  decisorio  del  pleito. 

(245)  Aunque  sean  libros  auxiliares,  pero  á  condición  de  que  estén  lle- 
vados con  regularidad  (nota  234)  y  que  sus  dueños  sean  comerciantes 
matriculados  (vé  26  n<>  1«). 

(246)  El  adversario  ha  de  ser,  por  supuesto,  comerciante  (texto  y  nota 
235).  Si  éste  presenta  asientos  en  contrario,  se  aplicará  la  disposición 
del  §  último  del  presente  art  Un  asiento  es  en  contrario,  cuando  con- 
tradice en  todo  ó  en  parte  el  del  contendor.  Si  hay  feílta  de  libros,  nin- 
guna duda  puede  haber,  según  el  art.  56;  salvo  que  la  feílta  del  libro  ó 
del  asiento  sea  debida  á  un  accidente  inculpable  (arg.  del  65  y  derecho 
común  de. los  casos  fortuitos).  Mas,  si  el  adversario  me  hace  su  deudor, 
esta  sola  circunstancia,  acompañada  del  natural  silencio  de  mis  libros, 
hará  presumir  la  deuda  y  echará  sobre  mí  la  carg^a  de  la  prueba  ?  La 
afirmativa  no  parece  justa  ni  congruente  con  la  teoria  que  funda  la  fuerza 
excepcional  del  libro  de  comercio  (vé  notas  226  y  235),  pues,  si  no  he 
asentado  una  partida,  debe  suponerse  que  es  porque  no  hubo  operación 
realizada.  Sin  embargo,  puede  haber  olvido  á  omisión  calculada  y  existe 
además  la  presunción  que  el  asiento  contrario  no  es  una  falsedad,  y  por 
esto,  en  el  presente  caso,  á  diferencia  de  los  de  la  falta  absoluta  ú  ocul- 
tación de  libros  (56),  el  asiento  del  adversario  no  produce  un  efecto  nece- 
sario, y  el  Jues  puede  exigir  una  prueba  st^>letoiia. 

Esta  disposición  excepcional  se  explica,  entonces,  diciendo  que  la  ley  \ 
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contrario  ^^  hechos  en  libros  arreglados  á  derecho  ^''  ú  otra 
prueba  plena  y  conclayente.  ^^  P.  960. 

Sin  embargo,  el  Jaez  tiene  en  tal  caso  la  facultad  de  apre- 
ciar esa  prueba,  y  de  exigir,  si  lo  considerase  necesario,  otra 
supletoria.  ^® 

Finalmente,  cuanilo  resulte  prueba  contradictoria  de  los  li- 
bros de  las  partes  que  litigan,  y  unos  y  otros  se  hallen  con 
todas  las  formalidades  necesarias  y  sin  vicio  alguno,  *^  el  Tri- 
bunal presciadirá  de  este  medio  de  prueba  ^^^  y  procederá  por 

presume  que  el  asiento  es  cierto  y  el  silencio  de  la  parte  contraria,  una 
mera  omisión.  Se  vé,  asi,  cuan  peligroso  es  este  medio  de  prueba,  y  con 
cuanta  cautela  debe  proceder  el  Juez  antes  de  librarse  á  ella.  Especial- 
mente en  materia  de  consideración,  rarísima  vez  sería  permitido  atenerse 
á  ese  medio  probatorio  esclusivamente;  y  á  mi  juicio,  vista  la  estrema 
delicadeza  de  tal  probanza,  el  magistrado  no  debe  contentarse  con  ella  y 
ha  de  buscar  alguna  prueba  complementaria,  siquiera  la  de  presunciones 
ó  la  del  juramento  supletorio.  Debe  estudiar  los  Hbros,  y  tener  también 
en  cuenta  la  importancia  del  asunto,  la  reputación  de  los  contendientes 
y  demás  circunstancias  de  cada  caso.  Cómo  han  de  tener  igual  autoridad- 
los  libros  de  un  comerciante  de  una  honradez  reconocida  que  los  de 
otro  de  reputación  dudosa  ó  no    probada?  (nota  242).  Vé  la  nota  249. 

(247)  Los  asientos  en  contrarío,  en  libros  mal  llevados,  nunca  apro- 
vechan á  su  dueño  (55),  y  la  ley  los  considera  como  no  hechos.  YÓ 
nota  250. 

(248)  Esta  última  palabra  es  por  nuestro  derecho  un  pleonasmo  (jmid>a, 
dice  simplemente  el  N.  F.  44  n^*  2»)  y  debe  advertirse  también,  que  en 
defecto  de  prueba  plena,  ha  de  presentarse  la  que  se  tenga,  para  desau- 
torizar, en  todo  ó  en  parte,  los  asientos  del  contendor,  provocando  así  la 
exigencia,  por  parte  del  Juez,  de  una  prueba  supletoria. 

(249)  Esta  sabia  precaución,  que  no  se  halla  en  los  Códigos  £.  y  P.,  de- 
muestra la  desconfianza  del  legislador  en  ese  medio  de  prueba,  de  tal 
manera  que  no  constituye  una  presunción  juri8  que  el  Juez  deba  aceptar 
necesaria  Jiente  como  prueba,  cuando  no  sea  destruida  por  otra,  sino  que 
él  debe  apreciar  prudentemente  según  las  demás  pruebis  y  circunstancias 
de  cada  caso  (vé  nota  246). 

(250)  Arreglados  á  derecho,  decía  el  inc.  3<>;  llevados  en  la  forma  y  con  los 
requisitos  prescritos,  dice  el  inc.  1^]  libros  arreglados,  pone  simplemente  el 
art.  57;  de  forma  regular,  según  el  lenguaje  del  43,  y  solo  el  55  usa  de 
términos  idénticos  á  los  del  presente  inciso.  Tanta  variedad  de  redacción 
no  es  de  aplaudirse  (vé  nota  247). 

(251)  Cuando  la  contrariedad  no  sea  tal  que  destruya  completamente 
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los  méritos  de  las  demás  probanzas  que  se  presenten,  califi- 
oándolas  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  este  Código.  *^^ 
V.  76.  De  E.  63.  P.  951.  N.  P.  44. 


Abt.  64 

Tratándose  de  actos  no  comerciales,  los  libros  de  comercio 
sólo  servirán  como  principio  de  prueba,  ^^  V.  77.  W.  60. 
Comp.  P.  962.  Br.  23.  Aoevedo  1667. 

las  constancias  respectivas  y  se  refiera  solo  al  precio  ó  cantidad,  monto, 
plazo  ú  otras  circunstancias  de  la  deuda  ó  del  crédito,  el  Juez  no  debe 
prescindir  de  ese  medio  probatorio,  y  será  muy  raro  que  dejen  de  tomarse 
en  cuenta  esas  constancias,  siquiera  como  un  antecedente  ó  elemento  de 
juicio,  de  mayor  o  menor  importancia,  para  la  investigación  y  prueba  de 
los  hechos  que  influyan  en  la  causa.  Es  un  principio  conquistado  en  el 
procedimiento  moderno  que  la  prueba  no  se  mide  ó  cuenta,  sino  que  debe 
apreciarse  y  pesarse  en  cada  caso,  segpin  las  reglas  de  la  sana  crítica. 

(252)  Como  son  los  art  206  á  210,  y  demás  disposiciones  relativas  del 
Cód.  CXv.  (I). 

(253)  Este  art,  que  es  uno  de  los  mas  pobres  del  Código  anterior,  ha  sido 
explicado  asi:  "  Respecto  á  los  actos  meramente  civiles  los  asientos  de  los 
'  libros  solo  sirven  de  presunción,  teniendo  la  importancia  de  una  «emt- 
*  plena  prueba . ...  Es  indudable  que  los  asientos  en  libros  reg^armente 
^  llevados  deben  estimarse  como  un  antecedente  digno  de  consideración, 
'  como  jm  elemento  justificativoy  como  un  principio  de  prueba.  Es  lo  que 
"  establece  el  art.  77  del  Código.  **  Esta  explicación,  como  se  vó,  no  ha 
t^do  en  cuenta  las  dificultades  que  suscita  el  art.  y  las  diferencias  entre 
un  elemento  de  prueba,  un  principio  de  ella  ó  prueba  imperfecta,  un 
principio  de  prueba  por  escrito,  una  presunción  y  una  semiplena  prueba. 

Verdad  que  la  redacción  del  art.  es  sibüina  y  preñada  de  obscuridades! 

Habla  de  actos  no  comerciales^  sin  explicar  si  el  acto  no  es  comercial  á 
lo  menos  para  una  de  las  partes  (vé  7),  y  si  el  litigio  es  entre  no  comer- 
ciantes ó  entre  puros  comerciantes  ó  entre  un  comerciante  y  un  nó  co- 
merciante; luego  se  refiere  á  un  principio  de  prueba^  frase  cuyo  significado 
es  equívoco,  y  no  determina  si  el  principio  de  prueba  puede  ser  invocado 
por  ambas  partes  ó  solo  por  una  de  ellas. 

Yo  había  proyectado  (64)  una  disposición  despejada  que  decía:  *  Pero 
^  si  una  de  las  partes  no  es  comerciante,  los  asientos  adversos  del  libro 
^  de  comercio  se  reputarán  solo  como  un  elemento  de  prueba '';  mas  el 
criterio  conservador  ha  preferido  mantener  el  acertijo,  que  trataré  de 
descifrar. 
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'  Los  libros  de  comercio,  dice  el  inc.  1^  del  art.  63,  serán  admitidos  en 
juicio  como  medio  de  prueba  entre  comerciantes  en  hecho  de  su  comercio;  y 
en  el  presente  se  establece,  que  tratándose  de  actos  no  comerciales  los  libros 
de  comercio  solo  servirán  como  principio  de  prueba.  Esta  aproximación  de 
textos  parece  poner  bastante  en  claro  el  alcance  del  último,  y  de  éste 
resultaría  que  tratándose  de  actos  no  comerciales  ó  que  no  sean  relativos 
á  hecho  de  su  comercio,  los  libros  de  comercio  no  constituyen  prueba, 
sino  un  principio  de  ella,  en  las  cuestiones  entre  comerciantes.  Sino  que 
quedan  dos  dudas  á  disipar:  la  J^  que  el  Cód.  anterior  se  referia  en  su 
tsxto  al  art.  193  (hoy  209),  en  que  se  trata  del  principio  de  prueba  es- 
crita; y  la  2»  que  un  acto  entre  comerciantes  (vé  6  inc.  2»)  rarísima  vez 
no  será  comercial  para  una  de  las  partes,  y  no  debe  suponerse  que  se 
haga  una  ley  para  casos  tan  excepcionales. 

Respecto  á  la  primera  diré,  que  el  Cód.  anterior  tema  varias  referen- 
cias erradas;  que  esa  referencia  ha  sido  suprimida  en  el  Oód.  actual,  que 
un  principio  de  prueba  no  es  un  principio  de  piiieba  escrita  6  por  escrito; 
que  la  Sup.  Corte  ha  declarado  (tom.  Vil  pág.  50)  que  el  asiento  de  un 
libro  de  comercio  no  constituye  un  principio  de  prueba  escnta  (vé  209); 
y  que  los  antiguos  doctores  consideraban  que  los  libros  regulares  pueden 
formar  un  principio  de  prueba  que  se  podía  completar  con  presunciones 
ó  por  medio  del  juramento  supletorio  del  actor  comerciante  (Proy.  de  W. 
60);  especialmente,  si  éste  tenia  reputación  de  integridad,  la  ^uma  deman- 
dada era  módica,  los  suministros  verosímiles  y  proporcionados  á  la  for- 
tuna y  al  gastx)  acostumbrado  del  demandado,  y  si  éste  acostumbraba 
comprar  al  fiado.     Compara  con  Massé  n9  2490  y  TouUier  IX  n^  70. 

Respecto  á  la  segada  duda  y  al  estudiar  el  significado  de  este  art.  debe 
tenerse  presente  que  al  Cód.  de  Cona.  no  le  corresponde  ocuparse  de  los 
actos  no  comerciales,  por  una  parte;  que  la  cuestión  de  que  se  han  ocu- 
pado los  Códigos  y  autores  anteriores  á  1857,  época  en  que  se  elaboró  el 
Cód.  de  1862,  era  sobre  la  fuerza  probatoria  del  libro  del  comerciante 
contra  el  no  comerciante,  por  otra  parte;  y  por  último,  que  el  Dr.  Ace- 
vedo,  uno  de  los  autores  de  aquel  Código,  establecía  en  su  art.  1567,  lo 
siguiente:  ^  Los  libros  de  los  comerciantes  no  prueban  contra  las  perso- 
'  ñas  que  no  son  del  comercio,  de  las  entregas  que  allí  constan;  pero 
^si  están  debidamente  arreglados,  sirven  de  semiplena  prudni,^  £n  el 
mismo  sentido  resuelven  el  Proy.  de  W.  en  el  art.  50  de  que  nuestro  art. 
ha  sido  tomado  y  el  Cód.  Pr.  575  y  596. 

De  todo  lo  cual,  la  conclusión  probable  es  que  nuestro  art.  se  propuso 
legislar  el  mismo  caso,  y  resuelve,  como  mi  Proyecto,  que  los  asientos 
adversos  del  libro  de  comercio  se  reputarán  solo  como  un  elemento  de  prueba, 
AdJeYiáaxi,  no«  226  y  227.  Alauzet,no»  338  á  340.  Namur,  no.  271,  Massé, 
no.  2490  á  2491. 

Si  el  pleito  es  entre  comerciantes  y  versa  sobre  un  acto  que  no  es  co- 
mercial para  ning^o  de  ellos,  Yidari  cree  que  el  libro  perjudica  pero  no 
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Art.  65 
No  pueden  servir  de  prueba  eu  favor  del  comerciante  *^  los 
libros  ^^  no  exigidos  por  la  ley,  caso  de  faltar  los  que  ella  de- 
clara indispensables,  ^^  á  no  ser  que  estos  últimos  se  hayan 
perdido  sin  culpa  suya.  Y.  78.  W.  55.  Yé  mi  68. 

Abt.  66 

Los  libros  de  comercio  para  ser  admitidos  en  juicio,  debe- 
rán hallarse  en  el  idioma  del  país.  Si  por  pertenecer  á  nego- 
ciantes estranjeros  ^^^  estuvieren  en  diversa  lengua,  serán 
previamente  traducidos,  ^^  en  la  parte  relativa  á  la  cues- 
puede  favorecer  á  su  dueño.  Esta  conclusión  no  me  parece  lógica,  y  lo 
racional  y  mas  conforme  á  la  letra  de  nuestro  art.  es  atender  siempre  á 
las  constancias  de  los  libros  de  los  contendientes,  sin  perjuicio  de  recurrir 
á  otras  pruebas,  si  fueren  necesarias  ó  requeridas  por  el  juez  (63  inc.  4^). 
Compara  con  Alauzet,  n.<»  342  y  Demolombe,  XXIX,  n.»  616.  Respecto  fld 
caso  en  que  el  acto  sea  comercial  para  una  de  las  partes,  vé  la  nota  235. 

(254)  Pues  en  contra  suya  servirán  siempre  (63  inc.  2.®,  arg.  del  61  y 
nota  234). 

(255)  Siempre  á  condición  de  ser  regulares  ó  arreglados  (63  inc.  1.®  3.<» 
y  5.0  y  art.  55).  Lo  que  se  dice  de  los  libros  que  faltan,  debe  entenderse, 
por  igualdad  de  razón,  de  los  asientos  que  faltan  por  qualquier  accidente 
inculpable.  YÓ  nota  231. 

(256)  Ck>mo  esto  resultaba  bastantemente  del  art.  56,  el  presente  debió 
redactarse  asi:  "  el  libro  ó  los  libros  auxiliares  podrán  presentarse  como 
^  prueba  tanto  en  contra  de  su  dueño  como  en  favor  suyo:  cuando,  ha- 
'  biéndose  sido  llevado  el  libro  ó  libros  exigidos  por  la  ley,  se  hayan  per- 
"  dido  ó  destruido  esos  libros  ó  lo^asientos  pertinentes  al  caso,  sin  culpa 
^  del  comerciante  dueño  de  ellos  ".  Vé  nota  251  y  compara  con  Bédarride, 
n.**  218.  Claro  es  que  la  prueba  de  la  pérdida  ó  destrucción  inculpable 
corresponde  á  quien  la  invoque,  ei  qui  dicit. 

(257)  Preferible  habría  sido  suprimir  esta  frase  enunciativa  ó  esplica- 
tiva,  como  impropia  de  la  ley  y  ocasionada  á  errores;  pues  los  libros,  no 
obstante  pertenecer  á  negociantes  argentinos,  podrían  ser  llevados  en 
lengua  estranjera,  ó  por  ser  la  única  conocida  del  tenedor  ó  del  dueño, 
educado  en  el  estranjero,  ó  porque  los  libros  pertenecieron  antes  á  un 
estranjero,  ó  por  cualquiera  otra  causa.  Vé  52  inc.  2o. 

(258)  El  espediente  natural  y  corriente,  tratándose  de  documentos  en 
lengua  estranjera  ó  que  no  es  la  nacional,  es  echar  mano  de  un  perito 
traductor.  Vé  Cód.  Civ.  999  y  8663. 
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tion,  ^®  por  un  intérprete  nombrado  de  oficio.  *^  V.  79.  De  B. 
16.  E.  64. 

Art.  67 

Los  comerciantes  tienen  obligación  de  conservar  sus  libros 
de  comercio  ^^  por  el  espacio  de  veinte  años,  ***  contados 

(259)  Mediante  un  procedimiento  análogo  al  del  art  59  y  por  la  misma 
razón  que  justifica  tales  precauciones  (vé  notas  221  á  228). 

(260)  Como  un  procedí  aliento  mas  espeditivo  y  económico,  que  el  nom- 
bramiento por  las  partes  de  dos  peritos  y  un  3^.  en  discordia.  Claro  es 
que  debe  preferirse  á  los  patentados,  aun  cuando  la  ley  no  obligue  á  ser- 
virse de  ellos.  Las  partes  podrán  impugnar  la  exactitud  de  la  traducción. 
Nótese  que  este  art.  pertenece  al  procedimiento  y  no  es  propio  de  un 
Código  de  fondo,  y  sin  duda,  por  eso,  no  ha  sido  reproducido  en  el  N.  E. 

(261)  Aun  los  auxiliares  (todos  loa  libros,  dice  el  33  n»  3<».);  pues  aunque 
el  comerciante  no  esté  obligado  á  llevarlos  (44),  una  vez  escritos  no  debe 
tener  libertad  de  destruirlos  (arg.  de  46  y  de  65  y  principalmente  del  ^61: 
en  contra  F.  11).  La  sanción  de  no  conservarlos  está  en  los  art.  63  inc.  B®. 
y  65,  mas  la  del  1547  n<>.  8o.  no  es  aplicable.  Debe  conservar  también  la 
correspondencia  mercantil  (dicho  n».  3®.  y  446,  que  comprende  todo  docu- 
mento social). 

(262)  Era  indispensable  fijar  un  plazo,  pasado  el  cual,  cesara  la  oblig. 
de  conservar  los  libros,  pero  el  término  de  20  años  no  condice  ya  con  la 
disposición  del  art.  846,  y  así  ha  debido  limitarse  á  la  mitad.  Dvrante 
diez  años  contados  desde  el  último  asiento  hecho  en  dios,  dice  el  878  suizo,  de 
acuerdo  con  el  plazo  que  el  146  había  marcado  para  la  prescripción.  Lo 
mismo  el  Cód.  italiano  (26  y  917)  y  el  rumano  (30  y  939);  é  igual  plazo 
marcan  el  33  alemán  y  19  de  la  ley  belga.  Aon  tratándose  de  libros  de 
una  sociedad  (vé  446)  habrían  bastado  tres  años,  término  en  que  se  pres- 
criben las  obligaciones  sociales  (848  n».  I».) 

£1  término  de  nuestro  art.  constituye  mas  bien  un  descaecimiento  que 
una  prescripción,  de  modo  que  su  mero  trascurso  estingue  la  obligación 
de  conservar  los  libros  (comp.  con  Bédarride,  n9.  238),  aun  contra  los  me- 
nores é  incapaces,  lo  que  no  sucede  en  la  prescripción  liberatoria  del 
derecho  común  (vé  845).  Pero  el  simple  lapso  de  tiempo  no  constituye 
una  prasuncion  Jur¿9  (como  dicen  Del  amarre,  n(>.  187,  y  otros),  aunque 
según  los  CASOS  puede  constituir  una  hominiSy  de  la  no  existencia  de  los 
registros  en  poder  del  comerciante;  ni  el  tiempo  quita  su  fuerza  pro- 
batoria al  libro  de  comercio  (Mancini,  n®.  XXI.  Vidari,  n<>.  211.  Lyon- 
Caen,  n^.  286).  Habrá,  pues,  siempre  derecho  á  pedir  su  exhibición,  aun 
dedpúes  de  los  20  años,  á  condición  de  probar  su  existencia,  si  es  ne- 
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desde  el  oese  de  su  giro  ó  oomeroio.  ^^  De  F.  1 1,  inc.  2.  N. 
P.40.  W.  41. 

Los  herederos  ^^  del  comerciante  se  presume  que  tienen 
los  libros  de  su  autor,  y  están  sujetos  á  exhibirlos  en  la  forma 
y  los  términos  ^^  que  estaría  la  persona  á  quien  heredaron. 
V.  80.  De  E.  55,  iñc.  2,  H.  9.  P.  223.  B.  10,  n»  m. 

CAPÍTULO  CUAETO 

De  la  rendición  de   cuentas 

Abt.  68 

Toda  negociación  es  objeto  de  una  cuenta.  ^^  Toda  cuenta 
debe  ser  conforme  á  los  asientos  de  los  libros  de  quien  la  rin- 

gada  por  su  dueño  (comp.  Alauzet^  n®.  834  al  fin),  como  sucede  en  el 
caso  análogo  de  pedirse  la  exhibición  de  libros  auxiliares  (61).  Y  recí- 
procamente, aun  pasado  aquel  término,  el  comerciante  podrá  invocar 
en  su  favor  los  asientos  de  sus  libros.  Sin  embargo,  si  el  comerciante, 
usando  de  su  derecho,  los  hubiere  destruido,  su  adversario  no  podría 
apoyarse  en  los  propios,  porque  les  faltaría  el  control  de  los  libros  de 
su  contrario  (Alauzet,  allí:  vé  nota  235). 

(263)  El  plazo  corre  uniformemente  para  todos  los  libros  (sin  escluir 
el  copiador,  que  es  exigido  por  ser  complemento  de  la  contabilidad)  y  no 
se  cuenta  desde  el  último  asiento  y  con  relación  á  cada  libro  separada- 
mente,  como  querían  la  doctrina  comente  en  derecho  francés  y  Vid*ri 
junto  con  el  art.  alemán  y  el  italiano;  porque  el  sistema  de  nuestro  Código 
es  maá  simple,  y  porque  los  libros  entre  sí  y  los  de  un  año  para  otro  se 
relacionan  tanto,  que  no  son  sino  continuación  los  unos  de  los  otros. 

No  importa  que  el  negocio  haya  sido  administrado  por  varios  dueños 
que  se  han  sucedido  entre  sí.  La  obligación  pasa  á  los  herederos  (arg. 
del  inc.  2«). 

(264)  Si  se  demuestra  que  fueron  adjudicados  á  un  heredero,  sólo  él 
estará  obligado  á  la  exhibición.  Vé  á  Massé  n»  2512  y  L.  6  §  1»,  tít.  13, 
lib.  3  Dig.  Respecto  al  sucesor,  que  ha  adquirido  un  negocio  y  continúa 
su  giro,  debe  existir  una  presunción  de  hecho  de  que  tiene  los  libros  del 
establecimiento,  como  un  accesorio  necesario  suyo.  Massé,  n9  2513.  Com- 
para con  el  63  inc.  2»  y  nota  240,  y  vé  el  art.  446. 

(265)  Marcados  en  los  art.  58  á  61,  á  los  cuales  debió  seguir  este 
inciso  2o. 

(266)  O  mejor,  debe  ser  objeto  de  una  cuenta.  Cuando  se  trata  de  un 
negocio  propio,  la  cuenta  es  materia  puramente  de  un  asiento  en  los 
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de,  y  debe  ger  acompañada  de  los  respectivos  comproban- 
tes. ^  V.  81.  P.  232.  Proc.  Civ.  I.  319. 


Abt.  69 

Al  fin  de  cada  negociación,  ó  en  transacciones  comerciales 
de  curso  sucesivo,  los  comerciantes  corresponsales  están  res- 
pectivamente obligados  á  la  rendición  dd  la  cuenta  de  la  ne- 
gociación concluida,  ó  de  la  cuenta  corriente  cerrada  al  fin  de 
cada  ano*  ^  V.  82.  P.  233.  Vé  mi  71  y  782  y  788  del  pre- 
sente. 


libros,  mientras  no  se  trate  de  pasarla  al  deudor  (vó  el  inciso  siguiente). 
"  Cuenta^  dice  Sampalo,  es  el  estado  del  debe  y  del  haber  en  cualquier  ne- 
"  gociacion,  la  esposicion  del  objeto  negociado,  la  reseña  de  las  partidas 
"  del  debe  y  del  haber,  de  lo  que  se  compró,  vendió,  pagó  ó  recibió  "  (vé 
nota  173).  Mas  la  cuenta  no  tiene  la  forma  sacramental  (Delamarre 
m,  no  308;. 

(267)  Delamarre  III,  n<»  303.  Vó  nota  238.  Este  inciso  y  el  art.  70 
debieron  fundirse  en  uno  solo.  Los  art.  277,  402,  902  y  d65  ofrecen  apli- 
ciones  de  ambos,  y  el  278  la  sanción  para  un  caso  especiaL  Gomprobaníea^ 
son  loe  recibos,  órdenes,  cuentas,  fiíMituras,  contratos  y  otros  documentos 
que  justifican  las  partidas  del  debe  y  del  haber  con  sus  circunstancias. 

(268)  El  N.  P.  no  destina  á  esta  materia  de  la  rendición  de  cuentas  sino 
el  art  63,  así  concebido:  "  Los  comerciantes  están  obligados  k  rendir 
^  cuentas:  en  las  negociaciones,  al  fin  de  cada  uña;  en  las  transacciones 
*^  comerciales  de  curso  sucesivo,  al  fin  de  cada  año;  y  en  el  contrato  de 
^  cuenta  corriente,  al  tiempo  de  la  clausura.  ^^  Esta  es  la  dnica  inteli- 
gencia racional  y  legal  de  nuestro  obscuro  art .  69,  y  la  cuenta  corriente 
lo  mismo  se  puede  cerrar,  definitiva  ó  parcialmente,  al  fin  de  año  como 
en  otras  épocas  del  mismo  (vé  782,  788  y  795). 

Por  lo  demás,  la  rendición  anual  de  cuentas  es  de  práctica  en  el  comer- 
cio y  armónica  con  el  balance  anual  que  los  comerciantes  deben  (vé  48  y 
50)  ó  acostumbran  efectuar.  Asi,  las  respectivas  cuentas,  ó  se  afirmarán 
meiliante  su  confrontación,  ó  ésta  dará  margen  á  oportunos  reparos  y 
rectificaciones.    Vé  73,  441  y  474. 

Entiendo  que  el  corresponsai  es  el  que  está  en  relación  de  negocios  con 
otro  comerciante,  aunque  sea  de  la  misma  plaza  (arg.  del  773);  sin  em- 
bargo de  que  el  diccionario  castellano  requiera  que  los  comerciantes  se 
encuentren  en  puntos  distintos. 

La  Ref.  de  1873  truncaba  la  disposición  del  presente  art. 
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Art.  70 


Todo  comerciaute  que  contrata  por  cuenta  ajena  está  obli- 
gado á  rendir  cuenta  *^  instruida  ^^^  y  documentada  de  su  co- 
misión ó  gestión.  Y.  83.  P.  234. 

Art.  71 

En  la  rendición  de  cuentas,  cada  uno  responde  por  la  parte 
que  tuvo  en  la  administración.  ^^  Las  costas  de  la  rendición 
de  cuentas  en  forma  *^  son  siempre  de  cargo  de  los  bienes 
administrados.  V.  84.  P.  237. 


(269)  Art.  33  n»  4»  y  vé  las  notas  266  y  267.  Es  un  principio  de  derecho 
comim:  el  que  administra  negocios  ajenos,  debe  cuenta  de  sn  administra- 
ción. Véase  á  Delamarre  III  n®  294  y  Cód.  Civ.  1909  con  mis  notas.  La 
simple  relevación  de  rendir  cuentas  no  exonera  al  mandatario  de  los  car- 
gos  que  justifique  el  mandante  (^Civ.  1910).  Lo  contrario  no  sería  ni  moral 
ni  jurídico.    Comp.  Delamarre,  n»  301. 

(270)  Entiendo,  formal;  especial,  dice  el  Cód.  P.  La  redacción  del  68 
era  preferible.  Vé  nota  267. 

(271)  Como  nadie  es  responsable  por  los  actos  ajenos,  no  había  necesi- 
dad de  establecer  esto  y  el  N.  P.  no  lo  ha  reproducido.  Quizá  la  oportu- 
nidad de  establecerlo  tampoco  era  ésta.  La  regla  es  aplicable  á  la  admi- 
nistración de  la  sociedad  por  los  socios,  en  las  relaciones  de  éstos  para 
con  aquella. 

(272)  Yo  proponía  esta  r'edaccioo:  los  gastos  de  la  rendición  de  cuentas 
son  de  cargo  de  los  bienes  administrados;  y  la  ilustraba  con  las  siguientes 
consideraciones:  '  en  los  gastos  se  comprenden  los  extrajudiciales  (Cód. 
■  Civ.  3873»  y  3874o)  y  también  los  judiciales,  mientras  no  degeneren  en 
'  pleito,  pues  la  condenación  en  costas  es  materia  privativa  del  Cód.  de 
•  procedimientos,  y  condenar  en  costas  al  vencedor  (!),  como  lo  han  hecho 
'  algunos  tribunales,  da^do  así  carta  blanca  á  los  litigantes  temerarios, 
"  es  una  iniquidad.  Compara  con  el  14&8  del  presente  y  con  462,  760, 
"  3386,  3873  y  3874  del  Cód.  Civ.  Namur,  n»  1806.  Bédarride,  Faillites^ 
"  n®  603.    Aubry  y  Rau,  §  121  y  los  autores  que  citan  en  la  nota  12. " 

La  comisión  ha  preferido  mantener  la  redacción  antigua,  injertándole 
las  palabras  en  fornia.  De  que  resultará  que  las  costas  de  la  rendición 
de  cuentas  corresponderá  abonarse  por  los  bienes  administrados  cuando 
la  rendición  sea  en  forman  y  por  el  administrador,  cuando  no  sea  en  for- 
ma.   Ahora  bien,  cuándo  se  dirá  que  no  está  en  forma?  ha  de  ser  la 
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Abt.  72 

Solo  se  entiende  rendida  la  cuenta,  después  de  terminadas 
todas  las  cuestiones  que  le  son  relativas.  ^^^  V.  85.  P.  238. 

Abt.  73 

El  que  deja  trascurrir  un  mes,  contado  desde  la  recepción 
de  una  cuenta,  sin  hacer  observaciones,  se  presume  que  reco- 
noce implícitamente  la  exactitud  de  la  cuenta,  ^^  salva  la  prue- 
ba contraria,  y  salva  igualmente  la  disposición  especial  á  cier- 
tos casos.  ^'^^ 

Las  reclamaciones  pueden  ser  judiciales  ó  extrajudiciales.  ^^ 
V.  86.  W.  53o. 


cuenta  irreprochable  ó  no  importa  que  tenga  algunas  deficiencias?  Yo 
pienso  que  la  enmienda  es  peor  que  el  soneto,  y  que  las  costas  continua- 
rán gobernándose  por  las  leyes  adjetivas  sobre  la  materia,  como  lo  reco- 
noce la  Comisión  en  el  caso  del  762.  El  art.  ha  sido  suprimido  en  el  N.  P. 
El  1571  presenta  un  caso  de  aplicación  del  presente. 

(273)  Esta  es  una  generalidad  sin  importancia  práctica,  que  el  N.  P.  no 
ha  reproducido  y  que  no  figura  con  razón  ni  en  el  mismo  Cód.  Civil. 
Principio  puramente  doctrinal  y  de  pura  intuición  no  necesitaba,  dice 
Sampaio,  de  una  disposición  legislativa. 

Terminada  la  rendición  de  cuentas,  queda  completamente  libre  el  man- 
datario (salvo  error,  omisión  ó  dolo:  vé  790)  y  empiezan  ciertas  obliga- 
ciones del  mandante  para  con  él.  Compara  con  1081  y  1082. 

(274)  Fallos  de  la  S.  Corte,  S.  2  tom.  II  pág.  479  y  IV  pág.  387.  El 
comerciante  debe  deslindar  y  fijar  su  situación  comercial,  y  no  podría, 
sin  grave  perjuicio  de  su  crédito,  actividad  é  intereses  (vé  nota  1»),  estar 
mucho  tiempo  en  incertidumbre.  En  presencia  de  las  breves  prescrip- 
ciones de  los  art.  847  y  siguientes,  qué  puede  justificar  el  plazo  de  cinco 
afos  para  observar  una  cuenta  corriente? 

Las  observaciones  deben  ser  especificas  y  determinadas,  so  pena  de  no 
ser  tomadas  en  consideración.  Fallo  de  la  S.  Corte,  S.  2  tom.  XIV. 
pág.  531.    Vé  nota  2618. 

La  presunción  es  aquí  puramente  de  derecho  y  por  eso  admite  prueba 
en  contrario.    La  palabra  implícitamente  es  doctrinaria  y  está  demás. 

(275)  Es  decir,  sin  perjuicio  de  las  disposiciones  especiales  á  ciertos 
casos,  como  son  los  art.  441,  474  y  otros. 
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Art.  74 
La  presentación  de  cuentas  debe  hacerse  en  el  domicilio  de 
la  administración,  no  mediando  estipulación  en  contrarío.  ^^' 
V.  87.  P.  239.  Mi  73o. 

TÍTULO  TERCERO 
De  las  bolsas  y  mercados  de  comercio  ^^ 

(276)  Y  ambas  tendrán  íg^al  eficacia.  La  reclamación  extrajudicial, 
como  que  no  ofende  el  crédito,  es  el  camino  prudente;  pQro,  cuando  el 
corresponsal  no  es  de  buena  fé,  debe  emplearse  las  mayores  precauciones 
para  constatar  la  fecha  del  recibo  de  la  cuenta. 

Por  aplicación  de  la  ley  nacional  de  proced.  (76),  parece  que  la  S.  Corte 
ha  resuelto  implícitamente  que,  sometida  una  cuenta  de  inversión  á  exá- 
.men,  las  partidas  que  no  se  objetan  por  el  interesado  en  hacerlo,  se  con- 
sideran aceptadas  (tomo  Y  pág.  476). 

(277)  El  administrador  tiene  en  su  domicilio  los  libros,  comprobantes  y 
demás  facilidades,  y  la  rendición  de  cuentas  en  otro  lugar  le  serla  gra- 
vosa. El  domicilio  de  la  administración  es  donde  se  halla  el  estableci- 
miento, ó  el  principal  establecimiento  ó  el  designado  en  los  estatutos 
sociales,  ó  la  sucursal,  en  su  caso.  Los  art.  89  á  102  del  Cód.  Civ.  con 
mis  notas  son  el  mejor  comentario  del  presente.  El  deudor  cumple  sus 
obligaciones  en  su  domicilio  (Cód.  Civ.  725  y  747),  si  otra  cosa  no  se  ha 
pactado.  Si  cuando  ya  ha  nacido  la  obligación  de  rendir  cuentas,  muda 
de  domicilio,  se  estará  al  primer  domicilio. 

(278)  Nótese  que  aquí  se  dice  y  mercados,  mientras  que  el  75,  como  el 
97  portugués,  hace  sinónimos  bolsa  y  mercado  de  comercio  y  en  ninguna 
parte  se  define  el  mercado.    Pra^a  do  commercio  llama  á  la  bolsa  el  B. 

La  bolsa  de  comercio,  llamada  también  en  España  lonja  6  casa  de  cori' 
tratadonj  es  el  emporium  griego  y  el  coüegium  mercatorum  6  mercatorium 
de  los  romanos  y  constituye  una  verdadera  necesidad  del  comercio,  ele- 
vada á  la  categoría  de  una  institución  por  las  leyes  y  usos  mercantiles. 
Por  el  contacto  diario  de  los  comerciantes  y  corredores  se  estimulan 
tanto  las  operaciones  comerciales,  que  engendra  necesariamente  el  agio 
y  el  juego,  que  son  como  los  parásitos  inseparables  á  la  exuberancia  de 
la  vida.  La  deuda  pública  y  el  crédito  del  gobierno  mismo  encuentran 
allí  un  poderoso  sosten,  ya  porque  facilita  la  colocación  de  empréstitos, 
ya  porque  la  especulación  impide  que  se  deprecien  demasiado  los  títulos 
públicos  y  otros  valores,  que  vienen  así  á  aumentar  el  capital  circulante. 
Pero  como  el  vértigo  de  las  riquezas  domina  las  mejores  cabezas,  el  juego 
de  bolsa  vive  allí  vida  de  familia  y  viene  á  ser  el  mal  endémico  de  esos 
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Abt.  76 

Bolsa  ó  mercado  de  comercio,  es  la  reunión  ^^  periódica  de 
los  comerciantes  y  agentes  del  comercio  para  facilitar  y  rea- 
lizar operaciones  mercantiles,  darles  seguridad  y  legalidad.  ^^ 
Vé  Eef.  76  y  mis  notas. 

El  reglamento  de  estos  establecimientos  señalará  lo  que  con- 
viene á  su  policía  interna.  ^^^  E«f.  76.  B.  32,  inc,  1^  y  3o.  P. 
97  y  99.  De  N.  P.  82  y  83. 

Abt.  76 
Solo  podrán  fundarse  bajo  cualquiera  de  las  formas  de  las 
sociedades  mercantiles,  inscribiendo  y  publicando  sus  docu- 
mentos constitutivos,  ^^  y  teniendo  como  uno  de  sus  fines  ex- 
presos la  fundación  de  tales  establecimientos.  De  N.  E.  65, 
inc.  2o  y  Regí.  E.  sobre  bolsfas,  2°. 

establecimientos.  Pero  hay  acaso  alguna  institución  humana,  que  no 
lleve  aparejados  inevitables  excesos?  Vó  80.  Agregúese,  que  muchos 
corredores  dictan  con  frecuencia  la  ley  á  sus  clientes  y  se  conducen  de 
tal  suerte  que  éstos  pierden  con  frecuencia  y  aquellos  ganan  siempre  (vé 
notas  366  y  921). 

Sábese,  por  lo  demás,  que  la  bolsa  de  Buenos  Aires  es  el  gran  barómetro 
político  y  monetario  de  la  República,  que  guarda  grandes  advertencias 
y  enseñanzas  para  todos. 

(279)  Y  el  establecimiento  en  que  ella  tiene  lugar  (inc.  2o),  y  la  socie- 
dad que  lo  fundó  (76). 

(280)  O  simplemente,  con  fines  de  comercio;  paes  la  redacción  del  inciso 
es  doctrinaria.  Esta  definición  no  tiene  ningi^n  objeto  práctico  y  ha  po- 
dido eliminarse. 

(281)  Y  á  su  organización  y  también  las  atribuciones  de  la  Cámara 
Sindical,  que  es  su  comisión  directiva  (vé  84  y  104).  La  de  Buenos  Aires 
se  ha  organizado,  como  las  de  Londres  y  Estados-Unidos  con  indepen- 
dencia del  poder  público,  con  arreglo  á  los  principios  económicos  y  cons- 
titucionales de  la  libertad  de  trabajo  y  de  asociación  con  fines  útiles,  y 
no  tendrá  que  someter  sus  estatutos  al  P.  E.  si  no  es  para  obtener,  al 
igual  de  cualquier  otra  asociación  ó  corporación,  el  carácter  de  persona 
jurídica  (76  y  318  uP  4o).  Puede  verse  el  RegL  de  la  bolsa  de  esta  Capital 
y  á  Bédarride,  no  184  á  195.    Supino,  pág.  176  á  234;  etc. 

(i282)  Aunque  de  ordinario  la  institución  se  fiínda  mediante  una  socie- 
dad anónima,  y  entonces  la  asociación  quedará  sujeta  á  las  disposiciones 
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Abt.  77 

En  las  bolsas  ó  mercados  podrán  celebrarse  toda  clase  de 
actos  de  comercio.  ^^ 

Abt.  78 

Quedan  prohibidas  todas  las  operaciones  que  bajo  cualquier 
forma  legitima  ^^  impliquen  un  contrato  aleatorio  de  los  pro- 
hibidos por  las  leyes. 


respectivas  sobre  inscripción  y  publicación  de  los  instrumentos  constitu- 
tivos de  la  sociedad,  aquí,  menos  aun  que  en  el  caso  del  art.  1565,  no  se 
explica  por  qué  no  podría  fundarla  un  individuo. 

Además,  la  sociedad  en  participación  no  necesita  ser  inscrita  y  solo 
las  sociedades  por  acciones  requieren  publicidad  (vé  294, 318  n»  4»  y  392). 
Nótese  que  en  este  art.  la  bolsa  no  es  ya  la  reunión  de  comerciantes  del 
art  anterior,  ni  el  establecimiento  mismo,  sino  la  sociedad  que  se  propone 
fundar  ese  establocimiento;  triple  acepción  que  ayudará  mucho  á  embro- 
llar todas  las  nociones  sobre  tan  delicada  materia.    Vé  la  nota  1458. 

(283)  Y  lo  mismo  fuera  de  ellas.  Asi  es  que  esta  disposición  doctrina- 
ria no  tendría  ningún  valor  legislativo,  si  no  escondiera  en  sus  flancos  el 
propósito  no  confesado  de  declarar  lícitas  la  venta  de  oro  y  papel  á  pla- 
zos (vé  N.  P.  354),  desautorizando  así  la  ruidosa  novedad  de  que  el  dinero 
no  es  una  mercadería,  un  objeto  venal,  susceptible  de  cotización.  Esta 
verdad  de  sentido  común,  conquistada  por  la  ciencia  y  proclamada  por 
nuestra  legislación  desde  1857  (vé  451),  se  comprueba  con  las  leyes  de 
todos  los  países  y  reglamentos  de  todas  las  bolsas  del  mundo  civilizado^ 
y  se  palpa  en  la  vida  diaria. 

No  se  cambia  todos  los  dias  el  oro  por  papel  y  vice-versa  y  unas  mo- 
nedas por  otras?  Pues  este  cambio  demuestra  que  se  trata  de  merca- 
derías que  no  están  fuera  del  comercio,  y  ese  trueque  es  propiamente  una 
venta,  cuando  interviene  dinero  ó  moneda  de  curso  legal  en  la  República; 
y  cuando  se  cambian  monedas  de  curso  legal  entre  sí,  hay  también  ima 
especie  de  compra-venta,  en  que  el  comprador  es  el  que  busca  obtener 
determinada  moneda  y  vendedor  el  que  está  en  su  oficina  con  el  propó- 
sito de  vender  esa  especie  de  moneda. 

Es  indudable,  dice  Lyon-Caen  (n<>  107),  que  las  materias  metálicas  y 
las  monedas  se  pueden  comprar,  como  las  demás  cosas,  con  la  mira  de 
revenderlas.  Vé  á  Massé,  jí9  1389. 

u  El  dinero,  dice  el  eminente  Thol,  se  nos  ofrece  no  solo  como  medida 
"  del  valor,  como  precio,  sino  también  como  mercadería,  como  objeto  de 
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Tales  operacioues  no  producirán  acción  en  juicio,  ^^  y  ha- 
rán incurrir  á  sas  autores  y  cómplices  ^^  ea  las  multas  esta- 
blecidas en  el  art.  86. 

Abt.  79 

Caando  una  oparacion  resulte  legitima  para  una  de  las  par- 
tes y  aleatoria  para  la  otra,  solo  producirá  acción  en  favor  de 
la  parte  de  buena  fe.  ^^"^ 


"  negocios  comerciales.  La  industria  del  comercio  monetario  es  ejercitada 

*  por  los  bancos  (vó  notas  45  y  44).  El  dinero  como  mercadería  tiene  su 
^  precio,  y  en  determinados  lugares  y  tiempos,  su   tarifa,  es  decir  el 

*  curso  "  (§  204).  Vé  83, 731  y  732.  Así,  lo  mas  que  podría  decirse  es  que 
no  debe  permitirse,  porque  no  conviene,  la  cotización  de  la  moneda  nacio- 
nal en  la  bolsa.    En  el  art.  debió  ponerse  podrá  en  vez  de  podrán, 

(284)  Y  con  mas  razón,  cuando  la  forma  sea  ilegítima,  Pero  cuáles  son 
las  formas  legítimas  y  cuáles  las  ilegítimas  [vé  79]?  El  art.  parece  que 
quiere  significar  en  su  lenguaje  antijuridico  que  quedan  proMbido8  todos 
los  contratos  prohibidos  por  las  leyes,  aunque  tomen  la  apariencia  de  un 
contrato  lícito;  y  por  consiguiente,  la  disposición  es  de  una  suprema 
obviedad  y  carece  de  todo  valor  legislativo.  Es  un  artículo  inocuo,  diria  la 
Comisión.  Debo  suponer  que  no  ha  podido  pretenderse  declarar  ilícitos  los 
llamados  pasea.  Vé  nota  289. 

(285)  En  principio,  los  actos  ilícitos  no  producen  accionen  juicio;  pero 
hecho  el  pago  voluntariamente  no  hay  lugar  á  repetición  (Cód.  Oiv.  516, 
79  L  y  2063).  Vé  80  y  86,  que  dejan  sin  objeto  el  presente;  y  á  Namur, 
n»  279. 

(286)  Puede  haber  cómplices  en  los  llamados  juegos  de  bolsa?  Serán 
ellos  los  corredores  que  intervienen  en  la  operación,  ó  también  los  que 
proporcionan  dinero  para  su  realización?  Este  último  acto  es  lícito  (Cód. 
Civ.  2060);  no  así  el  primero  (Cód.  Civ.  2061);  pero  el  mandatario,  ó  mas 
propiamente  el  ejecutor  de  un  acto  ilícito,  es  un  coautor  (Cód.  Penal  21 
no  2«.),  pero  nó  cómplice. 

En  todo  caso,  la  pena  del  cómplice  debe  graduarse  según  las  reglas  del 
Cód.  penal  (34  n®  G®.  y  37  n»  4».),  aunque  el  fallo  se  dicte  por  el  juez  de 
comercio  (86).  Comp.  con  1545  y  1549.  Nótese  que  el  juego  no  constituye 
delito  según  ningún  Código,  y  que  según  nuestro  art.  será  un  delito  del 
derecho  civil,  y  así  se  esplica  que  la  pena  del  art.  86  se  aplique  por  el 
propio  Cód.  de  Comercio. 

(287)  Es  decir,  cuando  una  operación  sea  lícita  para  una  de  las  partes, 
é  ilícita  para  la  otra,  sólo  produce  acciona  favor  de  la  parte  que  se  propone 
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Abt.  80 

Las  espacul  aciones  llamadas  juegos  de  holsa^  que  consisten 
en  las  ventas  y  compras  ^^  que  no  obligan  á  ninguna  de  las 
partes  á  la  entrega,   y  no  deben  resolverse  sino  por  el  pago 


realizar  una  operación  seria  y  real,  y  no  en  favor  de  la  que  se  propone 
jugar.  Este  caso  se  dará  cuando  una  de  las  partes  no  intervenga  perso- 
nalmente en  el  negocio,  y  la  disposición  es  lógica;  pero  constituirá  una 
amenaza  para  las  operaciones  lícitas,  que  estarán  bajo  la  amenaza  de  ser 
anuladas,  pues  el  demandado  de  mala  fé  se  esforzará  siempre  por  demos- 
trar que  el  demandante  tampoco  tenía  buena  fé;  lo  que  á  mi  juicio 
constituirá  un  elemento  de  perturbación  é  inseguridad  en  los  negocios. 

(288)  Se  consideran  ventas  ficticias  sujetas  á  las  disposiciones  respec- 
tivas del  Gód.  Giv.  (2059  á  2067  con  mis  notas);  pero  la  disposición  no 
alcanza  á  los  negocios  serios  y  reales  hechos  a  plazo.  La  doctrina  de 
nuestro  art.  es  conforme  á  la  de  Pardessus  (n^  315)  y  otros  y  á  lo  esta- 
blecido en  un  fallo  de  la  Ck>rte  de  Casación  (Mayo  30  de  1838).  A  los 
jueces  toca,  según  el  mismo  autor,  apreciar  Ja  sinceridad  de  las  partes  en 
los  hechos  y  circunstancias  del  negocio,  para  decidir  si  hay  una  nego- 
ciación seria  y  de  buena  fé  ó  sólo  un  juego  de  bolsa.  La  eficacia  y  acierto 
de  este  mandato  se  impugna  y  desconoce,  y  á  mi  juicio  con  razón,  pues 
además  de  ineficaz  es  peligroso  y  fomentará  la  inmoralidad.  Mientras  los 
moralistas,  economistas  y  jurisconsultos  discuten  ardientemente,  las 
operaciones  á  plazo  han  continuado  realizándose  en  todas  las  bolsas  del 
mundo,  patentizándose  así  la  impotencia  del  legislador;  y  su  prohibición 
ha  dado  lugar  á  que  se  violen  los  compromisos  mas  solemnes  (véase  á 
Yidari,  núm.  1838  y  1839).  No  se  trata  de  un  mero  juego  de  azar  en  que 
la  moral  esté  comprometida.  Desde  luego,  observa  Yidari  (núm.  2168),  la 
moral  es  algo  que  cada  uno  entiende  y  comprende  á  su  manera,  y  en  los 
negocios  diferenciales,  la  eventualidad  futura  puede,  por  buenas  razones, 
deducirse  de  los  hechos  pasados,  mediante  un  estudio  atento  y  mucha 
práctica  de  los  negocios.  Tales  contratos  exigen  conocimientos  espe- 
ciales sobre  Bolsas,  comercio,  política,  mercados  estranjeros,  etc.  Hay  en 
ellos  una  especie  de  cálculo  de  las  probabilidades,  y  prevalece,  no  la 
ciega  suerte,  sino  el  ojo  mas  penetrante. 

El  pago  de  las  diferencias  es  muy  semejante  á  la  compra- venta  de  ima 
cosecha  ó  de  una  redada,  y  si  es  un  juego,  debe  serlo  permitido  con  tanto 
ó  mayor  derecho  que  los  otros  que  lo  son.  Yé  514  y  notas. 

Por  fortuna  estas  ideas  han  hecho  gran  camino  en  las  leyes  y  en  la 
doctrina,  y  la  solución  propuesta  la  han  sostenido  muchos  autores  (Mitter- 
maier,  Thdl,Eichhom,  Worms,  Guillard,  L'EveLlle,Badon  Pascal,  Malapert 
y  Fascaud,  Supino,  Senn  y  Yidari  (núm.  2165  y  2166),  y  adoptado  varias  le- 
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de  las  diferencias,  entre  el  dia  de  la  compra  y  el  de  la  entre- 
ga son  contratos  ilícitos  que  no  producen  efecto  legal.  ^^ 
Kof.  78. 


yes  estranjeras  (ley  española  de  1854,  art.  15;  ley  ginebrína  de  Febrero  29, 
1860;  leyes  italianas  de  Junio  14,  1874  y  Setiembre  1,  1876;  ley  austriaca 
Abril  lo  1875,  y  especialmente  el  novísimo  Código  español  en  su  art.  75.) 

Por  último,  en  28  de  Marzo  de  1885  se  dictó  en  Francia  una  ley  cuyo 
artículo  lo  está  así  concebido: 

^  Todos  los  negocios  á  término  sobre  efectos  públicos  y  otros,  todos  los 
negocios  sobre  entrega  á  hacerse  de  denrées  (palabra  sin  equivalente  en 
castellano)  y  mercaderías,  son  reconocidos  legales. 

^  Nadie  podrá,  para  sustraerse  á  las  obligaciones  que  de  ellos  resulten, 
prevalerse  del  art.  1965  del  Cód.  Civ.  (relativo  á  la  escepdon  de  juego), 
aunque  se  resol  vieren  en  el  pago  de  una  simple  diferencia'*. 

En  Francfort  los  jueces  han  hecho  pagar  diferencias  varias  veces;  y 
en  la  mayor  parte  de  los  Estados  alemanes  prevalece  el  sistema  de  la 
libertad,  sah  o  en  la  ciudad  de  Hamburgo,  donde  son  prohibidas  las  ope- 
raciones que  no  deben  resolverse  sino  en  ol  pago  de  diferencias  (Annalea 
de  D.  C&ni,  1889  pág.  32:  1887,  págS.  109  y  vuelta,  159  y  295  á  303;  y  1889, 
pág.  29,  30,  32  y  88). 

Estaos  ideas  prevalecieron  en  la  ley  Noviembre  2  de  1888;  pero,  san- 
cionada la  reforma  del  Código  de  Com.  tres  dias  después  de  estar  im- 
preso el  proyecto,  sin  el  tiempo  material  para  ser  leido,  las  rancias  ideas 
han  vuelto  á  ganar  la  delantera,  dejando  así  los  negocios  de  hombres  sui 
juria  á  merced  del  arbitrario.  La  libertad  de  contratar  y  el  derecho  de 
trabajar,  mediante  el  comercio  y  la  especulación,  son  meras  palabras 
para  los  que  creou  que  la  ley  y  el  juez  todo  lo  pueden  y  en  todo  deben 
mezclarse. 

Por  lo  demás,  para  apreciar  la  licitud  del  negocio  se  atiende  al  momento 
en  que  se  realiza,  y  si  entonces  ha  existido  la  intención  de  entregar  y 
recibir,  á  su  tiempo,  los  títulos  negociados,  la  operación  es  sería  y  válida; 
aunque  ex  post  facto  y  al  tiempo  de  consumar  el  negocio,  las  partes  convi- 
nieren en  que  no  se  pague  sino  la  diferencia.  Initium  est  spectanduniy  y  la 
manera  de  ejecutar  el  contrato,  no  le  desnaturaliza.  Yé  216.  En  este  sen- 
tido Bédarride,  Des  bourses,  u®  95;  etc. 

(289)  Pero  la  disposición  del  art.  79  se  apHcará,  en  su  caso. 

Nótese  la  variedad  de  redacción  entre  este  art.  y  el  78:  aquí  los  juegos 
de  bolsa  son  contratos  ilicUoa  que  no  prodttcen  efecto  legal,  y  allí  las  opera- 
ciones que  implican  un  contrato  aleatorio  de  los  prohibidos  por  las  leyes  no 
prítducen  acción  en  juicio.  Los  autores  y  cómplices  incurrirán  en  las  mul- 
tas del  art  86?    La  lógica  reclama  una  contestación  afirmativa,  porque 
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Abt.  81 

Todo  oon trato  *^  de  bolsa  ó  mercado,  obliga  á  los  contra- 
tantes al  complimiento  efectivo  de  las  prestaciones  estipula- 
das, cuando  no  se  tratare  de  contratos  prohibidos.  De  Bef.  79. 
Vé  N.  P.  366. 

Akt.  82 

Los  corredores  de  bolsa  están  sujetos  á  los  requisitos  y  dis- 
posiciones de  este  Código  sobre  los  corredores,  y  en  caso  de 
infracción,  no  tienen  acción  para  cobrar  comisión  ni  emolu- 
mento alguno,  quedando  personalmente  obligados  en  todas 
las  operaciones  ó  transacciones  que  verifiquen.  ^^  De  Eef.  80. 


si  el  juego  de  bolsa  se  declara  ilícito^  queda  implícitamente  prohibido,  y 
porque  en  rigor  la  presente  no  es  mas  que  un  desenvolvimiento  de  la 
disposición  prohibitiva  del  art.  78. 

Ahora,  teniendo  en  cuenta  lo  expuesto  en  la  nota  284,  se  convendrá  que 
estas  disposiciones  mal  calculadas  y  peor  redactadas,  darán  margen  á 
muchos  pleitos  y  cuestiones. 

(290)  Contrato  lícito,  se  entiende,  y  no  había  para  que  agregar  la  frase 
doctrinaria  y  poco  feliz  cuando  no  se  tratare  de  contratos  prohibidos.  Pero 
lo  mas  sabio  habría  sido  suprimir  este  art.  doctrinario,  que  no  hace  falta 
y  mas  bien  perjudica,  porque  nadie  ignora  que  los  contratos  lícitos  son 
la  ley  de  las  partes  y  que  se  hacen  para  ser  ejecutados,  mientras  que  la 
redacción  de  nuestro  art.  con  las  palabras  cumplimiento  efectivo  puede 
hacer  pensar  que  se  ha  querido  negar  á  las  partes  el  derecho  de  pedir  la 
resolución,  acordado  por  el  art.  216.  No  creo  que  el  pensamiento  del 
art.  vaya  hasta  no  permitir  á  una  parte  que  se  contente  con  que  se  le 
abone  la  diferencia,  porque  ello  sería  el  colmo  del  arbitrio. 

(291)  Qué  es  un  corredor  de  bolsa?  Es  un  corredor  propiamente  dicho 
ó  mas  bien  un  mandatario  comisionista?  Nuestros  tribunales  han  juz- 
gado que  los  corredores  de  bolsa  son  propiamente  agentes  de  cambio, 
distintos  de  los  corredores  propiamente  dichos  y  á  que  no  se  aplica  la 
prohibición  del  art.  105  n®  lo,  ni  las  disposiciones  de  los  art.  88  y  89: 
que  obran  como  comisionistas  y  esto  lo  prueba  suficientemente  el  97 
inc.  2».  A  mi  me  parece  que  son  mandatarios  de  comercio  y  como  tales 
se  conducen:  vé  nota  306. 

Mucho  menos  racional  es  la  híbrida  disposición  del  presente  artículo:  I» 
porque  priva  al  corredor  de  hecho  (tnarron  ócoulissier,  en  derecho  francés) 
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Abt.  83 

El  resultado  de  las  operaciones  y  transacciones  *®*  reales  y 
legítimas  ^^  que  se  verifiquen  habitualmente  ^^  en  las  bolsas 

del  derecho  de  exigir  una  comisión  por  su  trabajo,  lo  que  es  una  injus- 
ticia, pues  todo  trabajo  debe  ser  remunerado,  especialmente  en  el  comer- 
cio (dignus  est  operar kia  mercede  *ua):  vé  H.  33.  Selim,  pág.  33,  Vidari, 
n«  446.  2»  porque,  dejarlo  personalmente  obligado  como  comisionista  en 
todos  los  negocios  que  realice,  me  parece  una  penalidad  absurda,  que 
nada  puede  justiñcar;  3^  porque  puede  hacer  pensar  que  en  esa  doble 
penalidad  incurrirá  el  corredor,  sea  que  no  reúna  todos  y  cida  uno  de 
los  requisitos  exigidos  por  este  Código  para  ser  corredor  (vé  notas  317  y 
31Ü),  sea  que  infrinja  una  sola  de  las  disposiciones  del  mismo  sobre  cor- 
redores; todo  lo  cual  es  insostenible  é  incongruente  con  lo  establecido  en 
los  art.  89  al  fin,  99,  100,  102,  105,  109  y  110;  y  4p  porque  no  es  jurídico 
que  el  corredor  deje  de  responder  como  comisionista  por  el  simple  hecho 
de  ser  un  corredor  recibido  y  que  no  haya  infrinjido  ninguna  disposición 
relativa  á  los  corredores.  Por  mi  parte,  nunca  podré  comprender  el  ver- 
dadero alcance  y  la  justicia  de  las  disposiciones  excepcionalisimas  de 
nuestro  art. 

La  dureza  en  la  penalidad  apenas  se  comprende  en  aquellos  países 
donde  existen  corredores  de  n^,  como  un  monopolio.  Ni  eso  ha  impedido 
que  se  utüícen  los  servicios  de  los  marrones  y  que  la  bolsa  popular  de 
éstos  constituya  la  sucursal  de  la  bolsa  oficial,  porque  las  necesidades 
como  las  corrientes  de  agua,  cavan  su  propio  cauce. 

Creo  que  se  equivoca  el  diagnóstico  y  el  remedio,  y  que  las  disposi- 
ciones restrictivas  de  este  título  no  conducirán  á  nada  bueno,  práctico  ó 
útil,  como  el  tiempo  habrá  de  demostrarlo. 

Nótese  que  aqui  se  dice  operaciones  6  transacción  s,  y  en  el  art.  siguiente 
operaciones  y  transacciones, 

(292)  Negociaciones  y  transaccioneSj  dice  con  menos  impropiedad  el  F.  72. 

(293)  Nó  las  ficticias,  llamadas  gatos  en  la  bolsa,  ni  las  ilegítimas  (vé 
78  á  80),  cuando  lo  sean  para  ambas  partes,  pues  creo  que  bastará  que  lo 
sean  para  una  de  las  partes;  porque  de  lo  contrario,  las  cotizaciones  se 
harían  con  dificultad  y  no  ofrecerían  certeza. 

(294)  No  sería  fácil  determinar  el  alcance  y  significado  de  este  adver- 
bio habitualmente f  que  no  se  encuentra  en  los  modelos.  Bues  de  otro  modo 
(dice  la  Comisión,  esplicando  el  art.),  las  cotizaciones  resultaiian  inexactas 
con  relación  á  la  masa  real  de  operaciones  que  se  realizan  por  el  comido* 
Parece,  pues,  que  el  art.  quiere,  que  prevalezcan,  nó  las  últimas  cotiza- 
ciones, sino  las  operaciones  que  representen  mayor  masa  ó  cantidades. 
Vidari  n«  463. 
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ó  mercadoB,  determinará  el  onrso  del  oambio,  el  predo  cor- 
riente ^^  de  las  mercaderías,  fletes,  segaros,  ^^  fondos  pú- 
blicos nacionales  y  otros  cualesqtdera  papeles  de  crédito  cuyo 
cnrso  sea  susceptible  de  cotización.  ^^  V.  207.  De  F.  72.  H.  60. 
P.  98.  B.  33.  Belg.  62. 

Abt.  84 

El  reglamento  interno  de  cada  establecimiento  deberá  con- 
tener garantías  suficientes  para  la  verdad  en  la  formación^  re- 
gistro y  publicación  de  las  cotizacioues  y  precios  corrientes; 
para  que  no  se  realizen  las  operaciones  prohibidas  ^^  y  sea  es- 
pulsado todo  socio  que  las  verifique. 

Abt.  85 
Queda  prohibida  la  admisión  en  las  bolsas  ó  mercados  y 

La  cotización  se  hace,  en  cada  día  de  bolsa,  de  los  efectos  negociados 
ese  día. 

(295)  En  sentido  estricto,  curso  del  cambio  es  el  precio  corriente  de  las 
letras  de  cambio,  giradas  de  plaza  á  plaza.  En  esta  acepción  se  dice  que 
el  cambio  está  alto,  bajo  6  ala  par, 

Segrun  las  reglas  inflexibles  de  la  oferta  y  la  demanda,  la  tasa  del 
cambio  depende  de  la  abundancia  ó  escasez  de  crédito  ó  giros  de  una 
plaza  á  otra.  Puede  compararse  con  Namur,  n^  96,  97  y  2ó8;  Alauzet, 
n«  911;  Bédarride,  n~  214  y  215;  Bravard,  tomo  n  pág.  157  y  168;  Vidari, 
n<^  463.    Escriche,  verbo  Cambio,  etc. 

Los  precios  corrientes  son  el  término  medio  de  las  cotizaciones  anotadas 
en  la  pizarra  de  la  Bolsa.  La  utilidad  de  fijarlos  en  lugar  público  para 
conocimiento  de  todos  es  evidente. 

Las  mercaderías  propiamente  dichas  no  se  cotizan  en  las  bolsas  de  la 
República.    Yé  nota  siguiente. 

(296)  Yé  181  inc.  1»,  510  y  947  inc.  S».  Las  mercaderías,  seguros,  fletes 
y  trasportes  se  cotizan  fuera  de  la  bolsa,  en  Bélgica,  Inglaterra,  Italia 
y  otros  países.  Namur,  n^  261.  Marghieri,  Appendice,  pág.  17  y  18- 
Yidari,  n»  463. 

(297)  Yé  á  Bédarride,  n»  115  á  117. 

(296)  Cuáles  serán  esas  garantías  y  precauciones,  no  será  fácil  precisar, 
pero  es  cierto  que  la  autoridad  podrá  intervenir  para  hacerlas  efectivas. 
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toda  operación  de  personas  qne  no  tengan  capacidad  para  ejer- 
cer el  comercio.  ^® 

Tampoco  podrá  admitirse  la  cotización  de  títulos  que  no 
sean  emitidos  conforme  á  las  leyes  ó  por  sociedades  legal- 
mente  constituidas. 


Abt.  86 


Los  establecimientos  ^^  y  las  personas  que  contravinieren 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  ^^^  podrán  ser  pena- 
dos con  multas  de  mil  á  cinco  mil  pesos  por  cada  infracción,  ^* 


(299)  Esta  disposición  es  muí  sabia,  y  creo  qae  será  estensiva  á  los 
menores  y  mujeres  casadas  no  autorizadas,  las  cuales  nunca  han  pre- 
tendido concurrir  á  las  bolsas,  y  á  los  prohibidos  de  los  art  22  y  24 
(vé  30  y  26);  pero  merecía  la  pena  de  haberlo  así  declarado.  Se  hallan 
en  el  mismo  caso  las  sociedades  que  no  se  han  constituido  legalmente 
(inc.  2®.),  porque  carecen  de  personería  legal  para  funclouar  y  comerciar. 

Y  contra  una  resolución  injusta  de  la  Cámara  sindical  qué  recurso 
habrá?  Creo  que  los  tribunales  podrán  condenar  á  dicha  Cámara  á  re- 
vocar su  resolución  ó,  en  defecto,  pagar  daños  y  perjuicios;  porque,  en 
definitiva  se  trata  de  una  institución  pública,  como  es  la  bolsa;  porque 
se  trata  del  derecho  de  trabajar  y  c  omerciar,  y  porque  la  no  cotización 
de  un  titulo  puede  causar  gravísimo  daño  á  una  sociedad  de  comercio 
pero  todo  ello  no  debe  quedar  á  merced  del  arbitrario  y  debe  someterse 
á  una  reglamentación  prudeute,   obligatoria  para  todos. 

(800)  Es  decir,  las  bolsas  y  los  mercados  de  comercio. 

(301)  Quiere  referirse  á  los  artículos  76,  78,  80,  84  y  86  del  presente 
Título  y  no  á  otros  del  mismo  Título  ó  anteriores  al  mismo.  Tratán- 
dose de  disposiciones  odiosas  de  carácter  penal,  valía  la  pena  de  haberlo 
establecido  de  una  manera  bien  esplíclta.  Desgraciadamente  la  factura 
de  todo  el  Título  es  siempre  muy  descuidada. 

(302)  Esta  pena,  que  en  su  máximun  se  aplica  á  verdaderos  delitos 
del  Código  penal,  tiene  que  ser  aplicada  á  infracciones  de  mui  diverso 
carácter  y  gravedad,  y  como  sanción  de  los  llamados  juegos  de  bolsa 
importa  un  retroceso  á  la  época  de  Luis  XYI,  en  que  se  había  impuesto 
una  multa  de  24  mü  libras.  Rara  vez  ser4  aplicada  en  juicio  y  sólo  á  pedi- 
do del  bolsista  de  mala  fé;  y  constituirá  una  amenaza  en  perjuicio  de  la 
realización  y  seguridad  de  los  actos  lícitos,  que  son  los  fines  que  persi- 
guen los  que  negocian  en  la  bolsa  (75  inc  l^*.). 
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aplicable  ^^  por  los  jueces  de  oomerciO;  de  oficio,  á  solicitud 
fiscal  ó  de  cualquiera  del  pueblo.  ^^*. 

TÍTULO  CUARTO 
De  loa  agentes  auxiliares  del  comercio 

Abt.  87 

Sou  considerados  agentes  auxiliares  del  comercio,  y,  como 
tales,  sujetos  á  las  leyes  comerciales,  con  respecto  á  las  ope- 
raciones que  ejercen  en  esa  calidad:  ^^ 
lo  Los  corredores ;  F.  74. 
2o  Los  rematadores  ó  martilieros ; 

3o  Los  barraqueros  y  administradores  de  casas  de  depó- 
sito; 
4o  Los  factores  ó  encargados,  y  los  dependientes  de  co- 
mercio; 
5o  Los  acarreadores,  porteadores  ó  empresarios  de  tras- 
porte. V.  88.  B.  35.  E.  62.  ampl.  De  P.  100.  N.  E.  88. 

(303)  Si  esta  palabra  ha  de  concordar  con  multas  y  no  con  infraccúm^  es 
fuerza  que  esté  en  plural. 

(304)  Se  vé  la  prevención  con  que  el  legislador  ha  tratado  esta  institu- 
ción, rodeándola  de  precauciones  y  trabas,  y  con  cuánta  severidad  se 
propone  reprimir  toda  y  cualquiera  infracción  que  pueda  cometerse  por 
el  establecimiento  ó  por  los  bolsistas.  Y  ocurre  preguntar  por  qué,  sepa- 
rándose de  las  mas  sabias  leyes  extranjeras,  no  se  ha  establecido  pena- 
lidad alguna  para  los  fundadores,  administradores  y  síndicos  de  las 
sociedades  anónimas,  no  obstante  reconocerse  que  lo8  directorios  se  cons- 
tituyen y  funcionan  con  un  carácter  demasiado  arbitrario  y  despótico j  y  que 
la  falta  de  control  les  estimula  á  abusos  frecuentes  y  á  contraer  la  costumbre 
demandar  los  intereses  de  los  socios  como  si  fueran  es4usivamente  propios? 
Vé  nota  1367  y  el  art.  1606. 

(305)  Este  art.  es  doctrinario  y  habría  sido  preferible  suprimirlo,  como 
lo  han  hecho  los  códigos  E.  y  P.,  en  que  tuvo  origen;  porque  la  separa- 
ción de  los  llamados  agentes  auxiliares  no  responde  á  ninguna  utilidad  ni 
en  legislación  ni  en  doctrina  y  es  ocasionada  á  errores;  porque  de  las 
disposiciones  del  art.  8  (en  especial  no»  3®,  B®,  8®  y  9o)  resulta  suficiente- 
mente que  las  operaciones  ejercidas  por  los  corredores,  martilieros,  bar- 
raqueros, porteadores  y  dependientes  están  sujetas  á  las  leyes  comerciales 
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CAPÍTULO  PEIMERO 

De  los  corredores  *^ 

(adde  art.  5);  porque  eu  la  clasificación  no  se  comprenden  &  todos  los 
agentes  auxiliares ;  porque  entre  los  llamados  agentes  auxiliares  hay  la 
grandísima  diferencia  de  que  los  unos  ejercen  el  comercio  por  cuenta  pro- 
pia y  son  verdaderos  comerciantes^  mientras  que  los  dependientes  lo  ejer- 
cen por  cuenta  ajena  y  á  los  corredores  les  es  prohibido  comerciar  (105 
n<>  1<*.) ;  porque,  aunque  semejen  en  que  todos  prestan  un  servicio  personal 
(locación  de  servicios,  mandato  ó  comisión),  mediante  salario,  difieren 
entre  si  bajo  muchos  respectos  y  á  aquel  título  debieran  figurar  también 
los  comisionistas  y  mandatarios  mercantiles  en  general ;  y  finalmente, 
porque  según  el  espíritu  de  los  art.  6  y  8,  el  elemento  real  del  acto  de 
comercio  debe  predominar  sobre  el  personal,  y  cumple,  por  consiguiente, 
legislar  antes  los  actos  jurídicos  mandato,  comisión,  depósito  y  tras- 
porte, que  el  oficio  de  los  mandatarios,  comisionistas,  corredores,  depo* 
sitarios  y  porteadores.  Esto  es  lo  que  se  ha  hecho  en  el  art.  206.  Vé 
nota  743. 

Así,  la  agrupación  de  entidades  tan  diversas  presenta  mas  bien  incon- 
venientes [vé  notas  409  y  423],  mientras  que  la  ley  ganaría  muchísimo  en 
método,  claridad  y  perfección,  tratando  de  los  factores  y  dependientes  á 
propósito  del  mandato,  de  los  martilieros  á  propósito  de  la  comisión  y 
de  las  barracas  después  det  depósito,  y  colocando  el  trasporte  después  de 
la  locación  y  entre  los  contratos,  de  cuya  naturaleza  participa.  Se  ha  pre- 
ferido, sin  embargo,  el  temperaoiento  cómodo  de  mantener  el  método  de 
esposicion  viejo,  aunque  responda  á  errores  pasados  de  moda. 

Una  doble  duda  presenta  desde  luego  nuestra  disposición:  los  agentes 
auxiliares  estará  obligados  á  matricularse?  tendrán  sus  actos  la  presun- 
ción de  comercialidad  (vé  5  inc.  2»)?  Los  factores  y  dependientes  no  están 
obligados  á  matricularse  (aunque  sí  á  la  inscripción  de  sus  poderes  (36 
n^.  i<>),  ni  les  corresponde  hacerlo,  sino  á  sus  principales,  para  quienes 
ellos  administran.  Los  corredores,  aunque  se  les  prohiba  ejercer  el  co- 
mercio, están  obligados  á  matricularse  como  tales  (89).  Los  marti- 
lieros también,  en  su  caso  (vé  121).  Los  barraqueros  se  encuentran 
en  idéntico  caso  (131,  574  y  su  arg.);  lo  mismo  que  los  porteadores; 
porque  martilieros,  barraqueros  y  porteadores  son,  según  el  art.  1«,  ver- 
daderos comerciantes,  aunque  en  determinados  ramos  de  comercio,  y 
aun  pueden  ejercer  otros  ramos:  de  que  concluyo,  que  sus  actos  tendrán 
la  presunción  de  comercialidad  del  art.  5  inc.  2®  (vé  nota  567),  cosa  que 
no  sucederá  con  los  actos  de  los  corredores  ni  de  los  dependientes;  pero 
sí  de  los  factores,  con  respecto  á  las  operaciones  que  ejercen  en  esa  ca- 
lidad, porque  son  como  si  fueran  practicados  por  el  principal  (facta  man- 
datarii  facta  mandantia). 

(306)  Los  art.  78  inc.  2<»  82  y  86  se  refieren  á  los  corredores  de  bolsa  y 
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el  1021  al  marítimo.  El  corretaje  ó  correduría  participa  mucho  mas  de 
la  naturaleza  de  la  locación  de  obra  que  del  mandato,  como  se  demuestra 
por  el  213.  Le  son  aplicables,  dice  Pardessus,  las  reglas  generales  sobre 
locación  de  cuidados,  servicios  é  industria.  Hay  entre  la  correduría  y  el 
mandato  ó  la  preposición  la  diferencia  esencial,  que  el  mandatario  ó  el 
factor  no  se  limita,  como  el  corredor,  &  ser  intermediario  para  llevar  y 
discutir  proposiciones  (á  modo  de  un  mandadero  de  comercio),  sino  que 
acaba  y  finaliza  el  negocio  que  se  le  ha  confiado,  en  la  medida  de  los  po- 
deres que  ha  recibido  (Pardessus,  n»*  121  y  41\  El  mandatario  representa 
y  personifica  al  mandante,  agrega. Bravard,  mientras  que  el  corredor 
conserva  su  personalidad  propia,  y  su  rol  acaba,  cuando  el  del  mandatario 
recien  empieza.  Sea  que  intervenga  directamente  entre  ambos  contra- 
tantes ó  negocie  con  otro  corredor,  no  es  mandatario  ni  del  uno  ni  de 
ambos  interesados,  porque  aunque  el  corredor  cobre  su  comisión  según 
tarifa  ó  desempeñe  funciones  mas  delicadas  que  un  marinero,  el  mandato, 
como  lo  significan  aquellos  autores,  se  caracteriza  esencialmente  por  la 
representación  á  efecto  de  celebrar  un  acto  jurídico  en  nombre  de  otro 
(Dr.  Velez,  nota  al  1871  Cód.  Civ.),  rasgo  que  falta  en  la  correduría,  y  no 
por  los  merecimientos  de  uaa  profesión,  digan  lo  que  quieran  Troplong 
(Mandat,  n®  245)  y  Delamarre  (II  n®  21).  Sólo  el  legislador  podría  regla- 
mentar un  contrato  especial,  intermedio  entre  la  locación  y  el  mandato, 
algo  así  como  un  mandato  ad  referendum.  Pero  siempre  ha  podido  decirse 
que  la  correduría  difiere  de  la  comisión  y  del  mandato  comerciales,  en 
que  el  comisionista  interviene  directamente  en  la  negociación  como  ór- 
gano de  una  de  las  partes;  contrata,  se  obliga  y  obliga  á  su  vez,  mientras 
que  el  corredor  es  un  agente  intermediario  con  carácter  público,  cuya 
misión  se  reduce  é.  poner  á  los  interesados  en  comunicación,  á  acercarlos 
para  que  ellos  la  realicen  personalmente  (nota  45).  Es  el  mismo  Troplong 
(n«  6G)j  quien  se  encarga  de  reconocer  que  "  el  corredor  es  un  simple  in- 
"  termediario,  que  se  limita  á  poner  &  sus  clientes  en  relación  y  á  consta- 
•  tar  lo  que  convengan  ".  El  pues,  no  contrata,  y  sólo  ayuda  á  contratar.  Y 
puede  repetirse  con  Vidari  (n®  321),  que  ^  quien  asume  la  representación 
jurídica  de  una  persona  se  distinguirá  siempre  por  diferencias  esenciales, 
del  que  no  la  asume  y  se  limita  únicamente  á  prostar  servicios  manuales 
ó  intelectuales  (adde  n*»  496).  Y  si  no  contrata  para  el  supuesto  mandante, 
si  no  debe  rendir  cuenta,  como  lo  reconoce  Troplong,  cuáles  disposiciones 
del  mandato  pueden  serles  aplicables?  Conteste  Sampaio. 

Esto  por  lo  que  respecta  al  corredor  ordinario  (vé  á  Namur,  n<*  274); 
pero  mucho  mas  difícil  es  caracterizar  el  rol  del  llamado  corredor  de 
bolsa.  Como  no  se  limita  á  aproximar  á  las  partes  para  que  ellas  realicen 
el  contrato  personalmente,  sino  que  celebra  realmente  el  negocio  que  el 
cliente  le  ha  encargado,  desempeña  de  verdad  el  rol  de  un  mandatario 
comercial;  puesto  que  el  conforme  que  recogen  de  ese  cliente,  y  del  que 
prescinden  con  frecuencia,  no  constituye  el  contrato,  que  está  ya  realizado 
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sino  la  aprobación  del  mandato  cumplido  y  la  constancia  escrita  de  los 
negocios  efectuados.  Mayor  duda  hay  en  determinar  si  el  corredor  de 
bolsa  obra  como  simple  mandatario  6  como  comisionista,  y  he  sido  de 
opinión  que  obra  en  el  primer  carácter  y  no  en  el  segundo  (vé  nota  291); 
porque  no  le  es  permitido  negociar  por  cuenta  propia  ni  ajena  [105  n^  1*>  y 
A.  69  n»  lo],  y  sobre  todo,  porque  cada  parte  contratante  y  sus  corredores 
respectivos  entienden  que  los  contratantes  son  los  únicos  obligados  y  no  los 
corredores:  falta,  pues  al  corredor  la  voluntad  de  obligarse  como  comisio- 
nista (vé  222  inc.  2^)  y  la  voluntad  es  el  alma  del  acto  jurídico.  El  art.  97 
inc.  2°  no  destruye  mi  tesis,  porque  sólo  habla  de  letras  y  papeles  endo- 
sables  y  no  alcanza,  por  consiguiente,  á  los  títulos  no  endosables  y  á  los 
al  portador  (vé  á  Yidari  n9  477)  que  constituyen  la  gran  mayoría  de  los 
valores  que  se  negocian  en  la  bolsa:  y  porque,  la  disposición  de  ese  art. 
queda  sin  efecto,  cuando  se  ha  estipulado  espresamente  que  los  intere- 
sados verifiquen  las  entregas  directamente,  y  si  esto  no  se  pacta  en  los 
negocios  de  bolsa,  es  porque  el  secreto  del  nombre  de  los  contratantes  es 
condición  de  éxito.  Pienso,  también  que  el  inc.  2®  del  97  no  legisla  las 
operaciones  á  plazo,  por  las  razones  que  doi  en  la  nota  347.  Son  respon- 
sables, dice  la  ley  belga  (67),  de  la  entrega  y  del  pago  de  lo  quehayan  ven- 
dido ó  comprado.  Esta  responsabilidad  cesa,  cuando,  al  contratar,  han 
revela  lo  el  nombre  del  comprador  ó  del  vendedor  á  la  persona  con  quien 
contratan  y  ésta  ha  aceptado  el  negocio.  Los  corredorese  están  obli- 
gados á  recoger  del  ceden  te  los  documentos  de  comercio  y  entregarlos  al 
tomador,  de  quien  recibirán  el  precio  para  llevarlo  al  cedente,  dicen  el 
art.  89  E.  y  el  66  chileno.  Adde  N.  P.  68  n»  6»  y  ley  belga,  67,  Namur, 
nos  275  y  276.  Creo  que  sería  una  responsabilidad  escepcional  la  que  se  im- 
pondría al  agente  auxiliar  de  comercio  en  las  operaciones  de  bolsa,  si 
hubiese  de  hacerse  responsable  de  la  efectividad  de  las  obligaciones  de  los 
contratantes  (para  lo  cual  tendrían  que  cobrar  á  lo  menos  derechos  de  un 
rematador  y  la  comisión  del  crederé)j  y  la  disposición  resultaría  aun  mas 
injusta  que  en  los  casos  del  art.  82. 

Toda  la  materia  relativa  á  corredores  de  bolsa  es  muy  difícil  y  delicada 
y  los  legisladores  varían  mucho  y  no  tienen  opiniones  hechas  (vé  nota 
366).  Así,  mientras  el  Código  A.  (69  n»  1°)  prohibe  á  los  corredores  "  ce- 
'^  lebrar  operación  alguna  comercial  por  su  cuenta,  ni  directa  ni  indirec- 
"  tamente,  ni  como  comisionistas  ^\  el  chileno  (67)  reitera  la  prohibición  casi 
en  los  mismos  términos,  y  sin  embargo,  establece  que  "  si  el  corredor 
^  obrai'e  como  comisionista  quedará  sujeto  á  todas  las  obligaciones  y 
"  podrá  ejercer  (ejectUarj  dice  el  texto  oficial)  todos  los  derechos  que  naz- 
"  c;m  del  contrato".  En  el  mismo  sentido  N.  E.  77  y  96  n«  1®.  Parece 
que  la  prohibición  del  Cód.  alemán  se  trataba  de  suprimir. 

El  31  italiano  dispone  que  '  el  mediador  que  no  manifiesta  á  uno  de  los 
contrayente^!  el  nombre  del  otro,  se  hace  responsable  de  la  ejecución  del 
"  contrato,  y  ejecutándolo  queda  subrogado  en  los  derechos  hacia  el  otro 
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Abt.  88 

Para  ser  corredor  se  requiere  un  afto  de  domicilio  ^^  y  vein- 
tidós de  edad. 
No  pueden  ser  corredores : 

lo  Los  que  no  pueden  ser  comerciantes;  ^^  F.  83. 
2©  Las  mujeres;  ^  E.  63,  ino.  1». 

8o  Los  que  habiendo  sido  corredores  hubiesen  sido  des- 
tituidos del  cargo.  3»^  V.  89.  B.  36-37.  De  E.  76.  N.  E. 
89  y  94.  P.  108-109.  F.  88. 


'  contrayente'*;  pero  ese  Código  no  contiene  la  prohibición  de  comerciar, 
existente  en  los  Códigos  argentino,  alemán  y  chileno.  Vé  á  Vidarí  n<'' 
508  y  604,  y  comp.  con  el  N.  P.  80  n<>  !•  y  77  y  N.  E.  77  y  95  n»  3». 

Por  último,  el  N.  P.  68  obliga  al  corredor  "  á  no  revelar  los  nombres  de 
^  sus  comitentes,  cuando  la  ley  ó  la  naturaleza  del  negocio  no  exigieren 
•  tal  revelación  y  aquellos  no  la  autorizaren "  (N.  E.  96  n®  3«:  vé  nota 
351  "i;  y  en  el  76  dispone  que  "  el  corredor  que  no  revelare  á  uno  de  los 
contrayentes  el  nombre  del  otro  queda  responsable  por  la  ejecución  del 
contrato,  quedando,  desde  que  lo  haya  ejecutado, .  subrogado  en  los  dere- 
chos de  aquel  contra  éste.  ^'  De  modo  que,  cuando  el  secreto  del  nombre 
deba  mantenerse,  el  corredor  tendrá  que  optar  entre  no  encargarse  de  la 
operación  ó  constituirse  garante  de  ella. 

Mi  Proyecto  de  Cód.  88  n<>  3^  y  90  traía  estas  mismas  disposiciones,  y 
estimo  siempre  que  son  las  únicas  acertadas;  que  los  corredores  de  bolsa 
son  mandatarios  y  no  corredores  comunes;  que  requieren  una  legislación 
propia,  y  que  no  puede  sometérseles  á  todas,  las  disposiciones  de  este 
título,  como  querría  el  art.  82,  sino  mediante  im  procedimiento  mecánico; 
y  especialmente,  á  las  sanciones  de  dicho  art.  porque  no  son  meros  in- 
termediarios ni  comisionistas  sino  mandatarios  de  comercio. 

(307)  Este  requisito,  peculiar  al  Código  B.,  no  es  una  prescripción  que 
se  recomiende  por  su  liberalidad.  Los  Códigos  E.  y  P.  exigen  el  domi- 
cilio simplemente.  Verdad  que  el  plazo  de  un  año  le  permitirá  conocer 
los  negocios  y  á  los  comerciantes  de  la  localidad,  y  demostrar  su  conducta 
y  aptitudes  en  el  comercio.    Vé  89  n«  3o. 

(308)  Los  que  tienen  incapacidad  absoluta  (vé  9)  y  los  especificados  en 
22  y  24.  Est.  art.  debió  dividirse  en  dos,  como  está  en  los  demás 
Códigos. 

(309)  Porque  las  conveniencias  sociales  lo  repugnan. 

(310)  Por  haber  quebrado  (112)  ó  por  otia  causa  legal  (vé  95,  105,  109 
inc.  2o  y  110). 

9 
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Abt.  89 

Todo  corredor  está  obligado  á  matricularse  en  el  Tribunal 
de  Comercio  de  su  domicilio.  ^^ '  B.  38,  inc.  1«. 
La  petición  para  la  matrícula  contendrá: 

lo  La  constancia  de  tener  la  edad  requerida;  ^^^ 

2^  La  de  hallarse  domiciliado  por  mas  de  xm  año  ^^^  en  el 

lugar  donde  pretende  ser  corredor; 
3o  La  de  haber  ejercido  el  comercio  por  sí  ^^^  ó  en  algu- 
na casa  de  corredor  ^is  ó  de  comerciante  Twr  mayor,  en 
calidad  de  socio  ó  gerente,  ó  cuando  menos  de  tenedor 
de  libros,  con  buen  desempeño  y  honradez.  ^'^  V.  90. 
B.  39.  Comp.  E.  76.  N.  E.  77.  P.  108. 


El  corretaje  no  es,  pues,  una  industria  libre,  sino  un  cargo  público  re- 
glamentado y  análogo  hasta  cierto  punto  al  del  notario  ó  escribano  (Par- 
dessus,  no  247  y  N.  E.  93).    Vé  82,  89,  90  y  208  n»  2«  y  á  Vidari,  n»  458. 

(311)  Ni  hay  otro*  corredor  que  el  recibido  (vé  notas  319,  341  y  370).  Vé 
29  y  30  y  notas  116  y  306. 

(312)  Mediante  la  respectiva  partida  de  bautismo  ú  otra  prueba  en  de- 
fecto^ con  sujeción  á  los  art.  79  á  88  del  Cód.  Oiv.  Se  ha  hecho  bien  en 
exigir  U  mayoridad  para  un  oficio  público  que  requiere  gran  vei*sacion 
en  los  negocios  y  es  depositario  de  secretos  comerciales,  cuya  divulgación 
puede  causar  la  ruina..    Vidari,  n^  458. 

Será  de  suma  importancia,  ya  que  nó  de  exigencia  legal,  que  el  postu- 
lante manifieste  su  estado,  profesión  ó  empleo  (vé  27  n»  1^,  22  y  24),  y 
aun  si  ha  quebrado  alguna  vez,  á  los  efectos  del  88  h^  1^. 

(313)  Basta  un  año  (88).  Este  requisito  se  justifica  por  testigos  ú  otro 
medio  de  prueba,  y  á  ve  ees  resultará  d^  ejercicio  requerido  poc  el  nP  1^ 

(314)  De  modo  que  no  ba  stará  ser  factor;  pero  bastará  ser  comisionista 
aunque  fuera  solamente  de  trasportes,  y  aun  martiliero.  Tampoco  se 
exige  que  el  ejercicio  del  comercio  ó  del  empleo  de  tenedor  de  libros  haya 
sido  precisamente  en  la  República.  La  redacción  y  restricciones  de  este 
n°  y  del  art.  brasilero  no  son  claras  ni  es  fácil  justificarlas. 

(316)  No  siéndole  permitido  comerciar  al  corredor,  no  puede  decirse 
con  propiedad  que  en  su  casa  se  ejerza  el  comercio. 

(316)  Aplica  aquí,  lo  dicho  al  final  de  la  nota  128.  Los  testigos  suelen 
ir  firmados  en  la  solicitud  de  inscripción,  en  prueba  de  exactitud  de  los 
hechos  expuestos,  y  con  su  ratificación,  el  Juez  decreta  la  matriculacion 
del  corredor. 
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Los  que  sin  cumplir  estas  coudiciones  ó  sin  tener  las  cali- 
dades exíjidas  por  el  articulo  anterior,  ejercieren  el  corretaje, 
no  tendrán  acción  para  cobrar  comisión  de  ningima  especie.  ^^^ 
Comp.  82. 

Art.  90 

Antes  de  entrar  al  ejercicio  de  sus  funciones  ^^^  prestarán 
ante  el  Tribunal  de  Comercio  de  su  domicilio  juramento  de 
llenar  fielmente  los  deberes  que  les  están  impuestos.  ^^^  Y.  91. 
H.  62.  P.  110.  De  K  79.  A.  66. 


(317)  Aunque  la  redacción  del  82  no  guarde  congruencia  con  la  de 
este  §,  debemos  establecer  que  el  corredor  de  bolsa  no  puede  ser  de  peor 
condición  que  los  otros  corredores,  y  que  tratándose  de  una  disposición 
de  derecho  excepcionalisimo,  como  es  la  de  aquel  art.,  el  corredor  de 
bolsa  de  hecho  ó  que  no  tenga  las  calidades  legales  no  incurrirá  en  otra 
sanción  que  la  de  nuestro  §. 

Este  §  está  mal  redactado  y  contiene  dos  deñciencias.  Mal  redactado, 
porque  la  frase  cumplir  estas  condiciones  es  obscura,  y  porque  el  art.  ante- 
rior no  solo  exi^  ceUidades  positivas  sino  que  contiene  prohibiciones  ó 
condiciones  negativas.  La  sanción  es  también  inadecuada  é  injusta, 
porque  la  comisión  es  el  fruto  del  trabajo  hecho  (vé  nota  291).  Pagada 
la  comisioii  no  habrá  derecho  de  repetición:  Cód.  Civ.  516  y  sus  referen- 
cias y  arg.  del  1004  y  del  1807.  Las  omisiones  consisten  en  que  la  san- 
ción debió  comprender  el  caso  de  que  el  corredor  ejerciese  su  oficio  antes 
de  juramentarse  (vé  90)  y  en  que  nada  se  dispone  sobre  la  fé  que  debe 
acordarse  á  los  libros  del  corredor  no  matriculado  y  recibido.  Vé  nota 
siguiente. 

(318)  Debió  decir,  antes  de  entrar  en  d  ^ercicio  de  las  funciones  de  su 
cargo  los  corredores. . . 

Opino  que  los  libros  del  corredor  que  no  se  inscriba  en  la  matricula  y 
juramente,  no  merecerán  la  fé  que  tienen  los  libros  del  corredor  recibido 
(Pardessus,  n»  125,  &).  Según  el  Cód.  Civ.  (979  n»  3o),  los  asientos  en 
los  libros  de  los  corredores  (vé  208  n^  2^  del  presente)  son  instrumento^ 
públicos;  lo  cual  supone  que  son  oficiales  públicos  (nota  310)  y  el  corredor 
no  recibido  no  es  tal  oficial  público.  Pero  privarlos  á  priori  de  toda  fuerza 
probatoria,  seria  perjudicar  principalmente  á  los  contratantes.  Compara 
con  Namur,  n<>  271. 

(319)  Y  mientras  no  lo  presten,  no  son  oficiales  con  fé  pública,  y  por  no 
haberse  recibido,  no  incurrirán  en  la  sanción  del  110  inc.  2®,  porque  no 
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Abt.  91 

Los  corredores  deben  llevar  ^^  un  asiento  exacto  y  metó- 
dico de  todas  las  operaciones  en  que  intervinieren,  tomando 
nota  de  cada  uua^  inmediatamente  despues.de  concluida,  en 
im  cuaderno  manual  foliado.  ^^^  B.  47.  N.  P.  69. 

Espresarán  en  cada  artículo  los  nombres  y  domicilios  de 
los  contratantes,  las  calidades,  cantidad  y  precio  de  los  efec- 
tos que  fuesen  objeto  de  la  negociación,  los  plazos  y  condi- 
ciones del  pago,  y  todas  las  circunstancias  ocurrentes  que 
pueden  contribuir  al  mayor  esclarecimiento  del  negocio.  ^^^ 
B.  48.  F.  84. 

Los  artículos  se  pondrán  por  orden  riguroso  de  fechas,  en 
numeración  progresiva  desde  uno  en  adelante»  que  concluirá 
al  fin  de  cada  año.  ^^^  y.  92.  E.  91,  inc.  2o.  P.  119.  Hol.  66. 
A.  71.  O.  O.  XV,  B. 

Abt.  92 

En  las  negociaciones  de  letras  anot£krán  las  fechas,  térmi- 
nos, vencimientos,  plazas  sobre  que  estén  giradas,  los  nom- 

son  corredores;  y  parece  que  las  demás  disposiciones  de  este  Capít  tam- 
poco les  serán  aplicables.  Así  el  Nv  E.  considera  que  la  industria  del 
corretaje  es  libre,  y  sanciona  restricciones  para  el  oficio  público  de  cor- 
redor colegiado  únicamente.  Vé  la  nota  anterior  y  las  341,  366,  370, 
373  y  396. 

(320)  Hacer  ó  estender,  dicen  con  más  propiedad  los  Cód.  P.  y  B. 

(321)  Inmediatamente,  para  evitar  los  olvidos,  y  porque  á  las  24  ho- 
ras el  asiento  debe  estar  trascrito  en  el  registro  y  su  copia  entregada  á 
las  partes  (102  inc.  1».).  Este  es  el  libro  borrador,  el  carnet  del  derecho 
francés,  y  taccuino  del  italiano  y  que  el  corredor  lleva  siempre  consigo: 
vó  el  93.  Los  apuntes  se  toman  á  veces  en  abreviatura  y  á  lápiz  (N.  P.  69 
fiédarride,  n».  398).  Aunque  el  negocio  sea  de  los  que  requieran  con- 
trata escrita  (vó  103),  el  corredor  debe  anotarlo,  pues  el  instrumento  del 
contrato  se  hace  precisamente  de  acuerdo  con  la  minuta.  El  manual  no 
requiere  las  formalidades  del  art.  53  (vó  93). 

(322)  Al  modo  de  los  contratos  hechos  por  instrmnentos  públicos,  y 
á  los  efectos  de  los  art.  93  inc.  3o.,  208  n®.  2o.  y  1021.  Vó  el  92  siguiente, 
que  es  el  desenvolvimiento  de  este  §. 

(323)  Vó  109  y  compara  el  presente  con  el  93. 
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bres  del  librador,  endosantes  y  pagador,  ^^  y  las  estipnlacio- 
nes  relativas  al  cambio^  si  algunas  se  hicieren. 

£a  tos  segaros  se  espresarán^  con  referencia  á  la  póliza,  los 
nombres  del  asegurador  y  asegurado,  el  objeto  asegurado,  su 
valor,  según  el  convenio  arreglado  entre  las  partes,  el  lugar 
donde  se  carga  y  descarga  y  la  descripción  del  buque  en  que 
se  hace  el  trasporte,  que  comprenderá  su  nombre,  matricula, 
pabellón,  porte  y  nombre  del  capitán.  ^^  V.  93,  E.  93  y  94. 
P.  121-122.  B-  49.  F.  79. 

Abt.  93 

Diariamente  se  trasladarán  ^^  todos  los  artículos  del  cua- 
derno manual  á  un  registro,  ^^  copiándolos  literalmente,  sin 
enmiendas,  abreviaturas,  ni  interposiciones,  ^^  guardando  la 
misma  numeración  que  lleven  en  el  manual.  De  B.  60,  inc«  !<>. 
N.  P.  69. 

El  registro  tendrá  las  mismas  formalidades  que  se  prescri- 
ben en  el  artículo  63,  para  ios  libros  de  los  comerciantes,  ^^ 

(324)  Es  decir,  del  librado  ó  girado.    Paede  verse  el  728. 

(325)  Todas  las  circunstancias  de  este  art.  son  de  importancia  en  las 
letras  y  segaros  marítimos  (vé  604  y  1155  y  nota  322).  Pero  es  imposi- 
ble referirse  á  la  póliza,  porque  ésta  se  estiende  con  arreglo  á  la  minuta 
sacada  del  registro  (Sampaio,  pág.  46).  Debiera  hacerse  también  mérito 
de  las  circunstancias  contenidas  en  el  cit.  504  (dicho  1155).  La  sanción 
de  este  art.  está  en  el  110  inc.  2®.  Compara  el  preeente  con  el  86  de  mi 
Proy.  de  Cód. 

(326)  Por  el  corredor  mismo  6  •  su  tenedor  de  libros,  y  cada  dia,  pues 
de  otro  modo  no  podría  dar  cumplimiento  al  mandato  del  102  inc.  1^. 

(327)  Es  el  protocolo»  diario  ó  registro  diario  del  corredor,  ó  joumal 
de  la  doctrina  franceaa. 

(328)  Con  sujeción  al  »rt.  51.  (arg.  del  164).    Vé  el  102. 

(329)  Bajo  pena  de  no  hacer  fé  sus  asientos,  dicen  los  Cód.  B,  E.  P.  y 
W.  penando  así  en  los  contratantes  la  falta  del  corredor  ó  del  tenedor  de 
libros.  Pero  el  libro  llevado  con  regularidad  ha  de,  por  punto  general» 
inspirar  más  fé  que  un  libro  poco  formal.  El  art.  71  A.  exige  que  el  co- 
rredor firme  al  pié  de  los  asientos  de  cada  día,  lo  que  es  una  s&bia  pre- 
caución. 
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SO  peña  de  una  multa  que  será  detenDÍnada  por  los  reglamen- 
tos. 330  De  B.  60,  inc.  2°. 

El  referido  registro  ^^^  podrá  mandarse  exhibir  en  juicio,  á 
instancia  de  parte  interesada,  para  las  investigaciones  necesa- 
rias, '32  y  aun  de  oficio  por  orden  de  los  Jueces  y  Tribunales 

(330)  La  pena  ño  es  otra  que  la  señalada  en  el  art.  109.    Vé  nota  888. 

(331)  De  este  §,  del  art.  siguiente  y  del  102  inc.  2®.  se  ha  sacado  la 
conclusión  de  que  las  constancias  del  registro  deben  ser  preferidas  y  te- 
ner superioridad  sobre  las  del  cuaderno  manual  (vé  nota  334).  Pero  como 
este  es  escrito  en  el  momento  mismo  del  negocio  y  por  el  propio  corre- 
dor, confrontado  con  el  del  otro  colega  (cuando  interviene)  y  han  podido 
ser  mal  interpretadas  las  abreviaturas  y  cifras  no  bien  trazadas  de  di- 
cho cuaderno,  su  compulsa  puede  ilustrar  mucho  y  aun  decidir  la  con- 
ciencia del  juez;  tanto  que  Mollot,  Del  amarre  (n<>.  148),  Bédarride 
(n®.  899)  y  Vidari  (n».  624)  dan  la  preferencia  al  cametj  taccuino  ó  ma- 
nual sobre  el  joumal  ó  diario;  pero  casi  todos  convienen  que  la  solución 
dependerá  de  las  circunstancias  de  cada  caso  (Alauzet,  n®.  896;  Dalloz\ 
y  esta  es  la  conclusión  que  adopto    (Mi  Proy.  de  Cód.  97  inc.  2») 

El  art.  206,  al  establecer  que  los  contratos  comerciales  pueden  justifi- 
carse por  las  notas  de  los  corredores  y  certificadonea  extraidas  de  sus 
libros  y  no  da,  en  definitiva,  preferencia  á  ninguno  de  esos  libros. 

La  dificultad  será  mayor,  cuando  haya  disconformidad  entre  el  regis- 
tro y  esas  certificaciones,  ya  que  no  hay  razón  para  preferir  estas  últi- 
mas, como  se  hu  pretendido. 

Guando  los  dos  libros  del  corredor  estén  conformes,  sus  constancias 
deben  tener  preferencia  sobre  las  de  los  certificados,  pues  es  de  derecho 
común  que  las  copias  ceden  á  las  escrituras  matrices.  Comp.  E.  64, 
y  N.  P.  71. 

(332)  Estas  palabras  arguyen  que  sus  asientos  no  son  una  prueba  ple- 
na, equiparable  á  la  de  escritura  pública,  doctrina  que  habría  sido  suma- 
meiite  peligrosa  (Bédarride,  n®  402:  vé  á  Delamarre,  n».  148);  tanto 
más  cuanto  que  los  contratante.^^  no  firman  esos  asientos  (vé  103),  como 
disponen  se  haga,  el  Gód.  F.  y  otros.  La  disposición  del  1021  no  obsta, 
por  ser  de  derecho  escepcional.  El  Cód.  Civ.  (979)  enumera  entre  los 
instrumentos  públicos  los  asientos  en  los  libros  de  los  corredores,  en  los 
casos  y  en  la  forma  que  determine  el  Cód.  de  Com.j  pero  este  Cód.  no  les 
asigna  la  fuerza  probatoria  de  instrumento  público  sino  en  el  caso  del 
cit  art.  1021  (vé  el  675  inc.  I**.).  Los  Cód.  de  E.  P.  A.  y  Proy.  de  W. 
también  admiten  prueba  en  contrario,  y  esto  es  lo  único  racional  y  ló- 
gico (vé  á  Vidari,  n«.  622;  y  comp.  con  el  Cód.  Civ.  979  n®.  3«.  y  992  á 
995).    Nótese  que  nuestro  Cód  se  ha  separado  á  sabiendas  del  B.  85,  que 
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de  Comercio.  ^^  V.  94  B.  aUl,  inc.  S^.  R  95.  P.  123. 1.  33,  K. 
P.  71,  72,  73  y  98. 

Abt.  94 

Ningún  corredor  podrá  dar  certificado,  sino  de  lo  que  cons- 
te de  su  registro,  ^^  y  con  referencia  á  el.  '^^  Vé  N.  P.  80, 
n®  6o. 


acuerda  fé  pública  á  los  libros  del  corredor,  y  á  los  certificados  les  da  la 
fuerza  de  instrumeato  público,  siempre  que  el  contrato  no  exigiere  escri- 
tura pública  ú  otra  género  de  prueba  especial.  Es  evidente,  por  lo  de* 
más,  que  no  todos  los  medios  probatorios  tienen  igual  fuerza  y  eficacia, 
como  &lgcden  ha  dicho,  pues  nuestras  leyes  dan  marcada  preferencia  &  la 
prueba  preconstituida  sobre  la  testimonial  (vé  209  y  2  lO.  &*).  Vé  también 
á  Bédarride,  n<».  403  y  404. 

Lo  dicho  en  la  nota  318,  se  entiende  sin  referencia  al  propio  corredor, 
pues  los  libros  probarán  siempre  contra  éste,  como  los  demás  libros  de 
comercio  (63  inc  2<*.  Bédarride,  n<>.  400),  sean  ó  nó  llevados  con  regu- 
laridad!. Aunque  el  registro  del  corredor  semeje  un  tanto  al  protocolo  de 
un  escribano  y  su  carácter  difiera  de  los  libros  comerciales  del  art.  44, 
como  el  secreto  de  los  negocios  es  de  interés  público  y  un  riguroso  deber 
del  corredor  (94  inc.  2°.  y  100),  los  magistrados,  guiándose  por  las  dispo- 
siciones de  los  art.  58  y  59,  deben  evitar  la  divulgación  innecesaria  de 
los  asientos  que  no  interesen  á  la  cuestión.  Vé  en  este  sentido  á  Béda- 
rride, u9*.  405  y  406,  Alauzet,  n».  897  y  comp:  con  el  art.  66  belga.  Vé 
la  nota  al  art.   103. 

(333)  Las  palabras  Mbunalea  de  comercio  están  demás,  pues  la  exhibición 
puede  ser  ordenada  también  por  los  jueces  civiles  y  del  crimen.  De  oficiOj 
dice  simplemente  el  59;  vé  el  57  y  el  final  del  118.  El  109  debió  seguir  al 
presente.  Vé  N.  P.  71  á  73  y  98  y  mi  Proy.  de  Cód.  96  con  sus  citas. 

(334)  Se  da  aqii  preferencia  al  registro  sobro  el  cuaderno  manual  (102 
inc.  2^),  pues  sólo  en  aquel  libro  estarán  hechos  los  asientos  con  toda  for- 
malidad, claridad  y  limpieza,  con  tinta  y  sin  blancos,  guarismos  ni  abre-* 
viaturas  (vé  91  y  93  con  sus  notas),  y  en  esto  se  muestra  lógica  la  ley, 
pues  debe  presumirse  justamente  que  los  asientos  del  registro  están  fiel- 
mente trasladados  del  manual.  Mas,  si  resultare  discordancia  entre  el 
registro  y  el  manual,  la  cuestión  de  cuál  de  esos  libros  debe  prevalecer, 
queda  intacta  (vé  nota  331). 

(335)  La  referencia  se  especializa  de  ordinario,  marcando  la  foja  ó  pá- 
gina del  registro,  donde  consta  el  artículo  de  que  se  dá  certificación.  La 
sanción  de  lo  ordenado  en  este  §  está  en  el  art.  104. 
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Solo  en  virtud  de  maudato  de  autoridad  competente,  podrá 
atestiguar  lo  que  vio  ú  oyó  relativamente  á  los  negocios  de 
su  oficio.  33a  V.  95.  B.  46.  P.  133.  De  E.  107.  H.  67.  N.  P.  68- 
n«8o. 

Abt.  96 

El  corredor  que  diere  certificación  contra  ^^^  lo  que  cons- 
tare de  sus  libros,  será  destituido,  é  incurrirá  en  las  penas  del 
delito  de  falsedad.  ^^  De  E.  109  y  B.  62,  ino.  3o. 

Abt.  96 

Los  corredores  deben  asegurarse,  ante  todas  cosas,  de  la 
identidad  de  las  personas  entre  quienes  se  tratan  los  negocios 
en  que  intervienen,  ^30  y  ¿e  su  capacidad  legal  para  celebrar- 
los. Mo  N.  p.  68,  no  lo. 

Si  á  sabiendas  ó  por  ignorancia  culpable  ^^  intervinieren  en 
un  contrato  hecho  por  persoaa  que  según  la  ley  no  podía  ha- 
cerlo, responderán  de  los  perjuicios  que  se  sigan  por  efecto 

(886)  Como  consecuencia  de  la  disposición  del  100,  á  la  cual  debió  agre- 
garse ésta.  Puede  verse  á  Delamarre,  uo*  150,  152  á  154  y  201. 

(3i7)  No  bastará,  pues,  un  error  cualquiera  ó  una  adulteración  de 
detalle. 

Al  lado  de  la  certificación  debió  tratarse  de  la  minuta  (vé  102  ino.  29). 

(338)  Los  daños  y  perjuicios  que  cause  tendrá  siempre  que  resarcir 
(vé  96  inc.  ü»,  98  iuc.  2o,  102  ¡nc  3o,  109,  588  y  633);  pero  la  existencia, 
apreciación  y  penas  del  delito  se  juzgarán  por  la  ley  penal,  ó  por  el  Có- 
digo civil  (1073  á  1095),  en  su  caso.  Los  Cód.  £.  P.  y  B.  hablan  del  crimen 
y  de  las  leyes  penales  sobre  falsedad.  Están  mejor  redactados  que  el  pre- 
sente, los  art.  i  10  ioc.  I»,  415  inc.  2»,  52  <,  954,  972  inc.  1»  y  1143:  vé  la 
nota  al  110  inc.  1®.  £1 102  debió  seguir  al  presente. 

(339)  Vé  108  Q9  2o,  que  debió  figurar  junto  á  este  §,  y  á  Vidari,  n*  601. 

(340)  Por  los  medios  que  su  prudencia  les  sugiora.  Si  se  engañan,  no 
tendrán  ni  pena  ni  responsabilidad  hacia  los  contratantes,  pues  no  hay 
ley  que  las  impouga  (vé  nota  34i).  £1 110  trae  la  sanción  de  las  disposi- 
ciones del  presente  iuciso.  £1  no  3o  del  108  debió  figurar  aquí,  como .  un 
caso  de  nuestro  inciso.  Vé  el  85. 

(341)  Esta  disposición  penal  es  de  derecho  escepcional,  y  como  una  san- 
ción del  dolo,  apenas  puede  justificarse  aun  con  relación  á  corredores  de 
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directo  é  inmediato  de  la  capacidad  ^^  del  contratante.  Y.  97 
E.  82.  P.  111.  B.  90,  eto. 

Aet.  97 

Los  corredores  no  responden,  ^^  ni  pueden  constituirse  res- 
ponsabbs  de  la  solvencia  de  los  contrayentes.  ^^  F.  86. 

Serán  sin  embargo  ^^  garantes  en  las  negociaciones  de  le- 
tras y  valores  endosables,  de  la  entrega  material  del  titulo  al 


numero  (vé  nota  366),  porque  el  otro  contratante  no  está  exento  de  culpa 
en  no  informarse  de  la  persona  con  quien  contrata.  Con  razón  ha  sido  re- 
pudiada en  los  nuevos  Cód.  E.  y  P.  Si  la  ignorancia  del  corredor  no  es 
inculpable,  cuando  mas  debiera  aplicarse  la  pena  del  110  inc.  2^  (vé  la 
nota  á  él),  pero  se  ha  reformado  la  ley  en  el  sentido  de  exagerar  su  injus- 
ticia. Vé  nota  384.  A  un  error  de  hecho  está  sujeto  cualquiera,  y  al 
de  derecho,  aun  los  mas  sabios;  pero  la  ignorancia  que  proviene  de  ima 
negligencia  culpable  no  puede  alegarse  (Cód.  Civ.  929)  para  escusarse  de 
responsabilides  propias.  Compara  con  Bédarride,  Des  Baurse»^  n»  282. 
Vidari  no  601  y  los  art.  86  y  86. 

(342)  Léase  incapacidad,  como  dicen  el  Cód.  aaterior  y  sus  modelos  y  lo 
requiere  el  sentido.  En  los  daños  y  perjuicios  sólo  se  comprenderán  los 
que  fueren  aonsecuencia  inmediata  y  necesaria  de  la  feílta  de  cum- 
plimiento de  la  obKgacion,  dice  el  Cód.  Civil  (620);  disposición  esten- 
siva  á  los  cuasi  delitos  y  á  los  delitos  del  derecho  civil.  Por  manera 
que  si  se  demuestra  que  la  celebración  del  contrato  no  fué  un  efecto  ne- 
cesario del  silencio  del  corredor,  éste  no  pagará  las  pérdidas  é  intereses 
(arg.  del  art.  98).  Verdad  es  que  de  este  §  y  del  art.  108  se  colige  que  le 
está  prohibido  intervenir  en  estos  contratos,  é  incurrirá,  por  la  violación, 
en  las  penas  del  110,  pero  no  puede  ser  condenado  á  pagar  perjuicios 
que  é]  no  ha  causado.  Compara  en  este  sentido  con  Bédarride,  n^  439. 
Por  último,  esa  responsabilidad  se  discutirá  en  el  respectivo  juicio  entre 
el  corredor  y  el  perjudicado,  ante  el  Juez  de  Comercio  (vé  86),  cor- 
reccional ó  del  crimen,  según  los  casos  (Bédarride  n^  440),  aplicándose 
la  legislación  civil  sobre  delitos  y  cuasi  delitos. 

(343)  Aunque  la  insolvencia  fuere  notoria,  salvo  el  caso  del  108  n®  8<>, 
pues  el  propio  cesionario  de  un  crédito  sólo  responde  de  la  insolvencia 
notoria  (vé  Cód.  Civ.  1476  y  1480). 

(344)  Este  indso  se  repite  en  el  art.  107  y  debió  fundirse  en  él. 

(846)  Suprimido  este  adverbio  improprio  é  inútil,  debió  hacerse  de  este 
§  un  art.  separado  y  colocarlo  antes  del  101. 
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tomador,  y  de  la  del  valor  al  cedente,  y  responsables  de  la 
autenticidad  de  la  firma  del  último  cedente,  ^^  á  menos  9[iie 
se  haya  espresamente  estipulado  en  el  contrato  que  los  intere- 
sados verifiquen  las  entregas  directamente.  *^  V.  98.  De  E.  90 
y  83.  P.  108  y  112.  B.  64-55.  W.  99.  H,  70. 

Abt.  98 

Los  corredores  propondrán  los  negocios  con  exactitud,  pre- 
cisión y  claridad,  absteniéndose  d'3  hacer  supuBStos  falsos  que 
puedan  inducir  en  error  á  los  contratantes.  N.  P.  68,  no  2°. 
O.  O.  XV,  3. 


(346)  O  del  cedente  (endosante:  vé  nota  2104)  único,  en  su  caso.  Supremtu 
est  quem  nemo  aequitur.  Si  la  firma  resulta  falsa,  pagará,  pues,  daños  y  per- 
juicios. Namur  n®*  280  y  281.  Esta  disposición,  tomada  del  Arreté  francés 
del  año  X,  constituye  un  articulo  separado  en  los  Gód.  P.  E.  y  belga. 
Aplica  lo  dicho  en  las  notas  306  y  347. 

(347)  Cuando  las  partes  no  intervienen  personalmente  y  es  el  corredor 
el  que  compra,  él  debe  cuidar  de  la  realidad  y  verdad  del  negocio,  como 
cualquier  otro  mandatario,  asegurándose  de  la  autenticidad  de  la  firma 
del  que  endosa  la  letra  á  favor  del  adquirente.  Mas,  oasndo  las  partes 
mismas  en  persona  realizan  el  negocio  ó  deben  verificar  las  entregas  del 
documento  y  de  su  precio,  enfeónces  nadie  mas  interesado  que  el  propio 
■dqyiiente  del  título  en  asegurarse  de  la  verdad  del  endoso  y  de  la 
aut-enticidad  de  la  firma  del  endosatario.  Pero  siempre  debe  concurrir  el 
corredor  con  su  vigilancia;  especialmente  cuando  el  endoso  se  hizo  bajo 
sus  ojos  y  no  á  la  vista  de  su  cliente.  Compara  en  este  sentido  con  Yi- 
dari,  no  477. 1. 29  H.  70. 

Pero  la  disposición  que  hace  responsable  al  corredor  de  la  entrega  ma- 
terial de  la  letra  de  cambio  ú  otro  papel  endosable,  entiendo  que  no  es 
aplicable  sino  en  las  operaciones  al  contado,  pues  sólo  entonces  se  tratará 
de  pagar  el  precio  del  título  y  recoger  éste  y  no  sería  ni  justo  ni  con- 
forme á  las  disposiciones  de  los  n»*  L®  y  2®  del  art.  105,  que  no  permiten 
al  corredor  negociar  directa  ó  indirectamente  en  nombre  propio  ó  ajeno 
(vé  á  Námur,  n»*  275  y  276)  ni  encargarse  de  hacer  cobranzas  y  pagos;  ni 
sería  conforme  á  la  mente  del  82,  que  sólo  por  vía  de  pena  deja  obligado 
personalmente  al  corredor  de  hecho.  Nuestra  disposición  supone  también 
que  interviene  un  solo  corredor,  ó  no  reza  sino  con  el  coiTedor  del  adqui- 
rente, que  es  el  único  que  estará  obligado  á  pagar  y  recoger  el  título  para 
entregarlo  al  endosatario  (vé  nota  291):  vé  también  el  761. 
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Si  por  este  medio  indujeren  ^^  á  un  comerciante  i  consen- 
tír  en  un  contrato  perjudicial,  serán  responsables  del  daño  que 
le  lu^an  causado.  Y.  99.  E,  84  cercenado.  P.  113. 

Abt.  99 
Se  tendrán  ^^  por  supuestos  falsos,  haber  propuesto  un  obje- 
to comercial  bajo  distiuta  calidad  que  1$  que  se  le  atribuye 
por  el  U90  general  del  coaxercio,  y  dar  una  noticia  falsa  sobre 
el  precio  que  tenga  corrientemente  ea  la  plaza  la  cosa  sobre 
que  versa  la  negociación.  *^  V.  100.  E.  86.  P.  114. 

Aet.  100 

Guardarán  secreto  riguroso  de  todo  lo  que  concierna  á  las 
ociaciones  que  se  les  encargan  '^^  [Vé  N.  P.  68,  no  3°,  y  4°. 


(348)  Entíirtn  que  induce  á  contratar,  el  corredor  cuyo  dolo  es  la  causa 
determinante  del  coalocato^  aplicándose  las  disposiciones  de  los  art.  931, 
938  á  935  y  941  á  943  del  O&L  Civ.  El  otro  contratante  podría  también 
hacer  anular  el  contrato  ,dice  Yídart  (a^^  502),  cuando  afectare  claramente 
un  car&cter  doloso,  y  cita  el  Gód.  Civ.  I.  llíb^  Pero  aunque  el  dolo  sea 
inoidonte,  ó  no  se  halle  bien  caracterizado,  responderá  ó»  loa  daños  y  per- 
juicios, en  virtud  de  nuestro  art.  y  del  derecho  común  de  los  d^itoa  y 
ouasi-delitos,  y  será  destituido  (110  inc.  1^),  Yé  nota  342. 

(349)  Como  el  art.  no  dice  que  loa  únicoa  aupufstoa  falsoa aeran. . .  .esti- 
mo q^e  BU  disposición  es  mas  bien  ejempUfícatlva  que  limitativa,  tanto 
n^s  que  hay  muchos  otros  supuestos  falsos  con  que  el  corredor  puede  in* 
duoir  á  contratar,  £&ltando  asi  á  la  lealtad  q  le  debe  (y'é  110),  y  es  principio 
universal  que  el  autor  de  un  daño  debe  repararlo.  Escrito  esto,  veo  que 
un  autor  A.  B.  es  del  mismo  parecer.  (Der.  mero.  I  pág.  81). 

(3&0j  Será  punto  menos  que  imposible  que  una  persona  conozca  el  justo 
valor  y  la  oalidad  real  de  todas  y  cada  una  de  las  cosas  (Bédarride,  n^  306); 
aunque  por  lo  regular  la  división  del  trabajo  hace  que  el  corretaje  abra- 
ce  determinados  ramos  de  comercio.  Vé  nota  887  y  art.  266  inc.  últ 

(361)  Se  exige  el  secreto  (vé  nota  213)  principalmente  en  relación  k 
los  terceros  extrabos  al  acto.  Realizadas  las  operaciones  se  da  cuenta 
de  eUas,  reservando  el  nombre  de  los  contratantes  y  á  veces  hasta  el  pre- 
cio [comp.  102  inc  1^]  Y  aun  para  consumar  el  negocio  debe  el  corredor  ser 
discreto,  callando  el  nombre  del  interesado,  como  lo  establecen  varios 
CócL,  y  evitando  otras  revelaciones  innecesarias,  hasta  el  momento  en 
qae  los  propios  interesados  intervengan  á  celebrar  el  contrato.    Agrega 
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Vé  76],  bajo  la  mas  estrecha  responsabilidad  de  los  perjui- 
cios *^*  que  se  siguieren  por  no  hacerlo  así.  V.  101.  E.  86.  Vé 
P.  115.  B.  66.  Pr.  1349. 

Abt.  101 

Eu  las  ventas  hechas  con  su  intervención,  tienen  obliga- 
ción de  asistir  á  la  entrega  de  los  efectos  vendidos,  ^^^  si  los 
interesados  ó  alguno  de  ellos  lo  exigiere.  E.  88.  P.  117.  B.  63. 
N.  P.  68,  no  7o. 

Están  igualmente  obligados,  á  no  ser  que  los  contratantes 
espresamente  los  exoneren  de  esta  obligación,  á  conservar  las 
muestras  de  todas  las  mercancías  que  se  vendan  '^  con  su  in- 
tervención, hasta  el  momento  de  la  entrega,  tomando  las  pre- 
cauciones necesarias  para  que  pueda  probarse  la  identidad. 
V.  102.  E.  88.  H.  69.  P.  117.  W.  100.  B.  53.  A.  80. 

Abt.  102 
Dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  la  con- 
clusión de  un  contrato,  deben  los  corredores  entregar  á  cada 
uno  de  los  contratantes  una  minuta  ^^^  firmada  del  asiento 
hecho  en  su  registro  sobre  el  negocio  concluido.  ^^  N.  P.  70. 


lo  establecido  en  el  art.  d4  inc.  2^,  El  A.  (69  b9.  5)  esoeptúa  el  caso  en 
que  la  naturaleza  de  la  operación  requiera  que  no  se  guarde  secreto;  y 
en  la  nota  306  he  trascrito  una  disposición  idéntica  del  N.  P.  y  N.  E. 
Vé  88  n«.  3o.  de  mi  Proy.  de  Cód. 

.  (352)  Y  acaso  habrá  de  aplicárseles  las  disposiciones  del  Cód.  Penal 
(262  á  265). 

(353)  Para  evitar  y  remover  cualquiera  dificultad  que  pudiera  surjir 
en  ese  acto  entre  los  contrayentes,  y  á  tal  fin  concurrirá  mucho  la  con- 
servación de  las  muestras.  Fuera  de  los  daños  y  perjuicios,  el  corredor 
omiso  incurrirá  en  la  pena  del  110  tantas  veces  citado. 

(354)  Que  se  enajenen  ó  alquilen,  debió  decir,  por  igualdad  de  razón 
(vé  8  b9*.  lo  y  2o).  El  art.  80  alemán  exime  de  la  oblig.  de  conservar 
muestras,  cuando  el  uso  délos  lugares,  fundado  en  la  naturaleza  délas 
merca  lerias,  fuese  no  conservarlas.  Mi  Proy.  de  Cód.,  el  N.  E.  y  N.  P. 
le  eximen  de  tal  oblig. 

(355)  O  extracto  de  los  puntos  esenciales  del  contrato.  La  minuta  fir^ 
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Esta  minata  sdrá  referente  al  Begistro,  y  no  al  coademo 
manual.  ^^^ 

Si  el  corredor  uo  la  entrega  dentro  de  las  veinte  y  cua- 
tro horas,  p3rderá  el  derecho  que  hubiese  adquirido  á  su  comi- 
sión [E.  97]  ^^  y  quedará  sometido  á  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios.  «'^^  V.  103.  E.  97  y  B.  68.  P.  125.  A.  74. 1.  33. 

Abt.  103 
En  los  negocios  en  que  por  convenio  de  las  partes,  ó  por 
disposición  de  la  ley,  ^^  haya  de  estenderse  contrata  escrita, 
tiene  el  corredor  la  obUgacioa  de  hallarse  presente  al  Armarla 
todos  los  contratantes,  y  certificar  al  pié  que  se  hizo  con  su 
intervención,  ^>  recogiendo  un  ejemplar  ^*  que  conservará  ^^ 
bajo  su  responsabilidad.  V.  104.  De  E.  96.  P.  124. 

mada  reputo  preferible  á  la  copia  fiel  del  asieuto  requerida  por  el  art.  B. 
Vé  á  Yidari,  qo.  526.  Loe  ejemplares  deben  tener  una  redacción  igual. 
Por  este  medio,  se  controlan  esas  copias  entre  s{  y  con  los  asientos  y  cer- 
tificados de  ellos,  y  el  instrumento  del  contrato,  en  los  casos  del  103,  se 
hace  de  conformidad  ¿  ellos.  Si  la  minuta  no  es  conforme  al  asiento 
la  pena  será,  como  en  el  caso  idéntico  del  95,  la  señalada  en  el  110.  Comp. 
con  la  nota  351  y  con  P.  13>. 

(356)  Vé  507  á  509.  La  condusian  del  contrato  es  aquí  sinónima  de 
su  perfección^  en  el  sentido  del  213. 

(357)  O)mo  en  el  caso  idéntico  del  94  inc.  I®..  Aplica  aquí  las  notas 
334  y  335.  Pero  no  es  preciso  que  la  referencia  se  halle  especialmente 
certificada.    Compara  con  el  113  y  con  Sampaio>  I  pág.  44. 

(358)  Y  si  la  hubiese  recibido  anticipadamente,  tendrá  que  devolverla. 
Compara  con  la  nota  291  y  con  el  art.  1958  del  Cód.  Cív.  y  vé  la  nota  al 
110  inc.  1».;  así  como  los  art.  119  inc.  2».,  436  n»»  I®,  y  2«.  y  440  inc.  2®. 

(359)  Perjuicios  (96  inc.  2o.,  100  y  109),  daño  (98  inc.  2«),  daños  y  perjui- 
cios (242, 577),  ó  pérdidas  é  intereses^  como  dice  el  Cód.  Cív.,  son  espresio- 
nes de  perfecta  equivalencia.     Vé  nota  338. 

(360)  Vé  los  are.  que  cito  en  las  notas  al  210. 

(361)  Son  dos  obligaciones  distintas,  y  así,  para  evitar  las  penas  del 
110,  no  bastará  llenar  la  primera.  Su  objeto  es  probablemente  garantir 
las  firmas  é  identidad  de  los  contrayentes,  prevenir  en  lo  posible  difi- 
cultades ulteriores  y  poder  hacer  efectivas  las  responsabilidades  en  que, 
por  falta  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  llegue  á  incurrir  el  corredor 
(vé  94  á  102).  El  certificado  requiere  la  firma  del  corredor  que  certifica 
(compara  con  nota  357). 


b  I 

^ 
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Art.  104 

Ea  caso  de  muerte  ó  destitución  ^^  de  ua  corredor,'  este  ó 
sus  herederos  debea  entregar  los  registros  al  Tribunal  de  Co- 
mercio respectivo,  ^«s  Comp.  V.  105.  E.  96.  P.  124.  B.  65. 
O.  O.  XV,  6. 

Abt.  105 

Es  prohibido  á  los  corredores:  B.  59.  Yé  mi  93. 

lo  Toda  especie  de  negociación  y  tranco  directo  ai  indi- 
recto; en  nombre  propio,  ni  bajo  el  ajeno,  ^^  contraer 

(362)  Igual  á  los  deoiás,  y  firmado,  por  consiguiente,  por  los  contra- 
tantes. De  otro  modo  ese  ejemplar  no  seria  la  prueba  eficaz  que,  en  in- 
terés de  las  partes  y  del  propio  corredor,  la  ley  se  propone  conservar. 

(363)  Las  conveniencias  le  llevarán  á  conservarlo  tanto  como  sus  libros 
(vé  la  nota  al  final  del  art.  118  y  á  Bédarride,  n<>.  407);  pero  si  después 
de  consumado  el  contrato,  no  lo  conserva,  será  difícil  responsabilizarle 
(comp.  101  hacia  el  fin),  y  en  ningún  caso  deberá  aplicarse  una  disposi- 
ción más  rigurosa  que  la  del  67.  Delamarre,  n<*.  149,  extendiendo  por 
analogía,  fuera  de  sus  términos  la  disposición  del  11  F.,  establece  que  los 
corredores  están  obligados  á  conservar  sus  libros  durante  diez  años.  Es 
entendido  que  si  la  falta  del  corredor  á  nadie  perjudica,  no  incurrirá  sino 
en  alguna  corrección  disciplinaria.  Vé  el  110  inc  2o.,  que  contiene  la 
sanción  de  las  diversas  obligaciones  impuestas  aquí  al  corredor. 

(364)  Incapacidad  mental,  fuga,  prisión  ó  cualquier  otra  causado  inha- 
bilidad permanente.     Eadem  est  ratio. 

(365)  Y  si  las  partes  no  lo  hacen,  podrá  ordenarse  por  el  juez,  á  soli- 
citud fiscal.  Porque  esos  registros,  como  los  protocolos  de  los  nolarioB 
ó  escribanos  de  registro,  se  consideran  como  propiedad  del  oficio  mas  que 
del  individuo  mismo,  y  su  conservación  interesa  á  los  terceros  contra- 
tantes. Los  registros  no  pasan  al  sucesor  en  el  oficio,  porque  por  nues- 
tras leyes  no  le  hay;  pero  convendrá  vayan  al  archivo,  cuidando  de  que 
el  secreto  se  mantenga  (vé  el  inc.  2«.  del  94  y  100).     Compara  con  B.  65. 

(366)  Porque  si  ellos  negociasen,  sacrificarían  á  sus  clientes,  domina- 
rían el  comercio  y  acabarían  por  inspirar  una  merecida  desconfianza  y 
comprometer  su  crédito  (vé  nota  278).  Ni  el  secreto  ni  la  fidelidad 
puede  prometerse  de  adversarios  ocultos.  Así,  ésta  prohibición  es  de 
todos  los  tiempos  y  de  casi  todos  los  códigos.  Sin  embargo,  no  la  traen  el 
Cód.  I.  ni  el  N.  P.,  en  la  A.  se  ha  tratado  de  suprimir  esta  prohibición  y 
en  F.,  después  de  la  ley  de  julio  de  1866,  la  doctrina  es  que  junto  con  el 


« 


ABT.  105  143 

sociedad  de  ninguna  clase  de  denominación  '^  y  tener 
parte  en  los  baques  mercantes  ^^  6  en  sus  cargamen- 
tos (^  E.99.  P.  127:  N.  P.  80  no  !<>.),  so  pena  de  perdi- 
miento  de  oficio  ^^^  y  de  nulidad  del  contrato;  ^^^  F.  85 
y87.  Hol.  66,  inc.  2o.  O.  O.  XV,  7. 

monopolio  del  corretaje  ha  desaparecido  ]a  prohibición  de  comerciar  y 
queda  únicamente  la  del  n«.  d<>.,  correspondiendo  al  comerciante  prote- 
gerse á  si  mismo,  no  ocupando  sino  á  corredores  incapaces  de  abusar  de 
la  confianza  (Bédarride,  C&mmergants,  n^.  66  qftatuor.  También  la  Supr. 
Corte  ha  establecido  que  la  disposición  de  este  n<*.  declarando  nulos  los 
contratos  celebrados  por  los  corredores,  se  refiere  únicamente  á  los 
corredores  matriculados,  que  han  prestado  juramento  de  llenar  fiebsente 
los  deberes  de  su  cargo  (fallo  tomo  IX  pág.  320),  y  que  los  corredores 
de  bolsa  pueden  proceder  como  comisionistas.  Ser  2*  tom.  XVI  pág.  324. 
Comp.  con  los  art.  89  y  90  y  notas  319  y  341.  La  doctrina  de  la 
Corte  parece  la  mas  segura  (nota  319:  vé  la  370);  pero  esa  anarquía  de 
ideas  demuestra  la  dificultad  suma  de  ^  a  materia  (nota.  306)  Vé  1550. 

Nuestro  art.  no  contento  coa  una  prohibición  general,  desciende  con 
razón  á  ciertas  prohibieioues  especiales,  que  se  justifican  perfectamente. 
Creo  también  que  el  corredor  no  puede  ser  martiliero  ni  factor  (vé  nota 
306  citada). 

(367)  Aunque  sea  como  socio  comanditario,  y  salvo  W^ttspcresto  por  el 
art.  106  siguiente.  Ni  ejercer  el  oficio  ett  njeíoiad  (A.  69  n«  3^»),  porque 
mata  el  secreto  y  aviva  la  codieM.  La  tolerancia  del  comercio,  en  esta  y 
en  otras  materias,  tu>  vate  contra  la  probibicion  legaL  Vé  á  Bédarride, 
no  418  á  4áíf. 

ITn  el  inciso  debe  leerse,  sociedad  de  ninguna  dase  y  denominacianj  como 
está  en  todos  los  C5d.  y  lo  exige  la  propiedad  del  lenguaje. 

(368)  Aunque  parezcan  autorizados  para  ello  por  el  art.  875. 

(369)  Creo  que  podrían  ten  arla  en  la  parte  de  carga  adquirida  para  su 
consumo,  como  un  acto  civil  é  inocente,  y  lo  único  que  se  les  prohibe 
es  negociar  y  traficar:  arg.  del  n«  3»  verá,  aun  cuando  protesten,,.  Vé  art. 
23  y  nota  378,  y  á  Bédarride,  n<»  408  á  417,  y  el  texto  del  E.  99. 

(370)  Esto  arguye  que  la  prohibición  es  al  corredor  recibido,  que  ejerce 
el  oficio  público  de  tal.  Vé  notas  319  y  366,  y  el  art.  112. 

(371)  Nulidad  abioluta,  paro  que  el  corredor  no  podría  invocar  (Cód. 
Civ.  1Ó43  y  1047  inc.  2o).  Bédarride  (n^  441)  pretende  que  la  nulidad  no 
es  racional,  posible  ni  útil.  Adde  Alauzet,  n9  898  y  vé  las  notas  109  y  373. 
También  Vidari  (n<»  513)  sostiene  que,  en  principio,  el  acto  es  válido  y 
critica  la  disposición  de  eáte  n»  en  la  errada  persuasión  de  que  el  corredor 
podria  invocar  la  nulidad  (vé  n®  157  del  mismo). 
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2o  Eaoargarse  de  haoer  cobranzas  y  pagos  por  cuenta 
ajena,  ^'^^y  so  pena  de  perdimiento  de  oficio;  ^"^^  E.  99- 
100.  P.  128.  F.  85,  inc.  3o. 

3o  Adquirir  para  si,  ó  para  persona  de  su  familia  inme- 
diata, ^^^  las  cosas  cuya  venta  les  haya  sido  encarga- 
da, ^'^  ni  las  que  se  dieren  á  vender  á  otro  corredor, 
aun  cuando  protesten  que  compran  una  ú  otras  para 
su  consumo  particular;  E.  106.  N.  P.  80  n»  3o.  ^^e 

Cuando  el  corredor  ha  ejercicio  una  serie  de  actos  nulos,  su  quiebra 
es  posible,  lo  que  es  una  consecuencia  tan  estraña  como  cierta. 

(372)  Es  decir,  hacer  cobros  de  créditos  ajenos,  recibiéndolos  en  cuenta 
corriente,  y  efectuar  pagos  de  obligaciones  ajenas  mediante  fondos  pro- 
pios anticipados,  ó  en  otros  términos  hacer  el  comercio  de  banco.  Esta 
prohibición  se  hace  á  mayor  abundamiento  y  para  alejar  dudas.  Pero  al 
corredor  le  es  mui  permitido  pagar  el  precio  con  fondos  del  adquirante  y 
entregar  4  éste  las  mercaderías  y  efectos  comerciales  por  él  adquiridos, 
y  en  el  caso  del  97  inc.  2o,  está  obligado  á  hacerlo.  Vé  á  Vidari,  n9  609. 
Bédarride,  n»  428.  Alauzet,  n»  898;  &. 

(373)  Lo  dicho  en  la  nota  370  y  vé  la  396.  Cree  Sampaio  que  el  acto 
jurídico  será  nulo  como  en  los  casos  del  n9  anterior;  pero  visto  el  silencio 
de  nuestro  texto,  pretiero  en  esta  ocasión  la  opinión  de  Vidari  (n^  513), 
porque  se  trata  de  actos  celebrados  por  él  corredor  en  nombre  de  otro 
y  en  que  no  se  va  á  crear  obligaciones  nuevas,  sino  á  cumplir  las  ya 
existentes.  Además,  se  trata  de  disposiciones  de  derecho  escepcional,  y 
lo  mas  seguro  es  atenerse  á  los  textos,  cuyo  silencio  es  mui  significativo 
en  este  caso.  Los  art.  127  y  128  del  Cód.  P.  apoyan  mi  doctrina. 

(374)  Entiendo  que  la  constituyen  la  esposa,  los  descendientes  y  los 
ascendientes,  ya  porque  el  3741  del  Cód.  Civ.  los  considera  como  personas 
interpuestas  y  el  2953  los  comprende  bajo  la  palabra  familia,  ya  porque 
existe  fundado  peligro  de  que  el  corredor  beneficie  á  los  suyos  con  sacrifi- 
cio de  los  clientes.  Vé  art.  159  inc.  1»  al  fin,  y  compara  con  el  1361  n^  49 
del  Cód.  Civ.  Bédarride,  n®  353  quinto,  querría  que  no  pudiese  adquirir 
para  nadie. 

(375)  Ooaio  los  comisionistas  y  otros  mandatarios  (Coi.  Civ.  1361  n®  4® 
1442  y  1918). 

(376)  Pues,  aunque  no  fuese  con  mira  de  especular,  habría  siempre  el 
temor  de  inteligencias  y  deferencias  entre  colegas.  Debió  generalizarse  el 
mandato,  estendiéndolo  á  toda  enajenación  (vé  8»  números  1«  y  2»),  y 
aunque  pueia  argüirse  que  se  e3p3cifica  aquí  la  venta  como  el  tipo  de 
los  contratos  á  título  oneroso  (vé  108  n9  3^),  en  materia  penal  lo  mas 
seguro  es  atenerse  á  la  letra  de  la  ley. 
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Comp.  F.  87.  E.  106.  N.  P.  80  n®.  3^,  so  pena  de  suspensión 
ó  perdimiento  de  oficio,  ^"^  á  arbitrio  del  Tribunal,  según  la 
gravedad  del  caso.  V.  106.  B.  69.  P.  132.  A.  69.  O.  O.  XV, 
9  y  10. 

No  se  comprende  en  la  disposición  del  articulo  antecedente, 
la  adquisición  ^^^  de  títulos  de  la  deuda  pública  ni  de  acciones 
de  sociedades  anónimas,  ^^^  de  las  cuales,  sin  embargo,  no  po- 
drán ser  directores,  administradores  ó  gerentes,  bajo  cualquier 
título  que  sea.  V.  107.  B.  60. 

Abt.  107 

Toda  garantía,  ^^  aval  ó  fianza  dada  por  un  corredor  sobre 
el  contrato  ó  negociación  hecha  con  su  intervención,  ya  conste 
en  el  mismo  contrato  ó  Sd  varíaque  por  separado,  es  nula,  y 
no  producirá  efecto  alguno  en  juicio.  ^^  V.  108.  P.  129.  B.  61. 
E.  102.  cercen^ío.  F.  86.  A.  69  inc.  l^.  N.  P.  80  no».  2o  y  4o. 


(377)  Y  nulidad  del  acto?  Me  íocIído  á  la  afirmativa  (vé  notas  371  y 
873),  por  estar  asi  establecido  para  casos  idénticos  (Gód.  Oiv.  1361  n^  4» 
1442  y  1918).  Pagará  también  los  daños  y  perjuicios  que  sean  consecuen- 
cia de  su  acto  ilícito  (F.  87  y  arg.  96  inc.  2^  100,  102  inc.  3o  109  y  110). 

(378)  En  la  prohibición  del  n**  >del  art.  antecedente,  no  se  comprende 
la  mera  adquisición  de  esos  títulos  y  acciones,  como  una  prudente  colo- 
cación del  capital  propio  del  corredor,  y  no  por  via  de  negociación  y  como 
ejercicio  habitual.  Compara  con  Bédarride,  números  416  y  4L7.  Aun  creo 
que  podría  colocar  su  dinaro  á  interés  ó  descontar  una  letra  (Bédarride 
n^  114),  con  tal  que  no  haga  oficio  de  prestamista  (arg.  del  23),  puesto 
que  lo  único  prohibido  por  aquel  n®  es  la  negociación  y  el  tráfico. 

(379)  O  en  comandita  por  acciones  (376  y  380):  arg.  del  23.  Eadem  eat 
raUo.  La  redacción  de  este  art.  y  del  23  debió  uniformarse.  Vé  el  94  de 
mi  Proy.  de  Cód.  y  la  nota  1631. 

(380)  Aun  la  del  credere  (vé  122,  256  433,  y  758).  Bédarride,  n»  431.  Vé 
97  inc.  10,  679,  &. 

(381)  Sin  perjuicio  de  la  corrección  disciplinaria  del  110  inc.  2^  y  de  la 
sanción  durísima  del  1550 :  vé  el  112.  La  garantía  á  prima  es  una  de  las 
formas  del  tráfico,  y  el  corredor  que  entrase  por  esa  puerta  en  las  even* 
tualidades  del  comercio,  sería  preferido  y  concluiría  por  comprometer  su 
neutralidad  y  su  fortuna.  Bédarride,  n»  430.  Alauzet,  no  927.  Sin  embar- 
go, parece  que  en  Londres,  Amsterdam  &  subsiste  el  uso  de  cobrar  ga- 
rantía, aunque  se  ha  procurado  abolirlo,  y  Vidari  cree  que  es  muy  venta- 
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Abt.  108 

Está  asimismo  prohibido  á  los  corredores: 

1°  latervenir  en  contratos  ilícitos  ó  reprobados  ^^  por 
derecho,  sea  por  la  calidad  de  los  contrayentes,  por  la 
naturaleza  de  la  cosa  sobre  que  versa  el  contrato,  ó 
por  la  de  los  pactos  ó  condiciones  con  que  se  cele- 
bran; ^^^ 

2o  Proponer  letras  ó  valores  de  otra  especie,  y  mercade- 
rías, procedentes  de  personas  no  conocidas  en  la  plaza, 
si  no  presentaren  á  lo  menos  un  comerciante  que  abone 
la  identidad  de  la  persona;  ^^^ 

3o  Intervenir  en  contrato  de  venta  de  efectos  ^^^  ó  nego- 
ciación de  letras  portenecientes  á  persona  que  haya 


joso  (n®  510).  No  obstante,  la  prohibición  queda  comprendida  en  el  n^  l^' 
del  105  y  tiene  que  seguir  su  suerte  (vé  nota  366). 

(382)  Jlicitos  (vé  cód.  anterior  198  y  sus  fuentes)  y  prohibidos,  ó  mejor 
nuha ;  puesto  que  los  actos  de  los  menores  púberes  y  mujeres  casadas  no 
autorizados  á  comerciar,  no  son  precisamente  reprobados  ni  ilícitos.  El 
1548  n9  6o  trae  la  sanción  de  un  caso  especial. 

(383)  Con  tanta  ó  mayor  razón  que  á  los  escribanos.  Yó  los  art.  96, 
1149,  1168,  1548,  n*»  2®.  &.  y  las  prohibiciones  del  derecho  común. 

(384)  Sabia  precaución,  complementaria  de  la  del  96  inc.  1^  y  que  tuvo 
su  origen  en  una  ley  francesa  de  1791.  La  sanción  está  en  el  110  inc.  2^ 
y  no  es  congruente  con  la  del  96  inc.  2».  CJonvendrá  que  el  comerciante 
de  abono  sea  de  la  plaza,  aunque  no  esté  matriculado. 

(385)  Efectos,  es  decir,  mercaderías  (118 n»  I*»,  12 1,  123  n»»  2^  y  5®,  236, 
254, 26'i,  279  y  280)  ó  géneros  de  comercio  (663).  "Negociar  vídores  ó  mei-- 
*^  caderlas  por  cuenta  de  individuos  ó  sociedades  que  hayan  suspendido 
"  sus  pagos,  ó  hayan  sido  declarados  en  quiebra  ó  en  concurso,  á  no  ha- 
"  bor  obtenido  rehabilitación  (vé  24  n<»  2»),  dice  el  N.  E.  96  n®  3® ;  y  en 
"  el  n»  4®  agrega,  "  adquirir  para  sí  los  efectos  de  cuya  negociación  estu- 
"  vieren  encargados"  (vé  105  n«  3®).  Les  es  prohibido  intervenir  en  la 
venta  ó  en  otra  cualquiera  operación  mercantil  del  fallido,  después  de  de- 
clarada la  quiebra  (1548  n<»  6<» :  vé  n®  2»  allí),  pena  de  daños  y  perjuicios 
(96  y  110 :  P.  131),  ser  declarados  cómplices  en  la  quiebra  fraudulenta,  y 
aun  pareoa  que  poiráa  ser  destituidos,  aunque  el  acto  no  sea  una  venta 
ó  negociación  de  letras  precisamente  (vé  nota  375). 
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suspendido  sus  pagos;  ^^  V.  109.  E.  104  ino.  I©  á  3o. 
P.  131. 
4o  Tener,  además  de  la  oomision,  interés  en  el  mayar 
valor  que  se  obtuviere  en  las  operaciones,  ó  exijir  ma- 
yor comisión  que  la  legal  establecida  ó  que  en  ade- 
lante establecieran  los  respectivos  poderes  legislativos, 
salvo  convención  en  contrarío.  ^^ 

Aet.  109 

■ 

El  corredor  cuyos  libros  fuesen  hallados  sin  las  formalidades 
especificadas  en  el  articulo  93,  ó  con  falta  de  declaración  de 
algunas  de  las  circunstancias  mencionadas  en  los  articules  91 
7  92,  quedará  obligado  á  la  indemnización  de  perjuicios  y 
suspenso  por  tiempo  de  tres  á  seis  meses.  ^^ 

En  caso  de  reincidencia,  será  destituido.  Y.  110.  B.  61  ino.  1^. 

- — — 

(386)  Que  hayan  suspendido  sus  pagos,  ó  hayan  sido  declarados  en 
quiebra  ó  en  concurso,  dice  el  N.  E.  96  n^  3<».  Así  debía  ser  lógicamente; 
pero  tratándose  de  disposiciones  penales,  lo  único  seguro  será  atenerse  á 
la  letra  de  este  n»,  del  n<>  1<>  y  de  los  art.  96  y  1548  n®  6o.  Sampaio  cree 
que  este  it9  se  refiere  al  fallido  declarado;  pero  como  las  moratorias  im- 
portan suspensión  de  pagos,  y  una  vez  concedida  y  publicada  la  morato- 
ria junto  con  los  nombres  de  los  interventores,  el  comerciante  no  puede 

-  contratar  sin  la  asistencia  de  ellos  (1597  y  1595  combinados),  es  induda- 
ble que  si  interviniera  en  contratos  de  aquel  sin  autorización  de  los  inter- 
ventores, incurriría  en  las  responsabilidades  del  110  (ya  que  nó  en  las 
del  1548  n®  6<>),  en  virtud,  ó  del  presente  n^.  ó  del  n®.  !<>  ó  del  art.  96.  An- 
tee, el  comerciante  ni  es  quebrado  (arg.  del  1603),  ni  está  limitado  en 
su  aptitud  para  contratar. 

(387)  Con  mas  razón  que  el  comisionista  (255),  el  corredor  debe  limi- 
tarse á  cobrar  la  comisión  convenida  y  no  interesarse  en  el  negocio  á 
realizarse;  pero  la  disposición  práctica  de  este  n<>.  con  el  agregado  hecho 
por  la  Comisión  de  Códigos,  vendrá  á  ser  casi  siempre  letra  vana,  pues 
permite  que  se  pacte  lo  contrario,  y  se  legitima  así,  no  solo  pactar  una 
comisión  mayor  que  la  legal  sino  interesarse  en  el  resultado  de  la 
operación.  Vé  122  En  el  art.  léase  establecieren  en  vez  de  establecieran. 

(388)  Y  si  el  corredor  no  tuviei-e  el  libro  registro  ?  se  le  aplicará  con 
razón  el  máximon  de  la  pena  establecida  en  este  art.  Esta  disposición 
está  sujeta  á  un  doble  reproche:  1^.  porque  significa  que  los  libros  del 
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Abt.    110 

El  corredor  que  ea  el  ejercicio  de  sus  funciones  usare  de 
dolo  ó  fraude,  será  destituido  de  oficio  ^^^  y  quedará  sometido 
á  la  respectiva  acción  criminal.  ^^°  De  B.  61,  inc.  2^  y  67. 

A  la  misma  pena  é  indemnización  quedarán  sujetos,  según 
las  circunstancias  y  al  arbitrio  del  Tribunal,  ^^^  los  corredores 
que  contravinieren  á  las  disposiciones  del  presente  capitulo,  y 
no  tuvieren  pena  específica  señalada.  V.  111.  De  P.  138. 
Comp.  Fr.  87.  H.  71.  W.  101.  E.  101. 

Abt.  111 

Cuando  en  la  negociación  solo  interviniera  ^^^  un  corredor, 
ésto  recibirá  comisión  ^®^  de  cada  uno  de  los  contratantes. 


corredor  están  sujetos  á  las  formalidades  especificadas  en  el  art.  93  (en  el 
art.  53,  debió  decir),  cuando  ese  art.  sólo  se  refiere  al  registro  y  el  cua- 
derno manual  basta  que  esté  foliado  (91  inc  lo.) ;  y  2».  porque  para  la 
misma  falta  se  aplican  dos  sanciones  distintas  á  la  vez,  en  el  93  multa, 
y  aquí  suspensión  y  daños  y  perjuicios. 

La  multa,  suspensión  y  distituciou  no  tienen  carácter  penal  sino  disci- 
plinario.  Yidari,  n<»  555  y  556.  Este  art.  debió  seguir  al  93. 

(389)  Es  decir,  sin  necesidad  de  petición  de  parte  ó  del  Ministerio  pú- 
blico ;  y  nó  destituido  de  su  oficio,  como  dice  la  Reforma  de  1873. 

(390)  A  la  acción  penal  que  en  cada  caso  pueda  corresponder  (vé  nota 
338) ;  á  la  indemnización,  que  es  de  derecho  común  y  con  mas  razón  que 
en  los  csisos  del  inc.  2». ;  y  siempre  que  procediere  con  dolo  ó  contra  la 
prohibición  legal,  perderá  su  comisión  (96,  98,  105,  107  y  108):  arg.  de  82, 
102,  119  y  278  inc.  2».  Vé  nota  al  891  inc.  3o.  No  se  olvide  que  se  trata 
de  un  oficial  público. 

(391)  Queda  al  arbitrio  del  juez  destituirlos,  mas  nó  el  negar  ó  conce- 
der la  indemnización.  Parece  también  que  el  juez  puede  limitarse  á  sus- 
pender al  corredor  por  un  tiempo  dado. 

(392)  Léase,  si  interviniere  sólo. .  .  Se  confunde  á  cada  paso  ambos 
tiempos  del  verbo:  nota  395. 

(393)  Guando  esa  comisión  no  ha  sido  convenida,  cada  parte  abonará 
toda  la  comisión,  ó  sólo  la  mitad  de  ella,  como  establecía  mi  Proyecto  de 
Cód.  102,  siguiendo  el  acuerdo  de  Junio  2  de  1860.  Hallo  vago  y  equívo- 
co el  concepto  de  este  inciso,  copiado  del  N.  P.  y  pienso  que  debe  resol- 
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luterviniendo  mas  de  un  corrodor,  cada  uno  sólo  tendrá 
derecho  i  exigir  comisión  de  su  comitente.  ^^ 

La  comisión  se  debe  aunque  el  contrato  no  se  realice  por 
culpa  de  alguno  de  los  contratantes,  ó  cuando  principiada  la 
negociación  por  el  corredor,  el  comitente  encargase  su  con- 
clusión á  otra  persona  ó  la  concluyere  por  si  mismo.  ^^^  De 
N.  P.  81. 

Abt.  112 

El  corredor  que  quebrase  será  destituido  porelTribunaP^^ 
7  su  quiebra  se  reputará  fraudulenta  conforme  al  artículo 
1550. 397  Comp.  V.  113.  H.  72.  P.  139. 


verse  el  puoto  según  los  usos  de  la  plaza  (art.  II  y  V  y  los  citados  en  las 
notas  á  los  mismos). 

(394)  Es  de  práctica  diaria  ;  aunque  el  acuerdo  de  Junio  de  1860  esta- 
blecía que  'cuando  el  negocio  se  efectuare  entre  dos  corredores,  cada 
uno  cobrará  de  su  comisión  la  mitad  de  la  cuota  asignada." 

(395)  Salvo  en  cualquiera  de  estos  casos  habiendo  negligencia  del  cor- 
redqr,  agrega  el  N.  P.  Compara  con  el  275,  A.  82  é  I.  32.  En  el  art.  léase 
concluyera  en  vez  de  concluyere  (nota  391).  Respecto  á  prescripción  de  ho- 
norarios, vé  851 ;  pero  ese  plazo  ha  debido  aplicarse  á  toda  acción  nacida 
del  corretaje.  Vé  mi  Proy.  de  Cód.  101.  El  N.  P.  se  contenta  con  seis 
meses;  pero  los  nuevos  legisladores,  se  muestran  siempre  severos  con 
el  corredor. 

£1  corredor  debe  ejecutar  por  sí  mismo  los  actos  de  su  ministerio  y  las 
operaciones  que  se  le  encomiendan  (A.  69  n^  49  Ch.  56  n^  2<>),  á  menos 
que  la  naturaleza  de  la  operación  haga  indispensable  la  sustitución,  que 
entonces  deberá  hacerla  en  la  persona  que  le  designe  su  cliente,  y  si  la 
urgencia  no  permite  obtener  la  oportuna  designación  del  sustituto,  podrá 
el  corredor  sustituir  su  encargo  en  corredor  de  confianza  (arg.  del  251: 
vé  el  161.    Vidari,  no  474  y  E.  87). 

(396)  Podrá  ser  destituido,  decía  el  Cód.  anterior;  pero  el  temperamento 
de  la  destitución  no  solo  es  el  mas  duro,  sino  mas  congruente  con  la  dis- 
posición del  105  n<»  lo  y  2o,  La  destitución  arguye  que  se  trata  de 
corredores  recibidos,  que  son  los  únicos  de  que  se  ocupa  nuestro  Capítulo, 
y  que  su  sanción  no  será  aplicable  á  los  nó  recibidos.    Vé  nota  319,  & 

Ño  necesitándose  ni  fianza  ni  capital  propio  para  ser  corredor,  la  mera 
insolvencia  no  puede  ser  aquí  equiparada  á  la  quiebra. 

(397)  En  la  letra  conminatoria  de  este  inciso  resalta  siempre  la  seve- 
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CAPÍTULO  SEGUNDO 

De  los   rematadores   ó   martilieros 

Aet.    113 

Para  ser  rematador,  se  requieren  las  mismas  cualidades  y 
circunstancias  ^^^  que  para  ejercer  el  corretaje. 

Son  aplicables  á  los  rematadores  las  disposiciones  de  los 
artículos  89,  90,  106,  106  y  110.  ^^  V.  114.  B.  68. 

Abt.  114 

Los  rematadores  aminciarán  con  anticipación  las  condicio- 
nes del  remate  y  las  especies  que  estén  en  venta,  con  designa- 

ridad  no  desineatida  del  legislador,  severidad  á  que  escaparán  los  corre- 
dores no  recibiéndose  de  tal  cargo.    Yé  el  761. 

Método,  Las  diaposiciones  de  este  Caplt.  debieron  ser  expuestas  en  el 
orden  siguiente:  b8  inc.  1»,  89  n»»  1»  y  3»,  88,  2»  parte;  89  inc  lo,  90  á  93, 
109,  94  inc.  lo,  95,  102,  96, 108, 98,  99,  100,  94  inc.  2»,  101,  97  inc  2o,  108 
á  106,  97  inc.  lo  y  107, 110  á  112. 

(398)  Deternúnadas  en  el  88.  Yé  notas  307  á  310.  Sin  embargo,  las 
funciones  del  rematador,  que  es  un  mandatario  comercial,  son  bastante 
diversas  de  las  del  corredor,  que  es  un  oficial  público:  vé  121  y  nota  409. 
Podrá  serlo  el  corredor  que  fué  destituido  del  cargo?  nó,  porque  no  po- 
dría ser  de  nuevo  corredor  (88  no  3o).  Sólo  el  Cód.  B.  trata  de  los  mar- 
tilieros.   Yé  nota  305. 

Ellos,  mediante  un  golpe  de  martillo,  lijan  el  momento  de  la  perfec- 
ción del  contrato.  El  martiliero  es  un  mandatario  comercial,  una  especie 
de  comi8ioni8ta  (vé  121  y  222).    Asi,  en  el  119  se  habla  de  comitente. 

(399)  Pero,  en  el  caso  del  121,  no  se  aplicará  el  no  2o  del  105  (vé  256), 
como  se  ha  sostenido  erradamente.  Tampoco  se  apUca  la  disposición 
excepcional  del  82,  ni  la  ley  declara  fraudulenta  la  quiebra  del  martiliero. 
La  lógica  de  esto  último  podría  parecer  extraña,  si  al  rematador  no  le 
fuera  permitido  garantir  las  ventas  que  hace,  lo  que  puede  ser  causa  de 
una  quiebra  no  fraudulenta.  Así,  el  B.,  al  derlarar  fraudulenta  la  quiebra 
del  rematador  es  lógico,  porque  le  prohibe  garantir;  aimque  esto  último 
no  sea  plausible  (vé  122  del  presente). 

No  debiera  prohibírseles  comerciar,  y  así  lo  hace  el  Ch.  84;  y  en  cam- 
bio se  ha  hecho  bien  en  no  hacer  extensiva  á  ellos  la  prescripción  bienal 
del  851  inc  lo  (contra  Ch.),  porque  son  mas  bien  comisionistas.  (Ch.  94  y 
mi  Proy.  de  Cód.  252).    Yé  notas  398  y  420. 
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don  del  día  y  hora  en  que  aquel  deba  verífioarse.  ^^  V.  115 
Regí.  Mar.  26.  1822,  art.  3o. 

Abt.  116 

El  rematador  deberá  explicar  con  puntualidad  las  calida- 
des buenas  ó  malas,  el  peso  y  la  medida  de  las  especies  en 
venta,  ^^i  y.  116.  Eegl.  cit.  art.  4o. 


Abt.  116 

Ningún  rematador  podrá  admitir  postura  por  signo,  ni 
anunciar  puja  alguna,  sin  que  el  mayor  postor  la  haya  expre- 
sado en  voz  clara  é  inteligible.  ^^  V.  117.  Eegl.  6o  y  6o. 

Abt.  117 

Las  ventas  en  martillo  no  podrán  suspenderse,  y  las  espe- 
cies se  adjudicarán  definitivamente  al  mejor  postor,  cualquiera 
que  ftiere  el  monto  del  precio  ofrecido. 

Sin  embargo,  podrá  el  martiliero  suspender  y  diferir  el  re- 
mate, si  habiendo  fijado  un  minimun  para  las  posturas,  no  hu- 

(400)  Para  favorecer  la  concurrencia  y  evitar  colusiones  y  otros  fraudes, 
la  publicidad  por  la  prensa  es  una  garantía  real;  y  aunque  este  art.  ha 
olvidado  determinar  la  forma  y  tiempo  del  anuncio,  suelen  fijarse  carteles 
impresos,  y  el  crédito  del  martiliero  y  aumento  de  comisión  le  mueve  de 
ordinario  á  agotar  los  medios  de  publicidad.  Comp.  con  el  1520.  La  san- 
ción consistirá  en  el  pago  de  daños  y  perjuicios,  que  lleva  aparejado  la 
violación  de  toda  obligación  legal,  y  en  la  suspensión  ó  destitución  (113 
y  110  combluados).    Vé  mi  Proy.  de  Cód.  246. 

(401)  Deber  igual  al  que  tendría  el  comitente  ó  dueño.  Asi  lo  requie- 
ren la  buena  fé  mercantil  y  la  necesidad  de  evitar  reclamos  y  rescisión 
de  los  actos  (vé  472  y  473).  El  pago  de  los  daños  y  perjuicios,  con  des- 
titución ó  suspensión  ( 1 10),  será  la  sanción  de  la  violación  de  este  art. 

(402)  Esta  prescripción,  que  parece  poco  observada,  tiene  las  mismas 
sanciones  de  los  dos  are.  anteriores.  Sucede  á  veces,  á  causa  de  su 
inobservaacia,  que  el  propio  martiliero  sube  la  oferta  sin  que  nadie  puje 
realmente,  y  se  originan  otros  fraudes  y  perjuicios. 
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biere  lioitadores  por  ese  mímmuu.  ^^^  Mi  247.  Ch.  89.  Comp. 

V.  118.  Regí.  7o. 

Abt.  118 

En  cada  casa  de  remate  ó  martillo,  se  llevarán  indispensa- 
blemente tres  libros : 

lo  Diario  de  entradcis,  en  que  se  asentarán  por  orden  de 
fechas,  sin  intercalaciones^  enmiendas  ni  raspaduras, 
'^^^  los  artículos  ó  efectos  ^^^  que  recibieren,  indicán- 
dose las  cantidades,  ^^^  bultos  ó  peso,  sus  marcas  y 
señales,  '^^^  las   personas  de   quienes  las  han  recibi- 

(403)  No  bastará  que  el  comitente  haya  señalado  un  mínimum  para  la 
enajenación,  si  el  rematador  no  lo  hubiere  puesto  en  conocimiento  del 
público,  y  desde  que  no  haya  connivencia  cod  aquel,  la  adquisición  será 
válida  (121  y  243  y  Cód.  Civ.  1934  y  arg.  del  i964  al  1967).  Si  hallándose 
presente  al  remate,  el  dueño  calla,  su  silencio  puede  importar  im  consen- 
timiento tácito  en  la  enajenación  hecha  en  su  presencia,  y  difícilmente 
podrá  alegar  la  estralimitacion  del  mandato  primitivo  (vé  nota  al  127), 
aim  en  contra  del  martiliero. 

(401)  Esto,  á  mas  de  deficiente,  es  también  innecesario,  puesto  que 
según  el  n9  3<»,  lo  dispuesto  en  el  f  4  n^  3^  es  aquí  aplicable. 

(405)  Nótese  la  sinonimia  do  esttis  palabras  (vé  nota  385),  asi  como 
que  no  se  exige  que  el  asiento  se  haga  en  el  día  (vé  notas  174  y  321). 
La  fecha  es  el  dia,  mes  y  año  (123  n**  2»). 

(406)  O  mejor,  especificándose  su  cantidad  y  calidad  (123  n^  2<»).  8u  cali- 
dad genérica,  dice  el  165  n**  2**, 

(407)  Números,  dice  el  123  no  2o,  y  signos  exteriores  el  165  n®  2».  Né  las 
marcas  de  los  efectof«,  sino  de  los  bultos  (2tí6  inc.  1<*  y  927  inc.  2^),  es 
decir,  cajones,  barricas,  tercios,  petacones,  envoltorios,  envases  (vasos, 
dice  el  1077).  ^^  Marcan,  dice  Sampaio,  son  los  emblemas,  rótulos,  dísticos, 
"sellos,  cuños,  viñetas,  denominaciones,  níbricas,  firmas,  letras  iniciales 
"  ó  monogramas  ú  otras  cualesquiera  señales  escritas,  pintadas,  grabadas 
"  ó  de  otra  manera  impresas  sobre  los  productos,  fardos,  mercaderías, 
"cajones,  vasijas,  envoltorios,  &  para  distinguirlos  irnos  de  otros.'* 
Yó  254.  Y  el  proyecto  de  tratado  sobre  marcas  de  fábrica,  celebrado  en 
Montevideo  (Enero  16  de  1889),  establece:  "  se  repata  marca  de  comercio 
ó  de  fábrica,  el  signo,  emblema  .ó  nombre  extemo  que  el  comerciante  ó 
fabricante  adopta  y  aplica  á  sus  mercaderías  y  productos,  para  distin- 
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do,  por  cuenta  de  quién  han  de  ser  vendidas,  si  lo  se- 
rán con  garantía  ó  sin  ella  ^^  j  las  demás  condicio- 
nes de  la  venta; 
2°  Diario  de  salidas^  en  que  se  hará  mención  dia  á  dia,  de 
*  las  ventas,  por  cuenta  y  orden  de  quién  y  á  quién, 

precio  y  condiciones  del  pago  y  demás  especificaciones 
que  parezcan  necesarias; 
3®  Libro  de  cuentas  corrientes,  *^  entre  el  martiliero  y 
cada  uno  de  sus  comitentes. 
A  estos  libros  son  aplicables    los  artículos  53  y  55,  **®  y 
serán  exhibibles  ^^^  enjuicio  como  los  libros  de  los  corredores. 
V.  119.  B.  71. 

Abt.  119 

Efectuado  el  remato,  el  martiliero  entregará  al  comiteute, 
dentro  del  tercer  dia,  una  cuenta  firmada  de  los  artículos  ven- 
didos, su  precio  y  demás  circunstancias;  y  dentro  de  ocho  dias,^'^ 


guirlos  de  los  otros  industriales  ó  comerciantes'^  (art.  3»).    Vé  la  nota 
al  254. 

(408)  Vé  121  y  122.  Las  sanciones  son,  adem&s  de  la  del  55,  las  indi- 
cadas en  el  110  (113). 

(409)  Ea  el  libro  mayor  (nota  173).  No  hay  razón  para  haberle  eximido 
de  llevar  un  libro  copiador  de  cartas  y  de  conservar  ordenada  su  corres- 
pendencia  y  sus  libros  (67),  como  está  obligado  á  hacerlo  todo  mandatario 
ó  comisionista,  y  la  disposición  del  121  autoriza  á  coacluir  que  lo  está. 
Estas  incoherencias  vienen  del  falso  concepto  de  equiparar  al  martiliero 
con  el  corredor,  y  considerar  á  ambos,  no  como  comerciantes,  sino  como 
agentes  auxiliares  del  comercio  (vé  notas  3  '5  y  398).  En  vez  de  libros^ 
léase  libro. 

(410)  Eu  el  55  se  comprenden  las  prohibiciones  del  54;  y  en  general,  á 
esos  libros  se  a),licarán  los  57  á  66,  siquiera  como  leyes  análogas  (nota  3), 
y  así  su  conveniencia  le  moverá  á  conservar  sus  libros.  Vé  nota  409. 

(411)  La  palabra  exhibiblea  es  un  portuguesismo:  vé  125  n^  2<>  y  133. 
Vé  93. 

(412)  Computándose  los  dias  feriados  (Cód.  Civ.  28),  aunque  esto  sea 
difícil  de  justificarse.  Yé  613. 

(413)  Es  decir,  desde  el  dia  siguiente  (nota  163  y  B).  Si  el  martiliero  no 
garantiza  la  vonta  ó  esta  no  es  al  contado,  tal  plazo  puede  parecer  angus- 
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oontadós  desde  el  remate,  ^*^  verificará  el  pago   del  saldo 
líquido  '^^^  que  resulte   contra  él. 

Mediando  demora  por  parte  del  martiliero,  podrá  el  comi- 
tente apromiarlo  ejecutivamente  ^^^  para  el  pago  ante  el  Juez 
competente,  y  en  tal  caso  perderá  el  rematador  su  comisión. 
4^«  V.  120.  De  B.  72. 

Abt.  120 

Los  rematadores  en  ningún  caso  '^^^  podrán  vender  fiado  ó 
á  plazos  "^^^  sin  autorización  por  escrito  del  comitente.  **^ 
V.  121.  B.  73. 


tíoso,  espdcialmente  cuando  se  iaterpongan  días  feriados.  Cuando  el 
martiliero  no  garante  y  vende  al  fiado  con  autorización,  los  únicos  obli- 
gados son  los  compradores  y  aquel  no  tiene  mas  obligación  que  la  de 
cobrar  (121  y  260).  Comp.  257  y  259.  Entre  todas  estas  disposiciones  no 
existe  la  congruencia  necesaria. 

A  la  rendición  de  cuentas  del  martiliero,  deben  aplic/arse  siempre  los 
art.  70  á  74,  como  leyes  análogas,  y  también  los  art.  277  y  278,  en  el  caso 
del  121. 

(414)  Deducidos  gastos  y  comisiones. 

(415)  Presentando  la  respectiva  cuenta  de  remate  firmada  por  el  mar- 
tiliero y  después  que  éste  baya  reconocido  su  firma  (arg.  de  675  inc.  !<>, 
1021  inc.  2o,  1044  inc.  1^  y  derecho  común  de  las  ejecuciones)  y  no  de 
otro  modo.  C!omp.  con  124.  En  vez  de  demora,  el  B.  dice  tnora  con  mayor 
propiedad.  Comp.  con  404,  673,  1021, 1044  y  1231. 

(416)  Como  en  los  casos  análogos  de  los  art.  102  inc.  3^  436  n^*  I*»  y  2^ 
y  410  inc  2^  y  responderá  también  de  los  intereses  moratorios  (vé  277), 
que  representan  los  daños  y  perjuicios  en  deudas  de  dinero:  Cód.  Civ.  622 
y  nota.  Puede  comp.  con  mi  Proy.  de  Cód.  250  y  Ch.  93.  Los  art.  269  y  270 
se  aplicarán  en  el  caso  del  121.  Compara  con  la  nota  968. 

(417)  Aunque  el  uso  de  la  plaza  lo  consienta  (comp.  con  257  inc.  2°)  y 
salvo  si  la  venta  es  con  garantía  (vé  122),  cuando  el  comitente  no  ha 
prohibido  la  venta  al  fiado  (257  al  fin). 

(418)  T  si  lo  hacen,  se  aplicará  la  disposición  del  257  inc.  1»  (121).  Léase 
ai  fiado. 

(419)  Para  suprimir  cuestiones;  pero  la  escritura  se  exige,  no  como 
forma,  sino  como  prueba  de  la  autorización,  y  así  podrá  suplirse  con  el 
juramento  del  adversario  del  martiliero:  compara  con  209  y  210. 
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Abt.  121 

Los  rematadores,  cuando  ejercen  su  oficio  dentro  de  sus 
propias  casas  ó  fuera  de  ellas,  no  hallándose  presente  el  dueño 
de  los  efectos  que  hubiesen  de  venderse,  ^^  son  reputados  ver- 
daderos consignatarios  y  sujetos  como  tales  á  las  disposicio- 
nes del  capitulo  De  loa  comisiones  b  consignaciones  ^^^  Y.  122. 
De  B.  69. 

Abt.  122 

Loa  respectivos  poderes  legislativos  organizarán  un  arancel 
***  de  los  derechos  que,  en  defecto  de  convención,  competen  á 


(420)  La  presencia  del  comitente  no  es  de  tal  consecuencia  jurídica  que 
el  mandatario  pierda  su  carácter  y  se  trasforme  en  corredor  ó  en  locador 
de  servicios;  asi  es  que  en  tal  caso,  el  martiliero  desempeñará  siempre 
las  funciones  y  estará  sujeto  á  las  responsabilidades  de  un  mandatario 
comercial  (para  la  venta  en  remate),  ya  que  no  á  las  del  comisionista,  (vé 
nota  423),  que  en  elconcepto  del  art.  brasilero  supone  necesariamente  la 
ausencia  del  comitente  en  una  plaza  distinta  (vé  238,  248,  249,  271,  274, 
279  y  280  inc.  2»),  como  sucede  de  ordinario.  Compara  con  281,  Bédarríde, 
Commissionnaires,  n<»  169,  187  y  188,  Vidari  n<*  426  y  427  y  Alauzet 
no  1091.  Es  la  misma  preocupación  del  Cód.  francés  que  considera  la 
áittantia  locorum  esencial  á  la  letra  de  cambio. 

(421)  So  menos  que  á  las  de  los  art.  114  á  119  inc.  1»  y  120.  El  Q.  no 
le  apUca  sino  los  art  231,  238,  242,  247  á  250,  259,  271,  274,  275  y  279 
no  2o.  Qué  diremos  de  las  demás  disposiciones?  El  233  sólo  es  aplicable, 
si  intervino  garantía.  Los  art.  235  inc.  lo,  236,  237,  239,  240,  la  mitad  del 
243,  244,  251  á  257,  inc.  lo,  258,  260  á  268  y  278  á  281,  serán  en  lo  posible 
aplicables.  El  241  difícilmente  lo  será.  Parece  que  el  120  prevalecerá  sobre 
lo  dispuesto  en  el  inc.  2o  del  257.  El  272  repugna  á  la  naturaleza  del  re- 
mate, y  bastará  observar  el  117.  Los  art.  261  y  273  tampoco  le  serán 
aplicables  al  martiliero  como  taL  Respecto  al  245,  vé  mi  primer  nota  á 
dicbp  art  Aunque  de  eUo  se  haya  hecho  cuestión,  no  cabe  la  menor  duda 
de  que  el  275  será  estensivo  al  corredor  y  así  lo  establece  el  art.  brasilero. 

(422)  Convendrá  que  se  oiga  previamente  á  la  Cámara  sindical  de  la 
bolsa  ú  otra  corporación  técnica,  ó  á  personas  versadas.  Parece  que  la 
comisión  corriente  suele  ser  de  2  á  8  0/0  por  la  venta,  y  otro  tanto  por  la 
garantía.  Lo  dispuesto  en  el  art  256  inc.  2o  se  aplicará  en  su  caso. 
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los  rematadores,  así  por  la  venta,  como  por  la  garantía,  ^^ 
caso  de  haberse  estipulado  ésta  en  general.  De  V.  123. 


CAPÍTULO  TEECERO 

De  lofl  barraqueros  y  administradores  de  casas  de  depósitos  *^* 

Abt.   123 

Los  barraqueros  y  administradores  de  casas  de  depósitos 
están  obligados: 

1^  A  llevar  un  libro  con  las  formalidades  exijidas  en  el 
articulo  53,  sin  dejar  blancos,  hacer  interlineaciones, 
raspaduras  ni  enmiendas ;  **^ 


(423)  Vó  la  nota  precedente.  Nótese  que  al  martiliero  se  le  per- 
mite apropiarse  del  negocio,  oonstit  lyéndose,  mediante  cobro  de  una 
comisión  especial,  gai*ante  de  él,  cosa  que  le  está  prohibida  al  corredor; 
por  donde  se  vé  que  el  martiliero  no  semeja  al  corredor  y  es  un  manda- 
tario comercial  ó  un  comisionista  para  vender  en  remate.  Yése,  cuan 
falsas  y  envejecidas  son  las  ideas  que  nuestro  Código  tiene  y  que  la  Co- 
misión ha  conservado,  sobre  corretaje,  martilieros  y  comisionistas  y 
muchas  otras  nociones  capitales  del  moderno  derecho  comercial  Vé  notas 
398  y  420  y  los  art.  164,  B74  y  624,  entre  otros. 

(424)  Prefiero  casas  de  depósito,  como  dicen  los  art.  87  n<»  3«,  124,  126, 
130  y  131,  el  B.  y  el  N.  E.  198.  Vó  eí  art.  81  con  la  nota  305.  Sólo  el  Có- 
digo brasilero  legisla  sobre  la  materia  de  este  Capítulo.  Los  trapiches 
(barracas)  de  ese  Cód.  son  los  establecimientos  en  que  se  reciben  á  depó- 
sito mercaderías  de  toda  especie,  así  estranjeras  como  nacionales,  y  por 
t?^U>  frutos  del  país,  aunque  lo  contrario  se  haya  dicho.  Vé  á  Orlando, 
p¿g.  67.  El  nombre  de  trapiches  lo  toman  de  los  cabrestantes  ó  guinchos 
de  que  están  pro\istos  los  pequeños  muelles  para  carga  y  descarga  de 
dichas  mercaderías.  En  nuestras  barracan  de  frutos  del  país,  lo  mismo  que 
en  las  demás  casas  de  depósito,  se  depositan  esos  &utos,  se  acondicionan 
convenientemente  y  cuidan,  hasta  que  llegúela  oportunidad  de  esportarlos. 
Vé  el  131.  Es  entendido  que  las  disposiciones  de  este  Capitulo  no 
son  aplicables  al  mero  comercio  de  acopiar  frutos  del  país  en  barraca 
propia. 

(425)  Debiendo  aquí  aplicarse  las  prohibiciones  del  art.  54,  y  aun  la 
sanción  del  55,  por  analogía;  ya  que  la  ley  ha  omitido  espresarlo  como  lo 
hizo  al  final  del  112,  y  para  que  el  art.  no  quede  sin  sanción. 
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2o  A  aaentar  en  el  mismo  libro  unmeradamente  ^^  y  por 
órdea  cronológico  de  dia,  mes  y  año,  todos  los  efectos 
^^  que  recibieren,  expresando  oon  claridad  la  calidad 
y  cantidad  de  los  efectos,  los  nombres  de  las  personas 
que  los  remitieron  y  á  quién,  con  las  marcas  y  núme- 
ros *^  que  tuvieren,  anotando  convenientemente  *^  su 
salida; 

3o  A  dar  los  recibos  correspondientes,  declarando  en  ellos 
la  calidad,  cantidad,  números  y  marcas,  haciendo  pesar, 
medir  ó  contar  en  el  acto  del  recibo  los  artículos 
que  iueren  susceptibles  de  ser  pesados,  medidos  ó 
contados;  ^^ 

4p  a  conservaren  buena  guarda  los  efectos  que  recibieren 
431  y  cuidar  que  no  se  deterioren,  ^^^  haciendo  para  ese 
fin,  por  cuenta  de  quien  pertenecieren,  las  mismas  di- 
ligencias y  gastos  que  harian  si  fueren  propios;  '^^a 

(426)  Numer adámente,  es  un  portaguesismo,  y  debe  decirse  numérica^ 
mente  ó  bajo  numeración  progresiva  desde  uno  en  adelante  (91  inc.  2o). 
Por  orden  progresivo  de  números  y  fechas,  dice  el  164  (vé  notas  411y  454) 

(427)  O  los  bultos  ó  el  peso  (118  n®  1»):  arg.  del  n®  2».  Peso  ó  número  de 
bultos,  dice  el  165  n*»  2«.  Vé  eJ  1028  n*  4o. 

(428)  O  las  señales  de  los  bultos  y  envases  (118  n»  !«,  266  y  927  inc.  2»): 
vé  la  nota  407  y  la  1»  al  254. 

(429)  Consignando  cuándo  y  á  qué  persona  fueron  entregados,  y  demás 
especificaciones  que  parezcan  necesarias  (118  n^  2»).  Compara  con  el  927 
inc  2®. 

(430)  Pena  de  los  daños  y  perjuicios,  que  causare  la  inobservancia  de 
esta  obligación  legal:  arg.  del  927  inc.  I*.  El  recibo  viena  á  ser  la  prueba 
escrita  del  depósito,  de  sus  condiciones  y  de  las  especies  recibidas  (vé  209), 
y  marca  asi  los  deberes  respectivos  (vé  124). 

(431)  Como  á  cada  uno  se  le  reputa  perito  en  su  oficio,  se  le  exige  al  de- 
positario (vé  Cód.  anterior  221)  que  sepa  y  ejecute  lo  necesario  para  la 
guarda  y  conservación  del  depósito  (vé  131).  Vé  también  126  y  127. 

(4  \2)  l^i  se  derramen,  siendo  líquidos  (art.  B). 

(433)  Que  es  el  derecho  común  del  depósito  (Cód.  Civ.  2202);  pero  no 
debe  olvidarse  que  es  un  depositario  retribuido,  á  quien  se  puede  exigir 
mayor  diligencia  que  al  gratuito  (vé  126, 127,  129  y  130).  Léase  fueran^ 
en  vez  de  fueren. 
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6o  A  mostrar  á  los  compradores,  por  orden  de  los  dueños, 
los  artículos  ó  efectos  depositados.  ^^  Y.  124.  B.  88. 

Au.  124 

Los  barraqueros  y  administradores  de  depósito  ^^^  son  res- 
ponsables á  los  interesados;  de  la  pronta  y  fiel  entr^gft  ^^  de 
los  efectos  que  hubiesen  recibido,  ^^^  so  pena  de  prisión  ^^ 
siempre  que  no  lo  efectuaren  dentro  de  24  horas  después  de 
haber  sido  judicialmente  requeridos  con  los  recibos  respecti- 
vos. V.  125.  De  B.  91. 

Abt.   126 

Es  lícitO;  tanto  al  vendedor  como  al  comprador  de  los  artí- 
culos existentes  en  las  barracas  ó  depósitos,  exigir  que  en  el 
acto  de  la  salida  se  repesen  ^^^  ó  recuenten  los  efectos,  sin  que 
estén  obligados  por  semejante  operación  á  pagar  cantidad  al- 
guna. 440  y.  126.  B.  92. 

Abt.  126 

Los  barraqueros  ó  administradores  de  depósito  responden 
por  los  hurtos  acaecidos  dentro  de  sus  barracas  ó  almacenes; 


(434)  Facilitando  asi  su  negociación.  Compara  éste  art.  con  el  751  de 
mi  Proy.  de  Cód. 

(435)  Es  decir,  de  casas  de  depósito,  como  dice  el  art.  B  y  la  Reforma 
de  1873.  La  misma  observación  es  aplicable  á  los  art.  126,  130  y  1.01. 

(436)  Que  es  el  deber  de  todo  depositario.  Vé  God.  Civ.  2217. 

(437)  Salvo  lo  dispuesto  en  el  art  129.  • 

(438)  Muí  duro  parece  esto  y  poco  conforme  á  la  ley  que  suprimió  la 
prisión  por  deudas,  y  habría  preferido  que  la  entrega  se  hiciera  efectiva 
manu  mUitari  (Cód  Civ.  626)  y  se  le  privara  de  su  derecho  de  comisión, 
como  en  el  caso  del  art.  119;  pero  la  ley  no  lo  ha  hecho. 

(439)  Puede  verse  el  art.  753  de  mi  Proyecto  de  Cód.  de  Comercio. 

(440)  Porque,  en  principio,  los  gastos  de  la  entrega  son  á  cargo  del 
obligado  á  ella,  mientras  que  los  de  recibo  corresponden  á  la  otra  parte. 
Además,  es  lógico  que  los  efectos  salgan  del  depósito  con  las  mismas 
precauciones  que  enteraron  (vé  123  n^  3®). 


ABT.  126Á128  16» 

441  á  no  ser  que  ñieran  cometidos  por  fuerza  mayor,  ^^  la  que 
deberá  justificarse  inmediatamente  después  del  suceso,  con  ci- 
tación de  los  interesados  ó  de  quienes  los  representen.  ^^^ 
V.  127.  B.  93. 

Abt.  127 

Son  igualmente  responsables  á  los  interesados  por  las  mal- 
versaciones ú  omisiones  de  sus  factores,  encargados  ó  depen- 
dientes, 4^  así  como  por  los  perjuicios  que  les  resultasen  de  su 
falta  de  diligencia  en  el  cumplimiento  de  lo  que  dispone  el 
artículo  123,  n»  4.  ^^^  V.  128.  B.  94. 

Abt.  128 

Eu  todos  los  casos  en  que  fuesen  obligados  á  pagar  á  las 
partes  faltas  de  efectos  ú  otros  cualesquiera  peguicios,  la  tasa- 
ción se  hará  por  peritos  arbitradores  ^^  V.  129  B.  96. 

(441)  Porque  es  un  depositario  asalariado;  porque  los  hurtos  pueden 
precaverse  y  provienen  casi  siempre  de  los  peones,  encargados  y  em- 
pleados de  la  casa  (vé  127),  y  porque  de  otro  modo,  el  deponente  quedaría 
á  merced  del  depositario. 

(442)  Es  decir,  por  un  hecho  que  no  podía  preverse,  ó  previsto,  no  habría 
podido  evitarse. 

(443)  Ck>mpárese  con  los  art.  182  y  248. 

(444)  De  sus  factores  y  encargados  (87  n<>  4p)  y  de  los  empleados  y 
peones,  porque  la  misma  obligación  que  pesa  de  reparar  el  daño  causado 
por  un  hecho  propio,  existe  también  respecto  á  los  daños  que  causaren 
los  que  e3tan  bajo  nuestra  dependencia  (Cód.  Cíy.  1113,  1561  y  2274). 

(445)  El  único  contratante  responsable  es  el  depositario:  debe  éste  cuidar 
personalmente  de  la  guarda  y  conservación  del  depósito,  y  sólo  él  debe 
beneficiarse  ó  perjudicarse  con  los  hechos  de  los  empleados  que  ha  ele- 
gido (notas  441  y  444).  Vé  el  162,  hacia  el  fin. 

(446)  Peritos  arbitradores  no  es  terminología  propia  de  nuestras  leyes 
(vé  nota  534),  aunque  algunas  de  procedimiento  hacen  obligatorio  el  dic- 
tamen de  peritos  con  título  (Cód.  de  Proced.  de  B.  Ayres  y  de  esta 
Capital,  178), 

(447)  Si  ha  faltado  grave tn3nte  á  sus  deberes,  parece  que  sólo  tendrá 
derecho  á  cobrar  el  alquiler.  Porque,  si  no  ha  guardado  ni  conservado  el 
depósito,  cómo  podría  cobrar  retribución  por  un  servicio  no  prestado  (vé 


160  tít.  iv.  de  los  agentes  auxíliares 

Abt.  129 

Los  barraqueros  y  admiaistradores  tienen  derecho  á  exigir 
la  retribución  estipulada,  ó  en  falta  de  estipulación,  la  que 
fuere  de  uso,  ^"^  pudiendo  negarse  á  la  entrega  de  los  efectos 
mientras  no  se  les  pague.  ^^ 

Sin  embargo,  si  hubiere  lugar  á  alguna  reclamación  contra 
ellos  solo  tendrán  derecho  á  exigir  el  depósito  de  la  retribución 
ó  salario.  V.  130.  B.  96. 

Abt.  130 

Los  barraqueros  y  administradores  de  depósitos  tienen  pri- 
vilegio y  derecho  de  retención  '^^^  en  los  efectos  existentes  en 
sus  barracas  ó  almacenes,  al  tiempo  de  la  quiebra  del  comer- 
ciante propietario  de  los  efectos,  para  ser  pagados  de  los  sala- 
rios y  de  los  gastos  hechos  en  su  conservación,  con  la  prefe- 
rencia establecida  en  el  título  De  las  diferentes  clames  de  crédi- 
tos y  de  su  graduación.  "^^  V.  131  .  De  B.  97. 

nota  390)?    Vé  ol  218  n»  6o.    Es  natural  complemento  del  presente 
el  f)73  (181). 

(448)  No  sólo  la  comisión,  sino  cuanto  se  le  deba  por  razón  de  gastos  y 
perjuicios;  mas  por  cualquiera  otra  causa  estraña  al  depósito  no  procede 
el  derecho  de  retención  (arg.  de  130,  279,  1*  y  comp.  con  el  22 1 8  del  Cód. 
Civ.);  pues  no  siendo  ese  un  derecho  escepcional,  cuando  se  realiza  la  cir- 
cunstancia del  debitum  cum  re  conjunctum,  debe  precederse  estendiéndolo 
por  analogía  (Cód.  Civ.  3490  con  la  nota,  vé  mis  notas  á  los  art.  8939 
á  3948).  Pero  depositado  el  monto  de  la  reclamación,  la  restitución  se 
hará  inmediatamente. 

(449)  Es  decir,  á  modo  de  un  derecho  de  prenda,  como  los  locadores, 
depositarios  y  comisionistas  (vé  nota  ¿  279,  1*).  Vé  también  el  1530. 

(450)  O  sea  el  Tit.  IX  del  Libro  IV.  La  única  disposición  relativa  es  la 
del  1500  no  6®  que  repite  la  de  este  inciso;  pero  la  preferencia  no  se  halla 
establecida  en  el  presente  Código,  á  no  ser  en  los  casos  del  n»  5»  de  los 
art.  1373  y  1377,  ni  en  el  Civ.  Vé  1497.  Los  privilegios  del  deponente  se 
marcan  también  en  el  Cód.  Civ.  (3897,  3905  y  3906).  El  depositario  tiene 
ciertamente  los  privilegios  de  locador,  y  podría  aspirar  á  un  derecho  igual 
á  un  comisionista  (vé  279),  pero  el  rango  del  depositario  ni  el  de  este  úl- 
timo no  lo  encuentro  establecido  en  ninguna  parte. 


ABT.    131   Y  132  161 

Abt.  131 

Son  aplicables  á  los  barraqueros  y  administradores  de  depó- 
sitos las  disposiciones  del  titulo  Del  depósito.  ^'^^  Y.  182. 
De  B.  98. 

CAPÍTULO  OÜAETO 

De  los  factores  ó  encargados,  y  de  los  dependientes  de  comercio 

Abt.  182 

Se  llama  factor,  la  persona  á  quien  un  comerciante  encarga 
la  administración  de  sus  negocios,  ó  la  de  un  establecimiento 
particular,  ^s»  K  P.  248. 

Peregnna  es  la  tesis  de  que  según  el  Cód.  Civil  el  depositario  tiene 
un  doble  privilegio. 

(451)  Vé  art.  492  á  499.  Todos  son  depositarios  de  las  mercaderías 
puestas  á  su  cuidado.  Vé  164. 

(452)  Vé  notas  66  y  1*  al  983  y  el  art.  1554.  Los  sobrecargos  son  una 
especie  de  factores  (983).  Como  en  derecho  se  reputa  muchas  veces  que 
los  esposos  constituyen  una  sola  personalidad,  puede  dudarse  si  la  mujer 
casada  no  comerciante  puede  ser  realmente  factor  y  sujeta  como  tal  á  las 
disposiciones  respectivas  de  los  art.  132  á  161.  Sampaío  dice  que  puede  ser 
dependiente  (caxeiro),  y  yo  no  veo  dificultad  para  que  sea  también  factor 
á  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  art.  14  inc.  1®  y  15,  puesto  que  si  basta 
el  silencio  del  marido  para  que  su  mujer  mayor  de  edad  pueda  ejercer 
el  comercio,  con  mas  razón  podrá  autorizarla  á  ejercerlo  en  nombre  de  él, 
mediante  poder  en  forma  (vé  133).  El  inc.  2»  del  presente  art.,  sanamente 
entendido,  no  creo  que  obste  á  mi  tesis. 

A  los  factores  les  son  aplicables  las  disposiciones  sobre  mandato,  por 
que  son  verdaderos  mandatarios  de  comercio  de  sus  principales  (B.  86, 
Ch.  231,  vé  221  y  222  del  presenta),  aunque  desempeñen  también  las 
funciones  de  locadores  de  servicios.    Vé  42. 

Ta  he  dicho  (nota  17)  que  no  son  comerciantes. 

Por  los  art.  42, 146  inc.  I»  y  147  combinados  con  el  150  se  demuestra 
que  el  factor  conserva  su  carácter  de  tal,  aunque  se  le  encargue  de  la 
administración  de  un  ramo  de  comercio  (Mi  Proy.  216).  Aun  el  depen- 
diente encargado  de  operaciones  determinadas,  ejerce  funciones  con  cierta 
permanencia  y  análogas  á  la?  del  factor  y  está  casi  equiparado  á  éste: 
vé  art.  36  no  4o  y  las  notas  al  146).  El  factor  está  encargado  de  hacer  negó- 
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oíaciones  comerciales,  ó  de  UQa  negociación  ó  de  dirigir  un  estableci- 
miento, dicen  La  Serna  y  Reus.  Se  vé,  pues,  que  el  citado  inc,  !<>  es  un 
complemento  del  presente  y  debió  seguirle  ó  fundirse  en  un  solo  articulo. 

Entre  el  mandato  del  factor  y  el  del  comisionista  hay  muchos  puntos 
de  contacto  (Troplong,  Mandato  n»  67),  tanto  que  el  factor  puede,  como 
el  comisionista,  contratando  por  cuenta  ajena,  hacerlo  en  nombre  propio; 
y  ambos  son  consignatarios  de  mercaderías  ajenas  á  realizar,  aunque 
en  la  acepción  estricta  de  la  palabra,  consignación  sea  sinónima  de  co- 
misión. Y  así  como  el  mandatario  conserva  su  carácter,  en  relación  al 
mandante,  aunque  fígare  en  nombre  propio  (221  y  232),  porque  la  comi- 
sión se  caracteriza  principalmente  por  la  circunstancia  de  tener  por  objeto 
operaciones  de  comercio  indioidtialniente  determinadtis  (vé  222),  de  la 
misma  manera  el  factor  no  pierde  su  carácter  de  tal  por  contratar  á 
nombre  propio,  como  se  vé  por  el  art.  138,  y  ese  acto  no  tiene  mas  efecto 
que  obligar  directamente  al  factor  (153)  como  á  cualquier  otro  mandatario 
(vé  Cód.  Civ.  1929).  Así,  La  Sema  y  Beus  van  hasta  decir  que  el  factor 
es  un  comisionista  en  el  sentido  lato  de  la  palabra,  y  nuestro  art  136 
llama  comitente  al  principal  (vé  nota  398  y  art.  319). 

Pero  entre  el  mandato  comercial  del  factor  y  el  del  comisionista  existen 
sus  diferencias  esenciales,  cuales  son:  1*  que  el  factor  no  contrata  en 
nombre  propio,  sino  que  debe  obrar  siempre  y  conmunmente  obra  á  nom- 
bre de  su  patrón,  y  los  terceros  sólo  con  éste  entienden  contratar;  mien- 
tras que  el  comisionista  contrata  siempre  en  nombre  propio  (222),  y 
solamente  él  queda  obligado  para  con  los  terceros  (233).  2*  Que  el  factor 
es  un  simple  auxiliar  del  principal  de  quien  depende  y  regentea  una  casa 
ó  negocio  ajeno  (\é  1554);  en  tanto  que  el  comisionista  es  independiente, 
y  si  es  comerciante,  tendrá  su  casa  comercial  propia;  3^  Que  el  mandato 
del  factor  tiene  un  carácter  de  permanencia,  mientras  que  el  encargo  del 
comisionista  recae  ordinariamente  sobre  operaciones  aisladas  y  pasajeras 
(vé  las  notas  2  al  222  y  al  310).  Compárese  con  Troplong,  n^*  65  y  67. 
Fardessus,  n<>  40  y  á  La  Sema  y  Reus,  pág.  102.  Importa  muchísimo 
caracterizar  bien  y  distinguir  los  actos  de  comercio  y  los  roles  de  las 
personas  que  los  ejecutan,  punto  muy  difícil  y  en  que  nuestro  viejo  Cód. 
flaquea  mucho  ^nota  423). 

No  es  necesario  que  el  establecimiento  exista  de  antemano,  y  el  propio 
factor  puede  ser  el  encargado  de  formarlo  (vé  146  inc.  1»). 

El  factor,  lo  mismo  que  el  comisionista,  puede  hallarse  en  el  mismo 
punto  en  que  resida  su  principal,  ó  encargarse  del  despacho  de  las  mer- 
caderías de  éste  en  factoría  6  depósito  en  plaza  estranjera,  ó  recorrer 
los  mercados  para  hacer  las  negociaciones  de  su  comitente  (commis  voyor 
geur.  commesso  viaggiatore,  I.  377  y  378).  La  Sema  y  Reus,  allí.  Troplong, 
n»»  62  y  64.  Delamarre  II,  n«>  9;  &. 

La  retribución  del  factor  puede  consistir  en  un  salario  fijo,  ó  en  una 
parte  de  las  utilidades  del  negocio  (interesado:  vé  1554),  sin  que  por  esa 


ART.  132  Y  133  163 

Nadie  paede  ser  factor  si  no  tiene  la  capacidad  legal  para 
ejercer  el  comarcio.  ^^^  Dq  y.  133.  E.  173  y  187.  P.  141.  W.  60 
N.  E.  281  y  282.  A.  41.1.  367. 

Abt.  133 

Todo  &otor  deberá  ser  constituido  por  una  autorización  es- 
pecial  del  preponente,  '^^  ó  sea  la  persona  por  cuya  cuenta  so 
Hace  el  tráfico. 

Esta  autorizacioa  solo  surtirá  efecto  ^'^  desde  la  fecha  en 
que  fuere  asentada  '^^  en  el  registro  de  comercio.  V.  134.  P. 
142.  Comp.  E.  174.  B.  74.  A.  41  y  46. 1.  369. 

circunstancia  se  eleve  &  la  categoría  de  socio,  con  derechos  iguales  á  los 
de  su  principal,  de  quien  seguirá  dependiendo. 

(453)  Si,  como  es  corriente,  el  factor  no  ejerce  el  comercio — sino  el 
principal— ni  es  comerciante  y  sólo  administra  un  negocio  ajeno,  no  es 
lógica  la  disposición  de  este  inciso.  Mas  acertado  el  Cód.  anterior  esta- 
blecía que  "  nadie  podía  ser  factor  si  no  tenía  la  capacidad  legal  para  re- 
presentar á  otro  y  obligarse  por  él.  Yé  Cód.  Civ.  1896  á  1898  y  la  nota 
452  al  principio.    Compara  este  inciso  con  el  ñnal  del  146. 

Resulta,  pues,  de  este  inciso  que  el  menor  púber  no  podrá  ser  factor, 
pero  si  es  mayor  de  dieziocbo  años  podrá  serlo,  si  está  emancipado  ó 
autorizado  legalmente  (10),  y  la  autorización  se  inscribe  y  publica  debi- 
damente (11).  Entiendo  que  bastará  como  autorización  el  poder  especial 
para  regentear  el  establecimiento  como  factor.  Son  también  incapaces 
los  del  arf  22. 

La  disposición  del  1554  importa  una  restricción  al  mandato  de  nuestro 
inciso  (vé  24  n»  2®). 

(454)  En  derecho,  el  mandato  del  factor  se  llama  preposición  y  al 
mandante  puede  llamarse  preponente,  como  le  denomina  el  B.,  y  la  pala- 
bra proponente  es  un  lusitanismo,  que  no  ha  debido  copiarse  inconciente- 
mente (vé  notas  411  y  426),  y  que  para  su  inteligencia  ha  exigido  una 
perífrasis. 

Proponente,  se  llama  el  que  hace  la  oferta  de  un  contrato,  Cód.  Civ.  1149. 

El  nombre  castellano  del  prepoaente  es  patrón  ó  principalj  y  este  Ca- 
pítulo, empleando  una  variedad  de  terminología  que  no  puede  aplaudirse, 
le  llama,  no  sólo  preponente,  sino  también  propietario  y  comitente.  La 
autorización  se  otorga  mediante  un  poder  especial  por  escrito  (36  n®  4®). 
Poder  especicUj  dice  el  E.  174.  Se  requiere,  pues,  un  poder  a4  hoc,  y  así, 
no  bastaría  uno  general;  pero  como  debe  registrarse,  no  es  preciso  que  se 
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Abt.  134 

La  falta  de  las  formalidades  prescriptas  por  el  artículo  ante- 
rior solo  produce  efecto  entre  el  principal  y  su  factor»  pero  no 
respecto  á  los  terceros  con  quienes  haya  contratado.  "^^^  V.  135. 
W.  64.  E.  29.  B.  74.  A.  43. 

Abt.   135 

Los  factores  constituidos  con  cláusulas  generales,  ^^  se  en- 
tienden autorizados  para  todos  los  actos  que  exige  la  dirección 
del  establecimiento.  "^^^ 

otorgue  en  escritura  pública:  comp.  11  n®  1®,  14  inc.  1®  y  21  inc.  1®).  Re- 
puto inconvemente  el  mandato  tácito,  permitido  por  el  I.  369.  No  obsta 
la  disposición  del  art.  15. 

(455)  Entre  el  factor  y  su  principal  (42):  vé  el  134  siguiente. 

(456)  Es  decir,  inscrita  ó  ee  tomare  razón:  vé  final  del  39  y  nota  167. 

(457)  Léase,  con  quienes  éste  haya  contratado.  Yé  el  42  con  las  notas 
y  S.  422. 

(458)  El  alcance  de  esta  frase  doctrinaria  está  fijado  en  el  inc.  2^,  y  en 
el  final  del  1»  del  art.  142;  de  modo  que,  si  no  hay  restricciones  en  el 
poder  conferido  al  factor,  se  entiende  que  está  facultado  para  todo  acto 
que  exija  la  dirección  del  establecimiento.  El  factor  es  el  alter  ego  de 
su  principal.  Yé  la  nota  siguiente,  el  art.  142,  mi  Froy.  de  Cód.  218  y 
N.  P.  249. 

(459)  Los  poderes  deben  ser  coestensivos  con  los  deberes,  para  que 
éstos  puedan  ser  llenados.  Por  esto,  la  naturaleza  del  negocio  determina 
la  extensión  de  los  poderes  para  conseguir  el  objeto  del  mandato  (Cód. 
Civ.  1905),  y  el  que  encarga  un  negocio,  se  entiende  que  faculta  para 
todos  los  actos  que  son  indispensables  para  ejecutarlo,  aunque  no  se 
espresen  al  conferir  el  mandato  (arg.  de  226  y  240  y  Cód.  anterior  309 
inc.  1»),  por  aquello  de  que,  quien  quiera  el  fin  quiere  los  medios  para 
conseguirlo.  Mandata  merccitorum,  dice  CasaregLs,  tacite  comprehendunt 
omnia  alia  mandatui  necessaria  ad  peragendum  id  qiMd  mandatum  est,  Yé 
251  inc.  1»  y  mi  nota  al  art.  1884  del  Cód.  Civ.  El  poder  del  factor  debe 
tener  cierta  latitud  discrecional  do  interpretación  y  de  ejecución,  á  fin  de 
que  pueda  adaptar  su  conducta  á  las  mudables  contingencias  del  caso. 
Yidari,  n^  248.  Pero  solo  un  caso  muy  urgente  é  indispensable  podría 
autorizarlo  á  enajenar  bienes  raices,  á  no  ser  que  el  negocio  consistiera 
en  eUo,  caso  que  según  este  Código  no  es  posible  (vé  8  n<*  1»,  451  y  452 
n^  1<>),  sino  tratándose  de  una  sociedad  anónima  (282  inc  2<>).  Comp.  Ch. 
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El  propietario  que  se  proponga  reducir '  estas  facultades, 
debe  espresar  en  la  autorización  las  restricciones  á  que  haya 
de  styetarse  el  factor.  V.  136.  R  175.  P.  143.  W.  65. 

Abt.  136 

Los  factores  deben  tratar  el  negocio  en  nombre  de  sus 
comitentes. 

En  todos  los  documentos  que  suscriban  sobra  negocios  de 
estos,  deben  declarar  que  firman  con  poder  de  la  persoua  ó 
sociedad  que  representan.  '^^  V.  137.  E.  176.  P.  144.  N.  E. 
284.  W.  67.  A.  44. 1.  371.  N.  P.  250.  Ch.  325. 

Abt.  137 

Tratando  en  los  términos  que  previene  el  artículo  antece- 
dente, ^^^  todas  las  obligaciones  que  contraen  los  factores 
recaen  sobre  los  comitentes.  N.  P.  251. 

Las  acciones  que  se  intenten  para  compelerles  á  su  cumpli- 
miento, se  harán  efectivas  en  los  bienes  del  establecimiento,  y 
no  en  los  propios  del  factor,  ^^^  á  no  ser  que  estén  confundidos 

897.  En  contra,  Yidari  n^  244,  que  sostiene  que  puede  hacerlo.  Ki  el 
Cód.  A.  42  ni  el  S.  423  permiten  al  factor  que  pueda  enajenar  ó  gravar 
los  inmuebles  del  principal,  y  ésta  es  la  única  tesis  segura.  Comp.  19. 

Pienso  con  los  Cód.  I.  y  N.  P.  qu3  el  factor  cuyo  poder  consta  de  escri- 
tura pública  puede  demandar  (Cód.  Civ.  1184  n^  7<>)  y  ser  demandado 
(arg.  del  205  inc.  2<>),  como  puede  serlo  el  administrador  de  una  sociedad 
y  por  argumento  de  lo  dispuesto  en  el  18  y  en  el  §  último  del  628;  y 
porque  el  Cód.  Civ.  (vé  1881)  no  enumera  la  demanda  entre  los  actos  que 
requieren  poder  especial.  Así  lo  había  yo  establecido  en  mi  Proyecto  de 
Cód.  218;  pero  se  ha  preferido  dejar  en  blanco  un  punto  de  tanta  im- 
portancia. 

(460)  Designando,  por  supuesto,  esa  persona  ó  sociedad.  Yé  los  tres 
art.  siguientes  y  el  150,  y  la  nota  518. 

(461)  Y  dentro  de  los  límites  del  poder  trascrito  (142). 

(462)  Todo  lo  que  precede  es  derecho  común  del  mandato  (Yé  Cód.  Civ. 
1929,  1934,  1935  y  1946).  En  defecto  del  establecimiento,  la  responsabi- 
lidad recae  sobre  los  bienes  del  principaL  Yé  150: 
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con  aquellos  de  tal  modo,  que  no  puedan  fácilmente  sepa- 
rarse. 4«3  V.  138.  P.  145.  De  E.  177.  N.  E.  285.  W,  69, 
A.  52. 1.  368. 

Abt.  138 

Los  contratos  hechos  por  el  factor  ^*  de  un  establecimiento 
comercial  ó  fabril,  que  notoriamente  pertenezca  á  persona  ó 
sociedad  conocida,  ^^^  se  entienden  celebrados  por  cuenta  del 
propietario  del  establecimiento,  ^^  aun  cuando  el  factor  no  lo 
declarase  "^^^  al  tiempo  de  celebrarlos,  siempre  que  tales  con* 
tratos  recaigan  sobre  objetos  comprendidos  en  el  giro  ó  tráfico 
del  establecimiento;  ^^^  ó  si  aun  cuando  sean  de  otra  naturaleza, 

(463)  Esta  confusión  de  bienes  sucederá  generalmente,  y  salvo  los  ca- 
sos de  abuso,  por  efecto  de  la  autorización  para  tener  interés  en  nego- 
ciaciones del  mÍRmo  género  de  las  que  le  están  encomendadas  (141)  al 
factor,  y  ha  parecido  mas  justo  que  sufran  con  ella  los  que  han  podido 
evitarla  y  no  todos  los  que  con  ellos  han  contratado.  Por  otra  parte, 
cómo  distinguir  esos  bienes  confundidos,  sin  exponerse  á  abusos  por  con- 
nivencia, á  largos  procedimientos  y  á  pleitos  ?  Y  en  la  duda,  es  regpilar 
que  se  reputen  ser  propiedad,  nó  del  factor,  sino  del  patrón;  que  el  nego- 
cio secundario  de  aquel  sea  absorbido  por  el  negocio  principal  de  éste: 
Acoesiorium  sequitur  principaU  suum.  Es  entendido,  por  lo  demás,  que  el 
factor  que  contribuya  al  pago,  se  indemnizará  en  las  condicioi  es  de  todo 
mandatario.    Comp.  con  el  1504  inc.  !<>  y  nota. 

(464)  Esta  disposición  no  es  extensiva  á  los  demás  empleados  (vé  150). 

(465)  Este  calificativo  no  hacia  falta.  Puede  verse  á  Troplong,  n®  536 
á543. 

(466)  Sampaio  cree  que  esta  presunción  admite  prueba  en  contrario,  y 
que  así  el  patrón  podrá  probar  que  el  factor  tenía  la  autorización  del  141. 
Yo  pienso  que  la  prueba  de  ese  hecho  no  debo  bastar,  so  pena  de  sacrifi- 
car á  los  terceros  de  buena  fé  á  las  colusiones  entre  el  patrón  y  su  factor, 
y  que  los  jueces  deben  ser  por  demás  cautos  en  esta  materia.  Recuérdese 
que  se  registran  los  poderes  del  factor,  mas  nó  la  autorización  del  141,  y 
téngase  también  en  cuenta  que  en  los  demás  supuestos  del  presente  art 
la  presunción  no  admite  prueba  en  contrario. 

(467)  Mas  no  si  declarase  que  contrata  para  sí,  especialmente  si  demos- 
trase hallarse  autorizado  para  ello 

(468)  Vé  el  142  y  á  Tbol  §  68  n^  IV. 
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resalta  que  el  factor  obró  coa  orden  de  sn  oomitente,  ^^  ó 
que  este  aprobó  su  gestión  en  términos  espresos,  ^^^  ó  por  he- 
chos positivos  que  induzcan  presunción  legal.  ^^^  V.  189.  E. 
178.  P.  146.  W.  68.  E.  286. 


Abt.  139 

Faera  de  los  casos  prevenidos  en  el  artículo  precedente,  "^^^ 
todo  contrato  c^^lebrado  por  un  fckctor  en  nombre  propio,  le 
obliga  directamente  hacia  la  persona  con  quien  contratare.  ^'^^ 

Sin    embargo,    si    la    negociación    se  hubiera  hecho  por 


(469)  Lejos  de  haber  en  esto  una  aplicación  del  principio  que  e¡  AecAo 
del  mandatario  lo  es  del  mandante,  como  se  ha  enseñado,  hay  precisa- 
mente una  desviación  del  derecho  común,  que  funda  la  teoría  de  la  comí*, 
sion  mercantil  (vé  233);  tanto  que  yo  sostengo  que  el  mandante  oculto  á 
quien  no  se  ha  querido  obligar,  puede  ser  compelido  al  pago  por  el  8®' 
contratante,  no  como  un  derecho  propio  de  éste,  sino  ejercitando  el 
derecho  de  su  deudor  (Cód.  Civ.  1929  y  arg.  del  233  citado).  Gomp.  con  el 
inc.  2o  del  139.  Por  consiguiente,  la  presunción  en  nuestro  caso  no  admite 
prueba  en  contrario.  Sampaio  establece  que  la  presunción  puede  ser 
destruida,  probando  el  patrón  que  no  dio  tal  orden  ó  autorización;  en 
lugar  de  decir,  que  entonces  no  procede  la  disposición  del  inciso  ni  la 
presunción  aquí  establecida,  por  falta  de  términos  hábiles  al  efecto,  cosas 
que  son  en  derecho  muy  distintas. 

(470)  Tal  es  el  derecho  común  de  la  gestión  de  negocios  (vé  Cód.  Civ. 
2289  y  2297  con  mis  notas)  y  del  mandato  (vé  art.  1936  y  1937  con  mis 
notas).  Batihabitio  mandato  comparatur,  Comp.  242  n»  3o.  Idéntico  re* 
proche  al  de  mi  nota  469  es  aplicable  á  Sampaio  en  esta  ocasión. 

(471)  Eadem  est  vis  taciti  atque  expressi.  Vé  Cód.  Civ.  1935  con  mi  nota. 

(472)  Este  renglón  debió  suprimirse;  pues  aqui  se  trata  de  actos  cele- 
brados por  el  factor  en  nombre  propio,  y  en  el  art.  anterior  sólo  se  calla 
por  cuenta  de  quien  son.  Por  esto,  la  regla  de  nuestro  art.  se  aplica  ¿ 
todo  empleado  del  comerciante  (150),  sin  embargo  de  no  serles  aplicables 
las  supuestas  escepoiones  del  art.  anterior,  y  todo  ello  sin  agravio  de  la 
lógica  ni  de  la  justicia. 

(473)  Lo  que  es  de  derecho  común  (Cód.  Civ.  1929)  y  simple  buen  sen- 
tido. Seria  por  demás  singular,  que  contratando  Pedro  para  sí,  obligase  á 
Pablo!  Fósanos  contrahentium  non  oRgr.diuntur  contractus.  Vé  283,  y  las 
notas  475  á  477. 
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ouenta  del  comitente  del  factor,  ^^^  y  el  otro  contratante  lo 
probare,  tendrá  opción  de  dirigir  su  acción  contra  el  factor  ^^ 
ó  contra  su  principal,  ^^^  pero  no  contra  ambos.^'^  V.  140.  E. 
179.  N.  P.  262.  P.  147.  N.  E.  287.  W.  71. 1.  371. 


(474)  Es  decir;  por  cuenta  ajena  realmente;  pero  sin  orden  del  comi- 
tente; pues  si  tuvo  orden,  seria  uno  de  los  casos  del  art.  anterior. 

(47B)  Que  es  quien  contrató  en  nombre  propio  y  sin  declarar  que  lo 
hacia  por  cuenta  ajena.  La  Sema  y  Beus  explican  esto  por  la  versio  in  rem, 
error  cuyo  absurdo  se  verá  aplicándolo  á  la  teoría  de  la  comisión. 

(476)  Nó  en  virtad  de  la  versio  in  rem,  que  sólo  se  acuerda  á  falta  de 
otra  acción  (vé  mi  nota  al  230G  del  Cód.  Civ.),  ni  en  virtud  de  un  man- 
dato tácito  estraño  al  b®^  contratante,  como  se  ha  enseñado,  ni  por  haber 
contratado  el  factor  en  nombre  de  su  principal,  como  dicen  erradamente 
La  Sema  y  Beus,  pues  la  ley  supone  mas  bien  que  lo  ha  hecho  en  nombre 
propio;  sino  mediante  el  ejercicio  de  la  acción  del  deudor  (el  factor)  por 
el  contratante,  su  acreedor,  cono  es  de  derecho  común  (nota  469;  Cód  Qv, 
1195  inc.  lo  y  Cód.  anterior,  227  inc.  I»).  La  in  rem  verso  no  obligaría 
al  principal  sino  únicamente  en  el  límite  de  lo  que  hubiere  utilizado;  y  yo 
entiendo  qae  el  art.  no  supone  que  el  factor  declaró  que  contrataba  por 
cuenta  del  principal,  pues  entonces  no  tendría  objeto,  á  mi  juicio  la  frase 
y  el  otro  contratante  lo  probare.  Compara  con  el  83  venezolano.  Thól, 
§  68,  hace  presente  que  la  escepcion  de  este  inciso  destruye  la  regla  con- 
signada en  el  primero;  lo  cual  arguye,  cuando  menos,  que  es  mui  difícil 
esplicar  satisfactoriamente  1  i  escepcion.  Sin  embargo,  el  mismo  Thol  esta- 
blece en  otros  lugares,  que  cuando  el  institor  contrata  en  nombre  propio, 
el  principal  recibe  la  acción  solamente  por  cesión  §  69,  n  n®  2®;  y  que  el 
derecho  romano  dá  al  mandatario  la  elección  de  exigir  el  pago  del  deudor 
á  quien  abrió  crédito  ó  del  mandante  que  dio  la  carta  de  crédito  (§  296), 
que  es  un  caso  idéntico  al  de  nuestro  §.  La  doble  responsabilidad  directa 
forma  una  escepcion  en  favor  del  comercio  (vé  nota  463);  pero  en  este 
caso  no  hay  solidaridad. 

(477)  Asi,  no  será  permitido  pedir  de  uno  y  otro  la  misma  cosa.  Se  ha 
dicho  que  sus  respon'sabilidades  son  idénticas,  lo  que  no  sucedería  nece- 
sariamente si  hubiese  de  proceder  la  acción  de  in  rem  verso. 

La  esplicacioQ  de  Sampaio  tiene  el  vicio  radical  de  confundir  los  casos 
de  este  art.  con  los  del  auterior  (vé  nota  474).  Y  un  corolario  de  lo  que 
dejo  espuesto  es  que  lo  único  prohibido  es  el  ejercicio  simultáneo  de  la 
acción  contra  factor  y  principal,  y  que,  así,  podrá  reclamar  sucenvamente 
de  uno  y  otro,  hasta  que  el  3^^  contratante  quede  completamente  délsinte- 
resado.  Yidari,  n»  27  i,  no  es  esplícito.  La  máxima  vulgar  deda  una  via 
non  datur  egressus  ad  altérame  que  podría  invocarse  en  contra  de  mi  tesis, 
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Abt.  140 

]x)s  condóminos  de  un  establecimiento,  aunque  no  sean 
socios,  ^^  responden  solidariamente  de  las  obligaciones  con- 
traidas por  su  factor.  ^'^ 

La  misma  regla  es  aplicable  á  los  herederos  del  principal,  ^^ 
después  de  la  aceptación  de  la  herencia.  ^^^  V.  141.  W.  70. 

no  reposa  sobre  testo  alguno  legal,  y  está  en  contradicción  con  el  principio 

de  que  las  renuncias  no  se  presumen  (Cód.  Civ.  874;  &)Aubry  y  Bau,  §  323. 

Sampaio  se  equivoca  también  al  creer,  que  en  el  caso  de  nuestro  §,  el 

factor  responde  con  los  bienes  del  establecimiento,   y  nó  con  los  propios. 

(478)  Porque  los  socios,  que  no  sean  comanditarios,  industriales  ó  de 
sociedad  anónima,  siempre  quedan  solidariamente  obligados  para  con  los 
terceros.  Por  consiguiente,  es  muy  preferible  la  redacción  del  368  I,  251 
N.  P.  y  224  de  mi  Proyecto,  según  el  cual:  *  si  el  principal  es  una  sociedad 
^  comercial,  la  responsabilidad  de  los  socios  se  regula  según  la  diversa 
"  naturaleza  de  la  sociedad  **. 

Si  los  factores  fuesen  varios,  cada  factor  tiene  su  acción  propia  espe- 
dita  contra  cada  condómino  ó  principal  Yidarí,  n^  257. 

(479)  De  conformidad  á  lo  que  se  establece  en  el  art.  480,^segun  el  cual) 
el  beneficio  de  división  nunca  se  admite  en  materia  comercial,  aunque 
este  beneficio  se  entiende  ordinariamente  con  relación  á  la  fianza.  Ade- 
más, la  solidaridad  en  materia  comercial  se  halla  sostenida  por  casi  todos 
los  comercialistas  franceses,  como  una  máxima  tan  cierta  como  invaria- 
blemente observada  (Fremery,  Pardessus,  Delamarre,  Bédarride  8ociHé8 
n«  305,  Lyon-Caen,  n«  311.  Poulle  Farticipationy  n»  255,  Troplong,  n«  856. 
Pont,  TL^  1851,  y  el  mismo  Alauzet,  en  el  n^  604,  aunque  en  principio  esté 
en  contra). 

La  solidaridad  de  los  codeudores  es  útilísima  para  el  comercio,  porque 
afirma  el  crédito  personal,  que  dada  la  rapidez  de  los  negocios  comerciales 
no  es  posible  verificar  en  todo  deudor,  y  es  una  garantía  indispensable 
en  los  negocios  de  gran  importancia,  sobretodo  para  el  comerciante,  es- 
puesto siempre  á  riesgos.  Y  el  resultado  de  la  solidaridad  seria  facilitar 
las  operaciones  mercantiles.  Así  lo  han  comprendido  los  Cód.  de  I,  N.  P. 
y  R.;  lo  proyectaba  en  mi  art.  119  y  lo  arguyen  los  art.  301,  387  y  399; 
pero  se  ha  preferido  la  doctrina  opuesta  del  Cód.  Civ.  701  y  1941,  que  sin 
embargo  establece  (3870)  la  solidaridad  entre  los  albaceas  y  entre  los 
comandatarios  (1945):  vé  el  2281.  Vé  notas  1096  y  1277.  Dicho  se  está 
que  nuestro  §  tiene  en  mira  servir  á  la  seguridad  y  rapidez  de  las  tran- 
sacciones. 

(480)  La  deuda,  al  dividirse  entre  los  coherederos  en  la  medida  de  la 
porción  hereditaria  de  cada  heredero,  no  pierde  qu  carácter  de  solidan- 
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Abt.  141 

Niagun  factor  podrá  negociar  por  cuenta  propia,  ^^*  ni  tomar 
interés  bajo  nombre  propio  ni  ajeno,  en  negociaciones  del  mis- 
mo género  de  las  que  le  están  encomendadas,  ^^^  á  no  ser  que 
sea  con  espresa  autorización  de  su  principal.  ^^ 


dad,  sino  que  se  mantiene  en  dicha  medida.  Aubry  y  Bau,  §  298  ter.  Pot- 
hier,  no  288.  TouUier,  VI  n»  747.  Demolombe,  XXVI  n^  369  y  494;  &». 
Se  equivocan  Alauzet,  n»  622  y  Namur,  n9  877,  al  establecer  lo  contra- 
rio. Vé  nota  1100. 

(481)  O  si  no  renuncian  (derecho  común).  Los  herederos  han  podido  y 
debido  retirar  los  poderes  del  factor,  y  si  no  lo  han  hecho  y  prefieren 
seguir  comerciando,  responderán  solidariamente  como  sus  causantes.  Y 
si  usan  del  beneficio  de  inventario  ?  Los  actos  del  factor  serán  una  tram- 
pa para  los  terceros  de  buena  fé  :  los  herederos  recogerán  todo  el  benefi- 
cio de  esos  actos  y  no  responderán  de  las  pérdidas  con  sus  bienes  propios, 
y  esto  acabará  por  arruinar  el  comercio  del  factor.  Se  ha  dicho  que  la 
solidaridad  existe  pero  sólo  hasta  la  concurrencia  del  importe  de  los  bie- 
nes hereditarios,  de  molo  que  según  esta  opinión,  es  la  herencia  la  deu- 
dora solidaria  y  nó  los  herederos !  Aunque  reconociendo  que  la  cuestión 
es  muy  grave,  yo  pienso  que  la  fuerza  del  beneficio  de  inventario  hace 
que  no  haya  otros  deudores  que  la  herencia  misma  y  que  los  herederos 
no  sean  deudores  de  clase  alguna,  ni  solidarios  ni  mancomunados.  Vé 
Cód.  Civ.  34b9  con  mi  nota.  Pero  ya  se  sabe  que,  si  por  cualquier  causa 
cesa  el  beneficio  de  inventario,  los  herederos  caerán  bajo  el  imperio  de 
nuestro  inciso. 

De  todos  modos,  es  cierto  que  nuestro  §  nos  presenta  una  disposición 
diminuta,  cuya  materia  se  haUa  bien  legislada  en  el  Cód.  Civ.,  y  asi  ha- 
bría sido  preferible  suprimirlo. 

(482)  Como  los  corredores  y  á  modo  del  socio  industrial  (105  y  384)  y 
por  idénticos  ó  mayores  motivos  (vé  916  y  981).  Asi,  serán  aplicables  al 
factor  los  art.  23  y  106.  La  sanción  está  en  el  inciso  2\  Vé  150.  Cód.  A. 
56  inc.  2o  y  Vidari,  no  252.  * 

(483)  Porque  sería  poner  á  prueba  su  fidelidad,  con  los  peligros  consi- 
guientes para  el  principal  y  la  posible  confusión  de  bienes.  Compara  con 
308  y  309  con  sus  notas. 

(4^*)  En  tal  caso  investirá  una  doble  personalidad,  y  el  rol  de  factor 
no  perjudicará  al  de  comerciante  y  viceversa,  conservando  cada  uno  sus. 
deberes  y  prerogativas  propios.  La  autorización  para  comerciar  puede 
ser  general,  ó  especial  á  ciertos  actos,  ó  con  ambos  caracteres  á  la  vez. 
IJl  981  contiene  una  aplicación  del  presente. 
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Si  lo  hiciera,  las  utilidades  serán  de  cuenta  del  principal,  sin 
que  esté  obligado  á  las  pérdidas.  ^  Y.  142.  E.  180.  P.  148.  N. 
E.  288.  Pr.  B28.624.  A.  56. 1.  872. 

Abt.  142 

Los  principales  no  quedan  exonerados  de  las  obligaciones 
que  á  su  nombre  contrajeren  los  factores,  aun  cuando  prueben 
qud  procedieron  sin  orden  suya  en  una  negociación  determina- 
da, siempre  que  el  factor  estuviese  autorizado  para  pelebrarla, 
según  el  poder  en  cuya  virtud  obre,  ^^  y  corresponda  aquella 
al  giro  del  establecimiento  que  está  bajo  su  dirección.  ^^ 

No  pueden  sustraerse  del  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraidas  por  los  factores,  á  pretesto  de  que  abusaron  de  su 
confianza,  ^^  ó  de  las  facultades  que  les  estaban  conferidas,  ^^^ 

(485)  Como  al  socio  en  el  caso  del  3^D6,  al  socio  industrial  (384)  y  al 
capitán  en  el  caso  del  916;  y  el  factor  puede  ser  despedido  por  su  prin- 
dpal  (160  n<>  3<»),  como  el  socio  industrial  puede  serlo  por  el  habilitador 
(384).  Vé  el  150.  Yidari  (n®  253)  considera  mas  justa  y  sáláa  las  disposi- 
ciones de  los  Gód.  A.  y  austríaco,  que  permiten  al  principal  apropiarse 
del  negocio  en  un  plazo  dado,  como  se  establece  en  mi  Proy.  de  Cód. 
226,  y  en  parte  en  el  N.  P.  253.  Vé  248  inc.  3o  del  presente.  Entiendo,  por 
lo  dem&s,  que  no  existiendo  utilidades,  sino  cuando  hay  ganancias  líqui- 
das, para  saber  si  las  hay,  deben  deducirse  los  gastos  y  deudas  de  la  ne- 
gociación. 

(486)  Esto  es  confoime  al  derecho  común  del  mandato  (vé  Cód.  Civ. 
1934  con  mis  notas),  y  el  inciso  siguiente  lo  hacia  innecesario  (vé  nota  489). 

(487)  Y  aunque  no  corresponda,  una  vez  que  la  negociación  entre  en 
los  limites  de  los  poderes  del  factor;  de  modo  que  este  inciso  es  incon- 
gruente con  los  principios  de  la  materia.  Cuando  la  operación  corresponde 
al  giro  del  establecimiento  y  el  factor  contrató  á  nombre  de  su  patrón, 
entonces  existirá  la  presunción  del  art.  138  al  grado  casi  de  una  prueba 
plena.    Razón  mas  para  que  todo  este  §  hubiese  sido  suprimido. 

(488)  Si  hubo  realmente  abuso  de  confianza,  el  comitente  debe  cul- 
parse por  su  mala  elección,  y  los  terceros  de  buena  fé  no  deben  sufrir 
por  ello:  arg.  243  inc.  lo.  878  inc.  2o.,  y  1022.  y  Cód.  Civ.  1113,  1122 
y  1018.    Vé  á  Thdl,  §  59  no.  I.  N.  P.  249  al  fin.    Vé  nota  833. 

(489)  Para  los  terceros  contratantes  no  puede  haber  otro  guía  seguro, 
sino  las  cláusulas  del    contrato,  especialmente  cuando  esté  registrado,  y 
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Ó  de  que  consumieron  en  su  provecho  los  efectos  que  adquirie- 
ron para  sus  principales  ^(E,  181  y  182.  P.  149  y  150),  salvo 
su  acción  contra  los  factores,  para  la  indemnización.  ^^^  Y.  143. 

Abt.  143 

Las  multas  en  que  incurriere  el  factor,  por  contravención  á 
las  leyes  ó  reglamentos  fiscales,  en  la  gestión  de  los  negocios 
que  le  están  encomendados,  se  harán  efectivas  en  los  bienes 
qu^)  administrare,  ^^^  salvo  el  derecho  del  propietario  contra  el 
factor,  ^^^  si  fuero  culpable  en  los  hechos  que  dioran  lugar  á  la 
multa.  4W  Y.  144.  g.  183  y  P.  161.  N.  E.  289.  W.  73. 

Aet.  144 

La  personería  de  un  factor  no  se  interrumpe  por  la  muerte 
del  propietario,  mientras  no  se  le  revoquen  los  poderes  ^^  (N. 

desde  que  no  se  les  reproche  fraude  ó  dolo,  los  excesos  é  infidelidades  del 
factor  deben  pesar  exclusivamente  sobre  la  persona  que  le  acordó  su  con- 
fianza. Téngase  en  cuenta  la  disposición  del  135,  y  véase  mi  Proy.  de  Cód. 
220,  §  últ.yáVidarino.231;  asi  como  el  Cód.  Civ.  (1929, 1934,  1936  y  1946.) 

(490)  Cómo  podría  ser  responsable  el  contratante  de  las  malversaciones 
del  factor?  Ello  importaría,  en  definitiva,  forzarlo  á  llenar  las  funciones 
de  factor,  como  lo  dice  perfectamente  una  ley  del  Digesto  (Ley  7. 
tit  1  lib.  13,  de  exere.  act). 

(491)  Y  demás  responsabilidades  en  que  pueda  incurrir  en  éste  caso  y 
en  el  del  inciso  anterior:  vé  154  y  160  y  Cód.  Civ.  1914,  &*. 

(492)  Primera  y  principalmente,  y  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
subsidiaria  del  propio  factor  (Cód.  Civ.  1122,  arg.  de  244,  912,  957,  1097, 
1263,  1267  y  1278  del  presente).  La  disposición  de  nuestro  inciso  se  funda 
en  la  misma  razón  que  la  del  art  127.  Véase  á  Yidari,  n».  288  á  290,  y 
mi  Proy.  de  Cód.  227  y  1261. 

(493)  Por  los  daños  y  perjuicios  que  le  haya  causado  (Cód.  Civ.  1123.). 

(494)  Su  culpabilidad  se  apreciará  según  los  principios  de  este  Código 
y  del  derecho  común  sobre  el  mandato.  Vé  150,  y  compara  con  199  y  244. 

(195)  L.  17  §  §  1  y  2  tit.  1  lib.  13  Dig.  Esta  desviación  del  derecho 
común  es  establecida  para  disminuir  los  graves  perjuicios  que  la  parali- 
zación repentina  de  los  negocios  y  la  muei*te  mi  ama  de  quien  tenía  su 
alta  dirección,  causan  indefectiblemente.  La  incapacidad  del  propieta- 
rio parece  que  tampoco  extinguirá  el  mandato  del  factor:  eadem  esi  ratio. 
En  cuanto  á  la  quiebra,  vé  1404. 
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P.  261];  pero  si  por  la  enajenadon  que  aquel  haga  del  estable- 
cimiento. ^^  E.  184. 

Son,  sin  embargo,  válidos  los  contratos  que  celebrare,  hasta 
que  la  revocación  ó  enajenación  llegue  á  su  noticia  ^^  por  un 
medio  legítimo.  «8  y.  146.  P.  152.  De  E.  185.  W.  74.  N.  E. 
290  y  291.  A.  64. 

Abt.  145 

Los  factores  observarán,  con  respecto  al  establecimiento  que 
administren,  las  mismas  reglas  de  contabilidad  que  se  han 
prescripto  generalmente  para  los  comerciantes.  ^^  V.  146. 
E.  186.  P.  163. 

Abt.  146 

Solo  tiene  el  carácter  legal  de  factor  para  las  disposiciones 
de  esta  sección,  ^^  el  gerente  de  un  establecimiento  comercial 

Nuestro  art.  debió  mas  bien  preceder  al  157. 

(496)  Porque  el  mandante,  dejando  de  ser  dueño»  pierde  el  carácter  en 
virtud  del  cual  hizo  la  designación  de  factor.  Vé  899  inc.  I».  Pero  ai  éste 
era  interesado  en  el  e3tablecimientO|  podrá  reclamar  los  daños  y  perjuicios 
que  reciba.  Ademas  de  la  incapacidad  del  factor  y  la  revocación  de  sus 
poderes,  los  art.l  57  &  160  incluyen  la3  otras  causas  de  la  eatincion  de  este 
mandato. 

(497)  Si  los  terceros  los  celebran  ignorando  la  cesación  del  mandato  dei 
factor,  aunque  éste  no  la  ignorase  (Cód.  Civ.  1964  á  1967  y  Cód.  anterior, 
329);  pues  lo  que  importa  considerar  aquí,  no  es  la  ignorancia  del  factor, 
sino  la  de  los  terceros  contratantes.  Vé  mi  Proy.  de  Cód.  231  y  P.  824.  El 
N.  P.  deja  el  punto  librado  á  las  disposiciones  del  Cód.  Civ. 

(498)  Es  decir,  cierto  6  seguro.    Vé  150. 

(499)  Como  lo  harían  sus  principales:  vé  152.  Y  tanto  ellos  como  sus 
principales  responderán  solidariamente  de  la  observancia,  agrega  el  226 
de  mi  Proy.  de  Cód  ,  siguiendo  al  373  I.;  y  la  omisión  de  nuestro  art.  en 
materia  tan  grave  es  muy  sensible.  El  patrón  suftirá  los  perjuicios  y 
penas  consiguientes  á  la  falta  de  libros  ó  á  la  irregularidad  de  ellos,  y 
podrá  responsabilizar  al  factor  si  obró  contra  sus  instrucciones.  Puede 
verse  á  Caluci  sobre  el  cit.  art.  373. 

(500)  Léase,  Capítulo.  Sólo  los  tít.  de  las  sociedades  y  de  los  fletumentos 
tienen  capit.  que  se  subdividen  en  secciones.  Las  únicas  disposiciones  pri- 
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Ó  fabril,  ^^  por  cuenta  ajena,  aatorízado  pan  administrarlo, 
dirigirlo  y  contratar  sobre  las  cosas  concernientes  á  él,  ^^  con 
mas  ó  menos  facultades,  según  haya  tenido  por  conveniente  el 
propiet€urio. 

Los  demás  empleados  con  salario  fijo,  ^^  que  los  comercian- 
tes acostumbran  emplear  como  auxiliares  de  su  tranco,  no  tie- 
nen la  facultad  de  contratar  y  obligarse  por  sus  principales,  ^^ 
á  no  ser  que  tal  autorización  les  sea  espresamente  conce- 
dida, ^^  para  las  operaciones  que  con  especialidad  les  encar- 
guen, ^^  y  tengan  los  autorizados  la  capacidad  legal  necesaria 
para  contratar  válidamente.  ^07  y.  147.  E.  187  y  188.  P.  154  y 
166.  N.  E.  292.  A.  68. 

Aet.  147 

El  comerciante  que  confiera  á  un  dependiente  de  su  casa  el 
encargo  esclusivo  de  una  parte  de  su  administración,  como  el 
giro  de  letras,  la  recaudación  y  recibo  de  capitales  bajo  firma 

^ —  —  -  -  - 

yativamente  aplicables  á  los  factores  son  los  art.  134,  135, 140,  y  parcial- 
mente, el  138  (vé  el  150). 

(501)  Sin  que  sea  indispensable  que  esté  ya  fundado  (nota  452  hacía 
el  fin). 

(502)  A  diferencia  de  los  demás  empleados:  vé  §  siguiente.  El  presente 
y  el  art.  132  inc.  1»  debieron  fundirse  en  uno  solo,  y  suprimirse  la  frase 
siguiente  como  doctrinaria.    El  art.  135  complementa  á  este  inciso. 

(503)  O  mejor,  retribwdoa;  pues  el  salario  puede  consistir  en  una  parte 
ó  un  tanto  por  ciento  en  las  utilidades  solamente,  ó  además  de  im  sueldo 
ó  cantidad  fija. 

(504)  A  diferencia  de  los  factores  propiamente  dichos  (vé  135),  y  en 
razón  de  que  estas  no  son  las  funciones  ordinarias  de  los  dependientes  de 
comercio.    Vé  nota  516. 

(505)  Esta  disposición  es  análoga  á  la  del  133  inc.  1^,  relativa  al  factor, 
y  debe  complementarse  con  la  prescripción  del  inc.  2^,  ó  sea  con  la 
del  42,  suponiendo  que  no  se  halle  comprendida  en  el  147  siguiente,  como 
yo  creo.  Una  vez  autorizados,  á  tales  empleados  les  son  aplicables  casi 
todas  las  disposiciones  del  presente  Capit.  (nota  500). 

(606)  Vé  los  art.  147  á  149  y  151  á  153. 

(507)  Capacidad  para  contratar  como  mandatarios  (vé  nota  453).  Vé  983 
con  su  primer  nota. 


AET.  147  Á  149  176 

propia,  á  otras  semejantes  en  que  sea  necesario  firmar  docu- 
mentos que  produzcan,  obligación  y  acción,  está  obligado  á 
darle  autorización  especial  para  todas  las  operaciones  com- 
prendidas en  el  referido  encargo,  la  que  será  anotada  y  regis- 
trada en  los  términos  prescriptos  en  el  artículo  133.  ^^ 

No  será  licito,  por  consiguiente,  á  los  dependientes  de  co- 
mercio girar,  aceptar  ni  endosar  letras,  poner  recibo  en  ellas, 
ni  suscribir  niogun  otro  documento  de  cargo  ni  descargo  sobre 
las  operaciones  de  comercio  de  dus  principales,  á  no  ser  que 
estén  autorizados  con  poder  bastante  [E.  189.  P.  166]  legíti- 
mamente registrado.  ^^  V.  148. 

Abt.  148 
Sin  embargo  de  lo  prescrito  en  el  articulo  precedente,  todo 
portador  de  un  documento  ^^^  en  que  se  declare  el  recibo  de 
una  cantidad  adeudada,  se  considera  autorizado   á  recibir  su 
importe,  V.  149.  De  W.  86. 

Abt.  149 

Dirigiendo  un  comerciante  á  sus  corresponsales  circular,  en 
que  dé  á  conocer  á  un  dependiente  de  su  casa  como  autori- 
zado para  algunas  operaciones  de  su  giro,  ^^^  los  contratos 

(508)  Porque  desampefla  funcionen  idónticaS)  aunque  menos  estensas, 
que  las  del  factor,  al  que  se  halla  casi  equiparado  (notas  500  y  505).  Vé 
el  150  y  el  810  n«  2o,  así  como  el  690,  y  ten  presente  el  62. 

(509)  Vé  art.  36  n«  4o,  42,  149  y  151,  así  como  la  nota  504,  y  compárese 
con  los  art.  237  y  238  de  mi  Proy.  de  Cód. 

(510)  Debe  entenderse,  firmado  par  el  acreedor,  por  argumento  de  la 
disposición  final  del  151,  y  porque  la  autorización  de  cobrar  un  documento 
sin  firma  sería  sumamente  peligrosa  para  aquel,  y  la  escepcion  consig- 
nada en  el  art.,  como  una  de  tantas  facilidades  requeridas  por  el  comercio, 
no  podría  entonces  justificarse.  £1  296  A.  dispone  también  que  el  portador 
de  un  recibo  se  juzga  autorizado  á  recibir  el  pago,  k  no  sor  <iue  de  cir- 
cunstancias conocidas  del  deudor  resultare  lo  contrario  (Mi  Proy.  de 
Cód.  129).  Así,  esta  disposición  corresponde  mas  bien  al  Tít.  1»  del 
Libro  II. 

(511)  Para  fijar  el  verdadero  alcance  de  las  facultades  acordadas  por  el 


176  TÍT.  IV.  DE  LOS  AGENITES  AUXILIASES 

que  hiciere  coa  las  personas  á  quienes  se  dirigió  la  circular,  ^^^ 
son  válidos  y  obligatorios,  en  cuanto  se  refieren  á  la  parte  de 
la  administración  que  le  fué  confiada,  ^^^. 

Igual  comunicación  es  necesaria  para  que  la  correspondencia 
de  los  comerciantes,  firmada  por  sus  dependientes,  surta 
efecto  ^^^  en  las  obligaciones  contraidas  por  correspondencia. 
V.  150,  P.  157.  E.  190. 


Aet.  150 

Las  disposiciones  de  los  artículos  136,  137, 189,  ^i»  142,  143, 
144  y  145,  se  aplican  igualmente  á  los  dependientes  que  estén 
autorizados  para  regir  una  operación  de  comercio,  ó  alguna 

principal  se  tendrán  en  cuenta  el  tenor  de  las  cláusulas  de  la  circular,  los 
usos  comerciales  (11  y  V),  las  disposiciones  de  los  art  217  á  220  y  demás 
circunstancias  del  caso. 

(512)  Porque,  tratándose,  no  de  la  administración  plena  del  faótor,  sino 
de  opt^raciones  de  comercio  con  determinadas  personas,  la  circular  suple 
entonces  al  registro.  Respecto  á  las  demás  personas,  regirán  las  disposi- 
ciones de  los  art.  139  y  141  (vé  el  150). 

(513)  Todo  este  inciso  pudo  redactarse  asi:  ''Los  contratos  que  celebrare 
un  dependiente  con  las  personas  á  quienes  su  patrón  le  haya  dado  á  co- 
nocer por  circulares,  como  autorizado  á  ejecutar  ciertas  operaciones  de 
su  giro,  obligan  al  patrón,  siempre  que  los  contratos  se  cirounscríban  á 
las  operaciones  encomendadas  al  dependiente ".  Mi  Proy.  de  Cód.  239, 
Ch.  345.  Para  que  armonice  con  hiciere,  debe  leerse  en  el  art.  refieran  en 
vez  de  refieren, 

(514)  £s  decir,  sus  efectos  propios  en  las  relaciones  comerciales. 

(515)  T  también  las  de  los  art  42, 134  (leparte);  y  la  prohibición  del  141, 
pena  de  ser  despedidos  (160  n*>  3<»),  pues  además  de  peligroso,  no  sería 
justo  que  el  dependiente  repartiese  su  tiempo  y  actividad  en  negocios  que 
no  pertenecen  á  quien  le  paga.  Vé  nota  500.  La  razón  de  nuestro  art.  es 
que  los  depandíentes  desempeñan  funciones  idénticas,  aunque  menos 
estensas,  que  las  del  factor  (nota  506). 

El  representante  de  una  casa  comercial  existente  en  otra  plaza  semeja 
mucho  al  dependiente:  no  es  un  mandatario  sino  mas  bien  un  locador  de 
servicios,  que  está  subordinado  al  principal  (vé  nota  452),  á  quien  procura 
clientela  y  negocios  mediante  un  tanto  por  ciento  de  comisión  (Annales 
de  D.  a  1889  pág.  196  á  199).    Vé  mi  Proy.  de  Cód.  236. 
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parte  del  giro  ó  tráfico  de  sos  príacipales.  ^^^  Y.  151.  E.  191. 
P.  168.  N.  E.  293.  A.  68. 

Abt.  161 

Los  dependientes  encargados  de  vender  por  menor  en. 
tiendas  ó  almacdues  públicos,  se  reputan  autorizados  para 
cobrar  el  precio  de  las  ventas  que  verifiquen,  ^^^  y  sus  recibos 
son  válidos;  espidiéndolos  á  nombre  de  sus  principales.  ^^^. 

La  misma  facultad  tienen  los  dependientes  que  venden  en 
los  almacenes  ^'^  por  mayor,  siempre  que  las  ventas  sean  al 
contado,  y  el  pago  se  verifique  en  el  mismo  almacén;  ^^^  pero 
cuando  las  cobranzas  se  hacen  fu3ra  de  éste,  ó  proceden  de 
ventas  hechas  á  plazo,  ^^^  los  recibos  serán  necesariamente  '^^ 
suscritos  por  el  priacipal,  su  factor  ó  legitimo  apoderado  cons- 
tituido para  cobrar.  ^^«^  V.  162.  E.  192.  P.  159.  N.  E.  294. 
A.  60.  L  379.  N.  P.  269. 


(516)  La  razón  queda  dada  en  la  nota  anterior. 

(517)  Ál  contado  ó  á  plazo,  pues  ni  este  inciso  ni  el  Cód.  Civ.  1883  (v. 
mi  nota  á  él)  distinguen,  y  el  inc.  2o,  relativo  &  casas  por  mayor,  arguye 
en  el  mismo  sentido.  En  contra  Sampaio,  que  amalgama  las  dos  partes 
de  nuestro  art.    Los  demás  autores  callan. 

(518)  Deben  espedir  &  nombre  de  su  patrcm  los  recibos  que  otorguen  (vé 
mi  Proy.  de  Cód.  240);  pero  la  circunstancia  de  que  omitan  hacerlo  no 
puede  perjudicar  &  los  compradores  (vé  136):  arg.  del  138.  Es  tan  nece- 
sario como  lógico,  que  quLeu  se  halle  autorizado  para  realizar  una  nego- 
ciación, tenga,  como  consecuencia  precisa  del  acto,  el  deber  de  documentar 
al  adquirente,  cuando  éste  lo  pida  (474  y  su  arg.  Cód.  Civ.  1883  y  1906 
inc.  2®:  vé  mis  notas  &  ellos  y  al  1884). 

(519)  En  que  se  comprende  toda  c  asa  por  mayor.    Yé  art.  3^  y  nota  24. 

(520)  Circunstancias  que  no  se  exigen  en  las  ventas  por  menor  (nota 
517^,  en  razón  de  su  menor  importancia.    Vé  art.  3. 

(521)  De  acuerdo  en  esto  con  el  1883  del  Cód.  Civ.  En  estos  casos,  la 
escepcion  se  funda  en  que  la  venta  no  se  consuma  en  el  mismo  acto,  sino 
en  otro  separado,  cuya  procedencia  y  oportunidad  deben  ser  apreciadas 
por  el  patrón  ó  su  factor. 

(522)  Es  decir,  para  poder  ser  opuestos  al  principal. 

(523)  Léase  con8tU%Ud0j  como  está  en  el  art.  español,  pues   si  las  casas 
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Abt.  162 

Los  asientos  hechos  en  los  libros  de  cualquier  ^**  casa  de 
comercio,  por  los  tenedores  de  libros  ó  dependientes  encar- 
gados de  la  contabilidad,  producen  los  mismos  efectos  ^^  que 
si  hubieran  sido  personalmente  verificados  por  los  principales. 
V.  153.  E.  193.  P.  160.  B.  77. 

Abt.  163 
Siempre  que  un  comerciante  encarga  á  un  dependiente  del 
recibo  de  mercaderias  compradas,  ó  que  por  otro  título  deben 
entrar  en  su  poder,  y  el  dependiente  las  recibe  sin  objeción  ni 
protesto,  se  tiene  por  buena  la  entrega  sin  que  se  le  admita  al 
principal  redamación  alguna,  á  no  ser  en  los  casos  prevenidos 
en  los  Títulos  de  la  Compra  venta  y  de  los  Fletamentos  (artí- 
culos 472,  473,  1078  y  1079).  5««  V.  154.  E.  194.  B.  76  N.  E. 
296.  Vé  P.  161.  N.  P.  260. 

Abt.  164 

Los  factores  y  dependientes  de  comercio  son  responsables  á 
sus  principales  de.  cualquier  daño  que  causen  á  sus  intereses 

suelen  tener  empleados  especiales  para  cobrar,  no  puede  decirse  que  un 
factor  sea  constituido  para  cobrar  (vé  135  y  142). 

(524)  Léase,  de  una.  Este  art.  debió  seguir  al  62,  y  se  encuentra  aquí 
como  estravíado.    Vé  la  nota  siguiente. 

(525)  Efectos  civiles  puramente:  comp.  con  el  1546  n^  11.  Los  asientos 
aprovechan  al  propio  tenedor,  salvo  el  caso  de  fraude.  Namur,  n<>  224. 
Véase  nota  239.  El  tenedor  de  libros  desempeña  las  funciones  de  un  pe- 
rito en  contabilidad  y  su  carácter  difiere  profundamente  del  factor  y 
demás  dependientes,  y  no  es  propiamente  un  mandatario  ó  lo  es  sui  ge- 
neris.    En  contra  Sampaio,  II  pág.  152. 

(526)  Cuando  un  comerciante  encargare  á  un  dependiente  de  la  recepción 
de  mercaderias  y  éste  las  recibiere  sin  reparo,  objeción  ni  protesto,  surte 
su  recepción  los  mismos  efectos  que  si  la  hubiese  hecho  el  principal  (N. 
E.  295.  N.  P.  260).  Pero  es  entendido  que  al  principal  le  quedan  á  salvo 
los  derechos  declarados  en  los  art.  472,  473,  1078,  1079  y  también  en 
el  183,  y  que  aquel  habría  tenido,  aun  cuando  el  recibo  lo  hubiera  hecho 
en  persona. 
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por  malversación,  negligenoia  ^^  ó  falta  de  exacta  ejecncion  de 
sns  órdenes  é  instrucciones;  quedando  sujetos,  en  el  caso  de 
malversación,  á  la  respectiva  acción  criminal.,^*®  V.  IBB.  B.  78. 
De  E.  200  y  P.  167.  N.  E.  297. 1.  375. 


Abt.  156 

Los  accidentes  imprevistos  ó  inculpables  ^^  que  impidieren 
el  ejercicio  de  las  funciones  de  los  factores  ó  dependientes,  no 
interrumpen  la  adquisición  del  salario  que  les  corresponde,  ^^ 
siempre  que  la  inhabilitación  no  esceda  de  tres  meses  conti- 
nuos. V.  156.  E.  201.  P.  168.  N.  P.  265.  B.  79.  W.  35.  A.  60. 

(627)  Sea  como  mandatarios  (vé  260,  413  y  895  y  06d.  Civ.  512)  6  como 
locadores  de  servicios,  ó  en  virtud  del  principio  de  que  todo  el  que  por  su 
dolo,  culpa  6  negligencia  ocasiona  un  daño  á  otro,  está  obligado  á  repa- 
rarlo (Cód.  Civ.  1077  y  1109).  Cito  también  el  art.  1077,  porque  el  1109 
sólo  es  aplicable  á  los  hechos  ú  omisiones  de  las  obligaciones  convencio- 
nales, cuando  degeneran  en  crímenes  (1107,  allí). 

(528)  Aplica  lo  dicho  en  la  nota  338.  Vé  160.  Casi  todo  el  art.  es  materia 
de  derecho  común. 

(529)  Pero  no  los  que  procedan  de  un  vicio  suyo  6  que  esté  en  su  mano 
evitar  (La  Sema);  mas  nótese  que  este  art.,  como  el  portugués,  y  á  dife- 
rencia del  E.  y  del  B.,  usa  de  la  conjunción  disyuntiva  y  no  de  la  copula- 
tiva, de  modo  que  se  contenta  con  que  el  accidente  sea  6  inculpable  ó 
imprevisto.  Sin  embargo,  habría  sido  mejor  suprimir  la  palabra  im- 
previstos. 

(530)  La  humanidad,  cuando  no  la  justicia  y  la  conveniencia  del 
principal,  justifica  la  resolución  de  nuestro  art.  Compara  con  1010  á  1012. 
Muchas  veces  el  impedimento  tendrá  lugar  con  ocasión  del  servicio 
prestado  al  principal,  que  es  un  caso  que  se  aproxima  al  del  art.  156 
siguiente;  y  además,  el  principal  escitará  asi  la  solicitud  y  fidelidad  de 
sus  dependientes,  tan  necesarias  para  el  mejor  éxito  de  los  negocios,  y 
los  comerciantes  hallarán  mas  fácilmente  quienes  se  pongan  á  su  servicio 
y  esto  mediante  un  salario  mas  bajo  que  el  que  requerirían  si  tuvieran 
que  perderlo  mientras  estén  imposibilitados. '  Es  entendido  que  puede, 
pactándose  lo  contrario,  renunciar  al  beneficio  del  art. 

Se  supone  que  el  dependiente  está  ajustado  por  mes,  como  sucede  de 
ordinario;  pues  si  lo  fuese  por  dia  ó  jornal,  no  debe  abonársele  sino  los 
dias  que  trabajó,  porque  se  considera  cada  dia  de  trabajo  como  un  con- 
trato separado  (La  Sema  y  otros),  y  regularmente  se  paga  más  por  jornal 
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Abt.  156 

Si  en  el  servicio  que  presta  al  principal,  ^^^  aconteciere  al 
factor  ó  dependiente  algún  daño  ó  pérdida  extraordinaria,  ^^* 
será  de  cargo  del  principal  la  indemnización  del  referido  daño 
ó  pérdida,  ^33  4  juicio  de  arbitradores.  ^^^'V.  167.  B.  80  y  E. 
202.  N.  E.  298. 1.  376.  P.  169.  N.  P.  266  §  único. 


que  por  cada  dia  de  trabajo  en  el  ajaste  por  mea.  Sin  embargo,  aquella 
razón  es  un  summum  jua  y  no  satisface  plenamente,  ya  que  también  puede 
decirse  del  ajuste  por  mes,  que  para  cada  mes  hay  un  nuevo  contrato. 
Por  esto  he  estimado  razonable  que  al  trabajador  por  dia  se  le  abonasen 
los  tres  dias  continuos  de  inhabilitación.  Vé  230  de  mi  Proy.  de  Cód. 

(531)  Repútase  perjuicio  ocasionado  por  la  ejecución  del  mandato,  so- 
lamente aquel  que  el  mandatario  no  hubiera  sufrido,  si  no  hubiera  acep- 
tado el  mandato  (Cód.  Civ.  1954).  Una  pérdida  ó  gasto  que  experimente 
por  efecto  inmediato  y  directo  del  servicio,  dicen  los  Cód.  E.  P.  y  N.  P.; 
mas  no  el  que  sea  ocasional  (Vidari,  n»  256).  Véase  á  Pothier,  Sociétéj 
n»  131,  á  Troplong  y  demás  espositores  del  art.  20(X)  del  Cód.  Napoleón. 
Vidari  piensa  que  nuestro  art.  no  rige  el  caso  de  un  daño  que  al  gestor  le 
suceda,  viajando  en  camino  de  fierro  con  motivo  de  un  negocio  de  su 
empleo,  sin  duda  porqué  si  el  dependiente  no  ha  tenido  culpa,  podrá  in- 
demnizarse contra  la  empresa  (184);  pero  aun  así,  la  opinión  de  Vidari 
parece  difícil  de  justificarse. 

(532)  Porque  se  considera  que  la  pérdida  ordinaria  ha  sido  prevista  y 
tomada  en  consideración  al  fijar  el  quantum  del  salario.  En  este  sentido 
Troplong,  n©  672;  A. 

(533)  Compara  con  el  414  inc.  2<»  y  con  los  casos  de  los  art.  1010 
á  1012. 

(534)  Esta  palabra  no  pertenece  á  la  tecnología  del  derecho  hispano- 
americano y  constituye  un  verdadero  portuguesismo.  Estudiando  los 
art.  122,  152,  165, 167, 171,  227,  337,  373,  380,  385,  476,  491,  573,  884,  892, 
947,  982, 1073,  1104,  1166,  1191,  1194,  1195,  1208,  &,  1264,  1269  bis,  1291, 
1306,  1325,  1327,  1330  y  1336  del  presente  Cód.  se  vé  que  su  terminología 
se  resiente,  como  de  costumbre,  de  la  variedad  de  modelos,  y  se  llega  á 
la  conclusión  de  que,  salvo  disposiciones  especiales,  los  arbitradores  ó  pe- 
ritos arbitradores  no  son  arbitros  arbitradores^  sino  peritos,  si  bien  su  dic- 
tamen sería  en  principio  obUgatorio  para  el  juez  (vé  la  nota  446  y  los 
art.  1264  y  1269  citados);  y  que,  finalmente,  la  misma  inteligencia  dan 
sus  comentadores  al  art.  133  brasilero  que,  como  el  208  del  Cód.  anterior, 
quería  que  las  cuestiones  de  hecho  se  determinaran  siempre  por  arbitra- 
dores,   Ajsí,  Orlando  nos  dice  (pág.  675)  que  es  nula  la  sentencia;  que 
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Aet.  157 

No  estando  determinado  el  plazo  del  empeño  que  contrajeren 
los  factores  y  dependientes  con  sus  principales,  ^^  puede  cual- 
quiera do  los  contrayentes  darlo  por  acabado^  ^^  avisando  á 
la  otra  parte  de  su  resolución  con  un  mes  de  anticipación  ^^^. 

El  factor  ó  dependiente  despedido  tendrá  derecho,  excepto 
en  los  casos  de  notoria  mala  conducta,  ^^  al  salario  correspon- 


conñindiendo  el  arbitramiento  con  el  juicio  arbitral  homologa  aquel,  en 
vez  de  tomar  los  laudos  de  los  arbitradareay  como  informaciones  para  ma- 
ytyr  esclarecimiento  y  decidir  la  causa  absolviendo  ó  condenando. 

Y  Barroso  agrega:  es  un  medio  seguro  de  ilustrar  la  conciencia  del 
Juez,  y  los  arbitradores,  que  deben  tener  los  conocimientos  profesionales 
y  la  esperiencia  necesaria  para  apreciar  esas  cuestiones  de  hechOy  ofrecen 
perfecta  garantía  para  el  descubrimiento  de  la  verdad  y  la  buena  aplica- 
ción del  derecho.    Vé  á  Sampaio,  bajo  el  760  portugués. 

En  fin,  las  leyes  brasileras  jamás  confunden  los  arbitradores  (peritos) 
con  los  arbitros  ó  jueces  arbitros. 

En  todos  los  casos  en  que  se  requieren  conocimientos  aspeciales,  el  * 
auxilio  supletorio  de  comerciantes  peritos,  es  indicado  como  im  recurso 
precioso  para  ilustrar  la  conciencia  del  Juez;  porque  el  comercio  tiene 
sus  secretos,  prácticas  y  astucias  de  muchos  ignoradas  y  que  d  adié  conoce 
mejor  que  el  propio  comerciante  de  cada  ramo.  Véase  el  artículo  249 
español. 

De  lo  dicho  resulta,  que  la  frase  de  nuestro  art.  á  juicio  de  arbitradores j 
tomada  del  art.  brasilero,  se  refiere  nó  á  los  jueces  arbitros  (como  el  169 
portugués)  sino  á  peritos  arbitradores,  que  deben  designarse  entre  los 
comerciantes  dal  ramo  respectivo.    Comp.  con  mi  Proy.  de  Cód.  229. 

(535)  Y  en  el  caso  del  art.  42.  Siendo  el  mandato  uü  contrato  unila- 
teral y  hallándose  cimentado  en  la  confianza,  el  mandante  puede  siempre 
revocarlo,  y  el  mandatario  renunciarlo,  desde  que  no  lo  haga  intempesti- 
vamente: vé  art.  1970  á  1979  del  Cód.  Civ.  con  mis  notas. 

Cuando  el  factor  esté  interesado  en  el  negocio,  se  le  liquidará  su  parte 
de  ganancias,  y  una  despedida  intempestiva  ó  dolosa  no  debe  perju- 
dicarle. 

(536)  Sin  perjuicio  del  derecho  acordado  en  el  155  y  de  lo  dicho  en  la 
nota  anterior. 

(537)  A  objeto  de  que  el  principal  tome  otro  dependiente,  y  éste  bus- 
que nueva  colocación,  salvo  la  facultad  acordada  á  aquel  por  el  inc.  2^, 

(538)  Como  en  los  casos  análogos  de  los  art.  82,  1(>2,  119,  436  n<»  1«  y  2« 
y  440  inc.  2».    Vé  el  160  n«  2»  y  3«. 
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diente  á  ese  mes;  ^^^  pero  el  principal  no  estará  obligado  á 
conservarlo  en  su  establecimiento  ni  en  el  ejercicio  de  sns  iiin- 
ciones.  540  y.  168.  E.  196.  P.  163.  N.  P.  263.  B.  81.  N.  E.  302. 

Abt.  168 

Existiendo  plazo  estipulado,  no  pueden  arbitrariamente^^ 
las  partes  separarse  de  su  cumplimiento.  El  que  lo  hiciere 
estará  obligado  á  indemnizar  al  otro,  á  juicio  de  arbitrado- 
res,  ^^  de  los  perjuicios  ^*^  que  por  ello  le  sobrevengan.  V.  169. 
B.  82  y  E.  97.  P.  164.  N.  E.  299. 

Abt.  169 

Se  considera  arbitraria  la  inobservancia  del  contrato  entre 
el  principal  y  su  factor  ó  dependiente,  siempre  que  no  se  funde 
en  lujuria  que  haya  hecho  el  uno  á  la  seguridad,  al  honor  ó  á 
los  intereses  del  otro  ó  de  su  familia  ^^. 

Esta  caliñcacion  se  hará  prudencialmente  por  el  Tribunal  ó 
Juez  competente,  ^^^  teniendo  en  consideración  el  carácter  de 

(539)  O  4  las  ganancias  probables  de  ese  mes,  ó  4  las  ya  realizadas 
(vé  nota  636). 

(640)  Pagado  del  sueldo,  si  no  es  alimentado,  tampoco  trabaja. 

(641)  Vé  el  169  siguiente,  y  el  160,  donde  se  enumeran  las  justas  cau- 
sas de  separación. 

(642)  Sobre  esta  palabra,  tomada  del  Oód.  B.,  vé  nota  634. 

(64H)  Teniendo  en  cuenta  las  circunstancias  (vé  notas  635  y  539)  y  con 
sujeción  4  los  principios  del  derecho  común.  Vé  Cód.  Oiv.  1958, 1978  y 
1979  con  mis  notas. 

(644)  Injuria  á  la  seguridad  ó  á  loa  intereses^  parece  que  ser4  un  ataque 
grave  á  la  persona  ó  daño  4  los  intereses.  Vé  la  nota  siguiente.  Res- 
pecto 4  lo  que  es  famüiay  vé  el  Cód.  Civ.  1079  y  1080.  Cuando  sobreviene 
la  incapacidad  del  mandante  ó  del  mandatario  (vé  Cód.  Civ.  1984  y  1986 
con  mis  notas),  aunque  el  mandato  se  estinga  (vé  1403),  no  hay  inobser- 
vancia del  contrato.  Yé  13  y  160  n®  1<».  Si  hubiere  intervenido  perdón, 
parece  que  cesar4  el  derecho  de  rescindir  el  contrato. 

(545)  Puede  verse  4  Thol,  §  74.  La  disposición  de  este  inciso  no 
abraza  los  casos  del  160,  aunque  ser4n  los  jueces  los  que  resolver4n  si 
son  reales  las  causas  aducidas  para  la  despedida  del  factor  ó  dependiente. 
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las  relaoioaes  que  median  entre  los  superiores  ¿  inferiores.  ^^^ 
V.  160.  E.  198.  P.  166  ||  B.  83.  N.  P.  264  §  1». 

Abt.  160 
Con  respecto  á  los  principales,  son  cansas  especíales  ^^  para 
que  puedan  despedir  á  sus  factores  ó  dependientes,  aunque 
exista  empeño  ó  ajuste  por  tiempo  determinado: 

1^  Incapacidad  ^^  para  desempeñar  los  deberes  y  obliga- 
ciones á  que  se  sometieron ; 
2o  Todo  acto  de  fraude  ó  abuso  de  confianza;  ^^ 
3o  Negociación  por  cuenta  propia  ó  ajena,  sin  espreso 
permiso  del  principal.  ^s^V.  161.  E.  199  y  B.  84.  P.166. 
N.  E.  300.  A.  63.  N.  P.  264  §  2o. 

Abt.  161 

Ni  los  factores  ni  los  dependientes  de  comercio  pueden  de- 
legar en  otros,  ^^^  sin  autorización  por  escrito  ^^*  de  los  princi- 

(546)  EIn  virtud  de  las  cuales  el  principal  tiene  cierto  grado  de  auto- 
ridad y  sus  dependientes  le  deben  consideración  y  respecto;  pero  sin 
olvidar  que  todos  tienen  perfecti^imo  derecho  á  ser  respetados  en  su  dig- 
nidad y  seguridad  personal. 

(547)  Pues  en  el  art.  anterior  quedan  enumeradas  las  causas  de  sepa- 
ración ó  rescisión  del  contrato,  comunes  á  los  principales  y  factores. 

(548)  Palabra  del  art  brasilero,  que  yo  entiendo  que  es  sinónima  de 
ineptitud  é  imposibilidad  ó  inhabilitación  para  continuar  desempeñando 
los  deberes  y  obligaciones  de  factor,  como  seria  una  enfermedad  persis- 
tente (vé  419  n9  9o).  Queda  siempre  á  salvo  el  derecho  acordado  en 
el  155. 

(549)  Porque  el  mandatario  infiel  traiciona  su  misión,  que  es  toda  de 
confianza. 

Se  ha  juzgado  que  un  factor  no  puede  cometer  una  estafa,  lo  cual  me 
parece  un  error  evidente. 

(550)  Yé  la  nota  515  y  el  art.  141  con  sus  notas.  Los  nuevos  Códigos 
(Gh.  334.  N.  E.  301  y  N.  P.),  preocupándose  de  los  derechos  del  depen- 
diente, consignan  también  las  causas  por  que  puede  éste  despedirse  de 
su  principaL    Mi  Proyecto  234. 

(551)  Puede  compararse  con  251,  306  y  1220.  Grandes  conveniepcias 
requieren  que  el  nuvndato  del  factor,  mas  aun  que  el  del  comisionista  (vé 
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pales,  cualesquiera  órdenes  ó  encargos  que  de  estos  recibieren, 
y  casó  de  verificarlo  en  otra  forma,  responderán  directamente 
de  los  actos  de  los  sustitutos  y  de  las  obligaciones  que  hu- 
biereu  contraído.  '^^^  V.  162.  E.  196  y  B.  85.  P.  162.N.E.296. 


CAPÍTULO  QUINTO 

De  los  acarreadores,  porteadores  ó  empresarios  de  trasportes  6^ 

251  y  nota  395),  sea  personal  é  intransferible.  Porque  el  principal  busca 
el  crédito,  la  industria  y  la  fidelidad  en  sus  dependientes  y  especialmente 
en  el  £actor,  que  es  su  alter  ego;  porque  estos  deben  obrar  bajo  la  ins- 
pección y  vigilancia  de  aquel,  y  porque  el  secreto  de  los  negocios  es  una 
necesidad  suprema  del  comerciante  (vé  nota  213). 

Según  el  Cód.  Civ.,  el  mandatario  no  puede  sustituir  sus  poderes,  si 
para  ello  no  ha  sido  autorizado.  Cuando  le  falta  esta  facultad,  el  sus- 
tituto obra  por  y  para  el  mandatario  y  bajo  su  responsabilidad;  mientras 
que  la  autorización  para  sustituir  hace  que  el  sustituto  lo  sea  del  man- 
dante, desapareciendo  el  mandatario  de  la  escena. 

El  mandatario  civil  que,  sin  estar  autorizado  especialmente,  sustituye 
sus  poderes,  no  comete  con  ello  falta  alguna,  como  afirman  Troplong  y 
algim  otro,  pues  no  hay  culpa  en  el  ejercicio  de  una  facultad  legal  (Oód.  - 
CÜv.  1071),  y  sí  responde  de  los  hechos  del  sustituto  es  porque  faeta  maw- 
datarii  facta  mandantis  y  porque  uno  es  responsable  de  los  hechos  de  las 
personas  de  que  se  sirve  (vé  126,  127  y  final  del  162). 

(552)  Pero  podrá  también  ser  accionado  por  los  terceros  contratantes, 
si  el  principal  ratificó  lo  hecho  y  en  el  caso  del  139  (vé  el  160).  Vé  taja- 
bien  Cód.  Civ.  1942  con  mi  nota.  Por  grande  que  sea  la  urgencia,  el 
dependiente  no  está  autorizado  para  hacer  la  sustitución,  constituyén- 
dose en  gestor  oficioso;  y  le  bastará  tomar  las  medidas  conservatorias 
que  las  circunstancias  exijan,  como  resuelve  el  Cód.  Civ.  1916. 

Los  art.  238,  242  n^  2^  y  251  son  peculiares  al  comisionista.  Se  ha 
sostenido  una  doctrina  distinta,  apoyándose  en  Troplong,  que  habla  del 
mandatario  civil  en  general  y  de  quien  es  tomado  precisamente  el  dicho 
art.  1916.  Inútil  es  recordar  la  disposición  del  1924  y  de  otros  del 
Cód.  Civ. 

(553)  El  rubro  debió  ser  este:  Dd  trasporte  por  tierra  y  en  pequeñas 
embarcaciones  (vé  206  y  1018  y-  la  nota  305).  En  todo  caso  debió  decirse 
simplemente  de  los  porteadores  y  empresarios  de  trasporte;  porque  acar- 
reador es  sinónimo  de  porteador,  porque  debió  emplearse  la  conjunción 
copulativa,  como  en  los  rubros  de  los  dos  Capit.  anteriores  y  en  el  art. 
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Abt.  162 
Las  empresas  de  ferrocarriles,  ^^  los  troperos,  **^  arrieros  y 


199,  y  porque  es  preferible  poner  trasporte  en  singular  (vé  87  n«  6«,  164, 
172, 191, 196  y  199.  Así,  el  E.  dice  sencillamente  De  los  porteadores,  el 
P.  Dos  commissarios  de  transportes  é  dos  recoveiros  (acarreadores),  y  el  B« 
Dos  conductores  de  géneros  é  commissarios  de  transportes  (vé  nota  566  al  164). 
Por  lo  demás,  el  comisionista  de  trasporte  (164  y  190  inc  2»)  difiere  del 
acarreador,  en  que  aquel  hace  de  ordinario  el  trasporte  mediante  éste,  y 
por  cuenta  del  dueño  (vé  dicha  nota  y  el  16,3).  Comp.  con  mi  Proy.  de 
Cód.  673.  Vé  87  con  su  nota  y  las  notas  48,  49  y  la  1»  al  200. 

Este  Capítulo  consta  aproximadamente  de  unos  25  art.  del  Cód.  ante- 
rior, 20  artículos  y  varios  incisos  de  mi  "Proyecto  de  Código  de  Comercio 
y  tres  ó  cuatro  incisos  (sobre  ferro-carriles)  de  la  Comisión  de  Códigos. 

£1  trasporte  es  un  contrato  en  virtud  del  cual  una  persona  se  obUga, 
por  cierto  precio,  á  conducir  de  un  lugar  á  otro,  pasajeros  ó  mercaderías 
ajenas  y  4  entregar  éstas  á  las  personas  á  quien  vayan  dirigidas.  Vé  á 
Pardessus,  n»  637.  Vidari,  2194  y  Caluci,  n«  206.    Vé  nota  3361. 

£1  contrato  de  transporte,  aunque  tenga  algo  del  de  depósito,  es  real- 
mente una  locación  de  cosas  y  de  servicios,  y  por  consiguiente  es  con- 
sensual  y  no  reaL  Compara  con  el  art.  167  chileno;  Pardessus,  n®*  493  y 
494;  Bódarride,  n»  238;  Vidari,  n~  2194  y  2322;  Namur,  n«  362;  La  Serna, 
al  art.  203  español  y  Caluci,  n9  203.  Sostienen  que  es  real,  Demangeat 
sur  Bravard,  tomo  JI  pág.  326;  Vidari,  n«  2196  y  Alauzet,  n«  892.  Este 
autor  se  refuta  el  mismo,  al  decir  que  las  condiciones  esenciales  á  su 
existencia  son:  un  cargador  ó  remitente,  un  porteador,  objeto  á  transpor- 
tar y  precio  del  transporte  (b9  1106),  y  mas  adelante  llama  locador  al 
cargador  (n®  1206).  Según  el  Cód.  Napoleón,  art.  1779,  n.  2»,  el  trans- 
porte es  una  locación  de  obra  y  de  industria.  Le  serán  pues  aplicables, 
como  supletorias,  las  disposiciones  del  Cód.  Civil  sobre  locación.  Vé 
nota  306. 

Pero  el  conductor  obra  en  ciertas  ocasiones  como  mandatario  y  espe- 
cialmente cuando  se  obliga  á  no  entregar  la  carga  al  destinatario  sino 
mediante  el  pago  del  precio  ú  otras  condiciones.  Vidari,  n9  2478,  3* 
edición. 

EU  carretero  no  es  un  mandatario.  Vé  4  Pardessus,  n9  537.  Haberstich 
II  pág.  209.    Contra  S.  460.    Comp.  163  y  164. 

Respecto  al  transporte  de  viajeros,  puede  verse  la  nota  final  de  este 
Cap.  el  1119,  á  Alauzet,  n»  1163  á  1166  y  á  Bédarride,  n»  409  á  436. 

(654)  Se  han  agregado  algunos  incisos  peculiares  al  trasporte  por 
ferro-carriles  (vé  177, 187  inc.  2»  y  204);  pero  como  existen  leyes  nacio- 
nales y  provinciales  y  reglamentos  especiales  sobre  la  materia,  surgirá 
la  duda  de  la  prelacion  entre  ellas  y  las  disposiciones  del  presente  Cód. 
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en  general,  *^  todos  los  qne  se  encargan  ^^  de  condadr  mer- 
caderías ó  personas,  mediante  una  comisión,  porte  ó  flete,  ^^ 
deben  efectuar  la  entrega  fielmente  en  el  tiempo  y  en  el  lugar 
del  convenio;  emplear  todas  las  diligencias  y  medios  practi- 
cados por  las  personas  exactas  ^^  en  el  cumplimiento  de  sus 
doberes  en  casos  semejantes,  para  que  los  efectos  ó  artículos 
no  se  deterioren;  haciendo  á  tal  fln,  por  cuenta  de  quien  per- 
tenecieren, los  gastos  necesarios;  ^^  y  son  responsables  á  las 
partes,  no  obstante  convención  en  contrario,  ^*  por  las  pér- 

Pienso  que  deben  prevalecer  las  disposiciones  peculiares  á  los  ferro- 
carriles (S.  466),  y  entre  éstas,  las  leyes  nacionales  mas  modernas;  y  que 
las  demás  disposiciones  del  presente  Capitulo  se  aplicarán  solo  como  su- 
pletorias. Comp.  Ley  de  B.  Aires,  art.  65  y  77,  Ley  nacional,  art.  52. 
Por  lo  demás,  á  graves  dificultades  ha  de  dar  lugar  este  procedimiento 
mecánico  de  injertar  en  una  ley  general  disposiciones  sueltas  sobre  una 
materia  especial  que  tiene  su  reglamentación  propia.  El  sistema  de 
superfetacion  se  nota  con  frecuencia  en  este  Código. 

(555)  Que  hacen  la  conducción  por  tierra  en  tropas  de  carros  ó  carrejas 
(carrero,  carretero),  y  también  llamamos  asi  á  los  que  se  ocupan  en  el 
acarreo  6  transporte  de  ganados. 

(556)  Y  en  general,  todo  conductor,  aunque  no  se  encargue  habitual- 
mente;  porque  aquí  no  se  exige  que  sea  una  empresa  (vé  8  n<>  5»).  De 
que  se  colige  que  las  disposiciones  del  presente  Capít  son,  en  general, 
aplicables  á  toda  clabe  de  transportes,  cualquiera  que  sea  la  denominación 
que  comunmente  se  les  aplique,  y  aunque  se  trate  de  un  trasporte  oca- 
sional de  mercaderías  ó  pasajeros  (vé  nota  49).  No  es  de  esencia  del 
contrato,  dice  Haberstich,  n  pág.  210,  que  el  conductor  ejerza  el  tras- 
porte por  oficio. 

(557).  Vé  la  nota  precedente. 

(558)  Comisión  es  la  que  cobra  el  comisionista  de  trasporte.  Lo  que 
se  paga  a,\  porteador  se  llama |>or¿€,  en  los  transportes  por  tierra,  y  .flete, 
en  los  fluviales  ó  marítimos  (vé  nota  566). 

(559)  Esta  disposición  doctrinaria  no  armoniza  con  la  del  123  n9  4fi  y 
su  verdadero  alcajice  se  fija  por  los  art.  171  á  177.  Vé  la  nota  431. 
Deben  entregarse  las  mercaderías  en  el  estado  y  condición  en  que  fueron 
recibidas  (vé  175),  y  también,  en  si;  caso,  los  papeles  ó  documentos  ne- 
cesarios para  el  libre  tránsito  de  la  carga  (1057  y  su  arg.)  Bédarride, 
no  248.  N.  P.  372.  Vé  Cód.  Oiv.  1624. 

(560)  Vé  el  201.  Por  cuenta  de  quien  perteneciere,  dice  el  art  brasilero 
y  nunca  se  dice  por  cuenta  de  quien  correspondan  (vé  197). 

(561)  Esta  adición  tiene  un  propósito  atinado,  pero  recarga  el  artículo 
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didas  ó  daños  que  les  resultaren  por  malversación  ú  omisión 
saya  ó  de  sos  factores,  dependientes  ú  otros  agentes  cuales- 
quiera ^  V.  163.  B.  99.  De  P.  196  y  202. 


y  QB  diminuta.  Comp.  204  inc.  2o.  Su  lugar  oportuno  era  á  continuación 
del  174,  y  la  disposición  debió  concebirse  en  estos  términos,  poco  mas  ó 
menos:  ^Los  empresarios  no  podrán  limitar  su  responsabilidad  por  las 
pérdidas  y  averías  á  una  determinada  cantidad,  ni  quedarán  eximidos 
de  indemnizar  á  los  cargadores  las  pérdidas  que  justificaren  haber  su- 
frido, no  obstante  cualquier  pacto  en  contrario  (arg.  del  204  inc.  2<>),  salvo 
lo  dispuesto  en  el  art.  174  y  en  el  art.  41  de  la  ley  nacional  sobre  ferro- 
carriles (Set.  18  de  1872)  **.  Según  ese  art:  '^  en  caso  de  estravio  ó  dete- 
rioro de  alguno  de  los  bultos  que  forman  el  equipaje  del  viajero,  la 
indemnización  se  hará  efectiva,  con  arreglo  á  la  tarifa  de  avalúos  que  se 
haya  fijado  en  el  Reglamento  respectivo,  según  la  naturaleza  y  calidad 
de  los  bultos**.  Estas  disposiciones  y  la  del  Cód.  Civ.  2232  desautorizan 
los  avisos  que  los  conductores  acostumbran  consignar  en  la  carta  de 
porte  ó  póliza  de  fletamento,  de  no  responder  por  1&  fuerza  mayor  ó  de 
responder  sólo  hasta  determinada  cantidad.  Véase  á  Pardessus  n  pág. 
64.  Bédarride,  n»*  360  y  361  y  Chemins  de  fer,  n»  460.  Namur,  n»  369. 
Vidari,  n^  2216,  2246  y  2906.  Aubry  y  Han,  §  373  nota  18.  Vincent  y 
Pénaud,  pág.  907  n<>  43  á  47,  A.  Varios  autores  permiten  que  se  pacte 
en  contrarío. 

(662)  Ley  nacional  de  f.  carriles,  63.  Ley  A.  Junio  7  de  1871,  §  2. 
Ley  £.  Nov.  27  de  1877  art.  14.  Gomo  los  barraqueros  y  administra- 
dores de  casas  de  depósito  (127),  y  de  conformidad  al  Cód.  Civ.  (vé  1624 
inc.  2o),  segpn  el  cual  los  agentes  de  trasportes  terrestres  son  responsa- 
bles del  daño  causado  por  sus  empleados  en  los  efectos  que  recibiesen 
para  trasportar,  ó  cuando  tales  efectos  desapareciesen,  aunque  prueben 
que  les  ha  sido  imposible  impedir  el  daño;  y  los  patrones  de  embarca- 
ciones, lo  mismo  que  los  capitanes  de  buque,  respecto  del  daño  causa- 
do por  la  gente  de  la  tripulación  y  cuando  esos  efectos  se  estravían  (1118 
y  1119  inc  l«y  2»  combinados).  Vé  los  art.®»  909  y  912,  y  nótese  que  el 
pasajero  no  es  un  dependiente  ó  empleado.  Los  comisioDistas  responden 
por  todas  las  personas  intermedias  que  emplean  en  el  trasporte  de  mer- 
caderías, dice  el  P.  202;y  el  F.  99  "  es  responsable  del  comisionista  inter- 
mediario á  quien  dirige  ó  encomienda  las  mercaderías'*  (vé  171).  Béda- 
rride (no  276)  dice  que  hay  en  esto  una  derogación  al  derecho  común,  y 
á  Alauzet  le  parece  una  disposición  demasiado  severa;  porque,  dice  Mer- 
lin,  que  el  comisionista  cumple  su  mandato  con  buscar  un  porteador 
conocido  y  trasmitirle  las  instrucciones  recibidas,  y  que  el  comisionista 
debe  ser  como  un  comerciante  cualquiera  á  quien  se  pide  el  envió  de 
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Abt.  163 

Cuando  el  acarreador  no  efectúe  el  trasporte  por  sí  sino 
medíante  otra  empresa,  ^^  conserva  para  con  el  cargador  su 
calidad  de  acarreador,  ^^  y  asume  á  su  vez,  la  de  cargador 
para  con  la  empresa  encargada  del  trasporte.  ^^^  De  Mi  677. 
Ch.  168.  Nuevo  Port.  367. 

Abt.  164 
Loá  empresarios  ó  comisionistas  de  trasporte,  ^^  además 

mercaderías,  el  cual  no  responde  de  los  acontecimientos  del  viaje  ni  de 
las  faltas  del  porteador.  Esta  paridad  sería  admisible  si  el  empresario  de 
trasportes  fuera  realmente  un  comisionista,  que  no  contrata  ó  se  obliga  al 
trasporte,  y  sí  únicamente  á  buscar  un  porteador,  y  esta  parece  que  era  la 
doctrina  prevalente  en  los  códigos  que  sirvieron  de  modelo  á  nuestro  Cód. 
anterior.  Compara  con  163,  164,  165  n«  1«  y  171.  Pero  Bravard  está  en 
lo  cierto,  cuando  establece  (pág.  361),  que  el  comisionista  ó  el  empresario 
toma  el  compromiso  de  conducir  las  mercaderías  al  lugar  de  su  destino 
(arg.  del  163).  Adde  Namur,  n»  364. 

(563)  Aunque  el  trasporte  imponga  una  obligación  de  hacer,  el  que  se 
obliga  á  conducir  personas  ó  mercaderías,  puede  (salvo  pacto  en  contrario) 
bajo  su  responsabilidad,  encargar  la  conducción  á  un  tercero  (Oh.  168). 
El  porteador,  dice  el  N.P.,  puede  efectuar  el  trasporte  directamente  por 
sí,  sus  empleados  é  instrumentos  ó  por  empresa,  compañía  ó  persona 
diversas. 

(564)  Porque  un  contratante  no  pierde  el  carácter  con  que  contrata  ni 
puede  dKimirse  de  las  obligaciones  personales  inherentes  á  ese  carácter, 
por  el  hecho  de  sustituir  en  otro  la  ejecución  del  contrato. 

(565)  Porque  el  acarreador  primitivo  celebra  á  su  vez  un  contrato  de 
trasporte  y  lo  hace  en  nombre  propio  y  no  en  representación  de  otro.  Las 
palabras  á  su  vez  estau  mal  empleadas  en  este  inciso;  porque  el  acarrea- 
dor toma  una  doble  calidad  y  una  doble  responsabilidad:  las  de  acarreador 
y  además  las  de  cargador.  Vé  E.  232. 

(566)  Los  Oód.  F.  E.  y  P.  no  hablan  sino  de  los  comisionistas,  pero  la 
doctrina  ha  estendido  el  mandato  á  los  empresarios  de  trasporte,  y  la  ra- 
zón, á  la  verdad,  es  la  misma.  Comp.  con  91,  93, 118  n®»  1«  y  2®  y  123  n»  1®. 
Nótese  también  que  en  nuestro  inciso  se  usa  como  sinónimas  de  las  espre- 
siones empresarios  y  comisionistas  de  trasporte^  empleando  la  conjunción 
disyuntiva  (vé  el  195^;  pero  en  el  199  se  usa  de  la  copulativa,  y  en  el  190 
se  establece^  aunque  sin  razón  suficiente,  una  obligación  peculiar  al  comí- 
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de  los  debdres  que  tienen  como  mandatarios  mercantiles;  ^^ 
están  obligados  á  llevar  un  registro  particular,  con  las  for- 


síonistade  trasporte.  Se  ha  dicho  que  el  comisionista  de  trasporte  es  casi 
siempre  empresario  y  que  tales  denominaciones  carecen  de  toda  impor- 
tancia real.  Lo  1«  se  refiere  á  un  hecho  que  puede  ser  cierto  y  lo  segun- 
do importa  un  error  jurídico,  como  se  demuestra  por  las  disposiciones  del 
presente  art.  y  del  190,  que  no  son  extensivas  al  simple  acarreador,  y  por 
lo  que  enseñan  Pardessus,  n«  B76,  y  Vidari  n»  2260  ter.  Todos  los  escritores 
establecen  que  una  persona  puede  encerrarse  estrictamente  en  el  rol  de 
comisioaista,  celebrando  el  trasporte  por  cuenta  del  cargador,  aun- 
que en  nombro  propio  (222);  ó  bien  puede  hacerse  empresario  de  tras- 
porte, valiéndose  para  realizarlo  de  porteadores  inte):medios  (Pardessus, 
no  537,  Namur,  n<»  361.  Bravard  11,  pág.  320  4  323;  Vidari,  n<»  2203  &);  y 
la  diferencia  entre  ambas  calidades  consiste  esencialmente  en  que  el 
comisionista  propiamente  dicho  realiza  un  negocio  ajeno  sin  correr  nin- 
gún riesgo  personal  (vé  258  y  A.  3S0)  y  en  que  todas  |as  ventajas  que  con- 
siga son  para  su  comitente  (vé  255);  mientras  que  el  empresario  hace  un 
negocio  propio,  el  de  la  c  inducción,  negocio  que  realiza  con  el  cargador, 
que  es  un  estraño  á  quien  no  representa,  á  quien  cobra  un  porte  pactado, 
y  las  ventajas  y  responsabilidades  de  la  conducción  recaen  sobre  el  em- 
presario. Comp.  A.  383.  Ignoro  cómo  se  pasan  ios  negocios  en  la  práctica, 
aunque  me  inclino  á  creer  que  no  hay  sino  empresarios  de  trasporte,  salvo 
cuando  un  comerciante  recibe  el  encargo  de  enviar  mercaderías  ajenas 
á  otro  punto;  y  que  nuestro  Código  quiere  referirse  tanto  al  comisionista 
como  al  empresario  de  trasporte,  á  que  en  la  práctica,  dicen  Pardessus 
y  Namur,  suele  llamársele  también,  aunque  impropiamente,  comisionista 
de  trasporte  (Vé  nota  601).  Por  consiguiente,  sin  esponerse  á  embrollar 
las  nociones,  no  es  posible  llamar  comisionista  al  locador  de  servicios  y 
mandatario  al  empresario  de  trasporte.  El  carretillero  es  acaso  un  man- 
datario? Vé  la  nota  siguiente. 

(567)  El  P.  se  refiere  al  gefe  de  un  establecimiento  de  comisión  de  tras- 
porte y  el  E.  á  los  comisionistas  de  trasporte;  pero  ni  el  N.P.  368  ni  el  N. 
E.  378,  reproducen  esta  frase  de  nuestro  art.  y  con  razón,  porque  sólo  el 
el  comisionista  de  trasporte  propiamente  dicho  es  un  comisionista,  y  el 
empresario  y  el  comisionista  de  trasporte  del  Cód.  E.  no  son  mandatarios 
sino  locadores  de  servicios  (vé  nota  566),  como  el  simple  porteador.  Por 
lo  demás,  como  el  porteador  de  oficio  es  un  comerciante  (8  n®  5»  y  art.  1» 
Namur,  no  376),  sus  actos  llevarán  la  presunción  de  comercíalidad  (nota 
305)  y  estarán  obligados  á  llevar  los  libros  de  contabilidad.  Alauzet, 
nP  1106  y  argumento  de  nuestro  inciso.  Además,  el  comisionista  propia- 
mente dicho  tendrá  que  reniir  cuenta  documentada  y  apoyada  en  los 
asientos  de  sus  libros  (70  y  277:  vé  el  278). 
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malidades  de  los  artículos  63  j  54,  ^^  en  que  «e  asentarán 
por  orden  progresivo  de  números  y  fechas  todos  los  efectos 
de  cuyo  trasporte  se  encarguen,  con  espresion  de  su  ca- 
lidad ^^^  y  cantidad,  persona  que  los  carga,  destino  que  lle- 
van, liOmbre  y  domicilio  del  consignatario  y  del  conductor 
y  precio  del  trasporte.  V.  164.  De  P.  172.  N.  P.  368.  E.  233. 
Vé  F.  96. 

Aet.  166 

Tanto  el  cargador  como  el  acarreador  ^'^  pueden  exigirse 
mutuamente  una  carta  de  porte,  ^^^  datada  y  firmada,  que 
contendrá: 

1^  Los  nombres  y  domicilios  del  dueño  de  los  efectos 
ó  cargador,  ^'^^  el  del  acarreador  ó  comisionista  de 
trasporte,  el  de  la  persona  á  quien  ó  á  cuya  orden  se 
han  de  entregar  los  efectos,  ^^^  si  la  carta  no    fuese 


(568)  Mi  Proy.  de  Cód.  737  n<>.  !<>.  A  este  libro,  que  es  una  especie  de 
diario  del  porteador,  deben  aplicarse  las  disposiciones  sobre  los  libros  de 
comercio  (vé  final  del  118). 

(569)  Aun  parece  que  convendrá  se  consigne  el  no.  de  los  bultos,  peso, 
marcas  y  señales  de  ellos,  y  á  veces  será  indispensable,  ya  que  el  tras- 
porte se  equipara  al  depósito  (vé  165  b9.  2«.,  118  n9*,  1».  y  2^.  y  123 
n9,  lo.).  El  F.  96  dispone  se  consigne  la  naturaleza  y  cantidad  de  las 
mercaderías  y  si  fuere  exigido  también  el  valor. 

(570)  Y  el  comisionista  de  trasporte,  en  su  caso  (vé  n^.  lo). 

(571)  O  sea  la  escritura  del  contrato  de  trasporte  (167).  Compara  con 
1020  y  1028.  La  carta  de  porte  Hace  las  veces  de  póliza  y  de  conoci- 
miento (vé  nota  683)  y  ambas  causan  tradición  (vé  Cód.  Civ.  2388):  463 
no.  30.  La  necesidad  de  la  fecha  y  firma  es  tomada  de  mi  Proy.  de  Cód. 
Vé  nota  578. 

(572)  O  dd  cargador,  aunque  no  sea-  dueño. 

(573)  Que  es  el  consignatario  ó  destinatario;  escepto  si  la  carta  es  ex- 
tendida á  la  orden  ó  al  portador  (166,  arg.  del  1028  y  doctrina  corriente). 
Entonces,  se  aplicarán  los  742,  1035,  1128  y  1156.  Vé  166  y  mi  Proy.  de 
Cód.  680,  de  cuyo  inciso  final  es  tomada  la  adición  que  sigue.  No  se  exi- 
ge el  domicilio,  como  en  el  1020,  2o.,  y  se  colige  del  194. 
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al  portador,  ^^^  y  el  lugar    donde    debe    hacerse   la 
entrega ; 

2^  La  desigaaoion  de  los  efectos,  su  calidad  genérica, 
peso,  medida  ó  número  de  los  bultos,  ^^^  sus  marcas 
ó  signos  esteriores,  ^^^  clase,  y  si  estuvieran  emba- 
lados, la  calidad  del  embalsg'e;  De  mi  680  n^  2. 

3^  El  flete  convenido,  j  si  está  ó  no  pagado; 

4o  El  plazo  dentro  del  cual  deba  verificarse  la  en- 
trega; ^^^. 

5^  Todas  las  demás  circunstancias  que  hayan  entrado 
en  el  convenio.  ^^^  De  V.  165.  B.  100.  ||  Vé  F.  102. 
Oomp.  E.  204.  P.  174.  F.  101.  M.  E.  350.  A.  391 
I.  389  y  390.  N.  P.  369  á  371. 

(574)  Esta  adición  debió  ponerse  en  inciso  separado,  por  su  importan- 
cia y  para  no  enmarañar  la  redacción  de  éste  n<>. 

(675)  Cíomp.  con  118  n<>».  I*»,  y  2o.,  123  n».  2».  y  1028  u9.  4o. 

(576)  Las  marcas,  números  ó  señales  de  los  bultos  y  envases,  no  de 
los  efectos  (vé  nota  407:  vé  2Q6).  El  F.  102  quiere  que  las  marcas  y  nú- 
meros vayan  al  Jiárgen,  y  asi  se  estila  en  el  comercio  (vé  nota  al  254). 

(677)  Vé  nota  558  y  los  art  187  á  190  y  1251  no.  lo.  En  defecto  de 
porte  convenido,  se  seguirá  el  precio  corriente  en  plaza  (11,  Y,  218, 
5».  y  6».  y  219.  Cód.  Civ.  1354  y  1494  combinados.  Vé  nota  al  1020,  6»). 
Bédarride,  no.  326;  &. 

(578)  Gomo  serian  las  determinadas  por  los  art.  1020,  3*.  4  8^  y  1028 
no*.  5o.  y  Qo^y  estado  de  las  mercaderías,  día  de  salida,  por  quién  y  en  qué 
condiciones  se  pagará  el  flete,  indemnización  por  el  retardo  (vé  188  y  189) 
y  otras.  Vé  463  no.  4o.  y  compara  con  Ley  nacional,  art.  47  y  de  Bs.  Aires, 
art.  64. 

Será  esencial  que  de  la  carta  de  porte  se  hagan  tantos  ejemplares 
como  partes  haya  con  un  interés  distinto?  El  uso  del  comercio  hace 
que  en  este  caso  (Bédarride,  no.  300  y  Dea  achata  et  ventea,  no.  341.  Namun 
no.  373;  &.)  como  en  los  demás  instrumentos  privados  no  se  aplique  la 
disposición  del  Cód.  Civ.  1023  (vé  nota  753),  escepto  en  el  caso  del  1019 
inc.  2o.  Tal  exigencia  no  mira  á  la  forma  del  acto  y  sería  una  fortísima 
traba  para  el  comercio.  Véase  á  Pardessus,  no.  245,  Namur  no.  373,  á 
Delamarre,  no.  139  y  Aubry  y  Kau  §  766  nota  49.  En  contra  Massé, 
no.  2413  á  2416.  Esa  formalidad  no  fue  adoptada  por  el  Cód.  de  Fer- 
nando Vil,  no  obstante  hallarse  establecida  en  las  O.  O.  de  Bübao, 
Cap.  XI.  no.  V.  ni  por  el  Cód.  anterior  ni  por  los  Códigos  alemán  y  suizo 
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Abt.  166 

La  carta  de  porte  puede  ser  nominativa,  á  la  orden  ó  al 
portador. 

El  cesionario,  endosatario  ó  portador  de  la  carta  de  porte 
se  subroga  en  todas  las  obligaciones  y  derechos  del  carga- 
dor. 579  Mi  681. 

Aet.  167 

La  carta  de  porte  es  el  título  legal  del  contrato  entre  el 
cargador  y  el  acarreador,  y  por  su  contenido  se  decidirán 
todas  ^^  las  contestaciones  que  ocurrwi  con  motivo  del  tras- 
porte de  los  efectos,  sin  admitirse  mas  excepción  on  con- 


y  el  N.  P.  sólo  la  exige  en  las  sociedades,  y  fué  recien  introducida  en 
nuestro  Cód.  Civ.  El  1019  inc.  2%  cediendo  á  exigencias  aduaneras,  pre- 
senta el  único  ejemplo  de  duplicados  de  un  documento.  Agregúese  que 
mi  Proy.  de  Cód.  requería  el  duplicado  en  las  cartas  de  porte,  y  esa  cir- 
cunstancia ha  sido  omitida.  Sin  embargo,  como  á  pesar  de  la  mas  per- 
fecta honorabilidad,  la  destrucción  ó  extravio  del  ejemplar  único  son  muí 
posibles,  será  siempre  mui  prudente  que  cada  contratante  se  muña  de  un 
ejemplar  del  acto.  Así,  en  la  práctica  parece  ^ue  una  copia  fiel  de  la 
carta  de  porte  se  entrega  al  porteador,  enviándose  el  original  al  consig- 
natario; y  esa  copia  es  la  única  ley  de  las  partes  (Bédarride,  Des  oommiS' 
sionaircs,  n^.  301  y  302):  vé  167.  Además,  el  171  y  el  280  suponen  que 
hay  ó  debe  haber  un  duplicado  de  la  carta  de  porte,  y  en  el  191  se  habla 
de  la.  primera  guía.  Las  incongruencias  de  este  género  en  nuestro  Có- 
digo son  innumerables.  Vé  en  Alauzet,  n^,  1184,  la  fórmula  de  una  carta 
de  porte. 

(579)  Este  ei  el  efecto  regular  de  la  trasferencia  del  contrato  (vé  nota 
573  y  sus  citas);  pero  la  cesión  y  el  endoso  se  gobiernan  por  sus  reglas 
propias  y  no  exoneran  de  toda  obligación  al  cedente  y  al  endosante. 

Además,  los  pactos  que  no  se  consignaren  ó  indicaren  en  la  carta  de 
porte,  no  serán  eficaces  contra  el  destinatario  ni  contra  el  portador  del 
ejemplar  de  la  carta  de  porte,  á  la  orden  ó  al  portador,  suscrito  por  el 
acarreador:  168  y  arg.  del  1029.  I.  392  inc.  últ.  N.  P.  376. 

(580)  Y  con  arreglo  á  su  texto  y  contexto  se  decidirán  las  contestacio- 
nes sobre  los  puntos  previstos,  y  no  precisamente  sobre  todos  los  puntos. 
En  el  caso  del  191,  prevalecerá  la  nueva  orden,  y  en  el  del  201  los  gastos 
podrán  justificarse  por  todos  los  medios  probatorios. 
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trarío    ^^    que    la    de    falsedad    ó    error    involuntario    de 
redacción.  ^*  Comp.  P.  101. 

Si  no  hubiere  carta  de  porte,  ^^^  ó  fuere  olla  atacada  por 
alguna  de  las  causas  mencionadas  en  el  párrafo  anterior,  se 
estará  al  resultado  de  las  pruebas  que  presente  cada  parte 
en  apoyo  de  sus  respectivas  pretensiones;  ^^  pero  el  carga- 
dor ante  todo  tendrá  que  probar  la  entrega  de  los  efectos 
al  porteador,  en  caso  que  esto  lo  negare.  '^^'^  E.  205  y  206. 
P.  176- 176.  W.  109.  N.  E.  353.  A.  391. 


(581)  Es  decir,  contra  su  tenor;  pero  las  deficiencias  y  omisiones  de  la 
carta  de  porte,  con  mas  razón  que  su  falta  absoluta  (vé  inc.  2<>),  parece 
que  podrán  los  contratantes  primitivos  repararlas  mediante  los  usos  co- 
merciales y  las  pruebas  del  208.  Compara  con  Pardessus,  n".  639,  con 
Vidari,  no.  2207  y  vé  las  notas  584  y  587  con  el  290. 

(582j  Que  esté  ó  se  ponga  de  manifiesto.  Si  es  el  resultado  de  un 
error  manifiesto,  dice  la  C.  de  Casación  francesa  (fallo  de  Abril  6  de 
1869j.  Se  ha  creido  que  hai  inconsecuencia  en  no  admitir  también  el 
error,  dolo,  violencia  y  demás  causas  de  nulidad  de  los  contratos,  sin  ad- 
vertir que  no  se  trata  aquí  de  la  validez  del  contrato  de  trasporte,  sino 
de  su  prueba,  mediante  el  instrumento  que  constataba  sus  cláusulas. 
Puede  verse  á  Vidari,  n».  2209  á  2212. 

(683)  Y  sobre  los  puntos  omitidos  ó  en  que  ella  fuere  deficiente  (nota 
581).  Es  unánime  la  doctrina,  seguida  por  la  S.  Corte  (fallo  S.  2*.  tom.  Y. 
pág.  347),  por  la  cual  se  admite  la  prueba  testimonial;  y  salvo  el  recurso 
del  libro  del  comisionista  (1B4)  y  de  las  posiciones,  habrá  que  recurrir 
frecuentemente  á  ella  (vé  nota  751),  aun  cuando  el  valor  de  la  carga  ex- 
ceda de  200  pesos  fuertes  (vé  209  y  849).  El  conductor  puede  probar 
que  es  dueño  de  la  carga;  pero  no  podrá  invocar  la  presunción  de  que  la 
posesión  de  cosas  muebles  vale  por  título  {Cóá.  Civ.  2412),  porque  su 
po.9esion  animo  domini  es  equívoca,  y  apenas  importará  una  presunción 
de  hecho  y  no  de  derecho.    Comp.  con  Bédarride,  b?.  246. 

(684)  El  N.  P.  querría  que,  ^*  en  falta  de  guía  ó  de  alguna  de  las  con- 
"  diciones  exigidas  en  el  art.  370  (vé  165  nuestro),  las  cuestiones  acerca 
"  del  transporte  se  resuelvan  por  los  usos  del  comercio,  y  en  falta  de 
"  estos,  en  los  términos  generales  del  derecho; "  cuya  disposición  es  digna 
de  tenerse  en  cuenta  y  conforme  á  nuestros  art.  1048,  II,  V,  219  y  Cód. 

Civ.  16. 

(585)  Esto  último  pudo  omitirse,  á  fuer  de  obvio  y  puramente  doctri- 
nario. 

13 
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Sólo  podrá  probarse  el  valor,  segnn  la  apariencia  esierior 
de  los  efectos.  ^^  V.  166. 

Abt.  168 

Cualquiera  estipulación  particular  que  no  conste  en  la 
carta  de  porte^  será  de  ningún  efecto  para  con  el  tercer 
destinatario  ó  legítimo  tenedor.  ^''  De  mi  681  inciso  3° 
N.  P.  376. 

Abt.  169 

Si  el  acarreador  acepta  sin  reserva  los  objetos  del  tras- 
porte, se  presume  que  no  tienen  vicios  aparentes.  ^^  N.  P.  376. 
Mi  685. 

(586)  Esta  adición  hecha  á  los  modelos  está  mal  redactada  y  debió  ser 
completada  por  el  inc.  2®  del  179.  En  ciertos  casos  será  difícil  justifi- 
carla, no  debe  aplicarse  en  los  casos  de  dolo  ó  fraude  del  conductor 
demandado,  y  siempre  será  licito  probar,  mediante  la  confesión  judicial 
de  él,  el  valor  real  de  esos  efectos. 

(587)  Vé  lo  dicho  en  la  nota  579.  El  epíteto  particular,  usado  por 
nuestro  art.,  parece  indicar  que  las  cláusulas  ordinarias  y  usuales  que  no 
consten  de  la  carta  de  porte,  pero  que  sean  conformes  á  la  ley  ó  al  uso, 
podrán  invocarse  contra  cualquier  interesado.  Pero,  en  general,  los 
arreglos  particulares  son  res  inter  alies  acta  respecto  de  los  terceros 
que  no  han  intervenido  en  ellos,  y  no  deben  ppder  perjudicarles;  aunque 
podrían  beneficiarles  (Vé  Cód.  Civ.  3267). 

Hallándose  disconformes  los  ejemplares  de  la  carta  de  porte,  se  estará 
en  cuanto  á  los  puntos  de  disconformidad,  al  resultado  de  la  prueba  que 
produzcan  las  partes;  pero  en  principio,  las  enunciaciones  de  cada 
ejemplar  harán  prueba  contra  la  parte  que  lo  suscribió  por  sí  ó  por  su 
representante.    Vé  nota  al  1034  y  compara  con  Caluci,  n»  227. 

(588)  Y  que  los  ha  recibido  en  buen  estado;  á  no  ser  que  otra  cosa  re- 
sulte de  la  carta  de  porte,  debió  agregar  para  armonizar  este  art  con  el 
subsiguiente  y  con  el  175.  Pardessus,  n*»  539  al  fin,  y  Alauzet,  n»»  1121, 
1179,  1180  y  1191.  Mi  Proy.  de  Cód.  685.  Las  Cortes  de  Casación  fran- 
cesa y  belga  han  resuelto  que  el  porteador  puede,  sin  embargo,  probar 
que  las  averías  sufridas  por  las  mercaderías  son  el  resultado  de  la  insu- 
ficiencia del  embalaje,  aun  cuando  (y  este  es  el  punto  esencial  establecido 
en  esos  fallos)  él  no  hubiera  hecho  constatar  ese  defecto  en  el  momento 
de  la  recepción.  Ánnales  de  Z>.  C  1887  pág.  232.  Y  la  Corte  de  Casación 
de  Turin  ha  juzgado  que  el  porteador  no  es  responsable  de  las  averías 
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Abt.  170 

La  responsabilidad  ^^  del  acarreador  empieza  á  correr 
desde  el  momento  en  que  recibe  ^^  las  mercaderías,  por  sí 
ó  por  la  persona  destinada  al  efecto,  ^^^  y  no  acaba  hasta 
detpaes  de  verificada  la  entrega.  ^^^  V.  167.  B.  101.  E.  217. 
P.  187.  N.  E.  355.  A.  395.  I.  400.  N.  P.  383. 


de  mercaderías  que  le  faecon  entregadas  en  bulto  cerrado,  ¿  no  ser  que 
el  cargador  demuestre  que  se  hallaban  en  buen  estado  en  el  momento  de 
ser  entregadas  al  porteador.    Annales  de  D,  C,  1888,  pág.  41. 

El  primer  punto  me  paiece  bien  resuelto,  especialmeute  tratándose  de 
empresas  de  ferro-carriles  y  otras  de  gran  movimiento,  en  vista  de  que 
el  art.  178  no  contiene  la  obligación  del  913;  mas  no  asi  el  2f>  punto  re- 
suelto por  la  Corte  de  Turin,  porque  no  habiendo  razón  en  principio,  para 
presumir  el  buen  ó  mal  estado  de  los  efectos,  creo  que  debe  resolverse 
según  las  circuntancias  y  las  pruebas  en  cada  caso. 

La  presunción  de  nuestro  art.  es  contra  el  conductor  solamente  .y  es 
simplemente  de  derecho  y  podrá  ser  destruida  por  la  prueba  contraría, 
sin  escluir  la  de  testigos  (Calud,  n»*  231  y  252). 

(589)  Por  el  desfalco,  detrimento  ó  menoscabo  que  sufran  los  efectos 
(vé  918  inc.  2«),  por  malversación  ú  omisión  suya  ó  de  sus  dependientes 
ó  agentes  (162). 

(590)  Y  aun  antes  responderá  de  los  daños  y  perjuicios,  si  incurre  en 
mora  de  recibir  las  mercaderías  (Oh.  191);  porque  el  contrato  queda  per- 
fecto por  el  consentimiento  respecto  de  la  cosa  á  trasportarse  y  del  pre- 
cio de  su  conducción,  y  fuera  inicuo  que  por  la  tardanza  del  conductor, 
las  mercaderías  abandonadas  se  perjudicaran  impunemente.  Vé  á  Bé- 
darride,  u»  343,  Haberstich,  n  pág«  215  y  220  y  mi  Proy.  de  Cód.  690. 
Las  palabras  á  correr  están  demás. 

(591)  O  autorizada  para  recibirlas;  pero  nó  á  un  dependiente  cualquiera 
ni  al  director  del  vehículo  ú  otra  persona  sin  facultades  para  ello,  y 
mucho  menos  á  un  simple  doméstico  ó  peón.  Vé  á  Alauzet,  n^  11 10,  á 
Bédarride,  n«*  239  y  342  á  347;  Caluci,  n»  256;  &. 

(592;  Hasta  el  acto  de  la  entrega^  dice  con  mayor  propiedad  la  disposi- 
ción del  918.  Sólo  acaba  después  son  las  palabras  del  B.,  y  hasta  que  en- 
tregue los  objetos,  dice  el  N.  P.  Compara  el  presente  con  el  art.  1201 
inc  1». 

El  172  constituye  la  esplicacion  y  complemento  del  que  ahora  consi- 
dero; y  cuando  se  dice  que  la  responsabilidad  del  acarreador  acaba  con 
la  entrega  de  los  efectos,  se  entiende  sin  perjuicio  de  los  plazos  acordados 
(vé  855)  para  ejercitar  las  acciones  contra  él. 
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Abt.  171 

El  acarreador  responde  por  los  acarreadores  subsiguientes 
encargados  de  terminar  el  trasporte.  ^^^  Estos  tendrán  de- 
recho ^^^  de  hacer  declarar  en  el  duplicado  de  la  carta  de 
porte,  el  estado  en  que  se  hallan  los  objetos  del  trasporte, 
al  tiempo  de  recibirlos,  presumiéndose,  á  falta  de  tal  decla- 
ración, que  los  han  recibido  en  buen  estado  y  conforme  á 
la  carta  de  porte.  ^^^ 

Los  acarreadores  subsiguientes  quodan  subrogados  en  los 
derechos  y  obligaciones  del  primer  acarreador.  ^*^^  N.  P.  377. 
Mi  704. 

(693)  Debió  decir:  "  el  acarreador  responde  de  los  hechos  y  omisiones 
de  los  acarreadores  subsiguientes,  á  quienes  él  haya  confiado  la  ejecución 
del  trasporte  (á  que  se  comprometió),  como  lo  significan  claramente  los 
Cód*  I,  398.  8.  459,  N.  P.  377,  A.  384  y  401;  pues  esta  disposición  es  la 
consecuencia  y  complemento  de  la  del  163,  y  el  primitivo  acarreador  no 
respondería  por  el  porteador  á  quien  se  hubiera  obligado,  terminado  que 
fuese  el  viaje  á  que  se  comprometió,  á  entregar  la  carga  en  nombre  del 
cargador  ó  del  destinatario,  para  trasportarla  mas  lejos  ó  é.  otra  parte.  No 
importará,  por  lo  demás,  que  uno  ó  alguno  de  los  trasportes  subsecuentes 
deban  realizarse  mediante  navegación.  Eadem  est  ratio.  Véase  á  Caluci, 
al  398  I,  no  248  á  250. 

(694)  O  en  otra  forma  escrita.  I.  399.  Mi  Proy.  de  Cód.  704.  Nuestro 
inciso  supone  que  existe  un  duplicado,  como  de  ordinario  sucederá  (nota 
678),  pero  que  el  166  no  exige. 

(595)  Y  en  las  condiciones  del  duplicado,  dice  el  N.  P.  Comp.  con  el 
1039  y  nota  3411.  Siendo  tan  acarreadores  el  segundo  y  tercero  como  el 
primero  (vé  163),  su  condición  debe  ser  igual.  Por  consiguiente,  el  pre- 
sente inciso,  el  final  del  175  y  el  art.  169  debieron  guardar  perfecta  con- 
gruencia y  han  de  ser  entendidos  de  modo,  que  todos  y  cada  uno  de  los 
acarrefiwlores  sean  de  igual  condición  (inc.  2®  y  su  arg.)  en  cuanto  al 
derecho  de  constatar  en  la  guía  el  estado  de  las  mercaderías,  de  atenerse 
á  sus  constancias,  y  á  los  efectos  de  la  presunción  legal,  cuando  la  guía 
guarde  silencio.     Compara  con  Caluci,  ú»  352.  Vidari,  no"  2260  y  2261. 

(596)  "  Cada  porteador  que  sigue  á  otro,  dice  el  A.  401,  entra  en  el 
contrato  de  trasporte,  de  conformidad  á  la  carta  de  porte  originaria  (sin 
que  pueda  eximirse  de  esa  responsabilidad,  con  relación  al  cargador,  me- 
diante reservas  ó  salvedades  hechas  en  la  carta  de  porte,  como  lo  ha 
dedarado  el  tribunal  supremo  de  comercio:  Lyon-Caen,  allí),  por  el  mero 
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Abt.  172 

Darante  el  trasporte  corren  por  cuenta  del  cargador,  ^^ 
no  mediando  estipulación  contraría,  todos  los  daños  que  su- 
frieren los  efectos,  provenientes  de  vicio  propio,  ^^^  fuerza 
mayor  ó  caso  fortuito.  ^^  Vé  F.  100  y  103. 


hecho  de  la  aceptación  de  la  carga  con  dicha  carta  de  porte.Contrae,  por 
ese  hecho,  la  obligación  directa  de  ejecutar  el  trasporte  según  el  tenor 
de  la  carta  de  porte,  y  debe  también,  en  cuanto  concierne  al  trasporte  ya 
efectuado  por  los  porteadores  que  le  preceden,  responder  de  las  obliga- 
gaciones  de  estos  últimos.*^  Entiendo  que  este  es  el  mejor  y  mas  auto- 
rizado comentario  de  nuestro  §,  como  que  es  la  fuente  en  que  se  ha 
inspirado.  Porque,  debiendo  los  deberes  y  derechos  ser  correlativos,  si 
un  porteador,  se  subroga  en  los  derechos  del  1<»  es  á  condición  de  respon- 
der por  sus  obligaciones.  Itesulta  de  aquí,  que  si  el  primer  acarreador 
responde  por  los  subsiguientes  de  que  se  sirvió;  éstos,  recíprocamente, 
responden  por  aquel;  pero  parece  claro  que  el  tercer  acarreador  tendrá 
mas  deberes  y  derechos  que  el  2®,  y  el  Í9  mas  que  el  tercero.  Los  dere- 
chos y  obligaciones  de  que  habla  nuestro  §  son  los  del  primer  porteador 
para  con  el  cargador,  el  ñsco  y  el  destinatario.  La  subrogación  de  nuestro 
art.  se  esplica  en  el  sentido  de  que  el  porteador  siguiente  es  uu  continua- 
dor del  anterior  y  como  un  alter  ego  suyo,  y  por  la  conveniencia  de  que 
todos  los  cargadores  constituyan  un  solo  contratante  y  tengan  algo  como 
una  responsabilidad  solidaria  para  con  los  demás  interesados;  pero  el 
texto  es  obscuro  y  la  determinación  de  su  verdadero  alcance  ha  de  dar 
margen  á  dificultades;  porque  no  es  conforme  á  la  realidad  de  las  cosas 
que,  tanto  el  2^  como  los  ulteriores  porteadores  tengan  los  mismos  dere- 
chos y  obligaciones  del  1<>;  nó  las  obligaciones,  sino  en  la  medida  dicha 
(A.  401),  porque  se  refieren  á  porciones  distintas  del  trayecto  á  recorrer; 
nó  los  derechos,  sino  como  mandatario  del  porteador  precedente,  pues 
sus  derechos  peculiares  son  otros.  De  nuestro  §  parece  que  resultará 
que  el  último  porteador  debe  cuidar  de  que  se  abone  al  primero  todo 
cuanto  le  sea  debido  en  razón  del  trasporte,  so  pena  de  daños  y  perjuicios: 
Compara  con  A.  410  y  412. 1.  410.  Vidari,  n*»  2260  á  2264  y  2277.  Opino 
también  que  la  disposición  consignada  en  el  726  de  mi  Proy.  de  Cód.  es 
otro  de  los  corolarios  de  nuestro  §.  Vó  á  Haberstich  11  pág.  241  y  el 
art.  205. 

(697)  O  del  dueño  de  los  efectos  (F.  100)  ó  de  cuenta  de  quien  corres- 
ponda; pero  no  del  porteador:  vé  105  n*»  I®.  La  responsabilidad  empieza 
antes  del  trasporte  (nota  590). 

(598)  De  vicio  ó  naturaleza  propia  (177).  Por  la  naturaleza  y  vicio 
propio  de  los  géneros,  dicen  los  Códigos    E.  y  P.  y  la    disposición 
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La  prueba  de  cualquiera  da  estos  hechos  iucumbe  al  acar- 
reador ^^  ó  comisionista  de  trasporte.  ^^^  V.  168.  B.  102 
y  103  II  De  E.  208.  P.  178.  W.  111.  N.  E.  361.  A.  396. 
I.  400  é  404. 

Abt.  173 

El  porteador  no  será  responsable  del  dinero,  alhajas  ó 
efectos  de    gran  valor  y  documentos  de  crédito,  si  al  tiempo 

análoga  de  nuestro  497  inc.  !<*.  Así,  hai  artículos  que  á  causa 
de  su  calidad  (1208,  5*)  ó  naturaleza  llevan  en  sí  un  germen  de 
destrucción,  que  merman  (vé  1085  y  1208,  6»  y  8»),  se  tuercen  ó  agrian, 
su  pudren,  se  pican  ó  se  calientan  y  descomponen  ó  se  incendian  espon- 
táneamente, y  á  pesar  de  las  precauciones  del  caso,  como  el  trigo,  el  maíz 
y  otros  cereales,  la  lana  sucia  y  el  carbón  vegetal  ó  de  piedra  húmedos. 
Entran  en  esa  categoría  el  defecto  de  acondicionamiento  ó  embalaje  (vé 
175),  así  como  el  mal  arrumaje  de  la  carga,  cuando  es  hecho  por  el  propio 
remitente:  1085  cit.  1208,  6»  á  8»  y  arg.  de  909  y  910.  El  913  es  peculiar 
al  comercio  marítimo  y  en  embarcaciones  no  pequeñas  (vé  206).  Yé  á 
Alauzet,  n»  1121,  á  Bédarride,  no»  257,  258,  363,  365  y  366.  Pardessus, 
n~  543  y  773.  Bravard,  II,  pág.  351,  352.  Caluci,  d9  253  á  262.  &K 

(599)  Bes  perit  domino.  Debe  esto  complementarse  con  las  disposiciones 
de  ios  art.  175  á  177  de  este  Código  y  de  los  art.  513,  514,  788,  792  y  de- 
más disposiciones  del  Cód.  Civ.  relativas  al  caso  fortuito.  El  188  trae 
una  disposición  idéntica  á  la  presente,  lo  mismo  que  el  247,  que  tratán- 
dose de  un  comisionista  de  trasporte,  constituiría  una  mera  aplicación 
suya.  Ni  la  culpa  del  cargador,  ni  la  del  destinatario  son  á  cargo  deLaoar-- 
reador  (arg.  del  188  y  del  177):  vé  nota  668. 

.  (600)  Porque  ella  incumbe  al  que  afirma.  Pero  al  porteador  le  bastará 
demostrar  las  causas  probables  del  accidente,  y  que  éste  ocurrió  á  pess^ 
de  haber  cumplido  fielmente  con  su  deber,  adoptando  las  precauciones 
todas  exigidas  por  la  prudencia  y  la  naturaleza  de  la  carga,  antes,  du- 
rante y  después  del  cargo  fortuito  (vé  176  y  177);  y  tocará  al  adversario 
justificar  el  dolo  ó  las  faltas  especiales  que  impute  á  aquel:  arg.  del  inc. 
1«  y  de  los  art.  176  y  16¿.  Alauzet,  n»»  1067  y  1119.  Namur,  n<>  860* 
Compara  con  los  art.  513,  1570,  1571  y  1572  del  Cód.  Civ.,  con  mis  notas 
á  esos  art.  y  con  Bédarride,  n»»  35  á  39,  255,  351  y  362  y  Caluci,  n»  254  y 
no  44  al  I.  354. 

(601)  Si  el  comisionista  de  trasporte  debe  probar  el  caso  fortuito  para 
no  responder  del  daño  (vé  175  y  L76),  quiere  decir  que  el  contrato  de 
trasporte  se  ejecuta  á  su  riesgo;  lo  cual  demuestra  que  la  espresion  comi- 
aioniata  de  trasporte  se  usa  aquí  en  su  acepción  vulgar  é  impropia  y 
como  sinónima  de  empresario  de  trasporte  (vé  nota  566). 
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de  la  entrega  ^'  los  pasajeros  ó  cargadores  no  hubieren 
declarado  su  contenido  y  acordado  las  condiciones  del  tras- 
porte. ^^  En  caso  de  pérdida  ó  averia  ^^no  estará  obligado 
á  indemnizar  mas  del  valor  declarado.  ^^  Mi  699. 


(602)  De  la  entrega  de  esos  efectos  ó  de  los  bultos  en  que  estaban 
contenidos.  El  179  inc.  2®  responde  al  mismo  pensamiento  y  pudo  ser 
omitido.  £n  cambio,  debió  establecerse  una  disposición  idéntica  para 
los  trasportes  en  embarcaciones  no  pequeñas,  aunque  yo  creo  que  nuestro 
art.  debe  aplicarse  á  ellos  por  analogía.  Vé  mi  Proyecto  de  Cód.  912 
inc.  3o.  La  disposición  del  1161  arguye  en  el  mismo  sentido.  La  Corte 
Suprema  de  Leipzig  ha  resuelto  que  un  cuadro  al  óleo  puede,  teniendo  en 
cuenta  su  valor  artístico,  ser  considerado  como  un  efecto  de  gran  valor. 
Ánnales  de  D,  C.  1887,  pág.  97.  Puede  compararse  el  inciso  con  H.  96, 
A.  395  inc.  2*,  con  la  ley  nacional  sobre  ferro-carriles,  42  y  con  la  de  la 
Prov.  de  Buenos  Aires,  67. 

Ségun  las  leyes  de  Inglaterra  el  conductor  no  es  responsable  jamás  de 
la  pérdida  ó  de  la  avería  sucedidas,  cuando  los  objetos  á  trasportarse 
sean  monedas  ó  lingotes  de  oro  y  plata,  piedras  preciosas,  joyas  ú  obje- 
tos de  relojería,  efectos  de  comercio,  billetes  de  banco,  timbres,  mapas, 
escritos,  documentos,  pinturas,  grabados,  vajillas  de  plata  ó  imitación, 
porcelanas,  vidrios,  sedas,  pieles  para  vestidos,  blondas  y  encajes,  conte- 
nidos en  un  paquete,  sí  el  valor  excede  de  diez  libras  esterlinas,  á  no  ser 
que  en  el  momento  de  la  entrega,  se  haya  declarado  el  valor  y  natu- 
raleza del  paquete  y  que  mediante  convención  espresa,  se  haya  acor- 
dado un  aumento  en  el  precio  ordinario  del  trasporte.  Pero  si  el  conductor 
rehusa  dar  recibo  de  esos  valores  ó  si  los  objetos  han  sido  sustraídos  por 
uno  de  sus  empleados,  queda  obligado  iudefíniJamento  (Selim,  pág.  41  y 
42).  Tratándose  de  objetos  preciosos  y  sujetos  á  riesgos  especiales,  la 
sabiduría  de  estas  disposiciones  es  evidente,  y  la  doctrina  tan  autorizada 
de  la  ley  inglesa  debe  tenerse  en  cuenta.  Así,  el  porteador  será  en  todos 
los  casos  responsable,  cuando  el  objeto  haya  sido  sustraído  por  sus  de- 
pendientes. Arg.  1119  inc.  2^,  Mi  Proy.  de  Cód.  697.  Bódarride,  n<»  470  á 
472.  Comp.  Caluci,  n9  287.  Por  lo  demás,  en  cuanto  á  la  doctrina  de 
nuestro  art.  la  doctrina  ñ'ancesa  está  muy  dividida,  como  puede  verse 
en  Aubry  y  Bau,  §  373  nota  19  y  en  Bédarride,  Chemins  de  fer,  n»  462;  & 

(603)  Esta  frase  parece  argüir  que  no  se  comprende  en  la  disposición, 
el  bagaje  del  viajero,  y  es  fuerza  complementar  el  texto  del  inciso  con 
lo  establecido  en  el  1119  inc.  2»  citado.  Vé  Ley  de  B.  Ayres,  art.  62. 

(604)  Se  supone  que  la  avería  ha  importado  tanto  como  la  destrucción 
completa  del  objeto,  pues,  en  su  caso,  habrán  de  aplicarse  las  disposicio- 
nes de  los  art.  180  y  181. 
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Aet.  174 

Respecto  de  las  cosas  qae  por  su  naturaleza  se  bailan 
sujetas  á  una  disminución  de  peso  ó  de  medida,,  el  porteador 
podrá  limitar  su  responsabilidad  hasta  la  concurrencia  de  un 
tanto  por  ciento,  ^^  previamente  determinado,  ^'^  que  se 
establecerá  por  cada  bulto,  si  la  cosa  estuviere  dividida  en 
bultos,  eos 

No  habrá  lugar  á  la  limitación  de  la  responsabilidad  es- 
presadá,  si  el  remitente  ó  el  destinatario  probare  que  la  dis- 
minución no  proviene  como  consecuencia  de  la  naturaleza 
de  las  cosas,  ó  que  por  la  circunstancias  del  caso  no  podia 
llegar  á  la  cuantía  establecida.  ^  Mi  700.  I.  403.  A.  426. 
N.  P.  383  §  §  1«  y  2o. 


(605)  Aunque  el  daño  provenga  de  dolo.  Y  sólo  el  valor  real,  si  se  de- 
mostrare que  era  inferior  al  declarado.  Haberstich,  II  pág».  228  y  233. 

(606)  Esta  disposición  es  conforme  á  la  realidad  de  los  hechos  y  ¿  la 
justicia;  pues  hay  mercaderías  que,  como  el  aceite,  vino,  miel,  leche,  mañ- 
oca, hielo,  &  y  en  general  los  líquidos,  las  cosas  húmedas  y  blandas,  es- 
tan  espuestas  en  el  trasporte  á  una  merma,  que  varía  con  los  medios  y 
celeridad  de  conducción,  condiciones  de  clima,  temperatura,  del  mayor  ó 
menor  rozamiento,  &;  y  no  sería  justo  que  de  estas  consecuencias  natu- 
rales fuera  responsable  el  conductor.  Caluci,  n®  277.  Vidari,  n®  2244.  Alau- 
zet,  n»  1121.  Vé  nota  614  y  Ley  de  B.  Ayres,  79. 

(607)  Porque  la  ley  quiere  que  se  pacte  esto  libremente  al  tiempo  del 
contrato  y  antes  del  trasporte  y  nó  después. 

(608)  Con  el  objeto  de  que  el  tanto  por  ciento  de  merma  fijado  se  com- 
pute sobre  cada  bulto,  separadamente  (vé  1328),  y  no  se  pretenda  hacer  el 
computo  sobre  todos  los  bultos,  buscando  una  media  proporcional;  pues  de 
este  modo  el  porteador  podría  eximirse  de  las  faltas  provenientes  de  ma- 
la fé  ó  culpa,  dándolas  por  c  :)mpensadas  con  los  bultos  que  á  pesar  de  la 
presunción  legal,  quedaron  intactos.  Vidari,  n»  2244.  Vé  A.  426.  Sucedien- 
do una  pérdida  parcial,  ésta  debe  indemnizarse  por  el  acarreador  con  de« 
duccion  de  la  merma  fijarla  en  la  tarifa  ó  acordada  de  conformidad  á 
nuestro  art.  De  Caluci,  no  277.  Pero  cuando  la  pérdida  es  total,  las  opi- 
niones están  divididas,  opinando  Caluci  que  debe  hacerse  siempre  la 
deducción  y  Marchosini,  que  nó  Hallo  la  1^  opinión  la  mas  lógica,  espe- 
cialmente cuando  el  viaje  esté  concluido  ó  á  punto  de  concluirse;  pues 
hay  destrucción  parcial  que  apenas  se  distingue  de  la  total. 

(609)  Por  esto  se  vé  que  la  merma  pactada  se  presume  que  es  una  con« 
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Abt.  176 

Fuera  de  los  casos  previstos  ea  el  artículo  172,  está  obli- 
gado el  acarreador  á  entregar  los  efectos  cargados  en  el 
mismo  estado  en  que  los  haya  recibido,  según  resulte  do  la 
carta  d^  porte  **^  (V.  169  iuc.  1®  &  &),  presumiéndose,  en  el 
silencio  de  esta,  que  los  ha  recibido  en  buen  estado  y  sin 
vicios  aparentes  de  embalaje.  ^**  De  mi  685  y  N.  P.    376. 

Abt.  176 

Aunque  las  averias  ó  perdidas  provengan  de  caso  fortuito 
ó  de  vicio  propio  de  la  cosa  cargada,  quedará  obligado  el 
porteador  á  la  indemnización,  si  se  probare  que  la  averia  ó 
pérdida  provino  de  su  negligi-ncia  ó  culpa,  ^^^  por  haber  de- 
secuencia  de  la  naturaleza  de  las  cosas;  pero  que  el  interesado  puede 
demostrar  que  es  debida  á  culpa  del  porteador,  aunque  sea  mui  insignifi- 
cante, ó  que  en  parte  es  debida  á  esa  culpa,  sin  la  cual  el  perjuicio  habría 
sido  menor.  De  Yidari,  n»  2244  y  Caluci,  n«  277.  Comp.  con  el  art.  176  y 
final  del  177.  En  contra,  Casación  fr.  fallo  de  Febr.  22  de  1888,  que  ha 
sido  impugnado  por  Fauchille  {Annales  de  D,  C.  1888,  pág.  169  y  170)  En 
este  §,  como  en  el  art.  176,  debió  decirse  provino. 

(610)  Vé  167,  la  nota  612,  y  áPardessus,  n«  543;  y  comp.  con  el  918  inc. 
1^,  £1  porteador  debe  entregar  las  cosas  trasportadas  idénticamente  y  no 
puede  dar  otras  en  reemplazo,  aunque  se  trate  de  cosas  fungibles.  Es  fal* 
so  que  se  haga  dueño  de  ellas,  como  se  establece  en  la  Ley  81  tít.  2®  hb. 
XIX  del  Digesto. 

(611)  Esta  adición,  t3mada  de  mi  Proyecto,  debió  constituir  un  sólo, 
art  con  el  169,  y  uniformarse  la  redacción  con  la  de  la  disposición  idénti- 
ca del  171  (vé  nota  596).  Se  presume  que  las  mercaderías,  en  cuanto  puede 
juzgarse  por  su  esterior,  fueron  entregadas  en  buen  estado,  es  decir  sin 
averias  visibles  y  sin  vicios  aparentes  de  embalaje  (vé  913  inc.  2^  y  Cód. 
Giv.  1616,  2271  y  2848).  Pero  esa  presunción  no  constituye  una  prueba 
irrefiragable,  y  el  porteador  podría  demostrar  que  efectivamente  la  mer- 
cadería estaba  averiada  y  el  embalaje  mal  hecho  (nota  588).  Alauzet,  n® 
1121;  &.  En  contra  S.  452.  Comp.  A.  895,  final  del  inc.  I». 

(612)  Este  indso  y  el  art.  162  se  complementan.  Si  se  trata  de  un  comi- 
BÍooista  propiamente  dicho,  bastará  que  emplee  los  cuidados  de  un  buen 
comerciante  (A.  880):  vé  nota  566  y  el  art  247. 

El  porteador  responde  también  por  los  hartos  y  daños  cometidos  den- 
tro de  los  almacenes  ó  en  viaje,  4  no  ser  que  acaecieren  por  fuerza  ma- 
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jado  de  emplear  los  medios  ó  precauciones  practicadas  en 
circunstancias  idénticas  por  personas  diligentes.  ^*^  V.  170. 
B.  104.  E.  213.  P.  183.  F.  103.  H.  91.  W,  111.  N.  E.363 
y  372.  A.  396.  I.  400-401. 


Art.  177 


Si  se  tratare  del  trasporte   de   determinadas   especies   de 
cosas  frágiles  ó  sujetas  á  fácil  deterioro,  ^^'^  de  animales,  ®*^ 


yor.  Código  Civil,  art.  1561:  véase  el  1118,  así  como  los  art,  126  y  909  del 
presente.  Así,  el  robo  á  mano  armada  de  una  suma  de  dinero  exonera  al 
conductor  (Alauzet,  n^  1117,  &.),  porque  éste  no  es  un  mandatario  (véase 
el  Código  Civil,  art.  1915),  y  porque  aunque  el  dinero  sea  una  mercadería 
que  requiere  precauciones  especiales  (véase  los  artículos  173,  270  y  1 161 
del  presente),  es  una  carga  ó  bulto  como  los  demás. 

El  porteador  responde  también  del  incendio  (Selim,  pág.  11);  pero  por 
nuestro  derecho  no  respondrá,  en  principio  (vé  Cód.  Civ.  1572).  Se  entien- 
de que  la  avería  ó  pérdida  provino  de  la  negligencia  ó  culpa  del  porteador, 
si  un  hecho  ó  falta  imputable  do  este  hubiese  contribuido  al  acaeci- 
miento del  caso  fortuito  ó  al  crecimiento  de  los  perjuicios,  ó  si  no  hubie- 
se empleado  toda  la  diligencia  y  pericia  necesarias  para  cortar  ó  atenuar 
los  efectos  del  accidente  que  causó  la  avería;  todo  ello  de  conformidad  al 
derecho  común  (vé  Cód.  Civ.  613  y  notas  699  y  600). 

(61H)  O  exactaSf  como  dice  el  162:  vé  las  notas  612  y  559.  La  falta  del 
porteador  debe  probarla  quien  la  alegue.  Vé  á  Alauzet,  n®  1067. 

(614)  Cosas  fragües^  como  objetos  de  cerámica  y  alfarería,  vidrios,  cris- 
tales, mármoles,  &;  sujetas  á  fácil  deterioro,  como  son  las  frutas,  pesca- 
dos frescos,  verduras,  manteca,  hielo,  las  sustancias  fermentiscibles,  &  & 
(vé  nota  606).  Comp.  A.  424  n».  4o. 

(615)  En  este  caso  las  pérdidas  y  averias  á  cargo  del  dueño  de  los 
animales,  regidas  por  nuestro  art.,  son  únicajnente  las  que  deriven  de 
riesgos  especiales  inherentes  al  trasporte  mismo.  A.  424  n®.  5o.  De  modo 
que,  si  el  animal  durante  la  cai*ga  y  descarga  emprende  la  fuga;  si  se  so« 
foca  ó  estrangula  en  el  v^agon,  no  obstante  hallarse  éste  bien  construido 
y  cargado  como  de  ordinario;  si  un  animal  durante  la  carga  ó  en  el  wa- 
gón es  herido  ó  muere  á  causa  de  choques,  patadas  ó  cornadas  de  otros 
animales;  en  estos  casos  y  otros  semejantes  el  ferro-carril  no  será  res- 
ponsable, aunque  nada  se  hubiese  pactado,  á  no  ser  que  el  cargador 
pruebe  la  culpa  de  la  empresa.    De  Calud,  n®.  265. 
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ó  bÍ6Q  de  trasportes  hechos  de  uu  modo  especial,  ^^^  las 
administraciones  de  ferrocarriles  ®^^  podrán  estipular  ^^^  que 
las  pérdidas  ó  averías  se  presuman  derivadas  de  vicio  de  las 
misTnas  cosas  trasportadas,  de  su  propia  naturaleza,  ó  de 
hecho  del  remitente  ó  del  destinatario,  ^^^  si  su  culpa  no 
faere  probada.  ^^  Mi  696. 


(616)  Como  seria  en  wagones  descubiertos  ó  protegidos  por  cubiertas 
suministradas  por  el  cargador,  y  los  trasportes  en  que  éste  último  ó  el 
destinatario  se  encarguen  de  las  operaciones  de  carga  y  descarga  ó  la 
escolta  y  el  acompañamiento  de  las  mercaderías  (Caluci,  n<>.  265).  Comp. 
A.  424  no.  6<». 

(617)  Esta  franquicia  acordada  al  ferro-carril  parece  que  se  funda,  no 
tanto  en  lo  que  sucede  de  ordinario,  como  sostiene  Caluci  (n^.  265),  sino 
en  la  consideración  del  gran  movimiento  de  cargas  y  la  premura  y  pun- 
tualidad con  que  éstas  deben  espedirse  (vé  188  inc.  3«.  y  204  inc.  1«.),  sin 
poderse  excusar  de  recibirlas.  De  lo  contrario,  de  esta  franquicia  debie* 
ran,  con  tanta  ó  mayor  razim,  gozar  las  empresas  de  vapores  y  todas  las 
empresas  en  general. 

(618)  Esta  estipulación  puede  resultar  de  los  reglamentos  administra- 
tivos, de  avisos  publicados  por  la  empresa  ó  de  las  fórmulas  impresas 
para  guias  ó  cartas  de  porte  (vé  ley  de  Bs.  Aires.,  art.  64  inc.  2«.  y  73  y 
ley  nacional,  47). 

(619)  Esto  arguye  que  los  porteadores  en  general  no  responden  de  los 
hechos  del  remitente  ó  del  destinatario,  y  ésto  debió  declararse  en  el  172. 
Si  el  remitente  no  acondiciona  convenientemente  las  mercaderías  frágiles, 
ó  no  informa  al  conductor  de  su  acondicionamiento  ó  naturaleza;  si  pone 
líquidos  en  vasijas  inseguras;  si,  siendo  defectuoso  el  embalaje,  y  hacién- 
dolo presente  el  conductor,  insiste  el  cargador  en  que  las  mercaderías 
se  trasporten  en  el  estado  en  que  se  encuentren  (178);  si  se  ha  entregado 
el  ganado  sin  escolta;  si  el  destinatario  se  encarga  de  la  descarga,  ó  no 
retira  en  tiempo  las  mercaderías  depositadas,  no  obstante  las  reclama- 
ciones del  porteador:  en  todos  éstos  casos  y  en  otros  semejantes,  los  da- 
ños consiguientes  provienen  de  hnchos  del  cargador  ó  del  destinatario,  y 
el  porteador  no  está  obligado  á  indemnizarlos.  De  Caluci,  no.  260.  Vidari» 
n^,  2245.  Si  la  culpa  fuese  también  del  porteador,  cada  uno  contribuirá 
á  la  indemnización  en  proporción  de  su  culpa.    Yidari,  allí. 

(620)  Vé  final  de  la  nota  anterior.  La  presunción  establecida  á  favor 
del  ferro-carril,  echa  la  carga  de  la  prueba  sobre  su  adversario.  La  em- 
presa ferro-carrilera  no  es  indispensable  que  demuestre  que  el  daño  no 
pudo  derivarse  de  otra  causa  que  de  la  naturaleza  de  la  mercadería.  Yé  á 
Caluci,  n».  267  y  A.  424  n«.  6<». 
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Akt.  178 

Los  porteadores  podrán  rechazar  los  bultos  que  se  pre- 
soiiton  mal  acondicionados  para  el  trasporte.  ^^^  Sin  embargo, 
si  él  remitente  insistiere  en  que  se  admitan,  el  porteador 
estará  obligado  á  conducirlos  ^^^  y  quedará  exento  de  toda 
responsabilidad  si  hioiore  constar  en  la  carta  de  porte  su 
oposición.  ^^^  Mi  706. 

Abt.  179 

La  indemnización  que  debe  pagar  ol  conductor  en  caso  de 
pérdida  ó  extravío,  será  tasada  por  peritos,  ^^  según  el  valor 
que  tendrían  los  efectos  en  el  tiempo  y  lugar  de  la  en- 
trega, ^^^  y  con  arreglo  á  la  designación  que  de  ellos  se 
hubiese  hecho  en  la  carta  do  porte.  ^^^ 

(621)  O  cargarlos  como  estén,  haciendo  constar  en  la  carta  de  porte,  su 
estado  de  acondicionamiento  con  la  necesaria  especifícacion  (vé  169,  171 
inc.  2o.  y  final  del  175;  así  como  el  913). 

(622)  Suponiendo  que  se  trate  de  empresas  públicas  que,  por  constituir 
un  monopolio,  están  obligadas  á  aceptar  las  conducciones  que  se  les 
ofrezcan  (204  inc.  I®,  y  su  arg.),  ya  que  nuestro  art.  se  ha  inspirado  en  el 
72  de  la  ley  de  Bs.  Aires  sobre  terro-carriles,  desviándose  del  356  del  N.  £., 
cuyo  inciso  1<>.  es  aplicable  á  todo  porteador,  y  el  2^.  solamente  al  transpor- 
te á  hacerse  en  camino  de  hierro.  Además,  aunque  Haberstich  limite  la 
obligación  á  los  ferro-carriles  y  envíos  obligatorios  por  la  posta  (U  pág. 
212),  nuestra  jiuisprudencia  la  estiende  á  todo  empresario  pdblico  (De- 
creto, Junio  22  de  1825.  Fardessus,  n<>.  537.  Yidari,  n^.  2222.  Caluci, 
no.  257  á  259.  Ch.  172.  Mi  Proy.  de  Cód.  676).  Además,  las  disposicio- 
nes del  1092  se  aplicarán  en  su  caso,  por  vía  de  analogía. 

(623)  O  mediante  la  confesión  judicial  del  remitente  demostrare  que 
éste  insistió  en  el  envío  de  la  carga  mal  acondicionada  (vé  nota  627). 

(624)  Por  éste  art.  y  otros  citados  en  la  nota  534,  se  vé  que  las  indem- 
nizaciones y  diferencias  de  precios  en  casos  análogos  (vé  128, 180  y  182)  y 
regulación  de  comisiones,  salarios  ú  honorarios  se  hace  por  simples  peri- 
tos y  no  por  arbitros  arbitradores.  Oomp.  con  el  158  y  471.  Vé  el  180 
siguiente. 

(625)  Es  probable  que  en  ese  lugar  valgan  más,  por  los  fletes,  impues- 
tos púbHeos,  seguros,  &;  pero  es  posible  que  valgan  menos,  y  basta  que 
el  perjuicio  efectivo  sea  indemnizado  (162),  y  lo  es  abonando  los  objetos 
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Eq  mugan  caso  se  admite  al  cargador  la  prueba  ^^  de 
que,  entre  los  efectos  designados  en  la  carta  de  porte,  se 
cont3nian  otros  de  mayor  valor  ^^  ó  dinero  metálico.  V.  171. 
De  E.  209  inc.  2o  y  210.  P.  179-180.  B.  105.  W.  113.  A.  396. 
I.  400,  401  y  405.  N.  E.  362  y  372  ||  Comp.  N.  P.  384. 

Art.  180     , 

Cuando  el  efecto  de  las  averías  ó  daños  sea  solo  dismi- 
nución en  el  valor  de  los  efectos,  ^^  la  obligación  del  con- 
ductor se  reduce  á  abonar  lo  que  importa  el  menoscabo,  ^^ 
á  juicio  de  p3ritos,  como  en  el  caso  del  artículo  precedente. 
V.  172,  E.  216.  P.  186.  B.  106  N.  E.  364.  A.  395-396. 1.  405. 

Art.  181 

Si  por  efecto  de  las  averias  quedasen  inútiles  los  efectos 
para  la  venta  y  consumo  en  los  objetos  propios  de  su  uso, 

segun  su  estado,  calidad  y  designación  de  la  carta  de  porte  y  sobre  la 
base  del  precio  que  tendrían  en  el  tiempo  y  lugar  de  su  entrega  al  desti- 
natario. Puede  verse  los  Cód.  cit.  al  pie  del  art.,  á  Sampaio  pág.  83,  y 
á  Selim  pág.  i2  y  compararse  con  Bédarride  (n®.  259),  que  dice  deben  pa- 
garse los  gastos  de  trasporte,  y  con  Alauzet  (n^.  1122),  que  habla  de  otros 
daños  y  perjuicios,  y  con  Bravard  (pág.  369),  Troplong  y  Pardessus, 
que  quieren  se  pague  el  precio  de  compra  cuando  es  menor  que  el  corri- 
ente, lo  que  no  parece  justo.  Vé  mi  Proy.  de  Cód.  702,  y  compara  el  pre- 
sente con  los  art.  1325  á  1327. 

(626)  O  por  otras  pruebas;  todo  con  sujeción  al  167,  y  salvo  por  consi- 
guiente el  error,  que  cualquiera  de  las  partes  puede  invocar,  y  la  false- 
dad que  el  conductor   probase. 

(627)  Salvo  la  de  confesión  judicial  ó  extrajudicial  con  principio  de 
prueba  escrita,  porque  esa  es  la  prueba  de  las  pruebas.  Vé  fallo  de  la 
S.  Corte,  Vin  pág.  176  y  la  nota  603. 

(628)  La  justicia  de  esta  disposición  será  mas  clara,  cuando  se  trate  de 
mercaderías  que  paguen  flete  segun  su  valor ;  pero,  establecida  la  nueva 
disposición  del  173,  no  habia  necesidad  do  referirse  al  dinero  metálico, 
como  lo  hace  el  presente. 

(629)  Es  decir,  tma  disminución  en  el  valor  de  los  géneros  averiados, 
comparado  con  el  que  habrían  tenido  estando  sanos. 

(630)  O  sea,  el  importe  del  menoscabo,  ó  la  depreciación  de  los  artículos 
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no  estará  obligado  el  consignatario  á  recibirlos,  y  podrá 
dejarlos  por  cuenta  del  porteador,  ^^^  exigiendo  su  valor,  ^'^ 
al  precio  corriente  de  aquel  día,  ^^^  en  el  lugar  de  la  en- 
trega. 

Si  entre  los  géneros  averiados  se  hallan  algunas  piezas  en 
buen  estado  y  sin  defecto  alguno,  ^^  tendrá  lugar  la  dispo- 
sición anterior  con  respecto  á  lo  deteriorado,  ^^^  y  el  consig- 
natario recibirá  los  que  estén  ilesos,  ^^^  si  la  separación  se 
pudiere  hacer  por  piezas  distintas  y  sueltas,  sin  que  se  divida 
en  partes  un  mismo  objeto  (V.  173.  E.  216.  P.  185.  N.  E.  366) 
ó  uu  conjunto  que  forme  juego.  ^^^ 

Abt.  182 

Las  dudas  que  ocurriesen  entre  el .  consignatario  y  el  por- 
teador sobre  el  estado  de  los  efectos  al  tiempo  da  la  entrega, 
serán  determinadas  por  peritos  arbitradores,  haciéndose  constar 


sanos  (Bédarride  n^  260),  sin  perjuicio  de  lo  que  se  dispone  en  el  181 
siguiente. 

(631)  Esta  es  la  acción  llamada  de  abandono,  acción  que  está  también 
concedida  escepcionalmente  al  detador  de  un  buque  (vé  el  1090)  y  al 
asegurado,  en  determinados  seguros  (vé  548,  1232y  s.  s.  y  1259).  Mellante 
tal  facultad  el  consignatario  se  evita  pérdida  de  tiempo  y  gastos,  que 
acaso  no  merecen  los  géneros  avenados.  Vé  las  notas  al  1090  citado. 
En  contra  del  inciso,  el  N.  P.  385. 

(632)  Exigiéndole  (al  porteador)  su  valor,  como  decían  el  Cód.  anterior 
y  sus  modelos ;  sin  estar  obligado  precisamente  á  pagar  de  antemano  el 
porte  ó  flete  (arg.  del  202).  La  doctrina  francesa  estiende  á  todo  trasporte 
la  disposición  del  1090.  Alauzet,  b9  1207. 

(633)  El  dia  será  el  mismo  de  la  entrega  ó  el  siguiente  (art.  183),  y  el 
precio  será  el  tasado  por  los  peritos  (180). 

(634)  Frecuentemente  la  mas  pequeña  averia  hace  desmerecer  un 
articulo. 

(635)  Es  decir,  á  los  géneros  ó  piezas  deteriorados, 

(636)  O  mas  bien,  las  piezas  de  género  üesas.  Puede  comp.  texto  y 
nota  608. 

(637)  Esta  adición  es  tomada  de  mi  Proy.  de  Cód.  722  inp.  últ. 
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por  escrito  el  resultado,   «^s  y.  174  inc.  l^  E.   218  inc.  1^ 
P.  188  iac.  lo.  Comp.  F.  106. 

Art.  183 

La  acción  de  redamación  ^^  por  detrimento  ó  avería  *^ 
que  se  encontrase  en  los  efectos  al  tiempo  de  abrir  los  bul- 

(638)  Léase,  ocurriereny  oomo  decían  el  Cód.  anterior  y  sus  modelos  y 
lo  requiere  la  gramática  del  idioma.  Los  peritos  son  designados  por  las 
partes  amigablemente  ó  por  la  autoridad  judicial,  en  su  defecto,  dice  el 
£.  y  no  se  ha  repetido  aquí  ni  en  el  P.,  ó  por  demasiado  sabido  ó  como 
Kn  detalle  de  puro  procedimiento.  Comp.,  sin  embargo,  con  el  197  inc.  2o. 
Aunque  los  interesados  no  lleguen  á  un  acuerdo,  los  hechos  quedan  ya 
constatados  y  los  informes  técnicos,  bien  que  discrepantes,  serán  tenidos 
en  cuenta  y  apreciados  por  el  juez,  como  fiíere  de  derecho.  Esta  disposi- 
ción, análoga  á  las  de  los  art.  472  inc.  2»,  1079,  1080  y  1083  inc,  2o,  y  ten- 
dente á  constatar  pericialmente  los  hechos  sobre  que  recaen  las  dudas  y 
contestaciones,  la  reputo  tan  sabia  y  natural,  que,  á  no  haberla  prescrito 
la  ley,  todo  hombre  prudente  la  habría  adoptado  (vé  248  y  249).  Ella  ha 
sido  tomada  del  F.  1()6,  difiriendo  sólo  en  que  los  peritos,  que  han  de 
comprobar  y  establecer  el  estado  de  los  efectos,  son  nombrados  por  el 
presidente  del  tribunal  de  comercio,  ó  por  el  juez  de  paz,  en  defecto,  me- 
diante un  decreto  puesto  al  pié  de  la  respectiva  solicitud.  Y  sin  embargo, 
ha  sido  estimada,  no  sólo  como  una  disposición  inútil  sino  hasta  perjudi- 
cial. Será  muí  conveniente  que  el  examen  pericial  se  practique  á  la  bre- 
vedad posible,  pero  la  ley  no  desigua  un  plazo  para  realizarlo  ( Alauzet, 
no  1203.  Bódarride,  n»»  398  á  403  y  406).  Vé  el  183  inc.  2o. 

El  Cód.  anterior  disponía  que  si  los  interesados  no  se  arreglaban,  fue- 
ran depositadas  las  mercaderías  en  almacén  seguro,  pudiendo  las  partes 
usar  de  su  derecho  como  corresponda.  Suprimida  esta  disposición,  el 
juez  no  estará  obligado  á  decretar  el  depósito;  pero  parece  que  podrá 
ordenar  á  petición  de  parte  la  consignación  y  secuestro  en  manos  de  un 
tercero,  cuando  sean  de  temerse  sustituciones  y  otros  fraudes,  teniéndose 
en  cuenta  las  disposiciones  respectivas  del  Código  de  procedimientos. 
Compara  con  mi  Proy.  de  Cód.  721.  Las  partes  de  común  acuerdo,  pueden 
renunciar  al  examen  pericial  y  atenerse  á  otros  medios  de  prueba.  Vé  á 
Caluci,  no  317. 

(639)  Nótese  que  no  dice  redamacwn  simplemente,  sino  acción  de  redar 
moción,  porque  debe  ser  judicial  (fallo  de  laS.  Corte,  S.  2  tom.  lY.  pág. 
310),  á  fin  de  escusar  cuestiones,  y  para  que  tenga  lugar  un  procedimiento 
formal  y  una  investigación  inmediata.   La  brevedad  en  todos  los  exáme- 
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nes  y  declaraciones  acerca  de  los  efectos  trasportados  es  siempre  conve- 
niente para  evitar  abasos,  y  para  que  ios  detrimentos  ó  averías  no  se 
atribuyan  ¿  causas  distintas  que  las  que  los  produjeron ;  pero  el  plazo  de 
24  horas  es  tan  angustioso,  que  hará  muchas  veces  imposible  el  ejercicio 
del  derecho  (Vé  nota  642).  Así,  losart.  1079  y  1080  acuerdan  mas  respiro, 
los  nuevos  Cód.  europeos  señalan  7  y  8  dias  (I.  415,  seguido  en  mi  Proy. 
de  Cód.  N.  P.  385  §  2o.  S.  462)  &  el  H.  da  48  horas,  y  el  nuevo  art  francés 
concede  3  dias  útiles  para  reclamar  contra  la  avería  ó  pért'ida  parcial, 
mediante  un  acto  estrajudicial  ó  por  carta  certificada  en  que  haga  saber 
al  porteador  su  protesta  motivada  (ley  de  Abril  11  de  1888) ;  y  aun  bajo 
la  vigencia  del  viejo  art.  105,  la  jurisprudencia  tuvo  que  admitir  que,  en 
los  casos  de  fraude  ó  imposibilidad  material  de  verificación,  subsistía  la 
acción  contra  el  porteador  (Lyon-Caen  &  bajo  el  408  A.)  Es  por  demás 
sensible  que  se  hayan  conservado  disposicioues  tan  duras  como  la  pre- 
sente. 

Nuestro  art.  es  aplicable  á  las  empresas  de  trasporte  (vé  8  n®  5o  y  nota 
al  206),  aunque  los  objetos  trasportados  no  sean  mercaderías  (el  viejo 
art.  190,  único  que  se  refería  á  efectos  comer  daleSi  ha  sido  trasformado 
en  el  actual  206),  y  aun  cuando  no  sean  comerciantes  el  cargador  y  el 
consignatario.  Los  únicos  que  se  separan  de  esta  doctrina  son  Troplong, 
Taulier  y  Marcadé,  sosteniendo  que  el  art.  no  será  aplicable  á  la  mala  ó 
equipaje  del  viajero  (vé  notas  siguientes  y  (»47 ;  el  1119,  á  Bédarride,  n^* 
456  y  457  y  Namur,  n®  407).  Además,  consecuente  con  la  doctrina  de  la 
nota  556  y  refiriéndose  nuestro  art.  á  todo  acarreador,  sia  limitarse  á 
empresas  de  trasporte,  concluyo  que  será  aplicable  á  todo  trasporte  que 
sea  comercial,  siquiera  para  una  de  las  partes  (art.  6  ídc.  2»  y  art.  7). 

El  propósito  de  nuestro  art.  es  fijar  pronta  y  seriamente  las  responsa- 
bilidades, sin  lo  que  reclamaciones  tardías  y  otros  fraudes  dificultarían 
mucho  los  trasportes,  que  son  las  alas  del  comercio,  y  esa  razón  alcanza 
á  todos  los  casos. 

Por  último,  este  art.  no  escluye  la  acción  que  pueda  corresponder  en 
razón  de  un  delito,  del  derecho  civü  ó  penal.  Arg.  del  198.  Vé  á  Pardes- 
sus,  no  547.  Oh.  216.  S.  464  inc.  3o.  N.  P.  108.  Mi  Proyecto  de  Cód.  730.  A. 
610  inc.  2o.  Todos  esceptuáa  los  casos  de  dolo,  fraude  ó  infidelidad  (95, 
110,  415, 1523,  955,  972  y  1148).  Así,  no  se  considera  recibida  la  mercan- 
cía, cuando  ésta  ha  sido  sustituida  en  el  trayecto  y  no  es,  por  tanto,  la 
misma  enviada,  y  siempre  que  el  frau  le  del  conductor  haya  engañado  la 
confianza  del  consignatario.  Malitiis  non  est  indúlgendum^  y  el  fraude  for- 
ma escepcion  á  todas  las  reglas.  Bédarride,  no  370  á  372;  Alauzet,  no« 
1197  y  1198.  Namur,  no«  387  y  388.  Duverdy,  no  96.  Caliici,  no  324  La 
Sema  y  Reus  al  E. 

(640)  Aunque  la  palabra  daño  ó  detrimento  parezca  comprender  tam- 
bién las  faltas  de  la  carga  y  la  S.  Corte  haya  declarado,  á  propósito  de 
un  caso  regido  por  las  disposiciones  del  Libro  3o.,  que  en  la  palabra  avt" 
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tos,  ^^  sólo  tendrá  logar  contra  el  acarreador  ^^  dentro  de 
las  veíate  y  cuatro  horas  ^^  siguientes  á  sa  recibo,  ^^  con 

rías  se  comprende  no  sólo  los  deterioros  de  la  carga,  sino  la  cantidad  que 
se  entrega  de  menos  (Serie  2*  tom.  III  pag.  190);  en  sentido  estricto  el 
detrimento  6  a%  eria  difiere  de  la  pérdida  ó  estravio  (vé  179  y  186),  la  ra- 
zón tampoco  es  igual  en  ambos  casos  y  el  inc.  2^  no  niega  el  derecho  de 
reclamación  sino  respecto  del  estado  de  los  efectos.  Por  estas  considera- 
ciones y  porque  es  posible  que  el  consignatario  ignore  \ss  verdaderas 
condiciones  del  trasporte,  y  por  eso  no  reclame,  la  doctrina  mas  segura 
es  atenerse  á  la  letra  de  la  ley.    Vé  á  Alauzet,  n9  1197  y  N.  P.  386  §  20' 

(641)  Es  decir,  que  recien  entonces  se  notasen  ó  descubriesen:  vé  nota  645. 

(642)  Nó  contra  el  cargador,  porque  desde  que  el  porteador  entregue 
fielmente  al  consignatario  la  carga  que  le  entregó  el  remitente,  aquel 
está  obligado  á  recibírsela  y  podr¿  hacer  sus  reclamos  contra  este  último 
(vé  472  y  á  Bédarride  n«>»  373  y  .S74);  ni  contra  el  porteador  precedente, 
á  menos  que  la  averia  sea  visible  esteriormente  ó  que  los  bultos  se  hu- 
biesen abierto  por  cualquier  circunstancia.  Compara  con  Alauzet,  no  1200 
al  fin.  Lo  contrario  sucederá  en  el  caso  del  art.  171,  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  su  inc.  2®. 

(643)  Sin  perjnicío  de  lo  espuetos  en  la  nota  639,  el  mayor  plazo  con- 
cedido en  los  casos  de  los  art*.  1079  y  1080  se  esplica,  á  mi  juicio,  porque 
el  comercio  en  embarcaciones  mayores  (vé  206)  supone  mayor  suma  de 
movimiento  comercial  y  de  mercaderías  á  verífícar  que  el  comercio  ter- 
restre ó  en  pequeñas  embarcaciones.  £1  mismo  Sampaio,  que  no  se  espli- 
ca la  diferencia  de  plazos,  reconoce  que  todo  requiere  tiempo,  y  que  el 
excesivo  rígor  en  la  observancia  de  la  letra  de  la  ley  puede  producir  sum- 
ma  injuriay  y  como  los  tribunales  de  comercio  son  esencialmente  jueces 
de  equidad,  según  el  P.  207,  cree  que  el  juez  puede  prorogar  el  plazo  á 
su  prudente  arbitrio.  Así,  se  ha  propuesto  asignar  4S  horas,  cuando  la 
carga  escediese  de  50  bultos. 

(644)  Se  apreciará  el  recibo  en  relación  á  cada  objeto  separadamente; 
ó  á  lo  recibido  en  cada  dia,  cuando  la  descarga  dura  mas  de  un  dia;  ó 
con  respecto  á  la  descarga  de  cada  vehículo  ó  sólo  en  relación  á  la  car- 
ga total?  Hacer  el  cómputo  sobre  cada  objeto  recibido,  á  menos  que  for- 
mara la  carga  de  un  vehículo,  creo  que  seria  un  semillero  de  cuestiones,  y 
computarlo  sobre  toda  la  carga  cuando  ésta  ocupe  varios  vehículos,  á  menos 
que  se  presentaran  simultáneamente  á  la  descarga  ó  que  se  tratase  de  las 
distintas  piezas  de  una  máquina  ú  otro  todo  cualquiera,  fuera  burlar  el 
propósito  de  la  ley  (nota  639)  y  confundir  las  responsabilidades  de  los 
diversos  acarreadores  inmediatos  de  los  efectos.  Así,  en  principio  pienso 
que  el  plazo  de  24  horas  debe  empezarse  á  contar  desde  el  recibo  de  la 
carga  parcial  de  cada  vehículo  (comp.  con  la  nota  al  3887  del  Cód.  Civ.), 
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tal  que  en  la  parte  esterna  no  se  vieren  señales  del  daño  ó 
avería  que  se  reclama.  ^^^ 

Pasado  este  término,  no  tiene  lugar  reclamación  alguna 
contra  el  conductor  acerca  del  estado  de  los  efectos  portea- 
dos. «46  V.  175.  P.  189.  E.  219.  N.  E.  366.  Vé  F.  105 
A.  408.  I.  416. 


especialmente  cuaaido  éste  trae  la  guia  ó  factura  respectiva  y  deban  tras- 
currir 24  horas,  como  minfmun,  hasta  la  llegada  de  otro;  y  siempre,  cuan* 
do  los  conductores  sean  distintos.  Es  verdad  que  en  el  caso  del  1079  se 
dispone  que  pueda  pedirse  el  reconocimiento  judicial  de  los  efectos  y  la 
estimación  de  los  daños,  dentro  de  24  horas  de  verificada  la  descarga,  y 
en  un  fallo  se  ha  declarado  que  ¿a  ley  no  admite  q%ie  la  descarga  sea  sino  un 
solo  acto  (fallo  de  la  S.  Corte,  S.  2^  tom.  I.  pág.  50);  pero  este  cómputo, 
además  de  referirse  á  un  caso  especial,  no  se  mantiene  en  el  1060  siguien- 
te. Son  sensibles,  sin  duda,  estas  incongruencias  y  ambigüedades  conser- 
vadas en  nuestro  Código;  pero  el  comentador  no  puede  remediarlas  sino 
en  cierta  medida.  Comp.  con  el  §  últ.  del  855,  y  la  nota  3186. 

(645)  Porque,  si  se  vieren  esas  señales,  deberá  reclamar  ó  protestar  en 
el  acto  que  usará  de  su  derecho  (S.  Corte,  S.  2<^  tom.  I  pág.  50),  so  pena  de 
perderlo;  pues  entiende  la  ley  que  guardando  silencio,  manifiesta  confor- 
midad ó  renuncia  á  ejercer  su  derecho.  Pero  esto  bien  merecía  consignar- 
lo en  la  ley,  como  lo  hace  elN.P.385  §  2®  concebido  así:  "el  reclamo  contra 
"  el  porteador  por  deterioro  en  las  mercaderías  no  puede  deducirse  des- 
"  pues  de  su  recibo,  siendo  el  vicio  aparente  ". 

Por  lo  demás,  ni  este  art.,  que  debió  figurar  al  leído  del  198,  es  ostensivo 
al  comercio  marítimo  y  al  que  se  hace  en  embarcaciones  de  mayor  mag- 
nitud que  las  del  art.  206,  ni  el  853  inc.  I*'  es  aplicable  á  nuestra  materia. 
Vé  á  Bédarride,  no  368  Us, 

(646)  Vé  nota  640.  Como  la  disposición  de  este  art,  al  protejer  la  in- 
dustria de  los  trasportes,  mira  también  al  interés  público  (nota  639.  Bé- 
darride, n»  457),  é  importa  un  desceacimiento  á  manera  de  prescripción, 
podría  concluirse  que  no  puede  renunciarse  á  ella  de  antemano,  por  el 
porteador;  pero  nada  se  opone  á  que  ex  post  facto  y  adquirida  ya  la  pres- 
cripción, se  renuncie  á  ésta,  tácita  ó  espresamente,  como  es  de  derecho 
común:  Cód.  Civ.  3965.  Sin  embargo,  es  opinión  corriente  que  el  porteador 
puede  renunciar  al  beneficio  de  nuestro  art.,  espresa  ó  tácitamente,  y  que 
tal  renuncia  podría  pactarse  de  antemano;  escepto  si  el  conductor  fuese 
una  empresa  ferro-carrilera,  á  quien  por  ley  ó  reglamento  le  esté  prohi- 
bido acordar  preferencia  á  un  remitente  y  negarla  á  otro  que  está  pronto 
á  someterse  á  las  mismas  condiciones  (vé  ley  nac.  61  y  de  B.Aires,  75). 
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Abt.  184 

En  caso  de  muerte  ó  lesión  de  un  viajero,  ^^  acaecida 
durante  el  trasporte  ^^^  en  ferrocarril,  la  empresa  estará 
obligada  al  pleno  resarcimiento  de  las  daños  y  perjuicios,  ^^ 
no  obstante  cualquier  pacto  en  contrario,  ^^  á  menos  que 
pruebe  *^^  que  el  accidente  provino  de  fuerza  mayor,  ^^*  ó 


Esta  opinión  es  la  i\nica  jurídica,  porque  respeta  la  libertad  de  contra- 
tar y  porque  la  contraria  amplia  demasiado  el  concepto  del  interés  público. 

(647)  La  lesión  ó  muerte  de  un  empleado  de  la  empresa  ó  de  otras  per- 
sonas que  no  sean  viajeros^  se  juzgarán  con  arreglo  á  los  principios  de  la 
legislación  comun^  pero  no  caen  bajo  la  disposición  escepcional  de  este  art. 
La  ley  suiza  (Nov.  10-1875)  abraza  todos  los  casos  y  equipara  la  empresa 
de  vapores  con  la  ferro-carrilera  (art.  2°  y  8<>);  pero  niega  la  indemniza- 
ción, cuando  la  persona  herida  ó  muerta  se  puso  en  relación  con  Ja  em- 
presa, cometiendo  un  acto  criminal  ó  doloso  (deloyal)j  ó  violando  á  sa- 
biendas las  prescripciones  de  policía,  y  esto  aunque  el  accidente  sea  el 
resultado  de  una  falta  estraña  á  dicha  persona  (art.  4^)  ;sobre  cuyo  punto, 
por  demás  delicado,  reservo  mi  parecer,  por  no  ser  fácil  apreciar  el  ver- 
dadero alcance  de  ese  art. 

(648)  Consúltese  á  Vidari,  n»  2302,  y  á  Saleilles,  n»  303. 

(649)  La  estension  de  la  responsabilidad  de  la  empresa  se  apreciará  con 
arreglo  á  las  disposiciones  del  Cód.  Civ.  (1084  y  1086):  I  y  207  del  pre- 
sente y  1109  del  Civil.  Comp.  Vidari,  u9  2303  y  ley  suiza,  art.  6  á  9.  Para 
que  la  indemnización  sea  plena,  debe  comprender  también  el  valor  de  los 
objetos  perdidos,  destruidos  ó  averiados,  que  se  hallaban  al  cuidado  per- 
sonal de  la  persona  muerta  ó  herida;  si  la  pérdida,  destrucción  ó  avería 
son  conexas  al  accidente  (Ley  suiza,  8);  es  decir  constituyen  una  conse- 
cuencia inmediata  y  directa  del  mismo  (vé  Cód.  Civ.  520,  &);  arg.  del 
189  inc.  2o. 

(650)  Consignada  la  disposición  del  204  inc.  2^,  pudo  omitirse  esta 
salvedad. 

(651)  Aunque  á  veces  encubrirá  esta  disposición  una  injusticia,  por  no 
ser  posible  á  la  empresa  justificar  la  fuerza  mayor  y  sobre  todo  la  culpa  del 
viajero,  que  acaso  se  suicidó,  estaba  fuera  de  su  razón  ó  cometió  cualquier 
imprudencia,  su  sabiduría  práctica  será  difícilmente  impugnada,  obligando 
á  las  empresas  á  adoptar  todas  las  prücauciones  para  que  tales  accidentes 
no  se  produzcan  ó  se  produzcan  sólo  por  escepcion. 

(652)  Sin  que  haya  falta  imputable  á  la  empresa,  agrega  el  art.  2  de  la 
ley  suiza,  y  con  suma  razón,  porque  la  disposición  del  art.  176  se  aplicará 
en  su  caso,  porque  es  de  derecho  común. 
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sac3dió  por  culpa  de  la  victima  ^^^  ó  de  un  tercero  por  quien  la 
empresa  no  sea  civilment3  responsable.  ®^^  Mi  740  inc.  1°. 

Art.  185 

Lo9  animales,  carruajes,  barcas,  ^^^  aparejos  y  todos  los 
demás  instrumentos  principales  y  accdsorios  del  trasporte, 
están  esp3cíalment9  afectados  en  favor  d^l  cargador  para  el 
pago  «'^  de  los  objetos  entregados.  V.  176.  E.  211.  P.  181. 
B.   108.  N.  E.  372.  N.  P.  392. 


(653)  Cometiendo  uaa  imprudencia  cualquiera,  al  subir  ó  al  bajar  al 
tren,  ó  durante  la  marcha;  especialmente,  cuando,  con  violación  de  las 
leyes  ó  reglamentos,  comete  cualquier  acto  ilícito;  ó  por  otro  modo  dio 
ocasión  al  accidente,  sin  que  concurriera  á  él,  falta  alguna  de  la  empresa 
ferro-carrilera. 

(654)  Porque  todo  porteador  es  responsable  del  da&o  causad9  por  sus 
factores,  dependientes  ú  otros  agentes  ó  empleados  cualesquiera  (162  al 
fin).  Hecho  imputable  á  personas,  de  quienes  el  porteador  no  está  obli- 
gado ¿  responder,  dice  Vidari  (n®  2301  al  fin).  De  lo  contrario  nunca  se  da- 
ría el  caso  de  responsabilidad  de  nuestro  art,  porque  la  conducción 
(salvo  en  algún  caso  escepcional)  no  la  hace  la  empresa  ó  los  empresarios, 
sino  sus  empleados  y  representantes. 

Nuestro  art.  debió  fijar  un  plazo  breve  para  el  ejercicio  de  la  acción 
en  responsabilidad,  como  lo  hace  la  ley  suiza.  Oomp.  con  los  art.  852  y  855. 

(655)  Barco  y  mas  propiamente  barca  (206  y  1500  b9  9»),  es  toda  em- 
barcación pequeña  destinada  para  pescar,  atravesar  los  rios  {chata  ó 
barca  de  pasaje),  cargar  y  traficar  en  las  costas,  puertos  y  rios.  Vé  á 
Escriche,  verbo  Barca, 

(656)  O  mas  propiamente  tien")  un  privilegio  especial  sobre  dichos  ob- 
jetos, que  quedan  afectados  á  la  indemnización  por  faltas,  daños  y  ave- 
rías en  los  objetos  trasportados  (vé  179  á  181,  912,  1375,  n».  7»  y  1377 
no  11:)  art.  1500  d9  9».  El  privilegio  ha  podido  estenderse  á  las  responsa- 
bilidades por  el  retardo,  como  lo  hace  el  Cód.  Ch.,  pero  no  siendo  de  derecho 
común,  no  deba  estenderse  mas  que  á  garantir  el  valor  de  la  carga.  Tal 
privilegio  no  existe  en  otros  Códigos  europeos  que  los  de  E.  y  P. 

Aunque  el  conductor  no  sea  efectivamente  un  depositario  de  la  carga, 
porque  ni  el  contrato  de  trasporte  es  gratuito  como  lo  es  el  depósito  civil 
(vé  375  inc.  últ.)  ni  su  fin  principal  la  guarda  de  la  cosa  (vé  nota  553  y  la 
nota  al  195  inc.  2o),  el  contrato  de  trasporte  tiene  algo  del  de  depósito 
(Ch.  167.  Vidari,  u9  2194  y  otros),  y  por  esto  colocaré  el  privilegio  del 
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Abt.   186 

Mediando  pacto  espreso  sobre  el  camino  por  donde  deba 
hacerse  el  trasporte,  no  podrá  variarlo  el  conductor,  ^^^  so 
pena  de  responder  por  todas  las  pérdidas  y  menoscabos,  ^^^ 
aonque  proviniesen  de  alguna  de  las  causas  mencionadas  en 

porteador  (200)  al  lado  del  del  depositario  (vé  Cód.  Civ.  3897)  y  su  preforen 
cía  se  gobernará  por  el  3906  del  propio  Código.  Y  tratándose  de  obliga- 
ciones y  derechos  correlativos  parece  que  debe  concluirse  acordando  el 
mismo  rango  al  privilegio  del  cargador ^  reglamentado  en  el  art.  Nótese 
que  no  se  halla  fijado  en  este  Código  sino  el  rango  de  los  privilegios 
del  comercio  marítimo  (vé  1373  á  1377,  1499  y  1600),  lo  que  constituye 
uno  de  los  tantos  vacios  deplorables  en  dicho  Código. 
£1  privilegio  debió  comprender  las  indemnizaciones  del  art.  anterior. 

(657)  Voluntariamente  (vé  1166  y  1208,  1*),  y  salvo  que  el  camino  estur 
viese  intransitable^  ofreciese  mayores  riesgos,  ó  interviniere  caso  fortuito  ó 
de  fuerza  mayor.  N.  E.  360.  Bédarride,  n®  263.  No  es  preciso  que  se  haya 
desviado  á  sabiendas  y  maliciosamente  como  cree  Sampaio,  y  asi,  seria 
responsable,  aunque  lo  hiciera  por  error.  Ley  suiza.  Marzo  20  de  1875, 
art.  63  n»»  1»  y  2<»,  Calucí,  n»  271.  Sobre  este  punto  deben  teoerse  muy 
en  cuenta,  como  leyes  análogas,  las  disposiciones  sobre  arribada  forzosa 
(1274  á  1282).  La  exención  por  el  caso  fortuito  y  la  pena  de  daños  y 
perjuicios  son  el  derecho  común  de  las  obligaciones,  especialmente  de 
las  convencionales. 

(658)  Que  sobrevenga  á  los  géneros  ó  mercaderías,  y  demás  daños  y 
perjuicios  por  el  retardo  que  llegue  á  causarse  (nota  Q57). 

(659)  Porque  la  ley  considera  que  el  caso  fortuito  ha  sido  provocado 
por  su  Culpa  (vé  nota  á  1208,  1^).  Esta  sanción,  que  sólo  es  aplicable  al 
trasporte  por  agua  hecho  en  pequeñas  embarcaciones  y  nó  á  los  demás 
realizados  en  otros  buques,  es  por  demás  dura  y  puede  llegar  hasta  ser 
injusta,  haciendo  responsable  al  porteador  por  averias  provenientes  de 
vicio  propio  de  los  efectos.  Si  estos  hubieran  perecido  ó  dañádose  igual- 
mente en  poder  del  cargador  ó  consignatario,  ó  aunque  se  hubiese  se- 
guido la  rata  convenida,  no  se  deberán  los  daños  y  perjuicios.  Los  daños 
que  no  habrían  sncedido  sin  la  variación  del  camino,  dice  Sampaio  pág.  87. 
Bajo  este  criterio,  el  simple  hecho  de  la  variación  volimtaria  del  rumbo 
no  obstará  á  la  aplicación  de  las  disposiciones  de  los  art.  174  y  177,  en 
su  caso.  Haré  notar  que  la  disposición  escepcional  del  Cód.  B.,  adoptada 
en  nuestro  inciso,  no  existe  en  ningún  otro  Código  y  ha  sido  repudiada 
simultáneamente  en  mi  Proy.  de  Código  y  en  el  N.  P.  Compara  con 'Bé- 
darride, no  263. 
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el  articulo  172,  ^^^  á  no  ser  que  el  camíao  estipulado  estu- 
viere intransitable  ú  ofreciere  riesgos  mayores.  ^^ 

Si  nada  se  hubiere  pactado  sobre  el  camino,  quedará  al 
arbitrio  del  conductor  elejir  el  que  mas  le  acomode,  siempre 
que  se  dirija  via  recta  al  punto  donde  debe  entregar  los 
efectos.  ««1  V.  177.  B.  110  y  E.  226.  P.  195.  W.  122. 
N.  E.  369. 

» 

Abt.  187 

La  entrega  de  los  efectos  deberá  verificarse  dentro  del 
plazo  fijado  por  la  convención,  las  leyes  y  regk  mentes,  y  á 
falta  de  ellos  por  los  usos  comerciales.  ^^  N.  P.  382.  De 
mi  718.  Comp.  V.  178  inc.  !<>  &. 

Los  ferrocarriles  deben  hacer  los  trasportes  de  mercaderías 
en  un  término  que  no  exceda  de  una  hora  por  cada  diez 
kilómetros  ó  por  la  distancia  mínima  que  fijare  el  poder 
administrador,  contado  desde  las  doce  de  la  noche  del  dia 
del  recibo  de  la  carga.  ^®^  ^ 

(6G0)  En  tales  casos,  la  ventaja  para  ambas  partes  en  desviar  el  cami- 
no convenido  es  por  demás  evidente. 

(661)  Respondiendo  por  los  perjuicios  y  retardo  causados  con  las 
desviaciones  de  ruta  (arg.  del  1073).  La  via  recta^  quiere  decir  sin  hacer 
escala  y  siguiendo  la  ruta  adoptada  generalmente  como  la  mas  ventajosa. 

En  general,  no  debe  vaiiarse  sin  razón  bastante  la  via  acostumbrada, 
que  es  la  convenida  por  consentimiento  tácito  de  las  partes  (arg.  II,  Y, 
187  al  fin,  218  n»  5o  y  219).  Comp.  con  Bédarride,  n«  263. 

(662)  O  con  mas  propiedad  y  exactitud:  "  Si  el  plazo  para  la  entrega 
de  la  carga  en  su  destino  (y  lo  mismo  debe  decirse  del  lugar  en  que  ha 
de  hacerse  la  entrega),  no  estuviere  establecido  por  la  convención  de  las 
partes... tácita  ó  espresa  (Caluci,  n®  271),  ó  por  leyes  ó  reglamentos  espe- 
ciales, se  observará  el  que  esté  marcado  por  el  uso  comercial.  Yé  nota 
675.  Tratándose  de  ferro-carriles  prevalecerá  la  disposición  especial  del 
inc.  2o. 

(663)  La  redacción  de  este  inciso  es  mucho  mas  incorrecta  que  la  del 
anterior,  y  dificultará  su  recta  comprensión.  Quiere  decir,  que  los  ferro- 
carriles están  obligados  á  realizar  los  trasportes  de  que  se  encarguen, 
en  un  plazo  que  se  computará  á  razón  de  una  hora  por  cada  miriámetro 
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Abt.  188 
En  caso  de  retardo  en  la  ejecudon  del  trasporte  por  mas 
tiempo  del  establecido  ^^  en  el  artlctdo  anterior,  perderá  el 
porteador  ^'^  una  parte  del   precio    del  transporte,  propor- 
cionada ^^  A  la  duración  del  retardo,  y  el  precio  completo 

de  camino  ó  distancia  á  recorrer,  ó  por  la  distancia  mínima  que  fijare 
el  P.  £.,  cuyo  plazo  empezai'á  4  computarse  desde  la  media  noche  próxi- 
ma ai  recibo  de  la  carga  entregada  en  condiciones  de  ser  trasportada. 
La  empresa,  aunque  no  baga  un  miriámetro  diario  de  camino,  cumple 
con  hacer  la  entrega  en  tiempo.  Es  claro  que  podrá  pactarse  un  término 
mas  breve;  mas  nó  uno  mas  largo:  204  inc.  2o.  Según  la  ley  de  Buenos 
Aires,  ^el  tiempo  máximum  del  trasporte  se  calculará  á  razón  de  24  horas 
*  por  cada  fracción  indivisible  de  50  kilómetros,  cuando  los  trasportes  se 
^  hagan  en  una  sola  línea,  agregándose  24  horas  mas  por  cada  empalme" 
(art.  G4).  Se  vé  que  esta  ley,  dictada  en  1880,  se  contenta  con  una  ra- 
pidez mucho  menor.  El  trayecto  de  un  miriámetro  por  hora  es  muy 
cómodo  para  las  empresas  con  poco  movimiento;  pero  otra  cosa  es  tra- 
tándose de  las  principales  arterías  por  donde  circula  el  comercio  nacio- 
nal, y  el  P.  E.  podría  establecer  plazos  distintos.  Vé  el  art.  siguiente  y 
el  1»  del  204  citado.  Respecto  á  témiinoa  de  tolerancia,  vé  á  Vidarí, 
n»  2227,  Caluci,  n»  271. 

(664)  Para  cada  caso;  pues  en  el  art.  anterior  se  establecen  diversos 
casos  y  plazos. 

(665)  Por  el  mero  hecho  del  retardo  que  le  sea  imputable  (vé  inc.  2») 
y  sin  necesidad  de  demostrar  su  adversario  que  ese  retardo  le  ha  cau- 
sado un  daño  (arg.  189  inc.  2^),  como  en  los  casos  análogos  de  los  art.  82, 
102  al  fin,  119,  436  n<»«  1»  y  2»,  440  inc.  2»  y  el  560,  que  es  conforme  al 
derecho  común.  Como  en  todo  retardo  hay  uja  daño,  cuando  no  material, 
al  menos  moral,  consistente  en  los  disgustos  y  preocupaciones;  como  la 
justificación  del  daño  es  muchas  veces  difícil,  sino  imposible,  y  es  ocasión 
de  pleitos,  costosos  y  temidos  con  razón  del  comercio,  y  como  es  muy 
prudente  ag^uijonear  la  solicitud  y  puntualidad  de  la  empresa  con  la 
amenaza  de  la  pérdida  del  iiete,  la  ley  teniendo  todo  ello  en  cuenta,  ha 
decretado  esa  pérdida  como  una  cláusula  penal  establecida  prudentemente 
y  en  que  el  porteador  debe  incurrir  por  el  mero  hecho  del  retardo  impu- 
table, aun  suponiendo  que  éste  no  haya  causado  perjuicio  al  remitente 
ni  al  destínataiio  (Gód.  Civ.  654  y  656),  ó  haya  sido  ocasión  de  un  bene- 
ficio, por  llegar  en  momento  de  mayor  carestía  del  género  que  constituía 
la  carga  ó  por  cualquier  otro  motivo.  La  doctrina  está  dividida,  pues, 
mientras  de  Tullio  y  Caluci  (u<*  272)  concuerdan  en  lo  principal  con  mi 
opinión,  Manara  y  Marchesini  siguen  la  opuesta. 

(666)  ProporcionadOj  dice  erradamente  el  texto  oficial  (parte*  \ .  propor' 
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del  trasporte,  si  el  retardo  durase  doble  tiempo  del  estable- 
cido para  la  ejeoucion  del  mismo,  ademas  de  la  obligación 
de  resarcir  el  mayor  daño  que  se  probase  haber  recibido 
por  la  espresada  causa.  ^"^ 

No  será  responsable  de  la  tardanza  el  porteador,  si  pro- 
bare haber  provenido  ella  de  caso  fortuito,  fuerza  mayor  ó 
hecho  del  remitente  ó  del  destinatario.  ^^ 

La  falta  de  medios  suficientes  para  el  trasporte,  no  será 
bastante  para  escusar  el  retardo.  ^^  Mi  719.  I.  403.  Ley 
suiza  (1876),  23.  K  P.  382. 


donada).  La  proporción  será  la  aritmética,  y  sin  tomar  en  cuenta  las 
circunstancias  del  caso,  como  querría  Galuci  (no  272  al  fin);  pues  esto, 
además  de  abandonar  la  avaluación  al  arbitrio  judicial,  seria  ocasión  de 
pruebas,  discusiones  y  gastos,  malográndose  el  propósito  del  legislador 
(vé  nota  665);  y  resultaría  que  en  casos  idénticos  de  retardo  se  fijasen 
indenmizaciones  diversas. 

(667)  El  perjuicio  inmediato  y  directo  (189  inc.  2®  y  Cód.  Civ.  620)  po- 
dría ser  muí  superior  al  importe  del  flete.  La  indemnización  total  que 
el  porteador  haya  de  pagar  en  tal  caso,  computado  el  monto  del  flete 
perdido,  nunca  excederá  del  importe  total  del  daño  sufrido  por  el  cargador 
á  causa  del  retardo  (arg.  189  ínc.  2»  y  3^).  Vé  á  Bédarríde,  n<»  264.  Bra- 
vard,  n  pág.  866  y  367.  B.  111o. 

(668)  Son  las  mismas  causas  que  eximen  de  pagar  Ias  pérdidas  y  ave- 
rías (172),  y  la  exención  tieue  las  mismas  limitaciones  del  176.  La  dis- 
posición del  192  in  \  2»  complementa  al  presente.  El  remitente  dá  causa 
al  retardo,  cuando  el  embalaje  de  los  bultos  ha  requerido  ser  reparado, 
cuando  no  ha  presentado  los  documentos  necesarios  para  que  la  carga 
circulara  sin  tropiezos  (vé  1057),  cuando  su  falsa  declaración  ha  requerido 
perder  tiempo  en  la  verificación  de  las  mercaderías  de  la  carga  (vé  ley 
de  Buenos  Aires,  68  y  mi  Proy.  de  Cód.  708),  cuando  hubiere  dado  contra- 
orden (vé  191);  cuando  por  defectos  en  las  etiquetas  y  dirección  de  la 
carga  hubiere  entorpecido  su  envió;  &.  Y  el  destinatario  puede  ocasionar 
el  retardo,  si  no  avisa  su  cambio  de  domicilio,  si  está  ausente  ó  no  se 
presenta  en  tiempo  á  recibir  las  mercaderías  cuando  deba  hacerlo,  ó  no 
cumpliere  con  las  obligaciones  que  le  incumban  (vé  194, 196  y  197).  Vé  á 
Caiuci,  no  273  y  Vidari,  no  2233. 

Pactada  la  pena  por  el  retardo,  sólo  se  aplicará  lo  dispuesto  en  el 
art.  189. 

(669)  Una  vez  concluido  el  contrato,  el  porteador  está  obligado  á  rea- 
lizar el  trasporte  convenido,  y  no  puede  escusar  su  retardo,  alegando  la 
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Abt.  189 

Si  al  contrato  de  trasporte  se  hubiese  agregado  una  cláu- 
sula penal  por  el  no  cumplimiento  ó  el  retardo  en  la  en- 
trega, podrá  siempre  pedirse  la  ejecución  del  trasporte  j  la 
pena.  ^^ 

Para  tener  derecho  á  la  pena  pactada,  no  es  necesario 
acreditar  un  perjuicio,  ^^*  y  el  importe  de  ella  podrá  dedu- 
cirse del  precio  convenido.  *^*  En  el  caso  en  que  se  probare 
que  el  perjuicio  inmediato  y  directo  ^"^^  que  se  haya  esperi- 
mentado,  es  superior  á  la  pena,  se  podrá  exijir  el  suplemento . 

Si  el  porteador  estuviere  exento  de  responsabilidad,  con  ar- 


insuficiencia  de  sus  medios  de  conducción;  porque,  en  principio,  las  em- 
presas deben  poseer  los  medios  ordinarios  y  especialmente,  porque  está 
obligado  por  la  ley  del  contrato,  y  le  cumple  proporcionarse  los  medios 
de  trasporte  que  necesite  al  efecto.  Estas  consideraciones  pierden  mucho 
de  su  fuerza,  tratándose  de  empresas  públicas  y  especialmente  de  las 
ferro-carrileras  que  están  obligadas  á  aceptar  las  cargas  (204  inc.  !<>  y 
nota  622)  y  ¿  trasportarlas  en  un  plazo  dado  (187  inc.  2®);  pues,  como 
nadie  está  obligado  á  lo  imposible,  es  doctrina  corriente  que  la  empresa 
podrá  esousarse  con  la  deficiencia  de  su  material  rodante,  en  caso  de 
extraordinaria  afluencia  de  mercaderías  á  trasportarse  ú  otras  circuns- 
tancias extraordinarias,  cuando  á  pesar  de  toda  la  actividad  empleada, 
no  fué  posible  evitar  el  retardo  (Vidari,  n9  2234.  Marchesini  y  Caluci, 
n^  275.  Haberstich,  JI,  pág.  213,  explicando  la  ley  suiza,  fuente  originaria 
del  art)  Vé  nota  773. 

(670)  Según  el  Gód.  Civ.  (659)  *  el  acreedor  sólo  puede  pedir  ó  la  pena 
^  ó  el  cumplimiento  de  la  obligación,  á  menos  que  aparezca  haberse  esti- 
*  pulado  la  pena  por  el  simple  retardo,  ó  que  se  haya  estipulado  que  por 
^  el  pago  de  la  pena  no  se  entienda  estinguida  la  obligación  principal." 

La  disposición  de  nuestro  art.  obedece  al  mismo  pensamiento  del  an- 
terior, ambas  prescripciones  son  idénticas  en  el  fondo  y  deben  esplicarse 
las  unas  por  las  otras.  No  hay  mas  diferencia  que  la  cláusula  penal  es 
puesta  allí  por  la  ley,  aquí  por  convenio  de  las  partes. 

(671)  Esto  es  de  derecho  común  (Gód.  Civ.  654  y  656),  y  lo  hemos  soste- 
nido en  la  nota  665. 

(672)  Eb  decir,  del  porte  ó  flete  que  estuviere  impago  (vé  nota  667). 
(^3)  Es  el  único  perjuicio  de  que  el  deudor  moroso  es  responsable 

(Gód.  Qv.  520). 
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reglo  á  las  disposiciones  de  los  artículos  172  y  188,^^^  no  habrá 
lugar  al  pago  de  la  pena.  Mi  720. 

Art.  190 

No  habiendo  plazo  estipulado  para  la  entrega  de  los  efectos, 
tendrá  el  porteador  la  obligación  de .  conducirlos  en  el  primer 
viaje  que  haga  al  punto  donde  debe  entregarlos.  ^"^^  P.  197. 

Si  fuere  comisionista  de  trasporte,  tiene  obligación  de  des- 
pacharlos por  el  orden  de  su  recibo,  sin  dar  preferencia  á  los 
que  fueren  más  modernos.  ^^^ 

(674)  Según  se  trate  de  falta  absoluta  de  cumplimiento  o  de  simple 
retardo.  El  porteador  no  incurre  en  la  pena  (188  inc.  2°),  porque  siendo 
ésta  una  obligación  accesoria^  se  estingue  con.  la  obligación  principal 
(Cód.  Oiv.  524,  B2B  y  665).  Gregorio  López,  glosa  á  la  L.  37  tit.  11  Part. 
7»;  Bódarride,  n»  269;  Alauzet,  n®  1133;  Namur,  n»  381;  Demolombe,  tom. 
XXVI,  no  689;  &.  F.  97  y  104.  Compara  con  I.  414,  E  226  y  N.  E.  370. 

(675)  Introducido  el  nuevo  art.  187,  éste  inciso  resulta  incongruente 
con  él,  y  para  armonizarlos  en  lo  posible,  dando  á  cada  uno  su  parte  de 
aplicación,  diré  que  este  inciso  debe  ser  observado  siempre  que  no  haya 
una  razón  especial  para  retardar  la  partida,  especialmente  tratándose  de 
ferro-carriles,  y  que,  por  punto  general,  el  porteador  cumple,  sobre  todo 
si  es  una  empresa  ferro-carrilera,  haciendo  el  trasporte  dentro  del  plazo 
marcado  por  la  ley  ó  por  los  reglamentos,  y  en  su  defecto,  por  el  uso 
comercial  (187).  Sensibles  son,  por  lo  demás,  tales  incongruencias  en 
leyes  de  tanta  importancia  práctica.  Agregúese  que  otra  es  la  redacción 
del  105i),  á  propósito  de  un  caso  idéntico  sino  igual.  Además,  lo  impor- 
tante habría  sido  fijar  la  época  en  que  el  conductor  debía  emprender 
viaje,  aunque  de  ordinario  se  halle  él  interesado  en  la  frecuencia  de  los 
viajes.  Será  raro,  sin  embargo,  que  la  voluntad  de  los  contratantes,  res- 
pecto á  la  época  de  la  salida  ó  de  la  entrega,  no  resulte  de  los  anuncios 
públicos,  de  la  práctica  ó  usos,  ó  se  colija  de  otras  circunstancias,  y  se 
presumirá  fácilmente  que  el  cargador  quiere  que  la  expedición  llegue 
cuanto  antes  (vé  195  inc.  2®)  y  sin  mas  demora  que  la  indispensable  para 
preparar  y  efectuar  el  viaje.  Que  nuestro  inciso  constituye  una  super- 
fetacion,  se  demuestra  observando  que  el  N.  P.  no  reproduce  el  viejo  art. 
197,  dándolo  por  incluido  en  el  nuevo  882,  correspondiente  á  nuestros 
art.  187  inc.  1^  y  188.  Es  claro,  por  lo  demás,  que  los  daños  y  perjuicios 
serán  la  sanción  de  nuestro  inciso  (inc.  3<>),  como  siempre  que  no  se  cum- 
ple una  obligación  legal;  y  que  lo  dispuesto  en  los  1047  y  1056,  como  de 
derecho  común,  será  estensivo  á  nuestro  caso. 
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Caso  de  no  hacerlo^  responderán,  asi  el  uno  como  el  otro,  por 
los  daños  y  perjuicios  que  resulten  de  la  demora.  ^^  V.  179. 
De  E.  227  y  B.  112. 


(676)  Ninguna  razón  habla  para  no  hacer  ostensiva  esta  obligación  á 
todo  porteador,  como  lo  establecen  el  I.  394,  N.  P.  378  y  mi  Proy.  de  Cód. 
692,  y  respecto  de  los  ferro-carriles  el  A.  422  inc.  penúltimo  y  la  ley  ar- 
gentina 48  y  49,  cuyas  disposiciones  serán  obligatorias  en  su  caso.  Nues- 
tro inciso  supone  que  no  hay  plazo  estipulado  para  la  entrega  de  los 
efectos,  y  parece  justo  que  el  comisionista  podrá  distribuir  las  cargas,  sin 
preferencias,  y  con  la  sola  mira  de  eumpUr  en  tiempo  con  todos  los  tras- 
portes á  que  se  haya  comprometido.  Es  claro  también  que  si  se  ha  con- 
venido un  orden  diverso  ó  mayor  plazo  para  la  partida,  mediante  reducción 
en  la  tarifa  ó  por  conveniencia  de  las  partes  (vé  ley  nacional  de  ferro- 
carriles 51  y  de  Buenos  Aires  75),  el  pacto  será  observado. 

£s  implícito  el  convenio,  ó  no  le  alcanza  la  disposición  de  nuestro  inci- 
so, cuando  según  el  itinerario  conocido  del  público,  el  viaje  debe  hacerse 
antes  á  un  destino  que  á  otro. 

La  naturaleza  de  las  mercaderías  puede  exigir  también  que  se  varíe  el 
orden  de  envío  (I.  394.  Mi  Proy.  de  Cód.  692.  N.  P.  378);  dando  preferen- 
cia á  aquellas  cosas  que,  ocmo  las  legumbres,  manteca,  frutas,  pescado 
fresco  y  flores,  se  pierden  con  prontitud  ó  facilidad  (Galucí,  n^  233.  Yida- 
r¡,  n^  2223.  Ley  nac.  49  n®  I»);  ó  por  su  fragilidad  ó  condiciones  escepcio- 
nalas  de  peso,  tamaño  ft,  requieren  arreglos  especiales  para  su  conducción. 
En  el  comercio  de  trasportes  sobre  todo  en  que  las  cirQunstancias  pueden 
variar  al  infinito,  hay  que  atender  á  las  que  rodean  el  caso  y  aplicar  ra- 
cional y  no  materialmente  el  principio  consignado  eu  nuestro  inciso. 
Puede  suceder  también,  no  sólo  que  el  caso  fortuito  ó  la  fuerza  mayor 
obligue  á  variar  el  orden  de  envío  de  las  mercaderías,  caso  en  que  regirían 
las  disposiciones  de  los  art.  172,  188,  inc.  2®  y  176,  sino  también  que  una 
espedicion  encargada  de  cierta  carga  postergue  la  salida  porque  falte  á 
su  compromiso  el  conductor  ó  por  otra  circunstancia  inesperada  y  que  no 
constituya  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito.  Lo  importante  será  que  el  comi- 
sionista ó  porteador  no  lleve  un  propósito  de  beneficiar  ó  perjudicar,  y 
sin  que  pueda  imputársele  culpa  alguna,  se  conduzca  en  los  envíos  de  la 
carga  como  lo  habría  hecho  cualquier  comerciante  prudente  é  imparcial. 
Después  de  todo,  el  cargador  pudo  y  debió  ser  mas  esplicito  al  celebrar 
el  contrato.  La  mente  del  legislador  parece  resultar  del  lenguaje  y  giro 
de  la  frase  que  emplea  en  este  inciso :  el  comisionista  debe  despachar  los 
efectos  por  el  orden  de  su  recibo,  mas  nó  en  ese  orden,  rigorosa  é  inflexi- 
blemente, bastando  que  no  dé  preferencia  á  loa  moa  modernos.  Puede  verse 
la  nota  566  y  á  Yidari,  n»  2223  citado. 

(677)  Yó  final  de  la  nota  676. 
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Abt.    191 

El  cargador  ó  legítimo  tenedor  de  la  carta  de  porte  ^^^  puede 
variar  la  oonsigaacion  de  los  efectos,  ^"^^  j  el  conductor  ó  co- 


(678)  Tomado  esto  á  la  letra  vale  establecer  que  el  derecho  de  variar 
la  consignación  pertenece  por  igual  tanto  al  uno  como  al  otro,  lo  que  es 
un  absurdo,  pues  esa  facultad  no  corresponde  sino  al  portador  de  la  carta 
de  porte  suscrita  por  el  conductor,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  166. 

(679)  No  sólo  puede  variar  la  consignación,  sino  el  destino  (inc.  2»)  de 
los  efectos  que  se  trasportan  y  aun  renunciar  al  trasporte  mismo,  antes  ó 
después  de  comenzado  el  viaje ;  siendo  estraño  y  muí  sensible  el  silencio 
de  este  Código  al  respecto,  silencio  en  que  no  incurrió  el  anterior  (vó  su 
art.  182),  ni  la  Reforma  de  1873,  especialmente  en  presencia  de  lo  dis- 
puesto para  el  mismo  caso  en  los  art.  1049  á  1062  y  sobre  todo  en  los  íQb2 
y  1055.  El  derecho  ¿  desistir  del  contrato,  concedido  al  que  manda  hacer 
una  obra,  al  depositante,  al  mandante  (Cód.  Civ.  1638  y  Cód.  anterior  596  í 
Civ.  2226  x\o  1  y  1970  y  este  Cód.  275  inc.  2»),  y  al  pasajero  ( lllO),  no  puede 
negarse  al  remitente  de  ima  carga,  que  tiene  algo  de  esas  calidades  (vé  1119), 
ya  que  el  trasporte  participa  del  depósito,  de  la  locación  de  servicios  y  aun 
del  mandato,  cuando  interviene  un  comisionista  de  trasporte,  y  tal  facul- 
tad es  acordada  por  la  legislación  de  todos  los  paises  civilizados.  Vé  mi 
Proy.  de  Cód.  678.  Vidari,  n»»  2218  y  2224.  Caluci,  n»  240.  El  sUencio  de 
la  Comisión  indica  suficientemente  que  ha  padecido  un  olvido  mas,  pues  es 
de  presumirse  de  su  criterio  conservador  que  no  haya  querido  realizar  una 
innovación  tan  extraordinaria,  ni  probable  que  no  anunciara  la  novedad 
si  SQ  hubiera  propuesto  introducirla,  ya  que  ha  hecho  mérito  de  haber 
agregado  la  palabra  terremoto  en  el  543. 

Resulta,  pues,  que  el  porteador  no  adquiere  un  derecho  absoluto  á  rea- 
lizar el  trasporte ;  porque  las  ventajas  del  comercio  requieren  que  el  re- 
mitente pueda  acortar  el  viaje,  ó  rescindir  el  contrato,  antes  ó  después  de 
comenzado  el  mismo,  pagando  la  respectiva  indemnización.  Según  la 
jurisprudencia  recibida  en  nuestro  país  y  en  varios  otros  de  Europa  y 
América,  si  rescinde  el  contrato  antes  del  viaje,  el  porteador  gana  el  fal- 
so flete  ó  sea  la  mitad  del  flete  (O.  O.  de  Bilbao,  Cap.  XVIII  n®  XII: 
comp.  con  1014  y  1110),  y  si  el  remitente  lo  rescinde  después  de  comen- 
zado, aquel  gana  el  flete  integro  (arg.  del  193),  y  en  ningún  caso  está 
obligado  á  restituir  lo  que  hubiere  recibido  á  título  de  porte.  Conserva  el 
flete  pagado  de  antemano,  como  en  los  casos  análogos  de  los  art.  530  y  995 
de  este  Cód.  y  del  1958  del  Civil.  Se  supone  que  no  ha  intervenido  un  acto 
culpable  del  porteador  ó  fuerza  mayor  ú  otra  imposibilidad  legal  (vé  192: 
comp.  con  el  275  y  la  nota  últ.  al  995),  y  que  el  remitente  ha  desistido 
voluntariamente.  Si  el  porte  recibido  no  alcanzare  á  la  mitad  del  flete,  el 
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misionista  de  transporte  está  obligado  á  cumplir  la  nueva 
orden,  ^^  si  la  recibiere  anjbes  de  hecha  ó  exigida  la  entrega  ^^ 
en  el  lugar  estipulado  '^^  (de  V.  180  inc.  1^  &),  teniendo  derecho 
en  tal  caso  de  eidgir  la  devolución  de  la  primera  guia  ^^  j  la 
redacción  de  otra  nueva,  ^^  De  mi  688  inc.  1°  y  ult. 

porteador  tiene  derecho  al  déficit.  Si  excede,  no  está  obligado  á  devolver 
el  exceso;  porque  mediante  el  pago  anticipado  de  todo  ó  parte  del  flete,  el 
contrato  deja  de  ser  res  integra  j  queda  parcialmente  consumado,  el  di- 
nero se  reputa  consumido  y  su  restitución  será  talvez  difícil  ó  imposible ; 
y  el  pago  de  una  suma  de  dinero  no  puede  ser  repetido  contra  el  acreedor 
que  lo  haya  consumido  de  buena  fé  (Gód.  Giv.  738). 

Se  ha  sostenido  en  la  cátedra  que  el  conductor  no  debia  tener  derecho 
sino  á  la  mitad,  como  en  el  caso  análogo  del  1049,  y  que  el  anticipo  del 
flete  es  un  hecho  accidental  y  sin  importancia.  Pero  el  interés  de  quieu 
se  retracta  de  un  negocio  perfecto  y  consumado  en  buena  parte  no  es  me- 
nos accidental ;  y  el  1049  no  legisla  un  caso  idéntico  ni  prevé  el  pago 
adelantado  del  flete:  allí  el  buque  no  ha  recibido  aun  la  carga  y  aquí  el 
cargador  recoge  sus  efectos  después  de  entregados  al  conductor  y  cuando 
están  ya  probablemente  cargados.  Y  sobre  todo,  existen  varias  otras  dis- 
posiciones, consignadas  en  los  art.  1052  inc.  2»,  1055,  1070  y  1071,  que 
legislando  casos  i<lénticos,  desautorizan  aqueUa  doctrina,  tanto  como 
apoyan  mi  tesis. 

Por  lo  demás,  las  doctrinas  sobre  flete  de  distancia  se  refieren  á  casos 
distintos,  originados  por  causas  diferentes.    Vé  el  192  siguiente. 

(680)  Con  la  limitación  consignada  en  el  inc.  2». 

(681)  Esta  exigencia  de  entrega,  que  será  hecha  por  el  destinatario, 
debe  estar  apoyada  en  el  documento  propio  para  exigir  la  entrega,  ó  el 
destinatario  debe  haber  recibido  la  carta  de  porte  entregada  por  el  conductor: 
vé  nota  683.  Sólo  á  este  precio  podría  ser  atendida  la  exigencia  del  destina- 
tario (arg.  del  1036)  y  no  obedecida  la  contraorden  del  remitente.  Yé  en 
este  sentido  T.  396.  A.  402.  S.  453.  Ley  suiza,  15,  16  y  19.  N.  P.  380.  Por- 
que el  conductor  sólo  ha  contratado  con  el  remitente,  y  no  debe  obedecer 
á  otras  órdenes.  De  lo  contrario  se  expondría  á  satisfacer  los  daños  y 
perjuicios  que  con  su  imprudencia  hubiere  causado  á  la  persona  dam- 
nificada. 

(632)  Es  decir,  en  el  lugar  del  destino. 

(683)  Es  decir,  del  ejemplar  de  la  carta  de  porte  que  hubiere  suscrito 
el  porteador,  y  mientras  no  se  devuelva  no  estará  obligado  á  cumplimen- 
tar la  contraorden  (arg.  del  1037.  Ch.  187.  Mi  Proy.  688).  Si  hubiere 
otorgado  un  conocimiento  (vé  nota  571),  podrá  también  exigir  su  devolu- 
ción previa  (vé  A.  416.  S.  453  n».  2^.    De  esta  manera  se  pondrá  á  cu- 
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Síq  embargo^  si  la  yariacion  de  destino  de  la  carga,  exigiese 
variación  de  camiao,  ó  qae  se  pase  mas  adelante  del  ponto  de- 
signado para  la  entrega  en  la  carta  de  porte,  se  fijará  de  común 
acuerdo  el  nuevo  porte  ó  flete.  ^^  Si  no  se  acordaren,  cumple 
el  porteador  con  verificar  la  entrega  en  el  lugar  designado  en 
el  primer  contrato.  ^^  V.  180  inc.  2°  &. 

Aet.  192 

Si  el  trasporte  ha  sido  impedido  ó  estraordinaríamente  de- 
morado, por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  el  acarreador  debe 
avis.irlo  immediatamente  al  cargador,  el  cual  tendrá  derecho 
de  rescindir  el  contrato,  reembolsando  al  porteador  los  gastos 
que  hubiese  hecho  y  restituyéndole  la  carta  de  porte.  ^"^ 

hierbo  de  que  esos  documentos  sean  cedidos  ó  negociados  á  terceros  y 
que  éstos  exijan  con  buen  derecho  (L66  inc.  2».)  que  el  porteador  les  en- 
tregue la  carga  relatada  en  aquellos.  Vé  ¿  Yidari,  n®  2224  y  art.  1035 
á  1038. 

(684)  EiSto  sólo  tiene  lugar,  cuando  se  varía  el  destino  de  la  carga.  Cód. 
cit.  en  la  nota  631.  Yidari,  n**.  2224.  Caluci,  n^.  241  al  fin. 

(685)  Ya  he  dicho  que  el  primer  flete  pactado  debe  pagarse  por  mitad 
ó  íntegro,  según  los  casos  (nota  679);  y  el  nuevo  contrato  exige  un  nue- 
vo flete. 

« 

(6S6)  Que  es  á  todo  lo  que  se  obligó.  Comp.  con  el  caso  análogo 
del  996. 

(687)  "  Si  impidiese  ó  retrasase  excesivamente  el  trasporte  un  caso  for- 
tuito ó  de  fuerza  mayor  (como  serían  pérdida  de  los  efectos,  declaración 
de  guerra,  prohibición  de  comerciar,  interceptación  por  tropas  enemigas 
ú  otros  acontecimientos  análogos:  vé  1092  y  1093.  Mi  Proy.  de  Cód.  679), 
el  porteador  lo  pondrá,  inmediatamente  en  conocimiento  del  remitente, 
que  tendrá  derecho  de  rescindir  el  contrato  sin  más  obligación  que  abonar 
al  porteador  los  gastos  que  hubiese  hecho  y  restituirle  la  carta  de  y.orte 
que  éste  hubiere  suscrito.  Si  el  impedimento  acaeciese  durante  el  tras- 
porte, tendrá  además  derecho  el  porteador  al  pago  del  flete  en  proporción 
del  camino  recorrido"..  Esta  es  la  redacción  castellana,  mui  preferible 
á  la  lusitana  del  texto,  y  no  será  fácil  esplicarse  la  gran  variedad  en  las 
fórmulas  de  éste  art.  y  del  1092,  que  reglamentan  los  mismos  casos. 

Se  requiere  que  el  retraso  sea  excesivo,  ó  por  tiempo  indefinido,  como 
dice  el  cit.  1092,  y  no  seria  justo  acordar  al  remitente  ese  derecho  de  re- 
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Si  el  aooidentd  sobrevino  durante  el  trasporte,  el  acarreador 
tendrá  ademas  derecho  á  una  parte  del  flete,  proporcional  al 
camiQO  recorrido.  ^  N.  P.  879.  De  mi  679. 

Abt.  193 

Contratado  un  vehículo  para  que  vaya  de  vacío  con  el  esclu- 
sivo  objeto  de  recibir  mercaderías  en  un  lugar  determinado  y 

solución,  caando  el  impedimento  sea  transitorio;  pero  no  existe  una  linea 
de  separaron  ni  criterio  fijo  para  distinguir  un  retardo  ordinario  de  otro 
estraordínarío,  uno  excesivo  de  otro  que  no  lo  sea,  uno  transitorio  de 
otro  permanente  ó  indefinido.  Vé  1099.  En  todo  caso,  el  remitente  verá 
si  le  conviene  más  usar  de  las  facultades  de  la  nota  679.  Vé  ¿  Alauzet, 
n«.  1208,  á  Bédarride,  n».  380  y  áCaluoi,  n^.  236. 

Se  exige  que  el  porteador  dé  pronto  aviso  al  remitente,  para  que  éste 
adopte  las  providencias  y  resolución  que  crea  oportunas  en  el  sentido  de 
remediar  el  contratiempo,  conservar  y  disponer  de  las  mercaderías  y  de- 
liberar sobre  la  resolución  del  contrato.  Vé  1101  inc.  3®. 

La  facultad  de  resolución  pertenece  al  remitente,  mas  nó  al  porteador, 
aunque  otra  cosa  se  disponga  en  el  caso  idéntico  del  10 j2  y  lo  sosten- 
gan Vidari  y  algún  otro;  y  menos  aún  tratándose  de  ferrocarriles,  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  204.  Mui  diversos  son,  con  efecto,  como  ob- 
serva Caluci  (n".  237),  la  condición  y  el  interés  de  las  partes. 

(683)  Suponiendo  siempre  que  no  sea  el  caso  de  aplicar  la  disposición 
del  art.  176.  Si  el  impedimento  es  debido  á  inhabilitación  del  vehículo, 
sin  culpa  del  porteador,  éste  sólo  debiera  cobrar  el  flete  en  el  caso  y  en 
la  medida  que  el  trasporte  hubiese  sido  útil  al  remitente;  porque  no  ha- 
biendo el  porteador  dalo  cumplimiento  al  contrato,  no  puede  ejercitar  la 
acción  que  nace  del  mismo,  y  en  tal  caso  la  única  solución  jurídica  es 
acordarle  la  acción  de  in  rem  verso  (arg.  del  1001  inc.  3®.  y  mi  nota  de 
al  2306  del  Cdd.  Civ).  Esta  cuestión  adquiere  mucha  importancia  en  el 
comercio  que  se  hace  en  grandes  embarcaciones  (vé  nota  3537)  y  divide 
profundamente  á  las  escuelas  y  Códigos,  como  pudo  verse  en  el  Con- 
greso de  Amberes.  Unos  acuerdan  el  flete  de  distancia  (Stracca  y  Curia 
Filípica,  Fletamento  n».  22)  y  otros  (A.  y  Belga)  lo  niegan  absoluta- 
mente. Vidari  (n«.  3243)  espone  los  argumentos  en  pro  de  una  y  otra 
tesis,  pero  no  da  su  parecer.  Según  mi  opinión,  el  remitente  perjudicado 
no  debe  agravar  su  daño,  pagando  el  flete  de  distancia;  pero  si  ha  lu- 
crado con  la  espedicion,  debe  responder  del  flete  en  la  medida  del  prove- 
cho obtenido.  Vé  notas  968  y  969.  Sin  embargo,  tratándose  de  trasportes 
terrestres  ó  en  pequeñas  embarcaciones,  la  disposición  de  esto  inciso  se 
recomendará  en  muchos  casos  por  su  carácter  práctico. 
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conduoirlas  al  pauto  indicado,  ^^^  el  porteador  tiene  derecho  al 
porte  estipulado,  aunque  no  realice  la  conducción,  previa  justi- 
ficación de  los  siguientes  hechos : 

1^  Que  el  cargador  ó  su  comisionista  no  le  ha  entregado 

las  mercaderías  ofrecidas ; 
2o  Que  á  pesar  de  sus  diligencias,  no  ha  conseguido  otra 
carga  para  el  lugar  de  su  procedencia  ^^. 
Habiendo  conducido  carga  en  el  viaje  de  regreso,  ^^^  el  por- 
teador solo  podrá  cobrar  al  cargador  primitivo  la  cantidad  que 
falte  para  cubrir  el  porte  estipulado  con  él.  ®®^  Mi  710. 

Abt.  194 

No  halláadose  el  consigaatario  en  el  domicilio  indicado  en  la 
carta  de  porte  "^^  ó  rehusando  recibir  los   efectos,  ^^^  el   con- 

(689)  Al  domicilio  del  cargador^  se  decía  en  mi  Proy.  de  Cód.  y  en  el 
Chileno:  vé  notas  siguientes. 

(690)  Debió  decir,  para  el  lugar  dd  destino  convenido;  porque  el  capitán 
estaba  proparado  para  espedicíonar  allí  y  no  precisamente  al  lugar  de  su 
procedencia,  y  lo  regular  63  que  busque  la  carga  para  el  lugar  de  su  des- 
tino y  no  para  otro.  Este  es  el  caso  del  1049;  y  la  incoherencia  y  error 
del  presente  provienen  de  que  el  710  de  mi  Proy.  de  Cód.  y  el  1070  del 
presente  legislan  el  caso  de  que  la  carga  deba  ser  trasportada  al\  domici- 
lio del  cargador,  pero  la  Comisión  de  C.  C,  procediendo  con  poco  criterio, 
sustituyó  esas  palabras  con  éstas:  al  punto  indicado  (nota  anterior). 

La  disposición  de  este  art.  arguye  que  una  vez  comenzado  él  viaje,  si  el 
cargador  no  carga  ó  retira  su  carga  voluntariamente,  el  conductor  tiene 
derecho  ¿  la  totalidad  del  porte  estipulado,  como  queda  establecido  en  la 
nota  679.  Convendrá  que  se  formalice  protesta,  como  en  el  caso  idéntico 
del  art.  1070.    La  edición  oficial  escribe  á pesar  como  una  sola  palabra. 

(690)  Si  el  buque,  en  vez  de  ir  de  vacio,  que  es  el  supuesto  de  este  art., 
hubiese  llevado  mercaderías  cargadas  por  un  tercero,  deberá,  descontarse 
también  el  Üete  devengado  por  ellas  (arg.  1070  inc.  3»).  Y  si  hubiese  ob- 
tenido carga  para  el  punto  de  su  destino,  sucederá  lo  mismo.  Esta  nueva 
incongruencia  del  inciso  es  debida  á.  la  misma  causa  apuntada  en  la  nota 
precedente. 

(691)  Este  temperamento  es  aconsejado  por  la  equidad.  Vé  notas  al 
1070  §  últ.. 

(692)  Por  error,  ó  á  causa  de  cambio  de  domicilio,  ausencia  &.  vé  960; 
pero  adviértase  que  la  indicación  puede  ser  hecha  en  cualquier  otro  docu- 
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ductor  reclamará  el  depósito  judicial,  ^^^  á  disposición  del  car- 
gador ó  remitente,  sin  perjuicio  del  derecho  de  tercero.  ^^^ 
V.  183.  P.  192.  E.  222.  N.  E.  369.  F.  106.  A.  407. 1.  403. 

Abt.  195 
El  conductor  ó  comisionista  de  trasporte  no  tiene  acción  ^^ 


mentó  ó  forma,  ó  no  haberse  tratado  de  ello,  por  ser  el  domicilio  del  con- 
sigaatario  conocido  del  porteaior.  Además,  debe  tenerse  presente  que  la 
letra  de  este  articulo  se  refiere  particularmente  al  trasporte  ordinario  y 
cuando  se  trate  de  ferro-carriles  se  tomarán  en  cuenta  las  disposiciones 
q  le  les  son  peculiares,  y  que  esas  empresas  entregan  las  cargas  en  la  es* 
tacion. 

(693)  Con  razones  frivolas  ó  por  el  estado  en  que  estos  se  encuentran 
(caso  en  que  se  aplicará  la  disposición  del  182  y  la  del  198);  ó  no  habien- 
do á  quien  entregarlos,  por  muerte  (B.  585  al  fín)  ó  incapacidad  del  con- 
signatario (comp.  con  el  2211  del  Cód.  Civil);  ó  no  presentándose,  como 
es  de  su  deber  (arg.  del  1036)  el  portador  del  conocimiento  á  la  orden 
(960);  asi  como  en  los  casos  del  1041;  en  una  palabra,  faltando  el  consig- 
natario por  una  causa  cualquiera,  sin  haber  un  representante  legal  suyo, 
conocido  del  conductor,  ó  no  pudiendo  saberse  su  domicilio,  el  portea- 
dor tiene  derecho  á  demandar  el  depósito  judicial  de  los  efectos  (Cód.  Ci  v 
757  y  764  inc.  2»  y  Cód.  anterior,  955)  á  disposición  del  cargador  y  por 
cuenta  de  quien  corresponda  (197). 

Convendrá  que  en  el  mismo  acto,  el  conductor  pida  el  embargo  de  los 
objetos  bastantes  para  el  pago  del  ñete  y  gastos  que  se  le  adeuden  (vé 
2  "2,  958  ínc.  1»  y  1042),  pues  su  privilegio  (200)  y  derecho  de  retención 
no  se  menoscaban  cuando  la  desposesion  no  es  voluntaria  (  arg.  del  3943 
del  Cód.  Civ.).  El  citado  1042  consagra  una  disposición  de  derecho  común, 
que  debe  teueise  en  cuenta  para  ejercer  los  derechos  que  en  él  se 
acuerdan. 

(694)  El  porteador  requerirá  ó  solicitará  el  depósito  judicial  ^te  la  au- 
toridad á  que,  según  el  197,  corresponda  decretarlo. 

(695)  O  por  cuenta  de  quien  corresponda  (19  7);  porque  el  secuestro  es 
una  medida  conservatoria,  en  interé?  de  todos;  pero  que  nada  prejuzga 
sobre  los  derechos  y  responsabilidades  de  los  interesados  en  el  trasporte. 
Convendrá  que  el  porteador  informe  de  todo  al  remitente,  que  es  su  prin- 
cipal deudor  (S.  451):  arg.  del  192.  Vé  nota  721. 

Como  se  habrá  observado,  este  art.  forma  dovible  emploi  con  el  197  y  es 
completamente  inútil;  pues  yo  redacté  el  197  precisamente  para  sustituir 
al  que  ahora  considero.  Tanta  es  la  ligereza  con  que  se  ha  procedido  en 
tan  gravo  materia,  como  la  de  la  codificación  ! 

(696)  Acción,  derecho  ó  (personería)  personalidad.  Vé  á  Pardesus,  n® 

15 
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para  investigar  el  título  que  tengan  á  los  efectos  el  cargador  ó 
el  consignatario.  ^^  B.  114. 

Deberá  entregarlos  sin  demora  ni  entorpecimiento  *^^  alguno 
á  la  persona  designada  en  la  carta  de  porte  ^^. 

54  L  Se  ha  comprometido  á  entregar  los  efectos  ¿  la  persona  designada 
ó  al  portador  de  la  guia,  y  debe  cumplir  su  compromiso,  sin  mezclarse  en 
lo  que  no  le  concierne.  Pero,  si  estando  ya  en  viaje,  llega  ¿  descubrir  de 
una  manera  cierta  que  la  cosa  ha  sido  hurtada  ó  robada,  parece  que  de- 
bería pedir  el  depósito  judicial,  para  no  ser  receptador  del  delito  (compa- 
ra con  1612  y  2216  del  Cód.  Civ.  y  732  del  Cód.  anterior),  si  la  ley  penal 
lo  considerara  tal;  pero  nuestro  Cód.  penal  (vé  42)  no  lo  reputa  encubri- 
dor. Sin  embargo,  se  han  aplicado  sin  vacilar  aquellas  disposiciones 
relativas  al  depositario,  sin  considerar  que  no  lo  es  el  porteador,  que  el 
primer  deber  de  este  último  es  conducir  los  efectos  y  entregarlos  al  con- 
signatario, 8Í7i  demora  ni  entorpecimiento  alguno  (inc.  2o),  que  la  obligación 
de  hacer  la  denuncia  de  un  delito  (siempre  odiosa  y  ocasionada  á  graves 
disgustos)  y  la  de  pedir  el  secuestro  de  la  carga  no  pueden  existir  sino 
en  virtud  de  im  texto  espreso  de  la  ley  penal  ó  civil,  y  el  derecho  de  pedir 
el  depósito  y  de  exonerarse  del  deber  de  hacer  el  trasporte  darían  pié  á 
abusos.  Así,  el  Cód.  penal  (42  n»  7»)  no  reputa  encubridores  sino  ¿  *los 
"  que  teniendo  conocimiento  de  un  delito  cometido,  omiten  comunicar  lo 
'  que  saben  á,  la  autoridad,  cuando  tenían  obligación  de  hacerlo  por  sü 
*  PROFESIÓN  ó  empleo;"  y  el  porteador  no  se  halla  en  este  caso.  Vé  Cód. 
de  Proced.  164  y  165.  Mas  todavía,  soy  de  opinión  que  los  art,  1612  y 
2215  se  encuentran  en  completo  desacuerdo  con  el  espíritu  del  nuevo  Cód. 
Penal  en  cuanto  obligan  ¿  constituirse  en  denunciantes,  y  han  quedado 
derogados  por  ese  Código. 

(697)  Debe  entenderse  esto,  sin  perjuicio  de  lo  dicho  en  la  nota  681.  Vé 
á  Caluci,  n»  293,  y  nota  699. 

(698)  Aunque  la  carga  llegue  antes  de  vencido  el  plazo  para  el  traspor- 
te (vé  187),  y  sin  perjuicio  de  las  disposiciones  especiales  sobre  ferrocar- 
riles (vé  ley  de  B.  Ayres,  64  al  fin)  y  en  cuanto  lo  consientan  las  leyes  y 
reglamentos  fiscales;  pues  el  plazo  se  entiende  fijado  como  un  máximun  y 
el  retardo  perjudicará  mucho  al  remitente  y  la  entrega  de  la  carga  no 
causará  ningún  perjuicio  al  porteador,  cuando  no  le  beneficie.  Pero  si  se 
hubiese  fijado  un  día  para  la  entrega  de  la  carga,  no  podrá  ser  entregada 
antes,  sino  de  común  consentimiento  del  porteador  y  del  consignatario; 
á  no  ser  que  de  las  circunstancias  resultase  que  el  plazo  fué  puesto  á  fa- 
vor del  consignatario  (vé  Cód.  Civ.  570),  y  especialmente  cuando  de  la  en- 
trega inmediata  ningún  perjuicio  haya  de  seguirse  al  porteador.  Qíiod  ti- 
bí non  nocet  et  alteri  prodeatad  id  es  óbligatus,  especialmente  en  el  comer- 
cio. Vé  Cód.  CSv.  1198. 
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Si  no  lo  hiciere,  se  constituye  responsable  de  todos  los  per- 
juicios resultantes  de  la  demora.  "^^  V.  184.  E.  221,  2»  parte. 
P.  191.  B.  114.  N.  E.  368.  A.  405. 1.  405.  N.  P.  387. 


Abt.   196 

El  porteador  no  estará  obligado  á  veriñcar  la  entrega  de  las 
cosas  trasportadas,  hasta  que  la  parsoua  que  se  presentare  á 
recibirlas  no  cumpla  con  las  obligaciones  que  le  iucumbaa  ^^^ 


La  dispoBÍcion  de  nuestro  inciso  tampoco  debe  entenderse  material- 
mente y  habrá  de  concederse  al  porteador  el  respiro  moral  reclamado 
por  las  circunstancias,  especialmente  si  fuere  el  acostumbrado.  Vé  nota 
696  y  art.  196. 

(699)  O  al  legítimo  tenedor  de  la  carta  de  porte,  que  reclame  la  carga 
(vé  166,  191  y  1036).  Vó  mi  Proy.  de  Cód.  712  y  ¿  Vidari,  no  2273.  Luego 
que  le  presenten  la  guia  de  trasporte  en  términos  regulares  (N.  P.  387).  Se 
entiende,  si  el  remitente  no  cambió  de  destinatario  (vé  191).  Así,  el 
consignatario  puede  suplir  la  prueba  de  su  carácter  por  otros  medios 
legales.    Vé  á  Caluci,  n^  293  y  el  art.  167  con  sus  notas. 

(700)  Esta  disposición  es  idéntica  á  la  del  181  inc.  I»  y  3«.  No  basta 
que  el  trasporte  y  la  entrega  se  hagan  en  tiempo,  sino  que  ésta  no  debe 
ser  retardada,  aunque  la  carga  llegare  con  anticipación.  Así,  la  demora 
en  el  trasporte  tiene  las  sanciones  del  art.  188,  y  llegada  la  carga  á  su 
destino,  la  mora  se  gobierna  por  las  disposiciones  del  presente.  En  el 
laberinto  de  nuestros  Códigos,  verdaderas  madejas  enredadas,  no  hay 
que  abandonar  el  hilo  de  Ariadna  de  los  principios  fijos,  so  pena  de  errar 
á  cada  paso. 

(701)  Los  deberes  de  esa  persona  (destinatario  ó  consignatario,  legí- 
timo tenedor  de  la  guia,  ó  sus  causahabientes  ó  mandatarios)  pueden 
ser  el  pago  de  todo  ó  parte  del  flete  (vé  nota  721)  ó  fletes,  gastos  y  de- 
rechos causados  en  la  conducción  (vé  200  inc.  1®  y  201),  y  aun  del  precio 
de  los  efectos  y  la  devolución  de  la  carta  de  porte  (notas  683  y  699. 1.  408 
inc  3o.  Arg.  del  1083  y  del  1046). 

£1  porteador  no  está  obligado  á  entregar  ante3  la  carga,  porque,  en- 
tregándola, perdería  el  derecho  de  retención  (279  n»  I»,  129  y  1117  del 
presente  y  Cód.  Civ.  3943)  y  se  expondría  á  perder  su  privilegio  (vé  200 
inc.  2o  y  So)  y  á  reclamaciones  por  parte  de  los  acreedores  precedentes 
(vé  200  inc.  lo  y  nota  596).  Como  el  caso  de  nuestro  inciso  es  idéntico  á 
los  de  los  art.  194  y  197,  el  porteador  podrá  pedir  el  depósito.  S.  413, 
Compara  el  presente  inc.  con  el  lo  del  202  y  con  el  961. 
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Ea  caso  de  desacuerdo,  si  el  destinatario  abonare  la  cantidad 
que  cree  que  es  la  debida  y  depositare  al  propio  tiempo  la  di- 
ferencia, deberá  entregarle  el  porteador  las  cosas  transporta- 
das. 702  Mi  713.  It  408  inc.  1°  y  2°.  A.  405.  N.  P.  390  y  §  !<>. 
Vé  462  suizo. 

Abt.  197 

Si  no  fuere  posible  descubrir  al  consignatario,  ó  si  este  se  en- 
contrase ausente  del  lugar,  ó  estando  presente  rehusare  recibir 
las  mercaderías,  el  porteador  las  depositará  en  el  lugar  que 
determine  el  Juzgado  de  comercio  ó  el  Juez  de  Paz,  en  defecto, 
por  cuenta  de  quien  corresponda  recibirlas  '^^^. 

El  estado  de  las  mercaderías  será  reconocido  y  certificado 
por  uno  ó  dos  peritos,  "^^^  que  elegirá  el  mismo  Juzgado. 
Mi  714;  &. 

Art.  198 

El  destinatario  tendrá  el  derecho  de  comprobar  á  espensas 
suyas,  '^^^  en  el  momento  de  la  entrega,  "^^^  el  estado  de  las 
cosas  transportadas,  aún  cuando  no  presentaren  señales  exte- 
riores de  avería.  '^^'', 

(702)  Garantido  el  porteador,  mediante  la  entrega  se  libra  éste  de  toda 
responsabilidad  y  ocasión  de  gastos,  y  el  consignatario  puede  disponer 
de  los  efectos.  Esta  disposición  semeja  á  la  del  129  inc.  2^  y  guarda 
algima  analogía  con  la  del  966. 

(703)  Siendo  este  inciso  casi  una  repetición  del  194,  véanse  las  notas  ¿ 
este  art.  Compáralo  con  el  1083. 

(704)  Como  en  el  caso  del  art.  182:  vé  notas  638  y  900  y  á  Vidarí, 
no  2286. 

(705)  Porque  los  gastos  del  recibo  son  de  cuenta  del  que  recibe  y  por- 
que al  destinatario,  como  al  comprador  (472:  vé  461  inc.  2<^),  le  corres- 
ponde examinar  lo  que  recibe  y  porque  esa  operación  habrá  de  hacerla 
mas  tarde  ó  mas  temprano.    Vé  mi  Proy.  de  Cód.  135  con  las  citas. 

(706)  No  sería  fácil  justificar  las  diferencias  entre  la  disposición  de 
este  inciso  y  la  de  los  art.  1078  y  1080. 

(707)  A  todos  y  especialmente  al  consignatario  (vé  183)  conviene  cons- 
tatar sin  pérdida  de  tiempo  el  estado  de  los  efectos,  evitando  contesta- 
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El  porteador  podrá,  por  su  parte,  exigir  al  consignatario  la 
apertura  y  reconocimiento  de  los  bultos  en  el  acto  de  la  recep- 
ción, ^^8  y  si  éste  rehusare  ú  omitiere  la  diligencia  requerida,  el 
porteador  quedará  exento,  por  este  solo  hecho,  ''^  de  toda  res- 
ponsabilidad que  no  provenga  de  fraude  ó  infidelidad.  ''^^ 
Mi  716. 1.  409  inc.  !<>  y  Ch.  204  inc.  2o. 

Aet.  199 

Los  conductores  y  comisionistas  de  trasporte  ^^^  son  respon- 
sables por  los  daños  que  resultaren  de  omisión  suya  ó  de  sus 
dependientes,  '^^^  en  el  cumplimiento  de  las  formalidades  de  las 
leyes  ó  reglamentos  fiscales,  en  todo  el  curso  del  viaje  y  á  la 
entrada  en  el  lugar  de  su  destino  ^13  (V.  185.  B.  116.  P.    190. 

clones  ulteriores  y  pudiendo  entrar  en  arreglos  y  definir  su  posición. 
Por  esto  se  acuerda  el  mismo  derecho  al  porteador. 

(708)  Por  las  razones  espuestas  en  la  nota  705  pienso  siempre  que  el 
destinatario  costeará  los  gastos. 

(709)  Por  qué  se  dispone  de  distinta  manera  en  el  107B?  Vé  el  183. 

(710)  £1  fraude  forma  excepción  á  todas  las  reglas  (vé  final  de  la  nota 
639).  Vé  también  mi  Proy.  de  Cód.  730.  Pardessus,  n»  547.  S.  464  inc.  S®. 
Nuevo  art.  108  francés  (ley  Abril  11—1838). 

(711)  La  conjunción  copulativa  separa  netamente  ambos  roles  (vé 
nota  566).    £1  957  trae  una  disposición  idéntica  respecto  del  capitán. 

(712)  No  solo  de  sus  dependientes,  sino  de  sus  factores  ú  otros  agentes 
cualesquiera  (162  y  nota  562),  asi  como  de  los  acarreadores  4  quienes 
hayan  confiado  la  ejecución  del  trasporte  (171  inc.  1^),  La  responsabili- 
dad es  con  relación  ¿  todos  los  interesados  (arg.  del  1069),  á  quienas  se 
haya  causado  perjuicio  con  la  omisión.  Té  nota  714.  £1  mandato  de  la 
ley  es  absoluto.  Cumple  al  remitente  proporcionar  al  porteador  todos 
los  papeles  y  documentos  requeridos  por  la  ley,  para  el  trasporte  de  los 
efectos  (arg.  del  1057.  Ch.  180. 1.  391.  A.  393.  Ley  suiza  de  1875,  art.  13. 
Convención  internacional  de  Berna,  10.  Mi  Proy.  de  Cód.  681.  Vidari, 
nP  2215.  Caluci,  n^  222.  Bédarride,  u^  248;  &),  y  es  responsable,  en  todo 
caso,  de  su  exactitud.  N.  P.  372.  I.  391;  &. 

(713)  Quien  especula  en  el  trasporte  de  mercaderías  y  otros  objetos  se 
considera  que  sabe  las  medidas  y  formalidades  que  debe  llonar  para  que 
esas  mercaderías  no  sufran  retardo  ú  otro  trastorno  en  el  tránsito  ó 
caigan  en  comiso  (arg.  del  968  y  Cód.  anterior,  221)  y  debe  ser  respon- 
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N.  E.  377.  N.  P.  386,  pero,  si  hubiesen  procedido  en  virtud 
de  orden  del  cargador  ó  consignatario  de  las  mercaderías,  que- 
darán exentos  de  aquella  responsabilidad,  "^^^  sin  perjuicio  de 
las  penas  en  que  uqos  y  otros  hayan  incurrido  con  arreglo  á 
derecho.  ^15  E.  220. 

Abt.  200 

Los  efectos  porteados  están  especialmente  afectados  al  pago 
de  fletes,  gastos  y  derechos  causados  en  la   conducción.  "^^^ 


sable  por  la  falta  cometida  en  no  cumplir  con  las  leyes  y  reglamentos 
fiscales  respectivos.  Nuestro  inciso,  idéntico  al  957,  es,  pues,  una  apli- 
cación del  162,  y  enpecialmente  del  244,  para  el  caso  del  comisionista  de 
trasporte. 

(714)  La  omisión  del  porteador  ha  podido  irrogar  daño,  no  sólo  al 
cargador  ó  remitente  que  ordenó  la  violación  de  la  ley  fiscal  sino  á  los 
demás  cargadores,  al  dueño  del  vehículo  ó  medio  de  trasporte,  al  consig- 
natario, á  los  viajeros,  ¿  la  tripulación  ó  empleados  y  peones  del  porteador 
y  hasta  4  los  acreedores  de  la  embarcación  (vé  1210);  y  el  inciso  dice,  de 
una  manera  absoluta,  que  los  conductores  son  responsables  por  los  daños, . . ; 
por  consiguiente  su  responsabilidad  es,  nó  para  con  el  cargador  que  or- 
denó la  violación  de  la  ley  fiscal,  sino  para  con  todos  los  demás  damni- 
ficados, como  en  el  caso  idéntico  del  1069,  y  para  con  el  fisco,  en  todos 
los  casos  (final  del  art.  y  244  inc.  2<*).  Kesulta,  pues,  que  el  porteador 
no  se  exonera  de  responsabilidad  sino  para  con  el  cargador  ó  el  consig- 
natario que  le  dio  la  orden  de  no  sujetarse  á  la  ley  fiscal.  Vé  Cód.  Civ. 
502  y  960.  Comp.  N.  E.  377.  Así  se  concilia  la  disposición  de  este  inciso 
con  el  texto  del  Cód.  anterior,  que  era  idéntico  al  del  citado  inciso  del 
244,  y  que  no  daba  un  vuelco  á  los  principios  fundamentales  del  derec/iOj 
como  se  ha  dicho,  considerando  su  contexto  desde  un  punto  de  vista  es- 
trecho y  limitado;  y  se  armonizan  las  prescripciones  del  presente  con  las 
de  los  art.  244,  957  y  1069,  cuya  redacción  debió  guardar  mas  unifor- 
midad. 

(715)  De  conformidad  á  las  O.  O.  de  Aduana  ú  otras  leyes  especiales, 
sin  que  el  violador  pueda  invocar  en  su  descargo  órdenes  que  haya  reci- 
bido (244,  al  fin,  y  su  arg.) . 

(716)  Por  el  importe  del  trasporte  (que  sea  debido  á  uno  ó  mas  portea- 
dores) y  gastos  accesorios,  dicen  el  Cód.  Napoleón  (2102  n9  G^)  y  nuestro 
Cód.  Civ.  (3887);  en  que  se  comprenden  los  ocasionados  por  los  objetos 
con  motivo  de  su  trasporte,  como  son  los  derechos  de  piso,  de  puentes. 
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Este  derecho  se  trasmite  de  ua  porteador  á  otro,  hasta  el 
últímo  que  haga  la  entrega  de  los  efectos,   en   el   cual  re- 

do  aduana  y  otros  semejantes  (mi  nota  al  3887  citado),  los  gastos  hechos 
en  almacenaje,  carga  y  descarga,  y  para  evitar  el  efecto  de  una  fuerza 
mayor  ó  de  una  avería  (201);  y  en  general,  tx>dos  los  que  el  trasporte 
haya  hecho  necesarios,  dice  Caluci  q9*  224  y  812.  Compara  con  el  162  y 
el  1373  n<>  2»  á  5»  y  279.  Vé  nota  722.  Nuestro  inciso  nada  dice  dé  es- 
tadías. El  privilegio  no  se  ostenderá  á  la  indemnización  que  se  deba  al 
porteador  por  los  daños  y  perjuicios  debidos  á  causa  del  detrimento  ó 
avería  causados  á  otras  mercaderías  ó  al  vehículo  mismo  á  consecuencia 
de  un  embalaje  defectuoso  y  que  aparentemente  no  presentaba  vicio  (vé 
172  y  175),  como  establece  el  Cód.  S.  228;  porque  no  es  un  gasto  del 
trasporte  y  menos  un  gasto  accesorio;  pero  el  porteador  gozará,  en  todos 
los  casos,  del  derecho  de  retención,  con  tanta  ó  mas  razón  que  el  deposi- 
tario y  el  locador  de  cosas  y  el  de  servicios  (196  inc.  I®  y  1117  y  Cód. 
Civ.  3940  y  mi  nota  al  3887).  Comp.  279.  Y  tanto  respecto  á  este  último 
derecho  como  al  rango  del  privilegio  del  acarreador,  véase  nota  701  y  les 
art.  3939  4  3946  y  3887,  3902,  3907,  3910  y  3914  de  dicho  Cód.  con  mis 
notas  á  ellos  y  demás  relativos  á  privilegios.  Pero  si  el  interesado  de- 
posita ó  afianza  4  satisfacción  del  porteador,  el  monto  del  reclamo  de 
éste,  podrá  exigir  la  entrega  de  las  mercaderías  (arg.  del  196  inc.  1^  y  958). 
También  gozar4  del  derecho  de  retención  como  mandatario,  por  la  comi- 
sión que  le  sea  debida  por  haberse  encargado  del  cobro  del  precio  de  la 
carga. 

De  lo  dicho  resulta  que  se  trata  de  un  privilegio  del  derecho  común  y 
que  era  requerido  especialmente  en  justa  reciprocidad  del  acordado  al 
cargador  en  el  185.  Los  grandes  servicios  que  la  industria  de  los  tras- 
portes presta  4  la  sociedad  y  en  especial  al  comercio,  las  graves  respon- 
sabilidades que  pesan  sobre  los  porteadores  en  general  y  sobre  los  ferro- 
carriles en  particular  (vé  184  y  204),  y  la  necesidad  que  tienen  las 
empresas  de  servir  4  las  personas  cualquiera  que  sea  su  solvencia,  la 
mejora  del  valor  que  el  trasporte  causa  de  ordinario,  reclamaban  im- 
periosamente la  concesión  de  un  privilegio  que  no  se  niega  al  locador,  al 
depositario,  al  propio  mandatario  y  al  simple  poseedor  de  buena  fé,  espe- 
cialmente cuando  el  porteador  puede  verse  en  el  caso  de  no  encontrar  un 
consignatario  con  quien  entenderse  (vé  194  y  197).  Por  lo  dem4s,  ni  el 
Cód.  Civ.  (3887)  ni  este  inciso,  hacen  distinción  de  viajes  (vé  nota  644),  y 
el  privilegio  se  estiende  generalmente  sobre  todos  los  objetos  trasporta- 
dos, como  lo  arguye  la  disposición  del  §  últ.  del  958.  Así,  las  doctrinas 
que  el  Dr.  Velez  Sarsfield  ha  tomado  de  Martou,  bajo  el  citado  art.  no 
son  todas  aceptables.  Yé  4  Caluci,  u<>  313.  La  discusión  entre  los  escri- 
tores franceses,  sobre  este  propósito,  puede  verse  en  Bédarrlde,  n°  389 
4  394. 
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caerán  todas  las  acciones  de  los  que  le  han  precedido  en  el 
trasporte.  "^^^  e.  228.  P.  198. 

Cjsa  el  privilegio,  luego  que  los  géneros  trasportados  pasan 
á  tercer  poseedor,  '^^^  ó  si   dentro   del   mes   siguiente   á   la 

(717)  El  último  es  quien  puede  ejercer  el  privilegio  con  eficacia,  y  de 
una  manera  espeditiva  cobra  por  todos  y  para  todos,  y  se  evitan  retardos 
en  el  trasporte  de  la  carga;  consultándose  así  los  usos  y  comodidades  del 
comercio,  que  vive  de  la  confian^^a  y  de  la  celeridad.  Esos  porteadores, 
cuando  no  sean  ejecutores  de  un  trasporte  único  regido  por  la  disposición 
especial  del  171  inc.  2®,  trabajan  regularmente  en  combinación  y  se  en- 
contrarán así  en  cr>nstantes  relaciones  de  negocios.  Se  ha  enseñado  que 
hay  en  nuestro  caso  una  subrogación  ó  cesión  del  contrato  de  trasporte, 
lo  que  es  un  grave  error.  "  Ni  para  ello  es  necesario,  dice  Vidari  (nP 
2284),  un  mandato  espreso  ó  una  cesión  de  derechos.  El  mandato  es  tácito, 
pero  reclamado  por  la  necesidad  de  las  cosas ^'.  Mandatario  legal  le  llama 
con  exactitud  Caluci,  n»  316.  Pero  pai-a  que  el  último  porteador  pueda 
ejercer  todas  las  acciones  de  los  porteadores  precedentes  es  preciso  que 
le  sean  conocidas  y  pueda  hacerlas  valer  mediante  los  recaudos  nece- 
sarios. 

Nuestro  inciso  dice  que  el  d&recho  se  trasmite  hasta  el  último  porteador, 
en  el  cual  recaerán  todas  las  acciones;  pero  no  impone  un  deber,  ni  pres- 
cribe una  sanción  por  su  no  cumplimiento,  como  se  establece  en  los  Cód. 
n^iodemos  y  en  mi  Proy.  de  Cód.  725.  A  pesar  de  ese  silencio,— que  se 
notará  en  este  Código  sobre  muchísimos  puntos  importantes  y  difíciles, 
precisamente  porque  lo  son,— soy  de  opinión  que  tratándose  de  intereses 
de  terceros  no  ha  podido  ser  la  mente  del  legislador  acordar  un  simple 
derecho  cuyo  ejercicio  estaría  á  merced  del  último  porteador,  sino  un 
deber  positivo,  y  esto  por  una  razón  igual  á  la  que  ftmda  la  doctrina  que 
he  sostenido  á  propósito  del  171  inc.  2®,  y  la  del  267,  cuando  se  trate  de 
un  comisionista  de  trasporte.  La  consecuencia  será  que  el  último  por- 
teador responderá  de  los  daños  y  perjuicios,  si  en  el  ejercicio  de  las 
acciones  de  los  porteadores  anteriores  y  garantía  de  sus  derechos  para  el 
pago  de  fletes  y  gastos,  no  se  condujere  como  buen  mandatario.  Vidari, 
n»  2277  y  los  Códigos  citados  al  pié  del  art.  726  de  mi  Proy.  de  Código. 

(718)  El  porteador  ha  podido  retener  esos  géneros  (196  y  Bódarride» 
n»  376)  y  en  el  caso  del  197  conserva  su  derecho  de  retención  durante  el 
secuestro.  Mas  como  no  es  posible,  dice  Pardessus,  exigir  que  cobre  al 
instante  su  flete,  pues  las  conveniencias  requieren  cierto  miramiento,  las 
circunstancias  exigen  algunas  esperas  y  la  necesidad  de  las  verificaciones 
(vé  183)  no  permite  quo  el  consignatario  pague  al  instante,  parece  que 
debe  concluirse  que  la  persona  que  adquiera  esos  géneros  sabiendo  que 
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entrega  no  osare   el  porteador  de  su  derecho.  '^^^  P.    199 
inc.  1». 

En  ambos  casos  no  tendrá  otra  calidad  que  la  de  un 
acreedor  ordinario  personal,  ^^  contra  el  qne  recibió  los 
efectos.  7«i  V.  186.  E.  229.  P.  aUi  inc.  2o.  W.  123  y  125. 
B.  117.  N.  E.  376.  Comp.  A.  410.  I.  412.  F.  95.  N.  P.  391. 


estaban  gravados  con  deudas  á  favor  del  condactor  ó  conductores,  sea 
responsable  por  ellas,  ó  deberá  en  defecto,  abandonar  la  cosa  gravada,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art.  -{266  del  Cód.  Civ.  (comp.  958);  porque 
de  lo  contrario  el  privilegio  será  con  frecuencia  luia  burla,  y  porque  la 
ley  no  debe  favorecer  al  que  procede  á  sabiendas  ea  perjuicio  de  quien 
obra  de  buena  f¿  y  hace  confianza  en  otro,  y  porque  la  misma  doctrina 
sostienen  los  autores  en  im  caso  igual  del  derecho  marítimo  (1374  y  Vi- 
dari,  n®  3724  y  Ascoli,  b9  1267.  Contra  Borsari).  La  razón  de  este  inciso 
es  que  en  faü  de  mevbles  posaeasion  vaut  titre  (vé  Cód.  Civ.  2412  á  2415  con 
mis  notas)  y  ea  el  comercio  interesa  muchísimo  que  queden  firmes  las 
adquisiciones  hechas  con  buena  fé;  pues  de  otro  modo  se  trabaría  el  con- 
sumo y  la  producción  disminuiría.  De  que  resulta  que  la  protección  de 
nuestro  inciso  no  puede  alcanzar  al  adquirente  de  mala  fé.  Los  escritores 
franceses  establecen  que,  en  este  caso,  el  privilegio  subsistirá  mientras 
sea  posible  la  identificación  de  las  mercaderías;  pero  que  será  prudente 
que  se  ejercite  á  la  posible  brevedad  para  evitar  las  enajenaciones  y  la 
confusión  de  las  mercaderías  (vé  nota  730). 

El  privilegio  cesará  sólo  en  relación  á  los  objetos  enajenados,  y  conti- 
nuará gravando  indivisiblemente  los  demás  efectos  trasportados. 

(719)  Siguiente  al  dia  de  la  entrega,  dice  con  más  propiedad  el  203. 
Como  los  meses  constan  de  28,  29,  30  y  81  días,  según  todos  saben,  ha- 
bría sido  mejor  señalar  el  plazo  uniforme  de  30  dias,  como  lo  hace  para 
un  caso  idéntico  el  art.  958.  El  1374  y  el  Cód.  Civ.  (3887)  marcan  tam- 
bién el  término  de  quince  dias.     Vé  el  203. 

Esta  prescripción  es  muchísimo  más  breve  que  la  del  853,  y  está  sujeta 
á  las  disposiciones  de  los  art.  844  y  845.  El  plazo  empezará  á  correr 
desde  el  último  dia  de  la  descarga  (arg.  del  1374  y  del  958  §  últ). 

(720)  Simple  ó  quirografario^  como  le  llaman  los  1496  n<».  b^,  y  1502. 
El  privilegio  participa  de  la  naturaleza  del  derecho  real.  Puede  verse 
mi  nota  antes  del  art.  3875  del  Cód.  Civ. 

(721)  O  mas  propiamente,  contra  el  consignatario  (202,  203  y  958), 
como  comisionista  ó  mandatario  del  cargador,  y  sin  perjuicio,  por  su- 
puesto, de  su  acción  contra  éste  último,  que  es  quien  contrató  con  él 
(arg.  de  los  art  958  y  961).  Vé  nota  al  1028  n».  6».  En  éste  sentido, 
PardesAUs,  n».  548.  Alauzet,  n<>.  1206.  Deejardíns,  n<>.   836.  Dalloz  y  la 
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Abt.  201 

Eq  los  gastos  de  que  habla  el  arbicnlo  anterior,  se  com- 
pründea  los  que  el  acarreador  puede  haber  hecho  para  im- 
psdir  el  efecto  de  una  fderza  mayor  ó  de  una  averia,  "^^ 
aun  cuando  esta  disposición  se  separe  de  los  términos  del 
contrato.  ^23  y.  187.  W.  123. 

Abt.  202 
Los  consignatarios  no  pueden  diferir  el  pago  de  los  por- 

Corte  de  Casación.  Se  ha  dicho,  siguiendo  á  Sampaio,  que  el  verdadero 
deudor  es  el  dueño  de  las  mercaderías,  cuando  más  bien  lo  es  el  cargador 
(nota  695:  acide  Haberstich  U,pá.g.  226)  que  contrató  el  trasporte  en  nombre 
propio  (sea  ó  nó  dueño),  salvo  que  se  hubiese  pactado  que  el  único  res- 
ponsable fuese  el  consignatario,  caso  que  rara  vez  ocurrirá.  Vé  el  812 
con  sus  notas.  Aun  cuando  el  fletador  de  un  buque,  ha  dicho  la  S.  Corte 
(IX  pág.  179  no.  I*).),  firma  los  conocimientos,  espresando  que  el  flete  será 
pagado  por  el  consignatario,  garantiza  como  fiador  solidario,  cuando 
menos,  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraidas  á  favor  del  fletante. 
Compara  con  el  fallo  del  tomo  VII  pág.  190.  Y  Bédarride  (Commerce 
maritime^  n®.  808^  establece,  que  el  verdadero  deudor  del  capitán  es,  no 
el  destinatario,  que  ha  permanecido  extraño  á  la  póliza  y  al  conocimiento, 
sino  el  cargador  que  ha  firmado  ambas  piezas.  Vé  nota  3193. 

(722)  Porque  no  pudiendo  adoptar  esas  medidas  y  efectuar  esos  gastos 
sino  el  conductor  y  hallándose  obligado  á  adoptarlas  para  evitar  en  lo 
posible  las  consecuencias  del  caso  fortuito  ó  de  la  fuerza  mayor  (176),  la 
ley  (162)  le  impone  la  obligación  de  hacerlo  y  es  de  toda  justicia  que  su 
reembolso  le  sea  garantido.  Asi,  el  Cód.  Civil,  2246,  le  acuerda  dere- 
cho de  retención.  Bravard  (TE  pág.  371)  le  acuerda  también  derecho  á  los 
intereses  de  esos  desembolsos,  y  la  ley,  para  ser  lógica,  debió  asi  esta- 
blecerlo, pues  el  conductor  realiza  esos  gastos  como  gestor  ó  como  man- 
datario, y  aunque  lo  hiciera  como  depositario  debiera  tener  derecho  á 
esos  intereses  (vé  mi  nota  al  2225  del  Cód.  Civ.);  pero  no  encuentro  un 
texto  legal  en  que  fundar  esa  conclusión,  sino  con  respecto  al  comisio- 
nista de  trasporte  (279).  Vé  200  inc.  I»,  y  202  inc.  2<'.  que  sólo  hablan  de 
gastos;  asi  como  560  y  149  /  b9,  1®.  Comp.  con  el  952. 

(723)  No  dice  que  se  oponga  ó  contradiga;  puesto  que  el  conductor  po- 
dría renunciar  al  privilegio  ó  limitar  su  extensión,  al  celebrar  el  contrato 
de  trasporte  ó  después  de  entregada  la  carga.  La  palabra  disposición  es 
equivoca. 
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Íes  ''^  de  los  efectos  que  recibieren,  después  de  transcurridas 
las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  su  entrega.  "^^^ 

En  caso  de  retardo  ulterior,  no  mediando  reclamación 
sobre  daños  ó  avería,  '^^  puede  el  porteador  exigir  '^^'^  la 
venta  judicialmente  de  los  efectos  trasportados,  hasta  la 
cantidad  suficiente  para  cubrir  el  precio  del  flete  '^^  y  los 
gastos  7»  que  se  hayan  ocasionado.  V.  188.  E.  230.  P.  200 
B.  116.  N.  E.  374. 

Abt.  203 

Intentando  el  porteador  su  acción  dentro  del  mes  siguiente 

al  día  de  la  entrega,  ^^^  subsiste  su   derecho,  '^^^  aunque  el 

■ 

(724)  Y  de  los  gastos  (al  fin  del  art.)  y  derechos  causados  en  la  conduc- 
ción (200  inc.  lo) 

(726)  Suponiendo  que  el  porteador,  haciendo  confianza  ó  por  otro  moti- 
vo, no  haya  usado  del  derecho  acordado  por  el  196  inc.  l^.  El  plazo  de 
24  horas  se  acuerda  como  un  respiro  (vé  198)  y  para  que  tenga  lugar  de 
hacer  sus  reclamos  (vé  183).  Pero  éste  inciso  no  es  bastante  congruente 
con  el  inciso  1®.  citado,  y  es  claro  que  puede  ser  derogado  por  convenio 
délas  partes. 

(726)  Pues  mediando,  se  suspenderá  el  pago  del  flete^  que  queda  garan- 
tido con  el  secuestro  de  las  mercaderías  (vé  129,  196,  197  y  958  y  las  dis- 
posiciones del  Cód.  de  Proced.  sobre  embargo  preventivo).  Compara  con 
F.  106  inc.  3o.  y  Bédarride,  no.  408. 

(727)  El  secuestro  y  la  venta  por  la  via  de  apremio  (Ley  nac.  de  proced. 
808  no.  lo.),  si  no  están  ya  embargados. 

(7i¿8)  Mucho  más  propia  es  la  espresion  de  precio  del  trasporte  usada 
por  el  E. 

(729)  Y  los  derechos,  á  que  se  refiere  el  200  inc.  lo.  (vé  nota  716).  Pa- 
rece justo  que  se  paguen  las  costas  (arg.  del  71  inc.  2o.),  aunque  esto  es 
materia  propia  del  procedimiento. 

(730)  De  acuerdo  y  con  sujeción  al  200  inc.  2o.  y  3o.  Pero  si  no  es  ya 
posible  la  identificación  de  los  efectos,  tampoco  lo  será  el  embargo,  y  el 
privilegio  habrá  caducado  en  relación  á  esos  efectos.  Vé  á  Bédarride, 
no.  384  y  la  nota  718. 

(731)  A  pedir  el  embargo  para  ser  pagado  con  la  preferencia  que  la 
ley  le  acuerda  (vé  nota  716).  El  279  no.  2o.,  apHcable  al  comisionista  de 
trasporte,  apoya  ésto. 
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consignatario  ^^^  caiga  en  falencia  ó  quiebra.  V.  189.  E.  231 
P.  201.  N.  E.  376.  A.  382. 

Aet.  204 

Las  empresas  de  ferrocarriles  tienen  la  obligación  de  re- 
cibir ^^^  toda  la  carga  que  se  les  entregue  para  el  trasporte 

^^—^ , ,  _  -■_  ■  I  -  ,  B 

(732)  O  el  cargador,  en  sa  caso,  ó  cualquier  interesado  en  la  carga  por 
cualquier  título  (dominio,  prenda  &);  porque  el  privilegio  es  real  y  no  per- 
sonal; es  inherente  á  la  cosa  y  afecta  la  cosa,  no  4  las  personas.  Puede 
comp.  este  art.  con  el  F.  308.  Cuando  viene  la  quiebra  del  obligado  es  en- 
tonces que  el  privilegio  aprovecha.  £1  uso  de  sinónimos  no  es  propio 
de  una  ley  seria. 

(733)  Parees  que  este  inciso  ha  querido  decir  que  las  empresas  ferro- 
carrileras tíenen  la  obligación  de  trasportar  toda  la  carga  que  con  ese  ob- 
jeto se  les  entregue ;  aunque,  en  principio,  deban,  por  consecuencia,  estar 
obligadas  á  recibir  las  mercaderías  ó  cargas  que  se  les  entregue.  Pero 
puede  dudarse,  con  razón,  teniendo  en  cuenta  las  disposiciones  de  187 
inc.  2»  y  188  inc.  últ.,  si  cuando  el  trasporte  no  puede  tener  lugar,  á  con- 
secuencia de  un  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor,  ó  cuando  las  mercaderías 
no  se  presenten  en  las  condiciones  legales  (salvando  lo  dispuesto  en  el  178), 
ó  no  tuvieran  un  vali)r  suficiente  para  sufrir  los  gastos  del  trasporte,  deba 
estar  obligado  el  ferro-carril  ¿  recibir  esas  mercaderiajs,  que  acaso  req  lie- 
ran  cuidados  especialísimos,  especialmente  cuando  no  hay  local  bastante, 
adecuado  para  el  depósito.  El  A.  422  establece  que  los  caminos  de  hierro 
no  están  obligados  á  aceptar  las  mercaderías  á  trasportarse  antes  que  su 
trasporte  pueda  efectuarje.  La  ley  de  B.  Aires  dispone  que  las  empresas 
(ferrocarrileras)  podrán  negarse  á  conducir  mercaderías  que,  por  su  valor, 
no  basten  á  cubrir  los  gastos  de  trasporte,  á  menos  que  los  interesados 
abonen  previamente  el  importe  del  flete  (art.  71);  lo  cual  es  de  toda  jus- 
ticia y  conforme  al  espíritu  de  los  art.  228  y  273.  No  creo  tampoco  que 
el  legislador  haya  querido  obligar  á  los  ferrocarriles  ¿  tener  depósitos  de 
reserva  para  todo  evento  y  un  tren  rodaute  fuera  de  toda  proporción  á 
las  necesidades  ordinarias  ó  periódicas;  y  pienso  que  deben  tenerse  en 
cuenta  las  circunstancias  de  cada  caso  y  que,  en  principio,  el  ferrocarril 
no  debe  rechazar  una  carga,  especialmente  cuando  tenga  donde  deposi- 
tarla y  el  interesado  se  preste  ¿  acordar  formalmente  con  la  empresa  que 
el  plazo  del  art.  187  inc.  2^  empezará  á  contarse  desde  un  cierto  tiempo  ó 
una  vez  eliminadas  las  causas  del  entorpecimiento.  Se  sabe  también  que 
la  empresa  no  es  responsable  de  las  consecuencias  de  un  ca«o  fortuito  ó 
de  fuerza  mayor  que  haya  destruido  los  depósitos,  &. 

Guando  las  mercaderías  no  se  presenten  en  condiciones  legales,  se  ten- 
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hasta  sus  estaciones  ''^  ó  las  de  otras  lineas  que  empalmen 
con  ellas  ^•^. 

Los  reglamentos  ó  estipnlacionps  de  las  empresas  que  hu- 
bieren ofrecido  sus  servicios  al  público,  '^^  excluyendo  ó 
limitando  las  obligaciones  y  responsabilidades  impuestas  por 
este  Códigoj  ^^''  serán  nulas  y  sin  ^^^  ningún  efecto. 


drán  en  cuenta  las  disposiciones  del  art.  178  y  demás  que  r^'an  el  caso 
(Vé  nota  669). 

(734)  Es  decir,  hasta  sus  estaciones  de  arribo  (205  ipc.  2^  al  fin).  Como 
las  empresas  de  ferrocarriles,  vapores  y  otras  empresas  públicas  ejercen 
un  monopolio  de  hecho,  las  legislaciones  se  acuerdan  generalmente  en 
obligarlas  á  aceptar  y  realizar  los  trasportes,  sobre  todo  tratándose  de 
ferro  carriles  (  vé  el  178  con  la  nota  622).  Deben,  pues,  las  empresas  de 
ferro-carriles  disponer  sus  estaciones,  depósitos,  personal  y  tren  ro- 
dante de  manera  á  hallarse  en  aptitud  de  recibir  las  cargas,  cuyo  tras- 
porte se  les  encomiende,  y  de  realizar  las  conducciones  con  regularidad 
(vé  187  inc.  2^  y  188  §  últ.);  pero  tales  obligaciones  y  disposiciones  deben 
comprenderse  y  aplicarse  humanamente,  como  he  dicho  en  las  notas 
669  y  733. 

(735)  La  redacción  es  mala,  pero  la  disposición  es  buena ;  porque  si  el 
empalme  es  voluntario,  importa  el  compromiso  de  aceptar  y  conducir  las 
cargas  del  público  que  han  de  trasportarse  por  las  líneas  de  empalme. 
Respecto  á  la  comunidad  de  las  estaciones,  puede  verse  la  ley  de  B. 
Ayres,  18. 

(786)  Este  inciso,  por  formar  un  artículo  único  con  el  inciso  anterior, 
debiera  referirse  esclusivamente  á  las  empresas  ferrocarrileras  ;  pero  el 
texto  absoluto  de  este  §,  el  del  162  y  el  Informe  de  la  Comisión  de  C.  C. 
(pág.  Xyi[  y  XVIII  de  la  edición  oficiad)  que  se  refieren  á  las  empresas 
de  trasporte,  á  las  empresas  públicas  de  trasporte,  á  las  empresas  que  ofre- 
cen SMS  servicios  al  público  y  la  fuente  en  que  esta  disposición  se  ha  inspi- 
rado, no  dejan  duda  de  que  es  estensiva  á  todas  ellas  y  nó  á  las  ferro- 
carrileras solamente,  y  que  sólo  por  una  grave  inadvertencia  no  se  ha 
puesto  en  articulo  separado.  Y  á  f é  que  la  importancia  del  asxmto  bien  lo 
requería.    Vé  las  notas  561  y  622. 

(737)  En  este  Titulo,  dice  mas  atinadamente  el  art.  portugués  393  y  en 
el  mismo  sentido  están  redactadas  las  disposiciones  de  los  Cód.  A.  é  I.  y 
de  mi  Proy.  de  Cód.  749.  Escuso  decir  que  no  apruebo  el  principio  abso- 
luto y  menos  aplicado  á  toda  obligación  que,  en  virtud  del  Código,  pueda 
corresponder  á  una  empresa,  y  los  art.  174, 177  y  189,  la  legislación  euro- 
pea sobre  trasportes  que  encierra  una  gran  sabiduría,  así  como  la  ley 
nacional  sobre  ferro-carriles  (art.  49  y  51),  arguyen  en  favor  de  mi  pro- 
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Abt.  205 

Las  acciones  qae  resulteu  del  contrato  de  trasporte,  podrán 
ser  deducidas  ante  la  autoridad  judicial  del  lugar  en  que 
resida  un  representante  del  porteador,  "^^  y  si  se  tratare  de 
caminos  de  hierro,  ante  la  autoridad  judicial  del  lugar  en 
que  se  encuentre  la  estación  de  partida  ó  la  de  arribo  ^^^. 

A  este  efecto,  las  disposiciones  del  articulo  135  se  apli- 
carán á  los  jefes  de  estación.  '''^^  Mi  741.  I.  872  inc.  2^. 

Abt.  206 
Las  disposiciones  de  este    titulo  '^^^  son   aplicables   á   los 

posición.  Véase  A.  424,  427,  428  y  429,  I.  4L6  é  Informe  del  Ministro 
Zanardelli,  hacia  el  medio.  Annales  de  D.  O.  1887  pág.  141,  252  y  comp. 
Jurispr,  pág.  41  y  42.  y  1888,  Jurispr.  pág.  169  y  170.  CJonvencion  inter- 
nacional de  Berna,  35.  Yidari,  no  2257.  Caluci,  n»  333  á  335.  Haberstich 
IT,  pág.  149.  Ley  suiza  de  1875,  art  54.  No  debe  olvidarse,  con  efecto, 
que  se  trata  de  una  disposición  de  derecho  excepcional,  que  menoscaba  la 
libertad  de  contratar,  aunque  sea  en  interés  del  comercio,  y  que  por  con- 
siguiente, cuando  no  se  perjudique  ó  lo  exija  el  mismo,  debe  volverse  al 
imperio  del  derecho  común. 

Las  responsábüidades  son  la  sanción  de  las  obligaciones,  y  ambas  pala- 
bras correlativas.  Sobre  la  materia  de  nuestro  §  puede  consultarse 
á  Vidari,  n»  2250  á  2258  y  á  Caluci,  sobre  el  I.  416,  n»  328  á  337. 

(738)  Es  im  portuguesismo :  de  ningún  efecto,  se  dice  en  castellano. 

(739)  En  su  calidad  de  tal,  y  no  un  apoderado  cualquiera,  que  no 
tenga  un  poder  especial  otorgado  de  antemano ;  pues  lo  contrario  seria 
por  demás  gravoso  para  al  porteador,  y  la  ley,  si  bien  se  propone  facili- 
tar las  demandas  relativas  al  trasporte,  eximiendo  al  remitente  de  la  ne- 
cesidad de  ocurrir  precisamente  al  domicilio  del  demandado  ó  de  su 
principal  administración,  tampoco  quiere  esponer  á  éste  á  procedimientos 
vejatorios  ó  de  chicana. 

(740)  Las  disposiciones  de  este  inciso  deben  entenderse  sin  perjuicio 
de  aplicar  en  su  caso  las  contenidas  en  el  inc.  2»  del  171  y  el  200;  y  ellas 
no  pueden  ser  renunciadas  por  las  partes  (204  inc.  2<*):  en  contra  Annales 
de  D,  C.  1888  pág.  42. 

(741)  O  en  términos  mas  claros,  los  gefes  de  estación  pueden  ser  de- 
mandados, y  podrán  deducir  una  contrademanda  (vé  nota  459),  y  aun 
demandar,  si  tal  facultad  no  l^s  es  negada  pública  y  oficialmente. 

(742)  Es  un  error  esta  palabra,  y  en  vez  de  título  debe  leerse  Capitulo, 
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trasportes  '^^^  efectuados  por  medio  de  barcas,  lanchas,  lan- 
chones,  falúas,  balleneras,  canoas  y  otras  pequeñas  embar- 
caciones de  semejante  naturaleza.  ^^  Mi  743.  Comp.  V.  190. 
B.  118. 


(743)  Esta  palabra  arguye  dos  cosas  :  1*  que  se  atiende  al  trasporte 
y  á  la  laanera  del  trasporte,  antes  que  al  agente  auxiliar  que  lo  realiza, 
iiaportando  poco  que  lo  haga  por  oñcio  ó  accidentalmente  (vé  nota  bbl  y 
comp.  art.  8  n9  b^  con  la  nota  49);  y  2^  que  la  nueva  redacción,  al  no  re- 
ferirse á  \os.dueno8j  administradores  y  patrones  (como  lo  hacia  el  190  del 
Cód.  anterior),  ha  dado  preferencia  al  elemento  real  sobre  el  personal,  en 
conformidad  á  la  doctrina  que  espongo  en  la  nota  305. 

(744)  Como  serian  botes,  chatas,  hangadas,  &.  No  importa  tanto 
el  tamaño  del  buque,  como  su  empleo  ó  destino,  porque  no  es  posible 
igualar  las  exigencias  del  comercio  marítimo  y  del  ñuvial  en  grandes  em- 
barcaciones con  las  del  pequeño  cabotaje  ó  para  limitadas  necesidades. 
Comp.  con  E.  203.  Los  Cód.  argentino  y  brasilero  se  han  separado  á 
sabiendas  del  modelo  francés  (art.  107),  que  se  refiere  á  los  patrones  de 
embarcaciones  (maitres  de  bateaux)  que  navegan  en  los  canales,  ríos  y  ria- 
chos (agrega  Bédarride),  y  á  mi  juicio  con  razón.  Se  ha  enseñado,  sin 
embargo,  que  nuestro  art.,  ó  es  completamente  inútil,  ó  contrario  á  las 
reglas  que  rigen  los  trasportes  fluviales;  pero  siendo  los  términos  de  la  ley 
precisos,  ciertos  é  indiscutibles,  una  interpretación  que  concluye  por  de- 
rogar el  mandato  legal,  es  de  todo  punto  inaceptable.  Y  nótese  que  el 
Libro  ni  no  se  titula  Dd  comercio  marítimo  ó  de  mar,  como  se  llama  en 
casi  todos  los  Códigos,  sino  ^^De  los  derechos  y  deberes  que  resultan  de  la 
navegación,"  y  el  Tit.  1»,  De  los  buques;  y  que  en  todo  ese  Hbro  no  se  hace 
distinción  de  buques  ni  de  navegación,  á  no  ser  páralos  efectos  del  seguro 
y  en  el  caso  del  911.  Vé  nota  2822.  Tampoco  es  cierto  que  la  disposición  sea 
inútil,  bajo  la  errada  suposición  de  que  las  pequeñas  embarcaciones  son  auxi- 
liares para  la  carga  y  descarga  y  que  nunca  navegan  por  si  mismas,  ha- 
ciendo trasportes  de  puerto  á  puerto;  pues  las  embarcaciones  pescadoras, 
carboneras,  conductoras  de  frutas  &  dan  un  desmentido  diarío  á  tales 
afirmaciones.  Ni  es  cierta  la  doctrina  opuesta  de  que  el  presente  articulo 
sea  ostensivo  al  trasporte  realizado  por  medio  de  vapores  que  navegan  en 
los  rios  Paraná  y  Uruguay,  como  se  estableció  en  un  fallo  del  Juez  fede- 
ral de  Corrientes  (Serie  2&  tom.  5  pág.  100);  pues  dicho  caso  se  halla 
regido  por  las  disposiciones  respectivas  del  Libro  IIT.  Comp.  con  Pardessus, 
n"  552  y  vé  á  Bédarride.  n»  36S  bis.  Porque,  en  principio,  no  se  pueden 
estender  las  disposiciones  peculiares  al  trasporte  terrestre  y  en  pequeñas 
embarcaciones,  al  marítimo  y  al  fluvial  hecho  en  embarcaciones  de  otro 
tamaño  y  destino,  ni  viceversa  (aunque  otra  cosa    se  haya  enseñado), 
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De  los  contratos  y  obligaciones  en  general.  '^7 

Aet.  207 

El  derecho  civil,  en  cuanto  no  esté  modificado  por  este 
Código,  jes  aplicable  á  las  mat3rias  y  negocios  comercia- 
les. 748 


sino  cuando,  concarriendo  en  apoyo  de  la  solución  otras  razones  y  princi- 
pios jurídicos,  hal  buenos  motivos  para  proceder  por  analogía.  De  lo 
contrario,  borrándose  arbitrariamente  la  divisoria  entre  ambos  trasportes, 
se  acabaría  por  embrollar  todas  las  materias  relativas  á  ellos. 

Nuestro  art.  á  diferencia  del  francés,  no  menciona  á  los  empresarios 
de  diligencias  y  carruajes  públicos,  pero  constituyendo  actos  comerciales 
los  de  toda  empresa  de  trasporte  ( 8o  n^  5),  quedan  comprendidos  en  el 
162,  y  les  son  también  aplicables  las  disposiciones  de  este  Capítulo. 

Método.  La  taita  de  método  concurrirá  á  dificultar  la  comprensión  de 
las  disposiciones  de  este  Capítulo.  Los  artículos  han  debido  ser  espuestos 
en  el  orden  seguido  en  mi  Proy.  de  Código.  Así  los  169  y  175  han  debido 
compenetrarse  y  seguirles  el  178,  el  176  seguir  al  173,  el  177  al  173,  el 
192  al  190,  suprimirse  el  194  como  inútil,  el  199  debió  seguir  al  163,  el 
203  al  201  y  el  202  armonizarse  con  el  196. 

(745)  El  rubro  del  tít.  I  demuestra  que  éste  es  poco  comprensivo. 

(746)  Este  epígrafe  debió  llevar  el  LibrOy  y  el  Título  I  el  siguiente: 
Disposiciones  generales.  Puede  comp.  con  los  rubros  del  Libro  U  del 
Cód.  Civ. 

(747)  A  qué  conduce  un  doble  rubro  para  14  artículos?  Uno  de  los 
dos  rubros  es  equivocado 'y  está  demás,  y  es  ridículo  hablar  de  un  Ca- 
pítulo único. 

(748)  Este  artículo  es  superfino  y  pésimamente  redactado:  supérfiuo, 
porque  existe  el  I  del  Tit.  preliminar;  y  mui  mal  redactado,  porque  se 
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Abt.  208 

Los  contratos  '^^  comerciales  pueden  justificarse: 
1»  Por  instrumentos  públicos;  ''^^ 

2®  Por  las  notas  de  los  corredores,  y  certificaciones  es- 
traidas  de  sus  libros;  ^si  B.   122  n»  m.  E  262. 

haoe  la  deplorable  eonfusioa  entre  el  Código  Civil  y  el  dm'tehti  gItíI,  y 
porqae  no  es  cierto  que  el  Código  Civil,  en  lo  que  no  esté  modificado 
por  el  de  comercio,  se  haya  de  aplicar  á  las  materias  y  negocioB  de  co- 
mercio; sino  que  los  negocios  de  comercio  se  rigen  supletoriamente  por 
las  disposiciones  del  Código  Civil.  Además,  las  espresiones  poco  preci- 
sas de  materias  y  negocios  de  comercio  son  demasiado  generales,  tratán- 
dose de  contratos  y  obligaciones  mercantiles.  Otra  cosa  sería  si  se 
hubiese  establecido  que  las  disposiciones  del  Libro  II  del  Cód.  Civ.  (495 
á  1217  con  mis  notas)  serían  aplicables  como  supletorias  de  las  estable- 
cidas en  el  presente  Libro.  Vé  mi  Proy.  de  Cód.  105.  Tal  disposición, 
aunque  comprendida  en  el  art.  I,  se  habría  explicado  como  proemio  del 
asunto,  para  mayor  claridad  y  aun  para  limitar  los  efectos  del  uso  en 
estas  materias. 

Los  art  10,  14,  216,  299  §  últ.,  387  inc.  2»,  419,  no  S».  424,  453,  455 
§§  últ.  464,  469  inc.  2*,  473,  477,  479,  482,  483,  576  inc.  1»,  584  inc.  2», 
630,  631  inc.  2o,  648,  651  y  nota  2184,  765,  786,  i  149,  1168,  1352,  1357, 
1360,  1404,  inc.  1»,  1406  inc.  últ.  1407,  1451,  1452,  1483  §  últ.  1490,  1499, 
1600  no»  4o  y  7o,  1511  inc.  lo  y  1601  inc.  2o,  1364  §  Alt.  presentan,  entre 
muchos  otros,  ejemplos  de  desviaciones  del  Cód.  Civil,  muchas  de  ellas 
debidas  á  ignorancia  de  sus  disposiciones. 

En  cambio  no  ha  debido  sustituirse  el  558  del  Cód.  ant.  por  el  1202  del 
Cód.  Civ.  relativo  á  las  arras. 

(749)  Y  los  cuasi-contratos  (vé  nota  60);  mas  la  prueba  de  los  delitos  y 
de  los  cuasi-delitos  se  gobierna  por  las  disposiciones  del  derecho  común 
y  Código  de  procedimientos,  sin  perjuicio  de  dar  cumplimiento  á  las 
prescripciones  respectivas  en  caso  de  abordaje. 

(750)  No  debieron  enumerarse  los  medios  comunes  de  prueba,  por 
caer  bajo  la  disposición  del  art.  anterior  y  si  limitarse  á  la  especificación 
de  los  que  son  especiales  al  comercio,  agregando  al  final  de  la  disposición: 
y  por  los  demás  medios  de  prueba  establecidos  en  las  leyes  civiles;  por  cuyo  ex- 
pediente se  evitan  las  omisiones  y  demás  escollos  de  toda  enumeración. 

Son  instrumentos  públicos:  las  escrituras  púbHcas  y  otros  instrumen- 
tos de  carácter  análogo,  como  son,  las  actas  judiciales,  los  billetes,  libre- 
tas, toda  cédula  emitida  por  bancos  autorizados  para  ello  y  las  acciones 
de  las  compañías  autorizadas  especialmente,  emitidas  en  conformidad  á 
sus  estatutos  (Cód.  Civ.  979  no»  4o,  8o  y  9o).  Vé  676  inc.  lo. 

16 


242      TÍT.  Ic  DE  LOS  GONTEATOS .  .  BN  aSNEBAL 

30  Por  documentos  privados,  '^^  firmados  por  los  con- 
tratantes ^^^  ó  algún  testigo,  ^^  á  su  ruego  y  en  su 

(751)  O  con  mas  propiedad:  por  las  constancias  de  los  libros  de  los 
corredores  y  certificados  dados  por  los  mismos,  á  pedido  de  las  partes  ó 
por  mandato  de  juez  competente.  Vé  notas  331  y  334.  En  defecto  del 
registro  y  en  otros  casos,  las  minutas  del  art.  102  pueden  ser  de  utilidad 
para  la  prueba.  Y  si  la  resultante  de  las  notas  y  certificados  no  fuere 
perfecta,  por  causa  de  sus  deficiencias  ó  contradicciones,  esos  asientos 
no  constituyen  un  principio  de  prueba  escrita  que  haga  admisible  la  tes- 
timonial, porque  no  emanan  del  adversario  (209  §  últ.  y  Cód.  Civ.  1192 
inc.  2^).  Pero  probado  el  contrato  mediante  los  asientos  deficientes, 
pueden  justificarse  con  testigos  las  cosas  no  esenciales  á  la  existencia 
del  mismo  (final  de  mi  nota  al  1193  de  dicho  Cód.)  Las  disposiciones 
del  art  290  y  final  del  291  son  peculiares  á  la  sociedad.  Vé  nota  583. 

(752)  Vé  el  Cód.  Civ.  1012  &  1036,  con  mis  notas;  asi  como  la  siguien- 
te. Las  facturas,  en  la  forma  del  474  [n^  5»],  son  un  medio  de  prueba 
peculiar  ¿  las  compras- ventas  comerciales  (F.  109  y  doctrina  corriente), 
aunque  no  estén  asentadas  en  los  libros  del  vendedor  ni  del  comprador. 
Véase  la  nota  siguiente,  á  Vidari,  n®  1952  á  1955  y  Delamarre,  n»  161, 
y  art.  463  n»  3o.  En  cuanto  al  cotejo  de  un  documento  (talón)  con  el 
Hbro  matriz  ó  talonario,  sirve  mas  bien  que  de  prueba  del  contrato,  del 
hecho  de  que  la  hoja  en  que  está  estendido  el  documento  es  extraída  de 
dicho  libro. 

(753)  O  á  lo  menos  por  el  contratante  á  quien  se  opone  el  documento. 
Respecto  á  la  no  necesidad  de  tantos  ejemplares  como  partes  haya  con 
un  interés  distinto,  sólo  agregaré  á  lo  expuesto  en  la  nota  578,  que  siendo 
bastante,  según  este  n^,  la  firma  de  un  testigo,  parece  que  lo  será  con 
mayor  razón  la  firma  de  la  persona  obligada.  Sin  embargo,  siendo  punto 
muy  dudoso  (vé  207),  valía  la  pena  de  haberlo  declarado  especialmente. 
Compara  O.  O.  de  Bilbao,  Cap.  XI,  n»  V.    Vé  nota  1795. 

Es  importante  la  cuestión  de  si  la  fecha  de  un  documento  privado  se 
presume  cierta  con  relación  á  terceros,  aun  fuera  de  los  casos  señalados 
por  el  art.  1035  del  Cód.  Civil.  Alauzet,  n»  55,  piensa  que  el  documento 
simple  no  puede  tener  en  materia  comercial  un  valor  mayor  que  en  la 
civil,  y  sin  embargo  mas  adelante  (tom.  V.  pág.  306)  dice  que  los  docu- 
mentos privados  hacen  fé  de  su  fecha  en  materia  comercial.  Además,  el 
mismo  autor  reconoce  que  se  admite  por  todos  que  esa  disposición  del 
Cód.  Civ.  no  es  aplicable  á  los  contiatos  mercantiles  entre  comerciantes 
(adde  fallo  de  la  Corte  de  París,  Jun.  6  de  1885),  porque,  como  dice  Par- 
dessus  (n»  246),  la  celeridad  y  economía  de  los  negocios  no  podrían 
adaptarse  á  esas  formalidades,  y  porque  los  asientos  en  los  libros  com- 
prueban la  verdadera  fecha  de  esos  contratos.    Esta  doctrina  es  no  sólo 
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nombre;    '^^^   P.    253  numero    3©  Compara   F.    109. 
4p  Por  la  correspondencia  epistolar  ^^  y  telegráfica;  ''^'^ 

conforme  á  las  disposiciones  especiales  á  ciertos  casos,  como  el  endoso  ó 
el  aval  en  las  letras  de  cambio,  el  seguro  y  el  contrato  á  la  gruesa  (vé 
280  con  la  nota  penúltima,  504  n^  1^  con  la  nota  y  599  n^  !<>  con  la  nota), 
sino  que  es  arreglada  á  las  prácticas  antiguas  del  comercio  (vé  11  y  III). 
Asi  Casaregis  pudo  decir  ya  eu  su  tiempo,  ^cripturce  mercatorum  prcssu- 
mantur  confeeta  tempore  non  suspecto  nisi  arguantur  de  falso.  Vé  á  Mancini, 
n»  LXI.  Compara  con  los  art.  1021  y  1024,  en  el  primero  de  los  cuales  se 
establece  que  el  iietajiento  consignado  en  una  póliza  puede  d4ir  derecho 
contra  tercero!! 

(754)  Esta  es  una  excepción  á  los  principios  del  derecho  común  y  una 
facilidad  mas  concedida  al  comerciante,  en  atención  á  que  un  impedi- 
mento transitorio  ó  la  frecuente  intervención  en  los  negocios  de  personas 
que  no  saben  leer  ó  siquiera  firmar  con  su  nombre,  la  harán  necesaria. 
Pero  en  tales  casos  será  muy  prudente  que  firme  siquiera  un  testigo  mas, 
porque  nna  firma  á  ruego  por  si  sola,  especialmente  puesta  en  nombre 
de  una  persona  que  sabe  firmar,  y  sin  otras  circunstancias  que  hagan 
probable  el  acto  jurídico  de  que  se  trata,  difícilmente  podrá  aceptarse 
como  prueba  perfecta,  si  no  os  en  pequeños  negocios;  y  en  semejante  do- 
cumento nunca  podría  fundarse  un  juicio  ejecutivo,  aun  después  de  reco- 
nocido por  el  firmante,  sino  lo  es  por  el  obligado,  y  entonces  lo  sería, 
mas  bien  en  virtud  de  la  confesión  de  cantidad  liquida,  que  á  mérito  del 
instrumento.  Nótese  que  nuestra  disposición  acaso  no  existe  hoy  en  Cód. 
alguno,  y  por  ser  ocasionada  á  abusos  y  pleitos  no  la  reproduje  en  mi 
Proy.  de  Cód.  144.  Se  sabe  que  por  el  Cód.  Civ.  1012  la  firma  del  obli- 
gado es  una  condición  esencial  del  documento  privado. 

(755)  Porque  si  en  el  propio  instrumento  no  consta  que  el  testigo  firmó 
por  el  obligado  y  á  su  ruego  ó  pedido,  siquiera  mediante  la  frase  jpor  N.  N, 
(aquí  el  nombre),  el  documento  serviría  á  lo  mas  como  un  principio  de 
prueba  por  escrito.  Pero  no  es  esencial  la  frase  corriente  de  á  ruego  de 
Don  N,  N,  y  por  no  poder  ó  saber  firmar  (según  los  casos)  y  como  testigo, 

(756)  La  correspondencia  epistolar  difiere  del  documento  privado,  en 
que  mientras  éste  incluye  en  un  contesto  único  la  proposición  y  la  acep- 
tación, intervienen  casi  siempre  dos  cartas,  ima  por  cada  parte;  en  que  la 
carta  debe  ser  suscrita  por  el  propio  comerciante  ó  su  factor  ó  depen- 
diente debidamente  autorizado  para  ello,  y  difícilmente  podrá  tener  la 
misma  eficacia  una  carta  firmada  por  un  tercero,  si  el  obligado  no  la  re- 
conoce. Por  último,  las  cartas  misivas  dirijidas  á  terceros,  aunque  en 
ellas  se  mencione  alguna  obligación,  no  son  admisibles  en  juicio  para 
su  reconocimiento  (Código  Civil,  art.  1036),  ni  tampoco  para  su  verifica- 
ción por  cotejo  de  letra  ú  otro  medio  probatorio.    Mas  yo  entiendo  con 
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6o  Por  los  libros  de  los  comerciantes  '^^^  y  las  facturas 

aceptadas;  ''^ 
6®  Por  confesión  de  parte  '^^  y  por  juramento;  "^^^ 


Massé,  no  2465,  que  cuando  la  carta  contiene  el  encargo  especial  de  ser 
comunicada  al  tercero  á  quien  favorece,  la  misiva  es  común  ¿  ambos, 
porque  va  realmente  dirijida  á  cada  uno  la  parte  que  le  es  respectiva. 

Los  jurisconsultos  solo  rechazan  la  admisión  de  la^s  misivas  de  carácter 
confidencial^  y  admiten  la  producción  de  las  que  no  tengan  tal  carácter, 
siempre  que  los  destinatarios  consientan  en  ello.  Véase  á  Aubry  y  Rau, 
§§  491  notas  83  á  35  y  754  notas  4  á  6.  Alauzet,  n»  60.  Delamarre  y  Le 
Poitvin,  núm.  165  á  168.  Vidari,  n»  1963,  &. 

La  recepción  de  la  carta  puede  comprobarse  mediante  el  certificado 
(Delamarre,  aUí),  mas  no  siempre  puede  estarse  seguro  de  identificar 
las  cartas  ó  documentos  encerrados  dentro  del  sobre,  ni  su  fecha  precisa; 
aunque  combinando  las  constancias  de  los  libros  de  la  Administración 
de  Correos  y  fechas  de  los  timbres  (cuando  sean  legibles)  con  el  libro 
copiador  de  cartas,  puede  llegar  á  obtenerse  una  prueba  mas  ó  menos 
completa.  No  formaado  cuerpo  la  carta  con  el  sobre,  si  no  se  conserva 
copia  de  ella,  hay  siempre  el  peligro  de  que  los  timbres  y  certificados 
pierdan  casi  toda  su  fuerza  probatoria. 

Se  equivocan  los  que  con  Massé  (n®  2461)  establecen  que  la  estampilla 
del  correo  d&  á  la  fecha  de  la  carta  cierta  autenticidad,  que  no  permite 
ser  impugnada. 

(757)  Vó  el  art.  214  con  mi  nota.  Esta  adición  es  de  mi  Proy.  de  Oód. 

(758)  Y  de  los  agentes  auxiliares  del  comercio.  Vé  55  &  68,  91,  93, 118, 
123,  no»  lo  y  2%  145,  164,  927  y  979  inc.  2o. 

(759)  Esta  adición  es  tomada  de  mi  Proy.  de  Oód.;  pero  constituyendo 
las  facturas  un  medio  peculiarisimo  de  prueba  (vó  nota  752),  debió  formar 
este  inciso  un  número  separado. 

(760)  Vó  nota  750.  La  confesión  puede  ser  judicial  ó  extrajudioial 
(Oód.  Oiv.  1190):  vé  la  1«'  nota  al  209.  La  confesión,  especialmente  si 
es  judicial,  es  la  mejor  de  las  pruebas,  y  aunque  el  Oód.  anterior  no  la 
enumeraba  aquí,  hacia  mención  espresa  en  los  art.  605  y  742.  Tiene,  dice 
la  S.  Oorte  (tom.  VIII  pág.  34),  tanto  valor  como  la  prueba  mas  privi- 
legiada. Esto  lo  ha  olvidado  un  profesor  al  explicar  el  art.  1543  del  Oód. 
Oiv.  Vé  nota  al  final  del  inc.  1®  del  676.  Respecto  á  la  indivisibilidad 
de  la  confesión,  vé  á  Maynz,  §  154  y  á  Delamarre,  n^  225  á  234. 

(761)  El  ^uT&mento  judicial  es  también  otro  medio  común  de  prueba 
(Oód.  Oiv.  1190  y  vé  nota  750),  y  su  estudio  pertenece  ¿  la  teoría  del 
procedimiento.  Sobre  él  puede  verse  á  Delamarre,  Demolombe,  Aubry 
y  Bau,  Laurent,  y  demás  espositores  del  Oód.  Napoleón.    El  515  nos 
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7o  Por  testigos.  ^«^ 
Soa  también  admisibles  las  presunciones,  conforme    á  las 
reglas  establecidas  en  el  presente  titulo.  "^^^ 

Aet.  209 

La  prueba  de  testigos,  ^^  fuera  de  los  casos  espresa- 
mente  '^^^  declarados  en  este  Código,  '^  solo  es  admisible  en 
los  contratos  cuyo  valor  no  esceda  de  doscientos  pesos 
fuertes  ^^. 


presenta  un  caso  de  juramento  supletorio  y  el  540  otro  del  eetimatorio  ó 
in  lUem,  Vé  738. 

(762)  Esta  materia  pertenece  al  Oód.  Giv.  y  al  de  procedimientos.  La 
prueba  de  testigos  se  estima  hoy  segan  las  reglas  de  la  sana  critica.  Gód. 
de  Proced.  de  la  Capital  204,  adoptado  en  todas  las  Provincias.  Comp. 
Gód.  de  Proced.  F.  124.  Pero  Garavantes,  n  n»  1005  á  1015,  y  Manresa, 
11  pág.  891,  se  empeñan  en  no  admitir  otras  reglas  de  sana  cHtica  que 
las  establecidas  en  los  Gód.  españoles.  Sin  embargo,  la  S.  Gorte  ha  de- 
clarado con  repetición  que  un  testigo  no  hace  fé  en  juicio.  Respecto  al 
testimonio  del  comisionista,  puede  consultarse  á  Delamarre,  n^  197  ¿  199. 

La  prueba  de  peritos  es  también  muy  propia  de  los  hechos  comerciales 
(vé  1104  y  notas  534  y  750). 

(763)  Gonforme  á  las  reglas  establecidas  en  las  leyes  comerciales  ó 
civües,  y  nó  en  el  presente  título,  pues  en  los  art.  217  y  siguientes  no  se 
trata  de  las  presunciones  sino  de  las  reglas  de  interpretación,  que  es 
cosa  muy  distinta.  Vé  la  nota  al  513  y  el  1190  del  Gód.  Giv.  con  mis 
notas  99  y  100.  Las  presunciones  graves  y  concordantes,  ha  dicho  la 
S.  Gorte  (Ser.  2  tom.  Vlil  pág.  426),  hacen  prueba  en  las  causas  comer- 
ciales, en  Lis  que  debe  procederse  á  verdad  sabida  y  bttena  fé  guardada. 
Agregaré  que  las  presunciones  legales  no  pueden  estenderse  de 'un  caso 
¿  otro,  aim  so  protesto  de  completa  analogía.  Demolombe,  XXX,  251  y 
XXXI,  588  y  598;  Aubry  y  Rau,  §  750;  Laurent,  VH,  536  y  XIX,  608;  &. 

(764)  Y  por  consiguiente,  la  de  confesión  extrajudicial  hecha  de  pala- 
bra y  también  la  de  presunciones  de  hecho  (facti  vel  haminü  ó  judiciales), 
como  creo  haberlo  demostrado  en  mi  nota  109  al  art.  1193  del  Gód.  Giv., 
que  debe  verse  por  via  de  comentario. 

(765)  Eu  el  caso  del  167  inc.  2<>.  la  prueba  testimonial,  por  no  estar  ex- 
cluida, se  halla  tácitamente  admitida.  Vé  el  397. 

(766)  Y  en  el  Gódigo  Givil  ó  en  otras  leyes  especiales.  Yé  nota  2615. 

(767)  Esta  cantidad  establecida  en  el  Gódigo  hace  30  años,  puede  con 
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Tratándose  de  asuntos  de  mayor  cuautia,  la  prueba  testi- 
monial sólo  será  admitida  existiendo  principio  de  prueba  por 
escrito.  '^^^ 

Se  considera  principio  de  prueba  por  escrito  cualquier  do- 
cumento público  ó  privado  que  emana  del  adversario,  de  su 
autor  ó  de  parte  interesada  en  la  contestación,  ó  que  tendría 
interés  si  viviera,  ^e»  V.  193.  B.  123  inc.  1°  Acev.  1B75 
á  1B77.  Napoleón.   1347.  P.  247.  E.  237,  238.  I.  53. 

razón  considerarse  hoy  reducida  y  yo  proponía  fuera  elevada  2^  500  pesos. 
Y  sobre  todo  es  inexplicable  que  en  un  Código  se  hable  de  pesos  fuertes^ 
que  es  moneda  especial,  que  exige  una  reducción  á  moneda  nacional  y  que 
modifica  la  redacción  de  la  disposición  idéntica  del  Cód.  Civ.  1193.  Los 
200  pesos  fuertes  importaban  206  nacionales  con  666  milésimos,  pues  no 
son  susceptibles  de  una  reducción  exacta,  y  aun  se  sostendrá  con  gran 
viso  de  razón  que  hay  que  elevar  la  cifra,  tomando  en  cuenta  la  depre- 
ciación de  la  moneda  nacional  do  papel.  Véase  á  cuantas  dificultades  va 
á  dar  lugar  el  haber  procedido  con  tanta  ligereza  en  la  sanción  de  este 
Código.  En  el  948  se  vuelva  á  hablar  de  pesos  fuertes  y  ei  el  289,  de  pe- 
sos nacionales. 

Toda  la  materia  de  este  art.  está  legislada  en  el  Cód.  Civ.  y  debió,  por 
consiguiente,  ser  suprimido.  No  sucede  lo  mismo  con  el  150  de  mi  Proy. 
de  Cód.  Las  modificaciones  acordadas  al  contrato  primitivo,  mediante  pre- 
cios especiales,  constituyen  contratos  distintos,  y  la  limitación  de  nues- 
tro articulo  debe  aplicarse  teniendo  en  cuenta  el  precio  de  cada  contrato 
separadamente. 

(768)  Vé  506  inc.  I».,  839  y  290,  así  como  el  1192  (con  mis  notas)  del 
Cód.  Civ.  teniendo  en  cuenta  la  reforma  hecha  en  el  inc.  2*^.  Delamarre, 
(n<*.  190)  observa  mui  bien  que  mediante  una  carta  insidiosa,  un  ensayo 
de  conciliación  ó  las  posiciones,  es  fácil  obtener  el  principio  de  prueba  es- 
crita, y  que  esas  limitaciones  á  la  prueba  testimonial,  en  vez  de  dismi- 
nuir los  procesos,  los  han  aumentado.  Por  esto,  tales  restricciones  no  se 
han  aplicado  á  las  causas  comerciales,  y  no  existiendo  una  razón  para  ex- 
cluir completamente  la  prueba  testimonial,  mi  Proy.  de  Cód.  150  se  limi- 
nútaba  á  decir  que  en  asuntos  de  mas  de  500  pesos,  la  prueba  de  testigos 
7V0  constituirá  prueba  pleyía  por  si  sólo;  pero  no  necesito  agregar  que  el 
mandato  de  la  ley  es  el  único  que  debe  ser  observado.  Si  hay  imposibi- 
lidad de  presentar  la  escritura  por  haberse  destruido  inculpablemente,  y 
en  el  caso  de  un  depósito  necesario,  la  prueba  testimonial  será  también 
admisible.    Vé  Cód.  Civ.  1192  con  mis  notas. 

Téngase  en  cuenta  la  prescripción  del  849. 
..  (769)  Y  que  haga  verosímil  el  hecho  litigioso,   agrega  el  ort  1193  (refor- 
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Abt.  210 

I 

Los  contratos  para  los  cuales  se  establecen  determinada- 
mente en  este  Código  formas  ó  solemnidades  particulares,  no 
producirán  acción  en  juicio  si  aquellas  formas  ó  solemnidades 
no  han  sido  observadas.  ^70  y,  194^  ^  ¿24.  De  E.  236, 
P.  246.  N.  E.  52. 


mado)  del  Cód.  Civ.  Vé  mis  notas  á  él.  Ya  que  se  repiten  disposiciones 
de  ese  Código,  por  que  se  las  trunca  ?  Asi  se  ofrecen  serios  puntos  de 
apoyo  á  la  chicana. 

(770)  Es  un  principio,  dice  Bravard  (tom.  IIJ  pág.  420),  que  cuando  la 
ley  exige  para  la  constatación  de  un  hecho  ciertas  solemnidades,  no  se 
puede  reemplazarlas  con  otras.  Pero  nuestro  art.  y  varios  espositores 
nacionales  y  extranjeros  no  distinguen  suficientemente,  en  un  contrato  ú 
otro  acto  jurídico,  la  cuestión  de  forjaa  de  la  cuestión  de  prueba, 
(vé  B06,  inc.  I».  891  inc.  2o.  y  4«.,  984,  1019,  final  del  inc.  I».,  ó  inc.  lo. 
del  1121),  y  su  vaguedad  será,  origen  de  cuestiones.  Su  mejor  espHcacion 
y  comentario  lo  constituyen  las  disposiciones  del  Cód.  Civ.  en  los  art. 
973  á  978, 1180  á  1183,  1185  á  1188  y  1191  con  mis  notas,  cuya  repetición 
escuso  por  brevedad.  Los  art.  42,  296,  606,  624,  639,  657,  679,  712, 
859  inc  2o.  880  inc.  2o.  y  1463  y  acaso  el  798  del  presente  Cód.  presentan 
casos  á  que  la  disposición  de  nuestro  art.  es  en  gran  parte  aplicable. 
Pero  tratándose  de  una  disposición  de  derecho  civil,  lo  mejor  habría  sido 
saprimirla. 

Del  presente  art.  resulta  que  cuando  el  acto  carezca  de  la  forma  esen- 
cial, no  será  admisible  la  prueba  de  testigos,  ni  la  de  confesión  extrajudi- 
cial  ni  la  de  presunciones  de  hecho.  La  forma,  dice  Thol,  es  como  un 
medio  de  prueba  indispensable. 

En  el  derecho  alemán  prevalece  la  tendencia  á  que  la  validez  de  los 
contratos  comerciales  no  esté  subordinada  ni  á  la  redacción  por  escrito 
ni  á  ninguna  otra  formalidad  (A.  317),  salvo  para  la  constitución  de  ima 
sociedad  por  acciones  y  los  cambios  operados  en  esos  contratos,  para  la 
celebración  del  préstamo  á  la  gruesa  y  en  ciertos  casos  de  constitución 
de  prenda  (Vé  A.  174,  198,  208,  214,  310,  311  y  683)  y  los  papeles  de 
comercio. 

También  en  nuestro  Código  Civil  974,  se  establece:  "  cuando  por  este 
^  Código  ó  por  las  leyes  especiales  no  se  designe  forma  para  un  acto  ju- 
"  ridico,  los  interesados  pueden  usar  de  las  formas  que  juzgaren  conve- 
"  nientes".  Comp.  mi  Proy.  de  Cód.  113;  I.  44  inc.  2o.  S.  9.  y  N.  E.  51. 
Thol,  §  235  á  239.    Schneider  y  Fick  sobre  el  9  <^itado. 
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Abt.  211 

No  serán  admisibles  "^"^^  los  documentos  de  contratos  de 
comercio  ^"'^  en  que  haya  blancos,  '''^^  raspaduras  ^^*  ó  en- 
miendas ^^^  que  no  estén  salvadas  por  los  contrayentes  bajo 
su  firma.  ™  e.  240.  P.  249. 

(771)  En  juicio,  entiéndase.  Mientras  tanto,  el  Código  Civil,  que  por 
mas  de  un  motivo  debiera  prevalecer  en  este  caso,  se  contenta  con  decla- 
rar anulable  el  instrumento  público  que  tenga  enmiendas,  palabras  entre 
lineas,  testaduras  ó  alteraciones  en  partes  esenciales,  como  la  fecha, 
nombres,  cantidades,  cosas,  &.  no  salvadas  al  ñn  (art.  989).  Esta  legis- 
lación es  mas  propia  del  Cód.  Civil,  y  al  art.  989  debió  darse  la  preferen- 
cia, sobre  todo  tratándose  de  los  negocios  mercantiles,  en  que  la  rapidez 
con  que  éstos  se  suceden  y  la  intervención  frecuente  de  personas  sin 
instrucción  (nota  754),  requerian  mas  liberalidad.  Además,  el  defecto 
podrá  remediarse  mediante  los  asientos  de  los  libros,  facturas,  cartas,  &. 
Se  trata,  pues,  de  una  disposición,  que  lejos  de  explicarse  por  si  sola, 
como  se  ha  enseñado,  es  de  derecho  escepcional,  y  que  si  no  puede  con- 
siderarse derogada  por  el  Código  Civil,  que  es  anterior  á  ella,  debe  inter- 
pretarse á  la  luz  de  ese  Código  y  de  una  manera  restrictiva.  Sampaio 
estimaba  que  la  disposición  idéntica  del  F.  246,  quedó  derogada  por  el 
Cód.  Civ.  portugués,  y  por  cierto  que  no  ha  sido  reproducida  en  el  N.  P. 

(772)  Eespecto  á  los  libros  de  comercio,  vé  64  n9*.  2o.  y  d\  93,  118  al 
fin,  123  no.  !«,   145,  &. 

(773)  Si  hay  ó  nó  blancos,  es  una  cuestión  de  hecho ;  pero,  en  todo  caso 
debeo  concurrir  dos  circunstancias :  que  hayaa  sido  dejados  al  tiempo  dot 
firmarse  el  escrito  y  no  hayan  sido  causados  involuntariamente  por  oau- 
sas  químicas  posteriores,  y  que  recaigan  sobre  una  parte  eicncicU  al  acto 
(Cód.  Civ.  989).  En  parte  sustancial  y  sospechosa,  dice  un  decreto  brasi- 
lero, 145  y  146.  Los  blancos  han  podido  producirse  por  rotura,  y  si  ésta 
ha  sido  causada  por  un  accidente  iuculpable,  debe  ser  permitido  suplir  la 
deficiencia  por  otros  medios  probatorios,  de  acuerdo  con  la  doctrina  es- 
puesta en  la  nota  767.  Itoa  blancos  se  salvarán  mediante  una  linea,  ó 
uoa  nota  especial. 

(774)  La  raspadura  ha  podido  causarse  por  insectos,  y  lo  dicho  ea  la 
nota  anterior  será  aquí  aplicable.  El  inciso  no  habla  de  testaciones  ó 
testaduras  ni  de  interlineaciones,  á  diferencia  del  889  del  Cód.  Civ^y  de 
los  citados  en  la  nota  772,  y  en  tales  casos  el  derecho  oomun  debe  reco- 
brar su  pleno  imperio  (vé  nota  771). 

(775)  Alteraciones^  dice  el  989  del  Cód.  Civ.  Las  enmiendas  deben  estar 
en  una  parte  esencial  del  documento,  y  si  han  sucedido  expost  scrip^^  sin 
culpa  alguna  de  quien  invoca  el  docuineuco,  no  le  perjudicarán:  arg.  del 
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Esceptáase  el  caso  en  que  se  ofreciera  la  prueba  de  que 
la  raspadura  ó  enniieada  había  sido  hecha  á  propósito  por  la 
parte  interesada  en  la  nulidad  del  contrato.  ^'^^  Y.  196.  B.  134. 

Abt.  212 

Las  falta  de  espre^ion  de  causa  ó  la  falsa  causa,  en  las 
obligaciones  trasmisibles  por  vía  de  endoso,  nunca  puede 
oponerse  al  tercero,  portador  de  buena  fé.  "^^  V.  197  inc.  2« 
Massé  no  1 664. 

Abt.  213 

Mediando  corredor  en  la  negociación,  se  tendrá  por  per- 
fecto el  contrato  ^^^  luego  que  las  partes  contratantes  hayan 

3640  del  Oód.  Civ.,  relativo  á  las  alteraciones  en  un  testamento  ológrafo. 
Nema  ex  alterius  f cuito  proBrogari  debet. 

(776)  Pero  bastará  que  las  salvedades  hechas  en  el  acto  tengan  la  firma 
única  ó  las  mismas  firmas  del  documento  (vé  206  n»  3^  con  las  notas  752 
y  753).  El  art  tampoco  exije  que  esos  defectos  se  reparen  inmediatamen- 
te, y  las  partes  podrán  salvarlos  en  todo  tiempo,  de  común  acuerdo  y  sin 
perjuicio  de  tercero.  Respecto  á  la  firma,  vé  mi  nota  al  1012  del  Cód.  Giv. 
con  BUS  citas. 

(777)  Porque  el  dolo  constituye  escepcion  á  todas  las  reglas,  y  esto 
aunque  sea  la  obra  de  un  tercero  solamente  (Cód.  Civ.  935  y  su  arg.).  En 
vea  de  áprcpóaUOy  ha  querido  decirse  de  propósito  ó  sea  intencicmabnente. 

(778)  En  toda  obligación»  la  simple  falta  de  espresion  de  la  causa  y  la 
espresion  misma  de  una  causa  falsa,  con  tal  que  haya  una  causa  verda- 
dera, no  anula  la  deuda  (Gód.  Civ.  500  á  502).  De  modo  que,  para  que  la 
presente  constituya  una  disposición  peculiar  á  los  documentos  endosa- 
bles»  debe  entenderse  como  que  ni  aun  la  falta  absoluta  de  causa  puede 
oponerse  al  tercero  de  buena  fé.  Asi,  este  art.  debió  fundirse  en  el  602 
ó  en  el  inciso  2®  del  736,  modificando  su  texto  convenieutemente  y  se  ha- 
lla aquí  fuera  de  lugar.  En  el  Gód.  anterior  su  oportunidad  se  esplicaba 
como  escepcion  á  la  regla  general  que  le  precedía.  Yó  la  l«r  nota  á  dicho 
602.  £1  454  pudo  mas  bien  colocarse  aquí.  De  nuestro  art.  resulta  que 
si  una  obligación  de  juego  ó  apuesta  (vé  78  y  80)  hubiese  sido  revestida 
como  titulo  á  la  orden,  el  suscritor  debe  pagarla  al  portador  de  buena  fé 
(Gód.  Giv.  2059).    Gomp.  el  presente  con  el  626  nP  3»  y  628. 

(779)  En  el  sentido  de  que  las  partes  no  pueden  retractarse  (inc  2^) ; 
puesto  que  la  intervención  del  corredor  no  puede  tener  el  singular  efecto 
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aceptado,  sin  reaesm,  ni  condición  alguna,  ^^^  las  propuestas 
del  corredor.  Espresada  la  aceptación,  ^^^  no  puede  tener 
lugar  el  arrepentimiento  de  las  partes.  '^^^  V.  201.  De  E.  242 
N.  E.  66.  P.  261. 

Abt.  214 

La  correspondencia  telegráfica  se  rige  por  las  mismas  dis- 
posiciones relativas  á  la  epistolar,  para  la  celebración  de  con- 
tratos y  demás  efectos  jurídicos  '^^^, 

de  anticipar  el  momento  legal  de  la  perfección  de  un  contrato;  cuanto  éste 
sea  real,  como  el  contrato  de  cambio,  el  mutuo,  el  depósito,  &.  (vó  674, 
690  y  771),  ó  cuando,  por  disposición  de  la  ley  (vé  210)  ó  por  convenio 
de  las  partes,  la  escritura  sea  una  forma  esencial  al  acto. 

(780)  Es  decir,  pura  y  simplemente;  porque,  cualquiera  modificación 
que  se  hiciere  en  la  oferta  al  aceptarla,  importa  la  propuesta  de  un  nue- 
vo contrato  (Cód.  Civ.  1162)  :  vé  mi  nota  á  él. 

(781)  No  es  el  caso  de  esperar  que  la  aceptación  sea  enviada  al  propo- 
nente, porque  se  supone  que  los  contratantes  se  encuentran  el  uno  frente 
al  otro,  tratando  personalmente  ó  cerrando  el  contrato  sobre  las  bases  can- 
jeadas por  el  corredor  ó  corredores  que  prepararon  el  acto. 

(782)  Espresada  mutuamente  la  aceptación  ninguno  de  los  interesados 
podrá  arrepentirse;  y  por  el  contrario,  hasta  ese  momento  es  oportuna  la 
retractación.  Vé  el  1160  del  Cód.  Civ.  con  mis  notas,  y  el  605  del  presente. 

(783)  He  aquí  una  disposición  que,  por  su  obscura  y  pésima  redacción 
tanto  como  por  su  fondo,  es  una  de  las  peores  agregadas  al  Cód.  anterior. 

Las  disposiciones  que  en  nuestro  Código  existen  relativas  á  la  corres- 
pondencia epistolar,  son  las  siguientes:  33  n»  3<>,  43  inc.  1»,  61, 52, 149  inc. 
2«,  246,  249, 298  n»  6®  y  6  i9  del  presente,  y  las  disposiciones  del  Cód.  Civ 
sobre  documentos  privados  (1012  á  1036)  y  especialmente  el  1066.  Bien, 
pues,  nuestro  art.  quiere  significar  que,  para  el  efecto  de  la  conclusión 
de  actos  jurídicos  y  para  los  demás  efectos  legales  ó  de  derecho,  la  cor- 
respondencia telegráfica  está  equiparada  á  la  epistolar,  ó  en  otros  térmi- 
nos, que  en  derecho  un  despacho  telegráfico  ó  telegrama  es  igual  en  sus 
efectos  á  una  carta;  y  por  consigaiente,  siempre  que  en  una  disposición 
de  una  ley  ó  Código  mercantil  se  hable  de  carta  y,  en  general,  de  docu- 
mento privado,  debe  hacerse  estensiva  al  telegrama,  sea  ó  nó  simple,  re- 
comendado ó  colacionado.  Ahora  bien,  siendo  tan  distinto  un  telegrama 
de  una  carta,  basta  concretar  la  disposición  de  nuestro  artículo  para  que 
resalte  su  absurdo  y  la  trascendencia  del  error  de  una  ley  tan  divorciada 
de  la  realidad  de  los  hechos.    Efectivamente,  una  carta  es  ó  puede  ser 
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escrita  de  paflo  y  letra  de  su  autor  y  oaando  menos  estará  firmada  4b  «i 
pu&o  y  letra,  estará  impresa  en  el  libro  copiador,  el  papel  podrá  ser  con 
frecuencia  identificado  por  su  materia,  forma,  viñeta  ó  anagrana,  y,  aun 
por  análogas  circunstancias  del  sobre,  por  un  certificado  ú  otras  constan- 
cias del  correo  y  hasta  por  el  dia  de  la  llegada. 

Todas  esas  circunstancias,  que  ofrecen  otras  tantas  garantías  de  verdad 
y  exactitud  para  los  que  contratan  mediante  la  correspondencia  epistolar, 
faltan  completamente  en  la  telegráfica.  En  el  contrato  por  carta  no  existe, 
de  ordinario,  otro  intermediario  que  la  carta,  mientras  que  en  un  tele- 
grama, suponiendo  que  sea  entregado  personalmente,  y  que  no  haya 
necesidad  de  retrasmisiones  del  despacho  por  causa  de  la  distancia  ó  por 
diversidad  de  linea,  hay  necesariamente  tres  intermediarios  que  son  el 
telegrafista  que  debe  trasmitir  el  telegrama,  el  que  debe  recibirlo  y  el 
mensajero  que  debe  llevarlo  al  domicilio  del  destinatario,  excepto  en  el 
raro  caso  que  éste  se  hallase  presente  en  la  oficina  d  e  recepción  del  des- 
pacho. Todavía,  pueden  intervenir  dos  empleados  mas,  uno  que  reciba  el 
despacho  para  llevarlo  al  que  ha  de  trasmitirlo,  y  otro  que  tome  el 
telegrama  de  mano  del  telegrafista  de  la  oficina  de  recepción  y  lo  pase  á 
otro  para  que  lo  entregue  al  mensajero;  suponiendo  siempre  que  el 
interesado  entregue  su  despacho  personalmente  y  que  no  haya  necesidad 
de  retrasmision.  Con  tantos  intermediarios  se  comprende  la  posibilidad 
de  errores,  sustituciones  y  fraudes,  y  el  gravísimo  error  que  se  ha  co- 
metido al  igualar  im  telegrama  (especialmente  cuando  es  simple)  y  una 
carta.  Descartando  el  fraude,  que  aun  cometido  por  un  tercero,  es  causa 
de  nulidad  del  acto  (Gód.  01  v.  936  y  su  arg.),  quedan  todavía  las  sustitu- 
ciones y  los  errores  de  toda  clase,  y  aun  los  fraudes  no  son  personales  de 
las  partes  (lo  supongo)  y  son  mucho  mas  posibles  que  en  la  correspon- 
dencia epistolar.  Agregúese  que  la  forzosa  concisión  de  los  telegramas 
favorece  los  errores  en  su  inteligencia  y  hace  mas  trascendental  cualquier 
cambio  que  sufran  al  ser  trasmitidos.  Así,  Vidari  ^no*  1964  y  1965)  ha 
podido  decir  que,  aunque  haya  afinidad  entre  la  correspondencia  epistolar 
y  la  telegráfica,  existe  entre  ellas  esta  notalnlíeima  diferencia,  y  es  que  el 
telegrama,  á  causa  de  tener  que  pasar  por  varias  oficinas  intermediarias, 
no  ofrece  seguridad  de  que  sea  una  fiel  reproducción  del  despacho  origi- 
nal, y  presenca  asi  menor  fé  que  la  carta,  lo  cual  ejerce  una  influencia  no* 
tabüíaima  sobre  la  diversa  fuerza  probatoria  de  uno  y  otra.  Y  Vidari, 
termina  estableciendo  con  Meili  y  Serafini,  que  el  despacho  entregado  al 
destinatario  no  tiene  mas  fuerza  probatoria  que  la  de  un  puro  y  simple 
testimonio,  y  no  adquirirá  la  eficacia  probatoria  de  la  escritura  privada 
.^o  mediante  su  conformidad  con  el  original  suscrito  por  el  remi- 
tente ó  por  éste  enviado  á  la  oficina  telegráfica  para  su  espedlcion: 
nos  1967, 1970  y  1966).  De  que  resulta  que  un  telegrama,  con  mas  razón 
que  una  copia  siquiera  sea  legalizada,  tiene  una  débil  fuerza  probatoria, 
y  que  toda  la  eficacia  reside  en  el  documento  privado  del  despacho  origi- 
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nal;  lo  que  constituye  ya,  como  dice  Vidari,  una  notabilísima  diferencia 
con  la  correspondencia  epistolar.  Otra  diferencia  será  que  la  ñrma  de  un 
telegrama  no  estará  sujeta  á  reconocimiento  judicial  ni  á  cotejo  y  compa- 
ración de  letra,  como  están  las  cartas  suscritas  por  la  parte  (Cód.  Civ.  1031 
y  1033),  por  la  evidente  razón  de  que  la  letra  y  la  firma  del  despacho 
entregado  al  destinatario  son  del  empleado  de  la  oficina  receptora  y  no  del 
remitente.  Por  otra  parte,  cuando  hubiese  variación  entre  el  despacho 
trasmitido  á  la  primera  oficina  y  el  recibido  en  la  siguiente,  tendría  que 
darse  la  preferencia  mas  bien  al  testo  de  la  1*  trasmisión  que  al  de  la  si- 
guiente ó  siguientes  ;  lo  caal  clavetea  las  conclusiones  establecidas.  Por 
último,  las  disposiciones  de  la  ley  nacional  de  telégrafos  (41  á  47)  y  las 
del  sabio  Cód.  italiano  (45  á  47),  seguidas  con  algunas  vanantes  en 
mi  Proy.  de  Cód.  (147  á  149),  ó  desautorizan  el  principio  establecido 
en  el  presente  art.,  ó  están  mui  distantes  de  apoyarlo,  y  es  mui  sensi- 
ble que  no  se  hayan  adoptado  las  disposiciones  de  aquel  Código,  como  se 
ha  hecho  en  los  de  Portugal  y  Rumania.  Puede   verse    á  Mancini,  d9 

xxxvni. 

Así,  no  pueden  aplaudirse  las  disposiciones  de  los  art<»  41  y  47  de  la 
ley  nacional,  que  darán  ocasión  á  injusticias  ó  á  que  se  escuse  á  dar  ór- 
denes ó  proponer  negocios  por  la  via  telegráfica.  Por  qué  ha  de  responder 
el  remitente  de  los  hechos  de  un  empleado  público  que  sólo  duende  del 
P.  E.  que  lo  nombró,  sobre  todo  cuando  ha  tenido  la  precaución  de  ha- 
cer colacionar  ó  autografíar  su  despacho?  Comp.  con  184.  B.especto  á 
las  dificultades  que  se  sasciten  con  motivo  de  la  redacción  de  los  telegra- 
mas, convengo  con  el  are.  43  de  dicha  ley  en  que  sean  resueltas  según 
las  reglas  de  interpretación,  gramatical  ó  lógica,  que  rigen  las  escrituras 
en  general  (Yidari,  n*'  1964),  suponiendo  que  el  testo  sea  conforme  con 
el  despacho  original;  mas  cuando  difieren,  no  parece  racional  que  se  pres- 
cinda de  este  último. 

Según  el  art.  42  los  contratos  celebrados  por  telégrafo  se  perfeccionan 
de  la  misma  manera  que  los  celebrados  por  cartas;  lo  cual  es  cierto  en 
principio;  pero  está  muy  distante  de  apoyar  la  disposición  general  de 
nuestro  art. 

Es  verdad  que  en  el  art.  44  de  la  ley  nacional  se  acuerda  la  misma 
validez  (entiéndase,  eficacia)  á  las  órdenes  é  instrucciones  para  contratar 
y  proceder  ante  la  justicia,  cuando  son  dadas  por  medio  del  telégrafo  que 
cuando  lo  son  mediante  cartas:  pero  se  requiere  que  el  despacho  sea  en- 
tregado á  la  persona  á  quien  vaya  dirigido;  y  en  los  art»»  82  á  86  se  dis- 
ponen varias  precauciones  y  medidas  para  constatar  la  identidad  de  la 
persona  del  remitente.  También  en  los  art<»  45  y  46  se  requiere  la  le* 
galizacion  de  un  escribano  y  otras  garantías  (vé  art.  87  y  91)  en  los 
despachos  y  órdenes  de  las  autoridades,  ó  no  se  permiten  en  determi* 
nado»  casos. 

Fácil  sería  citar  machas  disposiciones  de  las  leyes  que  alcanzan  á  al 
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Abt.  215 

El  consentimiento  manifestado  á  nn  mandatario  ó  emisario 
para  na  acto  de  comercio,  obliga  á  qmen  lo  presta,  aún 
antes  de  trasmitirse  al  que  mandó  el  mensajero.  ''^^  Y.  206. 
Massé  n9  1451.  Delamarre,  n^  94. 

Abt.  216 

La  ooadioion  resolutoria  se  entiende  implícitamente  com- 
prendida en  todos  los  contratos  bilaterales  6  sinalagmáticos, 
para  el  caso  ea  que  una  de  las  partes  no  cumpla  su  compro- 
miso. '^^^  Mas  en  los  contratos,  en  que  hay  hechos  ya  realiza- 
dos, los  que  se  han  cumplido  quedan  firmes  y  producen,  en 
cuanto  á  ellos,  las  obligaciones  del  contrato.  '^^^ 

correspondencia  epistolar  y  no  son  aplicables  á  la  telegráfica ;  pero  creo 
suficiente  con  lo  espuesto. 

(784)  Esta  disposición  no  debiera  figurar  en  el  Cód.  de  Oom.  y  no  figu- 
ra en  Cód.  alguno,  porque  su  primera  parte  está  legislada  en  el  Cód.  Civ. 
y  la  2*  es  puramente  doctrinaria.  Quién  ha  dudado  jamás  que  el  contrato 
celebrado  con  mi  mandatario  con  poder  bastante  obliga  á  la  otra  parte, 
aun  antes  de  que  me  sea  comunicada  la  conclusión  del  contrato  ?  Preci- 
samente, el  mandatario  es  puesto  para  celebrar  el  contrato  mismo  (Cód. 
Civ.  1869)  y  no  para  realizar  un  proyecto,  un  contrato  preliminar  ó  uno 
ad  referendum.  Así,  este  art.,  cuya  redacción  es  obscura  y  mala,  ñié  eli- 
minado ya  por  la  Comisión  de  1873  y  no  ha  debido  figurar  ni  aquí  ni  en 
el  título  del  mandato. 

(785)  Como  la  Comisión  de  Códigos,  en  las  pág.  XXVI  y  XXVII  de  su 
Informe^  habla  del  mantenimiento  de  esta  sabia  y  trascendental  disposi- 
ción como  si  se  tratara  de  una  inspiración  propia  y  diserta  sobre  conside- 
raciones emitidas  anteriormente  por  mi,  reivindicando  la  iniciativa  de  mi 
Proy.  de  Cód.,  con  frecuencia  desconocida,  debo  decir  que  este  artículo, 
suprimido  inconsultamente  por  la  Comisión  de  1873,  fué  restablecido  en 
el  art.  117  de  mi  dicho  Proyecto,  y  fundado  con  la  siguiente  nota,  que 
testualmente  reproduzco  un  poco  mas  abajo.  Por  lo  demás,  esta  disposi- 
ción, opuesta  hasta  cierto  punto  á  la  del  Cód.  Civ.  1204  &  (vé  142*2,  605, 
608  á  613  y  615),  demuestra  que  nada  prueban  las  generalidades  consig- 
nadas en  las  pág.  XI  y  XII  de  dicho  Informe  y  especialmente  la  siguiente 
proposición:  ^El  derecho  racional  y  la  utilidad  general,  que  son  las  fiíen- 
"  tes  y  razones  de  las  leyes  civiles,  lo  son  al  mismo  tiempo  de  las  comer- 
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"cíales,  de  donde  resulta  que  8U8  prescripciones  tienen  que  coincidir  f 
^  identificarse  '*  (y  entonces,  por  qué  las  contradice  nuestro  art.,  en  vez  de 
coincidir  é  identificarse  con  ellas  ?) 

"  Compara  con  el  artículo  246  argentino,  1389  del  Proyecto  de  Acevedo; 
1042  del  Proyecto  de  Goyena;  Código  de  Comercio  alemán,  354  y  355; 
42  y  67  italianos ;  Ley  58  título  b^  partida  5^ ;  Código  Napoleón,  artículo 
1184  y  en  general  los  Códigos  europeos.  Véase  á  Vidari  n"»«  1910  y  1911, 
En  contra  el  Código  de  Austria,  el  artículo  1204  del  Código  Civil  argen- 
tino, Domat  y  Freitas. 

^*  La  Reforma  ha  eliminado  en  su  Proyecto  todos  aquellos  artículos  re- 
lativos á  las  obligaciones  y  su  estincion,  sobre  mandato  y  otros  contratos 
legislados  en  el  Código  Civil,  en  la  erradísima  persuasión  de  que  la  legis- 
lación comercial  es  una  dependencia  de  la  civil. 

"  Con  criterio  tan  absoluto  se  proyecta  la  supresión  de  muchas  disposi- 
ciones que  han  debido  conservarse  en  el  Código  de  Comercio.  El  artículo 
246  argentino  es  un  ejemplo  de  esas  supresiones  inconsideradas. 

"  Efectivamente,  no  es  dudoso  que  su  disposición  es  en  materia  comer- 
cial mucho  mas  preferible  á  la  opuesta  del  Código  Civil,  porque  no  obliga  al 
comerciante  á  pedir  precisamente  el  cumplimiento  del  contrato,  y  deján- 
dole juez  de  su  propia  conveniencia,  que  nadie  sabrá  apreciar  como  él,  le 
permite  escoger  entre  la  resolución  ó  el  cumplimiento  de  lo  pactado.  El 
ocurso  necesario  á  la  justicia  perjudica  al  comercio  mas  que  á  nadie,  y 
la  ejecución  necesaria  del  contrato,  hecho  con  personas  insolventes  ó  de 
mala  fé,  puede  ser  muy  gravosa  á  un  comerciante.  Por  esto  la  disposición 
de  nuestro  art.  es  el  derecho  común  del  comercio  en  todas  partes.  ÁddCj 
Lehr,  Derecho  alemán,  pág.  293  y  Cód.  de  Minería,  pág.  303,  359  y  364. " 

La  doctrina  del  presente  art.  informa  las  disposiciones  de  muchos  otros 
(243  inc.  2o,  419  n»  4o,  455  §  últ.,  467,  468  inc.  2o,  469,  526,  1016,  1049, 
1061,  1092  á  1097,  llUO,  1111  no  3o,  1224,  1483  y  1484)  y  del  1430  del 
Cód.  Civil. 

Supresiones  indebidas  del  Cód,  anterior.  No  han  debido  suprimirsa  y  de- 
ben ser  consultados:  el  210  inc.  2®,  que  no  trae  el  Cód.  Civil  y  de  que  es 
una  aplicación  el  1048  del  mismo ;  el  inc.  2o  del  221,  que  dice :  "  El  co- 
^  merciante  que  se  encarga,  por  cualquier  titulo,  de  la  guarda  ó  cuidado 
'■^  de  las  mercaderías,  se  considera  que  sabe  lo  que  necesita  para  su  con- 
"  servacion,  y  es  responsable  si  dejare  de  hacerlo  "  (vé  mi  Proy.  de  Cod. 
122  con  la  nota);  el  227,  que  es  mas  completo  y  esplícito  que  el  1196  del 
Cód.  Civ.  (vé  118  de  mi  dicho  Proyecto,  donde  trato  de  la  acción  pauliana) 
y  es  de  frecuente  aplicación  en  derecho ;  los  art.  235  y  237,  que  explican 
el  503  de  dicho  Código ;  el  245,  en  cuanto  establece  que,  cumplida  la  con- 
dición resolutoria  los  frutos  se  compensan  con  los  intereses ;  el  250,  según  el 
cual,  siendo  feriado  el  dia  del  vencimiento,  la  obligación  es  exigible  el 
inmediato  que  no  lo  fuere  (vé  el  613  del  presente) ;  los  art.  262,  274  y  276 
sobre  solidaridad  y  el  283  sobre  obligación  indivisible ;  el  288  inc.  3o  y 
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293,  sobre  cláusula  penal  (Mi  Proy.  de  Cód.  115  y  116).  Estas  y  muchí- 
simas otras  dísposicioues  modernas,  llenas  de  sabiduría,  han  debido  in- 
sertarse en  el  presente  Código,  y  suprimirse  unos  cien  artículos  inútiles, 
ó  que  contienen  disposiciones  doctrinarias  y  de  derecho  común.  Véase  la 
Introducción. 

(785)  En  el  sentido  de  que  el  contrayente  á  quien  se  ha  faltado  podrá 
optar  entre  exigir  la  ejecución  del  contrato  ó  su  resolución  total  con  la 
iudemnizacion  de  daños  é  intereses  (vé  §  i^  inc.  2^  y  467  inc.  1®) ;  pudien- 
do  adoptar  este  segundo  medio,  aun  en  el  caso  en  que  habiendo  elegido 
el  primero,  no  fuere  posible  el  cumplimiento  de  la  obligación  (Mi  Proy. 
de  Cód.  117.  Goyena,  1042.  Laurent,  XVII  n»  139  y  opinión  corriente). 
No  obsta  la  máxima  electa  una  via  non  datur  egressus  ad  alteram  (vé  nota 
477).  Vé  1241  inc.  2°.  Es  claro  que  no  podría  pretenderse  una  resolución 
parcial.  Este  artículo  es,  con  escepcioii  de  los  tres  renglones  siguientes, 
traducido  palabra  por  palabra  del  1184  del  Cód.  Napoleón,  y  copiado  del 
Proyecto  de  Cód.  Civ.  del  Dr.  Acevedo  1389,  con  el  mismo  error  de  im- 
prenta, y  así,  para  mas  amplios  esclarecimientos,  deben  ser  consultados 
los  muchos  comentarios  de  aquel  Cód.  (Demolombe,  XXV,  489  á  546. 
Laurent,  XVII,  122  á  155  j  &  &). 

Nuestro  inciso  puede  quedar  sin  efecto  mediante  convención  de  las 
partes.    Demol.  n^  546;  ¿k, 

(786)  Esta  es  una  adición  hecha  al  texto  del  art.  francés  y  difícilmente 
será  susceptible  de  una  ejecución  completa.  Cierto  es  que  los  hechos 
quedarán  consumados;  pero  no  lo  es  igualmente  que  ellos  produzcan,  en 
cuanto  á  elloSj  las  obligaciones  del  contrato,  ó  en  otros  términos  que,  en 
cuanto  á  ellos,  sea  eficaz  el  contrato,  porque  el  contrato  no  se  resuelve 
parcialmente,  sino  totalmente  y  con  efecto  retroactivo  (Cód.  Civ.  543  y 
2669);  ya  que  es  de  la  esencia  de  la  condición  resolutoria  restituir  las 
cosas  al  estado  en  que  se  encontraban  en  el  momento  del  contrato  (Lau- 
rent, XVn  n^'  145;  &),  al  modo  de  lo  que  sucede  en  los  actos  anulados 
(Cód.  Civ.  1062  á  1055).  Así,  diré  al  pasar,  que  esos  art.  del  Cód.  Civ.  y 
el  art.  2671  del  mismo  son  el  natural  complemento  del  presente  (I  y  207). 
La  Corte  de  Csbsacion  francesa  resolvió  que  el  efecto  retroactivo  se  apli- 
caba aun  á  los  actos  de  esplotacion  y  goce  de  una  hullera  (vé  á  Laurent, 
TOP  146);  pero  creo  que  nuestro  inciso  exige  que  adoptemos  la  solución 
opuesta  que  fué  sostenida  por  la  Corte  de  Lyon;  y  que  establezcamos  con 
el  A.  359,  que  ^  cuando  resulte  de  las  circunstancias  y  en  especial  de  la 
"  naturaleza  del  contrato,  de  la  mira  de  los  contratantes  y  de  la  natura- 
^  leza  del  objeto  á  entregarse,  que  la  ejecución  del  contrato  es  divisible 
"  para  ambas  partes,  el  uno  de  los  contratantes  no  puede  renunciar  al 
"■  contrato  (ó  pedir  su  resolución)  sino  en  la  parte  no  ejecutada  por  la 
'  otra."  Véase  en  apoyo  de  parte  de  lo  dicho,  á  Demolombe,  n<»»  517  bis 
y  639  á  541. 


/" 
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Siendo  implícita  la  condición,  el  contrato  no  se  )*esaelve 
ipso  jure,  como  cuando  se  ha  pactado  la  condición  resolutoria.  '^^ 
La  parte  á  quien  se  ha  faltado  puede  optar  entre  forzar  á  la 
oti-a  á  la  ejecución  de  la  convención,  cuando  es  posible,  '^^^ 
ó  pedir  la  restitución  ^^®  con  daños  y  perjuicios. 

La  resolución  debe  reclamarse  judicialmente,  ^^  y  según 
las  circunstancias,  pueden  los  tribunales  conceder  un  plasso  al 
demandado.  7»^»  V.  246  inc.  lo.  á  S».  Acevedo  1389.  Cód.  Napo- 
león 1184. 


(787)  Y  la  resol  ación  debe  demandarse  judioialmente.  La  razón  de  la 
diierencia  es  que  el  pacto  es  una  ley  para  ambas  partes,  mientras  que 
nuestro  art.  se  limita  á  acordar  una  opción  á  favor  del  acreedor  y  contra 
la  parte  que  no  cumple  con  su  obligación.  Pero  nadie  creerá  que  inter- 
viniendo pacto  comisorio,  d  acreedor  no  tiene  necesidad  de  demanda  judicial 
para  que  se  le  entregue  la  cosa  objeto  dd  contrato,  como  candidamente  dice 

cierto  profesor  de  derecho  civil,  colgándole  el  milagro  á  Laarent  y  De- 
molomoe. 

(788)  Cuando  aparezca  desde  luego  la  imposibilidad,  sería  escusado 
pedir  la  ejecución  de  la  obligación,  y  lo  mismo  debe  decirse  cuando  pe- 
dida la  ejecución  judicialmente,  no  fuese  posible  obteoer  el  cumplimiento 
(vé  notas  786  y  ?86). 

(789)  Debe  leerse  resolttcion,  en  vez  de  restitución;  porque  de  resolución 
se  trata,  porque  la  restitución  puede  ser  imposible  en  todo  ó  en  parte  (vé 
notas  786  y  788)  y  porque  resolución  dice  el  articulo  francés  que  se  ha 
traducido  aquí  palabra  por  palabra.  El  vocablo  restitución  es  un  error 
de  copia  ó  impresión,  que  existía  ya  en  el  Proy.  de  Cód.  Civil  del  Dr. 
Acevedo  y  se  viene  reproduciendo  sin  protesta,  como  el  condenado  (en 
vez  de  condonado)  del  viejo  art.  1596  inc.  2^  y  varios  otro^  que  se  encuen- 
tran en  las  ediciones  del  Código  anterior,  y  que  en  el  presente  son  nume- 
rosos. En  caso  de  quiebra  del  comprador  cesa  el  derecho  de  pedir  la 
resolución  (1503  inc.  1»). 

(790)  Si  las  partes  no  se  entienden  extrajudioialmente. 

(791)  Es  un  error  y  una  inconsecuencia  grave  haberlo  establecido  asi. 
Eq  el  Cód.  anterior,  que  autorizaba  al  juez,  '*  en  consideración  á  la  oali- 
"  dad  y  fortuna  del  deudor,  á  conceder  dilaciones  moderadas  para  el  pago 
'  y  auQ  permitir  que  se  verificara  por  partes  "  (art.  927),  se  explica  la 
disposición  de  nuestro  inciso;  pero  siéndole  negadas  tales  facultades  por 
el  Cód.  Civ.  sancionado  posteriormente  (vé  742,  750  y  nota  del  Dr.  Yelez- 
Sarsfíeld  al  755  de  dicho  Cód.),  no  ha  debido  concederse  al  juez  la  autori- 
zación para  otorgar  un  plazo  al  demandado;  no  sólo   para    guardar 
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Abt.  217 

'  Las  palabras  de  los  ooatratos  y   convenciones  ''^  deben  en- 
tenderse en  el  sentido  qae  les  dá  ol  uso  general,  ^^  aunque  el 

consecuencia  y  observar  rellgíosaniente  las  condiciones  del  contrato,  que 
ee  la  ley  de  los  contrayentes  (1197  de  dioho  Cód.),  sino  porque  el  comercio 
vive  de  la  puntualidad  en  el  cumplimiento  del  compromiso  contraido  y  un 
pago  tardío  puede  traer  la  ruina  de  muchos  comerciantes  que  se  encuen- 
tren ligados  p^MT  sus  negocios,  siendo  éste  precisamente  uno  de  los  motivos 
que  fundan  el  derecho  á  pedir  la  resolución.  £1  mismo  espíritu  anima  la 
disposición  del  614.  Así,  el  I.  que,  en  la<3  obligaciones  comerciales  niega 
al  juez  la  facultad  de  acordar  una  próroga  que  le  es  concedida  en  el  Cód. 
Civ.  1165,  tampoco  se  la  acuerda  en  la  resolución  de  una  venta  (vé  42  y  67 
del  citado  Cód.  de  (Jom.  italiano).  Idéntica  es  la  disposición  de  mi  Proy.  de 
Cód.  117,  y  estoy  persuadido  de  que  la  contenida  en  el  presente  inciso  es 
perjudicial  á  los  intereses  del  comercio  y  desvirtúa  mucho  la  importancia 
del  derecho  de  resolución.  Yé  el  139  de  dicho  Proy.  Deben,  pues,  los  jueces 
ser  muí  parcos  en  el  ejercicio  de  una  facultad  de  tan  graves  consecuen- 
cias y  que  le  está  negada  por  derecho  común. 

(792)  Siendo  la  palabra  convención  sinónima  de  contrato  en  su  acep- 
ción lata  (vé  mi  nota  al  1137  del  Cód.  Civ.),  ha  debido  usarse  de  este 
último  vocablo;  y  si  se  considera  que  el  término  convención  es  mas  gené- 
rico y  comprensivo,  ha  debido  sustituirse  en  el  rubro  de  este  Libro  II 
(vé  nota  745). 

(793)  Del  público  en  general,  y  del  comercio  en  particular.  El  n«  6® 
del  art.  218  viene  á  ser  así  el  complemento  del  presente.  Pero  si  en  las 
palabras  hubiera  ambigüedad,  se  seguirán  las  reglas  de  dicho  art.  Una 
ley  del  Digesto  (23  tít.  3  lib.  1»)  dice:  Minime  sunt  mutanda  quct  interpre- 
tationem  ceriam  semper  habuerunt;  otra  (L.  7  §  2  tít.  10  lib.  33)  establece. . . 
non  ex  opinionibus  singuiarum  sed  ex  communi  usu  nomina  exavdiri  deberé; 
y  la  Begla  34  del  propio  Digesto  dice:  semper  in  sHptUationibua  et  in  casteris 
contractibus  id  aequimur. . .  quod  in  regione  in  qua  actum  est  freqtientatw. 
Cuando  el  uso  ha  adoptado  ciertos  términos,  que  por  lo  mismo  quedan 
establecidos  para  significar  determinados  actos  é  ideas,  no  debe  dárseles 
el  sentido  que,  en  la  acepción  vulgar,  espresaría  distinto  pensamiento. 
Este  principio,  dice  Sampaio,  pág.  171,  que  en  derecho  civil  es  de  rigor, 
lo  es  aun  mas  en  el  comercio,  en  que  la  fraseología  adoptada  para  sus 
actos  podría  conducir  á  conclusiones  contrarias  á  la  intención  de  los  in- 
teresados, si  fuese  permitido  tomarlas  en  sentido  vulgar  [Vé  el  art.  Y  con 
sus  notas  y  el  218  b9  6°  con  las  suyas].  Y  el  B.  130  dispone:  "las  palabras 
"  de  los  contratos  y  convenciones  mercantiles  deben  entenderse,  en  un 
"  todo,  según  la  costumbre  y  el  uso  recibido  en  el  comercio,  y  por  el  modo 
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obligado  pretenda  que  las  ha  entendido  de  otro  modo.  ''^  V. 
296.  Acev.  1365.  De  B.  130.  P.  266.  E.  247.  N.  E.  57. 


Abt.  218 

Siendo  necesario  interpretar  las  cláusulas  de  un  contrato, 
servirán  para  la  interpretación  las  bases  siguientes: 

lo  Habiendo  ambigüedad  en  las  palabras,  debe  buscarse 
mas  bien  la  intención  común  de  las  partes  que  el  senti- 
do literal  de  los  términos;  '^^^  Acev.  allí.  Napoleón  1 166. 
A.  278.  S.  16. 

2^  Las  cláusulas  equivocas  ó  ambiguas  deben  interpretarse 
por  medio  de  los  términos  claros  y  precisos  empleados 
en  otra  parte  dbl  mismo  escrito,  cuidando  de  darles,  no 
tanto  el  significado  que  en  general  les  pudiera  conve- 

"  y  sentido  en  que  los  comerciantes  acostumbran  explicarse,  aunque  en- 
"  tendidas  de  otra  suerte,  puedan  significar  otra  cosa*'.  Se  ha  dado  otra 
versión  de  este  art 

(794)  Lo  contrario  importaría  subordinar  al  criterio  del  obligado  el  de 
los  demás  contratantes.  Si  se  equivocó,  que  él  solo  sufra  las  consecuen- 
cias de  su  error,  pues  nemo  ex  alteriua  fado  prcsrogari  debet. 

(795)  Esta  es  la  regla  de  las  reglas  (Montaigne),  la  ley  de  las  leyes 
modernas,  y  mas  bien  que  una  regla  de  interpretación  es  el  propósito 
mismo  y  el  fin  de  ésta;  pues  asi  como  la  verdadera  inteligencia  de  una 
ley  es  la  que  se  acuerda  con  la^oluntad  del  legislador,  así  la  interpreta- 
ción recta  de  una  convención  es  la  que  se  conforma  con  la  voluntad  de 
los  contratantes,  que  por  ser  el  fiat  de  la  obligación,  constituye  la  ley  de 
los  contratos  (Gód.  Civ.  1197,  1198,  835,  625, 541  y  533).  El  Cód.  Napoleón 
ha  vertido  la  máxima  romana:  in  conventionibíM  contraJientium  voluntatem 
potius  quam  verba  spectari  placuit  L.  219  tít.  16  lib.  50  Dig.  Prior  atquepo- 
tentior  est  quamvox,  mens  dicentis.  Véase  el  Cód.  Napoleón  1156.  Pero,  para 
la  aplicación  de  nuestra  regla  es  preciso  que  exista  ambigüedad  en  las 
palabras,  pues  no  habiéndola,  se  estará  al  sentido  natural  de  los  términos, 
á  su  significación  usual  y  corriente,  si  no  tuvieren  im  significado  técnico 
(vé  217  y  nota  793).     Cum  in  verbis  nuUa  ambiguitas  est  non  dd>et  admiUi 

volu/ntas  quosstio.  L.  26  §  1»,  üb.  32  Dig.  Fiore,  Pubblicazione ed  Ínter- 

pretaziane  delle  leggi,  no«  938,  941,  942,  944  y  945. 


ART.  218  2B9 

nir,-  cttanto  el  que  corresponda  por  el  coatesto  general;  ^^^ 
Acev.  1368.  Civ.  1. 1 1 33.  E.  249, 1»  B.  131  n^  II.  P.  258  no  I. 

3o  La3  cláasulas  susceptibles  de  dos  sentidos,  del  uno  de 
los  cuales  resultaría  la  validez,  y  del  otro  la  nulidad 
del  acto,  deben  entenderse  en  el  primero;  ^^'  Acev. 
1367  inc.   lo.  Vé  Napoleón  1167.-  L.  2  tít.  33.  Part.  7. 

Si  ambos  dieran  igualmente  validez  al  acto,  deben  tomar- 
se en  el  sentido  que  mas  convenga  i  la  naturaleza  de 
los  contratos,  ''^^  y  á  las  reglas  de  la  equidad;  '®^  Acev. 
allí  inc.  2o. 

(796)  Lo  que  dijo  Celso  de  las  leyes,  incivUe  est  nisi  tota  lege  p  rspecta 
una  aliqui  partícula  proposita  judicare  vel  responderé^  es  cierto  con  relación 
&  todo  acto  jurídico  y  á  todo  escrito,  cuyas  partes  constituyan  un  todo 
¿nico.  No  siendo  dado  vaciar  su  pensamiento  en  una  frase  única  ó  en 
una  fórmula  sistemada  é  irreprochable,  es  fuerza  verterlo  en  cláusulas 
distintas  aunque  encadenadas  entre  si.  De  aquí  la  necesidad  de  estudiar 
el  contexto  todo,  de  modo  que,  ilustrándose  unos  pasajes  por  otros  y 
penetrando  así  la  verdadera  intención  de  los  contrayentes,  se  pueda 
apreciar  el  exacto  alcance  del  documento  ó  de  la  cláusula  ambigua.  La 
L.  126,  tit.  16  lib.  50  del  Dig.  trae  un  ejemplo  de  esta  regla.  Es  fuera 
de  duda  que  el  examen  aislado  de  las  cláusulas  nos  llevaría  á  las  inter- 
pretaciones mas  estrañas  y  arbitrarias,  y  Voltaire  pudo  decir  "  si  me  dan 
el  padre  nuestro  para  examinarlo  á  pedazos  he  de  probar  que  cada  uno 
de  éstos  es  una  heregía. " 

(797)  Cuando  una  cláusula  sea  susceptible  de  dos  ó  mas  sentidos  inte- 
ligibles, deberá  aceptarse  el  que  asegure  la  eficacia  del  acto  de  comercio 
y  desecharse  el  que  causaría  la  nulidad  del  mismo:  ut  res  de  qua  agitur 
magis  valeat  quam  pereat  (L.  12  tít.  5  lib.  34  D.)  vel  in  tuto  sit  (L.  80  tít.  1 
lib.  45).  Vé  L.  2  tít.  33  Part.  7».  Porque  no  puede  suponerse  razonable- 
mente que  se  haya  querido  celebrar  un  acto  vano  é  irrisorio,  y  lo  con- 
trario importaría,  no  interpretar  el  acto,  sino  matarlo.  El  art.  francés  y 
la  L.  de  Partida  van  hasta  preferir  el  sentido  que  sea  favorable  á  la 
validez  de  la  cláusula.  Por  lo  demás,  se  reconoce  que  vale  mas  sacrificar 
la  cláusula  y  nó  la  convención  ó  la  voluntad  evidente  de  los  contrayentes, 
y  declararla  inútil  antes  que  contraria  al  orden  público  y  á  las  buenas 
costumbres;  cuyas  limitaciones  son  relativas  al  art.  francés  y  nó  al  nues- 
tro, como  se  ha  creído.  Ni  debe  olvidarse  que  las  escrituras  públicas 
están  llenas  de  cláusulas  parásitas,  que  la  avidez,  la  nimia  cautela  y  la 
imitación  han  introducido  en  ellas. 

(798)  La  naturaleza,  condiciones  y  efectos  ordinarios  del  acto.    Este.§ 
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4p  Los  hechos  de  los  contrayentes,  sabsigoientes  al  con- 
trato, qne  tengan  relación  con  lo  qne  se  discute,  serán  la 
mejor  esplicacion  de  la  intención  de  las  partes  al  tiempo 
de  celebrar  el  contrato;  «^o  e.  249,  2*.  y  B.  131  n^.  HL 

5o  Los  actos  de  los  cocnerciantes  nnnca  se  presumen  gra- 
tuitos; ^^ 

es  conforme  &  la  máxima  romana  interpretado  facienda  est  aecwndum  na-- 
turam  negotii  (regla  67  del  D.)  La  L.  2  tit.  38  Part.  7*  quería  que  el  juez 
adoptase  la  inteligencia  mas  conforme  á  la  razón  y  á  la  verdad.  Es 
frecuentemente  ventajoso,  dice  Pardessus,  para  ñjar  el  sentido  de  una 
cláusula  obscura,  recurrir  al  derecho  común,  porque,  en  la  duda  se  presimie 
que  las  partes  han  querido  celebrar  sus  convenciones  según  las  reglas 
establecidas  por  la  ley.  Lex  enim  altera  est  quasi  natura  et  in  naturam 
tranait  Y  la  S.  Corte  ha  declarado  sabiamente  que,  cuando  hubiere  al- 
guna obscuridad  en  el  sentido  de  los  documentos,  deberá  preferirse  el 
que  fuere  mas  conforme  con  las  leyes  que  rigen  los  actos  á  que  son  refe- 
rentes las  estipulaciones  que  ellos  contienen;  porque  sólo  la  voluntad 
espresa  de  los  contrayentes  puede  sujetar  á  obligaciones  distintas  de  las 
que  la  ley  hace  derivar  del  contrato  que  celebran  (tom.  II  pág.  369).  Vé 
Cód.  Civ.  1198  y  Napoleón  1136.  El  derecho  común  será,  Jioc  aensu,  la  ley 
que  rija  el  caso. 

(799)  Sobre  esto  véase  la  nota  8,  en  su  segunda  y  dltima  parte. 

(800)  Ya  que  la  intención  se  demuestra  á  veces  mejor  con  los  hechos 
que  con  las  palabras,  es  natural  que  los  actos  de  los  contratantes  consti- 
tuyan su  esplicacion  auténtica,  una  interpretación  viva  y  animada  y  á  la 
manera  de  una  confesión  del  autor  de  ellos.  El  1027  constituye  una  in- 
teresante aplicación  de  esta  regla. 

(801)  El  comercio  es  el  arte  del  lucro  y  vive  para  él.  Su  divisa  es  dignua 
est  operarius  mercede  sua.  Además,  los  actos  profesionales  se  presumen 
retribuidos  y  no  se  reputan  gratuitos  sino  á  mérito  de  circunstancias  es- 
peciales (Cód.  Civ.  arg.  de  1627  y  1623).  Qué  mucho  entonces  que  los 
actos  de  los  comerciantes,  que  se  presumen  comerciales  (5  inc.  2^),  no  se 
reputen  nunca  gratuitos?  La  ley  debió  dar  un  paso  mas,  y  decretar  que 
esos  actos  se  presumen  siempre  onerosos;  porque  las  presunciones  son  y 
dtíben  ser,  nó  negativas,  sino  positivas,  y  exigen  una  redacción  adecuada. 
Pero  el  texto  de  nuestro  n»  y  el  del  573,  según  el  cual  el  depósito  gratuito 
no  se  considera  contrato  de  comercio,  arguyen  suficientemente  que  son 
posibles  contratos  de  comercio  gratuitos,  como  lo  demuestran  el  N.  E. 
441;  P.  299;  Manara,  n»  53  á  56  y  lo  espuesto  en  la  nota  37.  La  presim- 
cion  supone  que  no  se  trata  de  una  condición  esencial,  (a) 

(a)  Un  profesor  ha  cometido  muchisimos  errores  al  querer  comentar  el  Tit.  D9  Uit 
iwaeionts  del  Oód.  Civil. 
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6o  El  uso  y  práctica  generalmente  observados  en  el  co- 
mercio en  CASOS  de  igual  naturaleza,  ^^  y  especialmente 
la  costumbre  del  lugar  donde  debe  ejecutarse  el  con- 
trato,  ^^  prevalecerán  sobre  cualquiera  inteligencia  en 
contrarío  que  se  pretenda  dar  á  las  palabras;  B.  131 
no.  IV.  De  P.  268  n».  3.  E.   249,  3». 

7o.  En  los  casos  dudosos  que  no  puedan  resolverse  según 
las  bases  establecidas,  ^^  las  cláusulas  ambiguas  deben 
interpretarse  siempre  en  favor  del  deudor  (B.  allí  no.  V. 
De  E.  262.  N.  E.  69.  P.  261),  ó  sea  en  el  sentido  de  li- 
beración, y.  296.  Napoleón.  1162. 

Abt.  219 
Si  sd  omitiese  on  la  redacción    de  un  contrato  alguna  cláu- 

(802)  La  costumbre  generalmente  conocida  y  seguida  debe  conside- 
rarse como  una  legitima  interpretación  de  la  intención  presunta  de  las 
partes,  ha  dicho  la  Corte  de  Casación  francesa.  El  uso,  hijo  de  las 
conveniencias  y  de  los  hábitos  del  comercio,  es  la  mejor  y  la  mas  verda- 
dera espresion  de  sus  intereses  y  necesidades,  y  una  de  sus  mayores 
ventajas  consiste  en  facilitar  las  operaciones  mercantiles.  Focas  palabras 
bastan  generalmente  para  cerrar  un  negocio,  porque  be  calla  en  los  con- 
tratos todo  lo  que  es  de  uso  y  práctica  diaria.  Nada,  pues,  tan  natural 
como  ocurrir  á  las  prácticas  comerciales  para  aclarar  las  dudas  y  suplir 
las  omisiones  en  los  contratos.  Vé  Cód.  Napoleón,  IIGO.  Óptima  legum 
interprea  coneuetudo:  L.  37  tít.  3  lib.  1  D.  Grandísimo  es  su  rol  en  el  co- 
mercio, como  se  demuestra  por  muchas  disposiciones  de  este  Cód.  Puede 
verse  los  art.  n  y  Y  con  las  notas. 

(803)  Cuando  de  su  ejecución  se  trate:  219  y  su  arg.  y  arg.  del  738. 

(804)  En  los  casos  realmente  dudosos,  y  no  en  los  que  el  abogado 
presente  como  tales,  buscando  la  aplicación  de  nuestra  regla.  Esta  es 
una  de  las  garandes  reglas  llamadas  de  equidad  (vé  n®  3^  al  fin).  Plus 
favemus  liberationüma  quam  obligationíbus.  Véase  la  L.  47  tít.  7  lib.  44  D. 
Se  presume  fundadamente  que  se  ha  tomado  la  menor  obligación,  que  se 
ha  hecho  la  menor  renuncia,  que  se  ha  consentido  en  la  menor  restricción 
del  propio  derecho.  Además,  la  prueba  incumbe  al  que  afirma  ó  reclama 
un  derecho,  si  no  le  favorece  una  presunción  legal;  pues  nótese  que  el 
no  se  refiere  al  deudor  y  nó  precisamente  al  demandado,  y  que  en  los 
contratos  bilaterales  hay  ó  puede  haber  mas  de  un  deudor. 
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sala  necesaria  para  su  ejecución,  ^^  y  los  interesados  no  es- 
tuviesen conformes  en  cuanto  al  verdadero  sentido  del  compro- 
miso, ^^  se  presume  que  se  han  sujetado  a  lo  que  es  de  uso  y 
práctica  en  tales  casos  ^^  entre  los  comerciantes,  en  el  lugar 
de  la  ejecución  del  contrato,  ^^  V.  297.  B.  133.  E.  260.  oercd^. 
P.  269. 

Aet.  220 

Cuando  en  el  contrato  se  hubiese  usado  para  designar 
la  moneda,  el  peso  ó  medida,  de  términos  genéricos  que  pue- 
dan aplicarse  á  valores  ó  cantidades  diferentes,  se  entende- 
rá ^^  hecha  la  obligación  en  aquella  especie  de  moneda,  peso 
ó  medida  ^^^  que  esté  en  uso  en  los  contratos  de  igual  natu- 
raleza. 811  V.  298.  E.  264.  P.  263.  B.  132. 

(805)  Los  USO&  lo  mismo  que  las  leyes  del  lugar  (ó  del  país)  de  la  eje. 
cucion  del  contrato  gobiernan  todo  lo  relativo  á  su  cumplimienU).  Puede 
verse  mi  obra  M  derecho  intetiíacional  privado,  §§  11  á  31  y  las  citas  del 
Cód.  Civ.  Comp.  1091  del  presente  y  Cód.  Civ.  I.  1135. 

(806)  Por  ser  mas  bien  doctrinario  este  inciso  pudo  en  rigor  suprimirse. 

(807)  Deben  suplirse  las  cláusulas  de  uso,  aunque  no  estén  espresas  en 
el  contrato  (Cód.  Napol.  1160),  y  ya  el  D.  consignó  la  regla  de  que  in 
contractUms  tacite  veniunt  ea  quce  sunt '  moría  et  consuetadinia,  L.  30  §  20 
tít.  lo  lib.  21.  Véase  el  218  n»  6»  y  á  Delamarre,  11,  n»  73. 

Estimo  que  esta  presunción  es  juris  y  admite  prueba  en  contrario. 

(808)  Los  art.  274,  461  al  fin,  738  inc.  1<».,  918  al  fin,  1048  al  fin  y  1049 
ofrecen  aplicaciones  del  presente.  Yé  notas  &  11,  Y,  1020  n®.  ?<>.  y  final 
del  1229,  y  pueden  verse  los  art.  129,  238,  242,  257,  271,  274,  456,  573, 
911,  928,  1203,  1269  y  1275  n».  1®.  Contraxisae  untLaquiaqtie  in  eo  loco  inteüi' 
gitur  in  quo  ut  aolveret  ae  obligavit  L.  21   tít.   7   lib.  44  Digeato, 

(809)  Cuando  la  voluntad  de  los  contratantes  no  aparezca  en  otra 
fjrma. 

(810)  En  cuanto  lo  permitan  las  leyes  sobre  moneda,  pesos  y  medidas. 
Yé685. 

(8 1 1)  Si  los  usos  del  lugar  del  contrato  y  del  de  la  ejecución  fuesen  di- 
ferentes, debe  darse  la  preferencia  á  los  últimos:  Y  y  218  n<».  6».  Si  el  con- 
trato guarda  silencio  respecto  de  la  moneda,  pienso  que  habrá  mas 
bien  una  cuestión  de  hecho  (potiua  facti  quceatio  eat),  que  se  resolverá  te- 
niéndose en  cuenta  todas  las  circunstancias  del  caso.  Puede  verse  mi 
Derecho  internacional  privado  ...  §  18. 
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TITULO  SEGUNDO 
Del  mandato  y  de  las  comisiones  ó  consignaciones  ^^' 

Art.  221 

El  mandato  comercial  en  general,  es  on  contrato  por  el 
cual  una  persona  se  obliga  á  administrar  uno  ó  mas  negocios 
lícitos  do  comercio  que  otra  le  encomienda.  ^^^  De  V.  299 
inc.  lo.  Acev.  2046.  P.  762.  B.  140  y  767. 

El  mandato  comercial  no  se  presume  gratuito.  ^^^  N.  P. 
232.  inc.  lo,  I.  349  inc.  2^, 

Art.  222 
Se  llama  especialmente  mandato,  cuando   el  que  admiois- 

(812)  El  rubro  debió  agregar  el  adjetivo  comerciales  ó  cambiar  el  del 
Capitulo  1».  Es  sabido  que  hay  comisiones  civiles  (Cód.  Civ.  1929). 
Además  los  dos  art.  siguientes  requerían  un  Capítulo  con  su  rubro  apro- 
piado, y  tales  informalidades  no  se  hallarán  en  Código  alguno,  (b) 

(813)  Pero  el  mandato,  según  el  Cód.  Civ.,  "  tiene  lugar  cuando  una 
^  parte  da  á  otra  el  poder,  que  esta  acepta,  para  representarla,  al  efecto 
^  de  ejecutar  en  su  nombre  y  de  su  cuenta  un  acto  jurídico,  ó  una  serie  de 
actos  de  esta  naturaleza  (1869)."  Tanta  discrepancia  en  las  definiciones  de 
un  contrato  único  arguye  la  precipitación  con  que  se  redactan  nuestros 
Códigos.  Ambas  definiciones  son  defectuosas  y  erradas,  pero  debió  pre- 
ferirse la  del  Cód.  Civ.,  eliminando  las  palabras  en  su  nombre,  pues  el 
1929  de  ese  Cód.  evidencia  que  el  mandatario  puede  obrar  en  nombre 
propio.  El  mandato  es  para  celebrar  uno  ó  mas  actos  jurídicos,  y  nó  pre- 
dsainente  para  administrar  un  negocio.  La  presente  definición  tampoco 
pone  de  relieve  el  rasgo  distintivo  del  mandato,  que  es  la  representación: 
el  mandatario  realiza  el  acto  jurídico  de  cuenta  del  mandante.  Por  últi- 
mo, el  calificativo  lícitos  habría  que  suprimirlo  aquí,  ó  ponerlo  en  la  defi- 
nición de  todo  contrato. 

(b)  No  estarA  demás  prevenir  que  el  Comentario  al  Cód.  Civ.  de  un  profesor  en  ningnn 
tratado  encierra  mas  errores  que  on  el  Tit.  Del  mandato  y  debe  ser  siempre  compulsado 
con  muchíBima  cautela.  Véanse  especialmente  los  aiticulos  1876, 1880  á  1386, 1891, 1808, 
1896, 1897,  1907,  1921, 1924  á  1928, 1981  á  1986, 1939,  1940,  1945.  &. 
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tra  el  negocio  obr&  en  nombre  de  la  persona  que    se   lo  ha 
enoomeudado.  «^^  y    300  inc.   1».  P.768. 

Se  llama  comisión  ó  consignación,  cuando  la  persona  que 
desempeña  por  otros,  negocios  individualmente  determinados, 
obra  á  nombre  propio  ó  bajo  la  razón  social  que  repre- 
senta. 81"  Comp.  mi  181  inc.  !<>.  B.  166.  I.  380  inc.  1^. 
A.  360  inc.  lo.  N.  P.  266. 


(814)  Esta  adición,  hecha  por  la  Comisión  de  C.  C.  puede  parecer  su- 
pérflua,  puesto  que  acabamos  de  ver  que  los  actos  de  los  comerciantes 
nunca  se  presumen  gratuitos;  pero  aquí  se  estiende  la  presuncicHi  al  man- 
dato dado  á  un  no  comerciante.    Vé  la  nota  801  y  el  art.  274. 

(815)  El  negocio  ha  de  ser  un  acto  de  comercio  (vé  8):  221  inc.  1®.  y 

nota. 

(816)  Esta  definición  es  inexacta  y  sobre  todo  está  pésimamante  redacta- 
da; es  decir,  con  violación  de  las  leyes  inmutables  de  la  lógica.  Si  en 
el  mandato  propiamente  dicho  el  acto  jurídico  se  efectúa  en  nombre  y  por 
cuenta  del  mandante^  y  la  comisión  tiene  lugar,  en  nombre  del  oomisioniata 
y  sobre  actos  individualmente  determinados,  cómo  se  llamará  el  contrato 
que  celebre  un  comisionista  en  su  propio  nombre  sobre  una  serie  de 
actos,  permanentemente  y  en  virtud  de  un  mandato  general?  Si,  según 
el  Cód.  Civ.  1869  el  mandato  puede  recaer  sobre  una  serie  de  actos  jurí- 
dicos, lo  mismo  que  sobre  un  acto  jurídico  aislado,  qué  razón  puede  ha- 
ber para  que  lo  propio  no  suceda  en  la  comisión;  ya  que  lógicamente  am- 
bos contratos,  ó  mejor,  ambas  personalidades  sólo  difieren  en  que  celebran 
los  actos  en  nombre  propio  ó  en  el  de  su  mandante  ?  (Yé  art*.  1869  y  1929 
de  dicho  Cód).  Es  verdad  que  la  comisión,  lo  mismo  que  la  sociedad 
accidental  (vé  395),  recae  ordinariamente  sobre  operaciones  determinadas, 
aisladas  y  transitorias;  pero  su  rasgo  característico  no  reside  precisa- 
mente en  esto,  como  se  esfuerzan  por  demostrarlo  Delamarre  y  Le  Poitvin 
y  lo  establecen  este  inciso  y  el  Cód.  Ch.  y  nada  obsta  á  que  el  comisionista 
reciba  un  mandato  general  y  se  ocupe  permanentemente  en  celebrar 
operaciones  comerciales  por  cuenta  ajena  y  en  nombre  propio.  Véase  á 
Vidari,  n«.  337,  Caluci,  n«.  171,  Delamarre,  n<>.  227y  tom.  III  n».  31  y  á 
Alauzet,  n®.  1052.  Cuándo  se  dirá  que  hay  serie  ó  permanencia  en  los 
actos,  y  de  cuando  acá  la  naturaleza  de  un  acto  depende  de  que  constitu- 
ya serie  ó  sea  aislado  ?  Asi,  pues,  adoptada  una  definición  exacta  del 
mandato  comercial  en  general,  la  lógica  requería  que,  al  definir  las  es- 
pecies de  él  (mandato  propiamente  dicho  y  comisión),  se  usara  de  igual 
redacción,  con  la  variante  iudispensable  y  característica  de  ellas.  No  es 
comisionista  el  que  desempef  a  |>or  otros  ciertos  negocios,  sino  quien  los 
realiza  de  cuenta  de  9U  comitente  ó  de  sus  comitentes;  y  si  se  menta  la 
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razón  social  k  propósito  de  U  oomision,  debiera  también  Recordársela  al 
definir  el  mandat».    En  nuestro  §  hay  lujo  de  redacción  impropia. 

Cierto  es  que  las  obligaciones  entre  el  representante-comisionista  y 
el  representado-comitente  permanecen  las  mismas,  sea  que  el  1®.  obre  ó 
no  á  nombre  del  2®.  (232),  como  lo  afirman  Belamarre  y  Le  Poitvin;  pero 
cuando  obra  á  nombre  del  mandante,  la  posición  de  ambos  se  modifica 
tan  profundamente,  en  relación  al  3^,  contratante,  que  el  mandatario 
queda  Ubre  y  el  único  personalmente  obligado  es  el  mandante.  Así  que» 
de  dar  un  nombre  único  á  situaciones  jurídicas  tao  diversas,  no  pueden 
surgir  sino  dificultades  y  errores. 

Por  lo  demás,  desde  que  el  comisionista  celebre  el  contrato  á  su  nom- 
bre, nada  importa  que  manifieste  que  lo  hace  por  cuenta  ajena  y  aún  dé 
el  nombre  del  comitente,  ó  que  éste  se  halle  presente.  (Dompara  con  121 
y  nota  420.  Troplong,  Mandato  n^*.  545  y  547  y  doctrina  corriente.  Véase 
á  Alauzet,  n«.  1273  y  H.  76  y  77, 

Las  dudas  que  puedan  ocurrir  sobre  cuándo  obra  el  comisionista  á  su 
nombre  ó  al  del  comitente,  constituirán  meras  cuestiones  de  hecho,  cuya 
8olucí<m  dependerá  de  las  circunstancias.  De  Troplong,  b9,  544,  A.  Se 
atenderá  para  ello  á  la  naturaleza  del  negocio  y  á  lo  que  por  el  mandato 
se  encargaba,  dice  el  Gód.  Civil  1940.  Comp,  con  Ch*  259. 

£1  comisionista  constituye  una  dualidad ;  tiene  dos  caras  como  el  dios 
Jano,  y  celebra  contratos  dobles :  mandato-venta,  mandato-trasporte,  &, 

Y  la  calidad  de  mandatario  coexiste,  pero  no  depende,  de  la  de  contra- 
tante ;  ambas  son  igualmente  separadas  é  independientes,  como  las  de 
socíq  y  gerente,  y  no  predomina  el  carácter  de  contratante,  como  lo  pre- 
tende Alauzet  {n^  1040 :  comp.  con  n^*  566).  Son  calidades  que,  aun  cuan- 
do coexistan,  se  distinguen  y  producen  sus  efectos  propios ;  son  dos  roles 
que  no  repugnan  entre  sí,  y  que  girando  en  órbitas  distintas,  no  pueden 
entrechocarse.  £1  comisionista,  en  sus  relaciones  con  el  comitente,  es 
pura  y  simplemente  un  mandatario  (232) ;  y  en  sus  relaciones  con  los  ter- 
ceros es,  nó  un  mandatario,  sino  un  centrante,  como  cualquier  otro.  El 
181  de  mi  Proy.,  tomado  del  L  380,  ponía  esto  bien  de  relieve.  En  conse- 
secnencia,  como  contratante,  podrá  el  comisionista  reivindicar  (vé  á  Alau- 
zet, n^  1042),  exigirse  el  mutuo  cumplimiento,  y  sus  créditos  y  deudas  se 
compensarán  (Cód.  anterior  963  inc.  éP  y  Delamarre  n<»*  55  y  58  á  63 ;  &). 

Y  como  mandatario,  lo  que  adquiere  y  posee  el  comisionista,  lo  adquiere 
y  posee  para  el  comitente  (Delamarre,  11  n<>  17  y  Ch.  289),  aunque  Béda- 
rride  afirme  erradamente  lo  contrario  (n^  234).  Si  con  esto  se  perjudican 
el  tercero  ó  el  comitente,  úo  será  porque  en  el  comisionista  predomine  la 
calidad  de  mandatario  ó  la  de  contratante.  Cuando  el  comisionista  rei- 
vindica, aunque  aparentemente  sea  para  él,  es  realmente  para  el  man- 
dante como  dueño.  Si  aquel  era  acreedor  del  tercero,  la  compensación 
podrá  producirse,  lo  cual  ningún  perjuicio  puede  causar  al  comitente.  Si 
el  deudor  era  el  comisionista,  producida  la  compensación,  el  tercero  nada 
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CAPÍTULO  PBTMKTCO 

Del  mandato  comercial  817 

Abt.  223 

El  mandato  comercial,  por  generales  que  sean  sus  térmi- 
nos, sólo  puede  tener  por  objeto  actos  de  comercio.  ^^® 

pagará,  y  si  esta  eventualidad  perjudica  al  comitente,  éste,  que  debió 
preverla,  debe  culparse  á  si  mismo,  y  serla  absurdo  que  im  tercero  de 
buena  fé  no  pudiera  invocar  la  compensación  operada  en  favor  suyo.  Ck>n 
esto  no  se  ofende  á  la  equidad,  aunq  le  Alauzet  diga  lo  contrario. 

La  comisión  es  mui  usada  en  el  comercio,  al  que  presta  ventajas  ina- 
preciables. Ensanche  de  los  negocios,  segundad,  economía  de  tiempo  y 
de  dinero  y  secreto  de  la  operación,  son  la  traducción  de  esas  ventajas. 
Pero  el  mal  intermediario  es  el  constante  peligro  en  todos  los  negocios 
humanos. 

Para  terminar  diré  que  la  comisión  no  requiere  precisamente  que  el 
comisionista  se  encuentre  en  una  plaza  distinta :  vé  281  y  nota  420. 

(817)  Este  Título,  suprimido  por  la  Beforma  de  1873,  ha  sido  manteni- 
do ¿propuesta  mía;  pero  desgraciadamente  se  han  conservado  algunos 
art.  que  debieron  eliminaree,  y  no  se  han  mantenido  ó  agregado  muchos 
otros  que  merecían  ser  insertados.  Gomo  el  mandato  comercial  se  mani- 
fiesta en  el  comercio  bajo  los  roles  del  comisionista,  martiliero,  corredor 
de  bolsa  (comp.  N.  P.  77  y  nota  306),  factor,  dependiente  de  comercio,  co- 
misionista de  trasporte;  síndico,  gerente  (346  y  su  arg.)  y  liquidador  de 
una  sociedad  (vé  S.  540),  síndico  de  la  quiebra,  firmante  de  una  le- 
tra de  cambio  (como  librador,  endosante  ó  girado),  el  armador-gerente, 
el  capitán,  el  asegurado,  el  tomador  á  la  gruesa  (comp.  con  el  1870 
del  Cód.  Oiv.),  importa  sobre  manera  legislar  con  todo  cuidado  y  deten- 
ción tan  importante  materia.  Así  lo  han  comprendido  el  I.  y  su  imitador 

el  N.  P.  que  dedican  18  largos  art*.  al  mandato  en  general,  y  sólo  9  art.  á 
la  comisión.  En  mi  Proy.  de  Cód.  se  empleaban  21  art.  en  tratar  el  pri- 
mer tópico,  y  35  en  la  comisión.  El  presente  Cód.  ha  optado  por  dedicar 
50  artículos  al  tratado  de  la  comisión  y  un  puñado  de  flacas  disposiciones 
al  mandato  en  general ;  obligando  así  á  echar  mano  de  las  relativas  ¿  la 
comisión,  usando  del  argumento  de  analogía,  que  no  está  exento  de 
inconvenientes. 

(818)  Esta  redacción  no  es  feliz,  pues  el  inc.  sigtiiente  se  encarga  de 
demostrar  que  el  mandato  comercial  puede  comprender  actos  no  comer- 
ciales, á  condición  de  que  estos  queden  comprendidos  como  accesorios ; 
pues  si  son  igualmente  principales,  el  instrumento  encerrará  en  realidad 
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Noaoa  le  estiende  á  actos  que  no  sean  de  comercio,  si  es- 
presamente  no  se  dispusiera  otra  cosa  en  el  poder.  Y.  306. 
B.  146.  P.  767.  N,  P.  231  §  único.  I.  360.  Acev.  2061,  Na- 
poleon  1988.  Mi  162. 

Abt.  224 

El  mandatario  puede  renunciar  en  cualquier  tiempo  el 
mandato,  haciendo  saber  al  mandante  su  renuncia. 

Sin  embargo,  si  esa  renuncia  perjudica  al  mandante,  de- 
berá indemnizarle  el  mandatario,  á  no  ser  que:  ^^^ 

I*'  Dependiese  la  ejecución  del  mandato  de  suplemento 
de  fondos  y  no  los  hubiese  recibido  el  mandatario,  ó 
fuesen  insuficientes;  ^^ 


un  mandato  comercial  y  otro  civil,  es  decir,  dos  mandatos  distintos.  La 
disposición  del  18  inc.  1  ^  es  análoga  á  la  presente.  Era,  pues,  preferible 
eliminar  la  frase  sólo  puede  tener  por  objeto  actos  de  comercio^  y  asi  la  re- 
dacción del  art.  sería  excelente,  ya  que  no  se  trata  de  establecer  que  el 
mandato  que  versa  sobre  actos  no  comerciales  no  es  comercial  (221).  El 
mandato  comercial,  aunque  contenga  poderes  generales,  sólo  mediante 
declaración  espresa  puede  habilitar  para  actos  no  comerciales,  dicen  el 
N.  P.,  el  I  y  mi  Proy.  de  Cód. 

(819)  Este  art.  no  ha  debido  mantenerse  y  sólo  servirá  para  embrollar 
la  materia;  porque  su  primera  parte  es  de  puro  derecho  comuu  (vé 
Cód.  Civ.  1978)  y  para  su  cabal  inteligencia  hay  que  recurrir  á  las  dispo- 
siciones de  ese  Cód.;  y  porque  en  la  2^  parte  sólo  se  enumeran  dos  justas 
causas  (comp.  228  y  241),  sin  adoptar  ima  redacción  taxativa,  mientras 
qne  el  Cód.  Civ.  autoriza  á  escusarse  con  toda  causa  suficiente^  que  es  la 
única  doctrina  conforme  á  la  libertad  de  contratar  (comp  235),  y  aplicado 
limitativamente  nuestro  art.  llevarla  á  graves  injusticias.  Debemos,  pues, 
tomar  los  n**'  V*  y  2^  sólo  como  ejemplifícativos  (arg.  del  273  inc  lo  al 
fin)  y  considerar  la  presente  disposición  complementada  por  la  del  235, 
pues  no  hay  razón  para  no  hacer  de  idéntica  condición  al  comisionista  y 
al  simple  mandatario.  Otro  tanto  debe  decirse  de  lo  establecido  en  el  241. 

(820)  El  mandato  dependerá  de  suplemento  de  fondos,  cuando  estos 
fueren  necesarios  para  ejecutarlo  y  el  mandante  no  los  hubiese  propor- 
cionado en  tiempo  y  cantidad  suficiente,  ó  no  tuviese  derecho  á  exigir  la 
ejecución  sin  necesidad  de  suplir  esos  fondos  (241  y  su  arg.)  La  sufi- 
ciencia de  los  fondos  Jiabrá  de  apreciarse  según  las  circunstancias  de 
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2°  Si  86  encontrase  el  mandatario  en  la  imposibilidad  de 
continuar  el  mandato  sin  sufrir  personalmente  un  per- 
juicio considerable.  ««^  V.  304.  Aoev.  2073.  P.  822.  Na- 
poleón 2007.  Civil  1978. 

AsT.  226 

Cuando  en  el  poder  se  hace  referencia  á  reglas  ó  instruc- 
CLon3s  especiales,  se  considarati  éstas  como  parte  integrante 
de  aquel.  »««  V.  307,  inc.  2°.  Acevedo  2050. 

AaT.  226 

Si  la  ejecución  del  mandato  se  deja  al  arbitrio  del  manda- 
tario, queda  obligado  el  mandante  á  cuanto  aquel  prudente- 
mente ^2^  hiciese  con  el  fin  de  consumar  su  comisioD.  V.  309, 
inc.  2o,  Acev.  2064.  A.  361.  L  356. 

cada  caso;  pero  deban  ser  bastantes  para  llenar  el  encargo  y  garantir  su 
comisión,  ó  siquiera  los  gastos  (arg.  del  237  y  vé  el  281). 

(821)  Este  número,  asi  como  los  dos  primeros  incisos,  son  traducidos 
por  el  Dr.  Acevedo,  del  Gód.  Napoleón  2007  y  su  explicación  se  hallará 
en  los  comentadores  de  ese  Código.  Vé  el  228  con  la  nota,  y  mí  Proy. 
de  Cód.  182. 

(822)  Esta  disposición  es  doctrinaria  y  de  derecho  común,  y  puede 
inducir  á  error.  Guando  las  instrucciones  especiales  están  escritas,  no 
hay  duda  que  forman  parte  integrante  del  mandato,  en  relación  á  todos, 
y  el  tercero  podrá  exigir  su  exhibición  (Gód.  Giv.  1938),  y  si  no  lo  hace, 
será  á  su  riesgo.  Pero  si  esas  instrucciones  son  puramente  verbales, 
aimque  sean  una  ley  para  el  maudatario,  puede  dudai'se,  en  presencia 
del  texto  absoluto  de  nuestro  art.,  si  no  obligarán  también  al  tercero,  en 
el  sentido  de  que  no  podrá  contratar  sino  á  su  riesgo,  ó  si  tales  ins- 
trucciones deben  considerarse  como  reservadas  ó  secretas  y  sin  ninguna 
influencia,  por  consiguiente,  sobre  los  derechos  de  los  terceros  que  con- 
trataron en  vista  de  la  procurcicion  que  les  fué  presentada  (dicho  art.) 
Esta  última  conclusión  me  parece  que  es  la  única  conforme  á  la  serie- 
dad, buena  fé  y  facilidades  requeridas  por  los  intereses  comerciales. 

(823)  Es  decir,  obrando  como  buen  comerciante,  como  lo  haría  en  ne- 
gocio propio,  consultando  el  interés  del  mandante  y  conformándose  á  los 
usos  del  comercio,  en  casos  semejantes,  so  pena  de  daños  é  intereses 
(238  inc.  2«  y  arg.  de  242  »»•  1»  y  2»  y  271,  al  fin).    Se  vé  la  poca  con- 
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Abt.  227 

El  mandante  debe  indemnizar  al  mandatario  de  los  daños 
que  snfra  por  vicio  ó  defecto  de  la  cosa  comprendida  en  el 
mandato,  auuqne  aquel  los  ignorase.  ^^  Y.  312.  Acev.  2066. 
Nap.  2000.  CivU  1963. 

Aet.  228 

El  mandatario  que  tuviese  en  su  mano  fondos  disponibles 
de]  mandante,  no  puede  rehusarse  al  cumplimiento  de  sus  ór- 
denes, relativamente  al  empleo  ó  disposición  de  aquellos,  so 
pena  de  responder  por  los  daños  y  perjuicios  que  de  esa  falta 
resultasen.  ««^  y.  317.  B.  153. 

Abt.  229 

El  mandatario  está  obligado  á  poner  ^^  en  noticia  del  man- 
dante los  hechos  que  sean  de  tal  naturaleza  que  puedan  inñuir 
para  revocar  el  mandato.  Y.  319.  Aoev.  2057. 1.  353.  N.  P.  239. 

gruencia  entre  artículos  de  an  mismo  ti  talo  y  sobre  casos  idénticos.  Yé 
mi  Proy.  de  Cód.  166  y  Civil  1905  á  1908  con  mis  notas,  como  comple- 
mento del  presente,  así  como  la  nota  459. 

(834)  La  L.  63  §  5  tít.  2  lib.  47  del  Dig.  presenta  im  ejemplo.  La  dis- 
posición del  art.  comprende  xm  caso  especial  del  principio  establecido  en 
el  1953  del  Cód.  Civ.  y  no  tendri  lugar  cuando  haya  intervenido  falta 
imputable  al  mandatario.  ^*Debe  igualmente  indemnizar  al  mandatario 
"  de  las  pérdidas  que  hubiere  sufrido,  procedentes  de  sus  gestiones,  sin 
"  falta  que  le  fuese  imputable,  ^  dice  el  art.  citado,  cuyo  comentario  debe 
verse  en  los  espositores  del  Cód.  Napoleón.  Mi  Proy.  de  Cód.  180.  La 
razón  del  art.  es,  nemo  ex  cUterius  facto  prcBrogari  debet. 

(825)  Este  art.  está  demás,  como  comprendido  en  el  224,  que  es  su  me- 
jor comentario.  Si  no  le  fuere  posible  cumplir  el  encargo,  dará  inmediato 
aviso  al  comitente  (arg.  273  inc.  l^),  so  pena  de  daños  y  perjuicios. 

(826)  Sin  tardanza  ó  puntualmente,  como  dice  el  245.  La  disposición 
de  este  art.  es  diminuta  y  debió  estenderse  á  la  revocación  y  modificación 
del  mandato  ó  de  las  órdenes  dadas  (arg.  de  dicho  245).  Mi  Proy.  de 
Cód.  167.  Eadem  eH  ratio,  N.  P.  239.  1. 353.  A.  361  inc.  2».  Se  trata, 
en  el  fondo,  de  una  cuestión  de  culpa  del  mandatario,  materia  gobernada 
por  el  derecho  civil.  Vé  Cód.  Civ.  1904  con  mi  nota. 
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ÁBT.  230 

El  comerciante  qae  promete  el  hecho  de  un  tercero  ^^  se 
obliga  á  ejecutarlo  personalmente,  ^^  ó  á  pagar  la  indemni- 
zación correspondiente;  si  el  tercero  no  verifica  el  hecho  ó  acto 
prometido.  V.  333.  Delamarre  11,  n<>>  119  á  123.  Civil  2305 
y  1163. 

Abt.  231 

Si  la  promesa  consistiera  en  una  obligación  de  dar,  debe  el 
promitente,  ^^  en  todos  los  casos,  dar  lo  prometido,  sin  que 

El  1500  n»  7.0  del  presente  acuerda  un  privilegio  al  mandatario,  á  pesar 
de  que  todos  los  Cód.  y  el  anterior  (32íi)  no  le  conceden  sino  un  simple 
derecho  de  retención  (Vé  Cód.  Civ.  1956).  Tal  privilegio  no  es  justificable 
en  derecho. 

(727)  Cuando  la  promesa  es  hecha  en  su  propio  nombre,  se  entiende,  y 
no  como  mandatario  de  ese  tercero,  en  virtud  de  mandato  espreso  ó  tá- 
cito. Si  de  los  términos  de  la  promesa  ó  de  otras  circunstancias  resultare 
que  no  se  trata  de  una  promesa  propiamente  dicha  y  que  el  autor  no  ha 
entendido  garantir  su  cumplimiento,  y  que  se  trataba  solamente  de  la 
esperanza  ó  simple  creencia  de  que  el  tercero  ejecutarla  el  hecho,  no 
tendrá  lugar  la  disposición  del  art.  (Schneider  y  Fick  al  127  S.)  Si  resul- 
taie  que  sólo  ha  garantido  la  aceptación  del  tercero,  realizada  ésta,  el 
prometiente  habrá  cumplido  su  obligación.  Tratándose  de  una  disposición 
de  derecho  civil  (1163),  tomada  del  Cód.  Napoleón  1120,  deben  verse  mis 
notas  al  I»  y  los  comentarios  al  2».  Comp.  con  el  521  §  últ.  del  presente. 

(828)  Escepto  si  el  acreedor  tiene  interés  en  que  el  hecho  sea  ejecutado 
por  el  o&rente  (Cód.  Civ.  730  y  arg.  1857  y  Cód.  anterior  922);  como  si 
la  persona  del  tercero  hubiese  sido  aceptada  para  realizar  el  hecho,  en 
razón  de  su  industria  ó  cualidades  personales  (626  y  arg.  del  1641  del 
mismo  Cód.)  Sucede  en  los  hechos  lo  que  en  las  cosas,  pues  asi  como 
existen  c  sas  fungibles  que  pueden  sustituirse  entre  ellas  indiferente- 
mente y  otras  que  no  pueden  serlo;  también  hai  hechos,  cuya  ejecución 
puede  realizarse  por  cualquier  persona,  con  igual  eficacia  y  efectos, 
mientras  que  hai  otros  en  que  sucede  mui  distinta  cosa.  Y  como  el 
deudor  debe  ejecutar  el  mismo  hecho  prometido  y  el  hecho  de  Pedro  no 
será  siempre  el  de  Juan,  el  acreedor  no  estará  obligado  á  recibir  en  pago 
el  hecho  de  Pedro,  por  no  ser  el  de  la  obligación  contraída  por  este  últi- 
mo (Cód.  Civ.  741). 

(829)  Es  un  latinismo:  en  castellano  se  dice  prometiente  ó  prometedor. 
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se  le  admita  indemnización,  á  no  ser  que  la  dación  se  hubiese 
hecho  imposible.  *^ 

El  que  acepta  la  promesa  del  hecho  de  un  tercero,  queda 
obligado  i  éste  como  si  con  él  hubiera  contratado.  ^^^ 

En  todos  los  casos,  la  ratificación  del  tercero  convierte  el 
acto  en  un  verdadero  mandato  con  todos  sus  efectos  lega- 
les »3«  V.  334.  Delamarre  ü,  n»  119  á  123  y  siguientes. 

CAPÍTULO  SEGUNDO 

De  las  comisiones  ó  consignadcnes  838 

(830)  Si  la  dación  se  ha  hecho  imposíhle,  se  aplicarán  las  disposiciones 
legales  del  caso  y  las  del  Cód.  Civ.  relativas  á  la  imposibilidad  del  pago 
(888  á  895  y  Cód.  anterior  576  y  993  á  996). 

(831)  Si  el  tercero  ratifica  la  promesa  hecha  en  su  nombre;  pues  de  lo 
contrario  la  obligación  del  aceptante  careceria  de  causa,  ya  que  las 
obligaciones  de  los  interesados  se  sirven  de  causa  respectivamente. 
Hasta  cuándo  pueda  intervenir  útilmente  la  ratificación,  es  un  punto 
cuya  solución  dependerá  de  las  circunstancias.  Este  §  quedaj  en  rigor, 
comprendido  en  el  siguiente,  y  debió  constituir  un  art.  separado.  Com- 
páralo con  el  128  S.  y  Haberstich,  I  pág.  259  á  261. 

Parece  que  nuestro  §  quiere  significar  que  el  tercero,  á  cuyo  favor  se 
estipuló  la  obligación  entre  los  contratantes,  tiene  derecho  á  reclamar 
personalmente  el  cumplimiento  de  ella.  Son  ejemplos  de  ello,  el  seguro 
sobre  la  vida  de  un  tercero  (vé  550)  ó  para  constituir  una  pensión  á  fa- 
vor de  un  hijo,  un  ahijado;  &.  Esta  doctrina  cabe  dentro*  de  los  térmi- 
nos talvez  demasiado  absolutos  de  este  §. 

(832)  La  ratificación  se  equipara  al  mandato  (Cód.  Civ.  2304  inc.  1» 
y  mi  nota  á  él);  pero  el  acto  del  que  prometió  el  hecho  de  im  3®  ó  esti- 
puló á  favor  de  éste,  no  es  un  mandato,  sino  que  se  reputa  que  obró  en 
virtud  de  éste  ó  con  poder  bastante.  Toda  la  materia  del  art.  y  especial- 
mente la  de  este  §  pertenece  al  Cód.  «Civ.  y  deben  veíse  les  art»»  1162, 
1935  á  1937,  2304  y  aun  el  1063,  pues,  aunque  la  ratificación  ó  ratihabi- 
ción difiera  de  la  confirmación  de  un  acto  nulo  ó  anulable  (tanto  que 
la  ratihabición  no  importará  necesariamente  la  subsanacion  de  vicios 
que  el  acto  ratificado  pueda  contener),  tiene  sus-  puntos  de  semejanza, 
aunque  lo  niegue  Laurent,  XVIII  n«  560,  exagerando  una  tesis  verda- 
dera, sostenida  por  mi.  al  pié  del  1039  de  dicho  Cód.  Comp.  con  242  al 
fin  y  512  inc.  2«. 

(833)  Este  capítulo  es  la  reproducción  textual  del  que  redactaron  los 
doctores  Velez-Sarsfíeld  y  Acevedo,  con     los  errores  de  gramática  del 
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Asft,  283 

Entre  el  comitente  y  el  comisionista,  hay  la  misma  relación 
de  derechos  y  obligaciones  que  entre  el  mandante  y  manda- 
tario, con  las  ampliaciones  ó  limitaciones  ^^  que  se  prescriben 
en  este  óapítnlo.  V.  336.  E.  172.  Comp.  P.  817.  H.  79.  B.  190. 
W.  134. 1.  380.  A.  378.  F,  94  N.  P.  267. 

Abt.  233 

El  comisionista  queda  directamente  obligado  hacia  las  per- 
sonas con  quienes  contratare,  sin  que  estas  tengan  acción  con- 
tra el  comitente,  ni  éste  contra  aquellas,  ^^^  á  no  ser  que  el 
comisionista  hiciere  cesión  de  sus  derechos  á  favor  de  una  de 
las  partes.  «38  y.  337.  B.  166.  E.  1 18  y  1 19.  N,  E.  246.  P.  42 
y  43.  H.  77-78.  W.  132  y  133.  A.  360. 1.  381.  N.  P.  268. 

original  (^5  inc.  1^,  241,  252  inc.  2»  A.),  sin  mas  diferencia  qne  cuatro 
adiciones,  dos  tomadas  de  mi  Froy.  de  Gód.  y  otras  dos  en  los  arf  245 
y  268,  hechas  por  la  Comisión  de  Gód.  y  qne  son  erróneas.  Vé  nota  964 

(834)  O  mejor,  con  las  modificaciones,  como  se  dice  en  varios  Cód. 
Siendo  la  comisión  mía  variedad  del  mandato  (221  y  222  y  Cód.Civ.  1929), 
la  disposición  de  nuestro  art.  es  una  consecuencia  necesaria.  Vé  mi  Proy. 
de  Gód.  181,  que  restahlecíó  este  art.  que  la  Gomision  de  1873  trató  de 
suprimirlo. 

(835)  He  aquí  el  rasgo  característico  que  distingue  el  mandato  íen9u9-' 
trido  ó  propiamente  dicho,  de  la  comisión,  y  cuyas  principales  consecuen- 
cias he  consignado  en  la  nota  816.  El  261  trae  una  aplicación  interesante 
del  presente,  al  cual  debió  seguir.  Gompara  con  el  398  y  su  primer  nota. 
Para  con  los  terceros  el  único  dueño  del  negodo  es  el  comisionista,  y  el 
comitente  no  tiene  contra  aquellos  acción  alguna,  ni  aun  lade  m  remversoj 
qne  nunca  se  d¿  contra  los  terceros.  Gód.  Giv.  1744  y  su  arg.  Vé  mi  larga 
nota  al  2306  del  Gód.  Giv.  y  H.  77  y  78,  asi  como  el  art.  398  con  la  nota  1433. 

(836)  La  cesión  puede  ser  hecha  también  á  favor  de  un  estraño;  pero 
los  nuevos  derechos  pasan  al  cesionario,  no  en  virtud  del  contrato  de 
comisión,  sino  del  de  cesión.  Nuestro  inciso  es  puramente  doctrinario  y 
no  ñgura  con  razón  en  varios  Gód.  (A.  I.  N.  P.;  &). 

£s  de  derecho  común  que  el  comitente  puede  ejercer  las  acciones  de  su 
deudor  (Gód.  Giv.  1196  y  1929  con  mis  notas,  1515  del  presente  y  Gód. 
anterior  227);  ya  que  no  puede  negársele  un  derecho  acordado  al  fiador, 
ár  los  obreros  (Gód.  Giv.  1645  y  2029.  Gód.  ant.  614  y  599)  y  al  asegurador 
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Abt.  234 

Competen  al  comitente,  ^^^  mediante  la  cesión,  ^^  todas  las 
excepciones  que  podría  oponer  el  comisionista;  pero  no  po- 
drá alegar  la  incapacidad  de  éste,  ^^^  aunque  resulte  justifi- 
cada, para  anular  los  efectos  de  la  obligación  que  contrajo  el 
comisionista.  V.  338.  B.  167  y  P.  793. 

Aet.  235 

El  comisionista  es  libre  de  acept-ar  ó  rehusar  el  encargo  que 
se  lerhace.  ^^^  Si  rehusa,  daba  dar  aviso  al  comitente  dentro 
de  las  veinte  y  cuatro  horas,  ^^  ó  por  el  segundo  correo;  si 
no  lo  hiciere,  ^^^  seré  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  ^^ 

en  el  caso  del  525.  Alauzet,  n<>1036.  Bédarride,  n^  8.  Namur,  n^^  329. 
Sampaio,  II  pág.  225.  Se  ha  enseriado  que  esto  último  importa  una  subro- 
gación legal;  que  los  derechos  acordados  en  el  1514  son  ejemplos  de  esa 
subrogación,  y  también  el  caso  del  1515;  todo  lo  cual  importa  un  triple 
error.  Vé  las  notas  á  esos  dos  art»'. 

(837)  Y  recíprocamente,  competen  al  tercero  contratante  contra  el  co- 
mitente c  38Íonario,  en  virtud  de  la  convención  ó  de  la  ley.  Cód.  Civ.  1469 
y  1476  y  Cód.  ant.  564,  565  y  964.  El  tercero  podría  oponer  también 
la  compensación  (nota  816).  La  razón  de  nuestro  inciso  es  que  el  sucesor 
particular  ó  cesionario  de  un  derecho,  sucede  también  en  todos  los  de- 
rechos y  acciones  que  aquel  comprende(Cód.  Civ.  3267, 3268  y  1458  y  su  arg). 

(838)  O  el  ejercicio  de  las  acciones  del  comisionista,  su  deudor  (nota 
836).  Vó  la  1433. 

(839)  Por  ser  una  escepcíon  ó  derecho  inherente  á  la  persona  del  co- 
misionista (los  arto»  citados  en  la  nota  836,  y  Cód.  Civ.  1048,  703,  716, 
1994  inc.  2o,  2020  y  arg.  de  518  y  666).  Vé  mi  nota  á  dicho  1048.  Pero, 
si  el  mism3  comitente  es  menor,  podrá  oponor  la  escepcion  de  su  propia 
incapacidad. 

(840)  Como  cualquier  otro  mandatario,  y  salvo  el  caso  del  inc.  2»,  y 
los  de  278  y  668. 

(841)  Es  sensible  que  no  se  haya  declarado  si  este  plazo  debe  regir 
cuando  el  comitente  y  comisionista  sean  de  la  misma  plaza.  Compara  con 
el  205  del  Cód.  ant. 

(842)  O  no  pusiere  en  ejecución  el  mandato.  El  Cód.  Civ.  1878  n»  2*»  va 
hasta  considerarle  ligado  por  el  mandato  (Troplong  y  Bédarride  n^*  13  y 
19) ;  pero  la  presente  disposición  me  parece  mas  liberal  y  práctica. 

18 
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que  hayaa  sobrevenido  al  comitente,  por  no  haber  recibido  ^*^ 
dicho  aviso.  W.  135.  DeE.  120.  Vé  N.  E.  248.  Comp.  N.  P. 
234y§2o. 

Sin  embargo,  el  comerciante  que  ftiese  encargado  por  otro 
comerciante  ^'^^  de  diligencias  para  conservar  un  crédito,  ó  las 
acciones  que  las  leyes  otorguen,  ^^  no  puede  dejar  de  aceptar 
la  comisión,  en  el  caso  de  que,  rehusándola,  se  perdiere  ^^  el 
crédito  ó  los  derechos  cuya  conservación  se  trataba  de  asegu- 
rar. V.  339.  Delamarre  11,  pág.  264. 

Abt.  236 

El  comisionista  ^^  que  se  niega  á  aceptar  el  encargo  que  - 
se  le  hace,  está  sin  embargo  obligado  á  asegurar  la  conserva- 

■  ■■■■■■■' 

(843)  Como  consecuencia  directa  y  necesaria  (derecho  común).  Vé  á 
Reus,  bajo  el  art.  español. 

(844)  O  mas  exactamente,  por  no  haber  dado  el  aviso  oportimo  (art.  E.). 
Cumple  el  comisionista  con  dar  á  tiempo  ese  aviso,  aunque  por  causas  in- 
culpables á  él,  no  llegue  el  anuncio   ó  llegue  tardíamente. 

(845)  Salvo  los  casos  de  imposibilidad,  grave  perjuicio  (224  n»  2»)  para 
el  mandarario,  enemistad  grave  ó  insolvencia  del  mandante  (vé  nota  819). 
Vé  241.  Delamarre,  n»  168.  Troplong,  n«  800  á  806.  Bédarride,  n»  21. 
Freitas  3032.  P.  822;  y  mi  nota  al  1978  del  Cód.  Civ.  Los  intereses  mer- 
cantilas  crean  una  especie  de  solidaridad  entre  los  que  profesan  el  co- 
mercio; y  los  deberes  recíprocos  son  naturales  entre  miembros  de  una 
comunidad  ó  gremio,  como  es  hasta  cierto  punto  el  de  los  comerciantes. 
En  nuestro  caso  tan  justificada  aparece  la  escepcion,  que  ésta  será  osten- 
siva al  caso  en  que  el  comitente  sea  un  no  comerciante,  á  lo  menos  por 
aplicación  del  236,  en  que  el  presente  §  queda  comprendido. 

(846)  Aunque  tenga  que  proceder  en  virtud  de  poder  y  como  mero 
mandatario. 

(8 17)  Es  decir,  está  obligado  á  aceptar  la  comisión  ó  encargo,  cuando 
su  negativa  á  aceptar  traerla  la  pérdida. ...  y  asi,  en  vez  de  se  perdiere, 
debe  leerse  se  perdería.  El  668  presenta  im  ejemplo,  y  el  273  debió  seguir 
al  presente.  Llegado  el  caso  imprevisto  ó  insólito  á  que  se  refiere  el  251, 
el  comisionista  podría  sustituir  en  otro  la  comisión. 

(848)  Aimque  el  Cód.  Civ.  1917  y  varios  autores  (Troplong,  n®  346. 
Bédarride,  n»  15.  Bravard,  II  pág.  238  y  239)  se  refieren  al  que  desem- 
peña el  oficio  de  mandatario  ó  comisionista;   pero  nuestro  art.  y  otros 
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cien  de  los  efectos  de  que  S3  trata,  ^^^  y  evitar  todo  peligro 
inmiaeiitj,  ^^^  hasta  qae  A  comiteute  le  haya  trasmitido  sus 
órdenes. 

Si  esas  órdenes  no  le  llegan  en  un  espacio  proporcionado  á 
la  distancia  del  domicilio  del  comitante,  puede  solicitar  el  de- 
pósito judicial  de  los  efectos,  y  la  venta  de  los  que  sean  sufi- 
cientes para  cubrir  el  importe  de  los  gastos  suplidos  por  el 
comisionista  en  el  recibo  y  conservación  de  los  mismos  efec- 
tos»"^» V.  340.  W.  136.  De  E.  121.  P.  66.  N.  E.  248.  N.  P.  284. 

Aet.  237 
Igual  diligencia  ^^^  debe  practicar  el   comisionista,  cuando 


comercialistas  (Pardessus,  n"  558.  Delamarre,  II  no*  167  y  168.  Alauzet, 
n®  1062)  no  distinguen,  y  á  este  último  parecer  me  inclino,  aunque  reco- 
nociendo que  la  conducta  del  comisionista  de  ocasión  debe  apreciarse 
mas  benignamente  y  teniendo  en  cuenta  las  circunstancias  de  cada 
caso. 

(849)  Aunque  tenga  que  suplir  los  fondos  necesarios  para  el  recibo  y 
conservación  de  los  efectos  (contra  A.  323  §  !<>),  y  aun  cuando  el  valor 
presunto  de  los  objetos  consignados  no  pueda  cubrii*  siquiera  los  gastos 
de  trasporte  y  recibo  (arg.  del  Qnal  de  este  art.  y  del  art.  siguiente), 
conclusión  que  no  es  congruente  con  la  disposición  del  224  n®  1°  ni 
justa. 

(850)  Evitando  todo  peligro  inminente,  en  cuando  de  él  dependa.  El 
Cód.  Civ.  1ÍJ17  y  Troplong  dicen  que  debe  tomar  las  providencias  conser- 
vatorias urgentes.  Cuidar  de  las  mercederías  y  velar  por  su  conservación, 
dice  Bedarride.  Hacer  lo  indispensable  para  preservar  los  efectos  de  un 
daño  actual,  dicen  Delamarre  y  Alauzet.  Poner  en  lugar  seguro  las  cosas 
que  se  le  hayan  espedido  y  cuidar  de  su  conservación,  dicen  I.  851  y  mi 
•Proy.  de  Cód.  165.  Vé  N.  E.  248. 

(851)  No  se  habla  de  comisión,  pues  no  ha  aceptado  el  encargo,  ni  de 
los  intereses  de  los  gastos  suplidos  (comp,  A.  290.  Mi  Proy  de  Cód.  124. 
Vidari,  n^*  1640  y  1866),  que  se  acuerdan  al  comisionista  (276)  y  á  todo 
mandatario  (Cód.  Civ.  1949  y  1950);  pero  deberán  abonársele  las  costas 
indispensables,  si  bien  esto  es  materia  propia  del  procedimiento.  Si  el 
apoderado  del  comitente  se  presentara,  debe  el  juez  oii-le  (arg.  del  237). 
Los  gastos  se  suponen  hechos  en  los  misnios  efectos  y  nó  en  otras  cosas. 

(852)  Es  decir,  el  depósito  y  también  la  venta,  á  que  se  refieren  el  art. 
anterior  y  el  incLso  siguiente.    Es  verdad  que  este  inciso  hfibla  de  gastos 
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el  valor  presauto  de  los  objetos  ®^^  consignados  no  puede  cu- 
brir los  gastos  que  tenga  que  desembolsar  por  el  trasporte  y 
recibo  de  ellos.  ^^*  E.  122,  1»  parte. 

El  juez  acordará  el  depósito,  ®^^  y  proveerá  á  la  venta,  ^^ 
oyendo  á  los  acreedores  de  dichos  gastos  ^^'^  y  al  apoderado 
del  dueño  de  los  efectos,  ^^^  si  alguno  se  presentare.  V.  341. 
P.  67.  E.  122  cit. 

Abt.  238 

El  comisionista  que  aceptase  el  mandato,  espresa  ó  tácita- 
mente, está  obligado  á  cumplirlo,  ^^^  conforme  á  las  órdenes  é 
instrucciones  del  comitente.  ^^^  O.  O.  XTT,  1. 


que  tenga  que  desembolsar,  pero  la  espresion  acreedores  de  dichos  gastos 
usada  en  el  ídc.  siguiente,  arguye  que  los  gastos  estaban  ya  hechos, 
aunque  nó  desembolsados  ó  pagos.  Este  obscuro  articulo,  cuya  justicia 
es  mui  problemática,  no  ha  sido  reproducido,  con  razón,  en  el  N.  E. 
Comp.  con  mi  Proy.  de  Cód.  186.  Vé  la  nota  854. 

(863)  Efectos,  dicen  los  originales,  el  inciso  siguiente  y  el  artículo  an- 
terior. 

(854)  Puede  suceder  que,  por  la  depreciación  repentina  de  los  efectos  ó 
las  averias  sufridas  ó  por  otras  causas,  su  valor  probable  sea  tal  que  no 
cubra  el  flete  devengado  y  demás  gastos  (200)  y  los  que  para  su  recibo 
y  depósito  hayan  de  hacerse  ó  estén  hechos.  Convendrá  entonces  que  se 
vendan  en  remate  sin  mas  gastos  y  pérdida  de  tiempo.  Comp.  181  inc.  I» 
y  250. 

(855)  Donde  convenga,  ó  en  el  lugar  mismo  donde  estén,  si  es  posible 
y  conveniente,  para  evitar  mas  gastos;  pero  desde  luego,  como  dice  el  E., 
pues  se  trata  de  una  medida  conservatoria  y  en  interés  de  todos. 

(856)  Y  proveerá  á  la  venta  pedida  (nota  852),  si  procediere. 
(857;  Es  decir,  al  porteador  y  al  comisionista,  &. 

(853)  Pues  éste  podría  impugnar  las  apreciacionas  del  comisionista  y 
del  porteador,  garantir  ó  pagar  los  gastos,  pedir  la  venta  inmediata  ó 
encargarse  de  la  consignación. 

(859)  Con  exactitud,  diligencia  y  filelidad,  so  pena  de  daños  y  perjui- 
cios (242  y  Cód.  Civ,  1904  con  mi  nota  á  él). 

(860)  En  Oáto  consiste  la  exactitud  (vé  239  á  2 14);  pero  la  fidelidad  le 
obliga  á  no  cumplirlas,  cuando  haya  de  resultar  daño  manifiesto  al  co- 
mitente (Cód.  Civ.   1907).    Comp.  242.    El  N.  E.   256  dispone  que,  en 
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Ea  defecto  de  éstas,  ó  en  la  impoáibilidad  de  reoibirlas  en 
tiempo  oportuno,  ^^  ó  si  le  hubiese  autorizado  para  obrar  á 
su  arbitrio  ^^*  ú  ocurriese  suceso  imprevisto,  ^^  podrá  ejecu- 
tar la  comisión,  obrando  como  lo  haría  en  negocio  propio,  ^^ 

ningún  caso,  proceda  el  comisionista  contra  disposición  espresa  del  comi- 
tente. Se  supone  que  las  órdenes  no  incluyen  actos  ilícitos  (vé  221  y  244 
al  fin). 

Cuando  el  mandato  no  es  absoluto  ó  faciUtativOy  sino  limitado  ó  impera- 
tivOf  es  decir,  cuando  el  poder  se  reñere  á  reglas  prescritas  al  mandatario 
ó  á  instrucciones  que  deben  servirle  de  pauta,  constituyen  naturalmente 
una  parte  integrante  del  mandato  (225),  el  comisionista  debe  ceñirse  á 
ellas,  sin  reducir,  ampliar  ni  modificar  la  forma  de  la  comisión  y  sus 
condiciones  todas,  porque  en  la  administración  de  intereses  ajenos  debe 
emplearse  mayor  circunspección  y  menor  libertad  de  acción  que  en  la  de 
los  negocios  propios  (arg.  del  inc.  2^  y  final  del  272).  Sin  embargo,  el 
mandato  imperativo  no  es  de  uso  frecuente  en  el  comercio,  y  las  órdenes 
son,  por  lo  común,  facultativas  (vé  la  nota  862).  Así,  fijado  el  precio,  ó 
hechas  otras  indicaciones,  se  abandona  lo  demás  á  la  pericia  y  prudencia 
del  comisionista,  cuya  preocupación  debe  ser  el  buen  éxito  de  su  encargo. 
Si  se  le  hubiese  autorizado  á  obrar  como  le  parezca  (uti  voltterit:  mandato 
absoluto)  6  á  8U  arbitrio  (226),  regirá  lo  dispuesto  en  el  inc.  2^.  En  todo 
caso,  y  si  no  hay  tiempo  fijado,  debe  proceder  con  reserva  y  sin  tardanza, 
porque  en  el  comercio  el  secreto  y  la  celeridad  deciden  con  frecuencia  del 
éxito,  y  conducirse  con  pericia,  solicitud  y  fidelidad,  observando  los  usos 
comerciales  y  la  solvencia  de  las  personas  con  quienes  contrate:  inc.  2^ 
y  sil  arg. 

(861)  Cuando  se  le  hubiera  anunciado  su  remisión,  y  parece  que  deberá 
también  pedirlas  y  esperar  respuesta,  cuaudo  el  asunto  lo  merezca,  de 
acuerdo  con  la  disposición  del  245,  y  en  cuanto  lo  consienta  la  urgencia 
del  negocio.  Casaregis,  DÍ8c.  125  n»  22  y  119  n»  63.  Vé  el  art.  242,  n»  2®, 
el  £.  128  y  la  nota  864. 

(862)  Es  el  mandato  llamado  absoluto  6  facultativo  (vé  226  y  nota  860), 
y  es  notable  que  en  este  §  se  equipare  á  él,  el  caso  en  que  no  se  haya 
dado  instrucciones  algunas.  Las  instrucciones  requieren  ciertos  conoci- 
mientos, absorben  tiempo  y  son  con  frecuencia  una  traba  para  el  mejor 
éxito  de  las  operaciones  encomendadas;  y  las  aptitudes  probadas  del  co- 
misionista las  hará  con  frecuencia  innecesarias. 

(863)  Que,  sin  haber  intervenido  culpa  ó  imprevisión  del  comisionista, 
hiciese  imposible  la  ejecución  litdral  del  encargo.  En  todo  caso,  cuando 
sea  inevitable  el  perjuicio,  debe  procurar  que  sea  el  menor  posible  (vé 
nota  612). 

(864)  Y  procurando   la  mayor  ventaja  del  comitente,   aunque  general- 
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y  conformándose  al  nso  del  comercio,  en  casos  semejantes.  ^^ 
V.  342.  B.  168.  De  E,  127  y  128-  P.  800-804.  A.  361. 1.  356. 


Art.  239 

La  comisión  es  indivisible.  Aceptada  en  una  parte,  se  con- 
sidera aceptada  en  el  todo,  y  dura  mientras  el  negocio  enco- 
mendado no  esté  completamente  concluido.  ^^  V.  343.  Dela- 
marre  H,  p.  396.  E.  123  y  126.  N.  E.  262. 


mente  está  obligado  á  poner  mayor  diligencia  y  circunspección.  Com- 
para con  el  226  y  la  nota  823.  El  inciso  dice  podrán  porqae  el  mandata- 
tario,  que  se  halle  en  la  imposibilidad  de  obrar  con  arreglo  á  sus  instruc- 
ciones, no  está  obligado  á  constituirse  agente  ofícioso  ó  gestor  de  nego- 
cios (Cód.  Civ.  1916:   comp.  con  Delaman-e,  II,  n«.  210). 

(865)  Y  especialmente,  á  los  usos  del  lugar  en  que  el  negocio  deba 
cimiplirse  (219,  271,  &.).  Lo  contrario  fuera  una  imprudencia  no  discul- 
pable (242),  y  al  comerciante  se  le  reputa  perfectamente  conocedor  de 
Jas  prácticas  comerciales  de  la  plaza  ó  plazas  en  que  tiene  negocios 
(Cód.  ant.  809).  Comp.  con  el  226  y  vó  la  nota  823.  El  presente  debió 
seguir  al  241  y  preceder  inmediatamente   á  los  272  y  242. 

(866)  Esta  redacción  es  obscura  é  inaceptable,  y  con  razón  el  art.  no  ha 
sido  reproducido  en  los  nuevos  Cód.  de  E.  y  P.  Lo  único  jurídico  es  que  la 
comisión,  cuando  por  ser  compleja  no  constituya  varias  comisiones  se- 
paradas, debe  ser  cumplida  íntegramente,  como  un  conjunto  indivisible 
en  sus  condiciones  y  detalles  (véase  á  Delamarre,  n*».  220,  245,  283  y 
288),  porque  la  comisión,  como  todo  mandato  y  todo  pago,  es  indivisible 
en  cuanto  á  su  ejecución.  No  debe  hacer  menos  que  lo  que  se  le  ha 
encargado,  dice  el  Cód.  Civ.  1905.  Véase  468,  y  Cód.  ant.  278  inc.  1».  y 
927  inc.  lo.  y  2o.  y  Cód.  Civ.  673,  680,  726,  740,  742  y  744.  En  apoyo  de  lo 
dicho,  véase  á  Pont,*  no»  974  y  976  y  Vidari,  no».  348  y  349,  cuyas  doctri- 
nas acepto  plenamente  y  tienen  en  su  sosten  la  alta  autoridad  de  Casa- 
regis.  La  redacción  inducirá  á  creer  que  la  comisión  es  indivisible  al 
modo  que  lo  son  ciertas  obligaciones,  las  servidumbres  y  las  acciones  de 
garantía  y  redhibitoria  en  el  derecho  civil,  y  que  no  termina  y  dura,  aun- 
que pase  la  oportunidad  prevista  de  cumplii'la  útilmente. 

Es  entendido  que  el  comisionista  puede  ri-nunciar  y  su  mandato  cesa 
en  los  mismos  casos  que  el  mandato  en  general.  Vé  Cód.  Civ.  1963,  1969, 
1978  y  1979  con  mis  notas  y  224  del  presente.  Son  causas  suficientes, 
entre  otras,  las  indicadas  eu  la  nota  845,  y  la  no  remisión  de  los  fondos 
necesarios  para  el  lleno  de  la  comisión  (224  no.  lo.  y  arg.  del  241.  E.  124. 
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Abt.   240 

Sean  caales  fuesen  las  palabras  de  que  el  comitente  use  en 
la  correspondencia,  desde  que  pida  ú  ordene  á  su  corresponsal 
que  haga  alguna  cosa,  se  entiende  que  le  dá  facultad  sufi- 
ciente para  todo  lo  que  tiene  relación  con  la  operación  orde- 
nada. ««^  y.  344.  P.  796. 

AjftT.  241 

El  comisionista  qae  se  comprometiera  á  anticipar  los  fondos 
necesarios  para  el  desempeño  de  la  comisión  puesta  á  su  cui- 
dado, bajo  una  forma  determinada  de  reembolso,  está  obliga- 
do á  observarla  y  á  llenar  la  comisión,  sin  poder  alegar  falta 
de  provisión  de  fondos,  ^^^  salvo  si  sobreviniere  el  descrédito 

P.  68).  VóáDelamarre,  II,  n»*.  187  á  189,  201  y  266  á  268;  y  á  Bédarride, 
no«.  22,  ií3  y  151  á  163. 

(867)  Delamarre,  U,  250,  citando  á  Casaregis.  Como  quien  quiere  el 
fin,  quiere  los  medios,  el  que  encarga  cierto  negocio  se  entiende  que  fa- 
culta para  todos  los  actos  que  son  indispensables,  aunque  no  se  espresen 
al  conferir  el  mandato  (Cód.  ant.  309);  y  la  ostensión  de  los  poderes  para 
conseguir  el  objeto  del  mandato  se  determina  por  la  naturaleza  misma 
de  la  comisión  ó  encargo  (Cód.  Civ.  1905).  El  poder  para  un  negocio 
determinado,  dice  el  N.  P.  233,  comprende  todos  los  actos  necesarios  para 
su  ejecución,  aunque  no  estén  indicados  espresamente.  Tal  es  la  razón 
del  art.  Así,  mientras  el  mandatario  civil,  encargado  para  la  venta  de 
una  cosa,  no  puede  recibir  su  precio  si  no  tiene  especial  autorización,  el 
comisionista  puede  cobrarlo  siempre,  aunque  la  venta  hubiese  sido  á 
plazos,  porque  mientras  no  le  subrogue  el  comitente,  él  es  el  único  que 
puede  exigir  el  pago  (nota  816):  art.  433  y  su  arg.  Así  también,  y  por 
iguales  razones,  la  comisión  para  comprar  incluye  la  facultad  de  pagar 
el  precio  (vé  á  Troplong,  n»  319);  y  especialmente,  el  mandato  para  exi- 
gir el  pago  de  una  letra  de  cambio,  encierra  el  deber  de  verificar  los 
protestos  en  caso  necesario  (668  y  su  arg.)  La  Suprema  Corte  ha  ido 
hasta  declarar  que  el  comisionista  que  recibió  instrucciones  para  recibir 
el  cargamento  de  un  buque,  y  además  la  orden  de  no  pagar  el  flete  sino 
en  el  caso  de  entregarse  completa  la  carga,  debe  contestar  por  su  comi- 
tente la  demanda  que  se  entable  sobre  cobro  de  esos  fletes  (S.  1^  tom.  IV 
pág.  395).    Comp.  con  el  628  §  lilt.  Véase  á  Vidari,  n»  323. 

(868)  El  pacto  es  la  ley  de  los  contrayentes.  Cód.  Civ.  1197. 
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notorio  del  comitente.  ««^  De  V.  346.  De  E.  146.  N.  E.  261. 
W.  138. 


ÁRT.  242 

El  comisionista  que  se  apartare  de  las  instrucciones  recibi- 
das, ó  en  la  ejecución  de  la  comisión  no  satisfaciere  ^"^^  á  lo 
que  es  de  estilo  en  el  comercio,  responderá  al  comitente  por 
los  daños  y  perjuicios.  ^^  N.  P.  238. 

Sin  embargo,  será  justificable  el  exceso  de  la  comisión: 
1°  Si  resultase  ventaja  al  comitente;  ^^* 
2»  Si  la  operación  encargada  no  admitiese  demora,  ^^^  ó 

(869)  Gaya  apreciaciou  corresponde  al  juez;  pero  con  la  declaración  do 
quiebra  el  mandato  cesa  necesariamente  (1404  y  Cód.  Oiv  1963).  Exige 
la  ley  que  el  descrédito  notorio  se  pruebe  por  actos  posteriores  ó  sobre- 
vinientes:  que  el  descrédito  sobrevenga,  dice  el  E.,  y  nuestro  art.  no  se 
refiere  precisamente  al  estado  real  de  los  negocios  del  comitente  y  al  co- 
nocimiento ó  ignorancia  que  de  ese  estado  tuviera  el  comisionista.  De  mo- 
do que  no  podría  alegarse  esa  ignorancia  ó  tal  conocimiento.  Y  la  razón 
se  comprende.  El  comerciante  vive  casi  siempre  del  crédito,  y  muere  cuan- 
do éste  le  falta;  y  si  no  ha  habido  cambio  en  el  estado  ostensible  del  co- 
mitente ¿qué  razón  atendible  podría  alegar  el  comisionista  para  desligarse 
de  su  compromiso?  Lo  ignoraba?  y  por  qué  no  se  informó?  Ahora,  no  ten- 
dría otro  derecho  que  el  de  pedir  garantías,  y  la  e^^cusa  del  comisionista  á 
llenar  su  encargo,  podría  causar  la  ruina  del  comitente.  Gomp.  con  Alau- 
zet,  no  1065.  En  contra  Delauíarre  y  Le  Poitvin,  autores  que  por  punto 
general  acuerdan  demasiada  libertad  al  comisionista. 

(870)  En  castellano  se  dice  satisficiere:  satisfaciere  es  im  barbarismo. 

(871)  Vé  notas  860  y  865.  El  272  trae  una  interesante  aplicación  del 
presente. 

(872)  Porque  responde  del  daüo,  mas  uó  de  la  ventaja;  pero  ésta  debe 
apreciarse,  uó  de  una  manera  absoluta,  siuó  en  relación  y  conformidad  á 
los  intereses  del  comitente.  Así,  no  bastará  que  la  operación  sea  un 
buen  negocio,  como  quería  Jason.  Vé  Gód.  Givü  1906  y  á  Troplong, 
no  268. 

(873)  Y  la  ejecución  literal  sea  manifiestamente  dañosa  al  comitente 
(Gód.  C¡v.  1907  y  1957  no  3o)  ó  un  suceso  imprevisto  la  haya  hecho  im- 
posible (238  iuc.  2o,  uota  803.  Bédarride,  no  69;  &).  Si  hay  tiempo  para 
ello,  debe  consultarse  al  comitente.  Gomp.  este  no  con  el  Gód.  Giv.  169<>, 
al  fin. 
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pudiese  restütar  daño  de  la  tardanza^  ^^^  siempre  que  el 
comisionista  haya  obrado  segnn  la  oostombre  general- 
mente practicada  en  el  comercio ;  ®^^  B.  169,  n<»  1®  y  2o. 

lyH. 

3o  Si  mediare  aprobación  ^^^  del  comitente  ó  ratificación 
con  entero  conocimiento  de  causa.  ^"^  De  V.  346.  P.  807. 
B.  no  IV.  E.  127,  129,  130  y  135.  N.  E.  64,  65  y  66. 
A.  362. 

Art.  243 

Todas  las  consecuencias  perjudiciales  de  un  contrato  hecho 
por  un  comisionista  contra  las  instrucciones  de  su  comitente, 
ó  con  abuso  de  sus  facultades,  serán  de  cuenta  del  mismo  co- 
misionista, ^"^^  sin  perjuicio  de  la  validez  del  contrato*  ^''^ 

~  ■  -  \ ■ ■ — 

(874)  Este  caso,  aunque  parecido  al  anterior,  no  es  idóntioo:  allí  la 
operación  es  urgente,  y  aquí  urge  aprovechar  una  buena  ocasión  ó  anti- 
cipar el  negocio,  á  fin  de  no  perjudicar  al  comitente.  El  250  es  un  ejemplo 
clásico  de  la  disposición  contenida  en  este  número* 

(875)  En  casos  semejantes  (238  y  nota  865).  Vé  S.  395  é  L  356.  Ca- 
luci,  n»  50. 

(876)  Siguiendo  mi  indicación  (vé  mi  Proy.  de  Cód.  189  n»  3)  se  ha 
suprimido  la  palabra  eepresa,  y  con  suma  razón,  pues  es  evidente  que 
basta  la  aprobación  tácita,  siquiera  bajo  el  nombre  de  ratifíoacioa  (arg. 
del  246):  Cód.  Civ.  1935  y  nota  siguiente. 

(877)  La  ratificación  se  gobierna  por  las  disposiciones  del  Cód.  Oiv.  (vé 
19J5  y  1936  con  mi  nota  72  y  Cód.  ant.  308  inc.  2»  y  315).  La  aprobacioa 
es  aquí  sinónima  de  ratifícacion,  que  no  debe  confundirse  con  la  confir- 
mación (vé  nota  832  y  la  del  Dr.  Velez-Sarsfield  al  1059  del  Cód.  Giv.) 
AjbI,  la  frase  con  entero  conocimiento  de  causa  está  demás  y  no  se  encuentra 
en  las  disposiciones  relativas  á  la  ratificación.  Batificado  el  acto,  el  co- 
mitente quedaría  vinculado,  si  no  demostrase  que  el  comisionista  omitió 
informarle  del  negocio  con  todas  sus  circunstancias. 

El  arL  273  debió  seguir  al  presente. 

(878)  Todas  las  consecuencias,  decía  el  Cód.  anterior,  aunque  en  loe  mo- 
delos existía  el  calificativo  perjudidaUSf  que  la  Comisión  de  Cód.  ha 
creido  deber  agregar;  lo  que  autorizarla  á  concluir  que  en  un  contrato  la 
parte  ventajosa  aprovecha  al  comitente  y  la  perjudicial  recae  sobre  el 
comisionista  únicamente,  conclusión  que  repato  inaceptable.  Abí,  tal  vez 
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En  consecuencia  de  esta  disposición,  el  comisionista  que 
haga  una  enajenación  ^^^  por  cuenta  ajena  á  inferior  precio 
del  que  le  estaba  marcado,  ^^  abonará  á  su  comitente  el  per- 
juicio que  se  le  haya  seguido  por  la  diferencia  del  precio,  ^®* 
subsistiendo  no  obstante  la  venta.  ^^^. 

En  cuanto  al  comisionista,  que  encargado  de  hacer  una 
compra,  ^^  se  hubiere  excedido  del  precio  que  le  estaba  seña- 
lado por  el   comitente,   queda  á  arbitrio   de  este  aceptar  el 

habría  sido  preferible  suprimir  este  inciso,  cuya  redacción  es  poco  cien- 
tífica y  cuyo  verdadero  alcance  se  determina  en  los  §§  siguientes.  Com- 
para con  mi  Proy.  de  Cód.  191. 

(879)  El  contrato  se  pasa  entre  el  tercero  y  el  comisiooista  esdusiva- 
mente,  y  seria  por  demás  extraordinario  que  contra  ese  tercero  pudiera 
defenderse,  invocando  sus  propios  abusos.  Vé  nota  883. 

(880)  Y  en  general,  todo  contrato  en  que  haya  transferencia  de  pro- 
piedad, uso  ó  guarda  de  bienes  muebles  pertenecientes  al  comitente. 
Eadem  eat  ratio, 

(881)  O  al  precio  corriente,  en  defecto  de  precio  fijado:  vé  nota  si- 
guiente. 

(882)  El  perjuicio  seguido  por  la  diferencia  de  precio,  consistirá  en  la 
diferencia  entre  el  precio  fijado  ó  el  corriente,  si  éste  fuere  mayor,  y  el 
de  venta  ó  el  corriente,  si  fuere  mas  elevado  (255).  La  responsabilidad 
por  la  diferencia  de  precio,  no  es  esclusiva  de  mayor  indemnización,  si  el 
comisionista  ha  faltado  también  á  otra  obligación  diversa,  desperdician- 
do, por  ejemplo,  una  buena  oportunidad  de  vender  á  inejor  precio.  Ma- 
kower,  sobre  el  368  A.  Si  el  comisionista  demuestra  que  la  eo  ajenación 
al  precio  fijado  era  irrealizable  y  que  mediante  la  enajenación  hecha  le 
fué  evitado  al  comitente  un  perjuicio,  pienso  con  los  Cód.  A.  I.  S.  y  N.  P. 
que  el  comisionista  no  puede  responder  de  un  daño  que  no  ha  causado 
sino  evitado  (arg.  del  242  n»»  1®  y  2<»). 

(883)  Aunque  se  trate  de  la  enajenación  de  una  cosa  ajena  sin  facultad . 
bastante  para  ello  ó  con  exceso  en  el  mandato,  la  adquisición  que  hagan 
los  terceros  ignorantes  del  abuso  es  perfectamente  válida,  como  en  los 
casos  análogos  del  L42  y  1023;  pues  en  materia  comercial  sobre  todo,  la 
posesión  de  buena  fé  es  una  presunción  da  propiedad  (Cód.  Civ.  2412), 
que  autoriza  á  repeler  la  reivindicación,  y  una  máxima  diversa  estor- 
baría sobre  manera  las  negociaciones  y  las  mantendría  en  gran  inseguri- 
dad. Comp.  con  el  453. 

(884)  Y  en  general,  una  adquisición  cualquiera  de  propiedad  ó  de  uso. 
Eadem  est  ratio.  Vé  á  Delamarre,  n®  305. 
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contrato  tal  como  se  hizo,  ó  dejarlo  por  cuenta  del  cosiisio- 
nista,  ^^  á  menes  que  éste  se  conforme  en  percibir  solamente 
el  precio  que  le  estaba  designado,  en  cuyo  caso  no  podrá  el 
comitente  desechar  la  compra  que  se  hizo  de  su  orden.  ^^^ 

Si  el  exceso  del  comisionista  estuviere  en  que  la  cosa  com- 
prada no  fuese  de  la  calidad  que  se  le  habia  encomendado,  ^^^ 
no  tiene  obligación  el  comitente  de  hacerse  cargo  de  ella.  ^^ 
V.  347.  E.  135.  P.  66.  W.  141.  A.  362  á  364.  I  383.  N. 
P.  270. 

Abt.  244 

Es  de  cargo  del  comisionista  cumplir  con  las  obligaciones 
prescritas  por  las  leyes  y  reglamentos  fiscales,  en  razón  de 
las  negociaciones  que  se  le  han  encomendado. 

Si  contraviniere  á  ellas  ó  fuere  omiso  en  su  cumplimiento , 
seri  suya  la  responsabilidad,  aunque  alegase  haber  procedido 
con  orden  espresa  del  comitente.  ^^  Y.  348.  E.  133.  N.  E.  269. 
De  P.  63. 

(885)  Si  el  comisionista  demuestra  que  la  adquisición  al  precio  indicado 
era  irrealizable  y  que  mediante  ella  el  comitente  se  evitó  un  perjuicio,  se 
aplicará  la  doctrina  de  la  nota  882.  Pero  abonará  daños  y  perjuicios» 
si  tuvo  culpa,  T.  g.  por  haber  anticipado  ó  postergado  la  operación  y 
causado  asi  el  perjuicio.  Compara  sobre  esto  último  con  Bédarride,  n»  98. 
Delamarre,  n^  301,  y  consáltese  también  el  b9  1057  de  Alauzet,  teniendo 
en  cuenta  la  doctrina  del  art.  418.  La  disposición  del  246  se  aplicará  en 
su  caso  (vé  nota  876).  Puede  comp.  con  el  A*  364,  y  con  mi  Proy.  de 
Cód.  192. 

(886)  Elsto  es  muy  justo  y  de  doctrina  corriente.  Pothier,  n9  94;  &, 

(887)  Una  cosa  de  diferente  cualidad  no  es  la  misma  cosa  (arg.  de  99 
y  266  inc.  2^:  vé  la  nota  828);  y  en  las  mercaderías  debe  considerarse  no 
sólo  el  material,  sino,  según  los  casos,  el  sabor,  el  olor,  el  sonido,  el  color, 
la  novedad,  la  rareza  y  demás  condiciones  que  concurren  á  su  bondad  y 
perfección,  como  observa  Casaregis.    Vé  á  Bédarride,  n®«  91  y  92. 

(888)  Pero  es  claro  que  podrá  ratificar  el  negocio  (242  n^  3),  si  le  con- 
viene, puramente  ó  bajo  las  condiciones  que  se  acuerden.  Puede  verse 
mi  Proy.  de  Cód.  192. 

(889)  Aplica  lo  dicho  en  las  notas  714  y  715  y  vé  á  Delamarre,  II.,  n^ 
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Abt.  245 

El  comisionista  debe  comunicar  puntualmente  á  su  comi- 
tente, todas  las  noticias  convenientes  sobre  las  negociaciones 
que  puso  á  su  cuidado^  para  que  éste  pueda  confirmar,  refor- 
mar ^^  ó  modificar  sus  órdenes,  y  en  el  caso  de  haber  con- 
cluido la  negociación^  deberá  indefectiblemente  darle  aviso  ^^ 
dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas,  ó  por  el  corroo  más  in- 
mediato ®®*  al  dia  en  que  se  cerró  el  convenio. 

Dd  no  hacerlo,  además  de  las  responsibilidades  ordina- 
rias, ^^3  serán  de  su  cargo  todos  los  perjuicios  que  pudieran  re- 

243.  Pero  la  responsabilidad  del  cx)mÍ3Íoaista  no  excluye  la  del  comitente, 
en  su  caso.  Véase  N.  E.  259  j  Cód.  Civ.  1891  y  1912.  Ni  es  el  caso  de  una 
obediencia  debida  por  la  ley,  ni  en  los  actos  ilícitos  hai  representación. 
Gomp.  con  1069. 

(890)  Amplia  la  disposición  general  del  229:  vé  nota  826. 

(891)  En  la  comisión,  como  en  todo  mandato,  la  obligación  principal 
existe  en  el  interés  del  comitente :  por  eso  el  mandante  ó  comitente  puede 
siempre  revocar  el  mandato  (Cód.  Civ.  1970:  vé  el  1977),  y  el  conúsionista 
se  llama  en  el  derecho,  un  auxiliar  del  comercio.  Por  esto  el  comitente  es 
libre,  desde  el  principio  hasta  el  fin  de  la  operación,  de  modificar,  cambiar 
ó  reformar  sus  órdenes,  salvo  los  derechos  del  comisionista  (vé  275)  y  de 
los  terceros.  De  aquí  se  deriva  el  deber  que  nuestro  art.  le  impone  de  te- 
ner al  corriente  á  su  mandante  de  todo  cuanto  pueda  interesarle,  de  ilus* 
trarle  sobre  la  situación  del  negocio,  informándole  de  los  pasos  de  éste  y 
de  los  incidentes  que  se  crucen,  vg.  de  la  sustitución  que  hubiere  hecho. 
Vé  mi  nota  42  al  1904  del  Cód.  Civ.  De  este  modo,  el  comisionista  mar- 
cha en  un  terreno  mas  firme,  y  el  comitente  se  halla  habilitado  para  di- 
rigir y  encaminar  el  negocio  4  su  buen  éxito,  confiímando,  reformando  ó 
modificando  sos  órdenes  y  aun  revocándolas  (229),  si  fiíere  preciso.  Debe 
asimismo  dar  pronto  aviso  de  la  terminación  del  negocio.  Puede  comp. 
con  Cód.  Civ.  2033  y  2035  y  Cód.  ant.  615  y  616.  Idénticas  prescripciones 
se  contienen  en  el  930  del  presente,  porque  el  capitán  es  regularmente  el 
mandatario  del  dueño  ó  del  armador  del  buque  (notas  817  y  al  930).  La 
disposición  de  nuestro  art  será  también  aplicable  al  martiliero  (vé  121), 
con  la  modificación  que  el  119  haga  indispensable.  Yé  la  nota  1854. 

(892)  Sin  esperar  al  2»  correo,  como  es  permitido  en  los  casos  délos  art. 
235,  246  y  248.  El  plazo  es  mas  angustioso  y  con  razón.  El  de  24  horas 
será  el  único  aplicable  cuando  las  pisirtes  residan  en  la  misma  plaza.  Comp. 
con  el  468  n»  4o  y  663  y  la  2^  nota  al  930. 

(b93)  Esta  adición  constituye  una  superfetacion  al  texto  del  Cód.  ante- 
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saltar  de  caalqniera  mudanza  que  acordare  el  oomitente  sobre 
las  iostrucoiones.  V.  349.  R  134.  P.  64.  W.  140. 

Abt.  246 

El  comitente  que  no  responde  dentro  de  las  veinte  y  onatro 
horas,  ó  por  el  segundo  correo,  ^^  á  la  carta  de  aviso  en  que 
el  comisionista  le  informe  ^^^  del  resultado  de  la  comisión,  se 
presume  que  aprueba  la  conducta  del  comisionista,  aunque 
hubiese  excedido  los  límites  del  mandato.  ^*  V.  350.  P.  808. 
N.  P.  240. 

Aet.  247 

El  comisionista  responde  de  la  buena  conservación  de  los 
efectos,  ya  sea  que  le  hayan  sido  consignados,  que  los  haya 

rior.  El  comisionista  responde  de  las  pérdidas  ó  intereses  que  de  su  omi- 
sión ó  del  retardo  (intereses  compensatorios  y  moratorios)  resulten  al 
comitente ;  porque  tal  es  la  sanción  que  lleva  siempre  aparejada  la  falta 
de  cumplimiento  de  una  obligación  impuesta  por  la  ley.  El  perjuicio  que 
de  la  mudanza  de  instrucciones  pueda  resultar,  no  es  mas  que  uno  de  los 
casos  de  responsabilidad.  Vé  mi  Proy.  de  Cód.  167  y  sus  citas. 
Yidari,  n^  387,  critica  con  jasticia  la  restricción  contenida  en  el  A.  377. 

(894)  Vé  notas  841  y  892. 

(895)  Debe  leerse  informa^  para  que  se  halle  en  el  mismo  tiempo  de 
responde,  y  tal  como  se  encontraba  en  las  ediciones  del  Cód.  ant;  ó  poner 
en  tiempo  indicativo  el  verbo  responder. 

(896)  Vé  á  Massé,  n<»  1477  y  Vidari,  n»  388,  Se  supone  que  la  informa- 
ción dada  por  el  comisionista  es  leal  y  suficiente  para  que  el  comitente 
pueda  pronunciarse  sobre  ella  con  conocimiento  de  causa  (vé  242  no  3»  y 
comp.  con  68  y  70);  pero  no  es  indispensable  que  se  incluyan  las  cuentas 
y  comprobantes.  Así  es  que  en  nuestro  caso,  á  diferencia  del  previsto  en 
dicho  no  3,  la  aprobación  ó  ratificación  es  sólo  presimta  y  admite  prueba 
en  contrario  (comp.  con  el  final  del  259  y  con  el  cit.  n®  de  Vidari).  Pero 
si  el  comitente,  en  vez  de  guardar  silencio,  contesta  que  se  reserva  obser^ 
var  cuando  las  cuentas  le  sean  presentadas,  puede  dudarse  si  el  caso 
se  regirá  por  la  regla  general  del  art.  73,  ó  por  el  presente,  como  una  dis- 
posición especial  á  nuestro  caso,  y  subsistiendo  las  razones  que  aconsejan 
esa  prescripción  especial,  opino  que  será  la  única  aplicable  en  todos  los 
casos.  Vé  los  art.  277  y  278.  Por  lo  demás,  la  hipótesis  de  nuestro 
art.  no  es  la  única,  y  la  ratificación  tácita  puede  resultar  de  otros  hechos 
(vé  las  notas  876  y  877;  á  Bódarride,  n®  100;  &). 


286  TÍT.  ir.  DEL  MANDATO  Y  DK  LA  COMISIÓN 

comprado  ó  recibido  en  depósito,  ó  para  remitirlos  á  otro  la- 
gar, salvo  caso  fortuito  ó  de  faerza  mayor,  ó  si  el  deterioro 
proviniese  de  vicio  inherente  á  la  cosa.  **^^  V.  351.  B.  170.  De 
E.  146  y  147.  P.  68  y  69.  K  E.  266.  A.  367.  I.  364.  N. 
P.  236. 

Abt.  248 
El  comisionista  está  obligado  á  dar  aviso  al  comitente,  den- 
tro de  veinte  y  cuatro  horas  ó  por  segundo  correo,  8»»  de 
cualquier  daño  que  sufriesen  los  efectos  existentes  en  su  po- 
der, 899  y  ¿  hacer  constar  en  forma  legal  el  verdadero  origen 
del  daño.  ^  V.  362.  De  B.  171.  E.  148.  N.  E.  266.  P.  70. 
W.  152.  N.  P.  237. 

Abt.  249 

Las  mismas  diligencias  debe  practicar  el  comisionista,  siem- 
pre que  al  recibirse  de  los  efectos  consignados,  notare  que  se 

(897)  Idéntica  es  la  disposición  del  inc.  !<>  del  172,  y  su  inc.  2^,  como 
los  175  y  176  con  sus  notas,  serán  aplicables,  fmttatü  mutandis^  á  nuestro 
caso.  Vé  á  Troplong,  n»  392.  Alauzet,  n»  1066.  Vidari,  n<»  353.  Deben 
también  aplicarse  las  disposiciones  de  los  art.  269,  270  y  277,  asi  como 
los  1913  y  1915  del  Cód.  Civ.,  y  también  el  1914,  que  es  conforme  al  266 
del  presente,  como  complementarios.  Puede  verse  á  Alauzet,  allí.  De- 
lamarre,  IIT,  7  á  21,  302  y  303.  Troplong,  n»  503.  El  A.  367  exonera  de 
responsabilidad  al  comisionista,  si  prueba  que  la  pérdida  ó  deterioro  han 
sido  producidos  por  circunstancias  tales  que  un  buen  comerciante  no 
habría  podido  prevenirlas,  disposición  que  estimo  mui  justa.  Yé  mi  nota 
42  al  1904  del  Cód.  Civ. 

(898)  Vé  las  notas  842  y  892  Debe  aprovecharse  la  primer  ocasión 
oportuna. 

(899)  Para  su  gobierno,  y  obedeciendo  al  mismo  pensamiento  del  245. 

(900)  Cuando  se  trate  de  una  avería  ú  otro  menoscabo,  que  no  provenga 
de  sustracción  ó  de  un  accidente  de  fuerza  mayor,  la  forma  legal  consis- 
tirá en  pedir  al  juez  el  nombramiento  de  uno  ó  mas  peritos  (vé  197 
inc.  2»),  para  que,  examinado  el  daño,  establezcan  en  qué  consiste  é  in- 
formen sobre  su  origen  verdadero  ó  probable.  Pero  si  fuese  necesario 
ocurrir  á  la  declaración  testimonial  ú  otro  género  de  prueba,  claro  es 
que  podrá  usarse  de  él.  Compara  con  los  art.  182,  197  y  1079,  que,  como 
los  181  y  183,  serán  aplicables  al  comisionista,  en  su  caso.  Vé  el  249  si- 
guiente y  la  2*  nota  al  524. 
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hallan  averiadas,  disminuidos,  ó  en  estado  distinto  del  que 
conste  en  las  cartas  de  porte  ó  fletamento,  ^^  facturas  6  car- 
tas de  aviso.  O.  O.  Xm,  16. 

Si  el  comisionista  fuere  omiso,  teadrá  acción  el  comitente 
I)ara  exigirle  que  responda  de  los  efectos  en  los  términos  ^^ 
designados,  por  los  conocimientos,  cartas  de  porte,  facturas  ó 
cartas  de  aviso  (E.  149.  P.  71.  N.  P.  236.B.  172),  sin  que  pue- 
da admitírsele  otra  excepción  que  no  sea  laprueba  de  haber 
practicado  las  referidas  diligencias.  V.  353. 

Abt.  250 

Si  ocurriere  en  los  efectos  consignados  alguna  alteración  ^^ 
que  hiciese  urgente  ^^  la  venta  para  salvar  la  parte  posible 
de  su  valor,  procederá  el  comisionista  á  la  venta  de  los  efec- 


(901)  Es  decir,  póliza  de  fletamento.  Vé  183,  y  puede  verse  á  Vidari,  n» 
354.  La  constatacioo  del  daño  debe  hacerse  á  la  brevedad  posible,  pero 
el  art  no  fija  un  plazo  preciso.    Vé  final  de  la  nota  638. 

(902)  Algunos  enseñan  que  la  presunción  de  que  tales  efectos  se  reci- 
bieron en  el  estado  que  indican  esos  documentos  y  que  su  menoscabo 
aconteció  en  poder  del  comisionista,  es  juria  et  de  jurej  ya  que  no  se  ad- 
mite al  parecer  otra  justificación  que  la  que  resulte  de  las  diligencias 
ordenadas.  Yo  pienso  que  la  disposición  del  art.  no  debe  aplicarse  en 
forma  tan  rigurosa  (summum  jus  summa  injuria),  y  que  el  comisionista 
podrá  probar  su  inculpabilidad,  mediante  la  confesión  del  comitente  y 
talvez  por  constancias  de  las  aduanas  ó  por  una  acta  formalizada  al 
tiempo  del  recibo,  puesto  que  el  248  sólo  requiere  una  forma  legal,  sin 
precisarla.  La  fuerza  mayor  ha  podido  también  imposibilitar  ó  dificultar 
las  diligencias  aquí  requerida<^.  Escrito  esto,  veo  que  el  A.  365  inc.  2» 
no  impone  al  comisionista  otra  responsabilidad  que  la  del  perjuicio  resul- 
tante al  comitente;  y  que  la  disposición  del  Proy.  prusiano,  según  la  cual 
el  comisionista  no  podía  prevalerse  contra  el  comitente  del  estado  defec- 
tuoso de  las  mercaderías,  fué  rechazada  como  demasiado  rigurosa  para 
el  comisionista. 

(903)  Ya  provenga  de  vicio  propio  ó  de  cualquiera  otra  causa. 

(904)  Cuando  no  urja  la  venta,  debe  pedir  instrucciones  (notas  864  y 
873  y  E.  y  P.).  El  presente  art.  viene  á  ser  una  aplicación  del  238  inc.  2» 
y  debió  seguirle. 


288  TÍT.  n.  DEL  MANDATO  T  DB  LA  COMISIÓN 

tos  deteriorados  en  martillo  público,  •^  á  beneficio  y  por 
cuenta  de  quien  pertenecieren.  ^  V.  364.  B.  173.  II  De  E.  151. 
N.  E.  269.  P.  72.  N,  P.  235  §  único.  W.  154.  A.  365. 1.  362. 

Aet.  251 

El  comisionista  puede  sustituir  en  otro  la  comisión,  aun 
cuando  para  ello  no  te^ga  espresas  facultades,  ^^  si  asi  lo  exi- 
giere la  naturaleza  de  la  operación,  ^^  ó  si  ñiere  indisp^isa- 
ble  ®^  por  algún  caso  imprevisto  ®^^  ó  insólito. 

La  sustitución  puede  hacerla  á  su  nombre,  ó  al  del  comi- 
tente. En  el  primer  caso,  continúa  la  comisión  por  medio  del 

(905)  Ck)nvendrá,  sobre  todo  en  asuntos  de  importancia,  que  siendo  po- 
sible, preceda  la  autorización  judicial  para  la  venta,  pero  nuestro  art.  no 
la  exije.  La  requieren  E.  y  P.  y  Vidari,  n»  366.  Comp.  con  182  y  197.  La 
disposición  del  248  deberá  también  observarse. 

(906)  Sin  perjuicio  de  cumplir  con  el  mandato  del  248,  en  todo  caso. 
Se  ha  dado  una  explicación  de  este  art.  con  la  cual  no  estoy  conforme. 
En  vez  de  pertenecieren  debió  decirse  perteneciere  (nota  560),  como  dicen 
B.  y  las  ediciones  del  CkSd.  ant. 

(907)  Con  tal  que  no  le  haya  sido  prohibido  (arg.  del  final  del  257 :  vé 
nota  860)  ó  no  hubiese  renunciado  á  esa  facultad.  Si  sustituye,  á  pesar 
de  la  prohibición  y  sin  intervenir  ratificación  del  comitente,  ó  ]a  opera- 
ción es  ventajosa  y  entonces  obligará  al  comitente  (242  n®  1»  y  su  arg.); 
ó  no  lo  es,  y  en  tal  caso  podrá  dejarla  por  cuenta  del  comisionista  y  re- 
clamar de  éste  los  perjuicios.  Gomp.  con  el  252  inc.  2<»  y  306,  con  el  Oód. 
Giv.  1924  á  1926  y  2303  y  con  Delámarre,  n"  191  y  192.  Bédarride,  n»  66 
á  60.  Demolombe,  XXX,  n»  89;  Laurent,  XXX,  n»  338;  A, 

(908)  Por  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  240  (Cód.  ant.  309  inc.  1«). 
La  apreciación  del  caso  dependerá  de  las  circunstancias.  Facti  gucestio 
est.  Las  palabras  puede,  eocigiere  y  fuere  debieron  ponerse  en  tiempos  co- 
rrelativos, diciendo  jpodref,  ó  cambiando  las  otras  dos.  Vé  final  de  la 
nota  395. 

(909)  Y  urgente;  pues  si  no  lo  es,  debe  pedir  instrucciones,  exigir  su 
reemplazo,  &  (nota  864  y  art.  229  y  246.  Bédarride,  n»  46;  A. 

(910)  Armoniza  con  lo  dispuesto  en  el  238  inc.  2»  (nota  863).  Gomp. 
este  §  con  el  161.  En  consecuencia,  si  designa  como  sustituto  á  persona 
notoriamente  incapaz  ó  insolvente,  el  comisionista  responderá  siempre 
por  él  (252  y  Gód.  Giv.  1700  y  1924  y  Gód.  ant.  320.  Bédarride,  n»  47;  &.). 
£1 E.  136  establece  un  principio  contrario  al  de  nuestro  §.  Vé  236  inc.  2^. 
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sub-comisionista.  ®^^  Ea  el  segundo,  pasa  enteramente  á  éste.  ^'^ 
V.  355.  Delamarre  II,  pág.  310  y  s.  s. 

Art.  252 

El  comisionista  que  ha  hecho  la  sustitución,  en  virtud  de 
facultades  que  al  efecto  tuviera,  ó  por  exigirlo  la  naturaleza 
de  la  operación,  ó  por  resultado  de  un  caso  imprevisto,  ®^' 
no  responde  por  los  actos  del  sub-comisionista,  ^^'^  probando®^^ 
que  le  trasmitió  fielmente  las  órdenes  del  comitente  y  que 
aquel  gozaba  de  crédito  en  el  comercio. 

Si  la  sustitución  se  hubiera  hecho  sin  nocesidad  ó  sin  me- 
diar autorización,  ^^^  el  comitente  tiene  acción  directa  contra 
el  sustituido  y  el  sustituyente.  ^^^  V.  356.  Delamarre  11, 
pág.  310. 


(911)  El  sustituto  es,  en  este  caso,  un  comisionista  del  sustituyente.  Vé 
Cód.  Civ.  1926  y  1928. 

(912)  Y  no  hay  entonces  mas  comisionista  que  el  sustituto  (252  inc.  2« 
y  su  arg.).  Comp.  con  Cód  Civ.  1925.  El  presente  legisla  en  el  supuesto 
de  que  la  sustitución  era  procedente.    Vé  el  art.  siguiente. 

(913)  Son  los  casos  del  art.  anterior.  En  castellano  se  dice  como  resul- 
tado, y  nó  por  resultado. 

(914)  Vé  la  nota  912. 

(916)  Cuando  por  legítima  contradicción  fuese  necesario.  La  prueba 
podrá  producirse  mediante  el  testimonio  de  otros  comerciantes  (notas  128 
y  316)  ó  por  otra  forma.  El  sustituto  no  debe  ser  notoriamente  incapaz 
(vé  nota  910). 

(916)  Es  decir,  fuera  de  los  casos  previstos  en  el  inc.  1». 

(917)  Entonces  responde  directamente  de  los  actos  del  sustituto,  como 
en  el  caso  idéntico  del  161  (vé  Cjd.Civ.  1926).  La  responsabilidad  deba  ser 
solidaria,  porque  de  lo  contrario  el  comisionista  disminuiría  por  un  hecho 
propio  su  obligación. 

Nuestro  §,  además  de  un  error  de  correlación  en  los  tiempos  del  verbo, 
usa  de  la  palabra  sttstiliUdOj  que  es  un  galicismo  inaceptable,  pues  en 
nuestro  idioma  es  sinónima  de  sustituyente  y  nó  de  sustituto  (vé  306).  De 
igual  galicismo  se  sirven  los  art.  1926,  1927  y  1928  del  Cód.  Civ.,  dando 
ocasión  á  que  un  profesor  de  derecho  civil  haya  escrito  sobre  sus  claras 
disposiciones,  páginas  que  son  un  verdadero  galimatías.  Estos  son  los 
inconvenientes  de  las  malas  traducciones  hechas  del  francés. 

10 


290  tlt.  u.  del  mandato  y  db  la  comisión 

Abt.  263 

Ea  ningún  caso  tendrá  el  comitente  que  peigar  más  de  una 
comisión,  ®^^  á  no  ser  que  se  tratase  de  diversos  negocios,  ó 
de  operaciones  que  deban  realizarse  en  distintas  plazas.  Y.  357. 
Delamarre  11,  pág.  310  y  s.  s. 

Abt.  264 

El  comisionista  no  puede  alterar  las  marcas  de  los  efec- 
tos ^^®  que  hubiere  comprado  ó  vendido  ®*^  por  cuenta  ajena, 
á  no  ser  que  tuviere  para  ello  orden  espresa  del  comitente. 
V.  368.  P.  73.  E.  162.  N.  E.  267.  W.  166.  A.  372.  S.  436. 

Aet.  266 

Todas  las  economías  y  ventajas  que  consiga  un  comisio- 
nista en  los  contratos  que  haga  por  cuenta  ajena,  redundarán 

(918)  Ningún  trabajo  debe  quedar  impago,  aunque  inculpablemente 
se  haya  interrumpido  (vé  275),  ni  es  justo  que  un  solo  trabajo  sea  paga- 
do dos  veces.  Así,  el  comitente  pagará  la  comisión  á  una  sola  persona, 
y  al  snstituyente  tocará  acordar  con  el  sustituto  la  respectiva  comisión,  y 
en  último  caso  las  abonará  el  comitente  (274,  275  y  su  arg.).  Comp.  con 
el  Cód.  Civ.  1959  y  mi  nota  á  ól,  con  Troplong,  n»  640  y  Delamarre,  III, 
n»  81. 

(919)  O  mas  exactamente,  de  los  bultos  y  envases  de  los  líquidos  y  ári- 
dos (918  no.  2,  266  y  927  inc.  2».).  Aquí,  y  en  los  123  n».  2,  265,  914  y 
1028  n».  4o.,  se  dice  efectos^  por  metonimia;  tanto  mas  que  los  bultos  son 
complemento  y  parte  de  las  mercaderías,  y  entran  como  elemento  de  su 
precio.  Las  marcas,  números  y  signos  esteriores  (vé  nota  407)  de  los 
bultos  y  envases  son,  como  en  los  efectos  mismos  y  en  los  ganados,  una 
manera  de  identificar  los  bultos  y  poderlos  reivindicar  en  caso  necesario. 
Así  es  que  figuran  siempre  en  las  facturas,  conocimientos,  permisos  y 
cartas  de  porte  (165  n®.  2  y  1028  n».  4o.  cit.).  De  este  modo  se  podrá,  en 
caso  preciso,  justificar  que  los  bultos  tales  fueron  negociados  con 
cuales  personas  y  en  determinadas  condiciones  y  circunstancias.  Alterar 
esos  signos,  sin  consentimiento  dé  los  interesados,  fuera,  sino  una  false- 
dad, causar  una  confusión,  ocasionada  á  abusos  y  daños. 

(920)  O  los  tenga  para  vender,  y  cualquiera  que  fuere  su  destino  y 
consignación.    Los  art.  265  y  266  debieron  seguir  al  presente. 


AKT.  266  Y  266  291 

en  provecho  del  comitenie.  ^^i  V.  369.  P.  74.  E.  163.  A.  372. 
O.  O.  XII,  1. 

Abt.  256 

Cuando  el  comisionista,  además  de  la  comisión  ordinaria 
percibe  otra  llamada  de  garantía ^  ^^  corren  de  su  cuenta  los 
riesgos  de  la  cobranza,  quedando  en  la  obligación  directa  de 
satisfacer  al  comitente  el  saldo  que  resulte  á  su  favor  á  los 
mismos  plazos  estipulados  (E.  168.  P.  76.  A.  370.  N.  P.  269, 

(921)  Es  doctrina  comente  que  la  comisión  no  puede  ser  para  el  comi- 
sionista ni  un  motivo  de  pérdida  (salvo  en  caso  de  culpa)  ni  jamás  un 
motivo  de  lucro.  Cl  comisionista  no  puede  percibir  sino  su  comisión  y 
la  percibirá,  a  inque  el  negocio  tenga  mal  éxito  (arg.  del  258  y  275).  Su 
decoro  le  exige  que  no  pueda  percibir  lucro  alguno  de  la  negociación 
que  se  leliubiere  encomendado,  pues  su  misión  no  es  especular  con  los 
negocios  sino  auxiliarlos.  En  consecuencia,  debe  abonar  á  su  comitente 
cualquier  ventaja  ó  provecho,  directo  ó  indirecto,  que  obtuviere  en  el 
desempeño  de  su  mandato  (véase  mi  Proy.  de  Cód.  206).  El  comitentej 
único  que  peligra  perder  en  el  negocio,  es  tsmibién  el  único  que  debe  re- 
coger los  beneficios.  Si  el  comisionista  posee  una  habilidad  especial, 
tendrá  mas  clientela  y  ganancias,  pactará  mayor  comisión,  esto  es  todo. 
■  No  es  raro,  dice  Munzinger,  que  los  comisionistas  levanten  los  pre- 
"  cios  de  compra  y  bajen  los  de  venta;  y  como  el  comercio  en  general  y 
^  la  comisión  en  especial  reposan  sobre  la  lealtad  y  la  buena  fé,  es  ne- 
'  cesarlo  reaccionar  ^  igorosameute  contra  esos  abusos  de  confianza,  pro- 
"  veyendo  á  la  protección  de  los  comitentes.  "  Vé  nota  278  hacia  el  fin, 
y  como  complemento  la  nota  al  272,  los  art.  1909,  1911  y  1912  del  Cód. 
Civ.  con  mis  notas,  así  como  el  277  del  presente  y  el  322  del  Cód.  ant. 
Troplong,  n».  429  y  Delamarre,  III,  n«  299.  El  258  debió  seguir  al  pre- 
sente. 

(922)  Esta  comisión  estraordinaria  es  llamada  del  credhre^  en  el  dere- 
cho (nota  423)  y  ordinariamente  viene  á  doblar  la  retribución.  Mediante 
este  pacto  el  comisionista,  en  cuanto  á  los  efectos  futuros,  deja  de  ser  tal, 
hace  suya  la  deuda  y  se  trueca  en  adquirente  ó  enajenante,  según  los 
casos,  y  principal  deudor  del  comitente.  En  este  sentido  es  la  opinión 
corriente  (vé  Cód.  Civ.  1914.)  El  comitente  evita  así  la  posibilidad  de 
que  el  3^.  le  opóngala  compensación  (vé  nota  816)  y  asegura  su  negocio. 
En  los  demás  casos  prevalece  la  disposición  del  258  y  existe  el  peligro  de 
la  compensación. 

La  convención  del  credére  no  es  ni  una  compra  condicional,  ni  una  fian- 
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g  lo  y  2o),  oomo  si  el  propio  comisionista  hubiese  sido  el  com- 
prador. ®^^ 

Si  la  comisión  de  garantía  ^^   no  se  hubiese  determinado 


za  ó  deuda  solidaria  (P.  855);  pero  algunos  autores,  siguiendo  á  Delama- 
rre  y  Le  Poitvin,  pretenden  que  es  un  seguro  (Aubry  y  Rau,  §  423.  Comp. 
Bravard,  11  pág.  267  y  IV  pág.  592).  Este  es  un  grave  error;  por- 
que, si  su  efecto  es  casi  igual  (asi  la  doctrina  del  498  no  es  aplicable  al 
comitente)  en  relación  al  comitente  garantido,  no  lo  es  en  relación  al  co- 
misionista garantizados  Porque  la  obligación  del  asegurador  es  even- 
tual, mientras  que  la  del  comisionista  es  una  obligación  principal  (A.  370 
inc.  lo.),  necesaria  y  fíja  en  la  cantidad;  porque  el  comitente  enajena  su 
crédito,  mientras  que  el  asegurado  conserva  y  protejo  su  propiedad,  y 
ambas  convenciones  difieren  en  muchas  otras  circunstancias,  tanto  que  la 
comisión  del  credére  se  cobra  por  las  ventas  al  contado.  La  comparación 
entre  esa  convención  y. el  seguro  de  solvencia  ( I.  426.  Alauzet,  VI  pág. 
121),  claveteará  mi  demostración.  Estas  analogías,  que  llevan  hasta  es- 
tablecer que  el  depósito  se  gobierna  por  las  reglas  de  la  comisión 
(vé  574),  acabarían  por  confundir  todas  las  nociones  y  contratos  que  al- 
guna semejanza  guarden  entre  sí,  y  son  propias  de  la  infancia  de  la  cien- 
cia. El  hibridismo,  dice  Caluci,  acaba  por  confundir  todas  las  ideas. 
Concluyo,  pues,  que  la  convención  del  credére  es  »ui  generiSj  y  tratándose 
de  enajenaciones,  á  nada  semeja  tanto  como  á  la  cesión  de  créditos, 
hecha  con  ó  sin  la  garantía  de  la  eviccion.  En  el  caso  de  un  seguro,  es 
un  deudor  eventual  del  importe  de  lo  que  el  asegurador  llegue  á  deber 
(vé  á  Desjardins,  XVII.  n^'.  1334).  Realizada  la  enajenación,  el  comisio- 
nista empieza  á  ser  deudor  de  dinero,  pues  por  aquel  pacto  el  carácter 
del  comisionista  no  se  desnaturaliza  (vé  nota  4836),  sino  después  de  fi- 
nalizada la  operación  y  sin  perjuicio  del  deber  de  rendir  cuenta  (Dela- 
marre,  III  n».  93  Troplong,  n^.  78.  Vidari,  n».  409;  &).  La  comisión  del 
credére  puede  cobrarse  en  virtud  de  estipulación  ó  del  uso  de  la  plaza 
(1, 218,  no.  6o.  y  219  y  Cód.  ant.  361):  arg.  del  inc.  2o.  Vidari,  no.  408. 

(923)  Lt^  comisión  del  credére  tiene  lugar  ordinariamente  en  las  comi- 
siones para  vender,  y  nuestro  §  se  refiere  por  esto  al  caso  de  venta,  tra- 
tando de  co  quod  plerumque  fit;  pero  es  corrieuto  en  los  derechos  francés  y 
alemán  (A.  370;  qu3  ese  pacto  puedo  intervenir  también  en  otros  contra- 
tos, v.  g.  en  la  comisioa  para  comprar,  cuanlo  el  comisionista-comprador 
se  constituye  garante  de  la  entrega  de  las  mercaderías  compradas  (Lyon 
Caan,  A.  allí).  Eu  esto  último  caso,  el  comisionista  queda  obligado  di- 
recta y  personalmonte  para  con  el  comitente,  á  la  ejecución  en  el  dia  del 
vencimiento,  si  el  vicio  de  las  mercaderías  vendidas  ú  otro  motivo  legal 
no  excusa  la  inejecución  de  las  obligaciones  del  comprador  (Del  mismo). 

(924)  Es  decir,  el  monto  ó  tanto  por  ciento  de  la  misma. 
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por  escrito,  y  sia  embargo  el  comitente  la  hubiese  aceptado  ó 
consentido,  pero  impugnare  la  cantidad,  se  entenderá  la  que 
fuese  de  estilo  en  el  lugar  donde  residiere  el  comisionista,  ^^^ 
y  en  defecto  de  estilo,  la  que  fuere  determinada  por  arbitra- 
dores.  o¿«  V.  360.  t|  B.  179,  inc.  2^.  P.  865.  N.  E.  272. 1.  387. 

Abt.  267 

El  comisionista  que  sin  autorización  de  su  comitente,  haga 
préstamos,  anticipaciones  ó  ventas  al  fíado,  toma  á  su  cargo 
todos  los  riesgos  de  la  cobranza,  cuyo  importe  podrá  el  co- 
mitente exigir  de  contado,  cediendo  al  comisionista  todos  los 
intereses,  ventajas  ó  beneficios  que  resultaren  del  crédito  acor- 
dado por  éste,  y  desaprobado  por  aquel.  ^^'^  V.  362.  E.  164. 
P.  54. 


(926)  De  acuerdo  con  el  art.  219  {ñn&\  de  la  nota  922).  Comp.  con  Vi- 
dari,  n«.  408  y  la  nota  987. 

(926)  Es  decir,  por  peritos  arbitradores  (vé  notas  634    y  la  2*.   al  982). 
Se  ha  omitido  el  3G1  del  Cód.  aut.  segiui  el  cual  la  comisión  de  garantía, 

cuando  proceda,  podía  cobrarse  por  las  ventas  verificadas  al  .contado; 
cuya  doctrina  subsiste,  aun  suponiendo  que  la  supresión  no  sea' efecto  de 
mero  olvido  (ya  que  la  Comisión  de  Cód.  no  dice  una  palabra  al  respec- 
to), porque  lo  no  prohibido,  se  entiende  permitido. 

Están  en  contra  de  esa  doctrina  el  Ch.  317  y  los  autores  que  sustentan 
el  error  de  que  esa  garantía  es  un  seguro.  Yo  me  esplicaría  la  tesis  bon- 
traria  si  no  hubiera  tan  gran  diferencia  entre  hacer  suyo  un  negocio  y 
ser  un  mero  mandatario  para  el  cobro  y  remisión  de  ima  cuenta  ó  can- 
tidad, y  si  en  el  comercio  las  ventas  al  contado  se  hicieran  abonando  en 
el  nüsmo  acto.  En  esas  confusiones  incurren  los  quo,  como  Delamarre  y 
Vidari  (n^  406),  niegan  la  comisión  en  las  ventas  al  contado;  y  Bédarride, 
nos  146  y  147,  justifica  mui  bien  la  antigua  práctica  del  comercio.  Tratán- 
dose de  creaciones  del  comercio,  querer  saber  mas  que  éste,  es  arriesgada 
pretensión;  y  los  usos  lícitos  demuestran  que  son  convenientes  para 
todos.  Con  razón,  pues,  cuando  la  sabia  discusión  del  Cód.  A.  fué  dese- 
chado desde  la  primera  deliberación  el  art.  289  del  Proy.  prusiano,  que 
sancionaba  la  doctrina  que  acabo  de  combatir.  Compara  con  el  mismo 
Yidari,  n<»  367. 

(927)  Cuando  el  maudatario  excede  sus  facultades,  tiene  el  comitente 
esta  opción:  ó  hace  suyo  el  negocio,  renunciando  á  los  daños  y  perjuicios 
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Sin  embargo^  el  comisioaista  sa  presume  autorizado  para 
conceder  los  plazos  que  fu  )ren  de  uso  en  la  plaza,  siempre 
que  no  tuviere  orden  en  contrario  del  comitente.  ^^  V.  362. 
B.  176.  De  E.  157.  P.  allí.  R.  369,  ino.  2o.  L  384.  N.  E.  270. 
N.  P.  271. 


Abt.  258 

El  comisionista  uo  responde  en  caso  de  insolvencia  de  las 
personas  con  quienes  contratare  en  cumplimiento  de  su  co- 
misión, siempre  que  al  tiempo  del  contrato,  fuesen  reputa- 
das idóneas,  salvos  los  casos  del  artículo  256,  ó  si  obrare  con 
culpa  ó  dolo.  ^^  V.  363.  B.  176.  P.  63  y  814.  E.  166.  W. 
167. 1.  387. 


(arg.  del  243  §  penált.  inc.  1»;  &.),  ó  repudia  el  negocio  y  exije  al  co- 
misionista el  valor  actual  de  las  mercaderías  vendidas.  Mas  como  el 
precio  al  fiado  es  un  poco  mas  alto  que  cuando  es  al  contado,  la  justicia 
rigurosa  no  autorizaría  á  exigir  sino  el  precio  corriente  de  ventas  al 
contado;  y  así,  pienso  con  Yidari  n^  381,  que  cuando  el  comisionista 
demuestre  que  si  hubiera  hecho  el  negocio  de  contado,  el  resultado 
obtenido  habría  sido  menor,  su  responsabilidad  uo  será  mayor  (Mi  Proy. 
de  Cód.  193).  Observaré  también  que,  aunque  el  comitente  se  apropie 
la  operación,  el  comisionista  continúa  siendo  el  principal  obligado  res- 
pecto al  S®'  contratante.  Ni  la  urgencia  de  la  venta  ó  el  que  pudiera 
resultar  daño  de  la  tardanza  (comp.  242  n®*  !<>  y  2^),  autorizan  la 
venta  al  fiado.  Vé  á  Troplong,  n^  363,   que  impugna  á  Delamarre. 

(928)  Pues  si  la  tuviere,  la  doctrina  de  la  última  parte  de  la  nota  an- 
terior será  aplicable  á  fortiori. 

(929)  Compara  con  Troplong,  n»»  37 1  y  406.  Este  art.  debió  preceder 
al  256  y  combinado  con  él,  apenas  tiene  necesidad  de  esplicacion.  Cuando 
el  comisionista  contrata  con  personas  reputadas  solventes,  no  responde 
de  la  solvabilidad  de  éstas,  ni  en  general,  del  cumplimiento  de  las 
obligaciones  por  ellas  contraidas  (I.  387.  A.  370.  S.  438,  Mi  Proy,  de 
Cód.  207),  á  menos  que  por  constarle  el  mal  estado  de  negocios  de  esas 
personas,  se  le  pueda  imputar  dolo  ó  culpa.  Aquí,  como  en  el  caso  del 
252  iuc.  lo.  el  comisionista  no  responde  directamente  sino  de  hechos 
propios,  y  sólo  indirectamente  de  los  ajenos.  La  apreciación  de  si  hay 
culpa  corresponde  al  juez  y  depende  de  las  circunstancias  del  caso. 

No  68  preciso  esceptuar  los  casos  del  art.  256. 


ABT.  259  Y  260  29B 

Abt.  259 

Siempre  qne  el  comisionista  venda  á  plazos,  deberá  espre- 
sar, en  las  cuentas  y  avisos  que  dé  al  comitente,  los  nom- 
bres ^^  y  domicilios  de  los  compradores  y  plazos  estipula- 
dos. í>3i  E.  1B6.  Vé  N.  P.  273. 

Si  no  hiciese  esa  declaración  esplícita,  se  presume  que  las 
ventas  fueron  al  contado  (E.  156),  sin  que  le  sea  admitida  la 
prueba  contraria.  »32  V.  364.  B.  177.  De  P.  54.  W.  158. 1.386. 
O.  O.  Xn,  11. 

Abt.  260 
El  comisionista  que  no  verifica  la  cobranza  de  los  capita- 

(930)  Ed  todo  caso  interesa  al  comitente  saber  con  quién  ha  contra- 
tado el  comisionista,  para  comprobar  la  realidad  y  las  condiciones  todas 
del  contrato,  así  como  la  exactitud  de  las  cuentas  y  evitar  fraudes; 
pero  cuando  el  negocio  se  ha  realizado  á  plazos,  la  ventaja  de  ese  cono- 
cimiento es  entonces  mas  señalada,  pues  sólo  mediante  el,  puede  el  co- 
mitente apreciar  la  conducta  del  comisionista,  cuidar  del  crédito,  ejercer 
á  su  tiempo  los  derechos  de  su  mandatario  (nota  836),  y  los  acordados 
por  1497  n«  1®,  1514  y  1517.  No  importa  que  intervenga  la  convención 
del  credérey  porque  este  pacto  no  -desnaturaliza  el  carácter  del  comisio- 
nista, sino  después  de  finalizada  la  operación  y  sin  perjuicio  de  la  rendi- 
ción de  cuentas  de  su  administración.  Ea  este  sentido  Troplong,  n<^ 
378.  Delaraarre,  III  n»  93  .  Vidari  n»  409;  &.  Compara,  sin  embargo, 
oon  ALauzet,  n»  1070  y  Bédarride,  n»  98  bi8, 

(931)  Debe  el  comitente  conocer  los  plazos  estipulados,  para  apreciar 
si  se  han  observado  los  usos  de  la  plaza,  ó  se  ha  hecho  la  enajenación 
á  los  prdcios  corrientes,  porque  el  plazo  influye  necesariamente  en  el 
quantum  del  precio.  Los  plazos  son  parte  importante  de  los  contratos 
y  necesita  conocerlos  el  comitente  á  los  efectos  generales  indicados 
en  la  nota  precedente. 

En  cuanto  al  domicilio  de  los  deudores,  sirve,  especialmente  en  ciu- 
dades populosas,  para  identificarlos  y  para  demandarlos  oportunamente 
ante  el  juez  respectivo.  Pero  la  importancia  de  este  requisito  y  del  re- 
lativo 4  los  plazos  no  es  tanta,que  su  omisión  haga  inevitable  la  apli- 
cación del  inc.  2<>,  una  vez  que  sea  reparada  en  tiempo.  También  los 
Gód.  E.  y  P.  no  se  refieren  sino  ala  exigencia  de  los  nombres  y  asimismo 
no  excluyen  la  prueba  en  coutrario. 

(932)  Aunque  hubiese  uso  constante  de  conceder  plazos  en  ventas  se- 
mejantes. La  presunción  de  este  §  es  sólo  con  relación  al  comisionista. 
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les  de  su  comitente  á  la  época  en  que  son  exigibles  según  las 
condiciones  y  pactos  de  cada  negociación,  responde  de  las 
consecuencias  de  su  omisión.  ^^'^  V.  365.  E.  159  cerc.  P.  5B. 
B.  178.  N.  E.  273. 


Abt.  261 

En  las  comisiones  de  letras  de  cambio  li  otros  créditos  en- 
dosables,  ^^  se  entiende  siempre  que  el  comisionista  garanta 
las  que  adquiere  ó  negocia  por  cuenta  ajena,  como  ponga  en 
ellas  su  endoso.  ^^^ 

(933)  El  comisionista  debe  verifícar  la  cobranza  de  los  créditos  de  su 
comitente  en  las  épocas  en  que  se  hicieren  exigibles,  y  no  haciéndolo  res- 
ponde de  los  daños  é  intereses  que  causare  su  omisión  (Mi  Proy.  de  Cód. 
210);  como  si  en  el  interiu  sobreviene  la  insolvencia  del  deudor  ó  se  cau- 
sare otro  daño  al  comitente  (comp  con  269).  Pero,  si  justificare  que  ha 
hecho  todas  las  gestiones  oportunas  y  necesarias  para  realizar  el  cobro, 
quedará  exeuto  de  toda  responsabilidad.  <*Si  no  acredita  que  con  la  p\m- 
''*'  tualidi;d  debida  usó  de  los  medios  legales  para  conseguir  el  pago  '*, 
dicen  los  art®"  E.  y  P.  Ni  bastará  el  cobro  estrajudicial  y  deberá  ocurrir 
sin  dilación  á  los  jueces,  si  quiere  poner  á  salvo  su  responsabilidad, 
pues  queda  dicho  que  en  la  administración  de  intereses  ajenos  debe  em- 
plearse mayor  circunspección  y  menor  libertad  de  acción  que  en  los 
propios.  Y  condenado  el  deudor,  deberá  ser  ejecutado  por  el  comisionista, 
en  cuanto  lo  consienta  el  f'stado  de  quiebra  ó  de  moratoria  en  que  en 
d  Ínterin,  pueda  caer  el  domandaJo.  De  otro  modo  incurrirá  en  culpa 
y  será  pasible  de  daños  y  perjuicios.  Té  los  art<»»  164,  413  y  895,  que 
encierran  disposiciones  análogas.  El  comisionista  omi¿>o  en  el  cobro 
parece  que  responderá  de  los  intereses  dosde  el  vencimiento  mismo  del 
crédito  (arg.  del  269,  del  257  y  del  259),  pues  no  se  trata  de  un  mutuo 
dh'ecto  regido  por  la  disposición  del  560,  .siuó  de  los  daños  causados 
efectivamente  al  comitente.  Vidari,  n<*  386,  opina  en  el  mismo  sentido; 
aunque  establezca  después  (u»  389),  para  un  caso  idéntico,  que  los  inte- 
reses corren  dosde  el  dia  de  la  constitución  en  mora.  Compara  con  el 
277,  al  fin. 

(934)  Vé  598  y  740. 

(935)  Sampaio  reconoce  que  la  redacción  de  este  art.  presenta  la  misma 
dificultad  y  obscuridad  en  los  Cód.  E.  y  P.,  y  después  de  ti-anscribir  la 
traducción  de  Saint  Joseph,  que  yo  considero  inaceptable,  presenta  la 
suya,  que  tampoco  satisface,  y  menos  aun  la  inteligencia  y  explicación 


L 
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Solo  puede  fandadameute  escusarse'  á  endosarlas,  ^^  pre- 
cediendo pacto  espreso  ®^^  entre  el  comitente  y  comisionis- 
ta ^^  que  le  exonere  de  dicha  responsabilidad,  ®^^  en  cuyo 
caso  deberá  girarse  la  letra,  ó  estenderse  el  endoso  á  nom- 
bre del  comitente,  «^o  y.  366.  E.  160.  P.  76.  W.  159. 1.  386. 
A.  376. 


que  le  atribuye  un  profesor  nacional.  Del  examen  atento  del  contexto 
de  este  art.  y  de  su  comparación  con  el  n®  3®  y  lo  restante  del  604,  apa- 
rece claramente  que  no  se  trata  sino  de  una  interesante  aplicación  del  233 
(nota  835),  cosa  que  se  explica  en  el  Cód.  E.  (en  el  portugués  mas  difí- 
cilmente: vé  su  art.  786),  pues  según  él,  \m  comisionista  puede  contratar 
en  nombre  propio  ó  en  nombre  del  comitente  (vé  nota  816).  Así,  el  giro 
ó  el  endoso,  como  su  adquisición,  el  pago  por  intervención,  &,  son  actos 
personales  del  que  los  ejecuta  á  su  nombre,  aunque  consigne  que  lo  hace 
por  cuenta  y  orden  de  un  tercero  (604  y  618  al  fin.  Alauzet,  n®  1273;  &), 
y  queda  responsable  único  hacia  los  terceros  (233  cit.:  comp.  con  Bédar- 
ride,  n<*  104  á  106).  ^  El  comisionista,  dice  el  A.  373,  que  se  ha  encargado 
^  de  comprar  una  letra  de  cambio  ó  un  pagaré  4  la  orden,  debe,  cuando 
^  la  endose  (voluntariamente,  pues  no  es  obligado  á  ello),  revestirla  de 
"  un  endoso  completo  y  sin  reservas. "  Pero  en  el  caso  de  que  fuese 
comisionado  para  adquirir  una  letra  de  cambio,  el  comisionista  no  garan- 
tiza la  solvencia,  si  no  ha  mediado  la  garantía,  espresa  ó  tácita,  ddcredére. 
En  este  sentido  el  258  y  Pardessus,  u®  581.  Nótese  en  apoyo  de  esto, 
que  el  presente  art.  no  figura  después  del  256,  donde  debió  colocarse,  si 
legislase  un  caso  de  aquella  garantía,  como  se  ha  enseñado.  Yé  las  cinco 
notas  siguientes.  Yo  había  propuesto,  en  mi  Proy.  de  Cód.  183,  un  ar- 
tículo despejado;  pero  se  ha  preferido  mantener  el  acertijo,  que  los  nuevos 
Cód.  E.  y  P.  se  han  guardado  de  reproducir. 

(936)  En  nombre  propio,  se  entiende;  aunque  sea  por  cuenta  del  co- 
mitente. 

(937)  En  los  casos  urgentes,  tan  frecuentes  en  el  comercio,  esta  exi- 
gencia de  un  pac^  espreso,  será  uu  verdadero  obstáculo. 

(938)  Nótese  que,  por  nuestro  derecho,  sólo  el  que  contrata  en  nombre 
propio  es  comibionista  (arg.  del  233,  243,  244,  &):  art.  222  inc.  2». 

(939)  Como  el  mandatario  no  contrae  tal  obligación,  si  no  quiere,  él  no 
debe  pactar  que  se  exime  de  ella.  Lo  que  Pardessus  (n®  581)  dice  es  que 
la  garautía  del  credére  puede  resultar  del  endoso  mismo,  á  favor  del  co- 
mitente, sin  hacer  sus  reservas  eu  la  correspondencia  ó  por  otra  forma; 
lo  cual  es  mui  distinto. 

(940)  Una  vez  que  la  operación  se  haga  á  nombre  de  otro,  el  comisio- 
nista no  es  tal,   sino  simple  mandatario  (nota  938).    La  embrollada 
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Art.  262 

Los  comisionistas  no  pueden  adquirir  por  si  ni  por  inter- 
pósita  persona,  efectos  cuya  enajenación  les  haya  sido  con- 
fiada, á  no  ser  que  medie  consentimiento  espreso  del  comi- 
tente í>4i.  V.  367.  E.  161.  N.  E.  267.  P.  77.  Cüvü  1918. 

Art.  263 

Es  indispensable  también  el  consentimiento  espreso  del  co- 
mitente, para  que  el  comisionista  pueda  ejecutar  una  adqui- 
sición que  le  está  encargada  con  efectos  que  tenga  en  su 
poder,  ya  sean  suyos  ó  ajenos.  «^8  V.  368.  E.  162.  P.  78. 

Art.  264 

En  los  casos  á  que  se  refieren  los  dos  artículos  antece- 
dentes, no  tiene  derecho  el  comisionista  á  percibir  la  comi- 
sión ordinaria,  sino  la  que  se  haya   espresamente  estipulado. 

No  mediando  estipulación,  ni  convenio  de  partes,  se  re- 
ducirá la  comisión  á  la  mitad  de  la  ordinaria.  ^^^  Y.  369. 
E.  163.  P.  79. 

redacción  de  este  §  apenas  se  entiende  en  el  E.,  según  el  cual  el  comi- 
sionista no  deja  de  serlo,  aunque  contrate  á  nombre  del  comitente 
(nota  935). 

(941)  Gomo  esta  es  una  materia  propia  del  Cód.  Civ.,  véase  los  art.  1361 
n9  4, 1918  y  1613  de  ese  Cód.  con  mis  notas.  Pero  las  restricciones  con- 
tenidas en  este  art.  y  en  el  siguiente,  parecen  hallarse  en  desa<iuerdo 
con  antiquísimas  prácticas  del  comercio,  con  el  pensamiento  del  510,  y  se 
hallan  condenadas  por  notables  comercialistas,  como  Casaregis,  Munzin- 
ger  y  Vidari  (n*»  367)  y  por  los  recientes  Cód.  do  A.  376.-  S.  444.  I.  386  y 
N.  P.  374,  que  permiten  uniformemente,  y  tratándose  de  mercaderías  ó 
valores  cotizables  en  bolsa  ó  mercado,  que  el  comisionista  pueda  ser 
adquirente  ó  enajenante,  salvo  estipulación  contraria. 

Tan  sabia  disposición,  que  yo  habia  propuesto  en  mi  Proy.  de  Cód.  195, 
ha  sido,  sin  embargo,  repudiada  desgra>ciadamente  con  la  incontrastable 
razón  del  silencio.  Vé  338  inc.  2®. 

(942)  Cód.  Civ.  1919.  Vé  la  nota  anterior.  El  Cód.  Civ.  1918  sólo  prohibe 
la  venta  de  la  cosa  propia  del  mandatario. 

(943)  No  se  acuerda  sino  la  mitad  de  la  comisión,  porque  el  comisio- 
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AsT.  265 

Los  comisioaisias  no  paedea  tener  efectos  de  uaa  misma 
especie  pertoaecientes  á  distintos  dueños,  ^^  bajo  una  misma 
marca,  sin  distinguirlos  por  una  contramarca  que  evite  con- 
fusión, y  designe  la  propiedí^d  respectiva.  V.  370.  E.  164. 
N.  E.  268.  N.  P.  276.  W.  156. 

Abt.  266 

Cuando  bajo  una  misma  negociación  se  comprendan  efec- 
tos de  distintos  comitentes,  ó  los  del  mismo  comisionista 
con  los  de  algún  comitente,  debe  hacerse  la  debida  distin- 
ción en  las  facturas,  con  indicación  de  las  marcas  y  contra- 
marcas que  designen  la  procedencia  de  cada  bulto,  anotán- 
dose en  los  libros,  en  articulo  separado,  lo  respectivo  á  cada 
propietario,  «^s  e.  166.  P.  81.  N.  P.  276. 

Si  existiera  la  más  leve  diferencia  en  la  calidad  de  los 
géneros,  el  contrato  sólo  podrá  celebrarse  á  precios  distin- 
tos. í>4fi  V.  371.  P.  81  inc.  2o.  I.  382. 

Abt.  267 

El  comisionista  que  tuviere  créditos  contra  una  misma 
persona,   procedentes  de  operaciones  hechas  por  cuenta  de 

nista  habrá  trabajado  en  el  interés  de  dos  comitentes,  cobrando  á  cada 
uno  media  comisión,  ó  en  ventaja  suya  y  de  sa  comitente.  Compara  en 
diversos  sentidos  con  A.  376.  Alauzet,  n"  1060.  Bódarride,  n»  87  y  vé  á 
Sampaio  sobie  los  art.  77  á  79  y  á  Pardessus,  n»  B70  y  Cód.  Civ.  1918. 

(944)  Aunque  uno  de  esos  dueños  sea  él  mismo.  Vé  el  art.  siguiente. 
La  sanción  son  los  daños  y  perjuicios  que  de  la  confusión  puedan  se- 
guirse, como  siempre  que  se  trata  de  la  violación  de  un  precepto  legaL 
Este  art.  debió  seguir  al  254:  vé  la  nota  9l9. 

(945)  Asi  lo  requiere  el  orden  de  los  negocios  y  para  casos  análogos  lo 
exigen  los  art.  1 1 8  y  123  y  la  necesidad  de  evitar  confusiones  perjudi- 
ciales y  atajar  pleitos  y  fraudes. 

(946)  Porque  las  cosas  lo  son  (nota  887).  De  lo  contrario,  el  comisio- 
nista responderá  del  perjuicio.  Pero  este  §  ha  debido  suprimirse,  por  ser 
puramente  doctrinario. 
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distintos  comitentes,  ó  bien  por  cuenta  propia  y  por  la  aje- 
na, anotará,  en  todas  las.  entregas  que  haga  el  deudor,  el 
nombre  del  interesado  por  cuya  cuenta  reciba  cada  una  de 
ellas,  y  lo  espresará  igualmente  en  el  documento  de  des- 
cargo que  dé  al  mismo  deudor.  ^^^  y.  372.  E.  166.  P.  82. 
N.  P.  277.  O.  O.  Xn,  13. 

Aet.  268 

Cuando  en  los  recibos  y  en  los  libros  se  omita  espresar 
la  aplicación  de  la  entrega  hecha  por  el  deudor  de  distiutas 
operaciones  y  propietarios,  según  lo  prescribe  el  artículo 
precedente,  se  hará  la  aplicación  á  prorata  de  lo  que  im- 
porte cada  crédito  ^^^  igualmente  exigible,  ^^^  e.sceptuándosa 
ol  del  comisionista,  «so  gj  lo  hubiere,  ^^i  V.  373.  E.  167.  P.  83. 
N.  P.  277  §  único.  Comp.  Cód.  Civ.  1728. 

(947)  Estas  precauciones,  complementarias  de  las  anteriores,  se  reco- 
miendan por  sí  mismas,  pues  al  favor  de  la  confusión,  el  comisionista 
puede,  mediante  sus  recibos  y  asientos  en  los  libros,  beneficiarse  ó  be- 
neficiar á  unos  con  perjuicio  de  otros. 

La  sanción  y  el  complemento  de  este  art.  se  encuentran  en  el  siguiente. 
Compara  con  el  205  de  mi  Proyecto. 

(94d)  Suponiendo  que  la  imputación  no  se  haya  hecho  siquiera  en  los 
recibos,  el  deudor  que  pagó  no  podría  perjudicarse  porque  el  comisionista 
hubiera  omitido  hacer  el  asiento  en  regla  en  sus  libros.  Puede  comp.  con 
Cód.  Civ.  773  ¿  778.    Recuérdese  la  disposición  del  121. 

(949)  "  En  defecto  absoluto  de  tal  anotación,  dice  mi  Proy.  de  Cód.  205, 
"  el  pago  se  apHcará  á  las  deudas  vencidas,  y  el  exceso,  si  le  hubiere,  se 
'^  imputará  proporcionalmente  entre  las  no  vencidas. "  En  esta  despejada 
disposición  se  ha  inspirado  la  C.  de  C.  C.  al  agregar  las  palabras  igual- 
mente exigiblcj  pues  asi  se  llama  la  deuda  de  plazo  vencido  y  el  adverbio 
igualmente,  está  demás,  porque  una  deuda  es  exigible  ó  no  lo  es,  mas 
nunca  es  exigible  desigualmente. 

(950)  Esta  esclusion  del  crédito  del  comisionista  ha  sido  aconsejada 
por  un  espositor  argentino,  con  el  propósito  de  dar  al  mandato  del  art. 
anteiior  una  sanción  de  que  carecía;  siu  advertir  que  precisamente  en  el 
presente  se  encuentra  la  sanción  que  se  busca  y  no  se  encuentra;  y  que 
la  sanción  propuesta  es  injusta,  arbitraria  é  incongruente  con  el  texto 
del  art.  anterior.    Y  á  la  verdad,  si  el  crédito  del  comisionista  era  el 
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A&T.  269 

El  comisionista  que  distrajere  del  destino  ordenado  los 
fondos  de  su  comit3nte,  responderá  por  los  intereses,  des- 
de el  día  que  entraron  en  su  poder  dichos  fondos,  y  por  los 
daños  resultantes  de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  orden; 
sin  parjuício  de  las  acciones  criminales  á  que  pudiera  ha- 
ber lugar,  en  caso  de  dolo  ó  fraude.  ®^*  V.  374.  B.  180. 
E.  141.  N.  P.  241,  §  único. 

Abt.  270 

Todo  comisionista  es  responsable  de  la  pérdida  ó  estra- 
vío  de  los  fondos  metálicos  ó  moneda  corriente  que  tenga 
en  su  poder,  pertenecientes  al  comitente,  aunque  el  daño  ó 

único  vencido  ó  lo  era  también  otro  del  comitente,  qué  justicia  purdo 
haber  en  excluir  de  la  imputación  aquel  crédito?  Es  de  maravillarse  la 
ligereza  con  que  se  menoscaba  el  derecho  ajeno,  aplicando  sanciones  ina- 
decuadas y  excesivas.  Y  qué  diremos  si  el  cobro  fué  consecuencia  de  ua 
juicio  personal  ó  se  efectuó  con  el  valor  de  bienes  afectados  al  crédito? 
Adde  Caluci,  np  179,  bajo  el  882  I.  Por  otra  parte,  el  deudor  ha  podido 
exigir  la  imputación  al  crédito  mas  gravoso.   Vé  Cód.  Civ.  1728. 

(951)  Léase,  si  le  hubiere,  como  exige  la  propiedad. 

(952)  Idéntica  á  ésta  as  la  disposición  del  4l5  y  del  440,  y  en  el  ir)47 
qo  5o  ge  hallará  otra  sanción  mas  de  su  violación.  La  materia  de  éste  y 
de  los  art.  475  y  440  constituye  en  su  mayor  parte  una  aplicación  del 
derecho  común  y  especialmente  del  art.  1913  del  Cód.  Civ.  relativo  al 
mandatario;  pues  tanto  el  comisionista,  como  el  liquidador  de  una  socie- 
dad, su  socio  gerente  y  en  general  los  socios  administradores  ó  gestores 
de  negocios,  son  otros  tantos  mandatarios,  sujetos  á  reglas  idénticas. 
Asi,  este  art.  pudo  en  rigor  ser  omitido,  sino  fuera  que  es  mas  esplicito 
que  el  1913  citado,  y  un  poco  mas  práctico  y  riguroso  (vé  el  1547  d9  S»), 
pues  cobra  los  intereses  desde  el  dia  en  que  los  fondos  entraron  en  poder 
del  comisionista,  mientras  que  el  1913  hace  el  cómputo  desde  el  dia  en 
que  hizo  uso  de  los  fondos.  Mas  la  disposición  debió  hacerse  extensiva 
á  todo  mandatario,  como  en  mi  Proy.  de  Cód.  170,  y  aun  pienso  que  lo 
«era,  en  virtud  del  principio  de  las  leyes  análogas  (nota  3);  pero  la  duda 
es  mui  posible  (I  y  207)  y  ha  debido  ser  eliminada,  mediante  la  genera- 
lización del  cit.  art.  170.  Puede  verse  las  citas  á  este  último;  vé  la  nota 
954  y  comp.  el  presente  con  el  575. 
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pérdida  provenga  de  caso  fortnito  ó  de  violencia^  á  uo  ser 
que  ]o  contrario  se  haya  pactado  espresamente,  ^^^  y  salvas 
las  escepciones  que  nacieren  de  circunstancias  especiales, 
cuya  apreciación  queda  librada  á  la  prudencia  y  circuns- 
pección de  los  Tribunales.  »^*  V.  375.  E.  131  (vé  N.  E.  267). 
W.  151.  B.  181. 

Art.  271 

Los  riesgos  que  ocurran  en  la  devolución  de  los  fondos 
del  poder   del    comisionista   á  manos  del  comitente,  corren 


(953)  Basta  comparar  esta  disposición  con  la  del  art.  247  y  la  del  575, 
para  convencerse  que  es  de  derecho  excepcional,  como  establece  Yidari 
(d9  362  á  364)  y  resulta  del  principio  de  que  la  cosa  parece  para  el  dueño, 
que  es  el  comitente.  Es  verdad  que  puede  decirse  que  hay  en  nuestro 
caso  una  especie  de  depósito  irregular,  que  el  género  nunca  perece,  y  que 
esta  disposición,  igual  á  la  del  Cód.  Civ.  1915,  se  establece  en  odio  al  peli- 
gro y  abusp  de  hacerse  los  mandatarios  los  robados;  pero  entonces,  para 
ser  consecuentes,  debemos  admitir  que  los  valores  en  dinero  perecerán 
para  el  mandante,  si  el  mandatario  prueba  que  se  hallaban  contenidos  en 
cajas,  sacos  ó  bultos  cerrados  (dicho  art.);  y  como  nuestro  art.  deja  de- 
masiado al  arbitrio  judicial,  lo  único  lógico  y  procedente  era  suprimirlo 
y  atenerse  al  derecho  común,  como  lo  había  aconsejado  en  mi  Proy*  de 
Cód.  (nota  al  205).  Así,  se  explica  que  se  permita  pactar  en  contrario* 

Si  no  se  tratara  de  una  disposición  de  derecho  escepcional,  la  aplicaría 
sin  vacilar  á  los  títulos  al  portador,  mientras  que  la  primacía  debida  al 
derecho  común  (247  cit.),  me  obliga  ¿  establecer  que  la  pérdida  ó  estravío 
de  esos  títulos,  sucedidos  por  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor  y  sin  inter- 
vención de  culpa  alguna  del  mandatario  ó  comisioDÍsta,  no  responsabi- 
lizarán á  estos  últimos,  por  grande  que  sea  la  semejanza  entre  dichos 
títulos  y  el  dinero.    Vé  la  nota  siguiente,  así  como  la  955. 

(954)  Esta  salvedad,  la  latitud  dejada  á  la  apreciación  de  los  magis- 
trados y  el  permitir  que  las  partes  puedan  pactar  que  el  dinero  perezca 
para  el  comitente  (sin  culpa  del  comisioDista,  se  entiende),  demuestran 
que  se  trata  de  una  disposición  de  derecho  escepcional  sancionada  en  vir- 
tud de  consideraciones  especialísimas.  Nuestro  art.  permite  que  el  man- 
datario use  de  los  fondos,  con  cargo  de  reponerlos,  ya  que  para  él  perecen; 
lo  cual  no  deja  de  presentar  sus  graves  inconvenientes,  inconvenientes 
que  acaso  podrían  obviarse  en  mucha  parte,  si  la  ley  ó  la  convención 
oblígase  á  depositar  los  fondos  en  un  banco  público  acreditado. 
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por  cuenta  de  éste,  ^^^  á  no  ser  que  aquel  se  separase  en 
el  modo  de  hacer  la  remesa,  de  las  órdenes  recibidas,  ^^ 
(E.  142)  ó  si  ningunas  tuviese,  de  los  medios  usados  en  el 
lugar  de  la  remesa.   ^^^  V.  376.  B.  182.  P.  61.  N.  E.  263. 

Abt.  272 

El  comisionista  que,  sin  autorización  espresa  del  comi- 
tente, verifica  una  negociación  á  precios  y  condiciones  mis 
onerosas  que  las  corrientes  en  la  plaza  i  la  época  en  que 
la  hizo,  responderá  por  los  perjuicios,  ^^  sin  que  le  escuse 
haber  hecho  iguales  negociaciones  por  cuenta  propia.  ^^ 
V.  337.  E.  132  y  B.  183.  P.  62. 

(955)  Mientras  el  comisionista  mantiene  los  fondos  en  su  poder,  pere- 
cen para  él,  con  las  restricciones  que  acabamos  de  ver  (270  y  nota  953); 
pero  una  vez  que  salen  de  su  poder  para  ser  remitidos  al  comitente,  el 
comisionista  cumple  su  mandato  enviándoselos,  al  lugar,  en  el  tiempo  y 
en  la  forma  debidos  y  la  regla  que  la  cosa  perece  para  su  dueño  recobra 
8u  pleno  imperio.  Por  esto,  la  remisión  de  los  fondos  se  hace  por  cuenta 
y  riesgo  del  comitente,  que  es  y  fué  siempre  el  dueño  de  ellos.  Mas  si 
hubo  retardo  6  mora  en  la  devolución,  el  caso  fortuito  (en  principio)  y 
con  mas  razón  la  culpa  son  á  cargo  del  comisionista,  y  los  fondos  viajan, 
entonces,  por  su  cuenta  y  riesgo  (Cód.  Civ.  513,  789,  893;  &  nota  del 
Dr.  Velez-Sarsfield  al  1850;  y  Cód.  anterior  220).  Compara  con  el  176  y 
la  nota  612. 

(956)  Entonces,  responderá  del  daño  causado  por  culpa  ó  caso  fortuito; 
á  menos  que  demostrase  que  el  daño  fortuito  era  inevitable  y  habría  su- 
cedido necesariamente,  aunque  la  remesa  se  hubiese  hecho  en  la  forma 
indicada  por  el  comitente;  porque  en  la  producción  del  caso  fortuito  no 
habría  entonces  intervenido  ninguna  culpa  (arg.  del  892  del  Cód.  Civ.),  y 
la  responsabilidad  implícita  de  nuestro  art.  se  funda  solo  en  la  presunción 
de  que  el  caso  fortuito  no  habría  causado  el  daño,  si  la  remesa  se  hubiese 
hecho  en  el  modo  ordenado. 

(957)  De  conformidad  á  la  disposición  final  del  238. 

(95S\  Esto  viene  á  ser  una  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  Inc.  2®  del 
238,  y  debió  colocarse  á  continuación  suya. 

''959)  El  comisionista  tiene  menor  libertad  que  en  la  administración  de 
los  propios  intereses,  y  probablemente  las  condiciones  del  mercado  y  del 
negocio  no  serán  en  uno  y  otro  c  \so  la  ti  mismas.    El  art.  previene  así  un 
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Abt.  273 

El  comisionista  que  recibiere  orden  para  hacer  algún  se- 
guro, será  responsable  por  los  perjuicios  que  resultaren  por 
no  haberlo  veriñcado,  siempre  que  tuviere  fondos  bastantes 
del  comitente  para  pagar  el  premio  del  seguro,  ó  dejase  de 
dar  aviso  con  tiempo  ^^  al  comitente  de  las  causas  que  le 
habian  impedido  ^^  cumplir  su  encargo. 

Si  durante  el  riesgo  quebrare  el  asegurador,  queda  cons- 
tituido el  comisionista  en  la  obligación  de  renovar  el  se- 
guro, ^^^  si  otra  cosa  no  le  estaba  prevenido.  ®^^  V.  378. 
E.  168,  2*  parte.  P.  86.  B.  184.  N.  E.  274.  A.  367. 

fraude  ó  responsabiliza  por  una  falta.  Por  eso,  aunque  al  dar  el  encargo 
se  hubiese  fíjalo  precio  mayor  ó  menor  que  el  corriente  en  la  plaza,  res- 
pondera  él  comisionista  del  perjuicio  causado  por  la  diferencia  en  la  ena- 
jenación ó  adquisición;  pues  la  voluntad  del  que  señala  un  precio,  es 
fijar  lo  como  mínimum  para  la  venta  y  como  máximum  para  la  compra,  y  el 
mandatario  debe  procurar  la  mayor  ventaja  del  comitente  (255  y  su  arg.). 
Vé  en  este  sentido  á  Delamarre,  II,  n»»  304,  307  y  352,  Vidari,  n»  372  y 
comp.  con  Bravard,  11,  pág.  258  y  259  y  mi  Proy .  de  Cód.  1 90. 

(960)  Siendo  este  inciso  como  el  complemento  del  235,  debió  seguirle  y 
guardar  mas  armonia  con  él.  La  presente  se  halla  comprendida  en  la 
disposición  general  del  223.  Vé  la  nota  siguiente.  En  vez  de  dejase f  léa- 
se en  el  inciso  dejare^  como  decia  el  Cód.  ant.  y  lo  requiere  la  palabra 
tuviere, 

(961)  Que  Is  impidan  ó  hayan  impedido,  debe  decirse.  Se  trata  aquí  de 
causas  que  han  impedido  cumplir  el  encargo  del  seguro,  según  las  instruc- 
ciones que  se  le  habian  comunicado  (art.  E.),  ó  por  otras  causas  y  nó  preci- 
samente, de  causas  de  renuncia  ó  escusacion,  como  se  ha  enseñado.  Tam- 
poco es  cierto  que  la  comisión  para  efectuar  un  seguro  no  sea  renuncía- 
blen,  como  establece  Sampaio  y  otros  y  parece  resultar  del  P.  86  (vé  N.  P. 
236  §  único),  sino  que  el  caso  se  halla  regido,  como  he  dicho,  por  las  dis- 
posiciones generales  de  los  art.  224,  228  y  235  inc.  I®.  Otra  cosa  sería,  si 
el  comisionista  fuese  encargado  de  adquirir  ó  remesar  mercaderías  bajo 
seguro,  pues  en  tal  caso  rogiría  la  disposición  del  239. 

(962)  La  opción  deferida  j.or  el  526  no  podía  ser  regularmente  acorda- 
da á  un  simple  mandatario,  y  sin  perjuicio  de  ser  ejercitada  por  el  asegu- 
rado, creo  que  el  presente  inciso  ha  hecho  bien  en  disponer  como  lo  hace. 
Comp.  con  Delamarre,  III,  n»  178.  El  nuevo  seguro  se  regirá  por  las 
disposiciones  de  los  art.  600,  501  y  521.  Compara  con  Sampaio  bajo  el 
86  P. 
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Es  entendido  que  el  referido  seguro  sólo  podrá  celebrarse 
*on  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  512.  ®^ 

Abt.   274 

Todo  comisionista^  tiene  derecho  á  exigir  del  comitente 
una  comisión  por  su  trabajo,  ^^  la  cual,  no  habiendo  sido 
espresamente  pactada^  ^^  será  determinada  por  el  uso  comer- 
cial del  lugar  donde  se  hubiese  ejecutado  la  comisión.  ^^'^ 
Y.  379.  B.  186.  De  E.  137.  P.  789.  W.  143.  N.  E.  277. 
A.  361.  I.  349.  O.  O.  XH,  16. 


(963)  Sl  otra  cosa  le  estaba  prevenida  (prevenido,  no  es  castellano), 
deberá  ceñirse  á  las  instrucciones  recibidas  (238  inc.  1»),  so  pena  de  da- 
ños y  perjnicios  (242). 

(964)  Esta  adición,  hecha  por  la  Comisión  de  Códigos,  es  puramente 
doctrinaria  é  importa  un  error;  porque  la  disposición  del  512  se  refiero  al 
mandato  propiamente  dicho,  y  nó  á  la  comisión  ni  al  comisionista,  pues 
éste  queda  siempre  comprometido  á  pagar  personalmente  la  prima  del  se- 
guro (final  de  dicho  aii;.),  según  la  disposición  del  233,  y  asi  la  prescrip- 
ción del  512  no  le  alcanza  ni  tiene  importancia  alguna. 

(965)  Aunque  el  negocio  no  haya  tenido  buen  éxito  (vé  mi  nota  al  1952 
Cód.  Civ.  y  áVidari,  n*»  399),  y  suponiendo  que  no  haya  renunciado  á  ella; 
pero  la  comisión  se  reputa  retribuida  ú  onerosa  (comp.  221  inc.  2®  y  no- 
ta) y  las  renuncias  no  se  presumen  y  son  de  estricta  interpretación  (Cód. 
Civ.  874  con  mi  nota).  Kespocto  al  reembolso  de  los  gastos  causados  en 
la  ejecución  de  la  comisión,  regirá  el  1949  del  propio  Cód.  Véanse  tam- 
bién los  art.  1948  á  1957,  que  salvo  el  1956,  son  ostensivos  al  comisionista, 
y  puede  verse  á  Vidari,  n»  401  y  á  Del  amarre,  Commissionj  n®  78;  a&í  co- 
mo los  art.  310  y  311  del  Cód.  ant.  y  227  y  276  del  presente. 

(966)  Dar  preferencia  al  uso  comercial  sobre  el  pacto  tácito  es  desviar 
se  del  axioma  jurídico  «a^fem  est  vis  taciti  acque  expressi  (Cód.  Civ.  1145 
inc.  1®)  y  de  disposiciones  para  casos  idénticos  ó  análogos  (vé  129  y  573 
inc.  lo).  Asi,  debiera  bastar  el  acuerdo  tácito,  resultante  del  uso  del  co- 
misionista, conocido  del  comitente  ó  el  precedente  que  otras  consigna- 
ciones pasadas  entre  ambos  hubieran  establecido.  Escrito  esto,  veo  que 
Vidari  (n»  396)  opina  en  el  mismo  sentido.  Vé  N.  P.  232  §  1». 

(967)  Mientras  que,  según  el  256,  la  comisión  de  garantía  se  determina 
de  acuerdo  con  el  uso  comercial  del  lugar  donde  residiere  el  comisionista. 
£sta  manifiesta  incoherencia,  tomada  del  Cód.  B.  y  que  no  se  encuentra 
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Abt.  275 

Si  se  ha  concluido  la  operación  ó  mandato,  la  comisión  se 
debe  íntegra;  pero  en  caso  de  muerte  ó  separación  del  comi- 
sionista, ^^  se  debe  únicamente  la  cuota  correspondiente  a 
los  actos  que  haya  practicado. 

Sin  embargo,  cuando  el  comitente  revoque  el  mandato  an- 
tes de  concluido,  sin  causa  justificada,  procedente  de  culpa 
del  comisionista,   ®®®   nunca  podrá   pagarse  menos  ^^°   de  la 


en  mi  Proy.  de  Cód.  174  y  203,  suelen  salvar  los  intérpretes,  diciendo  que 
el  256  so  refíere  al  caso  frecuente,  y  que  la  disposición  actual   primará 

cuando  el  negocio  fué  realizado  por  el  comisionista  en  una  plaza  diversa 
de  la  de  su  residencia.  Comp.  con  218  n»  6»,  Vidari,  n^  408,  y  N.  P.  232  §  1®. 
Si  no  existiere  un  uso  comercial,  ol  quantum  de  la  comisión  se  determi- 
nará por  peritos  arbitradores  (arg.  del  256  y  dol  573).  Para  determinar 
el  uso  mercantil  podrá  invocarse  antecedentes  escritos,  informes  de 
comerciantes  antiguos  y  prácticos,  de  la  cámara  de  comercio,  &.  La  re- 
tribución se  calcula  en  un  tanto  por  ciento  sobre  el  producto  bruto  de  la 
operación,  según  la  opinión  y  práctica  corrientes.  Vidari,  n®  395;  &. 
Respecto  á  si  la  retribución,  se  computará  también  sobre  los  gastos:  vé  á 
Bédarride,  n*»  137. 

(968)  O  por  muerte  é  incapacidad  del  mandante  ó  del  mandatario  (N. 
P.  246)  ó  .  por  caso  fortuito  que  no  permita  la  terminación  del  negocio. 
Eadem  est  ratio.  Este  §  se  aplicará  también  al  caso  de  renuncia  justifica- 
da del  comisionista  (vé  224  y  notas),  si  es  que  no  se  halla  comprendido 
en  sus  términos,  pues  la  separación  puede  provenir  de  renuncia  y  no  pura- 
mente de  despedida^  y  esta  palabra,  usada  por  el  original  brasilero,  no  ha 
sido  aquí  reproducida.  Es  de  la  mas  absoluta  justicia  que  el  trabajo  del 
hombre  en  favor  de  otro  sea  por  éste  retribuido,  y  si  á  protesto  de  re- 
nuncia ó  falta  se  pudiera  privar  de  retribución,  el  comisionista  podría 
verse  pagado  con  pleitos.  Vé  la  nota  siguiente.  En  todo  caso,  ratificado 
el  negocio,  se  deberá  la  comisión,  porque  la  ratificación  vale  tanto  como 
un  mandato  previo  al  acto. 

(969)  Y  si  hubiere  intervenido  culpa,  perderá  el  comisionista  derecho  á 
toda  comisión  ?  Ni  en  las  leyes  ni  en  los  autores  sería  posible  hallar  una 
respuesta  categórica  ó  una  solución  científica.  Vé  la  nota  416,  la  85  al 
1952  del  Cód.  Civ.  y  los  art.  U)2  inc.  3»,  119  al  fio,  436  n»»  I»  y  2^  y  440, 
que  parecen  argiür  por  la  pérdida  del  derecho;  y  los  art.  129  y  1111  n®  3° 
que  arguyen  lo  contrario.  Los  escritores  franceses  establecen  que  se 
deberá  en  parte  la  retribución,  si  la  gestión  del  mandatario,  mala  sobre 
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mitad  de  la  comisión,  aunque  no  sea  la  que  exactamente 
corresponda  á  los  trabajos  practicados.  ^'^  V.  380.  B,  187. 
188.  P.  819. 

Abt.  276 

El  comitente  está  obligado  á  satisfacer  al  contado,  no  me- 
diando estipulación  contraria,  el  importe  de  todos  los  gastos 
y  desembolsos  verificados  en  el  desempeño  de  la  comisión, 
con  los  intereses  respectivos  por  el  tiempo  que  mediare  en- 
tre el  desembolso  y  el  pago  efectivo.  ^"^^  V.  381.  B.  186. 
E.  138.  N.  E.  278.  P.  46.  W.  145.  A.  371.  I.  360. 

un  ponto,  hubiera  sido  buena  sobre  otros.  Delainarre,  11.,  289.  Troplong, 
no  636  4  639.  Bédarride,  n»*  132  y  133  y  Font,  Petits  contrata,  n^  1102 
{adde  n^  1087).  Cuando  el  dolo  ó  la  culpa  del  comisionista  no  hubiere 
cansado  ningún  daño  ó  éste  fuere  insignificante,  y  siempre  que  el  comi- 
tente hubiera  utilizado  con  la  gestión  del  comisionista,  no  podría  negarse 
á  éste  la  acción  que  nace  del  contrato  ó  4  lo  menos  la  de  in  rem  verso, 
especialmente  cuando  se  trata  de  un  contrato  en  que  interviene  una  loca- 
ción de  obra  y  de  servicios  (vé  las  notas  688  y  968). 

La  disposición  de  nuestro  inciso  no  armoniza  bastante  con  la  del  111, 
que  acuerda  la  comisión  íntegra. 

(970)  Pues  si  e]  mandatario  hubiese  recibido  adelantada  la  retribu- 
ción ó  parte  de  ella,  no  puede  el  mandante  exigir  en  este  caso  que  se  le 
restituya  (Cód.  Oiv.  738  y  1958 ;  y  530  y  995  al  fin,  del  presente  Cód.  y 
182  del  Cód.  ant.  (vé  nota  679).  Troplong,  n»»  643  y  644.  Pont,  n«»  1106  y 
1107.  Vé  la  nota  última  al  995  cit. 

La  redacción  de  nuestro  inciso  arguye  que  se  podrá  pagar  al  comisio- 
nista mas  de  la  mitad  de  su  comisión  (en  el  caso  del  111  se  acuerda 
comisión  íntegra),  lo  cual  procederá  cHando  el  comisionista  hubiese  eje- 
cutado gran  parte  de  su  comisión.  El  juez  resolverá  apreciando  las  cir- 
cunstancias de  cada  caso.  Vé  la  nota  siguiente. 

(971)  Aunque  esta  prescripción  sea  impugnada  por  Vidari  (n®  400),  me 
parece  mui  sabia  y  práctica.  Puede  comp.  con  1052  y  1110  inc.  2»;  con  el 
596  del  Cód.  ant.  y  con  los  1958  y  1638  del  Cód.  Civ.;  ad virtiendo  que 
condición  del  locador  de  servicios  debe  ser  mejor  que  la  del  mandatario, 
porque  la  locación  es  en  interés  de  ambos  contrayentes  y  en  el  mandato, 
el  principal  interés  es  del  mandante. 

(972)  El  mandante  está  obligado  á  suministrar  al  mandatario,  en  tiem- 
po oportuno  todos  los  medios  necesarios  á  la  ejecución  del  mandato 
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Abt.    277 

El  comisionista^  por  su  parte,  está  obligado  á  rendir  al 
comitente,  luego  de  evacuada  la  comisión,  cuenta  detallada  y 
justificada  de  todas  las  operaciones  y  cantidades  entregadas 
ó  percibidas,  ^"^^  reintegrando  al  comitente,  por  los  medios 
que  este  le  prescriba,  ^'^'^  el  sobrante   que  resulte  á  su  favor. 

En  caso  de  mora,  responde  por  los  intereses  desde  la  fe- 
cha de  la  interpelación.  «^^  V.  382.  E.  139.  P.  47.  W.  146. 
A.  361.  Civil  1913, 

Art.  278 
El  comisionista  á  quien  sa   pruebe   que  sus  cuentas  ^^®  no 

(Cód.  Civ.  1948:  vé  mi  nota  á  él,  y  el  art.  224  del  presente),  y  que  según 
el  pacto  ó  el  uso  no  deba  proporcionar  el  mandante  (vé  mi  Proy.  de  Cód, 
173).  Y  cuando  el  mandatario  hubiere  hecho  gastos  ó  adelantos,  no  esta- 
rá obligado  ¿  esperar  la  presentación  de  cuentas  ó  el  entero  cumpli- 
miento del  mandat  o  para  exigir  el  pago  inmediato  de  aquellos  (Cód.  Civ. 
1955),  con  los  intereses  desde  el  dia  del  anticipo  (1950  del  mismo);  á 
menos  que  otra  cosa  se  haya  convenido  ó  fuere  de  uso  constante.  Y  el 
comisionista  podrá  girar  una  letra  para  el  cobro  de  su  crédito  contra  el 
comitente,  pues  éste  tiene  el  deber  de  pagar  á  aquel  en  su  domicilio.  Es 
punto  cuestionado.  Vé  á  Delamarre  II.  n®  326  y  mi  Proy.  de  Cód.  516. 

(973)  Como  todo  mandatario  (Cód.  Civ.  1909 :  vé  mis  notas  á  él)  y  todo 
administrador  de  bienes  ajenos  (70, 402,  902  y  965).  Vé  68  y  69. 

(974)  O  los  de  uso,  en  defecto  (271).  Vé  Cód.  Civ.  1909  y  1913  con  mis 
notas,  que  amplia  y  detalla  los  deberes  de  todo  mandatario,  al  respecto. 

(975)  Esta  disposición,  aunque  sea  conforme  al  principio  dominante  en 
nuestro  Cód.  Civ.  (vé  560  del  presente),  no  es  congruente  con  la  prescrip- 
ción del  119,  relativa  al  rematador  que  es  un  mandatario  (vé  121),  del 
4.36  n®  lo  y  2»  y  440  concerniente  al  liquidador  de  una  sociedad,  que  lo 
es  igualmente  y  la  del  102,  relativa  al  corredor,  que  á  veces  también  lo  es 
(nota  991).  Tampoco  guarda  congruencia  con  la  disposición  del  276,  ni  es 
conforme  á  los  usos  comerciales,  aunque  lo  sea  á  lo  establecido  en  el  Cód. 
Civ.  1913.  Comp.  con  mi  Proy.  de  Cód.  214).  La  cuenta  corriente,  que 
existe  ordinariamente  entre  corresponsales,  restablecerá  la  igualdad  entre 
ellos,  que  por  nuestro  §  viene  á  quedar  rota. 

(976)  Respecto  á  la  rendición  de  cuentas,  vé  68  á  72,  246  con  la  nota 
896,  los  art.  1909  y  1910  del  Cód.  Civ.;  á  Delamarre,  III.  n»*  294  á  314 
y  Bédarride,  n®  167. 


AET.  278  Y  279  309 

están  conformes  con  los  asientos  de  sus  libros,  ^^  ó  que  ba 
exajerado  ó  alterado  los  precios  ó  los  gastos  veriñcados,  será 
castigado  como  reo  de  delito,  conforme  á  las  leyes  penales.  ^^^ 
De  V.  383.  P.  48.  B.  186,  inc.  2o.  E.  140. 

Abt.  279 

Los  efectos  consignados,  asi  como  los  adquiridos  por  cuen- 
ta del  comitente,  ^^®  se  entienden  especialmente  obligados  ^^ 

(977)  Vé  el  art.  68. 

(978)  Será  considerado  reo  de  hurto  y  castigado  conio  tal,  decía  el  Cód. 
anterior,  cuya  redacción  se  ha  modificado,  siguiendo  mi  indicación,  aun- 
que mediante  una  fórmula  poco  feliz.  Porque  no  estahleciéndose  la  clase 
de  delito  ni  la  pena,  el  art.  todo  será  un  simple  espantajo,  si  el  Código 
Penal  no  considera  esos  hechos  como  delitos  punibles.  Mi  Proy.  de  Cód. 
215,  disponía  así:  '*  perderá  todo  derecho  á  la  comisión;  sin  perjuicio  de 
^M a  responsabilidad  penal  por  la  defraudación,  si  procediere";  cuya  re- 
dacción se  explica  tanto  mas  que  ese  proyecto  fué  trabajado  poco  antes 
de  la  esperada  sanción  del  nuevo  Cód.  Penal.  La  pena  se  consigna  en 
sus  art*  202  v  203,  n®»  6  v  13. 

La  acción  penal  que  pueda  corresponder,  no  escluye  el  derecho  á  pedir 
las  diferencias  y  sus  intereses  ú  otros  daños  y  perjuicios,  mediante  la 
acción  civil  y  según  los  casos. 

(979)  ^*  Hasta  que  el  mandatario  sea  pagado  de  los  adelantos  y  gastos 
"  (con  sus  intereses  correspondientes:  Cód.  Civ.  1950)  y  de  su  retribución 
"  ó  comisión,  dice  ese  Cód.  1956,  puede  retener  en  su  poder  cuanto  baS' 
'*  tare  para  el  pago  (aun  de  las  mejoras  ^necesarias:  2466),  cualesquiera 
^  bienes  ó  valores  del  mandante  que  se  hallen  á  su  disposición. "  Aunque 
no  se  haya  ensayado  armonizar  estas  disposiciones,  dando  margen  á 
justas  dudas,  creo  que  las  recordadas  prescripciones  del  Código  serán 
aplicables  al  comisionista.  Debe  tenerse  en  cuenta  también  las  doctri- 
nas de  Yidari  en  su  n9  422.  El  privilegio  del  comisionista  debió  esteu- 
derse  asimismo  respecto  al  precio  que  él  haya  pagado  en  la  compra  de 
mercaderías  por  cuenta  y  orden  del  comitente  (Cód.  Civ.  arg.  del  3893), 
como  lo  establecen  algunos  Cód.,  lo  proponía  en  mi  Proy.  175  y  es  de 
toda  justicia;  aunque  tal  privilegio  parece  quedar  comprendido  en  la  pa- 
labra anticipaciones  ó  en  la  de  desembolsos  usada  por  el  276.  En  todo  caso, 
es  fuera  de  duda  que  gozaría  del  derecho  de  retención  (Cód.  Civ.  3939  y 
3940).    Vé  las  notas  siguientes.  Comp.  con  ley  belga  14  y  H.  80. 

(980)  Especialmente  obligados  ó  afectados;  porque  es  un  privilegio  es- 
pecial sobre  ciertos  bienes  muebles  (1500  n®  8»),  como  los  del  porteador 
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al  pagp  de  las  anticipaciones  que  se  hubiesen  hecho,  gastos 
de  trasporte,  ^^^  conservación  ^^^  y  demás  legítimos,  asi  como 
á  las  comisiones  ^^^  é  intereses  respectivos.  ®^ 
Son  consecuencias  de  dicha  obligación: 

lo  Que  ningún  comisionista  ^^^  puede  ser  compelido  á 
entregar  los  efectos  que  recibió  ó  adquirió  en  comi- 
sión, ^^^  siu  que  previamente  se  reembolse  de  sus  an- 


(200),  del  locador  ó  del  depositario.  En  la  nota  anterior  hemos  visto  y 
resulta  del  n»  I»  siguiente,  que  el  comisionista  goza  también  del  derecho 
de  retención. 

(981)  Habla  de  gastos  de  trasporte,  porque  se  legisla  en  el  su^mesto 
ordinario  de  que  la  comisión  se  pasa  entre  corresponsales  domiciliados 
en  distintas  plazas  (vé  281  con  sus  notas  y  la  nota  420).  Vé  á  Yidari, 
no»  412  y  424. 

(982)  Hemos  visto  (nota  979)  que  el  Cód.  Civ.  acuerda  al  mero  tenedor 
de  una  cosa  un  derecho  de  retención  en  razón  de  las  mejoras  necesarias: 
vé  201  y  nota  723. 

(988)  Comisión  ordinaria  y  comisión  extraordinaria  ó  del  credére. 

(984)  Interés  de  todos  los  gastos  y  desembolsos  (276)  y  aun  de  la  su- 
ma debida  por  retribución,  puei  la  ley  no  distingue  y  la  garantía  acor- 
dada al  capital  alcanza  generalmente  á  sus  réditos.  Este  §  se  repite,  su- 
prinüda  la  adición,  en  el  1500  n».  8^. 

(985)  En   Francia  se  ha  juzgado  y  no  puede  haber  la  menor  duda, 
á  pesar  de  la  redacción    equivocada  del  art.  8  n^.  5^.,  que  las  disposicio 
nes  de  este  art.  son  ostensivas  á  cualquiera  que  realice    una  comisión, 
aunque  no  ejerza  habitualmente  ese  ramo  de  comercio.    Massé,  n9*,  2830 
y  2831.    Vidari,  no.  420  y  s.  s.  Ley  belga  16  y  17.  A.  378. 

(986)  Este  es  el  derecho  de  retención,  que  el  Cód.  Civ.  (vé  sus  art. 
3939  á  3946  con  mis  notas  y  la  nota  979)  reglamenta.  Vé  958  y  1117, 
Es  un  derecho  puramente  pasivo,  el  de  conservar  la  tenencia  ó  posesión  de 
la  cosa;  una  simple  garantía  acordada  al  deudor  y  no  un  medio  de  libera- 
ción, como  es  la  compensación.  Así,  nunca  da  lugar  á  una  acción,  aun- 
que la  Enciclopedia  de  DerecJio  y  un  espositor  de  este  art.  hayan  dicho  lo 
contrario.  Y  esta  doctrina  es  tan  cierta  que  el  notable  proyecto  de  Cód. 
Civ.  alemán  234  permite  rescatar  la  cosa  afectada  ó  retenida,  ofreciendo 
en  sustitución  otra  garantía  suficiente,  con  tal  que  no  sea  una  fianza. 
E.S  verdad  que,  cuaudo  se  le  rehuse  ó  retarde  el  pago  de  su  crédito,  podrá 
el  comisionista,  ejecutar  las  mercaderías  retenidas,  si  su  crédito  es  eje- 
cutivo y  todo  con  sujeción  al  Cód.  de  procedimiento.  Pero  esto  puede 
hacerlo  siempre  y  como  lo  haría  cualquier  otro  acreedor  común,  y  la  de- 
manda se  fundará  en  la  legitimidad  de  su  crédito  y  no  en    el  derecho  á 
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ticipaoiones,  ^^^  gastos,  comisiones  é  intereses,  si  los  hu- 
biere. ^^ 
2°  Que  en  caso  de  falencia  •^^  será  pagado  sobre  el  pro- 
ducto de  los  mismos  géneros,  con  la  preferencia  esta- 


retener  las  mercaderías.  No  ae  puede  argüir  con  lo  establecido  en  los 
236  y  237,  ya  porque  son  disposiciones  especiales  que  más  bien  suponen 
una  regla  opuesta,  ya  porque  se  trata  en  esos  casos,  de  pequeños  gas- 
tos y  conviene  á  todos  que  los  efectos  se  vendan  cuanto  antes,  ya  por- 
que la  venta  se  hace  allí  sin  intervención  del  comitente,  lo  cual  es  de 
derecho  escepcioual  y  no  puede  estenderse  k  casos  más  graves.  Por  úl- 
timo, tratan  aquellos  art.  de  uña  comisión  que  no  ha  sido  aceptada  y 
menos  cumplida;  mientras  que  en  el  nuestro  sucede  todo  lo  contrario,  y 
habrá  quizá  mutuas  reclamaciones  á  hacerse.  Comp.  con  el  129  y  202. 
Tampoco  obsta  la  disposición  del  Cód.  Civ.  3224,  que  como  el  Cód.  ant. 
1704,  autoriza  al  acreedor  pignoraticio  á  pedir  la  venta  de  la  prenda 
para  ser  pagado  de  su  crédito,  porque  aun  |ue  tal  derecho  sea  ostensivo 
al  comisionista  por  analogía  (vé  la  nota  última* del  presente  art.),  él  nace 
y  se  ejerce  en  virtud  del  privilegio  que  les  está  acordado  y  no  se  funda 
en  el  derecho  de  letencion.  Coucluyo,  pues,  que  el  derecho  á  pedirla 
venta  el  comisionista  lo  tiene  de  su  calidad  de  acreedor  prendario  y 
privilegiado  (vé  á  Namur,  n9,  321),  y  pienso  además  con  Bédarride, 
n^.  230,  que  sería  ruinoso  para  el  comercio  que  no  se  adoptase  en  el  caso 
im  procddimiento  breve  y  espeditivo,  sobre  todo  cuando  el  comitente  se 
encuentra  en  una  plaza  mui  distante. 

(987)  La  ley  no  distingue  si  los  anticipos  ó  desembolsos  (vé  nota  979) 
han  sido  anteriores  ó  posteriores  al  envío  de  los  efectos  ó  á  su  adquisi- 
ción por  el  comisionista,  y  como  todos  los  adelantos  se  hacen  á  objeto 
de  llenar  la  comisión,  no  habría  un  fundamento  racional  para  tal  distin- 
ción. Puede  verse  á  Delamarre,  11,  pág.  297  y  298.  Yidari,  n».  422.  Si 
los  anticipos  y  gastos  no  son  exigibles  (vé  Cód.  Civ.  1957),  no  autoriza- 
rán el  derecho  de  retención  y  mal  podrían  ser  créditos  privilegiados,  ya 
que  priu8  est  esse  quam  ease  talcrn.    Vé  281.  Comp.  con  Alauzet,  n®.  1098. 

(988)  Vé  las  notas  979  á  984. 

(989)  Este  será  el  caso  más  ordinario  (vé  á  Bédarride,  n».  231),  pero  el 
privilegio  podrá  ejercitarse  cuando  la  venta  sea  pedida  por  otro  y  aun 
por  el  mismo  comisionista  (vé  nota  986),  porque  ni  el  proemio  de  nuestro 
art.  ni  el  1600  n®.  8®.  distinguen,  y  es  de  principio  que  el  privilegio 
se  trasmite  y  hace  efectivo  en  el  precio  de  la  cosa,  especialmente  rn  ma- 
teria comercial  en  que  las  mercaderías  se  equiparan  á  su  valor  ó  precio 
(pretium  loco  rei),  Cód.  francés  95  inc.  4o.  E,  169.  P.  49.  Ley  belga  15. 
Bédarride,  n».  231.  Vidari,  n",  425  y  3G68  y  mi  nota  al  3875  del  Cód.  Civ, 

El  privilegio  tendrá  lugar  también  en  caso  de  insolvencia  y  concurso 
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blecida  en  el  articulo  ISOO.»»^  V.  384.  De  E.  169.F.  696. 
P.  69.  H,  80.  B.  189.  N.  E.  276.  A.  376. 


Aet.  280 

Para  gozar  de  la  preferencia  establecida  en  el  articulo  pre- 
cedente, es  menester  que  los  efectos  estén  en  poder  del  con- 
signatario, ó  que  se  hallen  á  su  disposición,  ó  que  á  lo  menos 
se  haya  verificado  la  espedicion  á  la  dirección  del  consigna- 
tario, y  que  éste  haya  recibido  un  duplicado  del  conoci- 
miento ó  carta  de  porte.  ^^^  Di  E.  170.  F.  95  y  92.  O.  O. 
Xn,  11. 

del  no  coiuerciante.  Eadem  est  vatio.  Con  preferencia  ¿  los  demás  acree- 
dores del  comitente,  dicen  los  Cód.  F.  y  E .  y  seria  por  demás  singular 
que  el  privilegio  pudiera  oponerse  solamente  contra  los  acreedores  del 
comerciante  fallido.  No  obstante,  la  ley  ha  debido  usar  im  lenguaje  mas 
propiO)  porque  los  privilegios  son  de  estricta  interpretación  (Cód. 
Civ.  3876). 

(990)  Esta  es  una  referencia  vana  y  sin  ninguna  importancia,  porque 
en  dicho  art.  1500  n».  8<*.  no  se  establece  cuál  sea  esa  preferencia  ó  grado 
del  privilegio;  lo  cual  constituye  una  de  tantas  ÍDadvei*tencias  singulares 
que  se  han  padecido*  por  la  Comisión  de  1873  y  la  de  Códigos.  Vé  1249 
§  últ.  con  su  nota  y  el  582  cou  la  nota  1975.  Y  la  inadvertencia  no 
puede  remediarse  acudieudo  á  la  fuente  subsidiaria  del  Cód.  Civ.,  porque 
ese  Código  no  acuerda  privilegio  al  comisionista  ni  al  mandatario  (vé  no- 
ta 979).  Para  graduarlo,  p  íes,  no  queda  otro  recurso  que  proceder  por 
vía  de  anal  igía,  aplicándole  los  artículos  del  Cód.  Civ.  relativos  á  la  pre- 
lacion  del  crédito  privilegiado  del  acreedor  pignoraticio  (vé  281),  que 
tanta  semejanza  guarda  con  el  de  comisionista  (vé  final  de  la  nota  986  y 
á  Namur,  n».  321).  Pienso  también  que  el  privilegio  de  este  n<>.  es  supe- 
rior al  del  locador  (vé  Cód.  Civ.  3883  inc.  2o.  y  3909  y  á  Bédan-ide, 
n»».  226  y  227)  y  al  del  vendedor  reivindicante,  como  que  el  propio  co- 
misionista puede  encontrarse  en  situación  idéntica  (cuando  compra  con 
su  dinero):  art.  1507  y  su  arg.  Vé  Cód.  Civ.  3894,  N.  P.  247  y  H.  80 
al  fin. 

Por  último,  el  derecho  del  acarreador,  en  los  casos  de  los  200  y  201, 
prima  sobre  el  del  comisionista  (N.  E.  276  n®  2»).  Vé  el  1530  del  pre- 
sente. 

*  (991)  Porque  por  cualquiera  de  estos  medios  se  causa  la  tradición 
^Cód.  Civ.  2388  y  463  del  presente).    Puede  verse  á  Troplong,  Nantisse- 


AEr.  280  313 

Gozará  asimismo  del  derecho  de  retención^  ^^  si  los  efectos 
se  hallan  en  camino  á  la  dirección  del  fallido,  ^^  probándose 
la  remesa  ^^  por  conocimientos  ó  carta  de  porte  de  fecha 
anterior  á  la  declaración  de  la  quiebra.  ^^  V.  385.  B.  189. 
F.  92.  N.  E.  276.  I.  362. 


ment,  no  319  á  336;  á  Bédarride,  n»  2  ¥5  á  223;  á  Desjardins,  n»  153;  &. 
Por  qué  se  refiere  aquí  á  la  preferencia  y  en  el  inc.  siguiente  al  derecho  de 
retención?  Vé  la  nota  siguiente. 

(992)  Gozará  asimismo  del  privilegio  ó  preferencia,  debió  decir,  pues 
el  inciso  anterior  habla  de  esta  última  y  nó  del  derecho  de  retención. 
También  los  Códigos  modelos  del  nuestro  se  refieren  al  privilegio  pura- 
mente, y  las  palabras  derecJio  de  rete^icion  han  sido  introducidas  por  los 
codificadores  argentinos,  demostrando  asi  que  no  tenían  una  noción 
exacta  de  ese  derecho  y  lo  confundían  con  el  derecho  de  preferencia  ó 
privilegio  especial  (vé  Cód.  ant.  1698  n»  11)  á  que  se  refieren  el  279  y  el 
inc.  auterlor  (No  se  escandalicen  los  cJiauvinistas).  Conviene  entonces 
establecer  que  el  n®  1^  del  art.  anterior  alude  al  derecho  de  retención  y 
el  n<»  2»  al  privilegio;  y  que  nuestro  inciso  quiere  referirse  al  privilegio, 
como  se  colige  del  abverbio  asimismo^  y  porque  remesadas  las  mercade- 
rías al  comitente,  éstas  viajan  por  su  cuenta  y  riesgo  (vé  nota  955),  se 
entiende  hecha  la  tradición  al  mismo  y  llegadas  á  su  destino,  el  comi- 
sionista no  podrá  impedir  que  sean  entregadas  al  comitente  (vé  191  inc. 
1<>  con  sus  notas).  Si  el  comisionista  da  oportunamente  contraorden, 
recobraría  así  la  tenencia  de  que  se  había  desprendido,  y  con  ella  el 
derecho  de  retención  y  el  privilegio.    Vé  la  nota  siguiente. 

(993)  La  redacción  de  este  §,  tomado  del  B.,  es  obscura.  Entiendo  yo 
que  la  remesa  debe  haberse  hecho  antes  de  la  declaración  de  quiebra  y 
que  hecha  después  y  puesta  la  cosa  á  disposición  del  fallido  ó  del  síndico 
ó  del  juez  de  la  quiebra  cesa  el  privilegio  del  comisionista.  En  el  1®^ 
caso,  el  privilegio  se  conserva,  aunque  el  conocimiento  ó  la  carta  de 
porte  esté  ya  en  poder  del  comitente,  causándose  así  la  tradición.  Este 
derecho  escepcional  es  un  favor  concedido  al  comisionista,  aunque  tra- 
tándose de  adelantos,  podría  tal  vez  justificarse  como  una  subrogación  en 
los  derechos  del  enajenante,  á  quien  el  comisionista  ha  pagado;  de  maicera 
que  éste  viene  á  ser  á  modo  de  un  vendedor  que  ha  fiado  al  comitente. 
Puede  verse  Cód.  Civ.  768  no  3»  y  á  Alauzet,  n«  lOáí  y  1042;  y  vé  la 
nota  995. 

(994)  La  efectividad  de  la  remesa,  así  como  su  fecha,  para  evitar 
fraudes.  Este  inciso  arguye  que  la  fecha  de  los  documentos  privados 
puede  oponerse  á  terceros,  como  lo  he  sostenido  en  la  nota  758. 

(995)  Si  la  remesa  fué  posterior  á  la  declaración  de  quiebra,  cesa  el 
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Abt.  281 

No  están  comprendidas  en  las  disposiciones  del  artículo  279 
las  anticipaciones  ^®  que  se  hagan  sobre  efectos  consigna- 
dos por  una  persona  residente  en  el  mismo  domicilio  del  co- 
misionista. ^^^  Se  considerarán  como  préstamos  con  prenda, 
si  se  verifican  las  circunstancias  establecidas  en  el  titulo  De 
la  Prenda.  »»»  V.  386.  De  E.  171.  P.  61.  F.  de  1808, 
art.  95. 


privilegio  del  comisionista,  porque  su  mándalo  termiua  (1404  inc.  1»),  aun- 
que haya  ignorado  la  quiebra  de  su  mandante,  pues  en  tal  caso  el  man- 
dato no  se  reputa  subsistente  sino  á  los  efectos  indispensables.  Vé  Cód. 
Civ.  1964  y  1966;  y  144  inc.  2o  del  presente. 

(996)  Tratándose  de  privilegios  y  de  disposiciones  de  derecho  escep- 
cional,  lo  mas  seguro  es  atenerse  á  la  letra  de  la  ley;  y  concluyo,  por 
consiguiente,  que  los  gastos  y  retribución  del  comisionista  continuarán 
rigiéndose  por  los  dos  art.  precedentes. 

(997)  Porque  entonces  no  existe  la  necesidad  de  que  las  haga  el  comi- 
sionista, necesidad  que  es  el  fundamento  principal  de  su  privilegio. 
Además,  podría  temerse  que,  simulando  comisiones,  se  creasen  privile- 
gios á  favor  del  comisionista,  en  perjuicio  de  los  demás  acreedores.  Sin 
embargo,  Bódarride  (n*»"  168  á  170:  comp.  con  n»  188)  nos  enseña  que  la 
experiencia  ha  desautorizado  esos  temores  y  que  la  ley  de  1863  se  ha 
cumplido  sin  peligro  alguno;  y  Vidarí  (n®*  426  y  427)  impugna  especial- 
mente la  disposición  de  nuestro  art.  con  razones  muy  atendibles.  Es 
sensible  que  en  el  presente  caso,  no  tenga  el  comisionista  mas  recurso 
que  contratar  una  prenda.  Nótese,  por  lo  demás,  que  este  inciso  sólo  es 
aplicable  á  efectos  consignados  por  el  comitente,  pues  no  se  refiere  á  los 
adquiridos'por  cuenta  de  éste,  y  que  en  ningún  caso  se  puede  negar  al 
comisionista  el  derecho  de  retención,  como  lo  he  establecido  en  la  nota 
979.  Se  entiende  que  el  comitente  y  comisionista  residen  en  el  mismo 
domicilio,  cuando  realizan  habitualmente  sus  negocios  en  la  misma  ciudad 
ó  plaza. 

(998)  Art.  580  á  588,  y  la  legislación  supletoria  del  Cód.  Civ. 

Método.  Los  artículos  de  este  Capítulo  habrían  ganado  muchísimo  en 
claridad,  espuestos  en  el  orden  siguiente:  232,  233,  261,  234,  241,  235, 
273,  236  á  239,  238,  272,  242,  250,  259,  243,  267,  244  á  254,  265,  266,  255, 
258,  256,  257,  260,  262  á  264,  267  á  271  y  274  á  281.  Todo  contribuye  á 
hacer  de  nuestros  Cód.  \m  verdadero  dédalo. 
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TÍTULO  TERCERO 
De  las  Compañías  ó  Sociedades  ^ 

CAPÍTULO  PEIMERO 

Disposiciones  generales 

Abt.  282 

La  compañía  ó  sociedad  mercantil  ^^^  es  xm  contrato  por 
el  cual  dos  ^^^  ó  más  personas  se  unen,  ^^*  poniendo  en 
común  '^^    sus  bienes    é  industria,  ó  alguna  de    estas  co- 

(999)  £n  este  Titulo  se  ha  conservado  un  centenar  de  art.*  del  Cód.  ante- 
rior, se  ha  agregado  una  veintena  de  mi  Proy.  de  Gód.  y  unos  cuarenta 
del  nuevo  Cód.  portugués  con  algunas  variantes;  y  tal  vez  uno  que  otro 
art  original  de  la  Comisión  de  Códigos,  aunque  otra  cosa  se  diga  en  el 
Informe  de  esta  última.  Al  examinar  cada  disposición  se  verá  que  el 
viejo  título  ha  sido  mui  mejorado,  pero  que  hay  grandes  deficiencias 
(v.  g.  sobre  fusión  de  sociedades),  muchos  errores,  nuevos  y  viejos, 
indefensión  de  la  minoría,  y  que  la  reforma  de  tratado  de  tan  vital  im- 
portancia ha  quedado  á  medio  camino.  En  esta  materia  principalmente 
ha  descollado  el  Cód.  italiano  y  en  él  se  han  inspirado  todos  los  Códigos 
posteriores,  escepto  el  nuestro. 

(1000)  Las  palabras  compañía  y  sociedad  son  sinónimas  en  el  lenguaje 
y  derecho  españoles,  pero  no  lo  son  en  el  lenguaje  y  derecho  portugueses 
(vé  P.  526  y  538),  que  como  el  brasilero  reservan  el  vocablo  compañía 
para  la  sociedad  anónima.  La  importancia  de  esta  observación  se  adivi- 
nará, considerando  que  el  plan  ó  distribución  de  materias  y  muchos  art. 
de  este  Título  son  tomados  del  Cód.  B.  y  se  apreciará  al  examinar  este 
Capítulo,  el  Vin  y  el  IX. 

(1001)  Quedan  así  fuera  de  la  definición  las  sociedades  anónimas  (vé 
318, 1*)  y  la  comanditaria  por  acciones  (vé  381);  así  como  las  cooperati- 
vas que  adopten  una  de  esas  formas  (vé  392).  Comp.  con  el  372. 

(1002)  En  las  sociedades  de  personas  hay  unión  de  esfuerzos,  unión 
que  casi  desaparece  en  las  sociedades  por  acciones  y  mas  aun  en  la  sim- 
ple comunidad.    Esto  explica  lo  dispuesto  en  los  art*  308,  309  y  419. 

(1003)  Como  la  sociedad  no  causa  comunidad  de  bienes  ni  de  industria 
y  puede  existir  sin  producirse  el  condominio  de  los  capitales,  habría  sido 
preferible  decir  unen  mis  aportes  ó  capitales,  Comp.  395.    En  este  sentido? 
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sas,  ^^^  para  practicar  actos  de  comercio,  ^^^  con  ániíúo  de 
partir  el  lucro  que  pueda  resultar.  ^^^  De  V.  387.  Aoev.  1867, 
E.  264 II  O.  O.  X.  1.  Cód.  Napoleón  1832. 

véase  la  definición  del  Cód.  Civil  1648,  con  la  cual  debió  procurarse  uni- 
formar la  presente.  Se  unen  para  comerciar  en  común,  dice  el  301.  Pero 
es  cierto  que  los  socios  aunan  sus  esfuerzos  (306  inc.  1^,  808,  309,  384, 
411,  414,  418  y  su  arg.) 

(1004)  Los  socios  nunca  ponen  en  común  sus  bienes,  especialmente  en 
las  sociedades  que  no  son  colectivas  (vó  316,  376,  383,  392  y  395),  tanto 
mas  que  por  nuestro  derecho  no  es  posible  la  sociedad  universal  (vó 
Cód.  Civ.  1651).  Thol  establece  que  la  prestación  puede  consistir  en  di- 
nero ó  valores,  como  mercaderías,  trabajo  (industria  ó  servicios)  y  hasta 
relaciones  (§  81),  ó  en  dirección  de  negocios  ú  otra  actividad  en  ellos 
(§  83);  y  mas  adelante  dice  que  la  cuota  de  un  socio  puede  también  con- 
sistir en  actividad,  trabajo,  que  puede  ser  de  diversas  maneras  y  consistir 
«n  el  ejercicio  jurídico  y  de  hecho  de  la  industria  comercial  (§  86).  El 
crédito,  el  talento,  la  idea  funcionan  hoy  como  factores  económicos  pre- 
ciosos, agrega  .Jhering,  m  pág.  123.  Yo  no  veo  inconveniente  en  que 
los  industriales  asocien  su  trabajo  puramente;  pero  es  mas  dudoso  si 
bastará  entrar  en  la  sociedad  con  su  crédito  comercial  como  único  aporte 

(vé  la  nota  1»  al  291  n»  4o). 

(1005)  La  sociedad  (reunión  de  individuos)  es  comercial,  cuando  tiene 
por  objeto  el  ejercicio  de  uno  ó  mas  actos  de  comercio  (372,  mi  Proy.  de 
Cód.  253,  Cód.  belga,  1»  Namur,  n»  791.  Alauzet,  n®.  508),  al  modo  que  un 
individuo  es  comerciante  cuando  ejerce  habitiialmente  actos  de  comercio; 
pero  una  sociedad  ó  individuo  cualquiera  que  verifique  accidentalmente 
un  acto  de  comercio,  queda  sujeto,  en  cuanto  á  ese  acto,  á  las  leyes  y 
jurisdicción  del  comercio  (art.  1®  y  6»).  Dependiendo,  pues,  el  carácter 
de  la  sociedad  de  la  naturaleza  civil  ó  comercial  del  acto,  que  traza  la 
linea  divisoria  entre  las  materias  civü  y  comercial,  resulta  que  la 
comer cialidad  de  una  sociedad  es  materia  de  orden  público  que  la  volun- 
tad de  las  partes  es  impotente  para  cambiar  (Cód.  Civ.  19  y  21.  Troplong, 
no  332.  Bédarride,  n»»  92,  98  y  121.  Namur,  n*»  799).  Las  sociedades  que 
suministran  el  gas  de  alumbrado  son  generalmente  consideradas  como 
sociedades  mercantiles;  pero  se  discute  si  lo  será  igualmente  la  que  pro- 
vee de  agua  á  una  ciudad.  Yo  creo  que  no  lo  es  (comp.  con  el  1608), 
salvo  si  adopta  la  forma  anónima  (inc  2o).  Vó  Annales  de  D.  C.  188á, 
Jurispr.  pág.  124  y  125.  Comp.  con  el  art.  372.  Cuando  la  sociedad 
realiza  operaciones  civiles  y  operaciones  comerciales,  prevalecerá  el  ca- 
rácter de  las  mas  importantes. 

(1006)  Con  el  fin  de  obtener  alguna  utilidad,  apreciable  en  dinero,  que 
dividirán  entre  si,  dice  el  Cód.  Civ.  1648.    Vó  la  nota  á  ese  art.    Resulta 
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Son  también  mercantiles  las  sociedades  anónimas  aunque 
no  tengan  por  objeto  actos  de  comercio.  ^^^  V.  403,  inc.  2®. 
W.  9.  A.  208. 


que  la  definición  de  este  inciso  está  llena  de  defectos  y  no  es  siquiera  con- 
forme á  la  del  Gód.  Civ.^  y  que  todos  los  escollos  se  habrían  evitado,  di- 
ciendo simplemente  que  sociedad  comercial  es  la  que  tiene  por  objeto 
uno  ó  mas  actos  de  comercio  (Mi  Proy.  de  Cód.  253),  puesto  que  la  defi- 
nición de  la  sociedad  en  general  está  ya  dada  por  el  Oód.  Giv.  Bédarride 
da  la  siguiente  definición:  ^sociedad  comercial  es  la  que  tiene  por  objeto 
"'  ejercer  el  comercio,  sea  para  esplotar  un  ramo  de  industria  determidado, 
^  sea  para  el  ejercicio  habitual  de  actos  de  comercio'^  {n9  86).  Esta  defi- 
nición es  mas  obscura  que  la  cosa  definida,  no  incluye  la  sociedad  en 
participación,  y  mas  bien  espone  que  define. 

Bespecto  á  la  importancia  de  la  sociedad,  sabido  es  que  la  asociación 
centuplica  las  fuerzas  de  los  asociados,  á  la  manera  que  un  tejido  dá 
extraordinaria  resistencia  al  mas  débil  hilo.  Las  sociedades,  desarro- 
Uando  el  crédito  é  impulsando  el  comercio  y  la  navegación,  han  engran- 
decido á  las  comunidades  humanas,  y  puede  decirse  que  han  ido  hasta 
transformar  el  globo  que  habitamos. 

(1007)  Vé  la  nota  53.  De  esta  disposición,  combinada  con  la  del  318 
n9  l^y  parece  resultar  que  una  sociedad  colectiva  celebrada  con  fines  pu- 
ramente civiles  entre  nueve  individuos  que  introducen  aportes  iguales, 
será  civil  y  no  podrá  caer  en  falencia;  y  que  esa  misma  sociedad,  teuiendo 
un  miembro  mas,  será  comercial  (suponiendo  llenadas  las  demás  condi- 
ciones del  318)  y  podrá  ser  declarada  en  quiebra.  Esta  bizarra  conse- 
cuencia está  demostrando  que  la  disposición  escepcional  de  nuestro  inciso 
no  es  científicamente  justificable;  que  el  criterio  legal  para  distinguir  la 
sociedad  civil  de  la  comercial,  reside  en  la  naturaleza  civil  ó  comercial 
del  acto,  y  nó  en  otra  cosa,  y  que  lo  único  racional  habría  sido  adoptar 
la  doctrina  de  mi  Proy.  de  Oód.  266,  según  el  cual, "  las  sociedades  civiles 
^  que  asumen  las  formas  peculiares  de  las  sociedades  comerciales,  quedan 
^  sujetas  á  las  disposiciones  del  Cód.  de  Com.,  escepto  las  relativas  á  la 
^  quiebra  y  á  la  competencia.  ^^  Vé  las  citas  de  la  nota  53. 

Yo  había  establecido  también  lo  siguiente :  *^  la  ley  reconoce  en  las 
^  sociedades  colectiva,  en  comandita  y  anónima,  con  respecto,  á  ter- 
^  ceros,  una  personalidad  jurídica  distinta  de  la  de  los'socios  (I.  77 
"  N.  P.  108.  N.  E.  116.  Ley  inglesa  Ag.  20.  1867,  art.  131  f  Ley  belga,  2o 
'^  S.  659),  con  las  limitaciones  resultantes  de  las  disposiciones  de  este 
"  Cód."  Mi  Proy.  de  Cód.  254.  Y  consecuente  con  esto,  enumeraba  entre 
los  comerciantes  á  las  sociedades  comerciales,  escepto  las  en  participa- 
ción (art.  7).  La  Comisión  de  Cód.  escluyó  ambas  disposiciones,  sólo  dá 
el  carácter  de  comerciantes  á  los  individuos  (art.  1»  á  4»),  aunque  con- 
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duya  por  declarar  iusc^tiblea  dd  estado  de  quiebra  á  las  colectividade$  que 
revisten  el  carácter  de  comerciantes,  y  las  obligue  á  matricularse  (27 
b9  lo).  Por  consiguiente,  si  son  comerciantes  y  pueden  caer  en  quiebra  y 
si  se  tiene  en  cuenta  la  disposición  del  417,  no  cabe  duda  que  las  proyec- 
tadas por  mí  encierran  la  buena  doctrina  y  han  debido  ser  adoptadas.  En 
rigor,  los  conceptos  de  sociedad  y  persona  jurídica  se  escluyen,  dice 
Thól,  porque  el  capital  y  los  derechos  y  las  obligaciones  corresponden, 
nó  á  una  persona  ideal  ó  jurídica,  sino  á  las  diversas  personas  de  los  so- 
cios (§  §  116  y  144);  y  sin  embargo,  ese  autor  reconoce  que  hay  socieda- 
des por  acciones  á  quienes  se  confiere,  por  concesión,  los  derechos  de  la 
persona  jurídica;  ó  como  decía  yo,  en  la  Bevista  de  los  Tribunales j  hace 
9  años,  las  sociedades  anónimas  son  en  rigor  las  únicas  que  revisten  hasta 
cierto  punto  el  carácter  de  personas  jurídicas.  El  Cód.  Ch.  424  les  atribu- 
ye ese  carácter.  El  profesor  alemán  Gierke,  en  su  gran  obra  sobre  socie- 
dades, les  llama  corporación;  y  Bekker,  tipo  especial  entre  la  corporación 
y  la  fundación,  y  ambos  admiten  la  idea  de  la  personalidad  jurídica.  JjO 
mismo  Giorgi,  n»»  28  á  30. 

Es  cierto  que  ordinariamente  la  creación  de  una  persona  jurídica  es 
una  institución  pública,  que  responde  á  necesidades  de  un  orden  elevado 
y  permanente;  que  al  crearlas  ó  confirmarlas,  el  legislador  no  se  propone 
servir  á  ciertas  personas  ó  gremios  congregados  con  fines  personales  y 
transitorios.  Pero  una  masa  de  intereses  privados  puede  ser  de  tal 
importancia  que  merezca  el  concurso  del  poder  público,  y  desde  que  una 
sociedad  anónima,  con  capital  propio  y  estatutos  adecuados,  es  autoriza- 
da por  ese  poder  para  adquirir  derechos,  contraer  obligaciones,  &^,  que- 
da dotada  de  los  atributos  esenciales  de  la  personalidad  jurídica,  aunque 
no  los  posea  en  el  mas  alto  grado.  Sin  embargo,  es  cierto  que  los  socios 
conservan  su  propia  personalidad,  que  no  es  completamente  absorbida 
por  la  sociedad.  "■  Las  grandes  sociedades,  ha  dicho  la  Corte  de  Casación 
francesa,  instituidas  con  el  concurso  y  aprobación  de  la  autoridad  públi- 
ca, en  mira  de  un  interés  colectivo  y  territorial  que  toca  al  interés  públi- 
co, no  pueden  ser  asimiladas  á  sociedades  puramente  civiles.  Ellas 
derivan  de  la  adhesión  de  la  autoridad  pública  á  su  institución,  una  ver- 
dadera individualidad  (fallo  Agosto  30  de  1859).  Y  Demangeat  (I.  pág. 
174)  agrega  que  en  derecho  romano  existe  una  distinción  análoga.  Adde 
Lehr,  n®*  194  y  197.  Freitas  da  cierta  personería  jurídica  á  toda  sociedad 
por  acciones,  y  nuestro  Cód.  Civ.  equiparando  la  anónima  á  toda  persona 
jurídica  ha  embrollado  toda  esa  delicada  materia. 

Las  demás  sociedades  representan  un  interés  colectivo  y  constituyen 
una  cokctividady  una  comunidad  activa ;  pero  su  personería  es  limitada  á 
ciertos  actos,  y  sus  miembros  son  personalmente  responsables.  Adde 
Marghíeri,  nota  al  §  81  de  Thol  y  Asser  y  Rivier,  DroU  internatuma  I 
privé,  n»  100.  La  ley  y  el  derecho  legislan  esa  comunidad  social  como  un 
interés  colectivo  distinto   del  interés  particular  de  cada  socio;  pero  sólo 
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Abt.  283 

La  coavencion  por  la  cual  rm  prestamista  de  dinero  esti- 
pulase participacLOQ  en  las  ganancias  sin  responder  por  las 
obligaciones  de  socio,  es  ilegal  y  nula.  ^^^ 

Es  asimismo  nula  la  estipulación  de  que  el  prestamista, 
sin  responsabiUdad  en  las  pérdidas,  tendrá  parte  en  las  ga- 
nancias, además  de  los  intereses.  ^^^  V.  391.  P.  630  y  531. 
N.  P.  119,  al  fin. 

para  ciertos  y  determinados  fi nes^  y  especialmente  en  el  interés  de  los 
terceros.  Yease  Cód.  ant.  479.  Fuera  de  esos  fines  sólo  existen  condueños 
que  ponen  en  movimiento  su  comunidad  con  un  fin  de  lucro.  Así  el  mis- 
mo Troplong  (n®  1066)  reconoce  con  Pardessus  (n«  990)  que  la  idea  de 
copropiedad  é  indivisión  es  inseparable  de  una  sociedad ;  y  que  si  la 
propiedad  indivisa  se  halla  momentáneamente  interceptada,  aparece  de 
tiempo  en  tiempo  y  con  brillo  en  la  época  de  la  disolución.  O  como  dice 
Thól  (§  84),  los  aportes  continúan  siendo  la  propiedad  particular  de  los 
socios  ó  pasan  4  ser  la  copropiedad  de  todos.  Y  es  cierto  que,  durante  la 
sociedad,  es  la  comunidad  la  poseedora  y  dueña  de  los  bienes  sociales,  y 
los  socios  poseen  para  ella,  ó  sea  para  todos  los  socios-condueños.  Vé  mi 
nota  4  al  art.  2675  del  Cód.  Civ.  Comp.  con  Namur,  b9  804.  Alauzet,  n^ 
371.  Lehr  y  Gerber,  n«  195,  pág.  376  á  382.  El  céJebre  profesor  Unger 
niega  á  la  sociedad  colectiva  la  personalidad  moral  y  hasta  el  carácter  de 
sociedad,  viendo  en  ella  colectividades^  no  personalidades  de  individuos, 
comparables  á  la  legión  romana,  al  senado,  al  patriciado,  á  la  masa  de 
acreedores  de  la  quiebra,  al  cuerpo  diplomático  actual.  Adde  ThaUer, 
no«  103  y  211.  Annalea  de  D.  C,  1889,  pág.  84.  Gierke  establece  que  las 
sociedades  colectivas  y  en  comandita  simple  y  por  acciones  no  son  ni 
personas  jurídicas  ni  simples  soci  sino  eá&áeSjComunidades  de  derechos  de 
gestión  centralizada;  es  decir,  colectividades  de  personas  que  lo  mismo  que, 
la  comunidad  conyugal,  no  presentan  un  punto  de  derecho  nuevo,  pero 
que  disfrutan  como  tales  reuniones,  de  una  virtud  jurídica  especial  en  el 
orden  de  los  bienes.  Yidari  equipara  las  demás  sociedades  á  la  anónima, 
trata  estensamente  de  nuestro  tema  y  llega  á  conclusiones  análogas, 
aduciendo  consideraciones  de  otro  género  (vé  n^  484  á  506,  3*,  edición). 
No  acepto  que  la  sociedad  pueda,  como  entidad  colectiva,  ser  heredera. 
Yé  á  Caluci,  n»  13  á  24.  Pero  según  nuestro  Cód.  Civ.  33  n»  5»  y  41  pa- 
rece mas  probable  la  tesis  contraria. 

(1008)  Esta  disposición  pertenece  al  derecho  común,  y  no  ha  sido  re- 
producida en  el  N.  P.,  y  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  los 
art.  315,  316,  372  y  376.    Yé  la  nota  siguiente. 

(1009)  Esta  disposición  pertenece  también  parcialmente  al  derecho  co- 
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Podrá,  sin  embargo,  establecerse,  que  con  las  utilidades  li- 
quidas ^^^^  se  abone  previamente  un  mterés  fijo  á  un  capital 
preferido  sobre  los  demás.  ^^^^ 

Abt.  284 

En  ninguna  sociedad  se  puede  negar  á  los  socios  el  dere- 
cho de  examinar  los  libros,  correspondencia  y  demás  docu- 
mentos que  comprueben  el  estado  de  la  administración  so- 
cial. 1012  V.  392.  P.  636.  B.  290.  A.  106.  I.  179.  N.  E.  133 
y  173. 

mun,  y  la  razón  de  ella  es  que  semejante  prestamista  pretendería  imir  á 
su  calidad  de  tal  la  de  socio  al  efecto  de  ganar  y  sin  responsabilidad  en 
las  pérdida*»,  lo  cual  es  prohibido  por  la  ley  (334  y  Cód.  Cíiv.  16B2,  art. 
que  ha  sido  explicado  disparatadamente);  y  aunque  tales  cláusulas  pu- 
dieran mantenerse  como  donación  ú  otro  coi  trato,  nunca  tendrían  efica- 
cia contra  los  terceros,  que  contratasen  con  la  sociedad.  Vé  mi  nota  á 
dicho  art.  y  á  Lehr,  n^,  200.  £n  su  caso,  habría  de  aplicarse  la  sanción 
del  §  últ.  del  art.  298. 

(1010)  Realizadas  y  líquidas,  dice  el  334;  beneficios  irrevocableínente 
realizados  y  líquidos,  según  el  364. 

(1011)  Esta  adición  hecha  al  testo  del  Cód.  ant.  es  en  parte  doctiinaria 
y  en  parte  corresponde  al  derecho  común.  Su  lenguaje  es  obscuro.  Pa- 
rece que  quiere  referirse  á  un  capital  prestado,  y  en  tal  caso«  no  es  mu- 
cho que  después  de  cubiertas  las  demás  obligaciones,  con  las  utilidades 
líquidas  se  pague  al  prestamista  el  interés  pactado  antes  que  distribuir- 
las entre  los  socios.  Sin  embargo,  nada  puede  afirmarse  categóricamente 
en  presencia  de  frases  tan  equivocas  como  éstas:  un  capital  preferido  so- 
bre  los  demás !  No  necesito  agregar  que  las  acciones  preferidas  están  le- 
gisladas en  dos  artículos  especiales  (334  y  364). 

(1012)  Este  artículo,  que  debía  figurar  en  el  Capít.  VIII,  antes  del 
404,  debió  más  bien  ser  eliminado,  porque  su  disposición  repite  otra 
del  Oód.  Civ.  y  porque  hará  creer  que  un  accionista  tiene  el  derecho  de 
examen  en  todo  tiempo  y  que  ni  la  convención,  ni  los  estatutos  pueden 
reglamentar  tal  derecho,  determinando  la  forma  y  épocas  de  ejercitarlo 
conclusión  inadmisible  é  incongruente  con  el  principio  que  informa  el 
329  (en  su  proemio),  y  acaso  el  340,  1».  Vé  S.  641  §  peniílt.  541,  N.  E. 
133  y  N.  P.  119  no.  3'>.  El  art.  del  Cód.  Civ.  que  regla  el  derecho  dice 
así:  Art.  1696.  "  La  prohibición  legal  ó  convencional  de  ingerencia  de 
f*  los  socios  en  la  administración  de  la  sociedad,  no  priva  que  cualquiera 
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Abt.  285 

Las  sociedades  legalmenti  constituidas  en  país  extranjero, 
que  no  tuvieren  asiento,  sucursal  ó  cualquier  especie  de  re- 
presentación social  en  la  República,  ^^^^  podrán,  sin  embargo, 
practicar  en  esta  los  respectivos  actos  de  comercio  que  no 
sean  contrarios  á  la  ley  nacional.  ^^^*  N.  P.  109. 

Abt.  286  - 

Las  sociedades  que  se  constituyan  en  país  extranjero  para 
ejercer  su  principal  comercio  en  la  República,  serán  conside- 
radas para  todos  sus  efectos  como  sociedades  nacionales,  su- 
jetas á  las  disposiciones  de  esta  Código.  ^^^^  N.  P.  110.  Mi 
267,  inc.  último. 

Abt.  287 

Las  sociedades  legalmente  constituidas  en  país  extranjero, 
que  establecieren  en  la  República  sucursal  ó  cualquier  espe- 
ci>3  de  representación  social,  quedan  sujetas,  como   las  nacio- 


^  de  ellos  examine  el  estado  de  los  negocios  sociales,  y  exija  á  ese  fín  la 
^  presentación  de  los  libros,  documentos  y  papeles,  y  haga  las  reclama- 
"  clones  que  juzgue  convenientes".  Vó  378.  El  control  de  la  adminis- 
tración á  todos  interesa,  y  él  no  sería  eñcaz  si  no  pudiese  examinarse 
también  el  estado  de  la  caja  social. 

(1013)  Pues  si  le  tuvieren,  se  aplicarán  las  disposiciones  respectivas 
de  loa  tres  art.  siguientes.    Vé  la  nota  1339. 

(1014)  Se  combinan  aquí  estos  dos  principios  de  derecho  internacional 
privado:  1^.  la  existencia  y  capacidad  de  las  sociedades,  como  de  Isis  per- 
sonas jurídicas  4  que  son  equiparadas,  se  rigen  por  la  ley  del  país  en  el 
cual  han  sido  creadas  y  reconocidas  como  tales;  y  2^.  para  el  ejercicio  de 
actos  comprendidos  en  el  objeto  de  su  institución,  esas  sociedades  y  per- 
sonas jurídicas  deben  ajustarse  á  las  prescripciones  establecidas  en  el 
Estado  en  el  cual  intentan  realizarlos.  Vé  mi  obra  El  derecho  interna- 
ewnal  privado  y  el  Congreso  Sud-americano  de  Montevideo^  §  24. 

(1015)  De  modo  que  tendrán  que  llenar  todas  las  prescripciones  de  la 
lei  argentina  para  que  se  hallen  habilitadas  á  ejercer  el  comercio  ó  lle- 
nar los  fines  de  su  institución  en  la  República.  Ninguna  razón  habría 
para  hacer  de  mejor  condición  á  una  sociedad  constituida  en  elextran- 
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nales,  á  las  disposiciones  de  estj  Código,  ^^'^  en  cuanto  al 
registro  y  publicación  ^^^"^  de  los  actos  sociales  y  de  los  man- 
datos de  los  respectivos  representantes,  ^^^^  y  en  caso  de 
quiebra  ¿  lo  estatuido  en  el  artículo  1386.  ^^'^ 

Los  representantes  de  dichas  sociedades  tienen  para  con 
los  terceros,  la  misma  responsabilidad  que  los  adminis- 
tradores de  sociedades  nacionales.  ^^^  N.  P.  111*»  II  Mi  267. 
inc.  lo. 

jero  que  á  la  creada  en  el  pais,  y  basta  con  que  sean  tratadas  bajo  un 
pió  de  perfecta  igualdad.  Distinguir  el  principal  comercio  ó  estableci- 
miento, de  lo  que  se  llama  sucursal,  constituye  una  cuestión  de  hecho, 
que  se  resolverá  teuiendo  en  cuenta,  además  de  otras  circunstancias,  el 
domicilio,  ó  asiento  de  la  sociedad  ó  de  la  administración  principal. 
Gomp.  con  el  art.  siguiente,  y  vé  la  nota  1339. 

(1016)  Porque  cada  sucursal,  establecida  en  otra  nación,  viene  á  cons- 
tituir una  especie  de  personería  jm'ídica  distinta,  con  su  domicilio  espe- 
cial en  esa  nación  (vé  la  nota  precedente)  y  tanto  que  la  quiebra  de  una 
casa  no  siempre  importará  la  quiebra  de  las  demás.  Vé  mi  obra  M  de- 
recho internacional  privado.  .  §  §  24  y  47.  Curia  Filípica  Consulado  bP  31.  La 
disposición  del  528,  relativa  á  compañías  de  seguros,  resulta  así  diminuta. 

(1017)  La  publicación  sólo  es  exigida  en  las  sociedades  anónimas  y 
en  ciertas  sociedades  en  comandita  (319,  320,  323,  381  y  392).  Vé 
nota  1160. 

(1018)  Es  decir,  de  los  poderes  de  esos  representantes  ó  mandatarios. 
La  palabra  mandatos  es  aquí  un  lusitanismo  de  significado  equívoco. 
Debe  exigírseles  también  que  presenten  para  el  acto  del  registro,  además 
de  los  documentos  exigidos  á  las  sociedades  nacionales,  un  certificado 
del  respectivo  ministro  ó  agenta  consular  argentino  de  que  tales  socie- 
dades se  hallen  constituidas  y  funcionan  de  acuerdo  con  las  leyes  del 
respectivo  pais,  como  se  establece  en  mi  Proy.  de  Cód.  40  y  en  el  propio 
Cód.  P.,  de  que  nvestro  art.  ha  sido  tomado,  lo  aconseja  la  prudencia  y  se 
practica  en  toda  nación  bien  organizada. 

(1019)  En  el  Proy.  de  Cód.  la  referencia  se  hallaba  en  blanco  y  así  íué 
sancionado,  y  recien  en  la  edición  oficial  del  Código  se  ha  puesto  la  refe- 
rencia al  art.  1385.  El  Cód.  P.  se  refiere  al  §  único  del  art.  745,  cuyo  te- 
nor es  este:  "■  Para  declarar  la  quiebra  de  cualquier  sociedad  comercial  es 
"  competente  el  tribunal  de  com.  de  la  circunscripción  donde  ella  tuviere 
^  su  principal  establecimiento.  §  único.  La  disposición  de  este  art.  es  igual 
"  mente  aplicable  á  cualquier  sucursal  ó  representación  social,  estableci- 
"  da  en  el  reino,  de  sociedad  legalmente  constituida  en  pais  estranjero,  en 
^^  cuanto  á  los  actos  ó  contratos  realizados  en  Portugal''.  Aunque  la  refe< 
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Abt.  288 

Todos  los  que  contratare  a  á  nombre  de  sociedades  no  cons- 
tituidas ^^^^  ó  que  no  funcionasen  conforme  á  las  disposiciones 
de  este  Código»  quedarán,  en  cuanto  á  los  respectivos  actos,  ^^^ 
obligados  personal,  ilimitada  y  solidariamente.  ^^^  De  N.  P. 
107  y  112.  Mis  261,  267  y  268. 

Abt.  289 
Todo  contrato  de  sociedad  debe  redactarse  por  escrito  ^^^ 

rencia  expost  facto  de  nuestro  art.  sea  un  poco  forzada,  conteniendo  en  el 
fondo  la  buena  doctrina  (vé  la  nota  1016  con  siis  citas),  y  coincidiendo 
con  las  doctrinas  que  he  sostenido  en  mi  recordada  obra  sobre  derecho 
internacional  privado,  que  deberá  ser  consultada,  acepto  la  disposición 
contenida  en  el  art.  trascrito  y  el  referido  1385. 

(1020)  Ninguna  razón  habría  para  hacerlos  de  mejor  condición;  tanto 
mas  que  la  sociedad,  cuyo  asiento  principal  está  en  el  estranjero,  ofrece 
menos  garantías  que  la  existente  en  el  país.  Cuál  sea  esa  responsabilidad 
puede  verse  en  288,  824,  337,  364,  &. 

(1021)  Legal  ó  debidamente,  entiéndase  (vé  337);  ó  debió  redactarse 
así:  ^  sociedades  que  no  estén  constituidas  ó  no  funcionen  conforme  á  las 
"  disposiciones  de  este  Código  ":  vé  324  inc.  I». 

(1022)  Esta  disposición  debe  complementarse  en  su  caso  (vé  881  y  392) 
con  las  del  324  inc.  2»  y  3°  y  369  inc.  2o.  Sin  mucha  versación  no  se  evitará 
incurrir  en  alguna  nulidad  al  constitair  una  sociedad.  Duvivier,  pág.  24. 

(1023)  La  esperiencía  ha  demostrado  que  esta  severidad  es  bien  justi- 
ficada. Comp.  con  el  82.  La  responsabilidad  es  personal  y  solidaria  con  la 
sociedad  de  hecho,  y  sin  limitación  de  suma;  pero  esos  tres  calificativos 
no  se  encuentran  reunidos  en  ningún  otro  artículo,  (vé  301,  324  his^  337, 
364,  369, 374, 375;  &).  La  responsabilidad  es  igual  á  la  de  los  casos  idén- 
ticos de  los  294  y  295.  Los  representantes,  obrando  fuera  de  las  condi- 
ciones legales  para  ejercer  su  mandato,  no  representan  á  la  sociedad  de 
hecho,  y  la  solidaridad  es  el  derecho  común  de  los  cuasi-delitos  (Cód.  Oiv. 
1110  combinado  con  el  1081).  La  solidaridad  supone  mas  de  un  repre- 
sentante obligado. 

(1024)  Léase,  el  contrato  de  sociedad,  que  no  es  en  participación  (vé  397) 
lo  mismo  que  su  reforma  (295)  y  «« próroga  (vé  424).  Agregúese  lo  dis- 
puesto en  36  n^  3  y  ios  art<>».  correlativos.  La  sanción  de  la  falta  de 
escritura  y  de  registro  se  encuentra  en  los  art.  41,  294  §  últ.  y  296.  Esta 
disposición  no  es  congruente  con  la  del  397,  que  para  la  sociedad  en  parti- 
cipación no  exige  escritura.  Cur  tam  varié  ? 
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cuando  recae  sobre  cosa  cuyo  valor  escede  de  mil  pesos  na- 
cionales. ^^^ 

La  escritura  de  sociedad  puede  ser  pública  ó  privada.  V.  393. 
Acev.  1870.  F.  39-40.  E.  284.  N.  E.  119.  B.  300.  P.  691. 1.87. 
O.  O.  X,  4. 

Las  sociedades  anónimas  y  las  en  comandita  por  accio- 
nes, ^^^®  deben  constituirse  por  instrumento  público.  ^^^ 
P.  113  §  único. 


Nótese  que  nuestro  artículo,  á  diferencia  del  P.  591  y  N.  P.  115,  no  re- 
quiere que  se  redacten  tantos  originales  como  partes  haya  con  un  interés 
distinto,  y  aunque  sea  muí  prudente  llenarla,  tal  formalidad  pierde  ma- 
cho de  su  razón  de  ser,  una  vez  que  la  sociedad  que  no  se  registre  no 
vale  y  en  el  registro  se  constata  lo  mas  sustancial  (vé  291  á  293).  Esta 
doctrinaos  conforme  ala  que  he  establecido  en  las  notas  578  y  753,  y  si  los 
escritores  franceses  sostienen  lo  contrario,  es  porque  así  lo  ordena  el  art. 
39  del  Cód.  de  Com. 

(1025)  Parece  que  la  palabra  comf  tan  impropiamente  osada,  quiere 
referirse  al  monto  del  capital  social,  que  el  socio  ó  socios  han  introducido 
ó  irán  introduciendo  en  diversas  épocas.  Vé  291  n»  4»,  292  n®  1»;  318,  2» 
328  no  2®  &.  Aquí  no  se  habla  ya  de  pesos  fuertes  (vé  209  inc.  1»  y  943 
§  último). 

Cuando  el  capital  ó  aporte  de  cada  socio  pase  de  mil  pesos  y  cuando  se 
aportare  á  la  sociedad  un  bien  inmueble,  exige  el  Cód.  Civ.  (1184  b9  3») 
que  el  contrato  de  sociedad  y  su  próroga  se  hagan  en  escritura  pública. 
Aunque  nuestro  §,  sin  hacerse  cargo  de  la  dificultad  creada  por  ese  Cód. 
se  limita  á  reproducir  el  testo  del  Código  antiguo,  soi  de  opinión  que  la 
escritura  pública  no  será  esencial  en  las  sociedades  que  no  sean  por  ac- 
ciones sino  cuando  se  aportare  á  la  sociedad  algún  inmueble,  en  propie- 
dad; porque  la  enajenación  de  inmuebles  se  rige  por  el  derecho  civil  y 
éste  requiero  escritura  pública  para  tales  transferencias  (vé  Cid.  Civ 
1702  á  1704  y  1184  n®  1»).  Tal  es  el  partido  mas  jurídico  y  seguro,  aun- 
que no  se  me  oculta  que  esa  formalidad  será  una  traba  para  el  comercio: 
vé  la  nota  767  y  el  art.  934  del  Código  Civil.  La  escritura  es  aquí  una  for- 
ma esencial:  arg.  del  296. 

(1026)  Sea  que  consten  de  nueve  miembros  ó  mas  (vé  381);  y  las  coo- 
perativas, en  su  caso  (vé  392  inc.  I®). 

(1027)  So  pena  de  nulidad,  pues  se  trata  de  una  forma  esencial  al  acto 
y  bajo  las  responsabilidades  del  324.  Todo  ello  valía  la  pena  de  haberse 
establecido  en  el  art.  Comp.  con  mi  Proy.  de  Cód.  256  y  sus  citas.  Vé  la 
nota  1161. 
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Abt.  290 

Cuando  se  ha  redactado  escritura  de  sociedad,  ^^^  no  se  ad- 
mite la  prueba  testimonial,  contra  ni  fuera  del  contenido  de 
la  escritura,  ni  sobre  lo  que  pueda  alegarse  haberse  dicho  an- 
tes, al  tiempo  ó  después  de  la  redacción  de  la  escritura,  ^^^ 
aunque  se  trate  de  suma  ó  valor  que  no  alcance  ^^^  á  mil  pe- 
sos nacionales,  ^^^i  y,  394.  Acev.  1871.  B.  300.  P.  694.  F.41. 
E.  288. 

Abt.  291 

La  escritura  debe  contener: 

1®  Los  nombres  y  domiciUps  ^^^*  de  los  otorgantes,  y  el 

(1028)  Si  no  se  ba  redactado,  la  prueba  testimonial  será  admisible  ó 
nó,  según  las  disposiciones  de  este  Cód.  (209,  210  y  296  inc.  2®  y  3<>)  y  lits 
del  civil  (vé  1662). 

(1029)  La  Beforma  de  1873  suprimió  este  largo  pasaje,  creyendo  equi- 
vocadamente que  carecía  de  importancia.  Puede  verse  la  nota  del  Dr. 
Velez  Sarsfield  al  art.  992  del  C  Jd.  Civ.,  y  á  Pont  y  á  Troplong  sobre  el 
1834  del  Cód.  Napoleón.  Si,  como  entienden  esos  autores,  el  art.  nada  in- 
nova respecto  á  la  prueba  de  los  contratos,  valiera  más  suprimirlo.  To 
entiendo  este  pasaje  como  sueua:  es  decir,  que  en  todo  debe  estarse  al  tes- 
to escrito  del  contrato,  salvo  lo  que  se  baya  convenido  posteriormente 
m3diaQte  la  respectiva  escritura.  Véase  en  el  mismo  sentido  á  Sampalo, 
II,  pág.  99,  al  P.  594.  De  lo  contrario,  no  tendría  significado  la  última 
parte  del  presente  art.  Además,  requiriéndose  la  escritura  pública  ó 
privada  en  los  casos  de  los  inc.  I**  y  3»  del  art.  anterior,  es  lógico  y  con- 
forme á  derecho  que  no  pueda  modificarse  sino  por  otro  escrito-Cód.  Civ. 
1184  n<>  10,  como  lo  prescribe  terminantemente  el  295  del  presente.  Com- 
para nuestro  art.  con  el  §  últ.  del  296. 

(1030)  Aunque  no  exceda  de  mil  pesos  nacionales,  debió  decir,  para 
ser  congruente  con  el  art.  anterior. 

(1031)  Es  decir,  cualquiera  que  sea  el  monto  del  capital  social  (vé 
nota  1025)  y  aunque  segua  este  Código  (vé  288  y  397)  no  fuere  obligato- 
ria la  forma  escrita. 

(1032)  Como  medio  de  identificar  á  una  persona  ó  sociedad  (vé  n^  2»). 
Bastará  designar  el  lugar  ó  pueblo  del  domicilio,  y  aunque  no  se  requiere 
la  dirección  de  la  casa,  puede  ser  conveniente  cousiguarla,  para  evitai*  la 
esplotacion  que  se  trate  de  hacer,  al  favor  de  nombres  homónimos;  y 
Bédarride,  n^  373  bisj  va  hasta  sostener  que  debe  designarse  la  profesión 
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número  y  valor  de  las  acciones,  *^^^  si  las  hubiere ;  De 
N.  P.  114,  no  lo. 
2o  La  razón  social  ó  denominación  de  la  compañía,  ^^^ 

tomada  de  su  objeto,  ^^^  y  su  domicilio;  ^^^ 
3o    La    organización   de   la  administración  y  fiscaliza- 
ción ^^^"^  (N.  P.  no  6o),  y  los  nombres  de  los  socios  que 
pueden  usar  de  la  firma  social.  E.  286,  inc.  lo  á  3o. 
En  defecto  de  esta  última  declaración,  se  entiende  que  to- 
dos los  socios  pueden  usar  de  la  firma  social  y  obrar  á  nom- 
bre de  la  sociedad.  ^^^^  g,  302,  no  m,  inc.  2o. 

y  habitación  (qualitéa  et  demeure)  de  los  socios,  en  una  palabra  todo  lo 
que  sea  necesario  para  conocerlos.  Vé  373.  Lo  1°  que  debe  constar  es  la 
fecha  del  contrato.  Mi  Proy.  de  Cód.  2B7. 

(1033)  El  no  y  el  valor  nominal;  pero  los  n**  1®  y  2»  del  art.  siguiente 
hacían  innecesaria  esta  adición  al  testo  del  Cód.  ant. 

(1034)  La  mera  denominación,  por  su  objeto  ó  por  su  modo»  se  usa  en 
las  sociedades  anónimas  (314),  y  á  veces  también  en  las  colectivas  (Bé- 
darride,  n®  376  bis;  &)  y  la  razón,  firma  ó  nombre  social  (374)  se  reserva 
para  las  demás  sociedades  no  equiparadas  á  las  anónimas  (colectiva  y  en 
comandita  simple).  Vé  la  nota  subsiguiente  y  el  381.  Las  accidentales 
y  las  habilitaciones  carecen  de  firma  social  (385  y  395).  Respecto  á  las 
cooperativas,  vé  el  392.  Son  ejemplos  de  razón  social:  López  y  Torres; 
López  é  hijo  (ó  hermano);  López  y  Cia.;  López,  Torres  y  Cia.;  pudiendo 
siempre  ir  precedido  el  apellido  del  nojabre.  Vé  298  n^  7».  La  firma 
constituye  el  nombre  de  la  sociedad. 

(1035)  Se  toma  del  objeto  de  la  sociedad,  la  denominación,  nó  la  firma 
sociaL 

(1036)  El  domicilio  de  la  sociedad  (vé  nota  1389),  quiere  decir;  aunque 
este  no  contiene  una  cadena  de  equívocos.  Es  de  gran  importancia  tal 
determinación  para  el  caso  del  1389. 

(1037)  Propia  especialmente  de  las  sociedades  anónimas  (vé  335  4  344), 
y  otras  por  acciones  (vé  381  y  392);  pero  en  las  demás  sociedades  debe 
especificarse  cuál  es  el  socio  ó  socios  encargados  de  la  administración  y 
uso  de  la  firma  (vé  305).  Vé  el  inciso  siguiente  y  411. 

(1038)  Esto  es  peculiar  á  la  sociedad  colectiva  (411)  y  á  las  sociedades 
á  ésta  equiparadas  (vé  372  y  385),  y  pudo  suprimirse  por  ser  de  derecho 
común  (Cód.  Civ.  1676).  No  es  aplicable  á  las  sociedades  anónimas  (vé 
335,  &)  y  otras  por  acciones,  á  las  en  comandita  con  un  socio  solidario 
único  (vé  372  y  377),  á  las  sociedades  en  participación  y  á  las  habilita- 
ciones propiamente  dichas,  las  cuales  carecen  de  firma  social  (385  y  395). 
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4o  Designación  especifica  del  ramo  de  comercio  objeto 
de  la  sociedad,  asi  como  del  capital  que  cada  socio  in- 
troduce en  dinero,  crédito  ó  efectos,  ^^^^  con  espresion 
del  valor  que  se  dé  á  estos,  ó  de  las  bases  sobre  que 
ha  de  hacerse  el  avalúo  ó  tasación;  ^^^  B.  no  IV  y 
E.  286  inc.  5o. 

5o  La  parte  que  haya  de  corresponder  en  beneficios  y 
pérdidas  á  cada  socio  capitalista  y  á  los  de  industria, 
si  los  hubiere;  i^^i  b.  no  VI.  E.  286. 


(1039)  Vé  308.  La  designación  del  capital  es  indispensable  4  los  efec- 
tos del  443,  de  la  escrituración  del  contrato  (289),  de  la  devolución  del 
aporte  (vé  Cód.  Civ.  1786  y  1787),  del  prorateo  en  las  ganancias  y  pérdi- 
das (vé  408  y  373);  &,  De  este  modo  se  previenen  fraudes  y  cuestiones. 
Aunque  el  n^  no  lo  diga,  todo  valor,  siquiera  sea  un  bien  raiz,  puede 
constituir  un  aporte.    Vé  nota  1004. 

Todo  el  mundo  está  de  acuerdo  en  que  el  capital  es  de  la  esencia  de 
la  sociedad  ó  la  sociedad  misma  (B.  287.  Alauzet,  u9  642)  y  ese  autor 
establece,  en  consecuencia,  que  la  que  no  tuviese  mas  capital  que  acciones 
de  goce,  ó  formadas  con  fondos  prestados,  sería  nula  y  contraria  á  la  ley; 
y  por  esto,  la  sociedad  acaba  con  el  capital  (n©*  638,  580  y  465:  art.  419 
n©  7o  y  422  n»  3®).  Y  considero  mui  acertada  la  siguiente  doctrina  del 
Cód.  Civ.:  ^  es  nulo  el  contrato  de  sociedad  (como  tal),  cuando  alguno  de 
*  los  contratantes  no  aportase  á  la  sociedad  obligaciones  de  dar  ú  obliga- 
"  cienes  de  hacer,  y  sólo  concurra  con  su  crédito  ó  influencia,  aunque  se 
^  obligue  á  contribuir  á  las  pérdidas,  si  las  hubiere  (art.  1650). "  Esta  es 
también  la  doctrina  del  Cód.  Napoleón  1833,  del  B.  del  N.  P.  y  del  pro- 
yecto de  Cód.  Civ.  de  Freitas.  Pero  varios  escritores  franceses  (Bódar- 
ride,  no  30;  Alauzet,  n»  390;  Vidari,  n»  654;  &:  vé  á  Troplong,  n®  113  á 
116)  y  los  viejos  Cód.  de  E.  y  P.  527,  seguidos  por  nuestro  art.  dicen  que  el 
simple  crédito  comercial  (nó  un  crédito  activo)  puede  constituir  un  aporte 
válido  ó  capital  del  socio;  y  es  fuerza  aceptar  la  disposición  de  este  n^. 
4  lo  menos  respecto  á  uno  ó  algunos  de  los  socios;  pues  es  de  toda  nece- 
sidad que  alguno  concurra  siquiera  con  su  industria,  si  la  sociedad  ha 
de  tener  alguna  manifestación  estema.  Por  esta  puerta  abierta,  pueden 
entrar  fraudes  y  actos  indecorosos.  Vé  k  Vidari,  en  el  lugar  citado,  y 
en  el  n«  siguiente,  á  Pont,  n»*  64  y  65  y  mi  Proy.  de  Cód.  257  n»  4.  La 
Comisión  de  Cód.  no  ha  tomado  en  cuenta  esta  grave  contradicción  de 
nuestros  Cód.  La  opinión  de  Pardessus  (n^  984)  es  favorable  á  mi  tesis. 
Vé  461  y  nota  1004. 

(1040)  Esto  no  es  rigorosamente  aplicable  á  la  sociedad  anónima  (vé 
326  y  406). 
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6^  La  forma  de  la  liquidación  y  partición,  ^^*  y  no  sien- 
do la  sociedad  por  tíempo  indeterminado,  ^^^  las  épo- 
cas  en  que  ha  de  empezar  y  acabar; 
7^    Todas  las   demás    cláusulas  y  condiciones    necesa- 
rias ^^"^^  para  que  puedan  determinarse  con  precisión 
los  derechos  y  obligaciones  de  los   socios  entre  sí  ó 
respecto  de  terceros. 
Toda  cláusula  ó  condición  reservada,  contraría  á  las  cláu- 
sulas ó  condiciones  contenidas  en  la  escritura  social,  es  nula 
y  de  ningún  valor.    ^^45  De  V.    396.  B.  alH,  n^  VH.  P.  592  y 
593.  O.  O.  X,  10. 

(1041)  Lo  dicho  en  la  nota  precedente.  Vé  la  1451.  Si  se  omite  esa 
determinación,  procederá,  lo  dispuesto  en  el  \i81  y  408,  y  en  los  art.  1779 
á  1785  del  Cód.  Civ. 

(1042)  Si  los  bienes  han  de  venderse  ó  rematarse,  ó  repartirse  entre 
los  socios  en  especie,  y  en  virtud  de  qué  tasación;  &.  En  el  silencio  del 
contrato  se  aplicarán  los  art.  403,  419  n»  10,  422  n9  5o  y  425  &  427;  y  las 
disposiciones  del  Capítulo  10,  relativo  á  la  liquidación. 

(1043)  Aunque  lo  sea,  interesará  igualmente  y  por  punto  general  de- 
terminar la  fecha  ó  época  en  que  la  sociedad  ha  de  empezar.  Vé  32, 
288  y  403. 

(1044)  Como  serian  las  relativas  á  los  art<»  234,  406,  412  y  416,  á  la 
parte  de  utilidades  que  hayan  de  capitalizarse,  quiénes  han  de  ser  los 
arbitros  sociales  (vé  4 18)  y  el  procedimiento  que  deberán  observar.  Vé 
387.  Compara  este  §  con  el  inc.  1^  del  293. 

La  falta  de  cualquiera  de  las  circunstancias  especificadas  en  este  art 
deberá  apreciarse  en  cada  caso,  según  su  naturaleza  y  la  especie  de  so- 
ciedad; cuando  no  esté  suplida  por  la  ley,  puede  dar  lugar  á  la  aplicación 
de  lo  dispuesto  en  el  233;  pero  la  nulidad  de  la  sociedad  no  debe  decre- 
tarse sino  en  virtud  de  una  disposición  espresa  ó  implícita  de  un  artículo 
de  ley.  Compara  con  los  art»*  165,  504,  529,  544,  551, 1020,  1028,  1122  y 
1155,  que  como  el  presente  y  á  diferencia  de  los  art*»»  599,  800  y  1178, 
no  hablan  de  requisitos  esenciales  ni  establecen  pena  de  nulidad.  Pero  es 
indudable  que  el  acto  debe  contener,  cuando  monos,  los  nombres  de  I03 
socios  otorgantes,  la  razón  social  ó  denominación  de  la  sociedad  que  no 
sea  accidental  ó  utia  habilitación,  el  objeto  de  ella  y  los  aportes  de  los 
so<ilos;  sin  perjuicio,  por  supuesto,  de  las  demás  constancias  exigidas  por 
el  art.   siguiente.  Vé  210  y  406,  á  Bing.  pág.   92  y  á  Caluci,  u»  220. 

(1045)  No  pueden  lo^  socios  hacer  pactos  algunos  reservados,  sino  que 
todos  han  de  constar  en  la  escritura  social,  dice  el  E.  287.   Como  nuestro 
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Abt.  292 

Si  la  sociedad  fuese  anónima  ó  en  comandita  por  accio- 
nes, ^'^*^  la  escritura  debe  contener,  además  de  las  circuns- 
tancias  prescritas  ea  el  artículo   anterior :  ^^"^ 

l^  El  monto  del  capital  suscrito,  y  separadamente  el  del 

capital  realizado  ^^^  y  la  manera  de  formarlo;  ^^® 
2o  Las  cualidades,  modo  de  pago  y  demás   condiciones 
de  la  emisión  de  acciones;  ^°^ 


§  no  distingue,  yo  entiendo  que  la  cláusula  reservada  será  nula,  no  solo 
con  relación  á  los  terceros  —  lo  cual  es  evidente  — ,  sino  para  los  mismos 
contratantes  (arg.  de  los  art»»  290,  295  íqc.  2o  y  296  inc.  2».  Comp.  con 
299  y  nota  1094.  Esta  desviaciou  dol  principio  contenido  en  el  Cód.  Civ. 
960,  se  explica  á  mi  juicio,  porque  ó  no  habrá  un  propósito  irreprochable 
en  pactos  reservados,  cantrarioa  á  lo  convenido  ostensiblemente,  ó  porque 
los  socios  deben  proceder  entre  sí  en  buena  fé  y  abiertamente:  de  otro 
modo  se  estimularían  la  deslealtad  y  el  fraude.  Me  afirma  en  esta  tesis 
el  testo  del  art  593  P.  —  origen  del  nuestro  — ,  donde  se  contiene  otro 
inciso  en  que  se  establece  que  la  cláusula  ó  convención  oculta  es  ineficaz 
contra  el  derecho  de  tercero,  lo  cual  es  indudable,  y  aquí  se  trata  princi- 
palmente de  las  obligaciones  de  los  socios  entre  sí  (n^  7o).  Vé  304. 
Tampoco  es  dudoso  para  mí,  que  el  art.  B.  ha  sustituido,  por  error  de 
imprenta  ó  de  copia,  la  palabra  convención  del  P.  con  la  de  condición, 
que  es  mucho  menos  propia.  Vé  nota  1093. 

(1046)  Aunque,  por  no  hallarse  en  las  condiciones  del  382,  no  se  equipare 
á  la  anónima,  si  bien,  según  el  389,  pueda  emitir  acciones?  Esta  conclu- 
sión sería  bien  singular,  y  no  se  halla  comprendida  en  el  testo  de  la 
ley.  Es  cierto,  sin  embargo,  que  no  hay  congruencia  entre  los  art®*  381 
y   382. 

(1047)  En  cuanto  fueren  aplicables.  Pnede  verse  las  notas  1033  á  1043. 

(1048)  Vé  la  nota  1039,  y  los  art»*  318,  321,  328  no  2o,  especialmente 
el  320;  así  como  la  nota  1161. 

(1049)  La  manera  de  computar  su  valor,  dice  el  N.  P.  Gomp.  con  el 
393.  No  sé  si  la  frase  la  manera  de  formarlo  se  refiere  al  capital  en  ge- 
neral ó  al  pagado,  como  aparece  de  la  redacción,  y  no  alccmzo  cuál  sea  el 
sigolfícado  preciso  de  esa  equívoca  frase  puesta  por  la  Comisión  de  Cód. 

(1050)  Este  no  ofrece  en  su  redacción  la  ambigüedad  é  impropiedad 
características  de  todas  las  adiciones  ó  disposiciones  proyectadas  por  la 
Comisión  de  Cód.  Desde  luego  lasciuiUdades  (qué  cualidades?  las  del  no  7o?), 
y  el  modo  de  pago  deben  referirse,  á  las  acciones  y  nó  á  su  emisión.  Lo 
que  establece  el  N.P.  es  esto:  deberá  especificarse  si  las  acciones  nomina- 
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8^  Las  bases  para  la  formación  de  los  balances,  y  el  cál- 
culo y  distribución  de  las  utilidades;  ^^^^ 

4^  Las  ventajas  ó  derechos  especiales  concedidos  á  los 
promotores,  en  su  caso;  *^^* 

6°  El  número  de  los  síndicos  y  administradores  ^^^^  y 
sus  derechos  y  deberes;  ^^^ 


ti  vas  pueden  convertirse  en  acciones  al  portador  y  viceversa,  y  los  plazos 
ó  importes  de  las  cuotas  á  pagarse  por  los  socios  (art.  114  §  2"  n*»  S®  I.  89. 
y  mi  Proy.  de  Cód.  258  n9  4  coa  sus  citas);  y  es  cierto  que  los  detalles 
pertenecen  mas  bien  á  los  estatutos,  los  cuales  difieren  del  contrato  social 
de  que  ahora  nos  ocupamos,  según  resulta,  entre  otras,  de  la  disposición 
del  SJ19.  Vé  nota  1064  y  art.  326,  327  y  380. 

(1061)  O  en  términos  mas  correctos:  las  reglas  con  su^jecion  á  las  cuales 
dijeran  formarse  los  balances  y  calcularse  y  repartirse  los  beneficios.  Este 
n»  se  halla  parcialmente  comprendido  en  el  6o  del  art.  anterior  y  debió 
escusarse  la  repetición.  En  defecto  de  reglas  en  el  acto  constitutivo,  ó  en 
los  estatutos  (vé  364  inc.  1»  y  nota  1344),  para  la  formación  de  los  balan- 
ces, los  usos  comerciales  y  las  decisiones  de  la  asamblea  general  supli- 
rían la  omisión. 

(1052)  O  como  se  diría  en  castellano:  los  beneficios  particulares  que 
los  socios  fundadores  se  hayan  resei-vado.  Comp.  con  la  redacción  del  320 
no  30  y  con  la  del  321,  de  los  cuales  resulta  que  esos  beneficios  deben 
constar  tambiea  en  el  programa  de  suscricion.  Es  obvio  que  ellos  no  po- 
drían hacerse  valer  si  no  constan  en  dicho  programa,  ó  en  el  caso  del 
319,  si  no  están  declarados  en  el  contrato  social;  y  creo  que  esta  última 
circunstancia  será  siempre  esencial,  de  modo  que  su  omisión  no  quedará 
suplida  mediante  constancia  en  el  programa,  ni  mediante  la  inscripción, 
y  que  los  fundadores  no  podrán  invocar  los  espresados  beneficios.  Esta 
garantía  es  tanto  mas  necesaria,  cuanto  que  tales  ventajas  no  se  someten 
á  la  aprobación  de  la  asamblea  general,  como  debiera  y  se  dispone  en  mi 
Proy.  de  Cód.  320  n»  3,  en  el  I.  y  en  otras  leyes  europeas. 

(1063)  Según  la  disposición  del  335,  parece  que  el  silencio  del  con- 
trato sobre  estos  puntos  se  repara  por  la  asamblea  general,  y  no  tiene 
otra  consecuencia  legal;  debiendo  advertirse  que  el  N.P.,  seguido  en  el 
336  (hasta  el  342),  no  dispone  que  se  consigne  en  el  contrato  social  el* 
iio  de.  síndicos  ni  el  de  los  administradores. 

(1054)  Los  deberes  y  derechos  de  los  síndicos;  los  deberes  y  derechos 
de  los  administradores!  Tal  exigencia  no  se  hace  en  ley  alguna  del 
mundo  y  constituiría  por  si  sola  una  tarea  grave  por  demás.  No  con- 
tentos con  exigir  que  la  escritura  contenga  la  organización  de  la  admi- 
nistración y  déla  fiscalización  (291  n®.  3<>.),  se  pide  también  una  enumera- 
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6^  Las  facultades  de  ]a  asamblea  general  y  las  condicio- 
nes para  la  validez  de  sus  resoluciones,  para  el  ejer- 
cicio del  derecho  del  voto,  *^^^  y  el  modo  de  repre- 
sentación de  los  socios;  ^^^ 

7o  Si  las  acciones  han  de  ser  nominales,  endosables  ó  al 
portador.  io57  j)q  ^í  268  y  N.  P.  114. 

Abt.  293 

La  inscripción  que  debe  hacerse  en  el  registro  público  de 
comercio,  debe  contener  las  respectivas  circunstancias  pres- 
critas en  los  artículos    anteriores,    *^^®  y  en  general,   todas 

cion  casi  imposible  de  los  derechos  y  deberes  de  los  síndicos,  y  de  los 
derechos  y  deberes  de  los  administradores.  Además,  el  346  supone 
que  esos  derechos  y  obb'gaciones  pueden  estar  previstos  parcialmente 
en  los  estatutos,  y  hay  varias  razones  para  pensar  que  la  Comisión  de 
Cód.  confunde  en  algunas  ocasiones  los  estatutos  con  el  contrato  social 
(véanse  los  n<»«.  anteriores).  De  todos  modos,  el  silencio  del  contrato  se 
suplirá  mediante  las  disposiciones  de  este  Cód.  (335  á  345;  &)  y  no  ten- 
drá otra  consecuencia,  según  resulta  de  lo  prescrito  en  dicho  art.  346. 
Vé  notas  1056,  1301,  1318  y  1334  y  art.  354  n».  7». 

(1055)  £n  caso  de  silencio,  piensan  Marghieri  y  Bing  con  razón,  que 
será  suplido  por  las  disposiciones  del  presente  Título  (arg.  del  354). 
Vé  844  y  347  á  357. 

(1056)  O  en  términos  mas  claros  y  propios:  la  manera  cómo  los  socios 
podrán  hacerse  representar  en  la  asamblea  general.  Por  el  855  se  vé 
que  el  derecho  de  representación  puede  limitarse  en  los  estatutos  y  no 
precisamente  en  el  contrato  social  (vé  nota  1054).  La  incongruencia  re- 
sulta de  la  variedad  de  modelos. 

(1057)  £n  los  idiomas  castellano,  portugués,  italiano  y  francés,  la 
acción  es  nominativa  (Cód.  Civ.  2390)  y  nominal  es  únicamente  su  valor. 

También  en  inglés  se  dice  valor  nominal  (576).  Así,  llamar  nominal 
á  una  acción,  y  á  su  valor  escrito,  importa  cometer  una  inaudita  confu- 
sión é  impropiedad  (vé  330,  329  n».  2%  365,  394  y  328  no.  3o.);  y  en  los 
art.  166  y  1105  se  emplea  la  única  terminología  propia.  La  expresión 
á  la  arden, — en  vez  de  endosable, — usada  generalmente  en  este  Cód. 
(166,  739,  740,  6X),  &.),  es  también  la  mas  correcta,  porque  un  título  al 
al  portador  puede  ser  igualmente  endosado.  Pero  será  muí  raro  el 
ejemplo  de  una  acción  endosable  (vé  nota  1213). 

(1058)  O  mas  exacta  y  correctamente:  La  inscripción  que  de  la  escri- 
tura ó  contrato  social  ha  de  hacerse  en  el  registro  público  de  comercio, 
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las  cláusulas  del  contrato  que  puedan  determinar  los  dere- 
chos de  los  terceros  respecto  de  los  socios.  V.  397  n^  6°. 
P.  598  no  5o. 


con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  n9,  3  del  art.  86,  debe  contener  las  cir- 
cunstancias prescritas  en  el  291  y  también  las  del  292,  en  su  caso.  Lo 
restante  del  inciso  puede  parecer  un  pleonasmo  que  carece  completa- 
mente de  razón  de  ser;  pero  en  realidad,  bajo  la  forma  de  una  nueva 
exigencia,  importa  una  limitación  de  las  constancias  ordenadas  en  el 
291  no.  7^;  y  así  podrán  omitirse,  en  la  inscripción,  las  cláusulas  en  que 
se  determinen  los  derechos  y  las  obligaciones  de  los  socios  entre  si,  que 
no  confieran  derechos  á  los  terceros.  Este  inciso  constituye  un  resumen 
del  viejo  art.  397,  y  pone  de  relieve  la  singular  exigencia  á  que  me  re- 
fiero en  la  nota  1454. 

Nótese  que  todos  los  art.  (294,  319,  320,  323)  hablan  de  la  inscripción 
del  instrumento  del  contrato.  Es  de  la  mayor  importancia  que  conste 
públicamente  el  nacimiento  y  las  condiciones  de  existencia  de  la  entidad 
colectiva  llamada  sociedad,  que  está  equiparada  á  la  persona  natural  del 
comerciante  (nota  1007).  Sobre  la  importancia  del  registro  no  es  preciso 
insistir,  teniendo  en  cuenta  que  la  publicidad  es  una  garantía  para  todos, 
especialmente  para  los  terceros,  y  un  freno  para  los  socios  que  quisieran 
abusar  de  sus  consocios;  porque  la  publicidad  es  una  estimable  prenda  de 
moralidad.  Sin  embargo,  la  publicidad  en  el  registro  de  un  oficial  público, 
cuyas  constancias  quedan  relegadas  en  su  protocolo,  no  puede  ser  mas 
imperfecta,  y  ha  debido  ordenarse  su  inserción  en  los  diarios,  como  pres- 
criben la  ley  francesa,  la  belga,  &.  Qué  dispone  á  punto  fijo  el  presente 
Cód.  respecto  á  la  publicación,  no  será  fácil  decirlo;  pues  en  el  323 
(vé  el  320)  se  ordena  la  publicación  de  dichos  documentoSy  refiriéndose,  al 
parecer,  al  acta  de  constitución  de  la  sociedad  anónima,  á  los  estatutos 
y  justificativos  de  haberse  llenado  los  requisitos  legales  y  al  decreto  de 
autorización  del  P.  E;  el  319  trae  una  disposición  idéntica;  el  325  es  rela- 
tivo á  la  próroga  y  el  379,  á  la  disolución  de  dichas  sociedades.  Ebtas 
disposiciones  serán  estensivas  á  la  sociedad  en  comandita,  en  el  caso  del 
381,  y  á  la  cooperativa,  que  adopte  la  forma  anónima  (vé  392).  Pero  nada 
se  dispone  respecto  á  las  demás  sociedades,  sino  es  para  el  caso  de  di- 
solución (vé  421,  424  y  429).  Sólo  el  76  establece  que  las  bolsas  de  co- 
mercio ^  sólo  podrán  fundarse  bajo  una  de  las  formas  de  las  sociedades 
^  mercantiles,  inscribiendo  y  |m&2¿cam2o  sus  documentos  constitutivos''; 
lo  cual  viene  á  importar  una  nota  discordante  con  el  pensamiento  del 
presente  Título.  Los  cit.  art.  constituyen  un  complemento  del  presente. 
Por  último,  como  aquí  se  legisla  im  caso  de  toma  de  razón,  análogo  al 
de  inscripción  de  una  hipoteca,  debe  tenerse  en  cuenta,  además  de  lo  di- 
cho en  la  nota  1044,  la  disposición  del  3138  del  Cód.  Civ.  y  mis  notas  67, 
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La  inscripción  en  el  registro  llevará  la  fecha  del  dia  en 
que  la  escritura  ó  contrato  de  sociedad  se  presente  ante  el 
Tribunal  de  Comercio.  ^^^^  V.  397,  al  fin.  De  P.  699. 

Abt.   294 

Si  la  compañía  tuviere  varías  casas  de  comercio,  ^^^  situa- 
das en  diversos  puntos  que  no  estuvieren  sujetos  al  mismo 
Tribunal,  ^^^  se  cumplirá  en  todas  ellas  la  formalidad  del  re- 
gistro. V.  398.  E.  291.    De  F.  42  inc.  2o.  B.  301. 

69  y  87  al  Tít.  De  la  hipoteca  de  dicho  Cód.  Vé  el  27  y  á  Alauzet,  n«.  843; 
y  compara  el  presente  inciso  con  el  378. 

(1059)  Y  no  precisajaente  la  fecha  en  que  se  haga  la  inscripción  ó 
toma  de  razón.  Es  posible  que  esta  se  haya  retardado,  y  la  falta  de 
inscripción  tiene  la  importancia  marcada  en  varias  disposiciones  (26, 
32,  41,  294  á  296,  288,  &). 

(1060)  £s  decir,  mas  de  una  casa  de  comercio.  Qué  la  constituya  es 
materia  librada  á  la  apreciación  judicial;  pero  no  bastará  que  la  socie- 
dad tenga  relaciones  mas  ó  menos  numerosas  con  terceros. 

Compara  con  el  287,  y  vé  la  nota  1339. 

(1061)  Como  el  registro  mercantil  sólo  existe  en  cada  juzgado  de 
comercio  (vé  34),  cuando  las  casas  de  comercio  de  la  sociedad  se  encuen- 
tren dentro  del  territorio  de  su  jurisdicción,  la  ley  se  contenta  con  que  el 
registro  y  la  publicación,  en  su  caso,  se  hagan  en  una  sola  parte;  pero 
ambas  cosas  deben  hacerse  en  el  lugar  asiento  del  juzgado,  y  aun  habría 
convenido  que  la  casa  principal,  al  inscribirse,  hubiese  hecho  una  especi- 
ficación de  sus  sucursales  creadas  ó  á  crearse  (vé  N.  P.  114  n^  2^.  Mi 
Proy.  de  Cód.  258  n»  I®.  I.  89  n»  1),  y  que  la  publicación  se  hiciera  en  la 
plaza  donde  esté  el  domicilio  del  establecimiento  principal.  Nuestro  Cód. 
calla,  pero  ordenándose  la  publicación  por  el  juzgado  de  comercio  donde 
la  sociedad  debe  inscribirse  (vé  11  n»  2»,  12  al  fin,  13  al  fin,  21  y  29),  ella 
se  hará  probablemente  en  los  periódicos  del  lugar  asiento  de  dicho  juz- 
gado (arg.  de  dichos  art.) 

Cuando  una  sociedad  tiene  establecimientos  de  comercio  en  diversos 
lagares,  especialmente  si  quedan  en  distintas  jurisdicciones,  cada  uno  de 
ellos  es  considerado  como  un  domicilio  especial,  respecto  á  los  negocios 
que  allí  hiciere  (Cód.  Civ.  90  n»  4®  y  Cód.  anterior  41),  é  interesa  al  co- 
mercio de  cada  plaza  que  se  haga  en  ellas  la  publicación  del  contrato 
social,  estatutos  y  demás  antecedentes  de  su  constitución,  ó  á  lo  menos 
que  se  inscriban  en  la  Secretaría  de  cada  Juzgado  los  instrumentos  so- 
ciales determinados  por  la  ley,  para  que  los  individuos  interesados  puedan 
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Mientras  el  instrumeato  del  contrato  ó  sus  modificacio- 
nes *^*  no  fuesen  registrados,  no  tendrá  validez  contra  terce- 
ros *^^  sino  para  exijirles  la  devolución  de  lo  recibido,  si  ellos 


ocurrir  á  esas  fuentes  de  información  (vé. nota  142).  La  disposición 
del  41  será  aplicable  á  cada  establecimiento  separadamente  (Alauzet, 
n»  829;  &).  Vó  nota  1016. 

(1062)  Estas  palabras  6  síás  modificaciones  han  sido  agregadas  por  la 
Comisión  de  Cód.;  pero  lo  regular  habría  sido  no  involucrar  los  casos, 
completando  el  testo  del  art.  siguiente,  donde  correspondía  tratar  de  las 
modificación  8^  es  decir,  de  las  re f orinas  y  ampliaciones.  Además,  lo  na- 
tural era  que  el  mandato  contenido  en  el  295  precediese  á  la  sanción 
que  este  §  establece.  Por  i'iltimo,  se  ha  hecho  la  adición  del  vocablo 
modificaciones  y  conservando  los  verbos  tendrá  y  dará  en  singular,  no 
obstante  haber  puesto  en  plural  el  participio  registrados^  ha  resultado 
una  concordancia  inesperada  que  comprometa  el  alcance  del  mandato. 
La  palabra  mientras  arguye  que,  hecho  el  registro,  la  sociedad  comienza 
á  existir  legalmente:  vé  nota  164. 

(1063)  Es  decir,  las  cláusulas  del  contrato  social  que  limiten  las  res- 
ponsabilidades no  podrán  utilizarse  ó  invocarse  en  perjuicio  de  tercero 
(vé  41,  295  y  296);  porque  es  axiomático  que  los  contratos  no  perjudican 
á  terceros  jamás,  aunque  otra  cosa  se  diga  en  el  final  del  1021.  Pero 
esto  no  obsta  á  que  la  comunidad  ó  sociedad  de  hecho  ó  los  socios  que  la 
constituyan,  no  sólo  pueda  exigir  la  devolución  de  lo  rccibidOf  si  ellos  no 
cumplieren  su  obligación  (como  se  ha  agregado  empíricamente  en  este  §' 
por  no  haber  comprendido  su  significado  y  alcabce),  sino  que  podrán 
ejercer  contra  los  terceros  cualquiera  Srccion  ú  oponer  cualquiera  escep- 
cion  ó  defensa  que  corresponda  á  los  socios,  escepto  únicameute  aquellas 
(fue  funden  su  intención  en  la  existencia  de  la  sociedad  (296  inc.  lo),  es  decir, 
que  se  apoyen  en  la  existencia  de  la  sociedad,  como  en  un  antecedente 
indispensable.  Y  así  tales  socios  ó  comuneros  podrán  reclamar,  lo  que 
como  dueños,  condueños  ó  acreedores  les  pertenezca  ó  les  sea  debido;  y 
fuera  un  absurdo  mostruoso  que  el  tercero  obligado  pudiera  desconocer 
el  derecho  ajeno  y  eximirse  de  sus  obligaciones  y  compromisos  mas  so- 
lemnes, á  pretesto  de  una  irregularidad  cualquiera  ó  de  la  falta  de  ins- 
cripción del  contrato  social  y  acaso  de  otros  instrumentos  que  debieron 
inscribirse.  Nadie  se  atrevería  á  atribuir  al  legislador  tales  mostruosi- 
dades,  ni  el  tercero  cumplirá  con  restituir  lo  que  hubiere  recibido  (216 
inc.  lo  y  su  arg.).  La  contraprueba  de  mi  tesis  está  en  la  manera  como 
legislan  el  punto  las  mas  sabias  leyes  de  Europa,  y  principalmente  en  el 
espíritu  de  las  disposiciones  contenidas  en  los  art.  288  y  324,  que  reglan 
situaciones  idénticas;  y  en  el  1045  inc.  lo. 

Nuestro  §  quiere  con  grandísima  razón  que  el  instrumento  del  contrato 
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no  cumplieren  su  obligación;  ^^^  pero  dará  acción  á  estos  con- 
tra todos  los  socios  solidariamente.  Y.  398,  inc.  últ.  B.  301, 
ine.  3o. 

Abt.  295 

Cualquiera  reforma  ó  ampliación  que  se  haga  en  el  con- 
trato social,  ^^^^  deberá  formalizarse  é  inscribirse  con  las  mis- 
no  tenga  validez  contra  terceros,  porque  supone  la  ley  que  no  habiendo 
sido  registrado  y  publicado,  en  su  caso,  no  ha  podido  ser  conocido  de 
ellos.  Pero  el  §  no  dice  que  los  contratos  que  los  socios  de  hecho  ó  co- 
muneros celebren  con  terceros  carezcan  de  eficacia,  y  una  injusticia 
semejante  no  podría  atribuirse  al  legislador  sin  negarle  sentido  común  y 
hacerle  decir  lo  que  no  ha  pensado  ni  en  sueños.  Y  la  frase  final  del  § 
clavetea  la  demostración,  porque  examinado  de  cerca  y  coa  ánimo  des- 
preocupado, viene  á  fijar  el  significado  y  alcance  de  toda  la  disposición. 
Bien,  pues,  ésta  significa  que  los  socios  ó  comuneros,  que  hayan  limitado 
su  responsabilidad,  mediante  la  forma  anónima  ó  en  comandita  ó  cláu- 
sulas especiales  del  contrato  respecto  á  uno  ó  mas  socios,  no  pueden  ha- 
cer valer  ese  contrato  ó  tales  cláusulas,  sino  que  todos  y  cada  uno  de  los 
socios  responderán  solidariamente,  como  en  los  casos  análogos  de  los 
art.  288,  324,  298  al  fin,  299,  &.  La  sanción  no  puede  ser  ni  mas  ade- 
cuada ni  mas  severa  y  unida  á  la  del  296,  llega  al  máximum.  Pretender, 
además,  que  los  terceros  no  queden  obligados  para  con  los  comuneros, 
en  virtud  de  actos  lícitos  ó  ilícitos,  y  aquellos  puedan  exigir  el  cumpli- 
miento, á  su  arbitrio,  es  tocar  los  límites  del  absurdo  y  aun  del  ridículo 
Vé  la  nota  1»  al  296  y  las  164,  167  y  1088. 

Por  lo  demás,  no  se  puede  desconocer  que  este  §,  tomado  del  Cód.  B.^ 
si  guarda  congruencia  con  la  disposición  generald  el  288,  en  que  se  halla, 
en  rigor,  comprendido,  no  la  guarda  igualmente  con  lo  dispuesto  en  el 
324;  y  creo  que  en  la  sociedad  anónima  la  responsabilidad  soHdaria  es 
sólo  de  los  contratantes  (288)  y  de  los  fundadores  ó  administradores;  pero 
nó  de  los  accionistas.  Mi  Proy.  de  Cód.  261.  Contra  I.  98. 

(1064)  Esta  estrecha  y  equivocada  inteligencia  de  la  ley  se  repite  en 
la  segunda  parte  del  inc.  1^  del  297.  Comp.  el  presante  inc.  con  el  Cód. 
Civ.  1660. 

(1065)  O  en  los  estatutos,  en  su  caso;  porque  los  estatutos  son  la  regla- 
mentación y  el  complemento  del  contrato  social;  pero  faltando  un  testo 
espreso,  pienso  que  las  modificaciones  que  no  interesen  en  nada  á  los 
terceros,  serán  válidas  entre  los  socios,  aunque  no  se  inscriban,  con  tal 
que  consten  en  la  escritura  social.  Puede  verse  mi  Proy.  de  Cód.  40 
n«  50,  41  y  259  y  N.  P.  49  n»  5«,  116  y  193  §  lo  y  Ley  belga,  art.  12. 
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mas   solemnidades  prescritas  para  celebrarlo.    ^^^    E.  289. 
B.  307,  ino.  2o.  P.  602.  Comp.  H,  31. 

En  caso  de  omisión,  no  podrán  los  socios  prevalerse)  de 
ella,  ^^^'^  ni  entre  sí,  ni  respecto  de  tercero.  ^^^  V.  396.  De 
F.  46.  I.  96  y  100.  A.  26.  N.  E.  119. 

Abt.  296 

Ningana  acción  entre  los  socios,  ó  de  estos  contra  terce- 
ros, que  Ainde  su  intención  en  la  existencia  de  la  socie- 
dad, ^^^  será  admitida  en  juicio,  si  no  se  acompaña  el  ins- 
trumento probatorio  de  la  existencia  de  la  sociedad  (B.  803) 
y  de  su  registro. 

(1066)  Es  decir,  que  las  escrituras  y  pactos  adicionales  que  modifiquen 
las  circunstancias  constantes  en  el  contrato  social  y  registro  de  comercio, 
deben  escriturarse,  inscribirse  y  en  su  caso,  publicarse,  como  las  escri- 
turas primitivas.  Vé  Cód.  Giv.  1184  n^  10.  La  redacción  del  inciso  deja 
mucho  que  desear,  especialmente  con  la  interpolación  de  las  palabras 
é  inscribirse  hecha  por  la  Comisión  de  Cód. 

(1067)  Esta  equívoca  espresion  ella,  que  asi  puede  referirse  á  la  omi- 
sión (y  según  la  construcción  gramatical  á  ella  se  refiere),  como  á  la 
reforma  ó  ampliación,  entiendo  que  quiere  aludir  á  estas  últimas;  pues 
mas  natural  parece  que  se  invoque  contra  los  terceros,  nó  la  omisión 
sino  la  modificación,  y  esto  es  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art  anterior 
y  en  otros.  Además,  se  sabe  que  las  cláusulas  que  no  constan  en  la  es- 
critura no  son  obligatorias  entre  los  socios  (291  n»  ?<>  y  nota  1044). 

(1068)  De  conformidad  á  los  art.  41,  294  y  296  inc.  1».  De  este  modo, 
es  decir,  mediante  la  publica.cion  de  las  reformas,  el  público  está  habili- 
tado para  conocer  el  nacimiento  de  la  sociedad,  su  continuación  (vé  325 
y  424)  y  las  transformaciones  que  esper imente.  Vé  421  y  429  y  la  nota 
1525.     Comp.  con  Bédarride,  Ley  de  1867,  n®  617, 

(1069)  Y  nó  en  un  titulo  distinto  que  el  contrato  sociaL  El  inciso  sé 
refiere  á  la  acción  ó  derecho  que  uno  ó  mas  socios  reclamen  en  su  calidad 
de  tales  socios,  y  que  no  puedan  reclamarse  sino  en  esa  calidad;  Jporque 
no  existiendo  sociedad  no  son  tales  socios.  A  la  acción  ó  derecho  que  se 
deriva  únicamente  de  las  cláusulas  ó  condiciones  del  contrato  social,  y 
nó  á  los  que  se  fundan  en  un  título  distinto;  que  no  tengan  otra  causa  po- 
sible sino  la  existencia  de  la  sociedad,  como  decía  el  sabio  y  malogrado 
Freitas.    Porque  lo  único  que  no  puede  invocarse  entre  socios  es  el  con- 
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La  sociedad  que  no  se  haga  coustar  por  escrito,  ^^^^  y  cu- 
yo instrumento  probatorio  no  se  haya  registrado,  será  nula 
para  lo  futuro,  ^^^^  en  el  sentido  de  que  cualquiera  de  los  só- 

trato  social;  y  no  se  escluyen  todas  las  acciones  entre  socios  indbtinta- 
mente,  sino  únicamente  las  que  se  apoyan  en  la  sociedad,  como  en  un 
antecedente  indispensable.  Y  asi,  esos  comuneros  ó  socios  de  hecho 
podrán  reclamarse  entre  si  lo  que,  como  dueños,  condueños  ó  acreedores, 
les  pertenezca  ó  les  sea  debido.  Cómo  es  posible  entender,  esclama 
Freitas,  que  los  socios  estén  privados  de  reclamarse  la  restitución  de  sus 
aportes  y  la  partición  de  los  bienes  habidos  en  común  ?  La  sociedad  de 
hecho,  la  comunidad  de  bienes  ó  intereses  es  una  causa  jurídica  suficiente. 
(Consolida^  das  leis  civisy  nota  al  art.  747).  Vé  Cód.  Civ.  1663.  Así,  la 
Suprema  Corte  ha  podido  establecer  que  ^^no  es  necesaria  la  presentación 
en  juicio  del  contrato  de  sociedad,  cuando  la  acción  que  se  deduce  no 
está  basada  en  su  existencia,  sino  en  un  contrato  bilateral  con  el  deman- 
dado (vé  la  nota  1063).  La  ley  sólo  impide  la  entrada  al  juicio  de  las 
acciones  entre  socios,  ó  con  relación  á  terceros,  sin  previa  presentación 
del  contrato  de  sociedad,  cuando  se  basan  directa  é  inmediatamente  en 
la  existencia  de  aquella.  Fallo  de  Ser.  2^  tom.  XII  pág  537.  Ve  nota  164. 

(1070)  Es  decir,  cuando  la  escritura  sea  necesaria;  y  por  escritura  pú- 
blica, cuando  ésta  sea  requerida. 

(1071)  Una  sociedad  nula  para  lo  futuro,  arguye  claramente  que  ha 
sido  válida  para  lo  pasadOy  puesto  que  produce  realmente  efectos  respecto 
á  lo  pasado;  y  aunque  Massé,  de  quien  este  §  es  copiado,  diga  que  la  nu- 
lidad respeta  el  pasado  y  no  mira  sino  al  porvenir,  él  mismo  le  llama 
sociedad  de  ftecho  y  es  lo  cierto  que  los  art.  42  y  294  arguyen  que  la 
sociedad  es  nula,  y  lo  será  cuando  no  tenga  la  forma  esencial  establecida 
en  los  art.  289,  291  y  292.  Por  esto,  los  otorgantes  no  quedan  ligados 
por  el  contrato  social,  pueden  separarse  cuando  les  parezca  y  no  pueden 
reclamar  los  derechos  especiales  acordados  por  el  pacto  de  sociedad 
(dicho  art.  42);  mas  como  ha  funcionado  de  hecho  la  asociación,  los  dere- 
chos que  la  comunidad  de  intereses  ha  creado  (final  de  dicho  art.),  hai 
que  determinarlos  según  las  reglas  del  derecho  común  de  las  sociedades 
(nota  1073),  sean  ó  nó  conformes  á  las  cláusulas  del  contrato.  Yé  216 
inc.  1®  y  Cód.  Civ.  1056.  Afortunadamente,  el  447,  así  como  el  Cód.  Civ. 
1777  incorporando  las  disposiciones  del  Cód.  de  Com.  sobre  liquidaciones, 
limita  muchísimo  el  interés  práctico  de  estas  cuestiones,  y  todo  queda 
reducido,  en  definitiva,  á  saber  si  la  repartición  de  ganancias  y  pérdi- 
das ha  de  hacerse  de  acuerdo  con  el  derecho  común  ó  con  las  cláusulas 
del  contrato.  Bédarride  (p9  363),  no  obstante  reconocer  que  la  socie- 
dal  no  existió  jamás  legalmente  (n«  366),  y  Troplong  (n®  247  á  249) 
sostienen  lo  lUtimo,  como  lo  único  justo;  pero  los  argumentos  no  me  han 

22 
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cios  podrá  separarse  cuando  le  parezca,  ^^^^  pero  producirá 
sus  efectos,  respacto  de  lo  pasado,  en  cuanto  á  que  los  so- 
cios se  deberán  dar  respectivamente  cuenta,  según  las  reglas 
del  derecho  común,  ^^"^^  de  las  operaciones  que  hayan  he- 
cho, y  de  las  ganancias  ó  pérdidas  que  hayan  resultado. 
Cód.  Civ.  1663o. 


impresionado  y  repato  la  opinioa  contraria  mas  lógica  y  conforme  á  los 
testos  legales:  lógica,  porque  lo  nulo  no  debe  producir  ningún  efecto  (él 
42  F.  fulmina  la  nulidad  entro  los  socios),  y  conforme  á  la  ley,  pues  el 
presante  §  y  el  art.  42  disponen  que  la  liquidación  se  haga  según  las  re- 
glas del  derecho  común.  De  lo  contrario  las  disposiciones  de  los  citados 
art.  vendrían  á  quedar  limitadas  á  permitir  á  los  socios  separarse  cuan- 
do les  parezca,  lo  que  restringiría  notablemente  la  sanción  de  la  viola- 
ción y  es,  por  consiguiente,  inadmisible.  Vé  notas  1073  y  1074.  Observaré 
también  que  los  sabios  principios  del  derecho  común  no  paeden  causar 
uaa  injusticia  de  consideración;  y  que  Troplong,  como  todos  los  juris- 
consultos franceses  no  tienen  ideas  fijas  sobre  la  famosa  disposición  del 
dicho  art.  42.  Así,  en  el  n^  859  ese  autor  establece  que  "  nula  como  socie- 
"  dad,  no  protege  su  pasado  sino  al  favor  de  las  reglas  relativas  á  la 
'^  comunidad,  y  se  sabe  que  la  comunidad  (á  diferencia  de  la  sociedad, 
"  que  es  una  individualidad  colectiva)  no  da  nacimiento  á  un  ser  colecti- 
"  vo,  distinto  de  los  comunistas^'.  Y  con  este  fundamento  sostiene  que 
los  acreedores  de  la  sociedad  no  deben  tener,  es  esta  ocasión,  preferencia 
sobre  los  acreedores  de  los  socios  (compara  con  los  art.  390  y  417).  A  este 
respecto,  las  opiniones  de  los  escritores  franceses  se  hallan  divididas,  se- 
gún puede  verse  en  Sirey,  al  art.  42  n»»  24  y  25;  y  deben  compulsarse 
con  gran  cautela,  porque  nuestra  legislación  sobre  este  punto  ditiere 
mucho  de  la  de  Francia.  Así,  como  la  sociedad  se  reputa  válida  con  rela- 
ción á  terceros  (42,  294  y  297),  éstos  gozarán  de  preferencia  sobre  los 
acreedores  de  los  socios,  contra  lo  que  sostiene  Troplong.  Vé  la  nota  164. 

(1072)  Sin  responsabilidad  de  ningún  género:  comp.  con  425  y  426. 
Pienso  que  el  derecho  á  separarse  de  la  sociedad  de  hecho,  es  inherente  á 
la  persona,  y  que  así  los  acreedores  del  socio  no  podran  ejercerlo  á  nom- 
bre de  éste.  Vé  Cód.  Civ.  1196  con  mis  notas.  Ejercitado  el  derecho  por 
un  accionista  causará  graves  perturbaciones;  pero  la  le}'^  no  lo  escluye  ni 
distingue. 

(1073)  La  sociedad  de  fiecho  (vé  Cód.  Civ.  232  n»  2°),  que  ejerció  actos 
de  comercio,  no  es,  no  ha  sido  ni  ha  podido  ser  sino  una  sociedad  (así  la 
llaaia  el  Cód.  Civ.  1663  y  el  presente  habla  de  socios),  comercial,  sujeta 
á  la  legislación  mercantil  respecto  á  los  actos  realizados;  por  la  misma 
razón,  que  el  individuo  que  de  hedió  ejerce  el  comercio,  que  1  e  está  prohi- 
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Tratándose  de  establecer  sus  derechos  respecto  del  pasa- 
do, *^^^  pueden  lo«  socios  entre  sí  recurrir  á  la  prueba  tes- 
timonial, ^^^^  y  á  todos  los  demás  medios  de  prueba  admi- 
tidos en  materia  comercial.  ^^"^^  V.  399.  Massé,  n**  2552. 
F.  42.  I.  99. 


bido,  se  sujeta  á  las  leyes  comerciales;  pero  constituyendo  una  sociedad 
en  participación f  no  tiene  personería,  ni  es  susceptible  del  estado  de  quie- 
bra. Llegado  este  caso,  la  quiebra  será  mas  bien  de  los  socios  comercian- 
tes que  de  la  sociedad,  y  el  acreedor  personal  se  igualará  al  social.  Pero 
quiere  este  §  que  la  liquidación  y  partición  se  haga  en  conformidad  á  las 
reglas  del  derecho  común  sobre  sociedades  (Cód.  Civ.  1663)  y  no  con  su- 
jeción á  las  bases  que  se  hayan  pactado.  Comp.  con  Pardassus,  n^^  1006 
á  1010.  En  Francia  prevalece  la  jurisprudencia  de  que  no  es  susceptible 
de  caer  en  quiebra.  Rousseau,  no«  71  y  72. 

Opina  Troplong  (n®  250)  que  las  cuestiones  sobre  cese,  liquidación  y 
partición  de  la  sociedad  de  hecho  se  dirimirán  ante  los  arbitros,  ó  jueces 
arbitradores  (448);  y  tal  opinión  me  parece  lógica,  porque  las  sociedades 
mercantiles  deben  ser  juzgadas  por  las  autoridades  comerciales  (comp. 
art.  5,  6,  105  n©  1»  y  112),  y  la  omisión  de  los  contratantes  no  puede 
cambiar  las  leyes  de  jurisdicción  que  son  de  orden  público.  Un  pasaje  de 
Massé,  en  el  n*»  2552,  que  ha  sido  también  copiado  en  el  art.  297  quita 
toda  duda.  El  pasaje  es  este  :  *■''  los  hechos  realizados  que  tengan  un  ca- 
^  rácter  comercial,  pueden  justificarse  mediante  la  prueba  testimonial 
**  según  las  reglas  generales  admitidas  en  materia  de  comercio".  Vó 
nota  1971. 

(1074)  Nó  los  derechos  especiales  que  se  hubieren  pactado  de  palabra  ó 
por  escrito,  los  cuales  no  podrían  ser  invocados.  Pero  si  el  instrumento 
del  contrato  carece  de  eficacia  como  forma  esencial,  conservará  la  efica- 
cia que  le  corresponda  como  prueba  de  los  hechos  en  el  constatados ; 
como  serian  las  entradas  de  los  socios,  la  naturaleza  real  de  la  sociedad 
y  otros  antecedentes  que  ese  documento  pueda  suministrar  (arg.  del  209 
§  últ.  y  de  los  art.  987  y  3670  del  Cód.  Civ.).  Negar  al  documento  toda 
fuerza  probatoria  sería  antijurídico  é  importaría  dar  á  la  sanción  legal 
mas  alcance  que  el  que  el  legislador  tuvo  en  vista. 

(1075)  Sin  que  obste  lo  dispuesto  en  el  290,  porque  esa  prueba,  ó  apo- 
yará las  cláusulas  ó  constancias  del  contrato,  ó  si  las  contradice,  no  será 
admisible.  Y  si  no  hay  contrato  escrito,  se  podrá  recurrir  con  mas  razón 
á  la  prueba  testimonial ;  pero  siempre  con  las  limitaciones  del  209,  aun- 
que otra  cosa  establezca  el  derecho  francés. 

(1076)  Vé  las  tres  últimas  notas,  y  compara  el  presente  art.  con  el 
1663  del  Cód.  Civil.  Nótese  bien  la  frase  en  mateun  comercial,  pues  .si  la 
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Aet.  297 

Son  admisibles,  iadependientemente  ^^"^  de  la  preseatacion 
del  contrato  de  sociedad,  las  acciones  que  los  terceros  puedan 
intentar  contra  la  sociedad  en  general,  ó  contra  cualquiera  de 
los  socios  en  particular.  ^^'^^  Ijos  terceros  que  no  hubiesen  cum- 
pUdo  por  su  parte,  deberán  devolver  la  prestación  que  hubie- 
ren  recibido.  ^^'^^ 

La  existencia  de  la  sociedad,  cuando  por  parte  de  los  so- 
cios no  se  presenta  escritura,  puede  probarse  por  todos  los 
géneros  de  prueba  admitidos  en  el  comercio.  *°^^  V.  400. 
B.  304.  P.  567. 


Art.  298 

Se  presume  que  existe  ó  ha  existido  sociedad  siempre  que 
alguien  ejercita  actos  propios  de  sociedad,  y  que  regular- 
mente no  hay  costumbre  de  practicar,  sin  que  la  sociedad 
exista.  ^^^^ 


prueba  se  gobierna  por  el  Cód.  de  Com.,  es  porque  se  trata  de  un  negocio 
comercial ;  de  una  sociedad  mercantil  y  nó  de  uua  simple  comunidad 
mercantil,  porque  ésta  constituye  un  estado  pasivo  y  la  sociedad  es  una 
comunidad  de  esfuerzos  ó  de  bienes  puestos  en  movimiento,  y  que  ha 
sido  creada  para  comerciar. 

ri077)  Sin  dependencifi,  dice  el  art,  brasilero  con  mas  propiedad. 

(1078)  Es  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  los  arto»  42  inc.  1«  y  253 
inciso  último. 

(1079)  Vé  la  nota  1064;  y  adviértase  que  no  todas  las  prestaciones  son 
susceptibles  de  repetición  ó  devolución.  Vé  216  inc.  1°  y  Cód.    Civ.  1055. 

(1080)  Comp.   con  el  296  §  últ.  y  sus  notas. 

(1081)  Porque  los  hechos  de  los  contrayentes,  subsiguientes  al  con- 
trato que  tengau  relación  con  lo  que  se  discute,  son  la  mejor  explicación 
de  la  intención  de  las  partes  (218  n»  4o).  Pero  ninguno  de  los  hechos 
enumerados  constituyen  una  presunción  ó  prueba  absoluta,  que  no  admita 
prueba  en  contrario;  aunque  los  enumerados  en  los  n^^  I®  7®  y  8®  tendrán 
una  grandísima  importancia  probatoria,  y  todos  presuponen  ó  requieren 
la  prueba  de  que  se  trata  de  una  sociedad  comercial. 


I 


I 
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De  esta  naturaleza  son  especialmente: 

1°  Negociación  promiscua  y  común; 

2o  Enajenación,  adquisición  ó  pago  hecho  en  común;  *^^* 

3°  Si  uno  de  los  asociados  se  declara  socio  y  los  otros  no 
lo  contradicen  de  un  modo  público;  ^^^^ 

4°  Si  dos  ó  más  personas  proponen  un  administrador  ó 
gerente  común;  ^^^^ 

5o  El  uso  del  pronombre  nosotros  ó  nuestro  en  la  corres- 
pondencia, ^'^^^  libros,  facturas,  cuentas  ^^^^  ú  otros  pa- 
pales comerciales; 

6o  El  hecho  de  recibir  ó  responder  á  cartas  dirijidas  al 
nombre  ó  firma  social ;  *^^^ 

7o  El  uso  del  nombre  con  el  aditamento  y  compañía;  ^^^"^ 

(1062)  La  enajenación,  adquisición  ó  pago  hecho  en  común  y  el  nom- 
bramiento de  un  administrador  comim  son  actos  equívocos,  especialmente 
el  pago  en  común,  y  pueden  tener  lugar  en  un  condominio  ó  comunidad 
cualquiera.   Vó  notas  1084  y  1086. 

(1083)  O  cuando  conociendo  esa  declaración,  la  contradigan  tardíamente. 

(1084)  "Cartas  firmadas  por  los  socios  y  en  el  interés  común  de  ellos; 
^  circulares  publicadas  en  nombre  de  la  sociedad  y  cualesquiera  docu- 
^  mentos  en  los  cuales  los  que  los  firman  hubiesen  tomado  las  calidades 
'*  de  socios",  dice  el  1665  del  Oód.  Civ.  La  sentencia  pronunciada  entre 
los  socios  en  calidad  de  tales,  agrega  ese  mismo  art.  Vé  el  1666.  Y  los 
Cód.  P.  y  B.  enumeran  también  el  uso  de  una  marca  común  en  las  mer- 
caderías ó  bultos. 

Entre  los  muchísimos  hechos  presuntivos  de  la  existencia  de  la  socie- 
dad, se  enumeran  aquí  los  que  de  ordinario  son  los  mas  significativos, 
porque  ó  revelan  una  combinación  de  medios,  ó  reciprocidad  de  intereses,  ó 
acuerdo  en  la  gerencia,  y  todos  una  intención  y  voluntad  mas  ó  menos 
esplícitade  contraer  sociedad,  y  podrá  así  combatirse  mediante  la  prueba 
contraria;  pues,  como  queda  dicho,  la  presunción  es  simplemente  de  de- 
cho  y  varios  de  aquellos  hechos  tienen  un  significado  equívoco.  Se  halla 
en  este  caso,  además  de  los  contenidos  en  los  n^*  2^  y  4°,  el  uso  de  los 
pronombres  nosotros  y  nuestro  en  la  correspondencia,  ya  que  pueden  ser 
empleados  por  los  comuneros,  acreedores  solidarios,  por  los  obligados  á 
una  misma  deuda,  &. 

(1085)  Sobre  facturas  y  cuentas  pueden  verse  la  notas  266  y  759. 

(1086)  El  simple  recibo  de  una  carta  significará  bieu  poco,  y  nada,  si 
la  respuesta  implica  el  desconocimiento  de  la  sociedad. 

(1087)  Vé  notas  1081  y  1034. 
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8^  La  disolución  de  la  asociación  en  forma  de  sociedad. 
La  responsabilidad  de  los  socios  ocultos  *^^^  es  personal  y 
solidaria  en  la  forma  establecida  en  el  artículo  302.  V.  401. 
B.  306.  P.  669  y  670. 

(1088)  A  los  socios  ocultos  se  les  llama  también  secretos,  incógnitos  ó 
durmientes,  dice  ua  escritor.  Mientras  los  negocios  marchan  bien,  duer- 
men tranquilamente,  como  pronto  despiertan  en  caso  de  falencia  ó  crisis 
ó  de  revelación  de  su  posición  efectiva,  y  con  dificultad  pueden  sustraerse 
á  la  pesquisa  de  los  acreedores.  Si  su  nombre  se  encuentra  en  los  libros 
sociales,  si  aparece  que  tiene  parte  en  las  ganancias,  como  ganancias, 
y  no  como  recompensa  de  su  industria  (vé  283);  si  en  una  palabra  se  de- 
muestra que  es  realmente  socio,  nada  importa  que  lo  sea  ostensible  ú 
oculto,  y  con  mas  razón  que  en  los  casos  de  los  art»»  29i  §  últ.  y  299, 
sera  responsable  solidaria  é  i udefín idamente  para  con  los  acreedores  de 
la  sociedad;  porque  se  ha  escondido  quizá  de  propósito  y  con  la  mira  de 
defraudar  á  esos  acreedores.  Si  no  deslindó  su  posición  ante  el  público 
comerciante,  debe  sufrir  la  responsabilidad  solidaria,  que  es  la  ley  gene- 
ral de  las  sociedades  comerciales  y  como  el  derecho  común  de  los  cointe- 
resados. No  hay  que  agregar  que  este  socio  oculto  es  mui  distinto  del  que 
está  asociado  á  la  parte  de  un  socio  oes  cesionario  déoste  (vé  418  inc.2o). 
Este  §  merecía  los  honores  de  un  artículo  separado,  tanto  mas  que  re- 
clama una  particular  consideración.  Omito  decir,  que  su  disposi- 
ción no  es  aplicable  al  socio  comanditario,  aunque  su  nombre  no  sea  co- 
nocido (vé  373);  y  que  tampoco  lo  es  á  la  sociedad  en  participación  (vé 
398).  Pero  hay  que  observar,  I®  que  esta  disposición  es  diametralmente 
opuesta  á  la  contenida  en  el  1669  del  Cód.  Civ.  según  la  cual  el  que 
fuere  socio  no  ostfnsible,  será  juzgado  socio  con  relación  á  las  personas 
con  quienes  contrató  sociedad;  mas  nó  con  relación  á  terceros;  2<>  que 
ella  supone  la  existencia  de  la  sociedad  tácita  del  antiguo  Cód.  P.,  no 
reproducida  en  el  nuevo  y  que  nuestro  Cód.  no  ha  reglamentado;  que 
ella  será  aplicable  solamente  á  dicha  sociedad  tácita,  ó  sea  á  la  en 
participación  celebrada  con  fines  permanentes.  Todo  ello  arguye  que 
esta  prescripción  no  es  acertada  y  ha  debido  desaparecer  de  nuestro 
Cód.,  como  ha  desaparecido  del  P.,  pues  si  la  sociedad  en  participación 
se  recomienda  para  una  ó  mas  operaciones  determinadas,  su  carácter 
y  bondad  no  puede  depender  de  que  sean  mas  ó  menos  permanentes 
(vé  396),  como  lo  establecen  el  I,  mi  Proy.  de  Cód.  409  y  el  224  del 
N.P.  que  no  considera  la  participación  siquiera  como  una  sociedad 
Nuestro  §  ha  sido,  pue^,  reproducido  sin  tomarse  en  cuenta  cuanto  queda 
espuesto,  y  puede  dar  margen  á  pleitos  é  injusticias. 

Es  entendido,  por  lo  demás,  que  en  este  caso,  como  en  los  análogos  do 
los  art.  294  §  últ.  y  299.  la  responsabilidad  solidaria  es  para  con  los  ter- 


ART.  299  343 

Abt.  299 

La  persona  que  prestase  su  nombre  como  socio,  *^*®  ó  to- 
lerase ó  permitiese  poner  ó  continuar  su  nombre  en  la  ra- 
zón social,  ^^^  aunque  no  tenga  parte  en  las  ganancias  de 
la  sociedad,  ^^^  será  responsable  ^^^  por  todas  las  obliga- 
ciones de  la  sociedad  que  fuesen  contraidas  bajo  la  firma 
social,  *^^  salva  su  acción  contra  los  socios  ^^*^  y  sin  res- 
ponder á  estos  por  las  pérdidas  y  daños.  V.  402.  B.  306. 
P.  633  y  634. 


ceros,  sin  perjuicio  de  dividir  la  deuda  entre  los  socios  en  la  forma  ))ac- 
tada  ó  de  acuerdo  con  las  disposiciones  del  Cód.  Civ.  (vé  717  de  dicho 
Cód.):  arg.  del  299  citado. 

(1()89)  Como  socio  ostensible,  se  entiende  (Cód.  Civ.  1668).  Si  es  real- 
mente socio,  no  hay  ccuso. 

(1090)  Este  hecho  tiene  especial  significado  en  las  sociedades,  como 
puede  verse  en  375,  385,  305  inc.  2«>  y  632  y  nota  al  inc.  1«  del  cit.  375. 
De  otro  modo,  los  terceros  inducidos  en  error,  no  encontrarían  toda  la 
responsabilidad  que  se  prometían  y  podrían  resultar  perjudicados.  Pero 
la  tolerancia  de  una  persona,  supone  el  conocimiento  en  ella. 

Este  inciso,  agregado  al  testo  brasilero,  demuestra  que  este  Cód.,  á  di- 
refoncia  del  Civil  (vé  1680),  no  permite  que  una  sociedad  se  continúe  con 
la  firma  que  tuvo  la  anterior  á  que  sustituyó  (vé  301  y  su  2*  nota).  Vé 
á  Pardessus,  n<»  978. 

En  vez  de  prestase^  tola-ase  y  permitiese,  debe  leerse  prestare,  tolerare  y 
permitiere, 

(1091)  Porque  es  un  socio  ostensible,  y  á  los  terceros  no  les  es  dado 
juzgar  ni  de  la  realidad  del  interés  ni  de  las  intenciones  y  tienen  que  ate- 
nerse á  la  forma  ordinaria  en   que  éstas  se  revelan:  291  §  últ.  y  su  arg. 

Si  tiene  parte  en  las  ganancias,  responderá  con  mas  razón. 

(1092)  Su  responsabilidad  para  con  los  terceros  será  personal  y  solida- 
ria, salvo  que  el  nombre  del  socio  ostensible  no  figurase  en  la  razón 
social  y  se  tratase  de  un  socio  comanditario  ó  de  un  accionista.  Vé  P. 
633  y  notas  siguientes. 

(1093)  En  la  forma  establecida  eti  vi  art.  S()i¿y  dice  con  mas  propiedad  el 
§  últ.  del  art.  anterior. 

(1091)  La  acción  que  según  sus  relaciones  ó  pactos  pueda  corresponder- 
le.  En  el  fondo  nuestro  art.  no  es  mas  que  una  repetición  y  aplicación  del 
1668  del  Cód.  Civ.,  proyectado  por  el  jurisconsulto  brasilero  Freitas.  Sin 
embargo  de  que  ese  art.  no  dice,  como  el  presente,  que  el  socio  ostensible 
no  responde  á  sus  consocios  por  las  pérdidas  y  daños,  ello  resulta  suficiente- 
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Akt.  300 

La  razón  social  ó  la  denominación  de  cada  sociedad,  que 
deberá  ser  claramente  distinguida  de  la  de  cualquier  otra, 
constituye  una  propiedad  suya  y  no  puede  ser  adoptada  por 
ninguna  otra.  ^^^  De  mi  307. 


mente  de  que  no  es  un  socio,  como  lo  dice  el  1668,  ni  tiene  porte  en  las 
ganancias,  sogun  el  testo  del  presente. 

Suponiendo  que  el  nombro  del  socio  ostensible  conste  en  la  misma  es> 
entura,  la  disposición  de  este  iuciso  último  no  guardará  congruencia 
con  las  de  los  art.  290  y  291  §  últ.,  á  menos  que  allí  mismo  couste  que  ese 
socio  no  debe  tener  parte  en  las  ganancias,  lo  cual  sucederá  muí 
rara  vez. 

(1095)  Una  vez  elegido  y  adoptado  un  nombre,  no  es  licito  cambiarlo  y 
adoptar  otro  nombre  y  menos  él  de  otro,  sin  causar  dañosas  contusioueis 
y  responder  por  los  daños  y  perjuicios.  La  revolución  francesa,  que  per- 
mitió el  cambio  voluntario  de  nombres,  hubo  de  convertir  la  sociedad  en 
un  caos,  y  tal  espediente  se  usa  rara  vez  con  fines  lícitos.  Lo  dicho  es 
aplicable  á  las  sociedades  que  tienen  una  firma  social,  que  es  su  nombre, 
ó  una  denominación  (291  n»  2»);  y  aunque  nuestro  art.  no  exija  como  oon- 
dicíou  8ine  qua  noriy  que  la  firma  ó  denominación  se  halle  registrada,  co^- 
mo  lo  hace  el  Cód.  S.  873  y  876,  pienso  que  ima  sociedad  no  registrada  ó 
cuyo  nombre  no  ha  sido  inscrito  en  el  registro  de  comercio,  cuando  el  re- 
gistro sea  obligatorio,  no  adquiere  la  propiedad  de  su  nombre  y  no  puede 
invocar  lá  protección  acordada  por  este  art.  (arg.  del  26),  porque  carece 
de  existencia  á  los  ojos  de  la  ley  (arg.  de  los  art.  42  y  294  á  296).  Vé  á 
Namur,  n"»  947  y  ley  belga  28. 

Aunque  sea  difícil  que  se  presente  en  la  práctica  uua  usurpación  ó  imi- 
tación de  la  firma  social,  á  no  ser  en  una  gran  ciudad,  la  protección  legal 
ha  debido  estenderse  ala  razón  social  registrada  {eoflem  est  rat¿o)j  y  la 
sanción  será  siempre  el  derecho  á  prohibir  que  la  nueva  sociedid  conti- 
núe usando  de  la  denominación  indebida  y  á  exijirle  los  daños  y  perjui- 
cios que  haya  podido  causar.,  como  establece  el  Cód.  A.  27,  agregando 
que  U  existencia  y  monto  del  perjuicio  corresponde  á  la  libre  aprecia- 
ciacion  del  juez,  quien  podrá  ordenar  que  su  fallo  se  publique  á  costa  del 
condenado.  £u  cuanto  á  la  penalidad,  vé  Ley  do  marcas  de  fábrica  y  de 
comercio  (Ag.  19—1876),  art.  37.  El  crédito  de  una  sociedad  suele  ser 
el  motivo  de  la  usurpación,  pero  la  responsabilidad  existirá  si  el  uso 
indebido  tuvo  lugar  por  un  error  debido  á  iguorancia  culpable  (Cód.  Civ. 
929).  Vé  final  de  nota  1098. 
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De  las  aociedades  colectiTaa  ^^^ 

Abt.  301 

Se  llama  sociedad  colectiva  la  que  forman  dos  ó  mas  per- 
sonaS;  ilimitada  y  solidariamente  responsables,  ^^^  que  se 
unen  para  comerciar  en  común,  bajo  una  firma  social.  ^^^ 

(1096)  La  responsabilidad  solidaria  de  los  socios  es  el  derecho  común 
de  ias  sociedades  comerciales;  lo  cual,  sea  dicho  de  paso,  es  un  fortisímo 
argumento  de  que  la  solidaridad  es  el  derecho  común  de  las  obligaciones 
mancomunadas  comerciales  (vé  nota  479).  £n  los  partnerships  de  los  in- 
gleses se  encuentran  los  caracteres  principales  de  la  sociedad  colectiva; 
pero  aquellos,  lo  mismo  que  nuestras  sociedades  civiles,  no  requieren  ra- 
zón social  ni  han  menester  publicarse,  salvo  la  cláusula  que  escluya  á 
ciertos  socios  de  la  admioistracion,  porque  en  principio,  ésta  pertenece  á 
todos.  Comp.  con  el  291  n«  3«  y  las  notas  1038, 1370  y  1378. 

La  responsabilidad  de  cada  socio,  hacia  los  terceros,  es  personaly  ilimi- 
tada y  solidaria  (vé  final  del  288);  pero  nada  obsta  á  que  esa  responsabi- 
lidad se  reparta  en  distintas  proporciones  entre  los  socios  (vé  304).  Cód. 
Civ.  717.  Por  lo  demás,  la  frase  ilimitada  y  solidariamente  responsables  no 
hacia  falta,  es  diminuta  (vé  el  art.  siguiente)  y  ha  sido  tomada  de  mi 
Proy.  de  Gód.  283  é  ingertada  como  un  cuerpo  estraño  á  la  redacción 
despejada  del  viejo  testo. 

En  la  sociedad  colectiva  predomina  el  elemento  personal,  á  dü'erencia 
de  la  sociedad  por  acciones  en  que  prima  el  elemento  real  ó  sea  el  ca- 
pital. Asi,  mientras  la  acción,  especialmente  cuando  está  liberada 
(vé  326  inc.  2o.),  es  eminentemente  cesible  ó  negociable,  y  con  ella  la 
calidad  de  socio-accionista,  sucede  mui  distinta  cosa  en  la  sociedad 
colectiva  (vé  418),  y  la  ausencia,  muerte,  incapacidad,  renuncia  ó  despe- 
dida de  un  socio  constituyen  actos  de  suma  trascendencia  en  dicha  socie- 
dad (vé  419  n«".  6«.  8«.  9o.  y  10  y  422  n®»  B».  á  7o.).  Tampoco  puede 
haber  sociedad  anónima  sin  capital,  ni  accionista  sin  cuota;  mientras  que 
es  posible  ima  sociedad  colectiva  sin  mas  capital  que  la  industria  de  los 
socios,  ó  en  la  que  un  socio  concurra  con  su  trabajo  y  otro  con  su  cré- 
dito comercial  puramente.    Vé  notas  1039  y  1004. 

(1097)  Constituyendo  la  sociedad  una  colectividad  ó  entidad  colectiva, 
que  funciona  por  si  y  tiene  intereses  separados  de  los  de  sus  miembros, 
es  regular  que  tenga  una  denominación,  que  la  distinga  y  haga  conocer 
en  el  mundo  comercial,  y  ese  nombre  de  la  sociedad  se  llama  razón  ó 
firma  social  (nota  1034).    Vé  303  inc.  lo.    Según  Pardessus,  no.  1009,  la 
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No  pueden  hacer  pa«rte  de  la  firma  social  nombres  de  per- 
sonas que  no  sean  socios  comerciantes.  ^^^  V.  453.  Massé, 
no  1666.  W.  9.  P.  652.  A.  208. 

Aet.  302 

Todos  los  que  forman  la  sociedad  de  comercio  colectiva, 
sean  ó  no  administradores    del  caudal  social,  contraen  obli- 


razon  social  es  tan  de  la  esencia  de  la  sociedad  colectiva,  que  sin  eUa 
se  trocaría  en  sociedad  accidental.  Esta  doctrina,  que  no  es  verdadera 
en  derecho  francés,  lo  es  aun  menos  por  nuestro  derecho.  Los  hechos 
pueden  ser  de  tal  trascendencia  que  patenticen  la  existencia  de  la  socie- 
dad (256  y  257  y  arg.  de  ellos).  El  Cód.  Civ.  1678  arguye  en  el  mismo 
sentido.  Corap.  con  Troplong,  n».  376.  Bédarride,  n®.  129  á  131.  Alan- 
zo t,  709.  515.  Namur,  n».  863  (en  el  864  recuerda  el  origen  de  la  razón  so- 
cial); y  la  definición  de  este  inc.  con  282  y  372.    Adde  nota   17. 

(1098)  Esta  disposición  escepcíonal,  que  responde  al  mismo  pensamien- 
to del  viejo  art.  447  suprimido  con  razón  á  indicación  mía,  y  al  del  372,  es 
peculiar  al  ant.  Cód.  P.,  no  está  reproducida  en  el  nuevo,  y  ha  sido  justamen- 
te impugnada  en  los  términos  siguientes:  ^^  Esta  disposición  se  resiente  de 
las  ideas  que  inspiraron  la  ley  de  Agosto  30  de    1870,  según  la  que  la 
matrícula  de  asociado  en  la  junta  de  comercio  era  una  de  las  condicio- 
nes de  la  sociedad  mercantil.     Como  una  garantía  para    el  público  de  la 
probidad  de  los  socios  de  la  firma,  es  tma  ofensa  á  los  socios  no  comer- 
ciantes que  pueden  tener  tan  buen  nombre  como  los  comerciantes.  Como 
garantía  de  la  ciencia'y  acierto,  con  que  los  negocios  sociales  han  de  ser 
conducidos,  sería  necesario  que  los  gerentes   fuesen  siempre  los  socios 
de  la  firma  y  sin  embargo  el  art.  555  (vé  nuestro  291  n».  3«.  y  nota  1038) 
no  escluye  de  la  gerencia  á  los  socios  no  comerciantes  ^\  y  yo,  agrego,  ni 
aun  los  estraños  (arg.  de  los  art.  418  y  434  al  fin),  escepto  en  las  socieda- 
des anónimas  (336  inc.  1°.).     He  observado  también  que  se  ha  suprimido 
el  viejo  art.  447,  que  exigía  que  la  participación  fuese  regenteada  por  un 
socio  comerciante.     Por  último,  se  admite  generalmente  que  el  socio, 
á  lo  menos  para  los  efectos  de  la  sociedad,   se  hace  comerciante.    Estas 
contradicciones  son  inevitables  en  los  trabajos  empíricos;  y   en  la  prác- 
tica se  prescinde  de  la  prohibición.    De  la  letra  de  este  §,  del  testo  del 
299  y  de  la  no  adopción  del  601  P.  resulta  suficientemente  justificada  la 
doctiina  que  establecí  en  la  nota  1090;  y  aunque   una  casa  de  comercio 
ha  podido  acreditarse  con  una  firma   conocida,   su  continuación  puede 
engañar  á  los  terceros,  que  crean  que  continúan  en  la  sociedad  los  socios 
anteriores.    Lo  contrario  sucede  con  la  denominación  particular  de  la 
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gacion  ilimitada  y  solidaria,  ^^^  activa  y  pasiyameiite,  ^^^ 
á  las  restdtas  de  las  operaciones  que  se  hagan  á  nombre  y 

casa;  ejemplos:  La  librería  general,  A  la  Ciudad  de  Londres.  En  este  sen- 
tido, Pardessus,  n©.  978.  Bódamde,  n®.  140.  Alauzet,  n9,  661.  Namur, 
b9,  862.  Por  lo  demás,  miá  sociedad  establecida  en  el  extranjero  podrá 
emplear  en  la  República  el  mismo  nombre  que  usaba  fuera  de  ella,  aun- 
que no  sea  el  nombre  de  los  socios  (Cód.  Civ.  1679);  porque  locus  regit 
actum  (art.  8,  950  y  1205  del  mismo  Cód.)  y  el  ai  t.  287  se  contenta  con  el 
registro  y  publicación  del  contrato  social  &,  sin  exigir  cambio  de  la  razón 
social.  Pero  la  sociedad  que  ya  existía  en  el  país  podría  invocar  la  dispo- 
sición del  300:  eadem  est  ratio. 

He  establecido  mas  arriba  y  en  la  nota  17,  que  el  socio  de  una  sociedad 
colectiva  se  hace  por  el  mismo  hecho  comerciante  y  puede  incurrir  en 
falencia  como  consecuencia  de  la  quiebra  de  la  sociedad  (vé  1384  inc.  1<>.); 
pero  si  el  mismo  no  ejerce  un  comercio  separado,  no  veo  la  necesidad  de 
que  se  matricule  precisamente,  á  no  ser  á  los  efectos  de  los  art.  25  y  26 
(vé  nota  1 22),  ni  creo  que  esté  obligado  á  llevar  libros,  y  que  un  juez^  pu- 
diera con  conciencia  segura  aplicarle,  en  caso  do  quiebra  de  la  sociedad, 
las  sanciones  de  los  art.  1546  n^.  11  y  1547  n<>.  8°.  En  todo  caso,  valía  la 
pena  de  que  el  legislador  hubiera  sido  esplíclto  sobre  punto  de  tamaña 
gravedad.  Vidari,  no.  707,  dice  que  el  socio  queda  sometido  á  la  legis- 
lación especial  de  las  leyes  mercantiles,  y  Lyon-Gaen,  n».  204  bis,  argu- 
ye que  el  comercio  es  ejercido  en  su  nombre  y  por  su  cuenta;  pero  no 
debe  olvidarse  que  la  sociedad  es  equiparada  al  comerciante,  y  forma  una 
entidad  jurídica,  que  el  comercio  se  hace  especialmente  en  nombre  y  por 
cuenta  de  la  sociedad  y  que  si  el  socio  cae  en  quiebra  es  en  fuerza  de 
su  responsabilidad  solidaria,  mas  bien  que  porque  él  ejerza  el  comercio 
y  sea  comerciante.  Y  se  hace  con  los  bienes  del  socio,  lo  que  se  haría  con 
los  de  un  fiador  solidario  del  quebrado;  se  traen  á  la  masa  de  la  quiebra. 
Muí  distinto  es  el  caso  del  que  ejerce  el  comercio,  mediante  un  factor, 
pues  entonces  no  hay  otro  comerciante  que  el  patrón,  y  la  sociedad  no 
es  mandatario  del  socio.  Otro  argumento  es  que  la  sociedad  es  la  única 
que  paga  patente.     Comp.  con  la  nota  21. 

(1099)  La  responsabilidad  personal,  ilimitada  y  solidaria  es  el  rasgo 
característico  de  las  sociedades  mercantiles  en  general,  y  de  las  colecti- 
vas en  particular,  y  que  las  diferencia  de  las  sociedades  civiles  en  que 
cada  socio  no  está  obligado  á  mas  que  su  porción  viril  (vé  Cód.  Civ.  1747). 
La  responsabilidad  solidaria  es  calculada  para  aumentar,  con  la  garan- 
tía, la  confianza.  La  doctrina  francesa  es  uniforme  en  enseñar  que 
la  solidaridad  pasiva  de  los  socios  tiene  mas  de  la  fianza  solidaria  que 
de  codeador  solidario;  pero  se  divide,  en  cuanto  unos,  y  con  ellos  el  E. 
352,  exigen  la  excusión  previa  de  los  bienes  sociales,  y  otros  sostienen 
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por  cuenta  de  la  sociedad,  ^^^^  bajo  la  finha  que  esta  tenga 
adoptada,  y  por  persona  autorizada  para  la  gestión  y  admi- 
nistración de  sus  negocios. 

Esceptúanse  únicamente  los  casos  en  que  la  firma  social 
fuese  empleada  en  transacciones  notoriamente  estrañas  á  los 


que,  condenada  la  sociedad,  el  acrreedor  puede  ejecutarla  ó  ejecutar  pre- 
ferentemente á  un  socio  cualquiera.  Vó  á  Alauzet,  d9.  522,  &.  Esto  úl- 
timo es  conforme  al  A.  112  ^  al  derecho  riguroso  de  la  solidaridad 
(vé  1384  inc.  1».),  mas  no  á  la  práctica  y  á  los  intereses  del  comercio- 
Así,  en  el  partnerahip,  aunque  sus  miembros  sean  solidarios,  los  acreedo- 
res deben  empezar  por  escutir  el  capital  social  (Thaller,  II  pág.  322),  y 
agotado  éste,  pueden  cobrarse  en  el  concurso  particular  de  cada  socio, 
una  vez  pagos  los  acreedores  particulares  de  éste  (Selim,  pág.  167).  Este 
Cód.  se  ha  decidido  por  la  doctrina  del  español  (vé  443  y  comp.  con  480 
y  481).  Las  propuestas  en  mi  Proy.  de  Cód.  son  mas  completas  y  obe- 
decen al  mismo  pensamiento.  Pueden  verse  los  art.  285,  1374,  §  últ., 
1516,  1604  y  1607  de  dicho  Proy.  S.  564  inc.  3«.,  Grisones  441, 1.  106  y 
N.  P.  153  §  lo. 

(1100)  Aquí,  lo  mismo  que  en  el  386,  quiere  decirse  que  cada  socio 
puede  demandar  por  el  todo  al  deudor  social  y  ser  demandado  por  el 
acreedor  social;  pero  la  redacción  y  giro  de  la  frase  no  se  presta  á  la 
inclusión  en  el  inciso,  de  la  solidaridad  activa,  ó  sea,  la  relativa  á  los 
créditos  de  la  sociedad.  Esta  merecía  los  honores  de  un  art.  especial, 
tanto  mas  que  pueda  desaparecer  ó  restringirse,  cuando  hayan  socios 
escluidos  de  la  administración  ó  exista  un  solo  gerente,  segtm  resulta  del 
305  y  del  final  de  nuestro  inciso.  Puede  verse  á  Troplong,  n»  866. 
Alauzet,  n<»  461,  522,  527  y  530.  Bédarride,  n»  168.  Reus  al  E.  267.  Res- 
pecto á  los  efectos  de  la  solidaridad,  deben  verse  los  art.  699  á  717  del 
Cód.  Civ.  con  mis  notas,  teniendo  presente  la  disposición  del  443  del 
presente. 

La  solidaridad  activa,  como  la  pasiva  (vé  nota  480),  al  dividirse  la 
deuda  ó  él  crédito  entre  los  coherederos,  en  la  medida  de  su  porción 
hereditaria,  conserva  su  carácter.  Respecto  al  heredero  beneficiario  que 
se  hace  socio,  vé  á  Namur,  n»  877. 

(1101)  No  es  preciso  que  se  declare  que  es  por  cuenta  de  la  sociedad  y 
resultará  has tao  tómente  de  que  la  operación  se  haga  á  nombre  de  la  so- 
ciedad ó  sea  empleando  la  razón  social.  Según  el  A.  114  basta  que  de 
las  circunstancias  resulte  que,  según  la  voluntad  de  los  contratantes,  el 
acto  iué  ejecutado  para  la  sociedad.  De  todos  modos,  el  inc.  1^  del  art. 
303  siguiente  y  el  presente,  en  su  2^  parte,  legislan  el  punto  suficiente- 
mente.   Son  mm  importantes  y  tienen  aquí  perfecta  aplicación,  las  dis- 
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negocios  designados  en  el  contrato  de  sociedad.  ^^^  V.  454. 
E.  267.  N,  E.  127.  B.  316,  inc.  lo  al  fin.  F.  22.  H.  98.  P.  549. 
A.  112.  I.  106. 

Abt.  303 

La  razón  social  equivale  plenamente  á  la  firma  de  cada 
uno  de  los  socios.  ^^^^  Los  obliga  á  todos,  como  si  todos  hu- 
bieran efectivamente  firmado.  ^^^ 

Cuando  todos  los  socios  firmín  individualmente  una  obli- 
gación, quedan  solidariamente  obligados,  como  si  lo  hubieran 
hecho  bajo  la  razón  social.  ^^^^  V.  455.  De  Massé,  u9^  1946- 
1947.  P.  619. 

Abt.  304 

Los  socios  no  pueden  estipular  entre  si  que  no  quedarán 
solidariamente  obligados.  "•'^  V.  456.  De  Massé,  n»  1964. 
P.  BBO. 

posiciones  contenidas  en  los  art.  1714  á  1720  del  Cód.  Civil.  Yó  á  Massé, 
no  1958  y  á  Thol,  §  90. 

(1102)  Cuándo  es  notoriamente  estraña  la  transacción,  es  una  cuestión 
de  hecho.  Vé  á  Namur,  11°  832.  Alauzat,  n9  623.  La  Serna  y  Reus  al  E. 
268;  &.  Los  art.  304,  312  y  311  debieron  seguir  al  presente.  Vé  el  287 
de  mi  Proy.  de  Cód. 

(1103)  Y  la  tirma  de  todos  los  socios  equivale,  por  consiguiente,  á  la 
razón  social  (inc.  siguiente).  Vé  la  nota  subsiguiente. 

(11(34)  Con  las  escepciones  marcadas  en  los  art.  302  y  305. 

(1105)  Aun  el  socio  ó  socios  comanditarios  (374  y  377  §  últ.),  y  creo 
que  también  el  socio  industrial  (arg.  de  385  inc.  2°,  388  inc.  1®  y  399 
inc.  lo):  eaiem  est  ratio.  Se  supone  que  se  trata  de  un  negocio  social,  y 
en  la  duda  debe  resolverse  que  lo  es,  pues  los  presuntos  socios  han  debido 
ser  esplícitos,  de  modo  que  los  terceros  no  fueran  inducidos  en  error. 

(1106)  Eáta  redacción  es  equívoca,  tanto  que  ha  hecho  creer  al  sabio 
Vidari  (no  705),  que  el  art.  prohibe  que  los  socios,  en  sus  relaciones  per- 
sonales, puedan  limitar  su  responsabilidad,  cosa  muy  permitida  (arg.  del 
433  inc.  lo  V  del  Cód.  Giv.  717.  N.  P.  550.  A.  112  inc.  2.  Ch.  370  inc.  2o. 
S.  664.  Zurich,  1301).  La  estipulación  de  nuestro  art.  es  prohibida  sólo 
con  relación  á  los  terceros;  y  por  tratarse  de  una  ley  de  orden  público, 


350  tít.  ui.  de  las  sociedades 

Abt.  306 

Los  socios  que  por  cláusula  espresa  "^^  del  contrato  so- 
cial estén  escluidos  de  contratar  á  nombre  de  la  sociedad,  y 
de  usar  de  su  firma,  no  la  obligarán  con  sus  actos  particu- 
lares, aunque  tomen  para  hacerlo  el  nombre  de  la  compa- 
ñía. 1^08 

Sin  embargo,  si  los  nojibres  de  esos  socios  estuviesen  in- 
cluidos en  la  razón  social,  soportará  la  sociedad  las  resultas 
de  sus  actos,  ^^^  salvo  su  derecho  de  indemnización  contra 
los  bienes  particulares  del  socio  que  hubiere  obrado  sin  auto- 
rización. iii«  V.  457.  E.  268  II  Vé  P.  665,  inc.  3o.  H.  17.  N. 
E.  128.  A.  116.  I.  110.  N.  P.  163  §  2o. 

su  doctrina  es  corriente  y  se  encuentra  aceptada  en  la  ley  inglesa.  Vé  la 
nota  109G,  y  agrega  lo  dispuesto  en  el  art.  366.  El  presente  no  se  opone 
á,  la  aplicación  del  312  ni  del  372. 

(1107)  Y  lo  mismo,  si  estavieren  implícitamente  escluidos  (vé  419  n»  2»), 
pues  es  doctrina  inconcusa  que,  cuando  se  designa  el  socio  ó  socios  que 
han  de  usar  de  la  firma  social  y  administrar  la  sociedad,  en  cumplimiento 
del  mandato  legal  contenido  en  el  291  n<»  3°,  es  para  que  los  terceros 
queden  advertidos  y  evitar  que  todos  los  socios  puedan  usar  de  la  firma 
social  y  obrar  á  nombre  de  la  sociedad;  de  modo  que  los  no  incluidos, 
quedan  implícitamente  escluidos  de  serlo  (dicho  n®  y  411  y  su  arg).  Vó 
N.  P.  152  proem.  y  la  nota  1109. 

(1108)  Sino  en  la  medida  de  lo  utilizado  por  la  sociedad,  en  virtud  de 
la  acción  de  in  rem  verso:  arg.  del  306  inc.  2».  Namur,  n®  882  n®  I»;  &. 
Porque  registrado  el  contrato  social,  los  terceros  han  conocido  ó  podido 
conocer  sus  cláusulas.  Si  no  está  registrado,  procederá  lo  dispuesto  en 
el  final  del  294.  Vó  419  n»  2®.  Es  estendido  que  el  socio  que  abusó  res- 
ponderá de  los  daños  y  perjuicios  é  incumiá  en  la  responsabilidad  penal 
que  procediere  (arg.  del  415).  Vé  el  307  y  el  438  con  las  notas  1589 
y  1590. 

(1109)  La  inclusión  del  nombre  en  la  razón  social  importa  autorización 
tácita  para  administrar,  á  lo  menos  en  relación  á  los  terceros,  que  atraí- 
dos por  los  nombres  de  la  razón  social,  no  podrían  verificar,  en  cada  caso, 
si  esos  nombres  figuran  entre  los  gerentes.  Comp.  con  299,  376  y  385, 
y  vé  la  primer  nota  al  375  cit.  El  632  presenta  un  caso  de  aplicación  de 
nuestro  inciso. 

(1110)  De  conformidad  al  307.  Si  los  socios  son  mas  de  uno,  quedarán 
solidariamente  obligados  por  las  consecuencias  de  sus  cuasi-delitos.  Vé 
419  no  2o. 
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Abt.  306 

El  socio  ó  socios  que  llevan  la  firma  social  no  pueden  tras- 
mitirla ni  cederla.  ^*^^ 

Si  lo  hicieren,  la  obligación,  coñtraida  con  el  sustituto  será 
sólo  de  cuenta  del  mandante  ;  mandatario,  ^^^^  y  los  otros 
socios  no  serán  obligados,  sino  en  proporción  del  beneficio 
que  la  sociedad  hubiese  obtenido  de  la  operación,  ^^^^  salvo 
el  caso  del  inciso  Sc^gundo^^**  del  artículo  precedente.  V.  468. 
Massé,  n®  1966. 

Art.  307 

Contra  el  socio  ^^^-^  que  abusare  de  la  firma  social,  ade- 
más ^"^  de  la  acción  de  daños  y  perjuicios,  que  corresponde 
á  los  otros  socios,  ^  *  *^  habrá  en  favor  de  los  terceros  la  res- 

(1111)  Opinión  corriente,  fundada  en  que  el  cargo  de  gerente  ó  admi- 
nistrador es  un  cargo  personal  y  de  confianza,  que  no  puede  ser  delegado, 
sino  por  acuerdo  unánime  de  los  socios  (vé  418  y  161).  Compara  con  el 
251,  y  con  el  Cód.  Civ.  2303.  Vó  el  430  del  presente,  y  á  Vidari,  n«  733, 
3»  edición. 

(1112)  Porque  la  sustitución  no  autorizada  es  para  la  sociedad  resinier 
olios  actüf  y  el  sustitutOj  un  estraño  sin  mandato  alguno  social.  Comp. 
con  el  161  y  la  nota  551.  A  propósito  de  las  palabras  stistüuto  y  sttstitui- 
dOf  vó  la  nota  917. 

(1113)  Es  un  caso  de  la  versio  in  rmi  (nota  1108),  sobre  el  cual  debe 
verse  el  1717  del  Cód.  Civ.  y  mi  nota  44,  precedente  al  2306  del  mismo 
Cód.  Vé  nota  1590. 

(1114)  Esta  escepcion  es  tan  obvia  que  pudo  omitirse  consignarla. 
Haré  notar  que  en  el  testo  se  llama  inciso  J¡í^  á  lo  que  propiamente  se 
denomina  j)«rra/b  P;  y  proemio  es  técnicamente  el  inc.  1®.  Pero  como 
ha  prevalecido  entre  nosotros  la  impropiedad  de  usar  promiscuamente 
de  las  palabras  inciso  y  párrafo,  en  esta  obra  he  escusado  llamar  §  1^  al 
conocido  por  inc.  2°. 

(1115)  Y  contra  el  administrador,  por  consiguiente;  porque  cualquiera 
que  causa  un  daño  está  obligado  á  repararlo  (Cód.  Civ.  1109). 

(1116)  Y  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  419  b9*  2»  y  3».  Vó  el  n»  1®. 

(1117)  Como  en  los  casos  del  final  del  305  y  del  400  (vó  nota  1186)  y 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  413.  La  acción  por  daños  y  perjuicios 
no  corresponderá  á  los  terceros,  sino  por  causa  de  no  cumplimiento  de  la 
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pectiva  acción  criminal  ^^^^  en  caso  de  fraude  ó  dolo.   V.  469. 
B.  316,  inc.  3o.  Comp.  E.  312.  P.  620.  W.  197. 


Aet.  308 

En  las  sociedades  que  no  tengan  géneipo  determinado  de 
comercio,  ^^^^  no  podrán  los  socios  hacer  operaciones  por 
su  cuenta,  ^^^^  sin  que  preceda  consentimiento  espreso  ^^*^  de 
los  demás  compañeros. 


obligación  contraída  ó  en  virtud  de  un  delito  (del  derecho  civil  ó  del  cri- 
minal), mas  nó  cuasi-ex-delicto  (Cód.  Civ.  1107  y  su  arg.),  como  lo  deja 
comprender  el  B.  316,  al  establecer  que  la  acción  por  los  perjuicios  cor- 
responde tanto  á  loa  socios  como  á  los  terceros.  Es,  pues,  acertada  la 
supresión  hecha  por  el  Cód.  de  1857. 

(1118)  O  la  civil  proveniente  del  dplito  (vé  Cód.  Civ.  1096,  así  como  la 
nota  (538  ai  art.  95);  pues  la  acción  criminal  sólo  procederá  si  hai  un 
delito  previsto  y  castigado  en  el  Cód.  penal.  Así,  la  redacción  del  final 
del  art.  415  es  mejor.  Por  lo  demás,  nuestro  art.  es  mas  acertado  y  justo 
que  el  312  E.  Comp.  con  el  278. 

(1119)  Si  le  tuvieren,  procederá  lo  dispuesto  en  el  art.  siguiente.  Será 
raro,  por  lo  demás,  el  caso  de  nuestro  art. 

(1120)  Yidarí,  n''  756,  observa  atinadamente  que  nuestro  Cód.  y  el  es- 
pañol estiende  la  prohibición  al  punto  de  hacer  del  socio  solidario,  una 
persona  muerta  para  cualquier  otro  género  de  negocio.  Consecueote  con 
esta  observación  y  con  las  sabias  disposiciones  de  los  Cód.  A.  é  I.  formulé 
el  art.  293  de  mí  Proy.  en  que  exceptuaba  al  accionista  y  comprendía  al 
comanditario.  Desde  que  un  socio  cumpla  su  deber  de  tal,  y  no  estorbe 
ni  perjudique  los  intereses  de  la  sociedad,  no  hallo  justo  que  se  le  obligue 
á  estar  mano  sobre  mano  y  no  se  le  permita  comerciar,  especialmente 
en  una  plaza  distinta  de  la  en  que  negocia  la  sociedad.  Compara  con  el 
S.  536  y  558  y  Freitas  3151.  Vidari  querría  también  que  el  socio  no  pu- 
diese tener  responsabilidad  solidaria  en  otra  sociedad;  pero  no  consigue 
demostrar  su  tesis.  Vé  la  nota  siguiente. 

(1121)  Y  por  qué  no  habría  de  bastar  el  consentimiento  tácito,  especial- 
mente cuando  los  negocios  habituales  del  socio  eran  notorios  á  los  demás 
socios  V  Compara  con  los  Cód.  citados  en  la  nota  anterior  y  vé  la  notA 
1490.  No  se  han  tomado  en  cuenta  las  muchas  consideracioLes  que  de- 
muestran la  severidad  y  deñciencias  de  este  inciso,  y  en  esta  ocasión, 
como  en  muchas  otras,  el  prurito  de  reglamentar  y  mezclarse  demasiado 
en  los  negocios  privados,  ha  sacrificado    sin  miramiento  la  libertai  de 
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Lo9  90CÍ0SÍ  que  contravengaa  á  esta  disposición,  traerán  al 
fondo  coman  el  beneficio  que  les  resulte  de  estas  operaciones 
y  snfrirán  individualmente  las  pérdidas  que  hubiere.  ^**^ 
V.  460.  E.  318.  Vé  N.  E.  136.  A.  96-97.  I.  112-113.  N.  P. 
157.  Pardessus,  n«  1020. 

Aet.  809 

Cuando  la  sociedad  tenga  determinado  en  su  contrato  el 
género  de  comercio  ^  ^^^  en  que  haya  de  operar,  cesa  la  dispo- 
sición del  articulo  anterior, '  y  podrán  los  socios  hacer  toda 
operación  mercantil  que  les  convenga,  con  tal  que  no  perte- 
nezca á  la  clase  dó  negocios  de  que  se  ocupa  la  compañía  de 
que  son  miembros,  y  qua  no  exista  estipulación  que  lo  prohi- 
ba. V.  461.  De  E.  814.  N.  E.  187.  N.  P.  168.  Pardessus,  n« 
1020.  L.  7,  tít.  10.  P.  6». 

Aet.  810 

No  tendrán  representación  de  socios  para  efecto  alguno  del 
giro  social,  los  dependientes  de  comercio  á  quienes  por  via 

trabajar  y  comerciar,  tan  necesaria  sobre  todo  al  comerciante.  Basta  ver 
que  un  socio  cualquiera  viene  á  quedar  equiparado  al  factor,  á  un  socio 
industrial,  al  capitán  que  navega  á  la  parte  ó  hace  pactos  con  los  carga- 
dores y  al  socio  que  negocia  con  fondos  sociales,  para  que  resalte  la  poca 
equidad  de  nuestro  art.  No  necesito  recordar  que  el  CÓd.  Civil  1651  no 
permite  la  sociedad  universal. 

En  apoyo  de  mi  tesis,  vé  á  Troplong,  n*»  549,  N,  E.  136  inc.  1«  y  Caluci 
no»  282,  284  y  293. 

(1122)  Si  las  hubiere,  dice  con  maw  propiedad  el  N.  E.  136.  Si  el  socio, 
contraventor  no  quiere  liquidar  la  negociación,  creo  que  la  sociedad  po- 
drá compelerle  &  ello,  y  en  defecto,  podrá  ser  autorizada  por  el  juez  á 
ejercer  las  acciones  de  aquel,  como  deudor  suyo  (Oód.  Civ.  1196).  Como 
no  hay  beneficio,  sino  pagadas  las  deudas  y  deducidos  los  gastos  de  la 
negociación,  la  sociedad  no  podría  pretender  otra  cosa.  Comp.  con  141, 
384, 415  y  916,  que  vienen  en  apoyo  de  lo  dicho.  Vé  419  n»  5®  y  nota  1491. 
Nótese  que  la  prohibición  es  peculiar  á  la  sociedad  colectiva. 

(1123)  La  prohibición  no  existe  sino  respecto  al  ramo  ó  ramos  de  co- 
mercio ejercido.    La  disposición  del  art.  es  clara  v  despejada. 

23 


364  ABT.  310  Y  311 

de  remuneración  de  sas  trabajos  se  les  dé  ana  parte   en  las 
ganancias.  »^  Y.  462.  E.  269. 

Abt.  311 

• 

Los  actos  7  las  obligaciones  contraidas  entre  la  sociedad  y 
un  socio  en  calidad  de  tal,  no  son  solidarias  entre  los  otros 
socios.  ^^^^ 

Son  solidarias,  cuando  el  socio  contratante  ha  figarado  co- 
mo estraño.  ^  ^^  V.  463.  Massé,  n^  1960.  Mi  286. 

(1124)  Para  estimular  á  sus  dependientes  y  factores,  y  ofrecer  un  me- 
nor sueldo,  los  patrones  echan  mano  del  recurso  precioso  de  interesarlos 
en  el  negocio,  ofreciéndoles  un  tanto  por  ciento  de  las  utilidades,  como 
remuneración  parcial  y  aun  total  de  su  trabajo,  y  á  veces  concediéndoles 
la  elección  entre  el  sueldo  fijado  y  la  parte  de  utilidades.  Gomo  las  partes 
no  se  han  propuesto  celebrar  un  contrato  de  sociedad  sino  una  mera  loca- 
ción de  servicios,  falta  el  affectio  societatis,  y  el  interesado  no  quedará 
sujeto  á  las  pérdidas,  ni  tendrá  los  derechos  de  socio.  Asi,  por  ejemplo, 
no  podrá  pedir  comunicación  de  libros  ó  sea  su  exhibición  general  (vé  58 
y  59  con  las  notas  215  y  218),  aunque  otra  sea  la  opinión  de  la  mayoría 
de  los  escritores  franceses;  y  bastará  que  los  libros  y  cuentas  sean  exa- 
minados por  los  peritos  nombrados  por  las  partes,  cuando  el  interesado 
pretenda  que  las  ganancias  han  sido  mayores  que  las  declaradas  por  el 
patrón.  Vé  en  este  sentido  Atinóles  de  D,  O.  1889  pág.  100.  Comp.  con 
Lyon-Oaen,  n»  291  bis. 

Muchas  veces  no  será  fácil  distinguir  al  interesado  del  socio  industrial. 
Sólo  las  cláusulas  del  contrato  y  los  hechos  que  demuestren  que  no  ha 
ejercido  la  intervención  de  socio  y  ha  permanecido  en  la  subordinación  y 
posición  precaria  del  dependiente,  autorizarán  á  concluir  que  se  trata,  nó 
de  un  socio  industrial,  sino  de  un  simple  interesado.  Compara  con  la 
nota  452  y  con  Pardessus,  n"»  969;  Troplong,  n»  40;  Alauzet,  n®  375,  &;  y 
vé  284  y  388  inc.  1«.  La  circunstancia  de  gozar  de  un  sueldo  y  de  un 
tanto  en  las  utilidades,  ó  el  derecho  de  elegir  entre  lo  uno  y  lo  otro,  lejos 
de  modificar,  mas  bien  acentuaría  el  carácter  de  dependiente.  Comp.  con 
Cód.  Civ.  1654  no  2». 

Por  lo  demás,  la  disposición  de  nuestro  art.  es  general  y  aplicable  en 
toda  sociedad,  y  debió  figurar  en  el  Capítulo  8»,  con  mas  razón  que  varías 
prescripciones  allí  contenidas. 

(1125)  Este  es  el  derecho  común  de  la  solidaridad  pasiva  (Cód.  Civ.  717. 
Bédarride,  n®  166.  Massé,  n®  1960.  Namur,  n®,  873  y  opinión  corriente). 
Vé  nota  1106. 

(L126)  Aun  el  mismo  socio  en  sus  relaciones  con  la  sociedad,  que  no  se 


TlT.  m.  DB  LAS  800IEDADBS  055 

Abt.  312 

Las  compañías  colectivas  pueden  recibir  un  socio  com^* 
ditarío,  ^^^  con  respecto  al  cual  regirán  las  disposiciones  es- 
tablecidas sobre  las  sociedades  en  comandita,  quedando  stfje- 
tos  los  demás  socios  á  las  reglas  comunes  de  las  sociedades 
colectivas.  "««  V.  464.  E.  274. 

CAPÍTULO  TERCERO 
De  Ia8  8ociedade8  anónimas 

SECCIÓN  I 

De   8u  naturaleza 

Abt.  313 

Sociedad  anónima  ^'^  es  la  simple  asociación  de  capitales  ^^^ 
para  xma  empresa  ó  trabajo  cualquiera.  "^^  V.  403,  inc.  1°. 

derivan  de  su  calidad  de  tal  socio,  se  reputa  un  3»  como  cualquier  otro 
astraño  (Cód.  Civ.  1711).  Así,  cuando  el  socio  cobre  su  crédito  á  la  so- 
ciedad, no  podrá  descontársele  la  parte  que  como  tal  socio  deba  tocarle 
en  el  pasivo  social,  lo  que  se  averiguará  recien  mediante  la  liquidación 
(vé  442);  y  podrá  usar  del  derecho  acordado  en  el  443.  En  este  sentido, 
Bédarride,  n»  167.  Namur,  n«  874;  &  &. 

No  puede  decirse  que  los  actos  sean  €olidario8f  j  la  concordancia  exige 
que  se  diga  en  el  inciso  1»  coniraidoa  y  aolidarioBj  en  vez  de  contraidaa  y 
solidarias, 

(1127)  Y  aun  mas  de  uno,  como  se  demuestra  por  el  inc.  2o  del  372,  en 
cuyo  art.  debió  refundirse  el  presente. 

(1128)  La  espresion  del  art.  no  tiene  la  necesaria  amplitud,  porque  no 
se  refiere  á  las  reglas  á  que  la  sociedad  mixta  quedará  sujeta  sino  á  sus 
socios,  y  porque  la  letra  podría  hacer  pensar  que  el  comanditario  no  está 
sometido  á  las  disposiciones  de  los  art.  303  á  307,  310  y  311,  lo  que  sería 
un  error.  Asi,  pienso  que  el  comanditario  estaría  sujeto  á  lo  establecido 
en  los  art.  308  y  309;  porque  los  socios  deben  hallarse  en  un  pié  de  igual- 
dad, y  porque  en  principio,  la  sociedad  mixta  debe  cumplir  con  todas  las 
exigencias  y  respetar  las  limitaciones  legales  tocantes  á  su  doble 
carácter. 

(1 129)  Anóninuij  es  decir,  sin  nombre  de  persona;  pues  su  denominación 
la  toma  del  objeto  que  se  propone  (291  n9  2»  y  314).    Vé  nota  1372. 
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Abt.  814 

Las  sociedades  anónimas  no  tienen  razón  socia),  ^^^^  ni  se 
designan  por  el  nombre  de  uno  ó  mas  de  sus  socios^  sino  ^^^^ 
por  el  objeto  ú  objetos  para  que  se  hubiesen  formado.  *^^ 
V.  404.  F.  29-30.  E.  276.  N.  E.  162.  P.  538.  H.  36.  Comp. 
B.  295.  A.  18.  I.  77. 


(1130)  Porque  esta  sociedad  es  mas  bien  de  determinados  bienes  ó  ca- 
pitales, que  de  la  persona  de  los  accionistaSi  los  cuales  pueden  variar  cons- 
tantemente y  cuyo  nombre,  una  vez  liberadas  las  acciones,  poco  importa 
á  los  terceros  (vé  la  nota  1096).  Pero  decir,  como  lo  hace  Bédarride, 
n<»  267,  que  esta  sociedad  es  una  cosa  y  no  una  persona,  cuando  es  preci- 
samente la  que  mas  se  aproxima  á  la  persona  jurídica,  es  exagerar  la 
paridad.  Lo  único  cierto  es  que,  liberada  la  acción  ó  puesto  el  capital,  la 
cosa,  mas  bien  que  la  persona,  es  la  obligada.  Troplong  compara  con 
bastante  exactitud,  la  sociedad  anónima  á  una  República  (vé  nota  1231), 
con  los  inconvenientes  de  la  renovación  del  gobernante,  y  espuesta  á  las 
luchas  y  embarazos,  que  perjudican  á  la  rapidez  y  oportunidad  de  sus 
resoluciones. 

(1131)  Esta  pobrísima  definición  ha  debido  desaps^recer.  Sociedad 
anónima  es  aquella  que  actúa  (vé  282  inc.  2^)  bajo  una  denominación  es- 
pecial ó  la  designación  del  objeto  de  su  empresa,  y  en  la  cual  todos  los 
socios  responden  únicamente  por  una  cuota  determinada,  que  se  repre- 
senta ordinariamente  por  títulos  llamados  acciones,  Comp.  con  N.  P.  105 
§  2o,  Lei  belga  26,  A.  18  y  207. 1.  76  y  77.  Vidari,  n^  850  y  851  y  Annalea 
de  D.  C.  1887  pág.  88  á  91  y  1888,  pág.  8  y  9. 

(1132)  Como  la  sociedad  anónima  obra  por  sí  misma  y  en  todos  sus 
actos  es  representada  por  mandatarios  (vé  335),  no  tiene  una  firma  que 
le  sea  propia. 

£s  muy  sensible  no  se  haya  adoptado  el  art.  265  de  mi  Proy.  de  Cód , 
disposición  que  existe  en  todas  las  leyes  estranjeras.  Comp.  392  inc.  2® 
con  su  nota. 

(1133)  O  por  una  denominación  especial,  como  es  de  uso,  y  lo  dicen  las 
leyes  P.  y  belga;  pues  de  otro  modo,  las  sociedades  anónimas  que  tuvie- 
sen un  mismo  objeto  tendrían  un  mismo  nombre,  y  tal  confusión  sería 
ocasión  de  frecuentes  errores  (vé  á  Naraur,  n®  945).  Ejemplos,  el  Banco 
Nacional  y  otros,  el  Lloid  argentino,  el  gas  y  el  teléfono  con  sus  denomi- 
naciones especiales,  el  ferro-carril  central  argentino,  &.  Vé  300. 

(1134)  Art.  18  alemán.  Sí  la  violación  de  este  inciso  causase  un  per- 
juicio, el  socio  que  usó  de  una  firma  social,  tendría  que  repararlo.  Bédar- 
ride, no  .268.  Es  la  sandon  aparejada  al  mandato  de  toda  ley. 


abt.315t316  357 

Abt.  315 
La  masa  social,  compuesta  del  fondo  social  ^^^^  y  de  los  be- 
neficios acumulados,  ^^^  es  solamente  responsable  en  las  com- 
pañías anónimas  ^^^^  de  las  obligaciones  contraidas  en  su  ma- 
nejo y  administración  por  persona  legitima  ^^^^  y  bajo  la 
forma  prescrita  en  sus  reglamentos  "^o  (g.  279),  salvos  los 
derechos  de  los  terceros  contra  los  administradores.  *^^^ 
V.  409. 

Abt.  316 

Los  socios  no  responden  tampoco  de  las  obligaciones  de  la 
compañía  anónima,  sino  hasta  el  valor  de  las  acciones  ^^^^  ó 

(1135)  Es  decir,  capital  social  (318,  2»,  328,  2»  A),  ó  fondo  capital,  como 
dice  el  £. 

£1  capital  social  sosorito,  aanqae  no  esté  pagado  íntegramente,  res- 
ponde de  las  deudas  (vé  nota  1306). 

(1136)  Es  decir,  los  reservados  ó  no  divididos.  De  que  se  colige  que 
los  beneücios  que  segregados  del  capital,  se  repartieron  entre  los  socios 
como  dividendos  activos,  se  consideran  consumidos  y  adquiridos  defíni- 
vamente,  y  su  restitución  no  puede  ser  exigida  (Gód.  ant.  418  §  últ.), 
cualquiera  que  sea  la  situación  posterior  de  la  compañía.  Es  posible  que 
no  habiendo  habido  ganancias,  se  hayan  distribuido  dividendos  ficticios, 
es  decir,  partes  del  capital  social,  que  es  la  garantía  de  los  terceros  (316), 
y  entonces,  opina  Bédarride,  n®  300,  que  los  accionistas  deben  ser  obliga- 
dos á  reintegrarlo,  Comp.  Alauzet,  n^  579,  683,  684  y  766.  Sin  embargo, 
según  nuestro  derecho,  lo  único  cierto  es  que,  si  no  ha  habido  fraude  por 
parte  de  los  accionistas,  no  estarán  obligados  á  esa  restitución  (Gód.  Civ. 
738,  Gód.  ant.  418  §  últ.  y  920;  nota  679;  y  arg.  del  364  y  del  389  del 
presente),  y  procederá  lo  dispuesto  en  este  último  art.  Vé  la  í^  nota 
al  1049. 

(1137)  Entiéndase,  ea  responsable  solamente,  lo  que  es  mas  claro. 

(i  138)  Es  decir,  por  sus  administradores,  ó  sus  representantes  legíti- 
mos (vé  335  y  302  ínc  1»  al  fin),  obrando  en  la  órbita  de  sus  facultades. 
Gomp.  302  inc  2o  y  305  ino.  2o  y  vé  Gód.  Gíy.  1934  y  la  nota  siguiente. 

(1139)  O  mas  propiamente,  estatutos,  que  son  la  carta  constitucional 
de  la  sociedad.  Gomp.  con  el  302,  que  requiere  que  las  operaciones  se  ha- 
gan á  nombre  y  por  cuenta  de  ella;  y  con  el  1934  del  Gód.  Giv. 

(1140)  Gon  arreglo  á  las  disposiciones  respectivas  del  Gód.  Giv.  1930  á 
1933:  vé  el  346  del  presente. 

(1141)  Gada  socio  responde  solamente  del  capital  que  suscribió,  y  los 
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del  interés  que  tengan  en  la  sociedad.  '^^*  V.  410.  E.  278  y 
B.  298.  P.  643.    De  F.  33.  I.  76. 


Abt.  317 

Después  de  instalada  la  sociedad  con  la  licencia  correspon- 
diente, ^^^^  toda  deliberación  ulterior  de  los  accionistas  ^^^^ 
contra  los  estatutos  de  la  sociedad,  ó  que  tenga  el  efecto  de 
que  sean  violados,  ó  que  dé  á  los  fondos  sociales  otro  desti- 
no, ó  que  transforme  la  sociedad  anónima  en  otra  especie  de 
asociación,  es  nula  y  de  ningún  valor.  ^^^^  El  administrador 
que  obrara  en  virtud  de  ella,  responde  personalmente  á  los 

administradores,  los  liquidadores  (437)  ó  los  acreedores  sociales  eu  caso 
de  quiebra,  pueden  exigir  su  integro;  pero,  pagada  la  cuota  suscrita,  su 
compromiso  termina  y  no  tendrá,  en  ningún  caso,  responsabilidad  perso- 
nal (vé  nota  1130).  Su  posición  es,  pues,  idéntica  á  la  del  socio  coman- 
ditario (372  inc.  i^  y  376);  ambos  limitan  su  responsabilidad  á  una  suma 
dada.  Los  socios  no  soportan  sino  la  pérdida  de  su  interés  (ó  caudales) 
en  la  sociedad,  dice  el  F.  33;  no  comprometen  sino  un  aporte  determinado, 
dice  la  ley  belga  26.  Pero  es  preciso  que  su  aporte  sea  real  y  efectivo. 
Vé  á  Bédarride,  n»*  297  á  299  y  319,  á  Alauzet,  &<>•  577  y  582,  á  Namur, 
n^*  942  y  los  art.  326  inc.  2^  y  332.  La  coxy'uncion  tampoco  está  demás 
en  el  art. 

(1142)  Gomo  según  este  Código  el  capital  deberá  estar  siempre  divi- 
dido y  representado  por  acciones  (326),  en  que  se  comprenden  los 
oertífioados  ó  acciones  provisorias,  esta  última  frase  ha  debido  suprimirse. 

(1143)  Vé  la  oondicdon  4''  del  318  siguiente.  Vé  también  319  y  288 
y  la  noto  1183. 

(1144)  Esto  disposición  del  Cód.  anterior  ha  debido  colocarse  después 
del  324  ó  del  352,  armonizarse  con  las  prescripciones  contenidas  en  los 
arto*  353  y  354^  y  debe  entenderse  con  sujeción  á  ellas. 

(1145)  En  todos  estos  casos  se  habrá  violado  gravemente  los  estotutos 
que  tienen  la  aprobación  del  P.E.  y  constituyen  la  carta  constitucional  de 
la  sociedad;  y  es  consiguiente  la  nulidad,  y  por  decirlo  as/,  inconstitu- 
cionalidad  de  las  resoluciones  de  la  asamblea  de  accionistas  (final  del 
inc.  1<^  del  353),  en  cuanto  no  lo  permitan  las  disposiciones  del  354,  y  en 
la  medida  determinada  en  el  cit.  353;  puesto  que  según  él,  los  socios  que 
hubieren  aceptado  espresamente  las  deliberaciones  ó  resoluciones  vio- 
latorias  quedan  responsables  ilimitadamente.  Vé  el  364,  y  comp.  con 
el  412  inc  !<>. 
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terceros  con  quienes  contratare.  ^^^  V.  417.  E.  292.  H.  88  y 
45.  W.  244.  A.  214. 


SECCIÓN  n 
De  la  constitución  de  las  Sociedades  Anónimas 

Abt.  318 

Las  sociedades  anónimas  no  podrán  constituirse  definitiva- 
mente, ^^^"^  sin  que  se  hayan  verificado  las  siguientes  condi- 
ciones: 

1*  Que  los  asociados  sean  diez  por  lo  menos;  ^^^ 

(1146)  Colocado  este  art.  en  su  lugar  oportuno  (vé  nota  1144),  se  habría 
escusado  la  diminuta  disposición  de  este  inciso,  que  se  halla  amplia- 
mente establecida  en  los  art<»^  337  inc.  1^  y  3&B  §  últ.  Allí  se  verá  que 
el  administrador  es  también  responsable  para  con  la  sociedad  ó  los  socios 
protestantes. 

(1147)  La  constitución  provisoria  se  gobierna  por  el  320;  pero  sólo 
después  de  inscritos  los  documentos  á  que  se  refieren  los  arto*  319  y  323, 
queda  constituida  definitivamente  la  sociedad  anónima  (dichos  art<>*). 
Antes  de  ese  momento  rigen  las  disposiciones  contenidas  en  los  arto*  288, 
294   §  últ.  y  296  inc.  1»;  asi  como  las  del  324. 

(1148)  Tratándose  de  una  simple  asociación  de  capitales  (313),  que  deben 
convertirse  necesariamente  en  acciones  (326),  no  se  explica  la  gran  im- 
portancia que  aquí  se  da  al  número  de  asociados,  restringiendo  asi  la  li- 
bertad de  contratar  y  asociarse  con  fines  útiles,  garantida  por  la  Cons- 
titución nacional  en  su  art.  14.  Y  para  ser  lógico  el  legislador  de  1889 
debió  hacer  figurar  entre  los  motivos  de  disolución  de  estas  sociedades 
(vé  370),  el  que  las  acciones  se  concentraran  en  poder  de  un  número  de 
personas  inferior  á  diez.  Comp.  Houpin,  n®  637.  Vé  á  Bing,  pág.  76. 
Nótese  que  en  rigor  bastan  dos  miembros  para  constituir  la  sociedad,  de 
los  que  uno  sería  el  administrador  y  el  otro  el  sindico  (vé  P35  inc.  l^y  nota 
1252).  Resultará,  además,  esta  anomaUa:  que  pueda  existir  una  sociedad 
en  comandita,  con  mas  ó  menos  de  diez  miembros,  que  emita  acciones, 
sin  podf^rse  constituir  con  las  garantías  requeridas  por  este  Código  (vé 
380  y  381).  Por  último,  el  Congreso  de  París,  celebrado  el  año  pasado 
(1889)  sobre  la  materia  de  sociedades  anónimas,  ha  sido  de  opinión  que 
no  hay  razón  alguna  piura  fijar,  como  suele  hacerse,  en  siete  el  número 
mínimo  de  socios;  que  tal  número  es  arbitrario;  que  lo  propio  sería  fijarlo 


360  TlT.  III.  DB  LAS  SOCIEDADES 

2^  Que  el  capital  social  ó  su  primera  serie  que  no  baje 
de  un  veinte  por  ciento,  ^^^^  esté  íutegramente  sus- 
crito; 

3^  Que  los  suscritores  hayan  abonado  el  diez  por  ciento 
del  capital  suscrito  *-^  en  dinero  efectivo  depositado 
en  el  Banco  Nacional  ó  en  el  Provincial,  ó  en  uno  par- 
ticular, en  su  defecto;  ^^^^  De  N.  P.  162,  u»  !<>  á  3o. 


en  nueve  ó  en  tres,  puesto  que  lo  mismo  podría  constituirse  con  dus. 
Agregaré  que,  si  por  la  ley  alemana  se  requieren  cuatro  miembros,  e  j 
porque  deben  existir  un  administrador  y  tres  síndicos;  y  en  cuanto  á  ley 
de  obligaciones  suiza,  según  la  cual  basta  un  sólo  administrador  y  el  sín- 
dico puede  ser  un  estraño  (art  649  y  659),  al  disponer  eu  su  art.  640  que 
un  accionista  no  puede  tener  mas  de  un  quinto  de  los  votos,  le;^sla  en  el 
supuesto  mas  común  de  asambleas  numerosas  {de  eo  quod  fit  plerumque)  y 
que  esto  no  autoriza  á  concluir  que  la  asamblea  general  necesita  el 
qiiorum  de  cinco  miembros,  conclusión  á  que  llegan  8chneider  y  Fick, 
bajo  los  arto*  Qi2  y  610.  La  exigencia  del  N  P.,  copiada  aquí  inconciente- 
mente, tampoco  se  halla  justificada  ó  siquiera  recordada  en  los  antece- 
dentes legislativos  de  aquel  Cód.  Vé  á  Caluci,  no  407. 

(1149)  £1  Ministro  portugués  decía  á  este  respecto,  en  su  mensaje,  lo 
siguiente.  ^  Se  ha  suprimido  la  emisión  por  series,  porque  tendía  á  dismi- 
^  nuir  el  capital  suscrito  y  pago,  y  porque  pedia  ser  sustituida  median- 
"^  te  el  aumento  posterior  del  capital  "  (vé  354  no  5o.).  La  crítica  es  exac- 
tamente aplicable  á  la  adición  que  se  ha  hecho  irreflexivamente  al  testo 
del  art.  portugués.  Vé  la  nota  siguiente.  La  suscripción  se  justificará 
adjuntando  las  listas  respectivas. 

(1150)  La  falta  de  una  coma  en  este  lugar  hace  equívoco  el  sentido.  El 
capital  suscrito  puede  ser  el  capital  social  ó  el  importe  de  la  1^  serie,  no 
inferior  á  im  20  o/^  de  este  último  capital.  De  modo  que  si  el  capital  so- 
cial es  de  50,000  pesos,  y  10,000  la  1*  serie,  bastará  abonar  1,000  pesos 
para  que  la  sociedad  pueda  constituirse  definitivamente  y  funcionar;  y 
cuando  el  capital  social  sea  de  10,000  pesos,  bastarán  200 !  £sta  irriso- 
ria suma  justifica  los  temores  apuntados  en  la  nota  anterior.  Escusado 
parece  evidenciar  que  la  frase  capital  suscrito  no  equivale  ni  puede  tomar- 
se como  equivalente  de  capital  social.  En  las  sociedades  en  comandita 
por  acciones  no  se  computa  sino  el  capital  suscrito  y  pago  por  los  co- 
manditarios? Vé  el  318,  que  contiene  una  disposición  obscura,  trunca  y 
poco  meditada.  Comp.  este  no  con  mi  Proy.  de  Cód.  3 17. 

(1151)  La  ley  no  exige  que  el  depósito  se  haga  por  los  suscritores  y 
será  hecho  probablemente  por  los  fundadores,  quienes  podrán  simular  la 
suscricion,  en  todo  ó  en  pojrte,  hacer  el  depósito  y  una  vez  constituida 
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4(^  Que  la  sociedad  sea  por  tiempo  determinado  '^^^  y 
haya  sido  autorizada  por  el  Poder  Ejecutivo.  **^^  W. 
244  y  266. 

(leñnitivamente  la  sociedad,  retirar  con  otra  el  depósito  hecho  con  una 
mano.  Asi,  la  irreÜexion  de  los  reformadores  ha  tornado  irrisoria  y  sin 
alcance  una  preciosa  precaución  de  las  sabias  leyes  europeas.  Estas  diS' 
ponen,  con  gran  acierto,  que  el  depósito  de  la  suma  paga  por  los  accio- 
nistas se  acompañe  de  la  declaración  de  la  cuota  suscrita  y  pagada  por 
cada  socio;  y  las  sumas  depositadas  no  pueden  ser  devueltas  á  los  admi- 
nistradores nombrados,  sino  justificando  en  regla  que  la  sociedad  está 
definitivamente  organizada.  Si  ésta  no  se  hubiese  constituido  definiti- 
vamente (vé  323)  por  cualquier  causa,  justificado  este  hecho,  cada  sus- 
critor  puede  retirar  su  cuota.  En  este  sentido  el  N.  P.  162,  3*  y  §  4^  y 
mi  Proy.  de  Cód.  319.  Es  por  demás  sensible  que  no  se  hayan  utilizado 
prescripciones  de  tanta  utilidad  práctica.  No  necesito  agregar  que  el 
324  no  ofrece  en  su  §.  últ.  una  garantía  suficiente,  y  que  los  fundadores 
que  tienen  que  anticipar  de  su  peculio  los  gastos  hechos  para  constituir 
la  sociedad,  no  tienen  necesidad  de  disponer,  á  ese  efecto,  del  capital  sus- 
crito y  pago.  La  ley  belga  de  1886,  que  no  se  ha  tenido  en  cuenta  al 
reformar  nuestro  Código,  es  aun  mas  severa,  pues  considera  á  los  tunda- 
dores  como  suscritores  de  la  parte  de  capital  que  no  haya  sido  suscrita 
válidamente  (art.  34  n°  2^):  vé  nuestro  288.  £1  depósito  se  justifica  me- 
diante el  respectivo  certificado  del  Banco  en  que  se  haya  hecho. 

(1152)  Conviene  determinarlo,  sin  perjuicio  de  prorogarlo  en  caso  ne- 
cesario (vé  354).  Además  de  las  condiciones  ó  requisitos  previos  para 
solicitar  la  aprobación  del  P.  E.,  es  necesario  también  que  la  sociedad 
:inónima  haya  adoptado  una  denominación  social,  que  se  distinga  clara- 
mente (300)  ó  que  no  sea  idéntica  á  otra  ya  existente,  ó  de  tal  modo  se- 
mejante que  pueda  inducir  en  error  (N.  P.  162,  4<^).  Otro  requisito  indis- 
pensable es  la  presentación  de  los  estatutos  y  también  del  contrato  so- 
cial si  existiere  (vé  nota  1054);  puesto  que  sobre  ellos  tienen  que  pronun- 
ciarse el  Procurador  ó  Fiscal  y  el  P.  E.  (§  ált).  Pero  este  Cód.,  á  dife- 
rencia de  la  ley  alemana,  no  requiere  que  se  hallen  instalados  en  sus 
puestos  el  administrador  y  los  síndicos.  Si  alguna  de  las  condiciones 
dol  art.  falta  no  será  nula  la  sociedad,  y  la  sanción  consistirá  en  lo  dis- 
p  lesto  en  los  art  288  y  324.  Comp.  con  Namur,  sobre  la  ley  de  1886, 
n/imero  7<». 

(1153)  La  tutela  del  P.  E.  aquí  establecida,  ha  sido  eliminada  en  todas 
la  1  leyes  europeas  y  en  la  brasilera  de  Nov.  4  de  1882,  por  ser  sus  incon- 
venientes mucho  mayores  que  sus  ventajas,  y  ha  sido  sustituida  por  una 
áoiplia  publicidad  de  los  actos  sociales  y  de  las  con4iciones  de  la  consti- 
tución de  la  sociedad  y  por  otras  precauciones  mas  adecuadas  y  eficaces. 
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El  Poder  Ejecutivo  acordará  la  aatorízacion,  siempre  que 
la  fundación,  ^^^  organización  y  estatutos  de  la  sociedad  sean 
conformes  á  las  disposiciones  de  este  Código,  ^^^^  y  su  objeto 
no  sea  contrario  al  interés  público.  ^^^ 

Aet.  319 
Si  los  que  pretendiesen  fundar  una  sociedad  anónima,  hu- 
biesen suscrito  íntegramente  el  capital  requerido,  ^^'^'^  podrán, 
luego  que  se  hayan  verificado  todas  las  condiciones  exigidas 
en  el  artículo   anterior,   constituir  definitivamente  la  socie- 

En  comprobación  véase  á  Mancini,  n»  LV  pág.  161  á  155.  Vidari,  n«  664 
á  666.  Bing,  pág.  106  á  114.  Mensaje  del  Ministro  portugués  al  presentar 
el  nuevo  Cód.  y  Annalea  de  D,  C,  1887,  pág.  64  á  74.  Por  último,  á  pesar 
de  los  abusos  cometidos  en  Europa  desde  hace  algunos  años,  el  Congreso 
de  París  de  1889  fué  también  de  parecer,  que  si  se  puede  aceptar  en  una 
medida  razonable  y  discreta  la  tutela  de  la  ley,  se  debe  rechazar  la  tutela 
del  Gobierno,  que  es  cosa  mui  distinta.  Estas  mismas  ideas  sostuve  en  mi 
Proy.  de  Cód;  pero,  como  en  muchas  otras  ocasiones,  se  ha  adoptado  la 
doctrina  menos  liberal;  la  que  ensancha  la  ingerencia  de  la  ley  y  de  la 
autoridad  con  menoscabo  de  la  libertad  de  asociación  garantida  por  la 
Constitución  nacional.  Esta  vez  no  es  la  Europa  la  retardataria,  y  pronto 
sabremos  los  abusos  cometidos  por  varias  sociedades  anónimas  con  el 
cebo  de  la  autorización  gubernativa.  Quedamos  así  acompañados  del  Prin- 
cipado de  Servia,  que  es  la  única  nación  europea  que  mantiene  la  inter- 
vención y  autorización  del  Ministerio  de  Hacienda.  Vé  nota  1156. 

(1154)  O  mas  exactamente:  siempre  que  se  justifique,  en  debida  forma, 
haberse  verificado  las  condiciones  establecidas  en  este  art. 

(1155)  La  organización  de  la  sociedad  debe  ser  conforme  á  las  disposi- 
ciones legales;  pero  en  cuanto  á  los  estatutos,  bastará  que  no  sean  contra- 
rios á  las  leyes  de  orden  público. 

(1156)  De  manera  que  el  P.  E.  puede  negar  la  autorización,  cuando  en- 
tienda que  la  fundación,  ó  la  organización,  ó  los  estatutos  de  la  sociedad 
no  son  conformes  á  las  disposiciones  de  la  ley;  ó  cuando  estime  que  su 
objeto  es  contrario  al  interés  público.  Mas  todavía,  parece  que  el  P.  E. 
podrá  retirar  la  autorización  en  este  último  caso,  y  cuando  considere  que 
la  compañía  no  puede  llenar  el  fin  con  que  fué  creada  (370  §  últ).  Y  tam- 
bién, cuando  las  acciones  se  concentren  en  menos  de  diez  manos  ?  Vé 
nota  1192.  No  es  dado  llevar  mas  lejos  el  desconocimiento  del  derecho  de 
los  particulares ! 

(1157)  Vé  318  y  nota  1149. 
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dad,  *^^  otorgando  la  respectiva  escritura  ^^^^  (N.  P.  163),  é 
inscribiéndola  y  publicándola  por  quince  dias  con  los  estatu- 
tos;  autorización  y  demás  at^tos  constitutivos,  antes  de  empe- 
zar las  operaciones  sociales.  ^^^ 

Abt.  320 

Cuando  para  la  constitución  definitiva  de  las  sociedades 
anónimas,  se  hubiere  de  recurrir  á  suscriciones  públicas,  los 
fundadores  deben  constituir  provisoriamente  la  sociedad,  otor- 

(1158)  Vé  el  final  del  inciso  1^  del  323.  Puede  entonces  nombrarse  el  !•' 
directorio  (vé  336). 

(1159)  Que  debe  ser  pública  (289  §  últ.)  Lo  que  no  obsta  á  que  haya 
podido  existir  un  pacto  social  previo  entre  los  mismos  socios  que  ahora 
otorgan  la  escritura  definitiva,  como  en  el  caso  análogo  del  320  inc.  1^. 
Puede  comp.  con  mi  Proy.  de  Cód.  314  con  sus  citas. 

(1160)  Esta  adición  hecha  por  la  Comisión  de  Cód.  merecía  im  artículo 
ó  §  separado,  y  como  de  costumbre,  su  redacción  no  es  despejada  ni  clara. 
Qué  quiere  decir,  publicando  la  escritura  por  quince  dias^  y  en  que  forma 
se  hará  la  publicación?  Si  es  en  los  diarios  (vé  n^  1®  del  320  y  362  inc.  2^), 
debió  decirlo  (vé  nota  1284),  y  en  todo  caso  ese  plazo  puede  ser  corto  tra- 
tándose de  pueblos  dei  escasa  publicidad.  Además,  cuáles  son  loa  demás 
actos  constitutivos  á  que  el  inciso  se  refiere?  No  son  ciertamente  los  com- 
probantes de  las  condicioues  requeridas  por  el  318,  porque  no  puede  lla- 
márseles actos  constitutivos  sin  gran  impropiedad,  y  en  322  y  323  se  les 
áenomins,  justificativos.  Por  último,  no  habláodose  en  los  art.  36  n9  3^ 
y  293  á  296  sino  de  la  inscripción  del  instrumento  del  contrato  ó  de 
sus  constancias  esenciales,  puede  dudarse  con  razón  si  la  palabra  inscri- 
biéndola se  refiere  también  á  los  estatutos,  autorización  y  justificativos 
(actos  constitutivos,  di(*.e  el  inciso);  y  pienso  que  si,  fundándome  en 
la  prescripción  idéntica  del  323  inc.  2^  y  3o,  y  en  que  la  inscripción  de  los 
estatutos  está  prescrita  en  mi  Proy.  de  Cód.  259,  en  el  S.  579,  en  el 
N.  P.  193  y  116  y  en  las  demás  leyes  citadas  al  pie  de  mi  dicho  art.  El 
Congreso  de  París  resolvió  que  la  publicación  de  los  estatutos  debiera, 
preceder  á  la  suscripción  de  acciones.  Tampoco  se  dice  si  el  294  inc.  1® 
será  aplicable  á  la  publicación.  Vé  nota  1162. 

Hacía  falta  también  una  disposición,  que  existe  en  todas  esas  leyes, 
que  hiciese  obligatorias  la  inscripción  y  publicación,  no  sólo  de  la  próroga 
(325  y  424)  y  de  todos  los  cambios  introducidos  en  las  cláusulas  del  con- 
trato social  (vé  295),  sino  también  en  los  estatutos  (vé  nota  1065).  Vé 
también  la  nota  1183  y  el  354  no  7o» 
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gando  la  respectiva  escritura,  *^*^  que  será  inscrita  y  publi- 
cada por  diez  dias  en  la  jurisdicción  respectiva.  ^*^* 

Llenados  estos  requisitos,  ^^^^  podrá  formularse  el  progra- 
ma para  la  sascricion,  que  deberá  espresar: 

1^  La  fecha  de  la  constitución  provisoria  y  las  oficinas  y 
diarios  en  que  la  escritura  fué  otorgada,  publicada  y 
registrada;  ^*^ 
2®  El  objeto  de  la  Sociedad,  el  capital  social,  ^^^  el  nú- 
mero de  las  acciones  ^^^  y  las  condiciones  de  su  sus- 
cricion  y  pago; 

(1161)  La  escritura  que  corresponde  en  este  caso,  como  en  el  del  art. 
anterior,  es  la  pública  (289  §  últ.);  pues  la  escritura  definitiva  es  privada 
y  adquiere  apenas  una  especie  de  autenticidad  (vé  323.)  Esto  no  es  lógico, 
pero  es  conforme  al  testo  de  dicho  art.  La  escritura  de  la  sociedad  pro- 
visoria debe  contener  las  constancias  del  292  (arg.  de  los  n<^  2<»  3<>  y  4^); 
pero  es  dudoso  si  los  fundadores  ó  promotores  de  la  sociedad  están  obli- 
gados á  suscribir  alguna  suma,  inclinándome  á  pensar  que  si,  porque  no 
hai  sociedad  si  a  capital;  y  porque,  en  la  duda,  hai  que  atenerse  al  texto 
legal  (292  n»  1»).  Comp.  con  nota  1039. 

(1162)  La  inscripción  se  hará  observando  las  disposiciones  de  los  art' 
293  y  294.  En  cuanto  á  la  publicación,  será  lo  mas  seguro  y  conforme  á  la 
mente  de  la  ley,  que  se  haq;a  en  los  mismos  puntos  que  la  inscripción; 
pues  se  trata  de  medios  de  publicidad  que  concurren  al  mismo  propósito 
y  se  complementan  entre  sí.  Según  el  N.  P.,  seguido  en  nuestro  art.,  el 
registro  es  provisorio.  Nuestro  art.  328  deja  indeciso  el  punto,  duda  que 
no  es  posible  en  el  Gód.  Portugués,  pues  en  el  56  establece  que  el  registro 
se  hace  definitivo  mediante  la  presentación  al  registro  de  los  documentos 
exigidos  en  el  §  8  del  164,  parafraseado  en  nuestro  cit.  823  inc.  2».  Mas, 
no  hallándose  establecido  por  nuestro  Cód.  el  registro  provisorio,  debemos 
concluir  que  el  registro  e^  desde  luego  definitivo  y  no  habrá  necesidad  de 
repetirlo  junto  con  los  demás  documentos  á  que  se  refieren  los  inc.  2<»  y  3<> 
del  espresado  art. 

(1163)  Si  lo  hacen  antes,  responderán  de  los  daftos  y  perjuicios  que 
causaren,  por  haber  violado  un  mandato  legal  (288,  324  §  último  y  arg. 
del  337).  Lo  mismo  será,  si  no  cumplen  con  las  prescripciones  contenidas 
en  los  no*  siguientes.  Annalea  de  D.  C,  1888,  pág.  277. 

(1 !  64)  Para  que  los  interesados  puedan  verificar  por  si  mismos  la 
verd  id  y  exactitud  de  los  hechos  que  se  anuncian  como  cumplidos.  Se 
colige  de  este  n<>  que  la  publicación  debe  hacerse  en  los  diarias  de  la  loca- 
lidad (ve  notas  1017  y  1160).  Gomp.  362,  al  fin. 
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3o  Las  ventajas  excepcionales  que  puedan  atribuirse  los 

fundadores;  ^^^ 

# 

49  En  el  caso  de  que  se  hayan  nombrado  los  miembros 
del  primer  Directorio,  sus  nombres  y  domicilios;  ^^^ 

50  Convocación  de  los  suscritores  á  la  asamblea  que  de- 
berá celebrarse  dentro  ^^^  del  término  de  tres  meses 
para  la  constitución  deñoitiva  de  la  Sociedad.  De  N. 
P.  164.  §  §  1»  y  2o.  Ley  belga,  1886,  art.  31. 

Abt.  321 

Los  fundadores  no  podrán  reservarse  prima  ó  ventaja  al- 
guna, acciones  ú  obligaciones  beneficiarías  ^^^^  ó  que  no  de- 

(1165)  Es  decir,  en  qué  consisten  uno  y  otro  (vé  291  n»  49)  y  el  monto 
del  capital  social  (292  n*'  1<>).  Debió  exigirse  también,  la  determinación  del 
capital  suscrito  (vé  nota  1161),  y  en  general,  las  otras  constancias  de  la 
escritura  social  (vé  292).  Es  de  creerse  que  no  se  olvidará  consignar  las 
condiciones  del  pago  de  la  suma  ó  acciones  suscritas  y  de  la  emisión  de 
éstas  {n^  3  del  mismo). 

(1166)  Pues  el  público  tiene  legítimo  interés  de  conocer  cuál  es  el  monto 
de  la  suscripción  pedida  al  público,  no  menos  que  la  suma  cubierta  por 
los  fundadores. 

(1167)  Es  decir,  que  los  fundadores  proyecten  atribuirse;  ventajas  que 
deberán  constar  en  la  escritura  social:  vé  292  n9  4»,  321  y  nota  1052. 

(1168)  Esa  designación  puede  hacerse  al  otorgar  la  escritura  (335  inc.  2^); 
y  la  identiticacion  de  las  personas  designadas  como  administradores  ó 
como  gerente  único,  es  de  la  mayor  importancia;  porque  esto  es  de  sumo 
interés  para  el  crédito  y  el  éxito  de  la  empresa  y  cotización  de  sus 
acciones,  como  se  palpa  todos  los  dSas. 

(1169)  Este  adverbio,  tomado  del  N.  P.,  parece  indicar  que  el  plazo  no 
puede  exceder  de  3  meses,  pero  que  podrá  ser  disminuido,  especialmente 
si  se  ha  suscrito  pronto  el  capital  necesario.  Recuérdese  que  para  un  acto 
tan  grave  como  la  verificación  de  créditos  en  la  quiebra,  la  ley  se  con- 
tenta con  plazos  de  35  á  60  dias  (1396  n»*  3»  y  49),  Es  regular  que  el  pro- 
grama para  la  suscripción  vaya  suscrito  por  los  fundadores,  es  decir,  por 
las  personas  que  otorgaron  el  contrato  de  sociedad  provisoria,  como  se 
dispone  en  el  I.  129  y  en  mi  Proy.  de  Oód.  315,  y  es  sensible  que  este  art. 
no  lo  prescriba.  Vé  322  y  323. 

(1170)  Este  portuguesismo  debió  ser  sustituido  por  los  adjetivos  caste- 
llanos preferidas  (334)  ó  privilegiadas  ó  de  favor  (vé  292  v9  4®  y  820  d9  3« 
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baa  ser  pagadas  como  las  ofrecidas  á  la  suscrícion,  aunque 
fuesen  en  cambio  de  concesiones  otorgadas  gratuitamente 
por  las  autoridadas,  siuo  hasta  un  máximum  de  diez  por 
ciento  del  capital  *^^^  ó  de  las  utilidades  realizadas  ^^"^^  y  li- 
quidaos, por  un  término  que  no  exceda  de  diez  años.  De  N^. 
P.  164,  §  3o  y  mi  313. 

Art.  322 

Recogidas  las  suscriciones,  ^^^^  los  fundadores  presentarán 
á  la  asamblea,  en  el  dia  fijado,  los  justificativos  de  haber  sa- 
tisfecho los  requisitos  ^^^^  exigidos  por  el  artículo  318  y  un 
proyecto  de  estatutos  conforme  á  las  bases  de  suscrícion,  ^^^^ 
en  el  caso  de  no  haber  sido  aprobados  al  verificarse  esta.  ^^^^ 

y  Ijk  nota  1052);  y  tanta  variedad  en  la  terminología  de  la  ley  no  puede 
ser  aprobada. 

(1171)  La  décima  parte  de  las  ganancias,  convenido ;  pero  el  diez  por 
ciento  del  capital,  además  de  no  precisar  si  es  el  suscrito  ó  el  realizado, 
importará  una  enormidad,  cuando  se  trate  de  grandes  capitales  ,*  y  lo  que 
es  mas  grave,  vendrá  á  atribuir  á  los  fundadores  todas  las  utilidades 
mientras  éstas  no  excedan  del  diez  por  ciento.  De  modo  que  la  adición, 
que  la  comisión  de  Cód.  ha  hecho  al  modelo,  viene  á  desvirtuar  casi 
completamente  la  previsora  disposición  de  los  Cód.  I.  N.  P.  y  de  mi  Proy. 
de  Cód.  313.  Véase  á  Vidari,  n»  899  á  906. 

El  Congreso  de  París  (1889)  declaró  que  la  ventaja  acordada  no  po- 
dría consistir  en  un  derecho  á  la  copropiedad  del  activo  social. 

Los  abusos  escandalosos  cometidos  por  los  fundadores  en  Alemania  y 
otros  países  de  Europa  justifican  las  precauciones  de  esos  Cód.  Compara 
el  presente  con  el  art.  334  y  la  nota  1230. 

(1172)  Realizadas  irrevocablemente^  según  la  espresion  del  364  (vé  834). 

(1173)  Recogido  el  producto  de  la  suscricion,  dice  el  N.  P.  y  lo  siguifí- 
ca  claramente  mi  Proy.  de  Cód.  318  y  320;  pues  es  necesario  Uenar  el 
requisito  del  318  n®  2. 

(1174)  Escepto  la  autorización  gubernativa,  que  se  solicita  des- 
pués(323). 

(1175)  Y  especialmente,  á  las  bases  del  contrato  social  otorgado  (320) 
y  á  las  leyes  (vé  nota  1156). 

(1176)  Esta  aprobación  era  posible  en  el  sistema  de  mi  Proy.  de  Cód. 
316,  porque  las  suscriciones  se  recogían  sobre  ejemplares  del  proyecto 


AKT.  322  Y  323  867 

En  esta  asamblea  cada  susoritor  tendrá  derecho  á  un  solo 
voto,  sea  cual  fuere  el  número  de  las  acciones  suscritas.  ^^'^ 
N.  P.  164  §  §  4  y  5  y  de  mi  320,  no  2  y  342,  inc.  2o. 

Abt.  323 

La  asamblea  decidirá  por  mayoría  si  se  ha  de  constituir 
definitivamente  la  Sociedad,  ^^^^  y  en  caso  afirmativo,  podrá 
en  la  misma  sesión  considerar  los  estatutos  ^^"^  y  nombrar 

de  estatutos  y  el  suscritor  estaba  obligado  á  aceptar  los  estatutos  ó  no 
suscribirse ;  pero  por  este  Oód.  no  será  ya  posible. 

(1L77)  La  razón  de  la  diferencia  entre  esta  disposición  y  la  del  350  está 
espuesta  por  Mandni  con  las  siguientes  palabras:  ^  En  cuanto  al  dere- 
"  cho  del  voto,  es  lo  cierto  que  hasta  la  constitución  definitiva  de  la  so- 
"  ciedad,  es  decir,  hasta  que  no  exista  el  vínculo  jurídico,  que  deriva  del 
"  contrato  social,  en  sustitución  del  pacto  preliminar  (de  contrahendoj  dice 
"  el  testo)  entre  los  que  han  prometido  asociarse,  el  elemento  individual 
"  debe  mantenerse  prevalente,  porque  la  independencia  del  capital  de- 
"  pende  de  la  existencia  de  la  sociedad  (n»  LXXXVIU)'\ 

Sin  embargo,  al  claro  talento  de  Yidari  (n<»  992  y  996)  se  ha  escapado 
la  razón  de  nuestro  §.  Por  lo  mismo  que  se  trata  de  fimdar  las  bases  de  la 
sociedad,  cosa  que  á  todos  interesa  en  igual  y  sumo  grado,  deben  contar- 
se los  votos  por  personas,  como  socios  que  contratan  y  nó  como  accionis- 
tas que  deliberan  sobre  los  negocios  sociales  y  la  inversión  del  capital 
representado  por  sus  acciones.  En  tal  situación,  ó  había  que  acordar  al 
suscritor  un  voto  igual,  ó  dar  mas  votos  al  mayor  capital  y  conceder  al 
renuente  el  derecho  de  separarse  de  la  sociedad  (arg.  del  354),  no  suscri- 
bir el  pacto  definitivo  y  recoger  la  suma  pagada,  &,  lo  cual  no  es  admi- 
sible, en  tanto  que  no  se  violen  las  bases  del  contrato  y  de  la  suscricion. 
Compara  con  el  428  §  últ. 

(1178)  Si  según  el  318,  la  autorización  del  P.  E.  es  una  condición  esen- 
cial para  que  la  sociedad  anónima  pueda  constituirse  definitivamente, 
mediante  el  otorgamiento  de  la  escritura  y  la  inscripción  y  publicación  de 
los  respectivos  documentos  (§  últ.  y  819),  no  puede  decirse  con  propiedad 
que  la  asamblea  decide  que  la  sociedad  se  constituya  definitivamente;  pues 
lo  único  que  está  en  sus  facultades  resolver  es  que  se  otorge  la  escritura 
definitiva  social,  mediante  el  acta  respectiva  de  constitución,  se  pida  la 
autorización  gubernativa  y  se  inscriban  y  publiquen  los  documentos  nece- 
sarios (§  §  siguientes),  á  fin  de  que  la  sociedad  quede  legalmente  cons- 
tituida y  pueda  funcionar  (final  del  cit.  319).  Se  ha  omitido  establecer 
el  quorum  necesario  para  constituir  la  asamblea:  vé  nota  1286. 

(1179)  Es  decir,  discutir  el  proyecto  y  establecerlo  definitivamente. 
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el  primer  Directorio,  ^'^  si  no  estuviese  previamente  desig- 
nado en  la  escritura  referida  en  el  art.  319.  ^*^*  De  N.  P. 
164.  §  6  y  mi  320. 

Labrada  el  acta  respectiva,  *^^^  se  presentara  al  Poder  Eje- 
cutivo, con  los  estatutos  y  justi&cativos  de  haberse  llenado 
los  requisitos  exijidos  en  el  art.  318,  para  la  competente  auto- 
rización. 

Obtenida  esta,  se  inscribirán  y  publicarán  con  ella  por  quin- 
ce dias  dichos  documentos,  quedando  definitivamente  constitui- 
da la  sociedad,  i*»^  Comp.  N.  P.  §  §  7°  y  8°. 


En  el  Congreso  de  París  (1889)  se  resolvió  que  la  ley  debiera  prescribir 
la  publicación  de  los  estatutos  antes  de  la  suscripción  de  acciones. 

(1180)  Esto  pudo  en  rigor  suprimirse  (vó  335  inc.  2®),  como  se  supri- 
mió en  el  319. 

(1181)  La  referencia  al  art.  319,  que  no  existe  en  los  modelos,  importa 
involucrar  dos  casos  distintos:  el  del  cit.  art.  319  y  el  del  320,  que  ahora 
se  reglamenta.  La  grave  inadvertencia  se  repara  leyendo  320,  en  vez 
de  319.    Pueden  verse  las  citas  de  mi  Proy.  de  Oód  320. 

(1182)  En  que  se  hará  constar  las  resoluciones  adoptadas  por  la  ma- 
yoría de  los  socios  presentes  ó  representados,  y  que  viene  á  ser  el  comple- 
mento de  la  escritura  de  constitución  provisoria  (320).  Esta  frase  debió 
formar  parte  del  inc.  anterior,  y  redactar  lo  demás  en  inciso  separado, 
pues  si  no  se  han  examinado  y  aprobado  los  estatutos,  no  podrá  ocurrir- 
se al  P.  E ,  en  demanda  de  la  respectiva  autorización,  mientras  dicha 
aprobación  no  haya  tenido  lugar;  ni  es  obligatorio  ocurrir  al  Gobierno 
en  término  perentorio.     Vé  la  nota  1161. 

(1183)  Los  documentos  todos  se  inscriben  á  la  l^tra,  in  extenso,  y  sin 
abreviaciones;  y  en  la  misma  forma  se  otorga  la  copia  á  quien  la  pide. 
En  este  sentido  L  95  y  Thol  §  137  n«.  I.  La  escritura  pública  de  la 
sociedad  queda  ya  inscrita  y  publicada  (320):  vé  nota  1162.  Becien  en 
este  momento  queda  constituida  legalmente  la  sociedad;  poro  su  insta- 
lación y  habilitación  para  empezar  las  operaciones  sociales,  comienzan 
recien  con  la  organización  y  nombramiento  de  su  directorio  y  de  la  sin- 
dicatura 1  arg.  de  los  art.  291  n».  3o,  298,  318  al  fin,  317,  288  y  324  §  §  1«. 
y  lilt.).  Valía  la  pena  de  haberlo  establecido  así  en  un  artículo  separado; 
y  ya  he  dicho  que  en  Abmania  no  es  posible  registrar  antes  la  sociedad, 
y  en  Francia  (art.  25  §  5)  la  sociedal  queda  constituida  recien  con  la 
aceptación  del  empleo  por  los  administradores. 

(1184)  Nó  los  accionistas  (final  de  la  nota  1063).  Este  §  y  el  art.  288 
han  debido  fundirse  y  no  constituir  disposiciones  separadas,  ó  á  lo  me- 


ABT.   324  369 

Los  Aindadores  ó  administradores  ^^^  de  cualquiera  socie- 
dad «knónima  sou  responsables  solidaría  é  ilimitadamente  ^^^^ 
por  los  actos  practicados  hasta  la  constitución  deñnitiva  de 
la  sociedad,  salvo  su  recurso  contra  ella,  si  hubiese  lu- 
gar. ii8« 

Si  4a  sociedad  no  se  constituye  definitivamente,  conforme 
al  articulo  anterior,  los  gastos  y  consecuencias  de  los  actos 
practicados  con  ese  fin  por  los  fundadores,  serán  de  su  car- 
go esclusivo,  sin  recurso  contra  los  suscritores.  "^^  N.  P. 
165.  Mi  312. 


nos  armonizar  la  redacción  de  ambos,  y  completar  una  disposición  con 
la  otra.  Los  administradores  ó  directores  (vé  BB7)  quedan  compremli- 
dos  en  las  disposiciones  del  presente  art.,  cuando  sean  nombrados  antes 
de  la  constitución  definitiva  de  la  sociedad  (vé  .323  inc.  !<>.  y  335  inc.  2».) 
Vé  la  nota  siguiente. 

(1185)  Personal  y  solidariamente^  dice  el  337;  personal^  ilimitada  y  solida- 
riamente, según  el  288.  También  el  I»,  llama  directores  á  los  administrar 
llores  de  nuestro  inc;  y  en  el  §  lilt.  se  habla  además  de  representantes. 
Ha  debido  evitarse  cuidadosamente  tanta  variedad  de  terminología.  Y  de 
los  síndicos,  que  son  puestos  precisamente  para  velar  por  que  se  cimiplan 
las  leyes  (340  8^),  por  qué  no  se  habla  de  ellos?  Porque  las  leyes  y 
autores  no  se  ocupan,  que  yo  sepa,  del  caso,  tal  vez  en  razón  de  no  ser 
posible  según  esas  leyes.  Por  mi  parte,  no  tengo  duda  que  han  debido 
ser  igualados  á  los  administradores  (ley  belga  1886,  arg.  del  55  §  3) 
para  los  efectos  del  prese  ate  inciso,  y  que  serán  responsables  de  su  omi- 
sión, con  arreglo  á  las  disposiciones  sobre  el  mandato  (346). 

(1186)  Léase,  hubiere  lugar,  como  requiere  la  gramática.  No  creo  que 
la  autorización  del  P.  E.  pueda  tener  efecto  retroactivo.  Vé  Cód.  Civ.  47. 
El  recurso  contra  la  sociedad  tendrá  lugar  en  la  medida  de  la  utilidad  ó 
beneficio  que  ella  haya  obtenido  de  la  operación  (vé  306  y  nota  1190).  Si 
esto  es  así,  valía  la  pena  de  haborlo  establecido  esplícitamente.  Nótese 
que  nuestro  inciso  habla  de  recurso  contra  la  sociedad  y  no  contra  los 
socios.    Comp.  con  Namur,  n^.  36,  al  34  de  ley  belga  de  1886. 

(1187)  Este  §  constituye  un  freno  saludable,  que  hará  precavidos  á  los 
fundadores  ó  retraerá  un  tanto  á  los  especuladores.  -  Fundadores  son  los 
que  toman  la  iniciativa  de  la  sociedad,  que  echan  Ins  bases  de  ésta,  for- 
mulando los  estatutos  y  recogen  las  suscriciones  de  las  personas  que  de- 
sean suscribirse  como  socios  ó  accionistas  (arg.  de  320  á  322).  Namur, 
no.  985.    Oomp.  con  ley  A.  217  y  Thol  §  §  123,  127  y  128. 

24 
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En  las  sociedades  anónimas  no  constituidas  debidamente, 
los  Cuidadores,  administradores  y  representantes  ^^^^  serán 
ilimitada  y  solidariamente  obligados  á  la  restitución  de  to- 
das las  sumas  que  hubiesen  recibido  por  acciones  emiti- 
das, ^^^^  como  también  al  pago  de  las  deudas  sociales,  ^'^ 
y  de  los  perjuicios  que  resultasen  á  terceros  de  la  inejecu- 
ción de  las  obligaciones  contraidas  á  nombre  de  la  socie- 
dad. 11»!  V.  424.  H.  39.  P.  641.  W.  249. 

Abt.  325 

Las  sociedades  sólo  pueden  ser  prorogadas  con  aprobación 
del  Poder  que  hubiese  autorizado  su  institución,  prece- 
diéndose á  nuevo  registro  y  publicación  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  esta  sección.  ^^^^  De  V.  407,  inc.  2°.  B.  296.F.  46. 
P.  602.  W.  217  y  266.  E.  331.  I.  96. 

(1188)  Esta  palabra  alude  á  los  representantes  del  287,  caya  disposi- 
ción encierra  virtualmente  la  de  nuestro  §. 

(1189)  Como  asociados  para  la  empresa  de  constituir  la  sociedad;  por- 
que los  suscritores  de  una  sociedad  que  queda  legahnente  en  proyecto 
son  como  estraños  á  ella  (vé  288);  y  porque  la  responsabilidad  solidaria 
es  el  derecho  común  en  materia  comercial  (vé  notas  479  y  1096). 

(1190)  Esto  está  comprendido  en  el  288.  El  que  pague  la  deuda  social 
podrá  cobrarse  de  la  sociedad  y  aún  parece  que  podrá  usar  del  dere- 
cho acordado  por  el  art.  481  (arg.  del  443).  No  debe  olvidarse  que  se 
trata  de  una  disposición  de  derecho  escepcional  y  hasta  exorbitante, 
porque  la  responsabilidad  está  fuera  de  proporción  cou  la  falta,  y  que 
no  debe  dársele  tal  alcance  que  la  condición  de  los  accionistas  sea  mejor 
en  una  sociedad  irregular  que  en  una  de  existencia  legal. 

Compara  este  §  con  el  artículo  34  número  4.^  de  la  ley  belga  de  Mayo 
22  de  1886. 

(1191)  Esta  frase  pudo  suprimirse,  porque  la  indemnización  de  perjui- 
cios es  también  una  deuda  de  la  sociedad;  y  porque  esta  obligación  de 
responder  por  las  deudas  sociales  queda  ya  establecida  en  el  288  y  en  el 
inc.  2°.  del  presente  art.  y  constituye  así  una  superfetacion  innecesaria. 
Confróntense  esas  tres  disposiciones  y  se  convencerá  de  la  necesidad  de 
tundirlas  y  uniformar  su  rodacciou,  escusando  repeticiones  que  sólo  ser- 
virán para  embrollar  esta  metería  tan  difícil  como  trascendental. 

(1192)  Esta  disposición,  que  se  halla  en  rigor  comprendida  en  la  del 
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De  las  acciones 

Abt.  326 

El  capital  de  l&is  compañías  anónimas  deberá  siempre  di- 
vidirse y  representarsa  por  acciones  de  igual  valor,  pudien- 
do,  sin  embargo,    el  mismo  títnlo  representar   más  de  ana 

art.  424,  no  está  bien  redactada  y  es  sobre  todo  diminuta.  Habiendo  sido 
autorizada  la  sociedad  anónima  por  el  P.  E.  para  existir  durante  un  tiem- 
po determinado,  y  bajo  condiciones  dadas  consignadas  en  el  acto  cons- 
titutivo y  en  los  estatutos  (vé  292  á  294  y  318),  es  lógico  que,  fenecido 
el  plazo  marcado  á  su  existencia  ó  modificada  alg^una  condición  funda- 
mental é  interesante  para  el  público,  cuyos  intereses  se  propone  tutelar 
la  ley,  la  sociedad  no  pueda  continuar  ó  llevar  á  efecto  la  reforma  de  su 
constitución  (aun  suponiéndola  acordada  de  conformidad  á  las  disposi- 
ciones del  354),  sin  obtener  previamente  autorización  del  P.  E.,  inscribir 
los  antecedentes  y  documentos  justificativos  ó  constitutivos  de  la  reforma 
ó  próroga  acordada  por  la  asamblea  y  autorizada  por  el  Qobiemo. 
Este  verá,  si  se  han  observado  las  prescripciones  del  354  citado  y 
del  318,  y  acordará  ó  negará  la  autorización.  Si  el  354  calla,  es  por- 
que está  copiado  de  leyes  que  no  exigen  esa  autorización. 

Eitas  conclusiones  son  ciertamente  aplicables,  no  sólo  á  la  pró- 
roga, sino  á  la  fusión  con  otra  sociedad,  en  el  sentido  que  la  nueva 
sociedad,  formada  de  las  que  fusionan,  necesitará  llenar  todos  los 
requisitos  del  318.  Lo  mismo  digo,  del  cambio  del  objeto  de  la  sociedad, 
siquiera  para  que  el  P.  E.  vea  si  no  es  contrario  al  interés  público  (final 
de  dicho  art.),  y  de  la  reducción  del  capital  social,  porque  interesa  dema- 
siado á  los  terceros  (á  lo  que  se  atiende  con  la  inscripción  y  publicación: 
295)  y  para  que  el  Gobierno  examine  si  están  llenadas  las  condiciones  1» 
2^  y  3*  del  318.  Mas  para  el  reintegro  ó  aumento  del  capital  y  la  disolución 
anticipada  de  la  sociedad  no  se  vé  la  necesidad  de  la  intervención  guber- 
nativa, que  seria  excesiva  por  innecesaria  (vé  notas  1148  y  1156);  aunque 
siempre  habrá  de  aplicarse  lo  dispuesto  en  el  295  y  en  el  429,  en  su  caso. 
Comp.  con  Bédarride,  ley  de  1867,  n«  617  y  Cód.  H.  31. 

Con  el  mismo  criterio  (arg.  de  2913  y  318),  podrá  resolverse  si  será  ne- 
cesaria la  autorización  del  P.  E.  cuando  se  trate  de  otra  cualquier  modi- 
ficación introducida  en  el  acto  constitutivo  ó  eu  los  estatutos  (vé  354 
no  7o).  Sensible  es  el  silencio  de  la  ley  sobre  puntos  de  tal  importancia, 
tanto  mas  que  el  presente  art.  puede  hacer  creer  que,  de  los  previstos  en 
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acción.  Los  títulos  que  se  espidan  con  las  formalidades  que 
establezcan  los  estatutos,  pueden  ser  al  portador  ó  nomina- 
les, endosables  ó  nó.  ^^^^ 

Mientras  las  acciones  no  estén  pagadas  integramente,  de- 
ben espedirse  á  nombre  individual  y  no  como  título  al  por- 
tador. i>04  De  jí.  P.  166,  §  §  lo  y  2o.  V.  412,  ino.  2o.  Comp. 
E.  281,  inc.  lo.  H.  41.  P.  644.  B.  297. 


aquel,  sólo  el  caso  de  próroga  requiere  dicha  autorización;  y  los  pleitos  y 
dudas  serán  inevitables. 

En  el  caso  de  próroga  dispone  este  art.  que  se  proceda  á  nuevo  registro 
y  publicación,  como  si  se  tratase  de  una  sociedad  enteramente  nueva,  y 
asi  no  bastará  inscribir  y  publicar  los  documentos  relativos  á  la  próroga; 
pues  está  en  las  conveniencias  del  público  que,  renovándose  aquellas 
formalidades,  se  le  facilite  el  conocimiento  y  posesión  de  las  condiciones 
de  existencia  de  la  sociedad,  que  recomienza  su  vida,  acaso  muchos  años 
después  de  su  fundación. 

(119  <)  Era  preferible  eliminar  este  inciso,  agregado  al  modelo;  porque 
está  mal  redactado  y  en  parte  es  falso,  ni  es  preciso  agregar  incidental- 
mente  que  los  títtUos  han  de  espedirse  con  las  formalidades  que  establezcan 
los  estatutos  (vé  328  y  nota  1050).  El  inciso  dice  que  las  acciones  pueden 
ser  al  portador,  pero  esto  sólo  es  posible  á  condición  de  que  lo  permitan 
los  estatutos  y  las  acciones  estén  pagas  integramente.  He  dicho  ya  que 
las  acciones  son  naminativas,  nó  nominales  (vé  nota  1057),  y  las  palabras 
6  no  están  demás  en  este  inciso,  que  debió  redactarse  asi:  ^  Las  acciones 
'  podrán  ser  nominativas,  á  la  orden  ó  al  portador  '^  (si  los  estatutos  no 
se  oponen).  Vé  292  n®  7.  Es  sensible  que  no  se  haya  establecido,  como 
lo  hacen  muchas  leyes  (vé  mi  Proy.  de  Cód.  350  y  sus  citas),  que  las 
acciones  son  indivisibles;  pero  se  ha  consigaado  la  disposición  del  331,  que 
es  una  de  las  principales  consecuencias  de  ese  principio.  Es  esencial  que 
el  capital  social  esté  dividido  en  acciones  (Namur,  n»  990),  como  resulta 
del  inc.  I®. 

(1194)  De  este  modo,  aunque  la  acción  no  liberada  ó  certificado  provi- 
sorio sea  negociable  (vé  330),  entonces  constará  cuáles  han  sido  los  dife- 
rentes cesionarios  ó  adquirentes  del  título  y  todos  contraen  la  obligación 
del  art.  332,  y  de  esta  manera  se  asegura  en  lo  posible  la  liberación  de  la 
acción  ó  sea  su  íntegro  pago;  mientras  que  si  la  acción  estuviera  conce- 
bida al  portador,  cuando  la  empresa  no  marchara  bien,  se  la  encontraría 
en  manos  de  personas  sin  responsabilidad,  que  no  pagarían  los  dividendos 
debidos. 

La  sabiduría  de  la  ley  es,  pues,  evidente,  previniendo  un  peligro  gravi- 
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Abt.   327 

£1  importe  de  las  acciones  puede  ser  puesto  inmediata- 
mente ó  pagado  por  partes.  "^^  V.  411. 

Después  de  pagado  integramente,  los  interesados  pueden 
exijir  que  se  les  espidan  títulos  al  portador,  si  los  estatutos 
no  dispusiesen  lo  contrario.  ^'^  N.  P.  166,  §  2^. 

Abt.  328 

Las  acciones,  que  serán  firmadas  por  uno  ó  mas  directo- 
res, deberán  contener  por  lo  menos: 

1«>  La  denominación  de  la  sociedad,  ^^^  y  la  fecha  y  lu^ 

gar  de  su  constitución  y  publicación;  ^^^^ 
2o   El  monto  del  capital  social  y  el  número  de  accio- 
nes; ^^^ 
3®  El  valor  nominal  del  título  ^^^  y  las  cuotas  pagadas ; 
4o  El  número  d^  orden  ^^^  de  cada  título.  De  N.  P.  167 
y  mi  361. 

simo  á  que  de  otro  modo  estaría  espuesta  la  suerte  de  la  sociedad.    La 
frase  final  de  este  párrafo  no  es  correcta.  Yé  nota  1221. 

(1195)  Esto,  además  de  obvio,  supone  que  los  estatutos  no  dispongan 
lo  contrario,  ó  la  sascricion  no  se  haya  verificado  con  cargo  de  pago  ín- 
tegro de  las  acciones  á  suscribirse  (vé  320  n®  2®  y  292  d9  2o). 

(1196)  Es  la  aclaración  y  complemento  del  inc.  últ.  del  art.*  anterior. 

(1197)  En  las  leyes  inglesa,  francesa  y  belga,  y  en  los  Cód.  I.  y  N.  P. 
se  dispone  que  en  todo  documento  concerniente  á  la  sociedad  deben  indi- 
carse claramente  la  especie  y  el  domicilio  de  la  sociedad;  así  como  el 
capital  realizado  que,  según  el  último  balance  aprobado,  resultare  existir, 
y  se  señala  una  multa  por  cada  violación.  Yé  mi  Proy.  de  Gód.  265  con 
sus  citas  y  la  ley  inglesa  de  Agosto  7  de  1862.  Es  sensible  no  se  hayan 
adoptado  estas  sabias  precauciones. 

(1198)  Debió  decir,  la  fecha  y  el  lugar  de  la  constitución  de  la  sociedad 
(nó  de  la  denominación,  como  dice  el  n^),  así  como  la  fecha  y  lugar  de  su 
publicación;  pero  no  lo  espresa.  Comp.  320  n9  I®. 

(1199)  Como  en  el  caso  del  320  n»  2«.  Ye  notas  1165  y  1166. 

(1200)  El  valor  nominal  del  título,  pero  nó  del  título  nominal  (vé  330,  &). 

(1201)  Gomp.  800  n9  1®.    Suelen  espresar  también  la  serie,  en  su  caso 
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Abt.  329 

Además  de  los  libros  generales,  ^^*  deberá  haber  en  el 
domicilio  de  la  sociedad  un  libro  de  registro,  ^^^^  con  las 
formalidades  establecidas  ^^^  para  los  tres  libros  de  comer- 
cio declarados  indispensables  (art.  63),  el  que  será  puesto  á 
la  libre  inspección  de  todos  los  accionistas,  ^^^  y  en  el  que 
se  anotará: 

1*^  Los  nombres  de  los  suscritores  y  el  respectivo  número 
de  acciones  suscritas  y  los  pagos  efectuados;  ^^^ 

2o  La  trasmisión  de  las  acciones  nominales  ^^^'*  y  la  fecha 
en  que  se  verifica; 


(318,  2*),  y  ambas  circunstancias  sirven  para  identificar  el  titulo  y  poderlo 
reivindicar  (vé  762  n»  1»  y  766  y  Cód.  Civ.  2762  y  Thol  §  226).  Mui  im- 
portante hubiera  sido  exigir  que  se  espresara  la  duración  de  la  sociedad 
(vé  429),  para  que  los  terceros  estuvieran  advertidos,  y  asi  se  dispone  en 
la  ley  belga,  en  el  Cód.  I.  y  en  mi  Proy.  de  Cód.  361.  Véase  á  Namur, 
n®  989  á  991  y  1005.  Como  la  acción  es  el  titulo  que  acredita  la  calidad 
de  socio  y  confiere  los  derechos  y  deberes  anexos  A  tal  calidad,  es  nece- 
sario que  de  la  acción  resulten  claramente  las  condiciones  principales 
del  contr&to  existente  entre  el  accionista  y  la  sociedad.  Vidari,  n«>  9V6. 

(1202)  Pues  las  disposiciones  del  83  comprenden  á  las  sociedades  co- 
merciales. 

(1203)  Debió  llamarse  libro  de  socios^  y  no  libro  de  registro^  que  es  un 
portuguesismo  intolerable  (comp.  33  n®  1»  y  43  inc.  1°). 

(1204)  En  el  art.  63.  La  frase  siguiente  recarga  el  periodo  sin  necesi- 
dad. En  cambio,  valía  la  pena  de  haber  establecido  con  el  Cód.  I.  y  mi 
Proy.,  que  dicho  libro,  como  el  de  actas  (350),  quedaba  sujeto,  en  lo  apli- 
cable á  las  disposiciones  del  Capitulo  3°  Tít.  2»  del  Libro  I®  de  este  Código. 

(1205)  Esto  arguye  que  los  demás  libros  de  la  sociedad  no  están  á  la 
libre  inspección  de  los  accionistas  (vé  nota  1012),  y  que  esta  disposición 
no  es  una  mera  repetición  de  la  contenida  en  el  284,  sino  la  escepcion  de 
un  principio  general  diverso. 

(1206)  La  redacción  incorrecta,  como  de  costumbre.  Se  debe  hacer 
constar  el  nombre  (razón  social  ó  denominación)  de  cada  suscritor,  y  nó 
el  número  respectivo  de  las  acciones  tomadas,  sino  el  n^  de  las  reap  divas 
acciones,  como  dice  mui  bien  el  art.  P.;  así  como  las  cuotas  pagas,  según 
la  espresion  del  328  n^  3®,  mucho  mas  correcta  que  la  de  pagos  efectuados. 

(1207)  En  el  derecho  hisp ano-americano  se  puede  decir,  enajenación, 
cesión  (vé  332)  y  mejor    transferencia;  pero  nó  trasmisión,    palabra  que 
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3o  La  especifíoaoion  de  las  acciones  que  se  conviertan  al 
portador  y  de  los  títulos  que  se  emitan  en  cambio  de 
ellas;  ^^os 

4o  El  número  de  las  acciones  dadas  en  garantía  ^^^  de 
buen  desempeño  por  los  empleados  de  la  sociedad,  en 
el  caso  que  lo  exijan  los  estatutos.  ^*^^  N.  P.  IfiS  hasta 
no  6o  y  mis  326  y  328. 

Abt.  330 

La  propiedad  y  trasmisión  de  las  acciones  nominales  no 
producirá  efecto  *^*^  oontra  la  sociedad  ni  contra  los  terce- 

corresponde  á  la  terminología  del  derecho  portugués  y  que  no  tiene  un  si- 
gnificado preciso  en  la  ciencia  del  derecho  ni  en  la  legislación  nacional, 
(nota  42.)  Respecto  ala  voz  nominales,  vé  notas  1057  y  1200.  Las  ventajas 
de  anotar  las  transferencias,  en  garantía  de  las  partes  y  de  sus  responsabi- 
lidades para  con  la  sociedad  (vé  332  y  nota  ll-i4),  son  evideates.  Lo  que 
se  dice  de  las  acciones  integradas  es  aplicable  con  mas  razón  á  los 
certificados  provisorios  de  las  cuotas  pagas,  pues  las  acciones  definitivas 
ó  liberadas  son  casi  siempre  al  portador,  y  su  transferencia  se  efectúa 
por  la  simple  entrega  del  titulo  (Cód.  Civ.  2390). 

(1208)  Este  antecedente  servirá  para  establecer  que  esas  acciones  se 
haUan  liberadas,  y  que  las  numeradas  con  tales  guarismos  fueron  dadas 
en  sustitución  de  las  acciones  de  Pedro  ó  Juan.  Yé  nota  1201. 

(1209)  Es  decir,  dadas  en  prenda  ó  caucionadas  en  garantía  (vé  583 
y  758  al  fin).  Me  parece  que  habría  sido  importante  exigir  que  se  espe- 
cificara también  la  numeración  de  esas  acciones,  en  garantía  de  la  efec- 
tividad del  depósito  y  si  fuera  preciso  de  su  indispouibilidad,  así  como 
para  constancia  de  la  propiedad.  Vé  notas  1201  y  1206.  De  otro  modo 
la  importancia  práctica  de  la  exigencia  de  este   no  se  restringe  mucho. 

(1210)  Esta  adición  hecha  al  testo  portugués  tiene  la  ambigüedad  ha- 
bitual de  todas  las  adiciones  hechas  por  la  Comisión  de  Cód.,  y  habría 
sido  mejor  escusarla  por  su  obviedad.  Yé  339.  Efectivamente,  no  se 
sabe  á  punto  fijo  si  el  lo  eócijan  se  refiere  á  la  necesidad  de  anotar  el  n^ 
de  acciones  ó  á  la  de  caucionarlas  en  garantía  de  buen  desempeño.  Yé  nota 
1237,  y  comp.   el  presente  con  el  art.  367. 

(1211)  Debió  decir,  la  cesión  ó  transferencia  de  las  acciones  nomina- 
tivas (vé  nota  1207)  no  producirá  efectos  (comp.  Cód.  ant.  563  y  Civil 
1459  y  1462).  La  palabra  propiedad  está  demás  y  sólo  sirve  para  dar 
ocasión  á  una  mala  concordancia,  consistente  on  poner  el  verbo  prodticirá 
en  singular,  debiendo  estar  en  plural. 
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ros,  ^^^^  sino  desde  la  fecha  de  su  inscripción  en  el  libro  de 
n^gistro.  N.  P.  168,  §  1». 

En  ol  caso  de  que  el  titulo  nominal  no  fuese  endosa- 
ble,  ^^^^  la  cesión  sólo  podrá  hacerse  ^^^^  por  declaración  que 
se  estenderá  á  continuación  de  la  inscripción,  firmándola  «1 
cedente  ó  su  apoderado,  ^^^^  salvo  el  caso  de  ejecución  le- 
gal. i8i«  De  V.  414.  E.  282.  F.  36.  H.  42.  P.  645.  B.  297. 

Art.  331 
Guando  diferentes  ^^*^  individuos  faeren  copropietarios  de 

I 
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(1212)  Pues  la  sociedad  es  también  un  tercero  en  este  caso,  como  lo 
es  el  cedente  respecto  de  ella  (vé  nota  1126).  Muestro  inciso  consti- 
tuye una  simple  aplicación  del  derecho  común,  y  su  explicación  se  hallará 
en  el  Cód.  Oiv.  1459  á  1473  con  mis  notas  á   ellos. 

(1213)  Este  caso  sucederá  siempre,  si  la  ley  se  ha  de  cumplir,  además 
que  propiamente  un  título  no  puede  ser  nominativo  y  eadosable  á  la  vez 
(vé  326).  Si  la  acción  no  está  liberada  tiene  por  fuerza  que  ser  nomina- 
tiva (inc.  2o  de  dicho  art.);  y  si  lo  está  y  es  endosable  (cosa  que  rarísima 
vez  sucederá,  pues  las  acciones  se  conciben  siempre  al  portador  y  nin- 
guna ley  habla  de  acciones  endosables :  vé  380),  no  habría  razón  ni  objeto, 
eú  someter  su  transferencia  á  las  formalidades  de  nuestro  §,  pues  de  lo 
contrario  el  endoso  perdería  toda  efícacia.  Por  consiguiente,  este  §  viene 
á  importar  una  esplanacion  de  lo  prescrito  en  el  inciso  anterior. 

(1214)  Entiéndase,  para  que  sea  eficaz  respecto  de  la  sociedad  y  de  los 
terceros;  pues  una  cesión  escrita  es  siempre  efícaz  entre  los  contratantes 
(arg.  del  inc.  ant.  y  Cód.  Civ.  Ii54  y  arg.  del  1459).  Las  incoherencias, 
entre  las  dos  partes  del  art.  resultan  de  que  el  viejo  testo  del  art.  414  se 
ha  injertado  en  el  testo  moderno  del  N.  P.  Yé  nota  siguiente. 

(1215)  Será  mui  prudente  que  fírme  también  el  cesionario,  ó  su  apo- 
derado ó  corredor,  siendo  posible,  á  los  efectos  del  332.  En  el  sentido  de 
lo  espuesto  sobre  este  art.  vé  mi  Proy.  de  Cód.  355  con  sus  citas,  el 
222  A.,  á  Namur,  no  998  y  Vidari,  n»  928,  y  Cód.  Civ.  1438,  1455  y  2390. 
Es  prudente  hacer  constar  la  transferencia  sobre  el  título,  como  suele 
hacerse.  Yé  á  Bing,  pág.  145-146. 

(1216)  Ejecución  judidalj  decía  el  Cód.  ant.  usando  de  la  terminología 
propia.  Convendrá  que  la  adjudicación  se  haga  constar  en  los  libros 
de  la  sociedad  para  obviar  dificultades  ulteriores. 

(1217)  En  vez  de  este  portuguesismo,  los  españoles  usan  la  palabra 
vario8. 
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una  acción,  la  sociedad  no  está  obligada  á  reconocerlos,  ^'^^ 
si  no  eligiesen  uno  solo  que  los  represente  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  y  cumplimiento  de  sus  obligaciones  para 
con  ella,  i»»»  pe  N.  P.  168,  §  2».  Mi  366. 

Art.  332 

Los  cedentes  que  no  hayan  completado  la  entrega  total 
del  importe  de  cada  acción,  quedan  garantes  al  pago  que 
deberán  hacer  los  cesionarios,  *^^  cuando  la  administración 


(1218)  A  inscribir  ni  á  reconocer  la  transferencia,  dicen  el  I.  el  N.P. 
y  mi  Proy.  de  Cód.  336,  con  mas,  propiedad.   Vó  final  de  la  nota  1193. 

(1219)  Porque,  de  lo  contrario,  las  acciones  podrían  irse  subdividiendo 
hasta  el  infinito,  especialmente  por  título  de  herencia;  todo  ello  con  grave 
complicación  en  la  contabilidad  de  la  sociedad  y  peligro  de  dificultades 
y  pleitos.  Puede  verse  á  Namur,  n»  1001.  Vidari,  n^  925  y  928  y  nota 
1222  al  fin.  Los  verbos  fueren^  está  y  eligiesen  debieron  emplearse  en 
tiempos  correlativos,  diciendo  fueren,  estará  y  eligieren,  6  como  está  en 
el  original. 

(1220)  ^^  En  las  acciones  nominativas,  dice  con  mas  propiedad  el  N.  E. 
^164,  mientras  no  estuviese  satisfecho  su  total  importe,  responderán  del 

*^  pago  de  la  parte  no  desembolsada ,  el  primer  suscritor  ó  tenedor  de 

"  la  acción,  su  cesionario  y  cada  uno  de  los  que  á  este  sucedan,  si  fueren 
^  trasmitidas. "  Y  análoga  disposición  se  encuentra  en  las  leyes  y  Cód. 
modernos  y  en  mi  Proy.  de  Cód.  303  §  últ.,  todos  los  cuales  permiten 
demandar  al  suscritor  primitivo  y  á  todos  sus  cesionarios  sucesivos, 
Comp.  con  el  433.  Ea  la  frase  vaga  de  loa  cedentes  que  no  hayan  completado 
el  pago  caben  así  el  1^^  cedeiite  como  el  2<>  y  los  demás;  pero  al  conser- 
varse el  viejo  testo  del  Cód.  anterior,  que  en  1856  acaso  no  tenía  en 
cuenta  la  rapidez  con  que  los  títulos  cambian  de  mano,  y  al  no  adoptarse 
sino  el  §  2»  del  art.  portugués,  sin  reproducir  el  1^,  ni  el  413  inc.  2^  del 
Cód.  ant,  parece  que  no  hubiera  querido  responsabilizarse  sino  al  primer 

^  cedente.  Este  resultado  consagra  una  desigualdad,  al  hacer  de  mejor 
condición  al  2®  y  ulteriores  cedentes  respecto  al  cesionario  y  actual  te- 
nedor; pero  acaso,  se  ha  buscado  facilitar  la  negociación  de  los  títulos, 
se  ha  creido  que  bastaba  que  dos  personas  garantiesen  la  deuda  para  con 
la  sociedad,  y  que  no  tratándose  de  una  letra  de  cambio  no  era  justifi- 
cable la  obligación  personal  y  solidaria  de  todos  los  adquirentes,  lo  cual 
llevaría  la  perturbación  á  muchas  personas.  Este  temperamento,  es 
quizá  el  mas  práctico  y  no  estoy  distante  de  aplaudirlo;  pero  en  todo  caso 
la  ley  debió  ser  muy  esplicita.    Por  qué  tiempo  durará  la  obligación  de 
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tenga  derecho  á  exijirlo  i»^  (E.  283.  Comp.  N.  E.  164.  L  166. 
N.  P.  170  §  1»),  según  los  estatutos  ó  reglamentos.  V.  416. 
Los  cedentes  que  en  virtud  de  esta  garantía,  verifiquen 
algún  pago,  serán  copropietarios  en  la  acción,  en  proporción 
de  lo  que  hubieren  pagado.  ^***  De  N.  P.  170  §  2©. 

loB  cadentes?  Por  todo  el  tiempo  que  dure  la  de  ios  cesionarios  obligados 
al  pago.  Tampoco  nos  dice  el  art  qué  clase  de  garantía  es  &  la  que 
están  obligados  los  cedentes;  si  lo  están  como  fiadores  ó  como  deudores 
solidarios.  Me  inclino  á  lo  primero,  porque  la  cesión  ha  debido  ser  hecha 
con  intervención  de  la  sociedad  (vé  330  y  418),  porque  la  físmza  es  una 
obligación  menor  (vé  218  n«  7),  y  porque  la  palabra  garantía  en  el  len- 
guaje del  derecho  hispano-americano,  corresponde  mas  bien  á  la  prenda 
(vé  329  no  4®,  580,  686  al  fin)  ó  á  la  fianza  (vé  766  y  7f>8)  que  á  la  obliga- 
ción principal  y  solidaria  (comp.  sin  embargo  con  736  y  736).  He  ahí  otro 
punto  que  merecía  la  pena  de  haberlo  puesto  en  claro  en  el  art.,  como  lo 
está  en  todas  leyes  modernas.  Vé  480  y  481,  á  Laurent,  tom.  XXVI, 
n9  340,  y  Escriche,  verbo  Garantía, 

(1221)  O  mejor,  cuando  les  sea  exigido  por  los  directores  y  por  los 
liquidadores,  en  su  caso  (vé  437).  Por  lo  demás,  la  obligación  impuesta 
al  suscritor  cedente  es  lógica  y  sale  al  encuentro  de  fraudes  y  daños  que 
se  cometerían  fácilmente,  si  los  cesionarios,  verdaderos  ó  simulados, 
fuesen  ó  se  encontrasen  insolventes,  ó  en  condiciones  que  dificultaran  el 
cobro  demasiado.  Vé  nota  1194.  La  palabra  reglamentos  está  demás  en 
el  art.  y  su  falta  casi  no  se  ha  sentido  en  ninguno  de  los  art  de  este 
largo  Título.  Vé  337  y  nota  1246. 

(1222)  Esta  disposición  puede  parecer  lógica  y  práctica  á  la  vez;  lógica, 
porque  el  suscritor  permanecía  obligado  hacia  la  sociedad  y  pagando  se 
habrá  subrogado  en  los  derechos  del  cesionario  obligado  (Cód,  Civ.  768 
n«>  2»  y  2029  y  Cód.  ant.  614  y  939  n®»  1»  y  2«)  y  acaso  habrá  evitado  la 
pérdida  de  lo  desembolsado  (vé  333);  y  práctica,  porque  estimulará  al 
cesionario  á  que  pague,  y  también  al  cedente,  especialmente  si  el  título 
tiene  premio.  Sin  embargo,  como  no  debe  suponerse  que  la  ley  quiere 
una  injasticia,  no  ha  de  entenderse  de  modo  que  el  cesionario  cumpla  con 
admitir  como  copropietario  al  cedente,  porque  esto  equivaldría  á  acordar 
á  aquel  el  derecho  de  rescindir  parcialmente  el  contrato  perfecto  de  ce- 
sión, cuando  le  convenga;  sino  que  habrá  de  abonar  la  diferencia  que 
exista  entre  lo  desembolsado  por  el  cedente  y  el  valor  real  (corriente) 
de  la  cuota  paga;  pues  el  fiador  tiene  derecho  á  reembolsarse  de  lo  que 
pagó  por  el  fiado,  con  los  intereses,  &,  (Cód.  Civ.  2030).  Si,  por  casuali- 
dad, sucediera  que  la  acción  tiene  gran  premio,  la  utilidad  le  pertenece 
al  cedente,  porque  la  ley  le  considera  como  dueño  ó  copropietario  de  la 
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Abt.  333 

Los  estatutos  pueden  establecer  las  cláusulas  penales  ^^^ 
en  que  incurrirán  los  suscritores  morosos.  N.  P.  170,  §  3^, 

Podrá  conferirse  ^^^  á  los  administradores  la  facultad  de 
hacer  vender  estrajudicialmente,  en  remate  público,  ^^^  las 
acciones  de  los  suscritores  morosos,  ^^^^  siendo  de  cuenta  de 
estos  los  gastos  de  remate  ^^^  y  los  intereses  moratorios  ^**^ 
en  su  caso. 

Abt.  334 
No  es  licito  prometer  ni  pagar  interés  alguno  á  los  aocio- 

Bccáon  en  sus  relaciones  con  la  sociedad,  después  que  ha  satisfecho  la 
cuota^  aunque  antes  de  satisfacerla  le  repute  como  fiador.  Si  poste- 
riormente, cedente  y  cesionario  no  pudiesen  entenderse  para  nombrar  un 
representante  común  (vé  331),  resolverá  el  juez  (comp.  877:  vé  Oód. 
Civ.  2706). 

(1223)  Generalmente,  consiste  en  la  pérdida  ó  comiso,  á  favor  de  la 
sociedad,  lo  cual  puede  ser  á  veces  duro  y  poco  justo  y  hasta  parece 
desautorizado  por  el  §  siguiente.  También  dismin  lyéndose  el  capital  por 
este  medio,  podría  perjudicarse  á  los  S^  acreedores.  Yé  las  notas  1225, 
1306  y  1376  y  el  art.  406. 

Si  el  pacto  comisorio  no  es  permitido  en  la  prenda  (vé  685),  lo  será  en 
nuestro  caso? 

(1224)  No  dice,  podrá  conferirse  también  (en  los  estatutos);  pero  como 
el  inciso  anterior  se  refiere  y  encabeza  con  la  palabra  e8tatuto8j  considero 
que  la  facultad  debe  ser  acordada  por  los  estatutos  ó  por  el  acto  cons- 
titutivo y  nó  por  la  asamblea  general  (comp.  354);  mas  la  ley  ha  debido 
ser  clara  y  espUcita. 

(1225)  Y  por  qué  no  en  la  bolsa,  cuaudo  el  título  sea  cotizable  en  ella? 
Esto  parece  argüir  que  la  sociedad  no  puede  decomisar  las  cuotas  pagas 
(uota  1223):  arg.  del  405,  del  585  y  de  lo  dispuesto  en  algunas  leyes  mo- 
dernas (comp.  I.  168,  ley  A.  184,  184a  y  219.  Ch.  444)  y  en  mi  Proy. 
de  Cód.  354. 

(1226)  Es  decir,  los  certificados  provisorios,  cuyas  cuotas  se  adeuden. 

(1227)  Es  regular,  que  los  gastos  se  paguen  por  el  deudor  moroso;  pues 
éste  habría  tenido  que  abonarlos,  si  hubiera  hecho  vender  los  títulos 
rematados. 

(1228)  Con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  art.  405  inc.  1®.  Así,  no 'se 
librará  de  los  intereses  moratorios,  sino  en  virtud  de  pacto  constante  en 
los  estatutos  ó  en  el  acto  constitutivo. 
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nistas  por  el  importe  de  sus  acciones  ^^^  (V.  416.  W.  261. 
H.  49.  N.  P.  192,  inc.  1°),  salvo  el  caso  de  tratarse  de  accio- 
nes preferidas,  con  un  interés  determinado,  que  deba  pagarse 
preferentemente  con  el  importe  de  las  utilidades  realizadas  y 
líquidas,  *^^^ 

(1229)  Ni  á  un  accionista,  ni  á  todos;  porque  semejante  seguridad,  que 
garantiza  un  lucro  en  especulaciones  espuestas  al  alea  de  los  negocios, 
es  por  demás  sospechosa,  se  hará  efectiva  con  el  mismo  dinero  de  los 
accionistas  ó  del  capital  social  y  seria  un  estímulo  al  fraude.  Sobre  todo, 
la  prohibición  de  nuestro  inciso  cae  completamente  dentro  del  mandato 
del  art.  364.  En  consecuencia,  la  promesa  y  el  pago  serán  nulos  (Cód. 
Civ.  18,  460  y  1043)  y  podrá  repetirse  lo  abonado;  sin  perjuicio  de  las 
responsabilidades  del  que  hizo  el  pago  (vé  337,  340,  8»  y  346). 

(1230)  La  distribución  de  las  utilidades  es  materia  que  interesa  esclu- 
sivamente  á  los  socios,  ma.s  nó  á  los  terceros;  asi  es  que  la  ley  les  permite 
que  puedan  convenir  en  una  repartición  desigual  de  las  ganancias  (arg. 
del  408  y  Cód.  Civ.  1654  n»  6o  y  arg.  del  16B2  y  Cód.  ant.  arg.  del  390 
inc.  lo).  También  se  explica  que  hayan  pactado  que,  cuando  resulte  ga- 
nancias, se  pague  previamente  á  determinadas  acciones,  un  dividendo 
dado  consistente  en  un  tanto  por  ciento  de  esas  utilidades  (vé  321).  Pero 
no  será  posible  precisar  el  alcance. y  justificar  la  disposición  de  nuestro 
inciso,  que  no  define  lo  que  debe  entenderse  por  acciones  preferidas^  no 
pudiendo  saberse  si  dan  un  derecho  separado  al  interés,  además  de  las 
utilidades  ordinaiias,  como  sucede  en  Alemania  y  demás  países,  en  que 
tales  acciones  son  permitidas.  Si  sólo  dan  derecho  á  un  interés  determi- 
nado, no  veo  inconveniente  en  que  sean  admitidas;  pero  si  acuerdan  tam- 
bién derecho  al  dividendo  ordinario,  no  las  reputo  admisibles.  Las  opi- 
niones están  divididas,  pero,  por  la  adición  hecha  en  el  art.  321  se  vé  que 
los  autores  del  inciso  han  confundido  todas  las  nociones.  Lo  cual  no 
debe  maravillarnos,  porque,  el  mismo  Yidari  no  parece  tener  ideas  com- 
pletamente hechas  sobre  esta  difícil  materia;  pues  en  la  2*  edición  de  su 
notable  obra  dice  que  las  acciones  di  prioritá  dan  derecho  al  pago  prefe- 
rente de  cierto  interés,  además  del  dividendo  ordinario  [p9  921);  mientras 
que  en  la  3*  edición  (n^  866),  espresa  que  se  llaman  acciones  de  prioridad 
6  de  preferencia  las  de  2»  ó  de  3*,  &,  emisión  que  dan  derecho,  á  un  divi- 
dendo mayor  y  además  á  ser  amortizadas  preferentemente,  en  caso  de 
liquidación  ó  disminución  del  capital  social;  ó  á  una  sola  cosa  de  ambas. 
El  sabio  profesor  de  Pavía  sostiene  en  seguida  que  estas  nuevas  emisio- 
nes son  válidas,  porque  nada  obsta,  según  él,  á  que  en  una  misma  per- 
sona* se  reúnan  las  calidades  de  socio  y  de  acreedor  social  (arg.  del  311 
inc.  2o),  como  lo  establecen  Gabba  y  un  fallo  de  la  Corte  de  Casación  de 
Tunn.  Yo  pienso  que  Yidari  se  engaña;  que  hay  una  profunda  diferencia 
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De  la  administración  ^^^'  y  fiscalización 


entxe  el  caso  del  311  citado  y  el  nuestro;  que  en  rigor  no  se  viola  ningún 
principio  jurídico,  cuando  la  sociedad  llama  nuevos  capitales  con  el  cebo 
de  especiales  ventajas,  consistentes  en  asegurar  un  interé;^  además  del 
dividendo  ordinario  (arg.  del  283  §  2°);  pero  esto  sólo  debe  permitirse  en 
cnanto  las  ganancias  sean  tales,  que  aseguren  á  los  demás  accionistas  un 
interés  razonable  á  su  capital,  y  no  debe  serlo,  cuando  los  accionistas  se 
queden  con  todas  ó  cusi  todas  las  ganancias.  En  una  palabra,  que  las 
acciones  de  preferencia  deben  ser  concedidas  bajo  la  misma  restricción 
que  las  de  fundación;  de  modo  que  no  deba  afectárseles  mas  de  un  décimo 
de  las  utilidades.  Porque  asegurando  un  interés  dado,  puede  suceder 
que,  de  hecho  y  con  mas  ó  menos  frecuencia,  uno  ó  mas  socios  se  lleven 
todas  las  ganancias,  lo  cual  es  repugnante  á  la  esencia  del  contrato  de 
sociedad,  ó  se  lleve  casi  todas  las  utilidades,  y  esto  rompería  demasiado 
la  igualdad  que  debe  reinar  entre  Ids  socios  y  seria  ñiente  y  ocasión  de 
fraudes,  dificultades  y  pleitos.  Pero  se  argüirá  que  las  utilidades  ordi- 
narias las  tomarán  como  socios,  y  el  interés  fijo,  en  su  calidad  de  acree- 
dores, todo  lo  cual  es  conforme  al  espíritu  del  art.  283;  y  contesto  que  la 
cuota  de  un  socio  no  puede  ser  á  la  vez  el  préstamo  hecho  por  un  tercero; 
que  ambas  cosas  son  diversas  en  el  hecho  y  en  el  derecho;  que  el  que 
presta  á  la  sociedad,  presta  como  tercero  y  no  como  socio  (especialmente 
en  las  sociedades  anónimas  en  que  las  acciones  al  portador  no  son  de  tal 
ó  cual  prestamista  sino  de  quien  las  tiene  como  dueño,  y  el  accionista 
Pedro,  que  prestó  ayer,  puede  dejar  de  serlo  inmediatamente:  vé  313  y 
notas  1096  y  1130),  y  el  que  se  suscribe  y  paga  las  acciones  ó  las  com- 
pra, no  lo  hace  como  tercero,  sino  como  socio.  Por  consiguiente,  es 
antijurídico  é  ioadmisible  que  en  un  acto  dado  Pedro  proceda  á  la  vez 
como  socio  y  como  tercero,  y  que  un  mismo  capital  sea  al  propio  tiempo 
aporte  de  \m  socio  y  préstamo  de  un  tercero.  En  una  palabra,  es  repug- 
nante en  derecho  que  una  persona  sea  á  la  vez  socio  y  acreedor  de  la 
sociedad  por  causa  del  mismo  capital;  ya  que  son  esencialmente  diversas 
ambas  calidades  y  esencialmente  diversos  los  derechos  y  deberes  á  ellas 
anexos.  Así  la  tesis  de  Yidari  viene,  en  definitiva,  á  caer  en  el  imposible 
jurídico  del  simtU  esse  et  non  esse:  ser  socio  y  no  ser  al  propio  tiempo; 
ser  acreedor  y  no  serlo  simultáneamente.  Vé  en  el  sentido  de  mi  tesis, 
Ley  A.  de  1884,  art.  197  inc.  2o. 

(1231)  Aunque  la  ñiente  del  gobierno  en  las  sociedades  anónimas  resi- 
da en  los  accionistas,  como  en  las  democracias  reside  en  el  pueblo;  la 
administración  se  delega  en  la  dirección  de  la  sociedad,  que  es  como  el 


382  ART.  335  y  336 

Abt.  335 

La  administración  y  ñscalizacion  de  las  sociedades  anóni- 
mas estarán,  respectivamente,  i  cargo  de  uno  ó  mas  directo- 
res ****  y  de  uno  ó  mas  síndicos,  nombrados  ^^^  por  la  asam- 
blea general. 

El  primer  directorio  puede  ser  designado  en  el  instrumento 
constitutivo  de  la  sociedad,  ^^^  no  pudiendo  durar  mas  de 
tres  años,  ^^^  sin  perjuicio  del  derecho  de  destitución.  ^^^^  N. 
P.  171. 

Aet.  336 

La  elección  de  los  directores  será  hecha  de  entre  los  so- 
cios, '^''^'^  por  tiempo   cierto  y  determinado,   que  no  escederá 

P.  E.  de  la  misma  (vé  344),  en  el  consejo  de  vigilancia  (los  síndicos) 
que  constituye  una  especie  de  ministerio  fiscal  y  contaduría,  y  en  la 
asamblea  general,  que  es  el  Poder  legislativo  de  la  asociación,  con  fa- 
cultades de  constituyente  (vé  354).  Véase  á  Thol  §  162,  respecto  al  uso 
de  la  denominación  social. 

(1232)  Se  llama  aquí,  en  el  928,  y  en  lo  restante  de  esta  Sección,  así 
como  en  las  dos  siguientes,  directorea,  k  las  mismas  personas  que  en  los 
art.  292  n^'  5o,  315,  317  y  324  se  denomina  administradores.  Ambas  pala- 
bras son  sinónimas  (vé  343),  como  se  vé  por  los  art.  369  y  370;  pero  tal  va- 
riedad en  la  terminología  no  puede  aprobarse. 

(1233)  O  mas  propiamente,  electos,  como  dicen  el  original  portugués  y 
el  336.  El  Congreso  de  Paris  (1889)  declaró  que  la  ley  debia  determinar 
las  condiciones  de  capacidad  é  independencia  de  los  comisarios  que  deben 
examinar  las  cuentas. 

(1234)  Vé  323  inc.  I®.  El  síndico  no  puede  serlo,  ignoro  por  qué  razón. 
Vé  mi  Proy.  de  Cód.  364. 

(1235)  Gomo  el  directorio  es,  puede  decirse,  el  todo  en  el  manejo  de  los 
intereses  sociales,  se  espUca  perfectamente  la  limitación;  limitación  que 
no  es  peculiar  á  nuestro  caso  (vé  336  inc.  I*»).  Vé  á  Alauzet,  n®  741. 

(1236)  Aunque  parezca  nimiedad,  diré  que  debió  usarse  de  las  palabras 
remoción  ó  revocación,  que  es  la  empleada  por  las  leyes,  y  por  nuestro  Cód. 
Civ.  1681  á  1688  (vé  336  inc.  1«  y  409  del  presente),  y  por  el  original  por- 
tugués. La  destitución  supone  falta,  la  separación  puede  provenir  de 
simple  incapacidad. 

(1237)  Lo  cual  se  demuestra  con  la  posesión  de  acciones;  pero  como  po- 


ART.  336  383 

de  tres  años,  sin  perjuicio  de  la  revocabilidad  del  manda- 
to. i«38 

Los  estatutos  determinarán,  si  vencido  el  plazo  del  man- 
dato, son  ó  no  reelegibles,  no  siéndolo  en  el  caso  que  no  lo 
determinen  espresamente.  i»»» 

Los  estatutos  establecerán  también  el  modo  de  suplir  las 
faltéis  de  los  directores,  y  si  no  lo  establecieren,  ^^^  correspon- 
derá á  los  síndicos  el  nombramiento  de  los  suplentes  ^^^  hasta 
la  reunión  de  la  asamblea  general.  De  N.  P.  172. 

drian  ser  enajenadas,  convendrá  ó  tenerlas  en  depósito,  conio  garantía  de 
buen  desempeño  y  estímalo  de  interés  personal  (vé  329  n9  49),  y  para  que 
subsista  efectiva  la  condición  de  su  nombramiento;  ó  exigirles  otra  ga- 
rantía igualmente  eficaz  (vé  339).  La  elección  no  podrá  recaer  en  un 
estraño  (vé  (i44),  pero  el  acto  constitutivo  ó  los  estatutos  pueden  requerir 
la  posesión  de  determinado  n^  de  acciones  ú  otras  condiciones,  para  optar 
al  empleo  de  director. 

(1238)  Nótese  la  palabra  revocabilidad  y  véanse  las  notas  1235  y  1236. 
Compara  este  inciso  con  el  §  último  del  art.  409. 

(1239)  La  disposición  es  buena,  aunque  la  redacción  sea  mala.  No  había 
para  que  hablar  de  que  los  estatutos  determinarán  ó  podrán  determinar 
(pues  no  están  obligados  á  ello),  ni  de  referirse  precisamente  al  feneci- 
miento (nó  vencimiento)  del  plazo  del  mandato,  ni  la  frase  última  es  feliz. 
^  Los  directores  serán  siempre  reelegibles,  á  no  ser  que  en  el  acto  consti- 
^  tutivo  ó  en  los  estatutos  de  la  sociedad  se  disponga  lo  contrario";  debió 
decirse  con  el  I.  124  y  mi  Proy.  de  Cód.  310  §  últ.  No  se  vé  una  razón  de- 
cisiva para  prohibir  la  reelección  ó  una  serie  de  reelecciones;  sin  embargo, 
me  parece  que  debió  exigirse  mayor  n^  de  votos  para  cada  nueva  reelec- 
ción, temperamento  práctico  que  conciliaria  los  intereses.  Lo  dispuesto  en 
el  §  respecto  de  los  directores  es  aplicable  á  los  síndicos,  pues  se  trata  de 
una  prescripción  de  derecho  común.  Las  disposiciones  del  inc.  1®  debieran 
ser  también  estensivas  á  ellos,  como  establece  el  N.  P.  175  §  2;  pero  ca- 
llando la  ley,  se  estará  á  lo  que  dispongan  los  estatutos  ó  la  asamblea 
general  (vé  340  y  292  n»  5«). 

(1240)  Es  decir,  ^  si  los  estatutos  no  establecieren  la  manera  de  suplir 
"  las  faltas  temporarias  de  los  directores  '\ 

(1241)  Resultará  de  aquí  que  un  solo  síndico  podrá  designar  el  director  úni- 
co que  gobierne  la  sociedad  por  un  año;  á  menos  que  se  admita  que  podrá 
convocarse  una  asamblea  estraordinaria  (vé  348),  para  que  haga  el  nom- 
bramiento definitivo,  cosa  que  en  mi  opinión  puede  hacerse  legalmente- 
Lo  mismo  será  sí  el    sindico  único  no  existe  ó  falta,  ó  si  los  síndicos 


884  ttt.  m.  db  las  sociedadbs 

Abt.  387 

Los  directores  de  las  sociedades  anónimas  debidamente 
constituidas,  ^^^^  no  contraen  responsabilidad  alguna  personal 
ó  solidaria,  ^^^  por  las  obligaciones  de  la  sociedad;  ^^^  pero 
responden,  personal  y  solidariamente,  ^^^  para  con  ella  y  los 

no  pueden  constitaír  mayoría  para  la  elección  del  director  cesante. 
Compárese  lo  dicho  con  las  disposiciones  del  I.  125  y  311  de  mi  Proy.  de 
Cód.  cuyas  prescripciones  me  parecen  muí  sabias.  Es  verdad  que  nuestro  § 
agrega  hasta  la  reunión  de  la  asamblea  general;  pero  entiendo  que  se  refiere 
&  la  asamblea  general  ordinaria,  y  nada  alude  á  la  necesidad  de  que  se 
convoque  la  estraordinaria. 

(1242)  Y  que  funcionen  .de  conformidad  á  la  ley;  pues,  de  lo  contrario, 
procederán,  nó  lo  dispuesto  en  este  art.,  sino  las  prescripciones  de  los 
art.  288  y  324. 

(12 1 3)  Se  ponen  estos  epítetos,  aludiendo  á  las  disposiciones  de  los 
art.  288  y  324  y  para  significar,  á  mayor  abundamiento,  que  los  directores 
responden,  con  el  interés  que  tengan  en  la  sociedad,  como  los  demás  socios 
(vé  316). 

(1244)  O  con  mas  amplitud  de  espresion:  "  los  directores  no  contraen,  á 
^  causa  de  su  administración,  responsabilidades  personales  en  razón  de 
^  los  negocios  de  la  sociedad  ";  pues,  siendo  simples  mandatarios  (346  y 
nota  812),  la  que  se  obliga  es  únicamente  la  sociedad,  ó  sea  el  mandante. 
Vé  F.  32.  Cód.  italiano  122.  Mi  Proy.  309;  &. 

(1245)  E  ilimitadamente  (288  y  324),  se  entiende.  Vé  el  inc.  siguiente. 
Esto  arguye  que  los  camAndantea  y  los  simples  codeudores  son  solidarios 
en  derecho  comercial  (vé  nota  479),  lo  cual  guarda  congruencia  con  la  dis- 
posición general  del  N.  P.  100,  que  la  Comisión  de  Cód.  no  ha  admitido. 
Sólo  así  se  esplica  que  los  directores  (cuando  son  varios,  se  entiende), 
quedan  obligados  solidariamente,  no  sólo  cuando  violan  una  ley  prohibi- 
tiva, como  autores  de  un  cuasi-delito,  sino  cuando  quebrantan  los  estatutos 
y  por  simple  inejecución  del  mandato;  y  esto,  así  con  relación  á  la  sociedad, 
su  mandante,  como  con  respecto  á  los  mismos  terceros.  Siendo  los  estatu- 
tos en  muchas  de  sus  disposiciones  protectores  del  interés  de  los  terceros, 
si,  á  consecuencia  de  su  violación,  sufren  éstos  un  perjuicio,  se  comprende 
que  los  directores,  como  magistrados  sociales^  según  la  frase  de  Vidari, 
no«  958  y  969,  respondan  solidariamente;  porque  han  violado  á  sabiendas 
esas  disposiciones  de  orden  público,  que  deben  serles  conocidas,  pues  par 
in  jure  est  scire  et  nolle  scire  et  scire  deberé  (arg.  del  369,  al  fin).  Ni  podrán 
escusarse  con  que  fueron  autorizados  por  la  asamblea  (317  al  fiji  y  353), 
pues  no  hay  mandato  para  actos  ilícitos.  Mas,  no  me  esplico  por  que  res- 
ponderán á  los  terceros  por  la  inejucion  y  aun  por  el  simple  mal  desem- 


ABT.  337  385 

terceros,  por  la  inejecticion  ó  mal  desempeño  del  mandato,  y 
por  la  violación  de  las  leyes,  estatuto»  ó  reglamentos.  ^^^ 

Quedan  exentos  de  esta  responsabilidad,  los  directores  que 
no  hubiesen  tomado  parte  en  la  respectiva  resolución,  ^^^  ó 
que  hubieran  protestado  contra  las  deliberaciones  de  la  mayo- 
ría antes  de  serles  ezijida  la  efectividad  de  su  responsabili- 
dad. »«48  N.  P.  173  y  §  lo. 

peño  del  mandato;  ya  que  este  contrato,  como  toda  convención,  no  puede 
producir  efectos  sino  entre  las  partes  y  nunca  contra  terceros.  Vé 
nota  1411,  De  consiguiente,  un  director  no  responde  jamás  á  un  tercero, 
de  la  inejecución  ni  del  mal  desempeño  de  su  cargo,  ni  el  tercero  tiene 
acción  directa  alguna  contra  el  director.  Así,  la  buena  doctrina  se  encuen- 
tra consignada  en  el  Gód.  ant.  408,  según  el  cual:  ^  Verificado  el  registro, 
"*  los  directores  sólo  responden  á  la  compañía  del  btten  desempeño^  de  las 
^  funciones  que  según  los  reglamentos  ó  estatutos  estén  á  su  cargo.  Sin 
^  embargo,  en  caso  de  infraccioB  de  los  estatutos  ó  reglamentos  respon- 
"  derán  personalmente  á  los  terceros  con  quienes  hayan  contratado,  del 
"  perjuicio  que  aquellos  hayan  sufrido,  con  motivo  de  aquella  infracción"* 
B.  299  H.  46.  Ley  belga  52.  Por  manera  que  la  Comisión  de  Cód.  al  agre- 
gar la  £rase  6  mal  desempeño  ha  empeorado  mucho  la  disposición  del 
N.  P.  Vé  mi  Proy.  de  Oód.  309  y  sus  citas.  Namur,  n<»  1065  y  1066.  Alau- 
zQt,  n"  567,  570  y  571.  Comp.  con  ley  F.  de  1867,  art,  44. 

(1246)  Esta  palabra,  agregada  al  testo  portugués,  no  hacia  £Bdta,  y 
exagera  el  error  criticado  en  la  nota  precedente;  pues  se  tratará  de  regla- 
mentos internos  y  éstos  no  pueden  ser  equiparados  á  las  leyes  y  á  los 
estatutos,  que  son  los  únicos  reglamentos  aprobados  poi  el  P.  E.  y  que  k 
todos  obligan.  Los  reglamentos  internos  de  las  oficinas,  cuando  sean 
violados,  apenas  darán  lugar  á  medidas  de  administración  interna  y  dis- 
ciplinarias del  establecimiento;  pero  por  sí  no  pueden  crear  obligaciones 
de  los  directores,  que  importen  derechos  para  los  terceros  ni  aun  para  la 
sociedad,  como  entidad  jurídica;  porque  una  obligación  no  puede  tener 
otras  fuentes  que  la  ley,  la  convención  (estatutos  y  actos  jurídicos  cele- 
brados con  un  tercero)  ó  el  acto  ilícito. 

Los  art.  817  inc.  últ.  353  §  últ.  y  364  inc.  2»  son  aplicaciones  del  pre- 
sente. 

(1247)  Escepto  sí  se  demostrase  que  su  inasistencia  fué  calculada  para 
que  prevaleciera  la  resolución,  porque  el  dolo  forma  escepcion  k  todas  las 
reglas. 

(1248)  Esta  última  cláusula  servirá  para  esquivar  el  mandato  legal,  y 
no  ofrece,  ni  con  mucho,  la  garantía  que  presentan  el  I.  y  mi  Proy.  de 
Oód.  335,  exigiendo  que  el  disentimiento  se  haga  constar  sin  retardo  en 
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Abt.  338 

Los  directores  no  pueden  liacer  por  cuenta- de  la  sociedad 
operaciones  ajenas  á  su  objeto,  so  pena  de  ser  consideradas 
como  violación  del  mandato.  ^^^ 

Les  es  prohibido  también  negociar  ó  contratar  por  cuenta 
propia,  directa  ó  indirectamente,  con  la  sociedad  que  admi- 
nistran. 1250  N.  p.  173,  §  §  2o  y  3o. 

Abt.  339 

Los  directores  darán  para  el  buen  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, la  garantía  que  establezcan  los  estatutos  ó  la  asamblea 
general,  ^^^i  De  N.  P.  174. 

el  libro  de  actas  y  sea  comunicado  ininediataniente  á  los  síndicos,  por 
escrito.  Es  posible  que  se  consigne  el  disentimiento  en  el  libro  de  actas, 
pues  la  ley  obliga  á  llevarlo  (vé  350  §  últ);  pero  toda  persona  prudente 
deplorará  que  se  hayan  despreciado  aquellas  preciosas  precauciones,  que 
tuvieron  su  origen  en  la  sabia  ley  belga  de  1873.  Vé  á  Vidari,  n«>  967. 

(1249)  Y  lo  son  realmente,*  pues  su  mandato  tiene  por  objeto  precisa- 
mente realizar  las  operaciones  que  la  sociedad,  mandante  suyo,  se  pro- 
ponía efectuar.  Comp.  con  302  inc.  lilt.  Los  directores  habrán  violado  á 
sabiendas  su  mandato,  é  incurrirán  en  la  correspondiente  responsabilidad, 
determinada  en  el  art.  anterior;  y  no  obligarán  á  la  sociedad,  cuyo  man- 
dato han  escedido,  á  no  ser  mediante  la  acción  de  in  rem  verso  (vé 
nota  1113). 

(1250)  Es  doctrina  corriente  que  el  director  es  un  mandatario  (316  y 
su  arg.)  ;  de  modo  que  la  disposición  de  este  §  importa  una  mera  aplica- 
ción de  las  disposiciones  del  Oód.  Civ.  contenidas  en  los  art,  1362  n**  4®, 
1918  y  1613,  combinadas  con  las  de  los  art.  1870  n®  3«>y  1700,' cuya  es- 
plicacion  se  hallará  en  mis  notas  á  dichos  art.  Comp.  con  el  262  y  el  345. 

(1251)  Esta  disposición  es  puramente  doctrinaria  y  tan  6h\  ia  que  ha- 
bría sido  preferible  suprimirla.  En  el  N.  P.  su  testo  es  imperativo  y  dice 
así :  "  Los  directores  afianzarán  siempre  su  administración  en  la  forma 
"  que  determinen  los  estatutos,  ó  en  caso  de  silencio  de  éstos,  en  la  for- 
"  ma  que  establezca  la  asamblea  general,  sin  cuyo  requisito  no  podrán 
*  entrar  en  ejercicio''  (art.  174).  Vé  329  n»  4°  y  nota  1237.  En  castellano 
no  está  bien  dicho,  dar  una  garantía  para  el  buen  desempeño.  Sobre  este 
interesante  asunto  es  mui  atinado  lo  que  trae  Bíng,  pág.  294  á  306. 

(1252)  Los  peligros  de  la  limitación  de  la  duración  del  cargo  sindica 
resultan  atenuados  por  la  reelegibilídad  de  los  síndicos.  Como  se  requie- 


ABT.  340  387 

Art.  340 

Los  síndicos  serán  elegidos  anualmente,  por  lo  menos,  ^^^ 
por  la  asamblea  general,  pudiendo  ser  exonerados  en  cual- 
quier tiempo. 

Serán  atribuciones  ^^^^  suyas,  sin  perjuicio  de  las  demás 
que  les  confieran  los  estatutos:  ^^^ 

1>  Examinar  los  libros  y  documentos  de  la  sociedad, 
siempre  que  lo  juzguen  conveniente,  y  por  lo  menos, 
cada  tres  meses ;  *^^^ 

re  siempre  cierto  tiempo  para  ponerse  al  corriente  de  negocios  tan  compli- 
cados como  los  de  las  grandes  sociedades  anónimas,  renovándolos  anual- 
mente, los  síndicos  difícilmente  llegarán  k  descubrir  las  irregularidades 
que  los  administradores  traten  de  ocultar.  Y  es  muí  de  temer  que  los 
directores  poco  escrupulosos,  para  impedir  la  fiscalización  formal  de  sus 
actos,  hagan  nombrar  cada  año  un  síndico  distinto,  y  que  aunque  honora- 
ble y  de  responsabilidad  pecuniaria,  sea  poco  versado*  en  la  contabilidad 
y  manejo  de  una  sociedad  anónima.  Vé  á  Bing,  pág*.  357  y  361.  Exis- 
te también  el  peligro  de  que  los  directores  se  entiendan  con  el  síndico 
único,  y  cuando  haya  un  solo  director,  tal  resultado  se  obtendrá  mas  fá- 
cilmente y  podrá  causar  efectos  mas  permanentes.  En  las  sociedades 
por  acciones,  la  sindicatura  debe  ser  constituida  de  manera  que  pueda 
llenar  sus  graves  deberes,  que  consisten  en  velar  por  los  intereses  de  los 
accionistas,  cuya  intervención  es  limitadísima,  y  cuya  ciega  condanza 
vá  hasta  no  leer  los  estatutos,  como  decía  un  orador  francés,  y  ha  sido 
comparada  á  la  inconcieucia  del  rebaño  de  ovejas. 

Habría,  pues,  convenido  que  la  sindicatura  constará  de  3  ó  de  6 
miembros  necesariamente,  á  lo  menos  en  las  sociedades  de  considera- 
ción, cosa  que  el  P.  E.  apreciaría  al  dar  su  autorización,  y  '  que  durasen 
en  sus  funciones  por  término  de  dos  anos.  Nuestro  inciso  no  dice  que 
la  elección  haya  de  ser  hecha  entre  los  socios  (vé  336  inc.    L®.),  y  creo 

■ 

que  podrán  ser  electos  los  estraños,  si  los  estatutos  no  disponen  otra 
cosa.  Según  el  N.  P.  los  síndicos  deban  ser  socios,  pero  otras  leyes  ad- 
miten á  los  estraños  (ley  francesa  de  1867,  art.  32;  la  belga,  54,  y  los 
Cód.  húngaro  194  y  suizo  659),  y  parece  que  en  este  punto  se  ha  abando- 
nado el  modelo  portugués.  Sin  embargo,  la  ley  debió  ser  esplícita.  Yé 
nota  1280. 

(1253)  Y  mas  que  atribuciones,  deberes  de  los  síndicos,  pues  la  atribu- 
ción es  sólo  el  medio  de  cumplir  la  obligación  impuesta. 

(1254)  Sobre  este  delicado  punto,  véase  á  Bing,  pág.  363  y  364. 

(1255)  Esto  es  indispensable  para  obtener  una  información  exacta  de 
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2^  Convocar  á  ^^^  asamblea  general  extraordinaria,  cnan- 
do  lo  juzguen  neoesario,  y  á  la  asamblea  ordinaria, 
cuando  omitiere  hacerlo  el  directorio; 

3^  Asistir  con  voto  consultivo  á  las  sesiones  del  directo- 
rio, siempre  que  lo  estimen  conveniente ;  ^^^"^ 

4^  Fiscalizar  la  administración  de  la  sociedad,  veriñcando 
frecuentemente  el  estado  de  la  caja  y  la  existencia  de 
los  títulos  y  valores  de  toda  especie;  **^® 

5^  Verificar  el  cumplimiento  de  los  estatutos  relativa- 
mente á  las  condiciones  establecidas  para  la  interven- 
ción de  los  socios  en  las  asambleas;  '^^^ 

6^  Vigilar  las  operaciones  de  liquidación  de  la  socie- 
dad; i«»o 

las  operaciones  realizadas,  del  activo  y  pasivo,  de  la  regularidad  con 
que  se  lleven  los  libros  y  del  sistema  de  contabilidad.  Vé  á  Namur 
no.   1081. 

(1256)  Se  ha  omitido  aqui  el  artículo  la. 

(1257)  Esta  asistencia  es  de  gran  utilidad,  pues,  teniéndolos  al  co- 
rriente de  los  negocios  de  la  sociedad,  se  facilita  la  tiscalizacion.  Pero  yo 
babria  preferido  que  no  se  diera  á  los  síndicos  el  derecho  de  tomar  parte 
en  la  deliberación,  á  fín  de  conservar  íntegra  la  imparcialidad  que  les 
es  indispensable  para  el  lleno  de  sus  graves  deberes.  Véase  á  Bédarride, 
n^*.  211  y  á  Bing,  pág.  863  y  364.  Las  palabras  con  voto  cownUtivo  han 
sido  agregadas.  Oomp.  con  el  852.  Debió  autorizárseles  también  4  asis- 
tir á  las  asambleas  generales:  arg.  del  842  inc.  3<>. 

(1258)  El  arqueo  de  la  caja,  contaudo  el  dinero  existente  y  viendo  si 
los  resultados  se  hallan  conformes  con  los  asientos  del  libro  de  caja 
(vé  46).  Deben  los  síndicos  examinar  también  la  cartera  del  estableci- 
miento, que  forma  parte  del  activo  social,  cuidando  de  cerciorarse  que 
los  títulos  son  verdaderos  y  cobrables;  cuáles  son  las  existencias  de  la 
casa  y  cuál  su  precio  aproximatí^vo,  para  hacer  efectiva  la  fiscalización 
que  les  está  encomendada  (vé  860)  y  prepararse  para  dictaminar  sobre 
la  memoria,  el  inventario  y  el  balance  que  el  directorio  debe  presentar 
(no.  7o).  Comp.  con  Bédarride,  n»,  218  á  215  y  Alauzet,  n».  681. 

(1259)  Por  ser  este  un  punto  de  la  mayor  importancia,  se  le  ha  hecho 
objeto  de  una  disposición  especial,  no  obstaate  la  prescri  pcion  general 
del  n».  8. 

(1260)  La  liquidación  es,  en  rigor,  un  período  de  existencia  de  la  so- 
ciedad, y  acaso  el  mas  delicado.    La  sociedad  estinguida  como  entidad 
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7*  Dictaminar  sobre  la  memoria,  el  inventarío  y  el  ba- 
lance presentados  por  el  directorio;  ^^^ 
8»  En  general,  velar  porque  el  directorio  cmnpla  las  le- 
yes y  los  estatutos  y  reglamentos  de  la  sociedad.  ^^^ 
N.  P.  176.  II  De  mi  366. 
Los  síndicos  cuidarán  de  ejercer  sus  ñmoiones  de  modo  que 
que  no  entorpezcan  la  regularidad  de  la  administración  so- 
ciaL  ^^^ 

Abt.  341 

Las  funciones  de  los  directores  y  síndicos  serán  remunera- 
das, si  los  estatutos  no  dispusieren  lo  contrario.  ^^^  Si  la  re- 
muneración no  estuviere  determinada  por  los  estatutos,  lo  será 
por  la  asamblea  general.  N.  P.  177. 

activa,  vive  para  su  liquidación  y  partición  (N.  P.  122),  y  su  perso- 
nalidad sobrevive  tanto  que  puede  ser  declarada  en  quiebra  (vé  369). 
Véase  á  Bing,  p¿g.  381  y  382,  y  la  nota  1535. 

(1261)  Vé  la  nota  1258  y  los  art».  361  y  362. 

(1262)  Esta  es  la  fórmula  del  deber  general  de  fiscalización,  impuesto 
á  los  síndicos.  Su  responsabilidad  es  la  de  mandatarios  (346).  No  cabe 
duda  alguna  que  un  sindico,  autorizado  por  la  mayoría  (computado  su 
voto),  tiene  personería  para  ejercer  Isis  atribuciones  acordadas  por  este 
art.;  pero  se  discute  si  puede  ejercitarlas  cada  síndico  individualmente 
(vé  á  Vidari,  n».  1006,  3^  edición  y  á  Bing,  pág.  362).  La  solución  afir- 
mativa, adoptada  por  el  N.  P.,  es  la  mas  conforme  á  los  usos  del  comer- 
cio (vé  á  Namur,  n9,  1062)  y  á  nuestras  leyes  (410  y  Cód.  Civ.  1692);  pero 
los  estatutos  pueden  establecer  otra  cosa.  En  este  n^*.  debe  leerse  par  que, 
en  vez  de  porque. 

(1263)  Los  síndicos  no  deben  mezclarse  para  nada  en  la  administra- 
ción (vé  b9,  3  y  nota  1257)  ni  entorpecerla  ó  perjudicar  su  regularidad. 
Toda  la  responsabilidad  es  del  directorio  y  sólo  él  debe  administrar.  Vé 
á  Bédarride,  n^  211.  Alauzet,  no.  681  y  Nami;ur,  n<>.  1061  y  comp.  el 
presente  art.  con  mi  Proy.  de  Cód.  365  y  citas. 

(1264)  Esto  arguye  que  el  mandato  comercial  puede  ser  gratuito  (vé 
221  y  notta  814),  pues  aunque  ni  el  director  ni  el  síndico  sean  necesa- 
riamente comerciantes  (nota  17  y  Lyon-Caen,  u9.  204  bi8)j  desejipeñan 
un  mandato  mercantil  (art.  346  y  Cóá,  Civ.  1870  n<>.  3^.),  con  mas  razón 
que  los  factores  y  otros  dependientes. 
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Abt.  342 

Las  sociedades  anóaimas,  que  esploten  concesioues  hechas 
por  autoridades  ó  tuvieren  constituido  en  su  favor  ^*^^  cual- 
quier privilegio,  podrán  también  ser  fiscalizadas  por  agentes 
de  las  autoridades  respectivas,  remunerados  por  las  socioda- 
des,  aunque  en  el  título  constitutivo  no  se  establezca  espresa- 
mente  tal  fiscalización. 

Esta  se  limitará  al  cumplimiento  ^^^  de  las  leyes  y  estatu- 
tos, y  especialmente  al  de  las  condiciones  de  la  concesión  y  las 
obligaciones  estipuladas  en  favor  del  público. 

Los  agentes  podrán  asistir  á  todas  las  sesiones  del  directo- 
rio y  de  la  asamblea  general  y  hacer  constar  en  las  actas  sus 
reclamaciones  para  los  efectos  consiguientes. 

Liformarán  siempre  á  la  autoridad  correspondiente  sobre 
cualquier  falta  de  laá  sociedades,  y  al  fin  de  cada  año,  les  pre- 
sentarán una  memoria  detallada  (N.  P.  178),  sobre  lo  que  juz- 
guen conveniente  observar.  ^^^^ 

Cuidarán  igualmente  de  ejercer  sus  funcion^3S  de  modo  que 
no  entorpezcan  la  regularidad  de  la  administración  social.  ^^^^ 

Abt.   343 

Los  administradores  y  directores  ^*^®  no  pueden  adquirir 
acciones  de  la  sociedad  por  cuenta  de  ésta,  salvo  el  caso  de 
que,  mediante  autorización  de  la  asamblea  general,  la  i^dqui- 

(1266)  Este  portuguesismo  tuvieren  constituido  en  su  favor,  está  demás. 
Vé  nota  1820. 

(1266)  Es  decir,  á  citidar  del  cumplimiento;  pues  otra  no  es  la  misión 
del  agente. 

(1267)  Esta  frase  descolorida  no  es  del  modelo;  ni  el  les  en  vez  de  le. 
La  materia  de  nuestro  art  corresponde  mas  bien  ai  derecho  administra- 
tivo, y  su  disposición  es  conforme  á  lo  que  se  practica  generalmente. 
Comp.  con  el  318,  1488  y  notas  1156  y  4746.  Troplong,  n».  471.  Alauzet, 
no».  724  y  726. 

(1268)  Vé  la  nota  1263  al  final  del  art.  340. 

(1269)  Vé  nota  1232. 
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sicion  se  haga  con  las  utilidades  refJizadas  y  las  aooiones  es- 
tén integramente  pagadas.  ^^^ 

(1270)  La  adquisición  debe  hacerse  con  las  utilidades  realizadas  (defi- 
nitivamente realizadas  y  liquidas^  dice  el  364),  para  no  tocar  al  capital 
social,  que  es  toda  la  garantía  para  los  tenedores  de  obligaciones  y  de- 
más acreedores  de  la  sociedad;  deben  estar  liberadas  las  acciones,  para 
que  no  se  cause  la  disminución  del  mismo  por  una  vía  indirecta  (la  amor- 
tización de  certificados  provisorios  con  cuotas  impagas);  y  debe  inter- 
venir la  autorización  especial  de  la  asamblea  general,  para  que  la  pu- 
blicidad sirva  de  garantía  y  advertencia  á  todos  los  interesados  en  que 
el  mandato  de  nuestro  art.  no  sea  violado.    Ck)mp.  354  n».  4P, 

Mientras  que,  si  no  se  llenan  las  condiciones  del  mismo  y  se  cumple 
con  lo  dispuesto  en  el  863,  ó  se  comprometerá  el  capital  ó  se  engañará  á 
los  terceros,  manteniendo  artificialmente  la  demanda  del  título,  es  decir, 
de  las  acciones,  y  por  consiguiente,  sosteniendo  ó  elevando  su  cotización. 
Agregúese  que  las  acciones  rescatadas  se  emplean  para  hacer  mayoría, 
mediante  hombres  complacientes  á  quienes  se  las  proporcionan  para  que 
las  depositen  como  suyas.  Así  es  que,  por  este  medio  se  han  visto  co* 
meter  en  varios  países  especulaciones  escandalosas  y  desgraciadamente 
hay  motivos  para  pensar  que  entre  nosotros  ha  sucedido  lo  mismo  y  con 
mas  frecuencia  de  lo  que  era  de  desear.  Pero  decretada  la  reducción  del 
capital  (vé  354  n^  4»),  no  se  vé  inconveniente  en  que  se  autorice  la  amor- 
tización y  rescate  de  acciones.  Puede  verse  á  Mancini,  §  LXXX.  Biog, 
pág.  316  á  322.  Vidari,  n<»  962  (922  de  la  3»  edición).  Caluci,  no  452.  Ley 
belga  de  Mayo  22,  1886.  En  el  silencio  de  nuestro  art.  soi  de  parecer 
que  la  prohibición  no  es  estensiva  á  las  obligaciones  del  365,  aunque 
habría  quizá  convenido  establecerlo  así.  Lo  mismo  digo  de  los  llamados 
bonos  ó  cédulasy  pues  todas  son  deudas  de  la  sociedad  y  el  negociar  con 
ellas  se  presta  á  los  abusos  consiguientes;  pero  en  materia  de  prohibicio- 
nes y  nulidades  hai  que  mantenerse  dentro  de  los  términos  de  la  ley. 
La  sanción  de  la  prohibición  consistirá:  1»  que  el  director  ó  directores 
incurrirán  en  la  responsabilidad  establecida  en  los  art.  317  inc.  últ.  y  337; 
2»  que  los  síndicos,  que  deben  velar  por  el  respeto  de  la  prohibición  legal 
(340,  8^),  serán  responsables  como  mandatarios  si  no  han  protestado 
contra  la  violación  que  conocían  ó  pudieron  conocer;  3^  que  la  enajena- 
ción será  nula  con  relación  á  ambas  partes,  ó  sólo  con  relación  á  la  so- 
ciedad si  el  enajenante  procedió  de  buena  fé,  ignorando  que  la  sociedad 
era  la  compradora  (Gód.  Giv.  1043,  2412  y  2414.  Comp.  con  Houpin,  n»  314, 
con  Vidari,  allí  y  Afínales  de  D.  C.  1887,  pág»  111  y  138,  1888,  pág.  280- 
281).  Y  qué  diremos  de  la  enajenación  que  la  sociedad  haga  de  las 
acciones  compradas  indebidamente?  Que  no  estando  prohibida,  es  válida. 
Vé  la  cit.  pág.  111.  ¿Y  si  las  acción  se  toma  en  pago  de  un  crédito  dudoso? 
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Eu  ningon  oaso  pueden  negociar,  prestar  ó  entregar  canti- 
dad alguna  sobre  las  acciones  emitidas  por  la  sociedad.  ^^^ 
Mi  330. 


Abt.  344 

Si  por  resolución  de  los  estatutos  ó  de  la  asamblea  general, 
se  atribuye  la  parte  ejecutiva  de  las  operaciones  sociales  á  un 
gerente,  aunque  no  forme  parte  del  directorio,  será  responsa- 
ble, como  los  directores,  á  los  socios  y  los  terceros,  por  el 
cumplimiento  de  sus  deberes,  no  obstante  cualquier  pacto  en 
contrario,  y  aunque  esté  subordinado  á  la  autoridad  y  la  vigi- 
lancia del  directorio.  ^^*  Mi  334. 


(1271)  Porque  el  préstamo,  si  no  importa  una  violación  abierta  ó  encu- 
bierta de  la  prohibición  del  inc.  1®  del  334,  puede  condacir  &  la  adquisi- 
cion^de  las  acciones  por  la  sociedad  prestamista  y  tiene  análogos  incon- 
venientes 4  los  apuntados  en  la  nota  precedente;  y  es  principio  recibido 
en  el  derecho  que  no  puede  ejecutarse  indirectamente  lo  que  no  es  licito 
hacerlo  directamente.  Puede  verse  ¿  Yidari,  n®  963  (923  de  la  3*  edición). 
Será  mui  difícü  cumplir  con  los  mandatos  de  nuestro  art.,  pues  aunque 
los  actos  prohibidos  están  llenos  de  fraudes  y  peligros,  parece  que  ejer- 
cieran una  seducción  particular.  Así  es  que  en  todas  las  leyes  y  Cód. 
recientes  se  señalan  penas  contra  los  directores  que  violan  estas  prohibi- 
ciones (vé  las  citas  de  mi  Proy.  de  Cód.  330,  de  que  el  presente  ha  sido 
tomado);  pero  en  este  Código  han  sido  omitidas  sin  aducirse  razón  alguna 
para  ello.  Puede  verse  á  Caluci,  no  463. 

(1272)  Cuando  los  administradores  de  una  sociedad  anónima  son  va- 
rios, el  despacho  de  los  negocios  diarios  se  entorpecería  mucho,  si  estu- 
viera á  cargo  de  todos  ellos.  De  aquí  la  necesidad  de  delegar  en  un  ge- 
rente (director  ó  presidente)  la  parte  ejecutiva  de  las  operaciones  sociales; 
él  será  el  órgano  de  la  administración  en  sus  relaciones  con  los  terceros, 
despachará  los  negocios  diarios  (vé  50  §  últ),  gobernará  inmediatamente 
las  oficinas,  é  imprimirá,  en  todos  los  momentos  á  la  acción  social  el  im- 
pulso necesario.  Pero  esta  distribución  interna  de  los  poderes  de  la  admi- 
nistración, entre  el  gerente  y  el  consejo  de  administración  y  la  subordi- 
nación del  primero  al  segundo,  no  deben  tener  por  consecuencia  el 
sustraer  al  gerente  dd  la  responsabilidad  que  le  incumba  ni  la  que  cor- 
responda á  los  administradores  que  no  salvaron  su  responsabilidad 
debidamente  (vé  337  ino.  2»).    Compara  con  Yidari,  np  942  á  956,  Calud, 


ABT.  345  998 

Abt.  345 

El  director  que  en  una  operación  determinada,  tenga  en 
nombre  propio  ó  como  representante  de  otro,  interés  contra- 
rio al  de  la  sociedad,  debe  avisarlo  á  los  demás  directores  y 
síndicos,  j  abstenerse  de  toda  deliberación  sobre  dicha  opera* 
cion.  ^873  Mi  336,  inc.  !<>. 

n9  4d8  4  505  y  Bing,  p&g.  327  4  330,  que  traen  consideraciones  mui  ati- 
nadas. Los  estatutos  cuidarán  de  deslindar  bien  las  atribuciones  del 
director  ó  gerente;  pero  natural  y  jurídicamente  debe  formar  parte  del 
directorio  (^N.  P.  182),  y  es  un  administrador  y  mandatario  de  la  sociedad, 
aunque  con  facultades  especiales.  Vé  Ley  belga,  53.  Vidari,  n»»  950  y  951. 
Namur,  n*»»  1077  y  1078.  Vé  291  n»  3  y  292  n®  5.  O  podrá  ser  electo  fuera 
de  los  socios  y  por  todo  el  tiempo  que  la  sociedad  deba  durar  ?  Si  esto 
se  admitiera,  el  gobierno  y  administración  de  la  sociedad  quedaría  en 
manos  de  un  estraño,  y  la  gerencia  podría  ser  de  duración  indefinida, 
todo  lo  cual  no  es  conforme  al  espíritu  que  informa  el  inc  1^  del  336. 
Es  verdad  que  el  I.  148,  y  S.  650  y  mi  Proy.  de  Cód.  se  refieren  á  un  di- 
rector estraño  al  consejo  de  administración^  pero  en  esos  trabajos  legisla- 
tivos puede  «er  administrador  el  estraño  que  no  sea  socio.  En  cuanto  á 
la  duración  del  empleo,  Vidari  significa  que  es  de  práctica  (cuando  otra 
cosa  no  se  ha  pactado  ó  resuelto)  que  el  gerente  dure  mas  que  los  demás 
administradores,  para  que  pueda  conservarse  la  tradición  de  negocios  y 
continuidad  administrativa  indispensables  á  la  prosperidad  de  una  em- 
presa (no  945).  El  gerente,  si  forma  parte  del  directorio,  tendrá  dobles 
deberes  y  podrá  incurrir  en  la  responsabilidad  de  un  director  cualquiera, 
además  de  la  que  le  incumba  por  los  deberes  propios  de  su  cargo  de  ge- 
rente, y  le  serán  aplicables  las  disposiciones  de  los  art.  288,  317  inc.  últ. 
337  y  338,  aun  en  el  supuesto  de  que  no  formara  parte  del  directorio* 
Notaré,  por  último,  que  al  director  de  las  leyes  europeas,  acostumbramos 
llamarle  presidente  y  no  geretite^  como  lo  denomina  nuestro  art.  con  me- 
nos propiedad,  pues  gerente  y  directores  constituyen  la  administración 
(vé  nota  1231)  y  forman  parte  de  la  gerencia  administrativa:  vé  final  del 
23.  Puede  verse  á  Alauzet,  n»»  732,  733  y  738;  á  Houpin,  n»  463  á  471  y 
Schneider  al  S.  650  y  las  citas  de  mi  Proy.  de  Cód.  y  S.  650.  Resolución 
de  l^  estatutos,  es  im  modo  incorrecto  de  espresarse. 

(1273)  Esta  línea  de  conducta  es  la  única  compatible  con  la  delicadeza 
y  con  la  fidelidad  que  está  obligado  á  guardar  á  su  mandante  el  manda- 
tario. Comp.  con  el  338  inc.  2«,  356  y  355  inc.  1».  Mi  Proy.  de  Cód.  339 
ponía  en  manos  de  la  minoría  im  precioso  recurso  para  fiscalizar  á  la 
mayoría  coaligada  en  provecho  propio. 
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Abt.  846 

En  todo  lo  que  no  esté  previsto  en  el  presente  título  ^^^  ó 
en  los  estatutos  ^^^  y  resoluciones  de  la  asamblea  general,  ^^^ 
los  derechos  y  obligaciones  de  los  directores  y  síndicos  serán 
regidos  por  las  reglas  del  mandato.  ^^'^  De  mis  366  y  169. 


SECCIÓN  V. 

De  las  asambleas  generales 

Abt.  347 

Las  asambleas  generales  de  los  accionistas  serán  ordinarias 
y  extraordinarias. 

Las  ordinarias  tendrán  lugar  por  lo  menos  una  vez  por  año, 
dentro  de  los  primeros  cuatro  meses  posteriores  al  ejercicio  "'^ 
anterior,  y  deberán: 

1^  Discutir^  aprobar  ó  modificar  los  inventarios,  balances 
y  memorias  que  los  directores  deberán  presentar  anual- 
mente, lo  mismo  que  los  informes  de  los  síndicos;  ^^"^^ 

(1274)  Todas  las  disposiciones  sobre  la  materia,  con  escepcion  de  la  del 
410  (no  las  del  409)  se  encontrarán  en  el  presente  Capítulo. 

(1275)  O  en  el  acto  constitutivo  y  en  los  reglamentos. 

(1276)  Suponiendo  que  tales  resoluciones  no  sean  contrarias  4  la  ley  ó  á 
los  estatutos  (vé  317  inc.  últ.  288  y  337).' 

(1277)  Por  las  reglas  del  mandato  mercantil  (vé  nota  1250  con  sus  citas 
y  Cód.  Civ.  1870  n»  3).  Guando  son  varios  los  síndicos,  quedarán  obligados 
solidariamente?  Según  Vidari  (n®  1029)  y  los  Cód.  húngaro,  196  y  200^ 
S.  673  á  675  y  ley  A.  de  1884,  art.  204  y  226,  la  responsabilidad  es  solida- 
ria; pero  el  testo  de  nuestro  art.  combinado  con  el  701  del  Cód.  Civ.  (vé 
nota  479)  nos  obliga  á  establecer  lo  contrario,  aimque  otra  cosa  quede 
establecida  respecto  de  los  directores  en  el  317,  y  del  gerente,  en  el  344. 
Vé  nota  1106.  La  solidaridad  está  tambion  estatuida  en  la  lei  belga 
de  1886,  art  56  §  3,  y  en  mi  Proy.  de  Cód.  119  y  366.  Comp.  Houpin, 
no  484. 

(1278)  A  la  clausura  del  ejercicio,  dice  mi  Proy.  de  Cód.  el  L  y  el  N.  P. 
Vé  nota  1329. 

(1279)  Vé  los  art.  361,  362  y  340  n»  7»;  asi  como  las  notas  1231  y  1281. 
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2o  Nombrar,  en  su  caso,  los  directores  y  síndicos  que  de- 
ban reemplazar  á  los  cesantes;  ^^^ 

3^^  Tratar  de  cualquier  otro  asunto  mencionado  en  la  con- 
vocatoria. í«s»  N.  P.  179.  De  mi  340. 

Abt.  348 

Las  asambleas  generales  extraordinarias  serán  convocadas 
siempre  que  los  directores  ó  síndicos  lo  juzguen  necesario,  ^^^ 
ó  cuando  sean  requeridas  por  accionistas  que  representen  la 
vigésima  parte  del  capital,  si  los  estatutos  no  exigiesen  una 
representación  menor.  ^^^^  De  N.  P.  180.  De  mi  340  inc. 
últ.  y  346. 

(1280)  A  los  suplentes  (vé  336  §  últ.),  y  al  gerente,  en  su  caso,  en  cuanto 
lo  consientan  los  estatutos.  Sí  falta  algún  sindico,  especialmente,  si  nó 
existe  sino  uno  y  los  estatutos  no  establecen  la  manera  de  reemplazarlo, 
la  sociedad  no  se  encontrará  en  condiciones  legales  de  funcionamiento,  y 
una  asamblea  estraordinaria  debe  ser  convocada  (vé  348);  so  las  responsa- 
bilidades establecidas  en  los  art.  288  y  337.  Vé  nota  1252.  Es  lástima  el 
silencio  de  la  ley  en  punto  de  tanta  trascendencia;  silencio  que  no  puede 
reprocharse  4  mi  Proy.  de  Cód.  (vé  su  art.  364). 

(1281)  Las  disposiciones  contenidas  en  los  art.  835,  341  y  343  y  otras 
necesidades  sociales  (vé  á  Vidari,  n»  987  y  ¿  Caluci,  u9  520,)  darán  ma- 
teria también  á  las  deliberaciones  de  la  asamblea.  Como  la  mayor  parte 
de  los  derechos  que  corresponden  á  los  accionistas  se  ejerce  por  inter- 
medio de  la  asamblea  general,  y  como,  dice  Bing,  los  administradores 
ejercen  de  hecho  el  poder  supremo  en  la  sociedad,  conviene  que  aqueUa  se 
reúna  siquiera  una  vez  por  año,  para  que  su  autoridad  se  haga  sentir  á 
intervalos  convenientes. 

(1282)  Vé  la  nota  1280.  El  gerente  no  tendría  tal  facultad,  si  no  le  fuera 
acordada  por  los  estatutos. 

(1283)  Esta  disposición  contiene  un  doble  defecto:  1^  que  no  especifica 
si  el  6^  del  capital  se  computará  sobre  el  suscrito,  como  establece  el  ori- 
ginal portugués,  ó  sobre  el  capital  realizado;  siendo  mi  opinión  conforme 
á  la  del  art.  portugués,  por  ser  igual  á  lo  dispuesto  en  todas  las  leyes; 
porque  los  estatutos  se  referirán  probablemente  á  ese  mismo  capital  y 
porque  un  5^  del  capital  realizado  podría  encontrarse  en  una  ó  en  mui 
pocas  manos  (vé  á  Yidori,  n^  961,  3*  edn).  Todo  hace  pensar  que  se  ha 
omitido  involuntariamente,  al  lado  de  la  palabra  capital,  el  adjetivo  sw- 
crUo]  errores  que  abundan  en  esta  edición.  El  2®  defecto  consiste  en  no 
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ÁJtT.  349 

La  convocación  de  las  asambleas  generales  se  hará  por  me- 
dio de  anuncios  publicados  con  quince  dias  de  anticipación 
por  lo  menos,  y  con  las  demás  formalidades  establecidas  por 
los  estatutos,  debiendo  siempre  mencionarse  los  asimtos  que 
se  han  de  tratar.  ^^^ 

Efl  nula  toda  deliberación  sobre  materias  estrañas  á  las  de 
la  convocatoria,  i^^^  n.  P.  181.  De  mi  341. 


fijar  un  plazo  para  que  la  asamblea  sea  convocada,  como  lo  hacen  el  I.  y 
mi  Proy.  de  Cód.  345;  ¿  cuyo  propósito  dice  Bing,  con  su  acierto  acostum- 
brado, lo  siguiente:  "  Creemos  que  la  fijación  de  un  plazo  hace  que  la  dis- 
posición del  art  italiano  sea  superior  á  la  de  la  lei  belga,  pues,  sin  tal 
precaución,  nada  será  mas  fácil  á  los  administradores  que  ganar  tiempo 
(pág.  238). 

Tratándose  de  una  facultad  preciosa  (comp.  340  n»  5<^),  casi  todas  las 
leyes  permiten  que  ella  sea  ac()rdada  á  los  accionistas  que  representen 
una  fracción  de  capital  menor  que  un  5®,  mas  no  autorizan  que  pueda 
exigirse  la  representación  de  un  capital  mayor.  Un  solo  accionista  puede 
constituir  la  mayoría  necesaria.  Namur,  n9  1107. 

(1284)  Será  necesario  que  se  fije  también  el  local,  dia  y  hora;  todo  ello 
para  que  los  accionistas,  advertidos  con  tiempo,  se  hallen  habilitados  á 
concurrir  á  los  deliberaciones  de  la  asamblea.  Vé  nota  1281.  La  publica- 
ción entiendo  que  deberá  hacerse  por  la  prensa  y  en  diarios  de  suficiente 
oirculacion,  pues  tal  es  la  forma  acostumbrada.  La  lei  belga  60  es  aun 
mas  exigente  (vé  á  Namur,  n®  1108). 

(1285)  Porque  los  socios  no  han  podido  prepararse  para  deliberar  y  re- 
solver sobre  otros  puntos,  y  quedarían  espuestos  á  sorpresas  y  cabalas. 
Pero  se  entiende,  que  si  en  vez  de  adoptar  una  resolución,  la  asamblea 
general  se  limitara  á  discutir,  á  propuesta  de  un  socio,  sobre  un  objeto  no 
indicado  en  la  orden  del  dia,  y  resolviera  convocar  al  efecto  otra  asam- 
blea general  estraordinaria,  pienso  con  varias  leyes  (A.  189  inc.  3^  y  288 
inc.  últ.  S.  646  inc  últ.  y  Yidari,  n®  962,  3*  edición)  que  tal  deliberación 
no  violaría  la  prohibición  de  nuestro  §,  y  como  observa  Bing^  pág.  242,  la 
necesidad  de  tal  reunión  podría  hacerse  sentir  durante  las  discusiones  y 
sería  perder  un  tiempo  precioso  no  poder  resolver  desde  luego  la  convo- 
cación. Puede  dudarse,  si  para  esa  resolución  bastará  la  mayoría  de  los 
votos  presentes,  como  en  toda  deliberación  (vé  350  inc.  1<>),  ó  si  será  ne- 
cesario reiinir  la  mayoría  requerida  por  el  348.  Pueden  presentarse  razones 
en  favor  de  una  y  otra  proposición;  pero  yo  estimo  lo  mas  seguro  atenerse 
al  testo  del  348,  porque  la  asamblea  puede  estar  constituida  por  un  n^  mui 
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ÁBT.  360 

Las  resoluciones  de  las  asambleas  serán  siempre  tomadas 
por  mayoría  de  los  votos  presentes,  ^^^  salvo  los  casos  en  que 
los  estatutos  exigiesen  mayor  número. 

Ningún  accionista,  cualquiera  que  sea  el  número  de  sus 
acciones,  podrá  representar  más  del  décimo  de  los  votos  con- 
feridos  por  todas  las  acciones  emitidas,  ni  mas  de  dos  déci- 
mos de  los  votos  presentes  en  la  asamblea.  ^^^  De  N.  P.  183, 
§  §  2o  y  3o. 

limitado  de  socios  (vó  351  y  comp.  con  el  354),  y  porque  la  preíeranoia 
corresponde  á  la  disposición  especial  del  348  sobre  cualquiera  otra  de  ca- 
rácter generaL 

Por  lo  demás,  lo  único  prohibido  es  resolver,  no  votar.  Ley  A.  de 
1888,  art.  189  §  últ. 

(1286)  Creyendo  mejorar  el  testo  del  art  portugués,  se  le  ha  agregado 
esta  palabra  preaenteSy  y  el  resultado  ha  sido  que  desnaturalizada  la  dis- 
posición del' modelo,  no  se  establezca  qué  número  de  socios  presentes 
constituirá  el  quorum  necesario  para  deliberar  válidamente.  Vé  el  351 
inc.  lo.  Hai  mas,  cuando  los  votos  se  computan,  no  precisamente  por 
personas,  sino  por  el  capital  que  representan  (inc.  2»,  348  y  354),  la  es- 
presion  propia,  no  es  mayoría  de  votos  presentes,  sino  mayoría  de  votos 
de  los  socios  presentes.  La  grave  omisión  y  la  impropiedad  de  lenguaje 
no  existen  en  mi  Proy.  de  Oód.  343,  ni  en  el  I,  ley  A.  y  Cód.  N.  P.,  y  los 
estatutos  harán  perfectamente  en  fijar  el  quorum  necesario  para  consti- 
tuir la  asamblea  del  323  y  las  posteriores  á  la  constitución  de  la  sociedad. 
Comp.  412  §§  últimos. 

(1287)  Se  propone  este  §  ^^íginmiiir  la  preponderancia  de  los  mayores 
accionistas;  pero  la  justicia,  ventaja  y  eficacia  de  tal  disposición  son  mui 
discutibles:  la  justicia,  porque  en  una  sociedad  de  capitales  (313),  lo 
único  justo  y  conforme  al  derecho  común,  como  se  vé  por  lo  establecido 
en  el  877  inc.  lo  y  en  el  Cód.  Civ.  2704,  es  que  los  votos  se  computen 
sobre  la  base  del  interés  ó  capital  de  cada  socio  (comp.  con  mi  Proy.  de 
Cód.  1469,  278  §  últ.  y  343,  que  permite,  sin  embargo,  pactar  libremente 
al  respecto):  la  ventaja,  porque  la  computación,  en  asambleas  numerosas, 
presentará  dificultades  prácticas,  y  debilitará  á  los  grandes  accionistas, 
quo  son  los  únicos  que  podrían  servir  de  /contrapeso  á  la  preponderancia 
decisiva  del  directorio  (en  este  sentido,  puede  verse  mi  Proy.  de  Cód. 
nota  al  1535  y  á  Thaller,  n,  pág.  200);  y  la  eficacia,  pues  estas  restric- 
ciones se  eluden  fácilmente,  distribuyendo  las  acciones  entre  personas 
complacientes  para  obtener  así  el  mayor  n»  de  votos  posible.  Bing,  pág. 
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Se  Uevará  un  libro  de  actas  ^^^  en  que  se  estenderan  las  dé 
las  asambleas  y  directorio,  con  las  firmas  del  presidente  y  se- 
cretario. De  N.  P.  §  6o,  allí  y  mi  Proy.  326  no»  2  y  3. 


Abt.  351 

Cuando  una  asamblea  general  regularmente  convocada,  no 
se  celebre  por  falta  de  número  de  accionistas  ó  de  represen- 
tación de  capital,  ^^^  se  convocará  con  diez  dias  de  anticipa- 
ción para  una  nueva  sesión,  que  se  celebrará  dentro  de  los 
treinta  dias  ^^^  y  cuyas  resoluciones  serán  válidas,  cualquiera 


^¿44.  Coluci  (n<>  522)  teme  que  la  mayoría  y  la  sociedad  quedasen  en  ma- 
nos de  una  sola  persona;  pero  ni  el  hecho  es  probable,  ni  es  regular  su- 
poner que  tal  supremacía  no  fuera  empleada  en  beneficio  de  la  sociedad, 
que  es  el  beneficio  del  mayor  accionista,  como  el  daño  de  la  sociedad 
es  el  perjuicio  de  ese  accionista.  Compara  con  Vidari,  n^  967  á  972,  3* 
edición. 

El  derecho  de  votar  se  justifica  mediante  el  depósito  en  el  estableci- 
miento social  ó  en  otra  parte  de  las  succiones  que  dan  derecho  al  voto.  La 
leí  inglesa  adopta  la  medida  de  no  admitir  á  la  asamblea  á  los  accio- 
nistas con  menos  de  tres  meses  de  ancigüedad,  limita  también  el  derecho 
de  voto;  ordena  se  convoque  á  ella  á  los  acreedores  sociales,  quienes 
pueden  discutir,  votar  y  fiscalizar  las  operaciones  de  la  sociedad;  debien- 
do hallarse  á  disposición  de  cualquier  socio  ó  acreedor  un  registro  de 
toda  hipoteca  ó  gravamen  que  afecte  los  bienes  de  la  sociedad.    Vé  352. 

(1288)  Lo  dispuesto  en  los  art.  57  á  60  será  aplicable  á  este  libro  (mi 
Proy.  de  Cód.  326  §  últ.),  y  debió  exigirse  para  él  las  formalidades  del 
53,  como  en  el  caso  análogo  del  329.  Mediante  ese  libro  y  el  de  socios 
aparecerá  con  mas  claridad  el  estado  económico  de  la  sociedad,  podrá 
apreciarse  la  conducta  observada  por  el  directorio  y  los  procederes  de 
la  sociedad. 

(1289)  Vé  nota  1286  y  art.  354. 

(1290)  Convocar  con  10  dios  de  anticipación  á  una  reunión  que  se  celebrará 
dentro  de  30y  en  vez  de  decir,  que  la  reunión  se  efectuará  dentro  de  ?0 
dias  y  no  antes  de  15,  como  está  en  el  original  portugués,  es  empeñarse 
en  no  ser  entendido,  empleando  al  efecto  un  lenguaje  sibilino.  La  fija- 
ción del  plazo  mínimo  de  15  dias  (vé  349),  es  para  que  no  se  constituya 
una  asamblea  por  sorpresa,  y  la  determinación  del  plazo  máximo  de  30 
dias  tiene  por  objeto  evitar  calculadas  dilaciones  (vé  nota  1284). 
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que  sea  el  número  de  accionistas  presentes  ^^^  ó  la  cantidad 
de  capital  representado.  ^^^  N.  P.  184.  De  mi  343,  inc.  1^. 

Abt.  352 

Los  accionistas  que  según  los  estatutos  no  tuviesen  voto 
en  las  asambleas  generales,  ^^^  ó  los  portadores  de  bonos  ú 
obligaciones,  podran  asistir  á  las  sesiones  j  tendrán  voz  para 
hacer  mociones  y  discutir  los  asuntos  de  la  orden  del  dia, 
salvo  disposición  de  los  estatutos  en  contrario.  **^  De  N.  P. 
186.  Ley  belga  70. 

Abt.  363 

Todo  accionista  *^^  tiene  derecho  de  protestar  contra  las 

(1291)  Suponiendo  que  los  estatutos  exijan  cierto  n<>  de  accionistas  (vé 
nota  1286). 

(1292)  Este  es  el  derecho  común  de  las  asociaciones;  porque  la  inacción 
de  los  unos  debe  ser  reparable  por  los  otros  asociados. 

(1293)  De  modo  que  los  estatutos  pueden  privar  de  voto  4  algunos 
accionistas,  y  aunque  la  ley  haya  omitido  decirlo,  esto  sucede  cuando  se 
requiere  la  posesión  de  un  n^  de  acciones  para  poder  votar  en  las  asam- 
bleas. Tal  temperamento  no  ha  debido  ser  autorizado,  y  no  lo  es  por 
mi  Proy.  de  Cód.  por  Cód.  de  Minería,  319  §  últ.,  el  I.  157,  por  la  ley 
A.  190  y  221  inc.  2^,  y  la  belga,  61,  porque  es  injusto  y  hasta  repugnante 
al  carácter  de  socio  privarle  del  derecho  de  voto,  escluyendo  quizá  de 
este  modo  á  muchos  socios,  y  porque  no  es  racional  conceder  ese  derecho 
al  que  tenga  4  acciones  y  negarlo  á  quien  tiene  3.  Los  inconvenientes 
de  las  asambleas  mui  numerosas  no  son  una  razón  suficiente,  porque  ha 
podido  remediarse  en  gran  parte  tal  inconveniente,  alzando  el  valor  de 
cada  acción,  ó  cuando  mas  exigiendo  que  varios  accionistaii  manden  un 
representante  común  á  la  asamblea,  como  lo  permite  espresamente  el 
N.  P.,  derecho  que  parece  implícitamente  negado  por  nuestro  art.  El 
espediente  de  dar  las  acciones  necesarias  á  uno  solo,  no  seria  legal  ni 
está  exento  de  inconvenientes. 

(1294)  Este  temperamento,  aconsejado  también  por  el  Congreso  interna- 
cional de  París  (1889),  se  aproxima  al  de  la  ley  inglesa,  fué  recordado  en  la 
nota  1287,  y  se  justifica  bien,  porque  la  situacou  jurídica  de  los  tenedores 
de  obligaciones  es  idéntica  á  la  de  los  accionistas.  Yé  el  365  con  sus 
notas.  Desgraciadamente,  puede  temerse  que  sean  escluidos  de  la  asam- 
blea por  cláusulas  del  estatuto.  Puede  verse  á  Namur,  n<>  1170  á  1172. 

(1295)  Y  en  general,  todo  socio,  aunque  sea  administrador  de  la  so- 
ciedad por  acciones  (vé  BSl),  no  haya  asistido  á  la  asamblea  ó  esté  es- 
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deliberaciones  tomadas  en  oposición  á  las  disposiciones  de  la 
ley  y  de  los  estatutos,  y  podrá  requerir  del  Juez  competente 
la  suspensión  de  su  ejecmcion  y  declaración  de  su  nulidad.  '^^ 
De  N.  P.  146. 1.  163,  §  últ. 

Tales  deliberaciones  hacen  de  responsabilidad  ilimitada  á 
los  socios  que  las  hubieren  aceptado  espresamente.  ^^^ 

duido  de  ella;  mas  nó  los  tenedores  de  obligaciones.  Parece  que  tampoco 
puede  negarse  el  derecho  de  protesta  á  los  síndicos,  en  virtud  del  deber 
general  impuesto  en  el  340  n<>  8®  y  de  que  desempeñan  una  especie  de 
magistratura  social,  sea  que  se  trate  de  resoluciones  de  la  asamblea  ge- 
neral ó  del  directorio  (vé  §  final,  que  se  refiere  ¿  lo  último);  aunque  el  cit. 
34D  n?  3^  no  autorice  espresamente  ¿  los  síndicos  ¿  asistir  ¿  las  asambleas 
generales.  Comp.  con  Cód.  i-umano,  154  y  1B5,  con  Vidari,  n<»  985,  1062 
y  1065,  de  la  3^  edición.  Es  mas  dudoso,  si  el  síndico  puede  requerir 
la  suspensión  de  la  ejecución  y  también  la  declaración  de  nulidad.  Yo 
creo  que  debe  poder  pedir  la  suspensión,  mas  no  la  declaratoria  de 
nulidad,  á  no  ser  en  la  simple  calidad  de  accionista,  y  que  bastará,  que 
convoque  una  asamblea  estraordinaria.  La  dificultad  sube  de  punto, 
cuando  sea  la  propia  asamblea  la  que  viole  la  ley  ó  los  estatutos,  pues 
entonces  parece  que  no  hay  otro  remedio  que  acusar  la  violación  ante 
el  juez  competente. 

(1296)  Las  resoluciones  adoptadas  sin  violación  de  la  ley,  del  acto 
constitutivo  ó  de  los  estatutos  obligan  ¿  todos  los  socios,  hayan  asis- 
tido ó  no,  y  aunque  las  hayan  impugnado  en  la  asamblea;  pero  cuando 
la  asamblea,  ó  el  directorio  dicta  una  resolución  violatoria  de  la  ley, 
del  acto  constitutivo  ó  de  los  estatutos,  puede  ser  impugnada  por  cual- 
quier socio  y  no  debe  ser  ejecutada  por  el  directorio,  porque  se  trata 
de  una  disposición  que  podría  llamarse  inconstitucional.  El  derecho  de 
impugnación  corresponde  al  socio,  aunque  no  haya  estado  presente  á  la 
asamblea  y  al  que  hallándose  presente  hubiere  disentido  ó  votado  en 
contra,  haciendo  constar  su  voto  (arg.  del  354  §  ult);  pero  quien  haya 
votado  en^favor  contraería  la  responsabilidad  establecida  en  el  §  siguiente 
y  creo  que  no  debe  reconocérsele  el  derecho  acordado  en  este  inciso. 
Inútil  parece  agregar  con  Thol  (§  155  n?  I)  que  la  nulidad  de  la  re- 
solución no  puede  subsanarse  por  el  voto  de  la  misma  asamblea,  porque 
no  existiría  la  mayoría  requerida  al  efecto  (vé  354)  y  en  todo  caso  tal 
deliberación  sería  nula  ella  misma  por  recaer  sobre  una  materia  estrafta 
á  las  de  la  convocatoria  (349  al  fin). 

Las  disposiciones  del  §  últ.  y  del  317  constituyen  el  complemento  de 
la  presente. 

(1297)  Las  resoluciones  de  las  asambleas  generales  tomadas  contra  los 
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Las  resoluoioues  tomadaiS  y  actos  practicados  por  los  direo* 
tores,  contra  las  disposiciones  de  la  ley  ó  de  los  estatutos  ó 
de  las  asambleas  generales,  no  obligan  á  la  sociedad,  ^^^  que- 
dando sos  autores,  en  cuanto  á  sus  efectos,  personal  y  solida- 
riamente responsables,  ^^^  salvo  el  caso  de  protesta,  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  este  Código.  ^^^  N.  P.  186. 

Abt.  364 

Salvo  disposición  contraria  de  los  estatutos,  ^^^^  se  requiere 
siempre  la  presencia  de  socios  que  representen  las  tres  cuar- 
tas partes  del  capital,  y  el  voto  favorable  de  socios  presentes 

preceptos  de  la  ley  ó  de  los  estatutos  responsabilizan  ilimitadamente  á 
los  accionistas  que  las  hayan  aceptado  espresamente.  Nuestro  §  tiene 
una  redacción  impropia  y  obscura,  porque  no  se  refiere  á  la  asamblea,  y 
porque  usa  de  las  espresiones  equívocas  responsabilidad  ilimitada  y  a/cep- 
tacion  espresa.  Aunque  la  conclusión  parezca  estraña,  vista  la  ausencia 
de  la  palabra  solidaria  y  atenta  la  disposición  del  Cód.  Giv.  en  su  art.  701, 
soi  de  parecer  que  la  responsabilidad  es  ilimitada  pero  nó  solidaria 
(comp.  288,  294,  298  §  ált.  302,  337,  301,  324,  364,  374  y  375).  Entiendo 
también  que  acepta  espresamente  una  resolución,  el  accionista  que  vota 
en  favor  de  ella. 

(1298)  Porque,  obrando  fuera  de  las  condiciones  legales  para  ejercer 
su  mandato  ó  contra  las  resoluciones  de  la  asamblea  general,  su  man- 
dante, no  representa  á  la  sociedad,  y  no  puede,  por  consiguiente  obli- 
garla. 

Como  este  §  se  refiere  4  las  resoluciones  y  actos  del  directorio  y  los 
§  §  anteriores  aluden  á  deliberaciones  tomadas  en  la  asamblea  general 
de  accionistas,  debieron  redactarse  en  artículos  separados. 

(1299)  Como  queda  ya  establecido  en  el  final  del  337:  vé  el  364. 

(1300)  Vó  el  art.  337  con  sus  notas. 

(1301)  Debió  decir,  en  el  caso  en  que  la  escritura  social  6  acto  constitutivo 
6  los  estatutos  no  dispongan  de  diversa  maneja . . . ,  porque  la  disposición 
puede  existir  también  en  el  acto  constitutivo  (arg.  del  n9.  I'*)  y  todo 
hace  pensar  que  no  se  ha  distinguido  lo  suficiente  el  acto  constitutivo 
de  los  estatutos  (vé  dicho  n®.  7®  y  las  notas  1054  y  1066);  y  porque  no 
es  indispensable  que  los  estatutos  contengan  una  disposición  contrartay 
bastando  que  sea  diversa^  para  que  la  presente  quede  modificada.  Yé 
á  Caluci,  no.  527.  Comp.  el  presente  con  el  Cód.  Civ.  1672,  1695,  1197 
1200,  2669  y  arg.  del  2700. 

26 
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que  representen  la  mitad  del  capital,  por  lo  menos,  ^^^  para 
resolver  sobre  lo  siguiente: 

lo  Disolución  anticipada  de  la  sociedad;  ^^^ 

2»  Próroga  de  su  duración;  **^ 

3o  Fusión  con  otra  sociedad ;  ^^^^ 

(1802)  Compárese  con  el  inc.  !<>.  del  850  y  god  el  412:  y  respecto  á  la 
necesidad  de  la  autorización  del  P.  £.,  véase  la  nota  1192.  Para  la 
computación  de  los  votos  (no  para  la  formación  de  qtwrum^  por  supues- 
to) se  tendrá  en  cuenta  las  limitaciones  contenidas  en  el  inc.  2».  del  dicho 
art.  850.  Las  mayorías  exigidas  por  nuestro  inc.  responden  á  consultar 
gran  suma  de  intereses  sobre  asuntos  de  la  mayor  trascendencia  para 
la  sociedad  y  á  veces  también  para  los  terceros.  Vé  las  notas  siguientes. 

(1808)  Circunstancias  inesperadas  pueden  hacer  necesaria  tal  resolu- 
ción; ó  porque  su  subsistencia  carece  ya  de  razón  de  ser  (vé  870  n<*.  1^,) 
ó  porque  no  le  es  posible  conseguir  el  fín  que  se  propuso  la  sociedad 
(vé  no.  4<».  allí)  ó  porque  encuentra  preferible  liquidar  á  esponerse  á  pér- 
didas mayores  (comp.  con  el  869).  Por  donde  se  ve  que  las  causas  mar- 
cadas en  el  870  no  son  las  únicas  que  autorizan,  la  disolución  como  dice  el 
viejo  testo  de  dicho  art.;  y  que  para  resolver  la  disolución  anticipada  puede 
no  bastar  la  simple  mayoría  de  los  socios,  aunque  otra  cosa  parezca  re- 
sultar de  dicho  art.  del  Cód.  anterior,  qne  no  guarda  suficiente  congruen- 
cia con  las  nuevas  disposiciones  contenidas  en  el  presente.  Vé  el  429. 

(1804)  Vé  818,  á^;  825  y  424.  Si  la  próroga  está  prohibida  por  los  esta^ 
tutos,  caso  que  será  raro,  serán  necesarias  dos  deliberaciones  separadas, 
una  modificando  los  estatutos  de  modo  que  sea  posible  la  próroga,  y  otra 
resolviendo  que  la  sociedad  sea  prorogada  por  un  tiempo  dado.  Y  desde 
que  ambos  puntos  estén  declarados  como  orden  del  dia  de  la  convocatoria 
estraordinaria  (vé  849,  al  fin),  no  veo  la  necesidad  de  que  tengan  lugar 
dos  asambleas  generales,  como  establece  Thól  §  168  n»  I,  y  creo  que  en 
rigor  bastaría  una  sola  resolución,  si  esto  no  es  contrario  á  los  estatutos. 
En  nuestro  caso  procederá  el  derecho  acordado  á  los  disidentes  en  el  § 
penúltimo  del  presente  art.  Vé  nota  1809. 

(1805)  Gomo  la  fusión  de  las  sociedades  puede  importar  la  próroga  de 
su  duración,  ó  la  reducción  de  su  capital  social  por  las  mayores  deudas 
que  vengan  á  pesar  sobre  él  y  hasta  el  cambio  mismo  del  objeto  de  la 
sociedad,  y  como,  an  todos  los  casos,  causará,  con  la  fusión  de  dos  perso- 
nalidades jurídicas  en  una,  la  confusión  mas  ó  menos  completa  del  activo 
de  ambas  sociedades  y  la  afectación  del  activo  total  al  pasivo  total  de 
ambas  sociedades  con  grave  perjuicio  de  todos  ó  de  varios  acreedores, 
todas  las  legislaciones  han  sentido  la  necesidad  de  rodear  la  fusión  de 
las  sociedades,  de  garantías  especiales;  y  causa  verdadera  sorpresa  el 
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4p  Bedaooiou  del  capital  social;  ^^^ 


silencio  que  la  Comisión  de  Cód.  guarda  sobre  tan  grave  y  delicada 
materia,  al  propio  tiempo  que  pondrá  en  verdaderos  conflictos  á  todos  los 
que  tengan  que  ocuparse  de  eUa.  En  los  arto*.  374  ¿  377  de  mi  Proy.  dé 
Cód.  habia  propuesto  las  sabias  prescripciones  que  el  Cód.  I.  trae  al  res- 
pecto, disposiciones  que  se  proyectaban  casi  al  mismo  tiempo  en  Portugal 
y  Rumania  (vé  N.  P.  124  á  127  y  Cód.  rumano,  195  á  198);  pero  no  se  ha 
prestado  atención.  Tocará,  pues,  al  P.  E.  do  autorizar  la  fusión  mientras 
las  sociedades  no  cuenten  con  el  asentimiento  de  sus  respectivos  acree- 
dores (inclusive,  por  supuesto,  los  tenedores  de  obligaciones,  bonos  ó  cé- 
dulas) ó  no  los  garantan  suficientemente,  disponiendo  que  la  fusión  sea 
previamente  publicada  con  la  anticipación  suficiente  para  que  los  acree- 
dores se  informen  y  puedan  obrar  en  consecuencia;  y  si  no  se  ocurre  á 
solicitar  la  autorización  gubernativa,  ellos  podrán  denunciar  el  hecho  al 
gobierno  y  tendrán  su  acción  espedita  contra  los  directores  (vé  288,  317 
al  fin,  324,  337  y  363  §  últ.)  y  contra  los  síndicos,  en  su  caso.  Vé  la 
nota  1B03  y  el  art.  421  con  la  nota  1625. 

Tendrán  también  la  acción  pauliana,  cuando  concurran  las  condiciones 
establecidas  en  las  disposiciones  respectivas  del  Código  Civil,  961  á  972. 
Eq  nuestro  caso  debiera  también  autorizarse  la  separación  de  patrimo- 
nios, como  en  las  sucesiones  y  como  lo  hace  el  Cód.  S.  669,  y  el  derecho 
de  exigir  la  liquidación  en  caso  de  no  darse  al  acreedor  una  garantía  su- 
ficiente. Sobre  esta  materia  puede  verse  á  los  comentadores  del  Cód. 
italiano  (Yidari,  n9  1116  á  1136,  3^  edición;  Caluci,  Galdi,  &.),  á  Bing. 
pág.  386  á  388,  á  Houpin,  n»»  181  á  186  y  635,  &.  No  debe  confundirse,  por 
lo  demás,  la  fusión  propiamente  dicha  de  dos  sociedades  en  una  sola,  con 
la  anexión  de  una  sociedad  que  se  incorpora  á  otra  y  es  absorbida  por 
ésta;  pues  difieren  en  que  la  1^  termina  su  existencia  y  cae  bajo  el  impe- 
rio del  no  lo,  y  la  2*  conserva  su  antigua  personalidad  y  caerá  probable- 
mente bajo  la  disposición  del  no  5o  ó  del  7o.  En  el  caso  de  fusión  proce- 
derá el  derecho  acordado  por  el  §  penúlt.  -á  los  disidentes. 

(1306)  El  capital  social  es  la  única  garantía  de  los  acreedores  de  la  so- 
ciedad anónima  (art.  351  y  nota  1136),  quienes  podrían  verse  burlados  por 
una  inesperada  reducción  del  mismo;  pero  no  obstante  la  reducción,  el 
capital  puede  presentar  suficiente  garantía,  y  entonces  la  oposición  de 
los  acreedores  no  sería  bastante  fundada.  La  importancia  de  la  disminu- 
ción del  capital  social  se  revela,  no  sólo  en  el  presente  art.,  sino  en  las 
disposiciones  de  los  art.  343,  364  y  369,  y  el  363  se  propone  hacer  frente 
á  las  pérdidas  eventuales  de  ese  capital.  Así  es  que  todas  las  leyes  mo- 
dernas (inglesas  del  67,  art.  9  á  20,  y  del  77.  Ch.  442.  Húngaro  209,  ley 
A.  248. 1.  101.  S.  670.  N.  E.  168  y  mi  Proy.  de  Cód.  262)  han  adoptado 
providencias  para  garantir  los  intereses  de  los  acreedores  para    quienes 


401  TÍT.  m.  DB  LAS  SOOIXDADBS 

6o  Beiategraoioa  ó  aumento  del  mismo  oapital;  ^^^ 

6°  Cambio  de  objeto  de  la  sociedad;  *^^® 

7o  Toda  otra  modificación  del  acto  constitutivo.  ^^^ 

la  disminución  del  capital  social  es  disminución  de  su  garantía.  Vé  la 
nota  siguiente  y  el  art.442.  Y  tratándose  de  un  caso  análogo  al  del  n<>  an- 
terior, pienso  que  el  P.  E.  y  los  acreedores  podrán  adoptar  idénticos  espe- 
dientes, en  garantía  de  los  intereses  de  ellos,  que  los  indicados  en  la  nota 
precedente.  Sobre  el  asunto  de  nuestro  no  puede  verse  á  los  comentadores 
del  101 1.  (Vidari,  n<»  982;  Oaluci,  n©  231;  Galdi  á  dicho  art.  &.),  á  Bing, 
pág.  183  á  192,  á  Houpin,  n*»»  523  á  5a3  y  623,  y  á  Thol  §  16S  n*  I.  Creo 
que  la  ley  debió  someter  á  las  disposiciones  de  este  art.  la  emisión  de 
obligaciones.  Vé  366. 

(1307)  El  reintegro  ó  mas  propiamente  reposición  del  capital  social 
tiene  lugar,  cuando  éste  se  ha  disminuido.  En  tal  caso,  la  asamblea  habrá 
de  resolver  la  reposición,  para  habilitar  á  la  sociedad  á  llenar  su  objeto  y 
evitar  la  eventualidad  del  369,  ó  siendo  posible,  la  limitación  del  capital 
al  monto  existente  {n^  4<>),  para  alejar  aquella  eventualidad;  en  lo  cual, 
desde  que  no  se  perjudique  á  los  acreedores,  no  hay  nada  de  ilícito,  y  no 
estando  prohibido,  es  permitido.  La  reposición  es  muí  benéfica  á  los 
acreedores  sociales,  mas  como  impone  un  nuevo  sacrificio  á  los  accio- 
nistas, ó  dará  motivo  para  que  se  lancen  acciones  de  favor  (notas  1170 
y  1230),  ó  á  lo  menos  á  que  baje  la  cotización  de  las  acciones,  en  todo 
caso  aquellos  deben  consentir  y  poder  informarse  de  las  causas  que  han 
concurrido  á  disminuir  el  capital  para  adoptar  el  temperamento  mas  con- 
veniente, y  en  último  caso,  retirarse  de  la  sociedad  (§  peniilt.).  El  aumento 
del  capital  primitivo  (vé  Gód.  Civ.  1710)  da  lugar  á  idénticas  con- 
sideraciones. Vé  nota  1342  y  á  Houpin,  n~  307  y  308. 

(1808)  El  objeto  material,  según  la  espresion  del  Congreso  internacio- 
nal de  París  (1889).  Este  punto  se  considera  generalmente  como  el  mas 
grave  de  todos,  según  puede  verse  en  Vidari,  no  983.  Houpin,  n^  525;  &; 
pero  en  este  caso,  como  en  los  de  los  u9*  3^  y  b^,  el  interés  de  la  mayoría 
y  hasta  cierto  punto  el  del  público,  que  gana  con  la  continuación  y  nó 
con  la  liquidación  de  una  empresa,  deben  prevalecer  sobre  el  interés  del 
menor  número,  y  contentarse  éste  con  salvar  su  parte  social,  exigiendo 
el  reembolso  del  valor  de  sus  acciones,  como  se  lo  permite  el  §  penúl- 
timo. 

(1309)  Debió  decirse,  cualquier  otra  modificación  del  acto  constitutivo; 
porque  la  espresion  toda  otra  es  un  galicismo  tomado  de  Bolh  (traductor 
del  Gód.  I.  al  francés).  La  ley  equipara  casi  siempre  el  acto  constitutivo 
á  los  estatutos,  como  que  estos  son  el  desenvolvimiento  de  aquel,  al 
modo  que  las  leyes  constitucionales  lo  son  de  la  Constitución  (vé  317, 
824,  337,  353,  364  y  dos  pasajes  del  presente);  de  que  resulta  que,  si  los 
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Los  socios  disidentes  en  cnanto  á  las  resoluciones  de  los 
números  3o,  5o  y  6o  y  la  del  número  2,  si  la  próroga  no  está 
autorizada  por  los  estatutos,  ^'^^  tienen  derecho  de  separarse 
de  la  sociedad,  exigiendo  el  reembolso  del  valor  de  sus  accio- 
nes en  proporción  al  capital  social,  ^^^^  conforme  al  último  ba- 
lance aprobado.  ^^^* 


estatutos  requieren  mayorías  especiales  para  que  las  asambleas  puedan 
derogar  sus  cláusulas,  habría  que  observar  esos  requisitos  so  las  penas 
establecidas  en  dichos  artículos.  Compara  en  diverso  sentido  con  Thól, 
§  126,  porque  por  derecho  alemán  parece  que  en  la  palabra  estatutos  se 
comprende  el  contrato  social:  §§  125  y  176.  Toda  reforma  necesita  la 
aprobación  del  P.  E.  Arg.  del  art  318  §  dlt.  Vé  á  Oalud,  n«  524  á  527. 
El  cambio  de  la  forma  de  sociedad  importaría  la  constitución  de  una 
nueva.  Compara  Cód.  Civ.  1672. 

(1810)  Si  la  próroga  no  está  autorizada  por  los  estatutos,  pues  no  es 
preciso  que  esté  prohibida  (vé  nota  1304);  sólo  en  tal  caso  tiene  lugar  el 
derecho  acordado  por  este  §;  porque  si  los  estatutos  ó  el  acto  constitutivo 
establecían  que  la  sociedad  podría  ser  prorogada,  los  accionistas  habrían 
consentido  implícitamente  en  dicha  prorogacion  acordada  en  debida 
forma.,  y  renunciado  de  antemano  al  derecho  de  retirarse  de  la  sociedad. 
Sobre  este  art.  puede  verse  á  Mancini,  n»  LXXXYIII  y  á  Bing,  pág. 
254 á  26a 

(1811)  Debió  decirse,  dd  activo  social,  como  está  en  el  original  y  en  las 
traducciones;  pues  el  capital  social,  que  puede  disminuir  ó  aumentar  con 
las  pérdidas  ó  ganancias,  no  es  la  espresion  propia  para  significar  el  ac- 
tivo, y  tomada  la  frase  á  la  letra  podría  dar  pié  á  chicanas  é  injusticias. 
Compara  con  los  art.  428  y  427.  El  socio  disidente  al  separarse  de  la 
sociedad,  la  rescinde  parcialmente  en  cuanto  á  él,  y  debe  retirar  la  cuota 
que  le  toque  según  el  activo  líquido,  ni  mas  ni  menos. 

La  disposición  de  este  §  es  en  parte  conforme  con  el  art.  1710  del 
Cód.  Civü. 

(1312)  Es  posible  que  reciba  mas  ó  menos  de  lo  que  debiera  correspon- 
derle,  según  el  estado  actual  de  la  sociedad,  porque  la  sociedad  haya  visto 
aumentarse  ó  disminuirse  el  activo  social  con  posterioridad  al  balance 
anual  (vé  860  y  361),  y  si  ha  disminuido,  muchos  se  encontrarán  tentados 
de  retirar  su  parte;  pero  entonces,  si  no  prevalece  la  mayoría  contra  la 
medida  propuesta,  los  que  la  provocaron  y  consiguieron  prevalecer,  de- 
ben culparse  á  sí  mismos,  Y  lo  mismo  debe  decirse  de  los  disidentes, 
cuando  el  activo  ha  aumentado,  tanto  mas  que  sus  acciones  se  habrán 
valorizado,  y  podrían  haberse  limitado  á  enajenarlas.    En  todo  caso,  no 
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De.  este  derecho  sólo  podrán  usar  los  disidentes  presentes 
en  la  asamblea,  dentro  de  las  veinticuatro  horas  de  la  clausu- 
ra de  ella,  y  los  ausentes,  dentro  de  un  mes  de  publicada  la 
resolución  respectiva.  ^^^^  De  mi  344. 

Abt.  355 

Los  socios  pueden  hacerse  representar  en  las  asambleas  por 
mandatarios,  socios  ó  extraños.  ^^'^  El  ejercicio  dd  este  dere- 
cho puede  limitarse  en  los  estatutos.  ^^*^ 

Los  directores  no  pueden  ser  mandatarios.  ^^^^  De  mi  346. 
L  160.  H.  64. 


sería  justo  que  se  procediera  á  la  formación,  control  y  discusión  de  nue- 
V09  inventarios  y  balances. 

(1313)  Inútil  decir  que  los  que  aprobaron  la  resolución,  no  podrían 
volver  sobre  ella,  á  efecto  de  usar  del  derecho  (vé  nota  1296),  y  que  los 
disidentes  harán  bien  en  hacer  constar  su  voto  contrario.  A  las  24  horas 
el  accionista  hará  la  respectiva  solicitud  al  directorio  ó  al  presidente  en 
la  forma  usual,  si  en  los  estatutos  no  se  establece  una  forma  especial; 
pero  no  se  ve  la  necesidad  ni  la  conveniencia  de  recurrir  precisamente 
4  la  justicia.  En  cuanto  á  los  ausentes,  es  decir  los  no  presentes  en  la 
asamblea,  resultan  de  mejor  condición  que  los  demás,  pues  tienen  un  mes 
para  decidirse  y  aprovecharán  de  la  baja  de  las  adiciones  para  usar  de  su 
derecho.  Así,  quizá  habría  bastado  el  plazo  de  15  días,  á  que  se  refieren 
los  art.  849  y  851,  y  convenido  que  se  dieran  nada  mas  que  tres  dias  á 
los  accionistas  presentes  en  la  ciudad,  cuando  sea  posible  identificarlos, 
cosa  punto  menos  que  imposible  tratándose  de  acciones  al  portador.  De 
todos  modos,  la  actitud  de  los  disidentes  sólo  escepcionalmente  podría 
estorbar  á  que  la  resolución  de  la  asamblea  fuera  llevada  á  efecto. 

(1814)  Este  derecho  es  \ma  de  las  manifestaciones  de  la  libertad  de 
contratar  y  negociar,  de  la  que  no  debe  privarse  á  una  persona,  sino  por 
;  graves  motivos;  pues  las  medidas  represivas  de  la  libertad  suelen  resul- 

tar contraproducentes.  Por  esto  considero  atentorias  é  inconvenientes 
las  limitaciones  contenidas  en  el  iuc.  2°  del  1448. 

(1315)  Y  con  mas  razón,  en  el  acto  constitutivo  de  la  sociedad,  que 
es  la  carta  constitucional  de  la  misma  (arg.  del  292  n^  S^  y  354  n9  ?<>). 
Mi  Proy.  de  Gód.  346  cit.  é  I.  160.  Ea  el  caso  de  este  inciso,  los  socios 
habrán  consentido  en  la  restricción  de  su  libertad  de  hacerse  representar. 
Vé  nota  1322. 

(1316)  Porque  no  es  regular  ni  conveniente  que  una  misma  persona 
1                                              sea  mandatario  de  la  sociedad  y  mandatario  de  un   socio    al  propio 
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Abt.  366 

Los  directores  no  pueden  votar  sobre  la  aprobación  de  los 
balances,  ni  en  las  resoluciones  referentes  á  su  responsabili- 
dad. 1317  De  mi  347.  I.  161.  A.  221.  S.  656  ino.  2o. 

Art.  367 

Las  resoluciones  de  la  asamblea  general,  conformes  á  la  lei 
y  á  los  estatutos,  ^'^^  son  obligatorias  para  todos  los  socios 
ausentes  ó  disidentes,  ^^^^  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  354.  ^^^ 
De  mi  349,  inc.  1°.  L  163  inc.  !<>. 

Abt.  368 

Cuando  una  sociedad  anónima  tenga  ^^^^  accionistas  residen- 
tes en  país  extranjero,  que  representen  por  lo  menos  un  vein- 

tiempo,  representando  asi  intereses  diversos  y  que  pueden  ser  encontra- 
dos, y  pudiendo  infiingir  indirectamente  la  prohibición  contenida  en  e\ 
art.  siguiente.  Comp.  con  el  345  y  el  338  inc.  2<»,  que  obedecen  al  mismo 
pensamiento. 

(1317)  Sí  esto  les  fuera  permitido,  se  verían  en  parte  constituidos  en 
jueces  de  su  propia  causa  y  cuando  no  contituyeran  una  mayoría  para 
aprobar  sus  actos,  concurrirían  con  muchos  votos,  echando  mano  al  efec- 
to de  toda  suerte  de  medios  para  conseguirlos  (vé  notas  1270  y  1287), 
Asimismo,  será  difícil  evitar  que  voten  por  interposita  persona. 

(1318)  La  fórmula  aquí  adoptada  es  inexacta:  las  resoluciones  no  es 
preciso  que  sean  conformes  á  la  ley,  y  bastará  que  los  acuerdos  adoptados 
por  la  asamblea  general  se  hallen  dentro  de  los  límites  dd  acto  conHitu- 
Hvo  (lo  cual  se  ha  omitido  decir  aquí,  en  el  358,  en  el  817  y  en  el  337; 
pero  resulta  de  lo  dispuesto  en  el  354  b9  7»  y  de  que  el  acto  cofistüuHvo 
es  la  carta  cottatitucional  de  la  sociedad),  de  los  estatutos  ó  de  la  ley.  Vé 
notas  1054,  1056  y  1301;  así  como  la  12d8. 

(1319)  Esta  manera  de  espresarse  es  también  muí  impropia.  Ha  que- 
rido decirse  que,  las  resoluciones  son  obligatorias  para  todos  los  socios, 
aunque  no  hayan  asistido  á  la  asamblea  ó  hayan  votado  en  contra  de 
dichas  resoluciones. 

(1320)  En  cuyo  art.  se  acuerda  á  cada  socio,  el  derecho  de  protestar 
contra  determinadas  resoluciones  de  la  asamblea. 

(1321)  O  mejor  dicho,  cuando  en  una  sociedad  anónima  haya  accio- 
nistas. 
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ticinco  por  ciento  del  capital  suscrito,  tendrán  la  facultad  de 
reunirse  para  examinar  las  cuentas  y  memorias  de  los  direc- 
tores y  síndicos  y  nombrar  uno  ó  más  que  los  represente  en 
la  asamblea  general  ordinaria,  en  la  cual  tendrán  tantos  vo- 
tos cuantos  por  los  estatutos  pertenezcan  á  los  accionistas  reu- 
nidos. ^^^^ 

En  tal  caso,  nombrarán  un  presidente  ^^^^  que  reciba  los 


(1322)  Esta  facultad  es  tan  propia  de  los  accionistas,  que  por  su  obvie- 
dad no  debió  consignarse  en  la  lei,  siü  que  por  eso  dejase  de  pertenecer- 
ías. Es  igualmente  obvio  que  pueden  nombrar  uno  6  tnas  (no  agrega 
accionistaa,  como  dice  el  original)  para  que  los  represente  en  la  asamblea 
general  ordinaria  y  también  en  la  extraordinaria  (vé  el  355,  que  no  hace 
distíncion),  y  es  regular  que  el  mandatario  ó  los  mandatarios  tengan 
tantos  votos  cuantos  correspondan  á  sus  mandantes.  Asi  es  que  tales  de- 
claraciones de  derechos  parece  no  tener  ninguna  importancia  práctica, 
en  cuanto  puede  afirmarse,  teniendo  en  cuenta  la  redacción  equivoca  del 
testo.  Desde  luego,  es  la  dirección  quien  debe  presentar  el  inventario,  el 
balance  y  la  memoria  (361),  y  á  los  síndicos  toca  únicamente  el  dictami- 
nar sobre  ellos  (340  n<»  7  y  362);  mientras  que  el  inciso  se  refiere  á  euen- 
t<u  y  memorias  de  loa  directores  y  síndicos.  Después  se  establece,  que  pue- 
den nombrar  uno  6  mas  que  los  represente  (léase  representen)^  sin  exigir, 
como  el  N.  P.,  que  los  representantes  sean  accionistas ;  pero  esto  debe 
entenderse,  si  lo  permiten  los  estatutos  (vé  355),  puesto  que  la  circuns- 
tancia de  residir  en  el  extranjero  no  podría  justificar  el  privilegio;  y 
cuando  los  estatutos  no  permitiesen  que  una  persona  represente  á  varios 
socios,  tampoco  veo  razón  para  que  esa  regla  se  quebrase  en  favor  de  los 
accionistas  residentes  en  el  estranjero.  Dónde  está,  entonces,  el  derecho 
especial  que  nuestro  art.  parece  querer  concederles?  En  que  los  represen- 
tantes tendrán  tantos  votos,  cuantos  pertenezcan  á  los  accionistas  reuni- 
dos? Que  los  mandatarios  tengan  los  mismos  votos  de  sus  mandantes, 
separados  6  reunidos,  parece  lo  mas  natural ;  y  no  debe  pensarse  que, 
cuando  los  mandantes  se  reúnen  para  nombrar  un  solo  representante,  sus 
votos  caigan  bajo  las  limitaciones  del  350  inc.  2»,  pues  ni  sería  justo  ni 
conforme  al  testo  de  nuestro  inciso.  Así,  para  que  la  disposición  que 
estudio  tenga  un  valor  práctico  y  nó  puramente  doctrinal,  hai  que  supo- 
ner que  los  estatutos  no  permiten  á  los  socios  hacerse  representar  en  la 
asamblea  (cláusula  que  rarísima  vez  se  hallará  en  los  estatutos),  ó  no 
consienten  que  varios  socios  nombren  im  solo  representante.  Vé  los  §§ 
siguientes  con  sus  notas. 

(1328)  Nombrarán  enire  ellos,  entiéndase.  Mas  nada  obsta,  á  que  se  dé 
el  mandato  á  una  persona  residente  en  el  domicilio  de  la  sociedad  anóni- 
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respectivos  ejemplares  de  las  memorias  y  cuentas  que  deberá 
remitirles  la  administración  central  ^^^  con  la  debida  antici- 
pación; los  convoque  á  las  conferencias  y  se  corresponda  con 
esta.  ^3*^ 

Estas  disposiciones  no  perjudican  el  ejercicio  individual  de 
los  derechos  de  los  accionistas,  cuando  no  quieran  proceder 
colectivamente  conforme  á  este  artículo.  ^^^  De  N.  P.  187  y 

§  §  2o,  3o  y  6o. 

Aet.  369 

Salvo  el  caso  del  articulo  anterior,  ó  de  disposición  contra- 
ria de  los  estatutos,  los  accionistas  residenteB  en  país  estran- 
jero  son  en  todo  equiparados  á  los  residentes  en  la  Bepúbli- 
ca.  1327  jí^  p  187  §  7. 

ma.  La  novedad  introducida  por  el  §  consiste  en  la  obligación  que  impo- 
ne á  la  dirección  de  enviar,  con  la  debida  anticipación,  al  presidente  nom-* 
brado,  ejemplares  de  los  inventarios,  balance  y  memoria  junto  con  el  dio» 
támen  de  los  síndicos  (vé  361  y  362),  y  en  la  facultad  y  personería  acor- 
dadas ¿  dicho  presidente  para  corresponderse  con  la  dirección.  Vé  la  nota 
precedente  y  nótese  que  nuestro  art.  se  refiere  esclusivamente  á  los  ne- 
gocios que  se  tratan  en  las  asambleas  ordinarias  (vé  347),  y  que  su  testo, 
tomado  del  nuevo  Cód.  P.,  sólo  habla  del  examen  de  las  cuentas  anuales. 
En  cuanto  á  la  facultad  de  convocar  á  las  conferencias,  á  que  se  refiere 
este  §;  ello  penetra  en  los  detalles  reglamentarios  de  las  reuniones  de  los 
accionistas  interesados,  y  tal  facultad  la  tendrá  naturalmente  el  llamado 
presidente, 

(1324)  Léase,  que  deberá  remitirle  la  dirección  ó  su  presidente ;  porque 
la  remisión  se  hace  al  presidente  de  los  accionistas  ausentes,  que  es  el 
que  debe  corresponderse  con  la  dirección  ó  su  presidente  (344);  pues  para 
^e,  y  para  no  tener  que  dirigirse  á  cada  socio  en  particular,  es  que  se  les 
obliga  á  nombrar  un  presidente.  Nótese  que  el  N.  P.  y  el  proyecto  argen- 
tino decían  remitirle,  no  remitirles^  como  se  ha  puesto  en  la  edición  oficial. 

(1325)  O  con.  el  presidente  de  la  dirección,  como  dice  el  N.  P. 

ri326)  Esta  disposición  tiene  mucho  de  doctrinario,  y  apoya  parcial- 
mente lo  espuesto  en  las  notas  1322  y  1323. 

(1327)  También  esta  disposición  es  doctrinaria,  y  como  tal,  no  figura 
en  ningún  Cód.  Así  es  que,  aunque  este  art.  no  existiera,  nadie  habría 
establecido  diferencias  entre  el  accionista  residente  en  la  Bepública  y  el 
residente  fuera  de  ella. 
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SECCIÓN    VI 

De  las  cuentas 

Abt.  360 

Cada  trimestre  los  directores  deberán  presentar  á  los  síndi- 
cos un  balance  de  la  sociedad  (de  N.  P.  188),  y  publicarlo  por 
tres  dias  con  el  visto  bueno  de  estos.  ^'*^ 

Abt.   361 

Al  fin  de  cada  año  ^'^  los  directores  presentarán  á  los  sín- 
dicos un  inventario  y  balance  detallado  del  activo  y  pasivo 

(L328)  El  N.  P.  se  contenta  con  un  balance  semestral,  y  me  parece  que 
el  examen  concienzudo  de  un  balance  trimestral  puede  importar  para  el 
sindico  una  tarea  ímproba  y  una  enorme  responsabilidad,  que  acaso  re- 
traiga de  esos  cargos  á  los  mejores  hombres.  Vé  la  nota  1258,  á  Bing, 
pág.  366  y  367.  Qué  constituya  el  balance  se  verá  en  el  48  inc.  2»  y  en  la 
nota  183,  y  el  visto  bueno  importa  la  conformidad  del  sindico  con  las  cons- 
tancias del  balance.  Pero  si  el  sindico  no  es  un  tenedor  de  libros,  ó  si  los 
negocios  son  mui  complicados  ó  dispone  de  un  tiempo  limitado,  necesi- 
tará del  concurso  de  uno  ó  mas  contadores  de  oficio;  y  á  este  respecto  se 
observarán  las  prácticas  establecidas,  en  defecto  de  una  disposición  espe- 
cial de  los  estatutos.  No  debe  olvidarse  que  la  fiscalización  de  la  conta- 
bilidad complicada,  si  no  ha  de  ser  una  mera  fórmula,  exige  mucho 
tiempo  y  conocimientos  especiales  mui  completos.  Así,  en  Alemania  el 
consejo  de  vigilancia  puede  emplear  peritos  en  el  estudio  de  la  contabi- 
lidad, y  en  Inglaterra,  la  misma  sociedad  debe  pagar  á  dichos  peritos 
(ley  de  1862,  art  93).  Ck)mp.  con  342  inc.  1®.  La  publicación  del  balance  se 
hará  por  la  prensa  ó  en  la  forma  acostumbrada  ó  prescrita.  Es  entendido 
que  en  el  4^  trimestre,  el  balance  á  presentarse  cae  bajo  la  disposición, 
nó  del  presente  art.,  sino  del  siguiente.  Vé  la  nota  siguiente  y  el  368. 

(1329)  Podría  creerse  que  se  quiere  decir,  al  fin  de  cada  año  dvüy  y  nó, 
al  fin  de  cada  ejercicio  social,  aunque  la  espresion  es  equívoca:  porque  es 
práctica  en  el  comercio  que  los  balances  se  den  al  fin  de  año,  y  está  man- 
dado que  todo  comerciante  y  por  tanto  la  sociedad  anónima,  haga,  con- 
cluya y  estienda  su  balance  en  el  1^'  trimestre  de  cada  año.  Pero  á  esta 
conclusión  se  opone,  1^  el  inconveniente  no  desdeñable  de  que  en  un  corto 
periodo  se  balanceen  tedos  los  negocios  y  todas  las  sociedades,  causando 
simultáneamente  una  gpran  estraccion  de  dinero  de  los  bancos  en  que 


ABT.   361  411 

de  la  sociedad;  ^^^  la  cuenta  de  ganancias  y  pérdidas,  ^^^  y 
una  memoria  de  la  marcha  y  situación  de  la  sociedad,  con  indi- 


estén  depositadas  las  cantidades;  y  sobre  todo,  el  texto  del  347,  que  manda 
que  la  asamblea  ordinaria  se  reúna  dentro  de  los  4  meses  siguientes  á  la 
claasura  del  ejercicio  anterior,  á  objeto  de  discutir  el  inventario,  balance 
y  memoria  anuales.  Si  el  ejercicio  social,  como  el  del  presupuesto,  dora 
precisamente  un  año,  como  dice  Vidari  (ja9  958),  y  se  entiende  comun- 
mente y  no  ocurre  presentar  antes  los  balances  de  las  sociedades  anóni- 
mas. Si  en  la  convocación  de  la  asamblea  han  de  trascurrir  16  dias  por  lo 
menos  (349);  si  la  dirección  habrá  de  emplear  uno  ó  dos  meses  para 
llenar  el  mandato  del  presente  inciso  y  se  cumple  con  hacerlo  á  los  3 
meses  (48);  si  las  cuentas  han  de  ser  concienzudamente  examinadas  por 
los  síndicos,  en  lo  cual  no  invertirán  menos  de  3  ó  4  semanas;  si  cuentas, 
dictamen  &  se  han  de  imprimir  y  repartir  entre  los  accionistas,  á  lo 
menos  diez  dias  antes  del  fijado  para  la  asamblea,  y  habrán  de  estar  al 
propio  tiempo  depositados  y  puestos  á  disposición  de  los  accionistas;  re- 
sulta que,  en  muchos  casos,  será  humanamente  imposible  reunir  la  asam- 
blea el  30  de  Abril  (fin  del  cuatrimestre),  después  de  haber  llenado  todas 
las  operaciones  y  formalidades  establecidos  por  este  Código.  De  todos 
modos  es  cierto  que  no  será  posible  armonizar  las  disposiciones  establecidas 
en  este  art.  y  en  los  art.  347  y  48  antes  citados,  y  que  la  dirección  y  los 
síndicos  cumplirán  con  desplegar  toda  la  posible  actividad.  Y  en  definitiva., 
soi  de  parecer  que  este  Código  no  quiere  referirse  al  fin  del  año  civil,  sino 
al  fin  del  ejercicio  social  (arg.  del  394,  al  fin),  es  decir  del  año  de  actuar 
la  sociedad,  lo  cual  es  conforme  á  varias  leyes  estranjeras  y  á  la  práctica 
observada  entre  nosotros.  Adde  Caluci,  n^  471. 

(1330)  Si  el  balance  debe  ser  detallado^  parece  que  el  inventario  debe 
serlo  también,  con  tanta  ó  mayor  razón.  Vé  el  48  con  sus  notas.  Esas 
piezas  son  de  una  importancia  decisiva,  para  el  caso  de  separación  de  un 
socio  (354  §  penált.),  á  los  efectos  de  los  art.  364  y  369  y  para  apreciar  la 
conducta  de  la  dirección  y  de  los  síndicos;  porque  deben  constituir  un 
estado  fiel  de  los  negocios  sociales.  Asi  es  que,  los  administradores  cul- 
pables ó  infieles,  que  tienden  á  presentar,  ante  los  accionistas  y  el  público, 
en  estado  floreciente  á  la  sociedad  que  dirigen,  ponen  en  juego  toda  su 
habilidad  y  los  secretos  de  la  contabilidad  para  conseguir  ese  resultado  y 
acreditar  eü  establecimiento  y  las  acciones  de  la  sociedad;  adoptando,  al 
efecto,  un  procedimiento  idéntico  al  que  observan  los  que  tratan  de 
obtener  moratorias:  suben  el  activo,  elevando  las  tasaciones,  computando 
créditos  incobrables  y  presentando  como  libres  bienes  que  están  afectados, 
cuando  nó  haciendo  figurar  bienes  que  no  existen;  y  bajan  el  pasivo,  omi- 
tiendo deudas  ó  suprimiendo  los  intereses,  &.  Asi  es  que,  el  Cód.  S.  656 
trae  sabias  disposiciones  sobre  las  bases  de  un  inventario  y  balance,  dis- 
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oadon  de  las  operaciones  realizadas  ó  en  via  de  realización,  ^'^ 
y  la  propuesta  del  dividendo  y  fondo  de  reserva,  en  su  caso.  ^^^ 
N.  P.  189. 

Abt.  362 

Los  síndicos  examinarán  y  formularán  un  dictamen  escrito 
y  fundado  sobre  dichos  documentos,  ^^^  después  de  lo  cual 
se  pondrán,  ^^^  con  la  lista  de  accionistas  que  deben  consti- 

posiciones  inspiradas  en  la  prolija  ley  A.  de  1884;  y  este  punto  constituye 
el  muelle  real  de  toda  la  legislación  sobre  sociedades  anónimas.  Y 
si  difícil  es  averiguar  si  hai  beneficios  ó  pérdidas  y  conocer  su  monto;  lo 
será  mas  saber  cuál  es  un  beneficio  reaUzado  y  liquido  (vé  864). 

(1831)  Es  decir,  de  los  aumentos  y  disminuciones  que  ha  sufrido  el 
capital  primitivo  ó  del  último  balance,  incluyendo  entre  las  últimas  los 
créditos  incobrables.  Como  la  cuenta  de  ganancias  y  pérdidas  es  el  re- 
sumen de  los  resultados  finales  de  las  demás  operaciones  (nota  171),  viene 
á  ser  la  última  operación  del  balance  y  la  fórmula  final  de  los  negocios. 
Ley  A.  de  1884,  art.  184  no  5«. 

(1832)  Esta  memoria  es  el  mensaje  con  que  el  P.  E.  de  la  sociedad 
ilustra  á  la  asamblea,  habilitando  á  ella  y  á  los  síndicos  para  ejercitar 
sus  derechos  y  velar  por  la  sociedad,  con  conocimiento  de  causa.  No  es 
necesario  insistir  sobre  la  importancia  de  estos  documentos  y  la  garantía 
que  su  publicación  presenta,  como  freno  para  los  directores,  ilustración 
del  público  y  crédito  de  la  sociedad  anónima.  Vé  el  862. 

(1333)  Es  decir,  si  hubiere  utilidades.  Los  art.  368  y  364  constituyen 
el  mejor  comentario  sobre  estas  materias. 

(1834)  Esto  es,  examinarán  dichos  documentos  y  dictaminarán  sobre 
su  contenido.  £1  dictamen,  que  ha  de  ser  sometido  al  conocimiento  de 
los  accionistas,  tiene  que  formularse  por  escrito,  debe  fundar  sus  conclu- 
siones y  ser  meditado,  porque  concurrirá  á  formar  la  opinión  de  la  asam- 
blea, y  puede  dañar  la  reputación  de  los  directores  y  al  crédito  de  la 
propia  sociedad.  El  N.  P.  señala  el  plazo  de  quince  días  para  que  los 
síndicos  presenten  su  dictamen,  pero  ese  plazo  puede  ser  á  veces  angus- 
tioso y  no  permitiría  que  los  síndicos  llenaran  su  cometido  concienzuda- 
mente, y  era  preferible  fijar  un  plazo  máximo.  Si  los  síndicos  incurren 
en  un  retardo  culpable,  serán  responsables  del  perjuicio  (vé  346).  El 
Congreso  internacional  de  París  (1889)  resolvió  que  la  ley  debe  autorizar 
á  cierto  n^  de  accionistas  que  representen  tma  parte  notable  del  capital 
social  para  solicitar  el  nombramiento  de  peritos  contadores  encargados 
de  examinar  las  cuentas. 

(1335)  Todos  los  documentos  y  el  dictamen,  entiéndase. 
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ttdr  la  asamblea  general,  ^^^  á  la  libre  inspeooion  de  todos 
los  interesados.  ^^^^  Al  mismo  tiempo  se  imprimirin  estos  do- 
cumentos y  se  repartirán  á  los  accionistas,  por  lo  menos  diez 
dias  antes  del  fijado  para  la  asamblea  general.  De  N.  P.  189 
hasta  §  3o. 

Después  de  aprobados  por  ésta  se  publicarán  en  un  dia- 
rio ^^^  del  domicilio  de  la  sociedad.  *^^  De  mi  361  al  fin. 
Comp.  N.  P.  194. 

Abt.  363 
De  las  utilidades  realizadas  y  liquidas  ^^^  de  la  sociedad 

(1336)  Siempre  que  sea  posible  conocerlos,  por  existir  acciones  nomi- 
nativas (vé  326).  El  objeto  de  la  lista  parece  que  es  informarse  de  que 
los  socios  son  verdaderos  y  no  nombres  supuestos  ó  personas  compla- 
cientes k  quienes  se  trata  de  hacer  votar  con  acciones  ajenas  ó  sin  tenar 
acciones  ningunas  (vé  notas  1251  y  1287). 

(1337)  Estas  palabras  todos  loa  interesados  arguyen  que  podrán  ser  exa- 
minados por  los  accionistas  y  aun  por  los  tenedores  de  obligaciones, 
pues  todos  deben  prepararse  para  la  discusión  de  las  cuentas  en  la  asam- 
blea general  (vé  347  n<»  X^  y  852);  y  como  tales  documentos  están  desti- 
nados á  publicarse,  podría  creerse  que  todo  acreedor  y  cualquiera  persona 
podría  inspeccionarlos,  pero  la  conclusión  contraria  es  mas  seg;ura,  por 
el  entorpecimiento  que  de  tal  inspección  pudiera  resultar,  y  sobre  todo 
porque  se  trata  de  los  secretos  de  un  establecimiento  comerciaL  Ta  he 
dicho  que  el  derecho  al  voto  se  demuestra  mediante  el  depósito  previo 
de  las  acciones  respectivas.  Compara  con  lei  belga  68,  leí  F.  34  y  86, 
S.  641.  I.  178  y  179.  N.  P.  189  §  3o  y  194.  Mi  Proy.  de  Oód.  359  y  360. 
Namur,  vfi  1129  á  1131.  Vidari,  n*  1027  á  1029.  Alauzet,  n»  749  y  760. 
Bédarride,  n»  430  ¿  436. 

(1338)  En  el  caso  del  320  n^  1»  la  publicación  debe  hacerse  en  mae  de 
un  diario. 

(1339)  El  asiento  del  285,  la  situación  del  294  y  el  domicilio  de  este  § 
parecen  importar  lo  mismo.  El  domicilio  de  la  sociedad  es  el  lugar  en 
que  está  situada  su  dirección  ó  administración  (principal,  entiéndase),  sí 
en  sus  estatutos  ó  en  la  autorización  que  se  le  dio  (vé  291  n®  2),  no  tu- 
viere un  domicilio  señalado;  y  cuando  posee  varios  establecimientos  ó 
sucursales,  tiene  su  domicilio  especial  en  el  lugar  de  dichos  estableci- 
mientos, respecto  de  los  negocios  que  aUí  hicieren  ú  obligaciones  que 
contrajeren.  Cód.  Civ.  90  n<»  3®  y  4®  y  Oód.  ant.  41,  cuyo  art  no  debió 
suprimirse.  Vé  nota  2385. 

(1340)  El  Código  no  considera  utilidades  sino  las  realúadas  (321,  334  j 
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deberá  separarse  un  dos  por  ciento,  por  lo  menos,  para  cons- 
tituir un  fondo  de  reserva,  hasta  que  alcance  al  mínimum  del 
diez  por  ciento  del  capital  social.  ^^^ 

864))  ó  irrevocablemente  realizadas,  como  dice  el  art.  siguiente,  y  se  re- 
quiere también  que  las  utilidades  sean  líquidas.    Esto  último  no  presenta 
ninguna  suerte  de  dificultad,  porque  el  beneficio  bruto  no  es  tal  beneficio, 
y  todo  el  mundo  sabe  que  la  utilidad  de  un  negocio  ó  una  serie  de  nego- 
cios se  determina  por  el  saldo  favorable,  y  este  se  obtiene  restaodo  el 
pasivo  (costos,  gastos,  deudas  y  pérdidas)  del  activo  (existencias  en  mer- 
caderías, dinero  y  créditos).    La  gran  cuestión  reside  en  determinar  las 
partidas  que  deben  figurar  en  el  haber  y  en  el  debe  del  balance  social. 
Exigir  que  las  ganancias  han  de  ser  realizadas  no  es  exigir  lo  bastante,  y 
requerir  que  la  ganancia  ha  de  ser  irrevocablemente  realizada  es   acaso 
pedir  demasiado,  cuando  no  un  imposible,  y  siempre  es  querer  resolver 
nn  delicadísimo  problema,  pagándose  de  palabras.   Qué  es  una  ganancia 
realizada?  La  que  se  ha  fijado  en  dinero?  La  ley  no  lo  espresa;  y  si  como 
suele  decirse,  plata  es  lo  que  plata  vale,  no  se  vé  la  razón  para  distinguir 
un  valor  de  otro.    La  dificultad  sube  de  punto,  cuando  se  trata  de  averi- 
guar lo  que  sea  una  ganancia  realizada  de  una  manera  irrevocable,  porque 
esta  frase  no  tiene  un  significado  preciso  ni  en  doctrina  ni  en  legislación; 
y,  dadas  las  constantes  alternativas  de  los  negocios,  porque  propia- 
mente, sólo  después  de  liquidada  la  sociedad,    puede  saberse  si  hay 
realmente  ganancias  irrevocablemente  realizadas.    Y  sobre  todo,  como 
prius  est  esse  quam  esse    talis,  para  saber  si  hai  ganancias   irrevoca- 
blemente realizadas,  es  preciso  averiguar  si  hai   ganancias  realizadas, 
y  para  que  puedan  existir  ganancias  realizadas,  lo  previo  es  saber 
si  hai  realmente  ganancias.    En  otras  palabras,  determinar  qué  par- 
tidas han  de  figurar  en  el  debe  y  cuáles  en  el  haber.    Pero  teniendo 
en  cuenta  lo  que  se  ha  escrito  al  respecto  y  lo  que  se  ha  pasado  en  algu- 
nas sociedades  anónimas,  puede  colegirse  que  la  ley  no  quiere  que  figure 
en  el  haber  ni  se  repute  como  elemento  posible  de  dividendos  á  repartirse, 
el  mayor  valor  de  bienes  raices  y  de  títulos,  cuyo  precio  está  espuesto 
entre  nosotros,  mas  que  en  otras  partes,  á  oscilaciones   considerables  y 
muchas  veces  bruscas;  que  la  ganancia  no  esté  en  el  papel,  ni  en  la  exa- 
geración de  las  tasaciones!,  ni  en  el  valor  artificial  de  las  acciones  de  la 
sociedad  ó  de  otras  acciones;  que  la  ganancia  esté  realizada,  en  el  sentido 
que,  repartida  ella,  el  capital  social  quede  íntegro.  Así,  nada  importaría 
la  cotización  de  títulos  adquiridos  por  la  sociedad  con  sus  ganancias,  si 
ellos  se  reparten  en  especie,  y  dejando  el  capital  intacto  y  hecha  la  re- 
serva legal.    Hai  que  salvar  siempre  íntegro  el  capital,  que  es  la  garan- 
tía del  público,  pues  no  es  lícito  menoscabarlo  directa  ni  indirectamente 
(3B4  09  49  y  su  arg.)  Ck>mp.  con  S.  656. 


AST.  363  415 

Este  fondo  deberá  reintegrarse  siempre  que  se  redujere  por 
cualquier  causa.  ^^^  N.  P.  191  n  Mi  363. 


En  el  activo  habrán  de  computarse  únicamente  los  créditos  cobrados, 
como  pretende  Delangle  y  Bédarride  (n<>  230)?  Soy  de  distinto  parecer 
(vé  á  Namur,  n»  909.  Caluci|  n^  471.  Alauzet,  n<»766),  pues  si  han  de 
tenerse  en  cuenta  las  deudas  y  los  créditos  nó,  será  muí  difícil  que  apa- 
rezcan ganancias;  y  la  práctica  del  comercio  es  computar  en  el  activo 
los  créditos  cobrables,  y  llevar  á  ganancias  y  pérdidas  los  incobrables 
(vé  notas  171,  183 .  y  1331  y  P.  655).  Esto  mismo  parece  colegirse 
del  testo  del  i8,  que  dispone  que  el  balance  comprenda  dos  gprupos  de 
asientos:  en  el  uno  todos  los  bienes,  oréditoa  y  acciones,  y  en  el  otro, 
todas  las  deudas  y  obligaciones.  Sobre  dividendos,  puede  verse  á  Thol, 
§  157  no«  I  y  n.  Caluci,  n®  471. 

(1341)  El  fondo  de  reserva  tiene  por  objeto  hacer  frente  á  los  tiempos 
de  crisis  y  á  las  eventualidades  propias  de  todo  negocio;  y  permite 
asegurar  cierto  dividendo  en  el  año  siguiente,  conservando  asi  el  valor 
de  las  acciones.  Pero  el  2  o/o  de  las  utilidades  es  una  cuota  mui    baja 
y  se  necesitarán  50  años  para  reunir  el  10  o/o  del  capital,  ganando  lOo/o 
todos  los  años.  Así  es  que,  las  leyes  F.,  belga  y  A.,  y  los  Cód.  I.  y  N.  P. 
así  como  mi  Proy.  de  Cód,  fijan  un  5  o/^  para  el  fondo  de  reserva,  cuota 
que  á  Bing  parece  baja.     Si  no  es  posible  repartir  dividendos  (vé  364)  ni 
intereses  á  las  acciones  de  favor  (vé  334)  sino  de  las  gauancias  realiza- 
das, y  de  éstas  hay  que  separar  un  dos  por  ciento  para  fondo  de  reserva, 
no  es  necesario  decir  que  la  reserva,  aunque  puede  ser  empleada  en  cu- 
brir compromisos  sociales,  no  puede  serlo   en  el  pago  de  dividendos. 
Compara  con  Bing,  pág.  226  á  233.  Houpin,  no  540.  Otro  grave  defecto 
de  este  art.  consiste  en  no  haber  establecido  una  pena  pecimiaria,  como 
hacen  todas  las  leyes,por  via  de  sanción  contra  los  administradores,  que 
no  constituyen  el  fondo  de  reserva  ó  no  lo  reintegren,  como  manda  la  ley* 
Sin  embargo,  es  cierto  que  los  socios  podrán  y  los  síndicos  deberán  opo- 
nerse á  que  se  repartan  dividendos  con  perjuicio  de  la  formación    ó 
reintegración  de  la  reserva  ó  que  se  disponga  de  ésta  sin  necesidad;  y 
que  los  violadores  de  la  ley  incurrirán  en  la  responsabilidad  establecida 
en    los  arto«  288,  317,  337,  363  §  últ.  y  364  §  últ    Así,  los  terceros 
perjudicados  por  la  insolvencia  de  la  sociedad  podrían  exigir  de  los  di- 
rectores el  pago  de  las  cantidades  que  formaban  ó  debieron  constituir 
la  reserva  y  que  fueron  distribuidas  como  dividendos  ó  intereses  (arg. 
del  364  §  últ.).  Comp.  Houpin,  no  543,  Bing,  pág.  175,  &.  Por  último,  el 
10  o/o  no  se  computará  sobre  el  capital  suscrito,  sino  sobre  el  realizado. 
Vé  318-2». 

(1342)  Sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  que  pueda  corresponder  á 
los  que  hayan  dispuesto  de  la  reserva  indebidamente  (vé  nota  anterior). 
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Abt.  364 

Ninguna  repartición  podrá  ser  hecha  á  los  accionistas,  bajo 
cualquier  denominación  que  sea,  ^^^^  sino  sobre  los  beneficios 
irrovocablüinente  realizados  y  líquidos,  comprobados  en  la 
forma  determinada  por  este  Código  y  los  estatutos  de  la  so- 
ciedad. 1^** 


Se  discute  en  Francia  si  la  asamblea  tiene  facultad  para  aumentar  el 
fondo  de  reserva^  y  Houpin  (n»  544)  se  inclina  á  la  solución  negativa. 
La  cuestión  es  realmente  difícil,  y  yo  estimo  que  la  conclusión  mas  se- 
gura es  la  que,  equiparando  el  caso  al  de  un  aumento  de  capital  (vé  354 
d9  5o),  lo  someta  á  la  misma  legislación,  por  via  de  analogía;  pero  sin 
conceder  el  derecho  de  separación  á  los  socios  disidentes.  Lo  1®,  porque 
no  serla  prudente  ni  equitativo  que  por  una  mayoría  cualquiera  se  privara 
de  la  repartición  anual  de  los  beneficios,  establecida  en  la  ley  y  en  la 
prActica;  y  lo  2^,  porque  el  derecho  de  separación  es  escepcional,  y  si  se 
justifica  cuando  se  trata  de  exigir  nuevos  aportes,  no  aparece  indispen- 
sable cuando  se  disminuye  ú  omite  repartir  un  dividendo  anual;  mucho 
mas  que  la  tendencia  de  todos  es  repartir  dividendos,  y  los  mas  elevados 
posibles.  No  hay  gerente,  observa  un  escritor,  que  no  haya  cuestión  de 
honor  en  ofrecer  el  mayor  dividendo  posible. 

Respecto  al  fondo  de  amartizaciony  creo  también  que,  cuando  no  se 
halle  establecido  en  el  acto  constitutivo  ó  en  los  estatutos,  su  constitu- 
ción debe  requerir  la  mayoría  de  la  asamblea  establecida  en  el  354;  y 
que  previamente  se  ha  de  separar  el  2  por  ciento  de  las  ganancias  para 
fondo  de  reserva,  y  el  fondo  de  amortización  debe  constituirse  tomán- 
dolo del  remanente  de  los  beneficios.  Puede  verse  á  Houpin,  n».  545, 
respecto  á  otros  puntos. 

(1343)  Vé  el  334  con  sus  notas. 

(1344)  Sobre  este  interesante  tópico,  véanse  las  notas  1330  y  1340;  pre- 
viniendo que  en  este  Código  no  existen  sino  los  art  362  y  363  sobre  lo 
que  aquí  se  llama  forma  de  comprobar  los  beneficios  irrevocablemente  rea- 
lizados y  líquidos;  que  la  repartición  no  se  hace  sobre  los  beneficios,  sino 
de  los  beneficios;  y  que  las  bases  para  la  formación  de  los  balances,  el 
cálculo  de  las  utilidades  y  la  manera  de  distribuirlas,  debe  constar  en  la 
escritura  social  ó  acto  constitutivo  de  la  sociedad:  también  el  Cód.  ant. 
418  se  refería  al  acto  de  sociedad,  palabras  que  la  Comisión  de  Cód.  ha 
sustituido  con  la  de  estatutos,  revelando  así,  una  de  dos  cosas,  ó  que  no 
distingue  suficientemente  ambos  documentos  (vé  notas  1054,  1056,  1301 
y  1318),  ó  que  la  presente  disposición  discuerda  de  la  establecida  en  el 
292  n^.  3o.,  discordancias  que  se  encuentran  con  frecuencia. 
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Los  administradores  ^^*  son  personal  y  solidariamente  res- 
ponsables ^^^  de  toda  distribución  ^^^  hecha  sin  oomprobaoion 
é  inventario  previo  de  las  ganancias  ^^^  realizadas,  ó  en  ma- 
yor soma  que  la  de  estas,  ó  bajo  inventarío  hecho  con  dolo  ó 
culpa  grave.  »**9  De  V.  418. 


SECCIÓN    VII 

De  la  emisión  de  obligaciones 

Abt.  365 

L«is  sociedades  anónimas  pueden  emitir  bonos  ú  obligacio- 
nes, nominales  ^^^  ó  al  portador,  hasta  el  monto  del  capital 

(1345)  Y  los  síndicos,  si  se  comprueba  que  han  desempeñado  mal  su 
mandato.  Vé  346  y  nota  1277,  y  puede  verse  á  Houpin,  u».  484  y  Vidarí, 
no.  936  &. 

(1346)  Es  un  caso  de  aplicación  de  lo  dispuesto  en  los  art.  817,  837  y 
353  §  últ. 

(1347)  Sea  á  titulo  de  intereses  ó  de  dividendos;  ó  boQO  cualquier  deno- 
minacUm^  como  dice  el  inc.  1».    Vé  nota  1343. 

(1348)  El  inventario  es  un  antecedente  indispensable  para  establecer  ó 
liquidar  las  ganancias,  pero  éstas  no  se  inventarían;  mas  es  cierto,  que  la 
dirección  debe  comprobar  la  exactitud  del  balance  y  realidad  de  las  ga- 
nancias, antes  de  proponer  la  repartición  de  ellas  (vé  834  y  361)  á  la 
asamblea  general.  Como  tal  comprobación  ha  de  ser  previa,  el  adjetivo 
préüio  debió  ponerse  en  plural. 

(1349)  Cuándo  haya  culpa  grave  es  cuestión  de  hecho  abandonada  á  la 
prudencia  de  los  jueces,  ya  que  se  trata  de  la  apreciación  de  los  actos  y 
omisiones  de  un  mandatario  (vé  846  y  837  inc.  lo  con  sus  notas).  Comp. 
Vidarí,  no.  936,  8».  edición.  Caluci,  no.  472.  Houpin,  no.  547.  Namur, 
no«.  1068  y  1076.  Alauzet,  no.  764  á  769.  Bédarride,  no.  503  á  505.  Del 
silencio  de  nuestro  art.  resulta  que  los  accionistas  no  están  obligados  á 
devolver  los  dividendos  recibidos,  salvo  el  caso  de  fraude  (arg.  del  389); 
porque  si  hubo  colusión,  responderán  solidariamente,  como  autores  ó 
cómplices  de  un  delito  ó  cuasi-delito.  El  fraude  es  la  escepcion  cons- 
tante de  todas  las  reglas.  Comp.  ley  F.  10,  15  y  45.  Bédarride,  nos.  226, 
227  y  300.  Alauzet,  no«.  579,  683,  684  y  776.  Namur,  n©.  906.  Vidari, 
no».  1057  á  1060  (1045  á  1052, 3»  edición).     Caluci,  no.  465  á  472. 

(1350)  Léase,  nominativas.  Vé  329,  326,  330  y  394  y  la  nota  1193.  Cuan- 

27 
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realizado  y  existente  coaforme  al  último  balance   aproba- 
do. »»si  N.  P.  196-  I.  171. 


do  una  sociedad  no  encaentre  por  conveniente  aumentar  el  número  de 
acciones,  puede  realizar  una  especie  de  empréstito,  emitiendo  bonos  ú  obli- 
gaciones, en  que  se  reconozca  deudora  de  determinada  cuota,  prometiendo 
abonar  cierto  interés  periódico,  y  por  lo  regular  amortizar  paulatinamente 
esas  obligaciones,  por  sorteo  y  á  la  par  ó  en  otra  forma,  al  modo  de  los 
empréstitos.  Gomp.  con  Vidari,  n»*  893  y  894,  8*  edición  y  fiing,  pág.  168, 
177  y  siguientes. 

(1351)  No  es  preciso  que  el  capital  social  esté  totalmente  realizado  ó 
que  las  acciones  estén  liberadas ;  pero  no  basta  que  se  haya  realizado 
todo  ó  parte  de  ese  capital,  si  posteriormente  se  ha  disminuido  por  cual- 
quier causa.   De  manera  que  el  monto  de  las  obligaciones  emitidas  no  ha 
de  exceder  al  saldo  que  arroje  el  último  balance.     Vé  368.    Pero  UeDada 
tal  condición,  nada  importa   que  cou   posterioridad  disminuya  el  capital 
(comp.  con  la  nota  1424);  ya  que  tal  contingencia  es  propia  de  los  nego- 
cios mercantiles  y  no  puede  dar  lugar  á  otras  consecuencias  legales  que 
las  marcadas  en  el  art.  369.     Si  la  emisión  de  las  obligaciones  excede  de 
la  suma  permitida  por  nuestro  art.  las  únicas  obligaciones  válidas  serán 
las  que  estaban  dentro  del  límite  legal,  y  los   adquirentes  de  las  demás 
podrán  demandar  la  rescisión  del  contrato  y  responsabilizar  á  los  directo- 
res (317, 337  y  353  §  últ.).  Comp.  con  .Namur,  n»  1167.  Vidari,  n»  902, 3»  edi- 
ción. Y  cuando  no  sea  posible  comprobar  por  las  fechas  ó  números 
cuáles  SOD  las  obligaciones  que  exceden  el  máximum  legal,  creo  con  Bing 
que  todo  tenedor  de  obligaciones  podrá  demandar  el   reembolso  de  sus 
títulos,  porque  las  condiciones   del   contrato  han  sido  modificadas  en  su 
perjuicio  (vé  216).  Lo  cual  demuestra  que  la  ley  debió  exigir  para  estos 
títulos  idéntica  forma  que  para  la  emisión  de  las  acciones  (vé  326  inc  1® 
y  328:  comp.  con  800),  y  es  visto  cuan  diminuta  resulta  la  legislación  so- 
bre obligaciones.  Así,  el  N.  P.  198,  dispone  que  ^  la  emisión  y  enajenación 
'^  de  las  obligaciones  se  haga  en  los  términos   prescritos  para  las  de 
^  las  acciones,  y  que  además  el  tipo  de  las  obligaciones  sea  idéntico  en 
**  cada  emisión,  aunque  sean  diferentes  el  interés  y  el  plazo  de  amortiza- 
"  cion ;  y  no  pueda  hacerse  nueva  emisión,  ni  con  premio  sorteado,  antes 
^  de  suscrita  y  realizada  la  anterior.  Y  que  la  adquisición  de  obligaciones 
"  propias  y  las  operaciones  sobre  ellas  sólo  podrán  hacerse  por  la  socie- 
^  dad  que  las  emitió,  en  los  términos  prescritos  en  el  art  169  §  2  (vé 
**  nuestro  343),  ó  con  el  fin  de  amortizarlas  ó  convertirlas  *\  También  el 
Cód.  I.  quiere  que  los  títulos  de  las  obligaciones  contengan  las  enuncia- 
ciones prescritas  para  el  programa  de    suscricion  (vé  nuestro  art.  H&f) 
y  un  cuadro  sinóptico  de  las  amortizaciones  á  efectuarse  y  pagos  de 
intereses. 


ABT.  366  419 

Abt.  366 

No  estando  autorizada  por  los  estatutos  la  emisión  de  obli- 
gaciones, sólo  podrá  hacerse  por  resolución  de  la  asamblea 
general.  ^^^^  De  N.  P.  197. 

Por  este  medio,  el  adquírente  posee  la  praeba  de  las  condiciones  esen- 
ciales del  préstamo. 

Es  sensible  que  no  se  hayan  adoptado  tan  sabias  precauciones,  tratán- 
dose de  obligaciones  en  que  los  tenedores  de  éstas  corren  todos  los  riesgos 
y  los  accionistas  se  llevan  la  mc^or  parte  de  las  ganancias.  Vé  352.  Por 
otra  parte,  el  presente  Código,  á  diferencia  del  J.,  no  toma  ninguna  pre- 
caución para  garantirse  de  que  hai  efectivamente  un  capital  dado  sobre 
que  emitir  las  obligaciones,  y  que  la  emisión  no  excede  de  tal  capital;  de 
modo  que  el  público  queda  espuesto  á  un  grave  peligro.  Comp.  con  el 
318,  3»  y  con  el  Gód.  I.  172,  Vidari,  n«»  907  á  911.  Con  legislación  tan 
imprevisora  no  es  probable  que  las  obligaciones  ganen  terreno  en  la  opi- 
nión del  público.  Es  entendido,  por  lo  demás,  que  la  cantidad  de  la 
emisión  es  la  que  se  toma  en  cuenta,  y  nó  el  producto  real  de  ella;  que  el 
tenedor  de  una  obligación  es  un  prestamista,  acreedor  común,  como 
cualquier  otro  y  que  ejecuta  un  acto  de  comercio  (vé  558  y  Houpin,  n9 
75).  Bespecto  á  las  formas  de  reembolso,  véase  al  mismo,  n^*  77  y  78,  á 
Vidari,  n»  912  y  á  Bing,  pág«  177  á  182.  Salvo  pacto  en  contrarío  ó  con- 
sentimiento del  interesado,  éste  no  puede  ser  obligado  al  reembolso  del 
préstamo  contenido  en  la  obligación  antes  del  plazo  (Cód.  Qiv.  570  y 
1197).  Sobre  cuál  sea  la  responsabilidad  del  adquirente  y  sus  cesiona- 
rios de  una  obligación  sobre  cuyo  importe  se  adeuden  una  ó  mas  cuotas, 
véase  al  mismo  Houpin,  n<>  81.  Vé  nota  1270.  Para  terminar,  notaré  que 
la  cédula  ó  bono  hipotecario  es  una  obligación  con  garantía  de  la  hipo- 
teca; que  la  denominación  de  bono  es  menos  aceptable  que  la  de  obligación 
y  que  los  ingleses  llaman  á  ésta  deventure, 

Bespecto  á  emisión  ilegal,  véase  Proy.  de  Cód.  Penal  333. 

(1352)  De  modo  que  si  la  emisión  de  obligaciones  está  autorizada  por 
los  estatutos,  y  con  mas  razón,  si  por  el  acto  constitutivo,  podrá  efec- 
tuarse por  la  simple  resolución  del  administrador  ó  de  la  mayoría  de  los 
directores.  Tal  franquicia  no  puede  ser  aplaudida,  y  tratándose  de  un 
acto  de  tan  graves  consecuencias,  debió  ser  equiparado  á  los  que  enumera 
el  354  y  sometido  á  idénticas  precauciones,  como  lo  hace  el  I.  172.  Si 
nuestro  art.  es  violado,  la  emisión  toda  será  nula,  y  los  directores  incur- 
rirán en  la  responsabilidad  establecida  en  los  art.  317,  337  y  353  §  últ. 
En  este  sentido  Bing,  pág.  175.  Vé  final  de  la  nota  1306  y  el  .H50  inc.  I». 
Haré  notar  que  la  disposición  de  nuestro  art.  difiere  completamente  de 
BU  modelo  y  no  tiene  precedente  alguno  legislativo  en  su  favor.    No 
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Aet.  867 

SI  para  la  emisión  de  obligacioaes  se  hubiere  de  recurrir  á 
la  suscricíon  pública,  ^^^^  se  indicarán  en  los  programas  todas 

• 

las  circunstancias  sobre  el  estado  de  la  sociedad  y  el  objeto 
y  coadiciones  de  la  emisión,  que  sean  necesarias  para  el  jui- 
cío  exacto  de  los  suscritores.  ^^^  Comp.  N.  P.  198.  De  I.  173. 

Abt.  368 

Las  sociedades  que  emitieren  obligaciones  conforme  á  los 
artículos  anteriores,  deberán  publicar  mensualmente  un  ba- 
lance de  su  activo  y  pasivo.  *^^^  De  N.  P.  196. 


SECCIÓN  vm 

De  la  disolución  ^^^ 

Aar.  369 

Luego  que  los  directores  ó  administradores  se  cercioren  de 
que  el  capital  social  ha  sufrido  una  pérdida  de  cincuenta  por 
ciento,  tienen  obligación  de  declararlo  ante  el  Tribunal  de 

habrá  de  por  medio  un  error  de  traducción?    Nótese  que  la  emisión  se 
hace  sin  intervención  del  P.  E. 

(1353)  Pues  á  veces  sucede  que  uno  ó  mas  capitalistas  toman  todas  hs 
obligaciones  que  una  sociedad  va  á  emitir,  con  el  propósito  de  negociarlas 
en  seguida. 

(1354)  Muí  superior  á  las  generalidades  de  nuestro  art.  es  la  disposi- 
ción concreta  y  circunstanciada  del  173  I.  Asi,  debió  exigirse  siquiera 
que  se  haga  couocer  del  público  el  monto  de  la  emisión. 

(L355)  Es  esta  una  buena  precaución  del  N.  P.;  á  condición  de  que  el 
balance  lleve  el  vist)  bueao  de  los  síndicos,  por  la  misma  razón  que 
deben  llevarlo  los  balances  trimestrales,  que  en  nuestro  caso  serán 
mensuales. 

(1356)  Es  un  caso  curioso  y  sin  precedente  en  los  Cód.  que  haya,  en 
im  solo  Título,  dos  rubros  iguales,  el  de  esta  Sección  y  en  el  Capítulo 
noveno. 


▲BT.  421 

Comercio  respectivo,  pablicando  su  declaración  en  los  diarios 
de  la  localidad.  *^'' 

Si  la  pérdida  es  de  setenta  y  cinco  por  ciento,  la  sociedad 
se  considerará  disaelta  ipso  jure,  ^^^  y  los  directores  serán 
responsables,  personal  y  solidariamente,  hacia  los  terceros,  de 
todas  las  obligaciones  qne  hayan  contraido  después  que  la 
existencia  de  ese  déficit  haya  llegado  ó  debido  llegar  á  su  no- 
ticia. >35»  V.  419.  H.  47.  Leí  F.  37.  A.  240. 1.  146  inc.  lo  y  2o. 


(1357)  El  Cód.  bol.  y  sus  imitadores  han  considerado  con  razón  que  la 
pérdida  del  capital  social  era  un  hecho  demasiado  grave  para  que  no 
fuera  puesto  en  conocimiento  de  los  accionistas,  de  los  acreedores  socia- 
les y  del  público  en  general,  para  gobierno  de  todos.  Vé  el  1546  n«  10. 
Mas  como,  por  su  misma  gravedad,  la  publicidad  del  hecho  producirá  la 
alarma  consiguiente  y  cerrando  las  puertas  del  crédito  á  la  sociedad, 
puede  precipitar  su  ruina,  la  mas  vulgar  prudencia  aconseja  que  se  tiente 
el  camino  del  aumento  de  capital,  ó  mejor,  de  su  reposición  (vé  354  n^  5<'), 
á  fin  de  escusar  la  revelación  pública  y  solemne,  impuesta  por  el  presente 
inciso  y  evitar  una  inminente  disolución  de  la  sociedad.  Habrá  pérdida 
(le  la  mitad  del  capital  social,  cuando  en  ese  momento,  balanceado  el 
activo  y  el  pasivo,  todo  el  capital  realizado  de  la  sociedad  esté  reducido 
ul  50  <»/o.  Cómo  se  hace  el  balance,  queda  dicho  en  la  nota  1340.  Si  los 
administradores  no  cumplen  con  las  prescripciones  contenidas  en  este 
inciso,  satisfarán  los  daños  que  causen,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el 
337  y  288.  La  declaración  parece  que  deberá  hacerse  por  escrito,  ya 
por  ser  tal  la  forma  ordinaria  en  materia  de  mayor  cuantía,  ya  como  el 
temperamento  mas  serio  y  seguro;  pero  creo  que  en  rigor  podría  hacerse 
la  declaración  verbalmente  ante  el  juez  y  el  actuario,  estendiéndose  el 
acta  respectiva. 

La  frase  8U  declaración  se  refiere,  n<)  á  la  del  Tribunal,  sino  á  la  de  los 
administradores;  y  los  diarios  de  la  localidad^  parece  que  debe  entenderse 
del  domicilio  de  la  sociedad,  como  en  el  caso  del  362;  aunque  por  exceso 
de  prudencia  podría  hacerse  también  la  publicación  en  el  lugar  asiento 
del  juzgado,  cuando  sea  distinto.  Aun  habría  convenido  estender  á  este 
caso,  la  disposición  del  294. 

(1358)  Oomp.  con  el  Cód.  Oiv.  1771,  y  Houpin,  n«  636.  Una  sociedad  que 
ha  comprometido  las  3/4  partes  de  su  capital,  si  no  lo  está  ya,  parece 
condenada  á  una  completa  ruina. 

(1359)  De  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  288;  porque,  prolongando 
ilegalmente  la  existencia  de  la  sociedad,  viola  la  ley  y  compromete  gra- 
vemente los  intereses  sociales  entregados  á  su  lealtad.    Los  directores 
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Abt.  370 

Las  sociedades  anónimas  sólo  pueden  disolverse :  ^^^ 

lo  Por  la  espiración  del  término  de  su  duración,  ^^*  ó 
por  haberse  acabado  la  empresa  que  fué  objeto  espe- 
cial de  su  formación;  ^*^* 

2o  Por  quiebra;  ^^^^ 

3o  Por  liquidación,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior;  ^^^ 

4o  Por  la  demostración  de  que  la  compañía  no  puede  lle- 
nar el  fin  para  que  fué  creada. 

Esto  último  resultará,  ó  de  la  resolución  de  la  mayoría  ^^^ 

responderán  también  de  los  perjuicios  que  causen  á  la  sociedad,  faltando 
á  sus  deberes  de  mandatarios. 

La  última  frase  del  §  se  explica,  porque  j>ana  injure  sunt  adre  et  noUe 
8cire  et  scire  deberé.   Vé  Cód.  Civ.  929. 

(1360)  Leyendo  las  notas  1303,  1305  y  1362  se  verá  que  los  motivos 
de  disolución  enumerados  en  este  art.  no  son  los  únicos.  Comp.  el  pre- 
sente con  el  419  y  el  422. 

(1361)  Vé  318  no  4  y  422  n9  I».  Si  hai  próroga,  la  sociedad  no  se  di- 
suelve (vé  424  y  364  n»  S»). 

(1362)  Por  haberse  realizado  el  objeto  de  la  empresa,  ó  por  falta  ó 
cesación  del  mismo.  Vidari,  n®»  1070  y  1079.  Ni  importa  que  el  término 
pactado  no  se  halle  vencido  todavía  (el  mismo,  n<>  1078);  asi  como,  fene- 
cido el  término  de  duración,  nada  significa  que  no  estén  concluidos  los 
negocios  que  la  sociedad  tenia  por  objeto.  Cód.  Civ.  1764.  Cesa  también 
la  sociedad  al  cumplirse  la  condición  á  que  fué  subordinada  su  dura- 
ción: dicho  art.  y  mi  Proy.  de  Cód.  370. 

(1363)  Por  la  quiebra  de  la  sociedad  (vé  nota  lb33);  aunque  fuera  se- 
guida de  concordato,  agregan  Pardessus  n®  1061  y  Yidari  n<>  1082  y  mi 
Proy.  de  Cód.  370  n»  4,  siguiendo  al  I.  En  contra,  Thaller  II  pág.  206  y 
226,  quien  observa  que  la  liquidación  no  importa  necesariamente  el  ñn 
de  la  existencia  de  la  sociedad;  tanto  mas  que  ésta  puede  continuar  ne- 
gociando, en  virtud  del  concordato.  Adde,  Alauzet,  n^  486. 

(1364)  Este  es  un  puro  error,  que  se  ha  tomado  de  la  Comisión  de  1873; 
pues  la  sociedad  no  se  disuelve  por  su  liquidación,  sino  que  la  liquida- 
ción es  una  consecuencia  de  su  disolución.  Asi,  en  el  referido  art.  anterior 
la  ley  pronuncia  la  disolución. 

(1365)  Este  es  un  caso  de  disolución  anticipada  de  la  sociedad,  que  se 
acordará  no  por  la  mayaría  de  loa  socios  en  asamblea  general,  sino  con 


ABT.  370  Y  371  423 

de  los  socios  en  asamblea  general,  ó  de  la  declaración  que 
haga  el  P.  E.  al  retirar  la  autorización  ^^^  á  que  se  refiere  el 
artículo  318.  V.  422.  Comp.  B.  296.  P.  694-696.  E.  329-330. 
N.  E.  221.  W.  216  y  216.  A.  242. 1.  189  á  191. 

Abt.  371 

Disuelta  la  sociedad,  será  liquidada  por  los  directores  ó 
administradores,  si  no  se  dispone  otra  cosa  por  los  estatu- 
tos. 1^  V.  423.  H.  66. 


sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  354.  Vé  nota  1303.  Estas  frecuentes  incon- 
gruencias provienen  de  que  se  han  conservado  las  disposiciones  viejas  al 
lado  de  las  nuevas,  sin  cuidar  de  armonizarlas. 

Thol,  §  168,  establece  que  la  sociedad  subsiste,  aimque  todas  las  accio- 
nes se  reúnan  en  una  mano,  y  suponiendo  que  tal  hecho  sea  posible  se- 
gún los  estatutos  y  sea  demostrable  cuando  las  acciones  son  al  portador 
(vé  nota  1148  y  art.  329  n<>  4»  y  339),  debe  aceptarse  tal  conclusión,  por 
no  ser  repugnante  á  la  razón  y  ser  conforme  al  testo  absoluto  del  proe- 
mio de  nuestro  art.  El  tenedor  de  todas  las  acciones  ó  de  la  casi  tota- 
lidad podrá  obtener  la  disolución  de  la  sociedad  (vé  354  n»*  1^  y  3<*),  si 
le  conviene;  pero  no  sería  razonable  forzar  á  la  sociedad  á  que  entre  en 
liquidación,  ya  que  las  consideraciones  que  han  aconsejado  la  disposición 
escepoional  del  318  no  !<>  fallarán  en  el  presente  caso.  Por  todo  lo  es- 
puesto reputo  arbitraria  la  doctrina  opuesta  que  parece  prevalente  en 
Francia.  Vé  á  Houpin,  n»  636. 

(1366)  El  gobierno  debe  ser  mui  mirado  y  parco  en  tan  grave  asunto 
(vé  nota  1153  á  1156),  dice  Troplong.  La  disolución  de  la  sociedad  se 
opera,  en  todos  los  casos,  ipao  jure  (vé  369  inc.  2®),  sin  necesidad  de  in- 
terpelación judicial  ó  de  que  intervenga  una  sentencia  (comp.  216  inc  2®). 
Puede  haber  necesidad  de  ocurrir  á  los  tribunales,  para  que  dirima  la 
cuestión  existente  sobre  el  hecho  ó  el  derecho  aplicable;  pero  la  disolu- 
ción habrá  tenido  lugar  con  el  hecho  mismo  que  la  causó  y  nó  recien  me- 
diante la  sentencia.  De  Pont,  n*»  676  y  677.  Vidari,  n®  1090.  La  sentencia 
que  declara  disuelta  la  sociedad,  tendrá  efecto  retroactivo  al  dia  en  que 
t<  ivo  lugar  la  disolución,  dice  el  Oód.  Civ.  1776;  aunque  en  el  art.  anterior 
huya  establecido  que  la  sociedad  queda  disudta  por  la  sentencia,  doctrina 
equivocada  y  banal.    Vé  el  429,  así  como  el  435. 

(1367)  Esta  disposición  no  hacia  falta,  por  hallarse  comprendida  en  la 
de]  434.  Puede  verse  el  402,  asi  como  el  435  y  siguientes.  Es  entendido 
quo  el  punto  puede  esteur  previsto  en  el  acto  constitutivo  ó  contrato  social 
(vé  291  n9  6o).    Siendo  la  liquidación  una  continuación  de  la  administra- 
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CAPÍTULO  CUAUTO 

De  las  sociedades  en  comandita 

t 

Abt.  372 

S j  llama  sociedad  en  comandita,  la  qne  se  forma  cuando 
dos  ó  más  personas,  ^^^^  de  las  cuales,  á  lo  menos,  una  es  co- 
merciante, ^^®®  se  reúnen  para  objeto  comercial,  ^^''^^  obligán- 
dose el  uno,  ó  unos,  como  socios  solidariamente  responsables, 

clon  de  la  sociedad,  nadie  está  mas  indicado  para  aquella  operación  que 
el  propio  administrador. 

Los  excesos  de  loe  fundadores  (vé  324  §  últ.),  de  que  puede  dar  una 
idea  Thol  en  su  §  131,  y  los  peligros  déla  omnipotencia  de  ios  directores, 
tan  difíciles  de  prevenir  y  descubrir;  y  descubiertos,  el  riesgo  de  que  la 
responsabilidad  sea  ilusoria,  por  insolvencia  ó  interposición  de  personas, 
han  convencido  á  los  legisladores  de  la  necesidad  imperiosa  que  existe 
de  establecer  penas  contra  tales  abusos.  Sólo  la  Comisión  de  Cód.  ha 
desatendido  las  enseñanzas  de  la  experiencia,  sin  que  pueda  alegar  que 
enta  es  materia  propia  del  Cód.  penal,  ya  que  reconoce  que  las  penas 
pueden  ser  establecidas  en  el  Cód.  de  Com.  (p&g.  XXT  de  su  Informe)  y 
mui  severas,  como  puede  verse  en  el  86.  La  sanción  que  parece  incluir 
el  1 606  sólo  se  aplicará  en  caso  de  quiebra  y  63,  por  tanto^  insuficiente. 
Agregúese  lo  dicho  en  la  nota  304;  y  puede  vorse  sobre  esta  materia  á 
Bing,  pág.  433  á  438;  Vidari,  n»  1303  á  1314.  Manoini,  n»  CXVI;  mi 
Proy.  de  Cód.  423  á  428  y  Proy.  de  Cód.  Penal  210  n»  3o,  215,  217  y  2)8. 

(1368)  Compara  con  las  definiciones  de  los  art>  282,  301, 313,  38:^  y  395. 

(1369)  Como  la  comercialidad  de  una  sociedad  depende  de  la  natura- 
leza ú  objeto  de  ella,  salvo  si  tiene  la  forma  anónima  (vé  282),  y  nó  de 
que  uno  ó  mas  socios  sean  comerciantes,  tanto  que  una  sociedad  civil  no 
modifica  su  carárOter  porque  todos  sus  socios  sean  comerciantes,  no  acepté 
en  mi  Proy.  de  Cód.  297  la  exigencia  del  Cód.  ant.  de  que  un  socio,  á  lo 
menos,  sea  co  Jierciante.  ^^  Ni  importa,  dice  Vidari  (p9  459,  3^  edición), 
para  que  una  sociedad  se  deba  tener  por  comercial,  que  sus  miembros 
sean  .ya  ó  no  sean  comerciantes,  ó  que  lleguen  ó  no  ¿  serlo,  asumieudo 
la  calidad  de  socios;  porque  la  naturaleza  comercial  se  debe  colegir  es- 
elusivamente  de  su  objeto,  cuya  naturaleza  no  se  modifica  por  aquellas 
circunstancias. 

Tampoco  hay  consecuencia  en  las  doctrinas  de  la  Comisión,  pues  ha- 
biendo suprimido  el  447  del  Cód.  ant.  que  exigía  que  el  socio  gerente  de 
una  sociedad  accidental,  á  lo  menos,  debia  ser  comerciante,  no  debiera, 
con  mas  raaon,hac«r  tal  exigencia,  tratándose  de  la  sociedad  en  comandita 
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7  permaneciendo  el  otro,  ú  otros,  simples  suministradores  de 
capital,  bajo  la  condición  de  no  responder  sino  con  los  fon- 
puesto  que  hadéndoBe  comerciante  el  socio  gerente  de  la  comandita,  por 
el  mero  hecho  de  su  carácter  de  tal,  el  requisito  carece  de  razón.  Vé  nota 
1430.  Agregúese,  que  nuestro  art.  es  tanto  mas  arbitrario  é  ilógico, 
cuanto  que  no  exige  qae  el  socio  comerciante  sea  el  administrador  (aun- 
que ello  sucederá  casi  siempre)  y  se  contenta  con  que  un  socio  cualquiera 
lo  sea,  aimque  haya  diez  que  no  lo  sean.    Comp.  con  el  572. 

(1370)  Compara  con  la  definición  del  282.  La  sociedad  colectiva  es  el 
derecho  común  (vé  nota  1096),  así  en  materia  civil  como  en  la  comercial, 
y  la  en  comandita  se  considera  como  una  restricción  ¿  las  reglas,  ge- 
nerales. En  contra  Vidari,  n«  711  (609  de  la  3»  edición).  Por  esto,  debe 
el  comanditario  esplicar  con  claridad  que  no  compromete  mas  que  su 
aporte,  porque  la  duda  podría  interpretarse  en  su  perjuicio.  En  caso  de 
duda,  la  sociedad  se  reputará  colectiva,  dice  el  Ch.  490.  Asi,  se  ha  juz- 
gado que  es  socio  solidario  el  que  se  comprometió  á  pagar  una  parte  fija 
en  las  pérdidas,  aunque  su  nombre  no  íigurara  en  la  firma  social,  ni 
usara  de  ésta  ni  tomase  parte  en  la  administi*acion  de  la  sociedad:  vé  á 
Bédarride,  n©  197;  y  pueden  verse  los  n»»  186  á  199.  Vé  374  á  377. 
Siendo  la  comandita  una  sociedad  eminentemente  comercial,  todo  el  que 
forma  parte  de  ella  ejerce  un  acto  de  comercio.  Los  fundamentos  en 
pro  y  en  contra  de  esta  famosa  cuestión  pueden  verse  en  Bédarride, 
n»  241.  Namur,  n»  904.  Alauzet,  n»  638.  Vidari,  n^«  132  y  612.  El  coman- 
ditario es  tan  socio  como  el  accionista  de  la  sociedad  anónima,  carácter 
que  el  mismo  puede  asumir  (vé  380  y  381),  y  si  por  derecho  está  esduido 
de  la  administración,  ejerciendo  de  hecho  tal  poder,  quedará  responsable 
hacia  los  terceros  como  si  fuera  socio  solideurio  (377  §  últ.)  Vé  á  Troplong, 
noB  442  y  443.  Namur,  n»  8Ví4  y  Vidari,  n«  713  (611  de  la  3»  edición). 
Todos  los  escritores  están  conformes  en  que  los  comanditarios  pueden 
pedir  la  separación  de  un  mal  gerente  (409  inc.  29  y  Cód.  Civ.  1681)  y 
nombrar  otro  en  reemplazo  del  exonerado;  lo  cual  prueba  que  la  in- 
movilidad del  gerente  no  es  una  condición  esencial  á  la  comandita,  y  que 
asi,  nada  obsta  á  que  los  comanditarios  se  reserven  en  el  contrato  social, 
el  derecho  de  remover  ad  wutum  al  gerente  de  la  sociedad.  La  reconsti- 
tución de  la  sociedad  t-ampoco  es  un  acto  de  administración,  puesto  que 
es  inherente  á  toda  colectividad  el  poder  necesario  para  constituirse 
y  reconstituirse.    Puede  verse  á  Troplong,  n»  433  y  á  Alauzet,  n®  B44;  A. 

Gomo  los  capitales  aportados  pasan  á  ser  propiedad  de  la  sociedad 
(Bédarride,  n»  221:  vé  Oód.  Civ.  1702  á  1704),  ésta  no  puede  pagar  intere- 
ses por  lo  que  es  suyo;  y  si  los  promete  á  los  comanditarios,  agrega  aquel 
autor  (vé  224)— no  sin  algún  embarazo  é  incoherencia,  que  traicionan  su 
difícil  posición— debe  entenderse  que  es  á  título  de  ganancia  9uu^ementaria^ 
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dos  declarados  en  el  contrato  ^'^i  (De  p.  23.  N.  P.  lOB  §  3o). 
Si  hubiese  más  de  nn  socio  solidariamente  responsable,  ya 
sean  varios  ó  uno  solo  los  encargados  de  la  gerencia,  la  so- 
ciedad será  al  mismo  tiempo  en  nombre  colectivo  para  ellos, 
y  en  comandita  para  los  socios  que  no  han  hecho  más  que 
poner  los  fondos.  ^378  y.  425.  B.  311.  P.  24.  S.  693. 1  115. 

Abt.  373 

En  la  sociedad  en  comandita  no  es  necesario  que  se  inscri- 
ba en  el  registro  de  comercio  el  nombre  del  socio  comandita- 
como  un  dividendo  del  beneficio  á  obtenerse;  de  que  concluye  que  lo  reci- 
bido como  intereses  por  el  comanditario,  quedará  sujeto  á  repetición,  si 
en  el  momento  del  pago,  la  sociedad  no  hubiese  realizado  beneficios.  Aun 
entendida  de  esta  manera,  la  cláusula  que  acuerda  intereses  al  capital  del 
comanditario,  presentaría  todavía  dificultades  prácticas  y  peligros.  Ade- 
más, el  empleo  de  este  medio  tortuoso  en  vez  de  un  aumento  en  las  ga- 
nancias, hace  mui  sospechoso  el  espediente.  Asi,  el  382  ha  hecho  muí 
bien  al  disponer  que  la  sabia  y  prudente  disposición  del  834  sea  estensiva 
á  nuestro  caso;  puesto  que  la  posición  del  comanditario  es  idéntica  á  la 
del  accionista,  tanto  que  en  los  casos  del  881  Uega  á  ser  efectivamente  un 
accionista;  y  subsisten  las  razones  todas  que  fundan  aquella  disposición. 
Vé  notas  1229  y  1280.  La  discusión  en  derecho  francés  puede  verse  en 
Nauíur,  n»  908,  y  los  autores  que  allí  cita.  Comp.  con  Alauzet,  n^^  686 
y  687.  Vé  nota  1886. 

(1871)  Como  se  declara  en  los  art.  874  y  876.  Asi,  la  combinación  en 
comandita  es  de  carácter  mixto:  colectiva  para  el  socio  ó  socios  solida- 
rlos (vé  882  con  sus  referencias  y  notas),  y  anónima  para  el  socio  ó  socios 
comanditarios  (vé  880  y  88 1).  Vé  nota  1872. 

Sociedad  en  comandita  es,  pues,  aquella  que  ejerce  el  comercio  bajo  una 
razón  social  (vé  HOl  y  875)  y  en  la  cual  uno  ó  mas  socios  resx>onden  ili- 
mitada y  solidariajiente  hacia  los  terceros  por  todas  las  obligaciones 
sociales  (vé  el  443),  y  el  otro  ó  los  otros  socios  responden  únicamente 
hasta  la  concurrencia  de  la  suma  determinada  en  el  contrato.  Mi  Proy. 
de  Cód.  297.  Vé  sus  citas. 

(1872)  Vé  el  8L2  y  la  nota  1128.  T  si  la  sociedad,  usando  de  la  facul- 
tad que  le  acuerda  el  880,  emite  acciones  por  una  parte  del  capital  de 
los  comanditarios,  tendrá  un  triple  carácter;  pero  mientras  no  llegase  el 
caso  del  881  no  revestirla  la  calidad  de  anónima.  Llegado  ese  caso,  la  so- 
ciedad sería  á  la  vez,  en  comandita,  solidaria  y  anónima  para  los  socios; 
pero  respecto  á  los  terceros  ésta  última  calidad  absorbería  á  la  primera. 
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rio;  pero  se  requiere  esencialmente  que  se  declare  en  el  re*- 
gistro  la  suma  cierta  del  total  de  los  capitales  puestos  en 
comandita.  ^^^  V.  426.  B.  312. 

Abt.  374 

En  las  compañías  en  comandita  son  responsables  solidaria- 
mente de  los  resultados  de  todas  las  operaciones,  el  socio  ó  so- 
cios que  tengan  el  manejo  ¿  dirección  de  la  compañía,  ó  estén 

Por  nuestro  derecho  creo  que  no  seria  legalmente  posible  el  raro  caso 
presentado  por  Thól,  de  una  comandita  por  acciones  que  aceptase  un 
socio  comanditario.  Vé  326  inc.  I®. 

Véase  á  Caluci,  n*»  318  y  326. 

La  acomandita  del  derecho  antiguo,  nacida  de  la  accamenda  italiana 
(contrato  en  virtud  del  cual  una  persona  confiaba  ¿  un  comerciante  que 
jse  dirigía  á  la  féiia  ó  á  un  capitán  de  buque,  un  capital  en  mercaderías, 
con  el  fin  de  venderlas  ó  permutarlas  por  otras  mercaderías,  con  cargo 
de  pagar  el  importe,  ganando  una  utilidad),  establecía  entre  los  contra- 
yentes relaciones  sociales  de  ima  naturaleza  idéntica  á  la  de  la  moderna 
sociedad  en  participación.  Esta  última,  á  su  vez,  fué  por  mucho  tiempo 
conocida  con  el  nombre  de  sociedad  anónima,  á  causa  de  no  tener  razón 
social  (vé  395). — Eu  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inc.  últ.  los  art.  802  á 
311  son  un  complemento  del  presente  Capítulo. 

(1373)  Con  el  fin,  sin  duda,  de  responsabilizar  á  los  comanditarios  y 
exigir  del  socio  gerente  la  justificación  del  empleo  de  ese  capital;  y  si 
esa  prescripción  no  se  cumple,  la  inscripción  se  tendrá  por  inexistente, 
porque  la  ley  la  declara  espresamente  esencial  (vé  437,  294  y  296).  Pero, 
pienso  con  Bédarride  (n®*  383  y  384)  y  Alauzet  (n»  827)  que  por  el  mero 
hecho  de  la  omisión,  el  comanditario  ó  comanditarios  no  se  trocarán  ne- 
cesariamente en  socios  solidarios,  como  establece  el  A.  163,  puesto  que 
no  han  consentido  en  tomar  sino  una  responsabilidad  limitada  y  perma- 
necen estraños  al  registro  del  instrumento  sociaL  Gomp.  con  el  294  §  últ. 
298  §  últ  y  299.  Delangle  y  Orlando,  nota  406.  Vé  final  de  la  nota  1058. 
El  deseo  de  escusar  el  nombre  del  comanditario  tiene  un  fundamento  his- 
tórico (vé  á  Bédarride,  n»  171  y  214)  y  se  esplica;  pero  se  prestará  á  abu- 
sos y  mistificaciones,  especialmente  cuando  las  constancias  del  contra- 
to social  figuren  en  ima  escritura  privada  (vé  289),  y  se  haya  omitido 
anotar  en  la  escritura  de  sociedad  que  ese  instrumento  queda  registrado, 
no  tondrán  mas  publicidad  que  la  mui  limitada  del  registro.  Así  es 
que  estimo  mucho  preferible,  y  lo  proyecté  en  mi  Cód.  257,  que  se  inscri- 
ba en  el  registro  el  nombre  de  todos  los  socios,  como  quería  SaJipaio,  y 
lo  disponen  los  Cód.  A.  I.  y  S.  y  oon  cierta  limitación  la  lei  belga,  7 


428  TÍT.  nr.  db  las  socebdadbs 

incluidos  en  el  nombre  ó  razón  social.  ^^'^^  V.  427.  E.  270.  F. 
24.  A.  168. 

Abt.  375 

Los  comanditarios  uo  pueden  incluir  sus  nombres  en  la  ra- 
zón social.  F.  25.  E.  271. 

Si  lo  hicieren,  ^^'^^  se  constituyen  solidariamente  responsa- 
bles, como  si  fueran  administradores.  Y.  428.  Massé  j}9  1968. 
W.  233.  B.  314.  A.  168. 1.  1 14.  N.  E.  147. 

Aet.  376 

La  responsabilidad  de  los  socios  comanditarios  en  las  obli- 
gaciones y  pérdidas  de  la  compañía  está  limitada  á  los  fon- 


n»  6o.  Comp.  con  Namur,  d9  82B.  Y  nótese  que  el  Cód.  suiaso  de  las  obli- 
gacioDOs  y  la  leí  alemana  de  1884  son  oousideradoB  como  la  última 
palabra  de  la  legislacitn  contemporánea  sobre  esta  materia. 

(1374)  Es  esencial  en  esta  S'*ciedad  qae  la  gerencia  y  la  responsabili- 
dad solidaria  vayan  unidas  (vé  388  inc.  l^»),  porque  esa  responsabilidad 
es  ganvntla  de  buena  administración,  que  no  presenta  el  comanditario. 
Los  terceros  se  fijan  principalmente  en  Ja  solvencia  del  socio  ostensible 
cou  quien  contratan,  no  siempre  se  encuentran  en  aptitud  de  examinar  el 
registro  de  comercio,  y  sería  esponerlos  á  uua  decepción.  En  compensa- 
ción de  su  grave  responsabilidad,  el  socio  solidario  tiene  la  administra- 
ción esclusiva  de  la  sociedad  (vé  379).  El  presente  art.,  el  siguiente  y  el 
377  constituyen  al  propio  tiempo  la  demostración  y  el  desenvolviqíiento 
de  aquel  principio.  Y  aun  en  el  caso  de  que  la  comandita  sea  por  acciones 
(vé  381),  las  facultades  atribuidas  al  sindico  (vé  340)  para  controlar  la 
marcha  de  la  administración  social  y  evitar  daños,  no  constituyen  una 
intervención  directa  en  la  gerencia  social,  y  deben  ejercerse  de  modo  que 
no  entorpezcan  la  regularidad  de  la  administración  (§  últ  de  dicho  art.). 
Es  cierto,  sin  embargo,  que  la  constante  vigilancia  y  examen  del  sindico 
puede  comprometer  el  secreto,  indispensable  eu  ios  negocios,  y  prestarse 
á  otros  abusos,  causando  talvez  la  ruina  del  gerente.  Toca  á  éste  apre- 
ciar esos  inconvenientes  y  peligros,  y  no  prestarse  á  que  la  sociedad  emi- 
ta acciones  ó  exigir  que  el  sindico  ofrezca  las  garantías  suficientes  de 
secreto  y  lealtad.    Vé  872  y  376. 

(1375)  Si  áloe  comanditarios  se  les  permitiera  incluir  sus  nombres, 
podrían  inducir  ea  error  á  los  terceros,  que  los  tomasen  por  socios  solida- 
rios ó  gerentes.  El  registro  de  oomerdo  ee  un  medio  imperfecto  de  publi- 
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dos  que  pusieron  ó  se  obligaron  á  poner  en  la  comandita.  '^' 
V.  429.  E.  278  ino.  1°.  II  De  F.  26.  P.  652.  "W.  241.  B.  213. 
H.  20.  N.  E.  148.  L  lié.  N.  P.  204. 
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cidad,  y  la  rapidez  de  los  negocios,  las  distancias  y  otras  causas  pueden 
hacer  que  no  se  conozcan  ó  recuerden  las  constancias  del  registro.  Vé  la 
nota  anterior.  En  la  disposición  idéntica  del  299  se  hallará  un  comple- 
mento de  la  presente,  y  en  la  nota  1090  se  verá  la  importancia  especial 
que  tiene  la  razón  social  y  la  inclusión  del  nombre  de  una  persona  en 
ella.  Vé  á  Massé,  n»  1968  y  comp.  con  N.P.  202;  Vidari,  n»  511,  9*  edi- 
ción; Oaluci,  n?  327  y  Pardessus,  n»  978. 

(1376)  Este  es  el  rasgo  característico  del  socio  comanditario  que  lo 
iguala  al  accionista  (vé  316).  y  permite  que  su  aporte  se  trastorme  en 
una  ó  mas  acciones,  y  él  mismo  en  un  accionista  (vé  381).  Se  fija  y  limita 
lo  que  ha  de  perder,  nó  lo  que  pueda  ganar.  £1  capital  debe  ser  efec- 
tivo (vé  nota  1039)  y  puede  consistir  en  cualquier  especie  de  valores  (vé 
á  Bédarride,  n<>  215  á  222).  Al  gerente  corresponde  naturalmente  hacer 
efectivos  los  aportes  de  los  socios  comanditarios,  y  subsidariamente  de 
todos  los  demás  socios  ó  de  cualquiera  de  ellos,  en  virtud  de  la  acción 
pro-socio.  En  defecto  del  gerente,  lo  harán  los  acreedores  sociales,  ejer- 
ciendo los  derechos  de  la  personalidad  jurídica,  que  es  su  deudora,  y  sin 
dependencia  de  la  actitud  de  los  socios  no  gerentes  (Cód.  Civ.  1196  y  lei 
belga,  123  §  últ.).  Comp.  en  este  sentido  con  el  Oh.  456  inc.  2«.  Bédarride 
establece  que  los  acreedores  ejercen  el  derecho  del  gerente  (n<»  236);  mien- 
tras que  Delamarre,  III,  n»  33,  Alauzet  (n®  547)  y  Vidari  (n~  722.  y  723) 
sostienen  que  ejercen  un  derecho  que  les  es  propio;  lo  cual  nos  parece  un 
error  evidente,  puesto  que  tal  derecho  no  nace  de  convenio  ni  es  acorda- 
do directamente  por  la  ley;  y  como  dice  la  Corte  de  Casación  belga  (fallo 
Marzo  4  de  1887),  la  sociedad  no  establece  ningún  vínculo  directo  de  obli- 
gación entre  los  socios  y  los  acreedores  de  la  sociedad.  Así,  el  cobro  de 
créditos  sociales  no  pertenece  ipso  jwe  á  los  espresados  acreedores,  y  sólo 
pueden  hacerlo  en  defecto  y  en  lugar  de  la  sociedad  ó  del  gerente  que  la 
representa.  Cuando  se  trata  del  interés  de  los  terceros,  la  sociedad  es 
como  una  entidad  distinta  y  separada  de  los  socios.  En  caso  de  falencia, 
el  derecho  corresponde  á  los  síndicos  (arg.  del  1439),  por  la  misma  razón 
que  toca  á  los  liquidadores,  en  su  caso  (4:j7).  Vidari  mismo  tiene  que 
reconocer  que  el  comanditario  podría  oponer  á  los  acreedores  la  compen- 
sación (n®  724:  vé  n».  620  á  622,  3»  edición).  Y  entonces,  por  qué  no  podría 
oponer  las  demás  escepciones  que  tienen  fuerza  de  pago?  Comp.  con 
Namur,  n»»  902  y  1330,  cuyas  doctrinas  son  poco  coherentes,  y  Caluci, 
n«  349. 

Si  en  el  contrato  social  registrado  se  hubiere  pactado  que  el  comandi- 
tario que  no  abonase  las  cuotas  respectivas  en  tiempo  oportuno,  per- 
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Abt.  377 

Los  comanditarios  no  pueden  hacer  personalmente  ningon 
acto  de  gestión,  intervención  ó  administración,  que  produzca 

dería  las  cuotas  pagas,  la  cláxisula,  si  puede  tener  efecto  entre  los  socios 
(vé  333  y  notas  1223  y  1225),  no  lo  tendría  contra  terceros,  porque  ven- 
dría á  desnaturalizar  la  sociedad,  esduyendo  socios  y  disminuyendo  el 
capital  responsable.  Véase  á  Bédarride,  n<»  238  y  239  y  Alauzet,  no  583. 
Comp.  con  el  332.  Vé  la  nota  1387. 

El  Cód  1.117  §  últ.  dispone  que: "  teniendo  lugar  ladisminucion  del  capi- 
^  tal  social,  deberá  completarse  con  los  beneficios  que  después  se  obten- 
'  gan,  sin  que  entre  tanto  se  pueda  proceder  al  pago  de  nuevos  dividen- 
'^  dos.  "  Esta  sabia  disposición  responde  al  mismo  pensamiento  del  art. 
364  y  también  del  363,  que  va  mucho  mas  lejos  todavía,  y  no  se  compren- 
de por  qué  se  permitirían  en  la  comandita  simple  cosas  que  no  serían  líci- 
tas en  la  comandita  por  acciones.  Idénticas  precauciones  proponía  yo  en 
mi  Proy.  de  Cód.  300,  y  es  por  demés  sensible  no  hayan  sido  convertidas 
en  lei,  quedando  así  entregados  á  la  controversia  puntos  de  tanta  tras- 
cendencia. Respecto  á  dividendos  ya  repartidos,  en  el  silencio  de  nuestro 
Cód.  (silencio  que  no  existía  en  el  anterior:  vé  sus  art.  418  §  últ.  y  434), 
mantengo  la  doctrina  que  he  sostenido  en  la  nota  1349,  porque  la  condi- 
ción del  comanditario  es  igual,  si  no  peor,  á  la  del  accionista  (vé  389)  y 
porque  el  Cód.  ant.  tampoco  obligaba  á  la  restitución.  Además,  no  pue- 
de repetirse  el  pago  de  una  suma  de  dinero  ó  de  otra  cosa  consimiible 
contra  el  acreedor  que  la  haya  consumido  de  buena  fé  (Cód.  Civ,  738:  vé 
en  el  mismo  sentido  Cód.  ant.  920).  Comp.  con  Namur,  n»»  906  y  910. 
Bédarride,  n^  226  á  232. 

En  derecho  estricto  los  beneficios  del  capital  social  debieran  seguir  la 
suerte  del  prinoipal;  pero  entonces  no  se  hallaría  quien  quisiera  compro- 
meter su  capital  indefinidamente.  Hecha  la  liquidación  periódica  en 
forma  regular,  si  hai  sumas  de  dinero  á  distribuir,  el  comanditario  es 
acreedor  social  por  esa  suma  ó  dividendo,  y  nada  impide  que  la  deje  en 
préstamo  á  la  sociedad,  ó  simplemente  como  uua  deuda  social.  Pero  si 
no  habia  sumas  de  dinero  á  repartirse,  y  las  ganancias  ó  una  parte  de 
ellas  consistían  en  valores  á  cobrar  ó  en  propiedades,  entonces  habrá 
simplemente  la  cesión  de  un  crédito  ó  de  un  derecho  real,  hecha  á  favor 
de  la  sociedad,  del  mismo  modo  que  podría  ceder  el  todo  ó  parte  de  su 
acción  social  (vé  418  inc.  2<>),  y  el  cedente  quedaría  siempre  responsable  en 
su  doble  carácter  de  comanditario  y  de  cedente.  Comp.  lo  espuesto  con 
las  doctrinas  de  Namur,  n®.  908  al  fin  ;  Alauzet,  n9  545;  Demangeat  y 
Bravard,  I,  pág.  360  y  el  P.  661.  Troplong  y  Bédarride,  no235,  me  pare- 
cen aun  menos  acertados. 
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obligaciones  ó  derechos  á  la  sociedad,  ni  aun  en  calidad  de 
apoderados  de  los  socios  administradores.  ^'^  De  F.  27. 
R  272. 

Ni  en  sos  resoluciones  hacer  acto  alguno  ¿  tomar  cualquier 
disposición  que  añada  algún  poder  á  los  que  el  socio  ¿  socios 
ordinarios  tienen  por  la  ley^  ó  por  los  estatutos  de  la  socie- 
dad, y  por  el  cual  puedea  estos  hacer  lo  que  de  otra  manera 
no  podrían.  '^^ 

Ni  ejecutar  acto  alguno  que  lleve  en  sí  la  prueba  de  de- 
bjr  ser  practicado  por  los  socios  ordinarios  en  la  negociación 
que  hicieran,  sea  que  el  acto  autorice,  permita  ó  rectifique 
las  obligaciones  contraidas,  ó  que  hubieran  de  contraerse.  ^^'^ 

(1377)  Vó  la  nota  1374  y  los  art.  378  y  379.  Pero  nuestro  inciso,  á  di- 
ferencia del  B.  314,  no  les  prohibe  ser  dependientes  ó  empleados  en  los 
negocios  de  la  sociedad;  y  esto  es  conforme  á  la  doctrina,  práctica  y  le- 
yes francesas.  Comp.  con  Pardessos,  n9  1030  y  vé  áNamur,  n»  915.  Na- 
da impide  tampoco  que  el  comanditario  sea  comisionista  de  la  sociedad, 
poique  el  obligado  es  entonces  aquel  y  nó  ésta  (vé  233).  El  mismo,  n9 
917.  Tampoco  debiera  prohibirse,  como  lo  hace  nuestro  inciso,  que  el 
comanditario  pudiera  desempeñar  un  mandato  especial,  con  tal  que  de- 
clarase espresamente  que  obra  en  el  carácter  de  mandatario  (Mi  Proy. 
de  Oód.  301  inc.  3o.  Ley  A.  196  §  últ  S.  698  §  últ.)  Ningún  inconveniente 

habría  en  ello  para  los  terceros  y  se  alzaría  así  una  restricción  injustifi- 
cada. De  la  misma  opinión  es  el  sabio  Munzinger,  esponiendo  considera- 
ciones de  peso  que  pueden  verse  trascritas  en  Schneider  y  Fick,  bajo  el 
art.  595  suizo.  Pero  no  participo  del  parecer  de  los  que  querrían  que  al 
comanditario  se  le  permitiera  administrar  (vé  á  Yidarí,  n®  730,  Schneider 
al  598  S.  &),  porque  ello  importaría  desnaturalizar  la  comandita.  Vé  á 

Galuci,  no  332. 

(1378)  La  redacción  de  este  §  no  se  recomienda  ni  como  clara  ni  como 
correcta,  y  es  curioso  el  nombre  de  socios  ordinarios  que  da  á  los  geren- 
tes ó  socios  solidarios  (vé  381).  Las  facultades  del  gerente  serán  las 
determinadas  por  la  ley,  por  el  contrato  social  ó  por  los  estatutos,  en  su 
caso;  y  toda  deliberación  contraria  á  sus  disposiciones  serán  necesaria- 
mente nula  (arg.  del  317)  en  relación  á  terceros;  pero  como  existe  una 
inmixtión  indebida  en  la  gerencia  de  la  sociedad,  sus  autores  habrán 
incurrido  en  la  sanción  establecida  en  el  §  último  del  presente  art. 

En  ese  §  y  en  el  art.  siguiente  se  vuelve  á  llamar  ordinarioa  á  los  so- 
cios solidarios  (vé  nota  1096). 

(1379)  La  redacción  de  este  §  es  también  mui  poco  clara  y  correcta: 
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En  oaso  de  ooatravencion  á  cualquiera  de  las  disposiciones 
anteriores,  los  comanditatios  quedan  obligados  solidariamente 
con  los  socios  ordinarios  por  todas  las  deudas  de  la  socie- 
dad. 1380  y.  430.  E.  272.  F.  28.  B.  314.  H.  20  y  21.  P.  652. 
W.  233,  237  y  238.  A.  158  y  167.  I.  118. 

Abt.  378 

No  son  considerados  como  actos  de  gestión,  intervención  ó 
administración,  ni  se  comprenden,  por  consiguiente,  en  la  dis- 
posición del  articulo  precedente,  los  actos  de  examen,  inspec- 


pero  del  testo  resulta  que  el  comanditario  no  puede  permitir  ó  autori- 
zar los  actos  de  administración  que  haya  de  practicar  el  socio  ge- 
rente, ni  ratificar  los  ya  practicados  por  el  mismo.  De  modo  que  este  § 
viene  á  importar  un  desenvolvimiento  del  inc  1^.  La  mera  aprobación 
no  es  una  ratificación,  no  importa  administrar  (Alauzet,  n®.  553,  &).  Vé 
á  Pardessus,  n<».  1030  y  1031.  Por  error  de  copia  ó  tipografía  se  ha 
puesto  rectifique,  en  vez  de  ratifique,  como  está  en  el  Gód.  ant.  y  lo  exige 
el    sentido.    La  palabra  hubieran  está  mal  empleada. 

(1380)  Por  aplicación  de  lo  establecido  en  el  374:  vé  la  nota  1374. 
Pudiendo  la  gestión  del  comanditario  afectar  el  capital  social,  que  es  la 
garantía  de  todos  los  acreedores,  asi  anteriores  como  posteriores,  la 
la  responsabilidad  del  comanditario  será  tanto  por  las  deudas  posterio- 
res como  por  las  anteriores.  Par  todas  ku  deudas  de  la  sociedad,  dice 
nuestro  §  (oomp.  con  Namur,  n».  923).  El  comanditario  pierde  por 
completo  y  definitivamente  su  carácter  de  tal,  constituyéndose  socio  so- 
lidario, al  igual  del  gerente  (vé  374  y  375),  y  sin  derecho  alguno  á  re- 
petir contra  éste  todo  lo  que  haya  pagado  demás,  á  menos  que  el  ge- 
rente haya  procedido  con  dolo.  Vé  en  contra  á  Namur,  n».  924,  y  á  Bé- 
darride,  n®*.  259  á  261,  cuyas  opiniones  prefiero.  Pero  si  el  comanditario 
ha  procedido  con  ignorancia  del  gerente,  y  su  iamixtion  ha  causado  un 
daño  á  la  sociedad,  deberá  indemnizarlo  (arg.  del  305  inc.  2<>  y  307: 
comp.  N.  P.  203  §  1»).  La  cuestión  es  controvertida  en  derecho  fran- 
cés, como  puede  verse  en  Pardessus,  n».  1038.  Troplong,  n<>.  440;  Alauzet, 
n®.  560  al  fin;  Bemangeat  y  Bravard,  I  pág.  249,  y  Annales  deD,  C,  1888 
pág.  113  y  114.  Sobre  la  difícil  cuestión  de  si  el  comanditario  puede  en 
el  caso  de  nuestro  §  ser  declarado  en  quiebra,  la  doctrina  está  mui  divi- 
dida (vé  á  Bédarride,  n».  262.  Alauzet,  n®.  561;  &).  y  nuestro  art.  1384 
tampoco  la  resuelve.  Namur,  n».  926,  quiere  que  sus  bienes  (no  su 
persona!)  sean  comprendidos  en  la  quiebra.  Pero  todo  se  resuelve  en 
una  cuestión  de  hecho,  consistente  en  averiguar  ó  establecer  si  el  coman- 
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cion,  vigilancia,  yerifioadon,  ■  ^^^  opinión  ó  consejo  en  las 
deliberaciones  de  la  sociedad,  con  tal  que  dejen  á  los  socio3 
ordinarios  ^^^  sn  liberiyad  de  acción.  V.  431.  F.  28  inc.  2°. 
W.  237.  B.  314. 

Aet.  379 

Los  comanditarios  no  tienen,  en  calidad  de  tales,  derecho 
á  dar  á  los  socios  administradores  ningunas  órdenes,  ni  ¿ 
privarlos  de  hacer  lo  que  por  si  solos  podrían  ejecutar.  •  ^^^^ 
V.  432. 

Abt.  380 

La  sociedad  comanditaria  puede  dar  acciones  á  nombre  in- 
dividual ó  al  portador,  trasmisibles  en  la  forma  que  doter- 
minea  sus  estatutos.  ^^  V.  433,  inc.  1«.  E.  275.  F.  38. 
W.  236. 

ditario  es  ó  no  comerciante,  ya  que  el  estado  de  quiebra  es  peculiar 'al 
comerciante  (ve  1379  y  1380);  pues  yo  no  creo  que  un  solo  acto  de  inmiic- 
tion  constituya  al  comanditario  en  comerciante,  así  como  no  basta  afianzar 
una  letra  para  ser  declarado  en  quiebra.  Vé  art.  I»,  y  Duvidier, 
pág.  54. 

(1381)  De  acuerdo  con  la  disposición  del  284.  Fiscalizar  no  es  admi- 
nistrar (arg.  del  840),  y  deliberar  é  ilustrar  no  es  obrar  (vé  852). 

(1882)  O  mas  propiamente,  á  los  socios  gerentes,  pues  no  es  forzoso 
que  todos  los  socios  solidarios  sean  administradores  (372  y  arg.  del  881, 
al  fín).    El  art.  siguiente  constituye  una  aplicación  de  este  inc. 

(1883)  Los  comanditarios  no  tienen,  en  su  calidad  de  tales,  derecho 
á  trabar  la  libertad  de  acción  de  los  socios  administradores,  darles  nin- 
gunas órdenes,  ni  privarles  de  hacer  lo  que  por  si  solos  estuvieren  autori- 
zados á  ejecutar  (Mi  Proy.  de  Cód.  302).  Pueden  aconsejarles,  nada 
más;  pero  dejándoles  toda  libertad  de  acción.  Si  les  coartan  su  acción, 
de  modo  que  ello  importe  intervenir  en  la  administración,*  incurrirán  en 
la  responsabilidad  del  377  §  últ.  (377  inc.  3».  y  final  del  878  y  su  arg.) 

(1384)  Esta  disposidon  es  diminuta  y  por  varios  motivos  criticable. 
Que  es  diminuta  resulta  de  su  comparación  cou  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  art<»*.  826  á  832  y  sobre  todo,  de  que,  mientras  no  tengan 
diez  socios  accionistas,  tales  sociedades  podrán  emitir  acciones  sin  estar 
sometidas  á  las  restricciones  y  garantías  establecidas  para  las  socieda- 
des anónimas;  lo  cual  no  ha  debido  permitirse  é  importa  una  gravísima 
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Abt.  381 

Cuando  los  accionistas  fuesen  diez  por  lo  monos  y  repre- 
sentaren mayor  capital  en  acciones  que  el  de  los  socios  soli- 
darios, se  apUcarán  á  la  sociedad  las  disposiciones  del  capitulo 
anterior  sobre  las  sociedades  anónimas,  con  las  modificacio- 
nes establecidas  en  este  capítulo.  ^^^ 

inconsecuencia.  Yé  las  notas  1046,  1048  y  1872.  Ademas,  la  omnipo- 
tencia del  socio  gerente  y  la  impotencia  de  los  comanditarios  (vé  377  y 
379)  requieren,  como  observa  Thol,  §  184,  especiales  disposiciones  legales, 
atento  que  el  capital  del  gerente  es  de  ordinario  insignificante  en  com- 
paración al  monto  del  capital  comanditario.  Obsérvese  que  se  ha  su- 
primido el  inciso  segundo  del  Cód.  ant.  que  decia,  Im  acciones  sólo  pue- 
den darse  por  d  capital  de  los  comanditarios;  así  es  que  en  el  art.  siguiente 
se  espresa  que  los  socios  solidarios  pueden  tener  un  capital  en  acciones. 
Vé  dicho  art.  con  sus  notas.  Respecto  á  la  redacción  de  nuestro  art. 
llama  la  atención,  el  epíteto  de  comanditaria  aplicado  á  la  sociedad  en 
comandita,  la  poca  congruencia  entre  este  testo  y  el  del  326  sobre  una 
disposición  idéntica,  y  el  llamar  acción  á  nombre  individual^  á  las  mismas 
calificadas  de  nominales  en  varios  art.  y  también  nominativas  (vé  i\ota 
1057);  pues  tanta  variedad  en  la  terminología  no  puede  aplaudirse.  Por 
último,  según  el  2)3  n^^.  2^  y  7»  la  forma  de  trasmisión  de  las  acciones 
puede  hallarse  establecida  en  el  contrato  social.  Yé  291  n<>.  1<>.  al  fin. 
La  comandita  por  acciones  es  útil,  especialmente  á  las  empresas  que  re- 
quieren que  esté  á  su  frente  un  hombre  de  aptitudes  probadas  ó  de  gran 
crédito  en  el  comercio.  Es  digno  de  observarse  que  la  socie  lad  en  co- 
mandita que,  según  el  372  puede  ser  civil  (arg.  del  fio  al  del  282),  no  se 
trocará  en  comercial  por  haber  adoptado  la  forma  anónima  parcialmente 
(en  contra  Cód.  alemán,  art.  174).  Comandita  simple  se  llama  la  que  no 
emite  acciones.  La  comandita  por  acciones  conserva  su  carácter  de  tal 
y  no  se  trasforma  en  anónima.    F.  38.   Thol,  §  173.  Caluci,  n«.  318. 

(1385)  La  exigencia  de  diez  accionistas  es  congruente  con  el  318,  1*; 
pero  el  inciso  presenta  una  redacción  obscura  y  ambigua  y  una  no- 
vedad gravísima.  El  testo  del  inciso  y  la  supresión  del  inciso  último 
del  art.  anterior  (vé  nota  1384),  autorizan  á  concluir  que  los  socios 
solidarios  pueden  poner  también  un  capital  en  acciones,  y  entiOn- 
ces  no  se  esplica  por  qué  se  requieren  diez  accionistas  comandíta- 
rio.s,  y  digo  comanditarios,  porque^  en  el  inciso  se  trata  de  los  accio- 
nistas como  de  socios  diversos  de  los  solidarios  y  oponiendo  un  grupo 
de  socios  al  otro  grupo.  Establecido  esto,  pregunto  ¿se  ha  procedido 
atinadamente  permitieado  que  los  socios  solidarios  sean  accionistas  ? 
á  qué  responde  la  exigencia  de  que   los  comanditarios    tengan  menor 
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oapItcJ  en  acciones  que  los  solidarios?  cómo  se  evitará  que  los  socios 
solidarios  no  se  deshagan  inmediatamente  de  ellas?  y  por  qué  no  se 
aplican  otras  disposiciones  que  las  del  captt%Uo  anterior  y  nó  las  de- 
más sobre  sociedades  anónimas,  por  ejemplo,  la  del  282  inc.  2^  ?  Res- 
pecto á  la  1*  cuestión,  es  cierto  que  la  sabia  ley  A.  de  1884,  exige  que 
en  el  momento  de  fundarse  la  sociedad  en  comandita  por  acciones,  los 
socios  solidarios  deben  poseer  una  participación  que  represente  la  10* 
parte  á  lo  menos  de  todo  el  capital  de  los  comanditarios,  y  si  este 
excediese  de  3  millones  de  marcos,  dicha  participación  deberá  repre- 
sentar la  60  parte,  por  lo  tocante  al  exceso  (art.  174  a);  pero  esa  ley, 
es  lógica,  porque  en  sus  art.  181,  197  y  204  n^  1^  adopta  proyidencias 
para  que  ese  capital  se  conserve  y  cuando  esté  representado  por  cer- 
tificados provisionales  ó  acciones,  para  que  no  puedan  ser  negociados; 
y  sobre  todo  no  concede  el  derecho  de  voto  en  las  asambleas  sino 
á  las  accioaes  de  los  comanditarios,  si  puedo  espresarme  asi,  y  nó  á 
los  socios  solidario.?,  aunque  hayan  adquirido  esas  acciones  (art.  190). 
De  esta  manera  se  ha  conciliado  la  libertad  de  adquirir  acciones  los 
socios  solidarios  (aunque  con  el  peligro  de  que  las  den  á  hombres 
complacientes  que  voten  por  ellos  en  las  asambleas),  con  el  riesgo 
de  que  anulen  completamente  la  influencia  de  los  demás  accionistas, 
pesando  en  las  deliberaciones;  y  aquella  ley  estranjera  no  ha  consi- 
derado suficiente  garantía  la  prohibición  contenida  en  su  art.  221  (corres- 
pondiente á  nuestro  356).  Tampoco  permite  la  ley  que  los  socios  soli- 
darios dejen  de  tener  interés  en  el  éxito  de  la  empresa  ó  el  que  rehuyan 
su  responsabilidad,  enajenando  su  parte  ó  retirándose  de  la  sociedad, 
sino  bajo  ciertas  condiciones  y  circunstancias  (vé  art.  199  y  181  y 
comp.  con  ThÓl,  §   184). 

De  esta  esposicion  puede  concluirse:  1»  que  es  insuficiente  y  arbi- 
traria la  exigencia  de  mayor  capital  de  los  socios  comanditarios  que 
de  los  no  comanditarios;  2°  que  han  debido  adoptarse  análogas  prescrip- 
ciones á  las  de  la  ley  alemana,  para  que  los  socios  solidarios  y  el 
capital  puesto  por  ellos  se  conserve  y  para  que  nunca  pudieran  votar 
en  las  asambleas.  Adde  N.P.  205  y  206;  S^  que  á  la  firma  social  de 
la  comandita,  debiera  agregársele  la  palabra  anónima:  vé  392  inc.  2<^. 

Quiere  nuestro  inciso  que  cuando  los  comanditarios-accionistas  sean 
mas  de  nueve  y  representen  la  mayoría  de  capital  en  acciones,  la 
sociedad  se  sujete  á  las  disposiciones  del  Capitulo  anterior  sobre  las 
sociedades  anónimas,  con  Jas  modificaciones  establecida  en  este  Capitulo', 
de  que  resulta:  1»  que  mientras  los  comanditarios  accionistas  no  al- 
cancen á  diez,  la  sociedad  no  se  regirá  por  las  espresadas  disposiciones; 
2^  que  no  bastará  que  sean  diez,  si  el  capital  que  representan  no  es  . 
mayor  que  el  de  los  socios  solidarios  (puesto  en  acciones,  única  ma- 
nera de  poderlo  computar);  y  se  tendrá  en  ambos  casos  una  emisión 
de  acciones,  sin  garantías  para    los  accionistas    y    para  ol  público; 
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En  tal  oaso,  los  socios  solidarios  administradores,  tendrán 
además  de  sus  obligaciones  dt>  tales,  las  de  los  directores  de 
compañías  anónimas.  ^^^  Comp.  V.  434  inc.  1  <>. 

Aet.  382 

En  todo  caso  rigen  para  las  sociedades  en  comandita  los 
artículos  834  y  364.  '^st  j)q  y.  434  inc.  2o.  W.  242. 

CAPÍTULO    QUINTO 
De  las  habilitaciones  ó  sociedades  de  capital  ó  industria  >^ 

30  que  llenadas  las  dos  condiciones  de  nuestro  inciso,  la  sociedad 
no  podrá  funcionar  sin  llenar  los  requisitos  de  los  art<»"  292,  293  y 
318  á  823  en  su  caso,  todo  bajo  las  sanciones  de  los  art<»  294,  296, 
288  7  324;  4p  que  la  sociedad  en  comandita  por  acciones  no  queda 
sujeta  á  las  diaposiciones  todas  sobre  sociedades  anónimas,  sino  á  las 
consignadas  en  el  Capitulo  anterior;  de  que  se  colige  que  no  le  es 
aplicable  lo  establecido  en  el  282  inc.  2<>  (comp.  1605  k  1607);  y  5o 
que  ello  se  entiende  sin  perjuicio  de  las  modificaciones  resultantes 
del  presente  Capitulo,  lo  cual  no  es  exeu^to;  pues  la  disposición  del  370 
debe  modificarse  y  completar.^e  por  las  prescripciones  respectivas  de  los 
arto»  419  y  422,  en  lo  aplicable  (vó  á  Thól,  §  193).  La  prohibición 
del  B77  subsiste  siempre.  Vé  á  Galuci,    no  839. 

(1386)  Y  también  las  obligaciones,  responsabilidades  y  aun  las  ven- 
tajas, en  su  caso  (arg.  de  este  §  é  inc.  anterior:  nota  precedente). 
Sensible  es  que  se  haya  omitido  consignarlo  espUcitamente.  Comp. 
con  N.  P.  199  y  201.  I.  98.  Mi  Proy.  de  Cód.  261  y  sus  citas.  Vó  la  nota 
siguiente. 

(1387)  Para  apreciar  cuan  diminuta  es  esta  disposición,  bastará  leer 
la  nota  l:-384  y  mi  Proy.  de  Cód.  299,  y  todo  el  Capítulo  V  (art.  312 
á  366),  ó  confrontarla  con  el  modelo  ó  con  la  siguiente  prescripción ,  del 
N.  P.  "En  todo  cuanto  no  se  hallare  establecido  especialmente  en  este 
"  capítulo,  las  sociedades  en  comandita  son  respectivamente  reglamenta^ 
^  das  por  las  dispo -liciones  aplicables  de  los  Capítulos  II  y  III  de 
^  este  Título^'.  En  esos  dos  capítulos,  que  comprenden  48  largos,  artí- 
culos, se  encierra  nada  menos  que  la  legislación  peculiar  de  la 
sociedad  colectiva  y  de   la  anónima.   Vé  las  notas  1370  y  1372. 

(1388)  El  único  Cód.  europeo  que  hacía  de  la  habilitación  una  especie 
separada  de  sociedad  era  el  viejo  Cód.  de  Portugal,  y  fué  copiado  en  los 
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Códigos  brasilero  y  argentino;  pero  esta  híbrida  institución  no  ha  tenido 
otros  imitadores  y  ha  sido  con  razón  repudiada  en  el  Cóá.  Chileno  y  hasta 
por  el  propio  Cód.  lusitano  recientemente  sancionado.  Al  proponer  yo 
su  supresión  decía  que  no  existía  razón  alguna  para  que  estas  sociedades 
no  tuvieran  una  razón  social  y  se  registrasen,  como  la  tienen  y  se  regis- 
tran las  en  comandita,  especialmente  cuando  hubiere  mas  de  un  socio  so- 
lidario. Que  la  sociedad  se  cimenta  en  una  injusticia,  porque  si  la  in- 
dustria y  aun  el  simple  crédito  equivale  el  capital  (vé  291  n?.  4o.  y  nota 
1039),  no  hay  justicia  en  que  el  socio  capitalista  responda  con  todos  sus 
bienes  y  el  industrial  no  comprometa  mas  que  la  pérdida  de  su  trabajo 
(final  del  333  Ch.).  Notaré  que  por  el  Cód.  de  los  Grísones,  cuando  hay 
pérdidas  y  éstas  esceden  de  la  suma  que  cada  socio  aportara,  la  respon- 
sabilidad del  socio  industrial  guardará  proporción  y  se  regulará  según 
el  valor  dado  á  su  industria  (art.  458).  Además,  no  es  tampoco  justo 
que  el  socio  industrial,  que  puede  ganar  indefinidamente,  se  guarde 
tranquilamente  sus  ganancias  y  se  conduzca  como  un  insolvente,  cuando 
pierda.  Vé,  en  apoyo,  O.  O.  de  Bilbao,  Cap.  X  n®.  XIV.  Nuestro  Cód. 
dispone  (383  inc.  2°)  que  si  el  socio  industrial  introduce  una  cosa  ó  ca- 
pital cualquiera,  no  habrá  una  habilitación  sino  una  verdadera  socie- 
dad colectiva;  como  si  el  trabajo  y  la  industria  y  aun  el  crédito  (nota 
1039  cit.)  no  fuesen  también  un  capital  ó  un  aporte,  con  frecuencia  mas 
útil  y  precioso  que  cualquier  otro.  También  se  convierte  en  colectiva  la 
habilitación  que  adopta  una  firma  social.  Como  se  vé,  estas  sutilezas 
del  ant.  Cód.  P.  no  tienen  un  fundamento  jurídico  ni  económico,  ni  res- 
ponden á  ningún  interés  serio;  pues  si  el  socio  industrial  teme  la  responsa- 
bUidad  solidaria,  tiene  el  camino  de  hacerse  un  factor  interesado  ó  socio 
comanditario  ó  partícipe  (vé  395).  La  responsabilidad  limitada  en  estos 
casos  se  comprende  y  justifica  perfectamente,  porque  el  factor  no  es 
socio  y  porque  el  capital  Hmitado  sólo  da  derecho  á  una  ganancia  limi- 
tada, y  la  ley  adopta  garantías  para  que  ese  capital  no  se  disminuya  y 
aun  se  hagan  reservas  (vé  363);  mientras  que  en  nuestro  caso,  el  socio  in- 
dustrial puede  ganar  sin  limitación  sin  comprometer  ni  perder  ni  el  ca- 
pital ni  las  ganancias  capitalizadas.  Por  último,  las  dificultades  á  que 
la  híbrida  habilitación  puede  dar  lugar,  se  verá  leyendo  atentamente  la 
sentencia  de  la  Cámara  de  Apelaciones  de  la  Capital  de  Julio  4  de  1882 
(11  pág.  145  á  148).  La  Comisión  de  Cód.  que  no  ha  sido  impresionada 
por  tan  graves  consideraciones  ni  por  el  ejemplo  de  las  grandes  naciones 
comerciales  del  mundo,  viene  á  darme  la  razón  sin  querer,  al  conservar 
el  inc.  2<>.  del  383,  por  el  que  se  demuestra  que  el  simple  hecho  de  que 
el  capital  de  la  habilitación  sea  limitado  basta  para  que  el  socio  indus- 
trial quede  responsable  personal  é  ilimitadamente;  mientras  que  no  res- 
ponderá con  nada,  si  el  habilitador,  aunque  sea  un  quebrado,  no  fija  ca- 
pital á  la  habilitación.  Pueden  esplicarse  racional  y  jurídicamente  estas 
conclusiones  tan  incoherentes?  Terminaré  haciendo  votos  porque  desa- 
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Abt.  383 

Se  llama  habilitación  ó  sociedad  de  capital  é  industria,  la 
que  se  contrae  por  uua  parte,  entre  una  ó  más  personas  que 
suministran  fondos  para  una  negociación  en  general,  6  para 
alguna  operación  mercantil  en  particular;  ^^^  y  por  la  otra, 
uno  d  más  individuos  que  entran  á  la  asociación  con  su  in- 
dustria solamente.  i»«o  y.  435.  P.  667.  De  B.  317,  inc.  1°. 

Si  la  habilitación  fuese  con  capital  fijo  para  que  el  socio 
industrial  administre,  por   sí  solo,  ^^^^  será  éste  considerado 

parezca  de  nuestro  Cód.,  como  sociedad  especial,  este  feo  parche  que  se 
llama  habilitación,  y  se  refunda  en  la  sociedad  colectiva  ó  en  la  en  co- 
mandita, segtin  los  casos,  como  lo  reclama  el  interés  del  comercio.  Vé 
las  notas  al  388  siguiente  y  las  1397,  1403  y  140B. 

(1389)  En  este  último  caso  se  distinguirá  de  la  sociedad  accidental 
(vé  395),  en  que,  en  esta  última  el  único  gerente  para  el  público  es  el 
socio  que  realiza  la  operación;  mientras  que,  según  el  388,  el  socio  indus- 
trial no  puede  contratar  á  nombre  de  la  sociedad;  y  sobre  todo,  la  habili- 
tación deberá  registrarse,  en  tanto  que  la  sociedad  accidental  no  ha 
menester  de  tal  formalidad  (36  n<*.  3°.  y  397),  porque  la  sociedad  no  tiene 
existencia  para  los  terceros.  Cuando  hay  mas  de  un  socio  capitalista, 
obligación  es  solidaria  pasiva  y  activamente  (386,  y  ve  nota  1100),  como  su 
en  las  sociedades  colectivas  (vé  302);  y,  como  en  el  caso  idéntico  del  372 
inc.  últ.,  la  sociedad  será  al  mismo  tiempo  colectioa  para  dios,  y  habilitación 
para  el  socio  ó  socios  que  no  han  hecho  más  que  poner  su  industria.  Yé 
el  inc.  últ.  y  la  nota  1397.  Nuestra  híbrida  habilitación  semeja  mucho 
ala  comandita,  y  en  el  caso  del  inciso  últ.,se  confunde  con  ella.  En  una 
y  otra  hay  socios  solidarios  y  únicos  administradores,  y  socios  con  res- 
ponsabilidad limitada  (vé  376,  388  y  389),  que  no  administran;  y  por  con- 
siguiente existía  igual  ó  mayor  razón  para  que  ambas  socielades  tuvie- 
ran ima  firma  social  y  se  registrasen,  como  establecí  en  la  nota  anterior, 
y  para  que  nuestro  inciso  guardeuse  congruencia  en  su  redacción  con 
la  del  372. 

(1390)  Y  se  cuidarán  de  poner  un  solo  peso  de  capital;  porque  verían 
en  el  acto  su  feliz  posición  de  socios  industriales  (vé  387  á  390  y  nota 
1388)  trocada  por  la  responsabilidad  ilimitada  de  socios  solidarios. 

(1391)  Porque  si  administrasen  ambos  socios  (el  industrial  y  el  capita- 
lista), ambos  quedarían  obligados  solidariamente;  pues  entonces  ó  habría 
mía  sociedad  de  hecho  no  registrada  (vé  294  inc.  2^)  ó  una  comandita 
degenerada  (vé  377  §  últ.).  Mas  si  el  habilitado  ha  de  administrar  solo 
y  el  habilitador  no  concurre  EÓno  con  un  capitcJ  determinado,  la  sociedad 
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como  socio  solidario  y  los  habilitadores,  cuya  firma  no  figure 
en  la  razón  social,  como  comanditarios,  aplicándose  las  dispo- 
siciones respectiyas.  ^^^ 

Abt.  384 

El  socio  industrial  no  puede,  salva  convención  en  contra- 
rio, entrar  *^^  en  bperacion  alguna  comercial  estraña  á  la  so- 
ciedad, '^®^  80  pena  de  perder,  en  favor  de  su  habilitad or  ó 

que  tenga  una  firma  y  se  registre  será  una  comandita  en  toda  forma,  y 
no  se  gobernará  por  las  reglas  de  este  Capítulo  sino  por  las  del  anterior, 
pues  no  tiene  de  la  habilitación  legal  sino  el  nombre,  aunque  efectiva- 
mente sea  una  habilitación.  Lo  que  es  por  si  solo  un  fuerte  argumento,  de 
que  la  habilitación  ó  el  origen  del  capital  suministrado  en  dinero  ó  en 
mercaderías  no  interesa  precisamente  al  comercio,  que  vive  del  crédito, 
que  otros  son  los  críteríos  racionales  para  clasificar  las  sociedades  mer- 
cantiles; y  que  basta  á  las  necesidades  del  comercio  que  la  habilitación-, 
al  modo  de  la  sociedad  cooperativa  (vé  392),  adopte  ima  de  las  formas 
aceptadas  de  la  sociedad  (colectiva  ó  anónima),  que  tienen  una  reglamen- 
tación amplía  que  garantiza  los  intereses  de  todos  (arg.  del  385),  mien- 
tras que  esto  no  sucede  en  las  habilitaciones,  que  como  toda  institución 
híbrida,  torman  un  semillero  de  dificultades. 

(1392)  Esta  disposición  tiene  mucho  de  doctrinario,  pues  reuniéndose  en 
el  ca«:o  de  nuestro  §  todos  los  caracteres  de  la  sociedad  en  comandita  (vé 
372),  cae  de  su  peso,  que  se  gobernará  por  las  leyes  de  la  comandita  y  nó 
por  las  de  la  habilitación  (nota  anterior) .  Nuestro  §  habla  de  firma  so- 
cial: sino  existiera,  sería  el  caso  de  una  sociedad  de  hecho:  vé  294  inc.  2». 

(1393)  Emplearse^  dice  con  mas  claridad  el  testo  B.  La  palabra  entrar 
es  tan  equívoca,  que  el  inciso  haría  creer  á  cualquiera  que  el  socio  indus- 
trial puede  entrar  en  las  operaciones  comerciales  que  no  sean  extrañas 
á  la  sociedad,  contra  lo  establecido  en  el  388  inc.  1^,  Lo  que  quiere  decir- 
se es  que  el  socio  industrial  no  puede  hacer  operacionee  mercantiles  por 
cuenta  propia  (308  y  916:  vé  419  n»  6o). 

(1394)  La  razón  especial  de  la  prohibición,  además  de  las  que  ifmdan 
la  disposición  del  308,  es  que  el  socio  industrial,  que  no  trae  otro  capital 
que  su  industria,  debe  su  actividad  y  su  tiempo  á  su  principal,  y  no  pue- 
de serle  permitida  negociación  alguna  que  le  distraiga  de  sus  atenciones 
sociales  (mi  Proy.  de  Gód.  295).  El  debe  á  la  sociedad  lo  que  hubiese  ga- 
nado con  la  industria  que  ponía  en  la  sociedad  (Cód.  Giv.  1727  y  Gód. 
Napoleón  1847);  pero  nó  lo  que  ganare  con  otra  industria,  agrega  Troplong 
no  548.  Conocida  la  mente  y  razón  de  ser  de  nuestro  art.  será  menos  di- 
fícil fijar  su  verdadero  alcance,  teniendo  en  cuenta  las  circunstancias  de 
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habilitadores,  las  ganancias  que  resultaren  de  aquella,  ^^^^  y 
de  ser  escluido  de  la  sociedad.  >^®^  V.  436.  B.  317,  inc.  2^. 
P.  617.  Comp.  E.  316.  W.  202  y  203. 

Abt.  386 

La  habilitación  puede  formarse  bajo  una  firma  social,  ó 
existir  sin  ella.  Si  tiene  firma  social,  le  son  aplicables  todas 
las  reglas  del  capitulo  sesto  De  las  sociedades  colectivas,  ^^^^ 
V.  437.  P.  563.  B.  318. 

Abt.  386 

]^a  obligación  de  los  socios  capitalistas  es  solidaria,  activa 
y  pasivamente;  ^^^^  y  se  estiende  mas  allá  del  capital  con 
que  se  obligaron  á  entrar  á  la  sociedad.  ^^^  V.  438.  B.  320. 
P.  668. 


cada  caso  y  que  las  cosas  humanas  ddben  apreciarse  humanamente;  y 
asi  no  creo  que  hubiese  juez,  que,  adjudicase  al  principal  la  ganancia  que 
hubiese  resultado  al  habilitado  de  ima  operación  comercial  aislada  que 
éste  hubiese  hecho,  sin  perjudicar  en  lo  mínimo  á  sus  deberes  de  socio 
ni  á  los  intereses  sociales  (arg.  del  309).  Ni  parece  justo  rebajar  al  socio 
industrial  ¿  la  condición  de  un  simple  factor  (vé  141  y  nota  1401). 

(1395)  Gomo  esplicacion  de  este  §  véase  los  art.  308  y  309  con  sus  no- 
tas, y  compárese  con  el  916  y  el  141,  que  traen  disposiciones  idénticas. 

(1396)  Vé  el  419  no  Bo. 

(L397)  La  habilitación  no  tiene  firma  social,  puesto  que  si  la  tuviera, 
degeneraría  en  sociedad  colectiva,  y  entonces  no  se  le  aplicaría  ningu- 
na de  las  disposiciones  del  presente  Capítulo,  sino  las  del  Capítulo  2<*. 
Esto  pone  de  manifiesto  que  no  existe  ninguna  diferencia  real  entre  la 
sociedad  colectiva  y  la  llamada  habilitación,  puesto  que  todo  depende, 
en  definitiva,  de  que  tenga  ó  nó  firma  social;  viniendo  así  á  quedar  á  mer- 
ced de  la  mera  voluntad  de  los  socios,  la  ostensión  de  su  responsabilidad 
en  relación  al  público,  lo  que  es  inadmisible  (vé  nota  1388) .  Tampoco 
se  vé  razón  por  qué,  cuando  haya  mas  de  un  socio  solidario,  no  se  obliga- 
ría á  que  la  sociedad  tuviera,  como  toda  sociedad  colectiva,  una  firma 
social;  pero  esta  conclusión  iría  á  chocar  con  el  testo  del  383,  según  el 
cual,  en  la  habilitación  puede  haber  mas  de  un  socio  solidario  (vé  nota 
1389  3^  el  art.  siguiente).    En  vez  de  capítulo  aestOj  léase  capítulo  segundo, 

(1398)  La  esplicacion  de  este  inciso  está  en  las  notas  1099  y  1100. 

(1899)  Esa  estipulación,  si  puede  tener  efecto  entre  los  socios,  no  lo 
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Abt.  387 

La  escritura  social,  además  de  las  enunciaciones  contenidas 
en  el  articulo  291;  ^^^  debe  especificar  las  obligaciones  del  so- 
cio ó  socios  industriales,  ^^^^  y  la  cuota  de  ganancias  que  deba 
corresponderles  en  la  partición. 

En  falta  de  esa  declaración,  el  socio  industrial  sacará  de 
las  ganancias  una  parte  igual  á  la  del  socio  que  introdujo  me- 
nos capital.  1402  Y^  439^  5.  319   e.  318,  inc.  2o.  P.  6B9.  W. 

206.  Napoleón  1853. 

tiene  para  con  los  terceros  (304  y  su  nota),  respecto  de  los  cuales  su  obli- 
gación es  ilimitada,  como  dice  el  802  y  lo  significa  claramente  el  presen- 
te; aunque  pueda  después  repetirse  contra  los  consocios. 

(1400)  Salvo  lo  relativo  á  razón  social  y  á  acciones. 

ri401)  Y  si  no  las  especificare,  se  estará  á  la  práctica  del  comercio 
para  apreciar  sus  deberes  de  locador  de  servicios  y  mandatario  mercantil 
y  á  las  disposiciones  del  Oód.  Civ  (vé  nota  1403);  sin  olvidar  que  el  habi- 
litado no  es  un  factor,  sino  un  socio  que  no  administra  (vé  398  inc.  l^  y 
nota  1394). 

''1402)  Muchos  consideran  esto  como  insostenible.  Vé  los  Oód.  Civil 
austríaco  1193,  com.  A.  106,  nota  del  Dr.  Velez-Sarsfield  al  1781  argen- 
tino, Lehr,  b9.  200.  Vidari,  n®  778,  &.  Yo  proponia  en  mi  Proy.  de  Oód. 
296  que,  en  defecto  de  estipulación,  el  socio  industrial  tomara  de  las  ga- 
nancias una  parte  igual  á  la  del  socio  capitalista,  y  esto  es  lo  justo,  por- 
que no  hai  razón  para  ser  tratados  con  desigualdad  (vé  408);  por  argu 
mentó  de  lo  dispuesto  en  los  art.  689  n9  3«>,  1264  y  2708  del  Oód.  Oiv.;  y 
ademas,  porque  si '  hubiera  dos  socios  capitalistas  con  capitales  igústles^ 
al  industrial  le  habría  correspondido  una  tercera  parte  (Oód.  Oiv.  1780),  y 
es  lógico,  por  consiguiente  que  le  toque  siempre  una  parte  igual  á  la  de 
un  socio  capitalista.  De  este  modo,  un  socio  capitalista  y  un  socio  in- 
dustrial, siendo  dos,  reciben  un  seato  mas  que  cuando  eran  los  tres  socios* 
Este  resultado  es  también  conforme  á  la  práctica  del  comercio  y  á  la  volun- 
tad probable  de  los  contratantes,  que  en  caso  de  querer  una  repartición 
diversa,  no  habrían  dejado  de  acordarlo  y  consignarlo  en  la  escritura. 
Ouando  haya  dos  socios  industriales,  corresponderá  á  ambos  doble  parte, 
de  manera  qué  á  cada  uno  tocará  en  las  gaaancias  la  misma  parte  que 
al  socio  capitalista  que  introdujo  igual  ó  menor  capitaL  Bespecto  á 
otros  casos,  véase  los  art.  1778  á  1785  del  Oód.  Oiv.  En  el  1781  sé  con- 
signa una  disposición  distinta  de  nuestro  §,  pero  en  el  art.  1780,  que  le 
precede,  se  encuentra  su  mejor  impugnación.  Idéntica  incongruencia 
existe  entre  el  1782  y  el  1783.    Estas  deficiencias  é  incoherencias  de 
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Abt.  388 

El  socio  industrial  no  puede  contratar  á  nombre  de  la  so- 
ciedad, ^^^  ni  responde  con  sus  bienes  propios  á  los  acreedo- 
res de  la  sociedad.  ^^^ 

Sin  embargo,  si  además  de  la  industria  introdujere  á  la  so- 
ciedad algún  capital  ^^^  en  dinero  ó  cosa  estimada,  la  asocia- 

nuestras  leyes  acusan  el  empiíismo  y  la  precipitación  con  que  han  sido 
trabajadas. 

(1403)  Es  decir,  no  puede  ser  administrador  de  la  sociedad,  porque  ia 
gerencia  corresponde,  en  principio,  al  socio  solidario;  pero  parece  que  las 
facultades  del  socio  industrial  pueden  establecerse  y  ampliarse  por  el 
contrato  social  (vé  testo  del  387  y  nota  1401),  por  consentimiento  poste- 
rior del  habilitador  ó  por  el  uso  comercial,  y  que  aquel  tendrá  siempre 
las  precisas  para  Henar  eficazmente  su  mandato  (arg.  del  226  y  del  240). 
Asi,  el  391  le  equipara  al  gestor.  Nuestro  inciso  fué  tomado  del  viejo 
Gód.  P.  y  su  disposición  es  impugnada  por  Sampaio  en  los  términos  si- 
guientes: ^  Prohibir  al  socio  industrial  que  contraiga  á  nombre  de  la  so- 
^  ciedad,  no  sólo  contrariaría  la  naturaleza  misma  de  la  sociedad  de 
^  capital  é  industria,  sino  que  desconocería  la  importancia  del  trabajo^ 
^  que  no  es  menor  y  puede  ser  mayor  que  la  de  los  capitales.  El  socio 
*  industrial  no  contrae  en  el  carácter  de  gerente,  pues  la  gerencia  es  es- 
"  elusiva  de  los  socios  solidarios  (confieso  que  no  alcanzo  bien  la  sutil 
"  distinción);  pero  no  está  equiparado  al  socio  comanditario  (simples  par- 
^  leiro),  que  no  puede  ser  siquiera  apoderado  de  la  sociedad  (vé  nuestro 
^  377,  final  del  inc.  1<*).  Siendo  á  modo  de  un  mandatario  ó  institor  (nues- 
^^  tro  art.  391),  su  encargo  es  precisamente  contraer  á  nombre  de  la  sode- 
^  dad,  en  lo  relativo  á  los  negocios  de  que  esté  encargado  por  los  gerentes, 
^  y  de  otro  modo  no  podrían  tener  lugar  las  acciones  que  el  cit.  art.  (el 
"  391)  acuerda  contra  él. . .  Y  pretender  que  no  pueda  contraer,  ni  en 
^  nombre  de  la  sociedad,  porque  se  lo  prohibe  la  letra  del  artículo,  ni  en 
^  su  nombre  porque  es  una  especie  de  mandatario  según  el  dicho  art.  es 
^  crear  en  la  sociedad  ima  entidad  nueva,  que  tiene  beneficio  sin  oficio. " 
A  estos  coníiictos  espone  el  empeño  de  organizar  una  sociedad  híbrida, 
separándose  de  los  principios  jurídicos  y  de  la  realidad  de  las  cosas.  Vé 
notas  1388,  1391  y  1397. 

(1404)  La  responsabilidad  se  limita  siempre  al  valor  de  su  industria 
incorporado  á  los  demás  valores  sociales  (Gód.  Civ.  1779),  tanto  que  no 
responde  siquiera  con  lo  recibido  á  título  de  ganancias.  Yé  nota  1388. 

(1405)  Como  aporte,  se  entiende;  porque  ser  prestamista  de  la  sociedad 
y  suministrar  dinero  ó  mercaderías,  como  un  tercero  cualquiera  (vé  311 
inc.  2^  y  nota),  ó  dejar  en  préstamo  los  dividendos  que  le  correspondan 
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(don  se  oonsiderará  colectiva,  y  el  socio  industrial,  sea  cual 
fuere  la  estipulación,  ^^^  responderá  solidariamente.  V.  440. 
P.  660  y  662.  B.  321. 

Aet.  389 

El  socio  meramente  industrial  en  ningún  caso  estará  obli- 
gado á  devolver  á  la  masa  las  cantidades  que  hubiere  reci- 
bido por  su  parte  de  ganancias;  ^^^  salvo  si  se  probcü^e  dolo 
ó  fraude  por  su  parte,  ^^os  y.  441.  De  B.  322.  P.  664. 

Abt.  390 

Los  fondos  sociales  en  ningún  caso  pueden  responder,  ni 
ser  ejecutados  por  deudas  ú  obligaciones  particulares  de  los 

(nota  1376,  al  fin),  no  es  ciertamente  introducir  capital  como  socio.  Por 
lo  demás,  es  tan  arbitraria  la  disposición  de  este  §,  al  dar  tan  grande 
trascendencia  al  aporte  de  capital  por  insignificante  que  sea,  que  depen- 
derá de  la  voluntad  de  los  socios  constituir  una  sociedad  en  comandita 
con  esos  mismos  elementos.  Yé  nota  1388. 

(1406)  Esta  estipulación  podrá  ser  eficaz  entre  los  contratantes,  pero 
no  podrá  oponerse  á  los  terceroSi  como  se  establece  al  final  del  294  y  en 
la  nota  1399.  La  responsabilidad  solidaria  es  el  derecho  común  de  las 
sociedades  mercantiles  y  de  los  codeudores  en  materia  comercial  (302  y 
nota  479). 

(1407)  A  efecto  de  responder  á  las  pérdidas  posteriores  y  deudas  pa- 
gadas anteriormente.  El  socio  industrial  no  debe  ser  de  peor  condición 
que  el  accionista  (vé  notas  1345  y  1376),  tanto  mas  que  existirá  siempre 
un  socio  solidario  responsable  á  los  terceros,  y  á  quien  el  socio  industrial 
responderá,  por  la  condictio  sitie  causaj  pues  la  exención  del  socio  indus- 
trial es  sólo  con  relación  á  la  masa.  Nótese  que  la  liquidación  se  hace 
regularmente  por  un  tenedor  de  libros  estraño,  y  que  tocará  al  socio  soli- 
dario cuidar  que  no  se  repartan  dividendos  de  utilidades  que  no  son  efbe- 
tivas.  Vé  el  364  con  sus  notas  relativas  al  modo  de  computar  los  bene- 
ficios realizados. 

(1408)  El  presente  inciso  y  los  art.  409  §  1»,  463,  620,  979, 1040  al  fin, 
1137  §  últ.,  1479  y  1484,  entre  otros,  proclaman  el  axioma  de  que  el  dolo 
y  el  fraude  forman  la  escepcion  necesaria  de  toda  regla.  En  la  palabra 
dolo  se  comprende  el  fraude  y  la  mcUa  fé,  Yé  el  523  y  mi  nota  12  al  aift. 
961  del  Oód.  OiviL 
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socios  ÍDídustríales ;  '^^  pero  podrá  ser  ejecutada  la  parte  de 
ganancias  que  les  correspondiere  en  la  partición.  ^^^^  Y.  442. 
B.  323.  P.  660.  E.  316  y  319. 

Abt.  391 

Tanto  á  los  socios  capitalistas,  como  á  los  acreedores  so- 
ciales, competen  contra  el  socio  industrial  todas  las  acciones 
que  la  ley  concede  contra  el  gestor  ó  mandatario  inñel,  negli- 
gente ó  culpable.  >4ii  y.  443.  B.  324.  P.  661. 

CAPÍTULO  SEXTO 
De  las  sociedades  cooperativas 

AsT.  392 
Las  sociedades  cooperativas  ^^^^  deberán  adoptar  para  su 

(1409)  En  virtud  de  la  disposición  general  del  417,  aplicable  á  todo  so- 
cio que  no  sea  un  simple  accionista,  este  art.  pudo  omitirse,  y  debió,  en 
todo  caso,  armonizarse  y  complementarse  con  lo  establecido  en  dicho  art. 
así  como  con  los  art.  1755  y  1756  del  Cód.  Civil.  Compara  el  presente  con 
lo  dispuesto  en  el  1756  de  dicho  Cód. 

(L410)  £1  417  y  el  Cód.  Civ.  demuestran  que  la  disposición  de  este  in- 
cího  es  diminuta  é  inriecesuria.  Los  acreedores  del  socio  podrán  cobrar 
las  deudas  de  éste,  de  las  ganancias  que  los  balances  anuales  ó  interme- 
diarios demostrasen  en  favor  del  socio  su  deudor,  si  éste  tenía  derecho 
para  retirarlas  de  la  sociedad  (Cód.  Civ.  1755).  Podrán  asimismo  hacer 
embargar  y  aun  rematar  ó  adjudicar  la  cuota  eventustl  que  al  socio  deu- 
dor pudiese  corresponder;  pero  sin  embarazar  para  nada  las  operaciones 
sociales,  y  con  cargo  de  cobrar  recien  después  de  la  liquidación  y  parti- 
ción, agrega  el  1756  siguiente. 

(1411)  Se  ha  observado  con  razón  que  el  derecho  que  se  acuerda  á  los 
acreedores  no  armoniza  con  su  papel  en  la  sociedad,  pues  siendo  el  socio 
industrial  á  modo  de  mandatario  y  no  obligándose  en  nombre  propio, 
sólo  para  coa  la  sociedad  debiera  responder  (Sampaio  11  pág.  146).  Y  á 
la  verdad,  el  socio  industrial,  que,  por  nuestro  Cód.  ocupa  una  posición 
intermedia  entre  el  socio  administrador  (vé  nota  1403)  y  el  factor  (vé 
154:  el  324  P.  le  equipara  al  institor  6  factor),  no  es  mas  que  im  manda- 
tario (Cód.  Civ.  1870  no  3»)  y  sólo  responde  á  los  terceros,  cuando 
excediendo  sus  poderes  quede  él  obligado  personalmente  y  nó  la  sociedad 
(compara  con  la  nota  1376  al  principio,  y  vé  la  1245). 

(1412)  La  sociedad  cooperativa  ó  de  capital  variable^  como  se  le  llama 
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constitución  alguna  de  las  formas  establecidas  en  los  capítu- 
los anteriores,  ^^^^  y  quedarán  sujetas  á  las  respectivas  pres- 
cripciones, con  las  modiñcaciones  del  presente  capítulo.  ^^^^ 

Deberán  siempre  acompañar  su  firma  ó  denominación  so- 
cial, con  las  palabras  Sociedad  cooperativa^  limitada  6  ilimita- 
da, 141^  según  fuere:  N.  P.  207  §  §  I»  y  3o.  ||  De  mi  399  y 
401  inc.  últ. 


en  derecho  francés,  no  es  necesariamente  comercial,  y  serái  civil  cuando 
faere  de  consumo  ó  no  tuviere  un  objeto  comercial,  salvo  si  adoptare  la 
forma  anónima  (vé  2b2).  Sus  rasgos  característicos  son,  vaiñabüidad  del 
capital  y  del  personal  de  los  socios  (393  y  394  inc.  2o),  limitación  del  voto 
y  no  cesibilidad  de  las  acciones  (vé  394).  La  variabilidad  del  capital 
proviene  de  la  entrada  de  nuevos  socios,  y  de  la  posibilidad  de  su  salida. 
Vé  nota  1414. 

(1413)  Sin  duda  que  podrán  adoptar  la  forma  colectiva,  la  anónima  y 
la  comanditaria  por  acciones;  pero  la  comanditaria  simple  sería  muí 
difícil  de  conciliarse  con  los  fines  económicos  que  persigue  la  cooperativa 
y  que  requieren  que  los  socios  (comanditarios)  y  el  capital  puedan  variar 
constantemente.  La  forma  que  adoptará  casi  siempre  será  la  de  una 
sociedad  por  acciones  (arg.  del  394  inc.  \9),  Pero  sería  un  error  creer  que 
la  cooperativa  podría  adoptar  la  forma  híbrida  de  la  habilitación;  porque 
la  cooperativa  debe  tener  una  firma  necesariamente  (inc.  2^),  mientras 
que  la  razón  social  es  incompatible  con  la  habilitación  (vé  385).  No  nece- 
sito agregar  que  el  error  no  es  del  nuevo  Cód.  port.  que  sirvió  de  modelo 
á  nuestro  art. 

(1414)  Como  estas  sociedades  ofrecen  la  particularidad  de  comprometer 
los  pequeños  capitales  de  muchísimas  personas,  todas  las  legislaciones 
las  someten  á  las  disposiciones  sobre  publicidad  relativas  á  las  sociedades 
anónimas  (I.  221.  Mi  Proy.  de  Oód.  401.  N.  P.  207  §  2»).  Recuérdese  lo 
establecido  en  el  288.  " 

(1415)  Ilimitada,  si  adopta  la  forma  colectiva,  y  limitadoj  si  adopta  la 
forma  anónima  ó  en  comandita.  Todas  las  leyes  exigen  que  Isis  palabras 
sociedad  cooperativa  precedan  ó  sigan  á  la  razón  social  ó  á  la  denomina- 
ción de  la  sociedad  (vé  mi  Proy.  de  Cód.  401  y  sus  citas),  y  son  en  ello 
lógicas,  porque  idéntica  exigencia  hacen  á  la  sociedad  anónima;  mientras 
que  este  Cód.  no  la  hace  (vé  nota  1132).  Pero  no  se  vé  la  razón  para  exi- 
gir que  se  haga  constar,  que  la  sociedad  es  limitada  ó  üimitadn;  y  si  hay 
una  razón  para  tal  formalidad  en  la  sociedad  cooperativa,  parece  que  la 
misma  razón  existiría  para  hacer  la  misma  exigencia  en  las  que  no  son 
cooperativas.  La  violación  de  nuestro  §  podrá  dar  lugar  á  daños  y 
perjuicios. 
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Abt.  393 

En  el  aobo  constitutiyo  deberán  siempre  espresarse  ^^^^  l^s 
oondiciones  de  admisión  y  cese  ^^^'^  ó  esolnsion  de  los  so- 
cios, ^^^^  así  como  el  miniTnnm  del  capital  social  *^*®  y  la  ma- 
nera de  constituirlo.  ^^20  j)^  ¿j.  p.  209. 

El  capital  podrá  aumentarse,  conforme  al  acto  constituti- 
vo. 14" 

Abt.  394 

Las  acciones  serán  siempre  nominales,  ^^^^  y  cada  socio  no 
tendrá  más  que  un  voto,  sea  cual  fuere  el  número  de  ellas 

(1416)  Ademá,s  de  las  circunstancias  determinadas  en  los  art.  291  y 
292,  segan  fuere  la  forma  adoptada  por  la  sociedad.    Mi  Proy.  de  Cód 
400  &». 

(1417)  La  palabra  cese,  por  demasiado  genérica,  es  impropia,  y  debe 
sustituirse  con  las  palabras  retirOy  separación  6  renuncia  (425). 

(1418)  Si  nada  se  ha  pactado  sobre  retiro  de  los  socios,  regirá  la 
disposición  del  394  inc.  2<>;  y  el  silencio  del  contrato  respecto  á  esclusion, 
parece  que  nó  tendrá  ninguna  consecuencia  legal.  Por  consiguiente,  esta 
parte  del  inciso  está  demás,  y  quedará  sin  sanción,  salvo  que  se  trate  de 
sociedad  que  requiera  autorización  del  gobierno,  que  entonces  el  P.  E. 
podrá  exigir  que  se  consigne  las  condiciones  aquí  requeridas. 

(1419)  Guando  la  sociedad  adopte  la  forma  colectiva,  la  determinación 
de  ese  mínimum  carecería  de  razón  de  ser.  Así,  la  lei  belga,  de  que  esta 
exigencia  es  tomada,  no  es  lógica  al  establecer  la  presunción  de  solidari- 
dad entre  los  socios  (art.  89  n»  6<>).  Si  todos  los  socios  responden  solida- 
riamente, á  qué  conduce  la  determinación  de  un  capital  mínimo?  Yé  la 
nota  siguiente,  y  los  art.  291  n?  4p  y  292  n»  1». 

(1420)  Y  la  forma  en  que  éste  (el  capital  social),  se  halla  ó  haya  de 
estar  constituido,  dice  con  mas  propiedad  el  art.  portugués.  Nótese  que 
nuestro  inciso  no  establece  la  pena  de  nulidad,  como  lo  hace  la  lei  belga 
(87  n<»  4»),  que  ha  servido  de  modelo  al  N.  P.;  y  que  esta  exigencia  queda 
ya  hecha  en  los  art».  291  n»  4**  y  292  n»  1». 

(1421)  Esto  no  lo  trae  ningún  Código,  y  por  su  obviedad,  debió 
omitirse. 

(1422)  Léase  nominativas  (vé  nota  1057).  Aunque  las  acciones  estén 
íntegramente  pagas,  nunca  podrán  estenderse  á  la  orden,  ni  al  portador. 
Oomp  con  326,  327,  380  y  332  y  N.  P.  213.  La  razón  de  la  prohibición  es 
evitar  la  especulación  y  mantener  la  sociedad  entre  determinadas  personas, 
que  se  proponen  ayudarse  y  hacer  ahorros.    Pero  nada  obsta  á  que  las 
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que  posea.  ^^  De  mi  404,  inc.  3»  y  405,  inc.  2o.  N.  P.  213 
y  214. 

Salvo  estipulacioa  espresa  ea  contrarío,  los  socios  tienen 
derecho  de  salir  de  la  sociedad  en  las  épocas  establecidas,  ó  á 
falta  de  esto,  al  fin  de  cada  año  social,  dando  aviso  con  diez 
dias  de  anticipación.  ^^^  N.  P.  220. 

CAPÍTULO   SÉPTIMO 
De  las  sociedades  accidentales  ó  en  participación  ^^^^ 

acciones  puedan  cederse  en  la  forma  ordinaria  del  330  y  con  sujeción  al 
acto  constitutivo.  Oomp.  con  I.  224  y  mi  Proy.  de  Cód.  4>4,  y  Vidarí, 
no»  1276  y  1277. 

(1423)  Esto  impedirá  que  un  socio  prevalezca  con  el  poder  de  su  voto, 
y  perjudique  á  la  igualdad  en  que  se  cimenta  la  sociedad  cooperativa,  y 
se  sírvirá  mejor  al  propósito  que  espuse  en  la  nota  anterior.  Yidari  opina 
que  el  n®  de  votos  debiera  ser  proporcional  al  capital  representado  por 
las  acciones. 

(1424)  Aunque  la  variabilidad  de  los  socios  sea  característica  de  esta 
sociedad  (nota  1412),  estas  restricciones  son  calculadas  para  evitar  per- 
turbaciones en  los  libros  de  la  sociedad,  para  que  sea  posible  utilizar  la 
liquidación  periódica  de  fín  de  año,  y  conocido  el  número  de  socios  que  se 
disponen  á  retirarse,  se  apronten  los  fondos  necesarios  que  hayan  de  lle- 
var consigo.  Las  frases  salir  de  la  sociedad  y  á  falta  de  esto  son  impro- 
pias y  no  existen  en  el  original.  Puede  comp.  con  el  354  fínfhl  del  § 
penúlt  y  la  nota  1B29. 

Para  terminar  esta  materia  diré:  que  siendo  la  cooperativa  una  forma 
calculada  para  servir  los  intereses  de  los  obreros,  tas  leyes  suelen  exone- 
rarlas de  impuestos ;  que  suele  pactarse  una  cuota  de  ingreso  de  los  so- 
cios, para  constituir  el  fondo  de  reserva,  y  que  la  parte  correspondiente 
del  socio  que  se  retira  ó  es  excluido,  no  se  compute  sobre  el  fondo  de  re- 
serva, para  que  éste  no  se  menoscabe ;  y  que  casi  todas  las  leyes,  con 
escepcion  del  N.  P.,  consideran  obligado,  por  algún  tiempo,  al  socio  que 
deja  de  pertenecer  ¿  la  sociedaJ,  en  relación  á  las  obligaciones  sociales 
existentes  y  á  los  negocios  en  viajde  ejecución.  Puede  verse  N.  P.  211,  216, 
222,  209  al  fin  y  223;  mi  Proy.  de  Cód.  406  4  408  con  sus  citas  y  4  Vida- 
rí, n»  1227  4 1332,  3*  edición.  Aunque  se  diga  que  la  emisión  de  obligacio- 
nes repugna  4  la  variabilidad  del  capital,  peculiar  de  la  sociedad  coopera- 
tiva (Vidari,  n»  1260:  vé  nota  1351),  lo  mas  seguro  habría  sido  prohibirlo. 
Vé  notas  1441,  1452  y  1 457. 

(1425)  O  en  cuenta  de  participación,  como  dice  el  final  del  401.    En  el 
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Abt.  396 

La  sociedad  ea  partloipaoioa  es  la  reunión  aooidental  de 
dos  ó  mas  personas  para  una  ó  mas  operaciones  de  co- 
mercio determinadas  y  transitorias^  trabajando  uno,  algunos 
ó  todos  en  su  nombre  individual  solamente,  sin  firma  social 
y  sin  fijación  de  domiciUo.  ^^m  y.  444.  B.  325  y  E.  3B6.  P. 
671.  N.  P.  226.  N.  E.  239-240.  N.  P.  224.  A.  266.  I.  283  y 
237.  F.  47  y  60.  H.  57-58.  W.  274  á  276. 

lenguaje  ordinario  son  conocidas  con  el  nombre  Je  sindicatos.  Y  los  me- 
jores OódigoSi  yisto  que  no  constituyen  una  personalidad  jurídica  ni  axis- 
ten  para  los  terceros,  les  llaman  asociaciones^  j  reservan  el  nombre  de 
sociedades  para  las  demás.  Vé  las  notas  1088  y  1372,  al  fin.  Suele 
llamárseles  también  cuentas  en  participación  y  sociedades  momeiúánecís 
(vé  ley  belga,  14),  en  razón  á  que  su  vida  es,  á  veces,  tan  eflmera.  que 
mueren  el  mismo  día  que  nacen.  Casi  todas  las  operaciones  marftímas  se 
hacen  en  cuenta  de  participación.  Lo  mas  interesante  que  se  ha  escrito 
sobre  esta  difícil  materia  y  que  ha  dado  pié  á  todas  las  opiniones,  se  en- 
cuentra en  Delamarre  y  Le  Poitvin,  tom.  I  Y,  n*»  92  á  116.  Poulle,  Des 
associations  commerciales  en  participationy  con  cuyas  doctrinas  discrepo  en 
puntos  capitales,  según  va  á  verse,  sostiene  muchos  errores. 

(1426)  Eu  este  art.  se  contiene  una  descripción,  mas  bien  que  una  defi- 
nición, y  no  da  una  idea  cabal  de  la  sociedad  definida,  que  permita  des- 
lindarla exactamente,  de  la  sociedad  anónima  y  especialmente  de  la  habi- 
litación. En  la  definición  puede  observarse,  además,  que  en  las  palabras 
reunión  aocidentaly  este  calificativo  no  tiene  una  significación  precisa,  es 
la  misma  cosa  que  se  trata  de  definir,  y  no  hace  mas  falta  aqui  que  en  la 
definición  del  282;  que  tampoco  tienen  un  alcance  preciso  los  vocablos 
operaciones  transitorias,  y  que  asi  como  la  comisión  se  versa  sobre  negocios 
determinados  aunque  no  sean  precisamente  transitorios  (vé  art.  222  con  la 
nota  816),  asi  también  tal  necesidad  no  sejustifi^-a  en  la  sociedad  accidental 
(un  ejemplo  nos  presenta  la  sociedad  colectiva  no  registrada :  vé  nota 
107B),  menos  aun  que  la  circunstancia  de  que  haya  de  versar  sobre  nego- 
cios determinados.  Esto,  no  sólo  en  virtud  de  las  razones  espuestas  en  la 
nota  1088,  sino  de  las  que  fundan  la  tesis  que  sostuve  en  la  citada  nota 
816;  porque  la  situación  del  socio  gerente  es  la  de  un  socio  que  obra  como 
comisionista:  arg.  del  398  y  del  402.  "  Efectivamente,  dice  Pont,  el  geren- 
'^  te  debe  ser  considerado  como  un  comisionista  siempre  que  haya  de  ven- 
^  der  cosas  pertenecientes  á  los  copartícipes  ó  á  uno  de  ellos;  ya  que  sólo 
"  un  comisionista  puede  vender,  en  su  nombre,  cosas  que  no  le  pertenecen 
^  esdusivamente  'f;  y  concluye  acordándole,  con  Delamarre  y  Bravard,  la 
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acción  establecida  en  el  1514.  Puede  comp.  con  401  y  Alauzet,  n^  599. 
Yidari  en  la  nueva  edición  de  su  importante  obra  (n^  1351)  se  inclina 
bastante  á  mi  modo  de  pensar.  Por  último,  nuestra  definición  espresa 
que  esta  sociedad  es  la  reunión  de  personas  para  operaciones  mercan- 
tiles, trab(Hjando  todos  ó  algunos  en  su  nombre  individual;  pero  no  enun- 
cia, como  debiera  (vé  282),  ni  la  idea  de  capital  ni  la  de  repartición  de 
beneficios.  Verdad  que  se  ha  sostenido  que  no  hai  capital  social,  que 
no  hai  fondo  social  que  pueda  considerarse  como  la  garantía  esclusiva 
de  los  acreedores  sociales,  que  no  hai  copropiedad  entre  los  socios, 
quienes  reti  nen  su  aporte  (!)  y  estremando  el  error,  se  ha  llegado  hasta 
decir,  que  mientras  funciona  la  sociedad,  todo  es  individual,  propiedad^  iri" 

dtutria y  que  los  derechos  de  los  asociados  no  comienzan  á  exif^tir, 

sino  cuando  la  operación  ha  terminado,  y  la  sociedad  sólo  empieza  á  pro- 
ducir sus  efectos  y  á  manifestarse,  después  que  concluida  la  operación, 
aquella  se  disuelve  y  da  lugar  á  la  liquidación.    Poulle,  n»*  61,  74,  846 
y  373,  citando  á  Troplong.    La  sociedad  no  comienza  á  existir,  dice  en 
el  65,  sino  en  el  instante  en  que  la  asociación  se  disuelve  I    He  aquí  la 
caricatura  de  la  tesis:  un  juego  de  palabras,  una  proposición  contradic- 
toria en  sus  términos,  un  calambour  jurídico,  el  aimtU  ease  et  non  esse:  de 
tanta  verdad  como  si  d^'era  que  el  animal  empieza  á  vivir  cuando  muere! 
Concluyamos ;  la  sociedad  en  participación  es  un  contrato  que  se  for- 
ma por  el  consentimiento,  y,  como  sociedad  no  puede  ser  concebida  sin 
un  capital  social  (vé  á  Poulle,  n»  293) ;  este  capital  puede  ó  no  ser  la  co- 
propiedad de  los  socios  (el  propio  Poulle,  n^  141)  y,  naturalmente,  perece 
para  su  dueño ;  pero  realizada  la  negociación,  los  rie.<igos  de  ella  ó  de  las 
cosas  adquiridas  corren,  no  por  cuenta  del  socio  gestor,  como  sostiene 
equivocadamente  Poulle  (n<>  150),  sino  para  la  sociedad ;  porque  seria  ini- 
cuo y  absurdo,  que  quien  trabaja  en  beneficio  de  todos,  corra  él  solamen- 
te el  riesgo  (probablemente  hasta  que  sus  consocios  tengan  la  ganancia 
en  el  bolsillo!);  porque  la  adquisición  es  hecha  para  todos,  con  ¿nimo  de 
copropietario  y  no  con  ánimo  de  propietario  único ;  porque  el  gerente 
adquiere  para  la  sociedad  y  como  comisionista  suyo ;  y  porque  si  la  cosa 
adquirida  perece  para  el  gerente,  también  perecerá  el  crédito,  lo  que  se- 
ria de  una  iniquidad  manifiesta  (arg.  del  258).  Pero  se  replica,  que  el  ge- 
rente no  es  un  mandatario,  y  admitiendo  que  se  pueda  ser  gerente  sin 
ser  forzosamente  mandatario,  pregunto,  por  qué  el  gerente  está  obligado 
á  rendir  cuenta?    Sin  duda,  porque  administró  negocios  ágenos,  pues 
quien  administra  negocios  propios  á  nadie  debe  cuenta  (art.  70  y  su  arg.). 
Y  si  los  administra,  es  un  mandatario,  y  un  mandatario  de  la  sociedad, 
un  socio  que  administra  im  negocio  social ;  en  una  palabra,  un  gerente 
de  la  sociedad.  El  mandato  no  lo  recibe  como  otro  estraño  cualquiera  lo 
recibiría  para  ejecutar  actos  aislados  de  una  sociedad  permanente;  sino 
que  su  mandato  constituye  la  administración  misma  de  la  sociedad,  ó  si 
se  quiere,  del  negocio  social  (vé  á  Poulle,  vl^  184  y  345).  Por  olvidar  es- 

29 


450  tít.  lu.  db  las  sociedades 

Abt.  396 
La  sociedad  en  participación  ó  accidental  puede  ser  relativa 

tos  principios,  y  no  deslindar  cuidadosamente  y  en  todos  los  casos  las 
relaciones  internas  de  los  socios,  de  las  relaciones  esternas  entre  los  ter- 
ceros y  el  socio  gerente  (vé  nota  816),  los  más  estimables  escritores 
franceses  y  la  misma  Corte  de  Casación  han  incurrido  en  deplorables 
errores. 

Del^e  hacerse  un  constante  paralelo  entre  la  comisión  y  la  participa- 
ción, y  recordar  siempre  que,  en  ambos  casos,  en  relación  á  los  terceros 
contratantes  no  hay  mandato,  no  hay  sociedad,  y  el  comisionista  y  el  ge- 
rente adquieren  para  si  y  contraen  obligaciones ;  pero  que  en  realidad,  y 
entre  los  socios,  como  entre  el  comitente  y  el  comisionista,  hay  mandato 
y  hay  sociedad  (vé  Cód.  Civ.  1169);  y  el  gerente  es  un  mandatario  de  la 
sociedad,  ó  sí  se  prefiere,  de  todos  los  socios,  puesto  que  él  hace  el  nego- 
cio para  todos.  Se  observa  que  esta  asociación  no  constituye  ima  entidad 
moral,  como  las  demás  sociedades ;  y  ello,  en  relación  á  terceros,  es  cier- 
tisimo  (vé  nota  1533) ;  pero  entre  los  socios,  ya  es  otra  cosa.  Entre  ellos, 
hay,  no  comunidad,  sino  sociedad;  por  eso  se  llaman  socios,  y  nadie  con- 
funde los  socios  con  los  comuneros.  Comp.  sobre  este  tópico  lo  que,  con 
su  alto  sentido  jurídico,  establece  Pardessus,  n*»  1046,  y  vé  á  Poulle, 
n«  72. 

En  cuanto  á  los  acreedores,  lo  son  del  socio  gerente  únicamente,  y  no 
de  la  sociedad  (vé  398),  al  modo  que  los  que  negociaron  con  el  comisio- 
nista son  acreedores  de  éste  y  no  del  comitente  (233),  porque  ni  el  man- 
dato, ni  la  sociedad  (mandante)  existen  á  los  ojos  de  los  terceros.  Comp. 
con  Poulle,  n<*  73,  quien  discute  la  personería  jurídica  de  la  sociedad, 
siempre  sin  hacer  la  suficiente  distinción  entre  las  relaciones  de  los  so- 
cios y  las  que  el  gerente  establece  con  los  terceros ;  pues  si  todo  el  mun- 
do está  de  acuerdo  en  que  la  sociedad  no  existe  para  los  terceros  que 
contratan  con  el  gerente,  es  escusado  discutir  sobre  la  personería  de  lo 
que  no  existe,  ya  que  prius  est  esse  qtiam  esse  talem.  Respecto  á  la  forma 
y  prueba  de  esta  sociedad,  rigen  las  disposiciones  generales  contenidas 
en  el  397.  Vé  á  Poulle,  n9  105  á  12i^.  En  cuanto  á  la  validez  ó  nulidad  de 
los  actos  del  gerente,  se  estará  á  los  principios  sobre  comisión  mercan- 
til; sin  perjuicio  déla  responsabilidad  en  que  haya  podido  incurrir  el 
gerente  para  con  sus  consocios-mandantes,  ni  mas  ni  menos  que  entre 
comisionista  y  comitente ;  y  con  este  criterio  deben  entenderse  las  fra- 
ses paradójicas  de  Poulle  y  otros  autores,  cuando  dicen  que  los  partíci- 
pes son  dueños  y  pueden  disponer  libremente  de  los  aportes  sociales  y 
de  las  adquisiciones  hechas  por  ellos.  Para  terminar,  observaré  que  el 
nuevo  Cód.  portugués  (224),  ha  repudiado  la  vieja  y  errada  doctrina  del 
Cód.  de  1833,  que  exige  necesariamente  que  la  sociedad  sea  momentánea, 
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á.  una  ó  mas  operadoues  oomerciales,  ^^^  y  tiene  lugar,  acer- 
ca de  los  objetos,  con  las  formas,  bajo  la  proporción  de  inte- 
reses y  con  las  condiciones  que  estipulen  los  interesados.  *^*^ 
V.  446.  P,  672.  F.  48. 

Abt.  397 

Estas  sociedades  no  están  sujetas  á  las  formalidades  pres- 
critas para  la  formación  de  las  otras  sociedadfts;  ^^^  y  se 
pueden  probar  por  todos  los  géneros  de  prueba  admitidos 
para  los  contratos  comerciales.  ^'^^^  V.  446.  B.  326,  inc.  2o.  P. 
673  II  De  E.  366.  N.  E.  240.  F.  49  y  60.  H.  68.  W.  276.  A. 
266. 1.  237-288.  N.  P.  228. 

Abt.  398 

Los  que  contratan  con  la  persona  que  dé  su  nombre  en  la 
negociación,  sólo  tienen  acción  contra  él,  ^^^^  y  no  contra  los 

accidental  ó  transitoria.  En  el  mismo  sentido  Troplong,  n®  500.  Delamar- 
re  ni,  n«  31.  Bédai-ride,  n<»  130  y  433,  Alauzet,  n«.  597;  Namur,  n<»  806, 
1285  y  1287. 

(1427)  Puede  verse  lo  dicho  en  las  notas  1088  y  1426,  al  principio. 

(1428)  O  en  términos  más  breves  y  completos :  se  regla,  salvo  lo  dis- 
puesto en  este  Capítulo,  por  la  convención  de  las  partes  (N.  P.  227).  Com- 
para con  mi  Proy.  de  Cód.  414  y  sus  citas.  En  vez  de  bajo  la  proporción, 
debe  leerse  en  nuestro  art.,  en  6  con  la  proporción,  como  está  en  los  ori- 
gínalas. Se  entiende,  por  lo  demás,  que  los  objetos  han  de  ser  actos  ú 
operaciones  de  comercio  (art.  anterior). 

(1429)  En  los  art.  36  n«  3®  y  289  á  293  (arg.  del  inc.  2o);  porque,  no 
existiendo  para  los  terceros,  como  no  existe  el  mandato  dado  al  comisio- 
nista, no  tienen  ningún  interés  en  conocer  sus  cláusulas.  Vé  lei  belga,  14. 

(1430)  Do  acuerdo  con  las  disposiciones  de  los  art.  208  y  209.  Vé  el 
298.  Según  el  derecho  francés  la  prueba  testimonial  se  admite  sin  res- 
tricción en  materias  de  comercio.  Compara  con  mi  Proy.  de  Cód.  415  y 
sus  citas. 

El  Cód.  anterior  exijía  que  el  socio  gerente  debía  ser  precisamente  co- 
merciante, cuya  disposición  ha  sido  suprimida,  siguiendo  el  pensamiento 
del  410  de  mi  Proy.  de  Cód.,  y  demuestra  el  error  del  372,  inc.  1»  (vé 
nota  1369). 

(1431)  Léase,  contra  ella,  contra  la  persona,  para  que  desaparezca  la 
discordancia.  Vé  nota  1533. 
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demás  iateresados,  ^'^^^  aún  cuando  el  negocio  se  hubiere  con- 
vertido en  su  provecho,  ^^^^  ni  aúu  por  la  parte  que  les  cor- 
respondiere en  la  sociedad.  ^^^ 

(1432)  "El  que  fuere  socio  no  ostensible,  dice  el  Cód.  Civ.  1669,  será 
"  juzgado  socio  con  relación  á  las  personas  con  quienes  contrató  socie- 
"  dad;  mas  no  con  relación  á  terceros,  aunque  éstos  tuviesen  conocimiento 
"  del  contrato  social'*.  Oomp.  con  el  298  §  últ  y  Thol  espresa,  por  su 
parte,  que  es  enteramente  inexacto  pretender  que  esta  sociedad  (la  en 
participación)  se  caracteriza  por  no  ser  conocida  del  público  que  con  ella 
contrae.  Todo  esto  apoya  mi  tesis,  que  el  gerente  contrata  como  comi- 
sionista, pues  es  sabido  que  este  carácter  no  se  modifica,  aunque  al  otro 
contratante  le  conste  que  el  comisionista  contrata  por  cuenta  ajena  (vé 
nota  816). 

Se  pregunta  si  esta  asociación  importa  una  cuenta  corriente  (vé  771), 
como  le  llama  el  comercio  francés  según  Felipe  Dupin,  y  si  causa  la  tras- 
lación del  dominio  de  las  mercaderías  y  valores  en  la  persona  del  socio 
gerente,  como  sostiene  Bédarride,  n<»  447,  449  y  467.  Lo  1^  está  fuera 
de  discusión,  pues,  como  he  dicho  antes,  se  trata  de  una  sociedad;  ni  es 
posible  admitir  lo  2^,  porque  la  transferencia  de  dominio  sería,  en  todo 
caso,  á  favor  de  la  sociedad  por  cuya  cuenta  se  va  á  hacer  la  operación, 
y  no  á  favor  del  socio  gerente,  puesto  que  ni  éste  pretende  adquirir,  ni 
su  consocio  enajenar.  Y  á  la  verdad,  el  gerente  no  podría  invocar  nin- 
gún título  para  adquirir  tal  dominio.   Por  consiguiente,  la  responsabili- 
dad que  contraiga  el  gerente  de  la  participación  será  igual  á  la  que 
tendría  administrando  una  comandita  ú  otra  sociedad  comercial.  Trop- 
long  pretende  que  el  socio  conserva  la  propiedad  de  su  aporte,  y  que 
para  él  perece  (vé  su  n^  500).   Esta  opinión,  tan  estremada  como  la  de 
Bédarride,  es  también  falsa,  y  confunde  una  cuestiou  de  hecho  con  una 
de  derecho.  Que  el  aporte  pase  en  propiedad  á  la  asociación  ó  continúe 
siendo  del  socio,  depende  del  convenio  entre  los  socios  y,  en  defecto,  de  la 
disposición  legal  (vé  406  y  Cód.  Civ.  1702  á  1708).  Convengo  en  que  la  co- 
propiedad social  no  pueda  hacerse  valer  contra  los  terceros  cou tratantes 
y  demán  acreedores  del  gerente,  que  es  á  la  conclusión  á  que  llega,  en 
definitiva,  el  fallo  trascrito  por  Bédarride  (vé  art.  400);  pero  tal  conclu- 
sión no  repugna  á  esa  copropiedad,  en  las  relaciones  de  los  socios ;  del 
propio  modo  que  una  mercadería,  que  vende  el  rematador  ó  comisionista, 
no  obstante  ser  propiedad  de  su  comitente,  se  reputa  ser  propiedad  de 
aquel,  ó  cuando  menos  que  tiene  plena  facultad  para  enajenar.   Vé  las 
notas  1426,  1434  y  1440,  y  compara  con  Delamarre,  VI  n®  93  á  106  y  Na- 
mur,  no*  807  y  1290,  y  mi  Proy.  de  Cód.  413  con  su  nota. 

(1433)  No  tienen,  pues,  la  acción  de  in  rem  verso ^  que  no  se  da  contra  el 
comisionista  (vé  nota  835),  y  es  una  acción  directa  y  personal,  que  nunca 
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Estos  tampoco  tienen  acción  ^^^^  contra  el  tercero  que  trató 
con  el  socio  que  dirigió  la  operación,  á  no  ser  que  mediare 
cesión  de  derechos,  ^^sa  y.  448.  E.  367.  N.  E.  246.  H.  68.  P. 
576.  B.  326.  W.  277.  A.  269.  I.  236. 

Abt.  399 

Si  los  socios  hicieren  en  común  los  contratos  con  terceros, 
sin  espresar  la  participación  que  cada  uno  toma,  ^^^'^  quedan 
todos  solidariamente  obligados,  ^^^^  aunque  sus  partes  en  la 
sociedad  sean  diversas  y  separadas.  ^^^^  W.  277. 

se  acuerda  contra  los  terceros.  Cód.  Civ.  1744  y  su  arg.  y  del  1711.  El 
partícipe  es  á  los  ojos  del  público,  un  tercero  y  nó  un  socio  (nota  1426). 
Sobre  la  versio  in  rem,  véase  mi  nota  al  a*rt.  2307  del  Cód.  Civ,  á  Troplong, 
n«  777  y  á  Poulle,  no»  2B7,  265  y  266.  Pero  el  tercero  podrá  ejercer  los 
derechos  de  su  deudor  (Cód.  Civ.  1196  y  1929),  contra  el  participe,  como 
puede  ejercerlos  contra  el  comitente  (vé  notas  836  y  838),  según  es  cor- 
riente en  la  doctrina.  Poulle,  n»*  267  y  268.  Alauzet  no  es  lógico,  al 
negar  esa  acción  al  participe  con  relación  á  su  consocio  (n»  699).  En  el 
inciso  debe  leerse  hubiese,  en  vez  de  htibiere. 

(1434)  Porque  los  terceros  han  contratado  con  el  socio  ostensible  úni- 
camente, en  su  nombre  personal,  y  no  como  representante  de  sus  conso- 
cios. En  la  sociedad  en  cuenta  de  participación,  el  socio  ostensible  es  el 
único  que  se  obliga  para  con  el  tercero  con  quien  contrata:  los  demás 
socios  quedan  únicamente  obligados  para  con  el  dicho  socio  por  todos  los 
resultados  de  las  transacciones  y  obligaciones  sociales,  emprendidas  en 
los  términos  precisos  del  contrato.  B.  H26.  P.  576.  Vé  nota  1432  y  Annales 
de  D,  C.  1887,  pág.  29  con  sus  citas. 

(1435)  No  tienen  acción  directa  ó  personal,  pero  pueden  ejercer  los  de- 
rechos de  su  deudor  (acción  oblicua  del  Cód.  Civ.  1196  y  1929). 

(1436)  Las  disposiciones  de  nuestro  art.  son  idénticas  á  las  del  233, 
cuyas  notas  deben  verse,  y  demuestran  la  completa  analogía  entre  el 
mandato-conúsion  y  la  sociedad  en  participación. 

(1437)  Pero  si  pactan  el  quantum  de  au  responsabilidad  no  quedarán 
obligados  á  otra  cosa,  según  los  principios  del  derecho  común. 

(1438)  Porque  la  solidaridad  es  el  derecho  común  de  los  codeudores, 
en  materia  comercial,  y  especialmente  en  las  sociedades  mercantiles^ 
como  es  doctrina  corriente,  y  conforme  á  la  de  los  art.  303,  inc.  2<>,  final 
del  294,  final  del  298  y  299.  Puede  verse  á  Bédarride,  no  442  bis.  Massé, 
n»  1913  y  1986.  Alauzet,  n»  543.  Namur,  n»  1282.  Delamarre,  &, 

(1439)  Esta  circunstancia  servirá  únicamente  para  regular  las  rela- 
ciones entre  los  asociados.    Vé  Cód.  Civil  717  y  el  408  del  presente. 
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Si  uno  ó  mas  de  los  participes  contrajera  la  obligación  ha- 
ciendo conocer  los  nombres  de  los  otros,  y  con  asentimiento 
de  estos,  quedan  todos  solidariamente  obligados.  ^'*'*^  V.  449. 
Massé,  no  1986.  A.  269. 

Abt.  400 

El  socio  contratante  responsabiliza  todos  los  fondos  ¡socia- 
les, ^^^  aunque  sea  por  obligaciones  personales,  si  el  tercero 
con  quien  contrató  ignoraba  la  existencia  de  la  sociedswi,  ^"^^ 

(1440)  Si  uno  de  los  partícipes  hubiere  obrado  al  mismo  tiempo  á 
nombre  y  por  encargo  de  los  demás,  todos  adquirirán  derechos  y  con- 
traerán obligaciones  solidarias  respecto  de  los  terceros,  por  tratarse  de 
un  caso  idéntico  al  del  inciso  anterior  en  que  todos  los  participes  apare- 
cen obrando  en  común  ó  por  el  intermedio  de  un  mandatario  común. 
Todo  esto  constituye  un  fortísimo  argumento  de  que,  en  materia  comer- 
cial, los  codeudores  se  obligan  solidariamente.  Vé  nota  479.  Para  que 
proceda  la  disposición  de  nuestro  §,  no  bastaría  que  el  socio  ostensible, 
haciendo  conocer  los  nombres  de  sus  consocios,  divulgase  así  la  existen- 
cia de  la  sociedad  (comp.  con  Bédarride,  n<>  442  bis),  pues  aunque  no  se 
exija  que  esta  sociedad  se  inscriba  como  las  otras  (397),  tampoco  se  ha 
impuesto  á  los  partícipes  la  obligación  de  hacer  misterio  de  su  sociedad, 
so  pena  de  verla  degenerar  en  sociedad  colectiva  (Delamarre,  VI,  n»  102). 
Vé  la  nota  1432.  El  Cód.  del  Estado  Oriental  exije  que  el  asentimiento 
de  los  socios  sea  dado  por  escrito;  pero  esta  precaución  no  es  conforme 
al  derecho  común  ni  á  la  índole  de  las  obligaciones  comerciales  (vé  A. 
317)  en  general,  y  á  la  sociedad  accidental,  en  particular  (vé  397).  Otra 
oosa  es  tratándose  de  la  prueba  del  consentimiento,  como  parte  esencial 
del  contrato,  la  cual  se  rige  por  los  principios  generales  en  materia  de 
prueba  (nota  1430).     En  el  §  debe  leerse  contrajeran,  en  vez  de  contrajera, 

(1441)  En  el  315  hemos  podido  ver  que  fondo  social  es  sinónimo  de  ca- 
pital social  (nota  1135);  de  que  resulta  que  esta  sociedad  tiene  su  capital 
propio,  constituido  por  uno  ó  mas  aportes,  como  lo  he  establecido  en  la 
nota  1425. 

(1442)  El  socio  contratante  responsabiliza  todos  los  fondos  sociales,  en 
virtud  de  lo  espuesto  al  ñnal  de  la  nota  1432,  aunque  el  tercero  con  quien 
contrató  no  ignorase  la  existencia  de  la  sociedad  (notas  1432  y  1440),  y 
aunque  no  lo  consientan  los  socios  inactivos  (arg.  del  401  inc.  2<>),  agrega 
el  Cód.  del  Estado  Oriental,  450.  También  responsabiliza  los  fondos  so- 
ciales, aun  por  obligaciones  personales,  si  el  tercero  que  conocía  la  exis- 
tencia de  la  sociedad,  hubiere  procedido  de  mala  fé;  es  decir,  sabiendo 
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salvo  el  derecho  de  los  socios  perjudicados  contra  el  socio  con- 
tratante. 1^3  V.  450.  B.  327.  ||  Vé  P.  619. 

Abt.  401 

En  caso  de  quiebra  del  socio  gestor,  es  licito  al  tercero  con 
quien  hubiese  contratado  saldar  todas  las  cuentas  que  con  él 
tuviese,  aunque  estén  abiertas  bajo  distintas  designaciones, 
con  los  fondos  pertenecientes  á  cualquiera  de  esas  cuen- 
tas.  1444 

No  podrán  impedirlo  los  demás  socios,  aunque  muestren 
que  aquellos  fondos  les  pertenecen  esclusivamente,  ^^^  siem- 
pre que  no  prueben  que  el  referido  tercero  tenía  conocimien- 
to, antes  de  la  quiebra,  de  la  existencia  de  la  sociedad  en 
cuenta  de  participación.  ^^^  V.  461.  B.  328. 

Abt.  402 

La  liquidación  de  esta  sociedad  se  hará  por  el  mismo  socio 
que  hubiese  dirigido  la  negociación,  ^^''  quien,  desde  luego 
que  ésta  se  halle  terminada,  debe  rendir  la  cuenta  de  sus  re- 
sultados, con  los  comprobantes  respectivos.  ^^^^  V.  452.  E.  358. 
N.  E.  243.  W.  278.  A.  270. 

que  se  le  pagaba  con  cosas  ajenas,  como  pertenecientes  á  la  sociedad  ó 
á  uno  de  los  socios.  Vé  final  del  art.  siguiente. 

(1443)  Por  los  daños  y  perjuicios  ú  otra  acción  que  corresponda  (807  y 
su  arg.)  Vé  las  notas  &  ese  art. 

(1444)  En  esa  época  se  saldan  las  cuentas  respectivas  (1404  inc.  últ.)  y 
las  diversas  denominaciones  de  tcJes  cuentas  no  cambian  el  deudor  ni 
sus  relaciones  con  el  acreedor. 

(1445)  La  razón  es  que  in  creditum  abit  credita  pecunia  et  non  quceritur 
origo  pecunia,    Muestrenj  en  vez  de  demuestren,  es  un  portuguesismo. 

(1446)  Aplica  lo  dicho  en  la  segunda  parte  de  la  nota  1442. 

(1447)  De  acuerdo  con  el  pensamiento  del  434  y  como  en  el  caso  idén- 
tico del  371;  pero  no  es  preciso  decir  que  no  es  necesario  ni  posible 
agregar  las  palabras  en  liquidación  á  la  firma  social,  pues  tal  firma  no 
existe  (395).  La  rendición  de  cuentas  es  el  coronamiento  de  toda  admi- 
nistración (vé  70),  y  nadie,  como  el  gerente,  está  preparado  para  hacerla. 
Vé  434  y  siguientes  y  428  §§  últ». 
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CAPÍTULO  OCTAVO  ^^^ 
De  los  derechos  y  obligaciones  de  los  socios 

Akt.  403 

Las  obligaciones  de  los  socios  empiezan  desde  la  fecha  del 
contrato,  '^^^  ¿  j^q  qq^.  ^^q  espresamente  se  señale  otra  época 
en  la  escritura  de  sociedad.  ^"^^^ 

Estas  obligaciones  duran  hasta  que,  disuelta  la  sociedad,  se 
hallen  satisfechas  y  estinguidas  todas  las  responsabilidades 
sociales.  1^52  y.  465.  B.  329.  P.  610  inc.  !<>  y  640.  Nap.  1843. 
Pr.  629. 


(1448)  De  conformidad  á  lo  establecido  en  los  art.  68,  69,  71,  72  y  74. 
Vé  el  441,  que  constituye  una  de  las  escepciones  previstas  en  el  73. 

(1449)  Aunque  por  constituir  éste  un  Capítulo  separado,  deban  sus 
disposiciones,  como  las  de  los  tres  capítulos  siguientes,  aplicarse  á  los 
miembros  de  cualquiera  especie  de  sociedad,  luego  tendremos  ocasión  de 
ver  que  esta  generalización  no  contiene  sino  una  parte  de  verdad,  y  que 
varias  de  esas  disposiciones  no  son  ostensivas  á  todas  las  sociedades. 
Conviene  tomar  nota  de  que  el  Cód.  B.,  cuyo  plan  se  ha  seguido  en  este 
Titulo,  trata  separadamente  de  las  compañías  ó  sociedades  anónimas.  Vé 
el  412  inc.  lo  y  últ. 

(1450)  Porque  desde  entonces  comienza  la  existencia  de  la  sociedad 
(Cód.  Civ.  961),  con  tal  que  soa  registrada  en  tiempo  (vé  36  n*  3®  y  293 
á  296)  y  publicada,  cuando  tales  requisitos  sean  necesarios  (vé  319,  323, 
397,  288  y  324). 

(1451)  Sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  que  pueda  corresponder  á 
los  socios  fundadores  y  á  los  administradores  de  las  sociedades  por 

acciones. 

(1452)  Sin  perjuicio  y  no  obstante  cualquier  pacto  en  contrario,  que 

existiere  entre  los  socios,  el  cual  será,  respecto  de  los  terceros,  res  inter 
altos  acta  (Cód.  Civ.  1199):  433  inc.  1®  y  su  arg.  En  este  sentido  el  Cód.  P. 
712  y  713.  Como  se  vé  todas  las  disposiciones  de  nuestro  art.  son  toma- 
das del  Cód.  Civ.  francés  y  pertenecen  al  derecho  común;  pero,  no  figu- 
raudo  en  nuestro  Cód.  Civ.,  se  ha  hecho  bien  en  consignarlas  aquí.  Vé  mi 
Proy.  de  Cód.  271  y  á  Vidari,  n®»  633  y  634,  y  adviértase  que  nuestro  art. 
trata  de  las  obligaciones  de  los  socios^  y  no  precisamente  de  las  de  la 
sociedad,  y  desautoriza  la  opinión  paradójica  de  Poulle,  que  impugné  en 
la  nota  1426,  según  la  cual  la  sociedad  accidental  no  comienza  á  existir 
sino  en  el  momento  de  su  disolución.  Los  art.  284  y  310  debieron  figurar 
á  continuación  del  presente. 


ABT.  404  T  406  467 

Abt.  404 

No  oumpliendo  aJgan  sooio  con  poner  en  la  masa  comtuii 
en  el  plazo  convenido,  la  porción  de  capital  á  que  se  hubiese 
obligado  en  el  contrato  de  sociedad,  tiene  la  compañía  opción 
entre  proceder  ejecutivamente  contra  sus  bienes  para  hacer 
efiectiva  la  porción  de  capital  que  haya  dejado  de  entregar,  ^^^ 
ó  rescindir  el  contrato  en  cuanto  al  socio  omiso,  ^^^  con  las 
circunstancias  establecidas  en  el  artículo  420.  V.  466.  E.  300. 
N.  E.  170.  A.  95. 

Ajbt.  406 

El  socio  que  por  cualquiera  causa  no  introdujere  á  la  socie- 
dad la  parte  á  que  se  obligó,  en  los  plazos  y  en  la  forma  es- 
tipulada en  el  contrato,  ó  en  defecto  de  estipulación,  desdo 
que  se  estableció  la  caja,  debe  abonar  el  iuterés  corriente  del 
dinero  que  se  hubiese  dejado  de  entregar.  "^  É.  303.  N. 
E.   172. 

Si  lo  que  debia  entregar  no  consistia  en  dinero,  respon- 
derá á  la  sociedad  por  los  daños  y  perjuicios  resultantes  de 
U  j[iora.  W5«  7.  467.  W.  196.  A.  95. 1.  83.  ||  Oomp.  N.  P.  118 
§  §  6o  y  6o. 


(1458)  De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art.  siguiente.  Este  es  el 
derecho  común.  £1  reconocimiento  previo  de  la  firma  será  indispensable, 
para  preparar  la  vía  ejecutiva  (nota  415):  arg.  de  los  art.  675  ino.  1®,  1021 
inc.  2^  y  1044  inc.  1^  y  derecho  común  de  las  ejecuciones. 

(1454)  De  acuerdo  con  las  prescripciones  del  216,  y  sin  perjuicio  de  las 
disposiciones  especiales  de  los  art.  332  inc.  L<>,  .i38  inc.  1»  y  893  inc.  !<>. 

(1455)  Sin  necesidad  de  interpelación  alguna  (Cód.  Civ.  1721:  comp. 
con  el  560  del  presente).  La  Reforma  de  1873  requería  interpelación. 
Comp.  con  mi  Proy.  de  Cód.  272  y  sus  citas;  y  con  el  419  n«  4«  del  pre- 
sente. Lo  establecido  por  el  inciso,  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  pactado 
en  el  contrato  social  ó  consignado  en  los  estatutos. 

El  interés  de  la  suma  de  dinero  se  considera  que  es  la  medida 
de  los  daftoa  y  perjuicios  (vé  Cód.  Civ*  622  con  su  nota).  Son  aquí 
aplicables  las  disposiciones  de  los  art*»  564  y  565  inc    2o. 

(1456)  De  conformidad  al  1721  ino.  últ.  del  Cód.  Civ.;  como  que  la 
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Abt.  406 

Cuando  el  todo  ó  parte  del  capital  que  un  socio  deba  po- 
ner consista  en  efectos,  ^^^^  se  hará  su  tasación  en  la  forma 
prevenida  en  el  contrato  de  sociedad,  ó  en  su  defecto,  por 
peritos,  según  los  precios  de  plaza^  corriendo  los  aumentos  ó 
disminuciones  ulteriores  por  cuenta  de  la  compañía.  ^^^'^ 
V.  468.  E.  301.  N.  E.  172.  I.  81. 

Abt.  407 

Entregando  un  socio  á  la  compañía  algunos  créditos  en 
descargo  del  capital  que  debiese  introducir,  no  se  le  abonarán 
en  cuenta  hasta  que  se  hubieren  cobrado.  ^^^^ 

Si  no  fuesen  efectivos,  después  de  hecha  la  ejecución  en 
los  bienes  del  deudor,  ó  si  el  socio  no  conviniere  en  hacer- 
la, ^^^®  responderá  del  importe  de  dichos  créditos  hasta  cubrir 
la  parte  del  capital  de  su  empeño  (E.  302.  P.  646.  Comp.  1. 80. 
N.  P.  118  §  2o),  en  la  forma  del  artículo  405,  i^eo  y.  469. 

mayor  parte  de  nuestro  art.  está  legislado  en  ese  Código.  Vé  el  350  n^*  4 
y  6,  teniendo  en  cuenta  los  art««  1708  á  1710  de  aquel  Cód. 

(1457)  En  principio,  los  bienes  aportados  por  los  socios  se  juzgan 
trasferidos  en  propiedad  á  la  sociedad,  siempre  que  no  conste  manifíes* 
tamente  que  los  socios  le  trasfírleron  sólo  el  uso  ó  goce  de  ellos  (Cód.  Oiv. 
1703. 1. 82),  y  datándose  de  efectos  comerciales  (mercaderías),  destinados 
naturalmente  para  ser  veudidos,  presume  nuestro  art.  que  el  socio  los 
trasfíere  en  propiedad  (Cód.  Civ.  1704).  Por  esto,  los  aumentos  y  dis- 
minuciones corren  por  cuenta  de  la  sociedad.  Bes  perit  domino.  Esto 
desautoriza  la  doctrina  de  los  que  niegan  que  la  sociedad  accidental 
cause  la  copropiedad  de  los  aportes  ó  capital  social  (vé  notas  1426 
y  1441). 

(1458)  Es  una  disposición  idéntica  á  la  del  779.  El  1707  del  Cód- 
Civ.,  que  prevé  \xn  caso  mui  distinto,  se  aplicará  cuando  fuere  oportuno. 
Vé  nota  1460,  y  comp.  con  mi  Proy.  de  00*^.  273. 

(1459)  Si  conviniere  en  ejecutar  al  deudor  del  crédito,  taJ  circimstancia 
no  modificará  su  responsabilidad,  y  apenas   retardará  su  cumplimiento. 

(1460)  Es  decir,  pagando  los  intereses,  ó  los  daños  y  perjuicios, 
en  su  caso,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  inc  1®  de  dicho  art. 
4')5.  Pero  adviértase  dos  cosas:  una  que  se  estará  preferentemente  á 
lo  que  haya  podido  convenirse  al  respecto,  en  el  contrato  social  ó  en  los 
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Abt.  408 

Las  gananoias  y  pérdidas  se  dividen  entre  ios  socios  á  pro- 
rata de  sus  respectivos  capitales,  ^^^  á  no  ser  que  otra  cosa  se 
hubiere  estipulado  en  el  contrato.  ^^^  De  B.  330. 

Si  habiéndose  espresado  la  parte  de  ganancias,  no  se  hizo 
mención  de  las  pérdidas,  se  dividirán  éstas  como  se  habrían 
dividido  aquellas ;  y  al  contrario.  *^**  V.  470.  Acev.  1890.  De 
E.  318  y  319.  P.  643.  W.  206.  N.  E.  140  y  141.  A.  108 
y  109. 

Aet.  409 

El  socio  encargado  de  la  administración,  por  cláusula  espe- 
cial del  contrato,  puede,  á  pesar  de  la  oposición  de  sus  com- 
pañeros,  ^^^   ejercer  todos  los   actos   que   dependan    de  su 

estatutos;  y  otra,  qué  en  el  caso  de  nuestro  art.  los  créditos  fueron 
entregados  por  dación  en  pago  de  la  obligación  que  constituía  el  aporte 
del  socio,   como  lo  he  significado    en  la  nota  1458. 

(1461)  Esta  equitativa  distribución  es  de  derecho  común  (Gód.  Giv. 
1778,  inc.  2»).  Vé  el  387  con  la  nota  1402;  y  puede  verse  á  Troplong, 
no»  614  y  616. 

(1462)  Vé  283  y  334.  El  convenio  puede  repartir  desigualmente  las 
pérdidas  y  las  ganancias;  pero  no  habrá  sociedad  si  hay  privación  com- 
pleta de  ganancias  ó  exoneración  completa  en  las  pérdidas.  Vé  el  inc. 
sig^uiente  con  su  nota. 

(1463)  L.  5  tit.  10  P.  5^  Para  que  las  esperanzas  y  peligros  se 
balanceen,  y  queden  los  socios  en  un  pié  de  igualdad,  la  ley  de  las  ga- 
nancias debe  serlo  de  las  pérdidas,  y  viceversa.  Los  art®*  305  á  307 
debieron,  como  el  310,  colocarse  en  este  Capítulo,  generalizando  así 
las  disposiciones  que  contienen. 

(1464)  Mientras  que,  cuando  se  ha  estipulado  el  modo  de  adminis* 
trar  la  sociedad,  cada  socio  puede  oponerse  á  las  operaciones  de  los 
demás,  antes  que  hayan  producido  efecto  legal  (Gód.  Giv.  1677).  Vé 
41 L  y  412  inc.  2»  y  á  Alauzet,  n»  442.  Pueden  verse  377,  378  y  388 
inciso  1».  A.  Laurent,  XXYI  n^  324  se  le  atribuyen  opiniones  dispa- 
ratadas que  no  ha  vertido. 

Ninguna  de  Lis  disposiciones  de  nuestro  art.  es  estensiva  al  ad- 
ministrador ó  administradores  de  la  sociedad  anónima,  que  tienen  en 
los  art<»  335  á  337  su  legislación  peculiar  (vé  notas  1274  y  1449). 
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admmistraciou,   ^^^^  con  tal  que  sea  sin  fraude.   ^^  Comp. 
E.  306. 

Ese  poder  no  puede  ser  revocado  sin  causa  legítima  mien- 
tras dure  la  sociedad;  ^^"^  pero  si  ha  sido  otorgado  después 
de  celebrada  ésta,  es  revocable  como  simple  mandato.  ^^^ 
V.  471.  Acev.  1895.  Nap.  1856.  P.  616.  E.  307.  N.  E.  131  y 
132.  A.  99,  100  y  101. 

Abt.  410 

Cuando  se  encarga  á  varios  socios  de  la  administración,  sin 
que  se  determinen  sus  ñmciones,  y  sin  que  se  esprese  que  no 
podrá  el  uno  obrar  sin  el  otro,  puede  cada  uno  ejercer  todos 
los  actos  de  la  administración.  ^^^^ 


(1465)  Porque,  en  tal  caso,  el  derecho  de  administrar  qae  le  es  atri- 
buido, lo  arranca  del  propio  contrato  social,  ha  sido  una  condición  de 
éste  (Oód.  Oív.  1977),  participa  asi  de  la  organización  de  la  sociedad, 
y  no  puede,  por  consiguiente,  ser  menoscabado  (412  y  su  arg.)  Vé  el  1681 
del  Oód.  Civ.,  que  ha  dado  ocasión  á  doctrinas  y  disparatadas  que  no  trae 
el  epíteto  eapecialj  y  la  nota  del  doctor  Yelez-Sarsfíeld.  En  las  socie- 
da'les  anónimas  prevalecen  otros  principios,  porque  se  teme  á  1^  omui- 
potencia  de  los  adminiRtradores  y  los  poderes  constitucionales  residen 
en  la  asamblea  de  accionistas  (vé  notas  1464  y  1231).  Respecto  al 
socio  gerente  de  la  comandita  simple  y  al  capitalista  de  la  habilitación, 
su  derecho  de  administrar  es  esclusivo  (vé  377  y  888  y  la  nota  13  <  O 
al  medio). 

(1466)  Vé  la  nota  1408  y  á  Alauzet,  no  434. 

(1467)  Por  la  razón  dada  en  la  nota  1466.  Comp.  con  336  y  336.  Bes- 
pecto  á  lo  que  es  causa  legitima  de  revocación  y  otros  puntos  relativos  á 
esta  última,  vé  el  Gód.  Civ.  1682  á  1686,  teniendo  en  cuenta  la  disposición 
del  448  del  presente.  Compáralos  con  A.  101  y  125  n®  I®  á  6«.  Pienso 
que  en  los  casos  previstos  en  el  Cód.  Civ.  1686  y  1867  procederá  al 
derecho  á  separarse  de  la    sociedad. 

(1468)  Por  mayoría  de  los  socios,  de  conformidad  al  Cód.  Civ.  1688  y 
412  inc.  2»  del  presente. 

(1469)  En  el  caso  de  este  inciso  no  se  aplican  las  prescripciones  de 
los  arto*  1899  á  1903  del  Cód.  Civ.,  relativos  al  mandato  simple,  porque 
loH  socios  son  procwratarea  in  rem  8uam,  y  la  administración  social  tiene 
así  reglas  que  le  son  peculiares  (346  y  su  arg.)  .  Pero  el  presente  no  es 
mas  que  una  repetición  de  lo  establecido  en  ese  Cód.  1692  y  1693,  y 
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Si  se  ha  esüpalado  que  nada  puede  haoer  el  uno  sin  el  otro, 
ninguno  puede,  sin  nueva  convención^  obrar  en  ausencia  del 
compañero,  aún  en  el  caso  de  que  ésto  se  hallara  en  la  im- 
posibilidad personal  de  concurrir  á  los  actos  de  la  adminis- 
tración. 1470  V.  472.  Aoev.  1896.  Nap.  1867-1858. 

Abt.  411 

Si  no  ha  mediado  estipulación  sobre  el  modo  de  la  admi- 
nistración, i^'^i  se  juzga  que  los  socios  se  han  atribuido  mú- 
tuamonto  el  poder  de  administrar  el  uno  por  el  otro.  ^^^^ 
V.  478.  II  De  Acev.  1897,  no  l^,  inc.  lo.  N.  P.  152,  ^j  2o.  Comp. 
E.  304.  P.  611.  A.  102. 

Abt.  412 

La  mayoría  de  los  socios,  si  no  hay  estipulación  en  contra- 
río, '^^  no  tiene  facultad  de  variar  ni  modificar  las  conven- 
ciones sociales  ni  puede  entrar  en  operaciones  diversas  de 
las  determinadas  en  el  contrato,  ^'^'^^  sin  el   consentimiento 

debió  por  coüBÍguiente  omitirse,  como  lo  aconsejaba  mi  Proy  de  Gód. 
276  (en  la  nota). 

(1470)  Salvo  si  hubiese  peligro  inminente  de  un  daño  grave  é  irrepa- 
rable para  la  sociedad,  como  dice  el  Cód.  Oiv.  en  el  art.  1693  respectivo 
Sobre  el  1693  se  han  vertido  doctrinas  moi  curiosas.  Ck>mp.  con  el  238. 

(1471)  En  relación  á  los  terceros,  será  lo  mismo,  si  esa  estipulación 
no  ha  sido  registrada  (291  n»  3»,  293  inc.  1^  y  294  inc.  2<»).  Este  art.  es 
una  mera  repetición  del  n®  3^  citado  y  debió  suprimirse. 

(1472)  Y  pueden  por  consiguiente  usar  promiscuamente  de  la  firma 
social  (291  Xi9  3^);  pero  cada  socio  puede  oponerse  á  las  operaciones  de 
los  demás,  mientras  éstas  no  hayan  producido  efecto  legal  (Cód.  Civ. 
1677).  Aplica  lo  dicho  en  la  nota  1038.  Vé  la  nota  al  §  lUt.  del  428. 
Los  arto*  806  y  309  habrían  estado  mejor  colocados  en  este  lugar. 

(1473)  Aunque,  en  principio,  no  pueda  dejarse  á  la  voluntad  de  la 
otra  parte  las  condiciones  esenciales  de  un  contrato,  siendo  el  pacto 
social  como  la  carta  constitucional  de  la  sociedad,  hay  siempre  que 
conformarse  á  él,  en  cuanto  las  leyes  lo  consientan.  En  el  mismo 
sentido,  Cód.  Civ.  1672,  y  vé  final  de  la  nota   1301. 

(1474)  Argumento  de  los  art.  302  §  últ,  317  y  363.     Vé  428  §  úlc. 
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uaánime  de  todos  los  socios,  ^^^^  salvo  lo  prescripto  respecto 
de  las  sociedades  auóniínas.  ^^''^ 

Eq  los  demás  casos,  todos  los  negocios  sociales  serán  deci- 
didos por  el  voto  de  la  mayoría.  ^^'^ 

Los  votos  se  computan  en  la  proporción  de  los  capitales, 
contándose  el  menor  capital  por  un  voto;  y  fijándose  el  nú- 
mero de  votoi  de  cada  uno  por  la  multiplicación  del  capital 
menor.  ^478  y.  474.  B.  331.  P.  641. 

Eq  las  sociedades  anónimas  se  procederá  conforme  á  lo  de- 
terminado en  la  sección  respectiva.  ^^'^^ 

Abt.  413 

Cualquier  daño  ocurrido  en  los  intereses  de  la  sociedad 
por  dolo,  abuso  de  facultades,  culpa  ó  negligencia  de  uno 
de  los  socios,  constituirá  á  su  autor  en  la  obligación  de  in- 

(1475)  Compara  con  el  Oód.  Civ.  1696  y  1697.  El  contrato  es  la  ley  su- 
prema de  loB  contratantes,  y  no  puede  desatarse  sino  por  la  voluntad  de 
los  que  lo  celebraron  (Cód.  Civ.  1197  y  1200);  pero  en  todo  caso  habrá  de 
cumplirse  también  con  el  mandato  del  295,  y  requerirse  nueva  autoriza- 
ción gubernativa,  en  su  caso  (vé  nota  1 L53). 

(1476)  Esta  salvedad  alude  á  las  disposiciones  contenidas  en  el  354,  que 
mediante  ciertas  precauciones,  permiten  siempre  reformar  las  cláusulas 
de  los  pactos  sociales,  aunque  estos  guarden  silencio  al  respecto. 

(1477)  Por  la  mayoría  de  los  socios  administradores,  pues  ni  el  coman- 
ditario podría  votar  (vé  877),  ni  el  habilitado  (vé  388),  ni  el  socio  solida- 
rio privado  de  la  administración.  Y  como  nuestro  §  no  es  aplicable  á  la 
sociedad  anónima,  pierde  gran  parte  de  su  importancia  práctica.  Compá- 
ralo con  el  últ.  del  428. 

(1478)  B«sultará  de  aquí,  que  uno  sólo  podrá  constituir  la  mayoría  (vé 
877),  y  si  esto  perjudica  á  los  demás,  deben  culpar  únicamente  su  impre- 
visión. El  sistema  adoptado  por  nuestro  §  para  computar  los  votos  es 
arbitrario;  de  modo  que  igual  voto  tendría  un  socio  con  mil  pesos  de  ca- 
pital, que  otro  que  tenga  1500  ó  un  tercero  con  1999,  resultado  que  no 
puede  admitirse  como  justo.    Vé  la  nota  siguiente. 

(1479)  Y  en  la  sociedad  cooperativa,  cada  socio  no  puede  tener  mas  de 
un  voto  {vé  394  inc.  L®).  No  es  preciso  agregar  que  en  el  caso  del  381, 
los  votos  de  los  accionistas  se  computarán  del  propio  modo  que  en  las  so- 
ciedades anónimas. 

El  284  debió  figurar  á  continuación  del  presente. 
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demixizarlo,  sin  que  pueda  alegar  oompensacion  con  el  lucro 
que  su  industria  haya  proporcionado  en  otros  negocios.  ^^^^ 
Y.  475.  E.  320  y  Napol.  1850.  N.  E.  144.  A.  94. 1.  84. 

Abt.  414 

Cada  uno  de  los  socios  tiene  acción  contra  la  sociedad  no 
solo  por  las  sumas  que  haya  desembolsado  en  utilidad  de 
ella,  ^^*  con  los  intereses  de  plaza,  ^^^  sino  también  por  las 
obligaciones  que  haya  contraído  de  buena  fé,  ^^^^  para  los  ne- 
gocios de  la  sociedad.  ^^^  Acev.  1890. 

Si  sufriere  alguna  pérdida,  ó  recibiere  algún  daño  ^^^^ 
(comp.  E.  322.  N.  E.  142)  por  razón  de  sus  actos  como  so- 
cio, i48«  debe  ser  indemnizado  de  todo  lo  que  inmediata  ó  di- 

(1480)  Esto  es  conforme  al  art.  17¿6  del  Cód.  Civ.  Vé  el  1002  inc.  2» 
y  el  307.  Si  en  una  misma  operación,  el  daño  cansado  quedase  cubiertx) 
por  beneficios  anteriores  ó  posteriores  de  la  cuenta  final,  no  le  será  im- 
putado al  socio  que  dirigió  aquella.  Por  eso  nuestro  art.  dice  en  otros 
negociosj  y  esta  es  la  doctrina  de  los  escritores  franceses,  que  puede  de- 
cirse unánime,  pues  no  hay  más  excepción  que  P&ris.  Puede  verse  4 
Alauzet,  no  411;  Pont,  n^  361;  Duvergier,  Delangle,  Dalloz  y  Freitas. 

Como  lo  expresé  al  pié  del  art.  276  de  mi  Proyecto  de  Cód.  de  Ck>mer- 
cio,  la  presente  disposición  debió  suprimirse  como  muchas  otras  de  este 
Capitulo,  en  razón  de  hallarse  ya  consignada  en  el  Código  Civil 

(1481)  Con  arreglo  al  311,  y  mediante  la  acción  de  in  rem  veraOj  en  su 
caso.  Vé  las  notas  972,  1114,  1106,  1484  y  1606,  asi  como  los  arts.  154, 
227,  276,  442  §  últ  y  895  y  Cód.  Civ.  1731. 

(1482)  Que  se  devengs^rán  por  el  solo  ministerio  de  la  ley,  sin  necesi- 
dad de  interpelación,  como  sucede  respecto  á  cualquier  mandatario  (Cód. 
Civ.  1950  y  Cód.  ant.  311).  Comp.  con  el  277  y  405.  Troplong,  no  603. 
Alauzet,  n»  415.  A.  93. 

(1483)  Aimque  el  negocio  no  haya  dado  buen  resultado.  Troplong, 
no  605;  &.  Lo  dispuesto  en  el  art.  anterior  se  aplicará  en  su  caso,  por  su- 
puesto. 

(1484)  Suponiendo  que  haya  obrado  como  mandatario  de  la  sociedad, 
de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  Cód.  Civ.  1951.  Vé  los  arts.  citados  en 
la  nota  1481,  el  305  y  á  Troplong,  n«>  604. 

(1485)  Que  no  le  sean  imputables  (Cód.  Civ.  1112  y  1953;  vé  el.  1954) 
E.  321.  Quod  qui8  ex  culpa  sita  damnum  sentit,  non  inteüigitur  damnum 
sentiré^  dice  la  regla  206  del  Digesto. 

(1486)  T  por  razón  de  la  sociedad,  como  dice  el  final  de  este  art. 
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direotamente  ^^'^  hubiere  perdido,  6  del  daño  que  hubiere  su- 
frido í*«8  por  razón  de  la  sociedad.  ^^  V.  476.  W.  210.  A.  93. 
I.  109.  N.  P.  160,  §  1». 

Abt.  415 

El  socio  que,  sin  consentimiento  por  escrito  ^^^  de  sus  com- 
pañeros, aplicase  los  fondos  ó  efectos  de  la  sociedad  á  uso  ó 
negocio  de  cuenta  propia  ó  de  tercero,  será  obligado  á  traer 
á  la  masa  todas  las  ganancias  resultantes.  ^^^^ 

Si  hubiere  pérdidas  ó  daños,  serán  de  su  cuenta  esclusiva, 
sin  perjuicio  de  la  acción  criminal  á  que  pudiera  haber  lu- 
gar. 14»»  V.  477.  B.  333. 1.  110.  De  E.  312. 

Aet.  416 
Ningún  socio  puede  separar  del  fondo  común  más  cantidad 

(1487)  Porque  en  los  daños  y  perjxdcíos  nunca  se  comprenden,  sino 
los  que  son  consecuencia  directa  ó  inmediata  (Cód.  Oiv.  620  y  521)  y  no 
los  que  hubiese  sufrido  con  ocasión  de  sus  gestiones.  Vé  los  arts.  1732  y 
1964  del  Oód.  Civ.  con  mis  notas.  El  art.  1732  ha  sido  explicado  dispara* 
tadamente. 

(1488)  Vé  los  ejemplos  que  Pothier  trae  en  el  n»  131  y  á  Troplong, 
números  606  á  610.  Entre  el  art.  156  y  este  inciso  debiera  existir  más  ana- 
logía de  redacción. 

(1489)  De  conformidad  al  1731  del  Cód.  Civ.,  cuyas  disposiciones  se 
han  reproducido  aquí  sin  necesidad. 

(1490)  Debe  entenderse  que  el  escrito  se  exige  como  prueba  y  no  como 
forma  esencial  (ve  la  nota  1440);  pues  si  los  socios  reconocen  que  han 
dado  la  autorización,  es  evidente  que  la  sanción  de  este  inciso  no  tendrá 
lugar,  á  lo  menos  con  relación  á  los  que  reconozcan  haber  consentido. 

(1491)  Sin  perjuicio  del  derecho  acordado  en  el  419,  n»  1®.  El  Código 
Civ.  1722,  siguiendo  el  Cód.  Napoleón  1846,  le  somete  al  pago  de  intere- 
ses y  daños  y  perjuicios  (vé  el  1913  con  mi  nota);  pero  la  opción  acordada 
por  nuestro  art.  (vé  el  308)  es  más  eñcaz  y  espeditiva.  Lástima  que  no  se 
haya  fijado  im  plazo  para  el  ejercicio  del  derecho  acordado  á  la  sociedad, 
como  lo  establecía  mi  Proy.  de  Cód.  280,  que  debe  verse.  Comp.  con  el  269 
y  el  539,  inciso  2^  y  vé  la  nota  1122. 

(1492)  Y  de  indemnizar  los  daños  que  cause  á  la  sociedad:  arg.  del  416 
inc.  2o,  Cód.  Civ.  1722  y  E.  312.  Es  de  derecho  común. 
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que  la  que  hubiese  asignado   á  cada   uno  para  sus  gastos 
particulares.  *^^^ 

Si  lo  hiciere,  podrá  ser  compeUdo  á  su  reintegro,  como  si 
no  hubiese  completado  la  porción  de  capital  que  se  obligó  á 
poner  en  la  sociedad,  ^^^^  ó  en  su  defecto,  será  lícito  á  los 
demás  socios /etirar  una  cantidad  proporcional  al  interés  que 
tenga  en  la  masa  común.  ^^^^  V.  478.  E.  317. 

Abt.  417 
El  acreedor  particular  de  un  socio  sólo  puede  ejecutar  los 

(1493)  Esta  asignación  no  tíene  lugar  ni  en  la  sociedad  anónima  ni  en 
la  accidental. 

(1494)  Vé  el  art.  405  con  sus  notas.  Retardar  el  aporte  de  capital 
no  es  lo  mismo  que  retirarlo  de  la  caja  común.  Así,  la  disposición  de 
nuestro  inciso  no  armoniza  ni  con  la  del  art.  anterior,  que  legisla  ima  si- 
tuación análoga,  ni  con  la  del.  269,  referente  al  comisionista  que  distrae 
del  destino  ordenado  los  fondos  de  su  comitente,  ni  con  la  del  1913  del 
Cód.  Oiv.,  relativa  al  mandatario  que  aplica  á  su  propio  uso,  sumas  per- 
tenecientes al  mandante.  La  redacción  y  economía  de  este  inciso  no 
permiten  Uegar  á  la  justísima  conclusión,  de  que  el  socio,  que  distrajo 
los  fondos,  además  de  pagar  los  intereses,  deberá  satisfacer  los  daños  y 
perjuicios  (vé  nota  1455).  Además,  en  la  disposición  del  419  n»  1^  debió 
comprenderse  clara  y  esplicitamente  el  caso  de  nuestro  art.  Vé  la  nota 
siguiente.  Los  graves  defectos  de  este  art.  pudo  evitarlos  la  Comisión 
de  Cód.  adoptando  los  art.  272  y  281  de  mi  Proyecto  de  Código  de 
Comercio. 

(1495)  £ste  espediente  parece  recomendarse  como  un  temperamento 
práctico,  y  su  propósito  es  igualar,  en  lo  posible,  la  condición  de  los  so- 
cios. Sin  embargo,  no  se  halla  establecido  sino  en  el  Cód.  de  Fernando 
7®  y  ha  sido  repudiado  en  el  N.  E.  139,  que  como  el  N.  P.  159,  siguen 
al  I.  !Ni  el  temperamento  es  plausible,  porque,  dando  por  resultado  la 
disminución  de  capital,  perjudicará  á  los  terceros,  y  á  los  propios  nego- 
cios de  la  sociedad  y  será  origen  de  dificultades  y  pleitos,  especialmente 
porque  nuestro  inciso  no  dice  si  el  derecho  de  retirar  una  suma  propor- 
cional, pertenece  á  cada  socio  separadamente  ó  á  la  mayoría  de  ellos,  ó 
se  requiere  la  unanimidad.  Creo,  sin  embargo,  que  será  necesaria  la  una- 
nimidad de  los  demás  socios,  por  tratarse  de  modificar  una  cláusula  del 
contrato  social  (412  inc.  I»).  En  el  inciso  debe  leerse  tengan  (los  demás 
socios),  en  vez  de  tenga;  pues  el  retiro  ha  de  ser  proporcional  al  interés 
que  ellos  tengan  y  nó  al  que  tenga  el  socio  culpable.    £)s  entendido  que, 
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títulos  de  acción  ^^^  ó  los  fondos  líquidos  ^^^  qne  el  deador 
tuviere  en  la  compañía,  no  teniendo  éste  otros  bienes  li- 
bres, ^^®  ó  si  ddspues  de  ejecutados  los  que  tuviere,  no  fue- 
sen suficientes  para  el  pago. 

Cuando  una  misma  persona  es  miembro  de  diversas  com- 
pañías con  diversos  socios,  ^^  quebrando  uno,  ^^^  los  aeree- 
hecho  el  retiro,  deberá  cumplirse  con  el  mandato  del  ^5.  Vé  la  nota 
1B25. 

(1496)  Esta  frase  no  es  castellana,  y  parece  que  con  ella  se  ha  que- 
rido signiñcar,  que  el  acreedor  particular  de  un  socio  puede  hacer  em^ 
bargar  y  ejecutar  los  certificados  y  acciones  de  que  ese  socio  sea  dueño, 
como  es  justo.  Mi  Proy.  de  Cód.  282.  En  tal  caso,  procederá  lo  dispuesto 
en  el  3d2,  y  de  este  modo  se  da  satisfacción  á  todos  los  intereses.  Vé  la 
nota  siguiente. 

(1497)  Es  decir,  los  que  le  correspondan,  satisfechas  que  sean  las  deu- 
das y  demás  obligaciones  sociales  (arg.  del  inc.  2®);  porque  los  acreedo- 
res sociales  tienen  preferencia  sobre  los  personales  del  fallido  (1384  inc. 
2»),  y  á  los  terceros  no  puede  concederse  mayor  derecho  sobre  los  inte- 
reses sociales  que  los  que  tiene  el  propio  socio  deudor.  Ni  sería  posible 
una  sociedad,  si  se  adaptase  una  doctrina  contraria.  "•  A  los  acreedores 
^  particulares  sólo  les  será  permitido,  dicen  el  E.  296  y  P.  743,  embargar 
^  la  parte  de  intereses  que  puedan  corresponder  á  su  deudor  en  la  liqui- 
^  dación  de  la  sociedad,  para  percibirla  en  el  tiempo  en  que  el  deudor 
"  podría  hacerlo".  Esta  doctrina  no  es  repugnante  á  la  de  nuestro  inciso 
y  es  conforme  á  la  del  390  y  á  la  del  Ci)d.  Civ.  1755.  Compara  con  el  872 
y  con  el  Cód.  Civ.  1764  á  1766. 

(1498)  Debe,  pues,  hacerse  escusion  previa  en  todos  los  bienes  restan- 
tes del  deudor,  aunque  se  encuentren  gravados,  siempre  que  no  lo  estén 
por  el  todo  ó  por  su  valor  total.  Ko  ha  debido  hacerse  al  socio  de  mejor 
condición  que  al  fiador,  y  según  el  Cód.  Civ.  2014  no  hay  obligación  de 
escutir  los  bienes  que  están  fuera  de  la  Provincia  ó  de  la  Capital  de  la 
República  donde  el  juez  ejerza  su  jurisdicción;  pero  lo  más  seguro  es  no 
hacer  una  distinción  que  la  ley  no  hace,  especialmente  cuando  tenga  por 
efecto  estender  una  disposición  que  no  es  de  derecho  común.  Vé  el  481. 
Sin  embargo,  creo  que  el  acreedor  no  debe  ser  obligado  á  escutir  los  bie- 
nes situados  fuera  de  la  Nación.  Compara  este  inciso  con  el  art.  443. 

(1499)  Cuando  los  socios  sean  siempre  los  mismos,  rige  el  §  último. 

(1600)  Aunque  todas  las  ediciones  del  Cód.  ant.  y  el  Proy.  de  1873  di- 
gan también  Mno,  mi  Proy.  de  Cód.  282  y  los  Cód.  P.  y  B.  lo  mismo  que 
nuestro  §  últ.  ponen  una,  que  es  como  debe  decirse.  De  lo  contrario,  ni 
el  pronombre  ella  ni  el  contesto  de  este  §  serían  esplicables.  Deplorable 
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dores  de  ella  solo  pueden  ejecutar  la  cuota  liquida  que  el 
socio  común  tuviese  en  las  compañías  solventes^  después  de 
pagados  los  acreedores  de  éstas.  ^^^ 

Esta  disposición  tiene  lugar  si  las  mismas  personas  forma- 
sen diversas  compañías  ó  sociedades;  quebrando  una,  los 
acreedores  de  la  casa  fallida  solo  tienen  derecho  sobre  las 
casas  solventes^  después  de  pagados  los  acreedores  de  ésta.  ^^^ 
V,  479.  B.  292.  P.  743,  745  y  746.  W.  230.  Comp.  E.  296, 
297.  N,  E.  174.  W.  230. 1.  86. 


es  la  falta  de  cuidado  con  que  se  lia  procedido  en  la  redacción  de  este 
Código. 

(1501 )  Como  el  acreedor  de  la  sociedad  es  al  propio  tiempo  acreedor 
de  los  socios  que  la  forman  (Cód.  Civ.  1713,  inc,  1® :  vé  el  443  del  pre- 
sente), nuestro  §  viene  á  constituir,  en  realidad,  una  aplicación  del  I», 
su  redacción  ha  debido  ser  armónica,  y  aquel  debe  complementarse  por 
éste.  Así,  DO  se  ejecutará  la  cuota  líquida,  sino  después  de  escutidos  los 
demis  bienes  del  socio  deudor.  Cód.  Civ.  1757.  Comp.  con  607  del  pre- 
sente, que  está  fuera  de  lugar. 

(1502)  En  contra  de  la  disposición  de  este  §  podría  argüirse  así:  Como 
la  quiebra  de  una  sociedad  importa  La  quiebra  de  los  socios  solidarios  que 
la  constituyen  (1384  inc.  1<>)  y  la  falencia  de  todos  los  socios  debe  arras- 
trar la  de  la  sociedad  ó  sociedades  que  ellos  constituyen  (arg.  de  los  §  § 
últ  del  cit.  art),  es  forzoso  que  la  quiebra  de  una  sociedad  colectiva  en- 
vuelva la  de  las  demás.  Puede  agregarse  también  que  esto  es  lo  único 
moral  y  conveniente,  aunque  se  arguya  que  una  sociedad  puede  estar  en 
prosperidad  y  otra  anuinada,  pues  en  realidad  no  hay  sino  una  sociedad 
única  con  diversos  nombres  ó  esplotando  diversos  ramos  de  comercio. 
Sin  embargo,  ni  es  cierto  en  derecho  que  la  quiebra  personal  de  todos 
los  socios  importa  la  de  la  sociedad  (vé  notas  al  1384),  ni  las  diversas 
sociedades  constituidas  por  los  mismos  miembros  dejan  de  tener  su  per- 
sonalidad independiente  con  relación  á  los  terceros  (compara  con  la  nota 
1432),  aunque  con  respecto  á  los  socios  sean  realmente  miembros  de  una 
sociedad  única ;  y  esto  basta  para  justiñcar  la  prescripción  de  este  §. 
Supongo  que  todos  los  socios  tengan  igual  responsabilidad  en  todas  las 
sociedades,  pues  de  lo  contrario  las  diferencias  entre  ellas  serían  aún 
mas  marcadas.  Otra  cosa  sería,  tratándose  de  sociedades  que  dependie- 
sen entre  sí,  es  decir,  de  sucursales  dependientes  de  ima  casa  matriz 
existente  en  el  pais,  pues,  en  tal  caso,  xa  quiebra  de  una  importaría  la 
quiebra  de  las  demás.  Debe  tenerse  presente  también  lo  dispuesto  en  el 
1385.  La  última  palabra  del  §  debe  estar  en  plural. 
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Abt.  418 

Ningan  socio  puede  trasmitir  á  otra  persona  que  no  sea 
socio  ^^^  el  iufcerés  *^^  que  tenga  en  la  sociedad,  ni  sustituir- 
la en  su  lugar  para  que  desempeñe  las  funciones  que  le  to- 
careu  en  la  administración  social  (E.  322.  N.  E.  143),  sin 
esprpso  consentimiento  de  todos  los  socios,  '^^  so  pena  de 
nulidad  del  contrato.  ^^  De  N.  P.  161. 

Sin  embargo,  podrá  asociarlo  á  su  parte  y  aún  cedérsela 
integra,  sin  que  por  tal  hecho  el  asociado  se  haga  miembro 
d-e  la  sociedad.  ^^^  y.  480.  B.  334.  W.  219.  P.  B86.  A.  98. 

(1503)  Nuestro  inciso  no  comprende  á  los  socios  accionistas,  y  se  fun- 
da en  que,  mientras  en  las  sociedades  de  capitales  no  se  toman  en  cuenta 
las  personas  de  los  socios,  especialmente  una  vez  liberadas  sus  acciones 
(vé  327,  330  y  332),  en  las  demás  sociedades  estas  personas  son  el  todo. 
Asi,  nacen  y  crecen  con  la  mutua  confianza,  tanto  mas  que  la  responsa* 
bilidad  es  ilimitada,  y  mueren  cuando  esa  confianza  desaparece.  Por  lo 
demás,  nuestro  inciso,  siguiendo  el  art.  P.  y  á  diferencia  de  lo  que  dispo- 
nen el  Cód.  Civ.  1730  y  1671,  el  Cód.  Napoleón  1861  y  el  E.  332,  sólo 
prohibe  que  la  cesión  se  haga  á  un  estraño,  y  permite  asi  implícitamen- 
te que  la  cesión  se  haga  á  uno  de  los  socios.  Sin  embargo,  como  cada  so- 
cio solidario  es  una  garantía  separada  por  el  todo  del  pasivo  social,  la 
cesión  no  debe  desobligar  al  cedente  en  relación  á  los  acreedores  socia- 
les, siuo  con  respecto  á  las  deudas  contraidas  después  que  se  hubiere  re- 
gistrado la  cesión  (421  y  su  arg.  y  arg.  del  4'i3).  Vé  nota  1305. 

(1504)  Los  escritores  franceses  llaman  especialmente  interés  el  dere- 
cho del  miembro  de  un  i  sociedad  que  no  es  por  acciones,  y  acciotij  á  la 
parte  del  socio  de  la  sociedad  que  tiene  su  capital  en  acciones  (Aubry  y 
Bau,  Pont;  &:  vé  á  Houpin,  no  6  y  la  nota  anterior)  ó  títulos  separados. 
Oomp.  Annales  de  D,  C.  1837,  pág.  83  á  91,  y  1883,  pág.  8  y  9. 

(1505)  Y  á  condición  de  publicarlo  eu  el  registro  de  comercio  (295).  Vé 
la  nota  siguiente,  y  el  art.  306  con  la  nota  1111. 

(1506)  Del  contrato  de  cesión  ó  delegación ;  porque  lo  hecho  contra  la 
prohibición  de  la  ley  es  nulo  (Cód.  Civ.  18).  El  306  complementa  una 
parte  de  la  disposición  del  presente  inciso,  que  debió  incluirse  en  él. 

(1507)  Socii  mei  sociuSy  meus  sociua  non  eat,  Reproducido  en  Cód.  Mine- 
ría 322.  Cada  uno  puede  contratar  y  disponer  de  sus  derechos  ciertos  ó 
eventuales ;  mas  no  sustituir  na  nuevo  deudor  contra  la  voluntad  de  sus 
acreedores,  socios  ó  estraños.  Yé  Cód.  Civ.  8 1 4.  En  consecuencia  de  lo 
establecido  en  nuestro  §,  al  cesionario  no  le  pertenece  el  derecho  acor- 
dado á  los  socios  por  el  284.  A.  98  al  fin.  S.  542.  Pero  el  cesionario  eólo 
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De  la  disolución  de  la  Sociedad 

Abt.  419 

El  contrato  de  sociedad  ^^^  puede  rescindirse  parcialmen- 
te, ^^^  siempre  que  no  se  modifique  la  razón  social:  ^^*® 

lo  usando  un  socio  de  los  capitales  comunes  y  de  la  fir- 
ma social,  ^^^^  para  negocios  por  cuenta  propia; 

2^  Introduciéndose  á  ejercer  funciones  administrativas  de 
la  compañía,  el  socio  á  quien  no  competa  hacerlas  se- 
gún el  contrato  de  sociedad;  ^^^^ 

3o  Cometiendo  algún  socio  administrador  dolo  ó  fraude 
en  la  administración  ó  contabilidad;  ^^^ 

queda  obligado  para  con  el  cedente  y  no  para  con  la  sociedad  ó  los  acree- 
dores sociales.  Vé  4  Caluci,  n*»  111  á  131,  ¿  Troplong,  Pont  y  demás  co- 
mentadores del  art.  1861  del  Cód.  Napoleón.  Se  le  llama  croupiery  dice  el 
lo  de  esos  jurisconsultos,  porqué  cabalga  sobre  su  copartícipe  y  no  se 
se  distingue  de  él.  El  284  cit.  pudo  figurar  á  continuación  del  pre- 
sente. 

(1508)  Este  art.  no  es  aplicable  á  la  sociedad  anónima  (final  de  la 
nota  1385). 

(1509)  Pero  si  los  socios  son  solameote  dos,  la  rescisión  será  siempre 
total.  Comp.  Oód.  Civ.  1738.  Si  el  socio  no  se  presta  á  la  esdusion,  los 
demás  deben  pedirla  al  juez  y  no  adoptar  un  procedimiento  de  hecho 
Cód.  Civ.  arg.  1683. 

(1510)  Con  esto  se  ha  querido  significar  que  si  el  socio  deja  de  figu- 
rar en  la  razón  social,  por  muerte,  demencia  ó  retiro,  la  sociedad  se  di- 
solverá totalmente  (422  no*  5o  á  7o).  Y  si  ese  socio  es  el  administrador 
nombrado  en  el  contrato?  Vé  el  no  6°  alU,  y  los  art».  420,  427,  409  y  Cód. 
Civ.  1759;  y  compara  el  presente  con  el  422,  y  la  nota  1534. 

(1511)  Este  número  exije  copulativamente  que  se  use  de  los  capitales 
comunes  y  de  la  firma  social,  cuando  parece  que  cualquiera  de  estos  he- 
chos es  causal  bastante  (compara  con  el  415  y  el  307  y  las  notas  1494  y 
1513).  Argumento  de  los  no«  2o,  3o  y  5o  y  Cód.  Civ.  1735  no  4.  Vé  N.  E. 
218  no  7o. 

(1512)  Este  abuso  puede  ser  de  graves  consecuencias,  especialmente  si 
es  cometido  por  el  habilitado  ú  otro  socio  de  responsabilidad  limitada. 
Vé  305  y  307. 

(1513)  Compara  con  el  307  y  el  278.   Si  quien  comete  el  fraude  en  la 
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4p  Dejaado  de  poner  en  la  caja  de  la  sociedad  el  capital 
que  cada  uno  estipuló  en  el  contrato,  después  de  ha- 
ber sido  requerido  á  verificarlo;  ^^^* 

6o  Ejecutando  algún  socio  por  su  cuenta,  operaciones  de 
comercio  que  no  le  sean  Ucitas,  con  arreglo  á  la  dis- 
posición de  los  artículos  308  y  384;  ^^^^ 

6o  Ausentándose  un  socio  que  estuviera  obligado  á  pres- 
tar oficios  personales,  ^^^^  si  habiendo  sido  requerido 
para  regresar  y  desempeñar  sus  d^^beres,  no  lo  verifi- 
cara, ó  en  su  defecto,  acreditase  una  causa  ju^ta  que 
le  impidiese  hacerlo  temporalmente;  ^^'^"^  E.  326.  N. 
E.  218.  W.  214.  A.  126. 1.  186. 


contabilidad  es  un  socio  encargado  de  ella,  no  será  causal  suficiente ; 
pues  aunque  sea  un  abuso  de  confianza  y  puede  constituir  un  delito,  in- 
currirá en  otras  responsabilidades  y  será  destituido;  pero  las  causas  de 
disolución  no  pueden  crearse  por  via  de  analogía.  Vé  nota  1467  al  fin. 

(1514)  Si  la  interpelación  no  es  necesaria  para  que  corran  los  intere- 
ses, en  el  caso  del  inc.  1»  del  405,  lo  es  á  los  efectos  de  la  rescisión  par- 
cial (vé  n»  6o).  Vé  tiimbien  las  notas  1454  y  1494,  y  el  final  del  404.  El 
retardo  en  introducir  el  capital  es  siempre  perjudicial  en  el  comercio, 
que  vive  de  la  rapidez  y  oportunidad  de  los  negocios.  Además,  la  mora 
acusa  en  el  socio,  ó  falta  de  recursos  ó  del  capital  prometido,  ó  de  dili- 
gencia y  religiosidad  ó  de  buena  fé,  y  en  todo  caso,  la  condición  resolu- 
toria del  216  vá  impUcita  en  los  contratos  mercantiles.  Oomp.  con  el  art. 
1735  no  2o  y  1773  del  Cód.  Civ.  Cuando  la  especie  introducida  como  ca- 
pital, resultare  ajena  ó  con  vicio  redhibitorio,  si  no  fuere  sustituida  por 
el  socio,  podrá  éste  ser  escluido  (no  7o).  Comp.  con  el  422  no  3»  y  Cód. 
Civ.  2132  á  2139  y  2180.  Vé  el  421  del  presente. 

^^1515)  Y  también  del  art.  309.    Vé  las  notas  á  dichos  art.  y  el  421. 

(1516)  Como  administrador,  socio  industrial,  tenedor  de  libros  ú  otro 
empleo  cualquiera.  Abandono  de  hecho^  dice  el  art.  1769  del  Cód.  Civ.  Res- 
pecto al  socio  industrial  que  no  presta  el  servicio  prometido,  vé  el  1709 
del  mismo  Cód.  Si  renuacia  ó  es  destituido  el  socio  administrador,  podrá 
continuar  la  sociedad,  si  se  acuerdan  para  reemplazarlo;  pero  si  hay  cam- 
bio de  firma,  ó  de  una  cláusula  del  contrato,  será  necesario  nuevo  regLs- 
tro  de  las  reformas  (295).  Vé  <Jód.  Civ.  1686  y  1687,  á  Troplong,  uo  677. 
Alauzet,  no.  475  y  Namur,  no  1297. 

(1517)  Léase  en  este  no,  estuviere  y  aereditarey  en  vez  de  «atuviera  y 
acreditase,  j  k  en  lugar  de  lo.  Vé  421. 
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7o  Pereoieiido  totalmeate  la  cosa  que  el  socio  se  había 
comprometido  a  poner  en  especie;  ^^^^  V.  481. 

8o  Por  la  muerte  de  uno  de  los  socios,  si  no  contiene  la 
escritura  social  pacto  espreso  imra  que  la  sociedad 
parcial  subsista  entre  los  socios  sobrevivientes;  ^^^^  De 
Ref.  360,  no  8o. 

(1518)  Si  ha  perecido  sin  culpa  del  deudor,  su  obligación  se  estingue  y 
el  contrato  se  resuelve,  á  lo  menos  en  relación  ¿  él  (vé  Cód.  Oiv.  888  y 
895);  salvo  que,  tratándose  de  una  especie  destinada  á  ser  vendida,  el  so- 
cio responsable  quisiera  reemplazarla  por  otra  exactamente  semejante  (art. 
2135  del  mismo).  Asi,  nuestro  número  debe  circunscribirse  al  caso  en 
que  el  cuerpo  cierto  estuviere  afectado  á  im  destino  especial  por  el  con- 
trato.   Esto  es  lo  conforme  con  el  2136  del  propio  Clód.  y  con  la  justicia. 

(1619)  Esta  disposición  viene  á  importar  un  contrasentido,  y  no  será 
posible  esplicarla  y  menos  justificarla.  Efectivamente,  establecer  que  la 
sociedad  |>ue(ie  rescindirse  |>arctaimen¿e  por  la  muerte  de  uno  de  los  socios, 
si  no  se  convino  en  que  la  sociedad  continuara  eutre  los  sobrevivientes, 
es  absurdo;  porque,  hayase  ó  no  convenido  en  esto,  la  sociedad  no  se  res- 
cindirá menos  respecto  al  socio  muerto,  y  tal  rescisión  no  es  potestativa 
y  sucederá  necesariamente;  escepto  cuando,  habiéndose  pactado  que  la 
sociedad  continuaría  con  los  herederos,  éstos  y  los  socios  supérstites  con- 
viniesen ea  continuar  la  sociedad  (Cód.  Civ.  1761),  y  aun  entonces  habría 
mas  bien  una  sociedad  nueva  ó  una  prorogacion  de  la  disuelta.  Además, 
en  el  presente  art.  tratamos  de  la  disolución  parcial  y  no  es  oportuno 
tratar  de  disolución  total  (vé  N.  E.  221  n®  1»).  Asi,  entre  este  n»  y 
el  7o  del  422  resulta  incongruencia,  puesto  que  allí  se  requiere 
que  el  nombre  del  socio  muerto  figure  en  la  razón  social,  mien- 
tras que  según  el  presente  número  bíistará  que  no  esté  pactada  la  conti- 
nuaciou  de  la  sociedad  entre  los  sobrevivientes.  Fuera  de  esto  no  se  vé 
la  conveniencia  de  esta  disposición  contraria  á  la  del  C6á.  Civ.  445.  Se 
esplica  que  la  sociedad  haya  de  disolverse,  exigiéndolo  uno  de  los  socios 
si  muere  el  administrador  nombrado  por  el  contrato,  ó  el  socio  industrial, 
ó  un  socio  cuya  importancia  sea  tal  que  su  falta  haga  probable  que  la 
sociedad  no  pueda  continuar  con  buen  éxito  (Cód.  Civ.  1759);  pero 
no  es  lógico  que  la  simple  muerte  cause  la  disolución  total,  cuan- 
do no  la  causa  la  demencia  ú  otra  incapacidad  (n®  9).  Por  último, 
la  Comisión  de  Códigos  establece  aquí  una  prescripción  opuesta  á  la  del 
Cód.  Civ,  1758,  sin  dar  razón  alguna  para  ello;  y  cuando  lo  que  debiera 
exigirse  era  mas  bien  que,  mediante  la  muerte  de  un  socio,  la  sociedad 
no  se  disolviera  y  continuase  entre  los  socios  supérstites.  Vé  A.  127. 
Obsérvese,  finalmente,  que  una  sociedad  no  es  total  ni  parcial. 
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9°  Por  la  demencia  ú  otra  oausa  que  produzca  la  inha- 
bilitación de  un  socio  para  administrar  sus  bienes;  ^^^ 

lO  Por  la  simple  voluntad  de  uno  de  los  socios,  cuando 
la  sociedad  no  tenga  plazo  determinado.  ^^*^  Eef.  n<» 
9  y  10. 

Abt.  420 

El  efecto  de  la  rescisión  parcial  es  la  in<^ñcacia  del  con- 
trato, con  respecto  al  socio  culpable,  ^'^^  que  se  considerará 

(1620)  Es  decir,  por  demencia  ó  incapacidad  legal  sobreviniente  (Cód. 
OIv.  1769  y  114:  vé  el  13  y  el  1770),  como  seria  la  quiebra  de  un  socio 
solidario  (vé  1H84  inc.  2o  y  1402  y  Cód.  Civ.  1735  n»  4o  y  1736,  y  comp. 
con  el  782  no  3o  y  808  no  2o  del  presente).  Pero  no  se  trata  de  una  inha- 
bilitación material  para  atender  á  sus  intereses  (vé  á  Alauzet,  no  494). 
Vé  sin  embargo  el  160  no  lo  y  el  Cód.  Civ.  1759  cit  en  la  nota  anterior 
con  mis  notas  á  él  y  el  A.  125  no  5o  que  enuncia  la  enfermedad  persisten- 
te; y  la  verdad  es  que  las  incongruencias  entre  los  Cód.  Civil  y  Comer- 
cial sobre  disolución  de  sociedad  constituirán  un  semillero  de  cuestiones. 

En  cuanto  á  la  quiebra  del  socio  comanditario,  que  ya  hizo  su  aporte, 
no  se  vé  la  razón  para  que  la  sociedeul  no  continúe  con  sus  representan- 
tes legales  (Thól  §  92  parece  contrario),  siendo  la  posición  de  tal  socio 
igual  á  la  del  accionista  que  nada  debe  á  la  sociedad,  y  es  indudable  que 
los  socios  podrían  pactar  que  la  sociedad  continuase  con  dichos  represen- 
tantes.   Bespecto  al  matrimonio  de  una  mujer,  vé  el  art.   16. 

(1521)  Es  decir,  cuando  sea  de  plazo  indeterminado.  Cód.  Civ.  1739, 
lü04  no  2  y  1767.  Esto  debe  entenderse  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el 
425.  Comp.  el  presente  con  el  422 no  5o. —En  las  sociedades  todo  debe 
ser  fraternidad,  y  cuando  sobrevengan  las  discordias,  tan  frecuentes  y 
funestas,  es  preferible  que  la  sociedad  termine.  Orlando  piensa  que 
nuestro  art.  es  ejemplificativo  y  no  taxativo  (vé  Cód.  Civ.  1735  y  1736), 
y  yo  creo  que  la  grave  desinteligencia  será  causa  para  la  disolución  par- 
cial, de  conformidad  al  art.  1774  de  dicho  Cód.  y  á  la  opinión  corriente. 
Si  en  los  diversos  casos  de  nuestro  art.  no  hay  sino  dos  socios,  claro  que 
la  disolución  de  la  sociedad  será  total. 

(1522)  En  los  casos  de  muerte,  demencia  ó  renuncia  aceptada  (419 
no".  8  á  10),  se  aplicarán  las  disposiciones  do  los  art.  421,  423  y  427  y 
del  Cód.  Civ.  1742  (vé  el  1760).  Si  el  Cód.  ant  no  enunciaba  estos  casos, 
es  porque  los  consideraba  causales  de  disolución  total.  Cuando  el  socio, 
á  quien  se  trata  de  esduir,  se  oponga,  la  causa  será  conocida  y  resuelta 
por  los  arbitros  arbitrádores  (448).    Vé  nota  1524. 
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esoluido,  exijiéndole  la  parte  de  pérdida  que  pueda  corres- 
ponderle,  ^^^  y  quedaado  autorizada  la  sociedad  á  negarle 
participación  ea  las  ganancias  y  á  retener  los  intereses  que 
puedan  tocarle  en  la  masa  social,  hasta  que  estén  liquidadas 
todas  las  operaciones  que  se  hallen  pendientes  al  tiempo  de  la 
rescisión.  ^'^^  V.  482.  De  E.  327,  inc.  I».  N.  E.  219.  W.  215. 

Art.  421 

Mientras  no  se  haga  en  el  registro  público  el  asiento  de  la 
rescisión  parcial  del  contrato  de  sociedad,  subsistirá  la  res- 


(1523)  La  sociedad  puede  exigirle  desde  luego  que  contribuya  4  las 
pérdidas,  si  las  ha  habido,  en  la  proporción  que  le  corresponda.  Vé  la 
nota  siguiente.  Pero  las  esclusiones  de  hecho  y  sin  el  consentimiento 
del  escluido,  no  son  permitidas  (nota  1509).  Vé  Sup.  Corte,  Sor  2».  tom. 
XVn  pág.  319. 

(1524)  Aunque  con  una  redacción  asaz  impropia,  este  inciso  no  quiere 
significar  que  la  sociedad  pueda  privar  de  las  ganancias  al  socio  culpable, 
sino  obligarle  á  que  espere  á  que  estén  liquidadas  todas  las  operacio- 
nes que  se  hallen  pendientes  al  tiempo  de  la  rescisión  (427  y  su  arg.); 
^  porque  á  dársele  antes  participación  en  las  ganancias,  podrían  resultar 
^  perjuicios  4  la  sociedad",  dicen  La  Serna  y  Beus.  La  redacción  del 
N.  E.  219  es  mas  despejada.  Bespecto  á  lo  que  debe  entenderse  por 
operaciones  pendientes,  puede  verse  á  Troplong,  n®»  895  y  896. 

Mucho  superiores  son  las  disposiciones  de  mi  Proy.  de  Gód.  Helas  aquí: 
Art.  8ü8— La  esclusion  de  un  socio  no  producirá  por  si  sola  la  disolu- 
ción de  la  sociedad.— El  socio  escluido  quedará  sujeto  á  las  pérdidas  y 
tendrá  derecho  á  las  ganancias  hasta  el  dia  de  su  esclusion;  pero  no  podrá 
exigir  la  liquidación  de  ellas,  hasta  que  unas  y  otras  deban  repartirse 
con  arreglo  á  lo  pactado  en  el  contrato  social.  Si  al  tiempo  de  su  esclu- 
sion hubiere  operaciones  pendientes,  quedará  sujeto  á  las  resultas  y  no 
podrá  retirar  su  cuota  social  hasta  que  aquellas  se  hayan  terminado. — El 
socio  escluido  no  tendrá  derecho  á  ima  parte  proporcional  de  las  cuotas 
sociales,  sino  únicamente  á  una  suma  de  dinero  equivalente  al  valor  de 
aquella.  Art.  369 — El  socio  escluido  continuará  siendo  responsable  en 
razón  de  las  operaciones  realizadas  por  la  sociedad  hasta  el  dia  en  que 
se  hubiere  publicado  su  esclusion  (arg.  del  421  siguiente).  A.  131  y  132. 
I.  187  y  188.  Lo  dicho  se  entiende,  sin  perjuicio  de  aplicarse  las  san- 
ciones especiales  de  loa  art.  308  y  384  y  de  la  responsabilidad  solidaria 
en  que  el  socio  haya  podido  incurrir.    Oomp.  con  354  §  penúlt. 
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ponsabilidad  del  socio  culpable  ^^^  solidariamente,  *^**  en  to- 
dos los  actos  que  se  practiquen  en  nombre  y  por  cuenta  de 
la  sociedad.  «27  y  433,  g  323.  N.  E.  220.  B.  338.  P.  720. 
Pr.  669  y  660.  A.  129. 

AsT.  422 
La>s  sociedades  se  disuelven  totalmente:  ^^^ 


(162B)  Hecho  el  registro  de  la  rescisión  (vé  293)  que  advierte  ai  público 
qae  hay  un  socio  responsable  menos,  terminará  la  responsabilidad  del  socio 
cesante,  pero  sólo  con  relación  ¿  los  actos  posteriores;  pues  con  respecto 
á  los  anteriores,  quieren  la  ley  (Cód.  Civ.  1742  n»»  2®  á  5®  y  403  §  2»  del 
presente:  vé  notas  1495  y  1306)  y  la  justicia  que  continúen  obligados,  du- 
rante los  tres  años  siguientes  al  registro  de  la  rescisión  parcial  ó  al  naci- 
miento de  la  obligación  (vé  848  n»  1<*);  porque  nadie  puede  exonerarse 
de  sus  obliga'úones  por  un  simple  acto  de  su  voluntad.  Pero  no  publicán- 
dose las  constancias  del  registro,  como  podrán  conocer  los  terceros  el 
hecho  de  la  rescisión?  Lo  lógico  habría  sido,  pues,  obligará  hacerla 
publicación  del  hecho,  como  lo  prescribe  el  429  para  el  caso  de  rescisión 
total,  y  aun  señalar  un  plazo  para  que  pudiese  llegar  á  conocimiento  de 
todos  y  surtir  efecto  contra  ellos,  como  lo  hacía  mi  Proy.  de  Cód.  264. 
Convendría,  por  tanto,  y  lo  exige  la  lealtad  comercial,  que  se  publique  la 
sej>ar¿icion  del  socio  en  los  diarios,  para  conocimiento  del  público,  que  es 
como  suele  practicarse,  y  así  se  evitarán  sorpresas  y  pleitos.  No  es 
prociso  decir  que  en  caso  de  muerte  (419  n®  8®),  la  responsabilidad  co- 
rresponderá á  sus  sucesores;  y  que  las  sociedades  que  no  necesitan  re- 
gistrarse (vé  289  inc.  !<>  y  397),  no  quedan  sujetas  á  la  presente  disposi- 
ción, pero  la  rescisión  no  perjudicará  á  los  terceros  que  no  tuvieron 
conocimiento  de  ella  (Cód.  Civ.  1742  n®  60).  Comp.  este  art.  con  el  98  de 
la  L.  belga  de  1886. 

(1526)  La  ley  legisla  como  si  la  disolución  no  hubiera  tenido  lugar,  de 
modo  que  todos  los  socios  continúan  obligados  como  antes,  ni  más  ni 
menos;  pues  el  art.  no  tiene  mas  propósito  que  garantir  á  los  terceros,  y 
no  establecer  una  pena  por  la  omisión  (comp.  294  al  ün).  De  que  resulta 
que  si  el  socio  cescmte  se  hallaba  obligado  solidariamente,  en  la  misma 
forma  seguirá  obligado;  pero  si  su  responsabilidad  era  limitada,  por  ser 
habilitado  ó  socio  comanditario  (vé  876  y  388),  su  obligación  continuará 
siendo  la  misma.  As/,  el  modelo  español  dice  que  queda  obligado 
mancamunadamente,  palabra  que  nuestro  art.  ha  vertido  mal;  ya  que  una 
obligación  mancomunada  puede  no  ser  soKdaria  (Cód.  Civ.  690),  y  por 
eso  suele  decirse  de  mancomún  et  in  aolidum. 

(1527)  Con  sujeción  á  los  art.  302,  305  y  306.  El  presente  y  el  361 
han  debido  uniformarse  en  su  redacción. 
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lo  Por  la  espiracioQ  del  término  prefijado  en  el  contrato 
de  sociedad  ó  por  haberse  acabado  1»  empresa  que  faé 
objeto  especial  de  su  formación;  ^^^ 

2o  Por  consentimiento  de  todos  los  socios;  ^^^^ 

30  Por  la  pérdida  del  capital  social,  ^^^^  y  en  las  socieda- 
des anónimas,  por  la  del  setenta  y  cinco  por  ciento;  ^^^* 

40  Por  la  quiebra  de  la  sociedad;  ^^^^ 

50  Por  la  simple  voluntad  de  uno   de  los  socios  cuyo 


(1528)  Este  art.  no  es  aplicable  á  la  sociedad  anónima  ni  á  la  comandita 
por  acciones  sino  en  determinada  medida  (vé  final  de  la  nota  1386  y  la 
1360,  y  el  art.  370),  y  los  no*  5»  4  7o  no  comprenden  sino  á  las  socieda- 
des que  tienen  una  firma  social,  y  la  anónima,  la  habilitación  y  la  socie- 
dad accidental  no  la  tienen  (314,  385  y  395).  £1  presente  debió  ser  colo- 
cado á  continuación  del  428. 

(1529)  Yó  el  370  no  lo  con  sus  notas.  La  sociedad  se  disuelve  también 
por  cumplirse  la  condición  á  que  su  duración  estaba  subordinada,  aun- 
que no  estén  concluidos  los  negocios  que  tuvo  por  objeto,  á  la  fecha  en 
que  el  plazo  del  contrato  espire  ó  la  condición  se  cumpla.  Gód.  Oiv.  1764. 
Vé  el  424  del  presente. 

(1530)  Lo  que  el  contrato  formó,  el  distracto  lo  resuelve:  Gód.  Civ.  1200. 

(1531)  O  por  la  pérdida  de  una  parte  de  él,  que  imposibilitare  conseguir 
el  objeto  para  que  fué  formada  (Cód.  Civ.  1771),  salvo  que  los  socios  se 
pongan  de  acuerdo  en  aumentar  el  capital  (vé  412  inc.  lo  y  nota  1495). 
Vé  el  1772  de  aquel  Código. 

(1532)  Esta  repetición  inconciente  del  370  no  3o,  revela  que  las  Comi- 
siones de  1873  y  de  Códigos  han  estado  en  el  error  de  creer  que  las  demás 
causales  de  disolución  de  nuestro  art.  son  estensivas  4  las  sociedades 
anónimas.  De  estos  errores  se  han  cometido  á  cada  paso. 

(1533)  Tal  es  la  opinión  corriente.  La  falencia  declarada  de  una  so- 
ciedad comercial,  como  la  de  un  comerciante  cualquiera,  le  hace  perder 
la  administración  de  todos  los  bienes  y  causa  la  quiebra  de  todos  los 
socios  solidarios  que  la  constituyen  (1402  y  1384).  Pero  la  verdad  es  que 
la  sociedad  subsiste  y  aun  puede  continuar  su  giro,  si  obtiene  concordato 
y  consigue  pagar  todas  sus  deudas.  Vé  4  Alauzet,  no  486;  &  y  la  nota 
1363.  La  quiebra  es  mas  bien  la  parálisis  que  la  muerte.  Pero  la  socie- 
dad accidental,  que  no  existe  para  los  terceros,  no  puede  quebrar  (pritu 
€8t  €886  qyuím  e88e  talem),  aunque  el  socio  gerente,  que  es  el  único  obliga- 
do (vé  398),  y  aun  los  demás  sqcíos  puedan  ca^r  en  falencia,  á  consecuen- 
cia de  los  negocios  sociales.  Entonces,  todos  son  acreedores  del  fallido, 
al  mismo  título.  Vé  nota  1260. 
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nombre  figure  en  la  razón  social,  ^^^  cuando  la  socie- 
dad no  tenga  un  plazo  ó  un  objeto  determinado; 

6o  Por  la  separación  legal  de  cualquiera  de  los  socios  que 
figuran  en  la  razón  social;  ^^^ 

7o  Por  la  muerte  de  uno  de  los  socios,  cuyo  nom'bre  figu- 
ra en  la  razón  social.  *^^ 

(1534)  Por  la  muerte,  separación  ó  renoncia  del  socio,  cuyo  nombre 
figura  en  la  razón,  es  regular  que  ésta  cambie  y  mui  pocas  veces  dejará 
de  cambiarse  (vé  299);  pero  anunciada  esta  reforma  al  comercio,  medíante 
su  registro  y  publicación,  no  hay  razón  bastante  ).ara  que  se  cause  la 
disolución  total  de  la  sociedad:  arg.  del  424.  Comp.  con  el  419  n*»*  8  á  10. 
Adviértase  que  el  nombre  del  socio  administrador  puede  no  figurar  en  la 
razón  social.  Escrito  esto,  veo  que  el  Cód.  A.  123  y  127  no  trae  estas 
causas  de  disolución  y  que  los  art.  87  y  129  inc.  3®  se  contentan  con  que 
el  cambio  sea  inscrito  en  el  registro.  Así,  la  novedad  introducida  por 
las  Comisiones  del  1873  y  de  Cód.  ni  es  congruente  con  las  disposiciones 
del  419  n<^  8®  á  10,  ni  existe  en  Cód.  alguno,  y  constituye  un  error  evidente. 
Por  qué  la  esclusion  ó  reouncia  de  un  socio  ha  de  tener  el  poder  de  con- 
cluir con  la  sociedad?  Asi,  para  neutralizar  los  efectos  de  esta  deplora- 
ble disposición,  aconsejo  se  consigne  en  el  contrato  social  una  cláusula 
especial,  al  efecto.  Aplica  lo  dicho  en  las  notas  1628,  1520  y  1521.  La 
quiebra  de  todos  los  socios  debe  causar  también  la  disolución  de  la  socie- 
dad. Vé  el  final  de  la  nota  al  1384  inc.  2  y  Cód.  ant.  484  n»  4«.  También 
la  fusión  de  dos  ó  mas  sociedades  en  una  sola,  causa  la  disolución  de 
ellas  (nota  1305).  Mi  Proy.  de  Cód.  370  no  7.  N.  P.  120  no  -70;  &. 

Otro  g^ave  defecto  se  contiene  en  nuestro  n^  5»,  al  establecer  que  la 
sociedad  que  no  tenga  un  objeto  determinado  puede  renunciarse,  lo 
mismo  que  la  de  plazo  indeterminado.  £sta  novedad,  copiada  del 
Cód.  de  Femando  7o,  no  existe  en  Código  alguno  y  no  es  contorme 
á  nuestro  Cód.  Civil  ni  á  lo  establecido  en  el  419  no  10  y  en  el  425. 
Parece  que  con  la  frase  sociedad  que  no  tenga  un  objeto  determinado^  ó  fijOy 
como  dice  el  £.,  se  quiere  significar  la  que  no  tiene  género  determi- 
nado de  comercio.  Ahora  bien  resultará  de  nuestro  número,  que  en 
tales  sociedades  no  podrá  pactarse  un  término  de  duración  á  la  so- 
ciedad, puesto  que  hallándose  equiparada  á  una  de  plazo  indeterminado, 
cualquier  socio  puede  renunciar,  cuando  le  parezca.  Supongo  que  el  nú- 
mero no  se  propone  crear  un  privilegio  á  favor  del  socio,  cuyo  nombre 
figure  en  la  razón  social.  Notaré  que  tan  grave  restricción  á  la  libertad 
de  contratar  y  comerciar  no  ha  sido  reproducida  en  el  N.  E.  221  y  222, 
Puede  compararse  este  art  con  mi  Proy.  de  Cód.  370  á  372  y  sus  refe- 
rencias. 
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Eq  todos  los  casos  debe  coatinnar  la  sociedad,  solamente 
para  finalizar  los  negocios  pandientes,  ^^^'^  precediéndose  á  la 
liquidación  de  los  fiaalizados.  R.  363.  De  V.  484.  De  E.  329. 
P.  598,  693,  694,  699,  702  y  736.  B.  336.  N.  E.  221  y  222. 
W.  216.  A.  123. 1.  189  y  191. 


(1535)  Interrumpirlos,  fuera  absurdo  y  ruinoso.  Consecuente  con  el 
pensamiento  del  288,  debió  establecerse  con  mi  Proy.  de  Cód.  373,  que 
"  terminada  ó  disuelta  la  sociedad,  no  podrán  los  administradores  em- 
"  prender  nuevas  operaciones,  y  si  contravinieren  á  esta  prohibición, 
^  quedarán  personal  y  solidariamente  responsables  por  los  negocios  que 
"  hubiesen  emprendido;  '^  y  es  mui  sensible  que  esta  sabia  disposición  del 
Cód.  I.  no  haya  sido  adoptada  y  establecida  otra  idéntica,  para  los  liqui- 
dadores (vé  mi  Proy.  de  Cód.  382  con  sus  citas),  evitándose  graves  dudas 
y  cuestiones  sobre  puntos  tan  interesantes.  Vé  435,  asi  como  la  nota  1560. 

Por  lo  demás,  en  es  e  art.  se  contiene  la  verdadera  doctrina:  la  sociedad 
disuelta  continúa  existiendo  para  un  doble  objeto,  finalizar  los  negocios 
pendientes  y  liquidar  todos  los  negocios  sociales  (435  inc.  I<>).    Por  con- 
siguiente, aunque  pueda  decirse  que  lleva  una  vida  in  extr  miSj  no  pierde 
su  personalidad  y  vive  para  la  liquidación,  sin  convertirse  en  mera  comu- 
nidad. En  este  sentido,  Lei  belga  111.  N.  P.  122.   Vidari,  n»  1081  y  1087. 
Poulle,  no  34á,  citando  un  fallo  de  la  Corte  de  Casación.  Annalea  de  D.  C. 
1837,  pág.  158.  Asi  Noldecke,  en  una  interesante  disertación,  establece  la 
verdadera  dpctrina,  diciendo  que  la  sociedad  continú  i  durante  esa  faz  de 
su  vida  en  todas  sus  relaciones  esenciales  de  derecho,  aunque  con  otro 
objeto,  el  de  realizar  el  patrimonio  social  y  dividirlo  entre  los  socios,  en 
su  caso.  Y  es  por  esto  que  la  sociedad  en  liquidación  puede  ser  declarada 
en  quiebra  (Duvidier,  pág.  15  á  J7.    Pardessus,  n»  1074  ter,    Vidari,  n® 
1138.  Alauzet,  n»  2432.  Ley  A.  193,  Austriaca  192  inc  2«,  Belga  440;  S. 
573,  N.  P.  144  inc.  2«),  y  no  podría  evadirse  de  esta  última  eventualidad 
poniéndose  en  liquidación.     Según  la  lei  inglesa  de  1862,  art.  111,  la 
disolución  se  decreta  recien  después  que  la  liquidación  ha  terminado.  Por 
último,  la  Corte  de  Casación  alemana  (Beichsgericht),  partiendo  del  prin- 
cipio de  que  la  personalidad  social  subsiste  hasta  la  partición  completa 
de  todo  el  activo,  ha  deducido  la  importante  consecuencia  de  que  el  usu- 
fructo perteneciente  á  la  sociedad  no  cesa  hasta  ese  momento.    Puede 
comp.  en  diverso  sentido  con  Pothier,  Société,  III,  n»  161.  Troplong,  n» 
996.  Pont,  no»  773  y  774.  Alauzet,  n»  612.  Namur,  n«  1300  y  1301;  &. 
Adviértase  que  la  sociedad  no  se  eatingw*^  sino  que  propiamente  se  di- 
suelve ó  rescinde  ex  nunc,  cesando  sólo  de  estar  en  actividad;  y  que  á  la 
sociedad  en  liquidación  son  aplicables  todas  las  reglas  establecidas  para 
las  sociedades  en  actividad,  por  la  lei,  los  actos  constitutivos  ó  los  esta- 
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Abt.  423 

En  caso  de  disolución  parcial  de  la  sociedad  por  muerte  de 
un  socio,  los  herederos  del  muerto  solo  tienen  derecho  á  la 
partición,  considerada  la  sociedad  al  tiempo  de  la  muerte,  y 
no  participan  de  los  derechos  ulteriores,  sino  en  cnanto  son 
consecuencia  necesaria  de  lo  que  se  hizo  antes  del  falleci- 
miento del  socio,  á  quien  heredan.  ^^^^  De  V.  485.  E.  332. 
Acev.  1907. 

Abt.  424 

Las  sociedades  no  se  entienden  prorogadas  por  la  voluntad 
presunta  de  los  socios,  después  que  hubiere  cumplido  el  tér- 
mino estipulado  en  el  contrato.  ^^^'^ 

tutos,  que  no  sean  incompatibles  con  la  liquidación,  y  salvas  las  disposi- 
ciones especiales.  Mi  Proy.  de  Cód.  879  inc.  S^  y  sus  citas.  La  liquidación 
no  es  una  necesidad  ineludible,  y  queda  escusada  cuando  asi  lo  acuerdan 
los  socios  (salvo  el  derecho  de  oponerse,  que  pueda  corresponder  á  los 
acreedores  y  suponiendo  que  la  partición  puede  hacerse  estrajudicial- 
mente:  vé  447),  en  el  caso  de  concordato  de  la  sociedad  en  quiebra  ó  de 
prorogacion  de  la  sociedad  (vé  424). 

(1536)  Este  es  uno  de  los  muchos  art.  que  debieron  suprimirse,  por  ser 
una  pura  repetición  del  t760delCód.  Civ.  La  disposición  del  presente 
será  ostensiva  á  los  casos  previstos  en  el  419  n^'  9»,  y  al  de  renuncia  acep- 
tada (1742  n<»*  lo  y  2o  del  propio  Cód.);  porque  son  casos  idénticos  y  la 
razoD  igual  en  todos  (vé  nota  1522). 

(1537)  Esta  disposición  es  calculada  principalmente  en  el  interés  de 
los  terceros,  al  punto  que  Yidari  va  hasta  creer  que,  en  relación  de  las 
partes,  la  sociedad  puede  prorogarse  tácitamente,  lo  que  no  admito.  Por 
otra  parte,  como  la  prorogacion  de  la  sociedad  no  importa  realmente  con- 
traer una  nueva  (Troplong,  n»  915;  Pont,  n»  686;  &:  arg.  del  354:  vé  el  295) 
y  hay  sociedades  que  no  requieren  escritura  para  su  validez  en  relación  á 
los  socios  (vé  289  y  397),  es  permitido  concluir:  1®  que  la  sociedad  que  no 
requiera  ser  registrada  al  tiempo  de  su  constitución,  tampoco  la  requerirá 
para  su  prorogacion,  aunque  al  constituirse  hubiese  sido  efectivamente 
registrada;  y  2^  que  la  sociedad  que,  según  los  art.  289  y  397,  no  requería 
escritura  tampoco  la  exigirá  para  su  próroga,  aunque  se  halle  escriturada 
efectivamente;  puesto  que,  si  pudo  pactarse  verbal  mente,  con  mas  razón 
podrá  convenirse,  en  la  misma  forma,  su  continuación  sobre  las  cláusulas 
ciertas  del  contrato  anterior.  No  obsta  lo  dispuesto  en  el  Cód.  Giv.  1184 
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Si  quisieren  continuar  en  sociedad,  la  renovarán  por  un 
nuevo  contrato,  sujeto  á  todas  las  formalidades  prescritas 
para  el  establecimiento  de  las  sociedades.  ^^^^  V.  486.  E.  331. 
N.  E.  323.  P.  602.  B.  307,  inc.  lo.  F.  46,  inc.  lo.  W.  217. 
I.  190.  II  O.  O.  X,  8. 

Abt.  425 

La  di^lucion  de  la  sociedad  sin  tiempo  determinado,  por 
la  voluntad  de  uno  de  sus  individuos,  no  tiene  lugar  hasta 
que  los  demás  socios  la  hayan  aceptado,   ^^^^  y  éstos  podrán 

n9 10,  porque  en  el  1766  establece  especialmente  que  "pasado  el  término 
"  por  el  cual  fué  constituida  la  sociedad,  puede  continuar  sin  necesidad  de 
"  un  nuevo  contrato  escrito,  y  puede  probarse  su  existencia  por  su  acción 
"  exterior  en  hechos  notorios. "  Esta  disposición  ha  sido  explicada  de 
un  modo  muí  original:  diciendo  que  entonces  sólo  hay  una  comunidad  de 
hecho!  Oomp.  con  los  art.  296  á  298.  Advierto  que  hoy  se  dice  que  se  hu- 
biere cumplido  el  términoj  en  vez  de  que  hubiere N.  E.  223. 

(1538)  A  las  formalidades  J9rf«mto«,  y  nó  á  otras,  aunque  hubieren 
sido  llenadas  sin  estar  prescritas  (nota  anterior).  Pero  no  es  necesario 
reproducir  en  el  contrato  de  prorogacion  todas  las  cláusulas  del  contrato 
anterior  y  bastará  referirse  á  éste.  Vé  los  art.  364  n»  2»  y  el  326,  que  en 
rigor  está  comprendido  en  el  presente,  asi  como  la  nota  1192. 

(1539)  Por  el  mero  hecho  de  no  haberse  fijado  xm  término  para  la  du- 
ra.cion  de  la  sociedad,  los  socios  han  significado  suficientemente  que  se 
reservan  el  derecho  de  retirarse  de  la  sociedad,  cuando  lo  hallen  por 
conveniente.  El  Cód.  A.  124  y  126  exige  que  concurran  dos  circunstan- 
cias para  que  el  socio  pueda  renunciar:  que  exista  una  justa  causa,  algu- 
nas de  las  cuales  se  enumeran  allí  mismo,  y  que  se  prevéngala  resolución 
de  separarse  en  los  primeros  seis  meses  del  ejercicio  social.  La  supe- 
rioridad y  lo  despejado  de  tales  disposiciones  sobre  las  de  nuestro  art. 
son  evidentes.  Efectivamente,  según  el  presente,  si  los  demás  socios  no 
aceptan  la  renuncia  dolosa  ó  intempestiva,  ésta  queda  sin  efecto,  ó  no 
tiene  lugar ^  como  dice  el  art.;  mientras  que,  según  el  art.  siguiente,  la 
renuncia  parece  tener  eficacia,  con  cargo  de  que  el  renunciante  pague  los 
daños  y  perjuicios,  puesto  que  si  la  renuncia  no  tuviera  lugar  ó  efecto, 
no  se  vé  qué  perjuicios  pudiera  causar  á  la  sociedad.  La  dificultad  sube 
de  punto,  cuando  se  compara  las  disposiciones  del  presente  Gód.  con  las 
del  Civil,  1739  á  J741,  y  todo  conspira  á  convertirlas  en  verdaderos 
acertijos. 
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rehusarla,  ^^^  siempre  que  la  renuncia  sea  de  mala  fó  ó  intem- 
pestiva.  E.  333.  N.  E.  224.  Acev.  1909. 

Es  de  mala  fé,  cuando  el  socio  la  verifica  para-  apropiarse 
personalmente  el  lucro  que  debía  ser  común.  ^^^ 

Es  intempestiva,  cuando  las  cosas  no  están  ya  integras  é 
importa  á  la  sociedad  que  la  renuncia  se  difiera.  ^^*  V.  487. 
Acev.  allí  inc.  2°  y  S®. 

Abt.  426 

El  socio,  cuya  renuncia  es  dolosa  ó  intempestiva,  queda 
obligado  á  los  daños  y  perjuicios  que  causare  con  la  separa- 
ción. 1543  V.  488.  Acev.  1911. 

Aet.  427 

El  socio  que  por  su  voluntad  se  separe  de  la  compañía  ó 
promueva  su  disolución,  no  puede  impedir  que  se  concluyan 
del  modo  más   conveniente  ^^^  á  los  intereses  comunes,  las 

(1540)  Si  en  vez  de  rehusarla,  la  aceptan,  la  renuncia  no  puede  esti- 
marse intempestiva  ni  tendrá  lugar  la  responsabilidad  del  art.  siguiente. 
Pero  tal  responsabilidad  subsistirá,  si  la  mala  fé  se  descubre  posterior- 
mente á  la  aceptación  de  la  renuncia. 

(1541)  O  con  la  intención  de  aprovechar  esclusivaniente  alguna  utilidad 
ó  ventaja  que  hubiese  de  pertenecer  á  la  sociedad,  como  dice  el  art.  1740 
del  Cód.  Civ.  ó  á  ciertos  socios;  ó  cuando  pretenda  hacer  un  lucro  parti- 
cular que  no  hubiera  obtenido  subsistiendo  la  compañía,  como  dicen  el 
E.  y  N.  E. 

(1542)  O  cuando  se  haga  en  tiempo  en  que  aun  no  esté  consumado  el 
negocio,  que  hace  el  objeto  de  la  sociedad,  como  dice  el  art.  1740  del 
Cód.  Civ.;  caso  que  no  debe  confundirse .  con  el  de  los  art.  370  n»  1®  y 
422  no  lo. 

Nadie  ha  de  aprobar  las  repeticiones  de  este  Cód.  ni  sus  incongruen- 
cias con  el  Civil. 

(1543)  Cuando  la  renuncia  es  dolosa,  siempre:  cuando  es  intempestiva, 
sólo  en  el  caso  en  que  no  hubiese  sido  aceptada  por  los  consocios,  y  el 
renunciante  se  hibiese  separado  de  hecho.  Vé  Cód.  Civ.  1741  con 
mis  notas  á  él. 

(1544)  Y  el  que  ha  dejado  de  ser  socio  por  renuncia,  mal  puede  inter- 
venir en  la  administración  para  estorbar  que  los  negocios  pendientes  se 
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negociacioaes  pendientes,  y  hasta  que  esto  se  verifique,  *^^ 
no  teadrá  lugar  la  división  de  los  bienes  y  objetos  de  la  com- 
pañía. V.  489.  E.  334.  N.  E.  225.  B.  339.  A.  130. 

Abt.  428 

Muñendo  algún  socio  que  no  tenga  herederos  presentes, 
ya  sea  que  la  sociedad  haya  de  disolverse  por  su  muerte,  ó 
haya  de  continuar,  el  juez  á  quien  compete  proveer  á  la  se- 
guridad de  los  bienes  de  los  ausentes,  no  podrá  intervenir 
en  los  bienes  hereditarios  que  existiesen  en  la  masa  social^ 
ni  ingerirse  en  manera  alguna  en  la  administración,  liquida- 
ción y  partición  de  la  sociedad,  ^^^  sino  que  se  limitará  á 
recaudar  la  cuota  líquida  que  resultare  pertenecer  á  dicha  su- 
cesión. 

fínaUzen  en  la  forma  que  lo  juzguen  conveniente  los  administradores. 
Compara  con  el  final  del  422.  Por  lo  demás,  se  juzga  siempre  que  la 
sociedad  continúa,  respecto  á  los  negocios  pendientes,  hasta  que  éstos 
terminen.  Cód.  Civ.  1742  n<>  2.  Compara  el  presente  con  el  inc.  2® 
del  887. 

(1545)  Pero  verificado,  esto  es,  liquidadas  todas  las  operaciones  pen- 
dientes (422)  y  finalizada  la  liquidación  total  ó  hecho  el  balance,  puede  el 
socio  renunciante  ó  que  promueva  la  liquidación,  salvo  pacto  en  contra- 
rio, exigir  que  de  proceda  inmediatamente  á  la  liquidación.  Comp.  con 
420.  Nuestro  art.  no  es  aplicable  á  la  sociedad  por  acciones.  Vé  L. 
belga  de  1886,  art.  96. 

(1546)  Es  de  derecho  común.  La  intervención  corresponde  á  su  tutor, 
ó  á  sus  padres,  es  decir,  á  su  representante  necesario,  y  si  se  trata  de 
herederos  incapaces,  al  representante  voluntario,  ó  en  defecto,  al  de- 
fensor que  se  nombre  al  heredero  (Cód.  Civ.  3454  á  3457  y  3463).  Vó  445 
y  Cód.  Civ.  443  n»  12  á  446.  Aunque  el  juicio  testamentario  sea  univer- 
sal y  avoque  á  sí  los  dem¿s  juicios  pendientes,  al  juez  de  la  testamentaria 
le  corresponde  únicamente  resolver  si  la  sociedad  ha  de  continuar  ó  nó 
(dichos  art.);  pero  no  hai  ningún  motivo  para  que  pretenda  una  inter- 
vención que  pertenece  en  todo  caso  al  heredero  ó  su  representante.  En 
cuanto  á  las  cuestiones  que  se  susciten,  su  conocimiento  y  resolución  per- 
teneceráu  privativamente  á  los  arbitros  arbitradores  (448).  Por  lo  demás, 
no  tenemos  nosotros  un  juizo  de  ausentes^  á  quien  corresponda  la  recauda- 
ción de  los  bienes  de  los  ausentoa,  y  el  juez  de  lo  Civil  conoce  en  todo 
juicio  testamentario,  aunque  haya  herederos  ausentes. 
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En  el  caso  de  que  el  socio  muerto  hubiera  sido  el  gerente 
ó  administrador  de  la  sociedad,  ó  aunque  no  lo  fuese,  siem- 
pre que  no  hubiera  más  que  un  socio  supérstite,  ^^^^  y  aún 
fuera  de  los  dos  casos  referidos,  si  15  exigiere  un  número  tal 
de  acreedores,  que  represente  la  mitad  de  todos  los  crédi- 
tos, ^'^^  se  nombrará  uijL  nuevo  administrador  ^^®  para  fina- 
lizar las  negociaciones  pendientes,  precediéndose  á  la  liqui- 
dación ^^^^  en  la  forma  prevenida  en  el  capitulo  siguiente. 

El  nombramiento  del  nuevo  administrador  ó  gerente  será 

■■■■■■■  II  I     ■  ■  I  ■  I     I  I  -  ■>■■  ■■  ■■— ■—■-^■■.  ^^      m         ■■II  ■■■■■■#■  II         I  ■■■■I    y^.^^^^ 

(1647)  Porque  de  otro  modo  vendría  á  desempeñar  una  función  peri- 
cial en  causa  propia  (vé  4^4),  sin  nombramiento  de  nadie  y  sin  el  control 
de  quien  esté  instruido  en  los  negocios  sociales.  Las  disposiciones  de 
este  §  son  estensivas  á  la  sociedad  accidental  (vé  402),  y  pueden  ser  mo- 
dificadas por  la  convención,  en  cuanto  no  afecte  al  derecho  de  los  acree- 
dores.   Vé  nota  siguiente. 

(1548)  De  todos  los  créditos  contra  la  sociedad,  no  contra  el  socio 
(arg.  del  417  inc.  1®).  El  voto  de  la  simple  mayoría  de  intereses  está 
bien  justificado  aquí.  Puede  comp.  con  el  §  siguiente,  y  con  los  art.  412 
§  §  últ.,  877,  1470  y  1690.  Pero  no  será  fácil  saber  desde  luego  el  total 
exacto  de  los  créditos  y  computar  la  mayoría.  La  facultad  acordada 
aquí  es  análoga  á  la  del  362,  y  á  la  que  autoriza  á  los  acreedores  á  pedir 
la  partición  judicial  de  la  herencia,  cuando  invoquen  un  interés  jurídico 
(Cód.  Civ.  3466  n»  2»),  y  S3  justifica  bien.  En  consecuencia  no  podrá  ser 
menoscabada  tal  facultad,  en  virtud  del  pacto  social.  Para  el  caso  es- 
pecial de  nuestro  art.,  él  viene  á  constituir  una  escepcion  y  complemento 
del  434;  y  su  disposición,  peculiar  al  caso  de  muerte,  —  que  exige  liqui- 
dar todas  las  deudas  del  socio  finado,  —  no  debe  estenderse  á  cualquier 
otro  C£U90  de  incapacidad  (vé  419  n**  9),  pues  no  abraza  siquiera  el  de 
fallecimiento  del  socio  que  deja  herederos  presentes.  Verdad  que  no 
será  fácil  justificar,  la  razón  de  la  diferencia  entre  ambos  casos,  ni  qué 
api*oveche  á  los  acreedores  la  existencia  de  herederos  presentes,  si  éstos 
son  incapaces  ó  del  todo  extraños  á  los  negocios. 

(1649)  El  encargado  de  finalizar  los  negocios  pendientes  y  liquidar  la 
sociedad,  aunque  sea  el  mismo  administrador ^  toma  el  nombre  de  fiqui- 
dadwr,  y  la  involucracion  de  las  denominaciones  sólo  servirá  para  con- 
fundir. 

(1660)  Este  §  está  concebido  en  el  supuesto  de  que  la  muerte  de  un 
socio  causa  la  disolución  total  de  la  sociedad  y  requiere  la  liquidación  y 
partición  necesariamente;  y  esta  operación  podrá  escusarse,  dando  á  los 
herederos  del  muerto  la  parte  que  por  el  balance  le  corresponda,  cuando 
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hecho  á  mayoría  dé  votos  de  los  socios  reunidos  en  junta,  '^^^ 
presidida  por  uno  de  los  miembros  del  Tribunal  de  Comer- 
cio, ^^^^  y  sólo  podrá  recaer  en  soqio  que  sea  comercian- 
te. 1553  V.  491.  B.  309. 

Abt.  429 

La  disolución  ^^54  ¿q  m^j^  sociedad  de  comercio,  siempre 
que  proceda   de  cualquier  otra  causa   que    no  sea  la  espi- 

la  sociedad  no  haya  de  continuar  con  sus  herederos,  ni  entre  los  socios 
sobrevivientes  (vé  419  n©  8»  y  Cód.  Civ.  1761  y  1762).  El  juez  de  la 
testamentaría  del  socio  muerto  puede  autorizar  al  representante  necesa- 
rio, en  su  caso,  para  que  de  acuerdo  con  los  demás  interesados  que  pue- 
dan existir,  ajuste  la  venta  ó  la  cesión  de  la  cuota  social  del  incapaz  al 
socio  ó  socios  sobrevivientes,  ó  á  un  3».,  con  asentimiento  de  éstos  (Cód. 
Civ.  446  y  47B  inc.  2o).  Además,  los  socios  y  el  heredero  ó  herederos,  ó  el 
juez  en  su  caso,  pueden  acordar  la  continuación  de  la  sociedad  (445  del 
mismo  Cód). 

(1551)  Según  el  CiSd.  B.  se  requiere  la  mayoría  absoluta  y  numénca 
de  los  socios  que  constituyen  la  junta,  y  nó  la  mayoría  de  cantidad, 
porque  por  eie  Cód.  y  por  el  Cód.  argentino  derogado,  votaban  también 
los  acreedores;  y  lo  mismo  debe  entenderse  el  testo  de  nuestro  §,  porque 
se  trata  del  nombramiento  de  un  liquidador  (vé  484),  porque  la  designa- 
ción de  administrador,  que  desempeña  idénticas  funciones  que  aquel,  toca 
á  la  constitución  de  la  sociedad,  en  que  debe  consultarse  el  voto  personal 
de  los  asociados  (322  inc.  2®  y  su  arg.  y  arg.  del  412  inc.  1^)  y  porque  es 
lo  ma3  conforme  á  los  intereses  de  los  acreedores.  Vé  los  art.  434,  412 
ioc.  2»  y  877,  que  requieren  la  mayoría  absoluta,  y  nótese  que,  cuando 
el  legislador  quiere  referirse  á  la  mayoría  de  los  presentes,  lo  dice  es- 
presamente,  como  se  vé  en  los  art.  350,  351  y  354  (vé  412  §  últ.).  El  juez 
invitará  á  la  junta  con  la  debida  anticipación. 

(1552). He  dicho  ya  (vé  nota  117),  que  las  disposiciones  referentes  al 
excingaido  Tribunal  de  Comercio  son  anacrónicas. 

(1553)  Porque  la  liquidación  dr3  una  sociedad  mercantil,  aun  contando 
con  el  concurso  de  peritos  en  la  contabilidad,  requiere  mucha  versación 
en  el  comercio  ó  en  un  ramo  especial  del  mismo.  Esta  función  debió 
constituir  un  privilegio  del  comerciante  matriculado,  como  sucede  en  el 
Brasil  (Decreto,  n9  1597,  art.  2)  y  lo  propus )  en  mi  Proy.  de  Cód.  de 
Com.  37.  Comp.  2«>.  Si  el  socio  ó  socios  supórstites  no  son  comerciantes, 
no  queda  otro  camino  que  nombrar  liquidador  á  un  e«»trafío  (vé  final  dol 
434),  cuyo  encargo,  hijo  de  la  necesidad  legal,  cesará  finalizada  que  sea 
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ración  del  término  por  el  cnal  se  contrajo,  ^^^^  no  surtirá  efec- 
to en  perjuicio  de  tercero,  ^^^®  hasta  que  se  anote  en  el  registro 
de  comercio  y  se  publique  ^^^^  en  el  lugar  donde  tenga  la  so- 
la liquidación  especial  que  se  tuvo  en  vista,  y  los  socios  que  continúen 
en  la  sociedad  podrán  designar  otro  administrador.  Los  ocho  art*  que 
preceden  han  debido  ordenarse  así:  423,  428,  425,  426,  427, 422,  424  y  429. 

(1554)  Habiéndose  tratado  en  el  421  de  la  disolución  parcial,  es  razo- 
nable pensai'  que  aquí  se  trata  de  la  disolución  total,  y  así  resulta  del  E. 
328  y  355,  de  que  han  sido  tomados  los  nuestros;  pero  nótese  que  el  421 
se  refiere  á  los  casos  de  culpabilidad  del  socio,  y  entonces  lo  mas  seguro 
es  interpretar  el  presente  como  aplicable  á  toda  disolución  (vé  la  nota 
1527)  no  obstante  la  diversidad  de  redacción  de  ambos  art. 

(1555)  Guando  del  propio  contrato  registrado  (vé  294)  ó  de  su  próroga, 
hecha  inscribir  (vé  424),  aparece  el  tiempo  preciso  que  la  sociedad  ha  de 
durar,  los  terceros  quedan  advertidos.  Pero  el  partido  mas  práctico  ha- 
bría sido  exigir,  en  todos  los  casos,  el  registro  y  publicación  de  la  diso- 
lución, como  lo  proponía  en  mi  Proy.  de  Gód.  259  inc.  2^  con  las  palabras 
la  disolucúm  que  tuviere  lugar  por  cualqu'er  causa,  que  no  sea  li  quitara  de 
la  sociedad,  y  lo  prescriben  el  Cód.  A.  129,  171  y  201  y  el  S.  665.  Porque 
en  medio  de  las  múltiples  y  continuadas  ocupaciones  de  un  comerciante 
no  siempre  le  será  dado  á  éste  y  menos  aun  á  un  simple  particular, 
cliente  de  la  sociedad,  tener  presente  el  dia  preciso  que  las  sociedades 
comerciales,  que  se  cuentan  por  centenas,  hayan  de  terminar.  Agre- 
gúese la  parte  pertinente  de  la  nota  1375.  Nuestro  art.  presupone  1<>.  que 
el  contrato  social  y  su  próroga,  si  la  hubo,  están  registrados,  haciendo 
así  posible  la  informsbcion  de  los  terceros;  pues  en  caso  contrario  regirán 
las  disposiciones  de  los  art.  294  y  424;  y  2<^  que  el  plazo  ó  término  seña- 
lado era  cierto;  pues  siendo  incierto  (vé  Cód.  Civ.  567  y  568),  los  terceros 
no  pueden  estar  advertidos  por  el  conocimiento  preciso  de  la  fecha  de  la 
disolución,  y  la  sociedad  sólo  se  juzgará  concluida  cuando  su  disolución 
fuese  publicada.  Siendo  abioluto  el  testo  de  nuestro  art.  parece  que  no 
bastará  que  se  diese  noticia  del  hecho'  á  las  personas  que  tuvieren  nego- 
cios con  la  sociedad  (Vidari,  n®  1092.  En  contra  Cód.  A.  129.  B*  338. 
Cód.  Civ.  1768  y  arg.  de  los  art.  13  y  149  del  presente),  y  menos  que  los 
terceros  tuviesen,  por  cualquier  otro  medio,  noticia  de  ella  (comp.  art. 
1718,  1719  y  1700  combinado  con  el  1967,  y  arg.  del  1742  n«  5<>  del  propio 
Cód.):  vé  nota  2784, 

(1556)  Pero  lo  surte  entre  los  socios  (arg.  del  presente^  y  de  los  art. 
12,  21,  41,  421,  424  y  422  §  últ). 

(1557)  Comp.  con  el  Cód.  Civ.  1742  no  5^,  1763,  1768  y  1967.  El  art 
421,  no  obstante  ser  una  disposición  gemela  con  la  presente,  no  requiere 
publicación  y  se  contenta  con  el  registro;  pero  ya  he  dicho  (nota  1554} 
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ciedad  su  domicilio  ó  establecimiento  fijo.  ^'^^  V.  492.  E.  335. 
N.  E.  22fi.  P.  720.  B,  338.  H.  31.  A.  129.  ||  Comp.  N.  P.  123. 

Aet.  430 

Después  de  la  disolución  de  la  sociedad,  ningún  socio  pue- 
de usar  válidamente  la  firma  social,  eii  obligación  alguna,  ^^^® 
aunque  se  hubiese  coutraido  antes  de  la  época  de  la  disolu- 
ción, ó  fuese  aplicada  al  pago  de  deudas  sociales.  ^^^  V.  493. 
B.  340.  De  P.  727. 

Aet.  431 

una  letra  girada  ó  aceptada  por  un  socio,  ^^^  después  de 

debidamente  publicada  la  disolución  de  la  sociedad,  no  puede 

—  ■ 

que  deba  considerarse  que  se  halla  complementada  por  la  presente.  La 
sociedad  accidental  no  existe  para  los  terceros  ni  tiene  domicilio,  así  es 
que  el  mandato  de  nuestro  art.  no  reza  con  ella.  Vé  395. 

(1558)  En  el  caso  del  294  inc.  1®  ha  debido  exigirse  y  será  mui  pru- 
dente que  se  haga  la  publicación  en  la  forma  allí  establecida,  teniendo 
presente  lo  expuesto  al  pié  de  dicho  art.  Además,  como  no  es  posible 
siempre  conocer  inmediatamente  la  publicación,  se  debió  señalar  los  pla- 
zos que  en  la  publicación  de  las  leyes  suponen  irremisiblemente  el  co- 
nocimiento de  éstas.    Yé  Cód.  Civil  2. 

(1559)  Producida  la  disolución  total,  la  firma  se  modifica  con  el  adita- 
mento en  liquidación  y  su  uso  corresponde  privativamente  al  liquidador 
(434  y  435),  con  exclusión  del  propio  gerente,  cuacdo  á  éste  no  le  toque 
efectuar  la  liquidación.  El  liquidador  es  el  mandatario  de  la  sociedad 
en  liquidación  (arg.  del  final  del  432).  Vé  el  Cód.  Civ.  1871  n»  3»  y  436 
inc.  2«  del  presente;  así  como  mi  Proy.  de  Cód.  373.  Vé  nota  1561. 

(1560)  Estos  actos  constituyen  pane  de  la  liquidación  y  son  funciones 
propias  del  encargado  de  ella.  Comp.  con  mi  Froy.  de  Cód.  379  inc.  1». 

(1561)  No  dice  liquidador,  ni  esta  disposición  ni  la  anterior  son  osten- 
sivas á  él,  como  pretende  Sampaio  equivocadamente  (II  pág.  166);  porque 
ambos  art.  hablan  de  socios,  nó  de  liquidador  que  puede  no  ser  socio 
(vé  434),  y  se  refieren  á  la  firma  social  puramente  y  nó  con  el  aditamento 
en  liquidación;  porque  en  este  Capitulo  no  se  trata  especialmente  de  la 
liquidación  y  menos  de  los  poderes  del  liquidador,  de  todo  lo  cual  se 
trata  en  el  Capítulo  siguiente,  y  especialmente  en  los  art.  435  y  438;  y 
porque  no  puede  negarse  en  absoluto  al  liquidador  la  facultad  de  girar 
una  letra  y  zzienos  aun  la  de  endosar,  cuando  cualquiera  de  esas  opera- 
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ser  cobrada  á  los  otros  socios,  ^^^  aunque  el  portador  pueda 
probar  que  recibió  la  letra  de  bueaa.  fé,  por  falta  de  noti- 
cia, ^^^  (P.  728)  ó  que  la  letra  fué  aplicada  por  el  socio  libra- 
dor ó  a,ceptante,  á  la  liquidación  de  deudas  sociales,  ^^^  ó  que 

ciones  sea  necesaria  para  ñnalizar  los  negocios  pendientes  y  realizar  la 
liquidación  en  general.  Asi,  el  giro  de  ella  contra  un  deudor  de  la  so- 
ciedad ó  un  depositario  de  fondos  sociales  puede  estar  indicado,  y  negar 
al  liquidador  tan  precioso  recurso,  fuera  condenarle  á  la  inacción.  Es 
verdad  que  Troplong,  no  10  L  2,  sostiene  la  negativa;  pero  en  realidad  no 
estudia  sino  el  caso  en  que  el  giro  de  la  letra  importa  un  préstamo  puio. 
Lo  dicho  respecto  al  giro  es  aplicable,  con  mas  razón,  á  la  negociación 
de  la  letra  mediante  su  endoso,  porque  puede  ser  el  medio  natural  de 
realizar  un  crédito  4  favor  de  la  sociedad  ó  de  pagar  una  deuda  social. 
La  autorización  de  todos  los  iuteresados  para  cada  giro  ó  endoso  causaría 
dilaciones  y  puede  encontrar  obstáculos  en  la  distancia,  la  incapacidad, 
la  mala  voluntad,  &,  y  precisamente,  se  ha  instituido  el  liquidador  para 
obviar  á  análogos  inconvenientes.  Compara  en  este  sentido  con  Bédar- 
íide,  no»  605  y  606.  El  art.  114  de  la  loi  belga,  considerando  que  hai 
mas  peligro  en  el  giro  que  en  el  endoso  de  una  letra  de  cambio  ó  efecto 
de  comercio,  sólo  permite  al  liquidador  que  pueda  endosarlo;  porque  ven- 
der mercaderías,  cobrar  y  pagar  créditos  directamente  no  son  operacio- 
nes que  ofrezcan  los  peligros  de  la  negociación  de  letras.  Pero  de  todo 
se  puede  abusar  y  el  liquidador  podría  apropiarse  ó  dilapidar  los  capitales 
sociales,  á  medida  que  fuera  realizándolos,  ya  que,  mientras  no  lo  requiera 
un  socio  (vé  442),  no  está  obligado  á  depositar  los  fondos  en  un  estable- 
cimiento público.  Vé  1623,  y  comp.  con  1409  n»  S®.  Vé  las  notas  si- 
guientes, la  1580  al  fin,  la  1609  y  N.  P.  1 34  n«  4p. 

(1562)  Porque,  después  de  publicada  la  disolución  de  la  sociedad,  na- 
die, sino  el  liquidador,  puede  usar  de  la  firma  social,  y  los  socios  que  no 
sean  liquidadores  carecen  de  personería  para  obligar  á  la  sociedad  bajo 
forma  alguna  (430  y  arg.  del  632:  vé  6"  i8).  Se  vé,  pues,  que  la  razón  de 
la  lei  no  alcanza  al  liquidador  (vé  nota  anterior  y  las  siguientes). 

(1563)  Porque,  hecha  la  publicación  en  forma  (vé  nota  J567),  supone 
la  lei,  sin  admitir  prueba  en  contrario,  que  la  disolución  es  conocida  ó  ha 
podido  serla  de  todos  (idem  est  scire  et  scire  potuiase  aut  debuisse),  y  que 
admitir  la  prueba  de  la  ignorancia  habría  sido  orígen  de  abusos.  Vé  la 
nota  siguiente. 

(1564)  A  pesar  de  todo  ello,  el  portador  no  tendrá  sino  la  acción  per- 
sonal contra  el  socio  y  la  que  á  éste  pueda  pertenecer  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  1196  del  Cód.  Civ.;  pero  nó  una  acción  directa  contra 
la  sociedad  ó  los  demás  socios;  porque  el  portador  ha  debido  saber  que 
nadie,  sino  el  liquidador,  podía  usar  de  la  firma  social,  ni  representar  á 
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adelantó  el  dinero  parauso  de  la  firma  durante  la  sociedad,  ^^^ 
salvo  los  derechos  que  al  socio  librador  ó  aceptante  puedan 
competir  contra  los  otros  socios.  ^^^  V.  494.  B.  341.  P.  728 
y  731. 

Abt.  432 

Habiéndose  participado  á  los  deudores,  después  de  disuelta 
la  sociedad,  que  tal  socio  que  se  designa,  se  halla  encargado 
de  recaudar  los  créditos  activos  de  la  sociedad,  no  exonera  al 
deudor  el  recibo  dado  ^^'^  por  otro  de  los  socios  (B.342.  P.  732), 
aunque  fnera  de  los  administradores.  ^^^  V.  496. 

Abt.  433 

Si  al  tiempo  de  disolverse  la  sociedad,  uno  *^®  de  los  so- 
cios tomase  sobre  si  el  cobro  de  los  créditos  y  el  pago  de  las 

una  sociedad  inexistente.  Vó  Cód.  Civ.  1 161  y  1931;  y  comp.  el  presente 
con  el  306  y  el  438  inc.  !<*,  que  arguyen  que  no  se  trata  aquí  de  actos  del 
liquidador.  Vó  nota  1667. 

(1565)  Esta  circunstancia  demostraría  que  el  portador  de  la  letra  prestó 
á  la  sociedad,  nada  más;  pero  jamás  facultaría  á  un  socio  para  satisfacer 
el  préstamo  con  fondos  sociales,  cuando  ese  socio  no  es  el  liquidador  (arg. 
del  -132). 

(1566)  A  virtud  de  los  acuerdos  privados  entre  ellos  existentes,  ó  me- 
diante la  acción  de  in  rem  verso  (arg.  del  306  y  del  438).  Vé  el  414,  ad vir- 
tiendo que  disudlta  la  sociedad,  la  con.licion  del  socio  es  menos  favorable, 
y  la  nota  siguiente. 

(1567)  Con  posterioridad  y  á  sabiendas  de  la  participación,  se  entiende; 
aunque  el  recibo  no  sea  fraudiUentOy  como  dice  el  art.  portugués.  Puede 
verse  á  Troplong,  n^  1041  y  Alauzet.  n^  619.  La  razón  del  art.  es  que  el 
pago  se  ha  hecho  á  persona  que  carecía  de  la  representación  legítima 
del  acreedor,  que  es  la  sociodad.  Cód.  Civ.  1749.  Pero  el  pago  será  válido 
en  cuanto  se  hubiere  convertido  en  u'Jlidad  del  acreedor.    Cód.  Civ.  738. 

(1568)  Porque  los  administradores  habrán  cesado  en  su  mandato  y  sido 
reemplazados  por  el  liquidador  y  porque  la  facultad  especial  acordada  al 
socio  cobrador  importa  una  restricción  especial  á  los  poderes  del  liqui- 
dador, ó  cuando  menos,  la  constitución  de  otro  liquidador  encargado  del 
cobro  de  los  créditos  sociales.    Comp.  este  art.  con  mi  Proy.  de  Cód.  879. 

(1569)  O  dos  ó  mas:  eadein  est  ratio.  El  caso  de  este  inciso  se  presenta 
con  frecuencia  en  el  comercio. 
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deudas,  garantiendo  á  los  otros  socios  de  toda  responsabilidad 
fdtura,  esta  garantía  no  perjudica  á  los  terceros,  ^^^^  á  no  ser 
que  éstos  hubiesen  convenido  expresamente  en  exonerar  á  los 
otros  socios,  ó  hubiesen  h  3cho  con  aquel  alguna  novación  de 
contrato.  ^^''^ 

Si  el  socio  ([U'3  dio  la  garantía  continuase  eu  el  giro  ó  ne- 
gocio que  era  obj  3to  de  la  sociedad  estinguida,  bajo  la  misma 
firma  ú  otra  diversa,  quedarán  completamente  exonerados  los 
que  dejaron  de  ser  socios,  si  el  acreedor  celebrare  con  el  que 
continúa  negociando,  bajo  la  misma  firma  ú  otra  diversa,  tran- 
sacciones subsiguientes,  indicativas  de  que  confia  en  su  cré- 
dito. 15^2  V.  496.  B.  343. 

CAPÍTULO  DÉCIMO 
De  la  liquidación  ^^^^ 

Art.  434 

Disuelta  una  sociedad,  los  socios  autorizados  para  adminis- 
trarla durante   su   existencia,   deben  ]>roceder   á  la  liquida- 

(1670)  Cód.  Civ.  1742  n»  3«:  comp.  676  n«  2»  al  fin  y  3497.  Aunque 
tal  pacto  produzca  sus  efectos  entre  las  partes  contratantes.  La  razón 
reside  en  el  §  últ.  del  art.  403.  Es  constante  en  derecho  que  la  delega- 
ción, ó  novaicion  por  sustitución  de  deudor,  no  puede  'efectuarse  sin 
consentimiento  del  acreedor,  y  que  los  coutratos  no  afectan  sino  á  los 
contrayentes :  personas  cantraJientium  non  cegrediuntur  contractas,  Cód.  Civ. 
814  y   1199. 

(1571)  Es  conforme  al  derecho  común.   Cód.  Civ.  814  y  815. 

(1572")  Utüitatis  causay  presume  la  ley,  sin  admitir  prueba  en  cou- 
trario,  que  el  acreedor  ha  consentido  tácitamente  en  la  novación  (comp. 
con  Cod.  Civ.  3447  y  3448  y  mis  notas).  Pero  esto  supone  términos  há- 
biles, y  entiendo  que  si  la  existencia  del  crédito  era  ignorada  del  acree- 
dor, los  negocios  anteriores  al  descubrimiento  no  podrían  indicar  que 
confiaba  en  el  crédito  del  socio  garante,  no  se  producirá  la  novación  y 
los  demás  socios  no  quedarán  exonerados.  En  los  art»"  107,  122,  332,  758 
y  en  el  presente  se  puede  ver  en  cuan  diversas  acepciones  se  usa  la 
palabra  garantía. 

(1673)  Vé  la  nota  1535.  Todos  los  arto*  de  este  Capítulo  se  encuentran 
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cien,  ^^'^^  bajo  la  misma  finaa,  con  el  aditamento  en  liquida- 
cionj  ^^''^  á  no  ser  que  hubiese  estipulación  diversa  en  el  con- 
trato, ^^^*  ó  que  por  consentimiento  unánime  de  los  socios,  ó 
á  pluralidad  de  votos,  ^^'''^  en  caso  de  discordia,  se  encargue 
la  liquidación  á  alguno  de  los  otros  socios,  ó  á  persona  de  fue- 

en  Troplong  y  Massó,  tundadoa  y  esplicados.  Vé  el  1777  del  Cód.  Civ. 
con  sus  notas.  Se  llama  liquidación  el  conjunto  de  operaciones  tendentes 
á  finalizar  los  negocios  pendientes,  á  la  realización  del  activo  y  la  estín- 
cion  del  pasivo,  con  la  mira  de  repartir  entre  los  socios  el  saldo  que 
pueda  resultar.  Vé  422  §  ólt.  El  propósito  de  la  liquidación  es  realizar 
el  activo,  es  decir,  convertirlo  en  dinero,  y  cubierto  el  pasivo,  repartir  el 
saldo  en  numerario;  pero  nada  obsta  á  que  el  todo  ó  parte  de  la  reparti- 
ción se*  efectúe  en  especies.  Tal  es  la  misión  de  los  liquidadores,  y  á  ese 
fin  únicamente  tienen  la  representación  de  la  sociedad  disuelta  (arg.  de 
422  §  últ.  y  436).  Vé  Cód.  Civ.  1870  n»  8«  y  la  nota  162,  así  como  mi  Proy. 
de  Cód.  386  con  sus  citas,  N.P.  141   y  S.  682. 

(1674)  Son  aplicaciones  de  este  principio  general  los  art^»  371  y  402. 
Vé  el  1606. 

(1575)  Bajo  la  misma  firma  ó  denominación  (vé  314),  suponiendo  que 
la  tengan  (vé  38í  y  396)  y  con  el  aditamento  en  liquidación,  llamada  firma 
d**.  liqmdacion.  Mientras  la  sociedad  hagSf  frente  á  sus  compromisos,  la 
unanimidad  de  los  socios  ó  de  los  interesados  puede  suspender  la  liqui- 
dación sin  que  los  acreedores  tengnn  derecho  á  estorbarlo,  con  tal  que 
ello  no  importe  una  renuncia  indefinida  á  pedir  la  división  (Cód.  Civ.  2698). 

(1676)  Todos  los  escritores  enseñan  que  el  socio  liquidador,  designado 
en  el  contrato  social,  sólo  puede  dejar  de  serlo  mediante  destitución  ju- 
dicial, mientras  que  la  unanimidad  de  los  socios  puede  retirar  los  pode- 
res al  liquidador  estrafio  nombrado  por  el  contrato  social  (arg.  del  889). 
Troplong,  n»»  1034  y  1037.  Bédarride,  n»  612.  Alanzet,  no  616  y  fallo  de 
Casación  Abril  30  de  1873.  En  los  demás  casos,  bastará  la  mayoría  (inc. 
siguiente  y  su  arg.).  Comp.  con  el  409  inc.  2o  y  Cód.  Civ.  1688  y  1690.  Na- 
mur,  no  1303  á  1306.  Bédarride,  no  613;  &.  Vé  la  nota  siguiente  y  A.  138. 

(1677)  Para  la  computación  'de  votos  en  las  sociedades  por  acciones 
se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  360  (vé  381  inc.  lo);  en  las  colectivas,  de 
conformidad  á  lo  dicho  en  la  nota  1661,  y  en  la  comandita  simple  y  en  la 
habilitación  votarán  todos  los  socios,  teniendo  siempre  cada  uno  un  voto, 
sin  excluir  á  los  habilitados  y  á  los  comanditarios.  Comp.  con  el  412  y 
el  446  y  con  mi  Proy.  de  Cód.  378  inc.  2o  y  390  inc.  2o.  Sensibles  son  es- 
tas frecuentes  lagunas  en  puntos  de  importancia,  precisamente  cuando  la 
lei  viene  á  suplir  el  silencio  de  los  socios,  y  debe  proponerse  descartar  las 
dificultades  propias  de  ese  momento  crítico  para  la  sociedad,  que  nsbcida 
en  medio  de  la  armonía  y  de  las  esperanzas,  muere  á  veces  entre  dudas 
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ra  de  la  sociedad.  ^^^^  Y.  497.  B.  344.  P.  735.  De  E.  338.  N. 
E.  229.  H.  32.  A.  133,  140  y  244. 1.  197. 

Abt.  435 

La  sociedad  sólo  se  considera  existente  á  efecto  de  su  li~ 
quídacion.  ^^'''^ 

El  uso  de  la  firma  social  por  el  liquidador  sólo  importa  la 
facultad  de  liquidar  y  de  contraer  obligaciones  que  sean  con- 
secuencia natural  é  inmediata  de  la  liquidación.  ^^^  V.  498. 
Massé,  no  1961  §  últ.  Comp.  E.  337.   N.  E.  228.  A.  136-137. 

y  desaveoencLas  y  no  pocas  entre  odios.  Aun  cuando  haya  un  liquidador 
designado  en  el  contrato  social,  debidamente  registrado,  podrían  los 
acreedores  usar  de  la  facultad  que  se  les  acuerda  en  el  inc.  2<>  del  428; 
pues  de  lo  contrario  una  disposición  establecida  en  garantía  de  aquellos 
quedaría  á  merced  y  podría  ser  anulada  por  convenio  de  los  socios.  Sen- 
sible es  que  la  ley  no  haya  dispuesto  que  se  haga  conocer  del  público  los 
nombres  de  los  liquidadores  especialmente  cuando  no  sean  los  mismos  ad- 
ministradores de  la  sociedad  (comp.  36  n«  4^  y  nota  153;  420  y  432),  co- 
mo se  establ  >ce  en  mi  Proy.  de  Cód.  379,  en  el  1.  197,  en  el  tí.  580  y  666 
y  hasta  én  la  Reforma  de  1873.  La  ignorancia  del  público  dará  margen  á 
errores  y  abusos. 

(1578)  Salvo  lo  dispuesto  en  el  428  inc.  2®  y  lo  dicho  en  nota  1676. 

{ibld)  Vó  el  422  §  últ.  con  la  nota  1535,  el  438  y  el  444.  Societas  tfftc- 
ivLH  durat,  exatincta  aocietate,  doñee  pertinentia  ad  cam  sint  exactfi,  dice 
Straccha. 

(1580)  El  liquidador  sólo  puede  contraer  obligaciones  que  sean  una 
consecuencia  natural  é  inmediata  de  la  liquidación;  pero  es  del  todo  im- 
potente para  crear,  por  ningún  título  ni  bajo  pretesto  alguno,  obligacio- 
nes nuevas  ó  emprender  una  nueva  operación  comercial,  que  no  respon- 
da alas  necesidades  de  la  liquidación  deque  está  encargsulo.  Mi  Proy. 
de  Cód.  382.  A.  VM.  I.  137.  S.  582  y  666.  Vó  nota  1561.  Los  Liquida- 
dores pueden  emprender  nuevas  operaciones  como  medio  de  tínalizar  los 
negocios  pendientes,  dice  el  A.  137  y  el  582  citado.  Tales  serían,  el 
arrendamiento  de  un  local  para  la  yenta  de  mercaderías,  el  surtir  un 
m  gocio  para  facilitar  su  enajenación,  &,  Comp.  226.  Pero  si  realizaren 
operaciones  no  requeridas  por  las  necesidades  de  la  liquidación,  la  socie- 
dad no  quedará  obligada,  sino  en  cuanto  hubiere  utilizado  (438  inc  1»). 
H<  chosel  inventario  y  balauce,  prescritos  en  el  n»  1^  del  art.  siguiente, 
procederá  á  cobrar  y  pagar  las  deudas  sociales  (vó  4^32  y  nota  1573),  rea- 
lizará las  merca'lerías  y  bienes  muebles;  pero  no  podrá  enajenar,  por  un 
precio  único,  todo  el  activo  social  ni  vender  ó  hipotecar  los  inmuebles 
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Abt.  436 

Los  liquidadores  están  obligados: 

1^  A  formar  dentro  de  los  quince  días  inmediatos  á  su 
nombramiento,  un  inventarío  y  balance  del  caudal  co- 
mún, ^^^  cuyo  resultado  pondrán  en  conocimiento  de 
los  socios,  ^^^^  so  pena  de  nombrarse  judicialmente  á 
su  costo  nuevos  liquidadores,  si  fuesen  socios,  y  si  no 
lo  fuesen,  de  perder  el  derecho  á  remuneración  algu- 
na ^^^3  por  el  trabajo  que  hubiesen  hecho;  Comp.  E. 
339.  N.  E.  230.  P.  738. 
2o  A  comunicar  mensualmente  á  cada  socio  el  estado  de 
la  liquidación,  ^^"^  bajo  la  misma  pena;  Comp.  E.  341. 
P.  740.  N.  P.  139. 

sin  poder  ó  autorización  especial  (comp.  18  y  19);  y  menos  pedir  presta- 
do  (Cód.  Civ.  1870  n«  3»  combinado  con  el  1881  n»  3«  á  9«  ).  Si  le  faltan 
fondos  debe  proceder  como  le  ésta  prescrito  en  el  487.  Por  último,  el 
liquidador  puede,  como  representante  de  la  sociedad,  demandar  y  ser 
demandado,  absolver  posiciones,  &.  Puede  verse  á  Thol  §  93  n^'  11. 
Troplong,  n»  1013  ¿  1023.  Pardessus,  n»  1074  bis.  Bódarride,  n~  592  á 
611.  Alauzet,  n»»  619  y  621.  Vidari,  n»  1185;  y  compararse  con  elart.  114 
y  115  de  la  ley  belga  de  1873,  y  el  comentario  de  Namur.  Advierto 
que,  sobre  si  el  liquidador  puede  girar  ó  endosar  una  letra  de  cambio,  la 
doctrina  francesa  está  dividida. 

(1581)  Existiendo  un  inventario  y  balance  recientemente  hechos  por 
ellos  mismos,  sería  escusado  repetirlos.  Cuando  el  liquidador  no  sea  el 
mismo  administrador,  como  éste  debe  hacer  formal  entrega  y  rendir 
cuentas  (402,  346,  277  y  70.  Mi  Proy.  de  Cód.  392)  y  es  indudable  que 
nadie  como  él  se  halla  en  condiciones  de  realizar  esas  operaciones  con 
mas  exactitud  y  brevedad,  parece  indicado  que  tales  operaciones  se 
hagan  por  el  administrador  con  intervención  del  liquidador  y  de  común 
acuerdo  (vé  mi  Proy.  de  Cód.  381  y  391  ó  I.  200  y  211)  en  cuanto  fuere 
posible.  La  formación  del  inventario  y  balance  supone  la  posesión  de 
los  libros  y  documentos  necesarios  y  el  que  no  haya  intervenido  circuns- 
tancia que  imposibilite  la  realización  de  esos  actos  en  el  término  legaL 
Ad  impossibüia  nemo  tenetur. 

(1582)  Como  en  el  caso  del  362;  y  sino,  podrá  el  socio  usar  del  dere- 
cho acordado  en  el  284. 

(1583)  O  mas  propiamente,  á  toda  remuneradonj  j  á  mu  costa,  como 
dice  elE. 
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3»  A  proceder  inmediatamente  á  la  partición  de  los  bie- 
nes sociales,  finalizada  que  sea  la  liquidación,  ó  antes, 
si  los  socios  acordaren  que  los  dividendos  se  hagan  á 
razou  de  tanto  por  ciento,  á  medida  que  los  bienes  se 
vayan  liquidando  después  de  satisfechas  todas  las  obli- 
gaciones sociales.   ^^^^   y^  499    3   345^  p,  707  y  737. 

I.  200.  N  P.  138. 

Abt.  437 

No  bastando  los  fondos  de  la  sociedad  para  pagar  las  deu- 
das exigibles,  ^^^  es  obligación  de  los  liquidadores  pedir  á  los 

(1584)  Cuando  los  socios  sean  numerosos,  la  tarea  será  improba  y  aun 
con  el  auxilio  de  la  imprenta,  el  término  puede  resultar  angustioso  (comp. 
con  el  1441).  Por  eso  encontró  mucho  mas  práctica  la  disposición  del  art. 
I.,  según  el  cual,  el  liquidador  deberá  informar  á  los  socios,  cuando  éstos 
lo  pidieren,  del  estado  y  manera  en  que  la  liquidación  se  vaya  realizando. 
Mi  Proy.  de  Cód.  381  §  últ.  Por  lo  demás,  todo  mandatario  ó  comisio- 
nista debe  informar  periódicamente  á  su  mandante  del  estado  del  negocio 
quo  le  haya  sido  encomendado  (229,  246,  930  y  1441  y  su  arg.),  para  que 
puoda  iutervenir  convi3niento:nente,  en  la  medida  de  su  derecho,  en  la 
marcha  déla  negociación,  juzgar  la  conducta  del  mandatario  y  poner  coto 
ó  romedio  á  sus  abu<?os.  Se  sabe  que  el  liquidador  es  un  mandatario  de 
la  sociedad  (Cód.  Civ.  1870  n®  3),  y  por  tanto,  de  los  socios. 

(1585)  Haré  una  triple  observación  sobre  este  n«:  1*  que  su  redacción 
no  es  despejada,  como  ló  es  la  del  (3ód.  I.  201,  seguido  en  mí  Proy.  de 
Cód.  382;  2*  que  el  442  c  )ii3tituye  el  complemento  del  presente  n»;  y  3* 
que  atribuyéndose  aqui  una  repartición  periódica  de  dividendos,  no  se  vé 
la  razón  por  que  se  han  eliminado  en  Libro  4®  todos  los  art.  del  Cód.  ant. 
que  hablaban  de  dividendos  en  las  quiebras.  Yé  nota  4871.  Por  último, 
la  sanción  del  364  inc.  2»  debió  hacerse  estensiva  á  los  liquidadores.  Mi 
Proy.  de  Cód.  379  §  últ. 

(1586)  Y  los  gastos  de  la  liquidación,  que  son  también  una  deuda  de 
la  masa  social  (vé  71),  y  que  el  liquidador  no  está  obligado  á  anticipar  y 
al  mandante  (la  sociedad)  corresponde  suministrar  los  fondos  necesarios 
(Cód.  Civ.  1948  y  224  n»  1«  y  arg.  del  241)  Como  nuestro  art.  no  dis- 
tingue y  mientras  haya  cuotas  debidas  por  los  socios  y  accionistas,  no 
puode  decirse  que  la  liquidación  se  halle  definitivamente  terminada,  es- 
timo inaceptable,  por  demasiado  absoluta,  la  tesis  de  Sampaio  de  que, 
agotado  el  fondo  destinado  á  la  amortización  de  las  deudas,  no  tiene 
lugar  la  disposición  de  nuestro  art.    Mas  cuando  los  socios  nada  adeu- 
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socios  las  cantidades  necesarias  en  los  casos  en  qne  estos  es- 
tuviesen obligados  á  suministrarlas  conforme  á  las  reglas  es- 
tablecidas. V.  600.  B.  746.  P.  736.  H.  33.  W.  227.  N.  P. 
136,  &. 

Aet.  438 

Si  el  liquidador  ha  contratado  á  nombre  de  la  sociedad,  sin 
tener  para  ello  mandato  general  ó  particular  y  fuera  de  los 
casos  del  artículo  435,  ^^^"^  los  socios  *^®^  sólo  quedan  obliga- 
dos en  la  parte  de  ganancias  que  el  liquidador  hubiese  obte- 
nido del  contrato.  ^^^®  Massé,  n9  1961.  Troploug,  n^  1054. 

den  4  la  sociedad  y  se  halle  agotado  el  activo  social,  la  misión  de  los 
liquidadores  termina  con  la  liquidación,  y  si  los  socios  no  traen  fondos, 
vendrá  la  declatoria  de  quiebra.  Vé  1605  y  1384,  y  á  Pardessus,  n»  1074 
ter,  sobre  la  cesación  de  pagos  durante  la  liquidación.  El  liquidador 
no  debe  exigir  nocesariamente  todas  las  cuotas  impagas,  sino  en  la  medida 
necesaria  para  satisfacer  las  deudeis  sociales  exigibles  y  los  gastos  de  la 
liquidaciou;  porque  no  se  trata  de  emprender  operaciones  sino  de  chan- 
celar  las  deudas,  y  el  liquidador  no  tiene  otras  facultades  que  las  reque- 
ridas para  la  liquidación  (435  y  su  arg.).  Se  sabe,  por  lo  demás,  que  el 
habilitado  no  concurre  á  las  pérdidas  y  que  los  socios  de  responsabili- 
dad limitada  (comanditarios  y  accionistas)  sólo  concurren  con  las  cuotas 
suscritas.  En  caso  necesario,  el  liquidador  deberá  demandar  y  ejecutar 
al  socio  remiso.  Compara  este  art.  423  con  el  97  de  la  lei  belga  de 
Mayo  22  de  1886. 

(1587)  Esta  f.ase  fuera  de  lo8  casos  del  art,  435  forma  double  erñploi 
con  la  referente  al  mandato  general;  porque  en  el  lenguaje  de  Troplong 
y  de  Massé,  el  man*lato  general  es  el  mandato  que  el  liquidador  tiene 
por  la  lei,  ó  sea  nuestro  art.  435;  y  porque  üo  existen  sino  dos  especies 
de  mandato,  el  general  y  el  espe*d(d  (G6d.  Giv.  1879:  mandato  particular, 
es  un  puro  galicismo),  y  los  liquidadores  pueden  necesitar  de  poderes 
especiales,  mas  nó  de  un  poder  general,  que  nada  agregaría  á  las  facul- 
tades que  tiene  de  la  ley. 

(1588)  O  mas  bien  la  sociedad,  que  es  la  que  utiliza  de  una  manera 
inmediata  (vé  443)  y  á  cuyo  nombre  se  hizo  el  contrato.  Ella  es  la  dnica 
acreedora  y  la  única  deudora,  y  la  versio  in  rem^  no  se  invoca  contra 
terceros.  En  cuanto  al  liquidador,  se  estará  á  los  principios  del  derecho 
civil. 

(1589)  La  espresion  no  puede  ser  mas  impropia;  pues  no  se  trata  de 
las  ganancias  que  el  liquidador  haya  podido  obtener,  siuo  del  provecho 
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Si  el  liquidador  tuviese  poderes  generales  de  todos  los  so- 
cios para  representar  á  la  sociedad  disuelta,  ó  estuviese  en 
los  casos  del  artículo  435,  quedarán  los  socios  solidariamente 
obligados  hacia  los  terceros.  ^^^  V.  601.  Comp.  Massó  n^  1961. 

Abt.  439 

Cuando  el  liquidador  tiene  necesidad  de  poder  especial 
para  tratar,  cada  socio  sólo  queda  obligado  por  su  parte,  ^^^* 

m 

que  la  sociedad  en  liquidación  haya  obtenido  de  la  operación  (Troplong 
y  Massé,  allí).  Se  trata  de  un  caso  de  la  acción  de  in  rem  verso,  como  en 
el  306  y  en  la  nota  1108.  Vé  la  1113.  El  testo  del  306  demuestra  lo  im- 
propio de  la  redacción  de  este  inciso. 

(1690)  En  este  §  se  contienen  varios  errores:  1»  en  suponer  que  el  liqui- 
dador pueda  necesitar  poder  general  de  todos  los  socios  para  representar 
á  la  sociedad,  incurriendo  así  en  el  double  emploi  del  inciso  1^  (nota  1587),* 
2o  en  creer  que  los  obligados  son  los  socios,  cuando  no  se  trata  de  una 
obligación  personal  suya,  sino  de  una  obligación  de  la  sociedad  en  liqui- 
dación, á  cuyo  nombre  se  supone  celebrada  la  operación;  3^  ^n  pensar 
que  la  obligación  de  los  socios  haya  de  ser  solidaria,  cuando  esto  depen- 
derá de  la  naturaleza  de  la  sociedad,  puesto  que  la  responsabilidad  L'mi- 
tada  de  los  socios  no  debe  modificarse  por  el  estado  de  liquidación;  y  si 
Massé  habla  de  solidaridad  es  porque  trata  de  la  sociedad  en  nombre 
colectivo  (n<»*  1940,  1945,  &).  Por  último,  este  §,  mediante  su  contrapo- 
sición con  el  inciso  anterior,  quiere  significar  que  en  los  casos  de  ese 
inciso,  es  decir,  cuando  el  liquidador  ha  excedido  sus  poderes,  los  socios 
no  quedan  obligados  solidariamente  (arg.  del  439),  lo  cual  puede  ser 
exacto  y  puede  no  serlo;  pues,  en  lo  utilizado  por  la  sociedad,  los  socios 
quedarán  obligados  como  en  las  demás  deudas  sociales. 

(1591;  La  redacción  de  este  art.  deja  mucho  que  desear.  Si  el  liqui- 
dador necesita  poder  especial,  cree  Massé  que  el  acto  ha  de  ser  necesa- 
riamente estraño  á  la  liquidación  de  la  sociedad  y  que  asi  no  obliga  á  la 
sociedad  extinguida  sino  á  los  socios  mandantes;  en  lo  cual  hay  un  doble 
error,  á  menos  que  supongamos  que  los  socios  han  encargado  al  liqui- 
dador de  emprender  operaciones  estrañas  á  la  liquidación;  puesto  que 
hay  muchos  actos  necesarios  á  la  liquidación,  que  requieren  poder  espe- 
cial, y  en  que  la  responsabilidad  de  la  sociedad  y  de  los  socios  no  se 
modifican,  ni  habría  razón  alguna  para  que  se  modificaran.  Así  es  que  la 
doctrina  de  Massé  es  aislada  y  tiene  en  su  contra  dos  fallos  de  la  Corte 
de  Rúan  y  la  opinión  de  Devilleneuve.  Otra  cosa  será  cuando  los  man- 
dantes obren,  nó  como  socios  y  á  nombre  de  la  sociedad  en  b'quidacion. 
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aunque  el  liquidador,  en  virtud  del  poder  especial,,  hubiese 
contratado  bajo  la  firma  social.  ^^^^  V.  602.  Massé,  u®  1961. 

Art.  440 

Los  liquidadores  son  responsables  ^  los  socios  de  cualquier 
perjuicio  que  resultajre  á  la  masa  común,  de  negligencia  en 
el  desemppño  de  sus  funciones,  ó  por  abuso  de  los  bienes  ó 
efectos  de  la  sociedad.  ^593  g,  342  inc.  lo.  N.  E.  231.  B.  347. 
P.  741.  I.  206. 

En  el  caso  de  omisión  ó  negligencia  culpable,  podrán  ser 
destituidos  con  pérdida  del  d^^recho  A  ser  retribuí-  los  por  su 
trabajo.  ^^^^  Si  se  probaro  fraude,  habrá  además  contra  ellos 
la  respectiva  aouioii  criminal.  ^^^  V.  603.  B.  347. 

Art.  441 

Acabada  la  liquidación  y  propuesta  la  forma  en  que  se  ha 
de  hacer  la  división,  si  fueran  aprobadas  una  y  otra  por  los 

sino  oomo  simples  condóiuimos«ó  en  vista  de  operaciones  estrañas  á  la 
liquidación.  Respecto  del  liquidador,  los  socios  quedarán  solidariamente 
obligados  (Cód-  Civ.  768  n«  2,  1945  y  2701),  deducción  hecha  de  la  parte 
que  corresponda  al  liquidador,  cuando  éste  sea  un  socio.  En  coii^ra  Alau- 
zet,  no  631. 

(1592)  Esta  circunstancia  no  puede,  por  sí,  tener  mucha  importancia  ni 
inducir  en  error  á  los  terceros  contratantes,  cuando  hayan  conocido  ó 
podido  conocer  el  poder  especial.    Compara  con  el  305  inc.  1<>. 

(1593)  Como  un  gerente  ó  mandatario  cualquiera  (2G9,  B07,  3l91,  413  y 
415  y  arg.  de  ellos).  Cód:  Civ.  1725.  Siendo  el  liquidador  un  mandatario 
(Troplong,  n®  1009.  Cód.  Civ.  1870  n»  S»;  &),  debió  establecerse  en  general 
que  loa  liquidadores  quedarán  sometidos  á  as  reglas  del  mandato  (Mi  Proy. 
de  Cód.  386.  I.  205.  N.  P.  141  y  arg.  del  346  del  presente). 

(1594)  La  destitución  podrá  S'^r  hecha  por  mayoría  de  votos  de  los 
socios  (arg.  del  434);  pero  sólo  al  juez  competente  (vé  448)  toca  resolver 
sobre  la  pérdida  de  la  retribución.  El  art.  B.  se  refiere  á  la  destitución 
hecha  por  la  autoridad  judicial.  Según  el  A.  134  la  separación,  como  el 
nombramiento,  debe  hacerse  por  unanimidad  de  votos.  Vé  nota  1577,  y 
comp.  con  436  n»»  1«  y  2«,  102  y  119. 

(1595)  Que  conforme  al  Código  penal  pueda  corresponder.  Puede  com- 
pararse con  los  art.  95,  110  y  415. 
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demás  socios,  cesa  toda  y  cualquiera  reclamación  por  parte 
de  estos,  contra  sí  ^^^  recíprocamente,  y  contra  los  liquida- 
dores. ^^^"^  El  socio  que  no  aprobare  la  liquidación  ó  la  for- 
ma de  división,  está  obligado  á  reclamar  dentro  de  diez  dias 
después  de  haberle  sidjD  comunicada;  *^^  so  pena  de  no  ser 
oido,  y  de  que  se  tenga  por  buena  la  liquidación  y  parti- 
ción.  1599 

Las  reclamaciones  que  se  presentasen  en  tiempo,  se  deci- 
dirán por  jueces  arbitradores,  salvo  convención  en  contra- 
rio, -^^  que  nombrarán  las  partas  á  los  diez  dias  siguientes  ^^^^ 
á  la  presentación  de  aquellas.  En  defecto  de  hacer  ese  nom- 


(1696)  Entre  sí,  dice  el  original  P.  y  reputo  lo  único  correcto. 

(1597)  Vé  848  n^  1»  al  ñn.  Salvo  las  acciones  que  correspondan  á  los 
interesados  para  que  se  rectifique  el  error  de  cuenta  (vé  nota  274  y  el  790) 
ó  el  fraude  que  se  descubriere  posteriormente.  N.  P.  141  y  arg.  de  mi 
Proy.  de  Cód.  730.  Miditiia  non  est  indtUgendum  y  el  fraude  forma  escep- 
cion  á  todas  las  reglas.  Lti  prescripción  de  la  acción  de  los  terceros  y 
la  de  los  socios  con  motivo  de  la  partición  se  gobiernan  por  el  mandato 
del  848  n®  1®  esclusivamente.  Vé  nota  27^8. 

(1598)  Cuando  ambas  operaciones  (li<(UÍdacion  y  forma  de  diwsion)  son 
comunicadas  al  propio  tiempo  al  socio,  habrá  una  sola  prescripción;  pero 
ea  caso  contrario,  la  aprobación  ó  impugnación  puede  recaer  sobre  cada 
acto  separadamente,  y  habrán  dos  prescripciones  distintas  y  separadas, 
una  relativa  á  la  liquidación,  y  la  otra,  á  la  forma  de  la  división.  Los 
diez  dias  son  continuos,  no  útiles  (vé  39  y  845.  Cód.  Civ.  28  y  29:  arg. 
del  613),  no  incluyéndose  en  ellos  el  dia  de  la  comunicación,  y  su  cómputo 
se  hará  separadamente,  para  cada  socio,  cuando  la  operación  les  haya 
sido  comunicada  en  dias  diversos.  El  plazo  es  mas  angustioso  aquí  que 
en  las  demás  rendiciones  de  cuentas  (vé  73),  porque  los  socios  conocen 
mejor  los  negocios  sociales  (vé  284),  tanto  mas  que  se  informarán  meu- 
sualmente  del  estado  de  la  liquidación,  é  interesa  que  la  indivisión  no  se 
prolongue  y  pueda  cada  socio  disponer  de  su  tiempo  y  de  su  capital. 
Téngase  en  cuenta  la  doctrina  del  903  §  lílt.  con  su  nota. 

(1599^  Las  palabras  comunicada  y  buena,  por  referirse  á  las  operaciones 
de  liquidación  y  división,  debieron  ponerse  en  plural. 

(1600)  Esta  adición,  que  viene  á  romper  la  unidad  de  la  frase,  responde 
al  pensamiento  del  448,  Los  jueces  arbitradores  son  llamados  también 
en  derecho  arbitros  arbitradores  ó  amigables  componedores. 

(1601)  Léase,  en  los  diez  dias  siguientes,  como  exige  la  propiedad. 
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bramiento,  lo  iará  de  oficio  el  Tribunal  competante.  ^^^  V. 
604.  B.  348  y  E.  345.  N.  E.  232-233.  A.  141-142.  I.  209 
y  210. 

Abt.  442 

Ningún  socio  puede  exigir  la  entrega  del  haber  que  le 
toca  en  la  división  de  la  masa  social,  mientras  no  estén  cu- 
biertos todos  los  créditos  pasivos  de  la  compañía,  ^^^  ¿  g^ 
hubiese  depositado  cantidad  suficiente  para  el  pago  ^^^  (E. 
347.  De  N.  P.  138  inc.  1<>);  pero  podrá  exigir  el  depósito  de 
las  cantidades  que  se  fuesen  liquidando.  ^^^  N.  E.  236.  A. 
141.  I.  201. 

Esta  disposición  no  comprende  á  los  socios  que  hubiesen 
hecho  préstamos  á  la  sociedad,  los  cuales  deberán  ser  paga- 
dos en  la  misma  forma  que  los  demás  acreedores.  ^^^  V.  606. 
B.  349.  E.  348. 

Abt.  443 
Los  bienes  particulares  de  los  socios  que  no  se  incluyeron 

(i  602)  El  juez  competente,  y  con  sujeción  á  la  ley  de  procedimiento.  El 
449  hacía,  en  rigor,  innecesario  este  §. 

(1603)  Non  8unt  bona  nisi  dedticto  cere  alieno.  En  el  'mismo  espirita  está 
concebido  el  436  n®  3».  Vé  nota  1686. 

(1604)  El  art.  3474  del  Cód.  Giv.  (vé  el  3476)  trae  una  disposición  idén- 
tica. Compara  con  el  1638  del  presente.  El  depósito  es  una  garantía  su- 
ficiente para  los  acreedores  tardíos  ó  de  crédito  no  exigiblo  ó  discutido, 
y  debe  hacerse  en  establecimiento  que  ofrezca  seguridad  bastante  ó  en 
defecto,  en  persona  notoriamente  abonada,  que  designen  los  socios  y  el 
liquidador.  Sólo  de  acuerdo  con  los  acreedores  podrá  sustituirse  el  de- 
pósito con  otra  garantía.  Comp.  con  447  y  mi  Proy.  de  Cód.  382  §  últ.  y 
sus  citas. 

(1606)  Como  garantía  de  segpirídad  (comp.  270  con  sus  notas),  para  que 
esas  cantidades  vayan  produciendo  intereses  y  se  distribuyan  como  di- 
videndos á  su  tiempo  (vé  436  no  3). 

(1606)  Porque  en  tal  concepto  son  estraños  (311  §  últ.  y  nota  1126; 
Namur,  n^  874),  pero  cuando  hayan  de  contribuir  á  las  pérdidas,  sufrirán 
la  compulsación  en  el  limite  que  proceda.    La  disposición  de  este  §  pudo 
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en  Irt  formación  de  la  sociedad,  ^^^  no  pueden  ser  ejecuta- 
dos para  el  pago  de  la  deuda  social,  sino  después  de  ejecu- 
tados todos  los  bienes  de  la  sociedad,  i^^s  y.  506.  E.  362.  N. 
E.  237.  B.  350.  P.  744  W.  330.  I.  206.  N.  P.  153  §  K 

en  ngor  suprimirse,  como  doctrinaria,  y  no  ha  sido  reproducida  en  el 
N.  E.  235.  Los  casos  del  414  entran  en  la  disposición  general  de  nuestro  §. 

(1607)  Los  bienes  incluidos  en  la  formación  de  la  sociedad,  cuando  su 
aporte  fué  en  propiedad,  dejan  de  ser  bienes  particulares  de  los  socios  y 
pasan  á  serlo  de  la  sociedad;  y  si  lo  concedido  fué  el  uso  ó  el  usufructo 
únicamente,  éstos  no  podrán  ser  ejecutados.  Habría  sido,  pues,  preferible 
suprimir  esta  equivoca  redundancia  del  E.,  como  lo  hizo  el  B.  No  es 
mucho  mas  feliz  la  redacción  del  N.  E.  237,  según  el  cual:  "  los  bienes 
particulares  de  los  socios  colectioos  (y  por  qué  nó  de  los  demás?)  que  no 
se  mcluyeron  en  el  Iwher  de  la  sociedad  al  formarse  ésta,  no  podrán  ser 
ejecutados  para  el  pago  de  las  obligaciones  contraidas  por  ella,  sino  des- 
pués de  haber  hecho  excusión  del  haber  social.  Comp.  N.  P.  163  §  1«. 

(1608)  Este  art.,  que  no  es  aplicable  en  el  caso  del  398,  ni  al  socio  in- 
dustrial, se  entiende  sin  perjuicio  de  la  disposición  del  437.  De  la  pre- 
sente resulta  que  el  socio  viene  á  ser  un  fiador  simple  de  la  sociedad 
(comp.  480  y  489;,  puesto  que  no  pueden  ejecutarse  sus  bienes  particula- 
res, sino  después  de  escutidos  todos  los  bienes  de  la  sociedad.  Compara  en 
el  mismo  sentido  con  Pardessus,  no»  976, 1026  y  1090  y  Troplong,  n«  1044; 
Cód.  I.  106;  mi  Proy.  de  Cód.  285;  N.  P.  153  §  !«;  Lei  belga  122.  S.  564. 
Namur,  n»»  1328,  874  y  879;  Alauzet,  n<>  522;  Solim,  pág.  167.  Thaller,  II 
pág.  322.  Vidari,  no»  636  y  832  (496,  497  y  761,  de  la  3»  edición).  Esta 
es  una  de  las  consecuencias  mas  notables  de  la  personalidad  jurídica  de 
las  sociedades  (vé  nota  999).  La  única  que  ha  contraido  y  se  ha  obligado 
inmediatamente  ha  sido  la  sociedad,  y  al  hacerlo,  ha  afectado  especial- 
mente sus  bienes  propios  ó  sea  el  capital  social;  y  es  lógico  que  la  res- 
ponsabilidad personal  de  los  socios  sea  puramente  subsidiaria,  aunque 
pueda  ser  solidaría.  Y  como  nuestro  art.  no  distingue  ni  se  vé  razón 
para  ello,  debe  concluirse  que  su  disposición  será  aplicable  en  todu  tiem- 
po, antes  ó  después  de  la  liquidación,  y  sea  ésta  voluntaria  y  estrajudicial 
ó  forzosa  y  judicial.  Así  es  que,  aun  tratándose  de  sociedades  colectivas, 
en  que  la  quiebra  de  la  sociedad  importa  la  de  los  socios  (vé  1 384  inc.  1®), 
y  la  formación  de  otros  tantos  juicios  consiguientes  (1432  y  su  arg.),  la 
disposición  de  nuestro  art.  mantendrá  toda  su  eficacia,  y  no  deberá  to- 
carse los  bienes  particulares  de  los  socios  concursados,  para  el  pago  de  la 
deuda  social,  sino  después  de  excutidos  todos  los  bienes  de  la  sociedad. 
Esto  crea  una  situación  interesante  y  delicada,  que  requería  especiales 
providencil^  á  que  traté  de  satisfoM^er  mediante  las  prescrípcioxies  conte- 
nidas en  los  art.  1516, 1604  y  1607  de  mi  Proy.  de  Cód.  que  en  vaao  se 
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Abt.  444 


Los  liquidadores  no   puedea,  so  pena  de  nulidad,   transar 
ni  firmar   compromisos  ^^^  sobre  los  intereses  sociales,  sin 


buscarán  en  el  presente.  Tan  grave  omisión  de  la  Comisión  de  Cód.  dará 
margen  á  pleitos,  daftos  é  injusticias.  Nuestro  art.,  por  estatuir  sobre  un 
punto  general,  se  halla  aquí  fuera  de  lugar  y  habría  estado  mejor  colo« 
cado  antes  del  417. 

(1609)  Es  decir,  csomprometer  la  causa  en  arbitros.  Cód.  Civ.  1881  n»  3o. 
Porque,  según  el  Cód.  Civ.  839  y  841,  esas  facultades  no  pertenecen  á  los 
mandatarios,  sino  á  los  dueños  del  negocio,  ó  en  virtud  de  poder  espe- 
cial dado  por  éstos  (840  y  1881  n®  3®  combinado  con  el  1870  n»  3o).    La 
doctrina  y  la  legislación  están  divididas,  como  puede  verse  en  la  nota  á 
mi  Proy.  de  Cód.  384  y  en  Alauzet,  n?  620.    El  derecho  de  transar  es 
mas  grave  y  sujeto  á  abusos,  que  la  facultad  de  comprometer  la  causa 
en  arbitros.   Si  se  concede  al  gerente  esta  última  facultad,  como  lo  hace 
la  gran  mayoría  de  los  autores  franceses,  sería|lógico  no  negarla  al  geren- 
te de  la  sociedad  en  liquidación,  como  lo  hacen  varios  Cód.  modernos;  y 
si  no  se  ha  de  trabar  la  liquidación,  es  preciso  que   el  liquidador  tenga 
un  poder  discrecional,  y  desde  que  no  se  viole  la  ley,  el  contrato  ó  los  de- 
beres especiales  de  su  encargo,  debe  ser  lícito  emplear  cualquier  medio 
tendente  á  facilitar  la  liquidación  (vé  nota  1561),  con  tal  que  no  se  perju- 
dique á  los  acreedores  y  se  proceda  sin  fraude.  Vé  á  Vidari,  n®  1182,  3» 
edición  y  Bing,  pág.  406.    Pudo  acordarse  al  liquidador  tales  poderes, 
reservando  á  la  mayoría  el  derecho  de  oponerse  en  un  término  dado,  y 
salvo  cuando  le  estuviesen  formalmente  negados  en   el  contrato.    Pero 
nuestro  arb.  ha  preferido  el  partido  mas  seguro,  y  es  lógico,   pues  esos 
mismos  poderes    no  han  sido   concedidos  al  gerente  de  la  sociedad 
(arg.  del  435,   del  346    y  de  los  art.  del  Cód.  Civ.  citados   al  principio 
de  esta  nota).  La  disposición  del  439  parece  que  será  estensiva  al  caso  de 
la  transacción,  que  es  un  contrato  (Cód.  Civ.  832  y  arg  del  833  y  del  872  y 
doctrina  corriente):  mas  nó  al  de  un  compromiso,   pues  comprometer  no 
es  propiamente  tratar,  á  lo  menos  respecto  á  las  obligaciones  que  nazcan 
del  laudo,  aunque  lo  sea  respecto  á  las  deudas  que  nazcau  inmediatamen- 
te del  compromiso,  como  multas,  &.  Recuérdese  que  la  disposición  del 
439  es  errada  y  de  derecho  escepcional,  y  que  así  debe  aplicarse  restricta- 
mente sin  admitir  conclusiones  que  no  satisfagan  completamente.     Pues 
cómo  será  posible  hacer  que  el  error  engrane  en  la  verdad,  y  se  ingerten  y 
suelden  entre  si  como  cuerpo  homogéneo?    Vé  nota  1610. 

Las  prohibiciones  de  nuestro  art.  no  son  las  únicas  restricciones  al  po- 
der de  los  liquidadores,  puesto  que  sus  facultades  tienen  las  limitaciones 
resultantes  de  la  disposición  del  435  (vé  nota  1580),  ni  tampoco  les  es  lí- 
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autorización  especial  de  ios  socios,  dada  por  escrito.  ^^'^  Y. 
607.  B.  350.  E.  342,  2»  parte.  N.  E.  231.  P.  742. 

Abt.  445 

En  las  liquidaciones  de  sociedades  en  que  hubieren  meno- 
res interesados,  procederán  sus  guardadores  con  plenitud  de 
facultades,  como  si  obrasen  en  negocio  propio  ^^^^  (E.  346.  N. 
E.  234.  De  F.  63.  W.  381).  Todos  los  actos  que  practicaren  i 
nombre  de  sus  pupilos  serán  válidos  é  irrevocables,  ^®^*  que- 
dando únicamente  á  salvo  á  los  menores  el  derecho  para  re- 
clamar de  sus  tutores  ó  curadores  los  perjuicios  que  les  hu- 
biesen resultado.  »«»3  V.  608.  B.  353  inc.  2o. 

cito  hacer  hipotecas  ó  enajenaciones  de  inmuebles,  ú  otras  que  sean  á  ti- 
tulo gratuito,  y  Pardessus  con  otros  autores  les  niegan  la  facultad  de 
enajenar  los  créditos  no  vencidos. 

(1610)  La  autorización  puede  resultar  del  contrato  social,  y  entonces 
parece  que  no  será  aplicable  la  disposición  escepcional  del  439,  ó  de  un 
acto  escrito  posterior.  La  transacción  y  el  compromiso  pueden  requerir 
escritura  pública  en  virtud  de  las  prescripciones  del  Oód.  Civ.  837  y  1184 
n»  8«  ó  del  de  procedimiento. 

(1611)  Previa  autorización  judicial,  en  su  caso.  Vé  Cód  Civ.  443  n»  6», 
446,  447  y  1770.  Es  notable  la  prescripción  de  este  art,  y  segon  él,  pro- 
cede el  tutor  por  si  con  tan  plenas  facultades  como  si  obrase  en  asunto 
propio,  y  no  requiere  asi  la  autorización  judicial  ni  la  intervención  del 
Ministerio  de  Menores.  En  el  mismo  espiritu  está  concebido  el  428  inc. 
1\  Oomp.  Cód.  Civ.  443.  Pero  la  disposición  absoluta  del  art.  59  del  Cód. 
Civ.  parece  no  esceptuar  causa  alguna  {adde  arto*  381,  493  inc.  4»  y  494 
ibi),  y  asi  lo  prudente  y  seguro  será  requerir  la  intervención  de  aquel  Mi- 
nisterio. Vé  la  nota  1613.  El  art.  B.  exige  también  la  concurrencia  simul- 
tánea del  tutor  y  de  un  curador  especial.  J^a  Comisión  de  Cód.  no  se 
ha  preocupado  de  apunto  de  tauta  magnitud. 

(1612)  O  mas  exactamente,  no  podrán  anularse  alegando  la  falta  de 
facultad  del  guardador  ;  puesto  que  podrian  invocarse  otras  causas  de 
nulidad  que  vicieraii  el  acto.  La  palabra  irrevocables  hacen  alusión  al 
suprimido  beneñcío  de  restitución  in  integrumij  y  ha  debido   eliminarse. 

(1618)  Los  perjuicios  que  de  su  negligencia  culpable,  dolo  ó  fraude  les 
resultaren,  dice  el  B.  con  mas  exactitud.  La  culpabilidad  del  tutor  se 
establecerá  teniendo  en  cuenta  las  disposiciones  respectivas  del  Cód.  Civ. 
413,  512,  909,  &,     Adviértase,  por  último,  que  curadores  no  se  dan  á  los 
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Abt.  446 

Después  de  la  liquidación  y  partición  definitiva,  ^^^^  los  li- 
bros y  demás  documentos  sociales  serán  depositados  en  casa 
de  uno  de  los  socios  ^*^^  que  á  pluralidad  de  votos  *®^^  se  de- 
signare. V.  509.  B.  352.  P.  747.  E.  363.  H.  36,  W.  231. 
A.  146. 

Abt.  447 

Son  aplicables  á  las  particiones  entre  socios  las  reglas  re- 
lativas á  la  partición  de  herencia,  la  forma  de  la  partición,  y 
las  obligaciones  que  de  ellas  resultan  á  los  herederos.  *^^^ 
V.  610.  Ac3v,  1912.  Napol.  1872.  II  Comp.  1777  Civil.  N.  P. 
138  §  único. 

menores  y  que  el  testo  de  este  art.  no  habla  de  los    demás  incapaces. 
Por  todo  ello,  faé  saprim.ido  eo  mi  Proy.  de  Cód. 

(1614)  Se  llama  provisoria,  no  sólo  la  partición  de  uso  ó  goce,  sino  las 
parciales  á  que  se  refiere  el  436  n»  3». 

(1615)  Para  conservarlos  durante  20  años:  art.  67,  aplicable  á  las  so- 
ciedades. Nuestro  art  es  conforme  á  la  disposición  del  Cód.  Civ.  3473, 
relativa  á  coherederos  (vé  447  del  presente). 

Respecto  á  las  marcas  de  fábrica  y  etiquetas,  vé  á  fiédarride,  n^  638 
bis.  La  disposición  del  E.  353,  que  no  exige  la  conservación  de  los  li- 
bros y  documentos  sino  hasta  que  estén  pagos  todos  los  que  por  cual- 
quier titulo  sean  interesados  en  el  haber  de  la  sociedad,  es  menos  lógica 
£1  I.  y  N.  P.  se  contentan  con  que  los  libros  y  papeles  sociales  se  conser- 
ven por  cinco  años  (art.  218  y  143  §  2»),  plazo  en  que  prescriben  las  accio- 
nes que  nacen  de  la  sociedad;  y  es  cierto  que  si  no  eran  suficientes  los  3 
años  del  848,  debieron  bastar  los  10  años  de  la  prescripción  ordinaria 
(vé  846  y  la  nota  262)  Sólo  se  depositarán  los  libros  y  documentos  que 
no  sean  necesarios  á  las  personas  que  participaron  en  la  división.  Mi  Proy. 
de  Cód.  389  §  ¿It.  Los  socios  y  sus  causahabientes  conservan  el  dere- 
cho de  informarse  y  usar  de  los  libros  y  papeles  depositados.  A.  145  inc. 
2<>.  Vé  el  284  del  presente,  y  á  Vidari,  n»  1193  (1212,  de  la  3»  edición). 

(1616)  Sobre  esta  m^iyoría,  aplica  lo  dicho  en  la  nota  1551,  recordando 
que  la  sociedad  está  estinguiJa  y  lo  dispuesto  en  el  Cód.  Civ.  3473,  res- 
pecto á  un  caso  idéntico. 

(1617)  Eu  lo  que  fuere  aplicable  y  no  habiendo  en  este  Código  dispo- 
sición en  contrario  (vé  uota  2788)  como,  para  un  caso  idéntico,  dice  el 
Cód.  Civ.  1788.    Los  art.  del  Título    De  la    división  de  la  herencia  que 
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Aat,  448 

Todas  las  cuestiones  sociales  que  se  suscitarea  entre  los 
socios  durante  la  existencia  de  la  sociedad,  su  liquidación  ó 
partición,  ^^*^  serán  decididas  por  Jueces  arbitradores,  ^^^^  i 

considero  aplicables  son  los  siguientes:  desde  el  8452  hasta  el  3475  (con 
escepcion  de  los  art.  3458,  3465,  3466,  3470  y  3474),  los  3503,  3504,  el 
3505  combinado  con  el  1701  y  sus  referencias  y  los  art.  3509  á  3513. 
Puede  verse  4  Bédarride,  n^  624  á  638  bis;  &.  Son  también  aplicables  ¿ 
los  socios,  los  art.  2678,  2683,  2692, 2693,  2696,  2697,  3928  y  3929  (vé  mis 
notas  á  ellos).  Pero  si  la  carga  impuesta  por  un  socio,  antes  ó  durante 
la  liquidación  está  sujeta  al  resultado  de  la  partición,  todos  convienen 
en  que  no  lo  está  la  que  fué  impuesta  por  la  sociedad  ó  todos  los  socios. 
Vé  á  Alauzet,  n^  503  y  á  Poulle,  n»  402  á  404;  así  como  el  428  y  el  445* 
que  arguyen,  que  aunque  hayan  interesados  incapaces,  no  es  indispen- 
sable que  fa  partición  se  haga  judicialmente  (Troplong,  n®  1007;  &) 
Vé  á  Vidari,  n»  1199,  3».  edición.  No  necesito  decir  que  la  lei  ha  debido 
referirse  á  determinados  art.  del  Gód.  Oiv.  y  que  la  referencia  genérica 
de  nuestro  art.  dará  margen  á  graves  dudas.  En  el  art.  en  vez  de 
eUaSf  debe  leerse  cUa,  como  requiere  el  sentido  y  está  en  el  proyecto  de 
Cód.  Civ,  del  Dr.  Acevedo. 

(L618)  £3  decir,  toda  cuestión  social  ó  por  razón  de  la  sociedad,  como 
dice  el  ü.  51,  que  se  suscite  desde  el  momento  del  nacimiento  de  ésta 
hasta  su  liquidación  y  partición  definitiva.  "  Toda  contestación  entre 
"  socios,  por  razón  de  la  sociedad,  será  juzgada  por  arbitros",  son  las 
palabras  del  citado  art.  F.;  y  el  E.  dice  simplemente,  toda  diferencia  entre 
los  socios.  Eixialá,  pág.  213,  siguiendo  la  jurisprudencia  francasa,  esta- 
blece que  las  cuestiones  sobre  la  existencia  y  validez  de  una  sociedad  no 
corresponden  á  la  jurisdicción  arbitral;  y  Huebra,  La  Serna  y  Reus  sos- 
tienen que  las  cuestiones  que  se  refieren  á  la  naturaleza  y  existencia  de 
la  misma  sociedad,  como  de  puro  derecho,  deben  resolverse  por  el  juez  ó 
tribunal  competente.  Sin  repudiar  de  una  manera  absoluta  esta  tesis, 
que  acaso  no  tiene  otros  fundamentos  que  el  testo  del  art.  E.  y  el  carác- 
ter escepcional  del  antiguo  Consolado  de  Comercio^  no  es  admisible  la  dis- 
tinción entre  cuestiones  de  hecho  y  cuestiones  de  derecho  en  que  se  hace 
residir  la  dificultad.  Y  aunque  no  se  trata  de  una  cuestión  única,  sino  de 
un  grupo  de  cuestiones,  prefiero,  por  punto  general,  la  opinión  contraria, 
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y  ea  apoyo  de  mi  parecer  viene  el  P.  749,  cuando  dice:  ^  toda  contesta- 
^  cion  entre  socios,  r«ilatiya  á  la  sociedad  y  sus  dependencias,  cualquiera 
"  que  sea  8U  naturaleza,  será  siempre  juzgada  por  arbitros  comerciales  ". 
Pero  no  me  extrañará  que  los  jueces  resuelvan  otra  cosa,  porque  es  co- 
nocida su  tendencia  formulista,  conservadora  y  poco  liberal.  Respecto 
á  la  competencia  en  materia  de  disolución,  la  doctrina  francesa  se  hallaba 
dividida  y  vacilante,  como  puede  ver  en  Nouguier  y  Pardessus, 
no  1001. 

(1619)  Vé  444.  El  juicio  arbitral  es  la  forma  primitiva  de  la  justicia. 
Recbazado  en  Inglaterra  y  en  Estados-Unidos,  aunque  las  partes  lo  esti- 
pulen, gozó  de  gran  favor  en  muchos  países,  especialmente  eotre  los 
comerciantes,  que  buscaban  ser  juzgados  por  sus  iguales.  En  teoría,  el 
arbitraje  parece  un  medio  excelente  de  terminar  las  cuestiones  con  eco- 
nomía de  tiempo  y  de  dinero,  y  cuando  se  trata  de  cuentas  que  revisar 
y  de  relaciones  complicadas,  como  son  las  sociales,  hay  la  ventaja 
de  que  el  arbitro  dispone  de  mas  tiompo  que  un  juez  para  su  minucioso 
examen.  Mas  en  la  práctica,  el  arbitraje  no  ha  respondido  á  la  especta- 
tiva  del  legislador  y  ha  engañado  todas  las  esperanzas,  produciendo  ge- 
neralmente efectos  contraríos  á  los  que  se  buscaban  con  esa  institución. 
Los  arbitros  se  considera  muchas  veces,  no  como  jueces,  sino  mas  bien 
como  los  defensores  de  los  que  han  nombrado.  Sus  pareceres  se  dividen 
y  el  tercero  en  discordia  se  vé  en  la  necesidad  de  elegir  entre  conclu- 
siones igualmente  parciales  é  injustas,  so  pena  de  no  haber  fallo.  Es 
notable  que  en  las  Instrucciones  portuguesas  de  1773  se  consigne  ya,  que 
la  esperiencia  ha  demostrado  que  hay  en  el  arbitro  uno  de  estos  tres 
vicios:  amor;  odio  ó  ignorancia.  El  arbitraje,  dice  Troplong,  es  una 
manera  de  juzgar  tan  defectuosa  y  tan  falta  de  garantías,  que  ha  debido 
dejarse  á  los  interesados  la  libertad  de  recurrir  ó  nó  á  él;  y  aconseja 
que  no  se  comprometa  asunto  que  sea  de  alguna  gravedad.  El  arbitraje 
forzoso  no  es,  con  efecto,  conforme  á  la  índole  propia  de  la  institución, 
y  constituye,  como  decían  los  comerciantes  de  Burdeos,  un  antiguo  error 
contra  el  cual  la  esperiencia  nos  tiene  aleccionados,  y  que  es  preciso 
destruir.  Así,  la  reacción  no  se  ha  hecho  esperar  en  vanos  países, 
y  las  reclamaciones  y  quejas  del  comercio  hicieron  que  fuera  desterrado 
en  Francia  por  una  ley  de  1856,  en  Suiza,  Bélgica,  Portugal  y  Brasil 
(ley  no  1350,  de  1866).  Debe  advertirse  también  que  el  Gód.  húngaro 
dispone  que  las  cuestiones  sociales  se  resuelvan  por  los  jueces  de  co- 
mercio, y  que  el  Proy.  de  Wurtemberg  permite  á  las  partes  renunciar 
al  juicio  arbitral.  De  todo  lo  dicho  se  desprende  que  el  arbitrsge  debe 
ser  voluntario,  y  pienso  siempre  que  bastaría  requerir  el  dictamen 
pericial  de  comerciantes  y  de  los  peritos  y  especialistas  en  cada  ramo, 
siendo  posible.  La  Reforma  ha  concluido  por  adoptar  un  temperamento 
medio  (vé  476  al  fin),  que  es  como  una  media  verdad,  y  que  de  hecho 
obviará  rara  vez  á  los  inconvenientes  y  peligros  del    juicio  arbitral. 
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no  ser  que  se  haya  estipulado  lo  contrario  en  el  contrato  de 
sociedad.  Comp.  V.  611.  B.  294.  E.  323.  F.  61.  P.  703  y  749. 
W.  279.  O.  O.  X,  16. 

Abt.  449 

Las  partes  interosadas  los  nombrarán  ^^^^  en  el  térmiDO 
que  se  haya  prefijado  en  la  escritura,  y  en  su  defecto,  en  el 
que  señalare  el  Tribunal  competente. 

No  haciendo  el  nombramiento  dentro  del  término  señala- 
do, y  sin  necesidad  de  próroga  alguna,  se  hará  de  oficio  por 
el  Tribunal,  en  las  personas  que  á  su  juicio  sean  peritas  é 
imparciales  para  entender  en  el  negocio  que  se  disputa.  '^^^ 
V.  612.  E.  324.  F.  64  y  66.  P.  763. 

pues  rara  vez  acontecerá  que  en  el  contrato  social  se  acuerde  algo 
respecto  al  juez  de  las  futuras  diferencias^  qi^e  no  se  comprenden  bajo 
los  auspicios  de  fraternidad  en  que  se  incuban  las  sociedades.  De 
este  modo,  los  mas  delicados  negocios  son  juzgados  por  comisiones 
espocialeS)  diré  asi,  y  nó  por  los  jueces  permanentes  de  la  Constitución, 
y  es  notable  que  se  dé  preferencia  4  los  arbitros,  cuando  en  los  com- 
pile idos  juicios  de  quiebra  so  quiere  que  todo  pase  bajo  el  control  y 
la  intervención  del  juez  de  comercio.  Vé  la  nota  1621. 

(1620)  Poniéndose  de  acuerdo  en  el  nombramiento,  ó  designando  un 
arbitro  cada  socio,  y  si  es  preciso,  un  tercero  para  el  caso  de  discordia. 
La  recusación  y  el  procedimiento  ¿  seguir,  se  gobiernan  por  el  Cód.  de 
Procedimidnto  respectivo.  En  las  sociedades  numerosas  los  arbitros 
podrán  ser  asi  igualmente  numerosos,  con  los  inconvenientes  inherentes 
á  tener  que  clasificar  los  votos  y  obtener  un  resultado  (Troplong,  n®  520). 

(1621)  Esta  materia,  propia  mas  bien  del  procedimiento  que  de  las 
leyes  de  fondo,  deberá  completarse  con  las  disposiciones  peculiares  de 
la  lei  adjetiva.  Puede  compararse  con  Pardessus,  n®  1367;  Bédarride, 
no  470  á  584;  &.  En  vez  de  disputa,  el  original  español  dice,  con  mas 
propiedad  dispute.  Respecto  á  la  falta  de  un  Capítulo  sobre  disposiciones 
penales,  vé  las  notas  304  y  1367  y  el  1606. 
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